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EL SERVICIO CIVIL: ELEMENTO CLAVE DE LA 
REFORMA Y MODERNIZACIÓN DEL ESTADO

El aparato administrativo de un país ocupa un 
lugar central en la elaboración y la implemen-
tación de las políticas públicas y en la relación 
que se establece entre el Estado y los ciudadanos. 
De ahí que su buen funcionamiento y efi ciencia 
sean un punto clave en el éxito o fracaso de todo 
proyecto de modernización del Estado, reforma 
institucional y lucha contra las desigualdades y 
la pobreza. Estrategias políticas bien diseñadas 
pueden ver anulados sus resultados potenciales 
a causa de una defi ciente organización y estruc-
turación del Servicio Civil. Una inadecuada ges-
tión y regulación de los recursos humanos dentro 
de la Administración puede dar lugar a prácti-
cas de clientelismo, corrupción o amiguismo, o 
bien suponer un peso excesivo en términos de 
recursos sobre la economía de un país. En senti-
do contrario, una correcta organización del Ser-
vicio Civil facilita y agiliza la aplicación efi ciente 
de las políticas públicas, y puede servir de cata-
lizador e incluso de multiplicador de los efectos 
de dichas políticas sobre la realidad económica, 
social y política de la nación. 

La Administración Pública no es necesaria-
mente más efi ciente ni realiza mejor su labor por 
acumular más recursos. De la misma manera, y 
contrariamente a lo que en los años 80 y 90 pre-
conizaba el llamado “Consenso de Washington”, 

la clave del desarrollo económico de un país tam-
poco reside en la reducción del aparato estatal al 
mínimo posible. El último cuarto del siglo XX 
nos ha mostrado que ambos extremos no favore-
cen el progreso económico y social. En el mundo 
actual, el sector público no puede expandirse de 
manera ilimitada ni ahogar la iniciativa priva-
da y el libre mercado. Al mismo tiempo, ningún 
régimen político puede consolidarse plenamen-
te si el Estado no garantiza a su población unas 
mínimas condiciones de vida. En concreto una 
democracia no puede ser considerada como tal 
en tanto y cuanto las condiciones de igualdad 
mínimas requeridas para un buen funciona-
miento del Estado democrático no se cumplan. 
Los benefi cios deben hacerse extensibles a toda 
la población, ya sea a través del Estado directa-
mente o de un agente privado bajo regulación 
pública. Ese papel del Estado se lleva en gran 
parte a cabo a través de todo un conjunto de fun-
cionarios civiles encargados de trasladar a la rea-
lidad lo decidido sobre el papel por los órganos 
políticos. De la manera en que este Servicio Civil 
esté organizado y realice su trabajo dependerá 
en buena medida el desarrollo económico de un 
país, la legitimidad del Estado y, en última ins-
tancia, la consolidación de la democracia.      

Esta importancia del Servicio Civil ha sido 
repetidamente destacada por el Banco Inter-
Americano de Desarrollo en sus sucesivas pu-
blicaciones, reiterando que “hay una relación 

Introducción
Koldo Echebarría
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directa entre el desarrollo económico y la cali-
dad del proceso de gobierno”1. La Estrategia de 
Modernización del Estado aprobada en 2003 seña-
la la Gestión Pública como una de las cua-
tro áreas prioritarias para la acción del Banco. 
Dentro de esta área, se señala como particular-
mente relevante la necesidad de “desarrollar y 
fortalecer sistemas de servicio civil bajo criterios 
de mérito y fl exibilidad, [...] mejorar la efi cien-
cia y transparencia en la gestión del gasto, [...] 
modernizar la gestión de los servicios públicos 
y aprovechar en la gestión pública el potencial 
de la sociedad del conocimiento y de las tecno-
logías de la información”. La efi ciencia y la ca-
lidad de la gestión pública aparecen como una 
exigencia para lograr un crecimiento sostenible y 
equitativo. Ello implica un sistema de regulación 
de la administración que impida los fenómenos 
de corrupción y clientelismo a los que se acaba 
de hacer mención. El mérito y la capacitación 
individual, por un lado, y las necesidades y obje-
tivos de la organización, por otro, deben ser los 
criterios por los que se rija la gestión de Recursos 
Humanos dentro de la Administración. De igual 
manera, la efi ciencia en la gestión de los recursos 
asignados y la búsqueda del interés general de 
la sociedad, ejecutado bajo el imperio de la ley, 
son principios a los que todo sistema de Servicio 
Social debiera aspirar.   

La efi ciencia y buena organización del Ser-
vicio Civil son también parte integrante de las 
otras tres áreas prioritarias de actuación del Ban-
co. Así, el objetivo de consolidar y fortalecer el 
Sistema Democrático implica “incrementar 
la neutralidad y objetividad de la administración 
publica y [...] apoyar los procesos de democrati-
zación y descentralización política-administrati-
va”. En este punto cobra una especial relevancia 
la necesidad de que las relaciones entre el go-
bierno y la Administración Pública estén clara-
mente defi nidas y reguladas, de manera que un 
cambio de Gobierno no suponga una remodela-
ción completa del Servicio Civil (remodelación 
que muy probablemente vendría acompañada 
de casos de clientelismo a la hora de nombrar 
a los nuevos funcionarios), sino que los órganos 

administrativos, estando subordinados a los dis-
tintos gobiernos, sirvan de órgano de transición 
en los momentos de las elecciones y garanticen 
con independencia política la continuidad y la 
estabilidad en la prestación de los servicios ad-
ministrativos a los ciudadanos. De igual forma, 
para avanzar en la construcción del Estado 
de Derecho y la Reforma de la Justicia se 
hace necesario “desarrollar sistemas modernos 
de gestión y administración de órganos y pro-
cesos judiciales”. Tanto el funcionamiento de 
los órganos de justicia como las relaciones de 
dichos órganos con otros departamentos de la 
Administración deben estar al abrigo de inter-
ferencias de carácter político o económico. La 
prevalencia del Estado de Derecho y la garantía 
de la seguridad jurídica son condiciones impres-
cindibles para el libre ejercicio de los derechos 
y libertades políticos y económicos. Finalmen-
te, el desarrollo del Estado, el Mercado y la 
Sociedad exige apoyar y fortalecer las institu-
ciones de regulación económica y social. Como 
podemos ver, el Servicio Civil es un elemento 
clave de la problemática de la reforma y la mo-
dernización del Estado.      

Contenido del Libro

Esta obra se propone presentar al lector los re-
sultados del proyecto impulsado por el Banco 
Interamericano de Desarrollo para la evalua-
ción de sistemas nacionales de Servicio Civil 
(SC) en América Latina y el Caribe. Se enmarca 
dentro de la Red de Gestión y Transparencia 
de la Política Pública, que forma parte de los 
“Diálogos Regionales de Políticas” impulsados 
por el BID. 

Las evaluaciones o diagnósticos se han lle-
vado a cabo en 18 países latinoamericanos entre 
abril de 2002 y diciembre de 2004, y han sido 

1 “Marco de referencia para la acción del Banco en 
los programas de modernización del Estado y fortale-
cimiento de la Sociedad Civil”, (BID, GN-1883-5, 13 
de marzo de 1996).



ix

INTRODUCCIÓN 

realizados a partir de un marco analítico elabo-
rado por Francisco Longo. En diciembre de 2003 
la Red acordó elaborar un formato abreviado de 
dicho marco analítico, que sirvió durante el año 
2004 a una aceleración en la realización de los 
diagnósticos por país.  

Parte I

El estudio comienza con la presentación del mar-
co analítico, el cual cumple una doble función. 
En primer lugar sirve de base a la construcción 
de los diagnósticos. No se trata de establecer de 
antemano un plan o una guía al que los inves-
tigadores deban ceñirse, sino de ofrecer un ins-
trumento sufi cientemente fl exible como para dar 
cabida a las diversas realidades de cada uno de 
los países analizados, y al mismo tiempo intro-
ducir un mínimo elemento de homogeneidad 
entre los 18 diagnósticos. No es tampoco un mo-
delo único al que todos los países deberían ten-
der, sino un instrumento que permite describir y 
profundizar en una realidad muy variada con el 
fi n de conocer los factores fundamentales que la 
componen. 

Esa mínima homogeneidad introducida por 
la utilización de un mismo marco analítico es la 
que debe permitir a esta obra cumplir su segunda 
función: facilitar al lector un análisis comparado 
de los resultados alcanzados en los diferentes paí-
ses. La utilización de índices e indicadores per-
mite la cuantifi cación de los resultados fi nales y 
facilita de este modo esta tarea de comparación. 
De hecho algunos de los indicadores que se uti-
lizan en este modelo son los mismos que usa el 
Banco Mundial y la OCDE, lo cual permitirá 
al investigador contar con unos resultados fi na-
les también comparables con otras regiones del 
mundo. Esta doble función impone al modelo un 
grado de generalización considerable.  

Parte II

Cada uno de los diagnósticos de los sistemas na-
cionales de SC comprende los siguientes puntos 
de análisis: 

1. Resumen ejecutivo de toda la informa-
ción que se ha obtenido con el diagnóstico y 
que se expone a continuación. 

2. Indicadores: resultados de la evaluación, 
convertidos en indicadores y en índices.

3. Conclusiones: análisis de las áreas causa-
les, factores del contexto interno y externo, y 
de las conclusiones principales del diagnosti-
co.  

4. Recomendaciones: sugerencias sobre 
aquellos puntos en que se puede basar la me-
jora del SC en el país.

5. Tabla de síntesis: breve resumen ejecutivo 
de los resultados principales del diagnóstico. 

Cada uno de los sistemas nacionales de 
Servicio Civil ha sido evaluado a partir de una 
serie de subsistemas que conforman la Gestión 
de Recursos Humanos (GRH) y de una serie de 
índices. El análisis pormenorizado de todos ellos 
ayudará al investigador a obtener una visión bas-
tante exhaustiva del Servicio Civil de un país, y 
le facilitará a continuación la tarea de determi-
nar el área donde se sitúa la causa o causas de 
una posible disfunción o inefi ciencia. 

Tanto el modelo analítico como los diagnós-
ticos elaborados a partir de dicho modelo tienen 
muy presente la necesidad de analizar el Servi-
cio Civil en su conjunto, sin limitarse a un punto 
determinado de la Gestión de Recursos Huma-
nos. Los diferentes subsistemas en los que se ha 
dividido la GRH, así como los múltiples puntos 
críticos que conforman cada uno de esos subsis-
temas, deben permitir al investigador percibir la 
interrelación que existe entre cada uno de estos 
subsistemas. Se hace necesario pues tener muy 
en cuenta tal interrelación entre subsistemas a la 
hora de elaborar recomendaciones fi nales para 
modernizar y reformar el Servicio Civil.

Precisamente estas recomendaciones fi na-
les (punto 6) ocupan un lugar a destacar en el 
presente trabajo. El objetivo del Banco es de ir 
más allá del simple análisis de la situación ac-
tual del Servicio Civil en América Latina, y pro-
poner líneas de acción que debieran conducir a 
una mayor efi ciencia en la organización, gestión 
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y utilización de los recursos humanos y materia-
les en el seno de las Administraciones Públicas. 
En algunos casos las recomendaciones tienen un 
carácter general (algo por otro lado lógico, dado 
el carácter también general de las causas de las 
inefi ciencias existentes), mientras que en otros 
casos los investigadores proponen medidas con-
cretas a adoptar. Si bien existe un objetivo co-
mún por el cual todos los países deberían buscar 
la efi ciencia y racionalidad en la organización de 
sus Servicios Civiles, sin embargo la manera de 
alcanzar dicho objetivo no reside en una “receta 
mágica” extensible a todos o a una mayoría de 
dichos países. Aquello que ha funcionado en un 
país no tiene por que funcionar necesariamen-
te en otro, y se hace necesario conocer profun-
damente la realidad de cada Estado para poder 
adecuar las propuestas. Es imprescindible pues 
reforzar los instrumentos de información fi able 
sobre Servicio Civil con que cuenta el Banco, 
facilitando la elaboración de evaluaciones y pro-
puestas sólidas de reforma.

Parte III

La última parte del libro se propone presentar 
los resultados obtenidos en las diferentes inves-
tigaciones en forma de análisis comparativo por 
subsistemas elaborado por Mercedes Iacoviello 
(capítulo 20) y de análisis comparativo por índi-
ces (capítulo 21) realizado por el propio Francis-
co Longo. 

Mercedes Iacoviello nos presenta, a través 
de una serie de tablas, un análisis comparado de 
los subsistemas en los distintos países. Tal eva-
luación de los subsistemas nos permite obtener 
una visión panorámica de las debilidades y for-
talezas que presenta cada Estado. Nos permite 
igualmente identifi car los subsistemas en donde 

un mayor número países presenta valoraciones 
bajas. Tal subsistema debería ser por tanto un 
campo de acción prioritario en las posibles re-
formas futuras. Se pueden observar así mismo 
aquellos países que, dentro de la región, cuentan 
con una organización y estructuración del Ser-
vicio Civil más efi cientes según los resultados de 
los análisis.

Los índices nos permiten sistematizar una 
realidad compleja y favorecen una lectura com-
parativa de los resultados obtenidos en los diag-
nósticos elaborados. Si bien todos los países 
debieran orientar sus reformas del SC hacia unos 
determinados niveles en cada uno de esos índi-
ces, el contenido de dichas reformas y la manera 
en que son implementadas no pueden defi nirse si 
no es en consonancia con la idiosincrasia propia 
de cada uno de los países. Francisco Longo ana-
liza precisamente aquellos puntos especialmente 
destacables de cada país o grupo de países en re-
lación con estos índices. 

La obra se cierra con un pequeño capítulo 
elaborado también por Francisco Longo, que 
busca ofrecer una lectura transversal de los resul-
tados obtenidos con el presente trabajo (capítulo 
22). En el apartado “Elementos complementarios 
de análisis” se hace un breve repaso de las princi-
pales dinámicas, retos y tensiones que atraviesan 
los procesos de reformas que se han llevado o se 
están llevando a cabo en estos momentos en los 
sistemas de SC en América Latina. Este análisis 
se construye a partir de cinco ejes de refl exión: 
estabilidad/cambio, mérito/ fl exibilidad, inte-
gración/fragmentación, profesionalización/po-
litización, fortaleza/debilidad institucional. El 
capítulo y el libro se cierran con una serie de re-
fl exiones sobre la dirección que podrían tomar 
en un futuro, a corto, medio y largo plazo, las 
reformas de los SC.  
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I. PRESENTACIÓN

Objeto

El objeto de este capítulo, redactado por encar-
go del Banco Interamericano de Desarrollo, es 
presentar un marco analítico destinado a servir 
como referente común para diagnosticar sistemas 
nacionales de Servicio Civil (SC) en países situa-
dos dentro del ámbito de actuación del Banco.

Propósito y características del capítulo

La fi nalidad es triple:

a) Facilitar la tarea de los analistas de sistemas 
nacionales de SC, suministrando un referen-
te de contraste y unas orientaciones metodo-
lógicas que constituyan un instrumento útil 
para su trabajo.

b) Posibilitar un enfoque común de los diagnós-
ticos, que facilite el posterior análisis com-
parado de sus conclusiones por parte de los 
destinatarios de las mismas.

c) Suministrar un instrumental metodológico 
de medida mediante índices que permitan 
después valorar comparativamente determi-
nadas dimensiones de las distintas realidades 
nacionales analizadas. 

Alcance del capítulo

El capítulo pretende ser un marco analítico, y no 
un manual. Su objetivo no es, por tanto, estan-
darizar el comportamiento de los analistas con 
arreglo a un patrón metodológico predetermi-
nado en su contenido, secuencia y detalles. La 
poderosa infl uencia de factores contextuales que 
es inherente al examen de diferentes realidades 
nacionales desaconseja este enfoque. Por otra 
parte, no nos enfrentamos a una única organi-
zación sino a un sistema político-administrativo 
compuesto por redes de organizaciones, lo que 
obliga a extraer conclusiones con un grado de 
generalidad muy notable.

Por todo ello, la pretensión es, más bien, la 
de construir un lenguaje analítico común capaz 
de facilitar una aproximación compartida, pero 
que en ningún caso sustituye al juicio experto de 
los auditores a la hora de adaptarse a los diferen-
tes entornos y obtener sus propias conclusiones.

Rasgos básicos de los trabajos

Son elementos sustantivos que se pretende que 
reúnan en todo caso los trabajos de diagnóstico:

a) El manejo de un referente común de con-
traste, integrado por el modelo teórico de 
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funcionamiento de sistemas de SC que se 
presenta y desarrolla en el capítulo.

b) La utilización de una metodología rigurosa 
de análisis, basada en la obtención de evi-
dencias que fundamenten las conclusiones. 

Estructura del capítulo

El capítulo se ordena en la forma siguiente:

• El siguiente apartado (II) se dedica a identifi -
car, con la mayor claridad posible, el ámbito 
objetivo de los trabajos de diagnóstico, pre-
cisando el alcance de la noción de “Servicio 
Civil”, así como su extensión y delimitación 
a los fi nes de dichos trabajos. 

• El apartado III se destina a la presentación 
de un modelo genérico de referencia1, de 
alcance global y sistémico, para la gestión 
pública del empleo y los recursos humanos, 
destinado a servir de contraste en el análisis 
de las realidades nacionales.

• El apartado IV, el de mayor extensión, está 
dedicado a suministrar las orientaciones 
más precisas para los trabajos de diagnósti-
co. Para ello intenta precisar, hasta donde se 
considera posible, indicaciones de contenido 
y de método para el análisis de los diferentes 
subsistemas en los que se despliega el modelo 
global presentado anteriormente.

Se incluyen además, como anexos:

a) Un glosario de términos utilizados en el ca-
pítulo;

b) Un apartado referente a las peculiaridades de 
los sistemas públicos de gestión del empleo y 
los RRHH, destinado a enmarcar mejor el 
modelo propuesto en el entorno político-ad-
ministrativo;

c) Una relación de los indicadores cuantitativos 
propuestos para fundamentar determinados 
aspectos del diagnóstico;

d) Los índices y subíndices previstos para la con-
centración fi nal del diagnóstico, así como las 
indicaciones metodológicas para formarlos;

e) Una lista global de comprobación de puntos 
críticos, que incorpora la escala de valoración 
y las pautas de ponderación de cada uno, así 
como su relación con índices y subíndices; y 

Se incluye asimismo un conjunto de referen-
cias bibliográfi cas. 

II.  ÁMBITO DE LOS TRABAJOS 
 DE DIAGNÓSTICO

Este apartado está destinado a delimitar con la mayor 
precisión posible el objeto de los trabajos de auditoría, de-
fi niendo el alcance que se da, a estos efectos, al concepto 
de Servicio Civil.

Qué entendemos por Servicio Civil

En un sentido amplio, entendemos por Servicio 
Civil (SC) el sistema de gestión del empleo 
público y los recursos humanos adscritos 
al servicio de las organizaciones públicas, 
existente en una realidad nacional deter-
minada. 

En un sentido más restringido, puede ha-
blarse en propiedad de SC cuando dicho sistema 
incorpora arreglos institucionales espe-
cífi cos, más o menos alejados de los que 
caracterizan al empleo común, con la fi -
nalidad de garantizar la existencia de ad-
ministraciones públicas profesionales.

De esta doble aproximación se desprenden 
algunas notas de utilidad para una delimitación 
más precisa de la noción, que se desarrollan en 
los párrafos siguientes. 

1 El modelo teórico de GRH que se presenta en el 
apartado III de este capítulo se basa en los enfoques 
utilizados por el Departamento de Dirección de Recur-
sos Humanos de ESADE, desarrollados y adaptados al 
ámbito público por su Instituto de Dirección y Gestión 
Pública. El autor agradece especialmente las aporta-
ciones del profesor Ricard Serlavós, de las que se nutre 
en buena medida la aproximación básica adoptada. 
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Elementos y fines de un sistema de SC

El SC está constituido por el conjunto de arre-
glos institucionales mediante los que se articu-
lan y gestionan el empleo público y las personas 
que integran éste. Dichos arreglos comprenden 
normas, escritas o informales, estructuras, pau-
tas culturales, políticas explícitas o implícitas, 
procesos, prácticas y actividades diversas cuya 
fi nalidad es garantizar un manejo adecuado de 
los recursos humanos, en el marco de una admi-
nistración pública profesional y efi caz, al servicio 
del interés general. 

En el ámbito público, las fi nalidades de un sis-
tema de gestión del empleo y los recursos humanos 
deben compatibilizar los objetivos de efi cacia y efi -
ciencia con los requerimientos de igualdad, mérito 
y neutralidad que son propios de administraciones 
profesionales en contextos democráticos. 

Un sistema de SC es algo más 
que un marco regulador

Un sistema de SC se halla modulado e infl uido 
en mayor o menor medida por un marco jurídi-
co específi co, pero no debe confundirse con él. 
Por una parte, porque en la realidad serán cons-
tatables, con toda probabilidad, casos de incum-
plimiento reiterado de las regulaciones. Por otra, 
porque a veces el margen de interpretación de 
éstas será lo sufi cientemente amplio como para 
que dentro del mismo quepan prácticas distintas 
y aun contrapuestas.

Aquello que identifi ca sustantivamente a un 
sistema de SC, y que constituye, por tanto, el ob-
jeto del análisis que se pretende, es el conjunto 
de prácticas que caracterizan en la rea-
lidad el funcionamiento, en este campo, 
de los sistemas político-administrativos 
nacionales examinados, cualquiera que 
sea el grado de proximidad o alejamien-
to entre ese funcionamiento y el marco 
regulador vigente. El análisis de este último 
forma parte —y parte importante— del trabajo, 
pero no debe ser confundido con la totalidad del 
propósito perseguido

En un sistema de SC caben uno o más tipos de 
relación de empleo

Defi nirlo como sistema de gestión del empleo 
público supone adoptar una visión amplia del 
SC, en la que caben relaciones de empleo de 
diferente signo, más o menos próximas al régi-
men laboral ordinario. El SC, así defi nido, pue-
de albergar relaciones de empleo basadas en un 
nombramiento o en un contrato, reguladas por 
el derecho público o por el derecho privado, y 
cuyas controversias se sustancian ante órganos 
judiciales especiales o ante tribunales comunes. 

Por consiguiente, a los fi nes del análisis que 
nos ocupa, la uniformidad o diversidad de las 
regulaciones, estructuras y políticas de gestión 
pública del empleo y los recursos humanos en 
un determinado país no determinan o estable-
cen límites al alcance de los trabajos, sino que 
expresan solamente la existencia de diversos mo-
delos nacionales de SC, que aquéllos refl ejarán 
oportunamente.

Uno o más niveles de administración

El ámbito propio de cada trabajo de diagnós-
tico será, como es lógico, el establecido en sus 
términos de referencia. Es evidente que la com-
plejidad y difi cultad de la tarea serán tanto ma-
yores cuanto más extenso y diversifi cado sea el 
ámbito institucional analizado. Sin perjuicio de 
ello, este marco analítico puede ser aplicado al 
diagnóstico del SC tanto si se entiende limitado 
a la administración central como si se decide ex-
tenderlo a las administraciones de los gobiernos 
subnacionales. 

III. MODELO DE REFERENCIA

III.1. Introducción

La defi nición de un modelo de referencia que sirva para 
orientar el análisis es uno de los objetivos básicos de este 
capítulo. Se intenta en este apartado precisar el alcance de 
este referente e identifi car la opción propuesta.
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¿Sobre qué bases construir un referente?

Como se dijo en la presentación, el método de 
trabajo propuesto implica la utilización de un re-
ferente común para la ejecución de los trabajos 
de diagnóstico. ¿Cuál debe ser el marco de re-
ferencia para el analista de sistemas públicos de 
gestión del empleo y los recursos humanos?

La respuesta, aparentemente sencilla, podría 
ser: las normas y principios generalmente acep-
tados y desarrollados por los expertos en estos 
campos. El problema es que se trata de materias 
cuya complejidad hace que no exista un patrón 
teórico de general aceptación, un conjunto de 
principios incontrovertidos que se impongan con 
claridad. Sin salir del ámbito de la gestión pri-
vada, diversos enfoques compiten, divergiendo 
en aspectos a veces relevantes. Aún más si nos 
adentramos en el campo de la gestión pública, 
en el que nuevas variables confi eren al objeto 
que enfrentamos una importante complejidad 
adicional, que se traduce en la existencia de múl-
tiples perspectivas.

Es necesario elegir un modelo

Pese a todo, es imprescindible elegir, optando, 
entre los existentes, por un marco de referencia 
que sea relevante, comprensible, fácil de manejar 
y adaptado al ámbito y escala en que se desarro-
llarán los trabajos. El analista no contará con un 
referente tan preciso como lo es, por ejemplo, el 
plan contable para el auditor fi nanciero, sino con 
un modelo (v. glosario) de gestión de recursos hu-
manos (GRH), seleccionado entre otros posibles.

El modelo de GRH que se propone

El modelo de GRH que presentamos en el epí-
grafe siguiente ofrece, a nuestro juicio, las si-
guientes ventajas:

a) Asume un enfoque amplio, capaz de alber-
gar perspectivas diferentes y aproximaciones 
multidisciplinares, sin decantarse innecesa-
riamente por puntos de vista excluyentes.

b) Es un modelo actual, que incorpora las 
orientaciones más modernas de la GRH.

c) Se adapta bien a la macroescala de análisis 
que, como se ha indicado en el apartado an-
terior, caracteriza a los trabajos de diagnós-
tico institucional para los que debe servir de 
referente.

d) Aunque pensado originalmente en el ámbito 
de la gestión privada, ha sido desarrollado y 
adaptado al sector público, y probado con 
éxito en el mismo, en los campos de la do-
cencia y la consultoría.

III.2.  Un modelo de sistema integrado de gestión 
 del empleo y los recursos humanos

A continuación, se presenta el modelo teórico de referencia 
en su dimensión más global, precisando la razón de ser de 
la GRH, su valor estratégico y los factores situacionales 
que en todo caso deben ser considerados.

La GRH actúa como un nexo entre la 
estrategia y las personas

La fi gura 1 muestra una aproximación inicial y 
global, podría decirse que en visión panorámica, 
a los elementos básicos del modelo teórico pro-
puesto. La GRH es presentada como un sistema 
integrado de gestión, cuya fi nalidad básica o ra-
zón de ser es la adecuación de las personas a la 
estrategia (v. glosario) de una organización o siste-
ma multiorganizativo2, para la producción de re-
sultados acordes con las fi nalidades perseguidas.

Los resultados que deben ser alcanzados de-
penden, en una medida por determinar en cada 
caso, de las personas, en un doble sentido:

a) Se hallan infl uidos por el grado de adecua-
ción del dimensionamiento, cuantitativo 

2 En adelante, para una mayor sencillez expositiva, las 
referencias al término “organización” se entenderán 
extensibles, cuando no se indique lo contrario, al sis-
tema o complejo institucional multiorganizativo cuyo 
sistema de SC deba ser objeto del análisis.
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y cualitativo, de los recursos humanos a las 
fi nalidades perseguidas.

b) Son consecuencia de las conductas obser-
vadas por las personas en su trabajo.

La GRH está llamada a incidir sobre ambas 
variables. La valoración global de un sistema de 
GRH cabe referirla, por tanto, a la medida en 
la que esa incidencia es de signo positivo, y se 
traduce en resultados efectivos. 

La GRH es un sistema de valor 
estratégico

La coherencia estratégica es un rasgo funda-
mental del modelo. Ello signifi ca que la calidad 
de la GRH, tanto la de cada una de sus políticas 
o prácticas como la del sistema de gestión en 
su integridad, no puede ser juzgada al margen 

de su conexión con la estrategia (misión, priori-
dades, objetivos) de la organización. La GRH 
no crea valor sino en la medida en que resulta 
coherente con las prioridades y fi nalidades or-
ganizativas.

La macroescala en la que operan los trabajos 
de diagnóstico institucional de sistemas de SC 
obligará a abordar la cuestión de la coherencia 
estratégica en forma relativamente distinta de 
cómo se procedería en el caso de una única or-
ganización. Por una parte, los pronunciamientos 
estratégicos serán, en general, (salvo excepciones, 
como puede representar en ocasiones la política 
fi scal) más genéricos y ambiguos, haciendo im-
prescindible un esfuerzo interpretativo conside-
rable. Por otra, su grado de explicitud tenderá 
a ser más reducido, lo que obligará al auditor a 
intentar que afl oren preferencias y orientaciones 
implícitas.

Figura 1 

MODELO INTEGRADO DE GESTIÓN ESTRATÉGICA DE RR.HH.

ESTRATEGIA

ENTORNOCONTEXTO
INTERNO Gestión de

Recursos Humanos

PERSONAS

RESULTADOS

marco legal
mercado laboral

otros
estructura

cultura
otros

Fuente: Adaptado de Serlavós, R.
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Hay factores situacionales infl uyentes,       
que deben ser considerados

El conjunto de políticas y prácticas de personal 
(v. glosario) al que llamamos GRH no constituye 
la única fuente de infl uencias sobre las dos va-
riables expuestas (dimensionamiento y conduc-
tas). Debe tenerse, además, en cuenta, el peso de 
otros factores situacionales infl uyentes, identifi -
cables en el interior de la organización o en el 
exterior de la misma.

Dichos factores situacionales infl uyen sobre 
las personas y su conducta, ya sea directamente 
o de manera indirecta: esto es, por medio de su 
infl uencia sobre el diseño y ejecución de las po-
líticas y prácticas de GRH, o incluso incidiendo 
en los propios pronunciamientos estratégicos de 
la organización.

Factores de contexto interno

En el contexto organizativo interno, numerosos 
factores situacionales pueden ser considerados. 
Entre ellos, cabe citar: la situación política in-
terna, el contexto presupuestario, la tecnología 
utilizada, los sistemas de trabajo, la estructura 
sociológica de las plantillas, los estilos de direc-
ción… En cada situación, serán reconocibles 
unos u otros como determinantes de infl uencias 
relevantes. En todo caso, hay dos factores que se 
consideran de análisis obligado, por su impor-
tante incidencia, directa o indirecta, en el com-
portamiento humano: la estructura y la cultura 
organizativas.

La estructura (v. glosario) es una importante 
fuente de infl uencias. El grado de estandariza-
ción del comportamiento mediante normas o 
descripciones de tareas, el tamaño de la pirámi-
de jerárquica, el funcionamiento de los sistemas 
de planifi cación, los tipos de control, el grado de 
centralización/descentralización en la toma de 
decisiones, son, entre otros, datos estructurales 
relevantes para la gestión de las personas.

La cultura organizativa (v. glosario) es asi-
mismo un factor situacional de extraordinaria 
importancia. Con frecuencia, los modelos men-

tales y valores interiorizados en el contexto or-
ganizativo constituyen una clave explicativa del 
comportamiento humano, así como de las pro-
pias políticas y prácticas de GRH.

Factores de entorno

También en el exterior de la organización son 
numerosos los factores situacionales infl uyentes. 
Entre otros, la situación sociopolítica, la econó-
mica, la evolución tecnológica, las expectativas de 
los usuarios de los servicios públicos, los creadores 
de opinión, los medios… También en este campo 
dos factores de entorno son de análisis ineludible 
en los trabajos de diagnóstico, por su trascenden-
cia para la gestión de las personas: las normas ju-
rídicas de aplicación y el mercado de trabajo.

El marco jurídico es un poderoso ele-
mento del entorno, cuya infl uencia —ordina-
riamente, introduciendo limitaciones— sobre el 
funcionamiento de los sistemas de GRH es in-
cuestionable. En el ámbito público, la extensión 
e intensidad de las regulaciones incrementa su 
importancia. Del marco legal derivan algunas de 
las principales singularidades y restricciones que 
la GRH debe asumir en los sistemas públicos. 

El mercado de trabajo constituye asimis-
mo un referente de la mayor importancia para 
el diseño y funcionamiento de políticas y prác-
ticas de GRH. Como se verá más adelante, en 
campos como el aprovisionamiento de RRHH 
o las políticas de compensación, entre otros, el 
mercado laboral es un factor situacional de tras-
cendencia indudable.

Utilidad del modelo a fi nes de 
diagnóstico: es crucial ubicar bien 
cada problema

La visión, global y panorámica, del modelo pro-
puesto, presentada hasta este punto, suministra 
ya algunos elementos útiles para el diagnóstico 
de sistemas de GRH, en especial para el análisis 
causal de los problemas. Se volverá a hacer re-
ferencia a ello en el apartado IV.2. En concreto, 
puede ser utilizada como un mapa capaz de fa-
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cilitar indicaciones acerca del lugar de origen o 
raíz de las disfunciones que se van detectando. 

Así, una disfunción detectada en el funciona-
miento de un sistema de GRH (por ejemplo, una 
escasa adecuación entre persona y puesto, el ex-
ceso de rigidez en la movilidad o promoción, o la 
inequidad retributiva…) puede deberse simple-
mente al inadecuado diseño de una política de 
personal, o a prácticas de GRH contraindicadas, 
pero también a la falta de claridad estratégica en 
la organización, a la inexistencia de una estrate-
gia de RRHH mínimamente precisa y coherente, 
a desajustes de diseño estructural, a restricciones 
jurídicas, a contracciones del mercado laboral, a 
modelos mentales o pautas culturales dominan-
tes, o a cualesquiera otros factores situacionales 
internos o de entorno. 

Detectar el área-raíz del problema (o las 
áreas, ya que con frecuencia estaremos ante más 

de una) resulta imprescindible para lo que po-
dríamos llamar “acertar en la diana”, esto es, 
para que el diagnóstico apunte a las soluciones 
correctas. Por poner un único ejemplo de lo con-
trario, si para resolver un problema de origen 
predominantemente cultural se preconiza una 
reforma legal, probablemente la disfunción tien-
da a perpetuarse. 

III.3. Los subsistemas básicos que integran 
 el modelo

El modelo propuesto se desarrolla en este apartado, que 
se dedica a presentar los principales componentes o sub-
sistemas de la GRH. La importancia de esta sistemati-
zación radica en que, como se desarrollará en el epígrafe 
IV, los elementos que aquí se presentan constituirán los 
principales campos de análisis para ordenar el trabajo de 
diagnóstico.

SUBSISTEMAS DE LA GESTIÓN DE RECURSOS HUMANOS

ESTRATEGIA

Organización
del trabajo

Gestión del
empleo

Gestión del
rendimiento

Gestión de la
compensación

Diseño de puestos
Definición de

perfiles

Incorporación
Movilidad

Desvinculación

Planificación
Evaluación

Planificación

Gestión del
desarrollo

Retribución monetaria
y no monetaria

Promoción y carrera
Aprendizaje

individual y colectivo

Gestión de las relaciones humanas y sociales

Clima laboral Relaciones laborales Políticas sociales

Figura 2

Fuente: elaboración propia, adaptando un modelo de Serlavós, R.
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La GRH se despliega en diferentes 
subsistemas

Si, volviendo a la fi gura 1, imagináramos que 
un mecanismo fotográfi co de zoom nos aproxima 
el círculo central del diagrama, en el que había-
mos situado la GRH, de tal forma que pudié-
semos inspeccionar en detalle lo que hay en su 
interior, lo que hallaríamos es el contenido de la 
fi gura 2. 

Ésta nos presenta a la GRH como un siste-
ma integrado de gestión que se despliega en di-
ferentes componentes, los cuales operan como 
subsistemas de aquél, y aparecen conectados e 
interrelacionados en la forma que expresan las 
fl echas. 

Es necesaria una estrategia de RRHH

La parte superior de la fi gura 2 nos muestra de 
nuevo el referente estratégico. Si en el diagrama 
de la fi gura 1 se trataba de la estrategia organiza-
tiva, aquí se apunta a una derivación o subpro-
ducto de aquélla: una estrategia de recursos 
humanos. Podemos defi nir ésta como un conjunto 
de prioridades o fi nalidades básicas que orientan las polí-
ticas y prácticas de GRH, para ponerlas al servicio de la 
estrategia organizativa. 

La existencia -más o menos explícita y for-
malizada- de una estrategia de recursos huma-
nos es imprescindible para:

a) Alcanzar lo que antes llamábamos coheren-
cia estratégica del sistema de GRH, es decir, 
el alineamiento entre las políticas y prácticas 
de personal y las prioridades de la organiza-
ción.

b) Dotar de sentido y valor a las políticas y 
prácticas de GRH, que de lo contrario ten-
derán a la mera administración de personal, 
actividad rutinaria e inercial de puro mante-
nimiento de lo existente, privada de impulso 
propio.

c) Hacer posible la innovación de las políticas y 
prácticas de GRH.

Siete subsistemas básicos

La fi gura 2 nos presenta a la GRH integrada por 
siete subsistemas interconectados, ubicados ver-
ticalmente en tres niveles:

En el nivel superior, la Planifi cación de 
RRHH, que constituye la puerta de entrada en 
todo sistema integrado de GRH, y permite anti-
cipar la defi nición de políticas coherentes en to-
dos los restantes subsistemas, con los que aparece 
conectada.

En el nivel intermedio, cinco subsistemas, 
ordenados en horizontal en cuatro bloques, con 
arreglo a una secuencia lógica:

En el primero, la Organización del Tra-
bajo, que prefi gura y concreta los contenidos de 
las tareas y las características de las personas lla-
madas a desempeñarlas.

En el segundo, la Gestión del Empleo, 
que comprende los fl ujos de entrada, movimien-
to y salida de las personas.

En el tercero, la Gestión del Rendimien-
to, que planifi ca, estimula y evalúa la contribu-
ción de las personas.

En el cuarto, por una parte, la Gestión de la 
Compensación, que retribuye la contribución; 
y por otra, la Gestión del Desarrollo, que se 
cuida del crecimiento individual y colectivo.

Por último, en el nivel inferior, la Gestión 
de las Relaciones Humanas y Sociales, 
que se relaciona a su vez con todos los subsiste-
mas mencionados anteriormente.

Tres requisitos son imprescindibles 
para que un conjunto de políticas y prácticas 
de GRH funcionen, en una organización deter-
minada, como un sistema integrado, capaz de 
aportar valor y contribuir al logro de los objeti-
vos organizativos:

Los subsistemas deben estar operativos

1. En primer lugar, es necesario que todos los 
subsistemas enunciados se encuentren opera-
tivos, es decir, que exista un conjunto mínimo 
de políticas y prácticas de personal coheren-
tes que permitan inferir racionalmente su 
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existencia y operatividad. Así, por ejemplo, 
si no existe una evaluación del rendimiento 
mínimamente formalizada, los procesos de 
promoción y carrera quedarán privados de 
insumos básicos para desarrollarse adecuada-
mente. La tendencia será a producir ascensos 
arbitrarios, o bien basados en la antigüedad 
o en méritos puramente formales.

Deben producirse las interconexiones 
necesarias

2. Los subsistemas de la GRH deberán, ade-
más, funcionar interconectados, en la forma 
representada por las fl echas de la fi gura 2, 
que más adelante se precisará con más deta-
lle, Así, por poner también un ejemplo, si no 
existe interconexión operativa entre el diseño 
de los puestos y perfi les y los procesos de in-
corporación de personal (si cada subsistema 
opera aislado) difícilmente se logrará la ido-
neidad en las adscripciones de las personas a 
las tareas.

Debe existir coherencia estratégica

3. Por último, la totalidad de los subsistemas 
deben aparecer como aplicaciones de una es-
trategia de RRHH, derivada de la estrategia 
organizativa, y cohesionados por aquélla. Una 
política o práctica de personal no puede ser 
juzgada, como ya dijimos, al margen de esta 
coherencia básica. Por acudir a un ejemplo, 
si una política de retribución variable ligada 
al rendimiento remunera —aunque lo haga 
de manera técnicamente irreprochable— ob-
jetivos que no son claras prioridades organi-
zativas, estará desviando inadecuadamente 
la conducta de las personas y causando, en 
realidad, un perjuicio a la organización.

IV. ORIENTACIONES METODOLÓGICAS

El método de trabajo que proponemos parte del modelo 
descrito en el epígrafe anterior, y consiste en la identifi ca-

ción y análisis de las políticas y prácticas de GRH que 
pueden ser reconocidas en el sistema nacional de SC que 
deba ser examinado, siguiendo para ello el orden de los 
diferentes subsistemas reseñados anteriormente. 

Destinamos el presente epígrafe del capítulo a preci-
sar, en primer lugar, un conjunto de referentes y recomen-
daciones de contenido, destinadas a orientar el análisis de 
cada uno de los subsistemas mencionados, para concretar 
luego algunas orientaciones de método, que concretan el 
proceso de trabajo que se propone.

IV.1. Orientaciones de contenido: análisis de   
 subsistemas de GRH 

Para cada uno de los siete subsistemas que, de acuerdo con 
el modelo descrito, deben ser analizados, en el marco de los 
trabajos de auditoría de sistemas de SC, se abordan en este 
apartado las siguientes cuestiones:

a) Objeto o fi nalidad básica de cada subsistema.
b) Identifi cación de otros subsistemas con los que se re-

laciona, y sentido de esa relación.
c) Procesos y prácticas en los que se despliega.
d) Puntos críticos que deben ser tenidos en cuenta por los 

auditores al analizar cada subsistema. Se enunciarán 
como proposiciones que, tomadas conjuntamente, ca-
racterizarían una GRH correcta en cada campo, y que 
deberán ser contrastadas por el analista para determi-
nar el grado en que resultan constatables en cada caso. 
Estas proposiciones defi nen por tanto óptimos, respecto 
de los cuales cabe un grado mayor o menor de acer-
camiento. En el anexo 6 se reúnen todas ellas con el 
formato de una lista de comprobación, o “check list”, 
de puntos críticos.

e) Consideraciones específi cas de utilidad para el análi-
sis del subsistema en cuestión.

IV.1.1.  Planifi cación de Recursos   
 Humanos

A)  Objeto

Mediante la Planifi cación de RRHH (PRH), 
una organización realiza el estudio de sus nece-
sidades, cuantitativas y cualitativas de RRHH a 
corto, medio y largo plazo, contrasta las necesi-
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dades detectadas con sus capacidades internas, 
e identifi ca las acciones que deben emprenderse 
para cubrir las diferencias.

La PRH es el subsistema que facilita la co-
herencia estratégica de las diferentes políticas 
y prácticas de GRH, conectando éstas con las 
prioridades de la organización. Podemos decir, 
por ello, que constituye la “puerta de entrada” 
en un sistema integrado de GRH.

B)  Relación con otros subsistemas

En consecuencia de lo anterior, la PRH está 
llamada a relacionarse con la totalidad de los 
subsistemas de la GRH. La existencia de esta re-
lación será el elemento determinante para que 
las políticas y prácticas de personal respondan a 
prioridades y objetivos previamente defi nidos, y 
no a comportamientos meramente inerciales o 
reactivos. 

Para el evaluador, la comprobación de estas 
interconexiones se producirá preferentemente 
cuando se examine cada uno de los diferentes 
subsistemas, formulándose, en el trabajo dedica-
do a cada uno de ellos, la siguiente pregunta:

• ¿Hasta qué punto las políticas, decisiones y prácticas 
de GRH en este campo concreto obedecen a inten-
ciones conscientemente prefi guradas en un proceso de 
PRH?

C)  Procesos 

En un subsistema de PRH, podemos 
distinguir los siguientes procesos:

a) El análisis de necesidades
brutas de RRHH, consistente 
en la previsión de las necesida-
des cuantitativas (cuántas perso-
nas, cuánto tiempo) y cualitativas 
(qué competencias —v. glosario—) 
se precisarán, para hacer qué co-
sas y en qué momento.

b) El análisis de las disponi-
bilidades, actuales y futu-
ras, destinado a identifi car la

 situación previsible en el campo objeto de 
análisis, si no se actuara en un sentido co-
rrector de la evolución vegetativa de los re-
cursos existentes.

c) El análisis de las necesidades netas de 
RRHH, resultantes del contraste entre los 
dos apartados anteriores, del que resultará 
una diferencia, por exceso o por defecto.

d) La programación de medidas de cober-
tura, mediante la cual se trata de identifi car 
y prever las acciones que deberán realizarse 
para satisfacer las necesidades netas detecta-
das, y que pueden afectar a cualquiera de los 
subsistemas de la GRH. 

D)  Puntos críticos

Algunas cuestiones centrales de un sistema de 
PRH, cuyo examen no deberá ser omitido por el 
analista, son las siguientes:

Existencia e integridad del sistema 

• Existe un desarrollo adecuado de los procesos que for-
man parte de un sistema de PRH.

Coherencia estratégica

• Las previsiones de la planifi cación de personal se des-
prenden ordinariamente de prioridades y orientaciones 
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estratégicas de la organización. El grado de adecua-
ción entre unas y otras es ordinariamente alto.

• Los mecanismos de PRH hacen posible una adapta-
ción fl exible de las prácticas de personal a los cambios 
estratégicos de la organización.

Información de base

• Los sistemas de información sobre el personal permi-
ten un conocimiento razonable de las disponibilidades 
cuantitativas y cualitativas de RRHH existentes y 
previsibles en el futuro, en los diferentes ámbitos orga-
nizativos y unidades.

Efi cacia

• Las políticas e instrumentos de PRH que se utilizan 
permiten, en general, la optimización de los efectivos, 
la correcta distribución de los recursos, y un reparto 
adecuado de la carga de trabajo entre las unidades.

• No existen, en general, excedentes o défi cits de perso-
nal signifi cativos. 

• El coste global de las plantillas públicas se sitúa 
dentro de parámetros razonables y compatibles con la 
economía del país. 

• Las operaciones de redistribución de efectivos se llevan 
a cabo siempre que es necesario.

• La tecnifi cación de las dotaciones es la adecuada a 
un entorno de sociedad del conocimiento. Hay un peso 
signifi cativo del trabajo cualifi cado en la composición 
de las plantillas. 

Administración

• Las previsiones de la PRH son objeto de seguimiento 
y actualización para ser, en caso necesario, reajusta-
das a los cambios de estrategia o entorno.

• Los directivos de línea conocen las previsiones 
de la PRH, y participan en su elaboración y segui-
miento.

E)  Consideraciones específi cas

En el análisis de la PRH, pueden distinguirse 
conceptualmente dos momentos o niveles: el 
del examen de los instrumentos, mecanismos y 

decisiones propios de la planifi cación de perso-
nal, y el de la evaluación de la operatividad de 
aquéllos, constatando su grado de infl uencia en 
las diferentes políticas, prácticas y decisiones de 
GRH. Esto no signifi ca que se preconice una de-
terminada secuencia temporal de trabajo, que 
corresponde a cada analista organizar, pero sí 
debe tenerse en cuenta que una visión completa 
de la PRH sólo se conseguirá cuando se hayan 
analizado el conjunto de los subsistemas que in-
tegran el modelo.

En el ámbito público, no es infrecuente ha-
llar áreas orgánicas o funcionales en las que las 
decisiones son habitualmente inerciales o reacti-
vas, junto a otras en las que, normalmente por 
haberse impuesto prioridades estratégicas con-
tundentes, se ha desarrollado un instrumental 
planifi cador apreciable. El evaluador deberá te-
ner esto presente para evitar tomar la parte por 
el todo.

Ordinariamente, el desarrollo de la PRH 
está relacionado (no causalmente) con el de los 
sistemas de información sobre el personal. Una 
buena forma de comenzar el análisis de este sub-
sistema es, precisamente, explorar la calidad de 
dichos SSII.

En defecto de instrumentos más elaborados 
y específi cos, los presupuestos contienen elemen-
tos de planifi cación de personal, que deben ser 
tenidos en cuenta. Un análisis del proceso de 
elaboración de los presupuestos, así como de los 
mecanismos y decisiones de ejecución y control, 
parecen imprescindibles para el éxito del trabajo 
en este campo. 

Para el análisis de este subsistema se reco-
mienda la utilización de indicadores cuantitati-
vos sobre las cifras de dotaciones del SC, peso 
fi scal del empleo público, y tecnifi cación de las 
plantillas.

IV.1.2. Organización del Trabajo

A)  Objeto

El subsistema de organización del trabajo integra 
el conjunto de políticas y prácticas de GRH des-



INFORME SOBRE LA SITUACIÓN DEL SERVICIO CIVIL EN AMÉRICA LATINA

14

tinadas a defi nir las características y condiciones 
de ejercicio de las tareas, así como los requisitos 
de idoneidad de las personas llamadas, en cada 
caso, a desempeñarlas. 

B)  Relaciones con otros subsistemas 

En un sistema integrado de GRH, la organiza-
ción del trabajo aparece conectada con la plani-
fi cación, de la que recibe los insumos necesarios 
(al menos cuando la PRH es de medio/largo 
plazo; en cambio, cuando se planifi ca para el 
corto plazo, la organización del trabajo existen-
te tiende a operar con frecuencia como variable 
independiente, difícilmente modifi cable por el 
proceso planifi cador).

Las interconexiones más trascendentes se 
producen con el subsistema de gestión del em-
pleo. El diseño adecuado de los puestos y los 
perfi les opera especialmente como un pre-
rrequisito para una correcta gestión de los 
procesos de incorporación de las personas, posibi-
litando la calidad del ajuste entre las necesidades 
de la organización y el mercado de trabajo (ya sea 
el mercado laboral general, o el mercado interno).

C)  Procesos

En un subsistema de organización del trabajo, 
son dos los procesos diferenciados que deben 
contemplarse:

a) El diseño de los puestos de 
trabajo, que implica la descripción 
de las actividades, funciones, res-
ponsabilidades y fi nalidades que la 
organización asigna al puesto, y que, 
conjuntamente, confi guran el mar-
co en el que el ocupante del mismo 
deberá desarrollar su contribución y 
obtener los resultados esperados.

El diseño de los puestos supone 
realizar opciones importantes acerca 
de:

• El grado de especialización (v. 
glosario) horizontal y vertical del 
puesto.
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  • El grado de formalización del 
comportamiento (estandarización 
de la conducta del ocupante) que 
se establece.

b) La defi nición de los perfi les (v. glosario) 
de los ocupantes de los puestos, consistente 
en la identifi cación de las competencias bási-
cas que dichos ocupantes deben reunir. 

D)  Puntos críticos

Existencia e integridad del subsistema

• Existe un desarrollo adecuado de los procesos que for-
man parte de un sistema de Organización del Traba-
jo, tal como han sido descritos.

Calidad técnica y fl exibilidad del diseño de 
puestos

• El diseño de los puestos obedece a criterios de gestión, 
más que a consideraciones legales o acuerdos colectivos. 
El marco legal y los convenios laborales se limitan a 
establecer un marco amplio, dentro del cual el trabajo se 
organiza con arreglo a las necesidades organizativas.

• La descripción de los puestos está realizada con preci-
sión, de tal manera que la estructura de responsabili-
dades está clara. Cada empleado sabe de qué responde 
y por qué será valorada su contribución.
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• La precisión en la descripción de las tareas no vuelve 
ésta tan exhaustiva que difi culte la adaptación a cir-
cunstancias cambiantes o no previstas.

• El diseño de puestos tiende a enriquecer o ampliar éstos 
horizontal y verticalmente en lo posible para producir 
ganancias de calidad del trabajo y motivación de las 
personas, sin pérdidas graves de productividad o coor-
dinación (v. voz “especialización” en glosario). 

• La clasifi cación y jerarquización de los puestos res-
ponde a criterios racionales y adaptados a cada en-
torno organizativo.

Calidad de la defi nición de perfi les

• Los perfi les de idoneidad de los ocupantes de los 
puestos van más allá de los requisitos de titulación 
o especialización técnica y de los méritos formales, e 
identifi can otras competencias (v. glosario)

• Los perfi les de competencias son defi nidos previos los 
oportunos estudios técnicos a cargo de expertos.

• Los perfi les incluyen la selección de las competencias 
que en cada caso se consideran clave para el éxito en 
el desempeño del titular del puesto.

• Existe, en general, una coherencia razonable entre las 
exigencias de las tareas y los elementos que confi guran 
el perfi l de los puestos.

Administración

• El diseño de los puestos y la defi nición de los perfi -
les son periódicamente revisados para adaptarlos a 
la evolución de las tareas y sus nuevas 
exigencias. 

• Los directivos de línea tienen una par-
ticipación destacada en el diseño de los 
puestos y perfi les, en la parte que les 
afecta.

E) Consideraciones específi cas

Un número alto de organizaciones 
públicas dispone de descripciones 
de puestos. Debe evaluarse en qué 
medida ello responde a la existen-
cia de un sistema global (aunque sea 
muy descentralizado en su adminis-

tración), o bien se trata de prácticas aisladas.
Asimismo, la existencia de descripciones no 

garantiza que estén efectivamente en uso. Debe-
rán obtenerse evidencias de su aplicabilidad y 
utilización real.

En lo que respecta a los perfi les de com-
petencias, una evaluación completa de su uti-
lización efectiva requerirá habitualmente la 
exploración del subsistema de Gestión del Em-
pleo. El análisis específi co de las prácticas de 
reclutamiento y selección suministrará infor-
maciones valiosas sobre el uso y la efi cacia real 
de aquéllos.

En este campo, ningún material documental 
ni afi rmación ofi cial de las instancias centrales 
competentes -por necesarios que sean ambos 
para el trabajo del evaluador- sustituye a las in-
formaciones y opiniones fundadas de los direc-
tivos de línea, protagonistas principales del uso 
efectivo de los instrumentos de Organización del 
Trabajo. 

IV.1.3. Gestión del Empleo 

A)  Objeto

Este subsistema de la GRH incorpora el conjun-
to de políticas y prácticas de personal destinadas 
a gestionar los fl ujos mediante los cuales las per-
sonas entran, se mueven y salen de la organiza-
ción. Es un subsistema complejo, dentro del cual 
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deben ser analizadas algunas de las áreas más 
relevantes de la GRH.

B)  Relaciones con otros subsistemas

La Gestión del Empleo se ocupa de poner en 
contacto a las personas, a lo largo de su trayec-
toria laboral, con las tareas que en cada mo-
mento les son asignadas. Por eso, sus conexiones 
principales son las establecidas con el subsiste-
ma de Organización del Trabajo. El diseño de 
puestos y perfi les constituye la base para un co-
rrecto funcionamiento de este subsistema de la 
GRH.

A su vez, la Gestión del Rendimiento será 
una fuente de informaciones relevantes para un 
conjunto de decisiones que afectan a la movili-
dad de las personas o, eventualmente, a su salida 
de la organización.

C)  Procesos 

En este subsistema hay que distinguir tres áreas 
de gestión principales:

a) La gestión de la incorporación, que 
comprende las políticas y prácticas referentes 
al acceso de las personas al puesto de trabajo 
(lo que puede implicar asimismo su acceso a 
la organización). En este campo, cabe distin-
guir tres tipos de procesos:

• El reclutamiento, que comprende las 
políticas y prácticas de GRH dirigidas a 
buscar y atraer candidatos a los puestos 
de trabajo que deben ser cubiertos.

• La selección, que comprende la elec-
ción y aplicación de los instrumentos 
precisos para elegir bien, y las decisio-
nes de adscripción de las personas a los 
puestos.

• La recepción o inducción, que com-
prende las políticas y prácticas desti-
nadas a recibir adecuadamente a las 

personas y acompañarles en sus prime-
ros pasos en el puesto y su entorno.

b) La gestión de la movilidad, que afecta a 
los movimientos de las personas entre pues-
tos de trabajo de la organización, y en la que 
cabe distinguir entre:

• movilidad funcional, que implica 
sólo cambio de tarea, y 

• movilidad geográfi ca, que implica 
además traslado del lugar de trabajo, 
con cambio de residencia.

c) La gestión de la desvinculación, que 
integra las políticas y prácticas de GRH re-
lacionadas con la extinción de la relación 
de empleo, ya sea por causas disciplinarias, 
por inadecuación o bajo rendimiento, o por 
razones económicas, organizativas o tecno-
lógicas. Cabe añadir aquí las políticas y prác-
ticas de corrección disciplinaria, aunque las 
sanciones sean de carácter menos grave y no 
lleguen a traducirse en el despido.

D)  Puntos críticos

Igualdad y mérito en el acceso

• El reclutamiento para la provisión de los puestos de 
trabajo es abierto, de derecho y de hecho, a todos los 
candidatos que reúnan los requisitos exigidos. Éstos 
se establecen por razones de idoneidad, técnicamente 
apreciadas, y no arbitrariamente.

• Existen los procedimientos y mecanismos de garantía 
necesarios para evitar la arbitrariedad, la politiza-
ción y las prácticas de patronazgo o clientelismo, a lo 
largo de todo el proceso de incorporación.

• Existe un número limitado y razonable de puestos cu-
biertos por personal designado con arreglo a criterios y 
mecanismos de tipo político. 

• Existen y se aplican mecanismos para garantizar la 
igualdad efectiva y la no discriminación, orientadas a 
la superación de las desventajas de sexo, etnia, cultura 
u origen, en los procedimientos de acceso y de progre-
sión en el empleo público. 
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Calidad del reclutamiento

• Los medios utilizados para la búsqueda, comunica-
ción y atracción de candidatos producen habitualmen-
te un número adecuado de candidaturas solventes a 
los puestos que deben ser cubiertos.

Calidad de la selección

• La selección se basa en la existencia de perfi les de 
competencias (v. glosario) de los ocupantes de los 
puestos que deben ser cubiertos.

• Los instrumentos de selección utilizados son, en gene-
ral, adecuados a los perfi les previamente defi nidos, y su 
diseño responde a criterios, técnicamente validados, de 
efi cacia en la identifi cación de la idoneidad profesional.

• Los órganos de selección están diseñados con criterios 
de profesionalidad y experiencia técnica, y actúan con 
independencia en el ejercicio de sus funciones.

• Las decisiones de incorporación se adoptan obede-
ciendo a criterios de mérito y capacidad profesional 
técnicamente comprobados.

Calidad de la recepción

• Existen, y se aplican, procedimientos adecuados para 
recibir a los empleados, facilitarles su entrada en la 
organización, en su caso, y sus primeros pasos en el 
puesto y su entorno, así como transmitirles principios 
y pautas básicas de conducta que deben conocer en el 
momento de incorporarse.

• Existen, y se aplican, procedimientos adecuados (pe-
ríodos de prueba o similares) para asegurarse del 
acierto en la incorporación y poder adoptar medidas 
correctoras, en su caso.

Movilidad

• Los mecanismos de movilidad, funcional y geográfi ca, 
permiten responder con fl exibilidad a las necesidades 
de redistribución de efectivos.

Absentismo

• Los índices de absentismo son, en general, satisfac-
torios. 

Disciplina

• Los procedimientos disciplinarios efectivamente 
aplicados permiten corregir con efi cacia, agilidad y 
ejemplaridad las conductas inadecuadas de los em-
pleados.

Desvinculación

• No existen despidos o rescisiones de empleo que, afec-
tando a puestos de trabajo de carácter profesional, se 
deban a meras razones de cambio del color político de 
los gobiernos.

• Existe la posibilidad de despido por incapacidad 
manifi esta o bajo rendimiento, objetivamente acredi-
tados.

• Existe la posibilidad de rescindir la relación de em-
pleo por razones técnicas, económicas u organizativas 
objetivamente acreditadas, que obliguen a la amorti-
zación de puestos de trabajo.

• No existen segmentos o sectores de puestos en los que 
se detecte una excesiva rotación.

E)  Consideraciones específi cas

En materia de gestión del empleo es impres-
cindible, más que en ninguna otra área del SC, 
diferenciar entre el marco normativo y el funcio-
namiento real de las cosas. Con frecuencia se en-
contrarán regulaciones que dibujan una realidad 
desmentida por las políticas y prácticas efectivas. 
Como antes se dijo, el evaluador debe centrarse 
básicamente en éstas últimas.

La escala de análisis obligará, para ello, a di-
versifi car las fuentes de información. El análisis 
documental exigirá una muestra signifi cativa de 
evidencias (bases, convocatorias, instrumentos de 
selección, etc.). Por otro lado, obligará a una se-
lección amplia de informadores (órganos centra-
les, directivos, empleados, miembros de órganos 
de selección), pertenecientes a diferentes sectores 
del entramado organizativo. 

Conviene recordar la conveniencia de utili-
zar en el análisis indicadores cuantitativos rela-
cionados con la tasa de designaciones políticas, 
el absentismo y la rotación.
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El analista deberá explorar y 
dejar constancia de la utilización de 
fórmulas de consultoría y análogas 
como mecanismos alternativos de 
contratación del personal. 

IV.1.4. Gestión del    
 Rendimiento

A) Objeto

La Gestión del Rendimiento es el 
subsistema de la GRH cuyo propó-
sito es infl uir sobre el rendimiento 
de las personas en el trabajo, para 
alinearlo con las prioridades de la 
organización, y mantenerlo en el nivel más alto 
posible, haciendo posible una mejora sostenida 
de la contribución de los empleados al logro de 
los objetivos organizativos, así como la obtención 
de informaciones valiosas para la toma de deci-
siones de GRH en diferentes campos.

B)  Relación con otros subsistemas

La Gestión del Rendimiento ocupa una posición 
central en un sistema integrado de GRH, como 
puede verse en el diagrama. Por su infl uencia en 
el funcionamiento del sistema en su conjunto, in-
teresan al analista sobre todo sus conexiones con 
los subsistemas de Compensación y Desarrollo.

Su relación con el primero se produce cuan-
do el subsistema de compensación incorpora el 
pago de retribuciones variables vinculadas al ren-
dimiento, lo que constituye, pese a las frecuentes 
críticas a su funcionamiento real, una tendencia 
signifi cativa de los sistemas de SC en casi todo el 
mundo.

La conexión con la Gestión del Desarrollo se 
da en un doble sentido:

• suministrando insumos imprescindibles a los 
procesos de promoción y carrera, sin los que 
éstos tenderán a basarse en la antigüedad y 
los méritos formales, con la consiguiente pér-
dida de calidad; y

• detectando en las personas necesidades de 
desarrollo de competencias, lo que es básico 
para el diseño de políticas efi caces de forma-
ción.

C)  Procesos 

La Gestión del Rendimiento puede verse como 
un ciclo que comprende:

a) La planifi cación del rendimiento, que 
se traduce en la defi nición de pautas o es-
tándares de rendimiento acordes con la es-
trategia y objetivos de la organización, la 
efi caz comunicación de dichas expectativas a 
los empleados, y el logro de su aceptación y 
compromiso para adaptar su rendimiento a 
aquéllas.

b) El seguimiento activo del rendimien-
to, a lo largo del ciclo de gestión, obser-
vando el desempeño de las personas y 
apoyándolo.

c) La evaluación del rendimiento, contras-
tando las pautas y objetivos de rendimiento 
con los resultados. Puede estar vinculada, 
como antes se indicó, a otras políticas o prác-
ticas de GRH.

d) La retroalimentación o “feed back” al 
empleado, y la elaboración de planes de me-
jora del rendimiento, que enlazarían con el 
siguiente ciclo, en su etapa de planifi cación.
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D)  Puntos críticos

Planifi cación y seguimiento

• La dirección defi ne ordinariamente pautas o estánda-
res de rendimiento esperado de las personas, acordes 
con las prioridades y estrategia de la organización. 
En consecuencia, los empleados conocen los aspectos 
de su contribución por los que serán específi camente 
valorados en un período temporal determinado.

• Los objetivos de rendimiento se fi jan en el marco de 
planes de mejora resultantes de la evaluación del ren-
dimiento del ciclo de gestión anterior. 

• Los objetivos de rendimiento se comunican a los em-
pleados en forma que facilita el logro de su implica-
ción y compromiso.

• A lo largo del ciclo de gestión, la dirección sigue, ob-
serva y apoya activamente las mejoras del rendimiento 
de las personas, suministrando recursos o removiendo 
obstáculos cuando es necesario.

Evaluación

• El rendimiento de las personas es evaluado por la 
organización, contrastándolo con los estándares de 
rendimiento esperado.

• Los criterios de evaluación y las prácticas de aplica-
ción de los mismos permiten distinguir efi cazmente 
las diferencias de rendimiento que se dan entre las 
personas.

• Los criterios de evaluación del rendimiento son per-
cibidos como fi ables y objetivos por las personas que 
participan en su aplicación.

Administración:

• Los directivos de línea, responsables de las unidades 
de trabajo en los diferentes niveles jerárquicos, asu-
men un papel protagonista en la gestión del rendi-
miento de los empleados a su cargo.

E)  Consideraciones específi cas

Algunas consideraciones relativas a la Gestión 
del Rendimiento que el analista de sistemas de 
SC debiera tener en cuenta al evaluarlos son:

• En toda organización existen elementos de 
gestión del rendimiento, aunque se trate de 
prácticas informales basadas en apreciaciones 
intuitivas. Un grado mínimo de formalización 
es, no obstante, imprescindible para que este 
subsistema pueda considerarse operativo.

• La mera existencia de un sistema formali-
zado (como, por ejemplo, un procedimiento 
obligatorio de defi nición de objetivos, entre-
vistas y evaluación del desempeño, acompa-
ñado de cuestionarios y otros documentos 
impresos) no signifi ca, por sí mismo, que la 
práctica real incluya los elementos propios 
de una GRH adecuada en este campo (pro-
bablemente, el más difícil), y no es infrecuen-
te que el sistema se convierta en un mero 
trámite burocrático.

• Algunos puntos débiles que aparecen con 
frecuencia en los sistemas de Gestión del 
Rendimiento suelen ser:

• la falta de compromiso de los directivos 
llamados a desempeñar un papel prota-
gonista en la administración del sistema; 
la falta de tiempo y los défi cits de capa-
citación en el uso efi caz del instrumental 
de gestión, suelen estar entre las causas 
principales;

• la tendencia a evaluar de manera homo-
génea a los colaboradores, para rehuir 
el confl icto interpersonal;

• la falta de fi abilidad técnica y de objeti-
vidad de los instrumentos de medición.

IV.1.5. Gestión de la Compensación

A)  Objeto

Este subsistema de la GRH incluye la gestión del 
conjunto de compensaciones retributivas (sala-
riales y extrasalariales) y no retributivas que la 
organización satisface a sus empleados, en con-
cepto de contraprestación a la contribución de 
éstos a los fi nes de la organización, que se expre-
sa mediante su trabajo. 



INFORME SOBRE LA SITUACIÓN DEL SERVICIO CIVIL EN AMÉRICA LATINA

20

B)  Relaciones con otros   
 subsistemas

Las conexiones más relevantes son 
las que se establecen con dos subsis-
temas de la GRH, ya descritos.

La Organización del Trabajo, y 
más específi camente el diseño de los 
puestos de trabajo constituye, como 
se dirá enseguida, la base para el di-
seño de estructuras salariales.

La Gestión del Rendimiento, y 
en concreto la evaluación del mis-
mo, suministra informaciones im-
prescindibles para:

• la aplicación, en su caso, de retribuciones va-
riables ligadas al rendimiento; y

• la aplicación de mecanismos de reconoci-
miento no monetario.

C)  Procesos 

a)  Diseño de estructuras salariales: 

El diseño de la estructura retributiva fi ja o básica arran-
ca, en la mayoría de las organizaciones, del di-
seño de los puestos de trabajo. El logro de la 
equidad salarial (v. glosario), interna y externa, 
obliga a desarrollar los siguientes procesos:

• La valoración de los puestos, atribuyendo a cada 
uno un ponderación acorde, por una parte, 
con su contribución relativa a los resultados 
organizativos, y coherente, por otra, con los 
referentes salariales de mercado que le sean 
aplicables.

• La clasifi cación de los puestos por niveles o ban-
das salariales, consistentes con dicha valora-
ción y capaces de permitir una progresión 
salarial adecuada y una gestión racional de 
las retribuciones. 

El diseño de retribuciones variables implica elegir 
el concepto que se retribuye (vinculación al ren-
dimiento, participación en benefi cios o conexión 

con resultados globales, etc.), el destinatario (in-
dividuo o grupo), y la dimensión de la franja re-
tributiva. 

b) Benefi cios extrasalariales

La aplicación de compensaciones no monetarias (se-
guros de vida o accidente, ayudas y préstamos, 
complementos de pensión, etc.) exige la defi ni-
ción de políticas que vinculen aquéllas a una es-
trategia retributiva global.

c) Diseño de mecanismos de evolución

Suponen el establecimiento de políticas de com-
pensación en dos campos:

• El de la evolución global, que implica realizar op-
ciones como vincular la misma a la infl ación 
prevista o sobrevenida, a los resultados… 

• El de la evolución individual, optando entre vin-
cularla a la antigüedad, al rendimiento…

d) Administración de salarios

Implica defi nir políticas que afectan básicamen-
te al grado de centralización/descentralización 
de las decisiones sobre retribuciones, y al grado 
de transparencia/opacidad de los salarios. 

SUBSISTEMAS DE LA GESTIÓN DE RECURSOS HUMANOS

ESTRATEGIA

Organización
del trabajo

Gestión del
empleo

Gestión del
rendimiento

Gestión de la
compensación

Diseño de puestos
Definición de

perfiles

Incorporación
Movilidad

Desvinculación

Planificación
Evaluación

Planificación

Gestión del
desarrollo

Retribución monetaria
y no monetaria

Promoción y carrera
Aprendizaje

individual y colectivo

Gestión de las relaciones humanas y sociales

Clima laboral Relaciones laborales Políticas sociales



21

MARCO ANALÍTICO PARA EL DIAGNÓSTICO INSTITUCIONAL DE SISTEMAS DE SERVICIO CIVIL

e)  Reconocimiento no monetario

Incluye las políticas e instrumentos defi nidos y 
aplicados por la organización, en su caso, para 
reconocer los logros, sin efectos salariales.

D)  Puntos críticos

Existencia de una estrategia de compensación

• La estructura salarial y las políticas de retribución 
responden a un conjunto de prioridades y objetivos, 
vinculados a la estrategia organizativa, y no a meras 
prácticas inerciales o de respuesta reactiva a reivindi-
caciones y confl ictos laborales.

Equidad interna

• Las personas tienen, en general, la percepción de que 
reciben de la organización compensaciones de todo 
tipo, acordes con su contribución.

• Las personas perciben que las compensaciones perci-
bidas por los demás empleados son equitativas, com-
paradas con las que reciben ellos mismos.

• La clasifi cación de los puestos por niveles retributivos 
facilita una progresión fl exible y vinculada al rendi-
miento y el aprendizaje.

• El abanico salarial es razonable. Las diferencias ver-
ticales de retribución son las adecuadas a la naturale-
za de los puestos. 

• Existe un equilibrio adecuado entre las retribuciones 
que se aplican a similares niveles de puestos, en los 
diferentes sectores y ámbitos del servicio público.

Equidad externa

• La estructura de retribuciones es adecuada para 
atraer, motivar y retener a las personas dotadas con 
las competencias necesarias, en los diferentes tipos de 
puestos que la organización precisa.

• Los costes salariales no son excesivos, en relación con 
los de mercado, en ningún sector o nivel de puestos. 

Efi cacia de las políticas de compensación

• Los mecanismos de retribución utilizados estimulan 
en las personas el esfuerzo, el rendimiento indivi-
dual o de grupo, y el aprendizaje y desarrollo de 
competencias.

Administración 

• Las decisiones relativas a la administración de sala-
rios se adoptan con arreglo a criterios preestablecidos 
y de forma coherente con los parámetros de diseño es-
tructural de la organización.

• No son constatables, en las decisiones salariales, prác-
ticas de arbitrariedad, búsqueda de rentas o clientelis-
mo político. 

• Los sistemas de información sobre el personal contie-
nen toda la información actualizada sobre retribu-
ciones, necesaria para la correcta gestión del sistema 
salarial.

Otras compensaciones

• Los benefi cios extrasalariales que se aplican son efi -
caces, evaluados en términos de coste/benefi cio.

• El régimen de pensiones de los empleados públicos es 
adecuado para sus fi nes de previsión social, goza de 
solidez fi nanciera, no crea privilegios exorbitantes res-
pecto de otros grupos sociales y no supone una carga 
excesiva sobre la economía.

• Existen en la organización políticas e instrumentos 
útiles de reconocimiento no monetario de los logros de 
las personas.

E)  Consideraciones específi cas

Como en el análisis de otros subsistemas, importa 
aquí distinguir entre la realidad y su confi gura-
ción formal. Las retribuciones son las que son, al 
margen de cuál sea la regulación existente en la 
materia. Si existen estructuras salariales informa-
les o atípicas, deben ser puestas de manifi esto.

La existencia de una valoración de los puestos 
de trabajo constituye un elemento determinante 
para el análisis de sistemas de compensación. Sin 
un instrumental de valoración debidamente ac-
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tualizado será difícil constatar políti-
cas salariales adecuadas.

En el análisis de este subsistema 
es conveniente utilizar indicadores 
cuantitativos relacionados con los 
incentivos del SC.

Un problema frecuente en el 
ámbito público suele ser la existen-
cia de abanicos salariales conside-
rablemente más cerrados que en el 
sector privado. Ordinariamente, ello 
lleva consigo problemas de equidad 
interna y externa de la estructura de 
retribución. La disfunción contraria 
es también, en ocasiones, constata-
ble, y reveladora de otras patologías. 
A su vez, un exceso de descompresión horizontal 
de los salarios puede suponer riesgos para el fun-
cionamiento de un sistema de mérito. 

IV.1.6. Gestión del desarrollo

A) Objeto

El propósito de las políticas y prácticas de Ges-
tión del Desarrollo es estimular el crecimiento 
profesional de las personas, de acuerdo con su 
potencial, fomentando los aprendizajes nece-
sarios y defi niendo itinerarios de carrera que 
conjuguen las necesidades organizativas con los 
diferentes perfi les individuales. 

B)  Relaciones con otros subsistemas

La Gestión del Desarrollo se relaciona prefe-
rentemente con otros tres subsistemas de la 
GRH. 

Se relaciona con la Gestión del Empleo, con 
la que interactúa defi niendo articuladamente los 
fl ujos de movimiento de las personas en la orga-
nización.

Mantiene una conexión estrecha con la 
Gestión del Rendimiento, de la que recibe in-
formaciones imprescindibles para defi nir tanto 
necesidades de aprendizaje como oportunidades 
de promoción.

Debe estar coordinada con las políticas de 
compensación, en particular en lo que respecta a 
los mecanismos de progresión salarial, ligados a 
los distintos diseños de carrera.

C)  Procesos 

La Gestión del Desarrollo engloba dos áreas bá-
sicas de políticas de GRH:

a) Las políticas de promoción y carrera, 
que articulan los procesos por medio de los 
cuales las personas progresan tanto en su 
aportación como en el reconocimiento orga-
nizativo de la misma.

b) Las políticas de formación, destinadas 
a garantizar los aprendizajes individuales y 
colectivos necesarios para el logro de las fi na-
lidades organizativas, desarrollando las com-
petencias de los empleados y estimulando su 
progresión profesional. 

D)  Puntos críticos

Efi cacia de las políticas de promoción

• Las personas ven, en general, satisfechas en la organi-
zación sus expectativas razonables de promoción.

• Existen planes de carrera y sucesión que armonizan 
las expectativas individuales con las necesidades pre-
visibles de la organización.
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Calidad del diseño de carreras

• Los criterios y mecanismos de promoción vinculan 
ésta al rendimiento, el potencial y el desarrollo de 
competencias.

• La organización gestiona fl exiblemente el progreso de 
las personas, sin un exceso de barreras o limitaciones 
formales.

• Existen fórmulas alternativas a las carreras estric-
tamente jerárquicas, como las carreras horizontales o 
en el puesto, basadas en el reconocimiento de la ex-
celencia profesional, sin necesidad de incrementar la 
autoridad formal de los afectados.

Calidad de la formación

• Las personas reciben de la organización la capaci-
tación adecuada para complementar su formación 
inicial o de acceso, para adaptarse a la evolución de 
las tareas, para hacer frente a défi cits de rendimiento 
y para apoyar su crecimiento profesional.

• La formación apoya el desarrollo de aprendizajes co-
lectivos, que consolidan avances en la capacidad or-
ganizativa para enfrentar los problemas y suministrar 
respuestas efi caces. 

• La formación apoya de manera efectiva los procesos 
de innovación y cambio cultural.

Gestión de la formación

• La formación se basa en diagnósticos fi ables de nece-
sidades.

• La inversión en formación se realiza mediante planes 
basados en el diagnóstico de necesidades y diseñados 
para apoyar prioridades claras de la organización.

• La formación es objeto de evaluación, que se extiende 
a la satisfacción producida a los participantes, a la 
relación entre resultados y costes, y al impacto produ-
cido sobre el rendimiento de las personas en el puesto 
de trabajo. 

E)  Consideraciones específi cas

Las políticas de promoción y carrera constitu-
yen, junto a las de reclutamiento y selección, las 

áreas más sensibles a la vulneración del principio 
de mérito. El ascenso en función del rendimiento 
y la capacidad, y no de las proximidades políticas 
o personales, o de la mera arbitrariedad, es el re-
quisito básico que cualquier sistema de SC debe 
satisfacer antes que ningún otro.

Es frecuente —y más aún en el ámbito pu-
blico— que las organizaciones identifi quen la 
carrera con el ascenso jerárquico. Cuando ello 
es así, la necesidad de satisfacer expectativas y 
demandas de promoción llevan a la infl ación ar-
tifi cial de estructuras, perniciosa desde muchos 
ángulos. El diseño de carreras horizontales, no 
jerárquicas, tiene por objeto resolver este pro-
blema.

Cabe recordar que la carrera es uno de los 
ámbitos en los que con mayor intensidad se han 
intentado incorporar elementos de fl exibilidad 
por los reformadores de los sistemas de SC, como 
se indica en el anexo 2.

Existe el más amplio acuerdo entre los es-
pecialistas acerca del valor crucial de la forma-
ción en la moderna GRH. Debe recordarse, no 
obstante, que para que un sistema de forma-
ción satisfaga estas expectativas, es imprescin-
dible que la actividad formativa esté diseñada 
al servicio de la estrategia organizativa, y no 
constituya un mero catálogo de ofertas de capa-
citación que administran los propios empleados 
en función de sus meras preferencias e intereses 
personales.

Con alguna frecuencia, la formación, dado 
que no suele generar resistencias, se convierte 
en una política que se utiliza para afrontar cual-
quier problema de personal, incluso aquéllos 
para los que no es el instrumento más adecua-
do. Hay que tener en cuenta, sin embargo que 
la formación no resuelve por sí misma défi cits 
en áreas más “duras” de la GRH, como puedan 
ser la gestión del rendimiento o de las retribu-
ciones.

Para evitar estas desviaciones, es necesario 
esforzarse, pese a sus intrínsecas difi cultades, por 
desarrollar un instrumental de evaluación de la 
inversión en formación.
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IV.1.7. Gestión de las   
 relaciones humanas  
 y sociales

A) Objeto

Este subsistema de la GRH se cuida 
de gestionar las relaciones que se es-
tablecen entre la organización y sus 
empleados en torno a las políticas y 
prácticas de personal cuando, por 
razones diversas, éstas adquieren, 
en un contexto determinado, una 
dimensión colectiva. 

Esta dimensión se alcanza cuando 
el interlocutor de la dirección no es el 
empleado individual, ni tampoco una unidad orga-
nizativa o grupo de trabajo específi co, como ocurre 
en las relaciones ordinarias de trabajo, sino la tota-
lidad del personal, o bien uno o varios grupos de 
empleados vinculados entre sí por identidades labo-
rales o profesionales más o menos genéricas, pero 
que trascienden normalmente un ámbito funcional 
específi co de trabajo.

B)  Relaciones con otros subsistemas

Como denota su ubicación en el diagrama, la 
Gestión de las Relaciones Humanas y Sociales se 
relaciona con la totalidad de los subsistemas de 
la GRH. De hecho, las relaciones colectivas que 
constituyen su objeto pueden desarrollarse en el 
marco de cualesquiera otras áreas de la gestión 
de las personas. 

Precisamente, el hecho de que los conteni-
dos temáticos de las relaciones colectivas, en un 
sistema dado de SC, afecten a unas materias de 
personal con preferencia a otras (a las retribucio-
nes, por ejemplo, con preferencia a las políticas 
de plantillas), constituirá un elemento para ca-
racterizar el modelo de relaciones colectivas, que 
interesará que el trabajo de diagnóstico contras-
te y analice. 

C)  Procesos 

De entre las distintas opciones de sistematización 
posibles en un campo particularmente amplio, 
adoptamos una clasifi cación en tres bloques o 
áreas de gestión:

a) La gestión del clima organizativo (v. 
glosario), en la que cabe ubicar, de manera 
destacada, las políticas y prácticas de comu-
nicación, en sentido tanto ascendente como 
descendente, así como un amplio elenco de 
políticas de personal orientadas a mantener 
y mejorar la percepción de satisfacción co-
lectiva de los empleados.

b) La gestión de las relaciones laborales, 
que incluye la negociación colectiva de los 
salarios y las condiciones de trabajo, allí don-
de ésta forma parte de las

 prácticas de personal establecidas, así como 
todo el conjunto de relaciones entre la direc-
ción de la organización y los interlocutores 
sociales (sindicatos, gremios, asociaciones, 
etc.) que representan a los empleados o a 
grupos de los mismos. Las RRLL se exten-
derán a los órganos representativos de base 
electiva, en los contextos institucionales en 
los que éstos existan.

c) La gestión de las políticas sociales, en-
tre las que las de salud laboral ocupan un 
lugar preeminente, y que se extienden al 

SUBSISTEMAS DE LA GESTIÓN DE RECURSOS HUMANOS

ESTRATEGIA

Organización
del trabajo

Gestión del
empleo

Gestión del
rendimiento

Gestión de la
compensación

Diseño de puestos
Definición de

perfiles

Incorporación
Movilidad

Desvinculación

Planificación
Evaluación

Planificación

Gestión del
desarrollo

Retribución monetaria
y no monetaria

Promoción y carrera
Aprendizaje

individual y colectivo

Gestión de las relaciones humanas y sociales

Clima laboral Relaciones laborales Políticas sociales
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conjunto de políticas y prácticas cuyo obje-
to es facilitar benefi cios colectivos y ayudas a 
individuos o grupos especialmente necesita-
dos, dentro del colectivos de empleados.

D)  Puntos críticos

Gestión del clima

• La organización se ocupa de conocer el clima laboral, 
evaluándolo periódicamente mediante el uso de instru-
mentos fi ables.

• Las evaluaciones del clima son tenidas en cuenta 
para la revisión y mejora de las políticas y prácticas 
de GRH.

Efi cacia de la comunicación

• La organización dispone de mecanismos, cuya uti-
lización es frecuente, para conocer las iniciativas, 
peticiones, sugerencias, informaciones y opiniones 
procedentes de los empleados.

• En general, las decisiones de la dirección, en sus di-
ferentes niveles, así como las informaciones relevantes 
de todo tipo, generadas en instancias superiores, cir-
culan por la organización con fl uidez y llegan con 
precisión a todos los afectados.

• La organización dispone de instrumentos específi cos 
de comunicación destinados a reforzar la percepción 
de pertenencia y la implicación de los empleados en el 
proyecto organizativo global. 

Equilibrio y calidad de las RRLL

• En las relaciones laborales, cada parte representa, sin 
extralimitarse, el papel que le es propio, y cuyo ejerci-
cio es recíprocamente reconocido y aceptado.

• Existe, en general, un equilibrio razonable entre las 
posiciones de poder de la dirección y los empleados. 
Las transacciones entre las partes refl ejan normal-
mente dicho equilibrio.

• Las relaciones laborales se orientan, habitual y 
preferentemente, a la transacción y concertación, y no a 
la confrontación ni a la descalifi cación del adversario.

• Las relaciones laborales intermediadas —las que son 
protagonizadas por instancias de carácter representa-

tivo— no excluyen las relaciones directas o persona-
lizadas de la dirección con los empleados, cuando es 
conveniente mantenerlas. 

Gestión del confl icto laboral

• El grado de confl ictividad laboral no es excesivo, ni 
por el número de confl ictos ni por los efectos de los mis-
mos o por la contundencia de los medios utilizados. 

• Existen mecanismos efi caces para la gestión y resolu-
ción pactada de los confl ictos.

Gestión de las políticas sociales

• Las prácticas de salud laboral son satisfactorias.
• Las atenciones y benefi cios sociales a los empleados 

son adecuadas, no exceden de las que son propias del 
entorno en que opera la organización, y son aprecia-
das por sus destinatarios.

E)  Consideraciones específi cas

En la exploración de esta área de la GRH sería 
conveniente tener en cuenta lo siguiente:

• La percepción de défi cit en materia de comu-
nicación interna es común a la mayor parte 
de organizaciones y situaciones vividas por 
las mismas. Las personas pueden describir 
con palabras similares situaciones muy dife-
rentes. Es imprescindible, por tanto, cuando 
se analiza este campo, intentar contrastar las 
opiniones con el mayor número posible de 
datos objetivos.

• En la esfera pública, las relaciones labora-
les adolecen frecuentemente de una consi-
derable reactividad: se piensa en ellas sólo 
cuando se producen reivindicaciones o 
confl ictos, dejando, en general, la iniciati-
va a los interlocutores representativos. Esta 
ausencia de estrategia laboral hace habi-
tualmente a la dirección de las organizacio-
nes públicas particularmente vulnerable al 
confl icto, y proclive a la respuesta de corto 
plazo, y tiende además a debilitar su poder 
negociador. 
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• Lo anterior se acentúa en contextos en los 
que el peso dominante de la representación y 
las decisiones, dentro del bloque “patronal”, 
es asumido por la dirección política de las 
organizaciones, lo que caracteriza a modelos 
politizados de RRLL, en los que frecuente-
mente se da una interpenetración partidos-
sindicatos. Las tendencias de algunos países 
van, como vimos, precisamente en sentido 
contrario, propugnándose una profesionali-
zación creciente de esta parcela.

• Como se ha indicado, conviene utilizar en el 
análisis de este subsistema algún indicador 
cuantitativo de confl ictividad laboral.

• Es interesante explorar en qué medida exis-
ten, en los sistemas de SC, fórmulas de me-
diación o arbitraje para la resolución de los 
confl ictos laborales.

• En algunos países (el caso español sería uno de 
ellos) se han detectado, en lo que respecta a la 
determinación de las condiciones de trabajo de 
los empleados públicos, zonas importantes de 
ambigüedad en las regulaciones. La creciente 
presencia e importancia de la convención co-
lectiva no elimina, sino que se superpone a la 
fi jación unilateral de las condiciones de traba-
jo mediante normas o decisiones de la autori-
dad pública, creando en ocasiones prácticas 
contradictorias y una confusión considerable. 
El grado de claridad normativa existente en 
cada realidad nacional constituye un ítem de 
interés para los trabajos de análisis.

• El diseño de políticas de benefi cios y aten-
ciones sociales en el ámbito público debe 
evitar que los mismos puedan entrar en con-
tradicción con consideraciones generales de 
política fi scal, o constituir privilegios de los 
empleados públicos respecto de otros traba-
jadores o usuarios de los servicios públicos. 

IV.1.8. Organización de la función   
 Recursos Humanos

Este recorrido por los subsistemas que integran 
la GRH debe completarse con el análisis de los 

mecanismos de administración del sistema, y en 
concreto con el de la distribución de las decisio-
nes sobre el personal por parte de los diferentes 
actores responsables.

Alcance del análisis de la función RRHH

El diagnóstico institucional de la organización 
de la función de Recursos Humanos en el con-
texto del sistema de SC debe analizar dos dimen-
siones fundamentales del diseño organizativo del 
mismo, que son: a) el grado de unifi cación/frag-
mentación de las responsabilidades en materia 
de GRH; y b) el grado de centralización/ des-
centralización de la toma de decisiones que afec-
tan al personal. 

Puntos críticos, en la organización de la 
función RRHH

Los siguientes extremos pueden ser considera-
dos, en esta materia, como puntos críticos:

• si los directivos disponen, en general, y si no 
es así en qué casos, del margen de autonomía 
necesario para desempeñar adecuadamente 
el papel de gestores de los recursos humanos 
adscritos a sus unidades;

• si los directivos reciben la capacitación su-
fi ciente para el desempeño de tales funcio-
nes; 

• hasta qué punto los directivos tienen inte-
riorizadas y ejercen adecuadamente sus res-
ponsabilidades como gestores de personas; 
y 

• en qué medida los servicios centrales respon-
sables del sistema de SC son percibidos por 
el resto de la organización como una instan-
cia que aporta valor al logro de los objetivos 
comunes.

IV.2. Orientaciones de proceso

Como indicamos en la presentación, este capítulo no pre-
tende ser propiamente un manual. La escala de análisis y 
su complejidad intrínseca obligarán a adaptar el método 
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de trabajo a cada realidad diagnosticada. Sin perjuicio 
de esto, incluimos en este último apartado un conjunto de 
orientaciones generales que pretenden confi gurar una base 
metodológica común, con el alcance mínimo imprescindible 
para conseguir dos fi nalidades:

a) que se obtenga el mejor aprovechamiento del modelo 
de referencia propuesto, para cuyo uso se facilitan una 
serie de pautas; y 

b) que los análisis de las distintas realidades nacionales 
respondan a un patrón compartido que los haga com-
parables.

A tal efecto, sistematizamos en cuatro áreas o 
bloques el análisis de los sistemas nacionales de SC. 
Aunque responden a una ordenación lógica, y no ne-
cesariamente cronológica, del trabajo, cuya secuencia 
temporal específi ca deberá adecuarse al criterio de los 
analistas y a las circunstancias propias de cada entorno, 
parece razonable pensar que las fi nalidades perseguidas 
requerirán el paso por todos ellos. El esquema de in-
forme que se acompaña como anexo 5 responde a estas 
orientaciones metodológicas. 

IV.2.1. Revisión de antecedentes y 
 contexto institucional

Antecedentes

El objeto de esta primera parte del trabajo es 
reunir evidencias acerca de las características 
relevantes del marco institucional en el que el 
sistema de SC se ha desarrollado y opera. Una 
revisión somera de los antecedentes históricos 
básicos del sistema político-administrativo nacio-
nal, y de la evolución del SC, parece ineludible. 
Con frecuencia, se hallará material publicado 
que resulte de utilidad para esta revisión.

Marco legal

En esta etapa inicial, conviene realizar un primer 
examen y análisis del marco normativo en el que 
el SC se sitúa. De este examen deberá obtenerse 
una visión global del modelo legal, así como una 
primera percepción acerca de sus principales ca-

racterísticas genéricas: ¿A qué áreas del empleo 
público se extiende? ¿Cuáles carecen de cober-
tura normativa? ¿Hay diversidad de regulacio-
nes para distintos sectores de la Administración? 
¿Existe una normativa diferenciada para el seg-
mento del personal directivo? ¿Es la del SC una 
regulación exhaustiva? ¿Deja partes de la GRH 
sin regular? ¿Hay un desequilibrio, en la inten-
sidad de las regulaciones, entre unas materias y 
otras?

Este primer examen del marco legal servi-
rá para obtener una primera aproximación a la 
realidad, que posteriormente deberá ir siendo 
contrastada con la realidad del funcionamiento 
del SC, ya sea para constatar su aplicación real, 
o, por el contrario, su omisión o vulneración en 
la práctica.

Otros elementos del contexto

Diferentes elementos del contexto institucional 
del SC pueden ser relevantes en esta fase del 
trabajo. Sin ánimo de exhaustividad, podemos 
señalar, entre otras: 

a) El contexto socioeconómico del país, con 
particular importancia de la situación y ten-
dencias del mercado laboral.

b) Las prioridades de las políticas gubernamen-
tales.

c) Las políticas presupuestarias, y sus tenden-
cias de futuro.

d) Las reformas en curso del sistema político-
administrativo, de la gestión pública, o espe-
cífi camente del SC, o incluso la existencia de 
discursos de reforma no materializados.

e) Las percepciones sociales dominantes sobre 
el sistema público.

Debe tenerse en cuenta, no obstante, que el 
BID dispone ya de los datos básicos del contex-
to institucional de los países. Los diagnósticos 
deben limitar el espacio destinado a la descrip-
ción del mismo al mínimo necesario para la 
adecuada comprensión de las evaluaciones del 
sistema de SC.
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IV.2.2. Análisis funcional del Servicio  
 Civil en tanto que sistema de GRH

Este bloque o área del diagnóstico constituye la 
parte central del trabajo, y consiste en el análisis 
pormenorizado del funcionamiento del sistema 
de SC, en tanto que sistema de gestión del em-
pleo y los recursos humanos. 

Análisis por subsistemas 

Se recomienda para ello utilizar como marco 
de contraste el contenido en el apartado IV.1 de 
este capítulo, en el que se desarrollan los siete 
subsistemas básicos en los que hemos desplega-
do el modelo global de GRH propuesto como 
referente.

En concreto, se sugiere un recorrido por el 
sistema nacional de SC que es objeto del análisis, 
contrastando su funcionamiento real en el ámbi-
to propio de cada uno de los referidos subsiste-
mas, e intentando obtener evidencias acerca de:

a) la existencia e integridad de cada una de las 
áreas y procesos de la GRH y el cumplimien-
to de sus fi nalidades básicas;

b) las conexiones fundamentales que deben 
existir con otros subsistemas de la GRH; y

c) el funcionamiento constatable en los diferen-
tes “puntos críticos” en los que se manifi es-
tan la efi cacia y calidad de cada subsistema. 
El anexo 6 reúne todos estos puntos críticos 
en una lista de comprobación general.

El análisis por subsistemas debe completarse, 
como se señaló anteriormente, con el de la orga-
nización de la función RRHH, con el alcance 
indicado en el punto IV.1.8. 

Los indicadores cuantitativos 
y su utilización 

El anexo 3 contiene una relación de siete indica-
dores cuantitativos, destinada a fortalecer la fun-
damentación empírica del trabajo. Su utilización 
responde a una doble fi nalidad:

a) Por una parte, la cumplimentación de los 
indicadores correspondientes al ámbito y 
país analizados permitirá establecer medi-
das cuantitativas de comparación de valor 
intrínseco. La incorporación mayoritaria de 
indicadores utilizados por el Banco Mundial 
y la OCDE permitirá además extender la 
comparación a países ajenos a la región. 

b) Por otra parte, la información plasmada en 
los indicadores facilitará el análisis de algu-
nos de los puntos críticos correspondientes a los 
distintos subsistemas. 

La relación de indicadores del anexo 3 no 
tiene un alcance limitativo para el analista, quien 
podrá añadir a su trabajo otros indicadores cuan-
titativos disponibles que juzgue relevantes y úti-
les a los fi nes de su trabajo.

Contraste con otros diagnósticos de 
sistemas de SC

Para completar el análisis funcional del SC, se 
sugiere contrastar las conclusiones obtenidas 
hasta aquí con las disfunciones y líneas de refor-
ma comunes a los sistemas de SC en el ámbito 
de la OCDE, a las que se hace referencia en el 
anexo 2. Este contraste puede completar, mati-
zar o aclarar algunas de las evidencias puestas de 
manifi esto por la exploración realizada, así como 
recordar algún posible campo pendiente de ser 
explorado.

Fuentes de información

En esta fase del trabajo, el analista deberá com-
binar fuentes de diverso tipo:

a) Fuentes documentales, que pueden ser:

• Normas de diferente carácter y naturaleza: 
leyes, reglamentos, directrices, acuerdos co-
lectivos.

• Instrumentos de ordenación de alcance general, 
tales como planes de dotaciones, presupues-
tos, plantillas de personal, escalas de retribu-
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ciones, catálogos o relaciones de puestos de 
trabajo.

• Muestras de instrumentos utilizados, como bases 
de convocatorias de acceso o promoción, in-
formes de evaluación del rendimiento, actas 
de negociación, sanciones disciplinarias.

• Bases de datos, como los de pirámides de eda-
des, movilidad, formación, evolución vegeta-
tiva, absentismo, rotación.

• Estudios internos y externos sobre la materia: 
libros blancos, diagnósticos anteriores, en-
cuestas de satisfacción.

b) Opiniones de informadores, entre los 
que cabe incluir a:

• Dirigentes centrales, políticos y ejecutivos, res-
ponsables del funcionamiento del sistema de 
SC.

• Técnicos expertos en las diferentes áreas de la 
GRH gubernamental.

• Directivos de línea de la Administración pública, 
gestores de diferente nivel en organizaciones 
de distinto tipo, en un elenco que abarque lo 
más posible de la diversidad de organismos, 
grados de autonomía y características secto-
riales específi cas del sistema público. 

(El analista deberá cuidarse especialmente de 
conocer las opiniones de los gestores, tanto en las 
áreas más intensivas en personal, como sanidad 
y educación, como en las de mayor especifi cidad 
sectorial: justicia, policía...)

• Expertos externos, procedentes del mundo aca-
démico, profesional o de otros ámbitos, co-
nocedores del SC y con opiniones solventes 
sobre el mismo.

• Miembros de sindicatos, asociaciones o gremios de 
empleados, en especial para el análisis de las 
relaciones laborales.

Instrumentos para obtener la información

La obtención de información de estas proceden-
cias requerirá el uso de un instrumental diversi-

fi cado, adaptado en cada caso a la fuente y a la 
naturaleza de la información pretendida. Entre 
estos instrumentos, será normal la utilización 
de:

• Entrevistas, abiertas o semiestructuradas, in-
dividuales o de grupo, como vehículo más 
frecuente para la obtención de opiniones y la 
prospección de otras fuentes.

• Paneles de expertos, reunidos para la puesta 
en común de información cualitativa y ar-
monización de opiniones sobre temas que 
revistan un cierto grado de complejidad o 
controversia.

• Técnicas diagnósticas, como el “brain stor-
ming”, la técnica de grupo nominal u otras, 
focalizadas sobre el análisis de materias espe-
cífi cas.

• Cuestionarios y encuestas distribuidos a muestras 
signifi cativas de informadores relevantes so-
bre ciertos temas. 

IV.2.3. Elaboración de los índices

Qué son los índices

Los índices son instrumentos de cuantifi cación 
del diagnóstico, cuya fi nalidad es concentrar el 
mismo en un conjunto de dimensiones básicas, 
y otorgar a éstas determinados valores, a fi n de 
facilitar la posterior utilización comparativa del 
trabajo. Los índices refl ejarán el juicio exper-
to de cada analista acerca de los puntos críti-
cos que constituyen la base de la evaluación. 
Los instrumentos adicionales de consulta que 
puedan utilizarse deben considerarse comple-
mentarios y auxiliares de dicha valoración in-
dividual.

Se utilizarán a tales efectos los índices con-
tenidos en el anexo 4, que especifi ca y defi ne 
cinco dimensiones de los sistemas de SC ana-
lizados (efi ciencia, mérito, consistencia estructural, ca-
pacidad funcional y capacidad integradora). Dos de 
ellos se construirán a partir de subíndices, si-
guiendo el método que se especifi ca en el anexo 
indicado.
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Cómo elaborarlos

La elaboración de los índices se realizará a partir 
de análisis de puntos críticos, y en la forma descrita 
a continuación.

a)  Valoración de puntos críticos

• Cada uno de los puntos críticos correspondien-
tes a los distintos subsistemas analizados será 
valorado con arreglo a una escala de seis po-
siciones, con valores de 0 a 5, siendo 5 la po-
sición más próxima al óptimo expresado por 
la proposición que sirve de base al análisis, y 
0 la posición más alejada de dicho óptimo (v. 
Anexo 4). La lista general de comprobación 
contenida en el anexo 6 contiene un espacio 
para efectuar dicha valoración.

b)  Ponderación de puntos críticos 

• Cada uno de los puntos críticos tiene asigna-
da, en la lista general de comprobación del 
anexo 6 una letra (A, B o C) que expresa el 
peso que se le asigna en el índice (o en su 
caso en el subíndice) con que se relaciona. 
En aplicación de dicha ponderación, el va-
lor asignado con arreglo a la escala del apar-
tado anterior se multiplicará por 3, si el peso 
es A, por 2 si el peso es B, y por 1 si el peso 
es C.

c)  Agrupación por índices o subíndices

• Las valoraciones obtenidas de acuerdo con 
los dos apartados anteriores, se agruparán 
por índices (o en su caso por subíndices), en 
la forma señalada en el anexo 4. Esta indi-
cación fi gura asimismo en la lista general de 
comprobación del anexo 6.

d)  Obtención de los valores de los índices

• Una vez agrupadas las valoraciones por ín-
dices (o, en su caso, por subíndices), se pro-
cederá a otorgarles un valor, realizando para 

ello las operaciones que se especifi can en el 
anexo 4.

Instrumentos de consulta: los paneles        
de expertos

Para facilitar la valoración de los puntos críticos, 
el analista puede recurrir a la consulta de otras 
opiniones. A estos efectos, ni las entrevistas in-
dividuales ni las encuestas son los instrumentos 
adecuados. Se recomienda, cuando se crea ne-
cesaria dicha consulta, la utilización de paneles de 
expertos, con arreglo a las siguientes indicaciones:

• Se limitará, de entrada, la consulta, a aque-
llos puntos críticos sobre los que el analista 
tenga más dudas, o aprecie que la consulta 
puede añadir mayor valor. La relación de 
puntos críticos se recortará y adaptará, con 
arreglo a dichos criterios.

• Los expertos pueden proceder de cualesquie-
ra de las situaciones descritas anteriormente 
en el apartado “Opiniones de Informado-
res”. Lo ideal es el equilibrio de proceden-
cias. Lo que les cualifi ca en cualquier caso es 
su carácter de conocedores, en profundidad 
y extensión, del sistema de SC analizado.

• Se recomienda reunir a un número de entre 
3 y 7 expertos por panel. De considerarse ne-
cesario, puede hacerse más de uno.

• La reunión puede durar entre 3 y 4 horas, 
dependiendo del número de puntos críticos 
sometidos a consulta. Se sugiere el uso de la 
siguiente agenda-tipo:
a) Presentación de la sesión, los participan-

tes y el propósito.
b) Presentación sucinta del marco concep-

tual del que derivan los puntos críticos, 
utilizando para ello el diagrama de sub-
sistemas presentado anteriormente en 
este marco analítico.

c) Comentarios y aclaraciones.
d) Revisión conjunta de los puntos críticos 

sobre los que se pide el parecer: discu-
sión de cada uno por un período máxi-
mo previamente tasado, y puntuación 
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por consenso, recurriendo a la votación 
sólo en caso necesario.

e) Mención de resultados, comentarios fi -
nales y conclusión. 

IV.2.4. Conclusiones y recomendaciones

Conclusiones: concentrarse en lo más 
relevante

En esta parte fi nal del trabajo, el evaluador de 
sistemas de SC se hallará en condiciones de valo-
rar sintéticamente la realidad analizada y selec-
cionar algunas conclusiones. Es recomendable 
que éstas se concentren en aquellos elementos 
verdaderamente centrales, que constituyan las 
verdaderas claves del diagnóstico, así como las 
áreas decisivas de mejora potencial de los siste-
mas evaluados.

Qué cambiar

Si bien el objeto principal del trabajo no es pro-
piamente el de recomendar cambios o reformas, 
parece lógico pensar que el tiempo y los esfuer-
zos dedicados por el evaluador a su trabajo le 
habrán permitido deducir algunas opiniones 
fundadas sobre los cambios que cabría introdu-
cir en el sistema de SC en cuestión.

Será por ello de gran utilidad que su infor-
me incorpore las recomendaciones de reforma 
o modernización del sistema que se consideren 
convenientes en cada caso. La exploración de los 
subsistemas y los dispositivos de organización de 
la función de RRHH serán la base sobre la cual 
fundamentar aquéllas. 

Análisis de áreas causales

Sobre esta base, el analista puede utilizar el mo-
delo de referencia descrito en el apartado III.2 
de este capítulo para explorar las áreas causales 
de los problemas detectados, tal como se sugiere 
a continuación.

En el diagrama que presentábamos en la fi -
gura 1, se distinguen diferentes ámbitos con los 

que cabe relacionar, de forma exclusiva o com-
partida, las evidencias y conclusiones obtenidas, 
y con las que cabe relacionar por tanto las reco-
mendaciones.

• La estrategia organizativa (v. glosario) es el primero 
de dichos ámbitos. El grado de claridad, co-
herencia, respaldo político y continuidad de 
la misma; la precisión con que es comunicada 
al conjunto de la organización; el liderazgo 
que le da apoyo; la medida en que se transfor-
ma en una estrategia de Recursos Humanos 
explícita y respaldada, son, algunas de las di-
mensiones que forman parte del mismo.

• El sistema de GRH). Es posible que el origen 
de un determinado problema se encuentre 
sobre todo aquí, en una incorrecta defi nición 
o funcionamiento del sistema de RRHH; en 
falta de asunción del valor estratégico de la 
gestión de las personas; en la persistencia de 
esquemas de mera administración de perso-
nal; en problemas de diseño de políticas, de 
innovación, de modernización; en una insufi -
ciencia de capacidad directiva o técnica en la 
organización.

• Los factores de contexto interno: el grado en que 
la estructura organizativa (v. glosario) favore-
ce o perjudica el funcionamiento del SC; las 
inercias o resistencias a cambiar las cosas de-
rivadas de la cultura organizativa (v. glosario) 
dominante; el grado de confl icto interno; la 
situación desde el punto de vista presupues-
tario o tecnológico.

• Los factores de entorno. Muy especialmente, 
el marco legal, y su grado de adecuación a 
una gestión efi caz de las personas; el merca-
do laboral y sus tendencias; otros factores, 
como los de cultura social, visión externa 
del sistema público, expectativas y prefe-
rencias de la sociedad respecto de la Admi-
nistración.

Cómo formular las recomendaciones

Entre las características que contribuyen a la ca-
lidad de las recomendaciones, cabe señalar:
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• La evidencia de su relación con el diagnósti-
co, tanto en el nivel de los subsistemas como 
en el de las áreas causales.

• Su relevancia para la corrección de disfun-
ciones importantes del sistema de SC.

• Su concreción, y la claridad en la formula-
ción de sus contenidos. Es mejor formular 
pocas recomendaciones, y todas ellas preci-
sas e inteligibles para alguien no familiariza-
do con el contexto.

• Las indicaciones de proceso (gestión del 
cambio) que puedan sugerirse para su imple-
mentación, y la relación de las mismas con el 
análisis del contexto institucional. 

IV.2.5. Formalización del trabajo 

Informe fi nal

El anexo 5 incorpora un modelo de informe su-
gerido para la formalización del trabajo de diag-
nóstico, que sigue las orientaciones metodológicas 
contenidas en este apartado del marco analítico.

Documentación adicional

Se sugiere la utilización de anexos documenta-
les para la incorporación de aquellas evidencias, 
testimonios, ilustraciones o valoraciones com-
plementarias que puedan contribuir a la com-
prensión y fundamentación del diagnóstico sin 
formar, en rigor, parte del mismo, al objeto de 
unifi car el formato de los diferentes trabajos y 
facilitar su lectura posterior. 
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ANEXO 1

por ello particularmente susceptibles de ser con-
templados e incorporados por las políticas y prác-
ticas organizativas de gestión de las personas.

Competencias

Utilizamos la noción de competencias de Boya-
tzis (1982), que defi ne la competencia como una 
característica subyacente en una persona, que está causal-
mente relacionada con una actuación exitosa en un puesto 
de trabajo.

La investigación sobre las competencias y su 
infl uencia sobre el comportamiento de las per-
sonas en el medio laboral arranca de las investi-
gaciones de McLelland, orientadas a identifi car, 
mediante la investigación empírica, factores de 
éxito real de las personas en el trabajo. Hoy, es 
notable el grado de coincidencia, entre los exper-
tos en GRH, acerca del carácter limitado, como 
predictor de éxito, del mero conocimiento téc-
nico especializado. La aproximación basada en 
competencias supone un enfoque más amplio e 
integrador en el que para identifi car la idoneidad 
profesional se tienen en cuenta, junto al conteni-
do de conocimientos técnicos, otras característi-
cas de las personas:

• las habilidades interpersonales;
• las capacidades cognoscitivas y de conducta;
• el concepto o percepción de uno mismo, tra-

ducido en actitudes y valores;
• los motivos o impulsores que seleccionan y 

orientan la conducta; y
• los rasgos de personalidad o carácter.

La gestión por competencias supone un de-
terminado enfoque de la gestión de los recursos 
humanos. En tanto que las competencias son 
una variable clave del comportamiento de las 
personas en el trabajo, la GRH debe tenerlas en 
cuenta y proponerse infl uir sobre ellas mediante 
políticas y prácticas que afectan a todos sus sub-

GLOSARIO DE TÉRMINOS UTILIZADOS

Clima organizativo

En una obra clásica, Litwin y Stringer (1968:66) 
defi nen el clima como la suma de las percepciones de 
los individuos que trabajan en una organización. Este 
estado de ánimo colectivo o percepción global 
compartida tiene repercusiones en la conduc-
ta de los empleados, e interesa por tanto a la 
GRH.

El clima organizativo se mide ordinariamen-
te mediante cuestionarios que evalúan las per-
cepciones de los empleados, tomando como base 
un conjunto de dimensiones. La medición del 
clima sirve para mejorar las políticas y prácticas 
de GRH relacionadas con las áreas que se evi-
dencian defi citarias.

Weinert (1985:176) reconoce en el clima 
organizativo cinco componentes o dimensiones 
principales, que constituyen el denominador co-
mún de los diferentes instrumentos de medición 
propuestos: 

a) la autonomía individual, o libertad de los in-
dividuos para decidir por sí mismos sobre su 
trabajo;

b) el grado en que se han elaborado y fi jado 
con claridad los métodos y objetivos, y en el 
que el superior los da a conocer;

c) el sistema de recompensa y retribución y el 
grado en que presenta una relación clara con 
el rendimiento producido y percibido;

d) la atención, apoyo, interés y “calor” que 
muestran los superiores hacia los subordina-
dos; y

e) la cooperación y capacidad para resolver 
confl ictos.

Como puede observarse, se trata de elemen-
tos que afectan en buena medida a las relaciones 
verticales (superiores-subordinados), y resultan 
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sistemas, y se manifi estan al planifi car necesida-
des cualitativas de personal, al defi nir perfi les de 
idoneidad, al seleccionar personas, al evaluar el 
rendimiento, al defi nir políticas de desarrollo, e 
incluso al retribuir. 

Cultura organizativa

Adoptamos la aproximación de Schein (1999:29) 
que defi ne la cultura como el conjunto de asunciones 
compartidas, dadas por supuestas, que un grupo humano 
ha interiorizado, en un proceso de aprendizaje, a lo largo 
de su historia. Distinguiremos, con el mismo autor, 
entre tres niveles de aproximación a la cultura 
organizativa:

1. El nivel de los artefactos, o estructuras y 
procesos organizativos visibles (códigos de 
presentación o relación, o de resolución de 
confl ictos, horarios, reuniones, comunicacio-
nes, ritos, eventos sociales, etc.) 

2. El nivel de los valores adoptados (fi losofías, 
metas, orientaciones explícitas…)

3. El nivel de las asunciones tácitas comparti-
das (valores practicados, modelos mentales, 
convicciones implícitas)

Sólo llegando al tercero de los niveles citados 
es posible captar, en toda su dimensión, la cul-
tura organizativa, ya que sólo en éste hallamos 
elementos culturales (intangibles) que actúan 
como verdaderos motores del comportamiento 
humano en la organización. Con frecuencia, 
además, entre el nivel 2 y 3 aparecen abundantes 
incoherencias que refl ejan el alejamiento entre 
las percepciones explícitas y las pautas informa-
les y valores efectivamente interiorizados.

Equidad salarial

Entendemos por tal la cualidad de una estructu-
ra de retribución, consistente en la existencia de 
un doble ajuste o equilibrio:

a) Por una parte, entre lo que cada empleado 
aporta y recibe de la organización, tenien-

do en cuenta al mismo tiempo cómo opera 
dicho balance contribución/compensación 
para los distintos empleados y grupos de em-
pleados.

b) Por otra parte, entre las retribuciones satisfe-
chas por la organización y las de sus merca-
dos de referencia.

En el primero de los casos indicados, habla-
remos de equidad interna de la estructura salarial. 
El objetivo de una GRH adecuada es que se tra-
duzca en una percepción de equidad interioriza-
da por los empleados. 

En el segundo caso, hablaremos de equidad 
externa. La equidad externa de un sistema retri-
butivo incluye las notas de competitividad y efi -
ciencia retributiva. 

Un sistema salarial es competitivo cuando 
permite a la organización atraer y retener a los 
empleados que precisa. Los índices de atracción 
y rotación son la medida de la competitividad sa-
larial. Un sistema salarial es efi ciente cuando la 
competitividad se alcanza a un coste no superior 
al de los mercados de referencia. 

La tensión entre la equidad interna y externa 
es un problema clásico de la GRH. Se produ-
ce sobre todo cuando la elevación en el valor de 
mercado de ciertas especialidades, profesiones o 
perfi les de competencias —cualesquiera que sean 
sus causas— obliga, para no perder competitivi-
dad salarial, a elevar las remuneraciones de cier-
tos empleados por encima de los que resultaban 
de la valoración de puestos, efectuada con crite-
rios meramente internos. Ordinariamente, dicha 
tensión produce tendencias hacia la opacidad de 
los sistemas de administración de salarios. 

Especialización

Los puestos pueden especializarse (Mintzberg, 
1984:99 y ss.) en dos dimensiones. En primer lu-
gar, la de su ámbito o amplitud (cuántas tareas 
distintas contiene cada puesto y qué amplitud o 
estrechez tienen dichas tareas). En un extremo, 
el empleado es un comodín polivalente; en otro, 
repite una y otra vez una misma tarea. La segun-
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da dimensión se relaciona con la profundidad, 
o control ejercido sobre el propio trabajo. En 
un extremo, el empleado se limita a obedecer 
instrucciones o normas precisas; en el opuesto, 
controla cada aspecto de su actividad, además 
de realizarla. La primera dimensión apunta a la 
especialización horizontal del puesto. La segunda, a 
la especialización vertical. Sus contrarias serían la 
ampliación horizontal y vertical de aquél.

A favor de la especialización (la horizontal 
del trabajador experto en un ámbito reducido, o 
la vertical de quien realiza un trabajo muy con-
trolado externamente) operan razones de mejora 
de la productividad y la coordinación, empírica-
mente demostradas en muchos casos. En contra, 
razones de desmotivación por rutina, rigidez 
frente a exigencias de cambio, y pérdida de cali-
dad del trabajo, en especial en entornos de alta 
cualifi cación. Las técnicas de enriquecimiento 
de tareas (job enrichment) nacieron precisamente 
para afrontar estos excesos de especialización, y 
se basan en la ampliación horizontal y/o vertical 
del puesto. En la misma línea se habla, más re-
cientemente, de empowerment, aludiendo básica-
mente a procesos de ampliación del puesto, en 
su dimensión vertical. 

El diseñador de puestos debe conjugar en 
cada caso el binomio especialización/amplia-
ción, produciendo un equilibrio adecuado a los 
factores de contingencia que concurran, entre los 
cuales la tecnología utilizada, y las características 
del entorno del puesto, son determinantes. 

Estrategia

La utilización de la voz “estrategia” en el tex-
to responde a la signifi cación más amplia de las 
que se atribuyen ordinariamente al concepto en 
la teoría de la gestión, y se identifi ca con la no-
ción de conjunto de fi nalidades básicas o prioritarias de 
la organización (extendiendo el concepto de or-
ganización, como se dijo, al sistema o complejo 
institucional multiorganizativo cuyo sistema de 
SC se audita).

Entran dentro de esta noción amplia de es-
trategia:

a) La misión, o razón de ser de la organización.
b) Sus líneas de acción u orientaciones priorita-

rias.
c) Sus objetivos operativos .

El término se utiliza tanto para referirse a 
pronunciamientos explícitos, cualquiera que sea 
su grado de formalización, como —lo que resulta 
frecuente en los entornos públicos— a preferen-
cias implícitas de los rectores del sistema, siempre 
que quepa deducirlas razonablemente a través de 
los medios empleados en el trabajo de análisis. 

Como se señaló anteriormente, la macroes-
cala de análisis que implica auditar sistemas de 
SC obligará a afrontar grados de generalidad y 
ambigüedad notables en las defi niciones estra-
tégicas, lo que obligará a reforzar la dimensión 
interpretativa de los trabajos de auditoría.

Estructura organizativa

Entendemos, con Mintzberg (1984:26) que la es-
tructura de una organización es el conjunto de las 
formas en que se divide el trabajo en tareas distintas, para 
conseguir luego la coordinación de las mismas. División 
y coordinación del trabajo, o, en los términos de 
Lawrence y Lorsch (1973), diferenciación e in-
tegración, son los polos entre los que opera el 
diseño estructural.

Sistematizamos los parámetros de diseño de 
estructuras organizativas distinguiendo, con el 
autor canadiense, entre cuatro bloques secuen-
cialmente ordenados:

a) El diseño de los puestos, que implica dotarlos 
de un cierto grado de especialización, y de 
formalización del comportamiento, así como 
defi nir los requisitos de preparación y sociali-
zación requeridos de sus ocupantes.

b) El diseño de la superestructura, que fi ja los crite-
rios de agrupación de los puestos en unida-
des dotadas de un único mando jerárquico, 
y defi ne el tamaño de la unidad o span de 
control de su director.

c) El diseño de los vínculos laterales, que defi ne la 
tipología de los sistemas de planifi cación y 
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control, así como los dispositivos de enlace, 
necesarios para contener las interdependen-
cias laterales o transversales.

d) El diseño del sistema de decisión, que establece el 
grado en que las diferentes decisiones per-
manecen centralizadas o se descentralizan, 
vertical u horizontalmente.

El conjunto de opciones que se desprenden 
del diseño de estructuras constituye un factor si-
tuacional de la mayor relevancia para la GRH, 
cuyas consecuencias se extienden a la práctica 
totalidad de los subsistemas de ésta.

Modelo

Un modelo es un instrumento que elabora el es-
tudioso de una realidad compleja con el fi n de 
describirla y de profundizar en su conocimiento 
y en el de los factores que la componen. Cons-
tituye una aproximación específi ca, entre otras 
posibles, a una realidad compleja.

El modelo es menos que una hipótesis, por-
que no pretende ser la formulación de una ver-
dad que aspira a ser probada. Es también menos 
que un paradigma, por cuanto éste alude gene-
ralmente a un marco explicativo usado y acepta-
do de manera muy general o por una parte muy 
importante de la comunidad científi ca, lo que no 
es el caso cuando se habla de modelos.

Así pues, un modelo se justifi ca básicamente 
por su utilidad explicativa y analítica. No pre-
tende suministrar la única explicación posible de 
una realidad compleja, pero sí facilitar el acceso 
a la misma.

Perfiles de competencias

Un perfi l de competencias es una selección de las 
competencias (v. glosa de esta voz) básicas para 
garantizar la idoneidad del titular de un puesto 
de trabajo. Podríamos decir que es un “retrato-
robot” del ocupante ideal. 

Disponer de un buen perfi l del ocupante del 
puesto es imprescindible para asegurar una ges-
tión correcta de los procesos de incorporación de 

las personas, pero también para el funcionamien-
to de otras áreas de la GRH, como las políticas 
de evaluación y desarrollo, en tanto en cuanto 
orientan éstas a la mejora de las competencias 
más relevantes de las personas.

Un buen perfi l, especialmente en su papel 
orientador del reclutamiento y la selección, debe 
estar formado por pocas competencias, y todas 
ellas consideradas clave para un desempeño de 
éxito. La conjunción de ambos requisitos permi-
te acceder al mercado de trabajo con garantías 
razonables de éxito, diseñar procesos de incor-
poración efi caces a unos costes razonables, y 
disponer de un conjunto de predictores con alta 
probabilidad de aproximarse a la idoneidad per-
seguida.

Políticas y prácticas de GRH

Cuando hablamos de una política (del inglés po-
licy), en un área de la gestión, nos referimos a un 
propósito consciente y razonado de proceder de 
una determinada manera y de forma constante, 
mientras la misma no sea reconsiderada, en aqué-
lla área. Las políticas de GRH pueden ser enten-
didas, por tanto, como el conjunto de criterios 
generales y maneras de hacer que, en un contexto 
organizativo determinado, orientan las decisiones 
que afectan a la gestión de las personas.

Por prácticas de GRH entendemos las deci-
siones y actividades de hecho que se adoptan y 
desarrollan en este campo, y que con frecuencia 
supondrán la aplicación de políticas de GRH 
previamente defi nidas, si bien no siempre ocu-
rrirá así.

Las políticas de GRH pueden ser explícitas 
y encontrarse formalizadas, lo que indudable-
mente favorece el que sean reconocidas por el 
analista, si bien cabe la posibilidad, muy a tener 
en cuenta, de que existan incoherencias entre la 
política adoptada y proclamada formalmente, y 
las prácticas de personal que efectivamente se 
constaten en una determinada organización.

Las políticas pueden no hallarse formaliza-
das, e incluso ni siquiera explicitadas, pero existir 
como tales. El analista reconocerá la existencia 
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de una política de GRH, en estos casos, cuando 
de la reiteración de una determinada práctica, 
en un contexto determinado, durante un perío-

do dilatado de tiempo, se desprenda razonable-
mente la existencia de un criterio de actuación, y 
de un propósito de aplicarlo. 
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ANEXO 2

Modelos de SC en función de los sistemas       
de acceso al empleo

Por razón de los sistemas de acceso al empleo 
público, los modelos de SC difi eren en cuanto 
al tipo de mecanismos elegidos para garantizar 
el principio de mérito, protegiendo aquél de la 
arbitrariedad, la politización y el nepotismo. 
Desde este ángulo, pueden reconocerse tres mo-
delos básicos, denominados habitualmente con 
el gentilicio de los países que constituyen su ar-
quetipo:

• Los países que siguen el modelo francés 
acentúan el papel de los instrumentos de se-
lección (concurso), creando sistemas de ga-
rantías predominantemente formales.

• El modelo alemán, también muy formali-
zado, se orienta a la garantía de la capacita-
ción teórico práctica, a partir de un proceso 
de aprendizaje prolongado.

• El modelo británico, más fl exible en los 
instrumentos, enfatiza la profesionalidad e 
independencia de los órganos encargados de 
la selección.

Modelos de SC en función de la organización 
de la carrera

Dos modelos de SC pueden reconocerse por ra-
zón del tipo de organización de la carrera (e im-
plícitamente, por la relación que establecen con 
el mercado de trabajo):

• Los sistemas de empleo están organiza-
dos a partir de las necesidades de personal 
de la Administración a corto plazo. El re-
clutamiento se produce para un empleo o 
puesto, y no para un marco más amplio que 
habilite para desempeñar diversos puestos. 

LAS PECULIARIDADES DE                        
LOS SISTEMAS PÚBLICOS

Este anexo incluye un conjunto de considera-
ciones que, sin enmendar el modelo de gestión 
del empleo y los recursos humanos descrito en 
el capítulo, lo enmarcan con más precisión en el 
entorno de los sistemas político-administrativos. 
Para ello, se alude en primer lugar a la existen-
cia de diferentes modelos de SC, se mencionan 
después las disfunciones detectadas más frecuen-
temente por los expertos en el funcionamiento 
de los sistemas públicos de GRH, y se apuntan 
por último las principales orientaciones de cam-
bio constatables en este campo. Si bien una parte 
signifi cativa de estas consideraciones se basa en 
experiencias y análisis producidos en la esfera 
OCDE, la vigencia de las mismas se extiende, 
creemos, a un ámbito más general.

MODELOS DE SERVICIO CIVIL

Hay distintos modelos de SC

El conjunto de arreglos institucionales para la 
gestión pública del empleo y los recursos hu-
manos al que hemos llamado SC tiene en cada 
entorno nacional manifestaciones propias. Esta 
heterogénea realidad puede ser, no obstante, or-
denada y sistematizada, reconduciéndola a algu-
nos modelos básicos.

Con fundamento en un trabajo anterior 
(Longo 2001b, 7 y ss.), que puede utilizarse para 
profundizar en los criterios empleados, se clasifi -
can a continuación los modelos de SC en torno a 
cuatro criterios o elementos centrales. 
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Es, normalmente, un sistema abierto, en el 
que cualquier puesto puede ser provisto por 
candidatos externos a la Administración, si 
bien en ciertos casos pueden encontrarse 
condiciones diferentes para los candidatos 
internos y externos.

• Los sistemas de carrera se basan en un 
diseño jerarquizado de los empleos públicos 
que implica que los empleados, reclutados 
en un determinado nivel de empleo, puedan 
con el tiempo efectuar un recorrido ascen-
dente a través de una serie de niveles, hasta 
llegar al nivel máximo que les corresponda. 
Los sistemas de carrera suponen, por tanto, 
que existen ciertos puestos que se conside-
ran de acceso, reservados al reclutamiento 
externo, y que el resto de los puestos corres-
pondientes a niveles superiores son provistos 
mediante promoción interna.

Modelos de SC en función de los derechos que 
se reconocen a los empleados públicos

Las distinciones de mayor trascendencia y utili-
dad que cabe realizar entre los sistemas de SC, 
en lo que respecta al elenco de derechos recono-
cidos a los empleados, son las que afectan a dos 
materias singularmente relevantes:

• Por una parte, si bien en todos los sistemas 
de SC el derecho al cargo o a la inamo-
vilidad (“tenure”) protege, en mayor o me-
nor medida, al empleado público frente al 
despido arbitrario, es posible distinguir, sin 
embargo, entre sistemas que admiten única-
mente el despido por causas disciplinarias, y 
aquellos otros que han normalizado la ex-
tinción de la relación de empleo por causas 
organizativas, técnicas o económicas. 

• Otra distinción importante incumbe a los 
derechos colectivos. Hay sistemas de SC 
que reconocen los derechos a la negociación 
colectiva y a la huelga, y otros que niegan 
a los empleados públicos, o a una parte de 
ellos, por razones de interés público, el ejer-
cicio de tales derechos.

Modelos de SC en función de                           
la administración del sistema

Los sistemas político-administrativos contempo-
ráneos tienden a la complejidad y la fragmen-
tación. Ello desencadena tendencias de signo 
opuesto, hacia la diversifi cación, necesaria para 
adaptarse a entornos complejos, y hacia la in-
tegración, imprescindible para mantener la co-
hesión global y el control. Los sistemas de SC 
no son ajenos a estas presiones. En función de la 
respuesta que en cada caso se da a las mismas, 
podemos distinguir entre:

• Sistemas integrados, en los que la fi gura 
del empleador público aparece considerable-
mente centralizada; y

• Sistemas fragmentados, en los que pre-
domina la descentralización de la toma de 
decisiones sobre el personal. 

DISFUNCIONES MÁS FRECUENTES                
EN LOS SISTEMAS PÚBLICOS DE GRH

Mérito y flexibilidad, 
como referentes básicos

Las disfunciones o patologías más relevantes de 
los sistemas de SC afectan típicamente a dos 
grandes áreas temáticas:

• Por una parte, pueden consistir en vulneracio-
nes al principio de mérito, cuya preservación 
e interiorización por todos los subsistemas de 
la GRH es imprescindible para garantizar la 
existencia de administraciones profesionales, 
lo que constituye, como dijimos antes, la ra-
zón de ser de los sistemas de SC.

• Por otra, pueden resultar debidas a un exceso 
de rigidez, como consecuencia, precisamen-
te, de un abuso o distorsión de los sistemas de 
garantías llamadas, supuestamente, a preser-
var el principio de mérito.

• Importa subrayar que cada uno de estos ti-
pos de disfunción no excluye al otro, sino 
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más bien al contrario. Mérito y fl exibilidad 
son básicos para garantizar un funciona-
miento adecuado de los sistemas públicos 
de GRH. Por el contrario, la vulneración 
del mérito y la rigidez tienden a retroali-
mentarse en verdaderos círculos viciosos, 
y a coexistir, reforzándose recíprocamente, 
en sectores determinados de los sistemas de 
SC.

Vulneraciones al principio de mérito

Cuando la toma de decisiones sobre el personal, 
en cualquiera de los subsistemas apuntados, se 
realiza por consideraciones ajenas a las capaci-
dades y merecimientos de las personas, la cali-
dad del sistema en su conjunto se resiente. 

Las vulneraciones al principio de mérito 
pueden producirse por numerosas causas; la 
patrimonialización de la administración por las 
clases políticas es la más frecuente, y la que suele 
estar en la raíz de numerosas prácticas de arbi-
trariedad y patronazgo.

A su vez, tales vulneraciones pueden afec-
tar a cualquiera de los subsistemas de la GRH: 
desde el reclutamiento clientelar a la aplicación 
arbitraria de retribuciones o la promoción de los 
leales en perjuicio de los mejor capacitados.

Disfunciones que afectan a la flexibilidad 

La abundancia de elementos de rigidez surge cla-
ramente en los diagnósticos de los sistemas de SC. 
Reproducimos aquí la relación de patologías con-
tenida en un trabajo reciente (Longo:2001b,19), 
referido al ámbito de la OCDE, con la única 
pretensión de que sirvan para clarifi car el tipo de 
disfunciones de las que hablamos:

a) Un exceso de uniformidad en los marcos re-
guladores del SC reduce la capacidad para 
adaptarse a entornos plurales y reaccionar 
frente a los cambios.

b) Hay demasiadas regulaciones, lo que condu-
ce a un alto y excesivo grado de estandariza-
ción de las prácticas de personal.

c) La gestión está excesivamente centralizada. 
Los directivos disponen de escasa autonomía 
para el ejercicio de sus responsabilidades en 
materia de gestión de sus recursos humanos.

d) La organización del trabajo (estructuras y 
puestos) se halla encorsetada y atomizada. 
Con frecuencia, deriva de la ley o los acuer-
dos colectivos centralizados, y no de criterios 
propios de los gestores. Hay un exceso de es-
pecifi cación de las tareas que introduce rigi-
dez en la asignación del trabajo.

e) La movilidad es baja, tanto en su dimensión 
interna como externa. La movilidad interna 
se halla difi cultada por el exceso de regla-
mentación de tareas, ya mencionado, y a ve-
ces por la existencia de barreras horizontales 
y verticales.

f) Los sistemas de reclutamiento y selección 
son largos, complejos, y excesivamente for-
malizados. Hay un peso excesivo de los co-
nocimientos y los méritos formales.

g) Hay un exceso de seguridad (percepción de 
estabilidad garantizada) en el trabajo.

h) La promoción se halla difi cultada por la exis-
tencia de barreras de grado, que difi cultan 
los ascensos. Con frecuencia, se otorga un 
peso excesivo a la antigüedad.

i) Es frecuente que se retribuya por el grado y 
no por el puesto, lo que no vincula el salario 
a la responsabilidad asumida y las cargas de 
trabajo reales. Los grados pueden convertir-
se en barreras para la progresión salarial.

j) Hay una separación casi absoluta entre el 
desempeño en el puesto y el funcionamiento 
de los sistemas de promoción y retribución. 
Las experiencias de retribución al rendimien-
to chocan con la inexistencia de mecanismos 
efi caces de evaluación.

k) Los sistemas adolecen de una baja capacidad 
de producción de competencias y perfi les di-
rectivos.

l) Los estilos directivos tienden al paternalis-
mo. Frecuentemente, adoptan conductas de 
apoyo al personal, más que de exigencia.

m) Hay un exceso de colectivismo en las rela-
ciones laborales, que entra en colisión con 
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necesidades crecientes de segmentación y 
personalización de las prácticas de personal. 
En ocasiones, se detecta una tendencia a un 
alto grado de confl icto.

PRINCIPALES ORIENTACIONES DE REFORMA 
DE LOS SISTEMAS DE SERVICIO CIVIL

De la administración de personal a la GRH 

En el ámbito de la OCDE, y en el marco de las 
reformas de la gestión pública emprendidas, con 
mayor o menor extensión y profundidad, duran-
te las dos últimas décadas, los sistemas públicos 
de GRH han sido uno de los escenarios de cam-
bio más destacados.

Ante todo, las reformas al SC han signifi -
cado una puesta en valor de la GRH, que, sin 
duda bajo la infl uencia de tendencias similares 
en el sector privado, ha pasado a ser considerada 
como la función central de la dirección en los 
servicios públicos. Esta puesta en valor ha condu-
cido a superar las visiones que reducen la gestión 
de las personas a la administración de personal, 
actividad de mero trámite y mantenimiento de 
los existente, para interiorizar una concepción 
de la GRH como sistema de valor estratégico, 
imprescindible para la realización de la misión 
de las organizaciones públicas.

Esta orientación de fondo se ha concretado 
en cuatro grandes líneas de reforma que explici-
tamos a continuación. Incorporan orientaciones 
que son, en buena medida, reacciones frente a 
las patologías anteriormente apuntadas.

Descentralizar la GRH

Se ha producido una tendencia generalizada a 
la transferencia de autonomía y a la ampliación 
de la discrecionalidad de los gestores de línea en 
materia de GRH. Las responsabilidades sobre 
el personal se organizan de manera más frag-
mentada y descentralizada. El papel de los ser-
vicios centrales de personal tiende a evolucionar 
desde la gestión directa o los controles prima-
rios a funciones de socio, consultor o, cuando 

menos, de proveedor interno de servicios espe-
cializados.

Potenciar la función directiva

Los directivos públicos aparecen como actores 
fundamentales en los diseños institucionales in-
troducidos por las reformas. Su desarrollo y pro-
fesionalización pasan a ser objetivos prioritarios.

El uso intensivo de la formación gerencial se 
encuentra, sin excepción, en todos los escenarios 
de reforma.

Con alguna frecuencia, el objetivo de profe-
sionalización ha llevado a separar del resto del 
SC una franja directiva, y diferenciarla, dotán-
dola de un estatuto propio, más fl exible, en ge-
neral, del que se aplica a los demás servidores 
públicos. Estos modelos de Servicio Civil Superior 
(Reino Unido, EE.UU., Australia, Nueva Zelan-
da, Italia, Holanda, entre otros países) se fun-
damentan, sin perjuicio de su diversidad, en los 
criterios de separación entre política y gestión, 
y de reconocimiento de una esfera gerencial lla-
mada a ser cubierta por directivos profesionales, 
abierta frecuentemente a candidatos proceden-
tes del exterior de la Administración pública.

Flexibilizar las prácticas de gestión

Flexibilidad es el lema de las reformas del SC en 
el ámbito OCDE, y concentra buena parte de 
las transformaciones registradas en las políticas y 
prácticas de GRH en la esfera pública. La intro-
ducción de políticas fl exibles se ha producido en 
cinco áreas principales:

• La fl exibilidad numérica, que se ha tra-
ducido en una consistente tendencia a la re-
ducción de efectivos en las plantillas públicas 
de personal, si bien con grandes diferencias 
entre unos y otros países en cuanto a la mag-
nitud de las reducciones y las metodologías 
utilizadas (planes globales o sectoriales de 
reducción, retiro anticipado, incentivación 
de bajas, fi jación de tasas de reposición de 
vacantes…)
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La fl exibilidad contractual, que se ha plas-
mado sobre todo en:
a) la introducción del despido por causas 

económicas, técnicas u organizativas,
b) el uso de modalidades contractuales sin 

estabilidad, y 
c) el recurso a la externalización de activi-

dades y servicios (contracting out).
• La fl exibilidad funcional, cuyas manifes-

taciones más signifi cativas han sido:
a) mecanismos de reclutamiento y selec-

ción más descentralizados y basados en 
competencias,

b) diseños de puestos más polivalentes en 
horizontal y en vertical (broadbanding), 

c) la eliminación de barreras horizontales 
y verticales a la movilidad y la promo-
ción,

d) la posibilidad de practicar traslados obli-
gatorios por interés de la organización,

e) la sustitución de la antigüedad por el 
rendimiento en los ascensos, y

f) el diseño e implantación de carreras pro-
fesionales horizontales o en el puesto.

• La fl exibilidad salarial, que ha implica-
do sobre todo:
a) una tendencia a romper con el unifor-

mismo en la fi jación de salarios, redu-
ciendo la escala de las negociaciones 
salariales para aproximarla a los dife-
rentes contextos organizativos,

b) la vinculación de la progresión salarial 
al aprendizaje y las mejoras de rendi-
miento, y

c) la introducción generalizada de fórmulas 
de retribución variable al rendimiento.

• La fl exibilidad en el tiempo de traba-
jo, cuyas muestras más relevantes han sido:

a) la reordenación de la jornada de trabajo, 
fl exibilizando los horarios de prestación 
del servicio mediante técnicas de anua-
lización, paquetes de horas disponibles, 
compensación de horas extras por tiem-
po libre y similares, 

b) la extensión, especialmente en algunos 
países (Holanda, Reino Unido) de las 
modalidades de trabajo a tiempo par-
cial.

Reorientar las relaciones laborales

Las relaciones laborales han conocido en este 
período, con carácter general, una expansión e 
intensifi cación de la negociación colectiva y la 
participación sindical en la fi jación de las con-
diciones de trabajo, en el contexto de un acerca-
miento de los sistemas de SC a prácticas propias 
del sector privado. (Como es lógico, las diferen-
tes culturas nacionales han supuesto diferencias 
signifi cativas en los contenidos concretos de ese 
acercamiento).

En paralelo, y en lo que puede llegar a su-
poner una cierta contradicción con lo anterior, 
se han acentuado los intentos de personalizar las 
relaciones con los empleados (planes individuali-
zados de carrera, retribución al rendimiento...), 
superando los enfoques excesivamente colecti-
vistas.

La importancia adquirida por las relaciones 
laborales en la determinación de las condicio-
nes de trabajo ha llevado a los gobiernos a in-
tentar reforzar su posición como empleadores. 
En algunos casos, (Italia, Suecia) se han creado 
agencias para concentrar la representación de 
las organizaciones públicas en la negociación 
colectiva.
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RELACIÓN DE INDICADORES

Los indicadores que se recogen a continuación 
forman parte, en su mayoría, del documento 
“Second Generation Indicators”, informe del 
Banco Mundial sobre indicadores cuantitativos 
de gobernabilidad (World Bank, 2002). En es-
tos casos, para defi nir el alcance de cada uno de 
ellos, se han respetado las indicaciones conteni-
das en dicho documento y en el sitio web:

http://www1.worldbank.org/
publicsector/civilservice/cross.htm

Todas las defi niciones y el gráfi co siguientes 
se encuentran en el sitio web del Banco Mundial. 
También, han sido consideradas las defi niciones 
que utiliza la OCDE para construir el Public Sec-
tor Pay and Employment Database. Sin embargo, se 
usan las defi niciones del Banco Mundial porque, 
siendo más generales que las del OCDE, están 
frecuentemente más disponibles en los países 
menos desarrollados. 

DATOS CUANTITATIVOS A RELEVAR             
EN LOS INFORMES   

[Hasta ahora, para los Diagnósticos Institucionales, 
el Marco Analítico solicitaba información sobre 24 
indicadores cuantitativos. Para los documentos 
Síntesis en formato abreviado se solicita la informa-
ción exclusivamente de los siguiente siete]: 

Profesionalismo del Servicio Civil

1. Tasa de designaciones políticas

Mide el porcentaje de puestos que son provistos 
por criterios y mecanismos políticos en el go-
bierno central civil, en relación con los puestos 
totales que integran el universo administrativo 

examinado. En general, cifras porcentuales ba-
jas denotan un Servicio Civil más profesional y 
basado en el mérito. 

Peso fiscal del Empleo Público 

2.  Nómina salarial del gobierno central/
 Producto Interno Bruto 

Mide el porcentaje que representa la primera so-
bre el segundo. Cifras porcentuales altas indican 
que el gasto gubernamental en salarios puede su-
poner una carga sobre la economía del país.

Incentivos del Servicio Civil

3. Compresión vertical de los salarios

Es la medida de la diferencia entre la retribución 
total percibida por los empleados del nivel sala-
rial superior y los del nivel inferior de la escala sa-
larial principal del gobierno central. Para ello, se toma 
el sueldo inferior como base 1. La existencia de 
una compresión muy alta reduce los incentivos 
de carrera y el estímulo al rendimiento. La des-
compresión excesiva es síntoma de captura del 
sistema por algunas élites y refl eja un grado más 
o menos alto de inequidad interna de la estruc-
tura de compensación.

4. Sueldo gubernamental promedio del  
 gobierno central / PIB per cápita 

Mide la relación entre ambos. Muestra hasta qué 
punto los salarios son satisfactorios para los em-
pleados públicos en un contexto nacional deter-
minado.

Se debe destacar que si se calcula el indica-
dor dividiendo la nómina salarial del gobierno 
central para el número correspondiente de em-
pleados del gobierno central, o si la información 
se obtiene a través de encuesta salarial.

ANEXO 3
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5. Sueldo gubernamental promedio del  
 gobierno central/Sueldo promedio   
 del sector privado

Mide la relación entre ambos. Es una medida de 
en qué grado las retribuciones públicas son com-
petitivas con las de otros sectores en el mercado 
de trabajo.

Cifras de dotaciones del empleo

6. Número total de empleados públicos  
 en el gobierno central/Población total

 
Mide el porcentaje que representa la primera ci-
fra sobre la segunda. En general, y en relación 

con los referentes internacionales comparados, 
una cifra porcentual excesiva refl ejaría una ges-
tión inefi ciente del empleo público, con mani-
festaciones más o menos clientelares. Una cifra 
muy baja pondría de manifi esto un insufi ciente 
desarrollo del sector público, globalmente con-
siderado.

Indicador de eficiencia y productividad 

7. Gasto público total del gobierno   
 central (excluye pensiones y    
 servicio de la deuda)/Número total  
 de empleados públicos del gobierno  
 central

Empleo Público Total

Empresas públicas Gobierno general 

Gobierno 
subnacional

Gobierno 
central civil*

Fuerzas 
armadas

Total de empleados
del sector educación

Total de empleados
del sector salud

Total de empleados
del sector policía Policía

Gobierno central civil,
excluyendo educación,

salud, y policía

Salud

Educación

Empleados
permanentes

Empleados
temporarios

Policía

Gobierno subnacional,
excluyendo educación,

salud, y policía

Salud

Educación

Empleados
permanentes

Empleados
temporarios

NOTAS PARA LA CONSTRUCCIÓN DE LOS INDICADORES 

A. Componentes principales del empleo gubernamental 

     
Fuente: http://www1.worldbank.org/publicsector/ civilservice/cross.htm
* Gobierno central civil + fuerzas armadas = gobierno central
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B. DATOS DE EMPLEO Y DATOS SALARIALES

Fuente: http://www1.worldbank.org/publicsector/civilservi-
ce/cross.htm

Empleo público total: incluye empresas públicas y 
el gobierno general. 

Empleados de las empresas públicas: em-
pleados de empresas cuyo dueño mayoritario es el Estado. 

Gobierno general: se refi ere al empleo de “los de-
partamentos, ofi cinas y organizaciones gubernamentales... 
de las autoridades centrales o locales fi nanciados por pre-
supuesto ordinario o extraordinario, o por fondos extra 
presupuestarios. No solamente se encargan de la adminis-
tración, sino de la defensa y el orden público, la promoción 
de crecimiento económico y la provisión de educación, sa-
lud, cultura y servicios sociales.” (International Standard 
of  Industrial Classifi cation of  All Economic Activities 
(ISIC), Series M No. 4, Rev 3- 1990)

Dentro del gobierno general tenemos: 

a) Gobierno central: incluye fuerzas armadas y 
gobierno central civil.

• Fuerzas armadas (de ser posible, em-
pleados administrativos del Ministerio de De-
fensa están excluidos, e incluidos en la categoría, 
“Gobierno central civil”.) 

• Gobierno central civil: incluye la ad-
ministración central ejecutiva y legislativa en 
los departamentos directamente dependientes del 
Jefe del Estado o del Parlamento, incluyendo 
agencias autónomas, además de los empleados 
de los sectores educación, salud, y policía que 
son patrocinados por el Gobierno central.

  La distinción entre empleo del Gobierno 
Central y el Gobierno subnacional es presupues-
taria, no geográfi ca. Si agencias del Gobierno 
central están dispersas geográfi camente, pero son 
patrocinadas últimamente por el Gobierno cen-
tral, sus empleados están incluidos en el total del 
Gobierno central.
• Empleados del sector salud: in-

cluye personal médico y paramédico en los 

hospitales gubernamentales y otras institu-
ciones gubernamentales de salud. (De ser 
posible, empleos administrativos del sector 
salud están excluidos, e incluidos solo en la 
categoría, “Gobierno central civil”.) 

• Empleados del sector educa-
ción: incluye el empleo en educación 
primaria y secundaria. (De ser posible, 
empleos administrativos están excluidos, e 
incluidos en la categoría, “Gobierno cen-
tral civil”.) 

• Empleados del sector policía: 
incluye todo el personal —militar, para-
militar, o civil— que ejercen funciones 
policiales. Esto normalmente no inclu-
ye la guardia fronteriza. (De ser posible, 
empleos administrativos del policía están 
excluidos, e incluidos en la categoría, “Go-
bierno central civil”.) 

b)  Gobierno subnacional: incluye todos los em-
pleados de la administración gubernamental que no 
son patrocinados directamente por el Gobierno cen-
tral. Incluye las municipalidades, además del empleo 
regional, provincial, o del estado (en los sistemas fe-
derales). 

 

Nómina salarial (wage bill) del gobierno cen-
tral: La suma de salarios pagados a los empleados del 
gobierno central civil y las fuerzas armadas. Los salarios 
consisten en todos los pagos en efectivo, pero no los pagos 
en especie, antes de la deducción de impuestos de retención 
y de contribuciones del empleado a fondos de pensiones 
y seguro social. Las prestaciones monetarias (p.e. vivien-
da, transporte) están incluidas en la nómina salarial. Las 
pensiones no están incluidas.

Sueldo gubernamental promedio: represen-
ta el ratio de la nómina salarial del gobierno central al 
número total de empleados del gobierno central (gobierno 
central civil + fuerzas armadas). Los benefi cios no-mo-
netarios (p.e. comidas gratis, transportación) y benefi cios 
futuros esperados (p.e. pensiones, seguridad social) no es-
tán incluidos en esta medida de salarios. (Es importante 
destacar que en algunos países, estos benefi cios pueden ser 
una gran parte de la remuneración.)
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NOTAS IMPORTANTES ADICIONALES

• Se debe anotar desviaciones de las categorías 
ofrecidas. 

• Se debe anotar año y fuente de todos los da-
tos (por ejemplo, “Datos del gasto público 
del gobierno central civil, incluyendo [], de 
1999. Anuario Estadístico de la República, 2000, 
p. 40.”) 

• Los datos del empleo deben incluir emplea-
dos de tiempo completo y medio tiempo. Se 
debe anotar el estado del empleo, de ser po-
sible.

• En todos los casos, si los datos del nivel, o de 
los niveles, del gobierno requerido no están 
disponibles, se recomienda utilizar los datos 
disponibles del nivel que se juzgue ser el más 
apropiado. 
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ÍNDICES PARA LA EVALUACIÓN DE LOS 
SISTEMAS DE SERVICIO CIVIL

1. Definición de Índices y Subíndices

El diagnóstico institucional de cada sistema de SC 
se concentrará en los cinco índices siguientes: 

1. Efi ciencia
2. Mérito
3. Consistencia estructural
4. Capacidad funcional
5. Capacidad integradora

Los índices 3 y 4 se desagregan, cada uno 
de ellos, en tres subíndices, en la forma que se 
describirá a continuación.

Los índices, y en su caso los subíndices, se-
rán construidos por el analista mediante el aná-
lisis de puntos críticos, siguiendo el orden de los 
subsistemas de la GRH, tal como se describen 
en el marco analítico. Cada uno de los puntos 
críticos está relacionado con un mínimo de un 
índice y un máximo de dos. En el apartado 3 
de este mismo anexo se indican los puntos crí-
ticos relacionados con cada índice o subíndice, 
identifi cándolos mediante el número con el que 
aparecen en el anexo 6.

Índice 1. (E) EFICIENCIA

Este índice evalúa el grado de optimización de la 
inversión en capital humano que resulta detecta-
ble en el sistema de SC, así como su congruencia 
con las magnitudes de la política fi scal y con la 
situación de los mercados de referencia. Se rela-
ciona con 13 puntos críticos.

Índice 2. (M) MÉRITO

Este índice evalúa el grado en que el sistema de 
SC incorpora, en sus diferentes políticas y prácti-

cas, garantías de uso de criterios de profesionali-
dad, que protegen a aquéllas de la arbitrariedad, 
la politización y la búsqueda de rentas. Se rela-
ciona con 10 puntos críticos.

Índice 3. (CE) CONSISTENCIA    
 ESTRUCTURAL

Este índice evalúa la solidez e integración sis-
témica del SC, prestando atención al grado en 
que se constatan en el mismo todos aquellos 
elementos estructurales básicos que un sistema 
de gestión pública del empleo y los recursos hu-
manos debe acreditar. Se desagrega en tres su-
bíndices: 

(CES) COHERENCIA ESTRATÉGICA

Integra las valoraciones relacionadas con el 
grado de vinculación de las diferentes políticas 
y prácticas de gestión del empleo y los recursos 
humanos a las prioridades estratégicas guberna-
mentales. Se relaciona con 7 puntos críticos.

(CD) CONSISTENCIA DIRECTIVA

Integra las valoraciones que afectan al grado 
de desarrollo de la función directiva constatable 
en el sistema de SC, con especial atención a las 
relaciones entre la tecnoestructura central y las 
direcciones de línea. Se relaciona con 8 puntos 
críticos.

(CP) CONSISTENCIA DE LOS PROCESOS

Incluye las valoraciones que incumben al grado 
de desarrollo e integración, en el ámbito anali-
zado, de los procesos básicos que sustentan un 
sistema integrado de gestión del empleo y los 
recursos humanos. Se relaciona con 14 puntos 
críticos.

ANEXO 4
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Índice 4. (CF) CAPACIDAD FUNCIONAL 

Este índice evalúa la capacidad del sistema de SC 
analizado para infl uir efi cazmente en el compor-
tamiento de los empleados públicos, induciendo 
al desarrollo de conductas laborales adecuadas 
a las prioridades organizativas y orientadas a la 
mejora de los servicios públicos. Se desagrega en 
tres subíndices:

(COM) COMPETENCIA

Incorpora las evaluaciones de aquellas políticas 
y prácticas de personal que inciden más directa-
mente en el diseño, aprovisionamiento, desarrollo 
y estímulo de las capacidades de los empleados, 
y tienden a asegurar la dotación de las compe-
tencias clave que el sistema público necesita. Se 
relaciona con 15 puntos críticos.

(EI) EFICACIA INCENTIVADORA

Mide el grado en que las políticas y prácticas 
de gestión de las personas incorporan estímulos 
positivos a la productividad, el aprendizaje y la 
calidad del servicio. Se relaciona con 14 puntos 
críticos.

(FL) FLEXIBILIDAD

Mide el grado en el que las políticas y prácticas 
analizadas incorporan pautas que facilitan la 
adaptación a los cambios, superando los patro-
nes burocráticos de rigidez, y se alinean con las 
tendencias fl exibilizadoras que caracterizan a las 
orientaciones actuales de la gestión de las perso-
nas. Se relaciona con 12 puntos críticos.

Índice 5. (CI) CAPACIDAD    
 INTEGRADORA

Este índice evalúa la efi cacia con que el sistema 
de SC es capaz de asegurar la armonización de 
las expectativas e intereses de los diferentes ac-
tores (dirección, empleados y otros grupos de 
interés), incrementando el sentimiento de perte-

nencia y reduciendo la confl ictividad. Se relacio-
na con 19 puntos críticos. 

2. Obtención de los Índices y Subíndices

La asignación de un valor a los índices y subíndi-
ces indicados se efectuará con arreglo al siguien-
te procedimiento:

I. Los puntos críticos de cada subsistema, relacio-
nados conjuntamente en el anexo 6, serán 
valorados con arreglo a la siguiente esca-
la, que mide el grado de aproximación de 
la realidad objeto de análisis a las proposi-
ciones que expresan cada punto crítico: 

5 La realidad analizada se corresponde 
con la proposición en su integridad o en 
un grado muy alto de coincidencia, tan-
to en contenido como en frecuencia.

4 La realidad analizada se aproxima sus-
tancialmente a la proposición, pero no se 
identifi ca plenamente con su contenido, 
o bien hay un número de excepciones 
que impide generalizar la coincidencia.

3 La realidad analizada coincide par-
cialmente con la proposición. Existen 
elementos coincidentes de contenido y 
una frecuencia de casos sufi ciente como 
para detectar un grado apreciable, pero 
no sustancial, de identifi cación.

2 La realidad analizada se encuentra sig-
nifi cativamente alejada de la expresada 
por la proposición. Existen elementos 
de coincidencia, pero también discre-
pancias serias de contenido y/o una fre-
cuencia escasa.

1 La realidad analizada es muy distinta 
de la que refl eja la proposición. Las 
coincidencias de contenido son inapre-
ciables, o bien se dan sólo en casos ex-
cepcionales.

0 La realidad analizada es completamente 
diferente a la que refl eja la proposición, 
siendo las coincidencias inapreciables.
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II. Las valoraciones de los puntos críticos, resul-
tantes de la aplicación de la escala de aná-
lisis más la ponderación que corresponda, 
de acuerdo con el apartado IV.2.3 del marco 
analítico, se agruparán por índices o, en su 
caso, por subíndices, de acuerdo con lo in-
dicado en el apartado de este anexo, y en la 
lista general de comprobación del anexo 6.

III Una vez agrupadas, se sumarán todas las va-
loraciones correspondientes a cada índice o 
subíndice, y se dividirán por el número de 
puntos críticos integrados en el índice o su-
bíndice, lo que dará el valor resultante (VR). 

IV. Llegados a este punto, se procederá de ma-
nera diferente en función de si el índice está, 
o no, desagregado en subíndices. 

IV.1. En el caso de los índices 1 (Efi ciencia), 
2 (Mérito) y 5 (Capacidad integradora), 
el valor resultante (VR) se cotejará con 
el valor máximo de referencia (VMR) 
del índice, que fi gura al fi nal de este 
anexo, y que es el resultado de dividir 
la puntuación máxima teórica de los 
puntos críticos (nivel máximo de la esca-
la por el peso correspondiente en cada 
caso) entre el número de puntos críticos 
integrados en el índice.

  Para dicho cotejo, se entenderá que 
el valor máximo de referencia (VMR) 
se equipara en todos los casos a 20, por 
lo que se aplicará la siguiente regla de 
tres:

VR x 20 : VMR = VI
(Siendo VI el valor 

correspondiente al índice)

IV.2. En el caso de los índices 3 (Consistencia 
estructural) y 4 (Capacidad Funcional), 
en los que las agregaciones se habrán 
realizado desagregadamente para cada 
uno de los subíndices que se integran 
en ellos, el valor resultante (VR) de 
cada subíndice, se cotejará con el valor 
máximo de referencia (VMR) del subín-
dice, que fi gura al fi nal de este anexo, y 
que es el resultado de dividir la puntua-
ción máxima teórica de los puntos críticos 
(nivel máximo de la escala por el peso 
correspondiente en cada caso) entre el 
número de puntos críticos integrados 
en el subíndice.

  Para dicho cotejo, se entende-
rá que el valor máximo de referencia 
(VMR) se equipara en todos los casos 
a 10, por lo que se aplicará la siguiente 
regla de tres:

VR x 10 : VMR = VS
(Siendo VS el valor 

correspondiente al subíndice) 

  Se agruparán y sumarán a continua-
ción los VS correspondientes a cada 
índice, y, tomándose como valor máxi-
mo de cada índice el de 20, se hallarán 
en cada caso los valores de cada índice 
(VI), mediante la regla de tres corres-
pondiente.
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3. Agrupación de Puntos Críticos por Índices  y Subíndices

Índices y Subíndices Puntos Críticos 1

EFICIENCIA (E) 5, 6, 7, 8, 36, 41, 56, 57, 62, 63, 75, 76, 89

MÉRITO (M) 24, 25, 26, 27, 30, 31, 32, 38, 60, 68

CONSISTENCIA ESTRUCTURAL (CE)

COHERENCIA ESTRATÉGICA (CES) 1, 2, 3, 11, 42, 50, 75

CONSISTENCIA DIRECTIVA (CD) 10, 23, 45, 49, 90, 91, 92, 93

CONSISTENCIA DE LOS PROCESOS (CP) 1, 4, 12, 14, 17, 47, 56, 59, 61, 66, 74, 76, 80, 82

CAPACIDAD FUNCIONAL (CF)

COMPETENCIA (COM) 9, 18, 19, 20, 21, 24, 28, 29, 30, 31, 32, 34, 54, 71, 72, 

EFICACIA INCENTIVADORA (EI) 16, 37, 39, 42, 43, 44, 45, 46, 47, 51, 55, 58, 64, 67

FLEXIBILIDAD (FL) 3, 13, 15, 16, 22, 35, 39, 40, 53, 69, 70, 73

CAPACIDAD INTEGRADORA (CI) 27, 33, 44, 48, 51, 52, 65, 77, 78, 79, 81, 82, 83, 84, 85, 86, 87, 88, 89

1 Los puntos críticos aparecen identifi cados mediante la numeración asignada en la lista general de comprobación 
del anexo 6.

4. Valores máximos de referencia de los índices y subíndices

Índices/Subíndices Vmr

EFICIENCIA (E) 9,23

MÉRITO (M) 13

COHERENCIA ESTRATÉGICA (CES) 10

CONSISTENCIA DIRECTIVA (CD) 8,75

CONSISTENCIA DE LOS PROCESOS (CP) 8,57

COMPETENCIA (COM) 10,66

EFICACIA INCENTIVADORA (EI) 9,64

FLEXIBILIDAD (FL) 9,58

CAPACIDAD INTEGRADORA (CI) 8,94
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1. Valores máximos finales de los índicess

Valores Máximos Finales de los Índices

Índice 1. EFICIENCIA  20

Índice 2. MÉRITO 20

Índice 3. CONSISTENCIA ESTRUCTURAL 20

Índice 4. CAPACIDAD FUNCIONAL 20

Índice 5. CAPACIDAD INTEGRADORA 20 

VALORACIÓN MÁXIMA TEÓRICA TOTAL 100
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ESTRUCTURA DE LOS INFORMES                
EN FORMATO ABREVIADO 

Desde el punto de vista formal, las principales 
recomendaciones que cabe formular para la 
redacción del informe son de concreción y cla-
ridad. El analista, que en el momento de elabo-
rar el informe habrá llegado a un grado alto de 

ANEXO 5

conocimiento de la situación y familiaridad con 
el contexto, debe ser capaz de transmitir lo más 
relevante de sus conclusiones a destinatarios muy 
alejados de todo ello, por lo que habrá de extre-
mar el esfuerzo por hacerlas inteligibles. 

Los datos entre corchetes [ .. ] deberán ser 
sustituidos por la información solicitada, respe-
tando la extensión máxima sugerida.
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Banco Interamericano de Desarrollo
Diálogo Regional de Política

SÍNTESIS DEL 

DIAGNÓSTICO INSTITUCIONAL 

DE SISTEMAS DE SERVICIO CIVIL

(FORMATO ABREVIADO)

Caso (nombre del país)

Diagnóstico fi nalizado en [mes] de [año].
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I. RESUMEN EJECUTIVO

(Extensión máxima: 1 página a doble cara)
[Incorporar, sintetizándolas, las conclusiones 
principales del trabajo Resumen breve de toda la 
información que se analizará a continuación con 
el diagnóstico. Con especial énfasis en el contex-
to institucional, el marco legislativo, y los cam-
bios producidos entre el primer informe y esta 
actualización (cuando proceda).]

Análisis de los Subsistemas

[Introducción breve, seguida por un análisis de 
cada uno de los subsistemas (extensión: entre me-
dia y una página por subsistema), siguiendo la 
metodología. La tabla de subsistemas permitirá 
obtener una visión de conjunto de cómo unos sub-
sistemas afectan al funcionamiento de los demás.]

Planifi cación de recursos humanos
(Extensión: entre media y una página).

Organización del trabajo 
(Extensión: entre media y una página).

Gestión del empleo
(Extensión: entre media y una página).

[valoración]

SUBSISTEMAS DE LA GESTIÓN DE RECURSOS HUMANOS

ESTRATEGIA

Organización
del trabajo

Gestión del
empleo

Gestión del
rendimiento

Gestión de la
compensación

Diseño de puestos
Definición de

perfiles

Incorporación
Movilidad

Desvinculación

Planificación
Evaluación

Planificación [valoración]

Gestión del
desarrollo

Gestión de las relaciones humanas y sociales

Clima laboral Relaciones laborales Políticas sociales

[valoración] [valoración] [valoración] [valoración]

Retribución monetaria
y no monetaria

Promoción y carrera
Aprendizaje

individual y colectivo

[valoración]

Gestión del rendimiento
(Extensión: entre media y una página).

Gestión de la compensación
(Extensión: entre media y una página).

Gestión del desarrollo profesional
(Extensión: entre media y una página).

Gestión de las relaciones humanas y 
sociales 
(Extensión: entre media y una página).

Valoración simbólica de los subsistemas de 
recursos humanos

[El objetivo de esta tabla es resumir la valoración 
global de cada subsistema con un signo:

+ positivo, desarrollado en su conjunto

+ – situación media, en evolución positiva

– valoración negativa del indicador

En la valoración se deberá tener en cuenta 
que todos los subsistemas enunciados se encuen-
tren operativos, y que operen interconectados.]
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II. INDICADORES

A)  Indicadores cuantitativos

[Hasta ahora, para los Diagnósticos Institucionales, 
el Marco Analítico solicitaba información sobre 24 
indicadores cuantitativos. En este documento de 
Síntesis en formato abreviado se solicita la informa-
ción exclusivamente de los siguiente siete, cuya 
defi nición se incluye en el Anexo 3 del presente 
capítulo]:

1.  Tasa de designaciones políticas.
2.  Nómina salarial del gobierno central/Pro-

ducto Interno Bruto.
3.  Compresión vertical de los salarios.
4.  Sueldo gubernamental promedio del gobier-

no central/PIB per cápita. 
5.  Sueldo gubernamental promedio del go-

bierno central Sueldo promedio del sector 
privado.

6.  Número total de empleados públicos en el 
gobierno central/Población total.

7.  Gasto público total del gobierno central 
(excluye pensiones y servicio de la deuda)/ 
Número total de empleados públicos del go-
bierno central.

B)    Índices para la evaluación de los sistemas  
      de servicio civil 

[Los índices y subíndices serán construidos por el 
evaluador mediante el análisis de puntos críticos, 
siguiendo el orden de los subsistemas de la GRH, 
tal como se describen en el marco analítico.]

[Los informes no deben limitarse a cuantifi -
car los índices y subíndices, sino que dedicarán 
un espacio al comentario cualitativo de los mis-
mos, y a explicitar el método seguido para ela-
borarlos.]

Tabla de índices

 Valor Índices  Valor Subíndices
Índice (escala 4 a 20) Subíndice (escala 2 a 10)

(E) EFICIENCIA [..]
  

(M) MÉRITO [..]
  

(CE) CONSISTENCIA ESTRUCTURAL [..]  

  (CES) COHERENCIA ESTRATÉGICA [..]

  (CD) CONSISTENCIA DIRECTIVA [..]

  (CP) CONSISTENCIA PROCESOS [..]

(CF) CAPACIDAD FUNCIONAL [..]  

  (COM) COMPETENCIA [..]

  (EI) EFICACIA INCENTIVADORA [..]

  (FL) FLEXIBILIDAD [..]

(CI) CAPACIDAD INTEGRADORA [..]  
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III. CONCLUSIONES 

(Extensión: máximo una página a doble cara). 
[En esta parte fi nal del trabajo, el evaluador de 
sistemas de SC se hallará en condiciones de valo-
rar sintéticamente la realidad analizada y selec-
cionar algunas conclusiones. Es recomendable 
que éstas se concentren en aquellos elementos 
verdaderamente centrales, que constituyan las 
verdaderas claves del diagnóstico, así como las 
áreas decisivas de mejora potencial de los siste-
mas evaluados.]

Análisis de áreas causales

[Conclusiones referidas a sistemas y subsistemas]

Factores del contexto interno

[Conclusiones referidas a cultura organizativas, 
ajustes presupuestarios, o cualquier otro issue re-
levante.]

Factores del entorno

[Conclusiones referidas a la normativa, las po-
líticas públicas, elecciones, economía del país, o 
cualquier otro issue relevante.]

Conclusiones principales del diagnóstico

[Resumen ejecutivo de las conclusiones].

IV. RECOMENDACIONES

(Extensión: 1 página máximo).
[Recomendaciones de reforma o modernización 
del sistema que se consideren convenientes en 
cada caso. La exploración de los subsistemas y 
los dispositivos de organización de la función de 
RRHH serán la base sobre la cual fundamentar 
las recomendaciones]. 

Propuestas de mejora

Comentarios adicionales

V. TABLA DE SÍNTESIS

[Incluye aquellos elementos informativos que re-
sulten, a juicio del analista, imprescindibles, o al 
menos altamente convenientes para entender las 
conclusiones del informe. Comentarios telegrá-
fi cos sobre claves de lectura del país en sus pun-
tos críticos, y las puntuaciones de los indicadores 
cuantitativos]. 
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ANEXOS A INCLUIR EN EL FORMATO       
ABREVIADO

1. Relación valorada de los 93 puntos críti-
cos (Anexo 6 del Marco Analítico debidamen-
te cumplimentado y valorado).

2. Ficha técnica: datos básicos de la metodo-
logía utilizada para la obtención de la infor-
mación.
• Fecha de fi nalización del informe.
• Consultores que han formado parte en 

la recopilación de información y redac-
ción del documento.

• Fuentes de obtención de la informa-
ción*.

* Fuentes de obtención de la información:

a) Documentales:
• Normas de diferente carácter y 

naturaleza: leyes, reglamentos, 
directrices, acuerdos colectivos.

• Instrumentos de ordenación de al-
cance general, tales como 
planes de dotaciones, presu-
puestos, plantillas de personal, 
escalas de retribuciones, catálo-
gos o relaciones de puestos de 
trabajo.

• Muestras de instrumentos utiliza-
dos, como bases de convoca-

Tabla de Síntesis
 Categorías       Factores Comentarios del Evaluador

ANTECEDENTES  

Análisis del contexto  Análisis del marco legal
institucional  

Análisis funcional  Análisis organizativo de 
del servicio civil la función Recursos Humanos 

 Indicadores cuantitativos del 
 sistema de SC analizado 

ANÁLISIS POR 
SUBSISTEMAS  

 Planifi cación 

 Organización del trabajo 

 Gestión del empleo 

 Gestión del Rendimiento 

 Gestión de la Compensación 

 Gestión del Desarrollo 

 Gestión de las Relaciones 
 Humanas y Sociales 

 Contraste con otros 
 análisis comparados 

ÍNDICES DEL 
SISTEMA 
DE SERVICIO CIVIL  
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torias de acceso o promoción, 
informes de evaluación del ren-
dimiento, actas de negociación, 
sanciones disciplinarias.

• Bases de datos, como los de pi-
rámides de edades, movilidad, 
formación, evolución vegetati-
va, absentismo, rotación.

• Estudios internos y externos so-
bre la materia: libros blancos, 
diagnósticos anteriores, encues-
tas de satisfacción.

b) Opiniones de informadores:
• Dirigentes centrales, políticos y eje-

cutivos, responsables del funcio-
namiento del sistema de SC.

• Técnicos expertos en las diferen-
tes áreas de la GRH guberna-
mental.

• Directivos de línea de la Adminis-
tración pública, gestores de di-
ferente nivel en organizaciones 
de distinto tipo, en un elenco 
que abarque lo más posible de 
la diversidad de organismos, 
grados de autonomía y carac-
terísticas sectoriales específi cas 
del sistema público.

 (El analista deberá cuidarse 
especialmente de conocer las 
opiniones de los gestores, tanto 
en las áreas más intensivas en 
personal, como sanidad y edu-
cación, como en las de mayor 
especifi cidad sectorial: justicia, 
policía...)

• Expertos externos, procedentes del 
mundo académico, profesional 
o de otros ámbitos, conocedores 
del SC y con opiniones solventes 
sobre el mismo.

• Miembros de sindicatos, asociaciones 
o gremios de empleados, en espe-
cial para el análisis de las rela-
ciones laborales.

Instrumentos para la obtención de es-
tas opiniones:
• Entrevistas, abiertas o semies-

tructuradas, individuales o de 
grupo, como vehículo más fre-
cuente para la obtención de 
opiniones y la prospección de 
otras fuentes.

• Paneles de expertos, reunidos para 
la puesta en común de infor-
mación cualitativa y armoniza-
ción de opiniones sobre temas 
que revistan un cierto grado de 
complejidad o controversia.

• Técnicas diagnósticas, como el 
“brain storming”, la técnica de 
grupo nominal u otras, focali-
zadas sobre el análisis de mate-
rias específi cas.

• Cuestionarios y encuestas distribuí-
dos a muestras signifi cativas de 
informadores relevantes sobre 
ciertos temas.
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ANEXO 6

Lista General de Comprobación de Puntos Críticos

   Índices o  Valoración
 Subsistemas Puntos Críticos Sub-Índices Pond. 0 1 2 3 4 5

      Planifi cación  1.  Existe un desarrollo adecuado de los procesos 
que forman parte de un sistema de Planifi ca-
ción de Recursos Humanos (PRH).

 2.  Las previsiones de la planifi cación de personal 
se desprenden ordinariamente de prioridades y 
orientaciones estratégicas de la organización. 
El grado de adecuación entre unas y otras es 
ordinariamente alto.

 3.  Los mecanismos de seguimiento de la PRH 
hacen posible una adaptación fl exible de las 
prácticas de personal a los cambios estratégi-
cos de la organización.

 4.  Los sistemas de información sobre el personal 
permiten un conocimiento razonable de las 
disponibilidades cuantitativas y cualitativas de 
RRHH existentes y previsibles en el futuro, en 
los diferentes ámbitos organizativos y unidades.

 5.  Las políticas e instrumentos de PRH que se 
utilizan permiten, en general, la optimización 
de los efectivos, la correcta distribución de los 
recursos, y un reparto adecuado de la carga de 
trabajo entre las unidades.

 6.  No existen, en general, excedentes o défi cits de 
personal signifi cativos.

 7.  El coste global de las plantillas públicas se sitúa 
dentro de parámetros razonables y compatibles 
con la economía del país.

 8.  Las operaciones de redistribución de efectivos 
se llevan a cabo siempre que es necesario.

 9.  La tecnifi cación de las dotaciones es la adecua-
da a un entorno de sociedad del conocimiento. 
Hay un peso signifi cativo del trabajo cualifi cado 
en la composición de las plantillas. 

 10.  Los directivos de línea conocen las previsiones 
de la PRH, y participan en su elaboración y 
seguimiento.

 11.  Las políticas, decisiones y prácticas de personal, 
en cada una de las áreas de la GRH, obedecen 
a intenciones conscientemente prefi guradas en 
un proceso de planifi cación.
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Lista General de Comprobación de Puntos Críticos (continuación)

   Índices o  Valoración
 Subsistemas Puntos Críticos Sub-Índices Pond. 0 1 2 3 4 5

Organización 
del trabajo

 12.  Existe un desarrollo adecuado de los procesos 
que forman parte de un sistema de Organiza-
ción del Trabajo, tal como han sido descritos.

13.  El diseño de los puestos obedece a criterios de 
gestión, más que a consideraciones legales o 
acuerdos colectivos. El marco legal y los conve-
nios laborales se limitan a establecer un marco 
amplio, dentro del cual el trabajo se organiza 
con arreglo a las necesidades organizativas.

14.  La descripción de los puestos está realizada con 
precisión, de tal manera que la estructura de 
responsabilidades está clara. Cada empleado 
sabe de qué responde y por qué será valorada 
su contribución.

15.  La precisión en la descripción de las tareas 
no vuelve ésta tan exhaustiva que difi culte la 
adaptación a circunstancias cambiantes o no 
previstas.

16.  El diseño de puestos tiende a enriquecer o 
ampliar éstos horizontal y verticalmente en lo 
posible para producir ganancias de calidad del 
trabajo y motivación de las personas, sin pérdi-
das graves de productividad o coordinación (v. 
voz “especialización” en glosario). 

17.  La clasifi cación y jerarquización de los puestos 
responde a criterios racionales y adaptados a 
cada entorno organizativo.

18.  Los perfi les de idoneidad de los ocupantes de 
los puestos van más allá de los requisitos de 
titulación o especialización técnica y de los mé-
ritos formales, e identifi can otras competencias 
(v. glosario).

19.  Los perfi les de competencias son defi nidos 
previos los oportunos estudios técnicos a cargo 
de expertos.

20.  Los perfi les incluyen la selección de las compe-
tencias que en cada caso se consideran clave 
para el éxito en el desempeño del titular del 
puesto.

21.  Existe, en general, una coherencia razonable 
entre las exigencias de las tareas y los elemen-
tos que confi guran el perfi l de los puestos.
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Lista General de Comprobación de Puntos Críticos (continuación)

   Índices o  Valoración
 Subsistemas Puntos Críticos Sub-Índices Pond. 0 1 2 3 4 5

Gestión del empleo

22.  El diseño de los puestos y la defi nición de los 
perfi les son periódicamente revisados para 
adaptarlos a la evolución de las tareas y sus 
nuevas exigencias. 

23.  Los directivos de línea tienen una participación 
destacada en el diseño de los puestos y perfi les, 
en la parte que les afecta.

24.  El reclutamiento para la provisión de los 
puestos de trabajo es abierto, de derecho y de 
hecho, a todos los candidatos que reúnan los 
requisitos exigidos. Éstos se establecen por 
razones de idoneidad, técnicamente apreciadas, 
y no arbitrariamente.

25.  Existen los procedimientos y mecanismos de 
garantía necesarios para evitar la arbitrariedad, 
la politización y las prácticas de patronazgo o 
clientelismo, a lo largo de todo el proceso de 
incorporación.

26.  Existe un número limitado y razonable de 
puestos cubiertos por personal designado con 
arreglo a criterios y mecanismos de tipo político.

27.  Existen y se aplican mecanismos para garanti-
zar la igualdad efectiva y la no discriminación, 
orientadas a la superación de las desventajas 
de sexo, etnia, cultura u origen, en los procedi-
mientos de acceso y de progresión en el empleo 
público.

28.  Los medios utilizados para la búsqueda, comu-
nicación y atracción producen habitualmente 
un número adecuado de candidaturas solventes 
a los puestos que deben ser cubiertos.

29.  La selección se basa en la existencia de perfi les 
de competencias (v. glosario) de los ocupantes 
de los puestos que deben ser cubiertos.

30.  Los instrumentos de selección utilizados son, en 
general, adecuados a los perfi les previamente 
defi nidos, y su diseño responde a criterios, 
técnicamente validados, de efi cacia en la identi-
fi cación de la idoneidad profesional.

31.  Los órganos de selección están diseñados con 
criterios de profesionalidad y experiencia técni-
ca, y actúan con independencia en el ejercicio 
de sus funciones.
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Lista General de Comprobación de Puntos Críticos (continuación)

   Índices o  Valoración
 Subsistemas Puntos Críticos Sub-Índices Pond. 0 1 2 3 4 5

Gestión del 
rendimiento

32.  Las decisiones de incorporación se adoptan 
obedeciendo a criterios de mérito y capacidad 
profesional técnicamente comprobados.

33.  Existen, y se aplican, procedimientos adecuados 
para recibir a los empleados, facilitarles su entra-
da en la organización, en su caso, y sus primeros 
pasos en el puesto y su entorno, y transmitirles 
principios y pautas de conducta que deben 
conocer en el momento de incorporarse.

34.  Existen, y se aplican, procedimientos adecuados 
(períodos de prueba o similares) para asegu-
rarse del acierto en la incorporación y poder 
adoptar medidas correctoras, en su caso.

35.  Los mecanismos de movilidad, funcional y 
geográfi ca, permiten responder con fl exibilidad 
a las necesidades de redistribución de efectivos.

36.  Los índices de absentismo son, en general, 
satisfactorios.

37.  Los procedimientos disciplinarios efectivamente 
aplicados permiten corregir con efi cacia, agili-
dad y ejemplaridad las conductas inadecuadas 
de los empleados.

38.  No existen despidos o rescisiones de empleo 
que, afectando a puestos de trabajo de carácter 
profesional, se deban a meras razones de cam-
bio del color político de los gobiernos.

39.  Existe la posibilidad de despido por incapacidad 
manifi esta o bajo rendimiento, objetivamente 
acreditados.

40.  Existe la posibilidad de rescindir la relación de 
empleo por razones técnicas, económicas u 
organizativas objetivamente acreditadas, que 
obliguen a la amortización de puestos de trabajo.

41.  No existen segmentos o sectores de puestos 
en los que se detecte una excesiva rotación 
(abandono frecuente del empleo).

42.  La dirección defi ne ordinariamente pautas o es-
tándares de rendimiento esperado de las perso-
nas, acordes con las prioridades y estrategia de 
la organización. En consecuencia, los empleados 
conocen los aspectos de su contribución por los 
que serán específi camente valorados.
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Lista General de Comprobación de Puntos Críticos (continuación)

   Índices o  Valoración
 Subsistemas Puntos Críticos Sub-Índices Pond. 0 1 2 3 4 5

Gestión de la 
compensación

43.  Los objetivos de rendimiento se fi jan en el 
marco de planes de mejora resultantes de la 
evaluación del rendimiento del ciclo de gestión 
anterior. 

44.  Los objetivos de rendimiento se comunican a los 
empleados en forma que facilita el logro de su 
implicación y compromiso.

45.  A lo largo del ciclo de gestión, la dirección 
sigue, observa y apoya activamente las mejoras 
del rendimiento de las personas, suministrando 
recursos o removiendo obstáculos cuando es 
necesario.

46.  El rendimiento de las personas es evaluado por 
la organización, contrastándolo con los estánda-
res de rendimiento esperado.

47.  Los criterios de evaluación y las prácticas de 
aplicación de los mismos permiten distinguir 
efi cazmente las diferencias de rendimiento que 
se dan entre las personas.

48.  Los criterios de evaluación del rendimiento 
son percibidos como fi ables y objetivos por las 
personas que participan en su aplicación.

49.  Los directivos de línea, responsables de las 
unidades de trabajo en los diferentes niveles 
jerárquicos, asumen un papel protagonista en la 
gestión del rendimiento de los empleados a su 
cargo.

50.  La estructura salarial y las políticas de retribu-
ción responden a un conjunto de prioridades y 
objetivos, vinculados a la estrategia organizativa, 
y no a meras prácticas inerciales o de respuesta 
reactiva a reivindicaciones y confl ictos laborales.

51.  Las personas tienen, en general, la percepción 
de que reciben de la organización compensacio-
nes de todo tipo, acordes con su contribución.

52.  Las personas perciben que las compensaciones 
percibidas por los demás empleados son equi-
tativas, comparadas con las que reciben ellos 
mismos.

53.  La clasifi cación de los puestos por niveles 
retributivos facilita una progresión fl exible y 
vinculada al rendimiento y el aprendizaje.
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Lista General de Comprobación de Puntos Críticos (continuación)

   Índices o  Valoración
 Subsistemas Puntos Críticos Sub-Índices Pond. 0 1 2 3 4 5

54.  La estructura de retribuciones es adecuada para 
atraer, motivar y retener a las personas dotadas 
con las competencias necesarias, en los diferen-
tes tipos de puestos que la organización precisa.

55.  El abanico salarial es razonable. Las diferencias 
verticales de retribución son adecuadas a la 
naturaleza de los puestos.

56.  Existe un equilibrio adecuado entre las retri-
buciones que se aplican a similares niveles de 
puestos en los diferentes sectores y ámbitos del 
servicio público.

57.  Los costes salariales no son excesivos, en 
relación con los de mercado, en ningún sector o 
nivel de puestos.

58. Los mecanismos de retribución utilizados 
estimulan en las personas el esfuerzo, el rendi-
miento individual o de grupo, y el aprendizaje y 
desarrollo de competencias.

59.  Las decisiones relativas a la administración 
de salarios se adoptan con arreglo a criterios 
preestablecidos y de forma coherente con los 
parámetros de diseño estructural de la organi-
zación.

60.  No son constatables, en las decisiones sala-
riales, prácticas de arbitrariedad, búsqueda de 
rentas o clientelismo político.

61.  Los sistemas de información sobre el personal 
contienen toda la información actualizada sobre 
retribuciones, necesaria para la correcta gestión 
del sistema salarial.

62.  Los benefi cios extrasalariales que se aplican 
son efi caces, evaluados en términos de coste/
benefi cio.

63.  El régimen de pensiones de los empleados pú-
blicos es adecuado para sus fi nes de previsión 
social, goza de solidez fi nanciera, no crea pri-
vilegios exorbitantes respecto de otros grupos 
sociales y no supone una carga excesiva sobre 
la economía.

64.  Existen en la organización políticas e instrumen-
tos útiles de reconocimiento no monetario de 
los logros de las personas.
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Lista General de Comprobación de Puntos Críticos (continuación)

   Índices o  Valoración
 Subsistemas Puntos Críticos Sub-Índices Pond. 0 1 2 3 4 5

Gestión del 
desarrollo

65.  Las personas ven, en general, satisfechas en la 
organización sus expectativas razonables de 
promoción.

66.  Existen planes de carrera y sucesión que 
armonizan las expectativas individuales con las 
necesidades previsibles de la organización.

67.  Los criterios y mecanismos de promoción 
vinculan ésta al rendimiento, el potencial y el 
desarrollo de competencias.

68.  No son constatables, en las prácticas de promo-
ción, elementos de arbitrariedad o clientelismo 
político.

69.  La organización gestiona fl exiblemente el pro-
greso de las personas, sin un exceso de barreras 
o limitaciones formales.

70.  Existen fórmulas alternativas a las carreras 
estrictamente jerárquicas, como las carreras 
horizontales o en el puesto, basadas en el 
reconocimiento de la excelencia profesional, sin 
necesidad de incrementar la autoridad formal 
de los afectados.

71.  Las personas reciben de la organización la 
capacitación adecuada para complementar su 
formación inicial o de acceso, para adaptarse a 
la evolución de las tareas, para hacer frente a 
défi cits de rendimiento y para apoyar su creci-
miento profesional.

72.  La formación apoya el desarrollo de aprendi-
zajes colectivos, que consolidan avances en 
la capacidad organizativa para enfrentar los 
problemas y suministrar respuestas efi caces. 

73.  La formación apoya de manera efectiva los 
procesos de innovación y cambio cultural.

74.  La formación se basa en diagnósticos fi ables de 
necesidades.

75.  La inversión en formación se realiza mediante 
planes basados en el diagnóstico de necesida-
des y diseñados para apoyar prioridades claras 
de la organización.

76.  La formación es objeto de evaluación, que se 
extiende a la satisfacción producida a los parti-
cipantes, a la relación entre resultados y costes, 
y al impacto producido sobre el rendimiento de 
las personas en el puesto de trabajo. 
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Lista General de Comprobación de Puntos Críticos (continuación)

   Índices o  Valoración
 Subsistemas Puntos Críticos Sub-Índices Pond. 0 1 2 3 4 5

Gestión de las 
relaciones humanas 
y sociales

77.  La organización se ocupa de conocer el clima 
laboral, evaluándolo periódicamente mediante 
el uso de instrumentos fi ables.

78.  Las evaluaciones de clima son tenidas en cuenta 
para la revisión y mejora de las políticas y 
prácticas de GRH.

79.  La organización dispone de mecanismos, cuya 
utilización es frecuente, para conocer las inicia-
tivas, peticiones, sugerencias, informaciones y 
opiniones procedentes de los empleados.

80.  En general, las decisiones de la dirección, en sus 
diferentes niveles, así como las informaciones 
relevantes de todo tipo, generadas en instancias 
superiores, circulan por la organización con fl ui-
dez y llegan con precisión a todos los afectados.

81.  La organización dispone de instrumentos espe-
cífi cos de comunicación destinados a reforzar 
la percepción de pertenencia y la implicación 
de los empleados en el proyecto organizativo 
global. 

82.  En las relaciones laborales, cada parte represen-
ta, sin extralimitarse, el papel que le es propio, 
y cuyo ejercicio es recíprocamente reconocido y 
aceptado.

83.  Existe, en general, un equilibrio razonable entre 
las posiciones de poder de la dirección y los 
empleados. Las transacciones entre las partes 
refl ejan normalmente dicho equilibrio.

84.  Las relaciones laborales se orientan, habitual y 
preferentemente, a la transacción y concerta-
ción, y no a la confrontación ni a la descalifi ca-
ción del adversario.

85.  Las relaciones laborales intermediadas —las 
que son protagonizadas por instancias de carác-
ter representativo— no excluyen las relaciones 
directas o personalizadas de la dirección con los 
empleados, cuando es conveniente mantenerlas. 

86.  El grado de confl ictividad laboral no es excesivo, 
ni por el número de confl ictos ni por los efectos 
de los mismos o por la contundencia de los 
medios utilizados.

87.  Existen mecanismos efi caces para la gestión y 
resolución pactada de los confl ictos.
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Lista General de Comprobación de Puntos Críticos (continuación)

   Índices o  Valoración
 Subsistemas Puntos Críticos Sub-Índices Pond. 0 1 2 3 4 5

Organización de la 
función Recursos 
Humanos

88.  Las prácticas de salud laboral son satisfactorias.

89.  Las atenciones y benefi cios sociales a los em-
pleados son adecuadas, no exceden de las que 
son propias del entorno en que opera la organi-
zación, y son apreciadas por sus destinatarios.

90.  Los directivos disponen, en general, del margen 
de autonomía necesario para desempeñar ade-
cuadamente el papel de gestores de los recursos 
humanos adscritos a sus unidades.

91.  Los directivos reciben la capacitación sufi ciente 
para el desempeño de las funciones indicadas 
en el punto anterior.

92.  Los directivos se responsabilizan y ejercen 
adecuadamente sus responsabilidades como 
gestores de las personas adscritas a su esfera 
de autoridad formal. 

93.  Los servicios centrales responsables del sistema 
de SC son percibidos por el resto de la organi-
zación como una instancia que aporta valor al 
logro de los objetivos comunes.
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I. RESUMEN EJECUTIVO

Principales conclusiones

En Argentina existe una gran dispersión en los 
regímenes de empleo en la APN, estando com-
prendidos cerca del 40% dentro de la Ley Marco 
y la Ley de negociaciones colectivas del sector 
público, que representan las dos normas básicas 
que buscan dar consistencia al sistema. El SINA-
PA, creado en 1991, representa el intento más 
reciente de lograr un escalafón general basado 
en criterios meritocráticos y con visión global de 
la gestión de recursos humanos en el Estado. Sin 
embargo, este marco normativo, que cubre solo 
una cuarta parte de la población, se ha debilita-
do en los últimos años encontrándose en la prác-
tica estancado. 

Los índices mejor valorados alcanzan cer-
ca del 55% de la escala, y son el de Capacidad 
Integradora, debido a la madurez del subsiste-
ma de relaciones laborales, y el de Mérito, por 
los desarrollados procedimientos de la gestión 
del empleo y del desarrollo, aunque con menor 
grado de implementación efectiva en los últimos 
años. Alrededor del 50% de la escala se ubican 
los índices de Efi ciencia y Capacidad Funcional. 
El primero refl eja el esfuerzo de contención del 
gasto que compensa los bajos puntajes del sub-
sistema de remuneraciones. El segundo combi-
na mejores puntuaciones para la competencia y 

CAPÍTULO 2

Síntesis del diagnóstico
Caso Argentina 1 

fl exibilidad del sistema, que compensan la baja 
efi cacia incentivadora del mismo. El índice con 
menor puntuación es el de Consistencia Estruc-
tural, refl ejando la falta de orientación estraté-
gica de las decisiones de recursos humanos y la 
baja articulación entre los subsistemas que lo 
constituyen. 

Contexto institucional 

Hacia fi nes del año 2001, aunque como resulta-
do de un proceso cuyos antecedentes se remon-
tan casi al inicio del Plan de Convertibilidad, 
Argentina se vio enfrentada al impacto de una 
crisis terminal de descomunales consecuencias 
sobre el bienestar del conjunto de la ciudadanía. 
La abrupta caída en los niveles de producción y 
consumo, acompañados por un franco retroceso 
en las variables sociales, sirvieron de catalizador 
para que la sociedad hiciera un fuerte replan-
teo de su pasado, dando sus primeros pasos en 
la defi nición de un nuevo modelo de desarrollo. 
A nivel institucional la recomposición se inició a 
partir del resultado de una elección atípica (por 
la fragmentación de los partidos tradicionales y 
la dispersión del voto entre cinco candidatos), 
que derivó en el ascenso hasta la primera ma-

1 Autores: Mercedes Iacoviello y Laura Zuvanic.
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gistratura del actual presidente Néstor Kirchner. 
En el plano económico en el primer trimestre de 
2004 continuó el proceso de recuperación que 
comenzara a observarse en el segundo trimestre 
de 2002 (MECON, 2004). Este proceso ha es-
tado caracterizado por una fuerte recuperación 
del nivel de actividad acompañada por una evo-
lución favorable del conjunto de los indicado-
res macroeconómicos a la par que el país sigue 
manteniendo una situación delicada en el plano 
social, con altos porcentajes de la población por 
debajo de la línea de pobreza (CIF, 2004). 

Antecedentes

Desde 1957 la Constitución Nacional ampara el 
derecho a la estabilidad laboral de los emplea-
dos públicos, a través del artículo 14 bis. Hasta 
mediados de los ‘80 toda la normativa referida 
al empleo público surgía unilateralmente por de-
cisión del Estado como empleador. No se consi-
deraba la posibilidad de negociación colectiva en 
el sector público, y la relación de empleo público 
estaba regida por la Ley No 22.140 del Régimen 
Jurídico Básico de la Función Pública, del año 
1980, y su Decreto reglamentario 1797/80. El 
escalafón vigente para la mayor parte del perso-
nal civil de la Administración Pública Nacional 
era el Decreto 1428, del año 1973. Durante los 
años ’80 se crean numerosos escalafones espe-
ciales, que además incluyen aspectos estatutarios 
específi cos, creando una enorme diversidad de 
situaciones. Con el regreso a la democracia que 
comenzó con la presidencia de Alfonsín (1983-
1989), la reforma administrativa pasó a centrarse 
en la califi cación del personal y el mejoramiento 
de la carrera administrativa, por lo que emergió 
como objetivo la formación de un funcionariado 
profesionalizado destinado a ocupar los puestos 
clave del aparato administrativo. 

Esta estrategia cambia en los ’90, cuando 
surge la iniciativa de crear una carrera de servi-
cio civil unifi cada para la APN, en el marco del 
proceso de reforma del Estado. Se crea entonces 
el Sistema Nacional de Profesión Administrativa 
(SINAPA) por el Decreto 993/91, manteniendo 

como ley marco de referencia el Régimen Jurídi-
co Básico de la Función Pública. Se reemplaza 
de esta manera el Decreto 1428/73 que había 
regido durante casi veinte años, representando 
un intento por unifi car la carrera para la gran 
diversidad de escalafones que se habían genera-
do en la década anterior. En el nuevo sistema de 
carrera se incluyó al personal civil de los ministe-
rios y diversos organismos descentralizados. 

En paralelo con este proceso, fue madurando 
el sistema de relaciones laborales del sector pú-
blico. En 1992 se sanciona la Ley No 24.185 de 
Negociación Colectiva en el Sector Público. En 
1998 se fi rma el primer Convenio Colectivo del 
Sector Público, aprobado por Decreto 66/99, 
que alcanza a diversos organismos y ordena-
mientos escalafonarios, incluyendo el SINAPA. 
Su vigencia efectiva comenzó el 1 de enero de 
1999, por dos años, por lo que venció a fi n del 
año 2000. Sin embargo, al regir el principio de 
ultractividad permanece vigente hasta que no 
sea reemplazado por otro convenio. El Régimen 
Jurídico Básico fue reemplazado fi nalmente en 
1999 por Ley No 25.164, Marco de Regulación 
del Empleo Público. La reglamentación defi niti-
va de la Ley Marco de Empleo Público, Decre-
to 1421/02 se publicó mientras se elaboraba el 
diagnóstico anterior, en agosto 2002. El decreto 
deroga el ordenamiento anterior, pero solo puede 
hacerlo en el ámbito de aplicación de la ley que 
está reglamentando, con lo cual aquellos orga-
nismos que no se rigen por la Ley Marco siguen 
teniendo como norma de referencia el Régimen 
Jurídico Básico. Algunos aspectos reglamentados 
en el decreto (por ejemplo el régimen de licen-
cias) entran en confl icto con cuestiones que están 
incluidas en el Convenio Colectivo, y no debe-
rían determinarse unilateralmente si son materia 
convencionable. 

Como se puede ver, el empleo público na-
cional fue objeto de numerosos cambios en las 
normas en los últimos años. Pese a los esfuerzos 
por consolidar la normativa del empleo público, 
sigue habiendo una gran dispersión en los regí-
menes de empleo en la APN, aunque en sus con-
tenidos centrales son bastante similares. 



75

SÍNTESIS DEL DIAGNÓSTICO: CASO ARGENTINA 

Cambios desde la fecha del diagnóstico 
(septiembre 2002) 

En los últimos años y pese al cambio de gobierno 
sucedido en mayo de 2003, no se han generado 
cambios signifi cativos en lo relativo al Servicio 
Civil, estando este tema ausente de la agenda 
política. El SINAPA, se ha ido degradando pau-
latinamente, perdiendo legitimidad. Entre los as-
pectos más signifi cativos fi gura el uso permanente 
de designaciones transitorias de carácter político 
de cargos que deben ser cubiertos por concurso y 
que corresponden a funciones ejecutivas del sis-
tema. En lo relativo a los otros subsistemas, no 
se han observado modifi caciones, siendo solo el 
ajuste salarial (Dto. 682/04) el único hecho des-
tacado de los últimos años, y que responde más 
a una situación general de la economía luego de 
la caída de la convertibilidad, que a una política 
vinculada a la gestión de las remuneraciones en 
el sector público. 

Análisis de los Subsistemas2   
Planificación de Recursos Humanos

Existencia e integridad del sistema (1) 
La planifi cación se realiza a través de la gestión 
presupuestaria anual quedando ligada a las ne-
cesidades fi scales y sus respectivos ajustes. Cada 
jurisdicción defi ne objetivos, gastos recursos, 
programas y actividades, y establece metas tri-
mestrales. Para cada programa y actividad se es-
tablecen los recursos humanos que se afectarán 
(Ley 24.156/92). Así, el proceso de planifi cación 
de recursos humanos no se encuentra enmar-
cado bajo un área específi ca ni bajo un proceso 
central unifi cado. Las decisiones de planifi cación 
responden al criterio de las autoridades políticas 
de las agencias a través del presupuesto del área, 
el uso discrecional de las unidades retributivas, el 
sistema de contrataciones locales o los contratos 
con organismos internacionales. Estas acciones 
permiten cierta adecuación a cambios en el en-
torno, aunque no resultan de estudios técnicos 
que determinen su necesidad.

Coherencia estratégica (2–3) 
La fl exibilidad y adaptación a cambios estraté-
gicos de la organización se limita a las posibili-
dades del proceso presupuestario, siendo escasos 
los mecanismos de coordinación entre áreas 
para concertar reasignaciones de fondos y de 
personal. Los intentos generados en relación 
con la vinculación entre previsiones de personal 
y estrategia organizacional no han mostrado re-
sultados signifi cativos, tal como fue el caso del 
Plan de Modernización del Estado iniciado en 
el gobierno de De la Rúa (Dec.103/01). No hay 
proceso de planifi cación de adscripciones, aún a 
pesar de que en los últimos años se ha tratado de 
ordenar el mecanismo de movilidad de personal. 
El congelamiento de vacantes y la imposibilidad 
de creación de nuevos cargos también generan 
restricciones. Los mecanismos de contratación y 
las pasantías laborales ofrecen mayor fl exibilidad 
aunque tienen un límite relacionado con los re-
cursos presupuestarios de cada organismo.

Información de base (4)
Coexisten varios sistemas que proveen infor-
mación sobre los recursos humanos de la APN, 
además de los sistemas de información de cada 
jurisdicción, si bien ninguno integra todo el es-
pectro de información posible sobre los recursos 
humanos de la APN. Las bases de información 
permiten parcialmente su utilización periódica a 
efectos de la gestión de los recursos humanos. Los 
proyectos vinculados a la instrumentación del ré-
gimen de administración integral del legajo único 
personal y la creación del “Sistema de Informa-
ción para la Gestión de los Recursos Humanos” 
y del “Registro Central del Personal” están en 
proceso de implementación. No hay información 
sistematizada sobre excedentes o défi cits de per-

2 El contenido de esta sección es una síntesis del trabajo 
de diagnóstico del servicio civil argentino realizado en 
el año 2002 por el mismo equipo, citado en la biblio-
grafía como ITZ 2002. Se remite a dicho documento 
para una descripción más exhaustiva de cada uno de 
los subsistemas. Solo se incluyen las referencias corres-
pondientes a la actualización de la información. 
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sonal. El nivel de tecnifi cación de las plantillas 
muestra que más del 36% del personal cuenta 
con título universitario y terciario (ITZ, 2002).

Administración (5–9) 
Las previsiones de recursos humanos se realizan 
trimestralmente, de manera operativa y vincula-
da a la ejecución del gasto. Los cambios signifi -
cativos en la estrategia y el entorno se resuelven 
a través de la creación de nuevas áreas, lo que 
deriva en superposición de funciones. La exis-
tencia de proyectos con organismos internacio-
nales (PNUD, BID, BM) ha servido en algunas 
ocasiones para atender a estos cambios, por ofre-
cer mayor fl exibilidad para la contratación. El 
costo de las plantillas públicas en relación al PBI 
(2%) es bajo en relación con el promedio para la 
región (Carlson y Payne, 2003). Los directivos de 
línea suelen conocer las previsiones de la plani-
fi cación de recursos humanos, al menos para los 
aspectos vinculados a su área.

Organización del Trabajo

Existencia e integridad del sistema (12) 
El SINAPA no tiene un sistema de defi nición y 
clasifi cación de puestos, aunque en relación a lo 
previamente existente en el ámbito de la Admi-
nistración Pública ha signifi cado un avance. En 
ese sentido, se ha tipifi cado cierto número de 
puestos como categorías de trabajo genéricas, 
que son amplias y basadas en funciones y res-
ponsabilidades. La instancia de defi nición de la 
estructura es uno de los espacios concretos de de-
fi nición de los puestos de trabajo existentes. No se 
detecta el uso de instrumentos técnicos aplicados 
en forma homogénea que establezcan criterios 
de valoración, y en muchos casos las modifi ca-
ciones de las estructuras parecen obedecer más a 
decisiones políticas que a cuestiones técnicas.

Calidad técnica y fl exibilidad del 
diseño de puestos (13–17) 
Salvo en los casos de algunos organismos técni-
cos, como el INTA, INTI y Banco Central, no 
hay descriptivos de puestos sistematizados, sino 

que en cada proceso de selección se especifi ca en 
detalle el puesto y el perfi l. A efectos de asesorar 
a los distintos organismos a nivel central se han 
elaborado guías relativas a la competencias labo-
rales en la Administración Pública (SGP, 2003). 
A partir de un estudio funcional de los títulos de 
los 28.000 puestos del SINAPA se elaboró un 
Nomenclador de Puestos, especialmente para 
áreas administrativas y de Recursos Humanos, 
aunque no se ha generalizado su utilización para 
la defi nición de perfi les. La información sobre el 
puesto se obtiene de las estructuras organizativas, 
encontrándose una aplicación parcial de criterios 
de gestión al diseño de puestos. Este aspecto por 
otra parte permite suponer adaptabilidad a los 
cambios en el entorno. No existe una política sis-
temática orientada al enriquecimiento del puesto 
de trabajo, salvo algunas experiencias piloto3. En 
cuanto a la jerarquización de los puestos median-
te su incorporación como cargos con funciones 
ejecutivas, no hay un patrón claro de racionali-
dad sino que está infl uido por criterios políticos. 

Calidad en la defi nición de perfi les 
(18–21) 
La Resolución SFP 481/94 especifi ca los aspec-
tos centrales en la defi nición de perfi les y estos 
aspectos normativos tienden a respetarse. Pero el 
perfi l se usa solo en el momento de la selección y 
en un cargo no ejecutivo las tareas y el objetivo 
original del puesto pueden cambiar. Los perfi les 
incluyen aspectos referidos a competencias, y 
no solo a titulación o experiencia previa. No se 
realizan estudios técnicos previos para defi nir los 
perfi les. Al no haber una sistematización formal 
de los criterios utilizados, surgen cuestionamien-
tos sobre la precisión en el diseño de los perfi les 
(ITZ, 2002).

Administración (22–23) 
La revisión de los perfi les o su adaptación a la 
evolución de las tareas están asociadas a los cam-

3 Es el caso de la experiencia implementada en la Uni-
dad Presidente, entre 1997 y 1998.
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bios de estructuras. La ausencia de descriptivos 
de puestos hace que las adaptaciones se pro-
duzcan naturalmente y ad hoc, sin necesidad 
de registrarlas o establecerlas con anticipación. 
En general, los directivos de línea participan en 
la elaboración de los perfi les y son ellos quienes 
reasignan o redefi nen tareas de acuerdo a las ne-
cesidades del entorno. 

Gestión del Empleo

Igualdad y mérito en el acceso (24–27) 
La mayor parte de los escalafones permiten el 
acceso sin restricciones a la organización, con la 
excepción del sistema cerrado en el caso del SI-
NAPA, que limita el reclutamiento a los candida-
tos que surjan de la misma organización. Tanto 
en los cargos simples como en los de funciones 
ejecutivas el proceso está a cargo de un Comité 
de Selección. La diferencia es que en el caso de 
las funciones simples el órgano de selección está 
conformado por las autoridades que realizan la 
convocatoria. Por el contrario en el caso de las 
funciones ejecutivas, los órganos de selección pre-
sentan cierto margen de discrecionalidad, consi-
derando que es la autoridad convocante quien 
propone a los miembros del comité. Hay normas 
que establecen pautas dirigidas a limitar la arbi-
trariedad y la politización, pero existen brechas 
entre la norma y su práctica cotidiana. Desde el 
año 2000 se han difundido los decretos de excep-
ción como práctica frecuente y sistemática por 
los cuales se designan políticamente funcionarios 
en cargos de nivel ejecutivo que el marco norma-
tivo prevé sean concursados4. Durante 2004, se 
han registrado algunos casos aislados de cobertu-
ras de cargos con funciones ejecutivas a través de 
concursos, como son los casos de organismos téc-
nicos como INTA e INTI, y también en el Mi-
nisterio de Justicia. No se registran problemas de 
discriminación por etnia o religión. En cuanto a 
la cuestión de género, el SINAPA establece para 
la selección de cargos simples la representación 
de un veedor por el Consejo Nacional de la Mu-
jer, y para los órganos de funciones ejecutivas, 
su integración con al menos una mujer. El im-

pacto de dicha medida ha sido elocuente, ya que 
el porcentaje de mujeres en cargos de dirección 
en la administración pública aumentó de 5% en 
1993 a 28.6 % en 1997 (Tomei, 2003). Existen 
además normas para incentivar la contratación 
de personal discapacitado, aunque no hay meca-
nismos de control de su cumplimiento.

Calidad del reclutamiento (28) 
La normativa establece como obligatorio la 
publicación de las convocatorias, y desde 1998 
éstas se difunden en la página web de la SGP. 
Tomando otros escalafones, se observa que no 
todos los cuerpos normativos establecen especi-
fi caciones en este aspecto. En general, y en la 
medida en que sea establecido en la normativa 
específi ca del escalafón, las áreas encargadas de 
instrumentar los procesos de selección respetan 
estas pautas. 

Calidad de la selección (29–32) 
La instancia evaluadora está formada por un 
conjunto de personas idóneas, determinadas 
por la normativa y suele denominarse órgano 
de selección. La mayoría de los procesos de se-
lección, tanto en SINAPA como en otros escala-
fones, prevén la existencia de instancias técnicas 
de selección siendo su aplicación variada y de 
acuerdo al organismo. Generalmente los instru-
mentos de selección utilizados son el análisis de 
antecedentes y las entrevistas personales, no es-
tando instalada la utilización de pruebas técnicas 
y tests psicotécnicos. Como excepción, encontra-
mos los casos de los Cuerpos Profesionales, cuyos 
procesos de selección combinan distintos tipos 
de técnicas a efectos de asegurar una mejor cali-
dad del proceso, como es el caso del Cuerpo de 
Administradores Gubernamentales, el Cuerpo 
Permanente del Servicio Exterior de la Nación o 
la Carrera del Economista de Gobierno.

4 Ver designaciones transitorias a través de Dec. 353/03 
(JGM, Secretaría de Coordinación Presupuestaria), 
y Dec. 1218/03 (Presidencia, Secretaría Legal y Téc-
nica). 
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Calidad de la recepción (33–34) 
No se prevé una instancia de recepción de los 
nuevos empleados de manera formal. De acuer-
do a la normativa el “período de prueba” es de un 
año, luego del cual el agente adquiere la estabili-
dad. En la práctica no se aplican procedimientos 
que aseguren el acierto en la incorporación y la 
adopción de medidas correctoras.

Movilidad (35) 
El Jefe de Gabinete de Ministros, tiene la compe-
tencia para regular los principios y alcances de la 
movilidad que se disponga como consecuencia de 
sistemas de rotación de funciones y el marco nor-
mativo considera diversas situaciones tales como 
Comisión de Servicio, Traslado, Transferencia y 
Adscripción. Más allá del marco normativo, una 
vez lograda la estabilidad, la inamovilidad de 
los servidores públicos tiende a ser amplia. Los 
mecanismos formales de movilidad funcional no 
responden ni están enmarcados en políticas de 
recursos humanos destinadas a responder con 
fl exibilidad a las necesidades de redistribución 
de efectivos. En general los cambios responden 
al interés particular del agente y pueden estar 
asociados a cambios políticos en las áreas o a 
problemas de desempeño no explícitos.

Ausentismo (36) 
No se registran políticas homogéneas ni proce-
dimientos similares en relación al control del au-
sentismo, encontrándose sistemas de control de 
acceso informatizados en algunas dependencias. 
Sin embargo no se conoce que la información 
derivada de esos sistemas sea utilizada para la 
gestión. Tampoco se cuenta con los índices de 
ausentismo del personal. 

Disciplina (37) 
La Ley Marco y su decreto reglamentario (Ley 
25.164/99, Dto.1421/02), prevén medidas dis-
ciplinarias que pueden ser, por orden de grave-
dad: a) Apercibimiento, b) Suspensión de hasta 
treinta (30) días en un año, contados a partir de 
la primera suspensión, c) Cesantía, d) Exonera-
ción. El medio central a través del cual se ins-

trumentan las sanciones es por la instrucción de 
sumarios, reportándose una baja utilización del 
mecanismo y una escasa aplicación de sanciones 
disciplinarias, debido a la cultura de la organiza-
ción (ITZ, 2000). Los sumarios pueden estar por 
largos períodos a espera de resolución o “cajo-
neados”, siendo la condición de “sumariado” la 
única sanción que recibe el agente. 

Desvinculación (38–41) 
A partir del regreso de la democracia no han 
sido frecuentes las decisiones de despido masivo 
de personal público por razones políticas. Sí se 
ha producido la reformulación de estructuras o 
la eliminación de unidades para reemplazar a su 
ocupante por otra persona de mayor confi anza 
del funcionario político. Esto suele operar en las 
funciones ejecutivas. Una excepción es el decreto 
dictado en diciembre de 2001 por el Presidente 
Interino Camaño (Dto. 25/01) que estableció el 
cese en las funciones ejecutivas de los funcionarios 
que habían sido designados transitoriamente o a 
través de contratación temporaria en el gobier-
no de De la Rúa, lo cual generó que ciertas áreas 
quedaran desprovistas de conducción en su nivel 
operativo. En general, la reducción en las plantas 
de personal tiene su razón central en la reducción 
del gasto público, a través de los procesos de re-
forma o a través del establecimiento de programas 
de retiro voluntario. Menos frecuentes fueron los 
pases a situación de disponibilidad y los despidos 
derivados de la superposición de estructuras. Esto 
se resolvió mediante los mecanismos de movilidad 
horizontal previstos en las modifi caciones estable-
cidas por la Ley Marco. Si bien están previstas en 
la normativa, no se utiliza prácticamente nunca 
la destitución por razones de evaluaciones de des-
empeño negativas, actos de corrupción o incum-
plimiento de deberes de funcionario público. 

Gestión del Rendimiento

Planifi cación y seguimiento del 
rendimiento (42–45) 
Desde 1992 se evalúa anualmente a los funciona-
rios comprendidos en el SINAPA (Dec. 993/91, 
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art. 44-54). El proceso de evaluación está a cargo 
de un Comité de Evaluación en cada jurisdic-
ción. El sistema de evaluación de desempeño 
para cargos simples y el de funciones ejecutivas 
del SINAPA incluyen un incentivo de un suel-
do anual para los mejor evaluados. Para ambos 
sistemas, las califi caciones BUENO, DESTACA-
DO y MUY DESTACADO, consideradas con 
el cumplimiento de ciertos requisitos de capaci-
tación habilitan las promociones en la carrera 
horizontal. Los principios básicos que refl eja el 
sistema de evaluación del SINAPA son exten-
didos a otros escalafones a través del Convenio 
Colectivo de Trabajo (Dto. 66/99 arts. 20, 24 
b, 43 y 45). Allí se establece la evaluación como 
requisito para obtener la estabilidad en el em-
pleo establecida en la Constitución Nacional y 
contempla la evaluación insufi ciente reiterada 
como causal de cesantía. Además, se indica que 
la evaluación será la base del avance en la carre-
ra administrativa que establezca cada convenio 
sectorial, y también la condición para conservar 
el ejercicio de funciones críticas o de nivel geren-
cial obtenidas por procedimientos de selección. 
En la mayoría de los sistemas las evaluaciones 
son anuales. La relación entre la evaluación 
y la carrera es variada en el conjunto de siste-
mas analizados. En la mayoría, la califi cación es 
importante para la promoción del personal en 
el régimen de carrera. En el caso del personal 
contratado, no se realiza evaluación. En gene-
ral no existen mecanismos institucionalizados de 
comunicación con los empleados a partir de los 
cuales se transmita claramente a los empleados 
que se espera de su desempeño. Sin embargo, 
dada la baja movilidad laboral, la mayoría de 
los empleados dice tener una idea clara de las 
responsabilidades y tareas que implica su puesto 
(ITZ, 2002). 

Evaluación de rendimiento (46–48) 
Puede verse una tendencia a relacionar la eva-
luación con el progreso en la carrera, si bien el 
grado de instalación del proceso de evaluación de 
desempeño es todavía precario. En el ámbito del 
SINAPA está establecido el mecanismo formal 

de evaluación anual, pero es muy difícil lograr 
que se diferencie el desempeño de los agentes. 
Los supervisores no utilizan los niveles bajos de 
la escala, y prácticamente el total de la población 
es evaluada como bueno, destacado o muy desta-
cado. La difi cultad para instalar las prácticas de 
evaluación puede verse en las sucesivas normas 
que modifi caron el sistema de evaluación, como 
una forma de sostener su viabilidad frente a la 
resistencia de los actores involucrados. De acuer-
do con la encuesta de opinión del SINAPA reali-
zada en 1999 (ITZ, 2002), existe una disparidad 
de juicios con respecto a la evaluación de des-
empeño e interferencias de prácticas informales. 
Debido a la necesidad de contar con cierto nú-
mero de evaluaciones positivas para avanzar en 
la carrera, suele utilizarse un sistema rotativo en 
el cual se asigna el puntaje máximo a una mues-
tra de los empleados buenos de un área un año, 
y a otros al siguiente año. 

Administración (49) 
La administración del sistema es compleja, e in-
cluye a diferentes actores, tanto en las jurisdiccio-
nes como en las áreas de administración central 
del sistema. La evaluación de desempeño en la 
mayoría de las áreas se limita al acto formal de 
completar los instrumentos obligatorios de eva-
luación para la promoción de los empleados, sin 
un concepto de gestión del rendimiento. En la 
mayoría de los sistemas se establece más de una 
instancia de evaluación, para controlar posibles 
arbitrariedades en la califi cación. 

Gestión de la Compensación 

Existencia de estrategia salarial (50) 
El SINAPA signifi ca un avance sobre las normas 
anteriores en términos de estrategia salarial, ya 
que establece el pago en relación a las exigencias 
de alguna función determinada y a la excelencia 
del desempeño, a través de la carrera horizontal 
y elimina el adicional por antigüedad como cri-
terio de diferencias salariales. Establece además 
un abanico salarial amplio, y para garantizar su 
mantenimiento se indica la cantidad de unidades 
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retributivas de cada nivel y grado. A pesar de las 
mejoras en el sistema, hay algunos adicionales 
que siguen quedando sujetos al poder de nego-
ciación y a la posibilidad de fi nanciamiento de 
cada jurisdicción. Una situación similar se da con 
el establecimiento de cargos con funciones ejecu-
tivas, que presenta una distribución que parece 
más asociada al peso político que a la estricta apli-
cación de un criterio técnico de identifi cación de 
funciones críticas. En cuanto a la situación fuera 
del ámbito del SINAPA, en casi todos los esca-
lafones los funcionarios perciben suplementos o 
adicionales, y casi todos pagan por antigüedad o 
grado y reconocen pagos relativos al título y a la 
función ocupada. La estructura salarial no inclu-
ye aspectos en la remuneración que establezcan 
un sistema de premios y castigos en relación a 
desempeño o resultados. Los organismos descen-
tralizados tienen mayor autonomía para decidir 
sobre adicionales por desempeño y rendimiento, 
y algunos ofrecen bonifi caciones basadas en re-
sultados o productividad. 

Equidad interna y externa (51–57) 
El SINAPA representó un avance sobre la si-
tuación existente bajo el régimen anterior (Dto. 
1428), cuando no existía relación entre la fun-
ción ejercida y el nivel salarial de los funciona-
rios. Sin embargo, persisten diferencias muchas 
veces injustifi cadas en el nivel salarial de funcio-
narios que realizan tareas de similar grado de 
complejidad. La asignación de horas extra en los 
niveles operativos puede dar lugar a situaciones 
de inequidad, así como también los mecanismos 
de distribución discrecional de adicionales, como 
es el caso de las llamadas “horas electorales” en 
el Ministerio del Interior. Existen diferencias sa-
lariales en algunos cuerpos especiales, y también 
bajo los contratos del Decreto No 1184/01 y los 
fi nanciados a través de organismos como Banco 
Mundial, Banco Interamericano de Desarrollo 
o PNUD. Es razonable que los montos de los 
contratos sean algo mayores que los de planta 
para compensar la falta de estabilidad. Pero la 
situación en la APN es que los contratados cu-
bren tareas de línea, y sus contratos son reno-

vados sucesivamente de manera que generan 
inequidades. La Decisión Administrativa 3/04 
intenta paliar el problema estableciendo una 
equiparación salarial entre los contratos y los 
cargos de similar nivel en la planta permanente. 
En cuanto al abanico salarial establecido en el 
SINAPA, es bastante amplio, presentando una 
relación de 12.7 a 1 entre la máxima y la mí-
nima categoría del sistema. El sueldo promedio 
del sector público está bien posicionado respecto 
del promedio en el sector privado (la relación es 
de 2,41 tomando en cuenta el salario promedio 
del gobierno central). Los salarios de los niveles 
jerárquicos siguen siendo, en promedio, mayo-
res en el sector privado, mientras que los niveles 
operativos son mejor remunerados en el sector 
público. Recientemente, el decreto 682/04 otor-
ga a partir del 1 de junio a todo el personal de 
carrera y contratados cuya remuneración bruta 
mensual sea menor a 1000 pesos mensuales, una 
suma no remunerativa y no bonifi cable hasta la 
concurrencia de dicho monto, con un máximo 
de 150 pesos. 

Efi cacia de las políticas de 
compensación (58) 
El SINAPA intenta establecer una relación entre 
el nivel de desempeño y la retribución a través de 
la bonifi cación por desempeño destacado. Se han 
presentado fuertes confl ictos por el cupo estable-
cido para percibir esta bonifi cación generando 
conductas adaptativas en las jurisdicciones, que 
otorgan la bonifi cación en forma rotativa, bene-
fi ciando a diferentes grupos en la organización. 
Los organismos descentralizados en los cuales se 
han aplicado políticas de compensación basadas 
en resultados, no han logrado en general insta-
larse según lo previsto (ITZ, 2002).

Administración de salarios (59–61) 
Los sistemas de información relevan los datos 
necesarios, pero se utilizan para controlar el gas-
to y no para tomar decisiones de política salarial. 
Se realizan relevamientos exhaustivos, pero no 
se publican datos referidos a las contrataciones 
transitorias, o a las realizadas a través de organis-
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mos internacionales. Esta situación quita trans-
parencia a la información salarial. 

Otras remuneraciones (62–64) 
El régimen de jubilaciones sufrió fuertes cambios 
en la década del  ́90. Se creó un sistema de “ca-
pitalización” que se sumó al sistema “distributi-
vo” ya existente. La administración de los fondos 
de jubilaciones y pensiones fue transferida a fi r-
mas privadas, llamadas AFJP. El nuevo sistema 
de seguridad social es obligatorio para todos los 
nuevos empleados, y los del viejo sistema podían 
optar entre ambos. No se dispone de cifras preci-
sas, pero se estima que la mitad de los empleados 
de la APN optó por la capitalización, y la otra 
mitad optó por el reparto. No son prácticas ins-
taladas en la APN la utilización de mecanismos 
de reconocimiento no monetario, su aplicación 
depende del estilo de conducción y de la cultura 
de cada organización. 

Gestión del Desarrollo

Efi cacia de las políticas de promoción y 
calidad del diseño de carrera (65–70) 
En el SINAPA la carrera está estructurada en 
tres agrupamientos (General, Científi co Técni-
co y Especializado), con un reducido numero de 
niveles, que signifi ca un notable avance sobre la 
situación previa (24 grados de los cuales solo los 
seis superiores tenían uso efectivo). El SINAPA 
combina el ascenso vertical entre niveles a través 
de concursos, y ascenso horizontal en los grados 
dentro de cada nivel por una combinación de 
permanencia en el cargo, califi cación obtenida 
en la evaluación de desempeño anual y crédi-
tos de capacitación cubiertos. El Dto.1669/93 
establece los requisitos de promoción, para 
acelerar el ascenso en los grados de las mejores 
califi caciones. De acuerdo a la información del 
sistema REPER (ITZ, 2002) casi la mitad de la 
población del SINAPA está transitando no más 
de la mitad de su carrera (grados 4 y 5), aun-
que esta distribución no es pareja para los seis 
niveles previstos. Las contrataciones tempora-
rias carecen de mecanismos de promoción. Las 

políticas de promoción planteadas en la norma-
tiva que regula el sistema no están siendo efi ca-
ces de acuerdo a la percepción de los empleados 
(ITZ, 2002). No se han detectado planes de su-
cesión formales en los organismos de la APN. 
En el SINAPA la norma establece las reglas para 
el avance en la carrera, con lo que no permite 
demasiada fl exibilidad. En la APN los sistemas 
de carrera incluyen, en el mejor de los casos, el 
desempeño como criterio para el avance en la 
carrera, sin llegar a la gestión por potencial ni 
por competencias. 

Calidad de la formación y gestión de la 
formación (71–76) 
En general el sistema de capacitación ha sido el 
aspecto del SINAPA con mejor imagen para los 
funcionarios dentro del sistema. Las actividades 
que ha ofrecido el INAP, no se proponen respon-
der a défi cits de desempeño individual. En gene-
ral no existe una vinculación con el aprendizaje 
colectivo, aunque se detectaron casos en los que 
las actividades se diseñan desde esta perspectiva. 
A partir de la crisis de fi nes de 2001 surgieron en-
foques de gestión de la capacitación alternativos, 
ante la imposibilidad de sostener la oferta cen-
tralizada de cursos. Se comenzó a trabajar con 
foros de responsables de procesos, redes de facili-
tadores de aprendizaje organizacional, aprendi-
zaje situado en organizaciones, y formación de 
directivos para la gestión del conocimiento (Silva 
y Falivene, 2003; Falivene 2004). Se agilizaron 
los procesos de acreditación de actividades pro-
vistas por otras instituciones (Res. SGP 37/03 y 
51/03), y se dictaron medidas para poner en fun-
cionamiento el registro de prestadores de capa-
citación (Disp. INAP 32/02 y 34/03). En cuanto 
a la detección de necesidades de capacitación, 
desde las primeras normas que organizaron el 
Sistema Nacional de Capacitación se preveía su 
implementación a través de las Áreas de Recursos 
Humanos y Coordinadores Técnicos de Capa-
citación, quienes trabajarían coordinadamente 
con el INAP a fi n de elaborar el Plan Institucio-
nal de Capacitación (PIC) de cada jurisdicción. 
A partir de 2003 se han realizado avances en este 
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sentido, y el INAP está aprobando los PIC de 
las distintas jurisdicciones, que asocian las acti-
vidades planifi cadas con las necesidades detecta-
das. En general la evaluación de las actividades 
se realiza a través de una encuesta para relevar 
la satisfacción de los participantes, el desempe-
ño del docente y la pertinencia de la temática 
abordada. En los cursos también se realiza una 
instancia de evaluación del aprendizaje. Se in-
cluye el seguimiento tradicional de reacción de 
participantes y aprendizaje, pero también la me-
dición de impacto. Todavía no hay experiencias 
concretas de aplicación de estos instrumentos de 
evaluación, ni de un análisis costo-benefi cio de 
las actividades. El INAP elaboró una guía para 
el diseño de actividades de formación, para ga-
rantizar estándares de calidad (INAP, 2003). Los 
organismos fuera del marco del SINAPA sólo 
marginalmente recurren al INAP para asistencia 
con sus programas de capacitación. La cantidad 
y calidad de actividades de capacitación depen-
den del grado de profesionalidad de la organiza-
ción y de los recursos con los que cuenta. 

Gestión de las Relaciones Humanas y Sociales

Gestión del clima laboral (77–78), 
Efi cacia de la comunicación (79–81) 
Salvo un relevamiento global respecto del SI-
NAPA realizado por la Jefatura de Gabinete de 
Ministros (ITZ, 2002), no está generalizada la 
práctica de indagar la opinión del personal sobre 
el clima de trabajo. Con respecto a los mecanis-
mos para conocer las opiniones de los empleados, 
en algunas organizaciones comienza a instalarse 
la práctica de recoger sugerencias e iniciativas, 
sobre todo cuando se trabaja en procesos de ca-
lidad. Sin embargo siguen siendo prácticas no 
generalizadas. 

Equilibrio y calidad de las relaciones 
laborales (82–85) 
Bonifacio y Falivene (2002), analizando las re-
laciones laborales en Argentina concluyen que 
éstas tienen un nivel aceptable de desarrollo, ya 
que, tiene una legislación avanzada, pero en cier-

to modo el Estado falló como actor, librando el 
convenio colectivo a la ultractividad, y demoran-
do la reglamentación de la Ley Marco de Em-
pleo Público. A pesar de esto, existe un sistema 
a partir del cual generar relaciones constructivas 
en materia laboral, con un espacio de diálogo 
legalmente institucionalizado. La libertad de afi -
liación y representación es completa, y se admite 
la pluralidad en la representación sindical. Las 
partes reconocen mutuamente su rol en la nego-
ciación laboral, y existe un equilibrio razonable 
entre las posiciones de poder de ambas partes, 
utilizándose mecanismos de transacción y con-
certación para resolver los confl ictos. La incor-
poración del sindicato minoritario (ATE) en la 
Comisión Permanente de Carrera del SINAPA a 
partir de 2001 (Dto.106/01) constituyó un avan-
ce para facilitar el diálogo entre el gobierno y 
los trabajadores. Las relaciones directas entre la 
dirección y los empleados, depende del grado de 
agremiación en la jurisdicción, y varía con el es-
tilo de gestión de cada área. 

Gestión del confl icto laboral (86–88) 
El mayor nivel de confl ictividad en el sector pú-
blico tiene que ver mayoritariamente con los ni-
veles subnacionales, debido a la crisis fi nanciera 
de las administraciones provinciales, que llevan a 
fuertes atrasos en el pago de salarios. Consideran-
do el gobierno general, los niveles de confl ictivi-
dad son mayores que en el sector privado. En la 
Administración central el nivel de confl ictividad 
es mucho menor. La normativa prevé múltiples 
instancias de resolución pactada de confl ictos. 
En materia de derecho de huelga, hay ciertas 
reglamentaciones con respecto a los servicios mí-
nimos que deben garantizarse. Normalmente no 
se descuentan los días no trabajados.

Gestión de las políticas sociales (88–89) 
La salud laboral del sector público está regulada 
por las mismas normas que rigen el sector priva-
do y la protección es equivalente. En los casos de 
los contratados, no existe protección de salud ni 
el Estado realiza aportes previsionales por ellos, 
permanecen bajo el régimen autónomo, y no to-
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das las jurisdicciones exigen los correspondientes 
comprobantes de aportes realizados. El único 
benefi cio social concreto que se incorporó en el 
Convenio Colectivo es el reintegro por guardería 
infantil. El sindicato mayoritario, UPCN, cuenta 
con un Centro de Prevención Laboral que atien-
de situaciones de adicción y problemas de salud 
que pueden afectar el desempeño de las tareas la-
borales. En cuanto a la atención de las personas 
con discapacidad, si bien la normativa establece 
un cupo mínimo, no hay una política proactiva 
de integración de empleados con discapacidad 
que trabajan en la organización.

Organización de la Función de 
Recursos Humanos 

La Subsecretaría de la Gestión Pública (SGP) de 
la Jefatura de Gabinete de Ministros (JGM) es el 
área que tiene competencia sobre la gestión de 
los recursos humanos de la APN. En los últimos 
años se dieron sucesivos cambios en la depen-
dencia orgánica, nivel jerárquico y estructura 
interna del área. Fue creada como Subsecretaría 
de la Función Pública en la Presidencia de la Na-
ción en 1977, elevada a jerarquía de Secretaría 
en 1983, transferida a la JGM en 1996, reempla-
zada por la Subsecretaría de la Gestión Pública 
dependiendo de la Secretaría de Coordinación, 
y transferida a la Secretaría de Modernización 
del Estado de JGM en 2001. En enero de 2002 
(Dto.78/02) se le transfi eren las facultades de la 
ex Secretaría de Gabinete y Modernización del 
Estado, en lo referente a los temas de su com-
petencia. De acuerdo a la estructura actual, se 
establecen cuatro Ofi cinas Nacionales para re-
emplazar las Direcciones Nacionales que his-
tóricamente la conformaron: Empleo Público, 
Innovación de la Gestión, Tecnología de la In-
formación y Contrataciones. 

El Instituto Nacional de la Administración 
Pública (INAP) fue creado en 1973 como un orga-
nismo autárquico en el ámbito de la Presidencia 

de la Nación, teniendo como funciones especí-
fi cas la capacitación, actualización y formación 
de los recursos humanos requeridos por el sector 
público, y el desarrollo de investigaciones refe-
ridas a su ámbito. También ha tenido sucesivos 
cambios de dependencia institucional5. En julio 
de 2001 se transforma de organismo descentrali-
zado a unidad centralizada, y en noviembre del 
mismo año es transferido al ámbito de la SGP. 
La responsabilidad central del INAP es proponer 
la política del Sistema Nacional de Capacitación, 
estableciendo normas y pautas metodológicas y 
realizando la supervisión, evaluación y certifi -
cación de la capacitación permanente llevada a 
cabo en los organismos, y asistir técnicamente en 
el desarrollo de los planes de formación en los or-
ganismos. Esto refl eja el cambio de rol, que deja 
de ser el de proveedor centralizado de cursos de 
capacitación para ser la instancia de supervisión 
del sistema de capacitación. 

Estas unidades de administración central del 
sistema se complementan con las áreas de perso-
nal de cada jurisdicción. A partir de la creación 
del SINAPA se dio mayor importancia a estas 
áreas. En 19936 se establece la constitución en 
cada jurisdicción de una unidad de Recursos 
Humanos y Organización. Se buscó así dar a 
las ofi cinas de personal un perfi l más estratégico, 
aunque la implementación de esta medida fue 
disímil según las diferentes áreas. Recientemente 
se ha propiciado desde la SGP una instancia de 
coordinación entre las jurisdicciones, a través del 
Foro de Directores de Recursos Humanos. 

5 Las normas correspondientes son: creado por el De-
creto-Ley No. 20173/73, modifi cado por Decreto No. 
660/96, Decreto No. 20/99, Decreto No. 889/01, De-
creto No. 1503/01
6 Se establece en el artículo 16 del Decreto 1669/1993, 
reglamentado por Res SFP 84/1993.
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[+]

SUBSISTEMAS DE LA GESTIÓN DE RECURSOS HUMANOS

ESTRATEGIA

Organización
del trabajo

Gestión del
empleo

Gestión del
rendimiento

Gestión de la
compensación

Diseño de puestos
Definición de

perfiles

Incorporación
Movilidad

Desvinculación

Planificación
Evaluación

Planificación [+/–]

Gestión del
desarrollo

Gestión de las relaciones humanas y sociales

Clima laboral Relaciones laborales Políticas sociales

[+/–] [+/–] [+/–] [+/–]

Retribución monetaria
y no monetaria

Promoción y carrera
Aprendizaje

individual y colectivo

[+/–]

Valoración simbólica de los subsistemas de recursos humanos
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7 Tipo de Cambio Promedio : 2003 $ 2,9847 por cada US$. Banco Central de la Republica Argentina-Tipo de 
cambio de referencia (1/01/2003-31/12/2003).

II. INDICADORES 

A) Indicadores Cuantitativos

Indicadores Cuantitativos del Sistema de SC analizado – Argentina (en dólares)7 

1. Tasa de designaciones políticas

Total cargos extraescalafonarios en la APN civil central 429 2003
(sin educación, salud y seguridad)  Fuente: Cálculos propios en base a información de la  
  Dirección de Ocupación y Salarios

Total de cargos para la APN civil central  163.096 2003 - Personal de planta permanente y contratados  
  (sin fuerzas de seguridad). 
  Fuente: Dirección Nacional de Ocupación y Salarios
  Poder Ejecutivo Nacional y otros entes del sector 
  público nacional no fi nanciero

Tasa de designaciones políticas 0.26% 

Peso fi scal del empleo público
2. Nómina salarial del gobierno central / Producto Bruto Interno

Gasto en personal gobierno central (en millones) 2.485,51 2003
  Fuente: Ejecución presupuestaria 2003-Cuenta ahorro  
  Inversión 

PBI (en millones) 125.945,32 2003 
  Fuente: Banco Central de la República Argentina

Nómina Salarial del gobierno central/ PBI 1.97% 

Incentivos del Servicio Civil
3. Compresión vertical de los salarios

I – Salario del nivel más alto de la escala salarial principal  1.194,42 2003 - Salarios SINAPA 
(SINAPA, nivel A-8)  Fuente: Escala salarial del SINAPA,  

II – Salario del nivel más bajo de la escala salarial principal 93,81
(SINAPA, nivel F-0)   

I / II – Compresión vertical de los salarios  12.73
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Incentivos del Servicio Civil
4. Sueldo gubernamental promedio del gobierno central / PIB per cápita

I – Salario promedio mensual del gobierno central 486,70 2003 – Fuente: Cálculos propios en base a lo informado  
  por Banco Central de la República Argentina (PBI per  
  capita en dólares: US$ 3471 por tipo de cambio promedio  
  2003 : $3)

II – PBI per cápita mensualizado 289,25 2003 – Fuente: Distribución de los salarios por tramos de  
  ocupación. Ministerio de Economía de la Nación-Cuadro 23

Sueldo gubernamental promedio/ PBI per cápita  1,68 

Incentivos del Servicio Civil
5. Sueldo gubernamental promedio del gobierno central / sueldo promedio del sector privado

I – salario promedio del gobierno central civil 486,70 2003 – Fuente: Distribución de los salarios por tramos de  
  ocupación. Ministerio de Economía de la Nación-Cuadro 23

II – Ingreso promedio del sector privado 202,03 2003 – Ingreso promedio –cuarto trimestre 2003-INDEC  
  –Encuesta Permanente de los Hogares.

Sueldo gubernamental promedio del gobierno   2.41
central / sueldo promedio del sector privado  

Dotación de Servicio Civil
6. Número total de empleados públicos en el gobierno central / población total

I – Número total de empleados públicos en el gobierno  163.096 2003 – Personal de planta permanente y contratados
  central (sin fuerzas de seguridad)
  Fuente: Dirección Nacional de Ocupación y Salarios
  Poder Ejecutivo Nacional y otros entes del sector público  
  nacional no fi nanciero

II – Población total 39.301.755 2005
  Fuente: INDEC - Proyecciones 

Número total de empleados públicos en el gobierno  0.415%   
central/ Población total

  
7. Gasto público total del gobierno central (excluye pensiones y servicio de la deuda) / Número total de empleados 

públicos del gobierno central

I. Gasto público total del gobierno central ( en millones) 9.204,04 2003
  Fuente: Ejecución presupuestaria 2003-Cuenta ahorro  
  Inversión 

II. Número total de empleados públicos del gobierno   163.096 2003 – personal de planta permanente y contratados 
central  (sin fuerzas de seguridad)
  Fuente: Dirección Nacional de Ocupación y Salarios
  Poder Ejecutivo Nacional y otros entes del sector público  
  nacional no fi nanciero

I / II. Gasto público sobre número de empleados en  56.433,26
gobierno nacional (en dólares)  
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B) Índices para la evaluación de los sistemas de servicio civil 

Cabe señalar que si bien se consideró el contexto 
general de la APN, se centró el análisis en las ca-
racterísticas del escalafón general (SINAPA) por 
representar el sistema con la mayor cantidad de 
empleados en la población analizada. Los índices 
refl ejan entre un 40% y un 55% de acercamien-
to al modelo propuesto en la metodología, con 
diferente grado de maduración en los distintos 
subsistemas considerados. 

Mérito
El resultado refl eja el mediano grado de articu-
lación que tiene el subsistema de empleo, sobre 
todo en cuanto a las garantías mínimas para el 
reclutamiento y la selección en función del méri-
to que plantea el SINAPA, y el bajo nivel de in-
cidencia de criterios arbitrarios en las decisiones 

de promoción y compensación de los empleados. 
Los ítems considerados en este índice tienen una 
valoración bastante homogénea, entre la catego-
ría 2 y 3.

Efi ciencia 
Refl eja la mediana adecuación de los costos de 
personal en la APN en relación al gasto total y 
al tamaño de la economía del país. Esto surge de 
la fuerte política de reducción de personal en los 
últimos años en el nivel nacional, que se com-
plementó con un fuerte aumento en las plantas 
de los niveles subnacionales por la descentraliza-
ción de la educación y la salud. Esto compensa 
los bajos niveles de puntuación de los ítems rela-
cionados con el sistema de remuneraciones, que 
no es percibido como equitativo y efi caz. 

Tabla de índices
    Valor 
 Valor Índices Porcentaje  subíndices Porcentaje 
Índice (escala 0 A 20) de la escala               Subíndice (escala 0 a 10) de la escala

(E) Efi ciencia 10.00 50%    

(M) Mérito 10.31 52%    

(CE) Consistencia 8.58 43% 
Estructural 

   (CES) Coherencia Estratégica 4.00 40%

   (CD) Consistencia Directiva 4.00 40%

   (CP) Consistencia Procesos 4.92 49%

(CF) Capacidad 9.43 47% 
Funcional

   (COM) Competencia 5.25 53%

   (EI) Efi cacia Incentivadora 4.00 40%

   (Fl) Flexibilidad 4.82 48%

(CI) Capacidad  11.18 56%
Integradora
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Consistencia Estructural 
Subíndice Coherencia estratégica. La baja performan-
ce de este subíndice se debe a que los puntos crí-
ticos relacionados con el grado de ajuste entre 
las decisiones de recursos humanos y la estrate-
gia organizacional obtienen un grado de acer-
camiento relativamente bajo con las sentencias 
propuestas. 

Subíndice Consistencia directiva. Falta una mayor 
participación de las áreas de personal en la ges-
tión de recursos humanos de las organizaciones, 
especialmente en la gestión del rendimiento. Se 
destaca por encima del promedio de valoración 
de los puntos críticos incluidos en este índice la 
participación de los directivos de las áreas en el 
diseño de puestos y perfi les. 

Subíndice Consistencia de procesos. Infl uye positiva-
mente en el resultado de este subíndice la ar-
ticulación (aunque no sea plena) que plantea 
el SINAPA entre los subsistemas de desarrollo, 
rendimiento y empleo. Se destaca además la va-
loración obtenida por la disponibilidad de siste-
mas de información sobre el personal, y por los 
fl uidos canales para las relaciones laborales. En 
términos relativos, tienen una puntuación menor 
los puntos críticos vinculados con la articulación 
de los procesos de planifi cación y organización 
del trabajo, el punto referido a la posibilidad de 
distinguir niveles de desempeño a partir de la 
evaluación del personal, y los referidos a la eva-
luación de las actividades de capacitación.

Capacidad funcional 
Subíndice Competencia. Este subíndice se benefi cia 
con la buena puntuación de aquellos puntos crí-
ticos relacionados con el subsistema de gestión de 
empleo, en especial los vinculados con el reclu-
tamiento abierto, la ausencia de discriminación 
y ciertas garantías del proceso de incorporación; 
y también por la buena puntuación de los as-
pectos referidos a la capacitación del personal. 
Compensa así los bajos puntajes de los aspectos 

vinculados al diseño de los puestos y perfi les, y al 
seguimiento del desempeño 

Subíndice Efi cacia incentivadora. El resultado obte-
nido refl eja la baja puntuación de aquellos ítems 
relacionados con la gestión del rendimiento, que 
aparece como un sistema previsto en la normati-
va y en la práctica, pero con grandes problemas 
en su implementación. También tienen bajo nivel 
de valoración la efectividad de los procedimien-
tos disciplinarios, la falta de incorporación de 
criterios de enriquecimiento horizontal y verti-
cal en la defi nición de los puestos de trabajo. Por 
otro lado, infl uyen positivamente en el subíndice 
el razonable abanico salarial, y la articulación de 
los criterios de promoción con la evaluación de 
desempeño y la capacitación.

Subíndice Flexibilidad. Infl uyen positivamente en 
este subíndice la relativa fl exibilidad que implica 
un subsistema de organización del trabajo que 
defi ne los puestos en términos amplios y en base 
a criterios de gestión más que a consideraciones 
políticas; la posibilidad de carrera horizontal, 
y la posibilidad de rescindir el empleo por ra-
zones técnicas, económicas u organizativas. La 
factibilidad limitada de hacer efectivos los me-
canismos de movilidad y el despido por incapa-
cidad manifi esta, así como ciertas rigideces de 
la carrera administrativa y de los mecanismos 
de planifi cación, resultan en valoraciones más 
bajas para los correspondientes puntos críticos.

Capacidad Integradora
Obtiene el mayor puntaje dentro de los índices 
analizados para el servicio civil argentino. El re-
sultado obtenido surge del alto nivel de desarro-
llo de las relaciones laborales en el sector público 
en Argentina. Todos los puntos críticos relacio-
nados con este aspecto, que por otro lado tienen 
alto nivel de ponderación, logran puntajes altos. 
Esto compensa los bajos puntajes que presentan 
aquellos puntos críticos vinculados con el clima 
laboral y la apreciación de los empleados respec-
to de su integración en la organización. 
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III. CONCLUSIONES 

Análisis de áreas causales

Analizando las disfuncionalidades detectadas, 
hemos observado que éstas presentan orígenes 
comunes, identifi cando tres factores centrales 
que operan restringiendo sus posibilidades y ac-
túan sinérgicamente erosionando la capacidad 
de implementación plena del sistema. Estos son: 
a) la ausencia de dirección estratégica de la ges-
tión de recursos humanos, b) la politización de 
los procesos de decisión en la gestión de recursos 
humanos, y c) la persistencia de la cultura buro-
crática (Iacoviello, Tommasi y Zuvanic, 2003). 

La ausencia de dirección estratégica de la 
gestión de recursos humanos impacta sobre la 
existencia e integridad de cada uno de los com-
ponentes del sistema analizado. Por su parte, 
esta situación no hace mas que refl ejar la falta 
de una orientación de largo plazo para las políti-
cas públicas en general en nuestro país. La falta 
de una estrategia de recursos humanos crea las 
condiciones para que el marco normativo sea 
modifi cado, eludido o distorsionado de acuerdo 
a los intereses de los grupos involucrados en estos 
procesos de decisión. Por otra parte, se da una 
progresiva politización de las decisiones, que tie-
ne como impacto la degradación de las normas. 
Se encuentran caminos para eludir las reglas, se 
generalizan las excepciones a través de nuevas 
normas, o se aceptan como válidas prácticas dis-
torsivas, que fi nalmente pueden en algunos casos 
consolidarse como regímenes paralelos al esta-
blecido. Por último, el sistema de recursos huma-
nos es atravesado por la cultura burocrática, que 
moldea la normativa rigidizando las reglas, o evi-
tando que se sustancien en procedimientos con-
cretos que faciliten su implementación plena.

Factores del contexto interno y externo

En cuanto al contexto interno, la restricción 
más fuerte tiene que ver con los ajustes presu-
puestarios, que afectan a todos los subsistemas 
analizados. Se restringe la posibilidad de ofrecer 

capacitación, no se permite la cobertura de va-
cantes, con lo cual no se renueva la planta ni se 
realizan concursos, algunas áreas no cuentan con 
fondos para pagar el adicional por desempeño 
destacado o demoran el trámite de los ascensos 
de grado y se desvirtúa el esquema de compensa-
ciones con reducciones salariales generalizadas. 
Por otro lado, la cultura de la organización está 
todavía muy infl uenciada por los valores buro-
cráticos tradicionales, y aún después de diez años 
de implementación de una carrera administra-
tiva basada en el desempeño y la capacitación 
persisten conductas adaptativas por parte de los 
funcionarios.

Con respecto al entorno, se puede decir que 
el principal problema es la práctica social de la 
cultura local que consiste en buscar la manera 
de eludir las reglas, sin infringirlas. Cada vez que 
se intenta regular una práctica que se desvía de 
los objetivos del sistema, se instala otra práctica 
que muestra como seguir manteniendo el des-
vío. Por otro lado, las reformas son lanzadas con 
gran energía en un primer momento, pero se van 
desdibujando ante la falta de apoyo político para 
sostener su continuidad. Se habla de una gran ri-
gidez del sistema de carrera, pero la realidad es 
que hay mecanismos previstos en la normativa 
para garantizar una cierta fl exibilidad, que no 
son utilizados por evitar los costos políticos que 
implican. Con respecto al mercado laboral, cabe 
señalar que a pesar de la falta de un sistema de in-
centivos efi ciente, la fuerte recesión que atraviesa 
el país y la alta tasa de desempleo juegan a favor 
de la posibilidad de retener funcionarios capacita-
dos. Esto a pesar del contexto de escaso reconoci-
miento social sobre el trabajo en el sector público 
y el retraso salarial respecto de la infl ación.

Conclusiones principales del diagnóstico

La APN en Argentina se caracteriza por la falta 
de articulación entre las funciones de recursos 
humanos y la estrategia global de la organiza-
ción. Ante la falta de consistencia en las políticas, 
se generaron mecanismos alternativos para la 
gestión del personal, de manera de evitar las re-
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glas de la carrera administrativa. Se creó así una 
burocracia paralela formada por contratos tem-
porarios. Este sistema se vuelve más inefi ciente 
cuanto mayor inestabilidad política existe. 

Al no defi nirse los criterios para la reforma, 
el sistema de recursos humanos fue evolucio-
nando de acuerdo a las necesidades de los in-
tereses de los grupos políticos y burocráticos en 
cada instancia, sin una defi nición estratégica del 
modelo al cual se tiende. Coexisten diferentes 
marcos regulatorios y modelos de carrera, y con-
trariamente al consenso en la literatura sobre la 
necesidad de restringir los sistemas de servicio ci-
vil a las actividades centrales o núcleos estratégi-
cos del Estado, son precisamente las actividades 
que se relacionan con el poder regulador, con la 
recaudación o con la seguridad social, aquellas 
donde se plantean esquemas más fl exibles para 
la gestión de recursos humanos. 

Los dos intentos de organizar una carre-
ra administrativa generalizada bajo principios 
meritocráticos (Dto. 1428/73 y SINAPA) co-
menzaron con mucha energía, pero se fueron 
desvirtuando por la falta de una estrategia clara 
y un liderazgo consistente sobre estas políticas. 
Lo mismo sucedió con los intentos de consolidar 
algunos cuerpos de élite para propiciar cambios 
en el estilo de gestión, que si bien subsisten han 
perdido posicionamiento respecto de los objeti-
vos planteados al momento de su creación. Así y 
todo, los sucesivos intentos de profesionalización 
fueron generando avances respecto de la situa-
ción anterior. El SINAPA, aún con los problemas 
que se describieron en cuanto a su implementa-
ción actual, representa una signifi cativa mejora 
con respecto al esquema vigente hasta mediados 
de los años ochenta. Este proceso de “sedimen-
tación” hace que la situación del servicio civil a 
nivel nacional vaya mejorando a través de estos 
shocks de reforma, aunque a un enorme costo, 
en términos monetarios y de expectativas no cu-
biertas de los funcionarios públicos. 

Aún dentro del SINAPA, que se aproxima 
bastante en su diseño al sistema de gestión de 
recursos humanos a contrastar, hay aspectos 
muy poco desarrollados. Los dos subsistemas 

que siempre fueron más débiles son los de Pla-
nifi cación y Organización del Trabajo. Los sub-
sistemas de Empleo, Rendimiento, Desarrollo y 
Compensación llegaron a estar bastante más de-
sarrollados y articulados entre sí, si bien se han 
desvirtuado en los últimos años debido a que se 
han extendido las excepciones a la carrera admi-
nistrativa. Finalmente, el subsistema de Relacio-
nes Laborales es el más maduro, y se encuentra 
en pleno funcionamiento. 

IV. RECOMENDACIONES

Consideramos que las propuestas de mejora 
vinculadas específi camente con la articulación 
del sistema de gestión de recursos humanos solo 
pueden darse en el marco de un acuerdo mínimo 
entre todos los actores involucrados (partidos po-
líticos, áreas centrales del gobierno, funcionarios 
políticos y de línea, entidades sindicales) acerca 
de la necesidad de establecer reglas de juego cla-
ras, y el compromiso de atenerse a estas reglas 
una vez establecidas. Sobre la base del consenso 
establecido, resultará importante determinar el 
momento oportuno de una reforma del servicio 
civil. Cualquier intento de reforma administrati-
va requiere una fuerte acumulación de poder po-
lítico que la haga creíble y legitima no solo para 
el conjunto de la sociedad sino en especial para 
los propios funcionarios públicos. En ese sentido, 
cuestiones tales como la elección del momento 
temporal en que se realice, el estilo de liderazgo 
que la atraviese, su lugar en la agenda política y 
no exclusivamente en el discurso, su diferencia-
ción de objetivos de reducción presupuestaria y 
su acompañamiento por mecanismos que asegu-
ren su implementación plena, son ejes centrales 
que deberían plantearse como prioridad. 

Otro punto esencial para garantizar el sos-
tenimiento de las medidas de cambio es trabajar 
sobre un cambio en la cultura de la organización. 
En el diagnóstico realizado se puede observar 
que muchos de los problemas planteados para 
el funcionamiento del servicio civil no tienen su 
origen en un mal diseño de las normas o de las 
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herramientas de gestión, sino en que el trasfondo 
cultural impone en muchos casos su propio jue-
go, produciendo una disociación entre “lo nor-
mado” y “lo actuado”. Sin trabajar ese marco 
cultural, las iniciativas para generar el cambio, 
quedan exactamente solo como “iniciativas”, sin 
que se modifi que la situación de fondo. 

En el corto plazo, se ve como una necesi-
dad urgente resolver las disfuncionalidades que 
surgen del desarrollo de la burocracia paralela 
formada por contrataciones temporarias. El di-
lema en este caso es cómo reducir este espacio 
de discrecionalidad, pero sin obstaculizar el fun-
cionamiento efi ciente de la gestión. Es difícil lo-
grar cambios en el statu quo, porque es funcional 
tanto en términos del menor gasto que signifi -
ca comparado con la planta permanente, como 
en términos del mayor manejo discrecional que 
posibilita para los funcionarios políticos. La so-
lución a este problema tiene que pasar por una 
fi rme decisión política de limitar el uso de las 
contrataciones a las incorporaciones tempora-
rias, tal como se expresa en la normativa que las 
establece. Para reemplazar estas contrataciones, 
es necesario recurrir al máximo aprovechamien-
to de las competencias subutilizadas en la APN. 
Un posible recurso es la reubicación del personal 
que ha ocupado funciones ejecutivas y ha sido 
desplazado por los cambios políticos. Otra alter-
nativa es la revitalización de los cuerpos profe-
sionales, que concentran personal con alto nivel 
de formación.

En el largo plazo, la única manera de contro-
lar las distorsiones del sistema es lograr un balan-
ce entre las garantías del mérito, y la fl exibilidad 
que exige una gestión efi ciente de los recursos 
humanos. El diseño del sistema debería incluir 
una defi nición de aquellos núcleos estratégicos 
del gobierno en los cuales para garantizar la 
continuidad de las políticas y la memoria insti-
tucional sea necesario preservar estrictas reglas 
de mérito y mayor protección de los funcionarios 
públicos. Para el resto de las áreas de gobierno se 
pueden utilizar esquemas de mayor fl exibilidad, 
más cercanos a lo establecido en la Ley de Con-
trato de Trabajo. 

La tendencia hacia sistemas de gestión por 
resultados pareciera más adecuada para lograr 
una mayor transparencia y efi ciencia en las de-
cisiones sobre los recursos humanos. Un cambio 
de esa naturaleza exige un fuerte compromiso 
y liderazgo político para su implementación en 
toda la APN. Consideramos que se trata de una 
alternativa válida, pero que exige un diagnóstico 
previo de cuáles son aquellas organizaciones y 
áreas de gobierno en las que tiene posibilidades 
de implementación exitosa. Para aquellas áreas 
en las que no se considere viable este enfoque, se 
seguiría trabajando desde el paradigma burocrá-
tico, pero priorizando la optimización de proce-
sos, el establecimiento de objetivos de gestión y 
la evaluación del desempeño de los responsables 
de cada proceso.
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V. TABLA DE SÍNTESIS

 Categorías Factores Comentarios del Evaluador

Antecedentes  Fuerte proceso de privatización, desregulación y descentralización en los años 90. En 
  paralelo se crea la carrera administrativa (SINAPA) y madura el sistema de relaciones 
  laborales. En los últimos años, progresiva degradación del sistema de servicio civil 
  por generalizadas excepciones a las normas.

Análisis del Contexto Análisis del  Numerosos cambios en la normativa en los últimos años. Intentos de consolidación 
Institucional marco legal normativa (Ley Marco, Ley de Negociación Colectiva, SINAPA). Persiste dispersión y 
  falta de criterio claro para la reforma.

Análisis Funcional  Análisis organizativo  Sucesivos cambios de dependencia, nivel jerárquico y estructura orgánica de SGP e 
del Servicio Civil de la función  INAP. Intentos de fortalecimiento de RH en las jurisdicciones, con disímil nivel de 
 Recursos Humanos implementación. 

 Indicadores  Baja incidencia del empleo del gobierno central por fuerte proceso de 
 cuantitativos del  descentralización. Alto nivel de tecnifi cación de plantillas. Salarios razonables, 
 sistema de SC  menos competitivos en los niveles gerenciales. 
 analizado

Análisis  Planifi cación Buen sistema de información administrativa, pero utilizado más para  la gestión 
Subsistemas  presupuestaria. Ausencia de defi niciones estratégicas para la gestión integrada de 
  los recursos humanos en el Estado. 

 Organización del  Bajo nivel de formalización. Marco genérico que permite fl exibilidad y 
 Trabajo discrecionalidad. Se defi nen perfi les al momento de la cobertura de los cargos. 
  Progresivamente se instala el concepto de competencias.

 Gestión del Empleo Procedimientos muy desarrollados, pero parcialmente utilizados. Los concursos del 
  SINAPA llevaron a mayor profesionalización de los niveles gerenciales. En los últimos 
  años, generalización de excepciones para la cobertura de funciones ejecutivas y 
  mayor discrecionalidad política.

 Gestión del  Existe un sistema de evaluación de desempeño, pero no se logra su implementación 
 Rendimiento plena y su utilización para la gestión. Se restringe a la evaluación individual.

 Gestión de la  SINAPA simplifi ca la estructura salarial, con reducido número de adicionales. Amplio 
 Compensación abanico salarial. Equidad interna dentro de la carrera, con divergencias con las 
  contrataciones a término. Razonable equidad externa, salvo en niveles gerenciales. 

 Gestión del  La carrera existe y se aplica, pero se desvirtúa por la falta de efectivización de 
 Desarrollo promociones en los últimos años. El rediseño del rol del INAP a partir de la crisis 
  presupuestaria dio lugar a iniciativas novedosas para la gestión de la capacitación. 

 Gestión de las  Excelente desarrollo de las relaciones laborales, limitaciones en las áreas de clima 
 Relaciones Humanas  laboral y comunicación, benefi cios sociales favorables.
 y Sociales  

Índices del   Se ubican alrededor del 50% de la escala. Se destacan por encima de este promedio 
Sistema de   Mérito y Capacidad Integradora (55%), Consistencia Estratégica (40%)
Servicio Civil  
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Abreviaturas
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APN Administración Pública Nacional
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SGP Subsecretaría de la Gestión Pública

SINAPA Sistema Nacional de Profesión Administrativa

UPCN Unión Personal Civil de la Nación



97

CAPÍTULO 3

Síntesis del diagnóstico
Caso Bolivia 1 

I.  RESUMEN EJECUTIVO 

Principales conclusiones 

Se ha avanzado en los últimos años en el desarro-
llo de normativa y herramientas metodológicas 
para trabajar los distintos aspectos de la gestión 
de recursos humanos, y también se han aplicado 
las mismas en algunas experiencias piloto. La pre-
sencia de un órgano regulador, encargado de ha-
cer cumplir la normativa y verifi car la aplicación 
de dichas herramientas, colabora en este sentido. 
Queda pendiente la efectiva implantación de estos 
mecanismos a nivel generalizado para la adminis-
tración pública boliviana, que todavía se maneja 
con criterios fuertemente patrimonialistas.

Los subsistemas más débiles son los de pla-
nifi cación, organización del trabajo, gestión del 
rendimiento y de las remuneraciones. El subsis-
tema de empleo resulta mejor valorado, debido 
a la mejora de los procedimientos y la experien-
cia de las convocatorias abiertas realizadas en 
organismos piloto, y su extensión a otras áreas 
del gobierno. Se registran algunos avances en 
los procesos de capacitación, lo cual mejora la 
gestión del desarrollo, si bien todavía no logra 
defi nirse una carrera administrativa.

Los índices de consistencia estructural, ca-
pacidad integradora y mérito se sitúan alrede-
dor del 20% de la escala prevista, refl ejando el 
débil desarrollo del sistema de servicio civil en 

Bolivia. Algo por encima se sitúan los índices de 
mérito y efi ciencia (22 y 32% respectivamente) 
como consecuencia de las recientes experiencias 
de reclutamiento y selección por mérito, y de los 
esfuerzos de control del gasto en personal.

Contexto institucional

Esta es una época difícil e incierta para Bolivia, 
en el marco de una creciente convulsión social, 
con tres graves confl ictos en el año 2000, que se 
reavivaron en enero de 2002 y más aún en fe-
brero de 2003. Estos confl ictos culminaron con 
la renuncia forzada del Presidente Gonzalo Sán-
chez de Lozada en octubre de 2003 y la toma 
de posesión como presidente del vicepresidente 
Carlos Mesa. La situación actual es el resultado 
de la confl uencia de a) la crisis económica que 
deriva en la falta de progreso en la reducción 
de la pobreza; b) la crisis política manifestada 
en el descontento con las prácticas de clientelis-
mo político y corrupción, y en el surgimiento de 
partidos vinculados con grupos indígenas, que 
plantean el desafío de incorporar una perspecti-
va multicultural; y c) la crisis social, que se expre-
sa en los reclamos por los niveles de inequidad, y 
en la oposición al proyecto de exportación de gas 

1 Autores: Mercedes Iacoviello y Laura Zuvanic.
Este trabajo se basa en la revision y actualizacion 

del diagnostico realizado por Manuel Villoria (2002).
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natural a partir de una historia de exclusión de 
la explotación de recursos naturales. La tensión 
entre el altiplano y los llanos orientales refl eja la 
división entre los pobladores descendientes de los 
aymará, y los de ascendencia española. Si bien se 
han logrado avances en indicadores sociales, han 
sido desiguales y los grupos descontentos no lo 
consideran sufi ciente (BM, 2004). 

En relación al desarrollo del servicio civil, 
Bolivia inició a partir de 1985 reformas estructu-
rales, que comenzaron con un fuerte ajuste para 
recuperar la estabilidad macroeconómica, y se 
complementaron en los ’90 con el proceso de 
privatización y descentralización, y el comien-
zo de los programas de Participación Popular 
y Reforma Educativa. Para su implementación 
se contrata a consultores fi nanciados por orga-
nismos internacionales que si bien permitieron 
cierta continuidad en las intervenciones públi-
cas, generaron situaciones de desequilibrio por 
el surgimiento de la fi gura de “consultores en 
puestos de línea” (Mariscal Reyes, 2002). Aún sin 
contar con el marco normativo sobre el servicio 
civil, desde 1990 se comenzó con el Programa 
de Servicio Civil (PSC), que se basa en un pau-
latino reemplazo de los consultores en “puestos 
clave” por funcionarios de línea ingresados por 
concurso. En 1992 se cambia de estrategia de-
bido a las reducidas metas de incorporación que 
generarían un bajo impacto, y se plantea un plan 
más ambicioso de reclutar 12.200 profesionales 
en diez años. El costo se mostró inviable, y a par-
tir de 1995 los esfuerzos se concentraron en las 
instituciones asociadas a las reformas en curso 
(reforma educativa, impositiva, aduanera, des-
centralización, desarrollo rural y lucha contra la 
pobreza). A pesar de los avances (normativa de 
base y acuerdos institucionales con más de 20 or-
ganizaciones, ingreso vía concurso de alrededor 
de 500 funcionarios de carrera), una evaluación 
en 1997 detecta fuertes limitaciones de impacto 
y sustentabilidad fi nanciera. 

En el marco del Plan Nacional de Integridad 
(PNI) aprobado en 1998, que busca el fortaleci-
miento institucional y la lucha contra la corrup-
ción en la administración pública (Memoria del 

Gobierno 1997–2001). Se reformula entonces el 
PSC y se presenta para su fi nanciamiento al Ban-
co Mundial, creándose el Proyecto de Reforma 
Institucional (PRI), previsto para el período junio 
1999 – agosto 2005. El PRI focaliza su acción en 
reformas horizontales en las áreas de gestión de 
RH, presupuesto por resultados y evaluaciones 
de desempeño, y su aplicación vertical en agen-
cias piloto, tales como la Aduana y el Servicio 
Nacional de Impuestos Internos (principales re-
caudadores), y el Servicio Nacional de Caminos 
(una de las principales áreas de gasto); y los Mi-
nisterios de Agricultura, Vivienda y Educación, 
y el Instituto Nacional de Reforma Agraria (los 
tres vinculados a la estrategia de lucha contra la 
pobreza) (World Bank, 2000). A diferencia del 
PSC, el PRI contó desde su inicio con el apoyo y 
la voluntad política para conducir las reformas. 
El reconocimiento de los avances logrados en los 
casos piloto es generalizado, aunque se critica 
que logra sus objetivos a fuerza de inyección de 
fi nanciamiento externo que no llega a consolidar 
procesos sustentables. Sus principales objetivos 
son a) administración orientada a resultados, b) 
combate a la corrupción, c) reforma del servicio 
civil d) reestructuración organizacional. 

Antecedentes

En julio de 1990 se promulga la Ley 1178 de Admi-
nistración y Control Gubernamentales (SAFCO), 
que regula todo el proceso de la gestión pública, 
a través de siete sistemas de administración y uno 
de control gubernamental, bajo el enfoque de la 
gerencia pública por resultados y la responsabili-
zación de los funcionarios. Las normas relativas a 
la gestión de recursos humanos, correspondientes 
al Sistema de Administración de Personal (SAP) 
fueron las que más demoraron en ser formuladas. 
La carrera administrativa y el Estatuto del Funcio-
nario Público (EFP) están previstos desde 1967 en 
la Constitución Política del Estado (Ley 1615/95, 
arts. 43 a 45). En 1973, bajo régimen militar, se 
dicta la Ley de Sistema de Personal y de Carre-
ra Administrativa (Decreto Ley 11.049) (Mallea, 
1997). Recién en julio de 2001, con la creación 
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de la Superintendencia del Servicio Civil (SSC), 
estuvo plenamente vigente el Estatuto (EFP – Ley 
2027/99, reglamentada por D.S. 25749/00, mo-
difi cada por Ley 2104/00), ya que el mismo se 
había dejado en suspenso dos años por el confl icto 
con la autonomía universitaria. En paralelo, se ac-
tualizaron las Normas Básicas del SAP (NB-SAP, 
Decreto Supremo Nº 26115/01, que reemplaza 
a la Resolución Suprema Nº 217064/97) para 
compatibilizarlas con el EFP. Se han desarrollado 
además una guía para la elaboración de Regla-
mentos Específi cos SAP para cada organismo pú-
blico (RE-SAP), y una guía para la aplicación del 
Sistema de Organización Administrativa (SOA) y 
la elaboración de procesos y estructuras. 

En relación con los subsistemas bajo análi-
sis, la planifi cación y la organización del trabajo 
están reguladas por los sistemas de planifi cación 
(SPO) y organización administrativa (SOA) de 
la ley SAFCO, la gestión del empleo, del rendi-
miento, del desarrollo y de las remuneraciones 
por el SAP, y la gestión de las relaciones labo-
rales y sociales por el Título IV del EFP. El EFP 
abarca “a todos los servidores públicos… en 
relación de dependencia con cualquier entidad 
del Estado, independientemente de su fuente de 
remuneración” (art.3), en lo relativo al régimen 
laboral. Las disposiciones sobre la carrera admi-
nistrativa aplican a los funcionarios de carrera 
de la administración central más las entidades 
autárquicas y descentralizadas. El personal pro-
fesional de salud, la carrera fi scal y judicial, los 
docentes y administrativos universitarios, y todo 
el personal de gobiernos municipales dependen 
de una normativa de carrera específi ca denomi-
nada “de régimen especial” para estos sectores. 
Las Fuerzas Armadas y Policía solo están sujetas 
a algunos aspectos del EFP. 

Cambios desde la fecha del diagnóstico (junio 
2002–agosto 2004) 

El diagnóstico fue fi nalizado inmediatamente an-
tes de las elecciones de junio de 2002, a partir de 
las cuales llegó al gobierno el presidente Sánchez 
de Lozada. El año y medio de su gestión no fue 

favorable a las iniciativas de reforma, debido a la 
necesidad de mantener la coalición política que lo 
llevó al poder. El gobierno del presidente Mesa, 
que asumió a través de una transición constitu-
cional en octubre de 2003, ha formulado un plan 
de gobierno con dos etapas: a) una primera fase 
hasta la Asamblea Constituyente prevista para 
mitad de 2005, b) una segunda fase desde el fi nal 
de la Asamblea hasta el fi nal del mandato cons-
titucional del Presidente (agosto de 2007). En la 
primera fase del gobierno los objetivos políticos 
son revisar la ley de hidrocarburos, someter la 
decisión de exportación de gas natural a un refe-
réndum vinculante, y convocar a Asamblea para 
modifi car la Constitución; y los objetivos econó-
micos, restaurar la estabilidad macro, reorientar 
el gasto público hacia programas sociales de alta 
visibilidad en áreas geográfi cas sensibles, y re-
lanzar el PRI y los esfuerzos de lucha contra la 
corrupción (BM, 2004). El 18 de julio de 2004 
se concretó la iniciativa del referéndum, con una 
amplia aprobación de las medidas propuestas 
por el gobierno. Dada la agenda planteada por 
el gobierno, y el respaldo que signifi ca el resulta-
do del referéndum, se ven mejores perspectivas 
para la reforma administrativa y la prevalencia 
de criterios técnicos para la carrera. Sin embar-
go, las restricciones presupuestarias han llevado 
este año al dictado de normas de austeridad (DS 
27327-31/1/04, DS 27407-15/3/04, DS 27450-
14/4/04) que implican una restricción para el 
desarrollo efectivo de la carrera administrativa.

Análisis de los Subsistemas2

Planificación de Recursos Humanos

Existencia e integridad del sistema (1)
Se ha dado un reciente enfoque del gobierno en 
defi nir y dar seguimiento a metas. Sin embargo, 

2 El análisis de los subsistemas sigue los 93 puntos crí-
ticos establecidos en la metodología, los cuales se listan 
con su correspondiente valoración en el Anexo 1. Para 
cada apartado se indican entre paréntesis los puntos 
críticos asociados.
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no se ha logrado llegar a implementar sistemas 
de monitoreo para el seguimiento de los indi-
cadores intermedios. La gestión del gasto por 
resultados implica medir el desempeño, selec-
cionar metas, verifi car y monitorear. Todo esto 
requiere competencias en cuanto a la gestión de 
personal, controles presupuestarios y fi nancie-
ros, y la Administración Pública Nacional (APN) 
en Bolivia no cumple estos requisitos mínimos 
(BM, 2004). En cuanto a la integración entre las 
distintas funciones de recursos humanos, el SAP 
prevé los subsistemas de Dotación, Evaluación, 
Movilidad, Capacitación y Registro, y su integra-
ción con otros sistemas de la ley SAFCO como 
el de Programación de Operaciones, Organi-
zación Administrativa y Presupuesto (NB-SAP 
cap. I). Si bien el sistema presupuestario tiene 
un alto grado de implementación, los sistemas 
de Planifi cación Operativa (SPO), SOA y SAP 
son los menos operativizados. Dentro del SAP, el 
hecho de concentrarse en el subsistema de Do-
tación funciones centrales como Planifi cación, 
Organización del Trabajo, Selección, Remune-
raciones, atenta contra su efectiva implementa-
ción (en la versión anterior de las NB-SAP se 
distinguían estas funciones, que se concentraron 
bajo un único título en el intento de acercarlas a 
la estructura planteada en el EFP). Por otro lado, 
solo un 60% de las entidades ha elaborado sus 
reglamentos específi cos (RE-SAP y RE-SOA), 
y generalmente no hacen más que replicar los 
contenidos de las normas básicas. Como ele-
mento positivo puede mencionarse la intensa 
actividad de capacitación sobre los sistemas de 
la ley SAFCO que ha realizado la Contraloría 
en los últimos años.

Coherencia estratégica (2–3)
De acuerdo con la Ley SAFCO las entidades 
públicas deben realizar un Plan estratégico y 
además, un Plan Operativo Anual (POA), del 
cual surge la estructura organizativa y el pro-
yecto de presupuesto. Una vez aprobado el pre-
supuesto se reajusta el POA y se determinan los 
Planes Operativos Individuales (POAI) a partir 
de los cuales se defi ne el personal requerido. 

Este proceso está bastante generalizado, pero 
suele ser cubierto solamente en sus aspectos for-
males. Aún en los casos en que se aplican crite-
rios de planifi cación de personal (generalmente 
en áreas de reciente creación, o casos piloto del 
PRI), las recientes restricciones de gasto operan 
sin tener en cuenta la planifi cación de la enti-
dad. El ministerio de Hacienda no ejerce la rec-
toría sobre el sistema de planifi cación, pero sí 
hace operar fuertemente los techos presupues-
tarios. Además, el SPO no está incluido en el 
Sistema Integrado de Gestión y Modernización 
Administrativa (SIGMA) de información conta-
ble y presupuestaria del Ministerio de Hacien-
da. En relación con la reasignación de personal, 
en casos críticos como la Aduana, la situación 
de sospecha de corrupción desde la que se par-
tió —sumada a la falta de información geren-
cial— impidió que se realizara un inventario de 
talento existente debiendo empezar desde prác-
ticamente cero. 

Información de base (4)
Si bien las NB-SAP establecen un detallado 
Subsistema de Registro (cap.VI) que alimenta-
ría al Sistema de Información para la Gestión 
del Personal (SIAP), la realidad actual es que no 
existe un sistema de información fi able sobre el 
personal. El SNAP todavía está desarrollando el 
SIAP, que debería conectarse con el SIGMA. Si 
bien ambos sistemas dependen de Hacienda y 
corren sobre la misma plataforma, no se han in-
tegrado aún. Se realizó un relevamiento amplio 
en 2001 para alimentar el Registro Nacional de 
Funcionarios Públicos, pero funcionó como un 
censo puntual ya que no se siguió actualizando 
(SNAP, 2002). El SIAP no tiene el mismo grado 
de coerción que el SIGMA (que se utiliza para la 
liquidación de sueldos), con lo que se difi culta la 
actualización. En cuanto al peso del empleo pú-
blico sobre la economía nacional, se ha reducido 
fuertemente a partir de la política de privatiza-
ción comenzada a mitad de los ’80, aunque está 
en discusión la razonabilidad de estas reduccio-
nes por no estar orientadas a los objetivos estra-
tégicos de las áreas.
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Efi cacia (5–9)
Las plantillas presentan un elevado número de per-
sonal con titulación universitaria, incluso en puestos 
auxiliares, lo cual refl eja la falta de oportunidades 
profesionales en el mercado laboral. No hay una co-
rrelación entre el nivel educativo y la cualifi cación 
del trabajo realizado. Las NB-SAP (art. 15) estable-
cen que las unidades deben realizar un análisis de la 
oferta interna para adecuar las personas a los pues-
tos, lo cual podría ayudar a resolver la situación.

Administración (10–11)
Al no haber planifi cación de recursos humanos, los 
directivos de línea no pueden saber cuáles puestos 
podrán ser cubiertos, ni en que momento. 

Organización del Trabajo

Existencia e integridad del sistema (12)
El subsistema de dotación de personal prevé el 
proceso de Clasifi cación y Valoración de Puestos 
(NB-SAP art. 13), y su integración con los proce-
sos de planifi cación, reclutamiento, selección e 
inducción. El SNAP ha desarrollado un manual 
de valoración de puestos, que está pendiente de 
validación ya que el BM ha condicionado su 
apoyo fi nanciero al compromiso del Ministerio 
de Hacienda de aplicar el manual una vez ela-
borado. El objetivo es que las entidades cuen-
ten con un manual de clasifi cación, a partir del 
cual solo harían el encasillamiento. Además, el 
SNAP también tutela la aplicación del Sistema 
de Organización Administrativa (SOA), por lo 
que ha dictado Normas Básicas para las estruc-
turas organizativas y los procesos administrativos 
y descripción de puestos (NB-SOA), a partir de 
las cuales cada entidad debe establecer su Regla-
mento Específi co (RE-SOA). La mayoría de las 
entidades cumplen solo formalmente. 

Calidad técnica y fl exibilidad del 
diseño de puestos (13–17)
Según las NB-SAP (art. 17), el POAI defi ne los 
objetivos de cada puesto, con ello se avanza en 
la defi nición de tareas y responsabilidades anua-
les. Actualmente cada entidad establece sus des-

cripciones, sin criterios comunes, y defi ne las 
retribuciones por puesto que estima oportuno. 
La Aduana tiene su propio manual, y ha reali-
zado un diseño de puestos considerando el plan 
estratégico y el plan operativo del año en que se 
realizó. Sus puestos son descriptos de forma bas-
tante genérica, de manera que existe una cierta 
polivalencia en las tareas. 

Calidad de la defi nición de perfi les 
(18–21) y Administración (22–23)
Todavía no está plenamente implementado el 
sistema de organización del trabajo, más allá de 
los desarrollos normativos y algunos casos pun-
tuales de implementación. 

Gestión del Empleo

Igualdad y mérito en el acceso (24–27)
La normativa existente se empieza a cumplir en 
diversos organismos y en otros, se empiezan a 
dar pasos para cumplirla. La existencia de la Su-
perintendencia del Servicio Civil como instancia 
recursiva ayudó a la implementación de las nor-
mas, puesto que sus resoluciones de reclamos y 
de inspecciones son de cumplimiento obligato-
rio. El EFP (art. 5) establece cinco tipos de ser-
vidores públicos: a) electos, b) designados, c) de 
libre nombramiento, d) de carrera, e) interinos 
(condición temporal hasta por 90 días). Según el 
relevamiento realizado para el Registro Nacional 
de Empleados en 2001 (que excluye las carreras 
de régimen especial como docentes y médicos), 
9% son “funcionarios de libre nombramiento”, 
y el 91% restante pertenece a la clase de “fun-
cionarios de carrera”, que comprende los niveles 
a partir del cuarto nivel jerárquico (jefaturas de 
unidad) hacia abajo, cuya incorporación y per-
manencia se sujetaría a las disposiciones estable-
cidas en el EFP (Mariscal Reyes, 2002). Hay baja 
presencia de mujeres en puestos superiores, y 
baja presencia de indígenas en todos los puestos. 

Calidad del reclutamiento (28)
De acuerdo a las NB-SAP (art. 18), el recluta-
miento puede realizarse por mecanismos señala-
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dos por ley expresa en los puestos de funcionarios 
designados y por invitación directa en los de libre 
nombramiento, o por convocatoria pública in-
terna o externa para los puestos de la carrera ad-
ministrativa. Según el Registro de Funcionarios 
del año 2001, solamente un 26% de los funcio-
narios ingresan a la función pública por convo-
catoria pública, el resto lo hace por invitación 
directa, entre las razones más declaradas por los 
servidores públicos (SNAP, 2002). Las primeras 
experiencias de convocatorias públicas fueron 
las realizadas a través del PSC (1992–1997), y 
posteriormente en los proyectos piloto del PRI, 
siendo el caso más exitoso el de la Aduana, por el 
que se procesaron 37.000 postulaciones (12.563 
personas) a 575 cargos entre fi nes de 1999 y prin-
cipios de 2001 (Mallea Rada, 2001) y continúa 
incorporando personal por concursos públicos 
en 2003 y 2004, algunos de ellos implementados 
internamente en la entidad. El Presidente Mesa 
en febrero de 2004 presidió la incorporación a la 
carrera administrativa de 1638 funcionarios de 
36 instituciones. Se retomó así un proceso que 
quedó suspendido desde que en julio de 2002 el 
entonces Presidente Quiroga presidiera la incor-
poración de 837 funcionarios públicos a 9 insti-
tuciones. Se anticipa que para fi nes de 2004 se 
habrán incorporado alrededor de 4500 servido-
res públicos, lo que representa aproximadamente 
un 10% del total de los funcionarios de carrera. 

Calidad de la selección (29–32)
Las NB-SAP (art. 18) exigen: a) convocatoria 
pública, b) evaluación curricular, de capacidad 
técnica y de cualidades personales, c) comité de 
selección incluyendo a un miembro de la unidad 
de personal y otro de la unidad solicitante, que 
debe defi nir de forma previa a la convocatoria 
las técnicas de evaluación a utilizar, d) documen-
tación del proceso de selección d) elección por 
la autoridad facultada entre los candidatos con 
mayor puntuación, e) nombramiento y toma de 
posesión. Se requiere fuerte coordinación entre 
el SNAP y la Superintendencia, debido a compe-
tencias complementarias (y no demasiado claras 
en las normas) sobre la evaluación y convalida-

ción del proceso de selección de personal. Se 
prevé la cobertura por interinato por un período 
máximo de hasta 90 días (art. 21). La realidad 
es que el 70% de las designaciones son “provi-
sorias” (ingresos sin concurso, previos al EFP de 
junio 2001, que pueden regularizarse por con-
curso interno) o “ilegales” (ingresos sin concurso, 
posteriores al EFP, que solo pueden regularizarse 
por concurso externo). 

Calidad de la recepción (33–34)
La recepción o inducción está prevista en las NB-
SAP (art. 19) pero no está sufi cientemente aplica-
da, salvo en casos especiales como la Aduana. Se 
establece también un proceso de evaluación de 
confi rmación al fi nal del período probatorio (del 
cual se excluyen los tres niveles más altos) que dura 
tres meses. 

Movilidad (35)
Según las NB-SAP (art. 31) en la transferencia 
a otro puesto debe prevalecer el consenso entre 
el empleado y la organización involucrada. Este 
punto ha generado confl icto para la aplicación 
de esta norma en algunos organismos como la 
Aduana, que consideran una limitación fuerte 
no poder disponer unilateralmente la movilidad 
geográfi ca de sus empleados. 

Ausentismo (36)
Las ofi cinas de personal de las entidades llevan 
registro del ausentismo, pero no hay registros 
centralizados que permitan tener información al 
respecto.

Disciplina (37)
El régimen disciplinario es el establecido en el 
Régimen de Responsabilidad por la Función Pú-
blica de la Ley SAFCO (art. 17 del EFP). Cada 
entidad tiene que dictar su Reglamento Interno, 
en función del cual son controlados por la SSC. 

Desvinculación (38–41)
El retiro se produce por renuncia, jubilación, 
invalidez, destitución tras procedimiento disci-
plinario, abandono de funciones por tres días 



103

SÍNTESIS DEL DIAGNÓSTICO: CASO BOLIVIA 

continuos o seis días discontinuos, incompatibi-
lidad, prisión formal, supresión del puesto, cuan-
do la evaluación de confi rmación sea negativa, 
y cuando existan dos evaluaciones consecutivas 
de desempeño negativas (NB-SAP art. 32). La 
Superintendencia puede revisar cada proceso si 
se presenta recurso o realizar inspecciones en las 
entidades cuyos indicadores lo ameriten. La eva-
luación del período de prácticas está pendiente de 
reglamentación. El retiro por valoración negati-
va del desempeño y por cuestiones disciplinarias 
no se había utilizado hasta ahora, dado que el 
ingreso era por vinculaciones políticas. Han co-
menzado a darse desvinculaciones que siguen la 
normativa establecida, más allá de que todavía la 
inestabilidad laboral es una de las características 
más relevantes de la función pública boliviana. A 
pesar de que el 72% de los funcionarios es perso-
nal regular, solamente un 58% considera perma-
nente su puesto de trabajo, el resto considera que 
es eventual. Los funcionarios públicos en prome-
dio permanecen 7 años en la función pública, 
4 años en una misma institución y solamente 2 
años en el cargo (Mariscal Reyes, 2002).

Gestión del Rendimiento 

Planifi cación y seguimiento del 
rendimiento (42–45)
Aun cuando la ley SAFCO y el EFP establecen un 
sistema de evaluación del rendimiento individual 
para los funcionarios (que a su vez se especifi ca 
en las NB-SAP), en la práctica éste no se ha im-
plantado con carácter general. El SNAP verifi ca 
los formularios de evaluación, pero suele suceder 
que no se llegan a detectar aspectos discrecio-
nales en los criterios propuestos. La Aduana ha 
establecido un procedimiento de evaluación que 
parte de la programación anual, estableciendo 
el POAI para cada empleado. La evaluación se 
hace anualmente, en base a un método mixto 
que combina la ejecución de los factores esencia-
les del puesto, rasgos de personalidad, el cumpli-
miento de objetivos y el proceso de capacitación 
del empleado. La evaluación la realiza un comité 
en el que está presente el encargado de la unidad 

de personal, el representante de la máxima au-
toridad de la entidad y el superior inmediato del 
evaluado. Los resultados no se utilizan a efectos 
retributivos, sino para aportar datos para la ca-
rrera y la capacitación.

Evaluación (46–48) y          
Administración (49) 
Las NB-SAP establecen cuatro niveles de evalua-
ción: excelente, bueno, sufi ciente y en observa-
ción. La califi cación de “en observación” exige 
una nueva evaluación entre los tres y seis meses 
de la anterior, y dos evaluaciones “en observa-
ción” permiten el retiro del empleado. Los datos 
indican que en casi todas las unidades donde se 
está empezando a introducir evaluación existe 
una tendencia de los directivos a evitar evalua-
ciones negativas de sus empleados. En la Aduana 
han logrado consolidar el sistema al cuarto año 
consecutivo de su aplicación, con dispersión de 
niveles de evaluación sin utilizar la distribución 
forzada. 

Gestión de la compensación 

Existencia de una estrategia salarial (50) 
Existen serias distorsiones salariales en el Sector 
Público, debidas a la ausencia de una política 
salarial y de aplicación de métodos y técnicas 
para clasifi car y valorar los puestos. La valora-
ción de puestos se requiere en la normativa, pero 
no se ha implementado con carácter general. 
La Aduana, la Superintendencia de Bancos y la 
Contraloría tienen sistemas basados en la valora-
ción de puesto con la defi nición de franjas dentro 
de las cuales los funcionarios pueden acceder a 
promociones horizontales. 

Equidad interna y externa (51–57)
La ausencia del principio de equidad genera 
grandes discrepancias en la administración de 
los salarios al interior del Sector Público; sectores 
como el de Regulación (Superintendencias) per-
ciben cerca de tres veces más que el salario per-
cibido por la administración central (Ministerios 
y otros) (Mariscal Reyes, 2002). Aún ajustando 
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los datos por nivel de formación (que es mayor 
en las superintendencias), esta diferencia es muy 
pronunciada. Es generalizado el uso de consul-
tores externos para realizar tareas permanentes, 
generalmente con sueldos más altos, aunque esta 
posibilidad está más limitada a partir de los de-
cretos de austeridad. 

Efi ciencia (58) y Administración (59–61)
Los costos de personal no son excesivos en rela-
ción con los de mercado en ninguna categoría. 
Mas bien al contrario, son demasiado inferiores, 
salvo en los niveles auxiliares y de apoyo. Se ha 
avanzado en la detección de situaciones irregula-
res de duplicación de cargos a través del SIGMA. 
La situación de desventaja de los sueldos gerencia-
les en el Estado se acentúa a partir del reciente de-
creto marco de austeridad (DS 27327, 31/1/04), 
que prohíbe pagos de adicionales a la remune-
ración mensual, establece monto máximo para 
remuneración de presidente, ministros, viceminis-
tros y directores generales, y reduce un 5% el total 
del gasto corriente del Presupuesto General.

Otras compensaciones (62–64)
Los benefi cios extrasalariales existentes son los 
relacionados con el sistema de pensiones y segu-
ridad social, que es común a todos los trabajado-
res bolivianos. No hay pues un régimen especial 
ni privilegio alguno. Las pensiones son bajas en 
general, aun cuando pueden llegar al 90% del 
último salario cobrado. No existen mecanismos 
de evolución de los salarios en función de la infl a-
ción. El control de los aumentos anuales está cen-
tralizado por Hacienda y no permite alteraciones 
durante el ejercicio. Al no existir un esquema de 
carrera establecido, los ascensos no están aún 
previstos con carácter general, ni existen meca-
nismos de reconocimiento de logros sin efectos 
salariales. El modelo de carrera genérico del Tí-
tulo III del EFP es abierto y depende fundamen-
talmente del mercado laboral, en el sentido de 
que consiste en la incorporación de un candidato 
por concurso de méritos a un cargo determinado, 
sin mayores perspectivas de promoción que no 
sean las de presentarse a la competencia por un 

mejor cargo. Este modelo permite la creación de 
incentivos tales como ascensos por franjas, pero 
no se los ha implantado.

Gestión del Desarrollo Profesional

Efi cacia del sistema de promoción y 
calidad del diseño de carrera (65–70)
Las reglas de la carrera (criterios de avance, tiem-
po mínimo por nivel, escala salarial) no están defi -
nidas, ya que las normas establecen solo principios 
generales. Las NB-SAP prevén un esquema de 
carrera que combina la promoción vertical a un 
puesto superior a través de concurso con convo-
catoria externa, y promoción horizontal a un gra-
do salarial superior en el mismo puesto de trabajo 
(art. 29). No está generalizada su aplicación, ni 
siquiera en los casos piloto del PRI. La normativa 
(art. 70 EFP y RA SSC 01/2002) establece tres 
mecanismos de incorporación: a) automática: fun-
cionarios con desempeño efectivo de cinco años, 
o siete años en funciones jerárquicas, o ingresa-
dos a través del PSC o de carreras establecidas, 
b) convalidación de procesos de selección: funcionarios 
con menos de cinco años de desempeño, incor-
porados por procesos que siguen lo dispuesto en 
el EFP, por ejemplo los realizados en el marco del 
PRI, c) modalidad continua: los funcionarios ingre-
sados después de junio de 2001 (fecha de entrada 
en vigor del EFP), que solo adquieren condición 
de funcionarios una vez que la SSC haya conva-
lidado el proceso de selección. Las NB-SAP plan-
tean competencias confusas para el SNAP y la 
SSC en relación con estos procesos (ver arts. 50 y 
61c). Hasta julio de 2004 la Superintendencia ha-
bía recibido 4823 solicitudes, habiendo revisado 
3003, incorporando un total de 2481 empleados 
a la carrera, de los cuales la mitad corresponden 
a entidades descentralizadas (SSC, 2004). 

Calidad de la formación y gestión           
de la formación (71–76)
Las NB-SAP establecen un Subsistema de Capa-
citación Productiva (Cap. V), que incluye la de-
tección de necesidades, programación, ejecución 
y evaluación de las actividades y sus resultados, 
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aunque su aplicación no está generalizada, salvo 
en la capacitación sobre los sistemas de la Ley 
SAFCO. La Contraloría ha desarrollado una 
metodología que incluye a) diseño de macro currícula: 
lineamientos a partir de las necesidades detecta-
das por informantes clave y por las auditorías de 
la misma Contraloría a la institución, b) diseño de 
micro currícula: objetivos, perfi l de destinatarios y 
contenidos mínimos de cada evento de capacita-
ción, c) planifi cación operativa: que se vuelca en una 
carpeta con programa detallado, planes de clase, 
bibliografía, ejercicios prácticos, y evaluaciones. 
El material es elaborado por especialistas, y vali-
dado por un comité interno para confi rmar que 
refl eja la política de la Contraloría. Este esque-
ma permite replicar las actividades en distintos 
momentos / lugares, y con distintos docentes. El 
ámbito de la Contraloría, con certifi cación ISO 
9001 para sus procesos internos, es favorable 
para estos desarrollos metodológicos. 

Gestión de la formación (74–76)
Los responsables del Sistema Nacional de Capa-
citación (SISNACAP) son el SNAP y la Contra-
loría. La Contraloría dirige el Centro Nacional 
de Capacitación, y capacita alrededor de 16.000 
empleados al año. Cuenta con un Sistema Infor-
matizado de Seguimiento Académico (SISAC). 
No tiene docentes de planta, sino que recurre a 
los auditores dentro de su horario de trabajo, y 
contrata a especialistas en cada tema. Tienen el 
proyecto de otorgar incentivos para que los par-
ticipantes sean a su vez formadores en sus áreas 
de trabajo, lo cual permitiría una capacitación 
más situada en el entorno laboral. El SNAP tra-
baja ahora en un proyecto de capacitación a dis-
tancia sobre funciones transversales, fuera de los 
sistemas SAFCO. 

Gestión de las Relaciones Humanas y Sociales

Gestión del clima (77–78),               
Efi cacia de la comunicación (79–81)
La gestión del clima laboral y la comunicación 
institucional son prioridades muy secundarias 
(salvo en casos piloto como la Aduana) en un 

contexto donde el foco está en los intentos de 
consolidar una carrera. Sin embargo, se indagó 
sobre el clima laboral en el relevamiento del Re-
gistro Nacional de Funcionarios Públicos (SNAP, 
2002). 

Equilibrio y calidad de las            
relaciones laborales (82–85)
En Bolivia está prohibida la sindicalización en 
la Administración Pública, al estar excluida del 
ámbito de la LGT por su decreto reglamenta-
rio (DS 224/43), con lo cual no hay derecho a 
la negociación colectiva ni derecho de huelga, y 
se prohíbe el pago de días no trabajados (EFP, 
art. 51.f) Bolivia no ratifi có el Convenio 151 de 
la OIT sobre relaciones laborales en la APN, por 
lo que no estaría violando pactos internacionales 
con estas prohibiciones. Por otra parte la Cons-
titución Política del Estado garantiza el derecho 
a la asociación, por lo cual la prohibición de la 
sindicalización podría ser declarada inconsti-
tucional si fuera demandada ante el Tribunal 
Constitucional, posición que la SSC sostuvo ante 
una misión de la OIT en 2004. 

Gestión del confl icto laboral (86–88)
A pesar de la falta de reconocimiento legal a 
los sindicatos en la administración pública, és-
tos existen y representan fuertes mecanismos de 
presión en las áreas de Educación y Salud. La in-
clusión de estos sectores en el EFP (Ley 2027/99) 
generó una fuerte movilización que logró que en 
la modifi cación del EFP (Ley 2104/00) los secto-
res Salud y Seguridad Social estuvieran sujetos 
exclusivamente a la declaración jurada de bienes 
y rentas y al régimen de ética pública, al igual 
que las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional. 
Esta exclusión no dejó a los sectores de Salud y 
Seguridad Social exentos de la prohibición de 
sindicalizarse, puesto que esta restricción provie-
ne de la Ley General del Trabajo y no del EFP. 
El sector Educación tampoco logró quedar fuera 
de esta restricción legal, aunque en los hechos, al 
igual que el sector de Salud y Seguridad Social, 
está dirigido por sindicatos de maestros rurales 
y urbanos que son sumamente fuertes y nego-
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cian constantemente con el gobierno central, 
que los reconoce como legítimos representantes 
del magisterio. Por otro lado, la normativa des-
centralizadora ha fragmentado parcialmente la 
capacidad negociadora de los sindicatos en estos 
sectores, puesto que ha transferido las instala-
ciones escolares y de salud a los municipios. Du-
rante el 2004 los sindicatos lograron suspender 
un decreto descentralizador que hubiera trans-
ferido adicionalmente la plantilla de estos secto-
res al nivel municipal, con lo que su capacidad 
negociadora se hubiera fragmentado defi nitiva-
mente, pues hubieran tenido que negociar con 
316 Alcaldes, reduciendo su actual capacidad de 
presión sobre el gobierno central a nivel de los 
respectivos ministerios que actualmente contro-
lan la plantilla. 

Gestión de las políticas sociales (88–89)
Las condiciones de trabajo de los empleados (jor-
nada, vacaciones, licencias, horario) se estable-
cen en forma general en el EFP (arts. 46-50) y su 
reglamentación (DS 25749, art. 18 a 25), y son 
equiparables a las establecidas en la Ley General 
de Trabajo. El sistema tradicional de pensiones 
fue reemplazado por las AFP (administradoras de 
fondos de pensión) y un sistema de capitalización 
individual. Sigue siendo importante el peso del 
défi cit de contribuciones del Estado al nuevo siste-
ma de pensiones en relación con el défi cit total. La 
normativa es exigente en la prevención de riesgos 
laborales; existe un organismo público de Segu-
ridad e Higiene en el Trabajo que se encarga de 
promocionar el cumplimiento de la normativa del 
Código de Seguridad Social y de auxiliar técni-
camente. No obstante, en la práctica, no hay una 
implantación de medidas efi caces en este sentido. 
Existen ayudas para estudio y becas, y otras ayu-
das sociales, pero no se insertan en políticas inte-
grales de conciliación de vida familiar y laboral.

Organización de la Función de 
Recursos Humanos (90–93)
Hay varias instituciones implicadas en la gestión 
de RH, con problemas de coordinación deriva-
dos de normas poco claras sobre la competencia 

de cada una de ellas. Las tres entidades responsa-
bles son: el SNAP (organismo desconcentrado de-
pendiente del Ministerio de Hacienda, reporta al 
Viceministro de Presupuesto y Contaduría, crea-
do por DS 25156/98), que actúa como órgano 
rector del Sistema de Administración de Personal 
(SAP) y del Sistema de Organización Adminis-
trativa (SOA); la Superintendencia de Servicio 
Civil (SSC), entidad supervisora de la carrera y 
de la incorporación de personal, e instancia je-
rárquica en la vía recursiva administrativa, y la 
Unidad Técnica del PRI, dependiente de la Vice-
presidencia. Existe adicionalmente un Delegado 
Presidencial para la Institucionalización encarga-
do de actuar como impulsor de la reforma del 
servicio civil, pero carente de un presupuesto sig-
nifi cativo y del necesario respaldo político para 
enfrentarse a intereses creados. El accionar del 
SNAP se ve limitado por la sobrecarga de tareas 
administrativas y por su debilidad jurídica, polí-
tica y fi nanciera, ya que los recientes decretos de 
austeridad disminuyeron su presupuesto al 40% 
de su nivel previo. La SSC (creada por el EFP, 
como entidad autónoma “bajo tuición del MH”) 
mantiene una fl uida relación con la Unidad del 
PRI. Tiene la particularidad de fi nanciarse a 
partir de un aporte del 0,4% de la masa salarial 
de toda la APN (Ley 2104/00), si bien su presu-
puesto está sujeto a los techos que establezca Ha-
cienda, y ha sufrido los recortes de los decretos 
de austeridad. Desde su creación en 2001 la SSC 
resolvió 320 recursos jerárquicos, con un resulta-
do de aproximadamente 50% de casos resueltos 
a favor del funcionario, y un cumplimiento de 
casi el 80% de sus resoluciones. En principio la 
incorporación de una institución independiente 
como instancia jerárquica es interesante, pero en 
el marco del fuerte clientelismo todavía vigente 
en Bolivia es de muy difícil sustentabilidad. El es-
quema combina un organismo rector del sistema 
de recursos humanos (SNAP), con un organismo 
regulador (SSC), y un organismo impulsor (Uni-
dad PRI o Delegación Presidencial para la Ins-
titucionalización). Estos roles no son totalmente 
claros, generando roces y confusiones entre los 
distintos organismos.
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En el Ministerio de la Presidencia hay una 
institución pequeña, el Servicio Nacional de 
Organización del Poder Ejecutivo (SNOPE) 
creada en 1997 para colaborar en la organiza-
ción del servicio público, sin haber una norma 
que establezca su articulación con el SNAP. Por 
otro lado, la Contraloría es una institución que 
depende del Poder Legislativo y controla el ac-
cionar de los organismos del Ejecutivo. En 1992 
asumió un rol importante en la gestión del sis-

tema de responsabilidades de los funcionarios, 
y además realiza la capacitación de los ocho 
sistemas de la Ley SAFCO. Las normas inten-
tan descentralizar la gestión en las ofi cinas de 
personal de las entidades, pero no hay sufi ciente 
personal capacitado para aplicar las metodolo-
gías desarrolladas desde el SNAP, con lo cual su 
aplicación termina dependiendo de las capaci-
dades individuales de los responsables en cada 
institución.

[–]

SUBSISTEMAS DE LA GESTIÓN DE RECURSOS HUMANOS

ESTRATEGIA

Organización
del trabajo

Gestión del
empleo

Gestión del
rendimiento

Gestión de la
compensación

Diseño de puestos
Definición de

perfiles

Incorporación
Movilidad

Desvinculación

Planificación
Evaluación

Planificación [–]

Gestión del
desarrollo

Gestión de las relaciones humanas y sociales

Clima laboral Relaciones laborales Políticas sociales

[–] [+/–] [–]

[–]

[–]

Retribución monetaria
y no monetaria

Promoción y carrera
Aprendizaje

individual y colectivo

Valoración simbólica de los subsistemas de recursos humanos
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II. INDICADORES 

A) Indicadores Cuantitativos

Indicadores Cuantitativos del Sistema de SC analizado – Bolivia (en dólares)3 

1. Tasa de designaciones políticas

Tasa de designaciones políticas 9% Funcionarios de “libre nombramiento” como porcentaje 
  del total – Registro Nacional de Funcionarios Públicos 
  2001 (SNAP, 2002) 

2. Nómina salarial del gobierno central / Producto Bruto Interno

Gasto de capítulo de personal en las Administraciones  425,28 Año 2003
Públicas (en millones)  Fuente: Presupuesto General de la Nación-Viceministerio 
  de Presupuesto - Flujo fi nanciero Consolidado-partida 
  1221

PBI (En millones) 7.855,54 Año 2003 (p)
  Fuente: INE – Indicadores económicos

Nómina Salarial / PBI, en porcentaje 5.41% 

Incentivos del Servicio Civil
3. Compresión vertical de los salarios

Máxima categoría de la escala salarial 2.464,14 Año 2003 – Primer nivel jerárquico por debajo del ministro.
  Fuente: La Remuneración De Los Altos Dirigentes de  
  Sector Público – Trabajo elaborado por Nelson Marconi,  
  Laura Carrillo y Claudia Helena Cavalieri, bajo La   
  Coordinación Del CLAD, Pág. 94

Mínima categoría de la escala salarial 56,06 Año 2002/2003 – Salario básico para el sector público y 
  privado
  Fuente: Decreto Supremo Nº 26547del 14/03/2002

 43.95

 

3 Tipo de Cambio promedio: 2003 Bol 7,67 por cada US$.



109

SÍNTESIS DEL DIAGNÓSTICO: CASO BOLIVIA 

Incentivos del Servicio Civil
4. Sueldo gubernamental promedio del gobierno central / PIB per cápita

Sueldo gubernamental promedio del gobierno central  389,13 Año 2002 (p). 
(mensual)  Fuente: INE, Estadísticas Nacionales 2003

PBI per cápita (mensualizado) 78,45 Año 2002 (p).
  Fuente: Cálculos propios (PBI/Población/12)

 4.96 

Incentivos del Servicio Civil
5. Sueldo gubernamental promedio del gobierno central / sueldo promedio del sector privado

Sueldo gubernamental promedio del gobierno central  389,13 2002 (p) INE, Estadísticas Nacionales 2003

Sueldo promedio sector privado  264,76 2002 (p) INE, Estadísticas Nacionales 2003

 1.47  

Dotación de Servicio Civil
6. Número total de empleados públicos en el gobierno central / población total

I. Número total de empleados  261.658 Año 2003 
  Fuente: La Remuneración De Los Altos Dirigentes de Sector 
  Público Trabajo elaborado por Nelson Marconi, Laura 
  Carrillo y Claudia Helena Cavalieri, bajo La Coordinación 
  Del CLAD, pag. 46

II. Población total 8.274.325 Año 2001
  Fuente: Censo Nacional de Población y Vivienda 2001 – 
  INE Estadísticas Nacionales 2003.

I / II 3.16%

  
7. Gasto público total del gobierno central (excluye pensiones y servicio de la deuda) / Número total de empleados 

públicos del gobierno central

Gasto público (en millones) 1.998,48 Año 2003
  Fuente: Presupuesto General de la Nación-Viceministerio 
  de Presupuesto - Flujo Financiero Consolidado

I. Número total de empleados   261,658 Año 2003
  Fuente: La Remuneración de Los Altos Dirigentes del 
  Sector Público. Trabajo elaborado por Nelson Marconi,  
  Laura Carrillo y Claudia Helena Cavalieri, bajo La  
  coordinación del CLAD, pág. 46

I / II (en dólares)  7.637,75  
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Tabla de índices
    Valor 
 Valor Índices Porcentaje  subíndices Porcentaje 
Índice (escala 0 A 20) de la escala               Subíndice (escala 0 a 10) de la escala

(E) Efi ciencia 6.33 32%    

(M) Mérito 4.31 22%    

(CE) Consistencia  3.69 18%
estructural    

   (CES) Coherencia estratégica 1.71 17%

   (CD) Consistencia directiva 1.43 14%

   (CP) Consistencia procesos 2.42 24%
    

(CF) Capacidad  3.86 19%
funcional    

   (COM) Competencia 2.56 26%

   (EI) Efi cacia incentivadora 1.23 12%

   (FL) Flexibilidad 1.91 19%
    

(CI) Capacidad  4.24 21%
integradora

B) Índices para la evaluación de los sistemas de servicio civil 

Consistencia Estructural 
Subíndice Coherencia estratégica. Es muy débil la in-
tegración de las funciones de recursos humanos 
entre sí, y con la estrategia de la organización. 

Subíndice Consistencia directiva. El nivel de descen-
tralización efectiva de la gestión de recursos hu-
manos es bajo. En general falta preparación en 
las áreas de personal de las entidades, si bien se 
dan casos puntuales donde entidades con mayor 
autonomía y áreas de personal a cargo de direc-
tivos preparados, generan mayor efi ciencia en la 
gestión de los recursos humanos. 

Subíndice Consistencia de procesos. La consistencia de 
los procesos de gestión de recursos humanos es 
muy baja. En particular, están muy poco desarro-

Efi ciencia
Las mayores debilidades surgen del sistema de 
remuneraciones, que resulta inequitativo y poco 
competitivo. Se rescatan como aspectos algo más 
adecuados la razonabilidad del costo global de 
las plantillas públicas, los benefi cios sociales si-
milares a los del sector privado, y las iniciativas 
recientes para orientar la inversión en formación 
en base al diagnóstico de necesidades.

Mérito
Refl eja la coexistencia de un sistema patrimo-
nialista, con iniciativas para institucionalizar el 
reclutamiento y selección por mérito, que co-
menzaron en organizaciones piloto del PRI, ex-
tendiéndose luego a otras entidades. 
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operativa. En el subsistema de empleo, la mejora de 
los procedimientos tras el EFP y la experiencia 
de las convocatorias abiertas realizadas a través 
del PSC y el PRI, y su extensión a otras áreas del 
gobierno, se refl ejan en el índice de mérito, que 
es el mejor valorado en términos relativos. Tam-
bién se registran avances en la gestión del desarrollo, 
ya que si bien todavía no logra defi nirse una ca-
rrera administrativa, se han registrado algunas 
experiencias exitosas de capacitación en relación 
con los procesos administrativo-presupuestarios. 
La gestión de las remuneraciones presenta un bajo ni-
vel de equidad y competitividad, y la gestión del 
rendimiento prácticamente no se ha implementado 
en ninguna entidad. 

Factores del contexto interno y entorno

Persiste una fuerte crítica sobre la mala gestión en 
diferentes niveles estatales, la falta de transparen-
cia y la corrupción, que en gran parte se asocia 
a la falta de una continuidad en las políticas por 
las prácticas clientelísticas. La dependencia del 
clientelismo político puede atribuirse a un siste-
ma electoral que promueve las coaliciones como 
parte del proceso de elección presidencial. Estas 
coaliciones no surgen de programas comparti-
dos, sino en base al clientelismo, lo cual complica 
la gestión dado que cada vez hay mayores diver-
gencias en cuanto a la dirección de las políticas 
entre los distintos partidos (BM, 2004). A partir 
de las elecciones municipales de diciembre de 
2004, por virtud de una enmienda constitucio-
nal los partidos políticos perderán el monopolio 
de presentar candidaturas, por lo cual se estima 
que los problemas derivados de la conformación 
de coaliciones de gobierno se complicarán toda-
vía más al tener que tomar en cuenta las nuevas 
autoridades electas a partir de las denominadas 
“agrupaciones ciudadanas”. 

Al mismo tiempo, la difícil situación en la que 
se encuentra Bolivia hace que se cuestione la utili-
dad de las reformas realizadas en el pasado. Estas 
reformas han logrado avances en los indicadores 
sociales, y han instalado a nivel institucional nor-
mativa y metodología de avanzada en algunas or-

llados los subsistemas de planifi cación y organi-
zación del trabajo. Se destacan por su valoración 
positiva la disponibilidad de información para 
la gestión salarial, y los avances en la detección 
de necesidades y evaluación en los programas de 
capacitación. 

Capacidad funcional 
Subíndice Competencia. Refl eja los avances regis-
trados en el reclutamiento e incorporación de 
personal a través de concursos públicos, si bien 
persisten los criterios clientelistas en la gestión. 

Subíndice Efi cacia incentivadora. La gestión del ren-
dimiento es prácticamente inexistente, y el sis-
tema de remuneraciones muy poco efi ciente. Se 
rescata la posibilidad de despido por bajo rendi-
miento, y el sistema disciplinario que comienza a 
utilizarse en las entidades. 

Subíndice Flexibilidad. Las normas prevén cierta 
fl exibilidad en términos de posibilidad de des-
pido por bajo rendimiento, y de rescisión del 
empleo por razones organizativas. El diseño de 
puestos es bastante formal, y la movilidad fun-
cional y geográfi ca, limitada. 

Capacidad integradora
Refl eja las limitaciones de la gestión del rendi-
miento y de las remuneraciones. También incide 
el bajo desarrollo de la política de clima laboral 
y comunicación. Se rescata en términos relati-
vos la gestión de las relaciones laborales, ya que 
—si bien en términos informales— se respeta el 
diálogo entre las autoridades y los trabajadores 
estatales.

III. CONCLUSIONES 

Análisis de áreas causales

Los subsistemas de planifi cación y organización del tra-
bajo se encuentran muy poco desarrollados, aun 
cuando existen bases para que se los ponga en 
marcha, a través de la planifi cación estratégica y 
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Los esfuerzos de institucionalización se fo-
calizaron en la incorporación mediante proceso 
competitivo, este sesgo conlleva el riesgo de no 
dar continuidad y sostenibilidad a los cambios 
al no complementarse con un modelo claro de 
carrera administrativa. Existen propuestas de di-
seño de diversos modelos de carrera administra-
tiva para diferentes entidades, pero hasta la fecha 
no se han podido plasmar en enmiendas a las 
NB-SAP. Hasta ahora, la carrera solo implica es-
tabilidad en base a méritos. Si bien es un avance, 
no es sufi ciente para retener a los recursos cali-
fi cados incorporados por procesos competitivos. 
No hay una carrera ni una política salarial que 
acompañe el proceso de cambio y no se anali-
za la pérdida de recursos económicos a causa de 
los costos de rotación. La política de austeridad 
implantada por la actual gestión de gobierno ha 
derivado en drásticos recortes presupuestarios a 
la masa salarial de las entidades públicas en to-
dos sus niveles, con el consecuente alejamiento 
de personal altamente califi cado (SSC, 2004).

Se observa que los intentos de reforma de-
penden fuertemente de la voluntad política. Si 
bien los políticos aprobaron la normativa vigente, 
parecen haber encontrado también los mecanis-
mos para incumplirla o dilatar su cumplimiento. 
Los constantes cambios a la estructura del Poder 
Ejecutivo fusionando y eliminando entidades pú-
blicas afectaron la estabilidad laboral de varios 
funcionarios de carrera administrativa. Además, 
durante el año 2003 y parte de la gestión 2004 
el PRI ha paralizado sus actividades de apoyo a 
la reforma por falta de apoyo político. Sufrió los 
efectos de la volatilidad experimentada última-
mente por la Vicepresidencia (que supuestamente 
debería ser un área estable), con cuatro cambios 
en los últimos tres años. A esto se suma la falta de 
coordinación entre las entidades responsables de 
la implantación del Servicio Civil en Bolivia. 

A pesar de estas fuertes restricciones, se han 
realizado algunos avances, como el desarrollo de 
un marco normativo que puede requerir mejo-
ras, pero que provee las bases del sistema. Si bien 
parcialmente, ciertos aspectos de la carrera ya es-
tán en marcha (incorporación y estabilidad por 

ganizaciones gubernamentales. Sin embargo, la 
demora en lograr su consolidación y la dependen-
cia externa que crearon (los recursos externos re-
presentan un tercio del gasto público total) puede 
jugar en contra de iniciativas de reforma a futuro. 

En Bolivia se han realizado desde mitad de 
los años ’80 reformas institucionales e inten-
tos de instalar principios meritocráticos en la 
gestión de recursos humanos en el Estado. El 
marco de ordenamiento administrativo y pre-
supuestario brindado por la ley SAFCO (1990), 
sumado a los recientes avances con la aproba-
ción del EFP, proveen herramientas concretas 
para la lucha contra la corrupción y el cliente-
lismo político. 

En los últimos dos años, es lógico entender 
que los problemas sociales del país han relegado 
de la agenda el tema de la carrera administra-
tiva. Con la nueva gestión de gobierno comen-
zada en octubre de 2003 el clientelismo en el 
nombramiento de puestos públicos ha disminui-
do, además de haberse nombrado un Delegado 
Presidencial para el Desarrollo Institucional que 
viabiliza un canal de comunicación directo al 
Gabinete Presidencial para el tratamiento de es-
tos temas (SSC, 2004).

Conclusiones principales del diagnóstico

A pesar de haberse establecido un sistema nor-
mativo básico que respalda los principios meri-
tocráticos, todavía no hay un sistema de servicio 
civil implementado en el sector público, los es-
fuerzos se limitan a experiencias piloto. Es nota-
ble que en un servicio civil tan poco desarrollado, 
un caso piloto como la Aduana de Bolivia haya 
ganado el premio BID de Mejores Prácticas en 
la Aduana en el año 2002. Los casos piloto que 
mejor funcionaron fueron los de los organismos 
autárquicos, por una confl uencia de la situación 
de mayor independencia que provee la autarquía 
y la disponibilidad de recursos. No fueron tan exi-
tosos los ministerios, más vulnerables a cambios 
políticos. Las transformaciones logradas coexis-
ten con prácticas patrimonialistas, incongruentes 
con los cambios realizados. 
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mérito) y no solamente en las entidades piloto del 
PRI. La extensión de la aplicación de concursos 
públicos genera un espíritu de cuerpo entre los 
funcionarios incorporados, que crea una barrera 
a la discrecionalidad de los ministros. Entidades 
que se encontraban bajo el régimen laboral de 
la Ley General del Trabajo comienzan un pro-
ceso de adecuación al EFP. La presencia de un 
organismo regulador independiente (SSC) que 
provee una instancia de recurso a los empleados 
y funciona como control de cumplimiento de las 
normas para los organismos puede colaborar en 
la consolidación de la normativa y su efectiva 
implementación. 

IV. RECOMENDACIONES 

Además de estar fuertemente respaldado políti-
camente, cualquier intento de mejora del sistema 
de gestión de RH en Bolivia debe incluir estrate-
gias de sostenibilidad fi nanciera, técnica, política 
y social (respaldo de los propios funcionarios y de 
la ciudadanía) para su desarrollo y efectiva im-
plantación. Estas estrategias requerirán segura-
mente una revisión de las normas para corregir 
algunas contradicciones y operativizar los prin-
cipios contenidos en ellas, pero queda claro que 
implantar un servicio civil de carrera requiere de 
una estrategia operativa concertada ampliamen-
te en diferentes instancias y no sólo de una legis-
lación y de instrumentos técnicos de aplicación 
de las políticas de gestión de los recursos huma-
nos. Por otro lado, es importante destacar que la 
implementación de la carrera administrativa ne-
cesariamente requerirá de una inversión impor-
tante de fondos. Sin descuidar las restricciones 
presupuestarias, se debería evaluar la posibilidad 
de asumir esta inversión, que por otro lado ge-
nerará ahorros en términos de disminución de 
la alta tasa de rotación en los cargos ejecutivos 
cubiertos por concursos públicos.

A su vez, a la hora de defi nir la distribución 
de competencias en materia de reforma de la ad-
ministración pública entre varias instituciones, es 
imprescindible diseñar un proceso integral que 
garantice la conducción de un proceso unifor-
me de transformaciones. Es importante entonces 
defi nir con mayor claridad el rol de cada una de 
las instituciones involucradas para potenciar su 
accionar. Actualmente la SSC aparece como la 
institución con mayor incidencia en la gestión de 
los procesos de recursos humanos, mientras que 
el SNAP no cuenta con un respaldo claro desde el 
punto de vista normativo ni político para asumir 
efectivamente el rol de rector del sistema que le 
ha delegado el Ministerio de Hacienda. Por otro 
lado, se ha creado el cargo de Delegado Presiden-
cial para la Institucionalización del cual depen-
de el PRI, pero aun no ha asumido plenamente 
las funciones impulsoras que le corresponden, y 
que el PRI debió dejar de lado por falta de apoyo 
político desde 2002 (SSC, 2004). En defi nitiva, es 
necesario garantizar la efectiva interacción entre 
estas organizaciones, fortaleciéndolas en sus capa-
cidades y clarifi cando su ámbito de acción.

Una última recomendación, de carácter ope-
rativo, es la de aprovechar el SIGMA como me-
canismo de implantación de los nuevos procesos 
de gestión de personal (SSC, 2004). El sistema 
cuenta con manuales operativos detallados, que 
permitirían implantar los procesos aún sin que 
cada organización dicte sus reglamentos especí-
fi cos respectivos para el SAP.

En síntesis, se ha avanzado en los últimos 
años en el desarrollo de normativa y herramien-
tas metodológicas para trabajar los distintos 
aspectos de la gestión de recursos humanos, y 
también se han aplicado las mismas en algunas 
experiencias piloto. Queda pendiente la efecti-
va implantación de estos mecanismos a nivel 
generalizado para la administración pública bo-
liviana, que todavía se maneja con criterios fuer-
temente patrimonialistas. 
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 Categorías Factores Comentarios del Evaluador

Antecedentes  Reformas estructurales desde mediados de los ’80. En los ’90, sucesivos programas 
  de reforma del servicio civil (PSC, PRI) con apoyo del BM, orientados a incorporación 
  de profesionales y fi nanciamiento de incentivos salariales. Problemas de 
  sustentabilidad llevaron a su concentración en algunas áreas piloto.

Análisis del  Análisis del marco  La normativa presenta algunas contradicciones, pero sigue en términos generales el 
Contexto  legal modelo de GRH a contrastar. El problema más grave son las serias difi cultades para 
Institucional  lograr su implementación efectiva. 

Análisis Funcional  Análisis organizativo   Varios organismos a cargo del sistema, desiguales niveles de inserción institucional, 
del Servicio Civil de la función Recursos  bajo nivel de coordinación. 
 Humanos 

 Indicadores   Nivel razonable de la nómina salarial y del número de empleados. Amplio rango 
 cuantitativos del   entre máxima y mínima remuneración de la escala. El sueldo promedio del gobierno
 sistema de SC  supera el del sector privado, aunque no es competitivo en los niveles superiores de 
 analizado la escala. 

Análisis  Planifi cación Sistema integrado de gestión administrativo presupuestario (SAFCO – soporte 
Subsistemas  informático SIGMA), pero con bajo nivel de implantación efectiva, sobre todo los 
  sistemas de planifi cación, organización operativa y administración de personal.

 Organización del  Este subsistema no está maduro todavía. Las normas se cumplen solo en la 
 Trabajo formalidad. 

 Gestión del Empleo Después de varios años de experiencias piloto de incorporación a través concurso 
  público, comienza a replicarse esta modalidad en otras áreas de la APN. Instancia de 
  control de legalidad del proceso a través de la SSC. 

 Gestión del  No está generalizado en la APN, si bien está contemplado en las normas. Interesante 
 Rendimiento experiencia en la Aduana, que logró consolidar el sistema sin recurrir a la 
  distribución forzada. 

 Gestión de la  Falta de equidad interna y externa del sistema de compensaciones. Incentivos para 
 Compensación algunas áreas dependen de la cooperación internacional, atentando contra su 
  sustentabilidad. 

 Gestión del Desarrollo Si bien se establece en la normativa, no hay avances en la implantación de una 
  carrera administrativa, ni siquiera en los casos piloto del PRI. Escasa presencia de 
  actividades de capacitación. Desarrollos metodológicos de la Contraloría en la 
  capacitación sobre los sistemas SAFCO. 

 Gestión de las   El clima organizacional y la comunicación no son una prioridad. No se reconocen las 
 Relaciones Humanas  negociaciones colectivas en el sector público. Los benefi cios sociales son similares a 
 y Sociales los del sector privado. 

Índices del Sistema   Consistencia estructural, Capacidad integradora y Capacidad funcional se sitúan 
de Servicio Civil  alrededor del 20% de la escala prevista. Algo por encima se sitúan Mérito y 
  Efi ciencia (22% y 32% respectivamente).

V. TABLA DE SÍNTESIS
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(Ver anexo fi nal)
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 Fecha de la revisión: Agosto 2004
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 Asistentes: Yanina Azzolina, María Jesús  

Zuvanic

• Fuentes de obtención de la información

Documentos

Banco Mundial (2004) “Estrategia de asistencia 
al país para la República de Bolivia”. Do-
cumento del BM, 8 de enero. http://www.
bancomundial.org.bo/BancoMundial_Boli-
via/eap.asp

Instituto Nacional de Estadísticas (INE) “Esta-
dísticas Nacionales 2003”. http://www.ine.

 gov.bo/cgi-bin/piwdie1xx.exe/TIPO?Grupo
 =01&D2=4&D3
Mallea Rada, Verónica (2001) “La instituciona-

lización de la gestión de recursos humanos 
en la Aduana Nacional de Bolivia”. Adua-
na Nacional de Bolivia. La Paz, 10 de julio. 
http://www.iadb.org/int/customsjpn/Prac-
ticas/Bolivia.pdf

Mallea Rada, Verónica (1997) “La reforma del 
Estado y el servicio civil en Bolivia”. En: 
“Anales 4. Ética, profesionalización y refor-
mas en la función pública”. I Congreso In-
teramericano del CLAD sobre la Reforma 
del Estado y de la Administración Pública. 
Venezuela. Junio. 

Marconi, Nelson, Carrillo, Laura & Cavalieri, 
Claudia Helena (2003) “La Remuneración 
De Los Altos Dirigentes de Sector Público”, 

CLAD. http://www.clad.org.ve/siare/inno-
tend/remuneracion/remuneracion.html

Mariscal Reyes, Hugo (2002), “Reseña de la 
Función Pública en Bolivia. El contexto de 
Reforma del Servicio Civil”, Presentado en 
“Coloquio Centroamericano sobre la Fun-
ción Pública. Aprendiendo de la experiencia 
comparada”. Bolivia. http://www.clad.org.
ve/siare/biblo/biblo_a.html

Memoria del Gobierno Constitucional 1997-
2001, Hugo Banzer. 

Presupuesto General de la Nación. Viceminis-
terio de Presupuesto. Flujo fi nanciero Con-
solidado-partida 1221 (2002) http://vmpc.
hacienda.gov.bo

SNAP (2002) “Registro Nacional de Funciona-
rios Públicos – 2001” http://www.snap.gov.
bo/scivil/spd514.php

SSC (Superintendencia del Servicio Civil) (2004) 
“Presentación a Misión del Banco Mundial 
sobre el Servicio Civil en Bolivia, 25-26 de 
septiembre de 2003” 

Villoria, Manuel (2002) “Diagnóstico del sistema 
de Servicio Civil de Bolivia”. BID. Diálogo 
Regional de Políticas. Madrid, junio. http://
www.iadb.org/int/drp/esp/Red5/Docu-
mentos/BIDBolivar11-02esp.pdf

World Bank (2000) “Bolivia. From patronage to 
professional state. Bolivia Institutcional and 
Governance Review. Volume I: Main Re-
port. Document. August, 25.

Normativa 

Decreto Supremo Nº 224/43. Agosto de 1943. Re-
glamentación de la Ley General de Trabajo.

Decreto Ley N° 11049. 1973. Sistema de Perso-
nal y de Carrera Administrativa.

Decreto Supremo Nº 25156. 4 de septiembre de 
1998. Decreto de creación del SNAP.a

Decreto Supremo Nº 25749. 2 de abril de 2000. 
Reglamento Estatuto Estatuto del Funciona-
rio Público.

Decreto Supremo Nº 25758. 4 de septiembre de 
2000. Decreto de aprobación de SIGMA.
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Decreto Supremo Nº 26547/02. Salario básico 
para el sector público y privado.

Decreto Supremo Nº 27327. 31 de enero de 
2004. Marco de austeridad racionalizando 
el gasto de las entidades públicas.

Decreto Supremo Nº 27407. 15 de marzo de 
2004. Complementa el Decreto Supremo N° 
27.327 de 31 de enero de 2004 y establece 
plazos para la racionalización del gasto en 
las entidades del sector público.

Decreto Supremo Nº 27450. 14 de abril de 
2004.

Dispone y aprueba medidas complementarias de 
austeridad y racionalidad del gasto público 
para el año fi scal 2004.

Ley Nº 1178. 20 de julio de 1990. Ley SAFCO. 
Sistema de Administración y Control Gu-
bernamentales.. 217055 – 

Ley Nº 1615/95. Constitución Política del Esta-
do. Título Cuarto - Funcionarios Públicos - 
Artículos 43, 44 y 45.

Ley Nº 1788. 16 de septiembre de 1997. Ley 
LOPE. Ley de Organización del Poder Eje-
cutivo.

Ley Nº 2027. 27 de octubre de 1999. Estatuto 
Funcionario Público (EFP).

Ley Nº 2104. 21 de junio de 2000. Modifi cación 
Estatuto del Funcionario Público.

NB-SAP - Decreto Supremo Nº 26.115 – 16 de 
marzo de 2001. Aprobación Normas Básicas 
del Sistema de Administración de Personal. 
(Deroga la Resolución Suprema No. 217064 
de 23 de mayo de 1997).

NB-SOA. Resolución Suprema Nº 217055 
– Normas Básicas del Sistema de Organiza-
ción Administrativa.

R.A. SSC 01/2002 Resolución Administrativa 
de la Superintendencia del Servicio Civil 
Nº 01, 28 de enero de 2002. Aprobación del 
Reglamento de Procedimiento de Incorpo-
ración a la Carrera Administrativa

SNAP. Guía para Elaboración del Reglamento 
Específi co SAP

SNAP. Guías de Aplicación del Sistema de Or-
ganización Administrativa (SOA)

SNAP. Modelo de Reglamento Específi co SAP 
para Administración Central

Entrevistas
Nombre Organismo – Area Cargo

Verónica Mallea Rada Aduana Nacional de Bolivia.  Jefe Depto. de Recursos Humanos

Denis Angulo Velarde Proyecto de Reforma Institucional.  Director Ejecutivo
 Ministerio de Desarrollo Sostenible 

Juan Carlos Zuleta Calderón Proyecto de Reforma Institucional.  Director Adjunto
 Ministerio de Desarrollo Sostenible 

Silvia Villena Monje SNAP Directora de Servicio Civil
 Ministerio de Hacienda 

Jeanette Angus SNAP Responsable Registro Nacional de 
 Ministerio de Hacienda Funcionarios Públicos

Hernán Zenteno SNAP Director Nacional
 Ministerio de Hacienda

Walter Guevara Superintendencia del Servicio Civil Superintendente

Raúl Bueno Superintendencia del Servicio Civil Intendente General
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Sitios web consultados
SIGMA – Sistema Integrado de Gestión y  www.sigma.gov.bo
Modernización Administrativa 

Servicio Nacional de Administración Pública www.snap.gov.bo

Instituto Nacional de Estadística www.ine.gov.bo

Gobierno de Bolivia www.bolivia.gov.bo

Presidencia de la República de Bolivia http://www.presidencia.gov.bo/

Dirección Nacional de Comunicación Social http://www.comunica.gov.bo

Honorable Congreso Nacional de Bolivia http://www.congreso.gov.bo

Viceministerio de Presupuesto y Contaduría http://vmpc.hacienda.gov.bo

Grupo Banco Mundial – Dirección Subregional  www.bancomundial.org.bo
Bolivia, Ecuador, Perú, Venezuela. Región AlyC 

Diario La Patria www.lapatriaenlinea.com

Diario Bolivia Hoy www.boliviahoy.com

BID – Bolivia http://www.iadb.org/exr/country/esp/bolivia/
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Abreviaturas

AFP Administradoras de Fondos de Pensión

APN Administración Pública Nacional

BID Banco Interamericano de Desarrollo

BM Banco Mundial

EFP Estatuto del Funcionario Público

LOPE Ley de Ordenamiento del Poder Ejecutivo

NB - SAP Normas Básicas del Sistema de Administración de Personal

NB - SOA Normas Básicas del Sistema de Organización Administrativa

PNI Plan Nacional de Integridad

POAI Planes Operativos Anuales Individuales

PRI Proyecto Reforma Institucional

PSC Programa de Servicio Civil

RA Resolución Administrativa

RB - SOA Reglamentos Específi cos del Sistema de Organización Administrativa

RE - SAP Reglamentos Específi cos del Sistema de Administración de Personal

RH  Recursos Humanos

SAFCO Sistema de Administración Financiera y Control Gubernamental

SAP Sistema de Administración de Personal

SIAP Sistema de Información para la Gestión del Personal

SIGMA Sistema Integrado de Gestión y Modernización Administrativa

SISNACAP Sistema Nacional de Capacitación

SNAP Servicio Nacional de Administración de Personal

SNOPE Servicio Nacional de Organización del Poder Ejecutivo

SOA Sistema de Organización Administrativa
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CAPÍTULO 4

Síntesis del diagnóstico
Caso Brasil1 

I. RESUMEN EJECUTIVO 

Principales conclusiones 

En el contexto latinoamericano, la burocracia del 
gobierno central brasileño es altamente merito-
crática (Evans y Rauch, 1999), gozando además 
de buena reputación técnica y social (Heredia y 
Gaetani, 2002). Los cambios en las prácticas de 
recursos humanos implementados desde 1995 
han ocurrido en contextos de cambios institu-
cionales relevantes (Alston et.al., 2004), como lo 
son la reducción del estado en la economía con 
reformas orientadas al mercado y la contención 
del gasto público (Diniz, 2003). Las prácticas de 
recursos humanos no se han incorporado uni-
formemente, presentando contradicciones por 
la multiplicidad de iniciativas y carencias en el 
estadio de implementación (Gaetani, 2003). Em-
pero, las mismas pueden caracterizarse por su 
búsqueda de fl exibilidad, capacitación continua, 
e incentivos. Bajo la conducción de Fernando 
Henrique Cardoso entre 1995–2002, la gestión 
de recursos humanos buscó introducir criterios 
para revertir la inamovilidad de los funcionarios 
públicos (garantizada por la Constitución de 
1988), controlar los gastos en personal, y posi-
bilitar la contratación bajo el régimen privado o 
régimen celetista (CLT, Ley de Contrato de Traba-
jo). Un primer legado de este gobierno es la re-
ducción en un 18% del número funcionarios del 

Poder Ejecutivo civil federal (ya sea por jubila-
ciones, terciarizaciones o retiro incentivado), es-
pecialmente en las áreas de salud, planifi cación y 
educación (SEGES 2003b), que se revierte en los 
dos últimos años. Un segundo legado es la con-
cepción de la necesidad de una gestión pública 
efi ciente, retomada por el actual presidente Ig-
nacio Lula da Silva con una importante variante: 
la de legitimar las acciones de la gestión pública 
mediante la incorporación de actores sociales en 
las decisiones gubernamentales. 

En relación a los índices, su promedio se sitúa 
en valores superiores al 50%, destacando el alto 
porcentaje que evidencia el índice de Mérito. En 
ese sentido, los valores más bajos corresponden a 
capacidad integradora y efi ciencia con un 56% 
mientras que el mayor valor corresponde a mé-
rito con un 87%. 

Contexto institucional

Con una población de 178.4 millones y un in-
greso nacional per cápita de U$2.830 (Banco 
Mundial, 2003), Brasil se está recuperando de 
la recesión que duró hasta mediados del 2003, 
marcada por un alto índice de desempleo y un 

1 Autores: Mercedes Iacoviello y Ana L. Rodríguez-
Gustá.

Este trabajo se basa en la revision y actualizacion 
del diagnostico realizado por Nelson Marconi (2002).
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crecimiento del 0.6% del PIB para dicho año y la 
reducción de fl ujos de inversión externos direc-
tos, además de experimentar la devaluación del 
real en 1999 (cuando se pasa el tipo de cambio 
fl otante) y posteriormente en 2002 (Brasil-FMI, 
2003). Para 2004 se espera un crecimiento de 
3.5%, continuando las políticas de baja en la tasa 
de interés del Banco Central, y el régimen de 
control de la infl ación por medio de fi jación de 
metas (Brasil-FMI, 2003, Banco Mundial, 2003). 
En el período, Brasil logra un manejo transpa-
rente de las cuentas públicas atribuido a la Ley 
de Responsabilidad Fiscal de 2000 (Loureiro y 
Abrucio, 2003) y más recientemente se logró la 
reforma de la seguridad social que reduciría el 
gasto público. En lo político, sobresale el triunfo 
del Partido de los Trabajadores (PT) en las elec-
ciones de 2002 (en alianza con el Partido Libe-
ral además de algunos partidos de izquierda) y 
la asunción de Lula como presidente en 2003, 
proyectando mantener la estabilidad económica, 
reducir la deuda pública, fortalecer las políticas 
sociales para reducir la pobreza y la desigualdad 
(mediante los programas Hambre Cero, Bolsa Fami-
liar, Primer Empleo, etc.), y fi nalmente, introducir 
mecanismos de participación social en la gestión 
pública (Banco Mundial, 2003, Marini, 2003). 
En términos generales, se abogó por un mayor 
control del estado sobre el mercado, por más in-
centivos estatales a las actividades productivas, y 
por una mayor protección del estado sobre los 
sectores vulnerables aunque manteniendo es-
trategias macroeconómicas similares a las ante-
riores (Sallum Jr., 2003). En el área de reforma 
del estado y del servicio civil, el Plan Plurianual 
2004–2007, Brasil de Todos implicó la elaboración 
del Plan de Gestión Pública para un Brasil de Todos 
(SEGES, 2003a) que establece la necesidad de 
reducir el défi cit institucional del estado, aumen-
tar la calidad y productividad del gasto público, 
profesionalizar la burocracia, e incorporar las 
“bases sociales” en el plan de gestión mediante 
consejos consultivos (Marini, 2003). Esta última 
característica que marca diferencias con la ges-
tión de Cardoso, parece tener como contraparte 
el aumento de presiones corporativas en las de-

cisiones de recursos humanos. Respecto a los ór-
ganos de gestión, Lula mantiene al Ministerio de 
Planifi cación y, dentro de éste a la Secretaría de 
Gestión (SEGES), como instrumentos de trans-
formación del estado (Marini, 2003). Empero, la 
estructura institucional parece seguir sobrecar-
gada por la cantidad de organizaciones que di-
fi cultan la coordinación y el diseño macro (dado 
que las mismas aumentaron un 47% de 1996 a 
2002, Casa Civil y SEGES, 2004), a pesar de que 
una reforma ministerial en enero de 2004 amal-
gamó secretarías y ministerios, principalmente 
en el área social para aumentar la calidad del 
trabajo, revitalizar al estado, y terminar con la 
superposición de funciones (Rosa, 2003).

Antecedentes

En Brasil, la formulación e implementación de 
políticas públicas están constitucionalizadas, dado 
que los 250 artículos y 75 artículos provisionales 
de la Carta Magna de 1988 abarcan temas más 
allá de lo estrictamente constitucional (Alston 
et.al., 2004). Por ello se requiere de Enmiendas 
Constitucionales (EC) para promover cambios 
concernientes al servicio civil. Bajo la reforma 
de Cardoso, la EC 19, del 5 de junio de 1999, 
fue necesaria para implementar cambios en la 
estabilidad y régimen jurídico de los funciona-
rios, iniciándose así formalmente la reforma ad-
ministrativa2. Esta EC ofi cia de marco legal para 
el Plan Director de la Reforma del Estado elaborado 
por Bresser Pereira (1995–1999) y para la Gestión 
Pública Emprendedora ya en el segundo período de 
Cardoso (Martins, 2003a). La EC contempló la 
revisión de la estabilidad de los funcionarios (au-
mentando las posibilidades de su desvinculación) 
e introdujo un régimen jurídico múltiple (esta-
tutario más Ley de Contrato de Trabajo, CLT). 

2 En 1967 hubo una reforma administrativa amplia a 
través del Decreto Lei N° 200 que intentó fl exibilizar 
la AP, pero convivió con estrategias clientelísticas que 
derivaron en la presión de los burócratas para la rigidi-
zación de las reglas del empleo público en la Constitu-
ción de 1988. (Marconi, 2002)
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También instituyó pautas para el control de gas-
tos y equilibrios de las cuentas públicas vía límites 
sobre las remuneraciones, la fl exibilización en la 
dimisión de funcionarios, la transparencia presu-
puestal y el control social del estado. Finalmente, 
amplió la autonomía de gestión de la administra-
ción “indirecta.” Por otra parte, la cantidad de 
los funcionarios y sus retribuciones se ven afec-
tadas por leyes reglamentarias y fi scales sobre 
la disciplina de los gastos públicos (Ley Camata 
82/95 y Ley 96/99). En la línea de control del 
gasto público y su relación con el personal, se 
destaca la reforma al sistema de pensiones de los 
funcionarios públicos bajo Lula mediante la EC 
41 de diciembre de 2003. Dicha reforma llevará 
a la jubilación de 25% de los empleados al 2007. 
Finalmente, está en revisión la Ley Orgánica de 
la Administración Pública, la Ley de Simplifi ca-
ción Administrativa, y la Ley de Directrices de 
Cargos y Carreras (SEGES, 2003a). 

Análisis de los Subsistemas 3

Planificación de recursos humanos 

Existencia e integridad del sistema (1)
Primero, por la Constitución de 1988, el mecanis-
mo principal de planifi cación estratégica macro 
es el Plan Plurianual (PPA), completándose con 
las Leyes Directrices Presupuestarias y las Leyes 
Presupuestarias anuales. Este sistema permitiría 
la evaluación institucional mediante metas or-
ganizadas por programa (Banco Mundial 2003, 
Brown Ribeiro, 2003). Sin embargo, hay un bajo 
grado de conexión entre los planes y la planifi ca-
ción de la gestión de recursos humanos. Con Car-
doso, los planes y el presupuesto sirvieron para: 
1) establecer parámetros de contracción del gas-
to de personal (tomando como referencia los in-
gresos líquidos corriente según las leyes 82/1995 
y 96/99), y 2) planifi car nuevos concursos de 
personal. Con la extinción del Ministerio de Ad-
ministración y Reforma del Estado (MARE) en 
1999 y su transformación junto con el Ministerio 
de Planifi cación y Presupuesto en el Ministerio 
de Planifi cación, Presupuesto, y Gestión, se bus-
có relacionar el presupuesto a los resultados de 

la gestión y función pública (Medidas Provisorias 
1795/99 y 1799/99). Se crea así la Secretaría de 
Gestión (SEGES) con funciones de planifi cación, 
fi jación de metas y evaluación mientras que la 
Secretaría de Recursos Humanos (SRH) retiene 
aspectos más operativos. Es recién en 2002 que 
el PPA busca integrar la gestión pública, por lo 
que varios ministerios elaboran sus propuestas de 
re-estructuración organizacional y sus metas ins-
titucionales tomando en cuenta los macro pro-
cesos identifi cados en su sector de actuación. A 
pesar de ello, la integración con el PPA nunca ha 
alcanzado resultados enteramente satisfactorios 
(Martins, 2003a). Existe algún aspecto relativo a 
la planifi cación de recursos humanos mediante 
la evaluación de los programas de gestión públi-
ca ya en el PPA 2000–2003 (Avanza Brasil, Ley 
9.989/2000), como los Programas de Capaci-
tación de Funcionarios, Programa de Gerentes 
y Funcionarios (Ministerio de Planejamento, 
2002b), pero el PPA como estrategia de desarro-
llo no supuso un modelo de implementación ro-
busto y el ajuste fi scal y el control del gasto llevó a 
socavar los esfuerzos de planifi cación propios de 
los recursos humanos (Martins 2003b). Segundo, 
existe una escasa planifi cación estratégica meso 
en la medida en que pocas organizaciones plani-
fi can sus recursos humanos en trabajo conjunto 
con SEGES, estableciéndose así perfi les de car-
gos, necesidades de capacitación e información, 
práctica que mayormente se limita al momento 
de los concursos (Marconi, 2002). A fi nes de 2002 
se elaboró un Manual para la planifi cación de la 
fuerza de trabajo (Marconi 2002), pero el mismo 
no se llegó a utilizar, si bien algunas organizacio-
nes que conocen el documento buscan utilizarlo 
pero por iniciativa propia (como por ejemplo la 
Agencia Nacional de Petróleo). 

Bajo Lula hay un nuevo ímpetu para alinear 
los 374 programas de desarrollo con el presupues-

3 El análisis de los subsistemas sigue los 93 puntos crí-
ticos establecidos en la metodología, los cuales se listan 
con su correspondiente valoración en el Anexo 1. Para 
cada apartado se indican entre paréntesis los puntos 
críticos asociados.
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to y la gestión pública, dado que el Plan de Gestión 
Pública o Libro Blanco (SEGES, 2003a) se elabora 
junto al PPA 2004–2007 Por un Brasil para todos 
(Marini, 2003). Se intentó implantar una política 
de recursos humanos orientada a aumentar las 
carreras horizontales y de regulación y buscando 
mantener la misma cantidad de funcionarios ac-
tivos en 2007 respecto a 2003 pero diferenciando 
la composición de las carreras. Se evolucionaría 
de un sistema de concentración de carreras ope-
rativas en 2003 hacia otro con concentración de 
carreras de formulación de políticas, dado que 
las primeras se reducirían mediante moderniza-
ción tecnológica, descentralización, y desestati-
zación (Casa Civil y SEGES, 2004). Además, se 
planifi có orientar a los niveles gerenciales hacia 
funciones institucionales, realizando contratacio-
nes de carácter permanente y contratar personal 
profesional en las áreas de servicios esenciales 
como salud, educación y seguridad social (Casa 
Civil y SEGES, 2004). Este esfuerzo de planifi ca-
ción se basó en un diagnóstico llamado El Estado 
Brasilero en Números. En la práctica, llevar a cabo 
las estrategias diseñadas resultó difícil por los si-
guientes motivos: 1) las negociaciones políticas 
dominaron sobre las consideraciones técnicas, 
dándole más peso a los cargos operativos y a los 
intereses sectoriales de los funcionarios que a las 
necesidades de las carreras, 2) las restricciones 
presupuestarias impidieron la planifi cación de 
contratación de personal para todo el período de 
gobierno (Gobetti, 2004), haciéndose para tra-
mos más cortos de tiempo, y 3) la falta de clari-
dad de algunas de las metas institucionales más 
allá de enunciados generales sobre la gestión pú-
blica interfi rieron con su implementación. 

Coherencia estratégica (2–3)
Algunos problemas asociados a la defi nición de 
las metas institucionales de las organizaciones 
hacen que la planifi cación de las estrategias, los 
perfi les y necesidades de personal no sea aún 
integral, por lo que los propios jefes de recursos 
humanos sugieren la necesidad de adecuar la 
gestión del personal y estrategia organizacional 
(ENAP, 2000b). Si bien SEGES induce a las orga-

nizaciones a defi nir sus necesidades estratégicas 
para ligarlas a los criterios de contratación (SE-
GES, 2002) según los perfi les de competencias 
demandados, esta planifi cación resulta menos 
fundamentada en estudios técnicos por la propia 
urgencia de contratar personal. Por otra parte, la 
estrategia de compensación política del funciona-
rio por el gobierno actual (buscando aumentar 
la legitimidad interna), hace prevalecer el criterio 
del funcionario sobre el criterio del ciudadano, 
restando coherencia a la planifi cación de la pro-
fesionalización de la burocracia. También aten-
tan contra la coherencia estratégica el exceso de 
concentración de funciones en los órganos cen-
trales y carencias en los sistemas de información 
como la falta de actualización sobre nivel educati-
vo (SRH, 2002, SEGES 2003b). El Ministerio de 
Planifi cación ha desarrollado un sistema llamado 
PVSCAP (Plan de Valorización del Funcionario 
– Capacitación) que supone que los equipos de 
trabajo de las organizaciones establecen objetivos 
y metas, alimentando la discusión entre funcio-
narios y jefes y el seguimiento de estos últimos so-
bre sus funcionarios. Pero este sistema no parece 
estar difundido entre todas las organizaciones y 
tampoco está institucionalizado. 

Información de base (4)
Los sistemas informatizados comienzan a desa-
rrollarse a partir de 1995 y a pesar de su variedad, 
hay defi ciencias originadas en la falta de actuali-
zación de datos. Por otra parte, ninguno de ellos 
constituye un sistema “integrado.” El PVSCAP 
es un instrumento gerencial informatizado con 
datos sobre las competencias y necesidades de 
capacitación, buscando alinear las competencias 
de los funcionarios con las metas y las misiones 
organizacionales pero hacia fi nes de 2003 se ha-
bía diseminado en muy pocas organizaciones. El 
SIORG (Sistema de Información Organizacional 
del Gobierno) cuenta con información sobre las 
metas de los organismos, sus competencias, ti-
tulares y localización. De los de 46 mil órganos 
empadronados, solamente hay información de-
tallada sobre las metas para 1.500 de ellos y so-
bre las competencias para 18.500 (ENAP, 2002). 
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El SIAPE (Sistema Integrado de Administración 
de Recursos Humanos) se convirtió en un ins-
trumento de gestión y transparencia salarial, 
conteniendo hojas de pagos de 225 institucio-
nes, permitiendo tener una idea clara del total 
de cargos y funciones y asistiendo a los procesos 
de concursos públicos (Ministerio de Planeja-
mento, 2002). Para el año 2000, se implementa 
un módulo de registro llamado SIAPEcad en las 
unidades de pago de los órganos del sistema eje-
cutivo federal con la fi nalidad de ampliar y me-
jorar el registro existente del SIAPE en cuanto 
a mayor operacionalidad y gestión de recursos 
humanos. El módulo SIAPnet tiene una página 
con información sobre los cursos de capacitación 
realizados por los funcionarios. Sin embargo, los 
sistemas de información no están integrados a la 
planifi cación del trabajo de los grupos y muchas 
veces se usan como informes de gastos (ENAP 
2000b). 

Efi cacia (5–9)
El mayor éxito de la política de recursos huma-
nos ha sido la contratación de personal con nivel 
universitario, pasando de una fuerza de trabajo 
del 33.5% de nivel educativo superior en 1996 
a una de 38.6% en 2002, y cerca del 60% tie-
nen nivel medio de escolaridad (SEGES 2003b). 
Del personal en los puestos gerenciales DAS, un 
75% cuenta con educación superior (Ministerio 
do Planejamento 2004). Además, mientras que 
en el sector público el promedio de años de es-
tudios es de 11.3, en el privado desciende a 8.7 
(Marconi et al., 2003). Persiste un desequilibrio 
en las dotaciones de personal entre las diferentes 
unidades por condiciones de contratación menos 
efi cientes para las carreras administrativas y téc-
nicas, además de problemas de distribución de 
personal entre organizaciones. Debe señalarse 
un esfuerzo en aumentar la proporción de carre-
ras típicas del estado (ciclo de gestión, auditoría, 
área jurídica, diplomacia) en el total de emplea-
dos, considerándose el núcleo estratégico bajo 
Cardoso. Específi camente, se fortalece la dimen-
sión fi scal del estado: el Ministerio de Hacienda 
aumenta en 22.279 sus funcionarios entre 1996 

y 2002 (SEGES 2003b), mientras que las áreas 
sociales pierden funcionarios (ya sea por jubila-
ción o descentralización).4 En contraposición a 
esta tendencia y bajo el principio de “calidad del 
proceso de trabajo” (Rosa, 2003), el gobierno de 
Lula, busca aumentar el personal en las áreas 
sociales y reponer terciarizaciones que supuesta-
mente resultaron más caras que el empleo direc-
to. Finalmente, y respecto a gastos de personal, 
las organizaciones federales han cumplido con 
los límites impuestos (Pacheco, 2002a), buscando 
bajar el costo global de personal pero evitando 
la disminución de funcionarios de las carreras 
esenciales. 

Administración (10–11)
Los jefes de recursos humanos acompañan y 
aplican los actos normativos de su área y elabo-
ran propuestas de normas relativas a los recur-
sos humanos, pero están mayormente inmersos 
en cuestiones operativas (análisis de despachos y 
procesos) quitándole así tiempo a la estrategia de 
planifi cación (SRH, 2002). Según una encuesta 
de ENAP (2000b), 58% de los jefes señala como 
una actividad de su cargo la “participación en el 
planeamiento estratégico de la institución” y un 
56% considera también como actividad central 
el “gerenciamiento de los cambios y desafíos or-
ganizacionales.” Empero, si se considera la carga 
de tiempo de cada actividad, solamente un 19% 
de los jefes se puede dedicar en forma frecuente 
al gerenciamiento organizacional. 

Organización del Trabajo 

Existencia e integridad del sistema (12)
En lo concerniente a perfi les de cargos y com-
petencias, entre 2000 y 2002 las acciones ten-
dientes a racionalizar y profesionalizar la fuerza 
de trabajo ocurrieron bajo el concepto de gestión 

4 El 57% de la pérdida total de puestos de trabajo ocu-
rren en el Ministerio de Salud, el 11.8% en el Ministe-
rio de Educación, y 9.7% en el Ministerio de Previsión 
Social (SEGES 2003b).
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emprendedora (Ministerio de Planejamento, 2002), 
aprobando 9 Medidas Provisorias y 8 leyes com-
plementarias (ENAP, 2002). Las carreras se de-
fi nieron como un conjunto de cargos con reglas 
comunes para aumentar la movilidad entre or-
ganizaciones, buscando defi nir competencias 
genéricas (según el modelo de gestión gerencial) 
y específi cas (asociado a las actividades técnicas) 
(SHR, 2002). Este perfi l polivalente reduce la es-
pecialización extrema, para lo que se reagruparon 
cargos por competencias con tres consecuencias 
centrales: 1) se redujo el número de denomina-
ciones de cargos (Marconi, 2002), 2) se extinguie-
ron 28 mil cargos vacantes (al año 2001), y 3) se 
declararon para extinción otros 73 mil cargos 
más (ENAP, 2002). Los nuevos perfi les genéricos 
y horizontales son notorios en las áreas exclusivas 
del estado, como los analistas de comercio exte-
rior, los fi scales agropecuarios, y los supervisores 
médicos periciales (Marconi, 1999). Sin embar-
go, subsisten demasiadas carreras sectoriales (32 
carreras y más de 8 cargos con status de carrera 
-además de otros cargos no organizados en carre-
ra- solamente en el Poder Ejecutivo (Casa Civil y 
SEGES, 2004). Para los 233 mil funcionarios que 
pertenecen al Plan General de Clasifi cación de 
Cargos (PCC), se crearon las Funciones Comi-
sionadas Técnicas (FCT), a fi n de premiar con 
puestos de responsabilidad de gestión a quienes 
contaran con perfi les técnico especializados (Me-
dida Provisoria 2.229-43). Sin embargo, estos 
cargos existen en solo cuatro organizaciones de 
la administración directa al 2002 (ENAP, 2002), 
por lo que el número de FCT es notoriamente 
menor al inicialmente programado (Ministerio 
de Planejamento, 2002b). Además, parecería que 
las FCT se han desvirtuado al emplearse como 
mecanismos de compensación salarial sin consi-
derar necesariamente criterios técnicos como se 
pensó inicialmente. Finalmente, es una carencia 
de los PCC que la mayoría de los servidores fe-
derales no hayan sido agrupados por semejanza 
de atribuciones, manteniéndose como un pool de 
cargos. Por un lado, esto permite una cierta fl exi-
bilidad en la asignación de tareas de los emplea-

dos (Ministerio de Planifi cación, 2002), pero a su 
vez ha generado problemas con el sindicato, que 
reclaman mayor precisión en la defi nición de las 
tareas asociadas a los puestos (CNESF, 2004b). 

Calidad técnica y fl exibilidad              
del diseño de puestos (13–17)
Los perfi les de carreras y cargos más antiguos son 
más específi cos mientras que los más recientes 
obedecen a criterios genéricos y fl exibles. En ge-
neral, la mayor parte de las descripciones de car-
gos se refi ere a atribuciones muy específi cas y con 
requisitos de ingreso que ya no se corresponden 
al entorno organizacional (Casa Civil y SEGES 
2004). Las carreras más antiguas y las verticales, 
por contar con descripciones más detalladas, res-
tringen la gama de tareas a desempeñar por los 
funcionarios. Dicha normativa impide a un fun-
cionario su asignación a una tarea para la que no 
ha realizado un concurso de ingreso, habiendo 
limitantes legales incluso para la agrupación de 
denominaciones. Por ello es más fácil instrumen-
tar el perfi l genérico de carrera horizontal en los 
nuevos concursos (Marconi, 2002). Los exáme-
nes para concursar se diseñan por perfi l según 
las atribuciones de los cargos que SEGES y SRH 
establecen en consulta con las organizaciones al 
momento del reclutamiento. La cultura de defi -
nición de perfi les por competencias aún no está 
difundida, en parte por la falta de uso frecuente 
del PVAcap, prevaleciendo así las defi niciones 
formales dadas por la ley (Marconi, 2002). Des-
taca sin embargo la descripción de las tareas de 
los cargos en la ley, incluyendo responsabilida-
des e incompatibilidades en comparación com el 
contexto regional donde raramente hay descrip-
ción de cargos. No hay mecanismos institucio-
nalizados que gobiernen la defi nición de perfi les 
y su jerarquía, variando según carrera y condi-
ciones de la organización, incluso dependiendo 
de la práctica del propio jefe y de su posibilidad 
de asignar mayores atribuciones a sus empleados 
(Marconi, 2002). Las carreras estructuradas pre-
sentan un progreso más ordenado de atribucio-
nes y puestos que los PCC. 
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Calidad de la defi nición de perfi les 
(18–21) 
Los cargos, especialmente los nuevos, buscan in-
tegrar entre sus atribuciones competencias rela-
cionadas con las características de personalidad, 
más allá de los requisitos técnicos y la titulación 
del postulante. Muchas de estas atribuciones, sin 
embargo, requieren de mecanismos de recluta-
miento subjetivos, como la entrevista, lo cual 
ha resultado problemática por las recusaciones 
(Marconi, 2002). Las FCT son manejadas por el 
Ministerio de Planifi cación tanto en su número 
como en su perfi l, a cargo del equipo del Pro-
grama de Valorización del Servidor Público y 
le valió a este equipo el Premio Helio Beltrao 
(Ministerio de Planejamento 2002b), aunque 
debe señalarse su lenta implementación. Los 
nuevos llamados 2003–2004, tienen perfi les 
claros, pero no son necesariamente los más es-
tratégicos. Con Lula, proyecciones iniciales de 
SEGES planteaban incorporar funcionarios de 
niveles más altos, con perfi l de carrera horizon-
tal y compensar carencias institucionales en las 
áreas sociales. Sin embargo, las contrataciones 
de 2003 resultaron infl uidas por concesiones 
políticas a los sindicatos. De 23.000 posiciones 
repuestas en 2003, 7.000 fueron para las univer-
sidades, y en especial para sus niveles operativos. 
De esta forma, la discusión técnica se solucionó 
políticamente, en vistas de las presiones sobre 
el Ministerio de Planifi cación para incorporar 
cuadros operativos.

Administración (22–23)
Los jefes de recursos humanos de las organi-
zaciones para las que se crean los cargos están 
llamados a opinar sobre la defi nición de atribu-
ciones junto con SEGES. Esto no se hace en for-
ma sistemática, e incluso se ha recomendando la 
organización de Comités por organización y por 
carrera para la planifi cación de los perfi les de en-
trada y de las categorías (Ministerio de Planeja-
mento 2002). La alta carga operativa de los jefes 
de recursos humanos impide que los mismos se 
aboquen al estudio sistemático de perfi les nece-
sarios en la organización (SRH, 2002).

Gestión del Empleo

Igualdad y mérito en el acceso (24–27)
El servicio público federal recluta personal me-
diante concurso público, incluso para cargos 
temporarios dentro del régimen celetista, garan-
tizando selección por mérito y califi cación (Mar-
coni 2002). No existe evidencia de manipulación 
o clientelismo sobre los concursos federales aun-
que hay quejas sobre la prórroga automática 
de contratos inicialmente temporales (CNESF, 
2004b). En el caso de algunas carreras como los 
Especialistas en Políticas Públicas, la ENAP es la 
encargada de instrumentar el concurso, dando 
mayores garantías técnicas al proceso. El acceso 
a las funciones gratifi cadas y DAS (ambos car-
gos de responsabilidad), es por selección direc-
ta mediante currículum, entrevista y revisión de 
referencias sobre el desempeño del candidato y 
con sentido político (Marconi, 2002, Pacheco, 
2003). Para estos cargos puede reclutarse perso-
nal externo al servicio civil. En febrero de 2004, 
había un total de 17.646 DAS, con un 63.1% de 
ellos ocupados por funcionarios efectivos (Go-
betti, 2004). A pesar de este alta representación, 
persisten reclamos de reservar un “porcentaje” 
(no determinado) de DAS para los funcionarios 
de carrera (Ministerio de Planejamento, 2002, 
SRH, 2002). 

Los funcionarios públicos deben ser bra-
sileños con excepción de los cargos en institu-
ciones científi co técnicas (Ley 8.112/90). Los 
discapacitados tienen asegurado el derecho de 
inscribirse en concursos públicos para aspirar a 
cargos que sean compatibles con sus discapaci-
dades, reservándoseles hasta un 20% de las va-
cantes ofrecidas (Ley 8.112/90, Art. 5). Existen 
además mecanismos de acción afi rmativa para 
incorporar mujeres y personas de color (Decre-
to 4.228/2002), aunque el número de mujeres 
en los cargos DAS se mantiene bajo (43.1% en 
el total de DAS y 19.3% en el DAS-6, el nivel 
más alto) (Ministerio de Planejamento, 2004). En 
general, si bien el sector público brasileño tiene 
un 39.6% de hombres, este grupo está sobre-re-
presentando en los altos cargos del sector (con 
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un 43.1%). El derecho a recusación por parte de 
los funcionarios aún no ha sido reglamentado, 
por lo que no hay um marco legal que provea 
garantías contra posibles arbitrariedades en los 
procesos de selección. 

Calidad del reclutamiento (28)
Los llamados para los cargos abiertos a concurso 
se difunden en universidades, escuelas técnicas, 
organismos públicos, organizaciones con acti-
vidades relacionadas al concurso, a través de 
Internet y de prensa, por lo que los medios de 
búsqueda de personal parecen razonables (Mar-
coni 2002). 

Calidad de la selección (29–32)
Entre los años 2000-2002 se privilegió el reclu-
tamiento para cargos con los siguientes perfi les: 
carrera típica del estado sobre cargos generales 
(PCC), perfi l genérico para carreras horizonta-
les sobre específi co para carreras jerárquicas, y 
de nivel superior sobre intermedios y auxiliares 
(Ministerio de Planejamento, 2002) En 2003, 
cambiando la política de contratación, ingresa 
personal en áreas consideradas “de emergencia” 
con el fi n de sustituir funcionarios terciarizados 
y reducir la proporción de profesores sustitutos 
(Folha OnLine, marzo 2004). Se selecciona a los 
postulantes a partir de los resultados de exáme-
nes, la presentación de títulos, test psicotécnicos 
(policía federal), entrevistas (diplomacia), y prue-
ba oral (jueces) (Marconi, 2002). Se prefi eren los 
exámenes por ser más confi ables y estar menos 
sujetos a manipulaciones, interpretaciones sub-
jetivas y consecuentes acciones legales; siguiendo 
una defi nición más burocrática de la evaluación 
de perfi les (Marconi, 2002). Sin embargo, el cri-
terio meritocrático de concursos públicos puede 
no reclutar a los perfi les más idóneos para ciertos 
cargos (Barbosa, 1996 citada en Pacheco, 2003). 
Además, se notan carencias en los mecanismos 
de control de calidad de la selección dado que en 
el curso obligatorio inmediato posterior, ningún 
concursado resulta eliminado, ni tampoco en los 
3 años de prueba posterior al reclutamiento son 
evaluados por una Comisión (Ley 8.112/90). 

Calidad de la recepción (33–34)
No hay orientación sistemática pero hay un cur-
so de formación de funcionarios que sirve como 
una introducción al servicio público, aunque el 
mismo varía de una carrera a otra en cuanto a 
su duración. 

Movilidad (35)
La especifi cidad de atribuciones de las carreras 
disminuye la movilidad. Sin embargo, existe 
movilidad mediante cambios informales que de-
penden de la voluntad del funcionario y del su-
pervisor (Marconi, 2002). Los cargos DAS y las 
funciones comisionadas son designados por per-
sonal de dentro y fuera del estado y los funciona-
rios ocupan un 63% de estos cargos. (Ministerio 
de Planejamento 2004), por lo que los servidores 
se benefi cian de las designaciones directas. En el 
mismo sentido, las FCT para los PCC posibilitan 
que el desempeño técnico especializado sea eva-
luado y recompensado (Pacheco, 2002a). Debe 
notarse que muchos DAS son utilizados como 
complemento de remuneración para funciona-
rios con buen desempeño técnico y que carecen 
de responsabilidades gerenciales claras (Pache-
co, 2003), instituyendo así movilidad espuria que 
disfraza un aumento salarial. Finalmente, la mo-
vilidad geográfi ca es poco frecuente.

Ausentismo (36)
No hay mayor ausentismo, especialmente en 
aquellas organizaciones donde hay control elec-
trónico de las asistencias como en Brasilia. Pero 
existe un sistema de informalidad en la jornada 
de trabajo que resulta en un horario de trabajo 
menor al establecido en la normativa, obtenién-
dose un promedio de horas semanales trabajadas 
de 37.6 para el todo el sector público en contras-
te con un 44.0 para el sector privado (Marconi et 
al., 2003). También existe ausentismo en tanto 
desmotivación del individuo para cumplir con 
las tareas asignadas. El ausentismo puede llegar 
a ser un problema en algunas organizaciones y 
en las regiones, pero no en Brasilia. Algunas ca-
rreras operativas presentan algún grado de au-
sentismo mayor que el promedio (aunque ellas se 
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han terciarizado, como la de motorista). Sin em-
bargo, en ausentismo (así como en salud ocupa-
cional) no hay datos disponibles. 

Disciplina (37)
Los procedimientos disciplinarios en la adminis-
tración pública federal existen y se han renovado 
(Ley 9.784, 20 de Enero de 1999), lo que ha sido 
reforzado por la cultura de rendición de cuentas 
introducida por la Ley de Responsabilidad Fis-
cal (Loureiro y Abrucio 2003). Existe además un 
Código de Conducta de la Alta Administración 
Federal, destinado a Ministros y Secretarios de 
Estado, supervisado por la Comisión de Ética 
Pública. Aumentó el control sobre los servido-
res en áreas sensibles, dado que se echó a 276 
funcionarios como resultado de investigaciones 
de fraudes desde la creación de la Contraloría 
General de la Unión. (Pacheco 2002b).

Desvinculación (38–41)
La EC 19/98 introduce la posibilidad de pérdida 
de inamovilidad del funcionario, un cambio sin 
precedentes para la burocracia brasileña (Gae-
tani, 2000). En los hechos, el sistema es de gran 
estabilidad (Marconi, 2002). Es posible la desvin-
culación de funcionarios por exceso de gasto en 
personal, estableciendo criterios impersonales de 
desvinculación para los fi nes de confección de 
una lista de clasifi cación. Han existido tres pro-
gramas de desvinculación por retiro incentivado 
bajo Cardoso. No hay despidos por motivos po-
líticos siendo una excepción los DAS5, las fun-
ciones gratifi cadas y los puestos políticos, aunque 
los dos primeros presentan gran continuidad de 
personal (Pacheco, 2003). Existen mecanismos de 
desvinculación parcial como la reducción de la 
jornada de trabajo con reducción salarial (anula-
do en el 2002 por el Poder Judicial), el incentivo 
a licencia sin remuneración hasta tres años (Me-
dida Provisoria 2.092-24, 2002), y la “puesta a 
disposición” (Decreto 3.151/1999) para los fun-
cionarios de cargos públicos que resultan innece-
sarios por reestructuración organizacional. A la 
fecha, no se ha podido instrumentar la desvincu-
lación funcional por mala evaluación de desem-

peño individual (según la EC 19/98), al punto 
que el gobierno actual considera solicitar al Con-
greso retirar dicho proyecto de reglamentación 
(O Estado de S. Paulo, 1 de febrero 2004). 

Con respento a la rotación, los procesos de 
“puerta giratoria” son infrecuentes en el empleo 
público federal de Brasil, explicado en parte por 
la estabilidad y el paquete de jubilación superior 
al del sector privado, y en promedio, el salario. 
Existe rotación relativa de los funcionarios más 
jóvenes. Es cierto que las personas más compe-
tentes buscan irse al Poder Judicial y al Poder 
Legislativo, pero no es generalizado porque no 
hay lugares para todos. El personal de puestos 
ejecutivos es más difícil de mantener por su com-
petencia con el sector privado pero hay perma-
nencia aún en los cargos DAS y las funciones 
comisionadas. 

Gestión del rendimiento 

Planifi cación y seguimiento del 
rendimiento (42–45)
La evaluación de desempeño actualmente tiene 
dos componentes: individual (desempeño del 
funcionario en el ejercicio de las atribuciones del 
cargo) e institucional (desempeño colectivo en el 
cumplimiento de las metas que fi ja cada orga-
nización). Implica compensaciones económicas 
llamadas gratifi caciones. Las Gratifi caciones de Desem-
peño de Actividad se re-organizan a partir de 2000, 
estableciéndose algunas novedades: 1) el valor de 
la gratifi cación es de hasta un 50% sumándose la 
evaluación del desempeño individual e institucio-
nal, 2) se extiende la gratifi cación por evaluación 
de desempeño a casi todas las carreras y cargos 
(incluyendo los PCC por Ley 14.040), 3) se fi jan 
ex ante valores para la media y el desvío estándar 
del conjunto de califi caciones individuales para 
evitar uniformidad e infl ación de califi caciones 

5 Los funcionarios de carrera que acceden a las DAS 
lo hacen en uso de una licencia en su cargo de línea, y 
regresan al mismo cuando son desvinculados de dicha 
función. 
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(con excepción de algunas carreras como la de 
los Auditores Fiscales de la Renta Federal) (Dos 
Santos y Luna dos Santos, 2001), 4) se reduce 
la gratifi cación por evaluación de desempeño in-
dividual a un máximo de 30% sobre el salario 
básico, 5) se especifi can acciones de capacitación 
para la corrección de evaluaciones de desempe-
ño insatisfactorias, y 6) se prevé una periodicidad 
de evaluación semestral con efecto fi nanciero 
mensual. Fue prevista la implementación de 110 
gratifi caciones de evaluación de desempeño para 
el período 2000–2003, habiéndose implemen-
tando más del 55% de ellas en 2002 (Ministerio 
de Planejamento, 2002b) que se continúa en el 
gobierno actual. Sin embargo, el tipo de sistema 
de evaluación de desempeño y su grado de im-
plementación varían entre organizaciones (Dos 
Santos y Luna dos Santos, 2001, ENAP 2000a). 
En los niveles operativos de la burocracia, no hay 
incentivos formales para que la relación entre el 
jefe y el subordinado se desarrolle como relación 
de supervisión centrada en el control de resul-
tados de la tarea. En los niveles superiores, hay 
problemas de dirección porque no hay incenti-
vos ni capacitación gerencial adecuada para los 
ocupantes de cargos de supervisión y funciones 
gerenciales. Los programas existentes resultan 
insufi cientes teniendo en cuenta la gran necesi-
dad de formación de dirigentes (Casa Civil y SE-
GES 2004). Por lo general en el gobierno central 
el jefe no determina las metas de los funcionarios 
y la evaluación del desempeño se hace a partir 
de lo que él cree que es un buen desempeño. 
Las instituciones en el área económica tienden 
a establecer algún tipo de meta individual, y en 
este sentido funcionan mejor que las cultura-
les. Finalmente, el PPA introduce evaluación de 
metas institucionales pero la misma no termina 
de articularse con la evaluación individual en la 
mayoría de las organizaciones. En algunas insti-
tuciones (Tesoro Nacional) y administración in-
directa hay una defi nición más clara de las metas 
que los funcionarios deben cumplir y se llega in-
cluso a defi niciones de los equipos. Pero se nota 
un proceso de defl ación de las metas institucio-
nales para permitir la distribución de la gratifi ca-

ción en la organización (Dos Santos y Luna dos 
Santos, 2001).

Evaluación (46–48) 
Los mecanismos formales de evaluación de des-
empeño (tanto para las gratifi caciones como las 
promociones) tienen problemas de efi cacia. Hay 
un entorno cultural y organizacional que no es 
consistente con las prácticas de evaluación por 
lo que subsisten componentes discrecionales, 
paternalistas y subjetivos, a pesar de que los je-
fes de recursos humanos consideran importante 
atar la evaluación de desempeño individual al 
cumplimiento de metas (Dos Santos y Luna dos 
Santos, 2001, ENAP, 2000a). El sistema enfrenta 
resistencia de trabajadores y sindicatos (CNESF, 
2004). Los Comités de Evaluación ajustan las 
evaluaciones a la distribución forzada pero sin 
adentrarse en la calidad de las mismas. La grati-
fi cación por desempeño institucional ha llevado 
a que en algunas organizaciones se baje la cali-
dad y el nivel de las metas para poder acceder 
al cobro de su gratifi cación (Dos Santos y Luna 
dos Santos, 2001). Por otra parte, si bien existen 
indicadores institucionales, aún no está estable-
cido un sistema por el que el jefe establezca los 
objetivos y metas de los funcionarios individuales 
para todas las organizaciones públicas. 

Administración (49)
La cultura de evaluación de las jefaturas, usual-
mente el jefe inmediato, desborda los mecanismos 
establecidos. Al estar atadas a las gratifi caciones, 
las evaluaciones de desempeño pueden llevar a 
importantes pérdidas en la remuneración del 
funcionario lo que es un problema para el jefe 
quien se ve en la situación de tomar decisiones 
salariales. Los Comités reciben dos tipos de ape-
laciones: fi jación inadecuada de metas de desem-
peño y falta de equidad en la aplicación de los 
criterios (Antunes, 2002), pero los Comités no 
cuentan con mecanismos para corregir el conjun-
to de califi caciones, produciéndose descontento 
y deslegitimación del sistema como instrumento 
de desarrollo organizacional e institucional (Dos 
Santos y Luna dos Santos, 2001). 
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Gestión de la compensación 

Existencia de una estrategia            
salarial (50)
Cardoso hereda una estructura salarial desorde-
nada por los esfuerzos orientados a recuperar el 
salario frente a la infl ación y por la capacidad 
de presión de ciertos grupos para obtener bene-
fi cios. Entre 1995-2000, se busca equiparar a los 
salarios públicos con los privados, utilizando es-
tudios de benchmarking (ENAP, 2002). La estrategia 
salarial buscó introducir al menos parcialmente 
la jerarquía salarial, es decir, la consistencia de 
los salarios relativos a partir de las atribuciones, 
las responsabilidades y los perfi les de los cargos. 
Esto último llevó a la redefi nición entre la rela-
ción del componente salarial básico o fi jo (vencimientos 
básicos – VB) y el componente variable (gratifi ca-
ción). Antes de 1995, el salario básico aumentaba 
en forma lineal para todos los cargos y carreras 
como ajuste a la infl ación dándose la diferencia 
salarial por las gratifi caciones. Desde entonces se 
produjeron los siguientes cambios: 1) se redujo el 
componente variable, 2) se extendió la amplitud 
salarial de las carreras, distanciando así el sala-
rio de inicio del salario máximo (especialmente 
en las carreras de ciclo de gestión, auditoría y 
jurídica), 3) se comenzaron a homogeneizar las 
remuneraciones de funcionarios que desempe-
ñan tareas semejantes pero están en puestos dife-
rentes (como la fi scalización), y 4) se aumentó el 
salario de los niveles más altos, siendo el salario 
promedio de los cargos políticos un 12% mayor 
que cargos semejantes en el sector privado (con-
trolando por edad, educación y sexo, Marconi et 
al., 2003). Junto con Argentina y México, Brasil 
es el otro país de América Latina que estaría pa-
gando salarios competitivos para sus dirigentes 
(Marconi et al., 2003). Respecto al conjunto del 
sector (y usando los mismos controles), el salario 
promedio es un 31.8% mayor que el promedio 
salarial privado (Marconi et al., 2003). La estra-
tegia salarial para los cargos altos se continúa 
con Lula a fi n de evitar “fuga de cerebros” del 
Ejecutivo, contando con salarios en el rango R$ 
6,3 mil a R$ 8,5 mil a mediados de 2003 (Rosa, 

2003). Pero hay otros cambios, al plantear una 
recomposición para 2004 de mayor aumento 
proporcional para los PCC, los funcionarios de 
la salud, la educación y la seguridad social, ajus-
tándose por encima de la infl ación. La amplitud 
salarial está siendo reducida, siendo la estrate-
gia actual diferente a la de Cardoso. Lula está 
dando ajustes mayores a los cargos operativos y 
menores a los cargos más altos, bajando la am-
plitud salarial. Existen acuerdos para aumentar 
las gratifi caciones y los salarios de varias carre-
ras, pero una limitación de esta estrategia es que 
los ajustes en la compensación se planteen antes 
de una re-estructuración de las mismas (como 
lo son el caso de las carreras de INSS y de los 
funcionarios de los ministerios de Trabajo, Sa-
lud, Asistencia Social y Seguridad Social). Otra 
limitación surge de la aplicación de criterios in-
consistentes: en algunos casos se prevé un ajuste 
diferenciado según competencias (planteándose, 
por ejemplo, la anulación de las gratifi caciones 
de incentivos y estímulos a la docencia) mien-
tras que en otros hay aumentos especiales para 
ciertas categorías. Además, como las propuestas 
salariales se negocian en la Mesa de Negociación 
Permanente con los sindicatos, los resultados se 
ajustan a los intereses de los gremios y su diferen-
te capacidad de presión, introduciendo factores 
que van más allá de la racionalidad técnica de la 
estructura salarial. 

Equidad interna y externa (51–57)
Entre 1995 y 2002, se revisó la remuneración de 
cerca de 40 carreras estructuradas esenciales del 
estado, resultando en una tasa media de aumen-
to salarial del 210% (Ministerio de Planejamen-
to, 2002). Con la reforma de la seguridad social 
de diciembre de 2003, se hace efectivo el “techo 
salarial” para los funcionarios públicos, igual al 
mayor salario de los ministros del Supremo Tri-
bunal Federal en el caso del ejecutivo federal. Con 
Cardoso, existe un intento de establecer cierta 
equidad entre los tres poderes del estado, dado 
que para aquellos funcionarios que no tuvieron 
re-estructuración salarial en los últimos años, el 
PE ordenó un aumento porcentual salarial del 
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3.17% (que había sido dado a los funcionarios 
de los Poderes Judicial y Legislativo en 1995) 
(Ministerio de Planejamento, 2002). Los funcio-
narios no perciben que reciben la compensación 
adecuada y hay pedidos de aumento salarial re-
currentes, aunque esto no es un patrón para todo 
el gobierno. No hay percepción de equidad pero 
esto se debe a una cultura muy peculiar de la 
administración pública, aunque las carreras típi-
cas del estado tienen una mayor percepción de 
igualdad. Los mayores desequilibrios se dan en 
el nivel operativo, con productividad baja y sala-
rios promedio más altos que en el sector privado, 
que desearían tener mejor condiciones laborales 
(mayores sueldos, jefes más comprensivos, etc.) 
pero con una visión de funcionarios pasivos. La 
estabilidad laboral es un factor motivador de una 
nueva generación de funcionarios con buena ca-
lifi cación dentro del sector público. 

Efi ciencia (58)
Como mecanismo de promoción, cada nivel de 
la carrera tiene un vencimiento básico diferente. 
Este mecanismo no termina de funcionar como 
motivación porque no hay cupos de cargos por 
nivel, siendo estas promociones determinadas en 
los hechos mayormente por la antigüedad (Mar-
coni, 2002). De esta forma, la progresión en la 
retribución mediante el ascenso de niveles en 
la carrera no actúa necesariamente como moti-
vador porque las competencias y el desempeño 
tienen un lugar secundario en la promoción. La 
evidencia sobre las gratifi caciones como factor 
en la motivación es ambigua (Dos Santos y Luna 
dos Santos, 2001). 

Administración (59–61)
Marconi (2002) señala que la política salarial 
buscaba fi jarse de acuerdo a las competencias, 
pero en general, la implementación y las deci-
siones de política salarial son centralizadas a 
fi n de mantener criterios homogéneos, y evitar 
demandas judiciales. Respecto a la información 
salarial, aumentó su precisión y transparencia es-
pecialmente entre 1999 y 2002, a lo que contri-
buyó la reducción del número de gratifi caciones 

y su estipulación en 30% del salario total como 
máximo. Antes de 1999, algunas gratifi caciones 
incluían el desempeño y otro tipo de compensa-
ción pecuniaria, que tornaba su administración 
compleja y poco transparente (Ministerio de Pla-
nejamento, 2002). Lo que cambia con el nuevo 
gobierno es la negociación sindical en la fi jación 
de compensaciones.

Otras compensaciones (62–64)
Existen benefi cios salariales indirectos para un 
76% de los funcionarios del sector público (Mar-
coni et al., 2003) así como compensaciones no 
salariales, en la forma de benefi cios sociales (véa-
se más abajo), cupones de transporte y comidas, 
y planes especiales para acceso a vivienda bajo 
el gobierno de Lula. Históricamente, la jubilación 
integral ha sido una compensación central dentro 
de un régimen específi co de los funcionarios, con 
mecanismos de acceso en términos de edad, años 
de trabajo, y contribución, sumamente benefi -
ciosos para los funcionarios (Pacheco, 2002a). La 
EC 41 de diciembre de 2003 y la Ley 10.887/04 
reforman el sistema de seguridad social por ser 
desequilibrado e injusto desde el punto de vista 
de la concentración de la renta y de las oportuni-
dades de los empleados del sector privado (Mar-
coni 2002), siguiendo con los incipientes cambios 
del gobierno anterior (EC 20 de diciembre 1998, 
Ley 9.783/99). En los hechos se termina la ju-
bilación integral al contabilizar el promedio de 
las mayores remuneraciones utilizadas (en vez 
de la última remuneración percibida) como base 
de la contribución del funcionario al régimen 
de jubilaciones. Si bien se instituyen “reglas de 
transición” y se fi jan techos para las jubilaciones 
futuras (en R$ 2.400 mil), se gravan en 11% las 
jubilaciones actuales de más de R$ 1.440 mil. 
En cuanto a los costos, en 2001 se gastó R$ 48.6 
billones en jubilaciones en las tres esferas del go-
bierno, cubriendo a un total de 3 millones de pa-
sivos. Este monto fue fi nanciado casi en un 85% 
por el Tesoro (Pacheco, 2002a). En 2002, los gas-
tos destinados a inactivos y pensionados alcanzó 
a representar el 45% de los gastos de personal 
(Ministerio de Planejamento, 2002). 
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Gestión del desarrollo profesional 

Efi cacia del sistema de promoción y 
calidad del diseño de carrera (65–70)
Existe la progresión o cambio de atribuciones por 
ascenso por escala dentro de una misma clase y 
la promoción o cambio de clase a una inmediata-
mente superior. Se ha intentando reducir la an-
tigüedad en la movilidad, buscando introducir 
criterios de evaluación de desempeño anuales 
(Marconi, 2002) aunque los mismos han resulta-
do altamente insatisfactorios. La promoción está 
sujeta a otros requisitos, como los cursos de per-
feccionamiento y la existencia de vacantes (Dos 
Santos y Luna dos Santos, 2001). Falta normati-
va detallando como se debe dar el progreso de la 
carrera. En la práctica, el progreso es lento, y re-
sulta asociado a la antigüedad. La actual estruc-
tura formal no estimula el desarrollo profesional 
porque se da en forma casi automática. Por otra 
parte, hay una estructura informal de carrera, 
que es fl exible y posibilita el progreso a partir del 
desempeño, pero ello se limita exclusivamente a 
los puestos de jefatura para las carreras estructu-
radas. Para compensar los perfi les más técnicos 
de los PCC, existen los FCT. 

Calidad de la formación y gestión          
de la formación (71–76)
Antes de 1995, la capacitación era en función de 
la carrera. Luego de 1995, la capacitación pasa a 
ser considerada de interés para la institución y se 
intensifi ca, estableciéndose una Política Nacio-
nal de Capacitación (Ley 2.794/98). Iniciativas 
importantes son el Proyecto Habilitar, que persigue 
como meta proporcionar condiciones de profe-
sionalización para un 60% de los funcionarios 
de los órganos sectoriales, la administración di-
recta, autárquica y fundacional. Con esta me-
dida se favorece la califi cación y reclasifi cación 
de los benefi ciarios, así como la ampliación de 
condiciones de empleo. El Proyecto Formar busca 
elevar el nivel escolar de los servidores públicos y 
ampliar su capacidad profesional. La implemen-
tación de dicha política, sin embargo, ha sido 
burocratizada y no alcanzó los resultados espera-

dos, gastándose en forma poco efi caz (Pacheco, 
2002a). 

Gestión de las relaciones humanas y sociales. 

Gestión del clima (77–78) y              
Efi cacia de la comunicación (79–81)
No hay directivas ni instrumentos de medición 
de clima. Podría notarse, sin embargo, el Progra-
ma de Calidad del Gobierno Federal (desde 1998) y el 
Premio Helio Beltrao (desde 1996), recompensando 
los esfuerzos de organizaciones y equipos (ENAP, 
2002). Las instituciones que participan en pro-
gramas de calidad son las más interesadas por el 
clima. De hecho, el clima laboral funciona bien 
por las relaciones personales en el sector público 
en Brasil, que en términos informales son bue-
nas, aunque también esto varía según las carac-
terísticas del jefe. Algunas instituciones (como 
la diplomacia y militares) tienen jerarquías más 
rígidas, aunque en los restantes casos hay buenos 
grados de apertura entre supervisores y funcio-
narios. Hay más espacio para opinar en el sector 
público respecto al sector privado. Sin embargo, 
los jefes no se interesan en la estrategia de desa-
rrollo profesional de sus empleados. Cuando hay 
un problema con un funcionario el jefe lo deriva 
al área de recursos humanos. El jefe raramente 
participa en la carrera del funcionario, una de 
las cosas más importantes que tiene que cambiar 
pero es difícil porque es una cuestión cultural. En 
los niveles operativos y más bajos de la burocra-
cia, la tendencia es que prevalezca un clima de 
baja motivación y desorientación. 

Equilibrio y calidad de                             
las relaciones laborales (82–85)
En la teoría jurídica, aunque mitigada en la prác-
tica, prevalece la determinación unilateral del 
Estado sobre las condiciones de trabajo y de la 
remuneración (Cheibub, 1999). Los mecanismos 
de resolución de disputa corresponden a los pro-
cedimientos administrativos del estado. El Foro 
de las Carreras Típicas del Estado (FCTE) fue la 
única organización de trabajadores con las que 
Cardoso se sentó a conversar durante el curso 
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de la reforma administrativa, pero dicha nego-
ciación fracasó, siendo uno de los puntos la falta 
de incorporación del FCTE a las comisiones de 
trabajo del MARE (Cheibub, 1999). Las reglas y 
los salarios fueron fi jados mediante legislación. 
Por el contrario, con Lula se ha establecido la 
Mesa de Nacional de Negociación Permanente, 
donde la política del gobierno queda institucio-
nalmente “fi ltrada” por las demandas gremiales, 
fi rmándose una serie de acuerdos salariales a me-
diados del 2004. Una ventaja de la Mesa es que 
el gobierno negocia bien con los funcionarios y 
le da legitimidad hacia adentro. Pero el gobierno 
abdica muchas veces de consideraciones técnicas 
y predomina la negociación política. El riesgo 
es que la política de RH pasa a ser defi nida por 
la mesa y no por los organismos especialmente 
designados para ello, terminándose en muchos 
casos con intereses de los grupos sindicales par-
ticulares. 

Gestión del confl icto laboral (86–88)
La Mesa no previno confl ictividad sindical por 
ajustes salariales y la reforma de la seguridad 
social, registrándose un 68% de paralización de 
las reparticiones federales en agosto de 2003 (O 
Estado de S. Paulo, setiembre 2003). 

Gestión de las políticas sociales (88–89)
Existen asignaciones familiares, licencia por mo-
tivos de salud, licencia por maternidad y adop-
ción, compensaciones por nacimiento de hijos, y 
cobertura de salud integral (médica, hospitalaria, 
odontológica, psicológica y farmacéutica) para el 
funcionario y su familia brindada por el Sistema 
Único de Salud (Ley 8.112).

Organización de la Función                     
de Recursos Humanos 

Las decisiones de recursos humanos están cen-
tralizadas, posiblemente por la búsqueda de re-
ducción de gastos de personal (Marconi, 2002), 
pero su ejecución operativa es fragmentada. Las 
áreas de recursos humanos tienen casi exclusi-

vamente valor operacional (SRH, 2002), lo que 
coincide con el hecho de que la mayor parte del 
tiempo, los jefes de recursos humanos declaran 
realizar dos de sus funciones: atención al perso-
nal de la institución (60%) y análisis y despacho 
de procesos (41%). Un alto número de jefes con-
sidera a su “poca autonomía decisoria” como un 
obstáculo en su gestión (ENAP, 2000b). 

Desde 2002 se instrumenta el Proyecto de 
Desarrollo de Gerentes Operacionales y Super-
visores (DGOS) para promover la capacitación 
continua de estos funcionarios para fortalecer 
la administración por programas que supone el 
PPA. Este proyecto forma parte del Programa 
de Valorización del Funcionario y del subpro-
grama de Capacitación de los Funcionarios 
Públicos Federales en Desarrollo Gerencial de 
SEGES conjuntamente con la Escuela Nacio-
nal de Administración Pública. No se ha capaci-
tado al número deseado de gerentes (Ministerio 
de Planejamento, 2002b). La ENAP también 
entrena gerentes para otros sectores de la ad-
ministración (ASSEC, 2002). Los jefes de recur-
sos humanos reciben entrenamiento mediante 
el Programa de Modernización del SIPEC. Sin 
embargo, existen carencias de entrenamiento 
que diferencien las habilidades de supervisar y 
coordinar equipos (necesarias para los DAS de 
nivel 1), de las habilidades de dirección (DAS 
nivel 5), y de las habilidades de gerenciar y diri-
gir en un sentido más amplio (DAS 6) (Pacheco, 
2003). Estas competencias son muy complejas 
en el sector público, donde hay variedad de ac-
tores, los intereses son difusos y contradictorios, 
hay necesidad de coordinar y construir consen-
sos, y los resultados son menos tangibles (Pache-
co, 2003).

Los directivos se responsabilizan. Los jefes de 
recursos humanos señalan problemas respecto a 
su capacidad de ejercer responsabilidades y un 
número alto de ellos considera que esto se debe 
a la “estructura burocrática excesivamente rígi-
da.” La ponderación de la descentralización in-
terna de la responsabilidad por la gerencia de los 
recursos humanos hacia las direcciones y coordi-
naciones es alta (ENAP, 2000b, SRH, 2002). Es 
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interesante notar que desde el año 1999 los jefes 
de recursos humanos se reúnen en foros anuales, 
siendo el de noviembre de 2003 el más reciente, 
para discutir problemáticas comunes de gestión.

En algún grado, se registran problemas de 
comunicación con los órganos de recursos hu-

manos, designándolos como un obstáculo para 
la gestión de la organización (ENAP, 2002). Se 
notan carencias de comunicación entre los órga-
nos centrales, los sectoriales y los seccionales y 
una excesiva centralización de aspectos operati-
vos (SRH, 2002).

[+]

SUBSISTEMAS DE LA GESTIÓN DE RECURSOS HUMANOS

ESTRATEGIA

Organización
del trabajo

Gestión del
empleo

Gestión del
rendimiento

Gestión de la
compensación

Diseño de puestos
Definición de

perfiles

Incorporación
Movilidad

Desvinculación

Planificación
Evaluación

Planificación [+]

Gestión del
desarrollo

Gestión de las relaciones humanas y sociales

Clima laboral Relaciones laborales Políticas sociales

[+] [+] [+/–]

[+]

[+]

Retribución monetaria
y no monetaria

Promoción y carrera
Aprendizaje

individual y colectivo

Valoración simbólica de los subsistemas de recursos humanos
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II. INDICADORES 

A) Indicadores Cuantitativos

1. Tasa de designaciones políticas

I. Cargos previstos para designación política 85.333 Ministerio de Planejamento, Boletim Estatístico de Pessoal

II. Cargos ocupados y vacantes del Gobierno Central 896.225 Ministerio de Planejamento, Boletim Estatístico de Pessoal

I / II 9,52%

Peso fi scal del empleo público
2. Nómina salarial del gobierno central / Producto Bruto Interno

I. Nómina salarial del gobierno central  10.458 Ministerio de Planejamento, Boletim Estatístico de Pessoal
(en millones de dólares)

II. PBI  493.215 IBGE, Cuentas Nacionales
(en millones de dólares)

I / II 2,12% 

Incentivos del Servicio Civil
3. Compresión vertical de los salarios

I. Sueldo básico y compensación máxima de la categoría   2.759 Tabela de remuneração dos servidores públicos federais. 
más alta (Analista do Banco Central do Brasil)  Nos. 10 a 13.

II. Sueldo básico y compensación máxima de la categoría   165 Tabela de remuneração dos servidores públicos federais. 
más alta (Assistente de Chancelaria)  Nos. 10 a 13.

I / II 16,7

Incentivos del Servicio Civil
4. Sueldo gubernamental promedio del gobierno central / PIB per cápita

I. Sueldo gubernamental (en dólares corrientes) 1.212 Ministerio de Planejamento, Boletim Estatístico de Pessoal

II. PBI per capital (mensual, en dólares corrientes) 230 IBGE, Cuentas Nacionales y proyecciones de población 
  (estimación 2004)

I / II 5,27 

Incentivos del Servicio Civil
5. Sueldo gubernamental promedio del gobierno central / sueldo promedio del sector privado

I. Sueldo gubernamental promedio 1.212 Ministerio de Planejamento, Boletim Estatístico de Pessoal
(en dólares corrientes) 

II. Sueldo promedio del sector privado 274 IBGE, Pesquisa Mensal de Emprego
(en dólares corrientes) 

I / II 4,42
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Dotación de Servicio Civil
6. Número total de empleados públicos en el gobierno central / población total

I. Número total de empleados – Gobierno Central 574.381 Ministerio de Planejamento, Boletim Estatístico de Pessoal

II. Población total 178.985.306 IBGE, proyecciones de población (estimación 2004)

I / II 0,32%

  
7. Gasto público total del gobierno central (excluye pensiones y servicio de la deuda) / Número total de empleados 

públicos del gobierno central

I. Gasto público total del Gobierno Central 49.176 Ministerio de Planejamento, Boletim Estatístico de Pessoal
(en millones de dólares corrientes) 

II. Número total de empleados – Gobierno Central 574.381 Ministerio de Planejamento, Boletim Estatístico de Pessoal

I / II (en dólares corrientes)  85,616  

Tabla de índices
    Valor 
 Valor Índices Porcentaje  subíndices Porcentaje 
Índice (escala 0 A 20) de la escala               Subíndice (escala 0 a 10) de la escala

(E) Efi ciencia 11.17 56%    

(M) Mérito 17.38 87%
    

(CE) Consistencia  11.67 58%
estructural    

   (CES) Coherencia estratégica 5.71 57%

   (CD) Consistencia directiva 5.00 50%

   (CP) Consistencia procesos 6.83 68%
    

(CF) Capacidad  12.13 61%
funcional    

   (COM) Competencia 7.75 78%

   (EI) Efi cacia incentivadora 5.00 50%

   (FL) Flexibilidad 5.18 52%
 

(CI) Capacidad  11.29 56%
integradora

B) Índices para la evaluación de los sistemas de servicio civil 
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perimentado evoluciones positivas, mientras que 
otros (confi abilidad de la evaluación individual) 
siguen siendo problemáticos. Resta armonizar 
los planes de carrera, especialmente para las 
áreas operativas que son las más desmotivadas y 
mejor pagas respecto al promedio del sector pri-
vado. Se ha trabajado en capacitar y remunerar 
adecuadamente a los cargos altos.

Capacidad Funcional
Subíndice Competencia. Hay varias prácticas des-
tinadas a asegurar que el servicio civil tenga 
empleados con competencias clave y perfi les téc-
nicos adecuados, especialmente al momento del 
reclutamiento. Algunas limitantes son la baja ca-
pacidad de alterar los requisitos de competencia 
de carreras estructuradas por organización, para 
hacerlos más fl exibles y polivalentes. 

Subíndice Efi cacia incentivadora. El punto más fl ojo 
de este índice es la falta de planifi cación de las 
metas individuales y por tanto, la poca validez 
de la evaluación del rendimiento individual. Ello 
es problemático en tanto las evaluaciones infl u-
yen en la distribución de gratifi caciones y en la 
promoción. 

Subíndice Flexibilidad. Las descripciones de trabajo 
gozan de detalle y están bien armadas, siendo 
éste un punto fuerte del índice. Los puntos débi-
les tienen que ver con la lenta incorporación de 
perfi les de carreras horizontales y con la rigidez 
que un sistema detallado de cargos ha impuesto 
al momento de redefi nir perfi les.

Capacidad integradora
Brasil ha avanzado en leyes específi cas de igual-
dad de oportunidades, pero aún no cuenta con 
instrumentos formales específi cos para tratar 
otros aspectos del clima laboral. A pesar de ello, 
las relaciones informales son correctas en el sec-
tor público. El índice también baja por las per-
cepciones de inequidad asociadas a los niveles 
más bajos de la burocracia. 

Efi ciencia
Las mayores debilidades que refl eja este valor 
son los desequilibrios por el sistema de seguri-
dad social de costos elevados, de jubilaciones 
íntegras hasta su reforma con Lula, haciendo el 
sistema poco congruente con la política fi scal de 
restricción. La segunda debilidad son los proble-
mas de redistribución de personal, con carencias 
institucionales en algunas áreas críticas como la 
Ofi cina de Recaudación Federal, Fiscalización 
Agropecuaria y de Trabajo, Reforma Agraria, 
etc. Este défi cit se manifi esta en el riesgo del pro-
pio funcionamiento de los mercados (Casa Civil 
y SEGES, 2004).

Mérito
Es el índice más alto, por las fortalezas del servi-
cio civil de Brasil en especial los concursos como 
mecanismo de reclutamiento. La mayor debili-
dad está dada por la actual política salarial que 
responde, algunas veces, a presiones sindicales 
más que a una planifi cación racional de la pro-
gresión salarial, habiendo achatado el abanico 
salarial. 

Consistencia Estructural
Subíndice Coherencia estratégica. La coherencia es-
tratégica en Brasil es alta en lo que respecta a 
planifi cación de metas institucionales, pero baja 
debido a la escasa planifi cación de metas de des-
empeño individual. 

Subíndice Consistencia directiva. El rol más directivo 
de los supervisores en establecer las tareas y los 
logros de los funcionarios es una tarea pendien-
te, que podría ser implementado dado el buen 
clima informal que caracteriza las relaciones je-
rárquicas del sector público brasileño.

Subíndice Consistencia de procesos. La consistencia de 
procesos salariales, laborales, de organización 
del trabajo, planifi cación de recursos humanos, 
e información no ha sido lineal. Algunos de es-
tos procesos como la igual retribución a tareas 
semejantes y el sistema de información han ex-
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III. CONCLUSIONES

Análisis de áreas causales

Los principales factores que afectan al desempeño 
del sistema de gestión de recursos humanos están 
vinculados a la coordinación en la formulación 
de las políticas y capacidades para su implemen-
tación en las organizaciones (Martins, 2003a). 
Además, cualquier acción hacia el servicio civil 
se enfrenta con dos situaciones contradictorias: 
los mecanismos técnicos de gestión de los recur-
sos humanos y la incorporación de actores socia-
les para legitimar las acciones del gobierno con 
intereses poco afi nes a una burocracia gerencial. 
Por un lado, los planes estratégicos económicos 
y sociales no están adecuadamente atados con 
las metas institucionales de las organizaciones, 
donde las jefaturas se involucran con un senti-
do formal en función del cumplimiento de metas 
legales (Marconi, 2002). Por otra parte, las com-
petencias y perfi les de los funcionarios no se di-
señan sistemáticamente en función de las metas 
institucionales, además de presentar limitaciones 
jurídicas para ello (Marconi, 2002). Los esfuerzos 
por ordenar a los PPA en programas coordinados 
por gerentes son positivos pero limitados en el 
sentido de que no se termina de articular cómo 
debe ser el plantel de personal necesario para 
desarrollar dichos programas y cómo se debe 
coordinar entre las diversas organizaciones que 
se asignan a los mismos (Martins, 2003a, Ban-
co Mundial, 2003). Finalmente, la planifi cación 
y coherencia del sistema de recursos humanos 
se ve afectado por la amplia gama de acciones 
gubernamentales (diseño organizacional, presu-
puesto, fi nanzas, auditoría, gobierno electrónico, 
etc) (Gaetani, 2003).

Factores del contexto interno y del entorno

Brasil cuenta con una burocracia consolidada, lo 
que explica que los índices sean altos, especial-
mente en el contexto regional. Esta burocracia 
meritocrática e independiente se ha visto favore-
cida por los cambios en los últimos años: se avan-

zó en aspectos relativos al control de los gastos 
de personal y su transparencia, se implantó una 
cultura de búsqueda de gestión por resultados y 
de metas, con diferentes grados de éxito, fl exibi-
lizando estructuras burocráticas de carrera más 
rígidas y creando el sentido de que el desempeño 
debe ser medido con relativa precisión y evalua-
do. Se progresó notoriamente en la profesionali-
zación de la fuerza de trabajo, en la corrección 
de distorsiones de las remuneraciones, y en la in-
troducción de programas de capacitación (Mar-
coni, 2002). Estas medidas, sin embargo, parecen 
apostar más a la califi cación y preparación de los 
cuadros funcionales como determinantes de los 
resultados de gestión que a la planifi cación del 
sistema de recursos humanos en un sentido in-
tegral. Ha sido un progreso la incorporación de 
las organizaciones colectivas de los funcionarios 
en los temas relativos al salario y las carreras por-
que aumenta la legitimidad de las políticas y la 
transparencia del gobierno. Empero, el riesgo es 
tomar decisiones infl uidos por los intereses más 
corporativos de los sindicatos, introduciendo así 
elementos poco consistentes en la política sala-
rial amén de procesos de asignación de compen-
saciones sin una revisión de las atribuciones y 
estructura de las carreras. 

Conclusiones principales del diagnóstico

Hay dos puntos fuertes: 1) el reclutamiento por 
concurso, y 2) la creciente profesionalización y 
tecnifi cación de los puestos de trabajo. La profe-
sionalización es más fuerte en el área económica 
(hacienda, planifi cación), donde los sueldos son 
más atractivos, hay inversión importante en ca-
pacitación etc. (Validación Marini). Se destaca la 
formación técnica de los DAS, (Pacheco, 2003) 
y la tecnifi cación de las burocracias más allá de 
las áreas exclusivas, que abarcan economía, pla-
nifi cación, fi nanzas e infraestructura. En efecto, 
bajo Cardoso se tecnifi có el plantel gerencial del 
Ministerio de Salud y Educación, notoriamente 
mejor califi cados que sus predecesores (Alston 
et.al., 2004). Más allá de los cargos gerenciales, 
debe notarse que el sistema de promoción está 
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débilmente implementado, gobernado de hecho 
por la antigüedad o por elementos idiosincrásicos 
del lugar de trabajo, y no por mediciones de des-
empeño individual que resultan invalidadas por 
la cultura organizacional. Está pendiente una 
mejor organización del trabajo de los PCC abar-
can a la mayoría de los funcionarios del gobierno 
central. El mayor talón de Aquiles parece ser la 
planifi cación y la necesidad de articular los nive-
les de programa, de organización, y de recursos 
humanos ya que esta falencia tiene consecuen-
cias sobre todos los subsistemas. Por ejemplo, la 
fl exibilización del trabajo mediante contratos a 
término y por resultado es un elemento innova-
dor en cualquier burocracia. Sin embargo, para 
que el mismo funcione con bases técnicas y no 
resulte en el empleo de fuerza de trabajo vul-
nerable, el sistema de planifi cación de recursos 
humanos debería establecer parámetros claros 
para los contratos y los resultados esperados de 
gestión. La defi nición de las contribuciones indi-
viduales en función de las metas institucionales 
no está implantada. Sin embargo, en el contexto 
regional, los esfuerzos de planifi cación y la exis-
tencia del PPA colocan a Brasil a la cabeza de los 
otros servicios civiles.

IV. RECOMENDACIONES 

Propuestas de mejora

Propuestas de primer nivel

• Resolver una fuerte tensión entre los inte-
reses de planifi cación técnica y los intereses 
de validación política del gobierno de forma 
que se fortalezca la profesionalización de la 
burocracia y se evite la captura corporativis-
ta de las propuestas de tecnifi cación de los 
recursos humanos, con la consecuente pér-
dida de peso de los aspectos técnicos del ser-
vicio civil en temas de contratación, salarios, 
desempeño y estructura de carrera.

• Las prácticas de planifi cación en personal 
deben ser institucionalizadas, adoptadas 

por las organizaciones, y monitoreadas por 
responsables con atribuciones claras, como 
SEGES. Además, las mismas deben tener 
un lugar especial en la agenda política más 
allá de enunciados de interés, dado que en 
Brasil, la burocracia es un actor institucional 
que constriñe al PE y además es clave en el 
manejo de la coalición gubernamental (Als-
ton et.al., 2004).

• Para determinar el peso de las evaluaciones 
de desempeño en las promociones y gratifi -
caciones, se debe primero instituir un sistema 
donde las metas institucionales e individua-
les tengan un verdadero sentido sustantivo. 
En este punto, la inclusión de los dirigentes 
intermedios y de recursos humanos en el sis-
tema de planifi cación es esencial dado que 
son los actores que podrán ejercer ese rol de 
bisagra. 

Propuestas de segundo nivel

• Fomentar las competencias específi cas de 
dirección de los cargos gerenciales, lo que 
llevaría a institucionalizar la gestión por re-
sultados, y defi nir con claridad los perfi les, 
competencias, y atribuciones de los diferen-
tes niveles de dirección y gerencia.

• Dar mayor autonomía y responsabilizar a 
los dirigentes de recursos humanos por su 
gestión aprovechando los sistemas de infor-
mación disponibles como mecanismos de 
monitoreo de este proceso de descentraliza-
ción para evitar la fragmentación de las ac-
ciones de gobierno.

Propuestas de tercer nivel

• Lograr una estrategia de contratación del 
nuevo personal, en especial en vistas de la 
actual política deliberada de reclutamiento 
de personal, anunciándose 70 mil nuevos 
cargos para fi nales de 2005. 

• Construir una estrategia salarial más con-
sistente y a mediano plazo, a pesar de las 
restricciones presupuestarias para su proyec-
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ción, y mantener la amplitud salarial como 
mecanismo de motivación funcional para la 
promoción.

• El mecanismo establecido por mal desem-
peño a partir de resultados de evaluación no 
ha resultado viable, pero sí deben establecer-
se mecanismos que permitan distinguir sin 
ambigüedad aquellos funcionarios con noto-
rias carencias de desempeño. En este sentido 
sería pertinente la inclusión de evaluaciones 
de los usuarios de los servicios, integrando 
así a la gestión de recursos humanos algunas 
iniciativas ya existentes de satisfacción de 
usuarios.

• La evaluación de desempeño y el progreso 
funcional debe recibir atención urgente. Se 

debe establecer un conjunto de criterios mí-
nimos que guíen cómo las metas a alcanzar 
por cada funcionario deben insertarse en las 
metas institucionales estratégicas de los orga-
nismos (Marconi, 2002). 

• Fortalecer el rol de los Comités de Evalua-
ción para darle mayor validez a las califi ca-
ciones de personal si se opta por mantener 
las evaluaciones de desempeño individual.

• Delinear nuevas estructuras para los PCC, a 
fi n de evitar procesos de creación de carreras 
como spin-offs de los mismos (Marconi, 1999) 
y darle solución a la combinación de perfi les 
demasiado dispares bajo un mismo techo le-
gal. Continuar con las FCT como mecanis-
mos de incentivo y movilidad.
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 Categorías Factores Comentarios del Evaluador

Antecedentes  Cambio de gobierno con repercusiones en la estrategia salarial y en la contratación 
  de personal. Se profundiza la evaluación institucional.

Análisis del  Análisis del marco  Se estructura a partir de la Constitución de 1988, de las Enmiendas Constitucionales
Contexto  legal respectivas, de las Leyes Presupuestarias, de las Leyes Ordinarias Complementarias y
Institucional  de las Medidas Provisorias.

Análisis Funcional  Análisis organizativo   SEGES, dentro del Ministerio de Planifi cación, es el órgano central de gestión pública
del Servicio Civil de la función Recursos  con perfi l muy técnico. SRH tiene atribuciones operativas, también dentro del 
 Humanos Ministerio, pero reviste un interés de defensa de las demandas de los funcionarios. 
  A estos órganos se debe agregar la Casa Civil, con funciones de coordinación 
  ministerial. 

 Indicadores   Baja sostenida de los niveles de empleo público, siendo uno de los más bajos de la 
 cuantitativos del   región e incluso en comparación con países de la OECD. 
 sistema de SC 
 analizado 

Análisis por  Planifi cación El Plan Plurianual (PPA) es el instrumento macro de planifi cación estratégica aunque
Subsistemas  no se ata a los recursos humanos directamente. La planifi cación de recursos 
  humanos no está institucionalizada, y depende de la voluntad de las organizaciones. 
  Falta información de base e incluso la difusión de metas institucionales para todo el 
  gobierno federal.

 Organización del  Aún prevalece el perfi l operacional. Se ha intentado, con difi cultad, introducir 
 trabajo criterios de carrera horizontal. Los nuevos perfi les, especialmente en áreas sociales, 
  no son necesariamente los más estratégicos por las negociaciones políticas y en 
  contra de la proyección racional inicial de perfi les de cargos.

 Gestión del empleo Hay garantías de equidad e incluso de acción afi rmativa, y concursos por mérito para 
  el ingreso. Las FCT y funciones gratifi cadas están incluso por debajo del crecimiento 
  de las organizaciones. Se ha podido reglamentar la desvinculación por mal 
  desempeño.

 Gestión del  La evaluación institucional, donde existe, funciona mejor que la individual. La 
 Rendimiento evaluación individual, con excepciones como las áreas económicas, presenta 
  problemas de validez. Raramente los jefes se preocupan por establecer metas de 
  desempeño para los funcionarios porque falta cultura de dirección.

 Gestión de la  Se ha reducido la distorsión de sueldos al racionalizar las gratifi caciones. Se busca 
 Compensación que las gratifi caciones actúen como incentivo, atándolas a la evaluación institucional 
  e individual. Se ha buscado aumentar los salarios de los puestos más altos para 
  hacerlos competitivos y se ha aumentado también la amplitud de la carrera, con 
  algunas distorsiones. 

 Gestión del Desarrollo El progreso es lento y asociado a la antigüedad. Se ha hecho un esfuerzo de 
  compensar los PCC abriendo los FCT. La capacitación se ha vuelto más importante.

 Gestión de las   No hay instrumentos formales de gestión de clima . Mesa de Negociación 
 Relaciones Humanas  Permanente con los sindicatos con Lula, con ventajas y desventajas. Se destaca 
 y Sociales además un clima informal relativamente bueno y mejor que el del sector privado.

Índices del Sistema   Los valores más bajos corresponden a capacidad integradora y efi ciencia con un 
de Servicio Civil  56% mientras que el mayor valor corresponde a mérito con un 87 %. Promedio 
  cercano a 50%.

V. TABLA DE SÍNTESIS
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CAPÍTULO 5

Síntesis del diagnóstico
Caso Chile1 

1 Autores: Mercedes Iacoviello y Laura Zuvanic

I. RESUMEN EJECUTIVO   

Principales conclusiones

Caracterizado por un sistema con una alta 
participación política en la  designación de los 
funcionarios, bajo la forma de acuerdo entre 
partidos y una carrera estancada en términos 
de sus posibilidades de progreso y desarrollo de 
sus funcionarios, Chile se encuentra actualmente 
en un momento de transición en lo relativo a su 
Servicio Civil. Esta transición está dada por las 
posibilidades de implementación plena y exito-
sa de las innovaciones introducidas al Estatuto 
Administrativo a partir de la promulgación de la 
Ley del Nuevo Trato. La existencia de prácticas 
orientadas a la gestión por resultados y asocia-
das a un componente variable de retribución, 
los consensos políticos previos sobre los que se 
basó la nueva ley y la implementación concreta 
que están teniendo sus principales ejes permiten 
señalar un contexto propicio para el cambio en 
marcha. Como temas pendientes quedan la posi-
bilidad real de modifi car prácticas sostenidas por 
años, tal como la introducción de la promoción 
mediante concursos; la instrumentación plena 
del Sistema de Alta Gerencia; la capacidad de los 
sistemas de desempeño institucional y colectivo, 
de superar en el tiempo la rutina de la cultura 
organizativa, y en especial, que la nueva insti-
tucionalidad representada por la Dirección Na-

cional de Servicio Civil (DNSC) y el Consejo de 
la Alta Dirección Pública (CADP) construya la 
autoridad y legitimidad necesarias a efectos del 
cumplimiento de sus funciones.  

Los índices de Efi ciencia, Mérito y Capaci-
dad Funcional se ubican alrededor del 60% de 
la escala, destacándose por debajo de dicho ni-
vel el índice de Capacidad Integradora que llega 
al 50% de la escala, y por encima el índice de 
Consistencia Estructural, que alcanza al 65%.  
La alta performance del sistema en términos de 
la evaluación realizada refl eja la evolución pro-
gresiva y sostenida del servicio civil chileno, a 
pesar de los desafíos pendientes para su pleno 
desarrollo a partir de la normativa recientemen-
te dictada.  

Contexto Institucional

A diferencia de otros países latinoamericanos 
Chile presenta estabilidad económica y política, 
cuestiones que proporcionan un marco favora-
ble a efecto de la implementación de reformas a 
nivel estatal. En el ámbito económico y bajo el 
marco de una estricta disciplina fi scal, se ha dado 
crecimiento, estabilidad de precios y una política 
deliberada del gobierno de orientar los recursos 
públicos a las áreas sociales. Esto ha permitido 
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reducir el índice de pobreza de 38,6% en 1990 
a 21,7% en 1998. Así, hoy en día, los principales 
indicadores económicos, institucionales y socia-
les colocan al país en una posición favorable para 
aprovechar las oportunidades que ofrece la nue-
va economía. La excelente situación macroeco-
nómica por la que atraviesa se ve refl ejada en su 
Producto Interno Bruto (PIB) que aumentó un 
2,3% durante 2003, situándose las previsiones 
para el 2004 entre el 4,5 y el 5,5%. El défi cit fi s-
cal chileno de 2003 fue de un 0,8% y las previsio-
nes para este año apuntan a un superávit fi scal. 
Por último, la continuidad política representada 
desde 1990, por los sucesivos gobiernos demo-
cráticos de la Concertación —Patricio Alwyn, 
Eduardo Frei y Ricardo Lagos— han jugado un 
papel decisivo en la generación de este contexto 
(Galindo, 2004).

Antecedentes 

La Constitución de Chile en su art. 38, establece 
que una ley orgánica constitucional determina-
rá la organización básica de la Administración 
Pública, garantizará la carrera funcionaria y sus 
principios, asegurando la igualdad de oportuni-
dades de ingreso y la capacitación y perfeccio-
namiento de sus integrantes. En 1986 se dicta 
la Ley Nº 18.575 relativa a las Bases Generales 
de la Administración del Estado, que establece 
los principios generales de la carrera funciona-
ria, entre ellos las cuestiones relativas al ingreso, 
derechos y deberes, responsabilidad administra-
tiva, capacitación y cesación de funciones. Los 
aspectos específi cos son posteriormente reglados 
mediante la Ley Nº 18.834 del 23/9/89, deno-
minada Ley de Estatuto Administrativo (EA) que 
establece el marco central de la gestión de recur-
sos humanos.

A estas normas se suman las leyes orgáni-
cas de cada servicio (que establece el número de 
funcionarios) y las normas que rigen el marco 
presupuestario (remuneraciones e incentivos). 
El personal del Banco Central, de las Fuerzas 
Armadas y de la seguridad pública, entre otros, 
tiene regímenes específi cos. Los trabajadores de 

las empresas públicas se rigen por el Código del 
Trabajo. El personal docente y no docente tras-
pasado a los municipios se regulan, respectiva-
mente, por el Estatuto Docente (Ley Nº19.070) y 
el Código del Trabajo y la Ley Nº19.464. El per-
sonal de la salud primaria municipalizada, está 
regido por la Ley Nº19.378 y el personal muni-
cipal, está regulado por la Ley Orgánica Cons-
titucional de Municipalidades (Ley 18.695, hoy 
refundida en el D.S. Nº 662/92) y por el Estatuto 
Administrativo de los funcionarios municipales 
(Ley Nº 18.883). 

A partir de la asunción de la democracia, si 
bien este marco normativo no sufre alteraciones 
sustantivas y sus cambios centrales se produ-
cen a través de legislación complementaria, el 
tema de la modernización de la gestión pública 
pasa a ser una de las prioridades del segundo 
gobierno de la Concertación (1994 – marzo de 
2000). A fi nes de 1994 se crea el Comité Inter-
ministerial de Modernización de la Gestión Pú-
blica. En 1997 su Secretaría Ejecutiva se eleva 
a la categoría del Ministerio Secretaría General 
de la Presidencia y ese mismo año,  se estable-
ce el Plan Estratégico de Modernización de la 
Gestión Pública 1997–2000, con líneas de ac-
ción en áreas de recursos humanos, entre otras. 
Asimismo, también se inicia la negociación del 
Gobierno con la ANEF (Asociación Nacional de 
Empleados Fiscales) cuyos resultados, en parte, 
se refl ejarán en la promulgación de la Ley N° 
19.553.   

A pesar de esta serie de pasos orientados a la 
reforma, será fi nalmente en el tercer gobierno de 
la concertación, cuando una serie de escándalos 
vinculados a sobresueldos en el sector público 
acelere el ritmo de las reformas y propicie la pro-
mulgación de la Ley del Nuevo Trato, la cual re-
toma temas acordados con la ANEF y  aspectos 
desarrollados por el Comité de Modernización. 
La ley surge como resultado del acuerdo que los 
partidos que integran la Alianza por Chile, los de 
la Concertación y el Gobierno suscriben el 30 de 
enero del 2003. La Agenda de Modernización 
del Estado, se incorpora en este proyecto en lo 
que se denominó la “agenda corta”, esto era, lo-
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grar la aprobación de sus items centrales, a más 
tardar el 21 de mayo del 2003. Asimismo se con-
vino en que se ampliaría su contenido, para in-
cluir lo referido a la Alta Dirección Pública, que 
regula el reclutamiento, selección, nombramien-
to, remuneraciones y evaluación de desempeño 
de los directores de servicios, subdirectores y di-
rectores regionales de las entidades que estarían 
regidas por las normas de esta ley y crea para 
estos efectos el Consejo de Alta Dirección Públi-
ca. Terminada su tramitación en el Congreso y 
analizada, posteriormente la constitucionalidad 
de sus normas por el Tribunal Constitucional, 
fue publicada como ley Nº 19.882, en el Diario 
Ofi cial del 23 de junio de 2003 (Instituto Liber-
tad, 2003).

La reformulación normativa partió de un 
diagnóstico que señalaba una carrera colapsa-
da, en la cual los mecanismos existentes no ga-
rantizaban la idoneidad y mérito en el ascenso 
de los funcionarios; “desplazada hacia abajo 
y estrecha” y con un alto grado de insatisfac-
ción de sus miembros (DIPRES, 2001). Entre 
sus puntos centrales fi guran, la ampliación de 
la carrera funcionaria a niveles jerárquicos su-
periores hasta el tercer nivel de responsabilidad, 
equivalente a jefes de departamento; la crea-
ción del Sistema de Alta Dirección Pública, al 
que estarán sujetas las funciones de exclusiva 
confi anza de la autoridad, niveles equivalentes 
a jefes superiores de servicios y hasta el segundo 
nivel jerárquico; la implementación de los con-
cursos internos como mecanismo para proveer 
los cargos vacantes para el personal permanen-
te; la incorporación de la fi gura de empleo a 
prueba; la eliminación del incremento por des-
empeño individual; la creación del incremento 
de desempeño colectivo; el premio institucional 
y en especial el establecimiento de una nueva 
institucionalidad para administrar descentrali-
zadamente la política de personal, a través de la 
creación de la Dirección de Nacional de Servi-
cio Civil (DNSC) y el Consejo de la Alta Direc-
ción Pública (CADP).

Análisis de los Subsistemas 2

Planificación de Recursos Humanos

Existencia e integridad del sistema (1)
La planifi cación ha estado estrechamente ligada 
a la gestión presupuestaria, en un marco carac-
terizado por alta disciplina fi scal y orientación a 
resultados. Este último aspecto se ha impulsado 
desde 1993, introduciendo progresivamente el 
planeamiento estratégico y los sistemas de control 
de gestión, generando una cultura de seguimien-
to y cumplimiento de metas.  La gestión de per-
sonal esta altamente centralizada y las decisiones 
relevantes, incluidas las relativas a dotaciones, 
remuneraciones y benefi cios y marco regulato-
rio, se toman a nivel central, dejando un escaso 
margen de participación a las instancias institu-
cional y regional. En efecto, todos estos aspec-
tos han recaído hasta el momento centralmente 
en la Dirección de Presupuestos (DIPRES) del 
Ministerio de Hacienda, y a partir del 2004 será 
coordinado con la DNSC. 

Coherencia estratégica (2–3)  
El sistema de control de gestión abarca varias 
iniciativas, entre las más signifi cativas fi guran 
los Programas de Mejoramiento de Gestión 
(PMG), que permiten un diseño estratégico de 
metas y trabajo por resultados orientados a la 
mejora interna del organismo, a la par que otor-
ga según su grado de cumplimiento incentivos 
monetarios a los funcionarios, de acuerdo con 
la asignación de modernización establecida por 
la Ley 19.553 (Guzmán, 2003). Pese a la cohe-
rencia en las metas y la orientación a resulta-
dos el subsistema presenta cierta rigidez, dada 
por la disciplina fi scal relativa al aumento de 

2 El análisis de los subsistemas sigue los 93 puntos crí-
ticos establecidos en la metodología, los cuales se listan 
con su correspondiente valoración en el Anexo 1. Para 
cada apartado se indican entre paréntesis los puntos 
críticos asociados. 



INFORME SOBRE LA SITUACIÓN DEL SERVICIO CIVIL EN AMÉRICA LATINA

150

las dotaciones y el marco legal —Estatuto Ad-
ministrativo (EA)— relativo a la movilidad de 
los funcionarios de carrera entre organismos. 
Los mecanismos que se han implementado a 
efectos de dotar de fl exibilidad al sistema son 
los empleos “a contrata” y por honorarios.  Los 
empleos “a contrata” se rigen por las mismas 
normas estatutarias que la planta permanente, 
pero permanecen en el cargo mientras sus ser-
vicios sean necesarios. Así, aunque se trata de 
una categoría de empleados que por defi nición 
solo duran un año en el cargo pueden ser pro-
rrogados y suelen tener estabilidad  semejante a 
la de los empleos de planta de carrera (Rajevic 
et al., 2000). El personal “a contrata” ha osci-
lado, incluyendo Salud, entre el 22% (1995), el 
31% (1998) (Rajevic et al., 2000) y el 40,2% en 
el 2001 (DIPRES, 2001). Las contrataciones por 
honorarios están adscriptas a programas especí-
fi cos y su permanencia depende de la duración 
de tales programas, no se rigen por el EA sino 
por las normas del contrato que han celebrado. 
Este tipo de modalidad abarca aproximadamen-
te el 1% de la dotación (DIPRES, 2001).

Información de base (4) 
Los sistemas de información existentes permiten 
la gestión de los recursos humanos centralizados 
hasta el momento en la DIPRES, a partir de la 
información trimestral que envían las áreas. Asi-
mismo, el Sistema de Información para la Ges-
tión Financiera del Estado (SIGFE), iniciado a 
partir del año 2001 (Ministerio de Hacienda, 
2002)3 contempla actualmente el desarrollo de 
un nuevo Sistema de Información de Personal de 
la Administración Pública (SIAPER), el cual tie-
ne como objetivo generar una base de datos de 
personal orientada a optimizar la interacción en-
tre los servicios públicos, la DNSC,  la DIPRES 
y la Contraloría General. Cabe destacar que en 
el sistema de información y estadísticas desarro-
llado por el SENCE, en la plataforma de Inter-
net, www.sispubli.cl, cuenta con la información 
central a efectos de la gestión de la capacitación 
en el sector público chileno. 

Efi cacia (5–9)  
Bajo el marco de una fuerte disciplina fi scal, alta 
centralización por la DIPRES y la relativa fl exi-
bilidad dada por las modalidades “a contrata” y 
honorarios, no se reportan situaciones extremas 
vinculadas a excedentes o défi cits de personal. 
Sin embargo, se señala la existencia de défi cits en  
términos de competencias y habilidades a efectos 
de dar respuesta a nuevas tareas y rediseño de 
servicios (Entrevista a Funcionario DNSC). Por 
otra parte, el EA no facilita la redistribución de 
personal entre organismos. El nivel de tecnifi -
cación, considerando la proporción de personal 
con formación universitaria y técnica, es ade-
cuado, representando un 57,3% del universo de 
la planta permanente. En cuanto al peso de las 
plantillas públicas en relación con la economía 
del país, el Sector Público central y descentrali-
zado representa el 8,2% de la población ocupa-
da del país (DIPRES, 2003a).

Administración (10–11) 
El seguimiento se realiza trimestralmente y bajo 
el marco de la gestión presupuestaria con escaso 
margen de ser reajustadas a los cambios de estrate-
gia. Los directivos de línea, que hasta el momento 
están integrados mayoritariamente por  “cargos 
de confi anza”  conocen las previsiones de la PRH, 
y participan en su elaboración y seguimiento.

Organización del Trabajo

Existencia e integridad del        
subsistema (12)  
Existe consenso al interior de la administración 
chilena de contar con un sistema de organiza-

3 El SIGFE plantea el diseño, desarrollo e implemen-
tación de un sistema integrado de información y ges-
tión fi nanciera para el Gobierno Central por medios 
electrónicos. El desarrollo de este proyecto permitirá 
incorporar al referido sistema a todas las instituciones 
del Gobierno Central al año 2005, proporcionando in-
formación en línea sobre las operaciones fi nancieras del 
sector público y los procesos que las fundamentan.
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ción de trabajo fl exible y alineado a productos/
resultados más que descripciones de tareas que 
en la práctica pueden quedar desactualizadas 
(Entrevista a funcionarios de DNSC y DIPRES). 
En ese sentido, no se han desarrollado pautas es-
pecífi cas relativas a los procesos de OT y no se 
cuenta con manuales de descripción de puestos. 
Los escalafones establecen los requisitos centra-
les para su ingreso y los puestos son defi nidos a 
través de la elaboración del perfi l. 

Calidad técnica y fl exibilidad del 
diseño de puestos (13–17)
El marco legal establecido por el Estatuto Admi-
nistrativo permite aplicar criterios de gestión al 
diseño de puestos. Tanto la defi nición de las me-
tas anuales de los PMG y las correspondientes al 
desempeño colectivo implican el enriquecimien-
to de la tarea a nivel horizontal. 

Calidad de la defi nición de perfi les y 
administración (18–21)
Los perfi les de puestos tienden a integrar cen-
tralmente aspectos referidos a la titulación, ex-
periencia y estudios necesarios, aunque esta 
situación puede variar de acuerdo al organismo 
y al tipo de puesto. En el caso de los directivos 
públicos, hasta el momento la práctica era que 
los responsables de nombrar altos cargos direc-
tivos del sector público actuaran en base a su 
criterio personal defi niendo ellos el perfi l para 
cada cargo. Esto ha llevado, en muchos casos, a 
un sobredimensionamiento del factor político al 
momento de defi nir el perfi l del candidato desea-
do (Valdes, 2003). A partir de la Ley del Nuevo 
Trato es requisito la confección de perfi les para el 
sistema de Alta Dirección Pública, para los cua-
les se están tomando criterios relativos a defi nir-
los previamente con la participación de expertos 
y considerando la inclusión de las competencias 
y o factores clave para el éxito en su desempeño 
(Entrevista a funcionario de la DNSC). No hay 
revisión periódica formal de los puestos y existe 
participación de los directivos de línea, los cua-
les actualmente están conformados mayoritaria-
mente por “cargos de confi anza”. 

Gestión del Empleo

Igualdad y mérito en el acceso (24–27)
Las modalidades “a contrata” y a honorarios 
ingresan de acuerdo a lo que disponga la auto-
ridad del servicio sin concursos previos. En lo 
relativo a la planta permanente, el EA estable-
ce el ingreso por concurso público en el último 
grado, salvo que existan vacantes en grados su-
periores no cubiertos por ascenso. Sin embargo, 
su reglamentación es reciente (Dec. Nº 69/04) 
observándose hasta el momento la ausencia de 
pautas comunes y un fuerte componente políti-
co en lo relativo a los directivos (Valdes, 2003). 
Esta nueva reglamentación establece la fi gura 
del Comité de Selección, los factores centrales 
para la evaluación, y pautas específi cas para 
la no discriminación4. La Ley del Nuevo Tra-
to diferencia los cargos de exclusiva confi anza,  
nombrados por el Presidente de la República o 
por la autoridad facultada para ello, que están 
excluidos del sistema Alta Dirección Pública. En 
lo relativo al sistema de Alta Dirección Pública 
se distingue entre jefes de servicio y segundo ni-
vel jerárquico. Los jefes de servicio son nombra-
dos por el Presidente de la República, entre tres 
y cinco candidatos que propondrá el CADP, pu-
diendo además declarar desierto el proceso de 
selección, en cuyo caso, se realizará un nuevo 
proceso. El CADP ya ha integrado y realizado 
procesos de selección. Los del segundo nivel je-
rárquico —jefes de departamentos o de jerarquía simi-
lar en ministerios y servicios públicos— pasan ahora 
a cubrirse por concurso de provisión o público 
de acuerdo a lo establecido en la nueva regla-
mentación, pudiendo en el primer caso parti-
cipar los empleados “a contrata” con tres años 
de permanencia. En ese sentido, la implemen-
tación de la Ley implica una reducción de 3100 

4 Cabe destacar dos casos señalados como pioneros en 
lo relativo la realización de concursos que son el Ser-
vicio Nacional de Aduanas y el Servicio de Impuestos 
Internos (Filgueiras, 2000)
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cargos de libre designación a solo 600 cargos, 
aproximadamente (Arenas, 2003)5.

Calidad del reclutamiento y                    
de la selección (28)
La reglamentación establece la publicidad de los 
concursos, cuyas pautas son también accesibles 
vía los sitios web de los organismos6. 

Calidad de la selección (29–32)
Los procesos de selección incorporan el análisis 
de factores y aptitudes para el cargo, siendo el uso 
de la gestión por competencias incipiente en las 
prácticas de recursos humanos, así como también 
el uso de técnicas específi cas para su evaluación. 
Tanto la Ley del Nuevo Trato como la norma 
que reglamenta los concursos contemplan la op-
ción de derivar a consultores privados los proce-
sos técnicos de la selección, como una forma de 
garantizar mayor transparencia. Los Comités de 
Selección conforman una práctica formalizada 
pero todavía no implementada a nivel general 
dada su reciente creación. En lo relativo al CADP, 
está conformado por el director de la DNSC y 
cuatro consejeros designados por el Presidente de 
la República y ratifi cados por el Senado, desta-
cando que su composición actual integra a perso-
nalidades reconocidas de la oposición. 

Calidad de la recepción (33–34)
No están formalmente establecidos procesos de 
inducción al personal que ingresa (ANEF, 2001a). 
Algunos organismos cuentan con estos procesos 
de inducción, como por ejemplo Servicio Nacio-
nal de Capacitación y Empleo (SENCE) y el Ser-
vicio de Cooperación Técnica (SERCOTEC). 
La Ley del Nuevo Trato establece como parte 
del proceso de selección para ingresar a la planta 
un sistema de empleo a prueba (bajo la fi gura de 
“contrata”), con una duración entre 3 y 6 meses, 
cuya aplicación es optativa para el jefe superior 
del servicio respectivo.

Movilidad (35)
Si bien se facilita la movilidad funcional y geo-
gráfi ca al interior del organismo, la movilidad 

horizontal entre organismos encuentra restric-
ciones en el marco legal. El marco temporal de 
la Comisión de Servicio abarca de los tres meses 
a un máximo de dos años previo decreto supre-
mo fundado del Presidente. Por otra parte, se 
establece la pertenencia de un funcionario a un 
servicio en particular y no al conjunto de la ad-
ministración. Por lo tanto, el acceso al empleo 
público se decide por servicio y si un funcionario 
desea cambiarse de servicio pierde el grado que 
tenía y puede entrar, ya sea en el grado menor 
de la planta, o en un grado superior si gana un 
concurso7 (Filgueiras, 2000).

Ausentismo (36)
Se observan prácticas adecuadas de control del 
ausentismo, y bajos índices dados en especial por 
las auditorías que ejerce la Contraloría.   

Disciplina y Desvinculación (37–41)
La aplicación de sanciones disciplinarias varía 
de acuerdo al organismo, aunque no son de uso 
frecuente dado cierto predominio de una cultura 
paternalista en la administración. En lo relati-
vo a la desvinculación en los años del gobierno 
militar (1973–1989) fueron suspendidas todas 
las garantías de estabilidad de los funcionarios, 
pudiendo ser cesados en sus cargos sin que la 
autoridad estuviera obligada a expresar la causa 
del despido. Actualmente, el sistema se caracte-
riza por una alta estabilidad en el empleo, que 
en la práctica se traduce en una verdadera ina-
movilidad funcionaria. Se cesa en los empleos 
públicos por renuncia voluntaria, jubilación, el 
incumplimiento de las obligaciones o la pérdida 

5 La ley excepciona de la aplicación de las normas so-
bre provisión a algunos servicios tales como: Servicio 
de Impuestos Internos y la Dirección de Presupuestos.
6 Ver a modo de ejemplo, la sección de recursos huma-
nos del Ministerio de Salud http://www.minsal.cl/.
7 Con la excepción de los Concursos de promoción in-
terna en los cuales solo pueden participar los funciona-
rios de la planta hasta en los cuatro grados inferiores a 
aquel del cargo a proveer (Decreto Nº  69/04).
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de requisitos para ejercer la función, destacando 
las innovaciones introducidas por la Ley de Pro-
bidad Administrativa. Entre ellas se encuentran, 
la suspensión del empleo del funcionario como 
medida disciplinaria (antes sólo era una medida 
preventiva dentro del proceso administrativo), y 
el establecimiento de la procedencia de la des-
titución del funcionario por infracción grave al 
principio de probidad. El marco legal contempla 
la desvinculación por mal desempeño pero estos 
procedimientos son de escaso uso (Rajevic et al, 
2000). En la práctica, existe fuerte resistencia gre-
mial a aceptar que una jefatura decida el despido 
de un funcionario de planta, salvo que las faltas 
sean reconocidas como muy graves. Incluso para 
el personal “a contrata” la permanencia es alta si 
existe buena califi cación. La Ley del Nuevo Tra-
to establece que los jefes de departamento que 
accedieron a ese cargo por concurso cesan en su 
cargo luego del cumplimiento de un período de 
tres años, salvo que se le renueve por igual perío-
do, previa evaluación de su desempeño, y cesan 
en el cargo si no se encuentra califi cado en lista 
Nº 1 de distinción8.

Gestión del Rendimiento

Las bases jurídicas del Sistema de Califi cación 
Individual se encuentran en la Ley de Bases Ge-
nerales de la Administración del Estado, en el 
EA, en la Ley del Nuevo Trato y en el  Decreto 
1825 de 1998. Existen tres herramientas para la 
evaluación del desempeño: la individual, el siste-
ma de califi cación grupal (incorporado por Ley 
del Nuevo Trato), y la institucional (PMG). La 
califi cación individual ubica al directivo en alguna 
de las siguientes listas: Lista 1 (distinción), Lista 
2 (buena), Lista 3 (condicional), Lista 4 (elimi-
nación). El proceso de califi cación individual se 
encuentra consagrado en el reglamento del ser-
vicio respectivo, aplicando tanto para el personal 
de planta y como a “contrata”. Se realiza anual-
mente en forma regular y está a cargo de una 
Junta Califi cadora, que procesa una pre-califi ca-
ción del superior directo. Los resultados sirven 
de base para el ascenso en grado y la postulación 

a concursos internos. Hasta antes de la promul-
gación de la Ley del Nuevo Trato, el sistema de 
califi caciones era usado en todos los servicios pú-
blicos, sin excepción, pero distaba de ser un siste-
ma efi caz que permitiera evaluar el desempeño 
de los funcionarios (Egaña, 2003a) y por lo tanto 
promover al personal de manera ecuánime. En 
general, la evaluación se realiza en forma buro-
crática, dado que quien evalúa es el jefe direc-
to del funcionario y la tendencia es a califi car a 
todo su personal en la lista 1. La califi cación en 
lista 2 es considerada una ofensa y una discri-
minación.  El sistema de califi cación individual 
es una mezcla de un sistema de evaluación de 
comportamiento con uno que mide resultados. 
Este proceso se aplica en todas las reparticiones 
públicas, pero cada servicio, por reglamento in-
terno, defi ne la forma de implementarlo. 

El Sistema de Califi cación Grupal —vinculado al 
incremento por desempeño colectivo— está con-
sagrado en la Ley 19882 y ya ha sido aplicado 
en el 2003 con buenos resultados (Entrevista fun-
cionario DIPRES). Esta evaluación se aplica a 
los funcionarios que se desempeñan en equipos, 
unidades o áreas de trabajo, y se efectúa en rela-
ción con el grado de cumplimiento de las metas 
anuales de gestión fi jadas para cada uno de ellos 
por el jefe superior de servicio. Las metas y sus 
indicadores deben estar vinculados a la misión 
institucional, objetivos estratégicos y productos 
relevantes de cada ministerio o servicio, valida-
das en el sistema de planifi cación y control de 
gestión. Este sistema de incentivo por desempeño 
colectivo, reemplaza al incentivo por desempeño 
individual de la asignación de modernización de 
la Ley Nº 19.553. 

En lo relativo a la Evaluación Institucional, está 
vinculada a los Programas de Mejoramiento de 
la Gestión (PMG) en los servicios públicos, y tie-
ne su origen en la ley N° 19.553 de 1998 y en el 
Decreto Nº 475 de mayo del mismo año, aso-
ciando el cumplimiento de objetivos de gestión 
a un incentivo de carácter monetario para los 

8 Ver sección gestión del rendimiento.
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funcionarios. Los PMG se han estructurado en 
base a un conjunto de áreas comunes para todas 
las instituciones del sector público, denominado 
Programa Marco, que incluye sistemas de ges-
tión en las áreas de recursos humanos, atención 
de usuarios, planifi cación y control de gestión, 
auditoria interna, desconcentración, administra-
ción fi nanciera contable y enfoque de género. El 
Programa Marco comprende etapas de desarro-
llo o estados de avance posibles de los sistemas de 
gestión indicados. Cada etapa es defi nida especi-
fi cando claramente sus contenidos y exigencias, 
de modo tal que con el cumplimiento de la etapa 
fi nal, el sistema se encuentre implementado se-
gún características y requisitos preestablecidos9. 

Por último, la Ley del Nuevo Trato incor-
poró la evaluación de los  jefes superiores de 
servicio a través de la fi gura de los convenios de 
desempeño, que se acuerdan con el ministro del 
ramo respectivo. Los convenios incluyen las me-
tas anuales estratégicas de desempeño del cargo 
durante el período y los objetivos anuales de re-
sultados a alcanzar en el área de responsabilidad 
del directivo.

Planifi cación y seguimiento (42–45) 
En lo relativo a la evaluación individual, los diver-
sos jefes que realizan califi caciones suelen tener 
diferentes criterios para medir similares compor-
tamientos. La vigencia de los incentivos asociados 
a la califi cación del desempeño individual, actual-
mente eliminados, produjo efectos perversos que 
llevaban a califi car a todo el personal dependien-
te al tope de lo posible, por lo que no permitía 
ser usado como factor correctivo de defi ciencias. 
Por el contrario, tanto en el caso de la evaluación 
institucional (PMG) y colectiva, las metas a lograr 
están claras y explícitas para el funcionario. 

Evaluación (46–48)
El sistema de califi caciones dista de ser un siste-
ma efi caz que permita evaluar el desempeño de 
los funcionarios. En general, se realiza en forma 
burocrática y dado que quien evalúa es el jefe 
directo del funcionario, la tendencia es a califi car 
a todo su personal en la lista 110. Asimismo, se 

percibió que el proceso de evaluación individual 
asociado a incentivos económicos no cumplió con 
sus objetivos y deterioró el clima laboral (ANEF, 
2001a). La evaluación de los PMG 2003 arrojó 
como resultado que el 75% de las instituciones 
obtuvo un logro entre el 90% y el 100% de sus 
objetivos comprometidos, mientras que un 20 % 
alcanzó entre un 75% y 89%. Las instituciones 
que obtuvieron los más bajos resultados (menor 
a 75%) corresponden principalmente a institu-
ciones desconcentradas o descentralizadas tales 
como Gobernaciones y Gobiernos Regionales. 
Por otra parte, del total de instituciones un 48% 
cumplió el 100 % de compromisos. En 2003, en 
términos del número de funcionarios, el cambio 
fue más importante, pasando de un 94% de fun-
cionarios en servicio que cumplieron entre 90% 
y 100% de sus metas en 2002 a un 74% en 2003. 
El retroceso en el grado de cumplimiento de las 
metas comprometidas a través de los PMG pa-
rece encontrarse fundamentalmente en el con-
traste entre el grado creciente de exigencias que 
impone el sistema y la disposición o capacidad 
de algunos servicios para responder a las mis-
mas. El diseño actual de los PMG supone que 
todos los servicios deben comprometer metas 
cada vez más exigentes en sus sistemas adminis-
trativos hasta alcanzar la meta fi nal, expresada 
en las etapas 4 o 6. Esto demanda de los servi-
cios un grado de compromiso con las metas y 
un esfuerzo también creciente. Aparentemente, 
esta realidad del sistema no ha sido internalizada 
del mismo modo por todos los servicios y algu-
nos que se fi jaron inicialmente metas fáciles de 
cumplir o que cumplieron etapas anteriores con 

9 Para mayor información ver Dipres, 2003b y 2003c. 
10 A modo de ejemplo en lo relativo a la evaluación in-
dividual y sus resultados  puede observarse el caso del  
Servicio Nacional de Aduanas, el cual es considerado 
un servicio con buenas prácticas de gestión en recursos 
humanos. En el  2002 un 99, 15 % de los funcionarios 
fue califi cado en lista 1 y solo un 0,77% fue califi cado 
en lista 2. En el 2003 un 99,5 en lista 1 y un o,50% en 
lista 2. Ver sección de indicadores en www.aduana.cl
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difi cultad no realizaron el esfuerzo institucional 
necesario para cumplir metas más exigentes con 
la oportunidad o intensidad requerida (DIPRES, 
2004). 

Administración (59–61) 
No se percibe que los directivos de línea, respon-
sables de las unidades de trabajo en los diferentes 
niveles jerárquicos, asuman un papel protagónico 
en la gestión del rendimiento de los empleados a su 
cargo en lo relativo a la evaluación individual. En 
lo relativo al desempeño colectivo es el subsecre-
tario o jefe superior del servicio quien defi ne para 
los equipos, unidades o áreas de trabajo, las metas 
de gestión pertinentes y relevantes, y los objetivos 
que en su conjunto contribuyan efectivamente a 
mejorar el desempeño y los resultados institucio-
nales, con sus correspondientes indicadores, pon-
deradores y mecanismos de verifi cación.  

Gestión de la Compensación

Existencia de una estrategia           
salarial (50)
El régimen de remuneraciones se caracteriza por 
ser: a) centralizado, ya que todas las remunera-
ciones y benefi cios económicos se fi jan por ley 
de iniciativa exclusiva del Presidente, debiendo 
establecerse en ella los montos específi cos o la 
forma exacta de determinarlos, lo que permite 
un alto grado de disciplina fi scal; y b) rígido, ya 
que por norma general las remuneraciones es-
tán previamente determinadas, dependiendo 
su monto del grado que se otorgue o al que se 
asimile cada cargo, conforme a una determina-
da escala de rentas. Sin embargo, cabe destacar 
que en relación con esta última característica, ha 
habido avances en los últimos años, al estable-
cerse remuneraciones asociadas a elementos de 
gestión, en base a incentivos institucionales y co-
lectivos (Rajevic et.al, 2000) a partir de  Ley Nº 
19.553 y de la Ley de Nuevo Trato. Esta última 
reemplaza al incentivo por desempeño indivi-
dual de la asignación de modernización y lo in-
crementa, determinando que a partir del 2004, 
su cálculo se sustentará en un componente base, 

en uno de desempeño institucional y en uno co-
lectivo. Éste se aplica tanto a personal de planta 
como al personal “a contrata”. La remuneración 
está integrada por un sueldo base, las asigna-
ciones generales, los componentes personales 
(ejemplo: asignación profesional) y por el com-
ponente asociado al desempeño (institucional y 
colectivo) que es variable. El sistema reconoce 
diferencias según sectores específi cos (estatutos 
de profesores, profesionales médicos, salud pri-
maria, fuerzas armadas) y en la práctica, existe 
un sistema de reajuste anual o bianual de las re-
muneraciones sobre la base de las negociaciones 
del gobierno con las organizaciones sindicales 
del sector público, que en la práctica se ha trans-
formado en un proceso de negociación colectiva 
no regulado. Asimismo, cabe destacar que la Ley 
de Nuevo Trato establece una serie de benefi cios 
económicos permanentes y generales, que se han 
comenzado a implementar. Entre ellos, el pre-
mio de excelencia institucional, la asignación de 
alta dirección pública para quienes desempeñen 
los cargos de jefes superiores y de directivos de 
segundo nivel jerárquico de las instituciones in-
cluidas en el sistema de alta dirección pública; la 
asignación por funciones críticas que benefi ciará 
al personal de las plantas de directivos, profesio-
nales y fi scalizadores de ministerios y servicios 
que no correspondan a altos directivos públicos 
y que desempeñen funciones califi cadas de críti-
cas; y la bonifi cación por retiro, aplicable a todos 
aquellos funcionarios de carrera y “a contrata” 
que tengan 65 o más años de edad si son hom-
bres y 60 o más años si son mujeres que dejaran 
voluntariamente sus cargos. 

Equidad interna y externa (51–57)
Existe la percepción entre los funcionarios de 
planta de que no reciben de la organización com-
pensaciones acordes con su contribución. Un 
estudio de clima realizado por ANEF señalaba 
que el aspecto peor evaluado por lo funcionarios 
en relación a su puesto, eran las remuneracio-
nes y las pocas posibilidades de ascenso (ANEF, 
2001a). Asimismo, también destacaba que desde 
la perspectiva del funcionario, por un trabajo si-
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milar, el sueldo que percibe es inferior al que per-
cibiría en el sector privado (87,4%). El bajo nivel 
de sueldos es uno de los factores más importantes 
que inducen a los funcionarios a abandonar la 
administración pública (ANEF, 2001a). El perso-
nal administrativo y auxiliar tiene una posición 
competitiva en términos de remuneraciones con 
el sector privado (DIPRES, 2001). En los nive-
les profesionales y directivos, las remuneraciones 
son claramente inferiores a las de sus pares en el 
sector privado (dos o tres veces menores). Este 
aspecto ha tratado de ser resuelto con la asig-
nación de alta dirección pública, suma 
complementaria a remuneraciones ordinarias 
mensuales que percibirán quienes desempeñen 
los cargos de jefes superiores y del segundo nivel 
jerárquico de servicio de las instituciones afecta-
das al Sistema de Alta Dirección Pública.

Efi ciencia (58)  
Las retribuciones variables incentivan el desem-
peño grupal.

Administración (59–61) 
La centralización del sistema de remuneraciones 
en la DIPRES permite coherencia en su formu-
lación. A partir del la Ley del Nuevo Trato tam-
bién sería competencia de la Dirección Nacional 
del Servicio Civil realizar estudios sobre remune-
raciones en los sectores público y privado a efec-
tos de que sirvan de base para la determinación 
de retribuciones económicas. 

Otras compensaciones (62–64)
Existe un programa de 400 becas concursables 
para contribuir a fi nanciar estudios de pregrado 
y postítulos no conducentes a grado académico.  
Por otro lado, si bien el premio anual por excelen-
cia institucional tiene un componente remunera-
torio, implica además un reconocimiento, por lo 
que tiene un aspecto de incentivo no monetario. 
El tema del régimen de pensiones presenta una 
arista confl ictiva. Las cotizaciones de previsión 
de los empleados públicos para el fi nanciamiento 
del benefi cio de pensiones, hasta el 31 de diciem-
bre de 1987, se realizaban solamente por el suel-

do base, sin tener en cuenta otras asignaciones 
tales como la profesional, de fi scalización, de ex-
clusividad, entre otras, que no eran consideradas 
como remuneraciones imponibles. Sin embargo, 
para el sector privado las cotizaciones provisiona-
les se calculaban sobre el total de las remunera-
ciones, exceptuando aquellas que por ley no eran 
imponibles. Esto generó una diferencia entre el 
sector público y el sector privado en cuanto a los 
montos sobre los cuales se calculaban las coti-
zaciones de previsión. Con la Ley Nº 18.675 de 
1987, se corrigió esta desigualdad con el sector 
público. Sin embargo, esta corrección es relativa 
si se toma en cuenta que la Ley rige a futuro, no 
con efecto retroactivo, produciéndose una dis-
torsión previsional de todas maneras en aquellos 
funcionarios públicos traspasados a las AFP, que 
están afectados en sus pensiones si no se produ-
ce una modifi cación legal en la materia. Esto ha 
quedado focalizado en un grupo de funcionarios 
que, como consecuencia de haberse traspasado al 
nuevo Sistema de Previsión, tendrán exiguas pen-
siones en comparación con las de los funcionarios 
públicos que pertenecen al régimen de reparto o 
con respecto de los afi liados a las AFP del sector 
privado. Las pensiones que reciben los funciona-
rios públicos que están en el Sistema de Reparto, 
en relación con los que se traspasaron a las AFP, 
es de 3 a 1. Si bien ante el tema se ha estructura-
do una Mesa Bipartita de Negociación del Daño 
Previsional, al momento no se han acordado de-
fi niciones del tema11. 

11 Varias organizaciones sindicales han realizado pro-
puestas (Ver Propuesta de la ANEF al Supremo Go-
bierno para un proyecto de ley de desafi liación de las 
AFP de Funcionarios Públicos. Santiago, agosto 2000). 
Asimismo, en un documento titulado “Inconsistencias 
del sistema de administración privada de fondos con-
tenido en el Decreto Ley 3500 de 1980”, cuya versión 
completa se puede obtener en el sitio web http: //
www.fi nteramericana.org/librosdoc, la CUT enume-
ra las 18 desventajas del sistema. Por razones de es-
pacio se destacan las siguientes: a) elimina el valor de 
la solidaridad; b) tiene un alto costo de administración
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Gestión del Desarrollo Profesional

Efi cacia del sistema de promoción y 
calidad del diseño de carrera (65–70)
La Ley del Nuevo Trato partió de un diagnóstico 
sindical  y gubernamental que señalaba la au-
sencia de movilidad y satisfacción del empleado 
y el estancamiento de la carrera  (ANEF, 2001; 
DIPRES, 2001). La promoción se realizaba por 
ascensos automáticos por disponibilidad del gra-
do inmediatamente superior y el sistema tenía 
su base en la antigüedad y en menor medida en 
las evaluaciones de desempeño. La movilidad se 
daba solo hacia arriba y variaba entre distintas 
agencias del Ejecutivo. A modo de ejemplo los 
ascensos en Agricultura para el 2000 representa-
ron el 12% de la planta; en Interior el 13%; en 
Planifi cación el 4%, en Relaciones Exteriores el 
6% y en Justicia el 30% (DIPRES, 2001). La nue-
va Ley señala que la promoción se efectuará por 
concurso interno en las plantas de directivos de 
carrera, profesionales, fi scalizadores y técnicos; 
y por ascenso en las plantas de administrativos y 
auxiliares. Asimismo, el Decreto Nro 69/04 re-
glamenta la modalidad de concursos internos. 

Calidad de la formación (71–73) 
La política de capacitación de los funcionarios 
públicos está establecida en el estatuto adminis-
trativo. Los aspectos de detalle son regulados 
por la Ley 19518 de 1997, que fi ja el Estatuto 
de Capacitación y Empleo. Esta norma es com-
plementada por un conjunto de disposiciones de 
rango no legal: Ofi cio Circular Nº 46 de 1999 
de los ministerios de Interior y Hacienda, y las 
circulares Nº 1.598 y Nº 1.599, ambas de 1995, 
del Ministerio de la Secretaría de la Presidencia. 
Los programas de capacitación son decididos 
en cada servicio y son acreditados (certifi cados) 
por un organismo ofi cial: el Servicio Nacional de 
Capacitación y Empleo (SENCE). La opción del 
Gobierno no ha sido crear y administrar escue-
las, sino introducir políticas y regulaciones para 
que sea el sistema de educación superior chileno 
el que responda a las necesidades de los organis-
mos. La capacitación se estructura a partir del 

presupuesto anual acordado según el progra-
ma de capacitación que entregue cada servicio 
y cada servicio puede destinar hasta el 1% de 
su fondo de salarios. La distribución presupues-
taria se hace a partir de Programas y Proyectos 
que presentan los Servicios a Hacienda.  En 
consecuencia, no todos acceden a este porcen-
taje (ej: Educación 0,6%; Cooperación Nacio-
nal Forestal 0,1%,  Obras Públicas 0,3%). Así, 
la utilización del 1% es variable por servicio y 
el promedio de lo ejecutado resulta entre 0,6% 
y 0,8. Por ejemplo el presupuesto destinado en 
2004 es de aproximadamente $7200 millones de 
pesos chilenos y cubre a 150.000 personas. Esto 
lleva a que un funcionario público, tomando el 
conjunto de la administración,  en promedio, 
se capacite una vez cada dos años (Entrevista 
Vergara, Hugo, SENCE). Se ha impulsado un 
sistema de formación de los directivos públicos 
a través de Posgrados en Gestión Pública, con 
programas ejecutados  por universidades y otros 
institutos de alta formación que han atravesado 
un proceso previo de acreditación. La capacita-
ción está dirigida a perfeccionar competencias 
de los funcionarios, no conduce a la obtención 
de títulos universitarios. Las áreas de mayor 
complejidad son difícilmente fi nanciables con 
esos recursos  Entre los cursos dirigidos al sector 
público se encuentran los relativos a administra-
ción (se ofrecen casi 18.000 programas acredita-
dos), computación e informática (más de 12.000 
acreditaciones), idiomas y comunicación (6.140 

provocado por la competencia; c) revela su carácter 
antidemocrático al excluir operativa y administra-
tivamente a los asegurados; d) no benefi cia a los sec-
tores de menores ingresos, por lo que el Estado debe 
subsidiar pensiones mínimas; e) grandes grupos de 
trabajadores quedan excluidos del sistema dada su 
movilidad laboral y f) hay falta de transparencia y de 
información al afi liado. La algidez del tema ha lleva-
do que el mismo cuente con una pagina web espe-
cial denominada “estafa provisional” http://www.
estafaprevisional.cl/. Para ver toda la historia de la ne-
gociación se puede consultar http://www.colegiodepro-
fesores.cl/Dano_Previsional/dano_previsional.htm
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cursos), servicios a las personas (más de 3.300 
cursos) (SENCE, 2003). Existe la percepción de 
que estos recursos se focalizan principalmente 
hacia los escalafones de Directivos y Profesiona-
les, en desmedro de los sectores de menor califi -
cación profesional (ANEF, 2001). 

Gestión de la formación (74-76)
Se realizan diagnósticos de necesidades, y la 
implementación de los PMG ha instalado la 
modalidad de medir los resultados de la capa-
citación. Existe actualmente el procedimiento 
de los Comités Paritarios, integrados también 
por los sindicatos, para acordar los programas 
de capacitación. Los Comités tienen un desem-
peño variable en cuanto a su actuación (Entre-
vista Vergara, Hugo, SENCE). Los programas 
de capacitación existentes no están vinculados 
a un sistema de incentivos, salvo excepciones 
como en el sector educación, ni a la promoción 
en la carrera funcionaria. Se ha comenzado a 
trabajar por competencias. En 2003, se traba-
jó sobre competencias transversales hasta el 2º 
nivel jerárquico y en 2004 se trabajará hasta 
el 4º nivel jerárquico. También está planeado 
identifi car las 10 competencias centrales de la 
administración chilena. Este procesos se han 
realizado con la participación de 15 Minis-
terios en la elaboración de las competencias 
(Entrevista Vergara, Hugo, SENCE). Un buen 
desempeño no se expresa directamente en una 
preferencia positiva al momento de asignar cu-
pos para la formación; pero malas califi cacio-
nes impiden el acceso del funcionario a cursos 
de formación. 

Gestión de las Relaciones Humanas y Sociales 

Gestión del clima (77-78) 
No existe una práctica sistemática para conocer 
el clima laboral.  

Efi cacia de la comunicación                     
(79–81)
No se detectan prácticas formalizadas orienta-
das a conocer las iniciativas, peticiones, suge-

rencias, informaciones y opiniones procedentes 
de los empleados. Sin embargo puede señalarse 
que tanto las reformas en lo relativo a gobierno 
digital, (a través de las cuales la mayoría de los 
organismos tienen portales), y la implementa-
ción de procesos de medición de resultados, han 
reforzado la percepción de pertenencia de los 
empleados en el proyecto organizativo global. 
Un ejemplo es el caso del Servicio de Impuestos 
Internos que cuenta con un Informativo interno, 
que es distribuido mensualmente a todos los fun-
cionarios, destinando en cada número un espa-
cio en que se menciona a personas en particular, 
o secciones o unidades que se han destacado12.

Equilibrio y calidad de las             
relaciones laborales (82–85)
En lo relativo al sector público no existen me-
canismos formales de negociación colectiva, ya 
que la misma esta limitada por el Código de Tra-
bajo, en su artículo  304, incisos 1o, 2o. y 3º. Sin 
embargo en la práctica se da una negociación de 
hecho. Así, la expansión del derecho colectivo al 
sector público comienza como una situación de 
hecho, a través de negociaciones colectivas de 
facto y con formas atípicas de negociación que 
posteriormente son formalizadas unilateralmen-
te por el órgano que corresponda, por ejemplo, 
el Poder Legislativo. Se trata de situaciones que 
expresan un poder sindical emergente en ciertos 
sectores de la administración pública, como la 
salud y la educación, conformando una tenden-
cia que, con el tiempo, comienza a institucio-
nalizarse jurídicamente (Fuentes Palma, 2001). 
Existe más de una decena de organizaciones sin-
dicales, siendo la ANEF una de las más signifi ca-
tivas13 a nivel general de la APN, además de las 
vinculadas a los sectores de salud y educación. 
Estas organizaciones,  participan de la Mesa de 
Sector Público, la cual negocia todos los años, 
bajo el marco de la CUT, presentando anual-

12 Ver http://www.sii.cl/
13 Agrupación Nacional de Empleados Fiscales (ANEF); 
Asociación Nacional de Funcionarios de La Jun-
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mente un proyecto de reajuste y mejoramiento 
de las condiciones laborales del sector. La ANEF 
enfrentó su primera negociación en el año 1997, 
cuyos resultados se materializaron en la Ley 
19.553, llamada también “Ley ANEF”, gene-
rando el establecimiento de canales de diálogo y 
negociación con el Gobierno. Actualmente exis-
ten una serie de temas confl ictivos en la agen-
da, entre ellos el reclamo de la regularización 
laboral del personal “a contrata”, la cuestión del 
daño previsional, la implementación del Conve-
nio 151 de la OIT. que permitiría la negociación 
colectiva para el sector, incorporando el derecho 
a huelga y la inclusión de representantes sindi-
cales en procesos de selección y promoción in-
terna (ANEF, 2004b)

Gestión del confl icto laboral (86–87)
En su artículo 19, la Constitución prohíbe la 
declaración de huelga en el sector público. Sin 
embargo la huelga se encuentra en un estadio 
intermedio entre la prohibición y la tolerancia. 
Si bien están vigentes las disposiciones que la 
prohíben, la negociación colectiva  tiene lugar, 
de hecho, en estos estamentos, acompañada o no 
de paralizaciones de actividades, que pueden ser 
la consecuencia de negociaciones iniciadas pero 
frustradas, o que, más aún, suelen constituir el 
punto de inicio de una negociación. Esta legis-

lación prohibitiva es frecuentemente infringida, 
pues en el sector público se producen numerosas 
negociaciones informales, se fi rman acuerdos y 
protocolos que a veces son verdaderos contratos 
colectivos y se ha vuelto común la realización de 
huelgas y paralizaciones ilegales a fi n de presio-
nar a la autoridad respecto de una determinada 
pretensión (Fuentes Puelma, 2001). 

Gestión de las políticas sociales (88–89) 
Las reformas implementadas a inicios de los años 
ochenta cambiaron profundamente la estructura 
y funcionamiento del sector salud en Chile. Las 
reformas destacan la separación de funciones en-
tre el fi nanciamiento y la provisión de servicios de 
salud y los procesos de descentralización puestos 
en marcha. Las cotizaciones de salud pueden di-
rigirse alternativamente hacia dos sistemas de se-
guros de salud que funcionan de manera paralela 
y con lógicas muy distintas: el seguro público de 
salud (FONASA) o los seguros privados de salud 
ofrecidos por las ISAPRE (Titelman, 2000). Esa 
misma lógica también aplica al sector público, 
cuya mayoría sea individual o institucionalmente 
se encuentran en el marco de las ISAPRE. La 
afi liación a estas instituciones es voluntaria y se 
establece mediante la fi rma de un contrato, en 
el cual se convienen, libremente entre las partes, 
el otorgamiento, forma, modalidad y condiciones 
de las prestaciones y benefi cios para la recupera-
ción de la salud. Cabe destacar que el nivel de 
satisfacción de los usuarios puede ser califi cado 
de alto y que los niveles de satisfacción han creci-
do en los últimos años (Lehmann, 2002). Existen 
benefi cios vinculados a las asignaciones familia-
res, bono por escolaridad, cobertura estatal para 
jardines infantiles, salas cunas y los denominados 
servicios de bienestar, de afi liación voluntaria que 
ofrecen ayudas sociales por nacimiento, matrimo-
nio, préstamos y servicios de salud, entre otros. 

Organización de la Función de                
Recursos Humanos 

Hasta la aprobación de Ley del Nuevo Trato, no 
existía a nivel nacional ofi cina o servicio que es-

ta de Jardines Infantiles (AJUNJI);Agrupación Na-
cional de Funcionarios de la Universidad de Chile 
(FENAFUCH);Agrupación Nacional de Trabajadores 
de las Universidades Estatales (ANTUE); Confedera-
ción Nacional de Funcionarios Municipales de Chile 
(ASEMUCH); Colegio de Profesores Asociación Gre-
mial; Confederación Nacional de Funcionarios de Sa-
lud Municipalizada (CONFUSAM); Confederación 
Nacional de Asoc. de Funcionarios de Educación Muni-
cipalizada de Chile (CONFEMUCH); Confederación 
Nacional de Trabajadores de la Salud (CONFENATS) 
Departamento de Salud Federación de Colegios Profe-
sionales; Federación de Asociaciones de Académicos de 
Universidades Estatales de Chile (FEDAUECH); Fede-
ración Nacional de Profesionales Universitarios de los 
Servicios de Salud (FENPRUSS).
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pecífi camente asumiera la administración de los 
recursos humanos respecto del conjunto de la 
administración, estando algunas de esas funcio-
nes radicadas en la DIPRES, más allá del rol de 
auditoría e interpretación de la norma que tiene 
en la gestión de recursos humanos la Contraloría 
General de Chile. La DIPRES ha asumido los 
temas ligados al Estatuto Administrativo, como 
carrera funcionaria, ingreso, promociones, ca-
pacitación, etc. y, más específi camente, los rela-
tivos a remuneraciones y benefi cios económicos 
y dotaciones de personal, aspectos de especial 
relevancia en los asuntos de política fi scal. La 
Ley del Nuevo Trato creó la Dirección Nacio-
nal del Servicio Civil (DNSC), que es un servicio 
público descentralizado, tecnifi cado y pequeño 
en dotación, dependiente del Ministerio de Ha-
cienda. Esta nueva entidad tiene, entre otras, las 
funciones de diseñar e implementar descentrali-
zadamente políticas de personal; profesionalizar 
la gestión de recursos humanos en los servicios 
y ministerios; diseñar y fomentar políticas de 
capacitación pertinente; realizar las acciones 
necesarias para asegurar el efi ciente y efi caz 
funcionamiento del Sistema de Alta Dirección 
Pública y constituir y administrar un registro de 
los cargos de altos directivos públicos. Asimismo, 
también se creó el Consejo de Alta Dirección 

Pública (CADP) que conduce y regula el proce-
so de selección de los cargos de jefes superiores 
de servicio e integra el comité de selección para 
proveer los puestos administrativos del segundo 
nivel jerárquico. También es quien propone al 
Presidente de la República una nómina de 3 a 5 
candidatos seleccionados para la provisión de un 
cargo de jefe de servicio. Ambos órganos se han 
creado para dar institucionalidad a la implemen-
tación del Sistema de Alta Dirección Pública y 
ya han iniciado sus funciones en 2004. 

A nivel ministerial, es normalmente la más 
alta autoridad quien asume el patrocinio de los 
asuntos específi cos, tales como los incrementos 
de remuneraciones, las modifi caciones estructu-
rales de las plantas o planes de modernización 
institucional que impliquen aspectos relativos a 
los recursos humanos. La mayoría de las áreas 
cuentan con unidades encargadas de los asun-
tos de personal, si bien éstas presentan distin-
tos niveles de desarrollo. Así, en algunos casos 
esta función tiene un tratamiento relevante (por 
ejemplo, cuentan con subdirecciones de Recur-
sos Humanos u otras unidades de alto nivel). En 
otros, la unidad correspondiente forma parte de 
un departamento, generalmente administrativo, 
con un perfi l notablemente inferior. 
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Valoración simbólica de los subsistemas de recursos humanos

[+/–]
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Incorporación
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Clima laboral Relaciones laborales Políticas sociales
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II. INDICADORES 

A) Indicadores Cuantitativos
(en dólares)14

1. Tasa de designaciones políticas

I. Número de cargos de Jefatura 1.963 2004 – Información proporcionada por la DIPRES l

II. Número total de funcionarios 146.514 2003 – Gobierno Central -Información proporcionada DIPRES

I / II  1,34%

Peso fi scal del empleo público
2. Nómina salarial del gobierno central / Producto Bruto Interno

I. Nómina salarial del gobierno central civil (en millones ) 3.081,48 2003 – Presupuesto General de la Nación (ejecutado)

II. PBI (en millones) 56.263,28 2003 – Instituto Nacional de Estadística

I / II  5.48% 

Incentivos del Servicio Civil
3. Compresión vertical de los salarios

I. Mayor salario de la escala de la tabla salarial 4.666,18 2004 – Información proporcionada por la DIPRES 
  Renta bruta mensual más elevada de cargos de carrera en 
  los servicios públicos del Gobierno Central 

II. Menor salario de la escala de la tabla salarial 248.25 2004 – Información proporcionada por la DIPRES 
  Renta bruta mensual más baja en el sector público 
  (corresponde al auxiliar de renta más baja) 

I / II  18.78

Incentivos del Servicio Civil
4. Sueldo gubernamental promedio del gobierno central / PIB per cápita

I. Sueldo promedio mensual del gobierno central civil  783,85 2004 – Información proporcionada por la DIPRES
(x funcionario activo)   Incluye cargos de carrera del Gobierno Central

II. PBI per cápita mensualizado 347.68 2004 – Cálculos propios (población 2004 /PBI primer 
  trimestre 2004/3) 

I / II  2.25

14 Tipo de Cambio promedio: 2004 $ 614.7 por cada USD – 2003 $ 691.4 por cada USD – 2002 $ 688.9 por cada 
USD – Fuente: Banco Central de Chile – Tipo de cambio observado.
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Incentivos del Servicio Civil
5. Sueldo gubernamental promedio del gobierno central / sueldo promedio del sector privado

I. Gasto promedio mensual por servidor activo en el  783,85 2004 – Información proporcionada por la DIPRES
gobierno central civil   Incluye cargos de carrera del Gobierno Central 

II. Salario medio mensual 372,89 2002 – INE-Remuneraciones medias mensuales nominales
(en base a muestra de trabajadores de todos los sectores)   por grupos

I / II 2.1

Dotación de Servicio Civil
6. Número total de empleados públicos en el gobierno central / población total

I. Número total de empleados activos del Gobierno Central 146.829 2003 – Gobierno Central -Información proporcionada por 
  la DIPRES l

II. Población total 15.773.504 2003 – Proyecciones Instituto Nacional de Estadística

I / II 0.93%

  
7. Gasto público total del gobierno central (excluye pensiones y servicio de la deuda) / Número total de empleados 

públicos del gobierno central

I. Gasto público total del Gobierno Central (en millones ) 10.536,34 2003 – Presupuesto General de la Nación (ejecutado)

II. Número de empleados del Gobierno Central 146.829 2003 – Gobierno Central -Información proporcionada por 
  la DIPRES 

I / II (en dólares) 71.759,25
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Tabla de índices
    Valor 
 Valor Índices Porcentaje  subíndices Porcentaje 
Índice (escala 0 A 20) de la escala               Subíndice (escala 0 a 10) de la escala

(E) Efi ciencia 11.83 59%    

(M) Mérito 12.46 62%
    

(CE) Consistencia  12.90 65%
estructural    

   (CES) Coherencia estratégica 6.86 69%

   (CD) Consistencia directiva 5.86 59%

   (CP) Consistencia procesos 6.58 66%
    

(CF) Capacidad  11.43 57%
funcional    

   (COM) Competencia 5.63 56%

   (EI) Efi cacia incentivadora 6.62 66%

   (FL) Flexibilidad 4.91 49%
    

(CI) Capacidad  10.24 51%
integradora

B) Índices para la evaluación de los sistemas de servicio civil 

Los índices de Efi ciencia, Mérito y Capacidad 
Funcional se ubican alrededor del 60% de la 
escala, destacándose por debajo de dicho nivel 
el índice de Capacidad Integradora que llega al 
50% de la escala, alcanzando el valor máximo el 
índice de Consistencia Estructural.  

Efi ciencia
El valor de este índice refl eja el alto grado de 
disciplina fi scal, que lleva a altas valoraciones en 
la efi ciencia de la planifi cación de los recursos 
humanos y de la gestión de las remuneraciones.  
El costo razonable de las plantillas públicas, la 
equidad interna que se logra por la administra-
ción centralizada de las remuneraciones, y los 
costos salariales no excesivos respecto del mer-
cado, se destacan entre los puntos incluidos en 

este índice. Debajo del promedio califi can el 
régimen de pensiones por las difi cultades que 
derivaron en la cuestión del “daño previsional”, 
la rigidez que generan las limitaciones a la mo-
vilidad del personal, y la diversidad que presenta 
la evaluación sistemática de las actividades de 
capacitación.

Mérito
El valor de este índice refl eja la progresiva imple-
mentación de acciones a efectos de la  consolida-
ción de la gestión del empleo en base a criterios 
de mérito, y la baja incidencia de criterios arbi-
trarios en la asignación de compensaciones.  Se 
destaca como aspecto positivo la reducción de 
los cargos de libre designación a partir de la Ley 
del Nuevo Trato. 
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Consistencia Estructural
Subíndice Coherencia Estratégica. Es la mayor fortale-
za del sistema de servicio civil chileno, debido a la 
madurez del sistema de planifi cación estratégica, 
y su articulación con las funciones de gestión del 
rendimiento y gestión de las compensaciones.

Subíndice Consistencia Directiva. Este subíndice re-
fl eja el alto nivel de partipación de los directivos 
de línea en las funciones de planifi cación, orga-
nización del trabajo y gestión del rendimiento, 
en combinación con una percepción razonable-
mente positiva de las organizaciones responsa-
bles de la gestión centralizada del sistema.

Subíndice Consistencia de los Procesos. Infl uyen po-
sitivamente en este subíndice el alto grado de 
integración de los procesos de planifi cación, un 
sistema efi caz de información de recursos hu-
manos (aún sin contar con alto grado de infor-
matización) y la ordenada administración de las 
remuneraciones. Las limitaciones del subsistema 
de organización del trabajo, la falta de efectivi-
dad del proceso de evaluación individual, y la 
ausencia de mecanismos de gestión de la comu-
nicación organizacional, son los aspectos que 
infl uyen bajando el promedio de valoración del 
subíndice.

Capacidad Funcional
Subíndice Competencia. El alto nivel de tecnifi ca-
ción de las plantillas y la progresiva maduración 
del sistema de gestión del empleo, sobre todo a 
partir de la normativa recientemente aproba-
da, son los aspectos que infl uyen positivamente 
en este subíndice.  Las mayores limitaciones se 
asocian con el bajo desarrollo del subsistema de 
organización del trabajo, la poca utilización del 
período de prueba como una herramienta para 
gerenciar el sistema de recursos humanos ajus-
tando los procesos de selección, y los problemas 
de competitividad de los salarios en los niveles 
gerenciales. 

Subíndice Efi cacia Incentivadora. La alta valoración 
de este subíndice se explica por un subsistema 
de gestión del rendimiento que en su aspecto 
de evaluación institucional resulta altamente 
incentivador del esfuerzo y compromiso de los 
empleados, y por un sistema de remuneraciones, 
que si bien puede ser mejorado, presenta un aba-
nico salarial razonable e incorpora mecanismos 
de incentivo grupal y organizacional.  Las limi-
taciones del subsistema de organización del tra-
bajo, de la evaluación de desempeño individual 
y de los procedimientos disciplinarios presentan 
una valoración relativamente más baja, incidien-
do negativamente en el promedio de valoración 
del subíndice.  

Subíndice Flexibilidad. Este subíndice presenta una 
valoración relativamente menor que el resto.  
Este resultado se explica por la baja movilidad 
funcional y geográfi ca,  y la relativa infl exibilidad 
de la progresión en la carrera. Estas limitaciones 
bajan el promedio de valoración del subíndice, 
al combinarse con una valoración media del 
resto de los aspectos considerados, tales como la 
fl exibilidad de los mecanismos de planifi cación, 
la posibilidad de despido por bajo desempeño o 
por razones técnicas, y la preeminencia de crite-
rios técnicos para la defi nición de los puestos de 
trabajo. 

Capacidad integradora
Las garantías de igualdad en el acceso y promo-
ción, el rol de la evaluación institucional como 
mecanismo para involucrar y comprometer a los 
empleados, los benefi cios sociales equivalentes a 
los del sector privado, y un desarrollo razonable 
de las relaciones laborales (si bien a nivel infor-
mal, dada la ausencia de negociación colectiva y 
prohibición de huelga en el sector), son los aspec-
tos que contribuyen positivamente en este índice.  
Por su lado, la inexistencia de mecanismos para 
mejorar el clima y la comunicación organiza-
cional, y la ausencia de mecanismos de induc-
ción para los empleados son las limitaciones más 
fuertes entre los puntos críticos incluidos en este 
índice. 
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III. CONCLUSIONES 

Análisis de áreas causales

El caso chileno se caracteriza por el desarrollo 
de una cultura orientada a resultados, como un 
fenómeno previo a la innovación en los marcos 
normativos del servicio civil, una continuidad 
política que ha permitido avanzar progresiva-
mente en los procesos de reforma del estado y 
la capacidad de implementación, con una alta 
orientación pragmática, como lo muestra el caso 
de las acciones ya realizadas en lo relativo a la 
Alta Gerencia Publica o la rápida modifi cación, 
ante su fracaso, de los incentivos individuales de 
desempeño por los colectivos. 

Las dos grandes vertientes de áreas causales 
que infl uyen negativamente en la performance 
actual del sistema de gestión de recursos huma-
nos están vinculados a: 1) la tradición existente, 
de una alta politización de los cuadros directivos, 
o dicho en otras palabras, la inexistencia de cua-
dros directivos de carrera, dado por el sistema de 
cuoteo entre partidos, y 2) una carrera funcio-
naria cerrada, estancada en cuanto a promoción 
interna y sin intercomunicación ni movilidad con 
el resto de la administración pública, generando 
rigidez, que se compensa a través del régimen “a 
contrata”. 

Factores del contexto interno y entorno

El caso chileno muestra un contexto propicio 
para la continuidad de las reformas. En los he-
chos, la estabilidad política y económica y el es-
tilo de la política chilena de generar consensos 
entre los actores establece una plataforma sig-
nifi cativa para la consolidación de estos proce-
sos. Por otra parte, los marcos legales suelen ser 
respetados, no generándose reformas sucesivas 

sino más bien acumulativas y de corte pragmá-
tico. Un ejemplo de ello, puede verse en el he-
cho que la Ley del Nuevo Trato, a diferencia 
de otra experiencias latinoamericanas, agrega 
y no elimina el marco anterior de la EA sino 
que centralmente introduce innovaciones y 
mejoras. 

Conclusiones principales del diagnóstico

Chile se encuentra en un proceso de infl exión re-
lativo a lograr una reforma plena de su servicio 
civil. La existencia de prácticas orientadas a la 
gestión por resultados y asociadas a un compo-
nente variable de retribución, los consensos polí-
ticos previos  sobre los que se basó la nueva ley y 
la implementación concreta que están teniendo 
sus principales ejes permiten señalar un contexto 
propicio para el cambio iniciado. Desde el punto 
de vista del principio de mérito, el sistema tiene 
hoy el desafío de poder integrar el Sistema de 
Alta Gerencia sin reproducir bajo otras formas 
las cuestiones que el mismo intenta resolver. De 
las disfunciones que afectan la fl exibilidad, se 
destacan: a) escasa movilidad horizontal b) idea 
de inamovilidad generalizada, y c) los concursos 
cerrados para las promociones. 

Como temas pendientes quedan la posibili-
dad  real de modifi car prácticas sostenidas por 
años, tal como la introducción de la promoción 
mediante concursos; la instrumentación plena 
del Sistema de Alta Gerencia; la capacidad de 
los sistemas de desempeño institucional y colecti-
vo de superar en el tiempo la rutina de la cultura 
organizativa y, en especial,  que la nueva insti-
tucionalidad representada por la Dirección Na-
cional de Servicio Civil (DNSC) y el Consejo de 
la Alta Dirección Pública (CADP) construya la 
autoridad y legitimidad necesarias a efectos del 
cumplimiento de sus funciones.  
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IV. RECOMENDACIONES 

• Profesionalizar y fortalecer las áreas de Re-
cursos Humanos de los distintos organismos 
a efectos de asegurar una coordinación ade-
cuada con la DNSC;

• Fortalecer el Rol de la Dirección Nacional 
de Servicio Civil vis a vis el rol actual de la 
DIPRES;

• Generar mecanismos de movilidad horizon-
tal entre organismos y de promoción interna 
accesibles a toda la administración compren-
dida en el marco de la EA;

• Rediseñar la política de remuneraciones, a 
efectos de disminuir las brechas existentes, 
actualizando la escala de remuneraciones 
(que data del año 1974) y eliminando las in-
numerables asignaciones, que paulatinamen-
te se han ido creando para mantener cierta 
relación con el mercado laboral; 

• Identifi car una estructura horizonte de pues-
tos de trabajo permanentes y puestos de tra-
bajo transitorios; 

• Desarrollar un sistema de organización del 
trabajo, que manteniendo sus características 
fl exibles actuales, permita incorporar com-
petencias y  criterios de carrera horizontal en 
forma más orgánica.
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 Categorías Factores Comentarios del Evaluador

Antecedentes  Proceso concertado de implementación de reformas.

Análisis del contexto  Análisis del marco  Marcos regulatorios estables que incorporan innovaciones sin eliminar los anteriores. 
institucional legal Reforma tendientes a profesionalizar, limitar la politización del sistema, y promover 
  cultura orientada a resultados con componente de remuneración variable.

Análisis funcional del  Análisis organizativo   DNSC recientemente creada. Alta centralización de la gestión en DIPRES bajo criterio 
servicio civil de la función Recursos  de fuerte disciplina fi scal. Desarrollo relativo de las áreas de recursos humanos en 
 Humanos los organismos. 

 Indicadores   Alta compresión salarial (18,75).
 cuantitativos del   Bajo peso de empleo público en relación a población total.
 sistema de SC  Fuerte brecha salarial en relación al mercado privado en sueldos gerenciales. 
 analizado Nivel competitivo de salarios del sector publico versus sector privado en niveles de 
  administrativos y auxiliares.
  Baja competitividad en niveles de profesionales y directivos. 

Análisis por  Planifi cación Alta disciplina fi scal. Sistema de control de gestión orientado a resultados. 
subsistemas  institucionales y grupales, asociados a remuneración variable. Flexibilidad otorgada 
  por sistemas de contrataciones con marcos legales adecuados. Sistemas de 
  información efi caces.
  Estructuras de contratación con marcos legales claros y benefi cios igualados a las 
  plantas permanentes.

 Organización del  Sistema fl exible, sin clasifi cación de puestos formal.
 trabajo Defi nición de perfi les al momento de la selección. Situaciones de “contrataciones 
  permanentes”.

 Gestión del empleo Sistemas de Concursos recientemente reglamentados. Creación del Sistema de Alta 
  Gerencia. Incorporación a carrera de puestos directivos de tercer nivel. Inclusión de 
  criterio meritocrático para puestos de confi anza. 

 Gestión del  Sistema que incorpora evaluaciones grupales por resultados. 
 Rendimiento Evaluación individual anual distorsionada. 

 Gestión de la  Estructura retributiva básica + incrementos variables por resultados colectivos e 
 Compensación institucionales. Sueldos poco competitivos, en niveles jerárquicos y de profesionales. 
  Competitiva en niveles de auxiliares y administrativos en relación al sector privado. 
  Política salarial es más política económica que política de desarrollo de RH. 
  Existencia de benefi cios sociales básicos. 

 Gestión del Desarrollo La carrera estancada con bajo grado de movilidad vertical. Fuerte incidencia de 
  antigüedad hasta el momento en las promociones. Carrera cerrada al interior del 
  organismo. Sin diseño de carreras horizontales. La capacitación se orienta a los 
  objetivos organizacionales y es administrada por cada organismo de acuerdo a 
  Proyectos y Programas Especiales. 

 Gestión de las   El clima organizacional y la comunicación no son prioridades. Ausencia formal de 
 Relaciones Humanas mecanismos de negociación colectiva pero existencia en la práctica. Huelga 
 y Sociales prohibida pero utilizada como recurso para la negociación. 

Índices del sistema   Los índices se ubican entre el 50 y el 65% de la escala prevista, refl ejando la 
de servicio civil  evolución progresiva y sostenida del servicio civil chileno.

V. TABLA DE SÍNTESIS
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SIAPER Sistema de Información de Personal de la Administración Pública

SIGFE Sistema de Información para la Gestión Financiera del Estado
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CAPÍTULO 6

Síntesis del diagnóstico
Caso Colombia1 

1 Autores: Mercedes Iacoviello y Laura Zuvanic.

Este trabajo se basa en la revision y actualizacion 
del diagnostico realizado por Ricardo Ávila (2002).
2 Los fallos de la corte también pueden observarse en 
otros temas tales como el de seguridad social; remune-
raciones y política de bienestar social entre otros.   

I. RESUMEN EJECUTIVO

Principales Conclusiones 

El Servicio Civil en Colombia se encuentra ac-
tualmente en un momento de transición carac-
terizado por la puesta en marcha de una serie de 
reformas tendientes a su mejora, a partir de la 
aprobación de la Ley 909/04, del Empleo Públi-
co, Carrera Administrativa y Gerencia Pública 
y las acciones iniciadas en el 2002 a través del 
Programa de Renovación de la Administración 
Pública (PRAP). Estas mejoras están orientadas 
a revertir el contexto inestable desde el punto de 
vista legal dado por el vacío normativo que atra-
vesaron los temas de la carrera desde 1999, debi-
do a los fallos de la Corte2 contra la validez de la 
Comisión Nacional del Servicio Civil, que puso 
en jaque la aplicación de la Ley 443 de 1998. 

Este contexto implicó que durante cinco años 
la gestión del personal se basara en inscripciones 
extraordinarias y nombramientos provisionales, 
debilitándose el principio de mérito para el in-
greso y el progreso en la carrera administrativa, 
y afectando la performance de los subsistemas de 
gestión del empleo y gestión del desarrollo. 

La gestión del rendimiento está formalmen-
te desarrollada, aunque tiene poca utilización 
práctica por la excesiva benevolencia en las 
evaluaciones. La gestión de las compensaciones 
está regulada, y caracterizada por una serie de 

adicionales salariales que han generado una in-
mensa dispersión en el sistema. Las relaciones 
laborales se reconocen, pero no han madurado 
todavía en mecanismos efi cientes de negociación 
colectiva. Se destaca la gestión de la formación, 
que se orienta en base a una planifi cación global 
y se caracteriza por acciones permanentes por 
parte de las instituciones a cargo de la política de 
capacitación. 

La nueva ley plantea cambios centrales en el 
sistema incluyendo una nueva Comisión estable-
cida en base a concurso público, la incorpora-
ción de un modelo de gerencia pública, acuerdos 
de gestión para los niveles gerenciales, e intro-
duce la fi gura de los empleos temporales, para 
regularizar la situación de las contrataciones. La 
acción permanente y coordinada que ha carac-
terizado a los organismos de administración del 
sistema, plantea una perspectiva favorable en 
términos de posibilidades de implementación de 
estas medidas. 

El promedio de los índices se sitúa en el 50% 
aproximadamente. El valor más bajo se presenta 
para capacidad integradora y efi ciencia que re-
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presenta un 42% respectivamente y los valores 
más altos para mérito con un 52% y consistencia 
estructural con un 48%. 

Contexto Institucional

Colombia es un Estado Unitario, regido por el 
principio de centralización política y descentrali-
zación administrativa, la rama ejecutiva presenta 
tres órdenes: nacional, departamental y munici-
pal. Por lo tanto, el concepto del servicio civil es 
aplicable entonces a aquellos funcionarios vin-
culados de manera permanente mediante una 
relación legal y reglamentaria básicamente en 
la rama ejecutiva. De tal manera, se exceptúan 
los trabajadores ofi ciales, que conforman la gran 
mayoría de los empleados de las empresas, y las 
contratistas de prestación de servicios.

El país ha conseguido mantener el creci-
miento de su PBI a pesar de las tendencias des-
favorables a nivel internacional y regional y de la 
violencia local. El crecimiento económico si bien 
pequeño, de 1,4% en 2001 y de 1,5% en 2002, 
demostró que la base económica de Colombia 
se mantiene fuerte. Mientras otras naciones lati-
noamericanas y caribeñas luchan en contra de la 
desigualdad, la pobreza o la violencia, Colombia 
debe enfrentar las tres problemáticas al mismo 
tiempo. La pobreza está incrementándose y del 
60% de la población que vivía bajo la línea de 
la pobreza en 1995 se ha pasado al 67% en la 
actualidad. El desempleo alcanza aproximada-
mente el 18% en las zonas urbanas (donde viven 
tres cuartas partes de la población) provocando 
el aumento de la desigualdad. Recientes encues-
tas muestran que la mayoría de los colombianos 
han adoptado como propios los objetivos de or-
den público del gobierno de Alvarez Uribe que 
comenzó su mandato a mediados de 2002. El 
segundo semestre del año 2004 representa un 
fuerte reto político para el gobierno. Con una 
popularidad del 79%, tiene una agenda legis-
lativa con temas tan disímiles y trascendentales 
como las reformas tributaria, a las pensiones, a la 
salud, a la justicia, a la contratación administra-
tiva y a la supresión de trámites; combinándose 

dicho temario con la reforma constitucional que 
posibilitaría la reelección del presidente. 

Antecedentes

La carrera administrativa data de 1938 por me-
dio de la ley 165 con la cual se dio la garantía de 
estabilidad en el empleo público. En 1958, lue-
go de una gran reforma política por medio del 
único plebiscito realizado en Colombia (1957), 
se expide la ley 19 de 1958 la cual bajo el título 
de “Reforma administrativa” vuelve a revivir bajo 
los términos de estabilidad y preparación técnica de 
los funcionarios públicos” los principios ya señala-
dos en 1938. Allí se creó el Departamento Ad-
ministrativo del Servicio Civil encargado de la 
administración de personal y se crea la Comi-
sión de reclutamiento, ascensos y disciplina con 
las funciones adicionales de acceso a la carrera, 
verifi cando la capacidad de los aspirantes y es-
tableciendo la lista permanente de candidatos. 
Paralelo a ello se creó en el Consejo de Estado la 
sala especializada del Servicio Civil; se le otorgó 
al gobierno la facultad de formar la nomenclatu-
ra y la escala de sueldos de todos los empleados 
de la administración y se creó la ESAP.

De esta reforma surge posteriormente el 
Decreto 1.732 de 1960, que afi anzó el sistema 
de administración de personal consolidando la 
diferencia entre empleos de libre nombramien-
to y de carrera (Echeverri Piedrahita, 2003). En 
1968 y fruto de otra enmienda legislativa se ex-
pide el Decreto-ley 2.400 en el cual se identifi can 
las condiciones del empleo al señalar ordinario, 
en período de prueba y provisional. Posteriormente el 
Decreto 1.950 de 1973 y la Ley Nº 61 de 1987 
ratifi caron toda la voluntad normativa sobre este 
tema, pero sus resultados quedaron sujetos a los 
vaivenes políticos que hicieron imposible su apli-
cación en el orden territorial y muy pobre en el 
nivel central de la administración pública colom-
biana.

La Constitución Política de 1991, que fue 
fruto de una gran concertación, consagró un ca-
pítulo especial a la función pública y reiteró el con-
cepto de ingreso y permanencia de los servidores 
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públicos supeditado fundamentalmente al mérito. 
La carta fundamental creó una Comisión Na-
cional del Servicio Civil, responsable de la ad-
ministración y vigilancia de las carreras. Con 
base en lo anterior, el gobierno expidió la Ley 
Nº 27 de 1992, con la cual se inició un proceso 
de carrera administrativa que se encontraba en 
un muy incipiente desarrollo. La conformación 
de la Comisión a la luz de esta ley tenía un claro 
sabor de dependencia del ejecutivo, puesto que 
cuatro de los miembros pertenecían o eran de-
signados por el gobierno central, adicionalmente 
participaba un gobernador departamental y un 
alcalde municipal, y solamente un representante 
de las organizaciones sindicales conformaba la 
parte de los trabajadores. Luego de unos años de 
desarrollo y como consecuencia de defi niciones 
constitucionales a muchísimos cargos que apa-
recían en la ley como de libre nombramiento y 
que la corte constitucional consideró de carrera, 
y en una clara intención de darle un poco mas 
de autonomía en su conformación a la Comisión 
Nacional, se presentó una nueva propuesta le-
gislativa que quedó consignada en la ley 443 de 
1998. Esta nueva norma sufrió desde un comien-
zo el proceso de revisión debido a un sinnúmero 
de demandas de inconstitucionalidad. Pocos me-
ses después la Corte Constitucional se pronunció 
fundamentalmente con la sentencia C-372/99, 
la cual no solo dictó nuevas directrices sobre los 
empleos públicos de libre nombramiento y re-
moción y los de carrera administrativa, sino que 
estableció el principio de autonomía de la Comi-
sión Nacional del Servicio Civil, en especial la 
responsabilidad de administración de la carrera 
administrativa. 

Por último, cabe destacar, que también exis-
ten una serie de estatutos específi cos para deter-
minados grupos de empleados. Colombia cuenta 
con los sistemas de Carrera General y Especiales 
que rigen para: Rama Judicial del Poder Públi-
co, Procuraduría General de la Nación y Defen-
soría del Pueblo, Fiscalía General de la Nación, 
Universidades Estatales u Ofi ciales organizadas 
como Entes Universitarios Autónomos, Perso-
nal Uniformado del Ministerio de Defensa de 

las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional y 
personal regido por la Carrera Diplomática y 
Consular.

Cambios desde la fecha del diagnóstico 

El 27 de diciembre de 2002 se expiden disposi-
ciones para adelantar el Programa de Renova-
ción de la Administración Pública (PRAP) y se 
otorgan facultades extraordinarias al Presidente 
Álvaro Uribe Vélez, a través de la Ley Nº 790. 
El PRAP tiene por objetivo renovar y moderni-
zar la estructura de la rama ejecutiva del orden 
nacional, con efectos en el ahorro de recursos 
para combatir la crisis fi scal, buscando mejorar 
el desempeño y la credibilidad de las institu-
ciones públicas. El PRAP, es coordinado por el 
Departamento Nacional de Planeación (DNP) y 
plantea reformas verticales dirigidas al rediseño 
institucional y reformas transversales relaciona-
das con procesos estructurales comunes a toda 
la administración pública. A la fecha, se han re-
diseñado 142 entidades en 19 sectores. De esas 
entidades, 30 han sido liquidadas, 4 fusionadas, 
3 escindidas, 8 creadas, a 5 se les cambió la ads-
cripción, se modifi có la planta de personal y la 
estructura en 51, en otras 37 se cambió la planta, 
en 2 la estructura y se han suprimieron contratos 
de prestación de servicios. 

En este marco de reformas transversales se 
sancionó, el 23 de septiembre de 2004, la Nueva 
Ley del Empleo Público Carrera Administrativa 
y Gerencia Pública, Ley 909/2004. Entre los te-
mas centrales que señala la Ley fi guran: 

1. Comisión Nacional del Servicio Civil. La ley 
crea una Comisión que administra y vigila 
la carrera administrativa, tanto del sistema 
general de carrera como de los sistemas es-
pecífi cos, no así los de las carreras especiales. 
Estará dotada de personería jurídica, auto-
nomía administrativa y patrimonio propio. 
Se pretende que, tal como lo establecieron 
los fallos de la Corte Constitucional, sea una 
entidad completamente independiente y au-
tónoma; 
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2. Incorporación del modelo de Gerencia Pú-
blica como mecanismo para vincular, bajo 
el principio del mérito, a los directivos del 
Estado, respetando la naturaleza de los em-
pleos. Serán cargos de Gerencia Pública los 
que conlleven ejercicio de responsabilidad 
directiva en la administración pública de 
la Rama Ejecutiva de los órdenes nacional 
y territorial, pero continúan siendo de libre 
nombramiento y remoción. Señala la ley que 
la profesionalidad debe ser determinante 
para el nombramiento, por ello se indica que 
se tendrán en cuenta los criterios de mérito, 
capacidad y experiencia para el desempeño 
del empleo, y se podrá utilizar la aplicación 
de una o varias pruebas dirigidas a evaluar 
los conocimientos o aptitudes requeridos 
para el mismo, la práctica de una entrevista y 
una valoración de antecedentes de estudio y 
experiencia. La ley conserva la discrecionali-
dad de las designaciones, pues independien-
temente de la denominación que se le de se 
trata de funcionarios de libre nombramiento 
y remoción; 

3. Acuerdos de gestión. El gerente público debe 
concertar acuerdos de gestión; 

4. Empleos temporales. Los organismos podrán 
contemplar excepcionalmente en sus plantas 
de personal empleos de carácter temporal o 
transitorio y establece las condiciones para 
su creación3. Esto permitiría el reemplazo de 
las llamadas plantas paralelas (contratistas, 
órdenes de prestación de servicios) por esta 
nueva modalidad, tratando de ajustarse al 
criterio reiterativo de la Corte Constitucio-
nal, que ha considerado que en la medida 
en que exista subordinación, se estaría ante 
una verdadera relación laboral. Los nuevos 
empleados temporales gozarán de todos los 
derechos laborales: pago de salario, presta-
ciones sociales, afi liación al sistema de se-
guridad social, posibilidad de organizarse 
sindicalmente. A fi n de evitar arbitrariedad 
en la selección, la ley exige que se acuda a la 
lista de elegibles para nombrar esta categoría 
de servidores; de no ser posible, se realizará 

un proceso de evaluación de las capacidades 
y competencias de los candidatos; 

5. Consagración de una nueva causal de retiro: 
“Razones de Buen Servicio mediante Reso-
lución Motivada” se entiende como razones 
de buen servicio cuando el incumplimiento 
grave de una o algunas funciones asignadas 
al funcionario afecten directamente la pres-
tación de los servicios que debe ofrecer la en-
tidad, caso en el cual se procederá al retiro 
del empleado, mediante resolución motivada 
que incluya la descripción del incumplimien-
to de la función y el nexo causal entre este 
y la afectación del servicio. A partir de esta 
causal no se tendría la obligación de adelan-
tar un proceso disciplinario para poder des-
vincular al servidor.

 6. Situación de los provisionales. A fi n de en-
frentar el problema de la provisionalidad se 
ha establecido que durante el año siguiente 
a la conformación de la Comisión Nacio-
nal del Servicio Civil deberá procederse a 
la convocatoria de concursos abiertos para 
cubrir los empleos de carrera administrativa 
que se encuentren cubiertos mediante nom-
bramiento provisional o encargo. Como se 
puede observar se trata de concursos abier-
tos, por lo que cualquier persona vinculada 
o no, que cumpla los requisitos para el cargo 
podrá participar, pero la ley señala que dará 
preferencia a los provisionales al señalar que 
se les evaluará y reconocerá la experiencia, 
antigüedad, conocimiento y efi ciencia en su 
ejercicio.

3 Entre ellas a) Cumplir funciones que no realiza el 
personal de planta por no formar parte de las activi-
dades permanentes de la administración; b) Desarro-
llar programas o proyectos de duración determinada; 
c) Suplir necesidades de personal por sobrecarga de 
trabajo, determinada por hechos excepcionales; d) 
Desarrollar labores de consultoría y asesoría institu-
cional de duración total, no superior a 12 meses y que 
guarde relación directa con el objeto y la naturaleza 
de la institución.
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Análisis de los Subsistemas4

Planificación de Recursos Humanos

Existencia e integridad del sistema (1)
Hasta el momento el subsistema ha presenta-
do cierta precariedad y ausencia de estrategia 
a largo plazo, caracterizada por una evolución 
inercial de las plantas de personal, en un marco 
de restricciones normativas y fi scales. Asimismo 
existe una alta rotación de los directivos públi-
cos, quienes, en algunos casos, no alcanzan a 
permanecer en el cargo ni siquiera durante un 
ciclo presupuestal. De tal manera, las previsiones 
y asignaciones parciales de recursos se limitan al 
horizonte temporal del directivo que normal-
mente tiende a ser menor al del período de go-
bierno. 

Actualmente a partir de una serie de refor-
mas en marcha a través del PRAP, se intenta dar 
cierta racionalidad y coherencia al subsistema. 
En ese sentido, el PRAP ha implicado la supre-
sión de empleos a la par del inicio de algunas re-
formas transversales, especialmente las relativas 
a la implementación de la carrera administrativa 
y el diseño del modelo de gerencia pública. El 
PRAP tiene por objetivo reducir la burocracia en 
40 mil servidores, para lo cual se estima que 30 
mil serían de pensionados y plazas no cubiertas 
y los otros 10 mil por retiros directos ocasiona-
dos por supresión de la entidad, fusión, escisión o 
transformación (Echeverri Piedrahita, 2003)5. La 
meta para las 203 entidades del nivel central, fue 
la obligatoria reducción del 20% de los empleos 
existentes en la planta y la búsqueda de estable-
cer un mínimo de 70% del personal en lo sustan-
tivo y un 30% de apoyo. 

Coherencia estratégica (2–3)
Hasta el momento ha existido limitada capacidad 
para alinear las necesidades de la organización a 
orientaciones estratégicas. En el corto plazo el 
contraste entre las necesidades y las disponibi-
lidades de personal para cumplir con las políti-
cas específi cas de una administración particular 
tropieza con las restricciones normativas y, por 
lo tanto, solo es viable asignar recursos parcial-

mente en caso de que existan reestructuraciones 
o un número considerable de vacantes. Existen 
modalidades de contratación temporal que han 
dado fl exibilidad a la planifi cación y que actual-
mente quedarían reglamentadas a través de la 
fi gura del empleo temporal que establece la Ley 
909. Por último, cabe señalar que la ley establece 
que las unidades de personal deberán elaborar 
y actualizar anualmente planes de previsión de 
recursos humanos que contengan el cálculo de 
los empleos necesarios, de acuerdo con los requi-
sitos y perfi les profesionales establecidos en los 
manuales de funciones; la identifi cación de las 
formas de cubrir las necesidades cuantitativas y 
cualitativas de personal para el período anual y 
la estimación de todos los costos de personal de-
rivados. 

Información de Base (4) 
Los sistemas de información de personal son 
parciales, incompletos y dispersos, aunque es ne-
cesario destacar que se encuentra en marcha un 
proceso de mejora. En el marco del PRAP se ha 
tomado el tema de información como un aspecto 
central y la DAFP se encuentra en la tarea de 
consolidar el Sistema Único de Información de 
Personal (SUIP), establecido por Decreto 1.145 
de abril del 2004. El proceso de implementa-
ción total se realizaría a lo largo de 2004 e im-
plicaría una actualización y mejora del software 
del SUIP. Al fi nalizar este proyecto se contará 
con un instrumento tecnológico en web que le 
ofrezca al Gobierno Nacional información per-

4 El análisis de los subsistemas sigue los 93 puntos crí-
ticos establecidos en la metodología, los cuales se listan 
con su correspondiente valoración en el Anexo 1. Para 
cada apartado se indican entre paréntesis los puntos 
críticos asociados.
5 Entre los casos paradigmáticos de reestructuración se 
encuentran los casos de  Telecom y  ECOPETROL y 
el ISS, con una tradición superior a los 30 años y que 
constituían el paradigma por el numero de empleados 
y  las organizaciones sindicales. (Echeverri Piedrahita, 
2003)
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manente de todos los servidores vinculados a 
la administración pública, respecto del número 
de empleos, clasifi cación y remuneración de los 
mismos, composición, características y variables 
socioeconómicas (sexo, edad, origen, nivel de es-
colaridad, entre otros). 

Efi cacia (5–9) 
Es de destacar una condición generalizada de 
bajo desempeño de la APN. Las principales cau-
sas de esta problemática se pueden agregar en 
cuatro grandes temas: a) estructuras organizati-
vas inadecuadas, b) descontrol en la gestión del 
sistema de empleo público, c) funciones transver-
sales de gestión débiles y poco integradas, y d) 
debilidad y poca integración en los sistemas de 
información nacional. Con relación al empleo 
público, desde 1990 hay una clara tendencia al 
incremento de su costo relativo (Pimienta, 2003). 
Si bien en términos absolutos Colombia no se 
caracteriza por tener un sector público excesi-
vamente grande en términos de empleo, resulta 
preocupante su evolución, principalmente en la 
rama ejecutiva del orden nacional, donde creció 
de 100.000 funcionarios en 1993 a 155.000 en 
el 2002 (excluidos policía, militares, docentes y 
vacantes), coincidiendo con un período de fuerte 
descentralización de las entidades territoriales. 
El PRAP ha iniciado acciones en estos aspectos. 
En lo relativo a la tecnifi cación de la planta, al 
2002 una oinforme sobre 60 mil casos, señala-
ba que un 39% de los empleados contaba con 
estudios de grado, 18% con posgrado, 30% con 
educación secundaria y 4% con educación pri-
maria. La mitad de los funcionarios públicos con 
educación superior provienen del área Jurídica 
o Ciencias del Derecho. De allí se desprende el 
carácter altamente prescriptivo y normativista 
que ha acompañado a la administración pública 
en general y a la administración de personal en 
particular (DAFP, 2003b).

Administración (10–11) 
Hasta el momento el rol de los directivos de lí-
nea ha estado limitado. La puesta en marcha del 
PRAP ha implicado un mayor involucramiento, 

a la par que la DAFP ha preparado una serie de 
material a efectos del proceso de planifi cación. 

Organización del Trabajo

Existencia e integridad del sistema (12)
El proceso de organización del trabajo está es-
tructurado bajo el sistema de nomenclatura y 
clasifi cación de cargos, el cual se encuentra nor-
matizado y se considera de carácter obligatorio 
para los empleados de la rama ejecutiva del orden 
Nacional. El sistema es complejo, heterogéneo y 
fragmentado y da lugar a grandes diferencias en 
materia salarial y de requisitos. 

Calidad técnica y fl exibilidad del 
diseño de puestos (13–17) 
Los empleos de la rama ejecutiva se clasifi can en 
base a los niveles de directivo, asesor, ejecutivo, 
profesional, técnico y asistencial. Las normas 
establecen los requisitos por nivel y grado6 cen-
trándose en los aspectos referidos a experiencia y 
titulación. Asimismo, las entidades gubernamen-
tales y en base a la norma general, deben realizar 
y actualizar sus Manuales Específi cos de funcio-
nes y requisitos. Es frecuente que se elaboren los 
manuales de funciones y requisitos pensando en 
el currículo de la persona más que en el cargo. 
Dado que la norma solo fi ja un mínimo de requi-
sitos, es común que existan grandes diferencias 
de condiciones para un mismo cargo entre dife-
rentes instituciones. Los requisitos se plantean en 
términos de educación y experiencia, y cuando 
alguno no se cumple, se permiten compensacio-
nes entre las dos variables. La especifi cidad de 
los cargos y perfi les según la institución impide 
que se hagan traslados entre entidades, especial-
mente cuando las personas deben ingresar por 
incorporación, si son de carrera, al ser suprimi-
dos los cargos en entidades que se liquidan. En 
ese sentido, la Ley 909-04 prevé una serie de ac-
ciones tendientes a la estandarización de niveles, 

6 Decreto Ley 2503/98 y Decreto 861/2000,  este últi-
mo establece requisitos mínimos por nivel y grado.
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nomenclaturas y grados salariales para toda la 
Administración Pública, en los niveles nacional y 
territorial, a efectos de facilitar la movilidad en-
tre funcionarios de diferentes órdenes y niveles, 
ya que actualmente existen 6 niveles jerárquicos, 
160 denominaciones y 140 grados salariales, bajo 
el marco legal de los Decretos Nº 2.502 de 1998 
y Nº 2.487 de 1999 (DAFP, 2003d). La ley esta-
blece la fi gura de los cuadros funcionales que son 
agrupaciones de empleos semejantes en cuanto 
a la naturaleza general de sus funciones, sus res-
ponsabilidades y que requieren conocimientos 
y/o competencias comunes. Los cuadros funcio-
nales de empleos podrán cubrir empleos de uno 
o de varios organismos, en función de los requi-
sitos exigidos para su desempeño7. 

Calidad en la defi nición de perfi les 
(18–21) y administración (22–23)
Actualmente el instrumento central para la se-
lección es el manual de puestos que generalmen-
te incluye requisitos de experiencia y titulación8. 
Algunas entidades realizan estudios de cargas 
laborales para determinar el volumen de perso-
nal requerido para las diferentes actividades que 
conforman las funciones específi cas del cargo. 
Por último, la Ley 909/04 señala que el diseño 
del empleo debe contar con el perfi l de compe-
tencias que se requieren para ocupar el empleo, 
incluyendo los requisitos de estudio y experien-
cia, así como también las demás condiciones 
para el acceso al servicio. 

Gestión del Empleo

Igualdad y merito en el acceso (24–27) 
La gestión del empleo se ha caracterizado por 
la inestabilidad jurídica y una fuerte tradición 
clientelística. Existen dos formas de provisión 
de empleos permanentes: los empleados de libre 
nombramiento y remoción, y los empleados de 
carrera que se someten a un proceso de selección. 
Esta última modalidad se encuentra suspendida 
desde 1999 cuando la Corte Constitucional de-
claró inexequible la composición de la Comisión 
Nacional del Servicio Civil. Por este motivo, las 

entidades vincularon a su personal bajo la forma 
de provisionales, es decir, sin ningún mecanismo 
expreso y abierto de selección. Actualmente se 
calcula que el porcentaje de provisionales re-
presenta el 38% de los cargos de carrera (Diag-
nóstico DAFP, 2003). Asimismo, se han dado 
situaciones denominadas inscripciones extraor-
dinarias que defi nieron el ingreso por mandato 
legal, sin que mediara concurso. De hecho, la 
mayor parte de los funcionarios que actualmente 
están inscritos en el escalafón de carrera ingresa-
ron sin la presentación de exámenes9. En suma, 
la modalidad del sistema se ha caracterizado por 
1) inscripciones extraordinarias o ingreso auto-
mático sin concurso; 2) prevalencia del nombra-
miento provisional y del encargo; 3) concursos 
que se efectúan para formalizar la situación de 
provisionales y encargados y 4) precariedad jurí-
dica de los marcos legales. El nuevo marco legal 
establecido por la Ley 909/04 tiene por objetivo 
revertir esta situación. La reforma actual apunta 
a instalar el principio de mérito a través de la 
fi gura de la CNSC que administra y vigila la ca-
rrera administrativa. Estará dotada de personería 
jurídica, autonomía administrativa y patrimonio 
propio y sus miembros serán designados por el 
Presidente a través de concurso público. La nue-
va ley también incorpora el modelo de Gerencia 
Pública como mecanismo para vincular, bajo el 
principio del mérito, a los directivos del Estado, 
respetando la naturaleza de los empleos ya que 
los cargos siguen siendo de libre designación y 

7 Por decreto se regulará el sistema de cuadros funcio-
nales de empleos aplicable a toda la administración y, 
en su caso, la dependencia orgánica de los mismos.
8  Decreto 861 de 2000.
9 A comienzos de 1992, antes de que fuera expedida la 
ley 27 de 1992 que extendió la carrera administrativa 
a los niveles territoriales, de 109.301 inscritos en el es-
calafón hasta entonces, 91.528, es decir el 84% había 
ingresado extraordinariamente, es decir sin sistema de 
selección. La misma ley 27 permitió el escalafonamien-
to sin exámenes.
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remoción. Existen marcos legales tendientes a 
garantizar la igualdad efectiva y la no discrimi-
nación, tal como la Ley Nº 823 de 2003 relativa 
a normas sobre igualdad de oportunidades para 
las mujeres, así como lo establecido por la Ley Nº 
909/04 sobre cuestiones tales como la discapaci-
dad y los perseguidos por violencia.

Calidad del reclutamiento (28) 
Las normas establecen la publicidad de los con-
cursos. La Ley 909/04 señala publicidad de los 
concursos a través del gobierno en línea, las pági-
nas web de cada entidad, de las fi rmas contratan-
tes, de la página web del DAFP y de la CNSC. 

Calidad de la selección (29–32) 
En Colombia las normas preveían que el ingre-
so a los empleos de carrera se efectuara a través 
de concursos abiertos o de ascenso, realizados 
por cada una de las entidades en las cuales se 
encontraban las vacantes, proceso que está sus-
pendido por efectos de la sentencia de la Corte 
ya señalada. Hasta el momento, los perfi les han 
priorizado los aspectos de experiencia y titula-
ción y los procesos han respondido a un esquema 
estandarizado a lo largo del tiempo e integrado 
por convocatoria a concurso, reclutamiento e 
inscripciones, aplicación de pruebas, conforma-
ción de lista de elegibles y período de prueba. 
En relación con los instrumentos de selección, se 
han utilizado pruebas escritas —de aptitudes y 
conocimientos generales y específi cos— de en-
sayo u objetivas desde el punto de vista psico-
métrico, análisis de antecedentes laborales y de 
estudio, entrevistas, y cursos, dando cabida a 
cualquier otro instrumento técnico. A lo largo 
del tiempo se han modifi cado los órganos com-
petentes para realizar esas etapas y algunos de 
los procedimientos. En los últimos años de vigen-
cia del Decreto 1950-73 y con la expedición de 
las leyes 27 de 1992 y 443 de 1998, se propuso 
que los procesos de selección fueran competen-
cia exclusiva de cada entidad que convocaba a 
concurso. El propósito era que éste se realizara 
siguiendo los parámetros que la norma estable-
cía. Como consecuencia de esto fue notable una 

utilización decreciente de las pruebas objetivas, 
con excepción de algunas entidades que tenían 
dependencias de selección de personal con em-
pleados expertos en la temática. 

Las normas han previsto que mientras se de-
sarrollan los procesos de selección y para evitar 
inconvenientes en la prestación de los servicios, 
se puedan efectuar nombramientos provisionales 
con personal no seleccionado, hasta por un tér-
mino de cuatro meses. Esta práctica se convirtió 
en la generalidad y en la mayoría de los casos 
su término se excedió generando una provisio-
nalidad indefi nida. Esta situación generó que los 
concursos estuvieran orientados hacia el objetivo 
de confi rmar al provisional en el empleo. En ese 
sentido, en un estudio elaborado en 1992, por 
la Dirección de Apoyo a la Comisión Nacional 
del Servicio Civil del Departamento Adminis-
trativo de la Función Pública, sobre el desarrollo 
de los procesos de selección en dos períodos, se 
encontró que de 1.076 procesos de selección en 
los cuales había empleados con nombramiento 
provisional, el 86.9% de estos concursos sirvió 
para confi rmar a dicho empleado.

 A lo largo de 2003 se han realizado seleccio-
nes vinculadas al componente de Gerencia Pú-
blica que marca la ley. En este sentido, pueden 
mencionarse las selecciones meritocráticas de 
los directivos regionales de entidades del Estado 
como el Instituto Colombiano de Bienestar Fa-
miliar (ICBF), Instituto de Seguros Sociales (ISS), 
el Servicio Nacional de Aprendizaje (SENA), las 
Ofi cinas Territoriales del Ministerio de Trabajo, 
la Escuela Superior de Administración Pública 
y Jefes de Control Interno (DAFP, 2003d). Tam-
bién se realizaron concursos en un marco orien-
tado al mérito a efectos de la selección de 502 
profesionales para la Dirección de Impuestos y 
Aduanas Nacionales (DIAN)10. 

10 De los 12 mil inscriptos se seleccionaron 1590 can-
didatos para presentar las pruebas psicotécnicas, 551 
de ellos fueron llamados a entrevista personal y de pro-
fundización, grupo del cual se seleccionaron los 502 
funcionarios citados. 
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Calidad de la recepción (33–34)
El artículo 64 de la Ley Nº 190 de 1995 estable-
ce que todas las entidades públicas tendrán, ade-
más del programa de inducción para el personal 
que ingrese a la entidad, uno de actualización 
cada dos años. Asimismo, la DAFP ha preparado 
Manuales de Inducción y guías a efectos de su 
implementación (DAFP, 2003) 

Movilidad (35) 
La combinación de un sistema de nomenclatura 
complejo con cientos de combinaciones posibles, 
y de un sistema de requisitos que tiende a parti-
cularizar cada puesto de trabajo, hace imposible 
en términos prácticos, la movilidad de los traba-
jadores entre diferentes instituciones. Sin embar-
go, la modifi caciones incluidas en la Ley 909/04 
tienden a mejorar la posibilidad de movilidad a 
futuro.

Ausentismo (36) y Disciplina (37)
No se cuenta con información relativa al au-
sentismo. En relación al tema disciplinario, los 
funcionarios están bajo el Código Disciplinario 
Único, aprobado por ley 734 del 2002. Esta ley 
surge centralmente para combatir situaciones 
de corrupción al interior de la APN. El nuevo 
Código eleva a faltas gravísimas, merecedoras de 
la sanción de destitución, a conductas que antes 
solo eran castigadas con una simple anotación 
a la hoja de vida o suspensión en el ejercicio del 
cargo. En general, las sanciones apuntan central-
mente al tema de la corrupción. Cabe señalar 
que la Procuraduría General de la Nación pu-
blica en su página Web, los nombres de los ser-
vidores públicos que hayan sido desvinculados o 
destituidos como consecuencia de una sanción 
disciplinaria o sancionados con pérdida de la in-
vestidura. 

Desvinculación (38–41) 
Existe la posibilidad de desvinculación por bajo 
rendimiento establecido en la Constitución y en 
los marcos legales actuales aunque no se reporta 
su uso. Por el PRAP se ha realizado un proce-
so de reducción de las plantas, garantizado en 

la ley de facultades. El llamado “retén social” 
impide el despido de madres cabeza de fami-
lia, discapacitados, y funcionarios con menos de 
tres años de tiempo para jubilarse. Por la Ley 
909/04, existiría una nueva causa de desvin-
culación por “razones del buen servicio” que 
permitiría desvincular sin procedimientos disci-
plinarios previos.

Gestión del Rendimiento 

Planifi cación y seguimiento del 
rendimiento (42–45) 
Hasta el momento, el sistema se ha regido por lo 
señalado en la Ley Nº 443 de 1998, el Decreto 
Ley 1.568 de 1998, el Decreto 1.572 de 1998, 
el Acuerdo de la Comisión Nº 55 de 1999 y la 
Constitución, que establece que el retiro puede 
realizarse por califi cación no satisfactoria en el 
desempeño del empleo. El jefe inmediato del 
empleado es el responsable de evaluar y califi -
car su desempeño laboral anualmente. La ley 
909/04 establece que la evaluación será anual y 
que deberá incluir dos evaluaciones parciales al 
año, realizándose la misma de acuerdo con di-
rectrices que establezca la CNSC y con su apro-
bación previa. 

Evaluación (46–48)
El sistema cuenta con una serie de herramientas 
que incluyen formularios para los cuatro niveles 
con o sin personal a cargo, e instructivos guías a 
efectos de la preparación de objetivos, su segui-
miento y evaluación, que ha preparado la DAFP. 
La evaluación está estructurada en torno a obje-
tivos (65%) y desempeño (35%). En un estudio 
realizado por el DAFP a una muestra aleatoria 
de 9523 empleados de diferentes entidades y 
niveles, el 86.52% obtuvo califi cación sobresa-
liente; el 13,16%, obtuvo califi cación aceptable; 
y sólo un 0.32% obtuvo califi cación insatisfacto-
ria. En suma, el sistema no tiene consecuencias 
sobre el ascenso y retiro y se observa una falta 
de compromiso de evaluadores y evaluados en 
los procesos de califi cación; no hay correlación 
entre los resultados de la gestión institucional y la 
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evaluación de los empleados (Diagnóstico DAFP, 
2003).

Administración (49)
Se detecta que los problemas en términos de 
evaluación del rendimiento no radica en el ins-
trumento sino en la ausencia de una cultura de 
evaluación por parte evaluadores y evaluados. 
Los resultados de las evaluaciones no son toma-
dos para alimentar el desarrollo individual y las 
ofi cinas de recursos humanos no utilizan esa in-
formación para planear la capacitación.

Gestión de la Compensación

Existencia de una estrategia           
salarial (50) 
El marco legal central está constituido por la Ley 
Nº 4 de 1992, el Decreto 1.042 de 1978 y una 
serie de decretos de ajuste, en general emitidos 
anualmente. En lo relativo a la rama ejecutiva, 
existe una remuneración básica por nivel y grado 
a la cual se le incorporan una serie de adicionales 
que varían de acuerdo al nivel. En ese sentido, la 
asignación básica es solo una parte de la remu-
neración total ya que los funcionarios cuentan 
con otras remuneraciones que en la mayoría de 
los casos superan en promedio en más del 50% 
la asignación básica. Dentro de los factores sa-
lariales se encuentran: los incrementos por anti-
güedad11, los gastos de representación, la prima 
técnica12, la prima de dirección, el auxilio de 
transporte, el auxilio de alimentación, la prima 
de servicio13, la bonifi cación por servicios pres-
tados14, las primas de riesgo para conductores, 
prima por coordinación15 y los viáticos percibi-
dos por los funcionarios en comisión. Dado que 
el sistema es fragmentado y que puede generar 
inequidad interna, la DAFP esta actualmente 
trabajando con el propósito de presentar una re-
forma a la Ley Nº 4 de 1992, con el propósito de 
efectuar la simplifi cación y unifi cación del régi-
men salarial de los organismos y entidades de las 
Ramas Ejecutiva, Judicial y de la Procuraduría 
General de la Nación, y también realizar un aná-
lisis de los Sistemas Específi cos de Nomenclatura 

y Clasifi cación de Empleos de los organismos y 
del Departamento Administrativo de la Función 
Pública, Escuela Superior de Administración 
Pública y entidades de la Rama Ejecutiva, para 
determinar la viabilidad de integrarlos al Siste-
ma General de Salarios.

Equidad interna y externa (51–57)
En la norma actualmente vigente, el nivel di-
rectivo posee 33 denominaciones de escalas va-
riables en sus grados, el nivel ejecutivo posee 29 
denominaciones, el nivel profesional 20 denomi-
naciones, el técnico 19 y el asistencial 14. Como 
se señalaba, cada nivel tiene denominaciones y 
cada denominación escalas de extensión variable 
en grados. Sin embargo, se puede advertir que el 
número de grados de cada nivel y denominación 
ha venido sufriendo un proceso de progresivo 
aumento, en el cual se crean nuevos grados para 
incrementar los salarios. El estiramiento de las 
escalas obedece fundamentalmente a la necesi-

11 El incremento de salario por antigüedad es un fac-
tor de salario percibido mensualmente por empleados 
vinculados a la administración pública del orden na-
cional, antes del 31 de marzo de 1976.
12 Las primas técnicas se establecieron automáticamen-
te para directivos y altos funcionarios a partir del  de-
creto 1624 de 1991, y llegan hasta un 50% del sueldo 
básico. Se establece en base a estudios y publicacio-
nes. 
13 La prima de servicios es un factor equivalente a 15 
días de remuneración, teniendo como base para su li-
quidación la asignación básica mensual, los incremen-
tos de salario por antigüedad, gastos de representación, 
auxilios de alimentación y de transporte, y bonifi cación 
por servicios prestados. El paso de una entidad a otra, 
no conllevara a la pérdida de esta prima, cuando no 
transcurran más de 15 días hábiles entre el retiro de 
una entidad y su vinculación a la otra.
14 La bonifi cación por servicios prestados es otro factor 
de salario, creado por el decreto 1.042 de 1978 y es 
equivalente al 50% del valor conjunto de la asignación 
básica. 
15 Equivale a un 20% del sueldo.
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dad de crear salarios básicos más elevados para 
ciertos funcionarios. Por otra parte, y si bien exis-
te cierta percepción interna sobre los bajos sala-
rios del sector público, el promedio de salarios es 
un 30% mayor que el del sector privado. En la 
década del noventa los salarios públicos han ve-
nido creciendo en términos reales, en particular, 
las remuneraciones de los empleados de la rama 
judicial y de los ofi ciales de las fuerzas militares. 
También se introdujeron nuevos incentivos para 
altos directivos, como la prima técnica automá-
tica equivalente a un 50% del sueldo básico. To-
dos estos complementos hicieron perder peso a la 
remuneración básica y aumentar el componente 
de otras remuneraciones. 

Efi ciencia (58)
Los mecanismos de remuneración no están aso-
ciados al rendimiento ni al aprendizaje y desa-
rrollo de competencias. 

Administración (59–61) 
Si bien los ajustes salariales se realizan anualmen-
te por Decreto del Poder Ejecutivo, se han dado 
una serie de fallos de la corte que han llevado 
a cambiar reiteradamente los criterios en base a 
los cuales se determinan los mismos. Tres fallos 
sucesivos de la Corte, la sentencia C-1433 del 23 
de octubre de 2000; la sentencia C-1066 del 10 
de octubre de 2001, y la sentencia C-1017 del 
30 de octubre de 2003 han planteado progresiva-
mente cambios en las pautas del ajuste16. El mar-
co salarial, si bien es fragmentando en cuanto a 
cantidad de grados y niveles y adicionales, está 
reglamentado y queda poco margen para accio-
nes discrecionales. Existe la información sufi cien-
te a efectos de la gestión de la política salarial.

Otras compensaciones (62–64) 
Existen una serie de prestaciones sociales para la 
Rama Ejecutiva, ya sea del orden nacional o terri-
torial, tales como prima de navidad, vacaciones, 
prima de vacaciones, subsidio familiar, auxilio de 
cesantía, intereses a las cesantías, calzado y ves-
tido de labor, pensión de vejez, indemnización 
sustitutiva de la pensión de vejez, pensión de in-

validez, indemnización sustitutiva de la pensión 
de invalidez, pensión de sobrevivientes, auxilio 
de maternidad, auxilio por enfermedad, indem-
nización por accidente de trabajo o enfermedad 
profesional, auxilio funerario, asistencia médica, 
farmacéutica, quirúrgica y hospitalaria y servicio 
odontológico.

El actual sistema de pensiones está compues-
to por un Régimen de Ahorro Individual a cargo 
de las Administradoras de Fondos de Pensiones 
(AFPs); un Régimen de Prima y los regímenes 
especiales. Se han realizado varias reformas al 
sistema de pensiones pero éstas no han sido su-
fi cientes. Entre los temas centrales fi guran la ne-
cesidad de volver a redefi nir el régimen dado la 
enorme deuda pensional del Estado y eliminar 
los regímenes pensionales especiales que tienen el 
magisterio, los congresistas y los trabajadores de 
Ecopetrol, entre otros. Actualmente se encuentra 
en discusión el proyecto de reforma enviado por 
el Ejecutivo al Congreso. Entre los instrumentos 
de reconocimiento no monetario puede señalar-
se el Premio Nacional de Alta Gerencia y el Ban-
co de Éxitos, puestos en marcha como parte de 
la política de incentivos a la gestión pública es-
tablecida en el capítulo quinto de la Ley Nº 489 
de 1998. Asimismo, existen las comisiones de 
estudio, becas para educación formal y partici-
pación en proyectos especiales, como incentivos 
no pecuniarios. Estos reconocimientos abarcan a 
empleados de carrera así como de libre nombra-
miento y remoción, con desempeño en niveles 
de excelencia.

16 La última sentencia señala que los sueldos inferiores 
a dos salarios mínimos deben ajustarse de acuerdo con 
la infl ación registrada en el año anterior. Mientras que 
los que estén por encima pueden ajustarse en un por-
centaje menor, siempre y cuando este no sea inferior al 
50%. Y para acabar de confundir las cosas, este fallo 
agrega que si a los niveles altos de la administración 
se les hace en un año determinado un ajuste menor al 
100%, durante la vida del plan cuatrienal de desarrollo 
deben ajustárseles sus remuneraciones en promedio en 
un 100% de la infl ación. 
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Gestión del Desarrollo Profesional

Efi cacia del sistema de promoción y 
calidad del diseño de carrera (65–70)
El marco legal de la carrera señalaba que el in-
greso a los empleos de carrera se efectuaba a 
través de concursos abiertos o de ascenso, reali-
zados por cada una de las entidades en las cua-
les se encontraban las vacantes, proceso que está 
suspendido por efectos de la sentencia C-372 de 
1999 de la Corte Constitucional ya anteriomente 
señalado. Esto ha limitado la carrera y hoy exis-
te un sistema estático, rígido, ligado a la perma-
nencia en un mismo empleo sin posibilidad de 
ascender. Se observa ausencia de criterios de pla-
nifi cación y desarrollo para los empleos de alta 
especialización y alta gerencia (DAFP, 2003b). A 
partir de la Ley 909/04 y las acciones encomen-
dadas a la CNSC se prevé un cambio en esta 
situación dado que se implementarían concursos 
para el ascenso bajo criterios meritocráticos. 

Calidad de la formación (71–73) 
Se encuentran en marcha una serie de avances 
para lograr la consistencia entre las acciones de 
formación y las necesidades organizacionales. 
En el ámbito general, y con base en el Decreto-
Ley 1.567 de 1998, el Departamento Adminis-
trativo de la Función Pública, en coordinación 
con la ESAP y otras entidades, expidieron en el 
mes de abril de 2001 el Plan Nacional de Forma-
ción y Capacitación, que es un documento que 
contiene la política, determina los lineamientos 
que deben guiar el proceso, defi ne un perfi l de 
empleado público y privilegia los diagnósticos de 
necesidades y la consulta a todos los estamentos 
de la organización para defi nir las prioridades. 
También se encuentra la Escuela de Alto Gobier-
no que es un programa permanente y sistemáti-
co de tipo académico, que presta apoyo a la alta 
dirección para el fortalecimiento de la capacidad 
de liderazgo de los dirigentes del Estado, sin em-
bargo no han sido evaluados favorablemente sus 
resultados (Diagnóstico DAFP 2003). Por último, 
se ha implementado el proyecto de Red Interins-
titucional de Formación y Capacitación, el cual 

a partir de abril de 2003 empezó a ser adminis-
trado por la ESAP.

El objetivo de la nueva ley 909/04 es generar 
una mayor articulación de las acciones y entre 
sus objetivos fi guran la necesidad de articular la 
capacitación con la evaluación del desempeño y 
fortalecer la formación en competencias.

Gestión de la formación (74–76)
Pese a los esfuerzos realizados por la DAFP y 
la ESAP y el notable número de eventos de ca-
pacitación, no se logra aún que las entidades se 
apoyen mutuamente y trabajen como una red 
interactuante sin la necesidad de un liderazgo 
único, y se hace visible el riesgo de que las or-
ganizaciones de la AP crean cumplir sus obliga-
ciones frente a la capacitación de sus empleados, 
enviándolos a eventos que pueden tener alguna 
calidad pero que no logran por su duración y 
desarticulación dejar, realmente, conocimientos 
útiles a los asistentes.

Gestión de las Relaciones Humanas y Sociales

Gestión del clima (77–78)
A comienzos de la década pasada se realizaron 
algunos estudios referentes al clima laboral y a la 
cultura organizacional que mostraban la existen-
cia de un clima adverso para el desarrollo de los 
recursos humanos en las diferentes dependencias 
del Estado: altos niveles de desmotivación, mala 
comunicación, falta de claridad y conocimiento 
de las políticas, y rutinización del trabajo, entre 
otros aspectos. La DAFP ha generado una serie 
de guías de acción al respecto y por su parte, la 
Ley Nº 909/04 prevé la realización de estudios de 
clima. La misma encomienda a las Comisiones 
de Personal, que entre sus funciones, propongan 
a la entidad la formulación de programas para el 
diagnóstico y medición del clima organizacional.

Efi cacia de la comunicación (79–81) 
Se visualiza una falta de comunicación entre 
jefes y subordinados, lo cual lleva a que los se-
gundos no se consideren como parte del mismo 
equipo. Este diagnóstico es particularmente agu-
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do en el alto gobierno, tanto a nivel del ejecuti-
vo como de los órganos de control. La mayoría 
de los funcionarios simplemente desconoce las 
políticas del jefe de turno y los sistemas de co-
municación internos, ya sea a través de boleti-
nes o mensajes, son escasos. Por otra parte, los 
reconocimientos verbales son pocos. Las quejas 
van desde la falta de apego a la entidad hasta la 
ausencia de felicitaciones por la calidad del tra-
bajo hecho. Sin embargo, es necesario destacar 
que la DAFP ha realizado una serie de acciones 
tendientes a reforzar este aspecto entre las cua-
les se pueden señalar: el buzón de sugerencias en 
su página Web, la emisión bimestral de la Carta 
Administrativa, con formato electrónico, que no 
solo informa sobre el marco normativo vigente 
sino que también ofrece artículos de opinión re-
lativos a la gestión de recursos humanos y a los 
procesos actualmente en marcha. 

Equilibrio y calidad de las relaciones 
laborales y Gestión del confl icto  
laboral (82–87)
Entre las organizaciones de trabajadores del Es-
tado se destacan la Federación Colombiana de 
Educadores (FECODE), y la Federación Nacio-
nal de Trabajadores al Servicio del Estado (FE-
NALTRASE), que agrupa a 58 sindicatos. La 
tasa de sindicalización de Colombia era del 6% 
en el 2002, con una tendencia decreciente en los 
últimos años (CEPAL, 2004), calculándose que 
aproximadamente el 75% de las organizaciones 
sindicales son del sector público. En lo que hace 
a la negociación colectiva, el derecho está reco-
nocido por el art. 55 de la Constitución, y si bien 
el Convenio 151 de OIT fue aprobado por la Ley 
Nº 411 de 1997 y ratifi cado en diciembre de 2001, 
no se ha generado esta instancia hasta el momen-
to. En relación a las huelgas, cabe acotar que se 
han declarado en varios casos ilegales, tal como 
la de los trabajadores petroleros del presente año, 
dada la limitación al derecho a huelga en el caso 
de los servicios públicos esenciales17. En ese senti-
do, existen varios temas confl ictivos en la agenda, 
derivados de los procesos de reestructuración del 
estado, las limitaciones a la negociación colectiva 

y las denuncias por muertes de sindicalistas, que 
si bien han disminuido en el 2004 se calcula que 
el 65% de los asesinatos y desapariciones en Co-
lombia han sido de servidores públicos. 

Gestión de las políticas sociales (88–89)
Existen programas de Bienestar Social e Incen-
tivos, que deben ser diseñados por cada entidad. 
Los mismos incluyen las acciones ya señaladas 
en la sección de gestión de la compensación y 
acciones específi cas en cuatro áreas: Seguridad 
Ocupacional; Higiene Ocupacional; Medicina 
del Trabajo y Actividades Educativas. El objetivo 
común a estas áreas es el control o eliminación 
de los factores de riesgo presentes en el trabajo. 
Por último, cabe señalar que en el marco del pro-
ceso del PRAP se diseñaron acciones relativas a 
la Readaptación Laboral y el Plan de Protección 
Social (PPS), la primera entendida como el con-
junto de acciones orientadas a un retiro asisti-
do del servidor, y el segundo, el PPS, como un 
conjunto de benefi cios que se estructuraron para 
los servidores públicos que sean separados de sus 
cargos. Los servicios de salud son adecuados. 

Organización de la Función de                  
Recursos Humanos 

A partir de la serie de reformas generadas por 
el PRAP se ha iniciado una revisión de la ins-
titucionalidad que le da soporte al proceso de 
mejora encarado. Entre los aspectos a desta-
car cabe resaltar el fortalecimiento del rol de la 
DAFP que ha desarrollado una acción signifi ca-
tiva en coordinación con el Departamento Na-
cional de Planeación (DNP)18 y el Ministerio de 
Hacienda. Actualmente, la DAFP tiene funcio-

17 Código Sustantivo del Trabajo, arts. 429, 430, 431, 
444 a 451.
18 Departamento Nacional de Planeación (DNP), re-
estructurado mediante el Decreto 2.167 del 30 de di-
ciembre de 1992. Le corresponde diseñar y organizar 
sistemas de evaluación de gestión y de resultados de la 
administración pública.
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nes vinculadas a la formulación de la política, 
la planifi cación y coordinación de los recursos 
humanos en la AP, incluyendo también lo rela-
tivo a formación y capacitación y a la gestión 
de los sistemas de información. Esta nueva insti-
tucionalidad también comprende a los órganos 
creados por la Ley Nº 909/04. La Comisión 
Nacional del Servicio Civil, estará conformada 
por tres miembros por un período institucional 
de cuatro años. La CNSC se conformará me-
diante concurso público y abierto convocado 
por el Gobierno Nacional y sus miembros serán 
designados por el Presidente de la República. 
Sus funciones están vinculadas a la administra-
ción de la carrera administrativa, entre las cua-
les destaca lo relativo a los procesos de selección 
y concurso para la provisión de los empleos de 
carrera administrativa, la evaluación de desem-
peño, la acreditación de las entidades para la 
realización de procesos de selección, la elabora-
ción de las convocatorias a concurso, entre otras. 
Asimismo, en todos los organismos y entidades 
reguladas por la Ley se creará una Comisión de 
Personal (CP), conformada por dos representan-
tes de la entidad designados por el nominador 
y dos representantes de los empleados quienes 
deben pertenecer a la carrera administrativa y 
deben ser elegidos por votación directa de los 

empleados. Las CP cumplirán funciones rela-
tivas a velar por los procesos de selección para 
la provisión de empleos y la evaluación del des-
empeño, resolver las reclamaciones en ambas 
materias y participar en la elaboración del plan 
anual de formación y capacitación, entre otros 
aspectos. Además de la consolidación institu-
cional de estas dos instancias, queda pendiente 
el fortalecimiento de las Unidades de Personal 
de los distintos organismos. En ese sentido, y si 
bien la DAFP y la ESAP han realizado acciones 
tendientes a su mejora, tales como conferencias, 
teleconferencias, talleres, asesorías y eventos de 
capacitación para entidades del orden nacional 
y territorial19, todavía no se ha logrado un activo 
compromiso y rol coordinado de las mismas. 

19 Puede señalarse la  realización de 161 eventos de ca-
pacitación con la participación de 10.552 funcionarios 
a través de la Red Interinstitucional de Formación y 
Capacitación. Ampliación de la cobertura de la Red 
a 142 entidades del orden nacional, 9 del orden terri-
torial y 21 escuelas de capacitación del sector público. 
Realización de 24 mesas de trabajo y once (11) eventos 
de capacitación y un (1) diplomado, dirigidos a forta-
lecer la capacidad de gestión de los jefes de recursos 
humanos en  2003 (DAFP, 2003d).
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Valoración simbólica de los subsistemas de recursos humanos

[+/–]

SUBSISTEMAS DE LA GESTIÓN DE RECURSOS HUMANOS

ESTRATEGIA

Organización
del trabajo

Gestión del
empleo

Gestión del
rendimiento

Gestión de la
compensación

Diseño de puestos
Definición de

perfiles

Incorporación
Movilidad

Desvinculación

Planificación
Evaluación

Planificación [–]

Gestión del
desarrollo

Gestión de las relaciones humanas y sociales

Clima laboral Relaciones laborales Políticas sociales

[+/–] [+/–] [+/–]

[+/–]

[+/–]

Retribución monetaria
y no monetaria

Promoción y carrera
Aprendizaje

individual y colectivo
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II. INDICADORES 

A) Indicadores Cuantitativos

Indicadores Cuantitativos del Sistema de SC analizado – Colombia (en dólares)20

1. Tasa de designaciones políticas

I. Cargos de libre nombramiento y remoción 6.150 2004
  Fuente: Información proporcionada por el DAFP

II. Número total de empleados públicos del 569.516 2004
 gobierno central  Fuente: Información proporcionada por el DAFP 
  (excluyendo personal militar)

I / II  1.08%

Peso fi scal del empleo público
2. Nómina salarial del gobierno central / Producto Bruto Interno

Gasto en personal gobierno central (en millones) 2.774,42 2003
  Fuente: presupuesto general de la republica (ejecutado)

PBI (valores constantes – en millones) 27.618,40 2003 (p)
  Fuente: Departamento Administrativo Nacional de 
  Estadísticas – DANE

I / II  10.05% 

Incentivos del Servicio Civil
3. Compresión Salarial

I. Salario del nivel más alto de la escala salarial principal  1922,13 2003
(Categoría directivo – grado 25)  Fuente: Decreto Nº 3535 del 11/12/2003

II. Salario del nivel más bajo de la escala salarial principal  115,36 2003 
(Categoría asistencial – Grado 1)  Fuente: Decreto Nº 3535 del 11/12/2003

I / II 16.6

Incentivos del Servicio Civil
4. Sueldo gubernamental promedio del gobierno central / PIB per cápita

I. Salario promedio del gobierno central 370,06 2003 (p)
  Fuente: DANE

III. PBI per cápita (mensualizado) 143,49 2003
  Fuente: Información proporcionada por el DAFP

I / II 2.58

20 Tipo de Cambio promedio: Año 2003 $ 2877.79 por cada US$. Fuente: Estudios Económicos -Superintendencia 
Bancaria - Banco Central de Colombia.
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Incentivos del Servicio Civil
5. Sueldo gubernamental promedio del gobierno central / sueldo promedio del sector privado

III. Salario promedio del gobierno central  370,06 2003
  Fuente: Información proporcionada por el DAFP

VI. Salario promedio del sector privado 284,6 2003
  Fuente: Cálculos propios en base a Encuesta Continua de 
  Hogares – DANE

I / II 1.3

  
Dotación de Servicio Civil
6. Número total de empleados públicos en el gobierno central / población total

I. Número total de empleados públicos del  569.516 2004
gobierno central  Fuente: Información proporcionada por el DAFP 
  (excluyendo personal militar)

II. Población total 45.325.261 2004
  Fuente: DANE-proyecciones

I / II 1.25%

  
7. Gasto público total del gobierno central (excluye pensiones y servicio de la deuda) / Número total de empleados 

públicos del gobierno central

I. Gasto público total del gobierno central (en millones) 13.359,279 2003
  Fuente: presupuesto (excluyendo servicio de deuda y 
  pensiones)

II. Número total de empleados públicos del   569.516 2004
gobierno central  Fuente: Información proporcionada por el DAFP 
  (excluyendo personal militar)

I / II (en dólares) 23.457,24
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Tabla de índices
    Valor 
 Valor Índices Porcentaje  subíndices Porcentaje 
Índice (escala 0 A 20) de la escala               Subíndice (escala 0 a 10) de la escala

(E) Efi ciencia 8,33 42%    

(M) Mérito 10,46 52%
    

(CE) Consistencia  9,50 48%
estructural    

   (CES) Coherencia estratégica 4,43 44%

   (CD) Consistencia directiva 5,29 53%

   (CP) Consistencia procesos 4,58 46%
    

(CF) Capacidad  9,34 47%
funcional    

   (COM) Competencia 5,44 54%

   (EI) Efi cacia incentivadora 4,00 40%

   (FL) Flexibilidad 4,45 45%
    

(CI) Capacidad  8,35 42%
integradora

B) Índices para la evaluación de los sistemas de Servicio Civil

Mérito
El resultado refl eja los esfuerzos actuales y las 
acciones iniciadas en el subsistema de empleo, 
en especial lo relativo a las garantías mínimas en 
función del mérito en el campo del reclutamien-
to y la selección. Los ítems considerados en este 
índice tienen una valoración relativamente ho-
mogénea, entre la categoría 2 y 3.

Efi ciencia
Los puntajes más altos de este índice refl ejan 
los procesos de reestructuración que se están 
realizando, y que muestran una incipiente ade-
cuación de los costos de personal en relación al 
gasto total y al tamaño de la economía del país y 
a una mejor adecuación de las plantas. También 
refl eja la política de benefi cios que se presenta 

como adecuada en relación al sector privado. 
Esto compensa con al bajo ítem de pensiones 
que muestra regímenes especiales y necesidad de 
redefi nición dada por problemas de sustentabili-
dad futura. 

Consistencia Estructural 
Subíndice Coherencia estratégica. La performance más 
alta del subíndice refl eja los intentos actuales de 
generar mecanismos de seguimiento a efectos 
de la planifi cación, dadas las reformas puestas 
en marcha y la inversión en formación, que se 
ha rediseñado a efectos de apoyar los cambios 
organizativos. Los demás ítems muestran una 
valoración homogénea situada en el nivel de va-
loración 2. 
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Subíndice Consistencia directiva. Falta una mayor 
participación de las áreas de personal en la ges-
tión de recursos humanos de las organizaciones, 
especialmente en la gestión del rendimiento. Se 
destaca por encima del promedio de valoración 
de los puntos críticos incluidos en este índice la 
calidad de los servicios y apoyo brindado al con-
junto de sistema por la DAFP y la ESAP. 

Subíndice Consistencia de procesos. Este subíndice 
muestra la necesidad de generar mecanismos de 
integración entre los subsistemas de organiza-
ción del trabajo, rendimiento y empleo. El bajo 
desempeño se obtiene dado que los sistemas de 
información están en proceso de reestructura-
ción debido a sus falencias actuales. 

Capacidad funcional 
Subíndice Competencia. Este subíndice se benefi -
cia con la buena puntuación de aquellos ítems 
críticos relacionados con la gestión del empleo, 
en especial los vinculados con el reclutamiento 
abierto, la ausencia de discriminación y ciertas 
garantías del proceso de incorporación; y por los 
aspectos referidos a la capacitación del personal. 
Esto compensa los bajos puntajes de lo vinculado 
al diseño de los puestos y perfi les, y al seguimien-
to del desempeño. 

Subíndice Efi cacia incentivadora. El resultado obteni-
do refl eja la baja puntuación en lo relacionado 
con la gestión del rendimiento, que si bien es un 
sistema previsto en la normativa y que se aplica 
en la práctica, presenta desvíos en su implemen-
tación. Destacan en este subíndice la política de 
incentivos no monetarios que estimulan las me-
joras organizativas y la formación.

Subíndice Flexibilidad. Infl uye negativamente la de-
bilidad de las acciones vinculadas al desarrollo 
de carrera y de organización del trabajo, aunque 
de este último aspecto está previsto su rediseño 
a efectos de otorgarle mayor fl exibilidad y sus-
tentarlo en base a criterios de gestión. Destaca 

la innovación realizada en el nuevo marco legal 
que permitiría la desvinculación por “razones 
de buen servicio” (si bien este tema puede lle-
gar a ser polémico) y las acciones de reforma del 
PRAP basadas en criterios organizacionales y la 
incorporación de la fi gura del “reten social”. 

Capacidad Integradora
La mayoría de los puntos críticos relacionados a 
clima, gestión de la compensación y relaciones 
laborales obtienen un puntaje de 2, dado que 
si bien existen mecanismos en funcionamien-
to, se percibe alta desmotivación y falta de co-
municación al interior de la organización y las 
relaciones laborales no logran desarrollar meca-
nismos estables de negociación. Presentan alto 
puntaje los criterios de evaluación de desempe-
ño, que son adecuados pese a los problemas de 
implementación, y las acciones realizadas por la 
DAFP y las unidades en términos de inducción 
y reinducción. 

III. CONCLUSIONES

Análisis áreas causales

Entre las principales áreas causales pueden se-
ñalarse:1) la inestabilidad de los marcos jurídicos 
del Servicio Civil vis a vis una excesiva profusión 
de normas; 2) la persistencia de una cultura bu-
rocrática con alta desmotivación en relación a la 
gestión; 3) fuerte tradición clientelística a efectos 
del acceso al empleo público y 4) la ausencia de 
una cultura ligada a los resultados y a la planifi -
cación estratégica. 

Factores del contexto interno y externo

La constante crisis interna signada por la violen-
cia a la par de un crecimiento desmedido del es-
tado en la última década, son factores centrales 
del contexto interno que facilitan las disfuncio-
nalidades del servicio civil en Colombia. 
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Conclusiones principales del diagnóstico

El Servicio Civil en Colombia se encuentra ac-
tualmente en un momento de transición carac-
terizado por la puesta en marcha de una serie 
de reformas tendientes a su mejora, a partir de 
la aprobación de la Ley 909/04, del Empleo Pú-
blico Carrera Administrativa y Gerencia Pública 
y las acciones iniciadas en el 2002 a través del 
Programa de Renovación de la Administración 
Pública (PRAP). Estas mejoras están orientadas 
a revertir el contexto inestable desde el punto de 
vista legal dado por el vacío normativo que atra-
vesaron los temas de la carrera desde 1999, debi-
do a los fallos de la Corte21 contra la validez de la 
Comisión Nacional del Servicio Civil, que puso 
en jaque la aplicación de la Ley 443 de 1998. 

Este contexto implico que durante cinco años 
la gestión del personal se basó en inscripciones 
extraordinarias y nombramientos provisionales, 
debilitándose el principio de mérito para el in-
greso y el progreso en la carrera administrativa, 
y afectando la performance de los subsistemas de 
gestión del empleo y gestión del desarrollo. 

La gestión del rendimiento está formal-
mente desarrollada, aunque tiene poca utiliza-
ción práctica por la excesiva benevolencia en 
su aplicación. La gestión de las compensaciones 
está regulada, y caracterizada por una serie de 
adicionales salariales que han generado una in-
mensa dispersión en el sistema. Las relaciones 
laborales se reconocen, pero no han madurado 
todavía en mecanismos efi cientes de negociación 
colectiva. Se destaca la gestión de la formación, 
que se orienta en base a una planifi cación global 
y se caracteriza por acciones permanentes por 
parte de las instituciones a cargo de la política de 
capacitación. 

La nueva ley plantea cambios centrales en el 
sistema incluyendo una nueva Comisión estable-
cida en base a concurso público, la incorpora-
ción de un modelo de gerencia pública, acuerdos 

de gestión para los niveles gerenciales, e intro-
duce la fi gura de los empleos temporales, para 
regularizar la situación de las contrataciones. La 
acción permanente y coordinada que ha carac-
terizado a los organismos de administración del 
sistema, plantea una perspectiva favorable en 
términos de posibilidades de implementación de 
estas medidas. 

IV. RECOMENDACIONES

1.  Fortalecer la nueva institucionalidad.
2.  Generar consensos internos entre actores 

políticos y sindicales relativos a la implemen-
tación del nuevo marco legal. 

3.  Diseñar mecanismos que permitan el con-
trol social en lo relativo al cumplimiento del 
mérito y transparencia que plantea el actual 
marco legal.

4.  Redefi nir el esquema de los procesos de or-
ganización del trabajo y su asociación con el 
subsistema de gestión de la compensación.

5.  Instalar el sistema de Gestión Pública bajo 
los criterios que plantea la actual norma. 

6.  Redefi nir los sistemas de evaluación de des-
empeño hacia objetivos institucionales y gru-
pales.

7.  Establecer un sistema de información refe-
rente al servicio civil, que permita mejorar 
los procesos de planifi cación. 

8.  Mantener y promover mecanismos de coor-
dinación entre áreas, en especial DAFP, DNP 
y Hacienda.

9.  Fortalecer la gestión de las Unidades descen-
tralizadas de recursos humanos.

21 Los fallos de la corte también pueden observarse en 
otros temas tales como el de seguridad social; remune-
raciones y política de bienestar social entre otros.   
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 Categorías Factores Comentarios del Evaluador

Antecedentes  Inicio de un profundo proceso de reforma a partir del 2002, con facultades 
  extraordinarias otorgadas al presidente. Este proceso de reforma ya ha logrado un 
  número signifi cativo de cambios.

Análisis del Contexto  Análisis del marco  Desde 1999 a la actualidad el marco legal del servicio civil, en especial lo vinculado 
Institucional legal al ingreso y promoción ha estado en una situación de congelamiento por fallos 
  relativos a la ley nº 443 de 1999. Finalmente, luego de cinco años se aprobó el nuevo 
  marco legal dado actualmente por la ley Nº 909/04. 

Análisis Funcional  Análisis organizativo   Fuerte desarrollo y compromiso de las agencias centrales dafp y esap. Desarrollo 
del Servicio Civil de la función recursos  limitado de las áreas descentralizadas. Creación por ley nº 909/04 de la cncs con el 
 humanos objetivo de custodiar el sistema de mérito a implementar.

 Indicadores   Gasto en personal representa el 10% del PBI.
 cuantitativos del   Compresión salarial razonable (16.6) sin considerar los adicionales.
 sistema de SC  Sueldo promedio del sector público superior a sueldo promedio sector privado. 
 analizado

Análisis por  Planifi cación Subsistema en proceso de reestructuración dado por la reforma iniciada en el 2002 
Subsistemas  que eliminó superposiciones de áreas y realizó ajustes en términos de cantidad de 
  empleados. Problemas de información en vías de solución a través de mejora del 
  sistema suip. Inclusión de “planes” relativos a personal dados por el nuevo marco 
  legal.

 Organización del  El sistema de nomenclatura y clasifi cación de cargos es disperso y complejo, lo cual 
 trabajo presta a confusión e inequidades. Los requisitos y la defi nición de perfi les de cargos 
  tienden a particularizar cada puesto de trabajo. Existe la intención de rediseñarlo.

 Gestión del empleo A pesar de su carácter universal, los concursos y las pruebas de selección tienen 
  alcance limitado. Existe una alta tendencia a nombrar en los cargos a las personas 
  que los ocupan en calidad de encargados. Laguna legal de cinco años dada las 
  sentencias de la corte a la ley Nº 443/98.
  Aprobación de nuevo marco legal que prioriza el mérito.
  Estructuración de un sistema de gerencia pública tendiente a hacer meritocrático el 
  acceso a los cargos de libre remoción y confi anza.

 Gestión del  La evaluación del desempeño se aplica, pero tiene poca utilización práctica y casi 
 rendimiento ninguna a la hora de separar a un empleado de su cargo. La mayoría de los 
  empleados evaluados son califi cados como buenos o excelentes.

 Gestión de la  El sistema de compensación se ve afectado por la inclusión de diferentes tipos de 
 Compensación remuneración adicionales a la básica, que crean una inmensa dispersión.

 Gestión del Desarrollo Debilidad en relación al diseño de carreras y ascensos congelados por vacío legal  
  de la normativa hasta el momento. Institucionalidad en las políticas de formación 
  dada por la ESAP. Diseño de política de formación a nivel general.

 Gestión de las  El clima laboral general en el sector público es bueno, aunque existen roces en los 
 Relaciones Humanas  sectores que tienen una presencia más fuerte de las organizaciones sindicales, como 
 y Sociales los maestros y los trabajadores petroleros.
  Existen quejas de motivación, debido a la falta de comunicación por parte de los 
  jefes. Las relaciones laborales no han desarrollado mecanismos adecuados de 
  negociación.

Índices del Sistema   El promedio de los índices se sitúa levemente por debajo del 50%. El valor más bajo 
de Servicio Civil  se presenta para capacidad integradora y efi ciencia que con un 42% 
  respectivamente, y los valores más altos para mérito con un 52% y consistencia 
  estructural con un 48%. 

V. TABLA DE SÍNTESIS
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ANEXOS

ANEXO I. Valoración de los puntos críticos

(Ver anexo fi nal)

ANEXO II. Ficha técnica del informe

• Fecha de fi nalización del informe

Fecha del diagnóstico: Diciembre de 2002
Fecha de la revisión: Septiembre de 2004 

• Consultores 

Mercedes Iacoviello, Laura Zuvanic
Asistentes: Yanina Azzolina, María Jesus   

 Zuvanic

• Fuentes de obtención de la información

Documentos

CEPAL (2004) “Panorama social de América 
Latina 2002–2003”. Comisión Económica 
para América Latina y el Caribe. www.eclac.
cl/publicaciones/DesarrolloSocial

Chacón Castaño, Piedad Cecilia y otros (2004) 
“La calidad de vida laboral para una cultura 
de lo público: instrumentos para su gestión”. 
Departamento Administrativo de la Función 
Pública. Abril.

Comando Nacional Estatal (2004) “Los empleos 
públicos como instrumento de la reelección”. 
Comisión de relatoría comando nacional es-
tatal. 1 de Julio. Bogotá .

DAFP (2004) “Manual de Inducción y Reinduc-
ción”. Departamento Administrativo de la 
Función Pública. Bogotá.

DAFP (2004a) “Comunicado relativo a desem-
peño femenino en cargos públicos”. 18 de 
mayo.

DAFP (2004b) “Sobre información de emplea-
dos y trabajadores al servicio del estado”. 
Circular, Julio 13.

DAFP (2003) “Formación y Capacitación del 
Servidor Público. Guías para su Formula-
ción. Guía para implementar los programas 
de Inducción Y Reinducción”. Departamen-
to Administrativo de la Función Pública. Bo-
gotá. Septiembre.

DAFP (2003a) “Plan Nacional de Formación y 
Capacitación. Actualización”. Septiembre. 

DAFP (2003b) “Situación actual del servicio civil 
en Colombia”. Departamento Administrati-
vo de la Función Pública. 

DAFP (2003c) “Nuevo Enfoque de Control In-
terno en el marco del Programa de Reno-
vación de la Administración Pública”. IX 
Encuentro Nacional y IV Internacional de 
Control Interno, 6, 7 y 8 de octubre.

DAFP (2003d) “Informe de la gestión adelanta-
da durante el período julio de 2002 – junio 
de 2003”. Departamento Administrativo de 
la Función Pública. Presentado al Congreso. 

DNP (2004) “Programa de renovación de la ad-
ministración pública. Informe de avance”. 
Departamento Nacional de Planeación. 16 
de Julio.

DNP (2003) “Metodología del programa de 
renovación de la administración pública. 
Reformas verticales y transversales”. De-
partamento Nacional de Planeación. 8 de 
Mayo. 

Echeverri Piedrahita, Guido (2003) “Peculia-
ridades de las reformas del Estado en Co-
lombia”. VIII Congreso Internacional del 
CLAD sobre la Reforma del Estado y de la 
Administración Pública, Panamá, 28-31 Oc-
tubre.

ESAP (2003) “Carta Administrativa” – Revis-
ta Institucional del Sector Función Pública 
Nº 1. Departamento Administrativo de la 
Función Pública. Escuela Superior de Ad-
ministración Pública. Bogotá. Agosto – Sep-
tiembre.

ESAP (2003a) “Carta Administrativa” – Revista 
Institucional del Sector Función Pública Nº 1. 
Departamento Administrativo de la Función 
Pública. Escuela Superior de Administración 
Pública. Bogotá. Octubre – Diciembre.
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Galves, Rodrigo Naranjo (2003) “Ajuste estructu-
ral y reducción del gasto público 1998–2002: 
qué ha pasado y cuáles son las perspectivas”. 
VIII Congreso Internacional del CLAD so-
bre la Reforma del Estado y de la Adminis-
tración Pública, Panamá, 28–31 Octubre.

Jaramillo, Rosa (1988) “Caracterización del 
Empleado Ofi cial que Labora en Bogotá”. 
Departamento Administrativo del Servicio 
Civil. 

OIT (2004) “Informe Global con arreglo al segui-
miento de la Declaración de la OIT relativa 
a los principios y derechos fundamentales en 
el trabajo 2004”. Organización Internacio-
nal del Trabajo.

Pimenta, Carlos (2003) “El programa colombia-
no de modernización de la Administración 
pública nacional”. VIII Congreso Interna-
cional del CLAD sobre la Reforma del Esta-
do y de la Administración Pública, Panamá, 
28–31 Octubre.

Normativa 

Acuerdo Nº 14 del 12-03-96. Se adoptan los 
instrumentos de evaluación del desempeño 
laboral.

Acuerdo Nº 15 del 18-03-96. Se reglamenta la 
valoración de méritos establecidos por el Ar-
tículo 7 de la Ley No. 190 y el Artículo 24 del 
Decreto Reglamentario No. 2329 de 1995.

Decreto Nº 188 del 26 de enero del 2004. Que 
consolida la actual estructura de la DAFP.

Decreto Nº 219 del 27 de enero de 2004. Rees-
tructura la ESAP.

Decreto Nº 1145 del 14-04-2004. Dicta dispo-
siciones relacionadas con el desarrollo del 
Sistema General de Información Adminis-
trativa del Sector Público.

Decreto Nº 921 del 23-05-2000. Reglamenta la 
organización del Banco de Éxitos de la Ad-
ministración Pública y el otorgamiento del 
Premio Nacional de Alta Gerencia.

Decreto Nº 861 del 11 de mayo del 2000. Por el 
cual se establecen las funciones y requisitos 
generales para los diferentes empleos públi-

cos de las entidades del Orden Nacional y se 
dictan otras disposiciones.

Decretos Nº 40 al 75 del 10-01-98. Se fi jan las 
escalas de asignaciones básicas, regímenes 
salariales y prestacionales de los empleados 
públicos

Decreto Nº 2013 del 14-08-97. Se crea el Comité 
Interinstitucional de Adaptación Laboral del 
Sector Público.

Decreto Nº 457 del 25-02-97. Se establece el sis-
tema de nomenclatura y clasifi cación de los 
empleos públicos de la rama ejecutiva del or-
den nacional y se dictan otras disposiciones.

Decreto Nº 10 del 05-01-96. Se fi jan las esca-
las de asignación básica de los empleos que 
sean desempeñados por empleados públicos 
de la Rama Ejecutiva, Entes Universitarios 
Autónomos, Corporaciones Autónomas Re-
gionales.

Decreto N° 1950 del 24-09-73. Por el cual se re-
glamentan los decretos – leyes 2400 y 3074 
de 1968 y otras normas sobre administración 
del personal civil.

Directiva Presidencial Nº 13 del 15-10-2002. 
Racionalización de las plantas de personal 
como acción inmediata del Programa de 
Renovación de la Administración Pública : 
hacia un Estado comunitario.

Ley Nº 909 del 23 de septiembre de 2004. Ley de 
Empleo Público, la Carrera Administrativa, 
la Gerencia Pública.

Ley Nº 872 del 30-12-2003. Crea el sistema de 
gestión de la calidad en la rama ejecutiva del 
poder público y en otras entidades prestado-
ras de servicios.

Ley Nº 823 de julio de 2003. Por la cual se dic-
tan normas sobre igualdad de oportunidades 
para las mujeres Estado, a nivel nacional y 
territorial.

Ley Nº 819 del 09-07-2003. Establece normas 
orgánicas en materia de presupuesto, res-
ponsabilidad y transparencia fi scal y dicta 
otras disposiciones.

Ley Nº 790 del 27-12-2002. Se expiden dispo-
siciones para adelantar el Programa de Re-
novación de la Administración Pública y se 



INFORME SOBRE LA SITUACIÓN DEL SERVICIO CIVIL EN AMÉRICA LATINA

198

otorgan facultades extraordinarias al Presi-
dente de la República; legislación comple-
mentaria.

Ley Nº 734. 2002. Código Disciplinario Único.
Ley Nº 443 del 11-06-98. Por la cual se expiden 

normas sobre carrera administrativa y se 
dictan otras disposiciones; legislación com-
plementaria.

Ley N° 4. 1992. Sobre remuneración.
Ley N° 27. 1992. Resolución Nº 009 del 05-

01-96. Se adoptan los Formatos Únicos de 
Hoja de Vida para personas naturales, el 
Formulario Único de Declaración Jurada, 
de Bienes y Rentas y Actividad Económica 
Privada

Sitios web consultados

Departamento Administrativo de la Función Pública www.dafp.gov.co

Instituto de Seguros Sociales http://www.iss.gov.co/General/entidadescontrol.htm

Escuela Superior de Administración Pública http://www.esap.edu.co/

Jurisprudencia y sentencias http://www.libardo.50megs.com

Senado http://www.senado.gov.co/

Transparencia Colombia http://www.transparencia.gov.co/guias/ley489.asp

Procuraduría Colombia http://www.procuraduria.gov.co/sancionados/indexsc.html

Normas y Leyes http://www.laleycolombiana.com/

Presidencia http://www.presidencia.gov.co/deptos/dfp.htm

Cámara de Representantes http://www.camararep.gov.co

Departamento Nacional de Planeación http://www.dnp.gov.co/

Portal del Estado Colombiano http://www.gobiernoenlinea.gov.co/
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Abreviaturas

AFPs Administradoras de Fondos de Pensiones

APN Administración Pública Nacional

CEPAL Comisión Económica para Latinoamérica y el Caribe

CNSC Comisión Nacional del Servicio Civil

CP Comisión de Personal

DAFP Departamento Administrativo de la Función Pública

DANE Departamento Administrativo Nacional de Estadísticas

DIAN Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales

DNP Departamento Nacional de Planeación

ESAP Escuela Superior de Administración Pública

FECODE Federación Colombiana de Educadores 

FENALTRASE Federación Nacional de Trabajadores al Servicio del Estado

ICBF Instituto Colombiano de Bienestar Familiar

ISS Instituto de Seguros Sociales

OIT Organización Internacional del Trabajo

PIB Producto Bruto Interno

PPS Plan de Protección Social

PRAP Programa de Renovación de la Administración Pública

SENA Servicio Nacional de Aprendizaje

SUIP Sistema Único de Información de Personal
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CAPÍTULO 7

Síntesis del diagnóstico
Caso Costa Rica1 

1 Autores: Mercedes Iacoviello y Laura Zuvanic.

Este trabajo se basa en la revision y actualizacion 
del diagnostico realizado por IDC (2003).

I. RESUMEN EJECUTIVO

Principales conclusiones

Las prácticas de gestión de los recursos humanos 
de Costa Rica se refl ejan en índices que la ubican 
en un nivel medio. El sistema está fragmentado 
por la existencia de regímenes diferenciados. Las 
organizaciones con régimen propio introducen 
variaciones importantes, dando lugar a la in-
fl uencia política. 

En relación a los subsistemas los que presen-
tan mayor debilidad son el de gestión del ren-
dimiento y el de planifi cación, ambos presentan 
características inerciales que le restan orientación 
estratégica. El subsistema de empleo presenta el 
puntaje más alto ya que una porción signifi cativa 
de los puestos se administra en base a principios 
de mérito más allá de que puedan existir algunos 
desvíos en ese aspecto. También existen elemen-
tos de fl exibilidad como criterios de selección 
modifi cables, la realización de concursos inter-
nos o externos, la posibilidad de cancelar plazas 
por razones organizativas y de reestructuración, 
y la de establecer regímenes diferenciados en 
cada organización.

Contexto institucional

Costa Rica es un país ampliamente reconocido 
por sus prácticas democráticas, altos niveles de 

inversión social y extensa clase media. Su des-
empeño en relación a la región centroamericana 
es notable. Los sectores turismo y ambiental han 
observado un importante dinamismo en los últi-
mos años como resultado de las acciones dirigi-
das a la valoración de los servicios ambientales, 
tales como la adecuación del marco normativo e 
institucional. El progreso en las reformas estruc-
turales se ha hecho más lento, siendo necesarias 
acciones para mejorar la situación del sistema 
fi nanciero y prevenir una seria carga sobre las fi -
nanzas públicas como resultado de una reforma 
incompleta de los sistemas de pensiones. 

Con el gobierno del Presidente Calderón 
(1990–1994), por primera vez se crea en Costa 
Rica un Ministerio de la Reforma del Estado. 
Se inician los programas de ajuste estructural 
(PAES) y se intensifi can las medidas para reducir 
el défi cit fi scal, nuevamente reduciendo el gasto 
y el empleo público. Se establecen los programas 
de movilidad voluntaria y transitoriamente se 
logra reducir la nómina estatal en aproximada-
mente diez mil puestos. 

Esta administración preparó y presentó ante 
la Asamblea Legislativa un proyecto de Ley de 
Empleo Público, el cual fue elaborado mediante 
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la participación activa de sectores políticos, téc-
nicos, sindicales, patronales, empresariales y de 
la sociedad civil. Este proyecto buscaba una ma-
yor universalidad en el enjambre de sistemas. So-
bre todo, pretendía sentar las bases legales para 
la aplicación de técnicas modernas de remune-
ración, basadas en productividad, evaluaciones 
y rendimiento, y de esta manera, lograr una 
profesionalización efectiva. A pesar del esfuerzo 
realizado y del consenso logrado, este proyecto 
no tuvo acogida para su estudio por parte de la 
Asamblea Legislativa. 

En el período siguiente, bajo el gobierno de 
Figueres (1994–1998) continuaron los PAES, y 
el Ministerio de Reforma del Estado se llamó 
Ministerio de Transformación del Estado. Se 
continuaron los programas de movilidad volun-
taria y aparecen por primera vez los programas 
de movilidad forzosa, implementados con base 
en estudios técnicos de reestructuración de enti-
dades públicas, los cuales con fundamento en el 
artículo 192 de la Constitución, permitieron la 
eliminación temporal de otros diez mil puestos 
aproximadamente.

Marco Normativo

La estructura legal del sector público de Costa 
Rica está defi nida en varios documentos clave. 
El principal marco es la Constitución de la Re-
pública de 1949, que establece que corresponde 
al Organismo Ejecutivo dirigir y coordinar las 
tareas de gobierno y de la Administración Públi-
ca central en conjunto así como con la Adminis-
tración pública descentralizada. 

El 30 de mayo de 1953 se promulgó La Ley 
1.581 estableciendo el Estatuto de Servicio Civil 
(ESC) y su Reglamento, que regulan las condi-
ciones y términos de la relación de servicio en-
tre el Poder Ejecutivo Central (ministerios) y sus 
funcionarios, junto con la Ley General de Sala-
rios de la Administración Pública de 1957. Los 
organismos descentralizados son denominados 
constitucionalmente “instituciones autónomas” 
y no aplica a éstas el ESC. También quedaron 
fuera de su ámbito: el Poder Judicial, la Asam-

blea Legislativa, el Tribunal Supremo de Elec-
ciones, la Contraloría General de la República y 
el Régimen Municipal. Se agregan a esta lista las 
instituciones creadas después de 1953 como la 
Defensoría de los Habitantes.

Aún cuando se dictó únicamente para una 
parte del poder ejecutivo, el ESC sienta las bases 
jurídicas del sistema administrativo costarricense 
al establecer, entre otras: el concurso público por 
oposición, la igualdad en el acceso a los cargos 
públicos, la efi ciencia, el nombramiento basado 
en la idoneidad comprobada, el mérito, la carre-
ra administrativa, la estabilidad, clasifi cación y 
valoración de puestos, capacitación de los fun-
cionarios, neutralidad, objetividad y probidad en 
el ejercicio de la función pública. La Ley General 
de la Administración Pública Nº 6.227 regula la 
actividad del Estado, estableciendo deberes, fun-
ciones y responsabilidades de los funcionarios 
públicos.

El sector descentralizado, que está fuera del 
régimen de servicio civil, tiene una tipología de 
cargos similar a los del gobierno central, los tra-
bajadores fi jos gozan de permanencia mediante 
contrato de trabajo indefi nido, cuentan con esta-
tutos internos de trabajo y con convenciones co-
lectivas. Los salarios y prestaciones que ofrecen 
la mayoría de estas instituciones son superiores a 
los del Gobierno Central, tienen mayor fl exibili-
dad en la incorporación de personal y han sido 
más permeables a la politización de las decisio-
nes en materia de aprovisionamiento.

En ese sentido, el sistema es fragmentado 
por la existencia de regímenes diferenciados. El 
Estatuto de Servicio Civil se aplica para la ges-
tión del 56% de los empleos, estando el 44% res-
tante bajo normas particulares de las entidades 
descentralizadas, autónomas, empresas públicas, 
los organismos Legislativo y Judicial y municipa-
lidades. 

Existe la fi gura de la “Autoridad Presupuesta-
ria”, constituida por los Ministros de la Presiden-
cia, de Hacienda y de Planifi cación, contando 
entre sus atribuciones, las relativas a dictar las 
políticas en materia de empleo, de remuneracio-
nes y benefi cios de los empleados públicos inclu-
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yendo a las instituciones autónomas (con algunas 
excepciones). 

Cambios desde la fecha del diagnóstico

Los cambios actuales se orientaron centralmente, 
no ya al marco legal del servicio civil, sino a cam-
bios de carácter técnico destinados a mejorar la 
gestión de los recursos humanos (Entrevista Direc-
tor DGSC, 2004). Las acciones desarrolladas han 
sido encauzadas por la Dirección General de Ser-
vicio Civil (DGSC) en el marco del Plan Nacional 
de Desarrollo 2002–2006. Los aspectos centrales 
se han relacionado con el seguimiento de proyec-
tos estratégicos iniciados desde el año 2002, entre 
los cuales fi gura el rediseño organizacional de la 
DGSC, la automatización de los modelos de ges-
tión del factor humano y el sistema para la certi-
fi cación y acreditación de competencias laborales 
(DGSC, 2004a). En el transcurso de 2004 se está 
trabajando en la implementación del Sistema de 
Medición de Resultados y Rendición de Cuentas 
(SIMERC), en las instituciones del servicio civil, la 
adaptación e implementación del Sistema de Re-
cursos Humanos y Planillas (INTEGRA) en coor-
dinación con Hacienda y la implantación a nivel 
local de tres nuevos modelos de gestión vincula-
dos a la Clasifi cación y Valoración de Puestos, Re-
clutamiento y Selección, y Desarrollo del Factor 
Humano. 

En relación a este último aspecto, cabe des-
tacar que con la implantación de estos nuevos 
modelos los usuarios contarán con procesos de 
contratación desconcentrados y automatiza-
dos que permitirá el desarrollo de una gestión 
más ágil, efi caz y efi ciente de las instituciones 
públicas y el desarrollo adecuado del factor 
humano. Durante el año 2004 se espera con-
cluir con la automatización de los módulos que 
harán posible la desconcentración de los tres 
modelos aludidos y su integración en un solo 
sistema que se pretende implantar inicialmente 
mediante plan piloto en un conjunto pequeño 
de instituciones pertenecientes al Régimen de 
Servicio Civil, incluida la DGSC (Entrevista a 
Director, 2004).

Además, se ha elaborado una Propuesta 
General de Procedimientos Disciplinarios; un 
proyecto relativo a la Celeridad en el Proceso 
de Despido, que se orienta a su simplifi cación y 
el Sistema para la Certifi cación y Acreditación 
de Competencias Laborales, dirigido a dotar a 
los usuarios del Sistema de Recursos Humanos 
de conceptos e instrumentos para la gestión de 
personas y para que ayuden a formular planes 
de desarrollo y formación de los funcionarios. 
Este último proyecto implicaría contar con pa-
rámetros comunes de desempeño, de donde se 
alimentarían las instituciones formadoras para 
orientar su currícula; favorecería la movilidad 
horizontal en el Sector Público y la empleabili-
dad de los trabajadores (pueden moverse en los 
Sectores Público y Privado). Por último, en re-
lación al proyecto de Ley de Empleo Público el 
mismo sigue estancado y no se ha llegado a ana-
lizar (Entrevista Director, 2004).

Análisis de los Subsistemas 2

Planificación de Recursos Humanos 

Existencia e integridad (1)
Este subsistema se presenta como el más débil 
dentro de todos los evaluados, dada la escasa in-
tegración con los otros subsistemas y la incipien-
te orientación hacia prácticas de planifi cación. 
Sin embargo, cabe destacar que este aspecto es 
ámbito de trabajo actual y que se están realizan-
do acciones en el marco del Sistema Nacional 
de Evaluación (SINE), que promueve un enfo-
que de evaluación por resultados vinculando los 
Planes Anuales Operativos, el Plan Nacional de 
Desarrollo y el Presupuesto (MIDEPLAN, 2004); 
se suma a esto la implementación progresiva del 
SIMERC que permite evaluar el desempeño 
individual y grupal y medir y controlar los re-
sultados, mediante un instrumento denominado 

2 El análisis de los subsistemas sigue los 93 puntos crí-
ticos establecidos en la metodología, los cuales se listan 
con su correspondiente valoración en el Anexo 1. Para 
cada apartado se indican entre paréntesis los puntos 
críticos asociados.
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“Acuerdo de Éxito”. Este sistema integra las ac-
tividades de planifi cación estratégica y operativa 
institucional, los resultados y su medición, los sis-
temas de gestión de recursos y la evaluación del 
desempeño grupal e individual (DGSC, 2004a).

Coherencia estratégica (2–3) 
El uso de la planifi cación no es común en todos 
los ámbitos organizacionales, considerándose la 
mayoría de las veces como un requisito formal 
a cumplir y las prioridades y las orientaciones 
estratégicas de las organizaciones no se encuen-
tran frecuentemente presentes en las planifi ca-
ciones de personal. Lo más habitual es que que 
los servicios de aprovisionamiento se den por 
demanda de las unidades. Las posibilidades de 
traslados y movilidad de personal de las plantas 
son limitadas. 

Información de base (4) 
Los sistemas de información sobre personal per-
miten conocer con detalle la dimensión cuantita-
tiva de la plantilla y sus características cualitativas 
generales pero no son integrados, operando más 
bien como registros que como base para la ges-
tión. Actualmente se está trabajando en el diseño 
de tres módulos relativos a selección, clasifi ca-
ción de puestos y desarrollo que funcionarían en 
forma integrada, aunque el proyecto está en una 
etapa embrionaria (Entrevista Director, 2004).

Efi cacia (5–9) 
Se registra por una tendencia a aumentar el ta-
maño de la dotación de empleados públicos del 
gobierno general en relación a la población total, 
pasando de un 3.9% en 1998 a un 4.1% en el 
año 2002. Por otra parte, el número de emplea-
dos públicos como porcentaje de la población 
total disminuyó en el sector educación y en las 
empresas públicas, aumentó en el sector salud 
y ha permanecido estable para el sector de se-
guridad pública. Los empleados pertenecientes 
al sector educación y salud representan el 64% 
del empleo bajo el régimen de servicio civil. La 
mayoría de los gerentes percibe que existen dé-
fi cits de personal para ciertas áreas y excedentes 

en otras resultante de la falta de instrumentos 
para la defi nición de cargas de trabajo. Existe, 
sin embargo, fl exibilidad para el retiro por reor-
ganización, lo que permite la adecuación de las 
plantillas. Hay limitaciones para los traslados de 
personal de educación y salud, quienes represen-
tan una gran porción del empleo público.

La relación nómina salarial/gasto público del 
Gobierno Central fue de 35% en el 2002, mos-
trando un comportamiento decreciente a partir 
de 1998 cuando representaba el 42%. En cuanto 
a la composición de las plantillas, está en desarro-
llo el registro y sistematización de los requisitos 
de califi cación de las plazas y actualmente no se 
puede contar confi ablemente con datos, sin em-
bargo es noción común que se observan niveles 
altos de cualifi cación y aún sobrecualifi cación, 
más en la práctica que en los requisitos de las po-
siciones. Esto es producto principalmente de la 
capacitación y formación durante el trabajo, de 
los incentivos a estas actividades y del interés de 
mantener las posiciones dentro del sector públi-
co, una vez que se ha accedido a ellas.

Administración (10–11) 
Los aspectos centrales de la planifi cación en su 
capítulo presupuestario son establecidos por la 
Autoridad Presupuestaria que anualmente a tra-
vés de decretos establece las directrices y regu-
laciones generales de política salarial, empleo y 
clasifi cación de puestos y los procedimientos para 
la aplicación de las mismas3. Los directivos de lí-
nea tienen bajo nivel de participación en estos 
aspectos y la DGSC ha iniciado un rol más acti-
vo a partir de la implementación del SIMERC, 
en conjunto con el Ministerio de Hacienda. 

Organización del Trabajo

Existencia e Integridad (12) 
El subsistema presenta procesos estandarizados 
de elaboración de perfi les, descripción y clasifi -

3 Ver por ejemplo lo relativo al 2005, que ha sido emi-
tido a través de los Decretos Ejecutivos Nº 31709-H y 
del 31708-H del 16 de marzo de 2004.
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cación tradicional de puestos, sin adaptación a 
cambios por variaciones. El mismo está estable-
cido por el ESC, cap. III y por el Decreto Eje-
cutivo 25.592-MP (1996), que prevé el uso del 
Manual General de Clasifi cación de Clases, ela-
borado y actualizado por la DGSC y los Manua-
les Institucionales de Clasifi cación de Puestos. 
Actualmente se está trabajando en un Sistema 
para la Certifi cación y Acreditación de Compe-
tencias laborales, que favorecería la movilidad 
horizontal y la empleabilidad de los trabajadores 
en contextos de globalización económica. 

Calidad técnica y fl exibilidad del 
diseño de puestos (13–17)
El diseño de los puestos es una actividad técnica 
basada en criterios de gestión y servicio más que 
en aspectos meramente formales, aunque hay 
puestos cuyos requisitos se determinan por dis-
posiciones de protección de ciertas profesiones.

El sistema está estructurado en clases de em-
pleos similares en deberes, responsabilidades y 
autoridad, de manera que pueda usarse el mis-
mo título descriptivo para designar cada empleo 
comprendido en la clase. Se exige a los puestos 
de cada clase los mismos requisitos de educa-
ción, experiencia, capacidad, conocimientos, 
efi ciencia, habilidad, el mismo tipo de exámenes 
o pruebas de aptitud, y la asignación equitativa 
de remuneraciones bajo condiciones de trabajo 
similares. Las clases de empleos se agrupan en 
grados, determinados por las diferencias en im-
portancia, difi cultad, responsabilidad y valor del 
trabajo (ESC, Ley N° 1581).

Calidad en la defi nición de                
perfi les (18–21) 
El diseño de puestos y perfi les es realizado técni-
camente a partir del análisis de puestos basado 
en la investigación y descripción de lo que ha-
cen las personas que ocupan un puesto (no de 
lo que producen, para que y como lo producen). 
Actualmente la DGSC está desarrollando nue-
vos instrumentos tendientes a integrar el enfoque 
por competencias, aunque éste es un proceso en 
etapa embrionaria. La precisión de funciones, 

responsabilidades, facultades y perfi les es una de 
las áreas de mejora pendientes en este subsiste-
ma, aunque la situación actual tiene la ventaja 
de carecer de la sobreprecisión que es fuente de 
infl exibilidad en otros países. En la mayoría de 
los casos existe coherencia entre las tareas del 
puesto y los perfi les.

Administración (22–23) 
La DGSC mantiene actualizado el manual des-
criptivo de puestos y se encarga del diseño de 
puestos y perfi les. Los directivos y funcionarios 
de línea no participan de su formulación. La 
clasifi cación y jerarquización de los puestos ha 
comenzado a ser adaptado a las características 
de cada organización a través del desarrollo de 
manuales institucionales.

Gestión del empleo 

Igualdad y mérito en el acceso (24–27) 
El mérito es un principio relativa y parcialmente 
aplicado en el sistema de servicio civil de Costa 
Rica, particularmente en el ámbito del Gobier-
no Central, encontrándose frecuentes desvia-
ciones atribuibles a la selección del método de 
concursos internos y a las prácticas de las em-
presas públicas y entes descentralizados, donde 
la fl exibilidad en materia de selección es mucho 
más amplia, y los puestos más atractivos por sa-
larios más competitivos.

El reclutamiento para la provisión de los 
puestos de trabajo es abierto a todos los candi-
datos que reúnan los requisitos exigidos, aunque 
por las decisiones de mantener los concursos en 
el ámbito interno de las organizaciones se limita 
el acceso a ciudadanos a oportunidades de em-
pleo que se cierran por decisión de funcionarios 
públicos. Se destaca que aproximadamente la 
mitad de las plazas del gobierno central se cu-
bren mediante procesos en los cuales se garantiza 
razonablemente la aplicación de los criterios de 
ingreso por mérito y profesionalidad, para evitar 
prácticas de arbitrariedad y politización, aunque 
se limita con la preferencia por concursos inter-
nos versus externos.
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El Estatuto y su reglamento especifi can los 
requisitos centrales a efectos de la postulación a 
un cargo público, en sus artículos 20 y 9 respec-
tivamente. El sistema permite a todos los can-
didatos que cumplen requisitos participar en los 
procesos de selección. La mayoría de las posicio-
nes son abiertas a concursos internos o externos, 
existiendo un número razonable de puestos en 
los que se designa a personal de confi anza o por 
decisión del nivel político.

Calidad del reclutamiento y                    
de la selección (28–32) 
Los mecanismos utilizados para la cobertura de 
vacantes son efectivos para producir candida-
tos en casi la totalidad de los puestos, aunque 
existen tipos de puestos para los cuales las re-
muneraciones y condiciones de trabajo no son 
atractivas, tal es el caso de las posiciones rela-
cionadas con sistemas informáticos. Aún cuan-
do existen problemas puntuales relacionados 
con la actualidad de las herramientas utilizadas 
para el reclutamiento y selección de personal 
así como en materia de sistematización de la 
información, el reclutamiento es generalmen-
te abierto, profesional, y relativamente inde-
pendiente, tanto a nivel regulatorio como en la 
práctica. En la fase de selección de personal se 
obtiene un registro de elegibles bajo un orden 
estrictamente numérico cuya califi cación míni-
ma es del 70%.

La evaluación se basa tanto en los criterios 
predefi nidos (aquellas condiciones que se consi-
deran necesarias para el adecuado desempeño 
del puesto) como en las características de oferta 
y demanda que se visualicen durante el proce-
so de reclutamiento. Esta información permite 
defi nir las áreas a evaluar, las ponderaciones a 
aplicar y las fases del proceso. La elección de 
las pruebas a aplicar se basa en las áreas que 
se han defi nido como prioritarias para el ade-
cuado desempeño del puesto, así como en las 
ponderaciones que se le asigne a cada predic-
tor. La mayoría de las pruebas utilizadas son 
de aplicación individual, con un formato escri-
to de preguntas con opciones múltiples. Con 

respecto a las materias que se evalúan corres-
ponde más bien a las áreas de desempeño del 
puesto.

Se da mayor énfasis a las pruebas psico-
métricas que a las pruebas de conocimientos 
específi cos. Para los puestos profesionales, se 
considera prueba de conocimiento el título uni-
versitario.

Los participantes o candidatos que reúnen 
los requisitos, concursan y aprueban las evalua-
ciones, alcanzan un lugar en la terna o nómina 
enviada al Ministerio correspondiente. La selec-
ción fi nal le corresponde ofi cialmente al Ministro 
y en la práctica, a quien éste determine. No existe 
ninguna regulación para este paso. La selección 
se basa en la existencia de perfi les que identifi can 
los requisitos y características de los ocupantes 
de los puestos, razonablemente preparados, aun-
que no se aplica el concepto de “competencias” 
para su elaboración y análisis.

Los instrumentos utilizados para la selección 
de puestos requieren ser mejorados y moderni-
zados, pero los existentes se aplican sistemáti-
camente y son razonablemente efectivos para 
identifi car las aptitudes defi nidas en los perfi les. 
En las organizaciones con regímenes propios de 
gestión de RH la aplicación de estos mecanismos 
se ve restringida por prácticas como la apertu-
ra a que los empleados “interinos” que ingresan 
sin concurso puedan participar en concursos in-
ternos, legitimando el ingreso sin aplicación del 
mérito y capacidad técnicamente comprobada. 
Existen normas generales, pero no mecanismos 
específi cos para garantizar la igualdad efectiva y 
la no discriminación. 

Uno de los principales factores determi-
nantes para que el sistema costarricense tienda 
a que las decisiones de incorporación se adop-
ten con base en el mérito es que el órgano de 
selección (DGSC) —a pesar de las limitaciones 
presupuestarias y la poca atención y respaldo 
del más alto nivel político— fue diseñado, nor-
mado y en la práctica funciona con un margen 
relativamente amplio de independencia en el 
ejercicio de sus funciones, atípico para la región 
latinoamericana. 
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Calidad de la recepción (33–34) 
El proceso de inducción es realizado regularmen-
te por la DGSC. Y existe un período de prueba 
de tres meses. 

Movilidad (35) 
De acuerdo al marco legal, los traslados y reubi-
caciones podrán ser acordados unilateralmente 
por la administración, siempre que no cause gra-
ve perjuicio al funcionario, siendo potestad del 
jefe reubicarlo donde más se necesite, según su 
perfi l. Esta disposición no es aplicable a docentes 
y enfermeras quienes por disposiciones legales 
concursan para un centro educativo u hospital 
determinado, no pudiendo ser trasladados sino 
por causas legales previstas. Este aspecto es signi-
fi cativo ya que docentes y empleados de la salud 
representan 55% del total de empleados del go-
bierno general. Las instituciones que lo deseen, 
pueden trabajar con los criterios de polivalencia 
y movilidad, los manuales o disposiciones no lo 
prohíben, más bien lo promueven y esta movili-
dad de personal entre puestos se practica en al-
gunas instituciones.

Ausentismo (36) 
No se registran problemas de ausentismo. 

Disciplina (37) 
Un aspecto en el que se registran defi ciencias 
es la aplicación de sanciones y procedimientos 
disciplinarios. Los entrevistados coincidieron 
en que la aplicación de procedimientos discipli-
narios no es general y se presenta como excep-
ción. Esta situación desincentiva a los buenos 
empleados y se convierte en un incentivo per-
verso del sistema ya que no hay castigo por 
conductas fuera de la norma. Sin embargo, la 
normativa permite (y se aplica) el despido por 
incapacidad manifi esta o bajo rendimiento. No 
es posible saber si la sanción es efectiva, pero 
en los procesos iniciados, éstos fueron resueltos 
en un razonable porcentaje a favor del emplea-
dor. El sistema prevé la rescisión del empleo por 
razones económicas, administrativas y de bajo 
rendimiento. 

Desvinculación (38–41) 
El Régimen de Despido, se encuentra regulado 
en el ESC y los trabajadores pueden ser des-
pedidos por cometer faltas graves, por malas 
califi caciones o por reorganizaciones. Para los 
funcionarios de otras instituciones no integradas 
al SC rigen normas similares. Las organizacio-
nes que tienen convenciones colectivas procesan 
generalmente sus despidos por medio de juntas 
de relaciones laborales. Es un derecho del fun-
cionario el debido proceso en caso de despido, 
ya sea por causal de destitución o reorganización 
para un mejor servicio público. En el caso de los 
Auditores Internos de las instituciones autóno-
mas, la Ley Orgánica de la Contraloría General 
de República les otorga la garantía de no poder 
ser destituidos sin el previo criterio de este ente. 
Entre 1996 y el año 2000, el Tribunal de Servi-
cio Civil ha gestionado en promedio 300 casos 
de destitución individual por año, y en su gran 
mayoría, han sido resueltos con autorización de 
despido.

Gestión del Rendimiento 

Planifi cación y seguimiento del 
rendimiento (42–45) 
Al igual que planifi cación, este subsistema pre-
senta debilidades. La evaluación del rendimiento 
es de larga tradición y se aplica con regularidad, 
sin embargo el sistema dista de estar diseñado 
con base en criterios establecidos previamente 
y a metas y estándares vinculados a la produc-
ción y la estrategia institucional. La evaluación 
se toma en consideración para ascensos y pro-
mociones pero la mayoría de los incrementos 
salariales y adicionales remunerativos no se es-
tablecen en función directa de dichas evaluacio-
nes, existiendo un divorcio entre los resultados 
institucionales, grupales y personales, y la com-
pensación. 

Evaluación (46–48) 
Las pautas de evaluación del desempeño están 
establecidas a través del Reglamento del Esta-
tuto y existen procedimientos, formularios y un 
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manual relativo al tema. El sistema actual res-
ponde a un modelo donde, de común acuerdo, 
jefe y subalterno deben poner por escrito sus 
expectativas anuales. Al fi nal del período debe 
realizarse una entrevista donde el jefe inmediato 
presenta sus apreciaciones y el subalterno acep-
ta o no. En caso de desacuerdo, cabe apelación 
ante el jefe superior y agotada la vía administra-
tiva, ante el Tribunal de Servicio Civil (TSC). El 
procedimiento se aplica en períodos diferentes: 
Evaluación Intermedia y Evaluación Final y el 
resultado de ambas es la Evaluación Anual. Para 
su aplicación, los trabajadores se distribuyen en 
cuatro grupos laborales: ejecutivos, profesio-
nales, administrativos y personal de ofi cina; el 
jefe inmediato defi ne a qué grupo corresponde 
cada funcionario, de acuerdo con sus funciones. 
La normativa relacionada con la evaluación, le 
otorga a las instituciones cubiertas por el Estatu-
to, la posibilidad de establecer su propio sistema 
de evaluación, con la asesoría y aprobación de 
la DGSCI. 

Los resultados de la evaluación periódica del 
desempeño están vinculados formalmente con 
la estabilidad en el empleo y también se puede 
utilizar para la determinación de las remunera-
ciones.

La evaluación del desempeño se aplica sin 
excepciones en todo el sector cubierto por el ESC 
y desde 1995 se realiza anualmente. En el resto 
del sector público, pocas instituciones la aplican 
en forma sistemática. Por último, cabe destacar 
que desde 2002 se está intentando implementar 
sistemas de evaluación institucionales y grupales 
pero los mismos se enfrentan a resistencias de-
rivadas de la cultura organizacional (Entrevista 
Director, 2004).

Administración (49) 
La defi nición de objetivos de rendimiento previos 
presenta inconvenientes. Los jefes no defi nen los 
estándares en función de las metas y prioridades 
de sus organizaciones. Por ello, los empleados 
no conocen que se espera de ellos. Es limitado 
el involucramiento de los jefes en la gestión del 
rendimiento. 

Gestión de la Compensación 

Existencia de estrategia salarial (50) 
La compensación presenta defi ciencias en su di-
seño estratégico y no está sustentada en criterios 
de productividad. En general, el objetivo de la po-
lítica salarial del Gobierno ha sido la contención 
salarial, refl ejada en la estabilización de la pro-
porción de la nómina salarial del sector público 
sobre el PIB, entre 9 y 10% en los últimos cinco 
años y la reducción de la tasa gasto en salarios/to-
tal gasto público del Gobierno Central de 42% en 
1998 al 35% en 2002. Las pautas salariales están 
establecidas en el ESC y su Reglamento en la Ley 
Nº 2.166 de Salarios de la Administración Pública 
del año 1957. Posteriormente se emitieron leyes 
tendientes a establecer regímenes especiales de sa-
larios y otros benefi cios, estableciendo desigualda-
des entre las instituciones y los poderes del Estado. 
Las escalas de salarios y otras formas de compen-
sación monetaria tienden a atraer y motivar la 
permanencia de personal en los niveles operativos 
mientras son menos atractivos para los niveles ge-
renciales y directivos, si se relacionan con los sala-
rios fuera del sector público. Existen importantes 
inequidades internas y externas. Las prácticas de 
incrementos negociados, ligados a la infl ación son 
recurrentes y sistemáticas, lo que difi culta la in-
troducción de nuevas prácticas de retribución por 
productividad. Para la fi jación de salarios, existe 
una Comisión Negociadora de Salarios del Sector 
Público, órgano de integración bipartita, creado 
mediante el Decreto Ejecutivo Nº 16.965-TSS-P 
de 1986. Está compuesta por la DGSC, conjunta-
mente con los viceministros de Hacienda, Trabajo 
y Seguridad Social, Presidencia y Economía y los 
trabajadores representados por sus sindicatos. La 
Comisión también fi ja los salarios de educación 
y salud, estando estos servicios ampliamente cen-
tralizados, lo que se profundizó con la creación de 
la Autoridad Presupuestaria en 1982. Los salarios 
se fi jan cada 6 meses.

Equidad interna y externa (51–57) 
El salario base —dentro del Régimen de Servi-
cio Civil y para todas las instituciones del sector 
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público— dejó de ser un indicador confi able del 
nivel de ingresos de los trabajadores y la valo-
ración de los cargos, ya que los adicionales han 
pasado a formar parte signifi cativa de los ingre-
sos y se han constituido en el elemento de distin-
ción de remuneraciones entre puestos o clases de 
puestos. Si se compara el salario promedio del 
Gobierno Central con los salarios promedio de 
distintos sectores en el ámbito privado, se puede 
notar que salvo para el sector fi nanciero, la bre-
cha a favor del salario público se amplió en los 
últimos cinco años. Para el año 2002, ese sala-
rio representó el 174% del percibido en el sector 
manufacturero, el 93% del percibido en el sector 
fi nanciero y el 185% del percibido a nivel gene-
ral del sector privado.

Si se comparan los salarios totales (incluyen-
do adicionales) con los salarios ofrecidos por el 
sector privado, particularmente en los niveles 
inferiores y medios, las diferencias a favor del 
sector público son importantes. Pero en puestos 
superiores, existe una gran difi cultad para reclu-
tar y mantener el personal califi cado. Asimismo, 
un elemento de política salarial reciente ha sido 
la combinación de incrementos generales y ajus-
tes técnicos que han contribuido a reducir la dis-
tancia entre salarios directivos, mandos medios y 
operativos.

Las remuneraciones no son percibidas como 
equitativas por los empleados. Hay un importan-
te número de casos de inequidad interna entre 
clases e instituciones.

Cabe señalar que el establecimiento de sala-
rios se hace con base en la valoración del puesto 
por puntos. Se basa en la metodología y la re-
clasifi cación de puestos y salarios de 1983 que 
se encuentra desactualizada y que fue perdiendo 
su consistencia. Se utiliza un sistema de bandas 
observándose dispersión salarial entre ministe-
rios, inconsistencias salariales dentro de clases de 
puestos y difi cultades de valoración en puestos 
inadecuadamente clasifi cados. 

Según información de la Ofi cina de Gestión 
Salarial de la DGSC, se está desarrollando una 
nueva metodología para la valoración, que ac-

tualizará la base para aplicar una nueva clasifi ca-
ción de “clases” estableciendo rangos salariales 
para reducir la dispersión salarial y manejar las 
bandas con criterios técnicos.

Efi ciencia (58) 
Las compensaciones no están vinculadas al ren-
dimiento individual o de grupo ni al desarrollo 
de las competencias y aunque crece anualmen-
te, no es percibido como adecuado para atraer, 
motivar y retener a los mejores empleados. El 
sistema de clasifi cación de puestos actual no 
favorece las remuneraciones por rendimiento 
y productividad y no tiene sufi ciente fl exibili-
dad para distinguirlos entre puestos o clases de 
puestos.

Administración (59–61) 
La gestión de compensaciones para los traba-
jadores del Poder Ejecutivo, incluyendo a los 
empleados del Ministerio de Educación Públi-
ca (MEP) y el Ministerio de Salud (MS) corres-
ponde a la DGSC. Las remuneraciones de este 
ámbito se encuentran reguladas por el ESC y la 
Ley de Salarios de la Administración Pública. 
Los acuerdos negociados se formalizan median-
te resolución de la DGSC. Existe un sistema de 
información razonablemente completa para la 
gestión de compensaciones.

Otras compensaciones (62–64) 
Los benefi cios extrasalariales no son justamente 
valorados por los funcionarios y representan al-
tos costos incrementales para el Estado, sin que 
sea posible evaluar su impacto en términos de 
productividad.

El régimen de pensiones del sector público 
ha sido reformado para introducir mayor equi-
dad y reducir costos excesivos de pensiones, y es 
similar y único para todos los trabajadores pú-
blicos y privados. El pago de las pensiones de los 
antiguos sistemas especiales reformados conti-
núa siendo un importante costo para el Estado 
y la economía.
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Gestión del Desarrollo 

Efi cacia del sistema de promoción y 
calidad del diseño de carrera (65–70) 
En lo relativo a la carrera, el avance se realiza 
mediante el ascenso de una clase a la inmediata 
superior, estando el jefe autorizado para realizar-
la. Se toman en consideración centralmente, las 
califi caciones anuales, la antigüedad y la capa-
citación específi ca. En algunos ministerios estos 
ascensos se realizan por concurso interno, en los 
cuales se suman pruebas específi cas, otorgándo-
se la asignación por orden de mérito. A un téc-
nico que adquiere la condición académica para 
un puesto profesional, se le asignan tareas de esta 
última clase de puesto y se puede solicitar una 
reasignación de puesto, esto se da en general al 
interior de la organización. Además, mediante 
traslado horizontal, se puede promover a un fun-
cionario de un ministerio a otro siempre que sea 
al grado inmediato superior. 

Calidad de la formación y gestión            
de la formación (71–76) 
El ESC y su reglamento establecen el adiestra-
miento como un derecho y un deber para todos 
los funcionarios comprendidos en el régimen de 
Servicio Civil. Las políticas de capacitación se 
formulan a partir del Plan Nacional de Desarro-
llo, que reúne las estrategias y las orientaciones 
sociales y económicas del Gobierno. La capacita-
ción está desconcentrada desde 1984. Cada mi-
nisterio o institución determina sus necesidades, 
administra su presupuesto y ejecuta sus activida-
des. Un encargado o Unidad de Capacitación 
es responsable de planifi car la capacitación, que 
depende indistintamente de la Dirección de Re-
cursos Humanos. La DGSC, por medio del Cen-
tro de Capacitación y Desarrollo (CECADES), 
es el órgano rector del Subsistema, impulsando 
la capacitación, aprobando los programas anua-
les de cada institución, elaborando el Programa 
General de Capacitación e impartiendo, por su 
cuenta, capacitación en materia de gestión públi-
ca y recursos humanos mediante la realización, 
en promedio, de 100 eventos anuales. La capa-

citación está relacionada en forma directa con 
la evaluación del desempeño, las remuneracio-
nes y el desarrollo. En ese sentido, cabe destacar 
que un elemento distintivo es que la capacitación 
está directamente valorada para los ascensos y 
bonifi caciones, con un máximo de puntos. Su 
aplicación efectiva es evidente en los sistemas de 
califi cación y en los procesos de selección para 
ascensos o promociones. A nivel profesional se 
otorga 1 punto de carrera por cada 40 horas de 
capacitación acreditada, con un máximo de 20 
puntos. Casi todas las instituciones tienen reco-
nocimientos efectivos por estudios universitarios. 
En las instituciones bajo el régimen de Servicio 
Civil se realiza anualmente detección de nece-
sidades y planifi cación de la capacitación. La 
identifi cación de las necesidades de capacitación 
parte del criterio de jefes y funcionarios, de las 
evaluaciones de personal y de la referencia de 
los planes nacionales de desarrollo. Sin embar-
go no está basada en competencias predefi nidas 
para los distintos tipos de cargos, aunque cabe 
destacar que se está trabajando en un sistema de 
certifi cación de competencias. Por último, se han 
dado acciones de capacitaciones tendientes a re-
forzar las estrategias institucionales, como el caso 
del Programa denominado “Fortalecimiento de 
Valores”, que la DGSC viene realizando desde 
el 2003 (Informe Nacional, 2004). 

Gestión de las Relaciones Humanas y Sociales 

Gestión del clima (77–78) 
No se detectan prácticas sistemáticas de análi-
sis de clima laboral, aunque este aspecto fi gura 
como función dentro de las áreas descentraliza-
das de Recursos Humanos. 

Efi cacia de la comunicación (79–81) 
No existe en la práctica un sistema permanente 
y generalizado de recopilación, análisis y cana-
lización de opiniones, peticiones, iniciativas o 
sugerencias de los empleados de la administra-
ción pública que permita tomarlas en cuenta 
para mejorar las relaciones humanas y sociales. 
La existencia, frecuencia y calidad de comunica-
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ción vertical y horizontal es muy variada según 
las instituciones de que se trate, pero no existen 
sistemas o prácticas generalizadas a nivel del sec-
tor público que permitan que los jefes y supe-
riores comuniquen en forma clara información 
necesaria para generar un clima favorable a la 
productividad y la efi cacia institucional. A efec-
tos de la pertenencia cabe destacar el programa 
de capacitación iniciado por la DGSC relativo al 
proyecto denominado “Promoción de la Ética y 
los Valores en la Función Pública, cuyo objetivo 
es “contribuir con el fomento de la dignifi cación 
de la función pública, mediante la realización de 
acciones formativas y de sensibilización, que fa-
ciliten a los funcionarios públicos y estudiantes 
de I, II y III ciclos de centros educativos estatales, 
el conocimiento y fomento de la ética, los valo-
res y los principios requeridos para el ejercicio 
de los cargos públicos”. El programa Fomento 
de Valores ha venido desarrollando una serie de 
acciones tendientes a lograr los propósitos antes 
citados. De 2003 a 2006 se pretende capacitar al 
50% de los funcionarios cubiertos por el Título I 
del ESC, que equivale a 13.014 funcionarios, de 
los cuales a diciembre 2003 se habían cubierto 
5.700 (una cantidad importante pertenecen al 
Ministerio de Salud). En lo que va del año 2004 
se ha abarcado a otros 872 funcionarios (DGSC, 
2004a).

Equilibrio y calidad de las            
relaciones laborales4 (82–85) 
El sector público posee tasas de sindicalización 
marcadamente superiores al privado, con lo que 
sus afi liados representan el 60% del total aproxi-
madamente. Los sindicatos como titulares de la 
negociación de Convenciones Colectivas tienen 
vigentes un total de 54 convenios, 42 distribuidos 
en el sector público y 12 en el sector privado, 
dando benefi cios a un total de 24.200 afi liados. 
Existen 130 negociaciones por medio del arreglo 
directo, cubriendo una población de 40.000 tra-
bajadores.

El sector público cuenta con un sindicato 
general, la Asociación de Empleados Públicos 
y Privados (ANEP), con ámbito de actuación 

en el gobierno central, el nivel municipal y las 
empresas públicas en las que reúne unos 15.000 
afi liados. Es un sindicato de primer grado, pero 
su funcionamiento político es como de segundo 
grado, siendo el sindicato con mayor incidencia 
política. La ANEP se constituyó en 1968 y forma 
parte de la Federación Nacional de Trabajadores 
de los Servicios Públicos. Tanto la ANEP como 
la Federación Nacional de Trabajadores incluyen 
trabajadores del gobierno central, de munici-
pios, de instituciones descentralizadas y empre-
sas públicas del Estado, por lo que constituyen 
un bloque complejo y heterogéneo, en el que 
participan tantos sectores incluidos en negocia-
ciones colectivas hasta sectores excluidos de ella. 
Desde la perspectiva gremial se considera que en 
Costa Rica se da un cruce jurídico en materia 
laboral, donde el Código del Trabajo garantiza 
la negociación colectiva para los trabajadores, la 
Constitución Política refuerza el derecho de ne-
gociación colectiva y le da rango constitucional a 
las convenciones colectivas de trabajo, pero en el 
caso del sector público los remite a un Estatuto 
de Servicio Civil que regula las relaciones entre 
el Estado y sus funcionarios. 

El estatuto se aplica solamente al gobierno 
central, mientras que en algunas empresas pú-
blicas se desarrolla la negociación colectiva con-
forme al Código del Trabajo. En suma, si bien 
a nivel legal la Administración Pública costa-
rricense presenta una superposición y eventual 
contradicción entre instrumentos en materia de 
relaciones laborales y negociación colectiva en 
la práctica, éstas son reconocidas y las organiza-
ciones gremiales y laborales gozan de infl uencia 
y peso político. La evidencia más importante de 
esa situación es el proceso de negociación que 
opera cada semestre en el marco de la Comisión 
Negociadora de Salarios del Sector Público cuyos 
referentes de negociación son la tasa de infl ación 
y la disponibilidad de recursos presupuestarios.

4 Para un mayor detalle sobre el sistema de relacio-
nes laborales en Costa Rica ver: Bonifacio y Falivene 
(2002).
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Gestión del confl icto laboral (86–87)
El grado de confl ictividad en Costa Rica no es 
frecuente ni generalizado pero cuando existen 
confl ictos en sectores de alta concentración de 
empleados como en los de educación y salud, la 
contundencia de las presiones y los resultados 
pueden ser de alto impacto en las fi nanzas públi-
cas. Son los sindicatos de origen gremial, como 
médicos, personal de salud, educadores, los que 
tienen mayor poder de convocatoria, presencia 
en las negociaciones salariales y liderazgo en los 
movimientos huelguísticos de los últimos años.

En cuanto a las formas de participación de 
las organizaciones sindicales hay que mencionar 
que casi todas utilizan diversos mecanismos tales 
como el diálogo, la presión de hecho o la nego-
ciación de derecho y la convención colectiva de 
trabajo. Varias organizaciones de base y otras 
de segundo y tercer grado han participado en la 
concertación nacional. El uso de uno u otro tipo 
de participación depende mucho de la coyuntu-
ra específi ca en que se desarrolle. 

Gestión de las políticas sociales (88–89) 
Las prestaciones laborales son en general, su-
periores a las del sector privado y generalmente 
más altas en las entidades descentralizadas que 
en el gobierno central. No existen indicadores 
para evaluar las prácticas de salud laboral pero 
los responsables de la gestión de RH las conside-
ran de calidad media. Existen una serie de be-
nefi cios laborales adecuados a las prácticas del 
sector privado y en algunos casos superiores a 
partir de las negociaciones colectivas.

Organización de la Función                  
Recursos Humanos 

En Costa Rica la DGSC formalmente depen-
diente de la Presidencia de la República, juega 
el rol de rectora, reguladora y ejecutora de los 
principales procesos y actividades de gestión de 
los recursos humanos, administrando cerca del 
60% del empleo público, incluyendo los secto-
res educación y salud. Este rol lo desempeña en 
una forma altamente centralizada para el ámbi-

to del Gobierno Central5. Las actividades clave 
de la mayoría de los subsistemas están a cargo 
de la DGSC, dando participación en la toma de 
decisiones a las organizaciones en las que se en-
cuentran las plazas. Por ejemplo, en el tema de 
selección, el concurso público está en control de 
la DGSC pero la decisión fi nal de quién es selec-
cionado está en manos de los ministerios. 

Recientemente se ha iniciado un proceso 
de desconcentración de funciones en los casos 
de ministerios muy grandes y de alta movilidad 
laboral mediante ofi cinas desconcentradas que 
integran personal delegado por la DGSC y del 
propio ministerio, pagados por este último, pero 
que técnicamente responden a la Dirección. Se 
trata entonces de una prestación delegada de 
servicios in situ más que de la delegación de pro-
cesos clave para ejecución directa por parte de 
las instituciones.

Los planes de reforma que se tienen ac-
tualmente en marcha incluyen el desarrollo de 
sistemas integrados de gestión de personal, la in-
troducción del concepto de competencias para el 
rediseño de puestos y su gestión y la reingeniería 
de procesos y modifi cación de manuales y nor-
mas. Estas innovaciones tenderán a largo plazo 
a una mayor delegación de funciones en los en-
tes sustantivos, pero no se percibe como proba-
ble que los concursos y el ejercicio de la función 
de última instancia en materia de separación de 
empleados de sus cargos vaya a ser delegada. Las 
organizaciones autónomas y empresas públicas 
que no están sujetas al régimen de servicio civil 

5 Es importante acotar que la nueva estructura se ca-
racteriza por su estilo gerencial, tanto hacia lo interno 
como a lo externo de la organización, por la implan-
tación de nuevos sistemas de gestión y la defi nición de 
nuevas relaciones internas y externas entre esta Direc-
ción y sus diferentes usuarios. Se busca favorecer un 
clima organizacional más armónico y estable, por lo 
que en 2004 se diseñarán programas integrales para 
promover, desarrollar y fortalecer al personal, sus acti-
tudes y sus voluntades para el logro de los objetivos ins-
titucionales de manera más efectiva (DGSC, 2004a)
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poseen ofi cinas propias de gestión de recursos 
humanos más o menos desarrolladas de acuerdo 
a las características y recursos institucionales. 

Por último, cabe destacar que existen tres 
elementos que son particulares en la estructura 
y funcionamiento del sistema costarricense: 1) la 
Auditoría de Recursos Humanos: estable-
cida por ley, que se refi ere a la “Vigilancia del 
cumplimiento de la Ley en la gestión de Recursos 
Humanos” tanto en los procesos centralizados 
como desconcentrados, y busca garantizar la pro-
bidad y transparencia en el sistema. Las acciones 
de control ex-ante se llevan a cabo mediante eva-
luación de riesgo de incumplimiento, determina-
da mediante la aplicación de una herramienta 
denominada “Programa automatizado para la 
medición de Riesgo.” Las acciones de control 
ex-post se realizan por medio de auditorías de 

procesos, para las cuales se cuenta con guías de 
auditoría; 2) la función Innovación en Ges-
tión de Recursos Humanos: la DGSC ha in-
corporado dentro de su estructura la función de 
investigación y desarrollo sobre gestión de RH, 
la cual se realiza a través de una unidad específi -
ca. Las actividades principales son la de identifi -
cación y análisis de experiencias de servicio civil 
y mejores prácticas y su aplicación o adaptación 
al ambiente de Costa Rica. Por ejemplo se está 
introduciendo el concepto y la aplicación de la 
gestión de RH por competencias, comenzan-
do por el Ministerio de Ambiente y Energía; 3) 
Asistencia para el desarrollo del sector 
descentralizado: la DGSC también ejerce 
una labor de desarrollo de los sistemas de entes 
descentralizados que solicitan su atención, que 
generalmente son municipalidades. 
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perfiles

Incorporación
Movilidad
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Evaluación

Planificación [valoración]

Gestión del
desarrollo

Gestión de las relaciones humanas y sociales

Clima laboral Relaciones laborales Políticas sociales
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individual y colectivo
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II. INDICADORES 

A) Indicadores Cuantitativos6

1. Tasa de designaciones políticas

Total cargos extra escalafonarios en la APN civil  Nd7

central (sin educación, salud y seguridad) 

Total de cargos para la APN civil central  Nd
(sin educación, salud y seguridad)

Tasa de designaciones políticas

Peso fi scal del empleo público
2. Nómina salarial del gobierno central / Producto Bruto Interno

Nómina Salarial del Gobierno Central (millones) 1.501,69 2002 – Ministerio de Hacienda – Secretaría Técnica de la 
  Autoridad Presupuestaria – Unidad de análisis y 
  seguimiento fi scal – Sueldos y Salarios

PBI (millones) 16.039,71 2002
  Compendio Estadístico del Estado 2003
  www.estadonacion.or.cr

Nómina Salarial del gobierno central/ PBI  9.36%

Incentivos del Servicio Civil
3. Compresión vertical de los salarios

I / II. Compresión vertical de los salarios  12,36 2002 – Fuente: Dirección General de Servicio Civil
  Documento presentado durante la “XII Reunión de 
  Directores de Servicio Civil y de Recursos Humanos 
  del Istmo Centroamericano – Estadísticas.

Incentivos del Servicio Civil
4. Sueldo gubernamental promedio del gobierno central / PIB per cápita

I. PBI per cápita mensualizado 326,85 2002
  Compendio Estadístico del Estado 2003
  www.estadonacion.or.cr

II. Salario promedio mensual del gobierno central  580,53 2002
  Compendio Estadístico del Estado 2003
  www.estadonacion.or.cr

Sueldo gubernamental promedio/ PBI per cápita  1,78

6 Tipo de Cambio promedio 2002: 377.7 colones por cada USD. Fuente: Compendio estadístico del estado 2003 
– www.estadonacion.or.cr.
7 Dato no disponible.



INFORME SOBRE LA SITUACIÓN DEL SERVICIO CIVIL EN AMÉRICA LATINA

216

Incentivos del Servicio Civil
5. Sueldo gubernamental promedio del gobierno central / sueldo promedio del sector privado

I. Sueldo promedio del gobierno central civil 580,53 2002
  Compendio Estadístico del Estado 2003
  www.estadonacion.or.cr

II. Sueldo promedio del sector privado 325,50 2002
  Compendio Estadístico del Estado 2003
  www.estadonacion.or.cr

Sueldo gubernamental promedio del gobierno  1,78
central / sueldo promedio del sector privado 

  
Dotación de Servicio Civil
6. Número total de empleados públicos en el gobierno central / población total

I. Número total de empleados públicos en el  103.610 2002 – Fuente: Dirección General de Servicio Civil
gobierno central   Documento presentado durante la “XII Reunión de 
  Directores de Servicio Civil y de Recursos Humanos del 
  Istmo Centroamericano – Estadísticas

II. Población total 4.089.609 2002
  Instituto Nacional de Estadísticas y Censos – Proyecciones

Número total de empleados públicos en el gobierno  2,53%
central/Población total 

  
7. Gasto público total del gobierno central (excluye pensiones y servicio de la deuda) / Número total de empleados 

públicos del gobierno central

I. Gasto público total del gobierno central (millones) 3.849,78 2002
  Ministerio de Hacienda – Secretaría Técnica de la Autoridad 
  Presupuestaria – Unidad de análisis y seguimiento fi scal.

II. Número total de empleados públicos del  103.610 2002
gobierno central   Fuente: Dirección General de Servicio Civil. Documento 
  presentado durante la “XII Reunión de Directores de 
  Servicio Civil y de Recursos Humanos del Istmo 
  Centroamericano – Estadísticas.

I /III. Gasto público sobre número de empleados  37.156,45
en gobierno nacional (en dólares) 
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Efi ciencia
El índice de efi ciencia evalúa el grado de op-
timización de la inversión de capital humano, 
así como su congruencia con la política fi scal y 
situación de los mercados. Los subsistemas de 
gestión de la compensación y planifi cación son 
los que en mayor grado afectan la efi ciencia sis-
témica, debido principalmente a los siguientes 
elementos: la rigidez de la planta de personal 
y las consecuentes difi cultades para ajustar los 
défi cits o excedentes; rigideces para traslados y 
movilidad; carencia o débil aplicación de ins-
trumentos para optimizar la distribución de 
recursos humanos; inequidad salarial interna; 
crecimiento salarial casi indexado (cada 6 meses 
dependiendo del nivel de infl ación y disponibi-
lidad de recursos); los benefi cios extrasalariales 

no basados en productividad, privilegios a la 
antigüedad y factores no determinantes en el 
desempeño, su costo mas alto que el benefi cio 
en términos de rendimiento y las sanciones no 
aplicadas a cabalidad y para salir del sistema se 
requiere cometer faltas graves o tener conduc-
tas claramente inapropiadas o peligrosas. Como 
factor más favorable podemos destacar que la 
rotación es baja.

Mérito
Es el índice con mayor valoración en el sistema 
de servicio civil de Costa Rica debido a que, 
si bien es cierto que se han mantenido prácti-
cas clientelistas y de infl uencia política en las 
decisiones de incorporación, carrera, compen-
sación y salida del sistema, hay prácticas bási-

B) Índices para la evaluación de los sistemas de servicio civil 

Tabla de índices
    Valor 
 Valor Índices Porcentaje  subíndices Porcentaje 
Índice (escala 0 A 20) de la escala               Subíndice (escala 0 a 10) de la escala

(E) Efi ciencia  8 40%    

(M) Mérito 11, 69 58%
    

(CE) Consistencia  8,95 45%
estructural    

   (CES) Coherencia estratégica 4 40%

   (CD) Consistencia directiva 5 50%

   (CP) Consistencia procesos 4,50 45%
    

(CF) Capacidad  9,52 48%
funcional    

   (COM) Competencia 5,50 55%

   (EI) Efi cacia incentivadora 3,85 38%

   (FL) Flexibilidad 4,82 47%
    

(CI) Capacidad  9,41 47%
integradora
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cas que hacen que el mérito sea una realidad, y 
no solo un derecho legalmente establecido, en 
una proporción importante de los puestos que 
se administran. Cuando los concursos son pú-
blicos el reclutamiento para la provisión de los 
puestos de trabajo es abierto a todos los candi-
datos que reúnen los requisitos exigidos, esta-
blecidos en base a la idoneidad técnicamente 
apreciada, y por arbitrariedad. Los instrumen-
tos de selección utilizados dentro del ámbito del 
Estatuto del SC, aunque de corte tradicional, 
son aplicados en forma sistemática y buscan 
la aplicación de los criterios de mérito e ido-
neidad, existiendo sin embargo, un importan-
te campo para mejorarlos y actualizarlos a las 
nuevas tendencias de gestión de RH. Los ór-
ganos de selección actúan y se desempeñan en 
general, con una dosis alta de independencia, 
aunque existen casos de interferencia en las en-
tidades descentralizadas y principalmente en la 
Asamblea Legislativa. Los asensos son los que 
mayormente pueden ser infl uidos por decisio-
nes políticas, aunque su gestión está normada y 
se cumplen los requisitos.

Consistencia Estructural 
Subíndice Coherencia estratégica. Está infl uido prin-
cipalmente por la ausencia o débil vinculación 
de los objetivos estratégicos organizacionales y la 
gestión de recursos humanos en todos sus sub-
sistemas, así como en la escasa aplicación de la 
planifi cación estratégica en éstos. Es decir que 
en los casos de organizaciones donde se aplica 
planeamiento estratégico para defi nir metas, re-
sultados y asignar recursos fi nancieros, su efecto 
no llega a la gestión de los recursos humanos y 
en consecuencia los procesos de ingreso, movi-
lidad, retribuciones, evaluación del desempeño, 
incentivos y salida no están vinculados a las prio-
ridades y orientaciones institucionales.

Consistencia directiva. Muestra la vinculación re-
lativa de los directivos de las organizaciones en 
la gestión y desarrollo de los recursos humanos. 
Las áreas críticas donde se muestra menor par-
ticipación es en la planifi cación de RH y su se-

guimiento, la defi nición de metas predefi nidas 
para la evaluación del desempeño y su gestión y 
seguimiento. 

Subíndice Consistencia de procesos. Presenta aspectos 
positivos y carencias. Un elemento a resaltar es 
la existencia de procesos técnicamente defi ni-
dos, documentados, conocidos por los adminis-
tradores y en aplicación. También es importante 
resaltar que existen elementos de los distintos 
subsistemas que hacen que el sistema pierda co-
herencia, entre los más importantes se encuen-
tran: la falta de integración de los sistemas de 
información sobre disponibilidad cuantitativa 
y cualitativa de RH, a nivel accesible de todas 
las unidades que los requieren; los criterios de 
evaluación existentes permiten parcialmen-
te distinguir las diferencias de rendimiento; el 
sistema de gestión de compensaciones muestra 
inequidad externa entre distintos ámbitos del 
sector público, las decisiones de compensaciones 
no son tomadas generalmente por criterios y en 
coherencia con el diseño estructural; la gestión 
de la comunicación y el clima organizacional 
no se alinean con los demás componentes del 
sistema.

Capacidad funcional 
Subíndice Competencia. Existe un peso signifi cativo 
del trabajo cualifi cado en la composición de la 
plantilla pública de Costa Rica, notándose in-
cluso la sobre califi cación y sobre profesionaliza-
ción en posiciones técnicas y profesionales. Esta 
situación está ligada a las estrategias nacionales 
de educación y desarrollo tecnológico así como 
a la importancia y recursos asignados a la capa-
citación como complemento a la formación de 
ingreso, aún cuando ésta no se gestiona con base 
a las competencias estratégicas. La competencia 
también es favorecida por los mecanismos de 
aprovisionamiento, que aunque no generaliza-
damente, limitan relativamente la arbitrariedad 
en el ingreso y permanencia en el sector público. 
Un factor negativo para promover la compe-
tencia en el sector es la estructura de las com-
pensaciones, ya que favorece relativamente a los 



219

SÍNTESIS DEL DIAGNÓSTICO: CASO COSTA RICA 

estratos operativos versus los directivos y profe-
sionales.

Efi cacia incentivadora. Impacta en el subíndice la 
inexistencia de un sistema de retribución y eva-
luación y gestión del rendimiento orientado a la 
productividad, los resultados institucionales y la 
calidad en el servicio. Otros factores infl uyentes 
son los procedimientos disciplinarios relaciona-
dos con faltas en el servicio que no se aplican 
ejemplar, efi caz y ágilmente aunque exista la po-
sibilidad de despido por incapacidad manifi esta 
o bajo rendimiento objetivamente acreditados. 

Subíndice Flexibilidad. Está relacionado con la au-
sencia de excesiva precisión en la elaboración 
de herramientas de organización del trabajo; la 
existencia de mecanismos de “escape” de la fal-
ta de fl exibilidad del subsistema salarial a través 
de los adicionales, la posibilidad y práctica rela-
tiva de despido por incapacidad manifi esta y de 
amortización de puestos de trabajo por razones 
técnicas, económicas u organizativas, y fi nalmen-
te, la fl exibilidad y oportunidad que brinda la ca-
pacitación para ascender o moverse en rutas de 
carrera. Infl uye negativamente la insufi ciente fl e-
xibilidad para la progresión dentro de la carrera 
por razones de rendimiento y aprendizaje y la es-
tructura rígida de la escala y la gestión salarial.

Capacidad Integradora
Refl eja que los empleados reciben atención me-
diante procesos de inducción de calidad media. 
Las personas ven, en general, parcialmente satis-
fechas sus expectativas razonables de promoción 
y estabilidad laboral. En una proporción impor-
tante, los empleados también perciben que re-
ciben compensaciones equitativas comparadas 
con las de otros dentro de la organización, aun-
que en general no consideran que reciban com-
pensaciones acordes a su contribución.

Por otra parte, las relaciones laborales, si bien 
llegan a confl ictos ocasionales, se caracterizan 
por un equilibrio en la capacidad de infl uencia 
en las decisiones y se orientan por lo general a la 
transacción y la concertación. Sin embargo, se 

privilegian las relaciones intermediadas por or-
ganizaciones sindicales y laborales en detrimen-
to de las directas. Las carencias más importantes 
en relación a esta capacidad de integración de 
intereses se deben a la escasa atención al clima 
laboral y principalmente a la comunicación in-
terna, así como a la ausencia de mecanismos 
para incorporar las opiniones y participación de 
los empleados.

III. CONCLUSIONES 

Análisis de áreas causales

El desarrollo de la planifi cación estratégica e 
institucional, los indicadores de gestión y los sis-
temas de información para su monitoreo han 
sido desarrollados en forma importante por 
MIDEPLAN y se aplican en una proporción 
importante en instituciones del sector público. 
Sin embargo, no se ha logrado derivar de estos 
avances, estrategias organizativas, modelos para 
el cambio o planes operacionales que integren la 
planifi cación de recursos humanos, que es muy 
poco practicada en Costa Rica. Las estrategias 
institucionales son generalmente preparadas, 
conocidas y discutidas a nivel de autoridades y 
mandos medios pero no logran permear hasta 
quienes ejecutan las operaciones. Esa situación 
impide que todos los sistemas internos, incluyen-
do al de recursos humanos, se integren o puedan 
organizarse alrededor de la ruta estratégica. En 
ese contexto no puede darse la gestión estraté-
gica de recursos humanos ya que no existen los 
vínculos entre la administración de estos recur-
sos y los objetivos, prioridades y lineamientos de 
la organización.

Factores del contexto interno y del entorno

Entre los factores que infl uyen se puede men-
cionar: la debilidad de mecanismos efectivos de 
coordinación y comunicación interna; el escaso 
énfasis en la satisfacción y cumplimiento de re-
quisitos de los clientes-usuarios en el diseño de 
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productos; los procesos tienden a documentarse 
mas como requisito formal que como herramien-
ta de gestión de calidad; la gestión de recursos 
fi nancieros, que es un sistema con importantes 
vínculos con el de gestión de recursos humanos, 
ha estado en proceso de modernización median-
te la introducción del modelo de administración 
fi nanciera integrada, facilitando la integración de 
sistemas de nómina y otras conexiones inter-sis-
temas. En materia de clima organizacional, no 
existe mucho desarrollo en la mayoría de las or-
ganizaciones públicas de Costa Rica, notándose 
prácticas incipientes de comunicación regular, 
intencional y dirigida para los segmentos interno 
y externo, ausencia de canales y prácticas perma-
nentes de comunicación de objetivos, informa-
ción, instrucciones y noticias. Esto genera espacio 
para el rumor y no incentiva un clima de produc-
tividad y relaciones de trabajo constructivas.

En cuanto a rasgos de la cultura organizati-
va que afectan negativamente la gestión de los 
RH, se notan altos niveles de politización de las 
decisiones y las relaciones inter e intra institucio-
nales, falta de interés político en la efi ciencia y la 
productividad, temor a los altos grados de con-
fl icto y preferencia por el status quo más que por 
el cambio que implique riesgos políticos altos. 
También se identifi ca una importante resistencia 
al cambio principalmente en los niveles operati-
vos y administrativos y un alto poder de presión 
sindical y laboral.

Por último, cabe señalar que existe una alta 
valoración al interior de la administración públi-
ca y de la sociedad por la aplicación de los prin-
cipios de mérito, capacidad y acceso abierto de 
los ciudadanos a posiciones de la administración 
pública. También hay un relativo alto grado de 
aplicación de la ley si se compara a Costa Rica 
con otros países de la región, una alta valoración 
del respeto a derechos ciudadanos y a la efi cacia 
de los servicios públicos.

Conclusiones principales del diagnóstico

Las prácticas de gestión de los recursos humanos 
de Costa Rica indican que el servicio civil pre-

senta índices y subsistemas que lo ubican en un 
nivel medio. El sistema está fragmentado por la 
existencia de regímenes diferenciados. Las orga-
nizaciones con régimen propio introducen varia-
ciones importantes dando lugar a la infl uencia 
política. 

En relación a los subsistemas los que presen-
tan mayor debilidad son el de gestión del ren-
dimiento y de planifi cación, ambos presentan 
características inerciales que le restan orientación 
estratégica. El subsistema de empleo presenta el 
puntaje más alto ya que una porción signifi cativa 
de posiciones públicas se administra por norma 
y existen mecanismos que preservan el principio 
del mérito, más allá que puedan existir algunos 
desvíos en ese aspecto. También existen elemen-
tos de fl exibilidad como criterios y predictores de 
selección modifi cables, la realización de concur-
sos internos o externos, la posibilidad de cancelar 
plazas por razones organizativas y de reestructu-
ración y la de establecer regímenes distintos en 
cada organización.

La infl uencia de dirigentes políticos y sindi-
cales ha incidido en la efi cacia y la efi ciencia de 
la gestión, aumentado la proporción del empleo 
del Gobierno Central Civil, con prácticas recu-
rrentes y periódicas de revisión salarial no vincu-
ladas al rendimiento ni a la productividad.

En lo relativo al subsistema de Organización 
del Trabajo, presenta expresiones de relativa in-
fl exibilidad en la elaboración de perfi les, descrip-
ción y clasifi cación de puestos sin adaptación a 
cambios y limitada fl exibilidad a efectos de tras-
lados y movimientos de personal en la carrera 
docente y al sector. En la gestión del rendimien-
to, si bien se realiza la evaluación de desempeño 
y se aplica con regularidad, el subsistema dista 
de tener consolidado un diseño con base en cri-
terios establecidos previamente y a metas y es-
tándares vinculados a la estrategia institucional. 
La gestión del desarrollo, al igual que empleo, 
expresa un diseño adecuado con prácticas de 
formación estandarizadas y basadas en diagnós-
ticos previos. 

La compensación no es gestionada en forma 
estratégica ni con base en criterios de producti-
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vidad. Existen importantes inequidades internas 
y externas. En cuanto a sanciones y desvincula-
ción, existe una virtual estabilidad garantizada. 
El sistema de gestión de RH no es integrado, 
sus distintos subsistemas no han sido diseñados 
ni se gestionan mediante operaciones estanda-
rizadas que afecten a todos los subsistemas a la 
vez, mediante registros y sistemas informáticos 
integrales.

Las principales fortalezas del sistema de 
Servicio Civil de Costa Rica son la relativa apli-
cación del mérito y la capacidad técnicamente 
comprobada como criterios para ingresar, per-
manecer y evolucionar dentro de la carrera; 
la relativa apertura y acceso del sistema, prin-
cipalmente a través del ingreso mediante con-
cursos externos (limitado por la preferencia por 
concursos internos); el aprecio y valoración del 
empleo público, de los servicios públicos y de 
la carrera pública, tanto al interior del estado 
como por los ciudadanos; y la existencia de un 
órgano rector con altos grados de capacidad 
técnica y relativa independencia funcional y ad-
ministrativa.

Entre las principales debilidades se encuen-
tran una infl uencia progresiva de decisiones po-
líticas arbitrarias para el ingreso al servicio, la 
infl exibilidad en materia de salarios y movilidad, 
el escaso liderazgo directivo en la gestión labo-
ral, sistemas de compensación y gestión del ren-
dimiento, desvinculados de la competitividad y 
los resultados institucionales.

Algunos de los intereses de los principales 
actores son compatibles o complementarios, 
mientras algunos de ellos son contradictorios y 
excluyentes. Estas tensiones se refl ejan en el sis-
tema de servicio civil y se constituyen en fuerzas 
impulsoras o frenos para su evolución, moderni-
zación y buen desempeño.

IV. RECOMENDACIONES

Ante el diagnóstico enunciado, existen por lo 
menos tres posibles rutas estratégicas: a) no ha-
cer nada o hacer cambios menores, b) mantener 

el sistema centralizado y profundizar el diseño 
original y c) aplicar la centralización normativa 
y la desconcentración operativa.

No hacer nada o hacer cambios menores sig-
nifi ca la ruta más sencilla pero posiblemente la 
más riesgosa a largo plazo ya que en la medida 
en que la percepción de los políticos se base en 
que el Estatuto del Servicio Civil les representa 
obstáculos, poca fl exibilidad y altos costos inten-
tarán “sacar” más organizaciones de ese ámbito. 
Por otra parte, los empleados también pueden 
percibir que estar fuera del Estatuto les da mayor 
poder de presión y que los regímenes “propios” 
de entes fuera de su ámbito son más fl exibles, 
con mejores ingresos y benefi cios. 

Mantener el sistema centralizado y profun-
dizar el diseño original es altamente improbable 
porque si bien es cierto que los principales ga-
nadores de la aplicación general del mérito y la 
capacidad técnicamente comprobada -sin vulne-
raciones- y del mantenimiento de la estabilidad 
casi garantizada son los trabajadores, la infl exi-
bilidad en la gestión, la excesiva centralización 
y la rigidez en los sistemas salariales operan en 
contra de sus intereses. Es decir, que a pesar de 
que teóricamente el sistema en su concepción 
original tiene más elementos de “bien común” y 
de interés general del Estado, la práctica indica 
que para sobrevivir requiere de modifi caciones 
sustanciales que armonicen en mejor forma los 
intereses de los actores del sistema y se adapten a 
las tendencias de una moderna gestión de orga-
nizaciones públicas.

Dependiendo de la comprensión y madu-
rez de los actores en circunstancias específi cas, 
pueden darse espacios para avances técnicos y 
progresivos mientras que en otras pueden darse 
avances estratégicos. 

Diferentes coyunturas han hecho que el Go-
bierno por iniciativa de la DGSC intente cam-
bios radicales y sustantivos al sistema mediante 
la proposición de nueva legislación tendiente a 
consolidar un sistema de mérito y capacidad en 
el marco de los conceptos constitucionales y de 
origen del sistema. Estos no han gozado de res-
paldo político y no se han concretado.
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En ese sentido, las principales recomenda-
ciones apuntan a:

• Fortalecer y generalizar la aplicación del mé-
rito y la capacidad técnicamente comproba-
da como criterios de ingreso y permanencia 
en el servicio público.

• Vincular la gestión de recursos humanos a 
las estrategias institucionales por medio de la 
defi nición y gestión por competencias labo-
rales.

• Aplicar progresivamente el criterio de pro-
ductividad como base para la compensación 
laboral.

• Fortalecer el rol normativo, de integración 
de información y fi scalización de gestión de 
RH de la DGSC.

• Fortalecer las competencias de las Ofi cinas 
Desconcentradas de Gestión Institucional de 
Recursos Humanos.

 
 Categorías Factores Comentarios del Evaluador

Antecedentes  La estructura legal del Sector Público de Costa Rica está defi nida en varios 
  documentos claves siendo el principal la Constitución de la República de 1949. 

Análisis del contexto  Análisis del marco  En 1953 se promulgó el Estatuto de Servicio Civil (Ley 1.581) -ESC- y su Reglamento, 
institucional legal que regulan las condiciones y términos de la relación de servicio entre el Poder 
  Ejecutivo Central (ministerios) y sus funcionarios, junto con la Ley General de 
  Salarios de la Administración Pública de 1957. Los organismos descentralizados son 
  denominados constitucionalmente “instituciones autónomas” y no aplica a éstas el 
  ESC. También quedaron fuera del Estatuto de Servicio Civil, el Poder Judicial, la 
  Asamblea Legislativa, el Tribunal Supremo de Elecciones, La Contraloría General de 
  la República y el Régimen Municipal. 

Análisis funcional   Análisis organizativo   Las actividades clave de la mayoría de subsistemas están a cargo de la DGSC: 
del servicio civil de la función Recursos  reciente proceso de desconcentración de funciones; ofi cinas desconcentradas que 
 Humanos integran personal delegado por la DGSC y del propio ministerio.

 Indicadores   La relación decreciente nómina salarial/gasto público.
 cuantitativos del   La relación creciente Gasto en salarios/ Gasto corriente del Gobierno General, por 
 sistema de SC  política de crecimiento salarial y deterioro de la posición fi scal.
 analizado Brecha a favor del salario público tomando salario promedio. Pero baja 
  competitividad en el nivel directivo.

V. TABLA DE SÍNTESIS
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 Categorías Factores Comentarios del Evaluador

Análisis por  Planifi cación Buen sistema de información presupuestaria, que opera mas como registro que 
subsistemas  como herramienta de gestión. La planifi cación de RH se presenta como el subsistema 
  más débil dada la incipiente orientación hacia prácticas de planifi cación. Sin 
  embargo, cabe destacar que este aspecto es ámbito de trabajo actual y que se están 
  realizando acciones a efectos de su mejora (SINE, Plan Nacional de Desarrollo y
  Presupuesto, SIMERC - Sistema de Rendición de Cuentas). 

 Organización del  Procesos estandarizados de elaboración de perfi les, descripción y clasifi cación 
 trabajo tradicional de puestos, sin adaptación a cambios por variaciones. Se está trabajando 
  en un Sistema para la Certifi cación y Acreditación de Competencias Laborales, que 
  favorecería la movilidad horizontal y la empleabilidad. 

 Gestión del empleo El mérito es un principio relativa y parcialmente aplicado, particularmente en el 
  ámbito del Gobierno Central. El reclutamiento es abierto a todos los candidatos que 
  reúnan los requisitos exigidos. Se aplican herramientas de selección. Se realizan 
  procesos de inducción. La movilidad es baja en los sectores de salud y educación. 
  Existen rescisiones de empleo por razones económicas u organizativas y por bajo 
  rendimiento.

 Gestión del  La evaluación del rendimiento es de larga tradición y se aplica con regularidad, sin 
 Rendimiento embargo dista de estar diseñada en base a metas y estándares vinculados a la 
  estrategia institucional. La evaluación se toma en consideración para ascensos y 
  promociones pero no se refl eja signifi cativamente en incrementos salariales. Falta 
  articulación entre resultados institucionales, grupales y personales y la 
  compensación. 

 Gestión de la  Se dispone de información para la gestión de las remuneraciones. La compensación 
 Compensación presenta defi ciencias en su diseño estratégico y no está sustentada en criterios de 
  productividad sino en la contención salarial. Salarios promedio mayores al sector 
  privado, pero menos competitivos en niveles directivos. Los adicionales han pasado a 
  ser parte signifi cativa de los ingresos. 

 Gestión del Desarrollo El avance se realiza mediante el ascenso de una clase a la inmediata superior, 
  estando en base a las califi caciones anuales, la antigüedad y la capacitación 
  específi ca. En algunos ministerios se realizan por concurso interno. Las políticas de 
  capacitación se formulan a partir del Plan Nacional de Desarrollo, y están 
  relacionadas en forma directa con la evaluación del desempeño, remuneraciones y 
  desarrollo. La DGSC es el órgano rector del Subsistema, y la gestión de la 
  capacitación está desconcentrada desde 1984.

 Gestión de las   Tasas de sindicalización marcadamente superirores al sector privado. Superposición 
 Relaciones Humanas  de instrumentos de relaciones laborales y negociación colectiva a nivel legal, pero en 
 y Sociales la práctica son reconocidas, y las organizaciones gremiales gozan de infl uencia y 
  peso político. Prestaciones laborales superiores a las del sector privado, y más altas 
  en organismos descentralizados que en administración central. No se detectan 
  prácticas sistemáticas de análisis de clima laboral, aunque este aspecto fi gura como 
  función dentro de las áreas descentralizadas de Recursos Humanos. La gestión de la 
  comunicación varía según la organización.

Índices del sistema   En relación a los índices, el correspondiente al mérito presenta el valor más alto 
de servicio civil  ubicándose en un 58%. El valor más bajo refi ere a efi ciencia con un 40%. Los demás 
  índices tienen un promedio que abarca del 45% al 47%.

Tabla de Síntesis (continuación)
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ANEXOS

ANEXO 1. Valoración de los puntos críticos

(Ver anexo fi nal)

ANEXO II. Ficha técnica del informe

• Fecha de fi nalización del informe
 Fecha del diagnóstico: Agosto 2003
 Fecha de la revisión: Octubre 2004

• Consultores 
 Mercedes Iacoviello, Laura Zuvanic
 Asistentes: Mariana Calandra, Yanina        

Azzolina, María Jesús Zuvanic

• Fuentes de obtención de la información

Documentos

Bonifacio, José Alberto & Falivene, Graciela 
(2002). “Análisis comparado de las relaciones labo-
rales en la Administración Pública Latinoamericana: 
Argentina, Costa Rica, México y Perú”. Docu-
mento de Trabajo. Diálogo Regional de Po-
lítica. Red de Transparencia y Gestión de la 
Política Pública. Realizado bajo la coordina-
ción del CLAD. Enero 2002. (Publicado en 
la página web del CLAD, www.clad.org.ve)

IDC (2003) “Diagnóstico Institucional del Siste-
ma de Servicio Civil de Costa Rica”. BID. 
Guatemala, Julio.

DGSC (2004) “Implementación de un Régimen 
de Mérito”. Presidencia de la República de 
Costa Rica. Documento presentado duran-
te la “XII Reunión de Directores de Servi-
cio Civil y de Recursos Humanos del Istmo 
Centroamericano: Las Reformas de Servicio 
Civil en Centroamérica y Tendencias Mo-
dernas en la Gestión del Empleo Público”, 
realizada del 27 al 30 de julio del 2004, en 
Tegucigalpa, Honduras, y organizada por 

la Dirección General de Servicio Civil de la 
Secretaría de Estado del Despacho Presiden-
cial de la República de Honduras, conjunta-
mente con el Instituto Centroamericano de 
Administración Pública, ICAP.

DGSC (2004a) “Informe Nacional”. Presidencia 
de la República de Costa Rica. Documen-
to presentado durante la “XII Reunión de 
Directores de Servicio Civil y de Recursos 
Humanos del Istmo Centroamericano: Las 
Reformas de Servicio Civil en Centroamé-
rica y Tendencias Modernas en la Gestión 
del Empleo Público”, realizada del 27 al 30 
de julio del 2004, en Tegucigalpa, Hondu-
ras, y organizada por la Dirección General 
de Servicio Civil de la Secretaría de Estado 
del Despacho Presidencial de la República 
de Honduras, conjuntamente con el Institu-
to Centroamericano de Administración Pú-
blica, ICAP.

MIDEPLAN (2004) “Sistema Nacional de Eva-
luación (SINE)”. Ministerio de Planifi cación 
Nacional.

Villarreal, Evelyn, Cordero, Luis Alberto, Vargas, 
Juan Rafael (Coord.) (2003) “Informe trans-
parencia presupuestaria Costa Rica. Versión 
fi nal para impresión. San José. Octubre.

Normativa 

Constitución de la República. 1949
Ley Nº 1.581. Estatuto del Servicio Civil. 30 de 

Mayo de 1953.
Ley General de los Salarios de la AP. 1957.
Ley Nº 6.227. General de la AP.
Decreto Ejecutivo Nº 25.592-MP. 1996.
Decreto Ejecutivo Nº 16.965. 1986.

Entrevistas

DGSC. Director Guillermo Lee Ching. Comu-
nicación Telefónica. 21 de octubre de 2004
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Sitios web consultados

Ministerio de Hacienda www.hacienda.go.cr

Estadísticas www.estadonacion.or.cr

Plan Nacional de Desarrollo www.mideplan.go.cr

Asamblea Legislativa www.racsa.co.cr/asamblea/

Banco Central de Costa Rica www.bccr.fi .cr

Dirección General del Servicio Civil www.sercivil.go.cr

Ministerio de Trabajo www.ministrabajo.go.cr

Abreviaturas

ANEP Asociación de Empleados Públicos y Privados

CECADES Centro de Capacitación y Desarrollo

DGSC Dirección General de Servicio Civil

ESC Estatuto del Servicio Civil

INTEGRA Sistema de Recursos Humanos y Planillas

MEP Ministerio de Educación Pública

MS Ministerio de Salud

PAES Programa de Ajuste Estructural

SIMERC Sistema de Medición de Resultados y Rendición de Cuestas

SINE Sistema Nacional de Evaluación

TSC Tribunal de Servicio Civil
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I. RESUMEN EJECUTIVO

Principales conclusiones

El Servicio Civil ecuatoriano ha atravesado va-
rios intentos de mejora a partir de fi nes de los 
noventa, sin embargo, la alta puja política inter-
na y la prevalencia de prácticas clientelistas no 
permiten su desarrollo en forma integral. Cabe 
destacar que se ha aprobado un nuevo marco le-
gal, la Ley 2003-17, que vuelve a establecer cues-
tiones tales como la prohibición de nepotismo y 
de pluriempleo, así como el concurso por mérito 
para el ingreso, ya señaladas por otros marcos le-
gales. Este contexto se complica por la existencia 
de diversos regímenes que imprimen un ambien-
te de fragmentación y autonomía, cuyos efectos 
más disfuncionales se traducen en la política de 
remuneraciones, la cual es hoy el principal nú-
cleo de reforma. 

Ni el contexto interno ni la estructura orga-
nizativa existentes favorecen el funcionamiento 
del SC. Las inercias o resistencias a cambiar las 
cosas derivadas de la cultura organizativa auto-
ritaria y poco estimulante para el desarrollo y 
mejoramiento de los recursos humanos, el alto 
grado de confl icto interno en algunos sectores, la 
restricción fi scal unida a una sub-utilización de 
la tecnología y a la alta injerencia política en la 
gestión de los RH impactan negativamente en la 
gestión del sistema de RH. 

CAPÍTULO 8

Síntesis del diagnóstico
Caso Ecuador1 

El promedio de los índices se sitúa entre un 
15 a 20%. Los valores más bajos se dan para el 
índice de efi ciencia que alcanza un 16% y los 
más altos se sitúan en capacidad funcional y ca-
pacidad integradora que representan un 19%. 

Antecedentes

La Constitución Política de la República del 
Ecuador (1998), prevé que la administración pú-
blica se organizará de manera descentralizada y 
desconcentrada y la Ley garantizará los derechos 
y establecerá las obligaciones de los servidores 
públicos, regulará su ingreso, estabilidad, evalua-
ción, ascenso y cesación. Tanto el servicio civil 
como la carrera administrativa se realizarán me-
diante concursos de mérito y oposición, y sólo por 
excepción estarán sujetos a un régimen de libre 
nombramiento y remoción. Las remuneraciones 
que perciban los servidores públicos serán pro-
porcionales a sus funciones, efi ciencia y respon-
sabilidades. Para el régimen laboral, existe una 
diversidad de regulaciones. Pueden estar ampara-
dos por la actual Ley Orgánica del Servicio Civil 
y Carrera Administrativa, Homologación y Uni-
fi cación de las remuneraciones del sector público 

1 Autores: Mercedes Iacoviello y Laura Zuvanic.

Este trabajo se basa en la revision y actualiza-
cion del diagnostico realizado por Patricia Herrmann 
(2003).
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(Ley 2003-17), el Código del Trabajo, por la Ley 
de Carrera Administrativa de la función legislati-
va, por el Reglamento de carrera judicial, o por 
sus propias leyes de escalafón, según el caso, iden-
tifi cándose un total de más de 70 instrumentos ju-
rídicos que regulan las relaciones de los servidores 
del servicio civil. Hubo una suma de propuestas 
de reforma a la Ley de Servicio Civil y Carrera 
Administrativa fallidas en el gobierno anterior y 
actualmente el nuevo gobierno por un compro-
miso fi scal con el FMI, propuso al Congreso la 
aprobación de una Ley Orgánica de Servicio Ci-
vil y Carrera Administrativa y de Unifi cación de 
las Remuneraciones del Sector Público, la cual 
fue aprobada el 6 de octubre de 2003. 

Sus aspectos clave son: 1) unifi cación y ho-
mologación de salarios: dispone que se uni-
fi quen todos los componentes que constituyen el 
ingreso de los dignatarios, autoridades, funciona-
rios, servidores y trabajadores que prestan sus ser-
vicios en las entidades previstas en la ley. Para ello 
se establece la remuneración mensual unifi cada, la 
cual resulta de la división por 12 de todos los ingre-
sos anuales que el servidor tenga presupuestados. 
La SENRES, establecerá una nueva escala de Re-
muneraciones Mensuales unifi cadas pero una vez 
que se produzca la unifi cación se dará paso a la ho-
mologación; 2) Nepotismo: lo establece como un 
acto ilegal ejecutado por una autoridad nominado-
ra cuando favorece a su cónyuge o parientes com-
prendidos hasta el cuarto grado de consanguinidad 
y segundos de afi nidad. Asimismo señala que no 
se admitirá, a ningún título o calidad, la herencia 
de los cargos o puestos de trabajo dentro del sector 
público2; 3) Reingreso: salvo el caso de renuncia 
voluntaria, no podrán reingresar al sector público 
quienes hubieren sido indemnizados. El trabajador 
legalmente destituido podrá retornar al servicio pú-
blico en un período de dos años. No podrá hacerlo 
a la institución de la que fue destituido; 4) Institu-
cionalidad: crea la Secretaría Nacional Técnica 
de Recursos Humanos (SENRES) en reemplazo 
del Consejo Nacional de Remuneraciones del Sec-
tor Público (CONAREM) y la Ofi cina de Servicio 
Civil y Desarrollo Institucional (OSCIDI); 5) La 
inclusión de la fi gura de concurso de mérito y 

oposición a efectos del ingreso3; 6) Las huelgas: la 
paralización de los servicios públicos en áreas como 
la salud, educación, justicia, seguridad social, elec-
tricidad, agua potable, distribución de hidrocarbu-
ros, transportación pública y telecomunicaciones, es 
causa de destitución; 7) indemnizaciones: esta-
blece el monto de la compensación por eliminación 
o supresión de partidas que será de un máximo de 
$30.000. Señala que los contratos colectivos, actas 
transaccionales, de fi niquito y otros acuerdos que se 
celebren en adelante no podrán estipular indemni-
zaciones que superen esta cifra; 8) La jubilación: 
los funcionarios y servidores tendrán derecho a re-
cibir, por una sola vez, el equivalente a cuatro re-
muneraciones mensuales unifi cadas. 

Contexto Institucional

En 1999, la economía fue devastada por una seve-
ra crisis, generando el aumento de la pobreza, el 
incumplimiento con la deuda pública, depósitos 
bancarios congelados y un sistema bancario en 
colapso, los sistemas productivos descompuestos, 
y un importante levantamiento indígena apoya-
do por elementos de las fuerzas armadas. A par-
tir del año 2000, la economía experimentó una 
frágil recuperación, a medida de que una nueva 
Administración comenzó a implantar reformas 
económicas, pero la falta de apoyo político dejó la 
agenda de reformas incompleta en gran medida. 
Las elecciones de noviembre del 2002 produjeron 
una transición del poder hacia los ecuatorianos 
más pobres, con la asunción en enero de 2003 del 
Sr. Lucio Gutiérrez, quien fue electo Presidente 

2 El tema del nepotismo también está señalado en la 
Constitución y en la anterior Ley de Carrera Adminis-
trativa y Servicio Civil.
3 Cabe destacar que la fi gura de concurso, no estaba ex-
plícitamente señalada en el anterior marco legal. Este 
aspecto es especifi cado por la Constitución Política de 
la República en su Art. 124, que consagra “el principio 
de que el ingreso y el ascenso, dentro del servicio civil y 
la carrera administrativa se harán mediante concurso 
de méritos y oposición”, también se encuentra en la 
reglamentación de la Res. OSCIDI 2001-061. 
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con el apoyo de las organizaciones indígenas, cam-
pesinas y sindicales. Sus primeras acciones fueron 
lanzar un Diálogo Nacional y tomar medidas de 
austeridad para estabilizar las cuentas fi scales, de-
sarrollar planes para introducir varias reformas le-
gislativas clave al Congreso Nacional, como parte 
de su programa de reforma económica, promover 
reformas en los mercados fi nancieros y laborales, 
aumentar la efi ciencia de las empresas públicas, 
e incrementar el acceso a los servicios de educa-
ción, salud y otros servicios públicos. En particu-
lar, durante el período 2003–2007, el principal 
objetivo del Gobierno es reducir la pobreza en 
términos de consumo del 51% al 38% mediante 
un crecimiento económico alto y sostenido. Exis-
ten varios riesgos para el éxito de este programa, 
por la continua vulnerabilidad macroeconómica, 
la resistencia por parte de los intereses creados, y 
las preocupaciones dentro del movimiento indíge-
na aliado con el presidente sobre el impacto del 
programa de reforma sobre los pobres. 

Cambios desde la fecha del primer 
diagnóstico (julio 2003)

En enero del 2004 el Congreso aprueba la Ley 
Orgánica Reformatoria (Ley 2004-30), que 
modifi ca a la Ley Orgánica del Servicio Civil y 
Carrera Administrativa, Homologación y Unifi -
cación de las remuneraciones del sector público, 
Ley (2003-17), que había sido aprobada en octu-
bre del 2003. 

Las modifi caciones centralmente apuntan a la 
eliminación de la CONAREM; la defi nición del 
monto por indemnización, marcando, a su vez, 
que al 30 de junio del 2004 debería implementarse 
la Escala de Remuneraciones vigente de 14 grados 
dictada por la SENRES4. 

La ley ha generado un amplio debate tanto de 
los sectores gremiales como de las instituciones esta-
tales que verían afectadas sus remuneraciones por el 
proceso de unifi cación y homologación. En efecto, 
desde su aprobación fueron presentados por organi-
zaciones sindicales5 y sociales ante el Tribunal Cons-
titucional varios pedidos de inconstitucionalidad, 
solicitando entre otros puntos que se eliminara su 

carácter orgánico. A fi nes de septiembre el Tribunal 
falló en contra de la mayoría de los reclamos y man-
tuvo el carácter de orgánico6 de la misma, lo cual 
le da supremacía sobre otras normas laborales. No 
obstante, se declararon inconstitucionales algunos 
de los artículos y disposiciones del reglamento, en 
particular los referidos a las normas que contenían 
la prohibición de las entidades del Estado para con-
tratar y nombrar a quienes mantengan en su contra 
acciones judiciales, y declaró inconstitucional la fra-
se “sujetos al Código del Trabajo”, contenida en el 
art. 108 de la ley, lo que supondría determinar que la 
unifi cación y homologación salarial se mantendrán 
únicamente para los empleados sujetos a la Ley de 
Servicio Civil y no aplicaría al resto de trabajadores 
que estuvieran bajo el amparo del Código del Tra-
bajo. Este último aspecto todavía no ha quedado ex-
plícitamente defi nido. Por último, cabe destacar que 
la nueva Ley 2003-17 (reformada por Ley 2004-30) 
no ha sido reglamentada hasta el momento. 

Análisis por subsistemas 7

Planificación

Existencia e integridad del sistema (1–3) 
El subsistema de planifi cación se encuentra es-
casamente desarrollado, pese a la presencia dis-

4 Por Decreto 1820–04 se estableció la escala de remu-
neración mensual unifi cada para los dignatarios, auto-
ridades y funcionarios de nivel jerárquico superior. 
5 Las organizaciones sindicales fueron la Confedera-
ción Ecuatoriana de Organizaciones Sindicales Libres, 
CEOSL, la FUT, la Confederación de Trabajadores 
del Ecuador (CTE), y Confederación Ecuatoriana de 
Organizaciones Clasistas Unitarias de Trabajadores 
(CEDOCUT). El pedido de inconstitucionalidad pue-
de encontrarse en www.cte-ecuador.org . 
6 Existía un dictamen previo emitido por la Tercera 
Sala del organismo, en el que se opone a la eliminación 
del carácter de orgánica de la ley.
7 El análisis de los subsistemas sigue los 93 puntos crí-
ticos establecidos en la metodología, los cuales se listan 
con su correspondiente valoración en el Anexo 1. Para 
cada apartado se indican entre paréntesis los puntos 
críticos asociados.
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cursiva de este aspecto en los marcos legales8. 
Asimismo, tampoco la gestión presupuestaria 
ha integrado herramientas modernas que per-
mitan desarrollarlo. Actualmente las acciones 
están orientadas a mejorar la disciplina fi scal y 
poder contar con la información requerida en 
tiempo y forma. Por ejemplo, se han emitido 
nuevas planillas para el presupuesto 2005 para 
poder disponer de información completa y ac-
tualizada respecto del número de servidores con 
que cuenta la institución y los montos de remu-
neraciones unifi cadas, mensuales y anuales a 
percibirse (MEF, 2004). Existen contrataciones 
ocasionales y contratos por servicios profesiona-
les, aunque no se cuenta con información rela-
tiva a su magnitud. La Ley 2003-17 derogó la 
Ley de Servicios Personales por Contratos que 
era la forma jurídica bajo la cual se realizaban 
las contrataciones. Hoy en día, esta modalidad 
se regula bajo el marco de la nueva ley y por las 
pautas establecidas en el Decreto del Poder Eje-
cutivo 1.621 del 27 de abril del 2004 en el cual 
se establecen las normas de restricción del gasto 
público, limitando la posibilidad de contratación 
a determinadas instituciones, previa califi cación 
del SENRES y la Secretaría General de la Ad-
ministración Pública9, y se señala que el ingreso 
bajo esa modalidad deberá cumplir con todos 
los requisitos exigibles para el ingreso y el ejerci-
cio de un puesto público conforme a lo previsto 
en la Ley 2003-17 y que los contratados esta-
rán sujetos a los derechos, deberes, obligaciones, 
prohibiciones y demás disposiciones que esta-
blece la mencionada ley. Los contratos de ser-
vicios profesionales no están bajo la modalidad 
de relación de dependencia y los pueden regir 
diversos marcos legales10 .

Información de base (4)
Se verifi ca que actualmente no existe una sola 
fuente de información que precise el estado de 
situación de la gestión de los recursos humanos 
en el sector público, ni información completa 
relativa a este aspecto. Hasta el momento al-
gunas instituciones informaban a la OSCIDI o 
al Ministerio de Economía y Finanzas (MEF). 

Las empresas públicas, corporaciones, pro-
curaduría, contraloría, gobiernos seccionales 
autónomos, no reportan a nadie, y en estos 
últimos se registra un crecimiento del perso-
nal no controlado. Por la nueva Ley 2003-17 
corresponde al SENRES administrar la infor-

8 Por ejemplo, la Resolución No 51 de la OSCIDI, Art. 
4, numeral 9 (Dic. 2000), declara técnicamente las Po-
líticas de Gestión de RH, y la Integración Sistémica 
expresando que el Sistema de Gestión de RH estará 
integrado a los demás sistemas del Desarrollo Orga-
nizacional y entre estos a los de: Planifi cación, Admi-
nistración Financiera, Compras y Suministros, para el 
intercambio e interrelación de la información, para fa-
cilitar el proceso de decisión gubernamental. También 
este aspecto aparece en la Nueva Ley, la cual señala 
a la planifi cación del conjunto de normas, técnicas y 
procedimientos orientados a determinar la situación 
histórica, actual y proyectada de los recursos humanos, 
a fi n de garantizar la cantidad y calidad de este recurso, 
en función de la Estructura Administrativa correspon-
diente.
9 Las áreas son: salud; educación pública; bienestar, se-
guridad y rehabilitación social; energía eléctrica; agua 
potable; alcantarillado; servicio de rentas internas y 
corporación aduanera ecuatoriana; procesamiento, 
transporte y distribución de combustibles; y, teleco-
municaciones; ejecución de proyectos que se fi nancien 
con créditos externos; control y seguridad a cargo de la 
Fuerza Pública y Bomberos, y organismos a cargo del 
control del tráfi co de estupefacientes y sustancias psico-
trópicas; y preparación de procesos de modernización, 
elecciones estadísticas, encuestas, censos, cedulación y 
registro civil exclusivamente cuando éstos tengan lu-
gar.
10 Las normas son a) El Estatuto del Régimen Jurídico 
Administrativo de la Función Ejecutiva en lo que se re-
fi ere a su artículo 75; b) La disposición general primera 
de la Ley Orgánica de Servicio Civil y Carrera Admi-
nistrativa y de Unifi cación y Homologación de las Re-
muneraciones del Sector Público; c) De conformidad 
con el objeto del contrato, los mismos se someterán a 
los procedimientos y normativa que para cada caso 
establece la Ley de Consultoría, Ley de Contratación 
Pública o la Ley Orgánica de Servicio Civil y Carrera 
Administrativa y de Unifi cación y Homologación de 
las Remuneraciones del Sector Público; 
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mación; sin embargo esta competencia mostró 
rápidamente sus difi cultades a mediados de 
año ya que no todas las instituciones habían 
remitido al SENRES la información requeri-
da relativa a remuneraciones. Cabe destacar, 
que el SENRES no es la única institución que 
ha tenido negativas en su intento de conocer 
los sueldos de algunas entidades del Estado, lo 
mismo pasa con la Comisión de lo Laboral del 
Congreso11 ya que existe cierta cultura del “se-
creto” sobre la información relativa a plantas y 
remuneraciones.

Efi cacia (5–9)
Las necesidades de personal no responden a 
estudios de las necesidades tanto cuantitativas 
como cualitativas de la organización, éstas han 
sido determinadas en forma cortoplacista y 
centradas en los ajustes presupuestarios de las 
organizaciones. Existe dentro del acuerdo con 
el FMI la pauta de reducción de las plantas y 
del gasto en personal, a la par que los costos 
de la homogenización salarial requieren de la 
eliminación de 5000 puestos de trabajo en el 
sector público. Por último, cabe destacar que 
el gasto en personal muestra una tendencia 
creciente (Banco Central, 2004). A modo de 
ejemplo cabe señalar que en el 2003, el control 
salarial se aplicó a partir del Decreto Ejecutivo 
Nº 44 (RO No. 11 de 30-1-2003) que explici-
taba las “Normas para el Incentivo Patriótico 
al Ahorro en el Sector Público”. Mediante este 
Decreto se congelaron los sueldos y salarios de 
los servidores públicos durante este año, se pro-
hibió la creación de cargos y se intentó reducir 
a un límite del 10% por institución los cargos 
de libre remoción. Estas normas se cumplie-
ron parcialmente debido a que la cobertura del 
Decreto Ejecutivo solo alcanza a los servidores 
del Gobierno Central; y, hay instituciones que 
cuentan con leyes especiales que permiten el 
incremento autónomo de los sueldos y salarios 
(Banco Central, 2004). Estos aspectos hacen 
que se estime un crecimiento de la masa salarial 
del 10% anual. El gasto en personal represen-
ta el 37 % de los gastos totales del presupuesto 

del gobierno central para el 2005. Las personas 
que prestan sus servicios en Asuntos Internos, 
Defensa, Educación y Salud representan el 
93% de la totalidad de los servidores públicos 
del Gobierno Central. No existe información 
sobre el grado de tecnifi cación de las plantillas, 
pero se destaca que la modalidad a contrata-
ción está integrada por un alto número de pro-
fesionales. 

Administración (10–11)
Dado el contexto señalado, las previsiones de 
la planifi cación de Recursos Humanos no son 
objeto de seguimiento y actualización. Por 
ejemplo, vale señalar el caso de la Superinten-
dencia de Compañías que en el año 2003 au-
mentó su personal en 260 funcionarios, pese 
al llamado de “austeridad” presidencial. La 
fragmentación y el clientelismo del sistema ge-
neran que sean las más altas autoridades polí-
ticas quienes participen en las decisiones sobre 
planifi cación.

Organización del Trabajo

Existencia e integridad (12)
Existe una serie de normas que han regulado 
hasta el momento los procesos centrales de orga-
nización del trabajo que comprenden la clasifi -
cación de los puestos, los grupos ocupacionales y 
las series y clases correspondientes. Estos aspec-
tos muestran un alto grado de heterogeneidad 
dependiendo de la organización. 

Calidad técnica y fl exibilidad del 
diseño de puestos (13–17)
Los servicios están estructurados por áreas, 
acordes al ámbito de responsabilidad adminis-
trativa y técnica de las entidades, organismos y 
dependencias del sector público. Hasta ahora, el 
Sistema de Clasifi cación está estructurado por 

11 Ver declaraciones de Juan Abel Echeverría, secreta-
rio técnico de SENRES, en Diario Hoy, 7 de abril de 
2004.
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grupo ocupacional comprendiendo12: el nivel 
funcional, la serie (conjunto de clases de pues-
tos), la clase (conjunto de puestos que ejecutan 
similares actividades) y el puesto. Este esquema 
se instrumentó a partir del 2001 y su implemen-
tación requirió que la organización defi niera su 
nueva estructura y gestión organizacional bajo 
el enfoque por procesos, realizándose en la ma-
yoría de los Ministerios. También se han desa-
rrollado Manuales por Grupos Ocupacionales13. 
Este cambio implicó pasar de una clasifi cación 
de 21 puestos a una de 14. La mayoría de los 
ministerios han ido adoptando esta modalidad, 
más como un requisito para acceder a la nueva 
clasifi cación que por racionalización organiza-
cional.

De acuerdo a la Nueva Ley 2003-17, la SEN-
RES administra el Sistema de Clasifi cación de 
Puestos del Servicio Civil y sus reformas. El siste-
ma de clasifi cación será de uso obligatorio en todo 
nombramiento, contrato ocasional, ascenso, tras-
lado, rol de pago y demás movimientos de perso-
nal. Este rol ya se ha iniciado y a modo de ejemplo 
cabe destacar la Res. SENRES-RH 2004-32, que 
establece la valoración e instrumenta el proceso de 
inclusión de las clases de puestos de los cuerpos de 
bomberos, dentro de la estructura ocupacional ge-
nérica y escala de sueldos básicos. Por último, este 
esquema permite movilidad de los servidores que 
son susceptibles de ser trasladados en función de 
las necesidades organizacionales.

Calidad de la defi nición de perfi les 
(18–21)
No todas las instituciones cuentan con los diseños 
de los puestos y una defi nición clara de los perfi les 
que requiere la organización. Además hay una gran 
heterogeneidad en la presencia de estos instrumen-
tos, sin que exista un control sobre su cumplimien-
to. Los perfi les cuando se defi nen se centran en la 
titulación y la experiencia14.

Administración (22–23)
Ha habido una revisión general iniciada en 2001 
a partir de la estructuración por procesos. Hasta la 
aprobación de la Nueva Ley 2003-17, la OSCIDI 

tenía la facultad de administrar el sistema de cla-
sifi cación de puestos, actualmente, estas funciones 
son asumidas por el SENRES. 

Gestión del Empleo

Igualdad y mérito de acceso (24–27)
Previamente a la aprobación de la Nueva Ley 
2003–17, ya existían pautas para el ingreso sin 
diferencias sustantivas con lo actualmente enun-
ciado y el viejo marco reglamentario para la se-
lección de personal (Res. OSCIDI Nº 61 de 2001) 
no ha sido derogado hasta el momento. Sin em-
bargo, cabe señalar que dadas las disposiciones 
de austeridad, no existen ingresos de personal 
salvo excepciones autorizadas por el Secretario 
de la Administración Pública.

La ley delega en las Unidades de Administra-
ción de Recursos Humanos de cada institución, la 
selección de candidatos y establece que el ingreso a 
un puesto público será efectuado mediante concur-
so de merecimientos y oposición, con los cuales se 
evalúe la idoneidad de los interesados y se garanti-
ce su libre acceso. En la práctica no siempre existen 

12 A efectos de su estructuración se defi nen tres tipos de 
procesos 1) el Gobernante: que es el conjunto de activi-
dades relacionadas con el direccionamiento estratégico 
que orienta la gestión de la organización mediante el 
establecimiento de políticas, directrices y normas; 2) el 
Agregador de Valor: que es el conjunto de actividades 
que aseguran la entrega de bienes o servicios conforme 
los requerimientos del cliente ciudadano, relacionados 
con la misión organizacional y 3) el Habilitante: es el 
conjunto de actividades requeridas para la gestión de 
los recursos humanos, fi nancieros tecnológicos, y bie-
nes necesarios para la entrega de productos demanda-
dos por el cliente ciudadano de acuerdo con la misión 
organizacional. Res OSCIDI No 50/ 2001.
13 Ver Manual de Clasifi cación de Grupos Ocupacio-
nales del Personal Auxiliar del Servicio Exterior, en

http://www.mmrree.gov.ec/mre/documentos.htm
14 A modo de ejemplo ver la Resolución SENRES 
2004-31, que establece el perfi l para los titulares de las 
áreas de administración de recursos humanos que de 
ella dependen.
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o están claros los mecanismos para garantizar la 
igualdad efectiva y la no discriminación. 

Calidad del Reclutamiento (28)
Los medios utilizados para la búsqueda y atracción 
de candidatos no son siempre los más idóneos. No 
existen procedimientos explícitos sobre pautas de 
reclutamiento. No siempre es abierto y priman en 
muchos casos las prácticas de la cuota política o 
el compadrazgo, que propician la arbitrariedad, 
la politización y el nepotismo. De hecho, la Nue-
va Ley 2003-17 vuelve a señalar la prohibición de 
nepotismo, ya especifi cada en la Constitución en 
su art. 125 y en el viejo marco legal del Servicio 
Civil15. No se mantiene actualizada la nómina de 
los puestos vacantes, y tampoco es remitida a la 
OSCIDI. No se publican los concursos en internet. 
El ingreso puede darse a través de un llamado en 
los medios de comunicación o porque el candidato 
presenta su currículo a la unidad de personal de 
cada organización. 

Calidad de la Selección (29–32)
Los manuales de puestos especifi can pautas 
vinculadas a los perfi les. La norma establece 
que es el Tribunal de Mérito y Oposición quien 
defi ne previamente la clase de concurso, (abierto 
o cerrado) y sus procedimientos. Sobre la base 
de los resultados el Tribunal de Méritos y Oposi-
ción evalúa a los candidatos (pruebas, entrevistas 
y actas). En caso de no establecerse un tribunal, 
la unidad de personal revisa y evalúa de acuer-
do a los requerimientos realizándose una prueba 
de sus conocimientos y experiencia que luego es 
presentada mediante un informe. Cabe mencio-
nar que este procedimiento no se cumple; en la 
mayoría de las organizaciones se verifi có que el 
ingreso de personal, a pesar de estar restringido, 
registra incorporaciones por la sola decisión de la 
autoridad nominadora, quien selecciona y dispo-
ne quien ingresa sin un concurso de merecimien-
tos, o simplemente se cumple con la formalidad 
pero en la práctica no existe un verdadero con-
curso. La injerencia política de la autoridad de 
turno es evidente, lo que indica que no existe una 
verdadera práctica de selección y mérito. Los 

órganos de selección no siempre mantienen cri-
terios de profesionalidad y experiencia técnica. 
Muchas veces priman los criterios políticos o de 
compadrazgo. El procedimiento, en algunos ca-
sos es corto y en otros es demasiado burocrático 
como en el caso del Ministerio de Salud Pública, 
donde para llenar una vacante de un médico en 
la zona rural se puede demorar un año y medio. 
En algunos casos se acudió a empresas especia-
lizadas de selección de personal, pero esto es ex-
cepcional. A efectos de los funcionarios de libre 
remoción no se establece pautas de selección. 

Calidad de la recepción (33–34)
No se proporciona a los nuevos servidores orien-
taciones que ayuden en la etapa de integración 
a los puestos de trabajo. El período de prueba es 
de 6 meses. 

Movilidad (35)
El marco legal establece la posibilidad de movili-
dad. Existe la fi gura de comisión de servicio con 
remuneración hasta dos años. Los traslados pue-
den realizarse entre unidades, siempre que sea 
un cargo con igual remuneración y al interior de 
la organización por un período máximo, en este 
último caso, de 10 meses. Ambos tipos de trasla-
dos requieren la intervención de la/s autoridad/

15 En Pacifi ctel S.A., empresa pública, se encontró la 
existencia de 317 casos de nepotismo en un estudio de 
la nómina de empleados que halló 212 coincidencias 
de apellidos paternos y maternos y 105 casos de perso-
nas que registran las mismas direcciones domiciliarias. 
Las dos formas de nepotismo, familiar y domiciliario, 
fueron establecidas mediante un cruce de información 
de las bases de datos del personal que trabaja en esa 
telefónica, cuyos problemas han motivado a la Junta 
Cívica de Guayaquil a pedir al Gobierno la interven-
ción de la empresa. El listado de 212 casos de nepotis-
mo familiar consta en nueve páginas que despliegan 
las coincidencias de apellidos en orden alfabético, en 
las que no solamente se pueden determinar las relacio-
nes entre hermanos, pues también se observa que hay 
primos, tíos, cuñados y otra clase de parientes. Ver : 
http://www.iberoamericaempresarial.com
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es nominadora/s del cargo y la aceptación del 
funcionario. 

Ausentismo (36)
Los índices de ausentismo no son satisfactorios y 
por ello se evita mantener en forma transparente 
un porcentaje del mismo.

Disciplina (37)
La nueva Ley establece una serie de mecanis-
mos disciplinarios que incluyen la amonestación 
tanto verbal como escrita, la sanción pecuniaria 
administrativa, la suspensión temporal sin goce 
de remuneración y la destitución. El sumario 
administrativo no se practica conforme al pro-
cedimiento establecido en el reglamento. En la 
práctica no se cumple plenamente con su pro-
cedimiento. El incumplimiento con los plazos 
hace que no se pueda sancionar y que queden 
impunes muchas sanciones que deberían ser 
aplicadas. No existe efectividad en la aplicación 
disciplinaria y no se sientan precedentes en el 
caso de conductas inadecuadas.

Desvinculación (38–41)
Existen despidos o rescisiones debido a cambios de 
gobierno, así como la posibilidad de despido por 
incapacidad o bajo rendimiento, pero en este últi-
mo caso pocas veces se aplica con efectividad16. 

Gestión del Rendimiento

Planifi cación y seguimiento del 
rendimiento (42–45)
Tanto en el marco legal anterior como en la nueva 
ley 2003-17 se establece que todos los empleados 
deben ser evaluados formalmente por lo menos 
una vez al año y que dicha evaluación se vinculará 
a los ascensos17. La escala actual establecida por la 
Nueva Ley establece cinco categorías de evalua-
ción: excelente, muy bueno, satisfactorio, defi cien-
te e inaceptable. Este esquema no se ha cumplido 
sistemáticamente en todo el sector público. En la 
práctica se mantienen interrelaciones con el sub-
sistema de gestión de la compensación, más por 
los derechos adquiridos que por retribuciones va-

riables vinculadas al rendimiento. El sistema de 
evaluación se ha convertido en una formalidad y 
de acuerdo a las entrevistas realizadas pocas or-
ganizaciones han evaluado, y las que lo han he-
cho no le encuentran utilidad. El rendimiento no 
está asociado a la estrategia ni a objetivos de la 
organización y se carece de una cultura de evalua-
ción del desempeño pese a la obligatoriedad de la 
evaluación anual. Falta vincular la evaluación del 
desempeño a los resultados de la organización y 
dar consecuencia a los procesos de evaluación en 
términos de desarrollo personal y evolución de las 
carreras.

Evaluación (46–48)
Las pautas o estándares de rendimiento esperado 
de las personas no se defi nen en base a la estrate-
gia y visión organizativa. Los objetivos de rendi-
miento se comunican más como una obligación 
que hay que cumplir que como un instrumento 
para facilitar el mejoramiento a futuro. La eva-
luación de desempeño no siempre está vinculada 
con la capacitación y no se reconocen los des-
empeños sobresalientes. Las prácticas de evalua-
ción se han convertido en rutinas que deben ser 
cumplidas y no permiten la distinción de rendi-
miento entre una y otra persona. Los directivos 
no siempre asumen un papel protagonista en la 
gestión del rendimiento de los empleados a su 
cargo, que generalmente es usada con criterios 
de compadrazgo. Los supervisores se identifi can 
más con los intereses de los empleados, que con 
los de la organización. El procedimiento obliga-
torio de medir el rendimiento es aplicado rutina-
riamente, por lo que se ha convertido en un mero 
trámite burocrático que tiene que ser cumplido 

16 A diferencia de otros marcos legales cabe destacar 
que por la nueva ley es causal de destitución el ingerir 
licor o hacer uso de sustancias estupefacientes en los 
lugares de trabajo y asistir al trabajo bajo evidente in-
fl uencia de bebidas alcohólicas o de sustancias estupe-
facientes o psicotrópicas (Ley 2003–17, art. 50).
17 El marco legal anterior también incluía su vincula-
ción con la capacitación y los aumentos de salarios.
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y generalmente se evalúa de manera homogénea 
para evitar confl ictos interpersonales. 

Administración (49)
No se generan prácticas de seguimiento sistemá-
ticas por parte de los directivos.

Gestión de la Compensación 

Existencia de estrategia salarial (50)
Hasta el momento no se ha desarrollado una es-
trategia salarial. A lo largo de las últimas décadas 
el agobio de las restricciones presupuestarias, no 
permitió fi nanciar mejoras salariales transparen-
tes, surgiendo incrementos indirectos por vía de 
la creación de benefi cios complementarios. Los 
servidores públicos están amparados por distintos 
regímenes laborales de remuneraciones, entre los 
que podemos citar la antigua ley de Servicios Per-
sonales por Contrato —actualmente derogada—, 
la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrati-
va —reemplazada por la Nueva Ley 2003-17—, 
la Ley de Carrera Administrativa de la función 
legislativa, el Reglamento de carrera judicial, la 
Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa, 
la Ley de Remuneraciones, la Ley de Personal 
de las Fuerzas Armadas, la Ley de Personal de la 
Policía Nacional, la Ley de Carrera Docente, la 
Ley Orgánica del Servicio Exterior, entre otros. 
Estos aspectos muestran una estructura salarial 
fragmentada, inequitativa y distorsionada. 

Este contexto llevó a la defi nición de la nue-
va Ley 2003-17 que dispone que se unifi quen 
todos los componentes salariales. La remunera-
ción mensual unifi cada refi ere a la sumatoria de 
los ingresos anuales presupuestados para cada 
funcionario, incluyendo las autoridades, dividida 
por doce. No se incluirán dentro de su cálculo los 
conceptos del décimo tercer sueldo, ni décimo 
cuarto sueldo o Remuneración, Viáticos, Subsis-
tencias, Dietas, Horas Suplementarias, Extraor-
dinarias, Encargos, Subrogaciones, Aportes a 
la Seguridad Social y Fondo de Reserva (MEF-
SENRES, 2004). El régimen comprende a todos 
aquellos organismos y dependencias del Gobier-
no Central, los organismos electorales, de control 

y regulación así como las entidades que integran 
el régimen seccional autónomo. Está previsto 
extenderlo a las entidades de derecho privado, 
cuyo capital social, patrimonio, fondo o partici-
pación esté integrado en el cincuenta por cien-
to o más por instituciones del Estado o recursos 
públicos18. La ley exceptúa al personal docente 
e investigadores universitarios, técnico-docente, 
profesional y directivo que están sujetos a la Ley 
de Educación Superior, Ley de Carrera Docente 
y Escalafón del Magisterio Nacional; y funcio-
narios y servidores de las Funciones Legislativa 
y Judicial, Ministerio Público, Tribunal Consti-
tucional, Cuerpo de Vigilancia de la Comisión 
de Tránsito de la provincia del Guayas y funcio-
narios del Servicio Exterior que se encuentran 
en funciones fuera del país, y miembros de las 
Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional, que 
se rigen por sus propias leyes19. Este proceso se 
implementaría a partir de 2005 y debería fi nali-
zar en 2009. 

Equidad interna y externa (51–57)
Hasta el momento, los componentes de la remu-
neración corresponden a un régimen particular 
que cada organización aplica, permitiendo la 
existencia de distintos criterios para diseñar los 
componentes salariales. Estos presentan serias 
diferencias, por ejemplo entre el sector petrolero, 
el Ministerio de Economía y Finanzas y el Banco 
Central que son los más altos, con respecto a los 
de los ministerios de Salud Pública, Educación 
y Registro Civil, lo que en la práctica ha gene-
rado “clases” de burócratas, siendo frecuente la 
utilización del término “burocracia dorada”. La 
Nueva Ley tiene por objetivo modifi car esta si-

18 Este ámbito de aplicación podría ser modifi cado a 
partir del dictamen del Tribunal Constitucional.
19 El marco de las excepciones se fue ampliando luego 
de la aprobación de la ley en el 2003. Su reformatoria 
agregó las excepciones del Ministerio Público, Tribunal 
Constitucional, Cuerpo de Vigilancia de la Comisión 
de Tránsito de la provincia del Guayas y funcionarios 
del Servicio Exterior.
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tuación al establecer la unifi cación y homologa-
ción que permitiría una mayor equidad interna. 
La clasifi cación de los puestos por niveles retri-
butivos no facilita una progresión fl exible y está 
desvinculada del rendimiento y del aprendizaje. 
La falta de unifi cación salarial difi culta que una 
misma clasifi cación sea aplicable por niveles o 
bandas salariales. Sin tomar los adicionales y en 
base a lo que sería el ingreso unifi cado se estaría 
en una compresión salarial muy baja (2,97). El 
sueldo promedio mensual del sector público es 
cuatro veces mayor al del sector privado.

Efi cacia (58)
El diseño de retribuciones variables está desvin-
culado del rendimiento y no se aplica al desarro-
llo. Tal como se ha señalado, los adicionales han 
tenido por objetivo remediar la depreciación del 
salario tratando de disminuir los costos fi scales. 

Administración (59–61)
Actualmente ha quedado como función del 
SENRES fi jar las políticas remunerativas y llevar 
adelante el proceso de unifi cación y homologación, 
previos dictámenes técnicos del MEF. A partir del 
Decreto 1820-04 se estableció la escala de remu-
neración mensual unifi cada para los dignatarios, 
autoridades y funcionarios del nivel jerárquico su-
perior construida con bandas que permiten apli-
car la homologación salarial en forma progresiva 
a partir de enero del 2005. Si bien, tal como se se-
ñaló, la información sobre retribuciones está des-
actualizada, a efectos de la puesta en marcha de la 
unifi cación y homologación, se diseñó el software 
denominado SIGEF – Distributivo de Remunera-
ciones Unifi cadas WEB (DRU-WEB) a efectos de 
receptar la información referida a remuneraciones, 
aunque es de destacar, que el problema de la in-
formación no responde a un tema de aplicativos 
informáticos sino centralmente a una cuestión de 
atomización, negociación política y confl icto buro-
crático que está pendiente de resolución20.

Otras compensaciones (62–64)
Hasta el momento han existido una serie de 
benefi cios extrasalariales, tales como la deci-

motercera y decimocuarta remuneración, 
refrigerio, subsidio por cargas familiares, subsi-
dio por educación de hijos menores, fondos de 
reserva (que es un benefi cio que se extiende a 
todo servidor que preste servicios por más de un 
año y equivale a un mes de sueldo básico por 
cada año completo posterior al primer año de 
trabajo), bono vacacional, aguinaldo, bonifi ca-
ción anual y bonifi cación por título académico. 
También, por negociación colectiva, se han es-
tipulado otros benefi cios tales como el bono por 
nacimiento de hijos, el bono navideño, el bono 
de aniversario, guardería, subsidio por circuns-
tancias geográfi cas, subsidio por transporte, sub-
sidio matrimonial y uniformes entre otros. Estos 
benefi cios desaparecerían con excepción de la 
decimotercera y decimocuarta remuneración a 
partir de la unifi cación y homologación de sa-
larios.

El sistema de seguridad social entró en crisis 
en la década del noventa y si bien se promulgó una 
nueva Ley de Seguridad Social en noviembre de 
2001, que estableció el sistema mixto de pensiones, 
el mismo todavía no se ha aplicado, dado que se 
presentaron pedidos de inconstitucionalidad sobre 
la ley. Actualmente, es el Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social quien cubre tanto al sector públi-
co como privado y desde hace varios años el Estado 
es su mayor deudor. Asimismo, existen las deno-
minadas pensiones especiales bajo convenio dentro de su 

20 De hecho, el instructivo señalaba que “...de con-
formidad a lo prescrito en el artículo No 32 de la Ley 
Orgánica de Responsabilidad, Estabilización y Trans-
parencia Fiscal, el Ministerio de Economía y Finanzas 
suspenderá la transferencia de recursos para atender 
los gastos de personal a la entidad o entidades que 
incumplan en el envío de la información requerida, 
proporcionen información falsa o paguen indebida-
mente valores. En consecuencia será responsabilidad 
personal y pecuniaria de las autoridades, funcionarios 
pagadores, tesoreros o administradores de caja de las 
instituciones del Estado, que incurran en estos actos, 
conforme lo dispuesto en el artículo 129 de la Ley Or-
gánica de Servicio Civil y Carrera” (MEF-SENRES, 
2004). 
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paquete prestacional, que incluye las jubilaciones 
especiales para aquellos trabajadores que cumplen 
labores califi cadas como insalubres o mantienen 
convenios. Los empleados del magisterio fi scal y 
del magisterio de bienestar social, integran un sis-
tema de jubilaciones especiales (Reporte Regional, 
2004).

Consecuentemente, los gobiernos que se han 
sucedido, a fi n de evitar la ampliación del défi cit, 
prefi eren no incrementar el salario mínimo puesto 
que se correría el riesgo de convertir en impagable 
la deuda que mantiene el Estado con el sistema de 
Seguridad Social. Por otro lado, el mantenimiento 
estacionario del salario ha ido en detrimento de 
la capacidad fi nanciera del sistema de seguridad 
social (IESS), ya que las contribuciones se toman 
como un porcentaje de éste (Reporte Regional, 
2004). Este aspecto, sumado a la deuda estatal, 
más la baja de afi liaciones que ha sufrido el IESS21 
en los últimos años ponen al sistema en un contex-
to de gravedad y crisis de sustentabilidad futura. 
Hay reconocimientos no monetarios que han sido 
logrados vía negociaciones y no se refi eren a esta-
dos de situación de mejoramiento o mejor calidad 
en la prestación de servicios, sino a verdaderos pri-
vilegios.

Gestión del Desarrollo 

Efi cacia del sistema de promoción y 
calidad del diseño de carrera (65–70)
Los ascensos deberían realizarse vía concurso de 
méritos y oposición, pero no existe en la prác-
tica una verdadera carrera civil administrativa. 
A criterio de los funcionarios no existe ningún 
benefi cio o estímulo de pertenecer a la carrera 
administrativa, debido a la injerencia política y 
a la falta de evaluación efectiva del desempeño. 
La responsabilidad de la ubicación y desarrollo 
del servidor público en la carrera administrati-
va está a cargo del Órgano Rector del Sistema 
—actualmente el SENRES— y de la Unidad 
de Gestión y Desarrollo de Recursos Huma-
nos de cada organización. Hasta el momento 
los ascensos se producen más por las cercanías 
políticas o el compadrazgo que por el rendi-

miento y la capacidad. La Nueva Ley 2003-17 
establece que los ascensos se realizarán median-
te concursos de merecimiento y oposición que 
tomarán en cuenta la evaluación de desempeño 
y los años de servicio, y complementariamen-
te establece un período de prueba de 6 meses. 
Estos aspectos no han sido reglamentados has-
ta el momento. En la práctica la carrera está 
asociada con el ascenso jerárquico, generando 
infl ación estructural en las organizaciones y 
una apropiación del puesto. En este sentido no 
se cuenta con carreras horizontales. Los pocos 
planes de carrera que existen en su mayoría son 
meramente declarativos y no armonizan las ex-
pectativas individuales con las necesidades pre-
visibles de la organización.

Calidad de la formación y Gestión de la 
formación (71–76)
No se ha desarrollado una política de capacita-
ción global. La formación queda a decisión de 
cada una de las unidades organizativas. Aún no 
se cumple con la política de proveer al menos 
de una actividad de capacitación por año a cada 
servidor. En la práctica, la actividad formativa 
responde a acciones aisladas. Algunos organis-
mos presentan programas de capacitación anual, 
tal como la Contraloría o el Servicio de Impues-
tos Internos. No se detectan acciones sistemáti-
cas para evaluar el impacto en los resultados de 
la organización. Las personas no sienten que re-
ciben de la organización una capacitación ade-
cuada para complementar la que ellos tienen, y 
al ser esporádica la formación difícilmente pue-
de apoyar a la generación de innovaciones o de 
cambio culturales. La formación generalmente 
viene dada por la oferta más que por la deman-
da, sin que medien diagnósticos fi ables de nece-
sidades por parte de la organización.

21 El número de trabajadores asalariados afi liados al 
IESS ha registrado una disminución durante la década 
de los ’90. De representar el 55.1% del total de asala-
riados en 1990, los afi liados pasaron a representar el 
39.2% en el 2000. 
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Gestión de las Relaciones Humanas 
y Sociales

Gestión del Clima (77–78)
Las organizaciones públicas no cuentan con me-
canismos e instrumentos de evaluación del clima 
laboral. 

Efi cacia de la Comunicación (79–81)
Los mecanismos de comunicación utilizados son 
muy pobres, generalmente tardíos para conocer 
las peticiones y sugerencias que se realizan. Las 
decisiones de la dirección no circulan con fl uidez 
y generalmente llegan distorsionadas generando 
alarma y malas interpretaciones. Hay ministerios 
que no cuentan con portales web22 y en aquellos ca-
sos que existen no hay ningún tipo de información 
para los empleados. 

Equidad y calidad de las relaciones 
laborales (82–85)
En la práctica las relaciones laborales son reac-
tivas en cuanto se actúa solo en función de 
los confl ictos o reivindicaciones laborales, ge-
nerando un modelo politizado del manejo de 
las relaciones laborables. Existen mecanismos 
de negociación colectiva operando en algunas 
áreas del sector público, en especial en el sector 
salud y petrolero. Estos sectores han logrado 
negociaciones con benefi cios superiores a los 
que están bajo el sistema de servicio civil y ca-
rrera administrativa. Frente a esta situación, los 
profesionales adoptaron los paros como media-
das de hecho para conseguir reconocimientos 
especiales. Las asociaciones de servidores públi-
cos se encuentran enroladas en la Confedera-
ción Nacional Servidores Públicos del Ecuador 
(CONASEP), quien tiene interlocución con el 
gobierno, aunque también cabe destacar que 
los diálogos se establecen a partir de la amena-
za de paros o huelgas. A modo de ejemplo, vale 
mencionar que uno de los temas de la agenda 
actual es el de la homologación salarial, cues-
tión que ya ha previsto el inicio de una serie 
de paros por los distintos sindicatos del sector 
público.

Gestión del confl icto laboral (86–87)
Los servicios públicos han sido cautivos de los gru-
pos agremiados, existiendo un precario equilibrio 
entre las posiciones de poder de la dirección y los 
empleados. Generalmente, existe imposición de 
las propuestas de los sindicatos y gremios que fi -
nalmente son aceptadas en detrimento del servicio. 
Esto ha generado contextos de alta confl ictividad y 
un marco de relaciones laborales con orientación a 
la confrontación y a la descalifi cación del adversa-
rio. En ciertos sectores, como salud y educación, el 
número de confl ictos es alto y genera grandes pa-
ralizaciones. No se cuenta con mecanismos o ins-
tancias efi caces para el manejo y solución de este 
tipo de confl ictos. Cabe destacar que la Nueva Ley 
2003-17 estable la prohibición para los servidores 
públicos de paralizar a cualquier título los servi-
cios públicos, en especial los de salud, educación, 
justicia y seguridad social, energía eléctrica, agua 
potable y alcantarillado, procesamiento, transpor-
te y distribución de hidrocarburos y sus derivados, 
transportación pública y telecomunicaciones. La 
inobservancia de esta prohibición producirá obliga-
toriamente la destitución del servidor infractor23. 

La gestión de las políticas sociales 
(88–89)
La nueva ley de Seguridad Social establece el sis-
tema de seguro privado, que junto a los seguros 
sociales del IESS, se espera incremente y mejore 
la cobertura en salud. Los benefi cios sociales se 

22 Por ejemplo la actual SENRES no cuenta con acceso 
vía página web.
23 Cabe señalar que el anterior marco legal, en su inciso 
g) del artículo 60 señalaba también la prohibición a los 
servidores públicos de declarar huelgas, apoyar o inter-
venir en las mismas y formar sindicatos, estableciéndo-
se al mismo tiempo que sólo se prohíbe la huelga a los 
servidores públicos que ejercen funciones de autoridad 
en nombre del Estado (en particular, funcionarios de 
los ministerios, el poder judicial y las fuerzas armadas) 
o que realicen servicios esenciales en el sentido estricto 
del término (aquellos cuya interrupción podría poner 
en peligro la vida, la seguridad de la persona o la salud 
de toda o parte de la población).
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han señalado en la sección de otras compensa-
ciones y en general muchos de ellos se han dado 
más por conquistas gremiales que como gestión 
de políticas sociales. 

Organización de la función 
de los Recursos Humanos

La función de Recursos Humanos a nivel central 
ha sufrido constantes cambios sin lograr hasta 
el momento institucionalizarse a la par que en 
los últimos años sus acciones han estado central-
mente vinculadas a la cuestión salarial. Hasta 
1989 operaban la Dirección Nacional de Perso-
nal y la Inspectoría General de la Nación, como 
unidades administrativas adscritas a la Presiden-
cia de la República. Esta última fue integrada a 
la Secretaría Nacional de Desarrollo Adminis-
trativo (SENDA) en 1989. En agosto de 1998, la 
SENDA fue suprimida, creándose la Ofi cina de 
Servicio Civil y Desarrollo Institucional OSCIDI 
como una dependencia de la Secretaría General 
de la Presidencia de la República, atribuyéndole 
funciones como ente rector de la administración 
de los recursos humanos y organizaciones del 
sector público. La Dirección Nacional de Perso-
nal desapareció y sus atribuciones fueron dadas 
a las unidades de personal de las instituciones 
públicas, excepto las atribuciones de valoración 
y revaloración de puestos y remuneraciones que 
fue entregada al Ministerio de Economía y Fi-
nanzas. En 1999, se creó el Consejo Nacional 
de Remuneraciones del Sector Público (CONA-
REM), cuya secretaría ejecutiva era llevada por 
la OSCIDI y cuya misión principal era determi-
nar las políticas salariales y criterios remunerati-
vos a aplicarse en las entidades e instituciones del 
Estado. El objetivo se logró solo parcialmente ya 
que se mantuvo la posibilidad de que vía leyes 
especiales se establezcan otros sistemas remune-
rativos, lo que ha ocasionado una proliferación 
de leyes especiales por ramas profesionales para 

la determinación de protección especial de dere-
chos y de escalas remunerativas, evidenciándose 
una falta de racionalidad en el manejo remune-
rativo y asimetrías entre organismos. 

Esto motivó la nueva Ley 2003-17 que crea la 
SENRES, cuyas funciones son ejercer la rectoría 
de la administración de recursos humanos, pro-
poner las políticas, emitir normas e instrumentos 
relativos a diseño, reforma e implementación de 
estructuras organizacionales, evaluar y controlar 
la aplicación de las políticas y normas, remitir 
estudios técnicos relacionados a la gestión de re-
muneraciones del sector público, administrar el 
sistema nacional de información de desarrollo 
institucional, recursos humanos y remuneracio-
nes de los servidores y trabajadores del sector 
público, preparar y expedir los reglamentos de 
aplicación general de la Gestión Organizacional 
por Procesos y de Recursos Humanos, establecer 
los programas de capacitación generales, y de-
terminar los montos máximos obligatorios que 
se asignarán para cubrir los incrementos salaria-
les y los demás benefi cios económicos y sociales, 
que se pacten en los contratos colectivos y actas 
transaccionales. La Nueva Ley establece que las 
unidades de administración de recursos huma-
nos dependerán técnicamente de la SENRES y, 
administrativa, orgánica, funcional y económi-
camente, de sus respectivas instituciones. 

Hasta antes de la reforma en 1998 el grado de 
centralización en la toma de decisiones a través de 
la SENDA era muy alta, a partir de la reforma y 
con la desaparición de esta organización y la crea-
ción de la OSCIDI, se generó un alto grado de 
descentralización por decreto y sin preparación 
de la unidades, lo que ha generado que muchas de 
las competencias no sean ejercidas ni aplicadas, y 
que se debilite el sistema de control e información. 
Generalmente los servicios centrales responsables 
del sistema de SC no son percibidos por el resto 
de la organización como una instancia que aporta 
valor al logro de los objetivos comunes. 
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[–]

SUBSISTEMAS DE LA GESTIÓN DE RECURSOS HUMANOS

ESTRATEGIA

Organización
del trabajo

Gestión del
empleo

Gestión del
rendimiento

Gestión de la
compensación

Diseño de puestos
Definición de

perfiles

Incorporación
Movilidad

Desvinculación

Planificación
Evaluación

Planificación [+/–]

Gestión del
desarrollo

Gestión de las relaciones humanas y sociales

Clima laboral Relaciones laborales Políticas sociales

[+/–] [–] [–]

[–]

[–]

Retribución monetaria
y no monetaria

Promoción y carrera
Aprendizaje

individual y colectivo

Valoración simbólica de los subsistemas de recursos humanos
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II. INDICADORES 

A) Indicadores Cuantitativos

1. Tasa de designaciones políticas

I. Número de cargos de Jefatura

II. Número total de funcionarios

I / II  n/d

Peso fi scal del empleo público
2. Nómina salarial del gobierno central / Producto Bruto Interno

I. Nómina salarial del gobierno central civil  1.364 2003
(En millones de US$)  Fuente: Evaluación de sistema de Servicio Civil – Estudio  
  de Caso Ecuador-Patricia Herrmann (Pág. 29–33) –  
  Presupuesto General del Estado (devengado)

II. PBI (En millones de US$) 26.844  2003
  Fuente: Economía Ecuatoriana en cifras –
  ILDIS – Estadística Nº 3

I / II  5.08%

Incentivos del Servicio Civil
3. Compresión vertical de los salarios

I. Mayor salario de la escala de la tabla salarial 899  2004
  Fuente: Escala SENRES – Ingreso Unifi cado –
  Director Área 

II. Menor salario de la escala de la tabla salarial 302 2004
  Fuente: Escala SENRES – Ingreso Unifi cado –
  Auxiliar servicios-

I / II  2.97

Incentivos del Servicio Civil
4. Sueldo gubernamental promedio del gobierno central / PIB per cápita

I. Sueldo promedio anual del gobierno central civil  494.06 2003
(ex funcionario activo)   Fuente: Evaluación de sistema de Servicio Civil- Estudio 
  de Caso Ecuador- Patricia Herrmann (pág. 29–33) – 
  Presupuesto General del Estado (devengado) – Gastos en 
  Personal – cantidad de empleados/12

II. PBI per cápita (mensualizado en US$) 176.6 2003
  Fuente: Economía Ecuatoriana en cifras – ILDIS – Estadística 
  Nº 3 (US$2.120/12)

I / II  2.79
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Incentivos del Servicio Civil
5. Sueldo gubernamental promedio del gobierno central / sueldo promedio del sector privado

I. Gasto promedio mensual por servidor activo en  494.06 2003
el gobierno central civil (en US$)  Fuente: Evaluación de sistema de Servicio Civil - Estudio 
  de Caso Ecuador- Patricia Herrmann (pág. 29–33) 
  – Presupuesto General del estado (devengado) – Gastos en 
  Personal / cantidad de empleados/12

II. Salario medio mensual 121 2003
(en base a muestra de trabajadores de todos los sectores)  Fuente: Economía Ecuatoriana en cifras —ILDIS— 
  Estadística Nº 15.

I / II 4.08 

  
Dotación de Servicio Civil
6. Número total de empleados públicos en el gobierno central / población total

I. Número total de empleados activos del Gobierno  230.185 2003
Central Civil  Fuente: Evaluación del Sistema de Servicio Civil – Estudio 
  de Caso Ecuador – Patricia Herrmann (pág. 29–33) – 
  Presupuesto General del Estado.

II. Población total 13.279.147 2003
  Fuente: Evaluación de sistema de Servicio Civil – Estudio de 
  Caso Ecuador – Patricia Herrmann (pág. 29–33) – Banco 
  Central del Ecuador.

I / II 1.73%

  
7. Gasto público total del gobierno central (excluye pensiones y servicio de la deuda) / Número total de empleados 

públicos del gobierno central

I. Gasto público total del Gobierno Central  4.917 2003
(en millones de US$)   Fuente: Subsecretaría de Presupuesto – Presupuesto 
  General del Estado (devengado).

II. Número de empleados del Gobierno Central-Civil 230.185 2003
  Fuente: Evaluación de sistema de Servicio Civil – Estudio  
  de Caso Ecuador – Patricia Herrmann (pág. 29/33) – 
  Presupuesto General del Estado.

I / II (en dólares) 21.361,07
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Tabla de índices
    Valor 
 Valor Índices Porcentaje  subíndices Porcentaje 
Índice (escala 0 A 20) de la escala               Subíndice (escala 0 a 10) de la escala

(E) Efi ciencia 3.17 16%    

(M) Mérito 3.69 18%
    

(CE) Consistencia  2.82 14%
estructural    

   (CES) Coherencia estratégica 1.29 13%

   (CD) Consistencia directiva 1.71 17%

   (CP) Consistencia procesos 1.25 13%
    

(CF) Capacidad  3.77 19%
funcional    

   (COM) Competencia 1.94 19%

   (EI) Efi cacia incentivadora 1.54 15%

   (FL)  Flexibilidad 2.18 22%
    

(CI) Capacidad  3.76 19%
integradora

B) Índices para la evaluación de los sistemas de servicio civil 

Efi ciencia
Los valores más bajos surgen del subsistema de 
planifi cación y de compensaciones. Esto está 
dado en parte, por la ausencia de políticas desti-
nadas a la optimización de efectivos y en un mar-
co de crecimiento creciente del gasto público en 
lo relativo a las dotaciones, pese a los intentos de 
disciplina fi scal que realiza el gobierno. En lo re-
lativo a compensaciones, la baja performance se 
produce por las diferencias entre salarios que se 
da tanto al interior de la APN, generando lo que 
se ha dado en llamar la “burocracia dorada”. 
También impacta en el índice la ausencia de 
inversión en las políticas de formación. El valor 
más alto se obtiene para los benefi cios sociales.

Mérito
Este índice expresa la baja aplicación del princi-
pio de mérito más allá de la existencia de normas 

que formalicen ese aspecto. Asimismo, su valor 
más bajo se encuentra en lo relativo al sistema de 
compensaciones ya que se presentan decisiones 
arbitrarias sobre salarios.

Consistencia Estructural
Subíndice Coherencia Estratégica. Refl eja la debilidad 
del sistema de planifi cación y las consecuencias 
de la ausencia de información que impacta en la 
posibilidad de realizar previsiones de personal. 
La política de remuneraciones no responde a li-
neamientos estratégicos y de hecho las actuales 
intenciones de unifi car las remuneraciones están 
encontrando serias resistencias. También expre-
sa la ausencia de inversión en formación dirigida 
a fortalecer prioridades institucionales. 

Subíndice Consistencia Directiva. Los procesos de 
descentralización fueron realizados sin forta-
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lecer la capacidad de las unidades de recursos 
humanos. La función central de recursos hu-
manos ha atravesado constantes cambios y su 
prioridad ha sido hasta el momento resolver la 
cuestión de las remuneraciones. No se percibe 
valor en la gestión de recursos humanos, la cual 
solo se aboca a temas administrativos. Existe 
escasa participación de los directivos de línea 
quienes, dados los cambios políticos, asumen 
posiciones de bajo perfi l. 

Subíndice Consistencia de los procesos. La consisten-
cia de procesos es baja. Evidencian problemas 
los relativos a gestión de la compensación, a los 
sistemas de información, y a la ausencia de polí-
ticas vinculadas al desarrollo de carrera y planes 
de sucesión que adoptan características de tipo 
clientelístico. Se destacan los esfuerzos realizados 
a efectos de mejorar los procesos de organiza-
ción del trabajo a partir de 2001.

Capacidad Funcional
Subíndice Competencia. Presenta los problemas aso-
ciados con la persistencia de prácticas clientelísti-
cas a efectos del ingreso y la ausencia de políticas 
de formación. 

Subíndice Efi cacia incentivadora. La gestión del ren-
dimiento es en la práctica casi inexistente y la 
gestión de las compensaciones inefi ciente. La 
compresión salarial es baja. Los mecanismos de 
promoción están vinculados a prácticas de tipo 
clientelísticas. Se destacan los benefi cios sociales 
que sin embargo, podrán ser eliminados debido 
a la unifi cación y homologación de remunera-
ciones.

Subíndice Flexibilidad. Destaca los procesos de or-
ganización del trabajo que otorgan fl exibilidad al 
subsistema, permiten la movilidad entre áreas y 
han sido rediseñados en base a procesos a partir 
del 2001. Los desempeños más bajos se encuen-
tran en la inexistencia de carreras horizontales, 
la ausencia de mecanismos de planifi cación de 
los recursos humanos y la debilidad de las accio-
nes de formación, entre otros. 

Capacidad integradora
Infl uye la ausencia de políticas vinculadas tanto a 
la gestión del clima como de la comunicación. Las 
relaciones laborales han adquirido un corte alta-
mente confl ictivo que no presenta signos de reso-
lución en el corto plazo. Mejoran el desempeño de 
los benefi cios sociales y las prácticas de salud. 

 

III. CONCLUSIONES

Análisis de áreas causales

Entre las principales áreas causales podemos 
señalar: la ausencia de estrategias defi ni-
das en relación al sistema de gestión de recursos 
humanos que impiden la alineación de las polí-
ticas a orientaciones prioritarias y el fuerte com-
ponente clientelista a efectos de los ingresos y 
ascensos que impacta sobre el principio de mé-
rito, especialmente después de la crisis de 1998. 
Los empleados rechazan cualquier cambio en la 
organización y lo interpretan inmediatamente 
como privatización, municipalización o despi-
dos. Los estímulos se han convertido en derechos 
“adquiridos” que automáticamente se otorgan 
sin ningún esfuerzo adicional. La persisten-
cia de esquemas de mera administración 
de personal, unidos a la cultura política, las 
defi ciencias directivas y el clima laboral se ma-
nifi estan como incapaces para responder a las 
crecientes demandas ciudadanas por servicios de 
mayor calidad. La ausencia de una política 
clara en relación a la institucionalidad de la 
gestión a nivel central de los recursos humanos 
ha generado una fuerte fragmentación y debili-
dad en el sistema. 

Factores del contexto interno y entorno 

La estructura organizativa existente no favorece 
el funcionamiento del SC, presentando inercias o 
resistencias a cambiar el funcionamiento deriva-
do de una cultura autoritaria y poco estimulante 
para el desarrollo y mejoramiento de los recursos 
humanos. El alto grado de confl icto interno en 
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algunos sectores se potencia por la crítica situa-
ción presupuestaria. Otro factor importante son 
los frecuentes cambios políticos, que logran gene-
ralmente inmovilizar a los funcionarios de planta 
quienes pasan a desarrollar un bajo perfi l. 

Conclusiones Principales del Diagnóstico

El Servicio Civil ecuatoriano ha atravesado va-
rios intentos de mejora a partir de fi nes de los 
noventa, sin embargo, la alta puja política inter-
na y la pervivencia de prácticas clientelistas no 
permiten su desarrollo en forma integral. En ese 
sentido, cabe destacar que se ha aprobado un 
nuevo marco legal, la Ley 2003-17, que vuelve 
a establecer cuestiones tales como la prohibición 
de nepotismo, de pluriempleo o de concurso por 
mérito para el ingreso, ya señaladas por otros 
marcos legales. Este contexto se ve agravado por 
la existencia de diversos regímenes, tales como 
la reciente Ley Orgánica del Servicio Civil y 
Carrera Administrativa, Homologación y Unifi -
cación de las remuneraciones del sector público 
—Ley 2003-17—, el Código del Trabajo, la Ley 
de Carrera Administrativa de la función legisla-
tiva, el Reglamento de carrera judicial y las leyes 
de cada escalafón. Esta diversidad de regímenes 
imprime un contexto de fragmentación y auto-
nomía, cuyos efectos más disfuncionales se tra-
ducen en la política de remuneraciones, la cual 
es hoy el principal núcleo de reforma. 

Las principales debilidades se detectan en el 
sistema de planifi cación y en el sistema de ges-
tión de compensaciones. Esto se debe tanto a 
la ausencia de estrategia en las prácticas y po-
líticas de gestión de recursos humanos como a 
la debilidad de los sistemas de información, la 
persistencia del ajuste presupuestario y la fuerte 
politización interna. 

La gestión del empleo, desarrollo y rendi-
miento, aparecen permeadas por prácticas de 
tipo clientelista, siendo débil el mérito como guía 
de acción. Así, la evaluación del rendimiento sur-
ge más como una práctica discrecional de mejora 

salarial que como mecanismo de acción orienta-
do a la gestión de los recursos humanos. El subsis-
tema de organización del trabajo ha tenido una 
fuerte revisión en los últimos años, por lo que se 
presenta una estructura un poco más consistente 
y adecuada. Por último, las prácticas de negocia-
ción laboral han estado marcadas por el confl icto 
impactando sobre el subsistema, mientras que los 
benefi cios sociales se han movido o como meca-
nismos de compensación extrasalarial o como re-
sultado de presiones sindicales extremas. 

IV. RECOMENDACIONES

1. Generación de consensos políticos como 
base de los procesos de reforma del servicio 
civil.

2. Generación de acciones tendientes a la cons-
trucción de una visión integrada que conciba 
a los recursos humanos como activos pro-
ductivos y no como parte de un inventario 
de activos fi jos improductivos. 

3. Ordenamiento de la normativa legal exis-
tente, diferenciando que normas aplican y 
reglamentando los vacíos jurídicos.

4. Diseño de mecanismos e incentivos que pro-
muevan el mérito como forma de ingreso y 
ascenso a la carrera administrativa 

5. Creación de instancias de atención y solu-
ción de confl ictos laborales, de manera que 
se prevengan o se manejen adecuadamente 
confl ictos laborales y se eviten huelgas y pa-
ralizaciones.

6. Desarrollo y fortalecimiento institucional del 
área central de gestión de Recursos Humanos 
que incluya acciones concretas vinculadas a 
otros aspectos que no sean los remunerativos 
o meramente administrativos. 

7. Profesionalización y formación de los cua-
dros directivos y administrativos en las Uni-
dades de Recursos Humanos de las distintas 
áreas.
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 Categorías Factores Comentarios del Evaluador

Antecedentes  Alto confl icto político interno. 
  Precariedad legal y ausencia de cumplimiento de normas.
  Ausencia del mérito a efectos del ingreso y ascenso.

Análisis del contexto  Análisis del marco  Diversidad de regímenes.
institucional legal Intentos de regular política de remuneraciones como núcleo de reforma del sistema.
  Aprobación reciente de Nuevo Marco Legal, Ley 2003-17. orientada a resolver 
  unifi cación de remuneraciones. 

Análisis funcional del  Análisis organizativo   Reforma de 1998 estableció la creación de la OSCIDI y un proceso de total 
servicio civil de la función Recursos  desconcentración de las funciones de gestión de recursos humanos en las áreas de 
 Humanos  RH. Institucionalidad altamente precaria. Reemplazo reciente del CONAREM y 
  OSCIDI por la SENRES. 

 Indicadores   Tendencia creciente de aumento del gasto en personal.
 cuantitativos del   Ausencia de información sobre número de personal de confi anza.
 sistema de SC  Baja compresión salarial: 2,79. 
 analizado La nómina salarial representa el 5,08% del PIB.
  Existencia de un 4,08% de brecha entre sueldo promedio sector privado y 
  sector publico.

Análisis por  Planifi cación Precariedad y fragmentación del proceso de planifi cación.
subsistemas  Ausencia de información.
  Marco permanente de restricciones presupuestarias.
  Existencia de modalidades de contratación por servicios ocasionales y profesionales. 

 Organización del  Formalización reciente de procesos de organización del trabajo en base a procesos 
 trabajo (2001). 
  Existencia de sistema de clasifi cación de puestos y manuales. 

 Gestión del empleo Ausencia del principio de mérito.
  Nepotismo, y prácticas de patronazgo político.
  Diseño legal que permite una movilidad adecuada.
  Ausencia de uso de medidas disciplinarias.

 Gestión del  Práctica formal con grado variable de realización. 
 Rendimiento El rendimiento no está asociado a la estrategia y objetivos de la organización.
  Ausencia de una cultura de evaluación del desempeño. 

 Gestión de la  Ausencia de una política de compensaciones hasta el momento. Inequidad interna 
 Compensación por diversidad de regímenes.
  Intento de unifi cación y homologación a partir de Nueva Ley 2003-17, con fuertes 
  resistencias internas. Sistema de pensiones en crisis.

 Gestión del Desarrollo Inexistencia de políticas de desarrollo.
  Prácticas clientelisticas asociadas a los ascensos.
  Ausencia de políticas de formación

 Gestión de las   Alto confl icto gremial.
 Relaciones Humanas Uso frecuente de la huelga como instancia de mejoras laborales.
 y Sociales Amplio abanico de benefi cios sociales que serán eliminados por implementación de 
  nueva ley.

Índices del sistema   El valor más bajo se da para el índice de efi ciencia (16%) y el más alto corresponde 
de servicio civil  a capacidad funcional y capacidad integradora que representan un 19%. 

V. TABLA DE SÍNTESIS
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ANEXOS

ANEXO I. Valoración de los puntos críticos

(Ver anexo fi nal)

ANEXO II. Ficha técnica del informe

• Fecha de fi nalización del informe
Diagnóstico fi nalizado en: Julio 2003
Revisión y actualización: Septiembre 2004

• Consultores 
Mercedes Iacoviello y Laura Zuvanic
Asistentes: Yanina Azzolina – María Jesús 
Zuvanic

• Fuentes de obtención de la información

Documentos consultados

Banco Central Ecuador (BCE) (2004) “Informe 
sobre la Proforma Presupuestaria del Go-
bierno Central, de las Entidades Autónomas 
y Límite de Endeudamiento Público”.

MEF (2004) “Proforma Presupuestaria 2005”. 
República del Ecuador. SIGEF. Catálogo de 
régimen salarial.

MEF (2004a) “Presentación de la Proforma del 
Presupuesto 2005”. Subsecretaría de Presu-
puesto. Ministerio de Economía y Finanzas. 
Quito. Ecuador. 

Presentación al Congreso Nacional de la Pro-
forma del Presupuesto General del Estado 
para 2005. República del Ecuador. Gobier-
no Nacional del presidente constitucional de 
la república, Ing. Lucio Gutiérrez Borbúa. 
Quito, agosto de 2004.

SENRES (2004) “Informe sobre Nueva Ley”. 
Secretaría Nacional Técnica de Desarrollo 
de Recursos Humanos y Remuneraciones 
del Sector Público.

Normativa consultada

Constitución Política de la República del Ecua-
dor que fue publicada en el Registro Ofi cial 
1, del 11-VIII-98.

Código del Trabajo. Registro Ofi cial 162, del 29-
IX-97.

Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa. 
Registro Ofi cial 574, del 26-IV-78.

Ley orgánica de servicio civil y carrera adminis-
trativa y de unifi cación y homologación de 
las remuneraciones del sector público. Nº 
2003-17. 6 de octubre de 2003.

Ley de Servicios Personales por contrato se creó 
mediante Decreto Supremo 913 y fue publi-
cada en el Registro Ofi cial 364, del 7-VIII-
73.

Ley de Modernización del Estado, Privatizacio-
nes y Prestación de Servicios Públicos por 
parte de la iniciativa privada se creó median-
te ley 50 y fue publicada en el Registro Ofi -
cial 349, del 31-XII-93. 

Ley orgánica del Servicio Exterior se creó me-
diante Decreto Supremo 2268 y se publicó 
en el Registro Ofi cial 353, del 15-X-64.

Ley de Seguridad Social se creó mediante Ley 
No. 2001-55 y fue publicada en el Suplemen-
to del Registro Ofi cial 465, del 30-XI-2001.

Ley de escalafón y sueldos de los administradores 
profesionales de Ecuador se creó mediante 
Ley 132 y fue publicada en el Registro Ofi -
cial 381, del 10-VIII-98.

Ley de Regulación Económica y Control del 
Gasto Público se creó mediante Ley 122 y se 
publicó en el Suplemento del Registro Ofi -
cial 453, del 17-III-83.

Ley Orgánica de Responsabilidad, Estabiliza-
ción y Transparencia Fiscal se creó mediante 
Ley 2002-72 y fue publicada en el Registro 
Ofi cial 589, del 4-VI-2002.

Ley Orgánica de la Contraloría General del Es-
tado se creó mediante Ley 2002-73 y fue pu-
blicada en el Suplemento del Registro Ofi cial 
595, del 12-VI-2002.
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Ley de Remuneraciones de los Servidores Públi-
cos se creó mediante Decreto Supremo 1338 
y fue publicada en el Registro Ofi cial 714, 
del 3-I-75.

Ley de Carrera Administrativa de la función le-
gislativa se creó mediante Ley 39 y se publicó 
en el Registro Ofi cial 479, del 15-VII-86.

Ley de regulación económica y control del gasto 
público se creó mediante Ley 122 y se pu-
blicó en el Suplemento del Registro Ofi cial 
453, del 17-III-83.

Decreto 1820-04. Escala de remuneración men-
sual unifi cada para los dignatarios, autori-
dades y funcionarios de nivel jerárquico su-
perior. 

Decreto No. 41 (creación de la ofi cina de servi-
cio civil y desarrollo institucional) se publicó 
en el Suplemento del Registro Ofi cial 11, del 
25-VIII-98.

Decreto Supremo No. 302 (vigencia de normas 
de las leyes de defensa y ejercicio profesional) 
que se publicó en el Registro Ofi cial 276, del 
30-III-73.

Reglamento de aplicación de la bonifi cación por 
títulos académicos, especializaciones y capa-
citación adicionales en favor de los servidores 
públicos sujetos a las leyes de servicio civil y 
carrera administrativa y de remuneraciones 
de los servidores públicos que se creó me-
diante Resolución No. DNP-REM 920320 
y se publicó en el Registro Ofi cial 929, del 
6-V-92.

Reglamento del fondo de reserva para los servi-
dores públicos sujetos a la ley de servicio civil 
y carrera administrativa que se creó median-

te Decreto 913 y fue publicado en el Registro 
Ofi cial 391, del 5-III-81.

Reglamento Sustitutivo del Reglamento General 
de la Ley de Modernización del Estado, pri-
vatizaciones y prestación de servicios públi-
cos por parte de la iniciativa privada se creó 
mediante Decreto No. 2328 y fue publicado 
en el Suplemento del Registro Ofi cial 581, 
del 2-XII-94.

Reglamento General de la Ley de Servicio Civil 
y Carrera Administrativa se creó mediante 
Decreto Ejecutivo 646 y fue publicado en el 
Registro Ofi cial 162, del 10-IV-85.

Reglamento General de la Ley de Remuneracio-
nes de los Servidores Públicos se publicó en 
el Registro Ofi cial 371, del 6-II-86.

Reglamento a la Ley Orgánica de Responsabili-
dad, Estabilización y Transparencia Fiscal se 
creó mediante Decreto 96 y se publicó en el 
Registro Ofi cial 18, del 10-II-2003.

Norma Técnica de Ubicación Inicial de los Ser-
vidores Públicos en el desarrollo de carrera 
se creó mediante Resolución OSCIDI-0034–
2000 y fue publicada en el Suplemento del 
Registro Ofi cial 234, del 29-XII-2000.

Resolución No. 139 (Se dispone que la ofi cina 
de servicio civil y desarrollo institucional 
– OSCIDI y el Ministerio de Economía y 
Finanzas, en el ámbito de sus competencias, 
realizarán el estudio de revisión a la clasifi -
cación y valoración de las clases de puestos 
profesionales, se publicó en el Registro Ofi -
cial 561, del 23-IV-2002.

Resolución SENRES-2004-00031 del 18 de fe-
brero de 2004.
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Sitios web consultados

Ministerio de Economía y Finanzas http://minfi nanzas.ec-gov.net/

Banco Central del Ecuador http://www.bce.fi n.ec

Instituto Latinoamericano de Investigaciones Sociales www.ildis.org.ec

Sistema integrado de gestión fi nanciera www.sigef.gov.ec

Tribunal Constitucional http://www.tribunalconstitucional.gov.ec/

Noticias http://www.lahora.com.ec/Opinion.asp?seid=3

Ministerio de Gobierno y Policía http://www.mingobierno.gov.ec/normativa.html

Gobierno Nacional de la República del Ecuador http://www.presidencia.gov.ec

Instituto Ecuatoriano de Servicio Social http://www.iess.gov.ec/

Consejo Nacional de Modernización del Estado http://www.conam.gov.ec/

Noticias http://www.elcomercio.com.ec

Abreviaturas

CEOSL Confederación Ecuatoriana de Organizaciones Sindicales Libres

CONAREM Consejo Nacional de Remuneraciones del Sector Público

CONASEP Consejo Nacional de Control de Sustancias Estupefacientes y Psicotrópicas

DRU-WEB Distributivo de Remuneraciones Unifi cadas WEB

FMI Fondo Monetario Internacional

GRH Gestión de Recursos Humanos

IESS Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social

MEF Ministerio de Economía y Finanzas

OSCIDI Ofi cina de Servicio Civil y Desarrollo Institucional

RH Recursos Humanos

SC Servicio Civil

SECAP Servicio Ecuatoriano de Capacitación Profesional

SENDA Secretaria Nacional de Desarrollo Administrativo

SENRES Secretaría Nacional Técnica de Recursos Humanos

SIGEF Sistema integrado de gestión fi nanciera
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CAPÍTULO 9

Síntesis del diagnóstico
Caso El Salvador1 

I. RESUMEN EJECUTIVO 

Principales conclusiones

Desde 1996, el Banco Mundial (BM) aportó fon-
dos y brindó asistencia técnica para la reforma 
del sistema fi nanciero y de contrataciones, y la 
modernización de los recursos humanos (RH). 
Se dotó a las ofi cinas de una red de información 
sobre RH que permitió la detección de muchas 
irregularidades. Con el apoyo de una consulto-
ra internacional se diseñaron e implementaron 
mejoras en la gestión. La Ley de Servicio Civil 
(LSC) del año 1961 se tornó obsoleta para los 
nuevos paradigmas, pero su proyecto de modi-
fi cación generó fuertes resistencias de la oposi-
ción política que culminaron con la pérdida de 
escaños en la Asamblea y la decisión de aguardar 
escenarios más favorables antes de otorgarle un 
nuevo impulso. 

En la actualidad, las decisiones de RH están 
estrechamente ligadas a la política de restricción 
presupuestaria. Todos los subsistemas muestran 
una gran debilidad salvo el subsistema organiza-
ción del trabajo que relativamente logra un me-
jor desempeño. Se avanzó mucho en la defi nición 
de los perfi les en base a competencias. La gestión 
del desarrollo es el subsistema menos desarrolla-
do: el Instituto de Formación Profesional es un 
organismo del Estado pero sólo capacita a niveles 
gerenciales y pone el énfasis en la capacitación 

del sector privado. También es muy débil la ges-
tión de las relaciones humanas y sociales, por los 
limitados canales de comunicación, la imposibili-
dad de sindicalización de los empleados públicos 
y las escasas garantías de estabilidad y desarrollo 
de carrera a los representantes gremiales. 

Los índices representan en promedio alrede-
dor del 13% de la escala prevista. El menor valor 
individual (8%) corresponde al índice de capa-
cidad integradora, lo que se corresponde con el 
reducido reconocimiento de derechos gremiales 
y baja calidad de los benefi cios sociales, y el ma-
yor (18%) al índice de capacidad funcional, por 
los avances realizados en el subsistema de orga-
nización del trabajo. 

Contexto institucional

En los últimos años, El Salvador ha atravesado 
profundos cambios en materia política y admi-
nistrativa. En 1991 recuperó la paz después de 
una guerra civil de 12 años. Desde 1989, la coa-
lición de partidos políticos Alianza Republicana 
Nacionalista (ARENA) ha encabezado el Poder 
Ejecutivo y con el último triunfo electoral del 
2004, estará en el poder hasta el año 2009. Sin 
embargo, desde principios de los ́ 90, el principal 
partido de oposición Frente Farabundo Martí 

1 Autores: Mercedes Iacoviello, Mónica Iturburu e Iva-
nia de la Cruz Orozco
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para la Liberación Nacional (FMLN) ha logrado 
tener una presencia importante en los gobiernos 
municipales y en la Asamblea; su alto poder de 
negociación y su rechazo a aprobar cambios en 
materia de modernización de RH en el sector 
público han impedido que se modifi que la LSC.

Antecedentes

En 1996 el Banco Mundial autorizó un prés-
tamo a El Salvador para fi nanciar un plan de 
modernización del sector público que cuenta 
con cuatro componentes: a) Reestructuración 
institucional y desburocratización, b) Adminis-
tración de los recursos humanos, c) Administra-
ción de recursos fi nancieros y d) Privatización y 
participación del sector privado en la provisión 
de servicios públicos. El plan que el gobierno 
preparó para la modernización de los RH tiene 
el fi n de “dotar al gobierno de capacidad para 
administrar, monitorear y controlar los recursos 
humanos, desarrollar de manera gradual un ser-
vicio público adecuado en términos de tamaño 
y calidad, así como establecer condiciones para 
motivar, incentivar y desarrollar al personal” 
(BM, 1996). Para conseguirlo se propusieron las 
siguientes medidas: “implementar un sistema de 
información sobre la administración de los RH, 
crear una entidad central de la administración 
de los RH, fortalecer las capacidades en cuanto a 
administración de los RH en las unidades opera-
tivas dentro de los ministerios, reducir el empleo 
público para eliminar al personal redundante y 
desarrollar una nueva estructura legal para el 
servicio civil” (BM, 1996).

Entre los proyectos que el BM ha fi nancia-
do o continúa fi nanciando para lograr la mo-
dernización de RH se encuentran la compra de 
equipo para implementar el Sistema Integral 
de Recursos Humanos (SIRH), la contratación 
de expertos para asesorar en la creación de la 
unidad central de la administración de los RH, 
la Coordinación del Componente de RH de la 
Secretaría Técnica de Modernización (CRH-
STM), el desarrollo de un sistema de nivelación 
y remuneración, servicios de consultoría para 

desarrollar un sistema que contenga procedi-
mientos de reclutamiento, selección, promoción 
y desvinculación de trabajadores, servicios de 
consultoría para modifi car la estructura legal del 
servicio civil, y entrenamiento al personal para 
la puesta en marcha de todas las reformas que 
acompañan al proceso de modernización.

Los gobiernos encabezados por la ARENA 
han demostrado una auténtica voluntad política 
para modernizar la gestión de RH en el gobierno 
central. El principal logro obtenido hasta el pre-
sente ha sido reducir el excedente de plazas, que 
habían sido creadas principalmente entre 1988 y 
1994 para disminuir los índices de desempleo, lo 
que implicó una importante reducción del gasto 
público. El programa de modernización tam-
bién ha incluido esfuerzos importantes por crear 
y mantener actualizada una base de datos con 
información sobre los RH en el sector público, 
el Sistema de Información de Recursos Huma-
nos (SIRH) para lo cual, en una primera etapa 
se dotó a las ofi cinas de RH de equipamiento in-
formático moderno para crear una red de infor-
mación sobre los empleados públicos.

La segunda etapa del proceso de moderni-
zación comenzó en enero del 2002. Desde en-
tonces y hasta junio de 2004, la empresa Hay 
Group fue contratada por el gobierno para di-
señar e implementar varias mejoras en la ges-
tión de RH y probarlas en experiencias piloto. 
El objetivo buscado en esta segunda etapa fue 
continuar el proceso de modernización de RH 
haciendo hincapié en la gestión del rendimiento, 
la capacitación y la confección de una base de 
datos que abarcara la información sobre este as-
pecto, así como la sanción de una nueva ley. Los 
principales resultados han sido el diseño de un 
nuevo modelo de RH que guiará toda la moder-
nización del empleo público, la capacitación de 
directivos y la implantación de medidas para la 
transformación de las ofi cinas de RH.

Además de la CRH-STM, existen otros ór-
ganos que intervienen en la gestión de RH: a) 
las Comisiones de Servicio Civil (CSC), unidades 
que se conforman en cada una de las dependen-
cias públicas para dar seguimiento y solución a 
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asuntos confl ictivos que involucren a un traba-
jador, formadas por tres representantes (minis-
terio, Tribunal del Servicio Civil y empleados); 
b) el Tribunal del Servicio Civil (TSC), cuya 
función principal es conocer, en recurso de re-
visión y de nulidad, las resoluciones defi nitivas 
pronunciadas por las CSC; c) la Coordinación 
Nacional Unidad de Defensa de los Derechos del 
Trabajador – Procuraduría General de la Repú-
blica (CNUDDT), ofi cina que sólo prestaba sus 
servicios a trabajadores del sector privado y que 
a partir del año 2000 comenzó a brindar asesoría 
legal a los trabajadores cuyos casos serían revisa-
dos en las CSC; hasta entonces, los empleados 
carecían del derecho de solicitar asesoría legal 
para garantizar que su caso fuera revisado y so-
lucionado con objetividad y en apego a la ley; d) 
la Corte de Cuentas, órgano de contralor cuya 
función es supervisar que los fondos públicos 
destinados al pago de salarios se utilicen de ma-
nera adecuada, y de establecer sanciones para 
quienes hagan uso indebido de dichos fondos.

Con respecto al marco normativo, los acto-
res involucrados en la gestión del empleo público 
han actuado con base en la Ley de Servicio Civil, 
dictada a través del Decreto Nº 507 de 1961, me-
diante la cual se instruye y guía a las Comisiones 
de Servicio Civil, al Tribunal de Servicio Civil 
y a todas las dependencias involucradas en las 
relaciones del Estado y sus funcionarios y em-
pleados. Cabe señalar que la LSC no cuenta con 
un reglamento que establezca funciones y atri-
buciones precisas, y resulta obsoleta para darle 
respaldo legal a la modernización del sistema de 
RH. 

Se han realizado esfuerzos por impulsar la 
reforma de la LSC pero no fueron exitosos. A 
fi nales de los ´90 y una vez iniciado el proce-
so de implantación del SIRH (aplicado en 150 
instituciones), el BM sugirió crear una ley para 
el servicio profesional, para lo cual se contrató 
a una consultora que elaboró un anteproyecto 
de ley incompatible con la Constitución de El 
Salvador. Ante esto, el BM autorizó una nueva 
contratación que incluyó a expertos en leyes sal-
vadoreñas. 

El anteproyecto de ley comenzó a tomar 
estado público en el período preelectoral y el 
FMLN tomó el asunto como uno de los ejes de 
su campaña, presentándolo como un intento 
del gobierno por despedir a empleados públi-
cos y disminuir los derechos de los trabajadores, 
lo que generó malestar en miles de personas, 
que expresaron su rechazo en manifestaciones 
masivas. Esto repercutió negativamente en el 
partido gobernante, que perdió escaños en la 
Asamblea y en municipios. Ante este nuevo es-
cenario, el gobierno decidió hacer una pausa 
en el plan de modernización de RH, pospuso 
la reforma normativa y bajó el perfi l de las ac-
ciones. Hasta la actualidad, no se perciben in-
tentos por reimpulsarla debido a que el Poder 
Ejecutivo está a la espera de un momento polí-
tico más propicio.

A pesar de este freno político-normativo, el 
gobierno ha persistido en el plan de moderniza-
ción de RH, para lo cual ha contado con fi nan-
ciamiento del BM. Asimismo, se han dado dos 
modifi caciones parciales a la LSC con el propó-
sito de regularizar la situación de miles de em-
pleados que han ingresado a la administración 
pública por el régimen de contratos. Aunque esta 
fi gura se creó para trabajadores que desempeña-
ran funciones muy específi cas y por un período 
corto, en la práctica se aplica a 37.258 trabajado-
res, lo que representa aproximadamente el 40% 
del total de empleados públicos2. Las modifi ca-
ciones realizadas a la LSC permiten indemnizar 
a los empleados cuyo contrato no se renueve y 
establece plazos para que las indemnizaciones se 
hagan efectivas. Si bien ello ha permitido a los 
empleados contar con una compensación eco-
nómica ante el cese de la relación laboral por 
vencimiento del contrato, un enorme segmento 
de servidores públicos no tiene la garantía de es-
tabilidad laboral con que cuenta el personal de 
carrera administrativa, aunque el buen desem-
peño es un factor que infl uye considerablemente 
en la permanencia.

2 Datos de julio de 2003.
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Existe otra normativa que regula el empleo 
público, particularmente en lo relativo a los re-
cursos fi nancieros: las leyes anuales de presupues-
to, en las que se describe el monto de gastos en 
servicios personales de cada dependencia, y las 
leyes anuales de salarios, en las que se especifi ca 
el número de vacantes y el monto salarial con 
que cuenta cada dependencia para cada puesto.

Análisis de los Subsistemas
Planificación de Recursos Humanos

Existencia e integridad del sistema (1)
Los elementos determinantes para la planifi ca-
ción de los RH son la política de austeridad (res-
tricción presupuestaria), el plan presidencial de 
gobierno y las necesidades de cada dependencia, 
aunque el peso de la primera es considerable-
mente mayor. Desde 1996 se está realizando un 
relevamiento muy amplio sobre los empleados 
públicos (SIRH) con el propósito de hacer más 
efi ciente la administración. En la actualidad, el 
SIRH sirve como un registro de información 
sobre empleados públicos, aunque se espera 
convertirlo en un sistema que abarque todas las 
etapas y componentes de la gestión de RH. Los 
avances en este sentido se han dado en el dictado 
de cursos al personal de las ofi cinas de RH de 
modo que conozcan el nuevo enfoque que se le 
quiere dar al empleo público y lo vayan aplican-
do en sus respectivas dependencias.

Coherencia estratégica (2–3)
La empresa Hay-Madrid realizó un estudio para 
mejorar la gestión de RH en el gobierno central. 
Dicho estudio contó con la supervisión y coope-
ración permanente de la CRH-STM, lo que hizo 
posible que las propuestas fueran coherentes con 
el perfi l que el gobierno busca para la organiza-
ción de los ministerios y los empleados públicos.

Se percibe que el Ministerio de Hacienda 
(MH) no siempre responde a las peticiones de 
nuevo personal debido a la política de austeri-
dad, con lo cual no se atienden las prioridades 
y orientaciones estratégicas de las ofi cinas del 
gobierno central. No se están creando nuevas 

plazas y se realizan programas de retiro volun-
tario que no siempre se implementan acertada-
mente; algunas veces se afecta la efi ciencia de 
los ministerios, debido a que se eliminan cargos 
necesarios para el buen funcionamiento de la 
dependencia en tanto se conservan otros cuyas 
funciones son redundantes. Las desvinculacio-
nes de personal durante los últimos años han 
generado una redistribución de funciones entre 
los empleados. Para corregir los efectos negati-
vos de la eliminación de plazas, el gobierno está 
promoviendo la movilidad horizontal e interins-
titucional de personal idóneo para compensar 
las necesidades de las instituciones cuyas funcio-
nes son priorizadas.

Información de base (4)
En 1996 se inició la implementación del Sistema 
de Información de Recursos Humanos (SIRH), 
lo que ha permitido contar con el historial de 
todos los empleados públicos. Esta información 
fue relevada con formularios cuyo llenado estuvo 
a cargo de cada empleado, e incluye el listado 
de sus funciones, salario y currículo. La actua-
lización de estos datos está a cargo de los res-
ponsables de RH de cada ofi cina del gobierno, 
quienes deben incluir a los registros los controles 
de asistencia, puntualidad, permisos y licencia 
de cada trabajador. En el mediano plazo se prevé 
incluir perfi les de competencias. La información 
recabada permite a las direcciones de RH hacer 
ajustes en las áreas que presentan discordancia 
entre las funciones que se establecen para un 
puesto y las tareas que efectivamente ejecuta el 
empleado. También resta que el Ministerio de 
Hacienda ajuste sus sistemas al formato que tiene 
actualmente la información del SIRH, debido a 
que para elaborar la propuesta del presupuesto, 
los responsables de fi nanzas en cada ministerio 
duplican el trabajo al tener que ingresar la mis-
ma información en otro formato. 

Como limitación del sistema, sólo hay regis-
tros individuales y no se pueden obtener datos 
agregados (por ejemplo, de edad o género) ni 
correlacionar entre sí algunas de estas variables 
agregadas. 
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Efi cacia (5–9)
Con la puesta en marcha del SIRH se descubrie-
ron serias irregularidades en el empleo público: 
por ejemplo, había personas que cobraban sin 
trabajar o recibían doble paga, y se efectuaban 
pagos a personas inexistentes o fallecidas. De-
tectadas las irregularidades, en la actualidad se 
está trabajando en optimizar los efectivos y en 
distribuir correctamente los recursos. Como 
consecuencia de la eliminación de plazas, los 
responsables de RH están tratando de distribuir 
la carga de trabajo entre el personal remanente 
y entre las distintas dependencias (sin que el in-
cremento de funciones implique incrementos de 
salario). También existen casos de redistribución 
para posibilitar que las capacidades de los tra-
bajadores sean compatibles con sus funciones y 
responsabilidades, aunque para ello debe haber 
disponibilidad de plazas y de recursos. Al fi nal 
de cada año, se informa al MH sobre estas redis-
tribuciones.

El sostenimiento de la política de reducción 
del personal permite inferir la percepción de las 
autoridades superiores de que aún se presentan 
excedentes de personal. El gasto en salarios su-
pera el 50% del gasto del gobierno (sin incluir 
deuda pública ni pensiones).

Con respecto a la califi cación de los plante-
les, hacia 2002 el 4% de los trabajadores sólo ha-
bía completado la escuela primaria, 72% había 
concluido la escuela media y 24% había cursado 
estudios superiores.

Administración (10–11)
Son recientes los esfuerzos por involucrar a los 
mandos superiores en la previsión, elaboración 
y seguimiento de decisiones relacionadas con 
la gestión de los RH a su cargo. Las decisiones 
adoptadas en la gestión de RH están fuertemen-
te condicionadas por la política de restricción 
presupuestaria y de reducción de personal y li-
mita a los responsables de RH en su rango de ac-
ción. La reducción de personal está dando lugar 
a la redistribución de tareas entre personas que 
conservan su puesto. Sin embargo, no siempre 
egresa el personal que sobra ni permanece el ne-

cesario en los ministerios. Actualmente, sólo se 
permiten contrataciones en puestos directivos y 
de personal que participe en proyectos priorita-
rios para el gobierno.

Organización del Trabajo

Existencia e integridad del sistema (12)
Se cuenta con manuales de puestos que señalan 
cuáles son los requisitos, funciones y responsabi-
lidades. Hay evidencia de que dichos manuales 
han sido repartidos a todos los ministerios y que 
en general son consultados y observados.

Calidad técnica y fl exibilidad del 
diseño de puestos. (13–17)
El diseño de puestos no está determinado por 
convenios laborales sino que es el resultado de 
estudios y resoluciones por parte del gobierno, 
en particular del Ministerio de Hacienda, el cual 
es designado por la LSC como el responsable de 
tener una sección de clasifi cación de empleos, en 
el que haya una descripción de los cargos sujetos 
al servicio civil. Un representante gremial sostie-
ne que los trabajadores no tienen en claro los as-
pectos por los que será valorada su contribución; 
sin embargo, esta opinión se contradice con el 
hecho de que la información sobre puestos que 
contiene el SIRH fue completada directamente 
por cada empleado. La precisión en la descrip-
ción de las tareas no es muy exhaustiva y permite 
la adaptación a circunstancias cambiantes o no 
previstas. De hecho, ante el ajuste que está atra-
vesando el empleo público, el personal ha debido 
adaptarse a las nuevas circunstancias derivadas 
de la reducción de personal y de la asunción de 
nuevas funciones, respetando los perfi les, funcio-
nes, responsabilidades y nivel de remuneración, 
lo que ha generado una ampliación vertical y ho-
rizontal de los puestos; no obstante, no hay indi-
cadores del efecto de estos cambios en los niveles 
de productividad o coordinación. 

Existen varias clasifi caciones de puestos: la 
CRH-STM cuenta con una clasifi cación que in-
tenta poder generalizar, otra es utilizada por el 
SIRH y una tercera aplicada por el MH para 
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elaborar el presupuesto; a pesar de la necesidad 
de confl uir hacia el uso generalizado de una sola 
clasifi cación y jerarquización de puestos, las uti-
lizadas responden a criterios racionales y adap-
tados a cada entorno organizativo. 

Calidad de la defi nición de perfi les 
(18–21) y administración (22–23)
Los perfi les de contratación incluyen los siguien-
tes aspectos: nivel académico, experiencia previa, 
conocimientos generales y técnicos requeridos, 
habilidades físicas y mentales particulares y 
competencias para el puesto, comportamientos 
concretos que pronostican éxito en el puesto de 
acuerdo a la fi losofía de competencias de David 
MacClellan de Harvard University. El perfi l de 
competencias fue defi nido por Hay Group-Ma-
drid; para ello se organizó un panel con expertos 
que debieron revisar los perfi les y luego 600 di-
rectores y gerentes salvadoreños los validaron. El 
perfi l está asociado a los niveles de clasifi cación y 
son genéricos, habiéndose defi nido perfi les para 
directores, gerentes, personal técnico y personal 
administrativo, estos dos últimos con y sin perso-
nal a cargo. Las competencias identifi cadas son 
once, de las cuales cada perfi l tiene un máximo 
de nueve. Las once competencias son: compro-
miso con el servicio público, pensamiento ana-
lítico, pensamiento conceptual, búsqueda de 
información, orientación a resultados, orienta-
ción al cliente/ciudadano, impacto e infl uencia, 
gestión del equipo, trabajo en equipo, visión sis-
témica y preocupación por el orden y la calidad. 
Cada competencia tiene un nivel diferenciado de 
acuerdo al cargo, para lo cual se usa el Diccio-
nario de Competencias de Hay MacBeer. Todo 
este avance en cuanto a la defi nición de perfi les 
es relativamente reciente por lo que su aplica-
ción está aun en proceso. Los manuales deben 
revisarse una vez al año para asegurar su actua-
lización permanente. Además, con el proceso de 
reforma que está atravesando el empleo público 
y las constantes mejoras al SIRH, el diseño de los 
puestos y la defi nición de los perfi les han entrado 
en una fase de revisión de modo de adaptarlos a 
la evolución de las tareas y sus nuevas exigencias. 

Los manuales de descripción de puestos de tra-
bajo son aprobados por los titulares de los minis-
terios y sólo ellos los pueden modifi car, aunque 
no hay evidencia de que se involucren directa-
mente en su elaboración.

Gestión del Empleo

Igualdad y mérito en el acceso (24–27)
La LSC establece que los puestos vacantes se 
ocuparán ascendiendo a los trabajadores de la 
clase inmediata inferior y, si hubiera varios can-
didatos, las promociones o ascensos se harán por 
concurso entre los aspirantes inscriptos. Ante 
una vacante que no pueda llenarse por ascenso 
“la CSC respectiva hará a los aspirantes a ocu-
parla un llamamiento por medio de un aviso que 
se publicará una sola vez en uno de los diarios 
de mayor circulación en la República (...) y por 
medio de telegrama dirigido a sus respectivas 
direcciones”. En la práctica, cuando un puesto 
no puede llenarse a través del ascenso, se abre la 
convocatoria a otras dependencias o se consultan 
bases de datos de personas que buscan empleo. 
Como último recurso se hace una convocatoria 
abierta que se difunde a través de periódicos. 
En algunas dependencias, los candidatos sugeri-
dos por políticos son sometidos a evaluación, al 
igual que los otros postulantes. En caso de que 
no cumplan los requisitos para el cargo, esto se 
informa al político que los postula, de quien de-
pende reconfi rmar la solicitud de ingreso. Es pe-
queño el número de puestos que por ley deben 
ser cubiertos por personal designado con arreglo 
a criterios y mecanismos de tipo político (0.78% 
del total). Sin embargo, no es posible estable-
cer la infl uencia política en las designaciones de 
planta general, ya que no existe un órgano que 
ejerza un control independiente a los ministerios 
en las etapas de ingreso y selección. 

En la mayoría de las dependencias predomi-
na el personal de sexo masculino pero última-
mente se han realizado acciones para facilitar el 
empleo de mujeres en puestos no tradicionales 
(por ejemplo en puestos de motoristas) y se las 
observa ocupando cargos de nivel medio en va-
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rios ministerios. Se perciben indicios de discri-
minación basados en la militancia política o en 
la pertenencia a asociaciones gremiales, dando 
preferencia a los recomendados políticos o inte-
rrumpiendo la progresión del empleo público de 
los asociados a sindicatos.

Calidad del reclutamiento (28)
Debido a que existen varios mecanismos para 
reclutar aspirantes, tales como promoción, bús-
queda en base de datos, aviso en distintos minis-
terios o convocatorias abiertas, generalmente se 
cuenta con un número aceptable de candidatos, 
a lo que también contribuye el nivel de desem-
pleo (6.5% en 2003). 

Calidad de la selección (29–32)
Suelen consultarse los perfi les de competencias 
para realizar una contratación, aunque no hay 
evidencia de que se constituya en una práctica 
sistemática. En la mayoría de las dependencias 
los ingresos dependen de tres evaluaciones: prue-
ba psicométrica, entrevista con el jefe del puesto 
vacante y evaluación de conocimientos técnicos. 
Aunque la LSC establece que la CSC debe estar 
involucrada en la selección, esto no sucede en la 
gran mayoría de los ministerios.

Calidad de la recepción (33–34)
En algunas dependencias se ofrecen cursos de 
inducción y se ha instruido a directores y sub-
directores de RH para implementarlos, pero no 
se cuenta con mecanismos para constatar que se 
trate de una práctica común a todos los ministe-
rios y gobiernos locales3.

La LSC regula un período de prueba de tres 
meses, aunque no hay evidencia de que se rea-
lice una evaluación de rendimiento antes de su 
fi nalización para constatar que el empleado haya 
cumplido con las demandas del puesto.

Movilidad (35) La LSC establece que “los 
funcionarios o empleados podrán ser traslada-
dos a otro cargo de igual clase, aún sin su con-
sentimiento, cuando fuere conveniente para la 
administración pública o municipal y siempre 
que el traslado sea en la misma localidad”. Para 

el traslado a otra localidad, se puede pedir la 
anuencia del interesado, aunque la CSC res-
pectiva puede autorizarlo dando prioridad a la 
necesidad del servicio. Se observa la movilidad 
funcional y geográfi ca de los empleados más allá 
de lo establecido por la normativa. Por ejemplo, 
si un responsable de RH considera que un em-
pleado puede desempeñarse mejor en otro pues-
to, puede disponer el cambio de funciones. Estos 
cambios no siempre están relacionados con un 
incremento de salario, ya que éste depende de 
la aprobación y la disponibilidad de recursos del 
MH. Por otro lado, es posible asignar funciones, 
responsabilidades y salarios distintos a través del 
sistema de contratos, en cuyo caso el empleado 
deja de estar sujeto a la LSC y pierde la garantía 
de estabilidad laboral. 

Ausentismo (36)
La Dirección de RH de cada ministerio es res-
ponsable de supervisar los niveles de ausentismo. 
Se percibe que no son altos debido a que los di-
rectores de RH acostumbran hacer llamadas de 
atención a quienes faltan al trabajo de manera 
frecuente. Además, se aplican multas a quienes 
se ausenten del trabajo sin justifi cación. Sin em-
bargo, no hay una base de datos que registre el 
historial de niveles de ausentismo en las distintas 
dependencias.

Disciplina (37)
Según la LSC, un empleado que no observe las 
normas de disciplina estará sujeto en forma in-
cremental a las sanciones de amonestación verbal 
privada, amonestación escrita, multa, suspensión 
sin goce de sueldo, postergación de su derecho 
de ascenso, rebaja de categoría o destitución. La 
ley señala que los jefes solo podrán emitir amo-
nestaciones y suspensiones sin goce de sueldo, 
ya que en las otras sanciones debe intervenir la 
CSC de cada dependencia. Hasta el año 2002, 
las resoluciones de estas comisiones carecían de 

3 Se denomina Departamento al gobierno estadual en 
El Salvador.
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un método objetivo para corregir con equidad 
las conductas inadecuadas de los empleados, ya 
que éstos no tenían asesoría profesional para de-
fenderse de acusaciones infundadas. En la actua-
lidad, los empleados enjuiciados tienen derecho 
a una asesoría legal por parte de la Procuraduría 
General de la República (PGR), con lo cual el 
papel de las CSC ha adquirido un rol más obje-
tivo. Se carece de datos precisos sobre el número 
de trabajadores que no recurre a los servicios de 
la PGR y enfrenta por su propia cuenta los pro-
cedimientos y decisiones de las CSC.

Desvinculación (38–41)
Aunque la ley no contempla despidos o rescisio-
nes de empleo vinculados a criterios políticos que 
afecten a puestos de trabajo de carácter profe-
sional, la información recabada permite afi rmar 
que el régimen de contratos ha disminuido la 
garantía de estabilidad laboral. Hasta hace muy 
poco tiempo era de práctica pasar a personal con 
estabilidad por la LSC al régimen de contratos, 
con el incentivo de un incremento salarial, para 
luego proceder a la no renovación del contrato y 
así disponer de la vacante para su ocupación por 
alguna persona políticamente afín. Existe la posi-
bilidad de despido por incapacidad manifi esta o 
bajo rendimiento, objetivamente acreditada. Sin 
embargo, los empleados públicos muchas veces 
ignoran que tienen derecho a apelar la decisión 
ante la CSC hasta tres días después al de notifi -
cación del despido. La PGR tiene registro de una 
gran cantidad de casos en que no se siguieron 
los mecanismos legales adecuados para destituir 
a una persona. Si el empleado acude a tiempo 
a la PGR para solicitar asesoría legal, es posi-
ble revertir la decisión del despido. Sin embargo, 
muchos trabajadores solicitan ayuda demasiado 
tarde o simplemente no lo hacen. 

Como ya se ha mencionado, existe la posi-
bilidad de rescindir la relación de empleo por 
razones técnicas, económicas u organizativas 
objetivamente acreditadas, que obliguen a la 
reducción de puestos de trabajo. La política de 
recorte de personal a través de la disminución 
de plazas y planes de retiro voluntario ha per-

mitido reducir la carga salarial del gobierno. Sin 
embargo, se sabe de casos en los que el agente 
se ha acogido al retiro voluntario, ha cobrado 
su indemnización y posteriormente fue reincor-
porado al servicio público (estos programas no 
siempre prohíben al retirado la reinserción a la 
administración pública).

No existen muchos segmentos o sectores de 
puestos en los que se detecte una excesiva ro-
tación, salvo entre los abogados, que frecuen-
temente dejan de trabajar en dependencias del 
Poder Ejecutivo para pasar al Poder Judicial. 

Gestión del Rendimiento 

Planifi cación y seguimiento del 
rendimiento (42–45)
Las direcciones de RH no defi nen las pautas o 
estándares de rendimiento. Los empleados no 
conocen los aspectos de su contribución por los 
que serán específi camente valorados, a pesar de 
que conocen cuáles son las funciones y responsa-
bilidades de cada puesto, procuran cumplir con 
el Plan General de Gobierno y en algunos minis-
terios se hacen evaluaciones de desempeño; ello 
se debe a la escasa comunicación que hay entre 
directores, responsables de RH y empleados. No 
hay evidencia de que las metas en cuanto a ren-
dimiento estén orientadas a reducir las fallas y 
carencias que los empleados hayan mostrado en 
evaluaciones previas. En los ministerios donde se 
hacen evaluaciones se diseñan pruebas escritas 
para cada grupo de puestos similares pero no 
son frecuentes. Algunas veces las evaluaciones 
son realizadas por los jefes directos mientras que 
en otras ocasiones se contrata a empresas eva-
luadoras. Según el dirigente de la Asociación 
General de Empleados Públicos y Municipales 
(AGEPYM), los ministerios cuentan con regla-
mentos institucionales que establecen evaluacio-
nes al rendimiento, pero éstas no se realizan de 
manera sistemática. Es relativamente reciente el 
involucramiento de la dirección en cuanto a ob-
servar y apoyar activamente las mejoras de ren-
dimiento. Aún no ha podido medirse el impacto 
de la capacitación a los mandos altos en temas 
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gerenciales. Está pendiente la elaboración de un 
sistema integral de evaluación del rendimiento 
en las dependencias del gobierno central. 

Evaluación (46–48)
Dado que no se establecen explícitamente los 
estándares de rendimiento esperado, no queda 
claro en qué se basan los directores de RH para 
evaluar el desempeño de los empleados. El líder 
de la AGEPYM afi rma que los criterios de eva-
luación del rendimiento no son conocidos por 
los empleados, quienes además consideran que 
los procesos de evaluación son poco fi ables y ob-
jetivos, adjudicándoles como única intención el 
debilitamiento de la estabilidad laboral. 

Administración (49)
No hay evidencia de que los directivos de línea, 
responsables de las unidades de trabajo en los 
diferentes niveles jerárquicos, asuman un papel 
protagónico en la gestión del rendimiento de los 
empleados a su cargo. Dado que la capacitación 
a los mandos altos es reciente, es de esperarse 
que los resultados se perciban en el mediano 
plazo.

Gestión de la Compensación 

Existencia de una estrategia salarial (50)
La estructura salarial y las políticas de retribu-
ción responden a la estrategia de restricción 
presupuestaria. Cada año se elabora una ley 
de presupuesto en la que se señalan los sueldos 
mensuales de los trabajadores del sector públi-
co. La categoría salarial está ligada a la función 
que se desempeña. No hay pagos adicionales por 
concepto de antigüedad o asistencia. 

Equidad interna y externa (51–57)
Los salarios en el sector público son 2.5 veces 
mayores a los del sector privado; sin embargo, 
esta superioridad resulta de la comparación de 
los niveles bajos y medios, mientras que los pues-
tos gerenciales son mejor retribuidos en el sec-
tor privado. En cuanto a la equidad interna, los 
empleados bajo el régimen de contrato pueden 

ganar más que un trabajador en el mismo nivel 
bajo la LSC. Además, los salarios de cargos equi-
valentes varían entre dependencias: en las enti-
dades descentralizadas, los trabajadores de todos 
los niveles perciben sueldos mayores a los que se 
pagan en las dependencias centralizadas, por lo 
que prevén solicitar un ajuste de salarios, aunque 
es poco probable que se haga efectivo debido a la 
fuerte restricción presupuestaria.

La clasifi cación de los puestos por niveles re-
tributivos no sirve para facilitar una progresión 
fl exible y vinculada al rendimiento y aprendiza-
je, ya que éstos no están asociados con incremen-
tos salariales. Los bajos salarios no motivan a los 
empleados, a pesar de lo cual permanecen en sus 
planteles debido al alto desempleo y las más be-
nignas condiciones de trabajo respecto del em-
pleo en el sector privado. En 1998 se otorgó el 
último aumento salarial a los empleados públicos 
el que ascendió al 12%. 

Efi ciencia (58)
Los empleados públicos no tienen incentivos 
para esforzarse, mejorar su rendimiento indivi-
dual o grupal, aprender o desarrollar competen-
cias, debido a que ninguna de estas actividades 
está asociada a estímulos salariales o recompen-
sas no monetarias.

Administración (59–61)
Las planillas de pago son responsabilidad de tres 
actores en cada dependencia: el empleado que 
elabora la planilla, la Dirección de RH y la Ofi -
cina de Finanzas, que ejecuta el pago. En caso 
de irregularidades en los pagos, tales como rea-
lizar cambios no autorizados, el sistema puede 
detectar al responsable. Además, el órgano de 
contralor, la Corte de Cuentas, realiza auditorias 
para supervisar el uso correcto de los recursos, 
aunque estas revisiones no son muy frecuentes 
porque demandan mucho tiempo. La Corte de 
Cuentas también tiene la facultad de recomen-
dar cambios a los responsables del SIRH para 
incluir o modifi car datos sobre los trabajadores, 
con la fi nalidad de facilitar el seguimiento y su-
pervisión de las compensaciones. El SIRH con-
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tiene información sobre las remuneraciones de 
todos los empleados públicos. 

Otras compensaciones. (62–64)
Cuando se hace necesario que un empleado tra-
baje horas adicionales, no se abona una com-
pensación complementaria pero se le permite 
disponer de un descanso equivalente. No hay 
pago de estímulos por buen desempeño ni por 
capacitación. El aguinaldo no es proporcional 
al salario ya que todos los empleados reciben el 
mismo monto, y no existe un sistema de gratifi -
caciones no monetarias. El régimen de pensiones 
de los servidores públicos es el mismo para los 
empleados del sector privado y está regido por 
una ley especial que regula a las administradoras 
privadas de pensiones; el régimen es sólido y des-
de su creación se han introducido modifi cacio-
nes legales para garantizar que sean sostenibles 
en el tiempo.

Gestión del Desarrollo Profesional

Efi cacia del sistema de promoción y 
calidad del diseño de carrera (65–70)
Hay pocas oportunidades de promoción y aún 
no existen planes de carrera. En general, el ren-
dimiento es la variable ponderada en los pocos 
casos de promoción; por una vacante compiten 
los empleados del nivel inferior y aquel que cum-
pla las distintas etapas de la selección obtiene el 
puesto, aunque no hay evidencia de mecanismos 
que eviten la promoción por criterios políticos. 
La información que ha arrojado el SIRH ha per-
mitido reubicar a los empleados que cuentan con 
capacidades y conocimientos superiores a los que 
requiere su puesto, aunque esto en general no se 
ha correlacionado con mejoras salariales.

Calidad de la formación y gestión de la 
formación (71–76)
El Instituto de Formación Profesional es un or-
ganismo público que ofrece cursos de capacita-
ción y formación pero sus servicios se centran 
en la empresa privada. Aunque antes impartía 
cursos sobre ética laboral y servicio público, en 

la actualidad el gobierno está dando prioridad a 
los cursos de carácter gerencial sobre capacida-
des técnicas de los directivos, orientados a resul-
tados. La idea es que los benefi cios de esos cursos 
se socialicen y difundan desde los directivos hacia 
niveles inferiores. Los empleados de niveles me-
dios y bajos tienen pocas oportunidades de capa-
citación, aunque tampoco encuentran incentivos 
para capacitarse porque no están acompañadas 
de mejora salarial. Existen algunos programas 
de desarrollo para personal técnico y adminis-
trativo, principalmente en la CRH-STM, MH 
y el resto de ministerios hasta donde les es po-
sible; adicionalmente la CRH-STM administra 
oportunidades de capacitación en el extranjero 
dirigidas al personal técnico y administrativo 
(provenientes de países, organismos internacio-
nales y otras fuentes externas). 

Los benefi cios derivados de los cursos a los 
mandos altos se perciben especialmente en el 
MH, debido a que una de sus unidades sirvió 
como proyecto piloto: se hizo un diagnóstico 
previo al curso, se evaluó a los participantes y se 
pudieron notar resultados positivos en encuestas 
de clima laboral. Se está capacitando a personal 
de RH en función de la nueva orientación que 
se busca dar a la gestión de personal. La red uti-
lizada para el SIRH también funciona para dar 
cursos de capacitación en línea. Para los cursos 
al personal de RH se realizó un diagnóstico so-
bre capacidades a desarrollarse. La inversión en 
formación está contemplada en el préstamo del 
BM para modernización de los RH. 

Gestión de las Relaciones Humanas y Sociales

Gestión del clima (77–78)
Solo en algunas dependencias se realizan encues-
tas anuales de clima laboral; un representante de 
los trabajadores opina que estas encuestas no son 
sufi cientes para expresar sus demandas e inquie-
tudes, sumado al hecho de que las encuestas pa-
recen centrarse más en actualizar la información 
del ministerio sobre las tareas de sus empleados 
y no en conocer el clima. No se encontraron evi-
dencias de que los resultados de estas encuestas 
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sean utilizados sistemáticamente para mejorar 
las condiciones laborales en el sector público. 

Efi cacia de la comunicación (79–81)
No se detectaron mecanismos de utilización 
frecuente para conocer las iniciativas de los 
empleados. Las decisiones de la dirección y las 
informaciones relevantes no circulan por la or-
ganización con fl uidez y tampoco llegan con 
precisión a todos los afectados.

Equilibrio y calidad de las relaciones 
laborales (82–85)
El representante de la AGEPYM percibe cierto 
desequilibrio en las relaciones laborales, ya que 
el empleador ocupa los medios a su alcance para 
conseguir sus objetivos sin tomar en cuenta la 
opinión de los empleados. 

Predominan las relaciones directas de la 
dirección con los empleados, debido a que las 
instancias de carácter representativo no tienen 
sufi ciente margen de acción para actuar como 
intermediarias entre empleador y empleados.

Gestión del confl icto laboral (86–88)
El grado de confl ictividad laboral no es excesivo, 
aunque esto no se debe a que los empleados vean 
atendidas sus inquietudes y peticiones, sino a que 
por ley no tienen derecho a agruparse en sindi-
catos. Existen asociaciones que buscan canalizar 
las demandas de los empleados públicos, pero los 
dirigentes no pueden realizar tareas gremiales en 
horas de trabajo y además no cuentan con fueros 
para poder actuar libremente y sin temor a que 
sus actividades y opiniones generen represalias 
por parte de los empleadores.

La CSC se constituye en un instrumento 
del empleador para poder resolver a su favor los 
confl ictos laborales, debido a que está integrada 
por un representante del ministerio, un respon-
sable del TSC que generalmente actúa en conso-
nancia con el representante del ministerio, y un 
representante de los empleados que no goza de 
fueros ante las decisiones que tome en sus funcio-
nes. Además, los empleados que no están bajo la 
LSC también son sometidos a la decisión de la 

CSC a pesar de no contar con la representación 
de un empleado en sus mismas condiciones. Aun-
que los empleados pueden acudir al TSC, gene-
ralmente desconocen ese derecho. No es práctica 
común capacitar a los miembros de la CSC para 
ejercer las funciones que esta actividad implica: 
reunir pruebas, evaluarlas y emitir una decisión 
con base en la ley que rige al trabajador. Actual-
mente, la CNUDDT brinda asesoría en materia 
legal a los servidores públicos, lo que resultó de 
la iniciativa de la PGR, aunque no hubo oposi-
ción del gobierno; está previsto elaborar manua-
les informativos para que los servidores públicos 
conozcan sus derechos. 

Gestión de las políticas sociales (88–89)
Los trabajadores tienen derecho a obtener una 
pensión por vejez, invalidez o muerte a causa de 
riesgos comunes, así como acceder a la cobertu-
ra de salud proporcionada en hospitales públi-
cos. Los maestros cuentan con un fondo que les 
brinda un plan de salud diferenciado del resto de 
los empleados públicos. Los representantes de la 
AGEPYM sostienen que el servicio de salud reci-
bido en los hospitales públicos es defi ciente. 

Organización de la Función de 
Recursos Humanos 

Según los términos del acuerdo con el BM, el 
componente de modernización de RH (CRH-
STM) depende directamente de la Unidad de 
Coordinación del Proyecto o Coordinación Téc-
nica de Modernización, actualmente conocida 
como Subsecretaría Técnica de la Presidencia 
para la Modernización. A su vez, ésta depende 
de la Comisión Presidencial para la Moderniza-
ción del Sector Público, también conocida como 
Secretaría Técnica de Modernización. 

La CRH-STM es responsable de dar se-
guimiento a los objetivos y estrategias que se 
plantearon en el acuerdo con el BM para la mo-
dernización de RH y está integrada tanto por 
funcionarios públicos como por asesores exper-
tos en gestión de personal. Se encuentra en una 
posición jerárquica superior a los ministerios 
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donde se está implementando la modernización 
de RH.

Existe una amplia comunicación entre el 
BM y la CRH-STM para dar seguimiento a los 
avances del proyecto de modernización. Los di-
rectores de RH están comenzando a tener un 
mayor margen de autonomía para desempeñar 
adecuadamente su papel y están recibiendo cur-
sos para mantener actualizados sus conocimien-
tos y capacidades. En especial, los directivos han 
empezado a tomar cursos para fortalecer sus ca-

pacidades de dirección y liderazgo, con lo que 
se espera involucrarlos más en la gestión de los 
RH a su cargo. Se percibe buena disposición en 
algunos, aunque otros no desean asumir las res-
ponsabilidades que el cargo implica.

Las ofi cinas centrales del servicio civil son 
conocidas y valoradas por las direcciones de 
RH, pero casi desconocidas para el resto de los 
empleados públicos, quienes tampoco tienen co-
nocimientos sobre las actividades que realiza la 
CRH-STM.

[–]

SUBSISTEMAS DE LA GESTIÓN DE RECURSOS HUMANOS

ESTRATEGIA

Organización
del trabajo

Gestión del
empleo

Gestión del
rendimiento

Gestión de la
compensación

Diseño de puestos
Definición de

perfiles

Incorporación
Movilidad

Desvinculación

Planificación
Evaluación

Planificación [–]

Gestión del
desarrollo

Gestión de las relaciones humanas y sociales

Clima laboral Relaciones laborales Políticas sociales

[+/–] [–] [–]

[–]

[–]

Retribución monetaria
y no monetaria

Promoción y carrera
Aprendizaje

individual y colectivo

Valoración simbólica de los subsistemas de recursos humanos
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II. INDICADORES 

A) Indicadores Cuantitativos4

1. Tasa de designaciones políticas

I. Cargos que prevén designación política en la  947 Año: 2004
Administración Central  Cálculo propio. Incluye a ministros, viceministros, 
  secretarios de presidencia, ofi ciales mayores y directivos. 
  Fuentes: SIRH-Ministerio de Hacienda (2003) y Ley de 
  Presupuesto 2004.

II. Total de cargos administrativos de la  122.085 Año: 2004
Administración Central   Fuente: Ley de Presupuesto 2004. Cálculos propios con 
  base en plazas reportadas en la Ley 350 emitida el 
  17/06/2004 y publicada el 30/06/2004.

I / II Tasa de designaciones políticas  0.78%

Peso fi scal del empleo público
2. Nómina salarial del gobierno central / Producto Bruto Interno

I. Gastos obligados en servicios personales de la  1.123,18 Año: 2004
Administración Central (en millones)  Fuente: Ley de presupuesto 2004, Ministerio de Economía. 
  Cálculo elaborado sumando los gastos en servicios 
  personales de dependencias centralizadas y descentralizadas.

II. PBI (en millones) 14.400 Año: 2003
  Fuente: Banco Mundial, World Development Indicators 2004

I / II Nómina salarial del gobierno central /  7,8%
Producto Bruto Interno 

Incentivos del Servicio Civil
3. Compresión vertical de los salarios

I. Asignación mensual de la máxima categoría 2301 Año: 2004
  Fuente: Ley de Presupuesto 2004. Sueldo base de la 
  máxima categoría (titulares de dependencias)

II. Asignación mensual de la categoría mínima  101 Año: 2004
  Fuente: Salario mensual de la mínima categoría (personal 
  de apoyo, Ley de Presupuesto 2004).

I / II 22,78

4 Tipo de cambio: 8.750 colones por dólar (tarifa fi ja desde Enero de 2001)..
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Incentivos del Servicio Civil
4. Sueldo gubernamental promedio del gobierno central / PIB per cápita

I. Sueldo promedio Administración Central (Anual) 7.080 Año: 2004
  Fuente: Dato proporcionado por personal del Ministerio de 
  Hacienda de El Salvador.

II. PBI per cápita (Anual) 4.800 Año: 2003 (estimado)
  Fuente: CIA. Cálculo elaborado dividiendo el PIB de 2003 
  entre la población a julio de 2003.

I / II 1,47

  
Incentivos del Servicio Civil
5. Sueldo gubernamental promedio del gobierno central / sueldo promedio del sector privado

I. Sueldo promedio Administración Central (mensual) 590 Año: 2004
  Fuente: Dato proporcionado por personal del Ministerio de 
  Hacienda de El Salvador.

II. Sueldo promedio del sector privado (mensual) 231,99 Año: 2003
  Fuente: Encuesta de hogares elaborada por el Ministerio 
  de Economía Estadística y Censos. 

I / II 2.54 

  
Dotación de Servicio Civil
6. Número total de empleados públicos en el gobierno central / población total

I. Número total de empleados públicos en la  122.085 Año: 2004
Administración Central  Fuente: Ley de Presupuesto 2004. Cálculos propios con 
  base en plazas reportadas en la Ley 350 emitida el 
  17/06/2004 y publicada el 30/06/2004.

II. Población Total 6.638.168 2003
  Fuente: www.digestyc.gob.sv. – Proyecciones

I / II 1,84%

  
7. Gasto público total del gobierno central (excluye pensiones y servicio de la deuda) / Número total de empleados 

públicos del gobierno central

I. Gasto público total de la Administración Central  2.077,42 Año: 2004
(en millones)  Ley de presupuesto 2004 – Ministerio de Hacienda

I. Número total de empleados públicos de la  122.085 Año: 2004
Administración Central  Fuente: Ley de Presupuesto 2004. Cálculos propios con 
  base en plazas reportadas en la ley 350 emitida el 
  17/06/2004 y publicada el 30/06/2004.

I / II  0.017
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Tabla de índices
    Valor 
 Valor Índices Porcentaje  subíndices Porcentaje 
Índice (escala 0 A 20) de la escala               Subíndice (escala 0 a 10) de la escala

(E) Efi ciencia 3.33 17%    

(M) Mérito 1.85 9%
    

(CE) Consistencia  2.65 13%
estructural    

   (CES) Coherencia estratégica 1.43 14%

   (CD) Consistencia directiva 0.71 7%

   (CP) Consistencia procesos 1.83 18%
    

(CF) Capacidad  3.50 18%
funcional    

   (COM) Competencia 1.81 18%

   (EI) Efi cacia incentivadora 1.62 16%

   (FL) Flexibilidad 1.82 18%
    

(CI) Capacidad  1.65 8%
integradora

B) Índices para la evaluación de los sistemas de servicio civil 

Efi ciencia 
Las mayores debilidades surgen del sistema de 
remuneraciones que resulta inequitativo, interna 
y externamente, costoso para la economía del 
país, no presenta incentivos salariales ni extrasa-
lariales y la escasa formación no responde a las 
necesidades. Se rescatan como aspectos algo más 
adecuados el esfuerzo de redistribución de efecti-
vos para hacer más compatibles capacidades con 
funciones y responsabilidades, cierta cultura de 
compromiso de los directivos por el control del 
ausentismo, escasa rotación de personal (salvo 
abogados), las iniciativas recientes en especial en 
el MH para orientar la inversión en formación 
en base al diagnóstico de necesidades y evaluar 
su impacto, y la existencia de un sistema de pen-
siones idéntico al sector privado. 

Mérito 
Se establecen mecanismos de selección que per-
miten alguna selección del aspirante, pero recu-
rren a la convocatoria abierta en última instancia. 
Aunque el sistema no está exento de la ingerencia 
política, se han establecido algunos fi ltros para 
que la falta ostensible de mérito sea detectada. 
Los salarios están regulados por ley y controlados 
por distintas instancias. También se han llevado a 
cabo acciones para facilitar el empleo de mujeres. 

Consistencia Estructural
Coherencia estratégica: La política de austeridad 
presupuestaria ha sido determinante para la es-
trategia de RH y, en este sentido, se advierte la 
coherencia de acciones realizadas, salvo algunas 
excepciones como el reingreso de agentes que ha 
cobrado retiro voluntario.
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Consistencia directiva: Los altos funcionarios han 
tenido una participación importante en la de-
fi nición de perfi les de competencias que contó 
con el apoyo de una consultora y están siendo 
capacitados para la nueva orientación de RH. 
Se observa un reciente aumento de autonomía 
y compromiso en la mejora del rendimiento del 
personal. Como debilidad, los directivos no asu-
men adecuadamente sus responsabilidades como 
gestores de RH.

Consistencia de procesos: Existen varias clasifi cacio-
nes de puestos que responden a criterios raciona-
les y se está tratando de generalizar una de ellas. 
Se ha hecho un gran avance en la defi nición de 
perfi les y en la puesta en marcha de un sistema 
de información de RH que ha permitido detectar 
irregularidades y hacer ajustes entre competen-
cias y puestos. Existen serias carencias en la eva-
luación del rendimiento, en el equilibrio de las 
retribuciones entre similares puestos, no existen 
políticas y ofertas de capacitación generalizables, 
y no existen planes de carrera ni hay equilibrio 
en las relaciones entre directivos y empleados.

Capacidad Funcional 
Competencia: Refl eja los avances registrados en la 
defi nición de perfi les de contratación. Si bien las 
convocatorias abiertas no son habituales, los mé-
todos utilizados producen un número considera-
ble de candidatos. 

Efi cacia: Se han aplicado evaluaciones de rendi-
miento pero los representantes del personal los 
consideran poco fi ables. Si bien los directivos 
asumen el control del ausentismo y la discipli-
na, los empleados no se sienten incentivados al 
esfuerzo. 

Flexibilidad: Las normas prevén cierta fl exibilidad 
en términos de posibilidad de despido por bajo 
rendimiento, y de hecho la política de dismi-
nución de plazas ha permitido reducir la carga 
salarial, y la movilidad horizontal e interinstitu-
cional.

Capacidad Integradora 
Refl eja las limitaciones de la gestión del rendi-
miento y de las remuneraciones. También incide el 
bajo desarrollo de los canales de comunicación. Se 
han hecho encuestas de clima en algunas depen-
dencias. Se rescata en términos relativos la gestión 
de las relaciones laborales, por la predisposición a 
la concertación, pero resalta la restricción legal de 
los trabajadores a agruparse en sindicatos. 

III. CONCLUSIONES

Análisis de áreas causales

Con apoyo de expertos y fi nanciamiento del BM, 
el planeamiento del sistema ha avanzado en el 
desarrollo de una base de datos de los empleados 
públicos; no obstante, la política de austeridad 
ha condicionado a todo el sistema. En cuanto 
a la organización del trabajo, se han elaborado 
perfi les de competencia para cada puesto y se 
cuenta con manuales de puestos, todo lo cual se 
hizo con apoyo de una consultora externa. Para 
la gestión del empleo, se cubren las vacantes a 
través de la promoción o consulta de bases de cu-
rrículum vitae y se hacen convocatorias abiertas 
en casos excepcionales, pero no hay mecanismos 
que impidan la ingerencia política en los nom-
bramientos de planta. Con respecto a la gestión 
del rendimiento, aún no existen sistemas de eva-
luación basados en criterios bien defi nidos. La 
gestión de la compensación está dominada por 
la restricción presupuestaria; los salarios de los 
niveles medios y bajos son mayores a los priva-
dos, y es a la inversa en los niveles gerenciales; 
no hay incentivos para mejorar el rendimiento. 
Para la gestión del desarrollo, los cursos están 
restringidos a los mandos altos y a los responsa-
bles de RH, con el propósito de mejorar su des-
empeño. La gestión de las relaciones humanas 
y sociales adolece de canales de comunicación 
efectivos entre empleados y directivos, lo que se 
suma a cierto desequilibrio en sus relaciones: los 
trabajadores del gobierno sólo pueden formar 
asociaciones y sus líderes no cuentan con garan-
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tía de estabilidad laboral. La organización de la 
función de RH está siendo mejorada a través de 
cursos de capacitación. 

Factores del contexto interno y entorno 

La política de restricción presupuestaria ha mo-
delado la gestión y modernización de los RH. 
Por otro lado, la LSC se ha convertido en un 
instrumento legal obsoleto que no se correspon-
de con las dimensiones y características actuales 
del sistema de RH. El rechazo a la sanción de 
una nueva ley fue utilizado como bandera po-
lítica de la oposición, por lo que se espera un 
momento político más propicio para replantear 
su discusión. 

Conclusiones principales del diagnóstico

A pesar de haberse frustrado la sanción de un 
nuevo marco normativo, el gobierno de El Sal-
vador ha podido avanzar levemente en el dise-
ño de procedimientos y en la implementación 
de algunos cambios, lo que demuestra que la 
determinación política de las autoridades se 
constituye en el elemento determinante en la 
reestructuración y mejora del empleo público. 
El riesgo de insistir en el tratamiento de la nor-
ma en el actual escenario, hace peligrar esos 
otros avances. En tanto se mantenga este es-
cenario, el Poder Ejecutivo deberá centrar sus 
esfuerzos en sostener y profundizar el proceso 
de cambio y construir una base de consenso 
político imprescindible para la sanción de la 
norma.

IV. RECOMENDACIONES

La aprobación de una nueva LSC, además de 
consolidar los avances alcanzados, permitiría 
protegerlos de los cambios que anhela imponer 
la oposición política. No obstante, el compás de 
espera hasta el surgimiento de una coyuntura 
política más favorable para la aprobación no de-
bería constituirse en un desacelerador del proce-

so de reforma. Es importante seguir avanzando 
y proponer, si se hace necesario, modifi caciones 
menores a la LSC para resolver problemas pun-
tuales (como ya se hizo con la indemnización a 
contratados). 

Deberían replantearse las funciones y atribu-
ciones de las CSC, de modo que sea posible el 
desarrollo de las competencias que establece la 
LSC: participación en los procesos de selección, 
integración de un representante de los empleados 
por contrato, mejoramiento de los conocimien-
tos específi cos y competencias de sus integrantes, 
entre otros. 

En cuanto al subsistema de planifi cación, se 
recomienda la consolidación del SIRH y su utili-
zación como instrumento para toma de decisio-
nes y registro de todas las etapas de la gestión de 
RH. Con la información adecuadamente pro-
cesada y analizada, podría lograrse una mayor 
compatibilización entre la política de restricción 
presupuestaria y las estrategias de recursos hu-
manos. En ese contexto, en lugar de medidas de 
alcance masivo que pueden ser contraproducen-
tes al sistema, como por ejemplo los programas 
de retiro voluntario, debería actuarse específi ca-
mente en la detección de las áreas con exceso de 
personal, para su reconversión y reubicación. 

En cuanto a la gestión del rendimiento, se 
recomienda institucionalizar e implementar pro-
gramas de evaluación de desempeño, de modo 
de instaurar una práctica organizacional fun-
cional al nuevo marco normativo. Para mejorar 
la gestión del empleo se hace necesario abrir las 
convocatorias para garantizar equidad y asegu-
rar el acceso a la administración pública de las 
personas con las competencias más adecuadas.

Además, es necesario que la CRH-STM 
implemente un sistema de supervisión de las 
comunicaciones que los propios directores de 
RH mantienen con las sub-unidades. Dado 
que la Corte de Cuentas ejerce el contralor, la 
mayor comunicación entre CRH-STM y los 
encargados de los RH también permitiría ir 
corrigiendo fallas en el proceso de moderniza-
ción de los RH y evitar que se sancione a las 
dependencias.
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a los trabajadores sobre sus derechos. También 
mejoraría las propuestas y la relación con el sin-
dicato, la creación de un espacio de articulación 
y enlace entre la Presidencia y la AGEPYM para 
que a través de esta última los empleados públi-
cos puedan participar con propuestas en la mo-
dernización de RH del sector público.

En lo referente a la gestión del desarrollo, se 
recomienda extender la oferta de capacitación a 
los trabajadores de mandos medios y personal 
de apoyo.

Respecto a la gestión de relaciones humanas 
y sociales, se torna necesario que la CRH-STM 
participe con la CNUDDT en la información 
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 Categorías Factores Comentarios del Evaluador

Antecedentes  1991: paz luego de guerra civil de 12 años. 1989: coalición de partidos políticos 
  (ARENA) encabeza Ejecutivo y estará en el poder hasta 2009. Desde los 90, la 
  oposición del FMNL ha logrado importante presencia en la Asamblea, e impidió 
  modifi cación de LSC. Desde 1996 el BM aportó fondos para la reforma del sistema 
  fi nanciero y contrataciones, y modernización de los RH. Se dotó a las ofi cinas de red 
  de información de empleados públicos. 2002–2004: consultora fue contratada para 
  diseñar e implementar mejoras en la gestión de RH. 

Análisis del contexto  Análisis del marco  Ley de Servicio Civil, Decreto Nº 507 de 1961, sin reglamento y obsoleta. Esfuerzos 
institucional legal por impulsar su reforma no tuvieron éxito; se espera momento más propicio.

Análisis funcional   Análisis organizativo   Los directivos cuentan con mayor margen de autonomía y capacitación, pero la 
del servicio civil de la función Recursos  mayoría no desea asumir responsabilidades respecto de los RH. Los servicios 
 Humanos centrales del SC son conocidos y valorados por las direcciones de RH, aunque 
  desconocidos por el resto de la organización. 

 Indicadores   Escasa compatibilización de información sobre los RH en la APN. El indicador de 
 cuantitativos del   puestos políticos no es representativo: nombramientos de planta sufren ingerencia 
 sistema de SC  política. Promedio salarial trabajadores de la AC es 2,5 veces superior al del sector 
 analizado privado. Amplia distancia entre categoría superior e inferior (23 veces). Reducido 
  porcentaje de trabajadores públicos s/ población total (1.84%).

Análisis por  Planifi cación Fuertemente condicionada por política de restricción presupuestaria y de reducción 
subsistemas  de personal. 1996: inicio implementación del SIRH, contiene historial de los 
  empleados. En la actualidad integra información presupuestaria pero se producen 
  duplicaciones en la carga y no es posible obtener datos agregados.

 Organización del  Perfi l de competencias defi nido con apoyo de consultoría externa (Hay Group), pero 
 trabajo es relativamente reciente; fue defi nido con participación del personal y de 600 
  directores y gerentes pero los trabajadores aún no tienen en claro qué aspectos de 
  su desempeño serán valorados. Se está revisando para adaptarlos a las nuevas 
  exigencias.

 Gestión del empleo Ante una vacante, se prioriza a empleados del nivel inferior, luego concurso cerrado 
  y consulta de bases de datos. Los “recomendados políticos” también son sometidos 
  a evaluación. Consulta de perfi les de competencias previa a una contratación. 
  Movilidad funcional y geográfi ca de los empleados. Bajos niveles de ausentismo. 
  Mejora de las garantías a los empleados enjuiciados por problemas disciplinarios. 
  Régimen de contratos ha disminuido garantía de estabilidad y se ha detectado un 
  uso incorrecto de las indemnizaciones por despido.

 Gestión del  No se establecen estándares de rendimiento. Evaluaciones aisladas pero los procesos 
 Rendimiento son poco fi ables.

 Gestión de la  Dominada por restricción presupuestaria. Alta inequidad interna y externa. No hay 
 Compensación incentivos para la mejora. Existe ley de salarios y buen control de los pagos. Existe 
  un sistema de información sobre las percepciones salariales de todos los empleados 
  públicos.

 Gestión del Desarrollo No se aplica la carrera, no hay garantías de mecanismos que eviten la injerencia 
  política en los ascensos. Actividades de capacitación casi inexistentes, el órgano 
  público de capacitación ha dado prioridad a la empresa privada y a los altos 
  gerentes. La inversión en formación está contemplada en un crédito BM.

 Gestión de Relaciones Encuestas sobre clima aisladas, sin mecanismos de comunicación, sin derecho a  
 Humanas y Sociales asociarse en sindicatos. Pensión y seguro de salud defi ciente.

Índices del sistema   Índices representan en promedio cerca de 13% de la escala prevista, entre un 
de servicio civil  mínimo de 8% para Capacidad Integradora, y un máximo de 18% para el índice de 
  Capacidad Funcional. 

V. TABLA DE SÍNTESIS
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ANEXOS 

ANEXO I. Valoración de los puntos críticos

(Ver anexo fi nal)

ANEXO II. Ficha técnica del informe

• Fecha de fi nalización del informe
Fecha del diagnóstico: Noviembre 2004
Fecha de la revisión: Enero 2005

• Consultores
Mercedes Iacoviello – Mónica Iturburu – 
Ivania de la Cruz Orozco
Asistentes: Yanina Azzolina – María Jesús 
Zuvanic

• Fuentes de obtención de la información

Documentos 

Banco Mundial (1996) Public Sector Moderniza-
tion Technical Assistance Loan (PSM-TAL): 
Technical Annex – El Salvador, Leadership 
Group, Central America Country Depar-
tment, Latin America and the Caribbean 
Region.
http://web.worldbank.org/external/de-
fault/main?pagePK=64027221&piPK=640
27220&theSitePK=295244&menuPK=295
275&Projectid=P007164 

De Arévalo, Carmen Regina (2003) “Sostenibili-
dad e irrevocabilidad de las reformas del Es-
tado: enseñanzas del caso salvadoreño”. VIII 
Congreso Internacional del CLAD sobre la 
Reforma del Estado y de la Administración 
Pública, Panamá. Documento vinculado ex-
clusivamente al tema Recursos Humanos (y 
no al tema Sistema de Servicio Civil). 
http://unpan1.un.org/intradoc/groups/
public/documents/CLAD/clad0047210.
pdf  

Ministerio de Hacienda de El Salvador (2004) 
“Estadísticas”. Documento presentado du-

rante la “XII Reunión de Directores de Ser-
vicio Civil y de Recursos Humanos del Istmo 
Centroamericano: Las Reformas de Servicio 
Civil en Centroamérica y Tendencias Mo-
dernas en la Gestión del Empleo Público”, 
organizado por la Dirección General de 
Servicio Civil de la Secretaría de Estado del 
Despacho Presidencial de la República de 
Honduras, conjuntamente con el Instituto 
Centroamericano de Administración Públi-
ca, ICAP. Tegucigalpa, Honduras. El docu-
mento contiene datos estadísticos del año 
2003, sobre número de servidores públicos 
y algunas características básicas, como son 
género, nivel educativo e instituciones.

Secretaría Técnica de la Presidencia de la Repú-
blica de El Salvador (2004) “Informe Nacio-
nal de El Salvador: Gestión del Desempeño 
en la Función Directiva Pública”. Documen-
to presentado durante la “XII Reunión de 
Directores de Servicio Civil y de Recursos 
Humanos del Istmo Centroamericano: Las 
Reformas de Servicio Civil en Centroaméri-
ca y Tendencias Modernas en la Gestión del 
Empleo Público”, organizado por la Direc-
ción General de Servicio Civil de la Secreta-
ría de Estado del Despacho Presidencial de la 
República de Honduras, conjuntamente con 
el Instituto Centroamericano de Administra-
ción Pública, ICAP. Tegucigalpa, Honduras.

Normativa consultada

• Ley de Salarios 2003 
 http://www.mh.gob.sv/mh_2003/presu-

puestos/archivo_presupuestos/presupues-
to2003/p2003index.html 

• Ley de Salarios 2004 
 http://www.mh.gob.sv/mh_2003/presu-

puestos/archivo_presupuestos/presupues-
to2004/index.htm 

• Ley de Presupuesto 2003 
 http://www.mh.gob.sv/mh_2003/presu-

puestos/archivo_presupuestos/presupues-
to2003/p2003index.html 
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• Ley de Presupuesto 2004 
 http://www.mh.gob.sv/mh_2003/presu-

puestos/archivo_presupuestos/presupues-
to2004/index.htm 

• Ley de Servicio Civil, Decreto No 507, 1961  
http://216.184.102.84/ 

Entrevistas realizadas

Nombre Organismo-Area Cargo  E-mail

Luz Elena Renderos Secretaría Técnica de la  Coordinadora de Recursos  lrenderos@cpmap.gob.sv 
 Presidencia de la República Humanos 

Gilberto Alfaro Luna Secretaría Técnica de la  Especialista de Recursos  galfaro@cpmsp.gob.sv
 Presidencia de la República Humanos  

Oswaldo Recinos Ministerio de Hacienda Encargado del Sistema de  orecinos@mh.gob.sv
  Información de Recursos 
  Humanos  

Lorena Ponce de Orantes Ministerio de Agricultura Directora de Recursos  adeorantes@mag.gob.sv
  Humanos  

Noel Orellana Comisión de Hacienda y  Técnico asesor
 Especial de Presupuesto  

Germán Muñoz Coordinación Nacional  Titular cnlaboral_pgr@yahoo.com 
 Unidad de Defensa de los 
 Derechos del Trabajador de 
 la Procuraduría General 
 de la República 

William Hueso Asociación General de  Presidente agepym@yahoo.com 
 Empleados Públicos y  
 Municipales de El Salvador 

Oscar López Comisión de Trabajo y  Técnico asesor
 Previsión Social  

• Reformas a la Ley del Servicio Civil, Decre-
to No 678, 2001

 http://216.184.102.84/ 
• Reformas a la Ley del Servicio Civil, Decre-

to No 1135, 2003
 http://216.184.102.84/ 
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Sitios web consultados

Asamblea de El Salvador http://www.asamblea.gob.sv

CIA – Fact book de El Salvador http://www.cia.gov/cia/publications/factbook/geos/es.html 

CLAD http://www.clad.org 

Facultades de la Universidad de El Salvador http://sistemas.ues.edu.sv/facultades/

Global Policy Network www.globalpolicynetwork.org/wfd/el_salvador_english.doc 

Índice Legislativo de la Asamblea de El Salvador http://216.184.102.84/ 

Ministerio de Hacienda de El Salvador http://www.mh.gob.sv 

Procuraduría General de la República http://www.pgr.gob.sv/laboral.htm 

Universidad de El Salvador http://www.ues.edu.sv/

Universidad José Contreras http://www.joseacontreras.net

Taller con expertos / Parte II

San Salvador, El Salvador – 6 de octubre de 2004

Nombre Organismo-Area Cargo  E-mail

Germán Muñoz Coordinación Nacional  Titular cnlaboral_pgr@yahoo.com 
 Unidad de Defensa de los 
 Derechos del Trabajador de 
 la Procuraduría General de 
 la República 

William Hueso Asociación General de  Presidente agepym@yahoo.com 
 Empleados Públicos y 
 Municipales de El Salvador 

Taller con expertos / Parte I

San Salvador, El Salvador – 6 de octubre de 2004

Nombre Organismo-Area Cargo  E-mail

Luz Elena Renderos Secretaría Técnica de la  Coordinadora de Recursos  lrenderos@cpmap.gob.sv 
 Presidencia de la República Humanos 
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CAPÍTULO 10

Síntesis del diagnóstico
Caso Guatemala1 

I. RESUMEN EJECUTIVO

Principales conclusiones

La administración de personal en el Sector Públi-
co de Guatemala se lleva a cabo en un ambiente 
con múltiples desventajas. Los problemas estruc-
turales de la economía guatemalteca generan 
una oferta muy limitada de puestos de trabajo 
permanente, existiendo altos niveles de desem-
pleo y subempleo. El sistema de servicio civil de 
Guatemala presenta características normativas, 
estructurales y sistémicas que le impiden atraer y 
retener recursos humanos de calidad adecuada a 
las necesidades institucionales, y se presenta una 
situación de empleo en el sector público con una 
virtual inamovilidad. 

Estos aspectos podrían iniciar una tendencia 
hacia el cambio en caso de aprobarse el proyecto 
de LSC que hoy se encuentra en el Congreso.

El promedio de los índices se encuentra entre 
un máximo de 29% para Efi ciencia y un mínimo 
de 7% para Capacidad Funcional.

Contexto Institucional

El estado guatemalteco en la segunda mitad del 
S. XX sufrió recurrentes regímenes autoritarios, 
un modelo económico basado en la exportación 
de pocos productos, alto grado de pobreza, una 
administración pública desarticulada e inefi caz 

y un largo confl icto armado interno que termi-
nó en 1996 con los Acuerdos de Paz. En ellos 
fi gura como uno de sus principales compromisos 
la modernización de la administración pública. 
Los indicadores sociales destacan un 25 % de 
población analfabeta, una taza de mortalidad 
infantil del 30.1 cada mil nacidos vivos y una 
malnutrición infantil que alcanza el 29% de la 
población menor de cinco años. En términos 
económicos, la principal actividad en Guate-
mala es el comercio (24.5% del PIB. Los bienes 
producidos dentro del país, son principalmente, 
materias primas y productos de consumo, desta-
cando entre los principales productos de expor-
tación café, azúcar y banano. A partir de 2004, 
inició su mandato Oscar Berger, en las segundas 
elecciones realizadas en Guatemala, luego de la 
fi rma en 1996 del acuerdo de paz que puso fi n a 
una guerra civil de 36 años. 

Marco Legislativo

La Constitución Política de 1985, señala el acce-
so abierto a los cargos públicos en base a criterios 
de mérito y establece a la Ley de Servicio Civil 
(LSC) como el marco regulatorio de los trabaja-
dores del Estado. 

1 Autores: Mercedes Iacoviello y Laura Zuvanic.

Este trabajo se basa en la revision y actualizacion 
del diagnostico realizado por IDC (2003).
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La LSC fue emitida en 1968 —Decreto No. 
1748 del Congreso de la República— entrando 
en vigencia a principios de 1969. La misma con-
templa los fundamentos y principios fi losófi cos 
del sistema, las normas básicas y estructura técni-
co-administrativa para su operación, designando 
a la Ofi cina Nacional de Servicio Civil (ONSEC) 
como ente responsable de velar por su adecuada 
aplicación, incluyendo dentro de sus funciones la 
administración del Régimen de Clases Pasivas. 
La reglamentación de la Ley se realiza treinta 
años después, en 1998 a través del Acuerdo Gu-
bernativo 18–98 de la Presidencia de la Repú-
blica. El reglamento, desarrolla los preceptos y 
precisa los procedimientos para la correcta apli-
cación de la LSC. 

El Poder Legislativo, Judicial y la carrera 
docente, servicio exterior y fuerzas armadas po-
seen marcos normativos específi cos a efectos de 
la gestión de su personal. La legislación general 
(Código de Trabajo) es aplicada supletoriamente 
a la legislación laboral del sector público, notán-
dose dispersión de leyes, regulaciones y normas y 
la existencia de contradicciones y lagunas. 

Cambios desde la fecha 
del diagnóstico (agosto 2003)

En relación a los cambios actuales se prevé im-
pulsar la aprobación de una nueva Ley Servicio 
Civil para el inicio de 2005. Este proyecto está 
en proceso de aprobación desde hace varios años 
y su última versión ha sido consensuada con los 
sindicatos, distintos ministerios y organizaciones 
tales como el Centro de Investigaciones Econó-
micas Nacionales (CIEN). El proyecto contempla 
el reglamento de las clases pasivas, el acceso a 
cargos superiores de acuerdo a mérito y capaci-
dades y pautas para mejorar la competitividad de 
los salarios. Actualmente y con fi nanciamiento 
del Banco Mundial, se está desconcentrando la 
nómina de pagos para recoger la información de 
empleados públicos y que cada ministerio pueda 
acceder a la información de sus empleados. Otra 
de las novedades del nuevo gobierno fue la sus-
cripción por parte del Presidente, los ministros, 

secretarios y comisionados del Código de Ética, 
que contiene las Normas de Ética del Organismo 
Ejecutivo (Entrevista Directora ONSEC, 2004). 

Por último se destacan las difi cultades para 
aplicar la ley vigente. En cuanto al ordenamiento 
general realizado durante los primeros meses de 
asumido el nuevo gobierno, además de la falta de 
información sobre lo actuado en la administración 
anterior se subraya el abuso de la contratación in-
discriminada de personal bajo código presupues-
tario 029 (Entrevista Directora ONSEC, 2004). Por 
último, es de destacar que uno de los objetivos 
del gobierno actual es modifi car radicalmente la 
ONSEC, incapaz de afrontar con su actual dise-
ño los retos actuales en la gestión de los recursos 
humanos (Gobierno de Guatemala, 2004).

Análisis por Subsistemas2

Planificación de recursos humanos

Existencia e integridad (1)
En el caso de Guatemala se pone de manifi es-
to la carencia de una planifi cación de recursos 
humanos. No se poseen análisis que señalen las 
necesidades de recursos humanos ni prácticas 
vinculadas a la optimización de los recursos. 

Coherencia estratégica (2–3)
Ausencia de políticas sistemáticas orientadas a la 
planifi cación. Los mecanismos que han permiti-
do fl exibilizar la gestión de RH están vinculados 
a la incorporación de sistemas de contratación 
fl exible fuera del marco de la Ley del Servicio 
Civil. Se pueden diferenciar varias categorías de 
empleados a partir de su categoría presupuesta-
ria. Están los empleados permanentes (categoría 
011); los empleados por contrato (categoría 022). 
Estos últimos, son contratados para proyectos 
con un plazo de existencia defi nido, por ejem-
plo, proyectos de infraestructura o proyectos con 

2 El análisis de los subsistemas sigue los 93 puntos crí-
ticos establecidos en la metodología, los cuales se listan 
con su correspondiente valoración en el Anexo 1. Para 
cada apartado se indican entre paréntesis los puntos 
críticos asociados.
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fi nanciamiento externo. Estas dos modalida-
des representan la mayor parte de los empleos 
gubernamentales y son las categorías para las 
cuales existe la mayor cantidad de información 
confi able, ya que el pago de los salarios de estas 
categorías se procesa en el Ministerio de Finan-
zas, donde se centraliza la emisión de la nómi-
na del Organismo Ejecutivo. Existe una tercera 
categoría de empleados “temporales” contrata-
dos por hora (categoría 041), dedicados a tareas 
manuales en obras públicas y en hospitales. Mu-
chos de estos empleados han ocupado sus pla-
zas en forma continua durante varios años. La 
cuarta categoría es la 029, que fue creada para 
permitir la contratación de personal califi cado, 
profesional y técnico, para productos defi nidos 
y temporales sin las limitaciones impuestas por 
los reglamentos del Servicio Civil. En la prácti-
ca suelen haber profesionales bajo esta catego-
ría ejerciendo labores permanentes. Esta clase 
de empleados son contratados durante períodos 
hasta de un año con fondos presupuestarios de 
una partida global. Cada ministerio procesa los 
contratos y solicita los pagos correspondientes 
sin intervención de la ofi cina de Servicio Civil, 
estos contratos pueden ser renovados siempre 
y cuando exista asignación de fondos. Si bien 
los contratados bajo la categoría 029 represen-
tan una fracción reducida de la cantidad total 
de empleos, ésta ha crecido signifi cativamente 
desde su inicio. Estos empleados no tienen los 
mismos derechos a las prestaciones que tienen 
los empleados permanentes, recibiendo exclusi-
vamente honorarios. Sobre las categorías 041 y 
029 no existe información consolidada.

Información de base (4)
El número de servidores públicos no se conoce 
con certeza. Hay diferencias signifi cativas entre 
las cifras que proporciona el Ministerio de Fi-
nanzas y las que se consiguen de los propios mi-
nisterios. Los distintos regímenes de empleo se 
administran en formas particulares y no existe 
una base de datos unifi cada. ONSEC carece de 
una base de datos que abarque a todos los em-
pleados del gobierno (Gregory, et. al., 2003).

Efi cacia (5–9)
En la práctica cuando se identifi can necesidades 
de recursos humanos se utilizan medidas no sis-
temáticas que resuelven de manera temporal el 
problema. Se detecta personal excesivo y estable 
entre los empleados menos adiestrados y difi cul-
tades en reclutar y mantener personal de altas 
califi caciones (Gregory et.al., 2003).

Entre los gastos corrientes, el rubro de Re-
muneraciones es el de mayor importancia, el 
mismo ha permanecido en promedio en alrede-
dor del 3.5% del PIB durante todo el período de 
la década del 90 y principios del 2000 y los gas-
tos de personal (salarios y otros benefi cios) han 
constituido en los últimos años entre un 27% y 
29% del gasto total. El descenso del gasto desde 
1995 se debe a que en tres ministerios, Finanzas, 
Comunicaciones y Agricultura se han realizado 
procesos de reducción de personal3, sin embargo 
como contrapeso a estas reducciones se dieron 
aumentos de personal en Educación y Goberna-
ción4. La inexistencia de bases de datos confi able 
no permite establecer valores actuales en relación 
a la tecnifi cación de la plantilla. En este aspecto 
los datos proporcionados por Batres (1995) son 

3 Finanzas trasladó la función de recolección de im-
puestos a una nueva entidad autónoma y descargó el 
personal correspondiente. De ahí que esta disminución 
en el empleo ministerial no represente una reducción 
neta en el total del sector público. El Ministerio de 
Comunicaciones, Transporte y Obras Públicas era res-
ponsable del mantenimiento de caminos y empleaba a 
grandes cantidades de obreros por día. La concesión 
del trabajo de caminos a terceros, permitió al Ministe-
rio reducir el empleo en forma signifi cativa. La mayo-
ría de la reducción en Agricultura es similarmente un 
refl ejo de la reducción de los trabajadores por día en 
estaciones agrícolas del Ministerio, así como del reem-
plazo de empleados profesionales permanentes por un 
número menor de empleados por contrato.
4 El primero vió un gran aumento en el número de 
maestros, dado que se extendió la cobertura de la esco-
laridad primaria, a fi nales de los años 90. El otro gran 
incremento ocurrió en Gobernación y refl eja una ex-
pansión de la fuerza de la policía civil.
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los más cercanos para contar con un panorama 
sobre el ítem. Batres encontró que el 60.2% de 
los puestos eran en los renglones de servicios se-
cretariales y de apoyo, puestos que tienen reque-
rimientos muy bajos de educación para ingresar. 
Sólo el 39.8 % eran de categoría profesional, téc-
nica o administrativa. El 70% de los empleados 
en el sector público reportó nueve años o menos 
de escolaridad. Con seguridad, podemos asumir 
que la mayoría de dichos empleados eran pro-
ducto del sistema escolar público, el cual sufre de 
graves defi ciencias. Solamente el 6% por ciento 
de los puestos en el servicio civil requería un gra-
do universitario y ninguno requería un grado de 
maestría. Sin embargo, el 1.5% de la fuerza la-
boral señaló tener una maestría5 (Batres, 1995).

Administración (10–11)
La ausencia de prácticas de planifi cación siste-
máticas atentan contra la existencia de mecanis-
mos de seguimiento y actualización. 

Organización del Trabajo

Existencia e integridad del sistema (12)
Los puestos en el servicio del Estado están bajo la 
fi gura de Servicio Exento (no sujeto a las disposicio-
nes de la Ley del Servicio civil) que comprende 
puestos como los de funcionarios nombrados por 
el presidente y personas contratadas por servicios 
interinos, ocasionales o por tiempo limitado por 
contrato y cargos ad honorem; Servicio Sin Oposi-
ción: comprende los puestos de asesores técnicos, 
asesores jurídicos y directores de hospitales. Los 
miembros de este servicio están sujetos a la Ley 
del Servicio Civil, excluyendo las disposiciones de 
nombramiento y despido; y Servicio por Oposición: 
incluye a los puestos no comprendidos en las otras 
categorías. Hay escasa correspondencia entre la 
descripción del puesto y las tareas que efectiva-
mente se desempeñan (Gregory et.al., 2003). 

Calidad técnica y fl exibilidad del 
diseño de puestos (13–17)
Guatemala cuenta con un sistema de clasifi ca-
ción de puestos, a través del llamado Plan de Cla-

sifi cación por medio del cual se determinan los 
deberes y responsabilidades de todos los puestos 
comprendidos en los servicios. Todas las insti-
tuciones reguladas por la Ley del Servicio Civil 
deben acomodar sus puestos a esta clasifi cación. 
Estos están diseñados6 sobre la base de “Clase 
Ancha” o genérica, entendida como el conjunto 
de puestos que guardan semejanza en cuanto a 
sus deberes y responsabilidades, aunque en el in-
terior de las instituciones a que pertenecen o los 
programas en que estén inmersos, sean diferen-
tes en las tareas específi cas que tienen asignadas. 
Este esquema cuenta con 12 series, 74 clases de 
puestos y 433 especialidades. Las series incluyen 
trabajadores operativos, profesionales, técnicos, 
informáticos, paramédicos y de dirección técni-
ca entre otros. Los procedimientos que prevé el 
sistema incluyen aspectos formales relativos a su 
fl exibilidad tales como reclasifi cación o reasig-
nación de puestos; reprogramación de puestos, 
cambio de especialidad; traslado de puestos y 
supresión de puestos. Sin embargo estos procedi-
mientos encuentran trabas de tipo presupuestaria 
o meramente burocráticas como por ejemplo en 
el caso de la clasifi cación y/o creación de puestos 
nuevos cuyo trámite puede durar un año. El sis-
tema de valoración por puntos no se ha aplicado 
desde 1989, puesto que los constantes cambios al 
manual de clasifi cación —agregados y supresio-
nes, las presiones salariales realizadas por los sin-
dicatos, y la falta de estudios técnicos posteriores 
a 1988, han ocasionado que la escala de salarios 
no tenga consistencia entre los puestos que re-
gula, ni congruencia con los puestos del servicio 

5 Vale la pena notar que, en ausencia de una base de 
datos computarizada, Batres tuvo que examinar archi-
vos en papel de todos los empleados, para poder ex-
traer estos datos. Desde entonces, nadie ha intentado 
duplicar su esfuerzo, y producir un perfi l más actuali-
zado de la fuerza laboral del gobierno.
6 Acuerdo Gubernativo No. 1168–87 y en vigencia 
desde el 1 de enero de 1988 y sus modifi caciones apro-
badas por Acuerdos Gubernativos o Resolución de 
ONSEC. 3 ONSEC (Departamento de Racionaliza-
ción Administrativa, 1991). 
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exento, en donde las diferencias oscilan entre 100 
y 200% dentro de una misma clase de puestos, 
dependiendo de la institución de que se trate.

Calidad de la defi nición de perfi les 
(18–21)
El Sistema de Clasifi cación de Puestos del Servi-
cio por Oposición, establece los requisitos míni-
mos de los puestos por serie. El sistema no cuenta 
con mecanismos sistemáticos de actualización. 

Administración (22–23)
El sistema es administrado por la ONSEC y la 
Dirección Técnica del Presupuesto. 

Gestión del Empleo

Igualdad y mérito en el acceso (24–27)
Las estipulaciones relativas al mérito y la igualdad 
en el acceso están establecidas en la LSC7, su Re-
glamento y en el Acuerdo Gubernativo 1222–88, 
siendo ONSEC la encargada de diseñar el pro-
cedimiento de exámenes y el establecimiento de 
registros o “banco de elegibles”. Sin embargo, en 
general estos aspectos no se cumplen. El acceso al 
empleo público obedece en su mayor parte a inte-
reses políticos o particulares. Ha habido intentos 
de introducir convocatorias y procedimientos de 
oposición, como en el caso de los maestros du-
rante mediados de los noventa, pero estos proce-
dimientos se abandonaron posteriormente y se 
volvió a nombramientos a cargo del Ministro. 

Calidad de reclutamiento (28)
No se detectan prácticas sistemáticas orientadas 
a promover la calidad del reclutamiento. 

Calidad de la selección (29–32)
Existen una serie de problemas que afectan la 
calidad del reclutamiento. A nivel procedimen-
tal se detectan cuestiones tales como, documen-
tación incompleta en los expedientes, y traslado 
y pérdida de documentación. En el plano de la 
evaluación, ésta presenta elementos defi cientes 
tales como la no evaluación de la capacidad pro-
fesional del candidato antes de llegar a ONSEC, 

la evaluación de carácter general. Se cuenta con 
pruebas —escritas y prácticas— para la serie 
Ofi cina, pero lo relativo a la las series Técnica, 
Técnica Profesional y de Asistencia Profesional 
solamente se cuenta con una prueba de habili-
dad general8.

En lo referente al nombramiento de perso-
nal, la LSC establece en su capítulo III (artículos 
49–53), que al ocurrir una vacante, la autoridad 
nominadora requerirá a ONSEC la lista de can-
didatos elegibles, y que de ésta la autoridad no-
minadora debe seleccionar a la persona idónea 
dentro del período que establece el reglamento 
respectivo, comunicándose al candidato y a ON-
SEC. El procedimiento es meramente formal 
detectándose prácticas discrecionales. Asimismo, 
cabe señalar que en sus aspectos formales el pro-
cedimiento de nombramiento incluye alrededor 
de 19 actividades, incluidas dentro de diez (10) 
pasos generales que consumen alrededor de 138 
días9. Por otro lado casi la totalidad de institu-

7 Artículos del 42 al 48. Este procedimiento aplica para 
los puestos relacionados con el renglón presupuestario 
011. Los puestos correspondientes a los renglones 012 
—permanente en el exterior—, 022 —por contrato— y 
041 —por planilla— no se evalúan. Su selección es res-
ponsabilidad exclusiva de las respectivas instituciones. 
Los puestos correspondientes al renglón 029 —perso-
nal transitorio— se evalúan sin comparecencia.
8 Los Artículos 43 y 44 de la LSC permiten la realiza-
ción de exámenes con la presencia directa del candi-
dato —con comparecencia—, o bien de credenciales 
—sin comparecencia—, en donde solamente se evalúa 
la capacidad mediante la revisión de los documentos 
proporcionados.
9 Un aspecto que infl uye en el atraso de los nombra-
mientos lo constituye el manejo de diferentes formula-
rios. El Formulario Único (1995) sustituyó a los antiguos 
“Avisos de Toma de Posesión y Entrega de Puestos”; 
pero no eliminó al resto. Otro aspecto que contribuye 
es la centralización, ya que solamente la Autoridad No-
minadora —presidente, ministros y en algunos casos 
directores o gerentes— fi rma los nombramientos de las 
unidades administrativas que por ley dependen direc-
tamente de estas dependencias superiores
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ciones no cuenta con los perfi les y requisitos de 
los puestos específi cos de su institución sino sola-
mente con los desarrollados a nivel genérico por 
ONSEC, no tienen claridad de las competencias 
que deben tener los trabajadores en aspectos de 
conocimientos, destrezas, habilidades y actitu-
des. Técnicamente ONSEC no está preparada 
para atender la dinámica administrativa actual, 
independientemente del tamaño del Sector Pú-
blico. La ONSEC dispone de un instrumento 
técnico titulado “Manual de Nombramientos y 
Acciones de Personal”, el cual no es un manual 
en el sentido estricto, porque se limita a copiar 
el conjunto de disposiciones legales que regulan 
la materia. Por último, cabe destacar que ON-
SEC carece de registros sistemáticos (manuales 
o computarizados) de personal. Aunque la LSC 
lo ordene en su artículo 25, numeral 4; a la fecha 
el sistema no dispone de lo que pueda califi car-
se como un Sistema de Información que provea 
de datos ciertos, confi ables y oportunos para la 
toma de decisiones, que evite el doble empleo, 
nombramientos ilegales y personas que están in-
habilitadas para reingresar a la administración 
pública. Algunas dependencias llevan sus regis-
tros basados en “fi les” o censos.

Calidad de la recepción (33–34)
Aún cuando en algunas instituciones se dispone 
de manuales de funciones y procedimientos en 
su mayoría no se ofrecen programas de induc-
ción. La falta de defi nición funcional se complica 
con la ausencia de un proceso bien defi nido para 
la orientación y evaluación de empleados nuevos 
o recientemente ascendidos durante el período 
de prueba especifi cado por la Ley. La LSC esta-
blece en seis (6) meses el período de prueba para 
empleados de primer ingreso y en tres (3) para el 
caso de ascenso dentro del servicio de oposición. 
En el caso del período probatorio por ascen-
so (tres meses), la norma deja una “laguna” en 
cuanto a qué hacer con respecto a la persona que 
no cumple satisfactoriamente el período proba-
torio. En la práctica, no se realizan evaluaciones 
que determinan objetivamente si el empleado en 
período de prueba puede pasar a ser considera-

do como empleado regular. ONSEC ha hecho 
el intento de desarrollar procedimientos para la 
implementación de estándares pero no han sido 
adoptados. 

Movilidad (35)
En lo relativo a ascensos y dado que no se prac-
tican evaluaciones periódicas de los servicios, 
tal como establece el marco normativo, estos se 
realizan por amiguismo o compadrazgo. Existen 
leyes específi cas que establecen criterios de ca-
rrera, siendo el tiempo en un puesto específi co la 
más determinante. Este es el caso del magisterio, 
el ejército y el Organismo Judicial. Por otro lado 
dada la fi gura del emplazamiento, la movilidad 
en los puestos en las entidades u ofi cinas, sin el 
consentimiento del individuo, casi no existe, lo 
que resulta en que muchas de las acciones disci-
plinarias no tienen efecto.

Ausentismo (36)
No se cuenta con registros que permitan evaluar 
este aspecto en el conjunto de la administración. 

Disciplina (37)
Las normas establecen los tipos de sanciones dis-
ciplinarias:1) Amonestación verbal por faltas le-
ves; 2) Amonestación escrita cuando el empleado 
recibió dos o más amonestaciones verbales en un 
mismo mes; 3) Suspensión en el trabajo hasta por 
30 días en un año calendario por falta de cierta 
gravedad, la que tampoco se tipifi ca, quedando 
su interpretación en plena responsabilidad de la 
autoridad nominadora; y 4) Suspensión en el tra-
bajo por detención y prisión provisional durante 
el tiempo que se mantenga. Las sanciones no tie-
nen más efecto que el que las mismas establecen 
y se consideran como correcciones disciplinarias. 
Asimismo, no se detecta su uso frecuente (Gre-
gory et al, 2003)

Desvinculación (38–41)
Establece las razones de despido justifi cado de-
terminando 12 causales. Este tiene como efecto 
que el servidor pierda todos los derechos que la 
Ley le otorga, incluido el pago de indemniza-
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ción, con la única excepción de obtener pensión 
por jubilación; además, el empleado destituido 
queda inhabilitado para desempeñar un cargo 
público durante un período de tres (3) años y en 
casos de delitos de traición, violación de secretos, 
infi delidad en la custodia de documentos y otros 
similares, la inhabilitación es vitalicia. Sin em-
bargo, por falta de controles y registros adecua-
dos de personal, ONSEC no tiene la capacidad 
de verifi car si un empleado que ingresa a una 
dependencia, lo hace en calidad de reingreso. La 
supresión de puestos permite el pago y cobro de 
indemnización, cuando ésta se efectúa con la jus-
tifi cación de reducir los servicios de la institución 
ante la carencia de fondos o bien por reorganiza-
ción administrativa.

El proceso legal que se sigue para destituir a 
un empleado es altamente burocrático y un pro-
blema frecuente en el área de despidos, es la fi -
gura del emplazamiento10 ante los Tribunales de 
Trabajo, la que generalmente es planteada por 
los sindicatos con el fi n de garantizar, no sólo 
la estabilidad laboral, sino la inamovilidad en el 
puesto, ante el cual el procedimiento se extien-
de. El efecto de esta orden es congelar una plaza 
o a la persona que ocupa la plaza, con el objeto 
de proteger a los trabajadores involucrados en 
actividades sindicales. Cuando existe un empla-
zamiento, el despido del empleado por cualquier 
razón debería ser autorizado por un Magistrado 
del Tribunal. Sin embargo, los Tribunales han 
adoptado una interpretación muy libre. Como 
resultado, el emplazamiento sigue en vigor inde-
fi nidamente hasta que sea retirado por la parte 
que lo solicitó. Se aprecia, de esta manera, lo 
difi cultoso del proceso de destitución. Con el re-
surgimiento de sindicatos de empleados públi-
cos a partir de 1986, los pasos se incrementan 
en número y tiempo —más de un año—, y de-
bido a que generalmente los tribunales o la Junta 
Nacional de Servicio Civil emiten resoluciones 
favorables al trabajador, éste es reinstalado y se 
le pagan los salarios caídos de los meses o años 
del proceso. No existen en la práctica despidos 
por razones de bajo rendimiento, y se han pro-
ducido por cambios políticos rescisiones de em-

pleo signifi cativas (Gregory, et.al., 2003, Fuentes 
Aragón 2001).

Gestión del Rendimiento

Planifi cación y seguimiento del 
rendimiento (42–45)
La Ley del Servicio Civil establece que todos los 
empleados deben ser evaluados formalmente 
por su Supervisor por lo menos una vez al año. A 
pesar de que la Ley permite, y de hecho requie-
re, una evaluación del empleado, no se practica 
sistemáticamente en todo el Sector Público. 

Evaluación (46–48)
No se presenta un método de evaluación y ni 
criterios y formularios estandarizados. En teoría, 
ONSEC tiene la responsabilidad de verifi car las 
evaluaciones de los empleados del Sector Pú-
blico aunque en la práctica no se lleva a cabo. 
Asimismo, se supone que las evaluaciones debe-
rían formar parte del expediente personal de los 
empleados y que serán la base para establecer la 
elegibilidad de individuos para los ascensos, au-
mentos de salario y capacitación (Artículo 73). 
Desde cualquier punto de vista esta estipulación 
no es operante. 

La implementación de evaluaciones es resis-
tida por los empleados y los supervisores. En mu-
chas dependencias, los supervisores no tienen la 
capacidad para llevar a cabo evaluaciones obje-
tivas. Por lo general tienen relaciones personales 

10 El emplazamiento tiene su fundamento legal en los 
artículos 379 y 380 del Código de Trabajo en los cuales 
se establece que “desde el momento en que se entregue 
el pliego de peticiones al Juez respectivo, se entenderá 
planteado el confl icto, para el sólo efecto de que nin-
guna de las partes puede tomar la menor represalia 
contra la otra, ni impedirle el ejercicio de sus derechos. 
A partir del momento de presentación del pliego de 
peticiones, toda terminación de contratos de trabajo 
debe ser autorizada por el respectivo juez de Trabajo y 
Previsión Social quien tramitará el asunto en forma de 
incidente; y sin que la resolución defi nitiva que se dicte 
prejuzgue la justicia o injusticia del despido”.
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estrechas con sus subalternos, de tal forma que el 
ejercicio de evaluaciones puede infl uenciar estas 
relaciones en los casos en que las evaluaciones 
no son favorables para los individuos del grupo. 
Cabe señalar que no existe una forma sistemática 
de compensar una labor superior. La estructura 
salarial del Sector Público se caracteriza por un 
sólo salario para cada grado o clasifi cación labo-
ral, al cual en ciertas ocasiones ONSEC puede 
agregar un bono monetario y un complemento 
personal. Existe una excepción para los maestros 
y ciertas clasifi caciones de trabajadores manua-
les en las que los aumentos son concedidos como 
función del tiempo de servicio. 

Administración (49)
La responsabilidad de desarrollar e implemen-
tar el sistema de evaluación fue dada a ONSEC, 
aunque tal como se señaló nunca fue implemen-
tada. 

Gestión de la Compensación

Existencia de una estrategia salarial (50)
No existe una política salarial explicita (Gregory 
et.al., 2003). Los empleados públicos reciben 
compensación por sus servicios mediante distin-
tas modalidades o tipos de benefi cios monetarios 
y no monetarios, algunos pagados en efectivo y 
otros en especie. El salario base es el punto cen-
tral del paquete de compensaciones y está esta-
blecido de acuerdo con la estructura de puestos 
y salarios, la cual se organizó en 1962. En 1988 
se incluyeron dos nuevas clasifi caciones ocupa-
cionales. 

Equidad interna y externa (51–57)
Los salarios son determinados como una cifra 
específi ca para cada puesto, lo que implica por 
ejemplo que todos los secretarios contratados 
en cualquier entidad ganan el mismo salario 
base sin rangos o espacios para incremento 
dentro del mismo puesto. La única forma de 
obtener incremento es mediante otros rubros 
de compensación o aumentos generales del 
Sector Público. La estructura de salarios se ha 

vuelto obsoleta no solo porque no refl eja las co-
rrientes que prevalecen en el mercado laboral 
sino porque la forma en la cual se han ajustado 
salarios a través de los años ha comprimido la 
estructura estrechando los diferenciales entre 
categorías de empleo. Una de las consecuen-
cias es que se ha quitado a los empleados el 
incentivo de desempeñar bien su trabajo para 
califi car para una promoción. Los salarios ofre-
cidos para puestos de menores destrezas son 
iguales o hasta mayores que los del mercado 
laboral mientras que los ofrecidos para puestos 
técnicos, profesionales, y directivos han perma-
necido rezagados en su relación al mercado. 
Mientras hay personal excesivo y estable entre 
los empleados menos adiestrados, hay difi cul-
tades en reclutar y mantener personal de altas 
califi caciones (Gregory 2003). La compresión 
salarial es de 7,75, sin embargo, puesto que la 
estructura salarial básica es tan obsoleta, las en-
tidades gubernamentales han recurrido al pago 
de varios complementos y bonos. Si se suma 
el máximo de esos pagos al salario básico, se 
reduce, llegando para algunos autores a sólo 6 
(Gregory, et.al, 2003).

Efi ciencia (58)
Aspectos tales como la estructura obsoleta de las 
compensaciones, la inexistencia de incentivos 
vinculados al desempeño, y la tendencia al acha-
tamiento de la pirámide salarial no estimulan 
rendimientos diferenciales en el personal. 

Administración (59–61)
Corresponde a ONSEC asignar, modifi car o de-
jar sin efecto la aplicación de bonos y cualquier 
otro benefi cio monetario. Las bonifi caciones de 
complemento al salario inicial se conocen como 
complemento personal y bonos monetarios. 

Otras compensaciones (62–64)
Existen benefi cios no monetarios. Estos benefi -
cios que se proporcionan al trabajador, sin que 
representen una contraprestación inmediata por 
parte de éste, implican, consecuentemente, cos-
tos para el Estado.
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Entre estos benefi cios pueden mencionarse:

1) Horarios Especiales: los empleados pú-
blicos de diversas instituciones y especialida-
des laborales, reciben el incentivo de asistir 
en horario reducido (4 horas) a su trabajo, 
para dedicar el resto de la jornada a efec-
tuar estudios o atender otras situaciones de 
carácter personal. La característica de estos 
horarios es la de ser cuasi-permanentes, re-
novables semestral o anualmente según se 
disponga. Este incentivo se encuentra foca-
lizado en contadas instituciones y puede ser 
ofrecido expresamente o como resultado de 
la fi rma de Pactos Colectivos;

2) Alimentación: es un benefi cio focalizado, 
no dispuesto legalmente. Por costumbre, lo 
gozan los agentes de policía, empleados de 
hospitales y otros selectivamente favorecidos. 
Vía pactos colectivos, en algunas institucio-
nes existe la obligatoriedad de proveer servi-
cio de cafetería con alimentación a precio de 
costo;

3) Otros: Dentro de este rubro puede incluir-
se:
a) Recreación, en cuanto a los centros 

vacacionales que administra el Ministe-
rio de Trabajo y Previsión Social, al que 
obligatoriamente deben contribuir los 
empleados públicos;

b) Transporte, de la vivienda del traba-
jador a la institución y viceversa. Este 
benefi cio no monetario no está regulado 
por la ley y generalmente se concede por 
la costumbre o porque el pacto colectivo 
así lo establece;

c) Prestaciones post-mortem, se pa-
gan en efectivo, por la cantidad de Q. 
2,000.00 (US$ 256.41) o dos salarios del 
funcionario fallecido, el monto que re-
sulte mayor,

d) Guarderías infantiles, para hijos 
menores de los empleados.

En cuanto al sistema de pensiones, se está en 
proceso de impulsar la reforma del sistema de pen-

siones para favorecer a los cotizadores y promo-
ver un sistema de ahorro nacional a largo plazo.
El sistema público de pensiones se ha caracte-
rizado por su baja cobertura y montos de pen-
siones que no se ajustan a las necesidades de las 
personas de la tercera edad.

Gestión del Desarrollo 

Efi cacia del sistema de promoción y 
calidad del diseño de carrera (65–70)
El régimen de servicio civil no establece “carrera 
administrativa” para los empleados. Los regíme-
nes especiales de maestros, policías y relaciones 
exteriores incluyen elementos de “carrera” don-
de la antigüedad es el principal criterio, aunque 
en el militar y policial se establecen requisitos de 
capacitación previa. Si bien la promoción está 
establecida en el marco jurídico del Servicio Ci-
vil, la ausencia de evaluaciones periódicas gene-
ra la práctica de que los ascensos y promociones 
se realicen en base a decisiones de jefes y autori-
dades sin criterios preestablecidos. 

Calidad de la formación y de la gestión 
de la formación (71–76)
La capacitación ofrecida esta más orientada por 
la oferta de los organismos e instituciones que 
brindan esos servicios que por necesidades pre-
vias detectadas. En ese sentido, y a pesar de los 
esfuerzos del denominado “Sistema Nacional de 
Capacitación”, y del Consejo de Capacitación 
(formado por INAP, INTECAP, ONSEC y prin-
cipales centros de formación de los ministerios), 
la capacitación no logra conformar un sistema 
integrado que responda tanto a la evolución de 
las tareas como a los procesos de innovación y 
cambio cultural. Sin embargo, cabe destacar la 
existencia desde 1980 del Instituto Nacional de 
Administración (INAP), que si bien sus capacida-
des han fl uctuado debido al apoyo político dado 
por las respectivas administraciones (Gaillard y 
Saenz, 2003) es un instituto autónomo que pres-
ta servicios al sector público y que conjuntamen-
te con la Universidad de San Carlos ofrece una 
Maestría en Administración Pública. 
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No existen recursos presupuestarios específi -
cos asignados a la capacitación y el Estado gasta 
importantes sumas en programas e instituciones 
cuyo costo/efectividad no ha sido evaluado.

Gestión de las Relaciones Humanas y Sociales

Gestión del clima y efi cacia de la 
comunicación (77–81) 
No se detectan prácticas formalizadas vinculadas 
a la gestión del clima ni de la comunicación. 

Equilibrio y calidad de las relaciones 
laborales (82–85)
A fi nales de 1986, casi todas las dependencias del 
Ejecutivo se habían organizado sindicalmente y 
para 1998 se registraban 473 sindicatos, fede-
raciones y confederaciones activas de los cuales 
143 (30%) son del sector público y 294 (70%) del 
privado (Fuentes Aragón, 2001). El papel y el 
peso de los sindicatos de empleados públicos se 
han venido modifi cando en Guatemala en las úl-
timas décadas, de acuerdo a las tendencias inter-
nacionales. Entre sus principales características 
puede mencionarse que 1) mantienen su rol de 
luchar por reivindicaciones salariales, estabilidad 
y protección laboral; 2) continúan utilizando me-
didas de hecho para presionar a las autoridades, 
aunque orientándose gradualmente a enmarcar-
se dentro de los procedimientos de la ley; 3) man-
tienen el monopolio de la representación de los 
trabajadores, aunque en cada institución puede 
existir más de un sindicato; 4) ha disminuido la 
afi liación formal y el apoyo interno y externo del 
que gozaban en el pasado; 5) se ha incrementa-
do su interés y estrategias de negociación sobre 
temas de la agenda económica como las privati-
zaciones, modernización institucional, globaliza-
ción, comercio exterior y otros. 

Gestión del confl icto laboral (86–87) 
Los sindicatos siguen siendo un actor clave dentro 
de las instituciones y han participado en todos los 
intentos de negociaciones, pactos o acuerdos go-
bierno/sociedad civil entre 1986 y la actualidad. 
Como parte de la reciente legislación de orienta-

ción democrática y la política de “concertación” 
del gobierno de la Democracia Cristiana, entre 
1986 y 1988, después de dos importantes huel-
gas fallidas y de acciones que dejaron sin varios 
servicios públicos a la población, los sindicatos 
de empleados estatales se vieron divididos y su 
imagen deteriorada. Solamente el 8% de los em-
pleados se encuentra sindicalizado formalmente. 
Otros tipos de organizaciones laborales como las 
Asociaciones Solidaristas han crecido y restado 
afi liados a los sindicatos. Su principal función es 
la de la negociación salarial y la negociación de 
pactos colectivos (benefi cios no monetarios).

Una de las principales características de las 
demandas sindicales ha sido formalmente la es-
tabilidad laboral, que en muchos casos se ha con-
vertido en inamovilidad debido al uso de la fi gura 
del “emplazamiento”. En los últimos dos gobier-
nos los sindicatos estratégicamente han jugado 
un papel de denuncia y crítica a las políticas eco-
nómicas liberales, la privatización y últimamente 
la corrupción. Sin embargo, dentro del Programa 
de Modernización del Sector Público se negocia-
ron con los sindicatos procesos de reducción de 
personal en el período 1996–2000, bajo la fi gura 
de “Programas de Retiro Voluntario”.

Por último, cabe señalar la existencia de los 
Pactos Colectivos de Condiciones de Trabajo 
que son resultado de negociaciones entre las par-
tes: el empleador, en este caso, el Estado a través 
de sus instituciones y funcionarios, y los trabaja-
dores, constituidos en Sindicato, por medio de su 
Comité Ejecutivo y Consultivo. Usualmente, los 
Pactos Colectivos son producto de discusiones 
que se inician o concluyen durante el desarro-
llo de una huelga y los benefi cios que establecen 
para los trabajadores sobrepasan los fi jados por 
la LSC o las normas propias, cuando la institu-
ción posee régimen de administración personal 
independiente.

Gestión de las políticas sociales (88–89)
Las políticas de salud están al nivel de los pa-
rámetros nacionales, que muestran un fuerte 
deterioro aunque cabe señalar una serie de ac-
ciones de reforma y mejora que se han puesto 
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en marcha en los últimos años (OPS, 2001). 
La provisión de salud, así como la cobertu-
ra relativa a Invalidez, Vejez y Sobreviven-
cia, accidentes de trabajo; orfandad y viudez 
y gastos de entierro están previstos dentro del 
Régimen de Seguridad Social cuyo referente 
central es el Instituto Guatemalteco de Seguri-
dad Social (IGSS) 

La LSC establece los benefi cios mínimos y 
los sindicatos han infl uido en la obtención de 
mejores condiciones laborales mediante bene-
fi cios no monetarios a través de los Pactos Co-
lectivos de Condiciones de Trabajo. Entre los 
benefi cios fi guran: transporte, subsidios al precio 
de almuerzos, servicios de guardería, servicios 
recreativos, locales sindicales, permisos y capa-
citación. Asimismo, en el marco de la moderni-
zación institucional del estado se han incluido 
algunas acciones tendientes a mejorar el bienes-
tar de los trabajadores (Memoria, 2000, SEGE-
PLAN, 2001). 

Organización de la Función Recursos Humanos

La Ley de Servicio Civil estableció a la ONSEC 
como el cuerpo administrativo del sistema de 
gestión de recursos humanos del Estado. Tam-
bién estableció una Junta Nacional de Servicio Ci-
vil, como la máxima autoridad administrativa y 
guardián del Sistema. Esta Junta tiene la obli-
gación de velar por que ONSEC cumpla con 
las estipulaciones de la Ley del Servicio Civil y 
también resuelve las apelaciones elevadas por 
acciones de funcionarios gubernamentales o 
por ONSEC, ejerciendo el rol de máximo nivel 
en el procedimiento administrativo para la re-
solución de confl ictos entre las partes, previo al 

paso de estos a nivel judicial. ONSEC también 
es responsable de la gestión del régimen de cla-
ses pasivas debiendo realizar todos los procesos 
de administración de las pensiones por vejez (ju-
bilación), invalidez y sobrevivencia de los em-
pleados que contribuyen a dicho régimen. La 
gestión de los recursos humanos es altamente 
centralizada, dejando a los ministerios y demás 
instituciones sin capacidad real de tomar deci-
siones o llevar a cabo procesos básicos como los 
de seleccionar, contratar, administrar compen-
saciones y benefi cios o destituir a sus empleados. 
Las instituciones ejercen un rol de preparación 
de documentos y solicitudes de creación de pla-
zas, nombramientos, reclasifi caciones, destitu-
ciones, etc. que son presentadas para decisión 
de ONSEC. Los procesos de autorización de 
vacaciones, registros, control de asistencia, y 
otras acciones de personal son competencia de 
cada organización. Esta situación fue paliada 
levemente a partir de 1998 cuando se emitió el 
reglamento 18–98 previsto en la ley desde 1968 
y en los que se desconcentraron algunas activi-
dades preparatorias y decisiones importantes de 
los ministerios.

Las entidades gubernamentales tienen una 
perspectiva ampliamente difundida de ONSEC 
como una entidad innecesariamente rígida en la 
implementación de la LSC, como inexcusable-
mente lenta en su respuesta a las solicitudes de 
servicio o de apoyo y que tiene asignadas funcio-
nes que no tiene la capacidad para cumplir en 
forma efectiva. En suma, la ONSEC, tiene muy 
poca autonomía y autoridad. Por último, cabe 
destacar que existe una elevada rotación en la 
dirección de la Ofi cina generando debilidades 
adicionales a las ya señaladas.
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[+/–]

SUBSISTEMAS DE LA GESTIÓN DE RECURSOS HUMANOS

ESTRATEGIA

Organización
del trabajo

Gestión del
empleo

Gestión del
rendimiento

Gestión de la
compensación

Diseño de puestos
Definición de

perfiles

Incorporación
Movilidad

Desvinculación

Planificación
Evaluación

Planificación [–]

Gestión del
desarrollo

Gestión de las relaciones humanas y sociales

Clima laboral Relaciones laborales Políticas sociales

[+/–] [–] [–]

[+/–]

[+/–]

Retribución monetaria
y no monetaria

Promoción y carrera
Aprendizaje

individual y colectivo

Valoración simbólica de los subsistemas de recursos humanos
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II. INDICADORES 

A) Indicadores Cuantitativos11

1. Tasa de designaciones políticas

Tasa de designaciones políticas 17,76 2002
  Diagnóstico Institucional 2002 – BID

Peso fi scal del empleo público
2. Nómina salarial del gobierno central / Producto Bruto Interno

Nómina Salarial del gobierno central (millones) 855,81 2003
  Presupuesto Nacional – Ministerio de Finanzas Públicas

PBI (millones) 24.641,94 2003
  Banco Central de Guatemala

Nómina Salarial del gobierno central/ PBI  3,47%

Incentivos del Servicio Civil
3. Compresión vertical de los salarios

I. Salario del nivel más alto de la escala salarial principal  947.05 2002
  ONSEC – Informe a la Presidencia – Escala de 
  compensaciones – Nivel 10 – Director Técnico III

II. Salario del nivel más bajo de la escala salarial principal  122.56 Dic-2002 – ONSEC – Informe a la Presidencia – Escala de 
  compensaciones – Nivel 1 – Trabajador Operativo

I / II Compresión vertical de los salarios  7.75

Incentivos del Servicio Civil
4. Sueldo gubernamental promedio del gobierno central / PIB per cápita

I – PBI per cápita (mensualizado) 166,94 2003
  Banco Central de Guatemala

II – Salario promedio del gobierno central civil 295,58 2003 – Ofi cina Nacional de Servicio Civil – Empleados y 
  salarios del gobierno – Documento presentado durante la 
  “XII Reunión de Directores de Servicio Civil y de Recursos 
  Humanos del Istmo Centroamericano.

Sueldo gubernamental promedio/ PBI per cápita  1,77

11 Tipo de cambio promedio: 2001 7,88 quetzales por cada US$. 2002 7.92 quetzales por cada US$. 2003 7.97 
quetzales por cada US$. Fuente: Banco Central de Guatemala.
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Incentivos del Servicio Civil
5. Sueldo gubernamental promedio del gobierno central / sueldo promedio del sector privado

I. Sueldo promedio mensual del gobierno central civil 303,69 2001
  Fuente: www.segeplan.gob.ar 
  Estimación de salarios per capita anuales de trabajadores 
  de patronos activos, por actividad económica y año.

II.  Sueldo promedio mensual del sector privado 236 2001 
  Fuente: www.segeplan.gob.ar 
  Estimación de salarios per capita anuales de trabajadores 
  de patronos activos, por actividad económica y año.

Sueldo gubernamental promedio del gobierno  1,28
central / sueldo promedio del sector privado 

Dotación de Servicio Civil
6. Número total de empleados públicos en el gobierno central / población total

I. Número total de empleados públicos en el gobierno  109.443 2003
central   Ofi cina Nacional de Servicio civil – Empleados y salarios del 
  gobierno – Documento presentado durante la “XII Reunión 
  de Directores de Servicio Civil y de Recursos Humanos del 
  Istmo Centroamericano

II. Población total 12.300.742 2003
  Instituto Nacional de estadística – Proyecciones

Número total de empleados públicos en el gobierno  0,89%
central/ Población total 

  
7. Gasto público total del gobierno central (excluye pensiones y servicio de la deuda) / Número total de empleados 

públicos del gobierno central

I. Gasto público total del gobierno central (millones) 2.922,78 2003
  Presupuesto Nacional-Ministerio de Finanzas Públicas

II. Número total de empleados públicos del gobierno   109.443 2003
central  Ofi cina Nacional de Servicio Civil – Empleados y salarios del
  gobierno – Documento presentado durante la “XII Reunión 
  de Directores de Servicio Civil y de Recursos Humanos del 
  Istmo Centroamericano

I / II Gasto público/ sobre número de empleados   26.705,95
en gobierno nacional (en dólares) 
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Tabla de índices
    Valor 
 Valor Índice Porcentaje  subíndices Porcentaje 
Índice (escala 0 A 20) de la escala               Subíndice (escala 0 a 10) de la escala

(E) Efi ciencia 5,83 29%    

(M) Mérito 3,54 18%
    

(CE) Consistencia  3,73 19%
estructural    

   (CES) Coherencia estratégica 1,57 16%

   (CD) Consistencia directiva 2,14 21%

   (CP) Consistencia procesos 1,92 19%
    

(CF) Capacidad  3,42 17%
funcional    

   (COM) Competencia 2,06 21%

   (EI) Efi cacia incentivadora 0,85 8%

   (FL) Flexibilidad 2,18 22%

(CI) Capacidad  5,29 26%
integradora

B) Índices para la evaluación de los sistemas de servicio civil 

Efi ciencia 
Los puntajes más altos de este índice se relacio-
nan con la magnitud de los costos salariales que 
a lo largo de la década se han ubicado en un por-
centaje bajo del PBI visto comparativamente; 
los benefi cios salariales que brinda la APN y un 
escaso abandono de los puestos de trabajo por 
sectores, ya que tiende a prevalecer cierta inmo-
vilidad. Los restantes elementos alcanzan valores 
bajos dado la debilidad de la inversión en capa-
citación y la ausencia de políticas que permitan 
una optimización de los efectivos. 

Mérito
Este es un índice con baja puntuación dada la 
prevalencia de criterios clientelistas a efectos de 
la incorporación a la administración pública; la 
promoción en la carrera y la política de salarios. 
Asimismo, se detecta ausencia de prácticas rela-

tivas a garantizar la igualdad y la no discrimina-
ción en lo relativo al empleo público. 

Consistencia Estructural
Coherencia estratégica. Refl eja la limitada orienta-
ción estratégica en relación a la planifi cación de 
los recursos humanos, la debilidad de las políti-
cas de compensación y las de capacitación. 

Consistencia directiva. El rol de los directivos es limi-
tado en parte por el fuerte componente clientelís-
tico del sistema de gestión de recursos humanos 
y por la resistencia al cambio de la cultura buro-
crática. El organismo central está más vinculado 
al seguimiento de largos procesos procedimenta-
les de corte burocrático que al asesoramiento a 
las áreas, restando capacidad de cambio y mejo-
ra del sistema. No existen prácticas vinculadas a 
la gestión del rendimiento por parte de los direc-
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tivos, siendo este aspecto resistido por la cultura 
organizacional. 

Consistencia de procesos. Entre los aspectos de me-
jor desempeño de este índice fi guran los relativos 
a la organización del trabajo dada la existencia 
de un sistema de clasifi cación de puestos. Como 
aspectos de desempeño más bajo fi guran la au-
sencia de prácticas relativas a la evaluación del 
rendimiento; las defi ciencias en los sistemas de 
información y en la implementación de políticas 
vinculadas al desarrollo de carrera. 

Capacidad Funcional
Competencia. Como aspectos mejor valorados fi -
guran los esfuerzos realizados a nivel de capaci-
tación pese a la falta de integración del mismo a 
otros subsistemas y la ausencia de una inversión 
presupuestaria sostenida en el tema. La tecnifi -
cación de las plantillas es baja; es inexistente la 
defi nición de los perfi les por competencias y es 
débil la gestión del empleo. 

Efi cacia. Los puestos no tienden al diseño hori-
zontal ni se realizan acciones de enriquecimiento 
de la tarea, no se aplican con frecuencia proce-
dimientos disciplinarios y no está prevista la po-
sibilidad de despido por bajo rendimiento. El 
índice también refl eja la ausencia de prácticas 
de gestión del rendimiento que no han logrado 
implementarse pese a estar defi nidas entre las 
funciones de la ONSEC. Como aspecto desta-
cable cabe señalar que la compresión salarial es 
razonable en términos comparativos con otros 
países del área.

Flexibilidad. Destaca el diseño de puestos de tipo 
genérico que permite mayor fl exibilidad a la 
gestión, permitiendo una mayor adaptación a 
circunstancias cambiantes y la posibilidad de 
rescindir el empleo por razones técnicas, econó-
micas y organizativas. Como elementos de bajo 
desempeño, infl uyen los relativos a la gestión del 
empleo tales como a la imposibilidad de despido 
por bajo desempeño; la falta de revisión perió-
dica y de estudios técnicos en el subsistema de 

organización del trabajo y la ausencia de alter-
nativas de desarrollo horizontal. 

Capacidad integradora
Se destacan los benefi cios sociales e impacta ne-
gativamente la gestión del desempeño dado los 
aspectos anteriormente señalados, de la política 
de remuneraciones e inexistencia de mecanismos 
vinculados al conocimiento del clima laboral y la 
comunicación. 

III. CONCLUSIONES 

Análisis de áreas causales

La ausencia de orientación estratégica en función 
de las políticas públicas, la precariedad de los sis-
temas de planifi cación y la alta politización del 
Servicio Civil se presentan como los ejes centrales 
que impiden el desarrollo de un sistema integrado 
de gestión de recursos humanos. Esto se desarrolla 
en un contexto en el cual ONSEC administra un 
sistema altamente centralizado y burocratizado 
pero con escasa autonomía para mejorar su capa-
cidad plena en la implementación de políticas que 
excedan los meramente administrativo. 

El subsistema de planifi cación es uno de los 
más precarios, debido a las defi ciencias de los 
sistemas de información de personal y a los pro-
blemas de tecnifi cación de las plantillas, acom-
pañado por la gestión del empleo, en la cual los 
cambios políticos degradan la aplicación de cri-
terios de mérito e igualdad al acceso. La gestión 
del rendimiento no se aplica y la estructura de 
compensaciones adolece de una política defi nida 
generándose situaciones de inequidad y difi culta-
des para el reclutamiento de personal califi cado. 

Factores del contexto interno y entorno

La cultura burocrática se presenta como un fre-
no ante los intentos de implementar sistemas de 
evaluación del rendimiento y la politización del 
sistema promueve la desmotivación del personal, 
en un marco de ajuste presupuestario. 
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Tanto la democratización como la instalación 
de la paz son procesos relativamente recientes en 
la historia política de Guatemala siendo este un 
aspecto contextual importante en la capacidad 
del sistema político de asegurar reformas de lar-
go plazo y revertir las tendencias clientelísticas 
estructurales del sistema. 

Conclusiones principales del diagnóstico

La administración de personal se lleva a cabo 
en un ambiente con múltiples desventajas. Los 
problemas estructurales de la economía gua-
temalteca generan una oferta muy limitada de 
puestos de trabajo permanente, existiendo altos 
niveles de desempleo y subempleo. El sistema de 
servicio civil de Guatemala presenta caracterís-
ticas normativas, estructurales y sistémicas que 
le impiden atraer y retener recursos humanos de 
calidad adecuada a las necesidades instituciona-
les. Se presenta una situación de empleo en el 
sector público con una virtual inamovilidad. La 
estructura de las compensaciones y su adminis-
tración no presenta condiciones para promover 
la productividad laboral. 

Las políticas de nombramiento, inducción, as-
censos, y desarrollo de personal actuales impiden 
una ejecución adecuada de la gestión del empleo 
y promueven la politización y arbitrariedad en el 
sistema, detectándose prácticas clientelísticas para 
el acceso. Si bien se han realizado esfuerzos las ac-
ciones de capacitación no logran desarrollarse en 
forma integrada con los otros subsistemas. El uso 
de recursos públicos asignados a la capacitación 
es inefi ciente y no produce mejoras sustantivas di-
rectas en el desempeño institucional. 

La ausencia de sistemas de planeación estra-
tégica a nivel institucional así como de buenas 
descripciones de puestos, asignación de metas y 
objetivos a unidades y empleados y la carencia 
de estándares de desempeño hacen muy difícil la 
evaluación del rendimiento y desempeño del per-
sonal que en la práctica no existe como sistema.

La LSC vigente no dotó a la Ofi cina Nacional 
de Servicio Civil de una plena autonomía ni de un 
status sufi cientemente elevado para enfrentar los 

retos presentados por la administración pública. 
Existe una elevada rotación en la dirección de la 
Ofi cina y los procedimientos son altamente centra-
lizados perdiendo efectividad. En consecuencia, se 
ignoran los procedimientos de reclutamiento, se-
lección, y promoción de personal que tienen el fi n 
de asegurar que el mérito sea el criterio principal 
en la administración del personal. Estos aspectos 
podrían iniciar una tendencia hacia el cambio a 
partir de la aprobación del proyecto de LSC.

IV. RECOMENDACIONES

La situación actual de Guatemala requiere ini-
ciar un proceso que abarque al sistema de recur-
sos humanos en su conjunto, ya que el mismo 
adolece de una serie de problemas que solo pue-
den ser resueltos en forma integral y con fuerte 
vocación política para su implementación. En 
ese sentido, entre los aspectos centrales pueden 
mencionarse: 

• La adopción de una ley moderna de servicio 
civil que fortalezca la autoridad del organis-
mo rector y que propicie la efi ciencia de la 
burocracia. 

• La simplifi cación de los trámites y procedi-
mientos relativos a la gestión de recursos hu-
manos. 

• El diseño e implementación de políticas rela-
tivas a los procesos de planifi cación, en espe-
cial la generación de sistemas confi ables de 
información de personal. 

• El diseño e implementación de mecanismos 
orientados a promover prácticas de méri-
to, igualdad y transparencia en el acceso al 
empleo público así como en las prácticas de 
promociones y ascenso.

• El fortalecimiento de capacidades y/o redi-
seño de ONSEC a efectos de facilitar su fun-
ción en lo relativo a áreas de planifi cación, 
empleo y desarrollo y no meramente en 
tareas de administración de personal, para 
superar la actual situación de escasa autono-
mía y autoridad.



INFORME SOBRE LA SITUACIÓN DEL SERVICIO CIVIL EN AMÉRICA LATINA

292

 
 Categorías Factores Comentarios del Evaluador

Antecedentes  Guatemala atravesó desde la segunda mitad del S. XX recurrentes regímenes 
  autoritarios, un modelo económico basado en la exportación de pocos productos, 
  alto grado de pobreza, una administración pública desarticulada e inefi caz y un largo 
  confl icto armado interno que terminó en 1996 con los Acuerdos de Paz. En ellos 
  fi gura como uno de sus principales compromisos la modernización de la 
  administración pública.

Análisis del contexto  Análisis del marco  La LSC fue emitida en 1968 - entrando en vigencia a principios de 1969. ONSEC
institucional legal administra el Régimen de Clases Pasivas. La reglamentación de la Ley se realiza 
  treinta años después (1998). 
  La legislación general (Código de Trabajo) es aplicada supletoriamente al sector 
  público. Dispersión de normas. Actualmente se encuentra en proceso la aprobación 
  de una Nueva LSC.

Análisis funcional   Análisis organizativo   ONSEC, tiene muy poca autonomía y autoridad y se la percibe como una unidad que
del servicio civil de la función Recursos  centraliza excesivamente las funciones y que es demasiado rígida. 
 Humanos 

 Indicadores   Tasa de designaciones políticas 17,7 %. Relación entre nómina salarial 3,5%
 cuantitativos del sis- Compresión salarial 7, 7 aunque incluyendo benefi cios ésta puede situarse en el 6%.
 tema de SC analizado La relación entre el salario promedio del sector privado y del público es de 1,28

Análisis por  Planifi cación Carencia de planifi cación de recursos humanos. Ausencia de bases de datos sobre 
subsistemas  personal. Flexibilidad otorgada por sistema de contratación, de amplia utilización, y  
  con tres modalidades (plazo defi nido, por hora, y personal califi cado). Suele haber 
  profesionales por contrato ejerciendo tareas permanentes. Baja tecnifi cación de las 
  plantillas.

 Organización del  Tiene un sistema antiguo de clasifi cación de puestos, en base a clases genéricas, que 
 trabajo no se actualiza desde 1989. Escasa relación entre descripción de puesto y tareas 
  desempeñadas.

 Gestión del empleo Ley de servicio civil de fi nes de los ’60, que incluye selección por mérito, pero en la 
  práctica hay recambio de funcionarios con los cambios de gobierno (cabe señalar el 
  reciente proceso de pacifi cación, comenzado en 1996).

 Gestión del  La LSC establece evaluación de desempeño anual, pero no se cumple este requisito.
 Rendimiento No existen prácticas establecidas relativas a la evaluación del rendimiento.

 Gestión de la  Existe ley de salarios pero el sistema está desactualizado. La estructura de salarios 
 Compensación se ha vuelto obsoleta no solo porque no refl eja las corrientes que prevalecen en el 
  mercado laboral sino porque la forma en la cual se han ajustado salarios a través de 
  los años ha comprimido la estructura estrechando las diferenciales entre categorías 
  de empleo. Se incluyen benefi cios no monetarios en la compensación (horario 
  especial, alimentación, recreación, transporte). 

 Gestión del Desarrollo Si bien la promoción está establecida en la LSC, no se realizan evaluaciones 
  periódicas, y los ascensos y promociones se realizan en base a decisiones de jefes y 
  autoridades sin criterios preestablecidos. La capacitación no responde a necesidades 
  organizacionales previamente detectadas y pese a los esfuerzos que se han realizado 
  no se logra articular un sistema integrado. Destaca la Maestría en Administración 
  Pública (INAP + Universidad de San Carlos).

 Gestión de las   Existen mecanismos de negociación con los sindicatos, los cuales tienen un peso 
 Relaciones Humanas  signifi cativo, y han participado en las negociaciones gobierno/sociedad civil desde 
 y Sociales 1986. Los Pactos Colectivos de Condiciones de Trabajo refl ejan las negociaciones 
  entre el Estado como empleador y el sindicato. Las situaciones de mayor confl icto se 
  presentan en los sectores de salud y educación. La LSC prevé la provisión mínima de 
  cobertura social, y los pactos colectivos han logrado la ampliación de los mismos. No 
  hay prácticas de gestión de clima y comunicación.

Índices del sistema   El promedio de los índices se encuentra entre el 29% y el 17%. 
de servicio civil

V. TABLA DE SÍNTESIS
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ANEXOS

ANEXO 1. Valoración de los puntos críticos

(Ver anexo fi nal)

ANEXO II. Ficha técnica del informe

• Fecha de fi nalización del informe
Fecha del diagnóstico: Agosto 2003
Fecha de la revisión: Octubre 2004

• Consultores 
Mercedes Iacoviello – Laura Zuvanic
Asistentes: Mariana Calandra – Yanina Az-
zolina – María Jesús Zuvanic

• Fuentes de obtención de la información

Documentos

Batres Villagran, Ariel (1995) “El Macrosis-
tema de Servicio Civil en Guatemala: 
Diagnóstico”. Citado en Gregory, et. al. 
(2003). 

Cel, Nathalie y Mostajo, Rossana S. “Guatemala: 
hacia un gasto social más efi ciente, equitativo 
y transparente. retos y recomendaciones”. 

CIEN (2001) “Hacia un servicio civil más efi -
ciente”. CIEN: Guatemala.

Comisión Presidencial para la Reforma del Esta-
do (2004) “La Descentralización y la Partici-
pación Ciudadana”. Gobierno de Guatemala 
www.oecd.org/dataoecd/1/19/31772204.
ppt

Departamento de Racionalización Administra-
tiva (1991) “Encuesta de Clasifi cación de 
puestos 1987: Recopilación de Documentos. 
Inédito. Guatemala. Enero.

Fuentes Aragón, Jorge Homero (2001) “El Caso 
de Guatemala” www.oit.or.cr/mdtsanjo/ac-
trav/pdf/Guatemala.pdf  

Gaillard, Héctor Toussaint & Sáenz, Edgar Ro-
sendo (2003) “Ultima experiencia del INAP 
de Guatemala en la modernización de la 
administración pública”. VIII Congreso In-

ternacional del CLAD sobre la Reforma del 
Estado y de la Administración Pública, Pa-
namá, 28–31 Oct. 

Gregory, Peter (2000) “Las organizaciones sin-
dicales centroamericanas como actores del 
sistema de relaciones laborales”.

Gregory, Peter, Mostajo, Rossana y Celys, Na-
thalie (2003) “Guatemala: Hacia un gasto 
más efi ciente, equitativo y transparente. Re-
tos y recomendaciones”. Diciembre. 

ONSEC (2004) “Informe Nacional de Guatema-
la Presidencia de la República de Guatema-
la. Documento presentado durante la “XII 
Reunión de Directores de Servicio Civil y de 
Recursos Humanos del Istmo Centroame-
ricano: Las Reformas de Servicio Civil en 
Centroamérica y Tendencias Modernas en 
la Gestión del Empleo Público”, realizada 
del 27 al 30 de julio del 2004, en Tegucigal-
pa, Honduras, y organizada por la Dirección 
General de Servicio Civil de la Secretaría de 
Estado del Despacho Presidencial de la Re-
pública de Honduras, conjuntamente con el 
Instituto Centroamericano de Administra-
ción Pública, ICAP.

ONSEC (2004ª) “La nueva visión del servicio 
civil. La modernización del servicio civil 
en centroamérica y las tendencias moder-
nas en la gestión del empleo público”. Po-
nencia de la Ofi cina Nacional de Servicio 
Civil (ONSEC), de Guatemala, Julio. Por: 
Dr. Rodrigo Montufar, Consultor Externo, 
Asesor de Dirección ONSEC. Documen-
to presentado durante la “XII Reunión de 
Directores de Servicio Civil y de Recursos 
Humanos del Istmo Centroamericano: Las 
Reformas de Servicio Civil en Centroaméri-
ca y Tendencias Modernas en la Gestión del 
Empleo Público”, realizada del 27 al 30 de 
julio del 2004, en Tegucigalpa, Honduras, 
y organizada por la Dirección General de 
Servicio Civil de la Secretaría de Estado del 
Despacho Presidencial de la República de 
Honduras, conjuntamente con el Instituto 
Centroamericano de Administración Públi-
ca, ICAP.
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OPS (2001) “Perfi l del sistema de servicios de sa-
lud de Guatemala”. 2a. ed, 12 diciembre de 
2001. Programa de Organización y Gestión 
de Sistemas y Servicios de Salud. División de 
desarrollo de sistemas y servicios de salud. 
Organizacion Panamericana de la Salud.

Presidencia de la República (2003) “El Servicio 
Civil en Guatemala. Coloquio Centroame-
ricano sobre Función Pública. Aprendiendo 
de la experiencia compartida. Managua, Ni-
caragua. 

SEGEPLAN (2001) “Memoria del Gobierno 
de Guatemala 2000” Capítulo de Moder-
nización Institucional del Sector Público. 
Guatemala. http://www.segeplan.gob.gt/
spanish/publications/ipcr/mde/61.htm

Normativa

LSC. Decreto 1748/68 del Congreso de la Re-
pública. 

Ley de Salarios de la Administración Pública. 
Decreto No 11-73, en vigencia a partir del 1 
de enero de 1974. 

Ley de Clases Pasivas Civiles del Estado. Decreto 
No. 63-88 del Congreso de la República, en 
vigencia a partir del 1 de enero de 1989. Re-
glamento aprobado por Acuerdo Gubernati-
vo 120-88, publicado el 6 de enero de 1989.

Ley del Servicio Civil del Organismo Judicial, 
Decreto Número 49-99 del Congreso de la 
República. 

Ley de Probidad y Responsabilidades de Fun-
cionarios Públicos y Empleados Públicos. 
Decreto Número 8-97 del Congreso de la 
República. 

Código de Trabajo, Decreto Número 14-41 del 
Congreso de la República. 

Reglamento de la Ley del Servicio Civil. Acuer-
do Gubernativo 18-98 de la Presidencia de 
la República. 

Normas y procedimientos de administración de 
personal. Acuerdo Gubernativo No. 1222-
88, publicado el 20 de enero de 1989. Fue en 
gran parte derogado por el nuevo Reglamen-
to, Acuerdo Gubernativo Número 19-98

Plan de Clasifi cación de Puestos. Acuerdo Gu-
bernativo No. 9-91, modifi cado el Acuerdo 
Gubernativo No. 682-92, publicado el 21 de 
agosto de 1992. 

Escala de salarios. Acuerdo Gubernativo No. 
598-92, en vigencia des del 1 de julio de 
1992. Contiene la estructura de salarios ini-
ciales y dos pasos salariales para los puestos 
que incluye cada Serie de Clases de Puestos. 
Se prorroga anualmente. Actualmente se en-
cuentra vigente el Convenio Municipal 571-
2001

Ley de Consolidación salarial, Decreto Número 
59-95 del Congreso de la República. 

Bonifi cación profesional. Fijada en 1995 y modi-
fi cada mediante Acuerdo Gubernativo No. 
741-92, en vigor desde el 1 de julio de 1992, 
la cual fi ja una bonifi cación para profesiona-
les que ocupen puestos que exijan tal cate-
goría. 

Bono Vacacional (Acuerdo Gubernativo No. 
642-89 modifi cado por el Acuerdo No. 742-
92, publicado el 2 de septiembre de 1992);

Bono por antigüedad, para trabajadores del Or-
ganismo Ejecutivo. Acuerdo Gubernativo 
No. 838-92, en vigor desde julio de 1992. 

Incremento salarial del 4% como bonifi cación 
incentivo. Decreto Número 37-2001 del 
Congreso de la República.

Entrevistas

Silvia del Carmen Palomo González, Directora ON-
SEC. Comunicación telefónica. 27 de octubre de 
2004.
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Sitios web consultados

Instituto Guatemalteco de Seguridad Social  http://www.igss.org.gt/

ONSEC http://www.onsec.gob.gt

Ministerio de Finanzas Públicas http://www.minfi n.gob.gt

Leyes http://www.onsec.gob.gt/publica/leysc.htm

Ministerio de Trabajo http://www.mintrabajo.gob.gt

INAP http://www.inapgt.com

CIEN http://www.cien.org.gt

Abreviaturas

APN Administración Pública Nacional

CIEN Centro de Investigaciones Económicas Nacionales

IGSS Instituto Guatemalteco de Seguridad Social

INAP Instituto Nacional de la Administración Pública

INTECAP Instituto Técnico de Capacitación y Productividad

LSC Ley de Servicio Civil

ONSEC Ofi cina Nacional de Servicio Civil

OPS Organización Panamericana de la Salud

PIB Producto Interno Bruto
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I. RESUMEN EJECUTIVO 
 

Principales Conclusiones 

En Honduras está vigente una Ley de Servicio 
Civil (LSC), sancionada en 1967 y reglamenta-
da en 1976, que tiene un bajo grado de cum-
plimiento. Durante los ´80 algunos sectores de 
trabajadores públicos hicieron presión para ob-
tener un estatuto propio y al momento del re-
levamiento, cinco actividades habían logrado 
benefi cios diferenciales e inequitativos, consegui-
dos por la alta capacidad de paro y movilización 
de sus gremios. En 2004 se alcanzó un pico de 
confl ictividad que obligó al gobierno a renunciar 
transitoriamente a sus aspiraciones de modifi car 
la LSC y a fl exibilizar e incluso retroceder en los 
avances por la reducción del gasto salarial que le 
exigía el FMI.

Todos los subsistemas de RH presentan una 
gran debilidad. El subsistema de organización 
del trabajo resultó relativamente mejor valorado 
debido a que en la actualidad se están realizando 
auditorias de puestos para establecer deberes y 
responsabilidades. 

Los índices representan en promedio alre-
dedor de un 15% de la escala prevista, entre 
un mínimo de 11% para el índice de capacidad 
funcional y un máximo de 19% para el índice 
de efi ciencia. El bajo nivel de capacidad fun-
cional se corresponde con la inexistencia de 

procedimientos para medir el rendimiento, la 
carencia de incentivos del sistema de compen-
saciones y la falta de correlación entre el sis-
tema de RH y los objetivos organizacionales. 
Los índices de mérito, capacidad integradora 
y consistencia estructural, todos por debajo del 
17% de la escala prevista, refl ejan el débil desa-
rrollo del sistema de servicio civil en Honduras. 
Algo por encima se encuentra el índice de efi -
ciencia (19%) como consecuencia de la existen-
cia de un sistema de pensiones y de benefi cios 
sociales que alcanzan a la mayor parte de los 
trabajadores públicos. 

Contexto Institucional 

El gobierno de Honduras convocó en 1985 a las 
primeras elecciones libres después de 22 años 
de gobiernos militares, en las que resultó electo 
José Azcona Hoyo, del Partido Liberal2. Desde 
ese año hasta el 2002 (con excepción del período 
1990–94), el Partido Liberal gobernó Honduras 

1 Autores: Mercedes Iacoviello, Mónica Iturburu e Iva-
nia de la Cruz Orozco
2 En 1957 se convocó a una Asamblea Constituyente 
que designó a un miembro del Partido Liberal como 
gobernante durante 6 años pero antes de realizarse las 
elecciones de 1963, los militares derrocaron al gobier-
no y tomaron el poder que mantuvieron los ´80.

CAPÍTULO 11

Síntesis del diagnóstico
Caso Honduras1 
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y, desde entonces, la Presidencia está encabeza-
da por Ricardo Maduro (2002–2006), del Par-
tido Nacionalista. Los principales objetivos del 
gobierno son el combate a la delincuencia, la 
reducción de la pobreza, promoción del creci-
miento económico, la consecución de acuerdos 
para conseguir treguas y reducciones en el ser-
vicio de la deuda, y la reducción de las secuelas 
del huracán Mitch que en 1998 dejó un saldo de 
5.600 muertos y causó daños por aproximada-
mente dos billones de dólares (Plan de Gobierno 
de Ricardo Maduro y Diario La Prensa).

Antecedentes

La creación de la Ofi cina de Clasifi cación de 
Puestos en 1965, que dependía de la Secretaría 
de Hacienda, se constituyó en uno de los prime-
ros esfuerzos por regularizar la gestión del em-
pleo público. En esa misma época se contrató 
a una empresa estadounidense para asesorar al 
gobierno en cuanto a diseño, planes de imple-
mentación y socialización de una Ley de Servi-
cio Civil (LSC), la cual se elaboró en 1967 (LSC, 
Decreto Nº 126/67).

En 1976 se aprobó el reglamento de la LSC 
y recién entonces se dio inicio al proyecto de ges-
tión de RH. No obstante, en 1982, con el adveni-
miento de la democracia, se despidió a la mayor 
parte del personal del antiguo régimen. Para el 
ingreso de nuevos empleados no se respetaron 
los procesos de reclutamiento y se desecharon las 
prácticas de ingreso por selección y los sistemas 
de evaluación y promoción. El sistema de clasifi -
cación de puestos se volvió obsoleto. 

Durante la década de los ´80, se hicieron in-
tentos por estabilizar el nuevo sistema tratando 
de incluir a los municipios al sistema de carrera. 
Fue entonces cuando el personal del sector sa-
lud se separó del régimen de la LSC para crear 
un nuevo sistema de carrera; los médicos habían 
ejercido presión sobre el gobierno lo que derivó 
en la sanción del estatuto del médico-empleado 
que incluye salarios básicos y benefi cios diferen-
ciales. Con esta ley se empezó a fragmentar el 
servicio civil y en la actualidad existen cinco esta-

tutos: médico-empleado, docente, microbiólogos 
y químicos, trabajadores sociales, y enfermeras 
profesionales (Decretos Nº 167/85, Nº 136/97, 
Nº 178/97, Nº 218/97 y Nº 90/99).

Entre 1986 y 1990 no hubo mayores cambios 
al sistema pero resultó deteriorada la imagen ins-
titucional de la Dirección de Servicio Civil (DSC), 
que pasó de la dependencia directa del Presiden-
te a formar parte de una Secretaría de Estado. 
César Cáceres Cano (2003), quien fuera titular 
de la DSC de Honduras, menciona que la ésta 
“paulatinamente fue perdiendo su liderazgo y el 
respeto necesario para imponer su autoridad”.

Desde 1990 se han realizado esfuerzos signi-
fi cativos por reformar el servicio civil de carrera, 
con el objetivo de disminuir el gasto en salarios 
(hasta el 2002, 50% del gasto público se destina-
ba a pagar salarios de unos 200.000 empleados, 
entre ellos 80.000 maestros, lo que representaba 
el 10.7% del PBI). De conseguirse esta meta, el 
FMI haría quitas en la deuda externa del país y 
otorgaría recursos para el combate a la pobreza 
y otros programas sociales3. 

Entre 1995 y abril de 1997, en el marco del 
programa de mejoramiento de los mecanismos 
de administración y control de los recursos hu-
manos del sector público, se defi nieron varias 
medidas para alcanzar las metas propuestas por 
el FMI. Entre otras, se determinó que la DSC 
fuera la institución a través de la cual se debía 
implementar el componente de RH en el sector 
público, se crearon las Unidades de Moderni-
zación en todas las secretarías de Estado y en 
la DSC con el propósito de darle seguimiento 
a todos los proyectos que se desarrollen en el 
programa, y se constituyó el Departamento de 
Auditoria dentro de la DSC para continuar la 
actualización de los censos ya elaborados, reali-
zar el relevamiento censal en el resto del sector y 
constituirse en contraparte-ejecutor del proyecto 
“Análisis de Empleo” (SIARE-CLAD). 

En el año 2000 se autorizó un préstamo del 
BM para la Modernización del Estado, Cons-

3 Información suministrada por un ex titular de la Di-
rección de Servicio Civil.
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trucción Institucional y Descentralización, con 
el propósito de que parte de esos fondos se des-
tinaran a la modernización de los RH a cargo 
de la DSC. Entre 2000 y 2002 el gobierno hon-
dureño difundió sus planes de realizar una im-
portante reforma al régimen de servicio civil a 
través de la actualización de la LSC, entre otras 
medidas. En ese marco, en julio de 2002 se fi rmó 
un Acta de Compromiso que estipulaba que los 
empleados del gobierno no recibirían aumentos 
salariales hasta marzo de 2005. A partir de esta 
fecha, los aumentos se alinearían a la política sa-
larial que aprobara el Poder Ejecutivo para todos 
los empleados públicos. Se estableció además el 
acogimiento obligatorio a la jubilación para los 
empleados públicos que a la fecha de entrada en 
vigencia de la ley cumplieran con los requisitos, 
en tanto también podrían hacerlo aquellos en 
condiciones de acceder a una jubilación antici-
pada (Diario El Heraldo, julio 2003). 

El programa de gobierno del Presidente Ri-
cardo Maduro (2002–2006) establece planes para 
reformar la gestión pública “incluyendo la racio-
nalización del empleo, la mejor administración 
de recursos, y la consolidación de un Sistema de 
Administración Financiera Integrada (SIAFI)” e 
indica la necesidad de mejorar el servicio civil ha-
ciendo reformas a su marco legal. El objetivo ge-
neral de estos planes es “consolidar el proceso de 
modernización de la administración pública, con 
miras a lograr un mejor aprovechamiento de los 
recursos públicos disponibles y hacer más diná-
mica la gestión gubernamental, en un marco de 
efi ciencia y transparencia”. Asimismo, anuncia el 
propósito de trabajar para la modernización de 
los sistemas de administración y control de los re-
cursos humanos, la mejora de las capacidades de 
planeamiento, monitoreo y evaluación del sector 
público, y el fortalecimiento de la capacidad gu-
bernamental para diseñar e implementar una po-
lítica moderna de gestión de recursos humanos, 
todo lo cual requiere de la reestructuración de la 
DSC y sus funciones (Presidencia, 2002).

En 2003 el gobierno informó que estaba listo 
el proyecto de una nueva LSC, el cual proponía 
adaptar el sistema de remuneración de la admi-

nistración pública a la capacidad del Estado. El 
presidente señaló que la nueva LSC involucraba 
sólo al personal del gobierno central y declaró 
que “no se afectarían los contratos colectivos vi-
gentes, ni el derecho a la contratación colectiva; 
tampoco se reducirían los sueldos existentes ni 
derogarían los estatutos”. El Presidente explicó 
también que “las medidas contenidas en la ley 
de servicio civil aplicarían a contrataciones que 
hiciera el gobierno y sobre los futuros aumen-
tos de sueldos” (Casa Presidencial, Noticias del 
09/06/2003). Sin embargo, hubo manifestacio-
nes en contra del anteproyecto y el Congreso in-
formó que no lo aprobaría hasta contar con el 
consenso de todos los actores sociales afectados 
por la reforma. 

A partir de septiembre de 2003 se comen-
zó a percibir la escasa viabilidad de las reformas 
impulsadas, en parte porque se detuvo la inicia-
tiva de sanción de una nueva LSC y el gobierno 
anunció que el apoyo del FMI ya no dependería 
de la aprobación de la misma (Diario El Heral-
do, 19/9/2003), lo que obligó a postergar el plan 
de reformas. En julio del 2004, el gobierno de 
Honduras y los representantes de los maestros 
fi rmaron un acuerdo que puso fi n a una crisis 
que paralizó la educación durante cinco sema-
nas y que llevó al presidente Ricardo Maduro 
a admitir que la paz y la tranquilidad estaban 
amenazadas. El arreglo benefi ció a los docentes 
con aumentos salariales hasta el año 2006. Otro 
confl icto se originó cuando se fi ltró información 
de una versión muy preliminar sobre cambios a 
la LSC: como trascendió que se podría encasi-
llar a todos los empleados públicos en un mismo 
sistema, anulándose los benefi cios diferenciales 
que dan los estatutos, el personal de salud y los 
maestros suspendieron sus actividades y dejaron 
a la población sin estos indispensables servicios. 
Finalmente, el gobierno resolvió desechar cual-
quier proyecto que no contara con la aprobación 
de los representantes sindicales, garantizando 
que las reformas no se aplicarían al personal 
bajo regímenes de estatutos. 

Con la fi nalidad de conseguir el apoyo de los 
representantes sindicales, la DSC se ha encar-
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gado de organizar y enviar representantes a re-
uniones periódicas destinadas a modifi car la LSC 
vigente. A pesar de estos esfuerzos, se advierte un 
mínimo grado de avance. A esto se suma que los 
legisladores entrevistados, tanto los del partido 
ofi cialista como los de la oposición, denotan un 
alto grado de desconocimiento sobre los avances 
del anteproyecto y evalúan que la viabilidad de 
la aprobación en el Congreso es baja. Dado que 
el tema es muy polémico y se acercan las eleccio-
nes presidenciales y parlamentarias (noviembre 
de 2005), es poco probable que la ley se apruebe 
con la actual conformación de la Legislatura.

Cáceres Cano (2003) sostiene que el servi-
cio público se rige por tres fi guras jurídicas: a) 
la LSC, que regula las relaciones entre los em-
pleados públicos y el Estado, y cuyos objetivos 
son “crear la carrera administrativa con base en 
el sistema de méritos; ofrecer iguales oportuni-
dades para servir en la administración pública 
a todos los hondureños; (...) capacitar, responsa-
bilizar, proteger y dignifi car a los servidores del 
estado; e incrementar la efi ciencia de la función 
pública”; b) el Código del Trabajo (Decreto Nº 
189/59), el cual regula las relaciones entre los 
trabajadores del Estado y las instituciones des-
centralizadas; y c) los estatutos profesionales, 
que regulan las relaciones entre ciertos emplea-
dos públicos organizados en gremios profesiona-
les y el Estado.

Los empleados de las instituciones descon-
centradas y descentralizadas4 no se rigen por la 
LSC y la DSC no tiene autoridad ni competen-
cia sobre ellas. Las desconcentradas cuentan con 
autonomía administrativa y fi nanciera aunque 
sus recursos provienen del erario público; en este 
grupo, al que se asigna el 3.3% del presupuesto 
total de salarios, se encuentran el Programa de 
Asignación Familiar, el Fondo Hondureño de In-
versión Social, el Consejo Hondureño de Cien-
cia y Tecnología, el Cuerpo de Bomberos, la 
Dirección de la Marina Mercante, la Comisión 
Nacional de Energía y la Dirección Ejecutiva de 
Fomento a la Minería, entre otras. Tanto las ins-
tituciones desconcentradas como las descentrali-
zadas cuentan con autonomía para administrar 

sus RH (estructuras y niveles de puestos, salarios, 
prestaciones y programas de capacitación).

Análisis de los Subsistemas
Planificación de Recursos Humanos

Existencia e integridad del sistema (1)
El plan gubernamental de reformar el servicio 
civil pareciera responder al objetivo prioritario 
de disminuir el gasto salarial. La planifi cación de 
RH se centra en cuestiones cuantitativas, tales 
como el monto que se asigna a cada ministerio 
para el pago de salarios y el número de plazas 
que se crean o eliminan.

En orden a este objetivo, se podría afi rmar 
que se han adoptado medidas adecuadas para su 
consecución (planes de jubilación y retiro, con-
gelamiento de salarios, entre otros), aunque las 
mismas no se orientan a aumentar la efi ciencia 
del sector público. Estas medidas no han sido 
acompañadas de otras preventivas de los impac-
tos a la efi ciencia y coordinación dentro de los 
ministerios; la falta de planifi cación y coherencia 
están provocando que los recortes constantes al 
presupuesto y la reducción de vacantes impidan 
que se alcancen los objetivos de cada ministerio 

4 Las instituciones descentralizadas se dividen en tres 
subgrupos: los Institutos Públicos Autónomos (IPA), las 
Empresas Públicas no Financieras (EPNF) y las Insti-
tuciones Financieras (IF). A las EPNF se las excluye de 
este diagnóstico, debido a que son organizaciones de 
propiedad o supervisadas por el Gobierno que venden 
productos o servicios al público en general, de las que 
se espera sean rentables o al menos autofi nanciables. 
Los IPA están encargados de “atender funciones admi-
nistrativas y prestación de servicios públicos de orden 
social, tal como educación, seguridad social, etc. y cuyo 
patrimonio se constituye con fondos provenientes del 
Estado”. Las IF son de “propiedad del Gobierno o su-
pervisadas por él y se dedican principalmente a emitir 
pasivos y adquirir activos fi nancieros en el mercado, 
aceptando depósitos; o a cumplir funciones de auto-
ridad monetaria” (SF, 2003). A este grupo se le otorga 
el 26.7% de los recursos destinados a servicios perso-
nales.
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y del gobierno en general. Por ejemplo, en el Mi-
nisterio de Salud está resultando imposible alcan-
zar el objetivo de ampliar servicios y el número 
de usuarios porque constantemente se solicitan 
recortes de personal y se imponen disminuciones 
al presupuesto.

Coherencia estratégica (2–3)
Las medidas implementadas forman parte del 
plan de desburocratizar el gobierno y procuran 
eliminar los cargos con funciones repetidas o que 
no agregan valor. Sin embargo, no existen ni se 
implementan planes para mejorar el desempeño 
del personal que conserva su puesto. Cuando se 
elimina una plaza o un empleado se adhiere a 
programas de retiro, no se distribuyen las funcio-
nes que correspondían al puesto y muchas veces 
el trabajo queda sin realizarse, lo que demuestra 
que la planifi cación de RH no coincide con las 
orientaciones y prioridades estratégicas de las de-
pendencias. Algunos funcionarios públicos afi r-
man que la defi nición y aplicación incoherente 
de las políticas de RH impiden la aplicación 
homogénea de los procedimientos establecidos 
y el cumplimiento efi caz de los planes. A pesar 
de que el objetivo es disminuir el gasto en ser-
vicios personales, se han registrado incrementos 
salariales. El personal encuadrado en estatutos 
especiales se benefi cia con ajustes salariales au-
tomáticos que generalmente no toman en cuenta 
la disponibilidad de recursos del Estado.

Información de base (4)
La DSC no cuenta con un sistema de informa-
ción que concentre los datos de todo el perso-
nal empleado por el gobierno central, aunque 
algunos medios de prensa dan cuenta de que 
se estaría desarrollando un Sistema de Base de 
Datos. En la Secretaría de Finanzas (SF) existe 
un Sistema de Administración Financiera Inte-
grado, el cual recoge toda la información salarial 
de los empleados bajo la LSC, los jornalizados 
y los contratados. En teoría, el Sistema de Base 
de Datos será elaborado en el mediano plazo 
con fondos que el BM otorgó para ese propósito. 
Hasta el momento no se cuenta con información 

sistematizada sobre desempeño, compensación 
y capacitación de los empleados que sirva como 
herramienta de planeamiento y toma de decisio-
nes para la gestión de RH. Algunos ministerios 
cuentan con información completa de su per-
sonal, pero ésta no se comparte y muchas veces 
difi ere de la que tiene la DSC y la SF. La infor-
mación está parcialmente disponible al público.

Efi cacia (5–9)
La falta de planifi cación impide la correcta dis-
tribución de los recursos y el mejoramiento del 
sistema de RH. La mayor parte del presupuesto 
se utiliza para la retribución de los servicios del 
personal sujeto a estatutos especiales, lo que ge-
nera una distribución inequitativa y defi ciente de 
los recursos entre dependencias. Los empleados 
perciben un reparto inadecuado de la carga de 
trabajo entre las unidades, recayendo la mayor 
exigencia en el personal técnico y administrati-
vo, observándose un excedente en las áreas de 
apoyo y défi cit de personal técnico. Todavía no 
se ha alcanzado la meta de disminución del peso 
relativo del gasto salarial y el gobierno aún está 
en proceso de reducir personal. En cuanto al 
costo de las plantillas públicas, durante el primer 
semestre de 2004 el gasto en salarios represen-
taba el 40% del presupuesto ejecutado pero se 
esperaba que dicho porcentaje ascendiera en el 
segundo semestre por la incidencia del pago de 
aguinaldos y sueldos atrasados. La redistribución 
de efectivos se lleva a cabo excepcionalmente de-
bido a que está siempre sujeta a disponibilidad 
presupuestaria. En cuanto al encuadre funcional 
de las dotaciones, el 56% de los empleados es 
profesional técnico, el 35% personal de apoyo, 
el 6% directivo y el 3% ejecutivo. Respecto del 
nivel de educación formal, el 41% posee título 
universitario, 45% secundario, 11% primario y 
3% de postgrado (DSC, 2003).

Administración (10–11)
Los directivos de línea pueden solicitar incre-
mentos de personal o mejoras salariales para sus 
empleados, aunque generalmente no se cuenta 
con disponibilidad presupuestaria para satisfacer 
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esos requerimientos. A lo largo del año fi scal se 
presentan cambios por presiones de actores so-
ciales poderosos y por recortes presupuestarios 
imprevistos.

Organización del Trabajo

Existencia e integridad del sistema (12)
La DSC cuenta con información sobre las fun-
ciones de los empleados bajo la LSC y los re-
quisitos que debe cubrir el ocupante del puesto. 
Sin embargo, no existe capacidad operativa 
para que la DSC o las subgerencias de RH se 
cercioren de que los empleados desempeñan 
efectivamente las funciones para las que fueron 
contratados, lo que permite inferir un bajo nivel 
de integridad del subsistema de organización. 
La fi gura del contrato es utilizada para el 15% 
del personal, incluyendo a los encuadrados en 
estatutos especiales, y debería estar restringida 
a tiempos limitados y funciones muy específi cas; 
sin embargo, se observa que se ha empleado esta 
modalidad sin que se cumplieran los requisitos 
establecidos, ya que se aplica a funciones re-
dundantes y por períodos largos. Ello puede ser 
atribuido a la necesidad de disminuir los índices 
de desempleo y a las presiones de los sindica-
tos para contratar a más personal. La DSC no 
tiene participación en la administración de los 
empleados por contrato; una vez que la SF au-
toriza la contratación, cada ministerio se hace 
cargo de gestionar su ingreso, rendimiento y 
demás aspectos. La DSC carece de información 
sobre la forma en que se organiza el trabajo en 
las instituciones desconcentradas y descentrali-
zadas, debido a que las mismas se manejan en 
forma autónoma. 

Calidad técnica y fl exibilidad del 
diseño de puestos. (13–17)
En toda dependencia existe personal bajo dis-
tintos regímenes: a) LSC; b) Estatutos espe-
ciales, que incluye al trabajador permanente 
y al contratado (el contrato implica garantía 
de trabajo por un año y no incluye todas las 
prestaciones que tiene un trabajador de plan-

ta); c) De confi anza, también con las variantes 
por planilla o por contrato; y d) Jornales, que 
se utiliza para las contrataciones por períodos 
muy cortos.

El diseño de puestos vigente es bastante an-
tiguo y está infl uido por los acuerdos colectivos 
y la disponibilidad presupuestaria. Aunque la 
descripción de puestos es clara, como no se so-
cializa, los empleados no siempre saben a qué 
responden y por qué será valorada su contribu-
ción. La adaptación a circunstancias cambiantes 
resulta difi cultosa, lo que repercute negativa-
mente en la efi ciencia y coordinación internas. 
Según la DSC, la estructura de responsabilidades 
no es clara: la clasifi cación y jerarquización de 
los puestos es igual para todas las dependencias, 
aunque excluye al personal por contrato y por 
jornal. Por otra parte, cada uno de los organis-
mos descentralizados y desconcentrados cuenta 
con su propia estructura de puestos, a su vez vin-
culada al salario. La DSC tiene previsto para el 
mediano plazo, exigirles la elaboración y registro 
de una estructura de puestos, lo que permitiría 
acceder a la información sobre el uso que estas 
instituciones hacen de los recursos públicos; se 
desconoce la reacción que los organismos des-
centralizados podrían tener ante la pérdida de la 
autonomía ganada en este terreno.

Calidad de la defi nición de perfi les 
(18–21) y administración (22–23)
Los perfi les de idoneidad de los puestos única-
mente incluyen requisitos de titulación o espe-
cialización técnica. En la actualidad, se están 
haciendo auditorias de puestos para establecer 
deberes y responsabilidades, clasifi carlos en 
puestos tipo y redactar la descripción de cada 
puesto para su incorporación al Manual de Des-
cripción de Puestos (DSC, 2003). Los directivos 
de línea tienen escasa participación en el dise-
ño de los puestos y perfi les del personal bajo la 
LSC. Por el contrario, en las dependencias des-
concentradas y descentralizadas, los directivos 
están muy involucrados en el diseño de puestos 
y perfi les, ya que son los responsables de la ges-
tión de RH.
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Gestión del Empleo 

Igualdad y mérito en el acceso (24–27
La selección de personal no sigue los procedi-
mientos establecidos en la LSC, entre los que 
se encuentra la aprobación de exámenes de 
competencia (Art.11). Las convocatorias no son 
abiertas. En algunas oportunidades se concursa 
el puesto entre el personal del nivel inferior de 
modo de promover la movilidad vertical pero, la 
mayoría de las veces, los procedimientos de re-
clutamiento y selección están sometidos a una 
excesiva ingerencia política que relega los crite-
rios de mérito. En teoría, solo los empleados de 
confi anza deberían nombrarse acorde a arreglos 
políticos (aproximadamente 6.5% del total), aun-
que en la práctica el número es mucho mayor. 
La LSC establece mecanismos para evitar dis-
criminación por sexo, etnia, cultura u origen en 
el ingreso y progresión, lo cual se ha respetado, 
según los representantes sindicales entrevistados. 
Sin embargo, no hay mediciones objetivas al res-
pecto; el único dato al que pudo accederse es que 
el 59% de los empleados públicos son hombres 
(sobre un universo que excluye al personal bajo 
el régimen de estatutos) (DSC, 2003).

Calidad del reclutamiento (28)
La LSC (Art. 24) establece que la DSC debe 
hacer una convocatoria abierta para llenar una 
vacante, siempre que el puesto esté sujeto al ser-
vicio civil. En algunas dependencias, al abrirse 
una vacante, se consultan bases de currículum 
vitae que se reciben periódicamente en virtud 
del alto nivel de desempleo, estimado en 2003 en 
un 27.5% (CIA, 2003). En estos casos, el número 
de candidatos es aceptable.

Calidad de la selección (29–32)
La LSC (art. 28) regula que, entre los candidatos 
a ocupar un puesto, el titular de la DSC seleccio-
nará de acuerdo al siguiente orden: a) candidatos 
con derecho a ascenso dentro de la dependen-
cia, b) candidatos con derecho a ascenso en otras 
dependencias, c) los antiguos empleados públicos 
que hayan dejado su trabajo por causas distintas 

a una falta grave y d) los aspirantes a ingresar al 
servicio público. Los manuales de puestos no es-
tán basados en competencias. En la práctica, la 
selección de un nuevo empleado se decide con 
base en los criterios aplicados por la dependencia 
en la que existe la vacante y no hay evidencias 
de que se realice en función del mérito y las ca-
pacidades profesionales técnicamente compro-
badas. Una vez que la dependencia ha elegido 
al candidato, la DSC se limita a verifi car que el 
nuevo empleado cubra los requisitos de titulación 
y especialización técnica, y únicamente en situa-
ciones excepcionales aplica evaluaciones para 
comprobar que el candidato seleccionado efec-
tivamente sea adecuado para el puesto. En con-
clusión, el reclutamiento resulta de atribuciones 
compartidas entre un ministerio y la DSC, siendo 
ésta última la única que responde a criterios de 
profesionalidad, cuenta con experiencia técnica y, 
generalmente, actúa con independencia política. 
El proceso de ingreso no es efi ciente para los nue-
vos empleados que trabajan fuera de la capital, 
ya que deben trasladarse hasta las ofi cinas de la 
DSC en Tegucigalpa para entregar su documen-
tación. Adicionalmente, las ofi cinas de la DSC 
no disponen de espacio y personal sufi ciente para 
atender rápidamente a los candidatos.

Calidad de la recepción (33–34)
En algunas dependencias se imparten cursos de 
recepción, pero no es una política que se aplique 
sistemáticamente. La LSC (art. 31) establece un 
período de prueba de entre 30 y 90 días, pero no 
hay evidencias de que se realicen evaluaciones 
de desempeño al cabo del mismo.

Movilidad (35)
La permuta o traslado de un servidor público 
requiere la aprobación previa de los jefes de las 
unidades involucradas (LSC, art. 36). La movi-
lidad funcional y geográfi ca siempre está sujeta 
a la disponibilidad de una plaza del mismo tipo. 
Adicionalmente, hay restricciones para la movi-
lidad porque los salarios son diferentes en las dis-
tintas ofi cinas o dependencias, aunque los cargos 
sean equivalentes. 
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Ausentismo (36)
No hay información confi able sobre los niveles de 
ausentismo de los empleados públicos. Las sub-
gerencias de RH y sus ofi cinas regionales son las 
responsables del control, pero no hay forma de ve-
rifi car que los informes que llegan a las subgeren-
cias centrales de RH sean confi ables debido a la 
falta de capacidad operativa para la supervisión. 
Recientemente se han implementado sistemas di-
gitales para controlar el ausentismo de los médi-
cos, lo que generó algunas resistencias. El resto de 
los empleados públicos registra su asistencia con 
un sistema de tarjeta, pero permite fi ltraciones 
debido a la inexistencia de controles efectivos.

Disciplina (37)
La LSC (art. 42) establece las actividades que 
están prohibidas para los empleados públicos, 
entre las que se encuentran la aceptación de ob-
sequios, hacer mal uso de los recursos y del ma-
terial público y utilizar contactos políticos para 
conservar su puesto u obtener un ascenso. Las 
medidas que la ley establece para sancionar los 
casos de indisciplina consisten en amonestacio-
nes (verbales o escritas), suspensión sin sueldo y 
descenso a un cargo inferior, dependiendo de la 
gravedad de la falta (LSC, Art. 44). Sin embargo, 
en la realidad no se han detectado mecanismos 
disciplinarios objetivos. 

Desvinculación (38–41)
Algunas de las causales de despido, según la LSC 
(art. 47), son el incumplimiento de obligaciones, 
inhabilidad o inefi ciencia en el cargo y actos de 
violencia e injuria. En la realidad, los despidos 
de puestos profesionales obedecen a cambios en 
la conducción política. En tanto las subgerencias 
de RH carecen de sistemas para conocer el ren-
dimiento y la capacidad de los empleados, los 
despidos difícilmente pueden justifi carse obje-
tivamente por fallas en estos aspectos. En cam-
bio, se han producido rescisiones con el objeto 
de disminuir el gasto público, pero las mismas 
no respondieron a una planifi cación o inclusión 
previa en los presupuestos anuales. Cuando un 
empleado es separado de su cargo puede apelar 

en primer término a la DSC, luego al Consejo 
del Servicio Civil (auxiliar de la Presidencia en 
la aplicación e interpretación de la LSC) y, por 
último, al Tribunal Contencioso Administrativo. 
Los trabajadores sindicalizados tienen garantías 
para conservar sus trabajos ante cambios de co-
lor político o ante confl ictos con el empleador. 
Cáceres Cano (2003) afi rma que los puestos de 
responsabilidad técnica, que representan cerca 
del 56% del total, constituyen un segmento en el 
que se detecta una excesiva rotación.

Gestión del Rendimiento 

Planifi cación y seguimiento del 
rendimiento (42–45)
La LSC (Art. 33) establece que cada dependen-
cia o unidad administrativa debe prever un siste-
ma para evaluar periódicamente el desempeño 
del personal de carrera. Las subgerencias de RH 
deberían hacer un seguimiento del rendimiento 
pero no cuentan con mecanismos ni capacidad 
operativa para hacerlo. Por el contrario, el per-
sonal encuadrado en estatutos especiales (en par-
ticular el personal del sector salud) está sujeto a 
evaluaciones. No existen incentivos que premien 
el buen desempeño ni sanciones frente al desem-
peño defi ciente. 

Evaluación (46–48)
El desempeño de los funcionarios no se evalúa 
sistemáticamente conforme a una metodología 
homogénea (Cáceres Cano, 2003), a excepción 
de las evaluaciones que se aplican a médicos y 
enfermeras.

Administración (49)
Algunos directivos reportan problemas en el ren-
dimiento de sus empleados, pero no es una prác-
tica recurrente.

Gestión de la Compensación 

Existencia de una estrategia salarial (50)
La estructura salarial y las políticas de retri-
bución del empleo público en Honduras están 
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completamente desvinculadas de la estrategia 
organizacional y han resultado de presiones ex-
ternas (FMI), reivindicaciones sectoriales y reso-
lución de confl ictos laborales. La DSC reconoce 
que no hay una cabal aplicación y cumplimiento 
de la LSC, particularmente en materia de sala-
rios, y que no existe una política salarial integra-
da y armónica. Con la asistencia técnica de una 
empresa consultora (Hay) se elaboró una escala 
salarial con cuatro categorías, a su vez integrada 
por distintos niveles, a los cuales se les asigna un 
salario base5. La escala no incluye los aumentos 
generales y selectivos ni otros benefi cios como las 
compensaciones por antigüedad. Más allá de la 
estructura salarial elaborada por la consultora, 
quedó pendiente el rediseño de puestos que in-
cluya información sobre prestaciones, de modo 
que los mismos se correspondan efectivamente 
con los salarios. Esta estructura no es utilizada en 
los órganos descentralizados y desconcentrados. 

Equidad interna y externa (51–57)
Existe gran disparidad en las remuneraciones 
entre puestos similares según se trate de depen-
dencias centralizadas, descentralizadas, descon-
centradas o del sector privado (para determinados 
puestos, las tres últimas retribuyen mejor que las 
dependencias del Estado central). Además, existen 
disparidades dentro de una misma dependencia, 
ya que los empleados encuadrados en estatutos 
especiales perciben compensaciones, prestacio-
nes y aumentos salariales considerablemente 
superiores a los que están bajo el régimen de la 
LSC o a los contratados. Además, la Secretaría 
de Finanzas prohibió la recategorización de em-
pleados hasta el 2005 (se otorgaron incrementos 
salariales, pero no se permitieron los ascensos de 
categoría que implican mayores retribuciones).

Las remuneraciones a los diversos grupos 
obedecen a criterios desarticulados entre sí, es-
tablecidos en distintos centros de decisión. No 
existe relación entre el aporte de un empleado a 
la administración y la remuneración que recibe, 
lo que genera un uso inefi ciente de los recursos 
destinados a sueldos y salarios. (Cáceres Cano, 
2003). En ese contexto, los salarios no atraen ni 

motivan a los empleados que no pertenecen a los 
regímenes de estatutos, aunque permanecen en 
sus puestos merced al alto nivel de desempleo. 

No es considerable el peso relativo del pago 
de sueldos a altos funcionarios, en tanto es exce-
sivo lo atinente a salarios a maestros y médicos 
(DSC, 2003). 

Debido a la inexistencia de un sistema que 
registre el rendimiento y el aprendizaje de los 
empleados, estas variables no están vinculadas a 
la progresión salarial. 

Efi ciencia (58)
En la memoria colectiva de los trabajadores está 
instalada la relación entre la obtención de in-
crementos salariales y las presiones al gobierno 
realizadas por sindicatos poderosos, sin relación 
con el esfuerzo, el rendimiento o la capacitación. 
La extensión de los benefi cios logrados a todos 
los trabajadores resulta de la intervención de la 
Asociación Nacional de Empleos Públicos, orga-
nización de asociación automática al ingresar al 
sector público, a la que se aportan cuotas dedu-
cibles de salarios.

Administración (59–61)
Las decisiones relativas a la administración de 
salarios se adoptan con la participación de los 
ministerios, los sindicatos, los representantes del 
personal bajo el régimen de estatutos, la SF y la 
Cámara de Diputados. A fi n de año cada mi-
nisterio elabora un anteproyecto de presupues-
to; para la determinación de salarios se cuenta 
con la participación de representantes sindicales 
y del personal de estatutos. El anteproyecto es 
enviado a la Secretaría de Finanzas, que revisa 

5 La 1º categoría es “Apoyo técnico administrativo”, 
cuenta con 4 niveles e incluye a conserjes, secretarias, 
choferes, vigilantes y auxiliares, entre otros; la 2º cate-
goría es “Técnico”, contiene 4 niveles y comprende a 
los técnicos de laboratorio, algunos ingenieros y econo-
mistas; la 3º categoría es “Ejecutivo”, cuenta con dos 
niveles e incluye a asesores y asistentes especiales; la 4º 
categoría es “Directivo”, contiene 4 niveles y en ella se 
ubica a los altos mandos de los ministerios.
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el acatamiento a la disponibilidad de recursos y 
a los lineamientos establecidos por el FMI. Tam-
bién corresponde a la SF la negociación de las 
peticiones de incremento presupuestario solici-
tadas por los representantes de los trabajadores 
pero es el Congreso el que fi nalmente decide, de-
bido a que es quien tiene la potestad de aprobar 
el presupuesto. El criterio fundamental para la 
elaboración del presupuesto es la disciplina fi s-
cal; en virtud de ello, la SF informa a las distintas 
dependencias sobre disminución en las partidas 
de gastos de personal y recortes de vacantes a 
realizar durante el año, aunque siempre se pro-
ducen cambios no previstos. 

Los directivos pueden otorgar incrementos 
selectivos, lo que sumado a la inexistencia de me-
canismos preventivos de prácticas clientelares, 
posibilita la adopción de decisiones arbitrarias 
respecto del manejo de las partidas salariales.

Otras compensaciones (62–64)
Los trabajadores sujetos a la LSC tienen derecho 
a un aguinaldo proporcional a su salario, un mes 
adicional de pago a mitad del año, seguro social, 
vacaciones (además del salario se concede un 
bono para gastos de vacaciones) y una indemni-
zación en caso de desvinculación. Los empleados 
de confi anza obtienen las mismas prestaciones, 
excepto el pago de vacaciones y la indemniza-
ción. Los benefi cios extrasalariales representan 
una pesada carga económica para el gobierno. 
El sistema de pensiones goza de solidez fi nancie-
ra, aunque otorga mayores privilegios al perso-
nal por estatutos.

Gestión del Desarrollo Profesional

Efi cacia del sistema de promoción y 
calidad del diseño de carrera (65–70)
Existen muy pocas oportunidades de promoción. 
La Secretaría de Finanzas prohibió cualquier re-
categorización hasta el 2005, salvo que la depen-
dencia cuente con superávit para compensar el 
incremento de salario. 

No existen planes de carrera, y no se efectúa 
el seguimiento del rendimiento o el desarrollo 

de competencias, los que adicionalmente están 
desvinculados de la promoción. No se detecta-
ron mecanismos que eviten la arbitrariedad o el 
clientelismo político en las promociones. 

Aunque no se prevé el desarrollo horizon-
tal en la carrera, la reducción de personal está 
obligando a redistribuir funciones y responsabi-
lidades entre los empleados, aunque esto no sea 
acompañado de un incremento salarial. Sin em-
bargo, hay casos en los que simplemente se deja 
de prestar un servicio cuando no es posible redis-
tribuir funciones por corresponder a cargos que 
requieren conocimiento técnico específi co.

Calidad de la formación y gestión de la 
formación (71–76)
Algunas dependencias procuran promover la 
capacitación de su personal. A título de ejem-
plo, en el Ministerio de Salud se han organizado 
cursos de informática y otras habilidades prác-
ticas para el personal “Técnico-Administrati-
vo”, pero por las restricciones presupuestarias 
no fueron dictados en forma periódica y no han 
sido obligatorios ni acompañados de mejoras 
salariales. 

El gobierno cuenta con el Instituto Nacional 
de Formación Profesional, dedicado a la capaci-
tación de los empleados del gobierno. Entre los 
cursos que se imparten con regularidad se en-
cuentran “Planifi cación al trabajo” para super-
visores, “Administración General” para jefes de 
sección, “Ergonomía y salud Ocupacional” para 
jefes de planta, departamento y sección, y “Ética 
Profesional” para todo el personal. Sin embargo, 
son pocos los directivos que promueven el apro-
vechamiento de esta oferta de capacitación y no 
está instalada culturalmente la necesidad de me-
jorar la formación, probablemente porque no va 
acompañada de mejoras salariales. En general, 
“hay falta de programas ordenados de capacita-
ción destinados al mejoramiento del desempeño 
de los empleados públicos y su desarrollo profe-
sional. La función de capacitación no tiene asig-
nada una partida presupuestaria y su ejecución 
está defi nida en la Dirección General de Servicio 
Civil” (Cáceres Cano, 2003).
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Gestión de las Relaciones Humanas y Sociales

Gestión del clima (77–78)
Algunas dependencias realizan encuestas labora-
les bianuales al personal operativo y administra-
tivo con la fi nalidad de identifi car las necesidades 
y registrar las sugerencias del personal, pero no 
se aplican para la defi nición de mejoras en las 
dependencias. 

Efi cacia de la comunicación (79–81)
Los funcionarios entrevistados sostienen que no 
existen canales de comunicación para expresar 
sus opiniones, mejorar el ambiente y el funciona-
miento de los ministerios, o ser informados sobre 
las decisiones que los afectan. Los únicos temas 
que se proponen son los relativos a mejoras sa-
lariales.

Equilibrio y calidad de las relaciones 
laborales (82–85)
Las consultas que recibe la DSC denotan difi cul-
tades en las relaciones laborales, en lo relativo al 
respeto y la aceptación de los funcionarios supe-
riores de los empleados de jerarquías menores. 
Esto también se evidencia en la relación entre 
personal bajo la LSC y el encuadrado en estatu-
tos especiales, ya que éstos últimos se consideran 
jerárquicamente superiores. Se advierte que la 
única forma en que los empleados pueden ser 
escuchados y atendidos es a través de sus repre-
sentantes sindicales. 

Gestión del confl icto laboral (86–88)
En algunos casos, las negociaciones entre em-
pleador y empleados se han vuelto confl ictivas 
y violentas. El personal encuadrado en estatutos 
especiales tiene el poder de convocar a huelgas 
que paralizan las ciudades y dejan al gobierno 
con muy poco margen de negociación. 

La presión de algunos sectores de trabajado-
res llegó a tal extremo que a mediados del año 
2004 el Presidente de Honduras declaró que 
las manifestaciones de maestros amenazaban la 
paz y la tranquilidad. En general, las medidas 
de fuerza exigen la revisión de los planes o de-

cisiones gubernamentales. A título de ejemplo, 
recientemente se produjo el cambio de titular en 
la Secretaría de Educación, debido a que hubo 
problemas de comunicación con el magisterio. 
En general, existen mecanismos efi caces para 
la gestión y resolución pactada de los confl ictos 
pero éstos sólo aplican al personal que no está 
bajo el régimen de estatutos. Los empleados bajo 
la LSC resuelven de manera rápida y pacífi ca sus 
confl ictos con el gobierno, ya sea porque su ca-
pacidad de negociación y movilización es menor, 
o porque generalmente reciben benefi cios sala-
riales como resultado de la presión ejercida por 
el personal bajo estatutos especiales. 

Gestión de las políticas sociales (88–89)
Los benefi cios colectivos que se otorgan a los 
trabajadores son el resultado de presiones al go-
bierno por parte del personal bajo régimen de 
estatutos. Es práctica común que el gobierno los 
implemente en forma selectiva o general a los 
trabajadores bajo la LSC sin analizar si son gru-
pos especialmente necesitados; de todas maneras 
estos benefi cios siempre resultan muy inferiores 
a los que obtiene el personal que pertenece a es-
tatutos especiales. 

Organización de la Función de 
Recursos Humanos (90–93)

Las instancias del Sistema de Gestión de RH 
“no están debidamente articuladas y la DSC 
tiene poca autoridad sobre las Subgerencias de 
RH” (Cáceres Cano, 2003); sus funciones se li-
mitan a tareas operativas de simple trámite. El 
sistema carece de sufi ciente personal técnico ca-
pacitado para la gestión de los recursos huma-
nos. Adicionalmente, en septiembre de 2003, la 
responsabilidad del Plan de Reingeniería para la 
Administración Pública fue asignada a una con-
sultora con lo cual, según algunos comentaristas 
de la prensa hondureña, la DSC habría quedado 
reducida al papel de simple gestora de los nom-
bramientos de personal del gobierno central. 

Los directivos de instituciones centralizadas 
carecen de autonomía para desempeñar ade-
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SUBSISTEMAS DE LA GESTIÓN DE RECURSOS HUMANOS

ESTRATEGIA

Organización
del trabajo

Gestión del
empleo

Gestión del
rendimiento

Gestión de la
compensación

Diseño de puestos
Definición de

perfiles

Incorporación
Movilidad

Desvinculación

Planificación
Evaluación

Planificación [–]

Gestión del
desarrollo

Gestión de las relaciones humanas y sociales

Clima laboral Relaciones laborales Políticas sociales

[+/–] [–] [–]

[–]

[–]

Retribución monetaria
y no monetaria

Promoción y carrera
Aprendizaje

individual y colectivo

cuadamente el papel de gestores de los recursos 
humanos bajo su dependencia; los constantes 
recortes de plazas y presupuesto limitan conside-
rablemente sus competencias, así como la de los 
subgerentes de RH de los ministerios. Además, 
aún no se cuenta con mecanismos para redu-
cir las ingerencias de tipo político en el ingreso 
y movilidad de los empleados, no obstante los 
esfuerzos aislados de algunos ministerios. Los 
directivos y los subgerentes de RH no reciben 
capacitación y no cuentan con incentivos para 
asumir su rol de responsables de personal, lo cual 
se constituye en una limitación para la adecuada 
asunción de sus funciones. 

El proceso de modernización de la DSC 
sigue pendiente. Recientemente, su titular fue 

transferido a otra dependencia y asumió el cargo 
quien se desempeñaba como Subgerente de Re-
cursos Humanos en la Secretaría de Seguridad. 
Actualmente, esta dependencia se encarga de 
participar en el proceso de ingreso de empleados 
sujetos a la LSC y en este rol se la percibe como 
una dependencia que comienza a seguir reglas y 
procedimientos tendientes a evitar la politización 
del proceso. La DSC también asume la organi-
zación de las reuniones con representantes de 
sindicatos para modifi car el anteproyecto para 
reformar la LSC de modo de transformarla en 
un instrumento que promueva la mejor gestión 
del empleo público; en este papel son visibles sus 
esfuerzos por considerar las peticiones de los tra-
bajadores.

Valoración simbólica de los subsistemas de recursos humanos
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II. INDICADORES 

A) Indicadores Cuantitativos6

1. Tasa de designaciones políticas

I. Cargos que prevén designación política en la  1.912 Año: 2004
Administración Central   Fuente: Informe de la DSC, MF 2004.

II. Total de cargos administrativos de la  113.769 Año: 2004
Administración Central   Fuente: Secretaría de Finanzas, Presupuesto de Egresos 
  2004 (www.sefi n.gob.hn). Cálculo propio (total de gastos 
  en servicios personales del gobierno central sobre el 
  número de empleados del gobierno central). Esta 
  información excluye a los órganos desconcentrados y 
  descentralizados. 

I / II (en porcentaje) 1,68%

Peso fi scal del empleo público
2. Nómina salarial del gobierno central / Producto Bruto Interno

I. Gastos obligados en servicios personales de la  679,55 Año: 2004
Administración Central (en millones)  Cálculo propio elaborado con datos del Presupuesto de 
  Egresos 2004 (SF) excluye gastos en servicios personales 
  de los de organismos descentralizados y desconcentrados.

II. PBI (en millones) 6.600 Año: 2003 
  Fuente: Banco Mundial, World Develpment Indicators 
  2004.

I / II (en porcentaje) 10,3%

Incentivos del Servicio Civil
3. Compresión vertical de los salarios

I. Asignación mensual de la máxima categoría  3.459,15 Año: 2004
  Fuente: Varios artículos de la prensa hondureña en los  
  que el Presidente Maduro hizo público su salario.

II. Asignación mensual del categoría mínima  149,9 Año: 2004
  Fuente: Estructura de Clasifi cación que aplica a las 
  dependencias centralizadas, DSC

I / II 23,07 

6 Tipo de cambio 17.34 Lempiras por dólar ( promedio 2003). Fuente: World Fact Book.
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Incentivos del Servicio Civil
4. Sueldo gubernamental promedio del gobierno central / PIB per cápita

I. Sueldo promedio Administración Central (Mensual) 326,81 Año: 2002
  Fuente: Encuesta de Hogares, Septiembre de 2002, Instituto 
  Nacional de Estadística – Salario promedio mensual de los 
  empleados del sector público. 

II. PBI per cápita (Mensual) 216,67 Año: 2003
  Fuente: CIA Cálculo mensual que resulta de dividir el PIB  
  per capita anual entre 12.

I / II 1,51 

Incentivos del Servicio Civil
5. Sueldo gubernamental promedio del gobierno central / sueldo promedio del sector privado

I. Sueldo promedio Administración Central (mensual) 326,81 Año: 2002
  Fuente: Encuesta de Hogares, Septiembre de 2002, Instituto 
  Nacional de Estadística. Salario promedio mensual de los 
  empleados del sector público.

II. Sueldo promedio del sector privado (mensual) 161,36 Año: 2002
  Fuente: Encuesta de Hogares, Septiembre de 2002, 
  Instituto Nacional de Estadística. Salario promedio 
  mensual del sector privado.

I / II 2,02  

Dotación de Servicio Civil
6. Número total de empleados públicos en el gobierno central / población total

I. Número total de empleados públicos en la  113.769 Año: Junio de 2004. 
Administración Central  Número total de empleados del gobierno central. Esta cifra 
  no incluye a empleados de los órganos descentralizados 
  ni desconcentrados. Incluye a personal bajo régimen de 
  estatutos, personal de confi anza, personal sujeto a la LSC y 
  personal por contrato. Fuentes: SE, SF, DSC.

II. Población Total 6.823.568 Año: 2004 – Fuente: CIA.

I / II 1,67% 

  
7. Gasto público total del gobierno central (excluye pensiones y servicio de la deuda) / Número total de empleados 

públicos del gobierno central

I. Gasto público total de la Administración  1.622,90 Año: 2004
Central (en millones)  Fuente: Secretaria de Finanzas. Presupuesto de Egresos.

II. Número total de empleados públicos de la  113.769  Año: Junio de 2004.
Administración Central  Número total de empleados del gobierno central. Esta cifra 
  no incluye a empleados de los órganos descentralizados ni 
  desconcentrados. Fuentes: SE, SF, DSC.

I / II  0,014 
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Tabla de índices
    Valor 
 Valor Índices Porcentaje  subíndices Porcentaje 
Índice (escala 0 A 20) de la escala               Subíndice (escala 0 a 10) de la escala

(E) Efi ciencia  3.83 19%    

(M) Mérito 3.38 17%
    

(CE) Consistencia  2.92 15%
estructural    

   (CES) Coherencia estratégica 1.57 16%

   (CD) Consistencia directiva 0.71 7%

   (CP) Consistencia procesos 1.92 19%
    

(CF) Capacidad  2.12 11%
funcional    

   (COM) Competencia 1.44 14%

   (EI) Efi cacia incentivadora 0.69 7%

   (FL) Flexibilidad 1.00 10%

(CI) Capacidad  3.18 16%
integradora

B) Índices para la evaluación de los sistemas de servicio civil 

Efi ciencia 
Las mayores debilidades surgen del sistema de 
planifi cación y empleo, que resultan desintegra-
dos y poco efi cientes. Se rescata como aspecto 
algo más adecuado la solidez del sistema de pen-
siones, aunque resulte inequitativo. 

Mérito 
Refl eja la existencia de un sistema que no valora 
el mérito, salvo en algunos sectores con estatutos 
especiales. Se destaca la implementación de me-
canismos que garantizan la igualdad de género 
y etnia, lo que ha sido reconocido incluso por el 
sector sindical. 

Consistencia Estructural
Coherencia estratégica. Es muy débil la integración 
de las funciones de recursos humanos, y la de és-
tas con la estrategia de la organización. 

Consistencia directiva. El nivel de descentralización 
efectiva de la gestión de recursos humanos no es 
homogéneo, siendo bajo en los organismos cen-
trales y mayor en los descentralizados. En gene-
ral falta preparación y compromiso; cuentan con 
mayor autonomía para defi nir salarios de sus de-
pendientes, lo que apoya el clientelismo. 

Consistencia de procesos. La consistencia de los proce-
sos de gestión de recursos humanos es muy baja. 
En particular, están muy poco desarrollados los 
subsistemas de planifi cación, organización del 
trabajo y desarrollo de carrera. Se destacan los 
esfuerzos por mejorar la correlación entre pues-
tos y responsabilidades. 

Capacidad funcional
Competencia. Refl eja los avances registrados en la ac-
tualización del Manual de Descripción de Puestos. 
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Efi cacia incentivadora. La gestión del rendimiento es 
prácticamente inexistente, y el sistema de remu-
neraciones muy poco efi ciente. Es relativamente 
razonable el abanico salarial (23 veces). 

Flexibilidad. En la práctica se observa una baja 
fl exibilidad, lo que se pone de manifi esto por el 
bajo desarrollo de los sistemas de empleo, or-
ganización del trabajo y desarrollo de carrera. 
Destaca como positiva la actualización de pues-
tos, ya que proporcionará información para una 
adecuación entre puesto y responsabilidades. 

Capacidad Integradora 
Predomina la falta de integración del sistema. 
Sólo se rescata en términos relativos la realiza-
ción de encuestas de clima y los benefi cios socia-
les. Respecto de los aspectos sindicales, se valora 
la legitimación de la representación sindical pero 
es preocupante el alto poder de obtención de be-
nefi cios inequitativos. 

III. CONCLUSIONES

Análisis de Áreas Causales

La planifi cación se ve afectada por dos fuerzas 
contradictorias: la política de austeridad del go-
bierno y las presiones de los sindicatos que ge-
neralmente derivan en concesiones que vuelven 
a elevar el gasto salarial. La información dispo-
nible no es pública, es insufi ciente y no existe 
una base compartida por los dos órganos más 
relacionados con la gestión de RH: SF y DSC. 
La distribución de recursos entre dependencias 
favorece a las Secretarías de Salud y Educación 
porque de ellas depende el personal encuadrado 
en estatutos especiales. 

Respecto a la organización del trabajo, existe 
un diseño de puestos cuya elaboración y actuali-
zación está a cargo de la DSC, pero se presume 
que las funciones reales que desempeñan los em-
pleados públicos no se corresponden con la des-
cripción de puestos. Los trabajadores no saben 
la base de valoración de su contribución. Se está 

implementando una auditoria de puestos pero se 
observan pocos avances. 

En cuanto a la gestión del empleo, las convo-
catorias no son abiertas y no hay mecanismos que 
eviten los ingresos por criterios políticos. Se percibe 
el aumento del poder relativo de la DSC para im-
pedir que los cargos de niveles altos sean ocupados 
por recomendados políticos cuando éstos no re-
únen los requisitos del puesto. No existen prácticas 
de inducción generalizadas y son pocas las oportu-
nidades de movilidad geográfi ca y funcional. No 
se cuenta con recursos para controlar el adecuado 
seguimiento del ausentismo y la indisciplina. 

La gestión del rendimiento en el servicio pú-
blico es inexistente, salvo escasas excepciones de 
revisión del desempeño. Tampoco se cuenta con 
recursos para hacer un seguimiento de la calidad 
laboral de los planteles.

La gestión de la compensación es sometida 
a cambios a lo largo del año por las presiones 
que ejercen los empleados bajo el régimen de 
estatutos especiales para conseguir más benefi -
cios. Si bien el resto de los empleados públicos 
resulta favorecido, las mejoras no son equitativas 
y crean una enorme diferencia de remuneracio-
nes, lo que genera malestar entre los empleados. 
La estructura salarial no se ajusta al diseño de los 
puestos y no contiene información sobre el resto 
de las compensaciones, las cuales no están vincu-
ladas al rendimiento ni al aprendizaje.

La gestión del desarrollo está poco desarrolla-
da. No hay planes de carrera y los pocos ascensos 
generalmente no están vinculados al rendimiento y 
la capacitación. No hay disponibilidad presupues-
taria para capacitación de empleados; la forma-
ción no se constituye en una práctica generalizada 
y no es acompañada de mejoras salariales.

La gestión de las relaciones humanas y socia-
les es muy limitada; los canales de comunicación 
están limitados a la gestión de los sindicatos, que 
son confl ictivos, a veces violentos, y focalizados 
en la obtención de mejoras salariales. Las polí-
ticas sociales se aplican al personal bajo la LSC 
y al encuadrado en estatutos especiales, pero los 
cargos de confi anza y los contratados no cuentan 
con las mismas prestaciones.



313

SÍNTESIS DEL DIAGNÓSTICO: CASO HONDURAS

La organización de la función de RH también 
se ve limitada por las restricciones presupuestarias. 
Los subgerentes de RH imprevistamente sufren 
recortes de fondos presupuestados y de personal, 
lo que condiciona su autonomía, a lo que se suma 
que no siempre cuentan con los conocimientos y 
capacidades necesarias para el cargo.

Factores del Contexto Interno y Entorno 

Los factores del contexto interno que más infl u-
yen en la gestión de RH en el sector público son 
las restricciones presupuestarias y el poder de ne-
gociación de maestros y médicos: la violencia de 
sus medidas de fuerza lograron limitar o revertir 
los esfuerzos del gobierno por cumplir con las 
condiciones del FMI. 

Conclusiones Principales del Diagnóstico

Al asumir el nuevo gobierno hondureño, se pro-
ponía mejorar el servicio civil, reformar su marco 
legal, consolidar el proceso de modernización de 
la administración pública y hacer más dinámica 
la gestión gubernamental. En contraposición, ha 
debido administrar las presiones contrapropuestas 
entre la necesidad de reducir el gasto en salarios y 
la resolución de las presiones sindicales. El inmen-
so de poder de negociación de los sindicatos más 
activos y la sensibilidad pública respecto de los 
servicios que prestan sus afi liados han derivado en 
concesiones excesivas que han aumentado la in-
equidad interna y externa del sistema de RH. Las 
actualizaciones normativas que se previeron ha-
cer están demoradas y no se vislumbran cambios 
en el escenario antes de las próximas elecciones. 
Estas cuestiones tan estructurales han limitado el 
rango de acción para los cambios. 

Sumado a ello, la DSC ha atravesado re-
cientemente un cambio de titular lo que puede 
impactar en la continuidad de las acciones ini-
ciadas.

IV. RECOMENDACIONES

Es indudable que se torna indispensable refor-
mar el marco legal del servicio civil y para ello es 
necesario contar con una nueva LSC. Por tanto, 
se hace necesario continuar con la preparación 
del proyecto y progresar en el consenso con los 
representantes gremiales. Pero la construcción 
política del nuevo proyecto no puede circunscri-
birse a esta estrategia: se hace necesario también 
transferir conocimiento, generar alianzas con los 
distintos actores políticos del Congreso e infor-
mar a la población respecto de las inequidades 
del sistema de compensaciones. 

No obstante, la ciudadanía deberá recibir se-
ñales claras sobre las buenas intenciones del go-
bierno respecto al servicio civil: en este sentido 
puede contribuir a la construcción de confi anza 
comenzar a cumplir muchas de las disposiciones 
actualmente vigentes en la actual LSC, tales como 
la aprobación de exámenes de competencia para 
ingresar o la evaluación del desempeño, y recurrir 
a nuevas formas de contacto con la ciudadanía, 
tales como la publicación en Internet de las nómi-
nas salariales y otra información disponible sobre 
el empleo público. La demora en la sanción de la 
ley no debería condicionar el inicio y consecución 
de otros procesos de cambio del sistema de RH.

Se torna necesario contar con información 
sobre los recursos humanos de todo el sector pú-
blico, incluso de los organismos desconcentra-
dos, por lo cual deberían apoyarse las acciones 
para compartir bases de datos y conferir a una 
dependencia del respaldo político sufi ciente para 
asumir la coordinación del proceso. También se 
requiere dotar de poder sufi ciente a la Dirección 
General de Servicio Civil para que, además de 
las funciones operativas de simple trámite que 
actualmente asume, se constituya en la respon-
sable de controlar la aplicación de las reformas 
sobre el servicio civil.
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 Categorías Factores Comentarios del Evaluador

Antecedentes  1965: creación Ofi cina Clasifi cación de Puestos y trabajo consultora. 
  1976: Reglamento LSC, inicio proyecto gestión RH. 
  1982: democracia y despido del personal del antiguo régimen; no se respetaron pro- 
  cesos de reclutamiento de nuevos empleados ni sistemas de evaluación y promoción.  
  ´80: personal de salud presionó sanción estatuto con mayores benefi cios y en la 
  actualidad hay 5 estatutos especiales. 
  1990: se retoman acciones, en particular para reducir la carga salarial (censos, 
  unidades de modernización y Dpto. Auditoria). 
  2002: Acta Compromiso, no aumentos salariales y jubilación obligatoria y optativa.
  2003: movilizaciones frenaron iniciativa LSC.

Análisis del contexto  Análisis del marco  LSC de 1968 y Reglamento de 1976. Código de Trabajo. Estatutos profesionales 
institucional legal (médicos, enfermeras, docentes, trabajadores sociales y microbiólogos). El proyecto 
  de nueva LSC fue elaborado pero se detuvo el proceso. Se están manteniendo 
  reuniones para elaborar un nuevo proyecto consensuado. 

Análisis funcional  Análisis organizativo   DSC tiene poca ingerencia sobre subgerencias de RH y éstas tienen escasa 
del servicio civil de la función   autonomía; restricción presupuestaria es política dominante. No cuenta con 
 Relaciones Humanos información ni tiene injerencia sobre la totalidad de la AP. 

 Indicadores   Nivel razonable del número de empleados (1,67%) y de las designaciones políticas 
 cuantitativos del sis-  (1,68%). Amplio rango entre máxima y mínima remuneración de la escala. El sueldo 
 tema de SC analizado promedio del gobierno duplica el del sector privado.

Análisis subsistemas Planifi cación Nuevo gobierno establece planes para reformar función pública pero la planifi cación 
  está centrada en la gestión presupuestaria, que es frenado por poder sindical del 
  personal bajo estatutos. SF tiene Sistema de Administración Financiera con 
  información salarial; bases con más datos sobre personal son aisladas; están 
  desarrollando un sistema informático integral de RH con fi nanciamiento del BM.

 Organización del  Manuales de puestos desactualizados, sólo requisitos de titulación o especialización 
 Trabajo técnica, y falta capacidad operativa para controlar correlación entre defi nición y 
  trabajo efectivo. Pluralidad de esquemas legales para similares funciones. Se están 
  haciendo auditorias para establecer deberes y responsabilidades y actualizar Manual 
  de Descripción de Puestos.

 Gestión del Empleo Selección no sigue procedimientos LSC, convocatorias no son abiertas, excesiva 
  injerencia política. Existen mecanismos para evitar discriminación género, etnia, etc., 
  pero no los hay para controlar presentismo y disciplina. Hay desvinculaciones por 
  cuestiones políticas.

 Gestión del  Se delega en subgerencias de RH que no cuentan con mecanismos ni presupuestos. 
 Rendimiento No hay evaluaciones de desempeño, salvo a médicos y enfermeras. 

 Gestión de la  No se cumple la LSC respecto de salarios: resultan de las presiones del FMI y 
 Compensación sindicales. No existe política salarial integrada y armónica. Falta de equidad interna. 
  Carga no excesiva para el Estado, salvo médicos y enfermeras. Reciente elaboración 
  escala salarial (Hay), pero no incluye otros benefi cios que contribuyen a la inequidad 
  interna y externa. 

 Gestión del Desarrollo Pocas oportunidades de promoción, no existen planes de carrera. Se prohibieron 
  recategorizaciones hasta 2005. No hay mecanismos que eviten arbitrariedad y clien- 
  telismo político. Experiencias de capacitación en algunas dependencias e Instituto
  Nacional de Formación Profesional; los directivos no promueven su aprovechamiento.

 Gestión de las   Encuestas aisladas pero no se aplican a cambios. Los representantes sindicales son la 
 Relaciones Humanas  única vía de presentar reclamos. Sindicatos fuertes, con alta capacidad de 
 y Sociales movilización y paro, y hechos de violencia en la historia reciente. Benefi cios sociales 
  importantes pero asignados en forma inequitativa. 

Índices del sistema   Los valores máximos y mínimos corresponden a Efi ciencia (19%) y Capacidad Funcional
de servicio civil  (11%). Mérito, Capacidad Integradora y Consistencia Estructural rondan el 16%. 

V. TABLA DE SÍNTESIS
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ANEXOS

ANEXO I. Valoración de los puntos críticos

(Ver anexo fi nal)

ANEXO II. Ficha técnica del informe

• Fecha de fi nalización del informe
Fecha del diagnóstico: Noviembre 2004
Fecha de la revisión: Enero 2005

• Consultores
Mercedes Iacoviello – Mónica Iturburu – 
Ivania de la Cruz Orozco
Asistentes: Yanina Azzolina – María Jesús 
Zuvanic

• Fuentes de obtención de la información

Documentos consultados

Cáceres Cano, César (2003). El régimen de ser-
vicio civil en Honduras. VIII Congreso In-
ternacional del CLAD sobre la Reforma 
del Estado y de la Administración Pública, 
Panamá, 28–31 Oct. 2003. http://unpan1.
un.org/intradoc/groups/public/docu-
ments/CLAD/clad0047430.pdf  

DGSC (2003) Estadísticas. Documento presenta-
do durante la “XII Reunión de Directores 
de Servicio Civil y de Recursos Humanos 
del Istmo Centroamericano: Las Reformas 
de Servicio Civil en Centroamérica y Ten-
dencias Modernas en la Gestión del Em-
pleo Público”, organizado por la Dirección 
General de Servicio Civil de la Secretaría 
de Estado del Despacho Presidencial de la 
República de Honduras, conjuntamente 
con el Instituto Centroamericano de Ad-
ministración Pública, ICAP. Tegucigalpa, 
Honduras.

DGSC (2003a) Informe Nacional de Honduras. Do-
cumento presentado durante la “XII Re-
unión de Directores de Servicio Civil y de 
Recursos Humanos del Istmo Centroame-

ricano: Las Reformas de Servicio Civil en 
Centroamérica y Tendencias Modernas en 
la Gestión del Empleo Público”, organiza-
do por la Dirección General de Servicio Ci-
vil de la Secretaría de Estado del Despacho 
Presidencial de la República de Honduras, 
conjuntamente con el Instituto Centroame-
ricano de Administración Pública, ICAP. 
Tegucigalpa, Honduras.

DGSC (2003b), Reseña Nacional de Honduras, Co-
loquio Centroamericano Sobre Función 
Pública. 

Instituto Nacional de Estadística (2003) Ingreso 
de la población ocupada. Encuesta de Hogares-
Septiembre 2002. http://www.ine-hn.org/
Trifolios/i_ocupados_m2003.pdf  

Presidencia de la República de Honduras (2002) 
Plan de Gobierno 2002–2006.  http://www.ca-
sapresidencial.hn 

SF (2003) Secretaría de Finanzas y Dirección 
General de Instituciones Descentralizadas In-
forme de Recursos Humanos Sector Público Descen-
tralizado, 2003–2002. http://www.sefi n.gob.
hn/pdfs/recursos%20humanos%20spd/doc
umento%20fi nal%20rh%20jc.pdf  

Normativa consultada

• Código de Trabajo, Decreto N° 189/59, 
Publicado el 15/07/1959 http://www.
cong reso.gob.hn/PDF/CODIGOS/
HN1905195901.PDF 

• Ley del Estatuto de los Trabajadores So-
ciales, Decreto N° 218/97, Publicado el 
21/02/1998 http://www.congreso.gob.hn/
PDF/DECRELEY/HN2102199808.PDF  

• Ley del Estatuto del Docente Hondureño, 
Decreto N° 136/97 http://www.se.gob.hn/
pdfs/leyes/estatuto.pdf   

• Ley del Estatuto del Médico Empleado, De-
creto N° 167/85, Publicado el 06/12/1985 
http://www.congreso.gob.hn/PDF/DE-
CRELEY/HN0612198501.PDF

• Ley del Estatuto del Microbiólogo y Quí-
mico Clínico de Honduras, Decreto N° 
178/97, Publicado el 29/11/1997 http://
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www.congreso.gob.hn/PDF/DECRELEY/
HN2911199701.PDF 

• Ley del Estatuto del Personal Profesional 
de Enfermería de Honduras, Decreto N° 
90/99, Publicado el 21/07/1999 http://
www.congreso.gob.hn/PDF/DECRELEY/
HN2107199905.PDF 

• Ley de Servicio Civil, Decreto Nº 126/67 
(emitido el 28/10/1967, publicado el 
06/03/1968 y con vigor a partir del 
06/09/1968). http://www.honduraslegal.
com/legislacion/legi141.htm 

• Reglamento de la Ley de Servicio Civil, Acuer-
do N°175 (promulgado el 18/02/1976)

Entrevistas realizadas

 Nombre Organismo-Área Cargo E-mail
Lic. Cesar Cáceres Cano Dirección General de  Ex Director
 Servicio Civil   

Rodolfo Pavón Sindicato de Hospital  Representante 
 Escuela

Rodolfo Alvarenga DGSC Jefe del Departamento de 
  Clasifi cación de Puestos 

Roy Lorenzana DGSC Jefe de Departamento de 
  Norma y Procedimientos 

Rene Echevarría DGSC Jefe de Reclutamiento y 
  Selección 

Edil Izaguirre Secretaria del Trabajo Subgerente de RH 

Leonel Cano Secretaria de Seguridad Ex Subgerente de RH 

Douglas Matamoros Secretaria de Salud Subgerente de RH   

Lorena Valladares Secretaría de Finanzas Subdirectora de 
  Presupuesto 

Ángel Escobar Cámara de Diputados /  Diputado / 
 Comisión de Trabajo Partido Nacional 

Gladis Ledezma Cámara de Diputados /  Diputada / 
 Comisión de Trabajo Partido Nacional 

Policarpio Laines Cámara de Diputados /  Diputado / 
 Comisión de Trabajo y  Partido Nacional
 Comisión Obrera  

Adrián Licona Cámara de Diputados /  Diputado / UD
 Comisión de Trabajo 
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Taller con expertos / Parte I

DSC, 30 de septiembre de 2004 - Tegucigalpa, Honduras

 Nombre Organismo-Área Cargo E-mail
Rodolfo Pavón Sindicato de Hospital  Representante
 Escuela 

Rodolfo Alvarenga DGSC Jefe del Departamento de 
  Clasifi cación de Puestos 

Roy Lorenzana DGSC Jefe de Departamento de 
  Norma y Procedimientos 

Rene Echevarría DGSC Jefe de Reclutamiento y 
  Selección 

Norma Iris López Asociación de Técnicos  Representante
 de Radiología  

María Marta Betanio Asociación de Enfermeros  Presidenta
 Instrumentistas  

Sitios web consultados

Associated Press www.ap.org 

Casa Presidencial http://www.casapresidencial.hn/ 

CIA – Data de Honduras http://www.cia.gov/cia/publications/factbook/geos/ho.html 

CLAD - SIARE http://www.clad.org.ve

Congreso Nacional de Honduras http://www.congreso.gob.hn 

El Heraldo http://www.elheraldo.hn 

Elecciones en Latinoamérica http://www.elecciones-en-latinoamerica.de 

La Prensa http://www.laprensahn.com 

Leyes Virtuales http://www.leyesvirtuales.com 

Secretaría de Estado del Despacho Presidencial  http://www.sdp.gob.hn/ 

Secretaría de Finanzas www.sefi n.gob.hn 

Vanguardia http://www.vanguardia.com

Yahoo News http://www.yahoo.com 
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Abreviaturas

BM Banco Mundial

BPS Banco de Previsión Social

DSC Dirección de Servicio Civil

EPNF Empresas Públicas no Financieras

IF Instituciones Financieras

IPA Institutos Públicos Autónomos 

LSC Ley del Servicio Civil

MS Ministerio de Salud

RH Recursos Humanos

SC Servicio Civil

SE Secretaría de Educación

SF Secretaría de Finanzas

SPC Sistema Profesional de Carrera
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I. RESUMEN EJECUTIVO2

Principales conclusiones

En 2003 se inicia un esfuerzo sistemático de im-
plantación de un servicio civil de carrera en la 
Administración Pública Federal Centralizada 
con la aprobación unánime entre el partido de 
gobierno y la oposición de la Ley de Servicio Pro-
fesional de Carrera. El éxito fi nal de este esfuerzo, 
sin embargo, depende de la propia complejidad 
de la ley, del mantenimiento de un consenso 
político, y de una solución para el conjunto de 
funcionarios a los temas de gestión por mérito y 
rendimiento.

Los valores numéricos de los subsistemas y 
los índices refl ejan los intentos de pasar de un 
estadio de relaciones particularistas, a otro don-
de imperen los controles institucionales y la 
evaluación por resultados. Ciertamente, dicha 
transformación distará de ser lineal porque las 
organizaciones tienen inercias en sus estructuras 
y procedimientos, las relaciones políticas y los 
criterios de manejo subjetivos no se cambian fá-
cilmente con nuevas leyes, y porque los nuevos 
estímulos e incentivos se encuentran en sus pri-
meros pasos y encierran problemas en su diseño. 
El futuro del servicio civil en México será enton-
ces tan fascinante como complejo.

Contexto institucional

México está considerado una economía de de-
sarrollo intermedio, presentando un ingreso per 
cápita de 8.950 dólares (Banco Mundial, 2005). 
Tiene una población de 100.9 millones de ha-
bitantes, y una tasa de alfabetización del 90% 
(Banco Mundial, 2004). Su renta está relativa-
mente concentrada con un coefi ciente de GINI 
de 53.1 (Carrillo y Guerrero, 2002). Un 50% de 
su población está en estado de pobreza (Banco 
Mundial, 2004). La estructura política es federal, 
con 32 estados más un distrito capital. 

El objeto de este informe es la Administración Públi-
ca Federal Centralizada, que incluye a la Presiden-
cia de la República, las Secretarías de Estado, los 
Departamentos Administrativos y la Consejería 

CAPÍTULO 12

Síntesis del diagnóstico
Caso México1 

1 Autoras: Mercedes Iacoviello, Ana Laura Rodriguez 
Gusta e Ivania de la Cruz Orozco

Este trabajo se basa en la revision y actualizacion 
del diagnostico realizado por Allyson Benton (2002)
2 Se agradecen los comentarios del Dr. Martínez Puón, 
del Dr. David Arellano, y del Dr. Cedillo Hernández 
quienes se han tomado el trabajo de brindar comenta-
rios sustantivos sobre el contenido del informe e incluso 
de forma. Las opiniones aquí vertidas son de exclusiva 
responsabilidad de las autoras, por lo que de ninguna 
forma comprometen la visión de quienes han brindado 
comentarios a este trabajo. 
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Jurídica del Ejecutivo Federal3. México nunca 
tuvo un servicio civil propiamente dicho, dado 
que su burocracia nació atada a una estructura 
política que fomentó el manejo clientelístico y 
corporativo del empleo público donde la buro-
cracia perdió autonomía (Arellano y Guerrero, 
2003). Ello trajo como consecuencia la fusión 
entre las elites políticas y los altos funcionarios 
públicos por una parte, y la discrecionalidad en 
el manejo de los recursos humanos por otra (He-
redia, 2002). Excepcionalmente, el servicio civil 
ha estado presente en las áreas de relaciones ex-
teriores y educación pública, y más recientemen-
te, desde los noventa, en algunas dependencias 
específi cas (Benton, 2002)4. 

El nuevo Presidente Vicente Fox electo en 
julio de 2000 por el Partido Acción Nacional 
(PAN), establece el Plan Nacional de Desarrollo 
2001–2006, al cual responde la Agenda del Buen 
Gobierno, con objetivos de lograr una gestión 
pública efi ciente y meritocrática, transparen-
te y capaz de rendir cuentas por sus acciones y 
logros5. Inscripta dentro de los principios de la 
Nueva Gerencia Pública pero con aspectos de 
lógica weberiana en lo referente al gobierno 
profesional, la Agenda cuenta con los siguientes 
componentes estratégicos: “Gobierno que cues-
te menos,” “Gobierno de Calidad,” “Gobierno 
Profesional,” “Gobierno Digital,” “Gobierno 
con Mejora Regulatoria,” y “Gobierno Honesto 
y Transparente”.

Uno de los primeros pasos en la implantación 
de la Agenda ha sido la sanción de la Ley de Servicio 
Profesional de Carrera (LSPC), aprobada en forma 
unánime por el Congreso de la Unión en abril 
de 2003 y reglamentada en marzo del 2004. El 
PRI y el Partido de la Revolución Democrática 
(PRD) aceptan y aprueban dicha reforma porque 
la misma impone restricciones al papel del presi-
dente, limitándolo por ejemplo en la designación 
de los Directores Generales (Pardo, 2004). El 
servicio propuesto cuenta con siete subsistemas 
para su organización: 1) planeación de recursos 
humanos, 2) ingreso, 3) desarrollo profesional, 
4) capacitación y certifi cación de capacidades, 
5) evaluación del desempeño, 6) separación, y 7) 

control y evaluación. Para la implantación del 
servicio profesional y su administración, se crea 
la Secretaría de la Función Pública (SFP antes 
Secretaría de Contraloría y Desarrollo Adminis-
trativo, SECODAM). La SFP absorbe, además, 
las funciones de administración de personal de 
la otrora Unidad de Servicio Civil de la Secreta-
ría de Hacienda y Crédito Público (SHCP). Por 
otra parte, junto a la SFP trabaja la Ofi cina de 
Innovación Gubernamental, que depende direc-
tamente de Presidencia y es responsable por el 
cumplimiento con la Agenda del Buen Gobierno. 

Cabe resaltar que el impulso a la profesio-
nalización se acompaña de un recorte del 15% 
del gasto administrativo de las dependencias, la 
supresión de 40 subsecretarías, decenas de direc-
ciones generales y plazas (Pardo, 2004).

Marco legislativo

El marco jurídico que regula las relaciones la-
borales del sector público en México cuenta con 

3 Ley Orgánica de la Administración Pública Federal.
4 Estos casos son: la Secretaría de Relaciones Exterio-
res; el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e 
Informática; la Secretaría de Educación Pública; la 
Procuraduría General de la República; la Procuradu-
ría General de Justicia del Distrito Federal; la Comi-
sión Nacional del Agua; la Procuraduría Agraria; el 
Instituto Federal Electoral; la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público; y los Consejos de la Judicatura del 
Poder Judicial.
5 Con anterioridad, un importante intento de reforma 
administrativa ocurrió bajo la Presidencia de Ernesto 
Zedillo (1996–2000). En 1996, se armó el Programa de 
Modernización de la Administración Pública (PROMAP), ini-
ciativa ambiciosa y comprensiva asociada a las nego-
ciaciones para el ingreso de México a la OECD (Gow y 
Pardo, 1999) con dos objetivos: 1) transformar la admi-
nistración pública en una organización efi caz y efi cien-
te mediante una nueva cultura de servicio, y 2) reducir 
la corrupción e impunidad mediante mecanismos de 
control y promoción de las habilidades de los recursos 
humanos. Por múltiples motivos, esta iniciativa fracasa 
(Heredia, 2002).
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más de 600 Leyes, Normas, Acuerdos, así como 
otros instrumentos orientados a la gestión de re-
cursos humanos (Roel, 2000). Más interesante 
aún que esta cornucopia jurídica es la naturaleza 
segmentada del empleo público, donde el personal 
se estratifi ca según las recompensas a las que pue-
de aspirar y sus posibilidades de desarrollo. Bre-
vemente, México se rige por la Constitución de 
1917 cuyo Artículo 123, Apartado B distingue 
los funcionarios civiles llamados “de base” o “sindi-
calizados” de los funcionarios designados en forma dis-
crecional. Estos dos grupos de funcionarios han 
conformado mercados laborales muy dispares y 
prácticamente inconexos en el seno del propio 
sector público. ¿Qué distinciones se pueden es-
tablecer entre estos dos grupos? ¿Cuáles son sus 
características básicas y sus condiciones legales?

Comencemos por los funcionarios de base. Son 
funcionarios con bajo nivel educativo que des-
empeñan tareas operativas y administrativas. 
Por ejemplo, son choferes, personal de manteni-
miento, secretarias, archivistas, personal técnico 
de nivel bajo. Conocidos también como operati-
vos, sus posibilidades de desarrollo son muy limi-
tadas. A cambio, sin embargo, tienen estabilidad 
laboral y son inamovibles. La relación de trabajo 
entre el Estado y estos funcionarios es laboral 
(Cedillo Hernández, 2003) y están regidos por 
la Ley Federal de los Trabajadores del Servicio del Estado 
(LFTSE).

La realidad de los empleados de libre designación 
es muy diferente. Ellos pueden dividirse entre los 
altos ofi ciales o cargos políticos y los burócratas 
de nivel medio o “de confi anza.” Los altos ofi ciales 
son designados por el Presidente y los ministros. 
El nivel medio está conformado por los profesio-
nales semi-independientes que ocupan los cargos 
técnicos, legales y administrativos (Arellano y 
Guerrero, 2003). Sus puestos revisten importan-
tes grados de responsabilidad, por lo que perci-
ben benefi cios materiales y salarios altos, además 
de compensaciones de diversa índole asociadas 
a la naturaleza política de estas designaciones 
(Arellano y Guerrero, 2003). Este personal tiene 
una relación administrativa con el Estado (Cedillo 
Hernández, 2003). Las consecuencias de ello no 

son menores. Estos funcionarios carecen de cer-
tidumbre laboral por estar sujetos a despido con 
el cambio de gobierno, a lo que se agrega la falta 
de obligación de compensarlos6. La propia Ley 
Federal de los Trabajadores al Servicio del Es-
tado establece que los trabajadores de confi anza 
no tienen derecho a indemnización por despido 
justifi cado o injustifi cado (véase Art. 5 y Art. 8), 
lo que se ha reforzado con la jurisprudencia de la 
Suprema Corte de Justicia (Cedillo Hernández, 
Comunicación Personal, 2005)7. Es en este seg-
mento de funcionarios donde la LSPC pretende 
operar, lo que produce cambios en la condición 
laboral de estos empleados.

En efecto, la LSPC busca implantar prin-
cipios de mérito, igualdad de oportunidades, 
efi ciencia y responsabilidad, para llenar las va-
cantes hoy monopolio del personal de confi an-
za: Director General, Director General Adjunto, 
Director de Área, Subdirector de Área, Jefe de 
Departamento y Enlace en orden jerárquico des-
cendiente8. Con ello, los funcionarios públicos de 

6 Sin embargo, su trabajo tiene cierta continuidad en 
los hechos como lo muestra un estudio sobre los sub-
secretarios y directores generales, con 13 y 11 años de 
experiencia de trabajo en el sector público según algu-
nos autores (Gow y Pardo, 1999). 
7 Cedillo Hernández ha informado sobre dos tesis de la 
Suprema Corte de Justicia donde se establece que los 
trabajadores de confi anza no cuentan con los mismos 
derechos de los trabajadores de base (Comunicación 
Personal, 2005). La primera es del Pleno del Tribunal, 
“Trabajadores del confi anza al servicio del Estado. 
Están limitados sus derechos laborales en términos 
de la Fracción XIV del Apartado B del Artículo 123 
Constitucional” (Tomo V, mayo de 1997, página 176). 
La segunda jurisprudencia es de la Cuarta Sala de la 
Suprema Corte de Justicia, “Trabajadores al servicio 
del Estado, de confi anza. No están protegidos por el 
Apartado “B” del Artículo 123 en cuanto a la estabili-
dad en el empleo” (Apéndice de 1995, Tomo V, Tesis 
567, página 374).
8 Quedan excluidos de esta Ley los puestos de la Se-
cretaría de la Defensa Nacional y los Órganos Des-
concentrados dependientes de estas, el personal de 
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confi anza pueden adquirir el carácter de funciona-
rios públicos de carrera, ganando así mayor estabi-
lidad en sus puestos. El personal sindicalizado puede 
incorporarse a la carrera profesional, aunque 
deberá contar con licencia, o alternativamente, 
haberse separado de su cargo, ya que es incom-
patible permanecer activo en ambos mercados 
laborales. Recién en el año 2006 se verá la ope-
ración plena del sistema de carrera. 

Existen otras acciones, aunque más tímidas, 
dirigidas al personal de base, buscando promover 
el mérito en las promociones y el rendimien-
to en el desempeño laboral. Recientemente, la 
Norma para el Sistema de Evaluación del Desempeño de 
los Funcionarios Públicos de Nivel Operativo (agosto 
del 2004) establece varios criterios para gestio-
nar, evaluar, y compensar el desempeño de este 
segmento cuya modernización ha estado mucho 
más rezagada en la agenda del gobierno de Vi-
cente Fox. 

Población de empleados de interés para 
este informe.
Aquí se examina al personal de carrera y al personal 
sindicalizado porque ambos constituyen el cuerpo 
estable de empleados públicos de la burocracia en 
México. Por lo tanto, cada subsistema aborda-
rá la situación específi ca de estos dos grupos de 
funcionarios y los puntos de valoración serán un 
promedio de la gestión de los recursos humanos 
en estos dos segmentos. 

Análisis de los Subsistemas9 
Planificación de recursos humanos

Existencia e integridad del sistema (1)
La planifi cación ha sido presupuestal más que 
funcional (Petrei, 1997)10. Los presupuestos 
anuales de las dependencias establecen necesi-
dades cuantitativas y metas institucionales y son 
enviados a la SHCP que revisa el número de pla-
zas propuestas. Allí se elabora el Proyecto de Pre-
supuesto de Egresos para ser remitido al Poder 
Legislativo, quien aprueba el presupuesto fi nal. 
En el presupuesto fi nal, se detalla el monto para 
las nuevas plazas para cada dependencia, los in-
crementos salariales, y se establecen los límites 
mínimos y máximos a las percepciones (Diario 
Ofi cial de la Federación 31/12/2003). En el caso 
del personal de carrera, le corresponde a la SHCP 
hacer las previsiones necesarias en el Presupues-
to. Los costos asociados con la implantación de 
la LSPC se cargan al presupuesto de las depen-
dencias (Martínez Puón, 2003). 

El sistema profesional de carrera busca implantar 
una planifi cación sustantiva de las necesidades 
cuantitativas y cualitativas de recursos humanos. 
El primer paso es establecer un registro funcio-
nal llamado Registro Único de Funcionarios Públicos 
(RUSP), que será operado por las dependencias 
pero estará centralizado en su defi nición y aná-
lisis. Las convocatorias para plazas vacantes o 
creación de puestos deberán estar autorizadas 
en las estructuras orgánicas y registradas en el 
Catálogo de puestos supervisado por la SFP. 

Por otra parte, la LSPC prevé la planifi cación 
de la gestión de recursos humanos del sistema 

Presidencia, los rangos de Secretarios de Despacho, 
Jefes de Departamento Administrativo, Subsecretarios, 
Ofi ciales Mayores, Jefe o Titular de Unidad y cargos 
homólogos; los miembros de las Fuerzas Armadas, del 
sistema de Seguridad Pública y Seguridad Nacional, 
del Servicio Exterior Mexicano y asimilado a éste; per-
sonal docente de los modelos de educación preescolar, 
básica, media superior y superior; de las ramas médica, 
paramédica y grupos afi nes, los gabinetes de apoyo, así 
como aquellos que estén asimilados a un sistema legal 
de servicio civil de carrera; y los que presten sus servi-
cios mediante contrato, sujetos al pago de honorarios 
en las dependencias (Art. 8, LSPC). 
9 El análisis de los subsistemas sigue los 93 puntos crí-
ticos establecidos en la metodología, los cuales se listan 
con su correspondiente valoración en el Anexo I. Para 
cada apartado se indican entre paréntesis los puntos 
críticos asociados.
10 Para el proyecto de presupuesto de 2005 se estable-
ce que la mayor parte del rubro salarios se destinará a 
funcionarios públicos en funciones sociales (maestros, 
personal médico, policial y militar) mientras que se 
disminuirá el gasto en personal administrativo (plani-
fi cado en un 1.1% en términos reales). (SHCP, 2004: 
Proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación 
2005).
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de carrera en su conjunto mediante la formula-
ción del “programa operativo anual,”elaborado 
por la SFP en colaboración con las dependen-
cias (Art. 83, Reglamento LSPC). Este programa 
será remitido a la SHCP para su consideración 
presupuestaria, evaluado por el Consejo Consul-
tivo de la SFP, y publicado en el Diario Ofi cial 
de la Federación. Busca recoger las metas de 
gestión que se propongan las dependencias. Por 
otra parte, el Programa Especial sobre el Servi-
cio Profesional de Carrera 2004–2006 busca ser 
un diagnóstico sobre el avance en la implanta-
ción del sistema (Martínez Puón, Comunicación 
Personal, 2005). 

Coherencia estratégica (2–3)
Uno de los mayores problemas en la planifi ca-
ción, aún la presupuestal, tiene que ver con las 
metas institucionales. Muchas veces, las mismas 
carecen de rigor, y las estructuras organizaciona-
les suelen ser percibidas como fi nes y no medios 
para alcanzar resultados (SFP y SHCP, 2004). 
En ocasiones no se cuenta con planes de acción 
claros y detallados, y es común la ausencia de se-
guimiento (SFP y SHCP, 2004). Aún cuando en 
los anteproyectos de presupuesto las dependen-
cias elaboren y presenten metas consistentes, las 
modifi caciones ulteriores por parte de la SHCP y 
la Cámara de Diputados introducen ajustes que 
distorsionan el plan original (Entrevista Funcio-
nario Secretaría, 2004). Incluso la SHCP puede 
establecer recortes de presupuesto y de planilla a 
lo largo del año. 

Información de base (4)
Al presente, la información proviene de las nó-
minas y los expedientes de personal en cada 
dependencia. Las nóminas no cuentan con infor-
mación completa para realizar una planifi cación 
integral de la fuerza de trabajo. La SHCP tiene 
contabilizadas las plazas del gobierno y su cla-
sifi cación, pero no hay una base con la historia 
laboral de los empleados (Entrevista SFP, 2004). 
Recién se está conformando el Registro Único 
de servidores Públicos (RUSP) el cual supone la 
defi nición de perfi les y el catálogo de puestos, 

con un total de 20 campos de información so-
bre estructura, salarios y datos para gestionar 
el talento de los funcionarios públicos. Algunas 
dependencias que ya iniciaron la construcción 
del RUSP, como la Secretaría de Comunicación 
y Transporte, han debido actualizar, ordenar y 
validar los expedientes de personal, tarea que 
ha signifi cado un esfuerzo importante (Herrera 
Macías, 2004). El RUSP comenzará siendo un 
sistema de información y registro, para conver-
tirse en un instrumento de planifi cación y toma 
de decisiones en recursos humanos. Si bien en 
una primera etapa será para el personal de carrera, 
se extenderá también al personal de base.

Efi cacia (5–9)
No existe una distribución óptima de tareas y 
de funcionarios entre las dependencias (SFP y 
SHCP, 2004). Algunas unidades tienen exceso 
de trabajo, lo que no se refl eja en las estructuras 
organizacionales correspondientes (SFP y SHCP, 
2004). En las áreas más operativas, a pesar de los 
retiros voluntarios y la distribución de las tareas 
de las plazas vacantes entre el personal rema-
nente, no se perciben incrementos considerables 
porque allí se concentra el excedente de perso-
nal (Entrevista Sindicatos, 2004)11. Cuando es 
preciso efectuar recortes de personal, es común 
ofrecer al personal de base la posibilidad de pasar 
a ser “contratado,” con un incremento salarial 
a cambio (Entrevista Sindicatos, 2004). Esta es-
trategia es resistida porque supone la pérdida de 
los derechos de afi liación y, particularmente, la 
inamovilidad. Se han ofrecido planes de retiro 
voluntario, consistentes en una compensación 
especial a cambio de la renuncia a la plaza, que 
es entonces eliminada de la estructura, desvincu-
lándose defi nitivamente del sector público. 

11 Antes de los recortes de gasto del presente gobierno, 
las restricciones a la distribución de personal operativo 
se compensaban mediante la contratación de personal 
adicional, incrementando así los costos salariales sin 
acompañarse de mayor efi ciencia en las tareas (Here-
dia, 2002).
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El tamaño del empleo público en relación a 
la población económicamente activa es semejan-
te al promedio de la región e inferior a los paí-
ses desarrollados, pero el problema reside en su 
costo: la nómina total del sector público absor-
be 44% del gasto público total, sugiriendo alta 
inefi ciencia en el gasto (Heredia, 2002). El 32% 
del gasto de gobierno (excluyendo el servicio de 
deuda y pensiones) se ocupa en salarios del go-
bierno central12. El peso de funcionarios públicos 
operativos (sin mayor preparación técnica) en la 
Administración Pública Federal Centralizada es alto, 
siendo un 27.2% en 2004 (179,287 sobre un to-
tal de 659,924 empleados) (SFP y SHCP, 2004)13. 
Debe señalarse, sin embargo, la existencia de una 
tecnocracia fuerte en los puestos de mayor nivel, 
con formación de postgrado del exterior en es-
pecial en las áreas económicas (Philip 2003), que 
constituyen verdaderos “enclaves técnicos.” 

Administración (10–11)
Al momento de la elaboración de este informe, los 
directivos de línea se están familiarizándose con 
los nuevos procedimientos de planifi cación de la 
LSPC y las dependencias están elaborando las 
estructuras y los perfi les de cargos para su inclu-
sión en el Catálogo de puestos, con asistencia de 
la SFP. Existe incluso una red de personal de las 
ofi cinas de recursos humanos que se reúne para 
trabajar sobre las estructuras organizacionales 
(Entrevista SFP, 2004). En cuestiones relativas al 
personal de base, las Comisiones Mixtas de Escalafón tra-
bajan junto a los directivos, teniendo mucho peso 
en las prácticas de recursos humanos (Entrevista 
Sindicatos, 2004). La limitante reside en el hecho 
de que estas Comisiones Mixtas dan prioridad a las 
llamadas condiciones de trabajo más que a los aspec-
tos de planifi cación (véase puntos 13/17).

Organización del Trabajo

Existencia e integridad del sistema (12)
La organización del trabajo presenta una con-
sistencia baja al menos por tres motivos: 1) las 
responsabilidades de los puestos no están alinea-
das a las estrategias organizacionales, 2) el diseño 

de puestos no se corresponde necesariamente a 
criterios de gestión, y 3) la carga de trabajo de 
los diferentes puestos está mal distribuida (SFP 
y SHCP, 2004). Se busca modifi car esta situa-
ción para el personal sindicalizado y de carrera. La 
descripción de los puestos supone primero la 
aprobación de las estructuras orgánicas y ocupa-
cionales de todas las dependencias a fi n de darles 
consistencia, por lo que la descripción de puestos 
debería ser contingente a cualquier cambio que 
registren las estructuras. 

Calidad técnica y fl exibilidad del 
diseño de puestos (13–17)
En las dependencias aún existe confusión entre 
las actividades de los puestos y sus logros, a pesar 
de que la SHCP ya hace varios años emitió guías 
para elaborar perfi les y descripción de puestos 
(SFP y SHCP, 2004; Entrevista Funcionario Se-
cretaría, 2005). Los reglamentos de cada depen-
dencia proporcionan la estructura básica legal de 
los cargos altos hasta el director general inclusive 
(Entrevista SFP, 2004). 

Para el personal sindicalizado, no existe una 
verdadera descripción de puestos. Si bien existen 
reglamentos de escalafón, profesiogramas (descrip-
ción de puestos operativos de cada dependen-
cia), o documentos de análisis de puestos, los 
mismos raramente contienen información deta-
llada y actualizada, por lo que no son consul-
tados (Entrevista Sindicatos, 2004). En general, 
la información relevante es aquella relativa a las 
condiciones generales de trabajo, que se revisan cada 3 
años, y son aprobadas por las autoridades de las 
dependencias y los sindicatos. Estas condiciones 
refi eren a: 1) la intensidad y calidad del trabajo, 
2) la prevención de riesgos profesionales, 3) las 

12 Este cálculo excluye a las paraestatales, las Fuerzas 
Armadas, y la Justicia y Seguridad Pública. Cálculo 
propio elaborado con datos de la SHCP, 2004
13 Este cálculo incluye en denominador a las categorías: 
personal de salud, educación, policial y militar, servicio 
exterior, investigadores y controladores aéreos
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disposiciones disciplinarias y su forma de aplica-
ción, 4) las fechas y condiciones para exámenes 
médicos periódicos y previos, 5) las labores insa-
lubres y peligrosas que no deben desempeñar los 
menores de edad y la protección para las emba-
razadas, y 6) demás reglas que fueren convenien-
tes para obtener mayor seguridad y efi cacia en el 
trabajo (Art. 88, LFTSE). La reciente Norma para 
el Sistema de Evaluación prevé la descripción de las 
funciones, metas y responsabilidades específi cas 
del personal de base, que constarán por escrito en 
actas, y que servirán de base para la evaluación 
de su desempeño individual14.

Para el personal de carrera, el diseño de pues-
tos debe obedecer a criterios de gestión que se 
elaboran en dos oportunidades: 1) al momento 
de llenar una vacante, y 2) al revisar los perfi les 
ajustando el contenido de los cargos a las estrate-
gias institucionales. Los perfi les incorporan múl-
tiples tareas para lograr puestos con capacidad 
de adaptación a entornos cambiantes (Entrevista 
SFP, 2004). El número de tareas y las responsa-
bilidades de cada empleado los fi ja la dependen-
cia, según lineamientos de la SFP establecidos a 
partir de metodologías de descripción de cargos 
(Entrevista Funcionario Secretaría, 2005).

Calidad de la defi nición de perfi les 
(18–21)
Actualmente están en elaboración los perfi les y 
descripciones de cargos para el personal de carrera, 
que se harán extensivos al personal de base en una 
segunda etapa. 

Para el personal de carrera, se persigue un mo-
delo de competencias más allá de los requisitos mí-
nimos de titulación y experiencia laboral. Las 
competencias son: 1) visión de gobierno, 2) com-
petencias gerenciales y 3) competencias técnicas. 
A su vez, estas últimas se distinguen entre trans-
versales, o genéricas para la Administración, y 
específi cas, que son propias de la dependencia. 
Las competencias gerenciales se defi nen entre 
la SFP, expertos en el tema, y las dependencias, 
mientras que las técnicas están principalmente 
en manos de las dependencias según lineamien-
tos que proporcionaría la SFP (Mesta Delgado, 

2003). Sin embargo, estas competencias son de 
difícil asociación con el perfi l del puesto según la 
experiencia de las Secretarías que ya han desa-
rrollado el análisis de puestos, tornándose poco 
prácticas (Casas Vázquez, 2004a y 2004b; He-
rrera Macías, 2004). Por otra parte, la implanta-
ción de gestión por competencias precisaría de 
una mayor estandarización de los lineamientos 
a seguir, y en el caso de competencias más abs-
tractas como “liderzazo” existen difi cultades de 
operacionalización (Cedillo Hernández, Comu-
nicación Personal, 2005).

Administración (22–23)
Las dependencias ya están realizando la descrip-
ción, los perfi les y la valuación de los puestos del 
personal de carrera que se someten al cuerpo técnico 
llamado Comité de Profesionalización de cada 
dependencia. Este Comité Técnico de Profesio-
nalización está formado por el Ofi cial Mayor o 
su equivalente, el titular de la Dirección General 
de Recursos Humano o su equivalente, y un re-
presentante de la SFP. El mismo valida la infor-
mación sobre perfi les y valuación de puestos y la 
eleva a la SFP para su análisis y registro en el Ca-
tálogo de puestos. La Dirección de Recursos Hu-
manos de las dependencias tiene participación 
y los encargados de recursos humanos han reci-
bido entrenamiento para realizar la descripción 
de puestos, comenzando con el personal de carrera 
como ya se señaló (Entrevista SFP, 2004). Sin em-
bargo, y a pesar de los talleres, se han cambiado 
los formatos emitidos por la SFP no menos de tres 
veces, siendo la última versión de diciembre de 
2004, y esperándose para enero de 2005 nuevas 
guías (Entrevista Funcionario Secretaría, 2005). 
En otras palabras, se observan difi cultades en la 
estandarización de los procedimientos a utilizar.

14 Por otra parte, existe asignación de tareas a partir 
del personal que se retira, pero ello no parece estar 
guiado por descripciones de puestos, y es únicamente 
a petición de las ofi cinas de recursos humanos que la 
dependencia registra modifi caciones en los manuales 
de puestos (Entrevista SFP, 2004).
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Gestión del Empleo

Igualdad y mérito en el acceso (24–27)
El personal de base o sindicalizado, a excepción de 
personal docente y médico, rara vez ingresó por 
mecanismos formales y públicos que hubiesen 
fi ltrado a los aspirantes a partir de sus capacida-
des y méritos. Por el contrario, su reclutamiento 
ha estado pautado por compromisos políticos y 
presiones sindicales15. Ocasionalmente, algunas 
dependencias utilizaron mecanismos técnicos 
y procedimientos del tipo “bolsas de trabajo.” 
En estos casos, las Comisiones Mixtas de Escalafón 
convocaron a concursos entre los trabajadores 
de la categoría inmediata inferior, mediante cir-
culares o boletines internos, abriendo el llama-
do a quienes ya estaban en la organización. En 
los hechos, sin embargo, el poder del sindicato 
ha sido determinante en el ingreso del personal 
de base (Arellano, 2002; Entrevista Sindicatos, 
2004).

En contraste con estas prácticas, la LSPC 
dispone que el personal de carrera ingrese mediante 
mecanismos públicos y criterios de mérito16. Los 
concursos y las vacantes a cubrir son publicados 
en el Diario Ofi cial de la Federación además de 
estar disponibles en la página electrónica de la 
SFP (www.trabajaen.gob.mx) desde 2003. Se procu-
rará enviar las convocatorias a bolsas de trabajo 
de instituciones académicas, agencias especiali-
zadas y cámaras empresariales. En la adminis-
tración de las evaluaciones para este personal, se 
prevé la presencia de observadores externos, sin 
remuneración, para aumentar las garantías del 
proceso (Art. 28, Reglamento LSPC). La página 
web es la única vía para concursar por un puesto 
sujeto a la LSPC. Por ello la misma está diseña-
da para conservar el anonimato de los aspirantes 
durante la primera fase del concurso, cuando se 
recepciona la información curricular. Es recién 
con el cierre de la primera etapa que la depen-
dencia tiene acceso a los datos que identifi can 
al aspirante para proseguir con la selección (En-
trevista SPF, 2004). Los aspirantes no selecciona-
dos podrán interponer recursos de apelación por 
inconformidad (apelando a cualquier parte del 

proceso) y de revocación (para anular la designa-
ción). La evaluación de los candidatos se realiza 
por medio de un Comité de Selección formado 
por el titular del área de Recursos Humanos de 
la dependencia, un responsable de la SFP y el 
superior jerárquico de la plaza vacante. Se ha se-
ñalado que podría existir algún riesgo de arbitra-
riedad debido a la amplia facultad de veto que la 
LSPC le otorga a éste último dentro del Comité 
(Cedillo Hernández, 2003)17. 

Se prohíbe a los familiares del jefe directo del 
puesto vacante participar en la convocatoria, con 
el fi n de prevenir decisiones particularistas. No 
obstante, como medida temporal y extraordina-
ria, válida hasta el 2004, fue posible utilizar la de-
signación directa para llenar un 3% del total de 
vacantes previstas por la LSPC. Finalmente, los 
puestos de carrera están abiertos a los ciudadanos 
mexicanos o extranjeros cuya condición migra-
toria les permita desarrollar la función (Art. 21, 
LSPC). Esto difi ere con lo previsto para el personal 

15 Casi no ha habido, en los últimos años, nuevos ingre-
sos por la reducción de estructuras y congelamiento de 
vacantes (Entrevistas Sindicatos, 2004).
16 El mérito se utiliza en las tres posibles instancias de 
reclutamiento de personal de carrera: 1) ingreso al sis-
tema de empleados que actualmente ocupan cargos en 
la Administración Pública federal y que desean ocupar 
esos mismo puestos, 2) ingreso de candidatos externos 
para ocupar vacantes que se generarían por la entrada 
en vigor de la Ley y que serían evaluados por los Co-
mités Técnicos de Profesionalización y Selección, e 3) 
ingreso al sistema para los niveles de Enlace a través de 
ferias de reclutamiento en coordinación con entidades 
educativas (Pardo, 2004; Martínez Puón, 2003).
17 El segundo párrafo del Art. 31 del Reglamento de la 
Ley del Servicio Profesional de Carrera dice: “El su-
perior jerárquico podrá vetar durante la deliberación 
a uno o todos los candidatos fi nalistas, bajo su estricta 
responsabilidad, razonando debidamente su determi-
nación en el acta correspondiente.” Debe notarse que 
no hay límites o condiciones a la responsabilidad y ra-
zonamiento del superior y poco puede hacer el resto 
del Comité de Selección al respecto.
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de base donde el origen nacional permite el acce-
so al puesto. Asimismo, se estipula que no podrá 
existir discriminación por género, edad, capaci-
dades diferentes, condiciones de salud, religión, 
estado civil, origen étnico o condición social. 
Estas no son provisiones menores18. En efecto, si 
tomamos los puestos de mando de la Administración 
Pública, el ratio de hombres a mujeres es de 3.8 a 
1 para 2003, mostrando un importante sesgo por 
género (www.inegi.gob.mx). La Secretaría de Tra-
bajo y Previsión Social implementa programas 
para emplear a gente con capacidades diferentes, 
mujeres y otros grupos vulnerables, aunque estos 
programas no son exclusivos para el sector públi-
co19. A pesar de las notorias brechas de género, 
debe resaltarse que el sector público es más equi-
tativo que el privado, con un porcentaje de mu-
jeres levemente mayor en el total (36,8% versus 
34%) y en los altos cargos (39,4% versus 36,9%) 
(Marconi et al., 2003).

Calidad del reclutamiento (28)
Los mecanismos de reclutamiento para el perso-
nal de carrera parecen adecuados. Se han hecho 
convocatorias para aproximadamente 60 vacan-
tes, recibiéndose cerca de 47,000 aplicaciones 
(Entrevista SFP, 2004). Algunos concursos se 
han declarado desiertos por no contar con can-
didatos que reúnan los requisitos necesarios. Las 
direcciones de recursos humanos intervienen en 
corroborar que el aspirante cumpla con los re-
quisitos mínimos para el puesto. En cuanto al in-
greso del personal de base, no hay criterios técnicos 
de uso sistemático como ya se señaló. 

Calidad de la selección (29–32)
Para los funcionarios de carrera, los criterios de se-
lección deberán ser confi denciales, objetivos, 
imparciales, y confi ables. Se buscará asegurar el 
anonimato de los aspirantes hasta su evaluación 
por el Comité de Selección correspondiente. La 
selección se hace tomando en cuenta los requisitos 
generales y perfi les de los cargos correspondien-
tes, además de la trayectoria, experiencia y los 
resultados de los aspirantes. Los mecanismos de 
selección incorporan cinco etapas de evaluación: 

1) evaluación del perfi l curricular, 2) evaluación 
de las características psicométricas, 3) evaluación 
de capacidades gerenciales, 4) exámenes escritos, 
y, 5) entrevista fi nal. En total, se estarían exami-
nando unas 47 características de los aspirantes 
(Entrevista SFP, 2004). Las dependencias pue-
den solicitar etapas adicionales para la selección 
de personal, pero no pueden omitir ninguno de 
los cinco pasos establecidos en la normativa. La 
información curricular elimina a quienes no 
completen la totalidad de los requisitos y es la 
etapa de “fi ltro” porque aquí se descarta a la 
mayoría de los aspirantes. El examen es elimi-
natorio para quienes no obtengan la califi cación 
mínima aprobatoria. Los parámetros mínimos 
de califi cación los establecen las dependencias y 
varían de acuerdo al cargo. La entrevista fi nal, a 
un número reducido de aspirantes, consiste en 
preguntas relativas a los temas sugeridos por la 
dependencia contratante, seleccionadas al azar 
por un sistema de cómputo para garantizar la 
objetividad. En igualdad de condiciones, los fun-
cionarios públicos pertenecientes a la dependen-
cia tendrán preferencia (Art. 32, LSPC). 

La decisión fi nal sobre la persona a contratar 
debe alcanzarse por acuerdo entre los tres miem-
bros del Comité de Selección. Se está entrenando 
al personal de recursos humanos de las depen-
dencias para realizar entrevistas a los aspirantes, 
buscándose además que los mismos entrenen a 
los jefes de puestos en el uso de esta técnica de 
reclutamiento. Respecto a la asistencia técnica 
en la selección, las dependencias además de con-
sultar e informar a la SFP pueden auxiliarse de 
instituciones educativas, organismos y empresas 
especializadas o bien con expertos para la elabo-
ración, aplicación y califi cación de exámenes y 
evaluaciones de selección, con voz pero no voto 
(Art. 28, Reglamento LSPC). 

18 Existe la certeza de que es difícil que ingrese a traba-
jar una mujer grávida (Entrevista Sindicatos, 2004).
19 No se contó con mayor información sobre la evalua-
ción de estos programas a la fecha de elaboración del 
presente informe.
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Calidad de la recepción (33–34)
No es obligatorio para la dependencia instru-
mentar sistemas de recepción del nuevo perso-
nal, aunque la Secretaría de Trabajo y Previsión 
Social, por ejemplo, cuenta con mecanismos de 
inducción. 

Para el personal sindicalizado, la LTSE prevé un 
período de prueba, ya que se establece que estos 
funcionarios serán inamovibles solamente luego 
de seis meses de servicios sin nota desfavorable 
en su expediente. En los hechos, el valor de esta 
cláusula es más formal que real. 

Sí se esperan programas de inducción para 
los funcionarios de carrera, de responsabilidad de las 
dependencias. Está previsto que la SFP establez-
ca elementos mínimos como los temas y plazos 
de implementación de los programas (Entrevista 
SFP, 2004). Por otra parte, para asegurarse del 
acierto en la incorporación y poder adoptar me-
didas correctoras, la LSPC contempla que cuan-
do la plaza es de primer nivel también llamado 
de Enlace, el personal será eventual y será titular 
únicamente cumplido un año y habiendo obte-
nido una evaluación satisfactoria de desempeño 
(Art. 33, LSPC). Cuando la plaza en concurso 
corresponde a un nivel de Jefe de Departamento 
a Director General, el funcionario es nombrado 
como servidor público de carrera titular sujeto a 
los derechos y obligaciones que establece la Ley 
a partir del momento en que asume el cargo. 

Movilidad (35)
El diseño de los mecanismos de carrera no permi-
te responder a las necesidades de efectivos de las 
organizaciones dado que a la fecha no existen ver-
daderos procedimientos de intercambio de perso-
nal entre las dependencias (véase puntos 65/70). 

Para el personal de carrera, la LSPC contempla 
el intercambio de empleados pero aún no hay 
planes de implementación. Por otra parte, las 
prácticas asociadas a la gestión del personal sin-
dicalizado tampoco permiten su fácil distribución 
entre dependencias. Si un trabajador de base 
se transfi ere a otra entidad, pierde sus derechos 
acumulados y tiene que trabajar 6 meses para ac-
ceder a los benefi cios de la nueva dependencia. 

Además, ante la política de congelamiento de 
plazas del actual gobierno, la posibilidad de in-
tercambio de personal entre las dependencias se 
restringe en los hechos. Si un trabajador se tras-
lada de puesto dentro o fuera de la dependencia, 
la plaza se cancela por instrucción de la SHCP 
(Entrevista Sindicatos, 2004). Cuando un traba-
jador de base desea estar en otro puesto puede 
solicitar una licencia, lo que le permite conservar 
sus derechos en la secretaría de origen y la titu-
laridad de su plaza para retornar al culminar la 
licencia. Se sabe, sin embargo, que los trabajado-
res sindicalizados pueden solicitar licencias por 
largos períodos y evitar que su suplente acceda 
a los derechos de un sindicato. (Entrevista Sindi-
catos 2004). En realidad, la movilidad funcional 
ocurre ante casos de mal rendimiento o indisci-
plina, como una alternativa a la desvinculación 
del funcionario (Entrevista Sindicatos, 2004).

Ausentismo (36)
Las dependencias tienen sus propios indicado-
res de ausentismo, pero no hay registros centra-
lizados que permitan acceder a la información 
(Entrevista Funcionario Secretaría, 2004). El au-
sentismo formal no parece ser mayor problema 
a pesar de que se dan casos de funcionarios de base 
que aparecen solamente al momento de cobrar 
sus salarios (Philip, 2003). La falta de compro-
miso con el trabajo, que puede entenderse como 
ausentismo sustantivo sí está presente entre el 
personal sindicalizado20. 

Disciplina (37)
Se han observado problemas en la transparencia 
del uso de recursos, y las disposiciones discipli-
narias han sido más formales que reales. La Ley 
Federal de Responsabilidades Administrativas de los Fun-

20 Los comentarios de un funcionario de base ilustran 
el concepto de ausentismo sustantivo: “Tardé un poco 
en entender de qué se trataba este trabajo. Terminé 
por darme cuenta que lo importante no es ser capaz de 
resolver los asuntos sustantivos, sino de transferirle el 
ofi cio correspondiente a otros funcionarios a la mayor 
velocidad posible”. Citado en Heredia (2002): 6.
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cionarios Públicos (2002) contiene aspectos discipli-
narios extensivos al personal de base y de carrera. 
Los funcionarios deberán observar buena con-
ducta en su empleo, cargo o comisión, haciendo 
referencia a atributos como el respeto, diligencia, 
imparcialidad y rectitud, honradez, y efi ciencia. 
La contraloría interna de las secretarías aplica la 
sanción respectiva que puede ir desde la amones-
tación pública o privada, la suspensión del em-
pleo, cargo o comisión por un periodo no menor 
de tres días ni mayor a un año, la destitución del 
puesto, la sanción económica, hasta la inhabilita-
ción temporal para desempeñar empleos, cargos 
o comisiones en el servicio público (Art. 13 de 
la Ley de Responsabilidades Administrativas). El 
funcionario afectado puede impugnar las deci-
siones de su Secretaría ante el Tribunal Federal 
de Justicia Fiscal y Administrativa. 

Por otra parte, para el personal de base las con-
diciones generales de trabajo establecen disposiciones 
disciplinarias de menor gravedad como puntua-
lidad, aseo, respeto, y reglas de convivencia. En 
términos generales, la sanción a infractores es 
débil y ha primado el ajuste mutuo por la vía 
económica, particular y por encima de la ley 
(Guerrero, 2000). 

Desvinculación (38–41)
El personal sindicalizado tiene estabilidad o inamo-
vilidad por lo que está protegido de despidos a 
raíz de la rotación del gobierno. Eventualmente, 
la desvinculación puede ocurrir si este personal 
opta por adherirse a programas de Retiro Vo-
luntario vigentes desde el 2001. Estos programas 
buscan recortar el gasto público, llevando a la 
cancelación de 71,278 plazas al año 2004 (SFP 
y SHCP, 2004). 

El personal de base y de carrera queda sujeto a 
desvinculación si recibe algunas de las sanciones 
establecidas en la Ley Federal de Responsabilidades 
Administrativas que impliquen separación del ser-
vicio o reincidencia en el delito. Sin embargo, el 
sindicato usualmente negocia con la autoridad 
para evitar el despido de personal de base (Entrevis-
ta Sindicatos, 2004). Por otra parte, este personal 
nunca es desvinculado por su bajo rendimiento. 

En caso de desempeño insufi ciente y recurrente, 
el funcionario puede ser traspasado a otra área 
de la misma dependencia (Entrevista Sindicatos, 
2004). Los casos de desvinculación de personal 
por recorte de plazas u otras razones, fuera del 
sistema del retiro voluntario, son prácticamente 
inexistentes porque interviene el sindicato.

Por el contrario, el personal de carrera, a pesar 
de que estará protegido de despidos políticos, es 
susceptible de ser desvinculado por motivos téc-
nicos: 1) en caso de no aprobar en dos ocasiones 
la capacitación obligatoria o su segunda evalua-
ción, 2) cuando el resultado de la evaluación del 
desempeño individual sea defi ciente, y 3) cuando 
el funcionario no obtenga la certifi cación de com-
petencias en dos instancias consecutivas (Art. 58, 
Reglamento LSPC). Debe notarse sin embargo 
que no existe mayor desarrollo conceptual sobre 
“desempeño no satisfactorio” en la normativa. Si 
bien el Reglamento (Art. 69) establece supuestos 
generales para la desvinculación por mal desem-
peño, no está claro en qué condiciones el rendi-
miento laboral de un funcionario es defi ciente, 
no satisfactorio y mínimo21. Cabe preguntarse, 
por ejemplo, ¿es el mal desempeño un tema de 
calidad o de cantidad de trabajo? ¿Se relaciona 

21 El Art. 69 del Reglamento de la Ley del Servicio Pro-
fesional de Carrera establece condiciones generales: 
“Los servidores públicos titulares que obtengan califi -
cación no aprobatoria en dos evaluaciones del desem-
peño anuales de manera consecutiva serán separados 
del Sistema y de su plaza, en términos de lo dispuesto 
por el artículo 60, fracción VI de la ley. Los servidores 
públicos titulares que obtengan un resultado defi ciente 
en su evaluación del desempeño serán separados del 
Sistema y de su plaza, en términos de lo dispuesto por 
el artículo 60, fracción VII de la Ley. Se considerará 
como resultado defi ciente: I) La obtención de una ca-
lifi cación de desempeño no aprobatorio en las evalua-
ciones semestral y anual en un mismo ejercicio fi scal, y 
II) La obtención en las evaluaciones anuales de tres ca-
lifi caciones de desempeño mínimas aprobatorias o no 
aprobatorias, o cualquier combinación de éstas, en un 
período de cinco ejercicios fi scales, contando a partir de 
la primera evaluación anual en que se haya obtenido la 
califi cación mínima aprobatoria o no aprobatoria”. No 
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más con la actitud en la tarea o con el resultado 
fi nal de la misma? Esta es una laguna importante 
en el Reglamento de la Ley, que además esta-
blece escalas numéricas de desempeño sin haber 
especifi cado una contraparte conceptual (véase 
por ejemplo Art. 68).

Gestión del rendimiento 

Planifi cación y seguimiento del 
rendimiento (42–45)
Las pautas objetivas para la gestión y evaluación 
del rendimiento han tenido un segundo lugar. 
Una reciente encuesta recogiendo la opinión de 
los Directores Generales de Secretaría señala 
que para estos actores aún no existe una cultura 
de evaluación, donde los objetivos, los compro-
misos y las metas estén relacionados (Campero 
Cárdenas y Uribe Vildoso, 2004). No obstante 
ello, existen indicios de un mayor interés en la 
gestión por rendimiento.

Consideremos primero a los funcionarios de 
base. Los mismos tienen un rendimiento prome-
dio bajo, y los arreglos sindicales no contem-
plan aspectos relativos al desempeño individual 
ni al rendimiento de la organización. En este 
contexto, es más difícil introducir incentivos al 
desempeño, a lo que se suma el hecho de que 
los directivos no monitorean sistemáticamente a 
este personal. Sin embargo, existen experiencias 
donde el desempeño es importante. A modo de 
ejemplo, se pueden mencionar los grupos que 
trabajan en los sistemas de gestión de calidad 
con certifi caciones22. Por otra parte, la Norma 
para la Evaluación del Desempeño debería servir para 
planifi car mejor el rendimiento esperado del per-
sonal de base. En efecto, se prevé que los jefes y sus 

empleados fi jen metas “cuantifi cables, retadoras 
y alcanzables” de rendimiento individual con un 
horizonte temporal anual, que serán verifi cadas 
y establecidas en actas por Comités Evaluadores. 
Los funcionarios deben documentar las tareas 
que realicen para mejorar los procesos de tra-
bajo. Se espera un proceso de retroalimentación 
entre los empleados y el jefe. 

Por otra parte, la planifi cación y el segui-
miento al personal de carrera se harán mediante 
evaluaciones individuales y grupales, en el mar-
co de la evaluación institucional de resultados y 
de la Evaluación Integral Individual. La Evaluación 
Integral Individual es un sistema compuesto por 
la evaluación de desempeño y el cumplimiento 
a los proyectos propuestos en el plan individual 
de carrera (cursos de capacitación, movilidad es-
perada, etc.) que el funcionario establece con el 
Comité Técnico de Profesionalización. La mis-
ma recibirá una valoración numérica a estable-
cerse (Art. 43, Reglamento LSPC). 

Evaluación (46–48)
No existe una tradición de evaluación de desem-
peño, pero existe interés en establecer este tipo 
de prácticas. 

Los funcionarios de base serán sometidos a una 
evaluación individual anual de desempeño se-
gún las metas identifi cadas conjuntamente con sus 
supervisores, por lo que los jefes adquieren un rol 
central en el desempeño del personal a su cargo. 

Los funcionarios de carrera tendrán una evalua-
ción individual de desempeño anual y semestral y 
una evaluación colectiva o grupal por unidad ad-
ministrativa. Aquí, el mayor desafío es medir la 
contribución efectiva individual a la meta insti-
tucional porque implica tres tareas analíticas di-
ferentes: 1) defi nir y comprender la contribución 
esperada del personal tomado individualmente, 
donde cada sujeto debe tener su particularidad, 
2) defi nir y comprender las metas institucionales, 
lo que signifi ca un entendimiento compartido 
por los actores de la organización del resultado 
esperado, y 3) poder relacionar estos dos niveles 
tan diferentes, ya que uno se refi ere a los aspectos 
particulares individuales y otro a los aspectos ge-

se defi ne, sin embargo, qué tipo de incumplimiento de 
tareas o mal cumplimiento es considerado mal desempe-
ño. O, alternativamente, en qué consiste más específi ca-
mente el desempeño mínimo. 
22 Este esfuerzo se ve socavado porque los estímulos de-
penden de las economías de las dependencias, por lo 
que se desmotiva al personal si no se cumplen los com-
promisos (Campero Cárdenas y Uribe Vildoso, 2004).
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nerales institucionales comunes para todos. Las 
consecuencias de la evaluación de desempeño 
sobre el personal de carrera se observarán en el año 
2005 cuando tenga lugar la primera evaluación. 
Como se señaló en la sección de Desvinculación 
(puntos 38/41), el personal de carrera puede ser des-
vinculado si sus resultados son insatisfactorios, sin 
responsabilidad para la dependencia. En caso de 
buen desempeño, se prevé un pago extraordina-
rio así como reconocimiento no económico. A 
ello se debe agregar la denominada certifi cación de 
capacidades. Esta consiste en acreditar que el fun-
cionario ha desarrollado y mantiene actualizado 
el perfi l y aptitudes requeridos para el cargo, te-
niendo lugar al menos una vez cada cinco años 
(Art. 52, LSPC). La certifi cación es vista con cier-
to reparo por algunos funcionarios y directivos ya 
que controla el perfi l real de los puestos que los 
primeros ocupan y reduce la discrecionalidad de 
los segundos (Entrevista SFP, 2004). Por otra par-
te, la tarea misma de acreditar no es fácil ya que 
implica formalizar, explicitar y reconocer clara-
mente conocimiento que es tácito y por tanto 
sujeto a interpretación y ambigüedad por quien 
busca acreditarse y por el tribunal evaluador.

Administración (49)
Se espera que con las nuevas pautas de evaluación 
para el personal de base y de carrera, el jefe inmediato 
asuma un rol protagónico, previéndose instancias 
de “retroalimentación” y capacitación para estos 
actores. Además, para los funcionarios de base se 
instrumentan los Comités y Comisiones de Eva-
luación con un representante sindical. Para los 
funcionarios de carrera, en la evaluación interviene 
el Comité Técnico de Profesionalización de cada 
dependencia, por lo que hay varios cuerpos inter-
medios involucrados en la gestión del rendimiento 
de estos empleados además del jefe inmediato.

Gestión de la compensación

Existencia de una estrategia salarial (50)
No ha existido una estrategia salarial consisten-
te con reglas claras de compensación económica 
por las habilidades involucradas en las tareas y 

los logros obtenidos. Existe acuerdo sobre el piso 
salarial, determinado por la Comisión Nacional 
de Salarios Mínimos a partir de información 
sobre infl ación suministrada por el Banco de 
México. Si bien el uso de benefi cios indirectos 
y bonos está ampliamente diseminado (Marco-
ni et al., 2003), se ha intentado racionalizar la 
estructura salarial buscando reducir el compo-
nente móvil, integrándolo al salario base como 
“compensación garantizada” (Carrillo y Guerre-
ro, 2002; Ibarra, 2000). Actualmente, la SHCP 
cuenta con un tabulador de percepciones generales 
para el conjunto de los funcionarios y todos los 
gastos en remuneraciones provienen de partidas 
presupuestarias correspondientes a servicios per-
sonales23. De todas formas, algunos componen-
tes salariales como las prestaciones inherentes 
al puesto de personal de mando (adjudicación de 
vehículos ofi ciales, teléfonos celulares, y viáticos) 
varían según ministerio y tienen reglas ambiguas 
para su adjudicación (Ibarra, 2000). 

Sorprendentemente, la LSPC no establece 
un subsistema de remuneraciones para el perso-
nal de carrera. Establece que los cargos deben ser 
valuados de forma que entre uno inferior y otro 
superior existan condiciones de remuneración 
proporcionales y equitativas a sus responsabi-
lidades. En los hechos, varias dependencias es-
tán utilizando el Sistema Hay de valoración de 
cargos, introduciendo diferencias salariales de 
acuerdo a los grados de complejidad y responsa-
bilidad de los puestos (Entrevista Funcionario de 
Secretaría, 2005). La metodología para la valo-
ración de puestos se introdujo incluso antes de la 
LSPC por la necesidad de redefi nir las estructu-
ras organizacionales (Entrevista Funcionario de 
Secretaría, 2005). 

Equidad interna y externa (51–57)
El sistema es de alta inequidad interna: el salario 
no guarda necesaria relación con la complejidad 

23 Anteriormente, en algunas dependencias, propor-
ciones signifi cativas del gasto en remuneraciones pro-
venían de partidas presupuéstales distintas a las de los 
servicios personales (Heredia, 2002).
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del trabajo ni con el desempeño de los funciona-
rios (Ibarra, 2000). 

Entre el personal sindicalizado, las diferencias 
salariales entre niveles son muy pequeñas, regis-
trando una compresión salarial de 2.4 entre el ni-
vel 13 y el 1, por lo que los incrementos salariales 
considerando el total de los 13 niveles no cons-
tituyen mayor estímulo24. En 2002, los sindicatos 
y las dependencias promovieron la reconversión 
de plazas y puestos como forma de aumento sa-
larial del personal de base, reduciendo el número 
de niveles salariales, hoy en 13. Pero en esta re-
conversión, muchas de las funciones reales no se 
correspondieron con el nivel salarial respectivo 
(Arellano, 2002), introduciéndose así importan-
tes errores en la propia estructura de percepcio-
nes. Por otra parte, y en relación al personal de 
mando, el salario del personal de base es bajo. Para 
corregir por las desigualdades presentes dentro 
de la Administración Pública Federal, entre los 
años 2001 y 2004, los sueldos del personal de 
mando habrán disminuido en alrededor de 9%, 
en términos reales mientras que los del personal 
sindicalizado habrán aumentado (SFP y SHCP, 
2004). Por otra parte, existe variación salarial 
entre el personal de base producida por los benefi -
cios que se consiguen a través de la negociación 
con cada dependencia en la forma de estímulos 
por antigüedad y reconocimiento monetario a 
quienes se jubilan, o en la forma de benefi cios 
acordados en las condiciones generales de trabajo (En-
trevista Sindicatos, 2004). Sin embargo, en la 
comparación con los salarios del sector privado, 
el personal de base sale favorecido. En efecto, el 
salario promedio del sector público es un 17,6% 
más alto que el privado controlando por edad, 
educación y sexo (Marconi et al., 2003).

Si examinamos los salarios del vértice de la 
jerarquía, México paga al personal directivo del 
Poder Ejecutivo los salarios más altos, estando a 
la par de Estados Unidos e Inglaterra (Marconi 
et al., 2003). Estos sueldos no son un problema 
desde el punto de vista presupuestal porque el sa-
lario de los secretarios de estado, subsecretarios 
y directores generales representan únicamente 
un 3.7% del gasto en servicios personales del go-

bierno central (Carrillo y Guerrero, 2002). Pero 
es un problema desde la perspectiva de la equi-
dad en la distribución de los ingresos: en compa-
ración con la distribución nacional del ingreso, un 
director general gana tres veces más que el in-
greso promedio del decil más alto y casi 85 veces 
más que el primer grupo de ingreso de México 
(Carrillo y Guerrero, 2002)25. 

En cuanto a la retención del personal espe-
cializado, recién se está trabajando en la elabo-
ración de estrategias específi cas (Entrevista SFP, 
2004). Debe destacarse que no parece existir 
una fuga de cerebros al sector privado a pesar 
del sueldo mayor de los ejecutivos en este último. 
Los altos cargos públicos y privados se compor-
tan como mercados laborales auto-contenidos 
(Carrillo y Guerrero, 2002). 

Efi ciencia (58)
Respecto al personal de base, los benefi cios asocia-
dos a las condiciones generales de trabajo, como 
la inamovilidad, no llegan a compensar la dife-
rencia dado que los bajos salarios desincentivan 
el esfuerzo y la capacitación. Si bien es posible 
armar nuevas categorías para que este personal 
gane más, ello no se acompaña de una mayor 
responsabilidad y complejidad en las tareas (En-
trevista Sindicatos, 2004). La estructura salarial 
delimitada por el Sistema Hay para el personal 
de carrera apunta a instaurar una progresión de 
las remuneraciones a partir de mayores grados 
de complejidad y responsabilidad en los grupos 
jerárquicos. Será central cómo se entienda y de-

24 El ratio 2.4 fue calculado a partir del total bruto del 
sueldo y la compensación garantizada para el año 2004 
del tabulador de percepciones.
25 Además, la reforma fi scal del 2001 exoneró a los bu-
rócratas del pago de impuesto de los bonos que reciban 
con periodicidad distinta a la mensual, exoneraciones 
que no existen para los trabajadores privados lo cual 
signifi ca que los empleados públicos recibirán por esto 
un 35% más de lo que pudieran recibir los emplea-
dos privados por un bono similar (Guerrero y Carrillo, 
2002). 
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fi na responsabilidad del cargo y complejidad de 
la tarea. 

Administración (59–61)
Se está intentando adecuar la administración 
de los salarios a las estructuras organizacionales 
y a los puestos, pero se ha heredado una situa-
ción donde las mismas no son consistentes (SFP 
y SHCP, 2004). Actualmente existe información 
más clara sobre los ingresos de los funcionarios 
y se percibe menos discrecionalidad en el pago 
de percepciones extraordinarias o estímulos 
(especialmente los relativos a la Ley de Premios y 
Recompensas) (Entrevista SFP, 2004; Entrevista 
Sindicatos, 2004). La administración de salarios 
se basa en lo establecido en el Presupuesto de 
Egresos de la Federación donde la SHCP cuenta 
con información confi able sobre los salarios de 
los trabajadores. Para el personal de base, la SHCP 
toma en cuenta la opinión de los sindicatos.

Otras compensaciones (62–64)
Existe una variada gama de benefi cios extra-sa-
lariales y no monetarios con el fi n de reconocer 
el desempeño excepcional de los funcionarios. 
Los reconocimientos económicos tienen su ta-
lón de Aquiles en el hecho de estar sujetos a 
disponibilidad presupuestaria, en un contexto 
de recorte, restándoles certidumbre y por tanto 
credibilidad. 

Para el personal de base, el Programa de Estímulos 
y Recompensas es el sistema a través del cual cada 
dependencia elabora y da seguimiento a la con-
vocatoria para la entrega de honores y compen-
saciones. Los funcionarios pueden aspirar a los 
siguientes estímulos y recompensas: 1) Premio 
Nacional de Antigüedad en el servicio público, 
que reconoce a los funcionarios con 25, 30, 40 y 
50 años de servicio, 2) Premio Nacional de Ad-
ministración Pública, que brinda compensacio-
nes monetarias y reconocimiento honorífi co, 3) 
estímulos, como las vacaciones extraordinarias y 
el diploma de reconocimiento, y 4) recompen-
sas monetarias26. Estos dos últimos comenzarán 
a otorgarse a partir de las evaluaciones de des-
empeño siguiendo a lo establecido en la nueva 

Norma de Evaluación, de acuerdo a los puntajes 
de evaluación y respetando una distribución for-
zada para la asignación de las recompensas27. 
Existe también el Programa del Empleado del Mes, 
activo en dependencias como la Secretaría del 
Trabajo y Previsión Social y en la Secretaría de 
Gobernación, donde el premio consiste en re-
compensar el buen desempeño mediante entre-
ga de vales de despensa (Entrevistas Sindicatos, 
2004). Varias secretarías tienen sus propios pre-
mios semestrales y anuales, como la Secretaría 
de Gobernación (Entrevistas Sindicatos, 2004). 
Por otra parte, existen instrumentos de recono-
cimiento institucional y/o de grupos de trabajo. 
Cabe mencionar el reconocimiento a las prác-
ticas innovadoras como el Premio INNOVA, el 
Reconocimiento INNOVA, y el Premio INTRA-
GOB; todos ellos administrados por la Ofi cina 
del Premio Nacional de Calidad. Finalmente, el 
personal de base cuenta con otras compensaciones 
de alcance para el conjunto de funcionarios: 1) 
prima económica por antigüedad, por cada cin-
co años de servicios prestados hasta llegar a 25, 
fi jada en el presupuesto, y 2) reconocimientos a 
las horas extras con un ciento por ciento más del 
salario asignado a las horas de jornada ordinaria 
(LFTSE). 

En el caso del personal de carrera, el reconoci-
miento al desempeño está dado por la recom-

26 Estos premios están previstos en la Ley de Premios, 
Estímulos y Recompensas Civiles de 1975, cuya última 
reforma fue el 11 de octubre de 2004. El monto de 
la recompensa monetaria se fi ja en la Norma para el 
Sistema de Evaluación del Desempeño de los Funcio-
narios Públicos de Nivel Operativo, siendo el actual de 
$6.800 (agosto 2004).
27 El Art. 83 de la Norma de Evaluación establece que 
se otorgarán como máximo 5 recompensas por cada 
Unidad Responsable según el número de funcionarios 
públicos adscritos. Por ejemplo, con menos de 250 fun-
cionarios públicos se otorgará una sola recompensa, de 
251 a 500 dos, y así sucesivamente, añadiendo una re-
compensa por cada 250 empleados sin exceder el total 
de cinco. 
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pensa monetaria a evaluaciones sobresalientes, 
o alternativamente, evaluaciones muy buenas 
durante cinco años consecutivos (Reglamento 
LSPC). Asimismo, el Reglamento prevé que se 
otorguen incentivos o distinciones de diferente 
tipo, aunque los mismos quedan difusos y no se 
especifi ca su forma o contenido. 

En cuanto al régimen de pensiones, ac-
tualmente se discute una posible modifi cación 
al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 
para los Trabajadores del Estado (ISSSTE), a 
fi n de evitar su inviabilidad debido a que las 
contribuciones del personal sindicalizado no per-
mitirán fi nanciar las pensiones (El Universal 
13/08/2004)28. El personal de carrera está sujeto 
al sistema de pensiones del ISSSTE y además 
puede optar por un Seguro de Retiro Individua-
lizado: van acumulando parte de su salario en 
un fondo de retiro, entregado en caso de resci-
sión del contrato29. 

Gestión del desarrollo profesional

Efi cacia del sistema de promoción y 
calidad del diseño de carrera (65-–70)
El desarrollo profesional del personal de base es 
muy diferente al desarrollo planeado para el per-
sonal de carrera. 

En sentido escrito, el personal sindicalizado no 
cuenta con una carrera funcional y los reglamen-
tos de escalafón son “letra muerta” porque no 
existen concursos de ascenso (Arellano, 2002; 
Fócil Ortega, 2003; Gow y Pardo, 1999). En los 
hechos, existe movilidad en ciertas condiciones: 
1) si el funcionario se traslada por reorganiza-
ción o por necesidades del servicio debidamente 
justifi cadas, esta última opción poco frecuente, 
2) por desaparición del área de trabajo, 3) por 
permuta debidamente autorizada, y 4) por fallo 
del Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje. 
Existe movilidad ascendente cuando se designa 
a un funcionario como “comisionado” en cargos 
de mayor responsabilidad (Heredia, 2002). Este 
movimiento vertical no implica mayor evaluación 
de los méritos del personal ni se utilizan proce-
dimientos abiertos de selección. En términos ge-

nerales, el desarrollo del personal de base depende 
del jefe inmediato, dentro de límites establecidos 
por los sindicatos, como por ejemplo el respeto a 
la antigüedad. 

Por el contrario, el personal de carrera debería 
tener múltiples oportunidades de desarrollo pro-
fesional, y particularmente de movilidad, ya que 
puede ser móvil al interior de las dependencias, 
entre dependencias, con otras instituciones pú-
blicas y privadas, e incluso entre distintos órde-
nes del gobierno. Una síntesis de las principales 
trayectorias de movilidad previstas es la siguien-
te. Una primera trayectoria consiste en la promoción 
vertical o de especialidad, que es movilidad ascen-
dente de puestos, con incremento en la compleji-
dad y responsabilidad de las funciones, mediante 
concursos, evaluación de méritos y certifi cación 
de competencias. Una segunda trayectoria es hori-
zontal, defi nida como el movimiento del servidor 
a otro nivel en el tabulador de percepciones or-
dinarias dentro del mismo puesto. La movilidad 
horizontal depende de las evaluaciones de des-
empeño satisfactorias, cursos de capacitación y 
certifi cación de competencias y se compensa con 
un aumento salarial pero no con un cambio en 
la naturaleza de la tarea. Una tercera trayectoria es 
lateral, y consiste en el movimiento del servidor 
público de carrera a otra plaza con iguales ca-

28 Debe tenerse en cuenta que la seguridad social cu-
bre solamente una en cada 5 adultos mayores en zonas 
urbanas y solamente un 2% del total de pobres. Los 
benefi ciarios del sistema de pensiones son los trabaja-
dores en situación formal, usualmente de clase media, 
dejando sin cobertura a los trabajadores informales, los 
pobres y los desempleados (Banco Mundial, 2004).
29 Dado que el personal de mando, cubierto tradicional-
mente por personal de confi anza antes de la LSPC, no 
contaba con el derecho a pensiones o fondos por despi-
do, se creó en noviembre de 1998 un Fondo de Retiro 
Individualizado (Ibarra, 2000) con 3 fi nes: 1) servir de 
sistema de ahorro, 2) reconocer los años de trabajo de 
estos funcionarios en caso de despido o terminación de 
su contrato, 3) complementar sus fondos de pensión. 
El gobierno Federal contribuye parcialmente con estos 
fondos (Ibarra, 2000).
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racterísticas y perfi l en la misma dependencia u 
otra organización, según lo habilite el superior 
inmediato o el Comité Técnico de Profesionali-
zación en el caso de traslados fuera de la ciudad. 
Una cuarta trayectoria es la movilidad por re-es-
tructura y cancelación de puestos, reubicándose 
el funcionario al interior de las dependencias o 
en entidades con quienes las dependencias man-
tengan convenios. Finalmente, si el funcionario 
lo desea, puede tener movilidad temporal de no más 
de un año hacia otra organización, mediante 
convenios celebrados con el sector público o pri-
vado. Este conjunto de cinco posibles trayecto-
rias apuntarían al enriquecimiento profesional y 
a la reducción de la corrupción en puestos sus-
ceptibles (como los de las aduanas) (Entrevista 
SFP, 2004). Para hacer efectiva su movilidad, 
cada empleado deberá elaborar su plan de carrera 
junto con las Direcciones Generales de Recursos 
Humanos de las dependencias. Este plan debe-
rá contar con la aprobación del Comité Técnico 
de Profesionalización antes de hacerse operati-
vo. Resta por establecerse cómo se implementa-
rán las trayectorias de movilidad previstas en la 
LSPC (Entrevista SFP, 2004). 

Calidad de la formación y gestión de la 
formación (71–76)
La Administración Pública Federal no cuenta 
con un instituto público central de capacitación 
como existe en otros países de América Latina30. 
En general, la oferta de capacitación por parte 
de las dependencias no responde a un diagnósti-
co de necesidades (Fócil Ortega, 2003). En 1995 
las dependencias gastaron solo el 0.8% de su pre-
supuesto para capacitación en dichas actividades 
(Arellano, 2002). 

El personal sindicalizado rara vez recibe capa-
citación. Formalmente, existe la posibilidad en 
algunas secretarías de que los empleados solici-
ten apoyo con la fi nalidad de obtener un título 
de licenciatura o tomar algún curso orientado 
a desempeñar mejor sus funciones (Entrevista 
Funcionarios Secretaría, 2004). La autorización 
de este apoyo debe contar con el visto bueno 
del jefe inmediato y está sujeto a disponibilidad 

presupuestal (Entrevista Funcionario Secretaría, 
2004). Actualmente, la Secretaría de Trabajo y 
Previsión Social y la SFP capacitan a su personal 
con el propósito de mejorar el clima organiza-
cional, aunque los cursos no son objeto de eva-
luación (Entrevista Funcionario de Secretaría, 
2004)31. Otras secretarías capacitan a su personal 
de base en áreas técnicas específi cas como la in-
formática (Campero Cárdenas y Uribe Vildoso, 
2004). Se espera que estos esfuerzos contribuyan 
a aumentar la efi ciencia del trabajo e infl uyan 
en los movimientos en el escalafón, al menos en 
la Secretaría de Trabajo y Previsión Social (En-
trevista Funcionario Secretaría, 2004). En algu-
nas dependencias, la capacitación habría traído 
cambios culturales incipientes (Campero Cárde-
nas y Uribe Vildoso, 2004). Pero en el contexto 
general, estos avances están acompañados de 
contramarchas. Por ejemplo, la dirigencia de la 
Federación de Sindicatos de Trabajadores del Servicio del 
Estado (FSTSE) negoció y obtuvo partidas espe-
ciales para el personal de base con el propósito de 
capacitación. En la práctica, la partida se utiliza 
con propósitos que no son de capacitación por-
que su monto es bajo y además el sindicato no 
rinde cuentas por la administración de los fon-
dos por lo que los orienta hacia otras necesidades 
(Entrevista Sindicatos, 2004). 

Para el personal de carrera, los programas de 
capacitación y formación deberán estar desti-
nados a mantener actualizadas las aptitudes re-
queridas por el puesto. Por ello deberán tomar 

30 El Instituto Nacional de Administración Pública 
(INAP) es una asociación civil independiente, por lo 
que la oferta de su capacitación no es obligatoria para 
los funcionarios sino que se realiza por convenios (www.
inap.org.mx).
31 En la Secretaría de Trabajo se llevó a cabo un diag-
nóstico de necesidades de aprendizaje a todos los em-
pleados de la dependencia (tanto de carrera como 
sindicalizado) para conocer sus niveles en competencias 
tales como trabajo en equipo y liderazgo. Dicho diag-
nóstico sirvió para organizar cursos (no obligatorios) 
sobre cultura organizacional, calidad de servicios, el or-
gullo de ser servidor público, cultura institucional, etc. 
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cursos de capacitación, algunos obligatorios 
que son objeto de evaluación (para la certifi ca-
ción del funcionario en el puesto que ocupa) y 
otros optativos (conocimientos generales no di-
rectamente relacionados al puesto). Los cursos 
obligatorios buscan fomentar cinco capacida-
des gerenciales. Las opciones de capacitación 
están disponibles en www.campusmexico.gob.mx. 
Una vez que el trabajador haya aprobado sus 
cursos obligatorios, podrá escoger cursos que le 
permitan alcanzar los objetivos de su plan de 
carrera, aunque ello está sujeto a disponibilidad 
presupuestal. Cuando el Comité de Profesiona-
lización no autorice los cursos que el empleado 
desea tomar, éste tiene derecho a una audiencia 
para explicar sus motivos. Sin embargo, si di-
cho Comité vuelve a rechazar la propuesta de 
cursos, el empleado deberá replantear su plan 
de carrera. Otra forma de capacitación es la 
realización de programas profesionales o de 
postgrado, para los que la LSPC prevé apoyo 
fi nanciero y licencia.

Para los cursos del personal de carrera se espe-
ran diagnósticos fi ables de las necesidades tanto 
de la organización como del empleado, diseñán-
dose entre el jefe inmediato y el Comité de Pro-
fesionalización32. Se deberá registrar el plan de 
capacitación anual ante la SFP. Las evaluaciones 
que los empleados hagan de sus cursos serán pú-
blicas, eliminándose así la oferta de capacitación 
de empresas que no imparten cursos efi cientes y 
de calidad. 

Gestión de las relaciones humanas y sociales. 

Gestión del clima (77–78)
La encuesta a Directores Generales anteriormen-
te mencionada indica que estos actores perciben 
que algunos de los instrumentos de gestión de ca-
lidad producen un impacto positivo en el clima 
organizacional (Campero Cárdenas y Uribe Vil-
doso, 2004). Es real también que muchas medidas 
de mejora de clima tienen valor ritual y formal.

En el caso del personal sindicalizado, algunas 
secretarías tienen sus propios instrumentos de 
clima laboral, como el Programa de Cultura Ins-

titucional de la Secretaría del Trabajo y Previsión 
Social, utilizado desde 2001 (Casas Vázquez, 
2004a; Navarro Garza, 2004). Otras dependen-
cias presentan experiencias de mejora de clima, 
destacándose los Círculos de Auto Desarrollo en 
la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales (Hernández Sánchez, 2003). En general, 
el clima laboral del personal sindicalizado se conoce 
mediante la interacción con el sindicato, el ac-
tor que canaliza inquietudes, disconformidades 
y propuestas (Entrevista Sindicatos, 2004). Pero 
no deja de ser un mecanismo limitado porque los 
sindicatos raramente incursionan en temas rela-
tivos culturas laborales orientadas a la mejora de 
las prácticas de recursos humanos (Hernández 
Sánchez, 2003; Mejía Lira, 2004). 

La LSPC no hace previsiones respecto a la 
medición y monitoreo del clima laboral entre el 
personal de carrera. Esto no es una omisión menor, 
dado de que aún dentro del personal profesio-
nal y técnico el clima laboral puede ser insatis-
factorio (Campero Cárdenas y Uribe Vildoso, 
2004).

La Presidencia ha aplicado encuestas de 
clima laboral para el personal de mando, pero sus 
resultados no se difunden ni tampoco infl uyen 
en las prácticas de recursos humanos. Por otra 
parte, cada año, al menos a partir de 2002, se 
realizaban evaluaciones del clima organizacio-
nal, por muestreo, en las dependencias del Ga-
binete Ampliado (Secretarías y algunos órganos 
desconcentrados y entidades). Algunas depen-
dencias también contaban con evaluaciones in-
ternas complementarias. En el corto plazo, se 
administrará una encuesta con 32 preguntas a 
la población y probablemente a todos los funcio-

32 Para ello se considerarán las siguientes pautas: des-
cripciones y perfi les de cada puesto que incluyen las ca-
pacidades, resultados del servidor público obtenidos en 
evaluaciones de ingreso y de capacidades, así como de 
cursos anteriores de capacitación, califi caciones de eva-
luación del desempeño del servidor público, proyectos 
individuales de desarrollo del personal, actualizaciones 
de los procedimientos y los cambios tecnológicos, am-
biente de trabajo y los cambios organizacionales, etc. 
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narios públicos en puestos de mando, buscando 
identifi car una gama de elementos críticos para 
el desempeño de cada institución (Entrevista 
SFP, 2004). 

Efi cacia de la comunicación (79–81)
Existe poca comunicación estratégica entre los 
diferentes niveles de funcionarios, lo que resulta 
de estructuras formales verticales y una cultura 
de obediencia y comando (Arellano, 2002; SFP 
y SHCP, 2004). 

A pesar de ello, tanto para el personal profesio-
nal como el sindicalizado, existen iniciativas para 
mejorar la comunicación al menos en lo referen-
te a las carreras individuales, mediante la elabo-
ración del plan de carrera para los primeros y la 
discusión y elaboración de metas de desempeño 
individual para los segundos. Adicionalmente, la 
comunicación para el personal profesional se vería 
potenciada por los Comités de Profesionaliza-
ción de cada dependencia donde el empleado 
puede plantear inquietudes. 

Equilibrio y calidad de las relaciones 
laborales (82–85)
En las dependencias, los sindicatos forman parte 
de las ya mencionadas Comisiones Mixtas de Escala-
fón, y participan en la formulación del reglamento 
de escalafón, pudiendo también opinar sobre las 
condiciones generales de trabajo y solicitar su re-
visión cada tres años (Título IV, LFTSE). Si bien 
los sindicatos participan en las negociaciones, sus 
acciones se han orientado a la defensa de la mo-
vilidad y la antigüedad como criterios de asigna-
ción de benefi cios (Heredia, 2002). Los acuerdos 
establecidos entre los sindicatos y los directivos 
de las dependencias no son convenios colectivos 
(Bonifacio y Falivene, 2002). Si bien las condicio-
nes generales no se refi eren a aspectos económi-
cos como salarios y benefi cios, de todas formas 
los sindicatos infl uyen sobre los mismos. Existen 
arreglos internos entre las dependencias y sus sin-
dicatos en las que se otorgan benefi cios laborales 
de carácter económico, que usualmente la SHCP 
acepta porque antes de aprobarse el convenio se 
la consulta (Bonifacio y Falivene, 2002). 

La frecuencia de comunicación directa entre 
empleados y jefes sin acudir al sindicato varía se-
gún dependencia. Un problema que atenta contra 
el desarrollo de relaciones laborales intermedias 
es la presencia de un único sindicato federal que 
tiene el monopolio de la acción colectiva (Art. 78, 
LFTSE). La FSTSE, fundada en 1938 y unida al 
PRI en 1939, con aproximadamente 1,600,000 
afi liados, aglutina a los trabajadores de base de todas 
las dependencias. Los sindicatos alternativos que 
se han conformado enfrentan una barrera legal, 
ya que su legitimidad como interlocutor con el 
gobierno implicaría reformar la LFTSE. El per-
sonal de confi anza quedó excluido del derecho 
a la sindicalización y a su vez, los funcionarios 
que se integren al sindicato no podrán renunciar 
al mismo salvo que sean expulsados (Bonifacio y 
Falivene, 2002). 

En cuanto al personal de carrera, la LSPC no 
estipula las condiciones para su organización co-
lectiva.

Gestión del confl icto laboral (86–88)
Para los funcionarios de base, existen condiciones de 
trabajo pactadas con cada uno de los sindicatos 
de las dependencias —con algunas diferencias 
entre ellas33. Actualmente, la posible reforma al 
sistema de pensiones del personal de base está ge-
nerando confl ictividad (Entrevista Sindicatos, 
2004) pero se está en negociaciones, como lo su-
gieren las mesas de trabajo con el sindicato.

El Tribunal Federal de Conciliación y Arbi-
traje es responsable de administrar la legislación 
laboral para los funcionarios civiles. En general, 
el Tribunal dirime los confl ictos a favor de los 
funcionarios (Bonifacio y Falivene, 2002). El de-
recho de huelga es limitado ya que el Tribunal 
determina si la misma es legal o no, previa re-
cepción de una petición por parte del sindica-

33 En noviembre de 2004, la SHCP informó que las Se-
cretarías del Trabajo y Previsión Social, de Economía 
y de Comunicaciones y Transportes hicieron aporta-
ciones a sus sindicatos para cubrir gastos de operación 
y fi nanciar actividades sociales y culturales (Periódico 
Reforma, 08/11/2004).
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to 10 días antes del inicio de la huelga34. En la 
práctica, los trabajadores han declarado huelgas 
sin el aviso previo al Tribunal, por mejoras eco-
nómicas (Bonifacio y Falivene, 2002). 

Para los funcionarios de carrera, la LSPC (Art. 
79) remite al Tribunal Federal de Conciliación 
y Arbitraje para solucionar los confl ictos indi-
viduales, resultando aplicable la LFTSE y con 
carácter supletorio la Ley Federal del Trabajo (Ce-
dillo Hernández, 2003). Sin embargo, existe 
confusión entre lo que son las demandas labo-
rales y las administrativas, y es posible que el 
organismo con jurisdicción en resolución de al-
gunos confl ictos para el personal de carrera pueda 
llegar a ser el Tribunal Federal de Justicia Fiscal 
y Administrativa (Cedillo Hernández, 2003). 
Ciertamente, hubiese sido útil contar con una 
distinción precisa de lo que se considere con-
fl icto laboral y confl icto administrativo, lo que 
permanece oscuro en la LSPC incluso con el fi n 
de adecuar al Tribunal Federal de Conciliación 
y Arbitraje para el manejo especializado y espe-
cífi co de los asuntos relativos al personal de carrera 
(Cedillo Hernández, Comunicación Personal, 
2005).

Gestión de las políticas sociales (88–89)
Para el personal de base, la LFTSE establece días de 
descanso obligatorio, los cuales se establecen por 
el calendario ofi cial y por calendarios electorales. 
Asimismo, por cada 6 días de trabajo correspon-
de al menos uno de descanso con goce de salario 
íntegro. Los trabajadores que tengan más de seis 
meses consecutivos de servicios disfrutarán de 
dos períodos anuales de vacaciones, cada uno de 
diez días laborables. En cuanto al acceso a acti-
vidades recreativas, la LFTSE (Art. 31) establece 
que “los trabajadores tendrán obligación de de-
sarrollar las actividades cívicas y deportivas que 
fueren compatibles con sus aptitudes, edad y con-
dición de salud, cuando así lo disponga el titular 
de la dependencia respectiva.” Los trabajadores 
tienen derecho a licencia por enfermedades no 
profesionales. Cuentan además con algunos días 
laborales al año que le permiten atender asuntos 
personales, según se establece en las condiciones ge-

nerales de trabajo de cada dependencia (Entrevista 
Sindicatos, 2004).

El personal de base tiene amplias prestaciones 
por seguridad social (atención médica, jubila-
ción, pensiones varias, fondo de vivienda, etc.), 
económicas (antigüedad, salario vacacional, 
aguinaldo anual, prima dominical), e indemni-
zación por separación injustifi cada y despido. 
Otros benefi cios sociales que resultan de arreglos 
específi cos entre las dependencias y el sindicato 
son el pago en efectivo de días económicos no 
utilizados (días laborales que el trabajador puede 
ocupar para atender asuntos personales), apoyo 
económico para lentes, apoyo en caso de defun-
ción de parientes cercanos, apoyo económico a 
los que ingresan a las 7.00 a.m., ayuda económi-
ca para familiares enfermos, descanso y estímu-
lo para las trabajadores en el día de las madres, 
etc. (Entrevista Sindicatos, 2004)35. Respecto a 
salud laboral, las condiciones de trabajo establecen 
precauciones respecto a los riesgos profesionales, 
según las disposiciones de la Ley del ISSSTE. 
Las mujeres disfrutarán de un mes de descanso 
antes de la fecha que aproximadamente se fi je 
para el parto, y de otros dos después del mismo. 
Durante la lactancia tendrán dos descansos ex-
traordinarios por día, de media hora cada uno 
para amamantar a sus hijos.

El personal de carrera cuenta con benefi cios so-
ciales como la seguridad social, benefi cios eco-
nómicos (prima vacacional, prima quinquenal, 
gratifi cación de fi n de año, paga de defunción, 
ayuda para despensa, vacaciones), seguros (por 
fallecimiento o incapacidad, seguro de retiro, 
de gastos médicos mayores, de separación indi-
vidualizado), y benefi cios inherentes al puesto 
(asistencia legal, vehículos, teléfonos celulares, 

34 El Tribunal admite que una huelga sea legal sola-
mente cuando se violan en forma general y sistemática 
los derechos de los trabajadores. (Ley Federal de los Traba-
jadores al Servicio del Estado) 
35 Este tipo de benefi cio se cubre tanto con las aporta-
ciones sindicales de los trabajadores como con recursos 
de la dependencia, de acuerdo a las condiciones gene-
rales de trabajo. 
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viáticos). Este personal puede aspirar a becas 
y apoyo institucional de las dependencias para 
realizar estudios profesionales o de postgrado, 
además de poder solicitar una licencia si sus es-
tudios requieren tiempo completo36. 

Organización de la función 
de recursos humanos 

La SFP es la estructura de mayor jerarquía en 
la gestión de los recursos humanos en la Admi-
nistración Pública Federal Centralizada. En las 
Secretarías, se destaca la fi gura del Ofi cial Ma-
yor quien interviene en el manejo de los recursos 
humanos, materiales y fi nancieros, asistido por 
las direcciones generales de recursos humanos 
de la dependencia, con el rol de negociar el pre-
supuesto del área37. Otro actor importante es la 
SHCP. Por sus atribuciones, establece el presu-
puesto, lo administra, y autorizar erogaciones. El 
manejo del presupuesto hace que su peso en la 
gestión de los recursos humanos sea aún mayor, 
transformándose en los hechos en un importante 
actor político dado que sus acciones pueden fa-
cilitar u obstaculizar la implantación de progra-
mas de modernización administrativa (Arellano, 
Comunicación Personal, 2005). 

La administración del personal de carrera cons-
ta de varios actores y niveles de decisión y eje-
cución, desde la SFP y su Consejo Consultivo 
quienes establecen el diseño de la gestión de los 
recursos humanos, seguidos por los Comités 
de Selección y los Comités de Profesionaliza-
ción de cada dependencia, con delegados de la 
SFP, hasta el jefe inmediato de cada uno de los 
funcionarios. Dentro de la SFP, la Unidad de 
Servicio Profesional y Recursos Humanos tie-
ne el cometido de dirigir, organizar y operar el 
sistema profesional de carrera, y emitir criterios 
generales para su funcionamiento. Ello consiste 
en defi nir programas de capacitación, diseñar y 
aplicar métodos de evaluación de desempeño, 
aprobar los cargos que por excepción sean de 
libre designación, y realizar estudios y propues-
tas para la mejor gestión de recursos humanos 
(Cedillo Hernández, 2003). El Consejo Consul-

tivo asesora en las recomendaciones generales 
y lineamientos. De funcionamiento regular, el 
Consejo está formado por el titular de la SFP 
(quien lo preside), los responsables de los subsis-
temas previstos en la Ley, los presidentes de los 
comités de profesionalización de las dependen-
cias, representantes de las secretarías de Gober-
nación, Hacienda y Trabajo, y representantes 
por el sector privado, académico y social. La 
implantación del sistema descansa en las de-
pendencias, específi camente en los Comités de 
Selección y Profesionalización quienes tienen 
poder decisorio sobre el ingreso del personal, 
su evaluación, sus planes de carrera, etc. y en 
las Direcciones de Recursos Humanos, con un 
papel operativo central. Esto coloca a los direc-
tivos de recursos humanos en un lugar privile-
giado para la gestión del personal, pero también 
al jefe inmediato, especialmente en la selección 
de personal. 

Recién se está diseñando la estrategia de difu-
sión sobre el nuevo sistema de carrera, dado que 
aún hay pocos funcionarios que han ingresado al 
mismo. Los secretarios de estado y los directivos 
de recursos humanos están siendo informados 
sobre los lineamientos de la LSPC. La SFP está 
impartiendo cursos al personal de recursos hu-
manos de las dependencias, esperando un “efecto 
dominó” en la medida en que a su vez entrenen 

36 El funcionario deberá tener al menos dos años de 
antigüedad en el sistema profesional de carrera, y su 
solicitud deberá ser aprobada por el Comité de Pro-
fesionalización tomando en consideración la disponi-
bilidad presupuestaria y el dictamen favorable de la 
SHCP, Art. 53, Reglamento de la LSPC.
37 Respecto a las atribuciones del Ofi cial Mayor, esta 
fi gura recepciona y da curso a todos los trámites admi-
nistrativos y de recursos humanos. Al Ofi cial Mayor le 
llega información de la SHCP, sobre planes de retiro 
voluntario y asuntos de plazas. También se le notifi ca el 
presupuesto autorizado por la Cámara de Diputados, 
y asiste en determinar qué partidas se recortarían en 
caso de obtener un presupuesto menor al planifi cado. 
En cuanto a su selección, el Ofi cial Mayor es designado 
por el titular de la Secretaría. 
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al personal de línea (Entrevista SFP, 2004)38. El 
personal de la SFP está consciente de que la 
LSPC puede generar tanto descontento como 
desconcierto entre los empleados, ya que algunos 
de ellos pueden considerar que el sistema de ca-
rrera limita su autonomía al momento de armar 
equipos de trabajo (Entrevista SFP, 2004). 

Para el personal de base, además de la SFP y 
la FSTSE, cuyo interés principal es lograr polí-
ticas uniformes para todas las secretarías, en la 
gestión de recursos humanos participan las Co-
misiones Mixtas de Escalafón, y los jefes inmediatos. 
Sin embargo, los jefes y directivos ven limitada 
su capacidad de solicitar rendición de cuentas 

por parte del personal de base por la protección 
que recibe del sindicato ante cualquier confl icto 
(Entrevista Sindicatos, 2004). Es un hecho que 
los jefes del personal de base y de carrera debe-
rán involucrarse activamente en la gestión de su 
personal en forma y grado sin precedentes, tanto 
por la LSPC como por la Norma de Evaluación del 
personal de base.

38 Cabe señalar que este programa de instrucción es 
relativamente reciente, por lo que aún no se tiene in-
formación sobre la forma en que los directivos se están 
haciendo responsables de sus funciones bajo la LSPC.

[+]

SUBSISTEMAS DE LA GESTIÓN DE RECURSOS HUMANOS
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Organización
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empleo

Gestión del
rendimiento

Gestión de la
compensación

Diseño de puestos
Definición de

perfiles

Incorporación
Movilidad

Desvinculación

Planificación
Evaluación

Planificación [+/–]

Gestión del
desarrollo

Gestión de las relaciones humanas y sociales

Clima laboral Relaciones laborales Políticas sociales

[+/–] [+/–] [+/–]

[+/–]

[+/–]

Retribución monetaria
y no monetaria

Promoción y carrera
Aprendizaje

individual y colectivo

Valoración simbólica de los subsistemas de recursos humanos
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II. INDICADORES 

A) Indicadores Cuantitativos39

1. Tasa de designaciones políticas

I. Cargos que prevén designación política en la  8.489 Año: 2004 – Cálculo propio. Incluye a personal de la 
Administración Central  Presidencia de la República, mandos altos y medios no 
  sujetos a la LSPC, personal de los gabinetes de apoyo y 3% 
  del personal sujeto a la LSPC. Fuente: Presupuesto de 
  Egresos 2004. 

II. Total de cargos administrativos de la  2.310.342 Año: 2004 – Fuente: Proyecto de Presupuesto de Egresos 
Administración Central   de la Federación, 2005.
  Excluye plazas de ramo Militar, Seguridad Pública y 
  Nacional, así como personal de empresas paraestatales.

I / II 0,37% 

Peso fi scal del empleo público
2. Nómina salarial del gobierno central / Producto Bruto Interno

I. Gastos obligados en servicios personales de la  38.205,93 Año: 2004 – Cifra que el gobierno mexicano estima ocupar 
Administración Central (en millones)  para gastos personales al cierre de 2004. Excluye salarios 
  de personal en paraestatales, Fuerzas Armadas, Justicia y 
  Seguridad Pública - Fuente: Proyecto de Presupuesto de 
  Egresos de la Federación, 2005.

II. PIB (precios corrientes-en millones) 639.071,09 Año: 2004 (estimado)
  Fuente: 4º Informe de Gobierno del Presidente de 
  la República.

I / II 5.98% 

Incentivos del Servicio Civil
3. Compresión vertical de los salarios

I. Asignación mensual de la máxima categoría (mensual) 11667,21 Año 2004 – Percepción ordinaria neta Nivel KC3
  Fuente: Tabulador de percepciones para funcionarios 
  públicos de las dependencias y sus equivalentes en las 
  entidades.

II. Asignación mensual de la categoría mínima (mensual) 248.67 Año: 2004 – Percepción neta mensual del personal 
  operativo, nivel 1.
  Fuente: Tabulador de percepciones para funcionarios 
  públicos de las dependencias y sus equivalentes en las 
  entidades.

I / II 46.93 

39 Tipo de cambio promedio: 2004 $ 11,28 por cada US$ – Fuente: Banco Central de México. Todas las cifras mo-
netarias se expresan en dólares estadounidenses.
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Incentivos del Servicio Civil
4. Sueldo gubernamental promedio del gobierno central / PIB per cápita

I. Sueldo promedio Administración Central (cifra anual) 16.536,92 Año: 2004 – Cálculo propio. Total de gasto en servicios
  personales entre total de empleados de la administración 
  central.

II. PBI per cápita (cifra anual) 6088,73 Año: 2004
  Cálculos propios: PBI sobre población.

I / II 2,71 

Incentivos del Servicio Civil
5. Sueldo gubernamental promedio del gobierno central / sueldo promedio del sector privado

I. Sueldo promedio Administración Central (cifra anual) 16.536,92 Año: 2004 – Cálculo propio. Total de gasto en servicios 
  personales entre total de empleados de la administración 
  central.

II. Sueldo promedio del sector privado (cifra anual) 3937 Año: 2004 – Cálculo propio. Se multiplicaron los 180,54 
  pesos diarios que constituyen el salario promedio en 
  México por 246 días laborables en el año. (cifra al mes de 
  septiembre) - Fuente: Comisión Nacional de Salarios 
  Mínimos (CNSM)

I / II 4,19  

Dotación de Servicio Civil
6. Número total de empleados públicos en el gobierno central / población total

I. Número total de empleados públicos en la  2.310.342 Año: 2004
Administración Central  Fuente: Proyecto de Presupuesto de Egresos de la 
  Federación, 2005.
  Excluye plazas de ramo Militar, Seguridad Pública y 
  Nacional, así como personal de empresas paraestatales.

II. Población Total 104.959.594 Año: 2004 (valor estimado al mes de julio).
  Fuente: World Factbook, Central Intelligence Agency.

I / II 2.2% 

  
7. Gasto público total del gobierno central (excluye pensiones y servicio de la deuda) / Número total de empleados 

públicos del gobierno central

I. Gasto público total de la Administración Central  118.973 Año: 2004.
  Fuente: Presupuesto de Egresos.

I. Número total de empleados públicos de la  2.310.342 Año: 2004
Administración Central  Fuente: Proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación,
  2005 Excluye plazas de ramo Militar, Seguridad Pública y 
  Nacional, así como personal de empresas paraestatales.

I / II  0.051 
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Efi ciencia
Este es el índice más bajo porque mide las barre-
ras que existen para reasignar personal entre las 
dependencias. El índice incorpora también indi-
cadores sobre el costo/benefi cio de las políticas 
sociales, bajándose su puntaje por los problemas 
existentes en el régimen de pensiones para el 
personal de base.

Mérito
Los indicadores del índice bajan al tomarse en 
cuenta las prácticas de reclutamiento del perso-
nal de base, y por el hecho de que la LSPC está 
en incipiente desarrollo. El valor del índice sería 
mayor si la LSPC estuviera más avanzada, por lo 
que se espera que Mérito tenga una puntuación 
más alta a fi nes del 2006 si la instrumentación de 
la Ley se da en la forma proyectada.

Consistencia Estructural
Coherencia estratégica. Mide la planifi cación y el se-
guimiento integral desde lo organizacional a lo 
individual. Su valor se reduce por el hecho de 
que falta fl exibilidad para ajustar estructuras y 
necesidades de personal, y porque se está implan-
tando un nuevo sistema de puestos profesionales 
sin haber identifi cado primero áreas de défi cit e 
inefi ciencia donde introducir la profesionaliza-
ción de los funcionarios. 

Consistencia directiva. El valor de este índice en-
cierra procesos contradictorios que afectan a la 
puntuación en sentidos opuestos. Por un lado, 
el índice captura el hecho de que los directivos 
han tenido gran margen de maniobra respecto 
al desarrollo funcional de su personal, pero los 
límites eran las condiciones de trabajo impues-
tas por el sindicato y la inamovilidad. Por otra 

Tabla de índices
    Valor 
 Valor Índices Porcentaje  subíndices Porcentaje 
Índice (escala 0 a 20) de la escala               Subíndice (escala 0 a 10) de la escala

(E) Efi ciencia 7.83 39%    

(M) Mérito 8.15 41%
    

(CE) Consistencia  8.6 43%
estructural    

   (CES) Coherencia estratégica 3.71 37%

   (CD) Consistencia directiva 4.29 43%

   (CP) Consistencia procesos 5.00 50%
    

(CF) Capacidad  8.21 41%
funcional    

   (COM) Competencia 4.75 48%

   (EI) Efi cacia incentivadora 4.00 40%

   (FL) Flexibilidad 3.45 35%

(CI) Capacidad  8.12 41%
integradora

B) Índices para la evaluación de los sistemas de servicio civil 
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parte, los cambios recientes apuntan a que los 
directivos tengan amplia autonomía dentro de 
lineamientos claramente estipulados. Pero los 
cambios generan temores entre estos actores, 
quienes pueden ver tanto sus libertades como 
sus rutinas establecidas amenazadas. 

Consistencia de procesos. Este índice aumenta su va-
lor por el planteo de subsistemas integrales en la 
LSPC y por el sistema de información RUSP. Sin 
embargo, baja su puntaje al considerar las incon-
sistencias relativas a la valoración de puestos y 
sus perfi les, a la ausencia de una corresponden-
cia clara entre tareas y sueldos (especialmente 
entre el personal de base), y el poco lugar que ha 
tenido la capacitación.

Capacidad funcional
Competencia. Este es el subíndice de mayor puntaje 
de la capacidad funcional. Su valor aumenta por 
los esfuerzos destinados a introducir el concepto 
de competencias para el personal profesional. Su 
valor baja por la ausencia de niveles promedio 
de tecnifi cación general de la planilla y por la 
falta de períodos de prueba para el personal de 
base, no existiendo mecanismos correctivos del 
rendimiento al inicio de la vinculación laboral 
con el Estado. 

Efi cacia. Este índice baja su valor porque al pre-
sente no existe un sistema que sancione el bajo 
desempeño. Por otra parte, su puntaje sube por las 
nuevas disposiciones sobre pautas de rendimiento 
para incentivar el desempeño satisfactorio.

Flexibilidad. Es el índice más bajo de todos, re-
fl ejando importantes grados de inercia organiza-
cional dados por desajustes en las estructuras y 
por la situación de empleo del personal de base.

Capacidad integradora
Este índice baja por la ausencia de mecanismos 
de clima e inducción laboral, así como las per-
cepciones de inequidad existentes en las organi-
zaciones. Sin embargo, su valor aumenta por el 
amplio abanico de benefi cios sociales de los em-

pleados, especialmente para el personal de base. 
La integración en la organización está dada en-
tonces por las políticas sociales establecidas, de 
carácter más tradicional, y no por instrumentos 
de gestión más innovadores del tipo propuesto 
desde la Nueva Gerencia Pública.

III. CONCLUSIONES

Sin dudas, la LSPC es un gran paso para la bu-
rocracia mexicana. No obstante ello, el hecho de 
que abarque únicamente al personal de mando y 
no contenga previsiones para el personal de base 
es su mayor limitación. De esta forma, el servicio 
civil profesional en la Administración Pública Fede-
ral Centralizada será un segmento muy reducido. 
En otras palabras: la LSPC no soluciona el pro-
blema más general de construir una burocracia 
efi ciente y transparente para el conjunto de ni-
veles jerárquicos y grupos ocupacionales donde 
estén presentes los funcionarios con estabilidad 
laboral. Por otra parte, se divisan dos grandes 
desafíos: 1) la correcta implantación del sistema 
de carrera, y 2) la transformación de una cultura 
social y política de relaciones particularistas en 
las organizaciones públicas a otra más orientada 
al rendimiento. Retomando lo dicho, por su re-
levancia numérica, es difícil visualizar una buro-
cracia pública efectiva en forma integral si no se 
diseñan mecanismos específi cos para el personal 
sindicalizado40. Y es aquí donde factores relativos 
al contexto político y sindical son el principal 
límite a la expansión de un sistema técnico de 
empleo público. 

Análisis de áreas causales

A pesar de las mejoras en la planifi cación de recursos, 
su principal carencia es el enfoque casi exclusi-

40 Aún teniendo en cuenta que el magisterio, personal 
del sector salud y del servicio exterior tienen sus pro-
pios esquemas de carrera, el personal operativo del go-
bierno central es numeroso como para dejarlo excluido 
de planes funcionales. 
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vo en las necesidades cuantitativas de personal 
más que en las metas institucionales. A ello se le 
suman los recortes que puedan ocurrir en for-
ma ex-post a la planifi cación de necesidades. En 
cuanto a la organización del empleo, se avanza en 
las descripciones y perfi les de cargos pero los li-
neamientos están sometidos a cambios, lo que 
atenta contra la estabilidad necesaria para im-
plantar un nuevo proceso. Por otra parte, estos 
perfi les no son un trabajo menor. En efecto, con-
llevan esfuerzo y compromiso por parte de las 
dependencias, especialmente para su constante 
actualización frente a los cambios naturales en 
toda estructura organizacional. La gestión del em-
pleo es muy diferente según el grupo de personal 
en cuestión, de base o de carrera. Para los pri-
meros, el papel del sindicato es central, donde 
asuntos como las condiciones de trabajo y la 
inamovilidad tienen prioridad sobre las prácti-
cas innovadoras de recursos humanos. Para el 
personal de carrera, resta por verse la puesta en 
marcha de las múltiples oportunidades de movi-
lidad previstas por la LSPC, que parece un poco 
difícil de instrumentar en algunos casos por los 
recortes presupuestarios. La gestión del rendimien-
to ha sido uno de los puntos más débiles de la 
burocracia en México. Ciertamente, hoy existen 
instrumentos normativos para fomentar la eva-
luación de personal y su seguimiento, incluyen-
do mecanismos de retroalimentación con el jefe 
inmediato. Posiblemente el sistema opere mejor 
para el personal de carrera donde la evaluación 
de desempeño está inscripta dentro de un sis-
tema de evaluación general donde pesa el plan 
de carrera que el funcionario elabore junto con 
el Comité de Profesionalización. La gestión de la 
compensación mejoró con los grados crecientes de 
transparencia presupuestal por un lado, y por la 
reducción del componente móvil del salario, por 
otro. Pero persisten importantes componentes 
de inequidad en el sistema. A ello se le suma el 
desafío de la reforma del sistema de pensiones. 
La gestión del desarrollo profesional tiene su cuello de 
botella en la implantación de las múltiples tra-
yectorias de movilidad para el personal de carre-
ra, ya que la movilidad está altamente limitada 

para el personal de base. Tal vez su éxito ma-
yor radique en la introducción de capacitación 
sistemática, aunque la misma no sea objeto de 
evaluación en el caso del personal sindicalizado. 
De todas formas, si la misma está atada a los 
contenidos de la tarea, es esperable que agregue 
valor al desempeño individual y organizacional. 
Paradójicamente, la gestión del clima tiene su for-
taleza y limitante en la presencia del sindicato. 
Es una fortaleza porque existe una organiza-
ción colectiva del personal de base que permi-
te elevar demandas y necesidades. A su vez, es 
una limitante porque el sindicato actual tiene el 
monopolio de la representación, y su agenda es 
menos permeable a cuestiones concernientes a 
las metas de desempeño y rendimiento del per-
sonal. No está claro cómo se resolverán cuestio-
nes de clima del personal de carrera, aunque 
el Comité de Profesionalización podría ofi ciar 
como mecanismo de resolución de problemas 
de índole cotidiana más allá de las instancias le-
gales y judiciales concernientes a disputas de or-
den mayor. En general, el nivel de confl ictividad 
abierta es bajo, pero también lo es el nivel de 
motivación. Respecto a la organización de la función 
de los recursos humanos, la fl amante SFP tiene atri-
buciones de diseño de instrumentos, elaboración 
de lineamientos, seguimiento, etc., y sobre todo 
la responsabilidad de institucionalizar los cam-
bios o poner en movimiento las nuevas pautas 
de conducta y hábitos laborales. Es posible que 
los recursos con los que cuenta hoy estén por 
debajo de tan importantes funciones y tiene una 
importante competencia en la SHCP por ser la 
llave del presupuesto41.

Factores del contexto interno y entorno 

En México, el entorno político, económico y or-
ganizacional adquiere enorme relevancia en la 
implantación del sistema de carrera y su man-

41 Se agradece a Juan Pablo Guerrero la observación 
sobre los recursos de la SFP en función de sus atribu-
ciones.
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tenimiento. Primero, la jerarquía política ne-
cesitará más que reglas y nuevas instituciones. 
Requerirá convencer, permitir la participación 
de los burócratas de diferente nivel, informar y 
comunicar (Arellano, 2002). Los altos funcio-
narios públicos no renunciarán fácilmente a la 
posibilidad del uso discrecional de recursos hu-
manos ni tampoco a las prácticas más asentadas 
de gestión. 

Segundo, el contexto organizacional pre-
senta otro nivel de desafíos. Existe mucha dis-
paridad entre las dependencias en cuanto a 
sus recursos, calidad del personal, sistemas in-
formáticos, etc. A ello se le suma la alta com-
plejidad operativa del sistema, por su volumen 
de gestión, documentación, y operación (Casas 
Vázquez, 2004b). El establecimiento de com-
petencias, el sistema de evaluación, y otros ins-
trumentos son complejos de instrumentar en la 
práctica, y aún no hay instrumentos adecuada-
mente estandarizados. 

Tercero, la disponibilidad económica puede 
afectar la introducción de la LSPC y de las me-
didas de rendimiento y evaluación del personal 
de base. Los premios y compensaciones están 
atados a las restricciones del gasto de las depen-
dencias y la SHCP puede ordenar recortes al 
presupuesto disponible y congelar plazas, usual-
mente a fi n de año. Ello puede traer problemas 
de desmotivación, confl ictos con el sindicato, así 
como aumentar el descreimiento en las prácticas 
de modernización que hoy ya está presente entre 
el personal de base.

Cuarto, la naturaleza jurídica de la LSPC 
tiene consecuencias políticas: no es una norma 
de carácter laboral porque no se fundamenta 
en el Art. 123 de la Constitución, que introduce 
la distinción entre funcionarios de base y de con-
fi anza. En la medida en que dicho artículo no es 
referente para la LSPC, la misma adquiere una 
naturaleza administrativa y todos los actos de 
selección, promoción, evaluación de personal, 
etc., deberán ser considerados como actos pro-
pios de la autoridad (Cedillo Hernández, 2003). 
Sin embargo, la LSPC desborda su naturaleza 
administrativa y pretende un alcance en lo labo-

ral especialmente en disposiciones concernientes 
a los derechos y obligaciones de los funcionarios. 
En consecuencia, habría dos caminos posibles 
para evitar entrampados jurídicos de difícil solu-
ción: o transformar las disposiciones en adminis-
trativas, o darle un “blindaje constitucional” a la 
LSPC reformando la Constitución y establecien-
do que los funcionarios de carrera tienen una rela-
ción laboral con el Estado al igual que el personal 
de base (Cedillo Hernández, 2003). Con rotación 
partidaria en el Ejecutivo Federal, el despido de 
los funcionarios concursados y certifi cados es 
una posibilidad real, así como la derogación de 
la propia LSPC42. 

Quinto, es una realidad que el personal de 
carrera es una minoría de la burocracia federal 
centralizada. El desafío más importante para 
la gestión y rendimiento organizacional del go-
bierno central sigue estando en lo que suceda 
con el personal de base. Es sabido que las bu-
rocracias son efi cientes cuando lo es el conjunto 
de sus líderes y sus bases, por lo que resolver la 
gestión del personal sindicalizado se introduce 
naturalmente como el próximo tema de agenda. 
Aquí se desborda lo técnico y lo organizacional 
para darle cabida a lo político, porque cualquier 
acción hacia el personal de base implica alterar 
el papel del sindicato en la gestión de estos fun-
cionarios. Es pensable, sin embargo, canales de 
comunicación entre el segmento de base y el de 
carrera, así como la tecnifi cación de los prime-
ros sin necesariamente sumarlos al nuevo siste-
ma de carrera. 

Conclusiones principales del diagnóstico

La LSPC es un esfuerzo importante por lograr 
coherencia entre las diversas etapas que confor-
man la gestión de recursos humanos. Es pre-

42 Respecto a lo primero, un caso interesante que Méxi-
co puede tomar en cuenta es la República Dominicana 
por la semejanza del sistema civil bifurcado y los ries-
gos de despido del personal de carrera con cambios 
políticos.
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maturo evaluar sus avances debido a que tiene 
poco tiempo de entrar en vigor. A pesar de lo 
anterior, podrían esperarse avances poco signifi -
cativos. Uno de los mayores logros de la LSPC es 
el concurso abierto y por méritos para ingresar 
al primer nivel de puestos, por lo que sería con-
veniente su expansión. Dados otros problemas 
que puede traer la evaluación o incluso la cer-
tifi cación, la mayor fortaleza del nuevo sistema 
de carrera radica en la calidad de la selección 
del personal. Otras experiencias nacionales, 
especialmente el caso de Brasil, muestran que 
los concursos meritocráticos repercuten posi-
tivamente en el resto de la gestión de recursos 
humanos.

El nuevo servicio de carrera no sustituye otro 
problema: la necesidad de modernizar al per-
sonal de base. Es temprano evaluar cómo fun-
cionará la Norma de Evaluación de Desempeño pero 
sin dudas es un instrumento demasiado limitado 
para la cantidad de dilemas que se presentan, 
como la movilidad de este personal, su motiva-
ción y tecnifi cación, entre otros.

IV. RECOMENDACIONES

Propuestas de mejora

La primera propuesta es poder concluir con la 
revisión de las estructuras organizacionales. Para 
avanzar en la dinámica de la administración de 
personal, se debe contar con un panorama preci-
so del número de puestos y sus niveles jerárquicos. 
Segundo, se debe reducir la segmentación entre 
el personal de base y de carrera, ya que ambos 
constituyen el cuerpo burocrático de la Adminis-
tración Central del Gobierno Federal. Una posi-
bilidad es que existan mayores conexiones entre 
ambos segmentos, mediante la introducción de 
mecanismos de valoración de mérito sistemáti-
cos en el personal de base. Se pueden establecer 
programas temporales para que el personal de 
base ejerza puestos de mayor responsabilidad. 
Tercero, varios lineamientos de la LSPC no es-
tán establecidos de forma clara y están sujetos 
a cambios una vez que se hacen llegar a las Se-
cretarías para su uso. Se sugiere que los linea-
mientos sean detallados y relativamente estables. 
Cuarto, sería necesario revisar algunos aspectos 
jurídicos, que impliquen por ejemplo darle un 
“blindaje constitucional” a la LSPC, o reformar 
la LFTSE (Hernández Cedillo, Comunicación 
Personal, 2005) para evitar lagunas jurídicas que 
la LSPC precisamente busca resolver. 
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 Categorías Factores Comentarios del Evaluador

Antecedentes  Cambio de gobierno y aprobación de la LSPC, limitada únicamente a puestos de
  mando.

Análisis del contexto  Análisis del marco  Existen múltiples instrumentos legales pero algunas leyes básicas. La dualidad del
institucional legal sistema de empleo —personal de base versus personal de confi anza — se asienta en 
  el Art. 123, Constitución. En este sentido, la LSPC es de naturaleza administrativa y 
  no laboral porque no tiene su fundamento en el Art. 123 de la Constitución, al crear 
  un nuevo segmento de “personal de carrera”.

Análisis funcional   Análisis organizativo   La SFP es el organismo de asesoría y ejecución de las nuevas políticas en recursos 
del servicio civil de la función Recursos  humanos, aunque la SHCP sigue siendo central por sus potestades presupuestarias. 
 Humanos 

 Indicadores  Se destaca la alta compresión salarial y la inefi ciencia del gasto.
 cuantitativos 

Análisis por  Planifi cación Si bien impera una planifi cación básicamente presupuestal, la LSPC busca instaurar 
subsistemas  una verdadera planifi cación funcional a través de la creación de un registro RUSP  
  que permita hacer valoraciones cualitativas y cuantitativas del personal necesario. 
  Ajustes presupuestarios anuales pueden introducir distorsiones.

 Organización del  Se está trabajando en los perfi les de puestos, comenzando con los de carrera aunque 
 trabajo los perfi les se ajustan al revisarse las estructuras organizacionales. Las guías para los 
  perfi les de puestos deberían ser más estables.

 Gestión del empleo No hay gestión de carrera para los funcionarios de base. Los sindicatos se limitan a 
  establecer condiciones de trabajo. La LSPC establece un subsistema de selección de 
  personal claro para el personal de carrera.

 Gestión del  Los funcionarios de base tiene un rendimiento muy bajo, y los arreglos sindicales no 
 Rendimiento contemplan este tipo de aspectos. La Norma de Evaluación de Desempeño, de 
  agosto 2004, apunta a cambiar esto introduciendo la evaluación de los logros de 
  este personal. El personal de carrera está sujeto al sistema de Evaluación Integral 
  Individual donde se incluye una evaluación por desempeño y la evaluación de metas 
  del plan individual de carrera.

 Gestión de la  El componente móvil del salario ha ido perdiendo peso frente a las percepciones 
 Compensación ordinarias. No obstante ello, el salario no guarda relación con la complejidad y 
  responsabilidad del trabajo. Se espera que los sistemas de valoración de puestos, 
  actualmente en operación, colaboren a aumentar la correspondencia entre las tareas 
  y las retribuciones y así fortalecer el principio de “igual pago por igual trabajo.”

 Gestión del Desarrollo El personal de base no tiene opciones de movilidad, mientras que para el personal 
  de carrera se esperan múltiples formas de progreso funcional: jerárquico, lateral, 
  horizontal, e incluso intercambios con entidades privadas.

 Gestión de las   En las relaciones laborales del personal de base el sindicato es central, pero aunque 
 Relaciones Humanas  garantiza su inamovilidad y asegura varios benefi cios sociales, ha introducido 
 y Sociales inercias que han colaborado con la desmotivación de buena parte de dicho personal. 
  Las relaciones laborales del personal de carrera están aún un poco confusas dado 
  que a veces la LSPC parece adquirir un carácter administrativo y otras veces laboral. 
  Cuenta con amplias prestaciones sociales y se espera que los Comités de 
  Profesionalización y las Direcciones de Recursos Humanos fomenten una cultura de 
  continua retroalimentación entre directivos y subalternos.

Índices del sistema   Los índices no son altos pero son todos relativamente parejos. 
de servicio civil  

V. TABLA DE SÍNTESIS
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ANEXOS

ANEXO I. Valoración de los puntos críticos

(Ver anexo fi nal)

[Respecto al análisis elaborado sobre cada siste-
ma y subsistema y la valoración de los puntos, 
debe aclararse que los mismos descansan en 
el análisis de la Ley de Servicio Profesional de 
Carrera y sus primeros pasos de implantación. 
Recién en uno o dos años se podrá evaluar sin 
ambigüedad la puesta en marcha de la LSPC. 

La valoración de los puntos ha sido doble-
mente compleja por dos razones: 

1) Tener que “promediar” al sistema de traba-
jadores de base y personal de carrera a fi n 
de obtener una medida resumen de toda la 
burocracia federal central, y, 

2) Estar en los momentos de inicio de un siste-
ma de servicio civil, por lo que parte de la 
valoración se hace teniendo en cuenta las 
estipulaciones normativas más que la ejecu-
ción. Por otra parte, se “premian” aquellos 
indicadores donde se vea una tendencia po-
sitiva ya sea mediante nuevas prácticas o la 
introducción de normativa reciente.

Para el punto de valoración 26 no solamente se 
considera el número de cargos de libre designa-
ción en sentido escrito. El indicador baja su valor 
por la incidencia de lazos políticos en la mayoría 
de los mandos medios y el personal de base.]

ANEXO II. Ficha técnica del informe

• Fecha de fi nalización del informe: Ver-
sión actualizada al 20 de enero de 2005 
Fecha del diagnóstico: Junio 2002
Fecha de la revisión: Enero 2005

• Consultores: 
Mercedes Iacoviello – Ana L. Rodríguez-
Gustá – Ivania de la Cruz Orozco
Asistentes: Yannina Azzolina
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I. RESUMEN EJECUTIVO 

Principales Conclusiones 

El servicio civil y la carrera administrativa se en-
cuentran entre las disposiciones introducidas por 
la reforma constitucional de 1995. Sin embargo, 
recién a fi n de 2003 se sancionó la Ley de Ser-
vicio Civil, que fue reglamentada en agosto de 
2004. Esta ley marca un hito en la historia del 
país, aunque el servicio civil presenta grandes 
brechas en todos los subsistemas analizados. 

Las principales disfunciones están relacio-
nadas con la vulneración del principio de méri-
to y con una excesiva fl exibilidad de estructura, 
normas y prácticas. La administración del siste-
ma es excesivamente fragmentada, ha carecido 
de órgano rector, normas, procesos y prácticas 
comunes y la gestión de RH se ha realizado en 
base al impacto fi nanciero del gasto en personal 
a nivel presupuestario. En función de los dere-
chos de los empleados públicos, la extinción del 
empleo se da por causas organizativas, técnicas 
o económicas pero existen importantes segmen-
tos como los de educación y salud donde la ina-
movilidad se ejerce. Cabe destacar que tanto 
la UCRESEP como la DIGEFUP han tenido 
un rol importante en el avance de las reformas, 
cuyo hecho más signifi cativo fue la realización 
del anteproyecto de Ley de Servicio Civil y su 
reglamento. 

El promedio de los índices se encuentra entre 
un máximo de 28% y un mínimo de 15%. Ca-
pacidad funcional y mérito muestran los índices 
más bajos mientras que el valor más alto se ubica 
para efi ciencia y capacidad integradora.

Contexto Institucional

Hasta 1989 con el gobierno sandinista preva-
leció un sistema de gobierno de extrema cen-
tralización política. Con el gobierno de Violeta 
Chamorro (1990) se inició un proceso de refor-
ma estructural que ha contado con el apoyo de 
agencias de cooperación y organismos interna-
cionales. El proceso incluyó las reformas cons-
titucionales de 1995, el establecimiento de la 
autonomía de los poderes del Estado, la reduc-
ción de la administración pública, y la venta de 
empresas públicas. Por otro lado, se ha avanzado 
en la creación de las condiciones jurídico-institu-
cionales para ampliar los derechos ciudadanos a 
través de normas (por ejemplo, el Código de la 
Niñez y la Ley de Derecho del Consumidor) y de 
nuevas instituciones encargadas de velar por su 
cumplimiento (por ejemplo, la Procuraduría de 
Derechos Humanos y la Comisaría de la Mujer). 
A nivel económico, la corrección de los desequi-

CAPÍTULO 13

Síntesis del diagnóstico
Caso Nicaragua1 

1 Autores: Mercedes Iacoviello y Laura Zuvanic.

Este trabajo se basa en la revision y actualizacion 
del diagnostico realizado por IDC (2003).
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librios fi nancieros y la estabilidad monetaria, 
implementados en el marco de los programas 
de ajuste estructural (1991), estimularon el cre-
cimiento económico desde 1994 hasta el 2000, 
pero la crisis internacional ha incidido desde 
2001 en la disminución del crecimiento del PBI. 
La ejecución de los programas de ajuste estruc-
tural respaldados por los organismos interna-
cionales facilitó la entrada de recursos externos 
bajo la modalidad de préstamos y donaciones. 
Por la baja capacidad exportadora y el deterio-
ro de los términos de intercambio, existe un alto 
défi cit en cuenta corriente como proporción del 
PBI. La inversión pública y privada, pese a su 
crecimiento, apenas cubre las pérdidas que han 
dejado la guerra y los desastres naturales. Entre 
1993 y 1998 la proporción de la población que 
vive en pobreza (48%) ha disminuido 2.4 puntos 
entre 1993 y 1998, y la población que vive en 
extrema pobreza (17%) se redujo en 2.1 puntos 
porcentuales.

Antecedentes

La Constitución Política en sus reformas del año 
1995, señala que el servicio civil y la carrera 
administrativa serán regulados por ley. Recién 
a fi nes de 2003, se aprueba la Ley N° 476 del 
Servicio Civil, la cual se reglamenta en agosto de 
2004 (Decreto N° 87-04). Hasta ese momento, 
los servidores públicos tenían un sistema jurídi-
co basado en el Código Laboral, cuyas reformas 
más recientes datan de 19962. La Constitución 
reserva a otras Leyes la regulación de la carrera 
de determinados grupos de funcionarios y em-
pleados públicos. El Servicio Exterior, el magiste-
rio y la policía tienen sus propios estatutos. Cabe 
señalar que en marzo de 1990, previamente a la 
asunción del gobierno de Chamorro, se publica 
la Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa 
N° 70, la cual fue derogada apenas dos meses 
después por el nuevo gobierno (Decreto 8-90)3.

Los pasos centrales hacia la conformación de 
un marco legal se inician en el marco del Pro-
grama de Reforma del Estado iniciado en 1994, 
creándose en 2000 la Unidad Ejecutora del Pro-

yecto de Reforma del Servicio Civil (UCRE-
SEP), que depende jerárquica y funcionalmente 
del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 
fi nanciada con recursos provenientes del Banco 
Mundial. Además, previo al inicio del Programa 
de Reforma, se realizaron una serie de acciones 
entre las que se destacan: el diseño y ejecución 
del Plan de Conversión Ocupacional (PCO) y el 
Plan de Movilidad Laboral (PML), que fueron 
planes de retiro voluntario tendientes a reducir 
el número de trabajadores, lográndose bajar en 
un 12% en el gobierno central y un 23% en toda 
la Administración Pública; la modernización del 
Sistema de Registro de Cargos y Trabajadores 
del Estado (RECTE) que permitió integrar los 
distintos sistema existentes en las instituciones, y 
la creación de la Dirección General de Función 
Pública (DIGEFUP) dentro de la estructura del 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público (Ló-
pez, 2003).

Tanto la UCRESEP como la DIGEFUP 
han tenido un rol signifi cativo en el avance de las 
reformas, cuyo hecho más signifi cativo ha sido la 
realización del anteproyecto de Ley de Servicio 
Civil y Carrera Administrativa y su reglamento. 
La primera versión del anteproyecto de Ley fue 

2 Otro marco importante ha sido la ley 290 y su re-
glamento que han establecido las disposiciones para la 
organización, competencia y procedimientos del Poder 
Ejecutivo, aunque en lo relativo a los ministerios y sus 
gabinetes.
3 Los considerandos del Decreto 8-90 fundamentan 
la derogación en los siguientes términos: “…que el 
Gobierno anterior promulgó leyes que obstaculizan 
el urgente desarrollo de las políticas económicas y so-
ciales que requieren una adecuada reorganización de 
las dependencias del Poder Ejecutivo…”, y “…que las 
condiciones en que se negociaron los Convenios Colec-
tivos que regulan las relaciones entre el Estado, Entes 
Autónomos, Corporaciones Estatales y Mixtas y los 
trabajadores han cambiado radicalmente…” y sobre 
estas bases faculta al Ministerio de Trabajo a no apli-
car la ley mientras no sea reglamentada, y a revisar los 
convenios colectivos fi rmados en los últimos dos meses 
del anterior gobierno.
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enviado por el Poder Ejecutivo a la Asamblea 
Nacional en diciembre de 1999, y luego de va-
rios intentos de emitir la Ley de Servicio Civil, en 
noviembre de 2003 fue aprobada, y a mediados 
de 2004 se dictó su reglamento. La ausencia de 
un marco legal ha generado que cada institución 
pública tenga su propio régimen, creando distor-
siones, en términos de inequidad y vulneración 
de los principios de efi ciencia y mérito. 

Cambios desde la fecha del diagnóstico 
(agosto 2003)

Como se señaló, desde hace varios años existía 
el propósito de generar un marco legal para el 
Servicio Civil. Este fue aprobado el 19 de No-
viembre de 2003, bajo la Ley Nº 476: del Ser-
vicio Civil y de la Carrera Administrativa, que 
fue publicada el 11 de diciembre del mismo año. 
En agosto de 2004, bajo el Decreto Nº 87/04 se 
reglamentó la Ley publicándose en la Gaceta el 
6 de agosto de 2004.

 El régimen del Servicio Civil comprende a 
los funcionarios y empleados públicos del servi-
cio del Poder Legislativo, Poder Ejecutivo, Poder 
Judicial, Poder Electoral, Entes Autónomos y 
Gubernamentales, municipios y órganos de las 
Regiones Autónomas de la Costa Atlántica.

Entre sus puntos centrales se destacan: a) 
pautas relativas al sistema de clasifi cación de car-
gos, b) el establecimiento del acceso a la carrera 
administrativa a través de un proceso abierto, ga-
rantizando la igualdad para el mismo; publicidad 
de las convocatorias y objetividad de las pruebas 
y procedimientos que permitan evaluar el méri-
to de los candidatos, c) el desarrollo del sistema 
de gestión del desempeño, d) las pautas para la 
promoción interna, señalando que si se produce 
una vacante en un Ministerio determinado, para 
su provisión podrán concurrir funcionarios y 
empleados activos en cualquier otra institución, 
e) en lo relativo a remuneraciones establece que 
las compensaciones salariales de toda naturaleza 
(fi jas y variables) deben estar relacionadas con el 
nivel de responsabilidad del cargo; el desempe-
ño que evalúe los resultados y la dedicación. La 

Ley contempla la posibilidad de establecer polí-
ticas retributivas propias para cargos o grupos de 
cargos homogéneos; f) en relación al sistema de 
capacitación la Ley se pronuncia expresamente 
por una capacitación orientada y planifi cada en 
interés del fortalecimiento de la capacidad insti-
tucional y g) en lo relativo a las relaciones labo-
rales señala la presencia de la acción sindical a 
través de la negociación colectiva. 

A lo largo del año 2004 se aprobó la regla-
mentación de la Ley y se avanzó en su imple-
mentación a través de la Dirección General de 
Función Pública, realizándose acciones de capa-
citación a personal de diferentes niveles de las 
instituciones y de los Poderes del Estado (DIGE-
FUP, 2004).

Análisis por Subsistemas4

Planificación de Recursos Humanos 

Existencia e integridad del sistema (1)
Se han realizado esfuerzos para ordenar desde 
un punto de vista presupuestario lo relativo a las 
plantas de personal y su costo. Sin embargo, se 
refl eja ausencia de orientación estratégica y la 
gestión de recursos humanos queda centralmente 
circunscrita a la administración de plantillas. Por 
su parte, la LSC, establece al Ministerio de Ha-
cienda y Crédito Público como el órgano encar-
gado para proponer la creación, modifi cación y 
clasifi cación de puestos. El medio de planifi cación 
será a través del presupuesto anual donde cada 
organización deberá detallar el número de plazas 
de puestos permanentes y el salario asignado.

Coherencia estratégica (2–3)
Las decisiones que se toman en relación al perso-
nal generalmente no responden a las prioridades 
y estrategias de la organización. Existe una gra-

4El análisis de los subsistemas sigue los 93 puntos críti-
cos establecidos en la metodología, los cuales se listan 
con su correspondiente valoración en el Anexo 1. Para 
cada apartado se indican entre paréntesis los puntos 
críticos asociados.
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ve carencia de políticas e instrumentos defi nidos 
que permitan hacer una utilización y distribución 
óptima de los recursos. El uso de la planifi cación 
es aún incipiente en todos los ámbitos organiza-
cionales, considerándose la mayoría de las veces 
como un requisito a cumplir, pero no como una 
herramienta útil en la gestión cotidiana. Algu-
nas organizaciones, como el Ministerio de Salud 
(MINSA) han realizado una reestructuración de 
la planta de personal como resultado de la refor-
ma y reorientación de la organización. 

Información de base y efi cacia (4–9)
Se están realizando una serie de esfuerzos ten-
dientes a generar información confi able, integra-
da y sistematizada. Entre ellos se estructuró una 
base de datos que permite conocer la nómina 
de empleados de la APN (López, 2003) y está 
en proceso el rediseño del Sistema de Informa-
ción del Servicio Civil (SISEC), que sería inte-
grado con el SIGFA, Sistema de Administración 
Presupuestaria (DIGEFUP, 2004). En el campo 
de la Clasifi cación de Puestos y de Gestión de Recur-
sos Humanos, este sistema es alimentado con la 
información de las descripciones de puestos de 
las Instituciones en las que se va concluyendo 
el proceso, teniéndose a la fecha en la base de 
datos 2.763 registros de Descripciones de Pues-
tos de 22 Instituciones. En lo que se refi ere a la 
Base de Datos de Estudios Retributivos, el diseño de la 
misma obedeció a la necesidad de disponer de 
información sobre la situación retributiva de las 
instituciones del ámbito de la Ley, para facilitar 
el análisis de los estudios retributivos, para la de-
fi nición de una política retributiva. Actualmente 
se dispone de la información de 36 instituciones 
de la Administración del Estado, incluyendo en-
tes autónomos y descentralizados, con un total 
de 80.892 registros. De éstos, se encuentran ac-
tualizados a la fecha 64.992, correspondientes a 
15 Instituciones del Poder Ejecutivo, de las cuales 
se realizó un consolidado que refl eja conceptos 
salariales, montos y tipo de personal (DIGEFUP, 
2004). Con respecto al Sistema de Registro de 
Capacitación, para su diseño se identifi caron los 
requerimientos y se analizaron los principales 

instrumentos que se utilizan en los procesos de 
capacitación, así como los reportes e informes 
que se producen periódicamente, aunque queda 
pendiente la validación del sistema. Estos siste-
mas prevén su integración al SISEC (DIGEFUP, 
2004). 

En relación a la efi cacia se percibe una ten-
dencia general a reducir el tamaño de la dota-
ción de empleados públicos, en línea con una 
política orientada a la economía de mercado. 
Entre 1995 y 2001, el empleo público registrado 
pasó de representar el 2.49% de la población to-
tal al 1.75%, mostrando un sacrifi cio de puestos 
de trabajo en un contexto de altos índices de des-
empleo a nivel nacional. En ese sentido, la polí-
tica de empleo en Nicaragua está orientada a no 
generar nuevos empleos dentro del sector públi-
co, por el contrario, como parte de la aplicación 
de medidas económicas para controlar el défi -
cit fi scal la tendencia ha sido reducir el número 
de plazas y el número de empleados. La mayor 
parte de la dotación se encuentra en los servicios 
de educación y salud, que representan cerca del 
62% del empleo del Gobierno Central, seguidos 
de los sectores seguridad interna y defensa que 
representan el 22%, mientras el resto de entida-
des del ámbito analizado solamente el 16%. 

En cuanto al peso de la nómina salarial del 
Gobierno Central en relación al gasto público, 
éste representó 20% en el 2002, mostrando un 
comportamiento descendente durante el período 
1995–2001.

Administración (10–11)
Hasta el momento el involucramiento de los di-
rectivos en la elaboración de planes y su segui-
miento ha sido muy limitado. Tanto los esfuerzos 
que se están realizando como el nuevo marco le-
gal establecido permiten prever una mejora en 
este aspecto.

Organización del Trabajo

Existencia e integridad del sistema (12)
Las instituciones del sector público nicaragüense 
cuentan en su mayoría con manuales de descrip-
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ción de cargos y perfi les. En los últimos años se han 
realizado esfuerzos signifi cativos tendientes a for-
talecer este subsistema desde criterios de gestión 
(DIGEFUP, 2004). Se elaboraron los Manuales 
de Procedimientos del Sistema de Clasifi cación 
de Puestos, los cuales han incluido el enfoque de 
género en las políticas de aplicación. Los Manua-
les están siendo revisados y ajustados conforme 
a lo establecido en la Ley del Servicio Civil y de 
la Carrera Administrativa. Se defi nieron criterios 
técnicos para la sistematización y homogeniza-
ción de los Perfi les de los Puestos, comprendiendo 
la elaboración de los siguientes Perfi les: Acredi-
tación (Perfi l mínimo), Provisión (Perfi l deseable) 
y Competencias. Asimismo, la LSC establece un 
Sistema de Clasifi cación de Cargos, que se agru-
pan en tramos de responsabilidad a efectos de 
facilitar la polivalencia. Los tramos son Servicio 
Directivo, Servicio Ejecutivo y Servicio Operati-
vo. Los cargos también se agrupan por la natu-
raleza de sus funciones y requerimientos técnicos 
cuando es necesario. Estos agrupamientos son ca-
lifi cados como Comunes (o generales) y Propios 
(funcionalmente sustantivos). 

Calidad técnica y fl exibilidad del 
sistema de puestos (13–17)
El sistema de clasifi cación de cargos en la admi-
nistración del Estado nicaragüense se ha estruc-
turado en tres grandes procesos: el análisis y la 
descripción, la valoración de cargos y su clasifi -
cación. El sistema toma para la valoración facto-
res de competencias, la solución de problemas y 
la responsabilidad del cargo. Hasta el momento 
se ha realizado el análisis y valoración de puestos 
en varias instituciones de la APN. Como parte 
de este proceso, en 22 Instituciones se han iden-
tifi cado los puestos propios y comunes y se han 
clasifi cado de acuerdo a los servicios en que se 
ubican: Directivo, Ejecutivo y Operativo. Ade-
más, se han conformado las familias funcionales 
y puestos tipo de los cargos propios de 12 institu-
ciones, las cuales constituyen un insumo funda-
mental para la defi nición de rutas profesionales 
de las carreras propias de la Administración del 
Estado (DIGEFUP, 2004).

Calidad de la defi nición de los perfi les 
(18–21)
Los cargos de la administración del estado Ni-
caragüense (exceptuando cargos de designación 
política), han quedado clasifi cados en 22 nive-
les de complejidad atendiendo a la metodolo-
gía “HAY” de escalas y perfi les. En ese sentido, 
también se ha iniciado el trabajo sobre perfi les 
incluyendo competencias como parte de su de-
fi nición. 

Administración (22–23)
La implantación del sistema de Clasifi cación 
de Cargos, es asumida por la DIGEFUP como 
instancia responsable de dirigir, supervisar y ad-
ministrar el sistema y en las acciones realizadas 
hasta el momento han participado funcionarios 
de los organismos respectivos.

Gestión del Empleo

Igualdad y mérito de acceso (24–27)
Las prácticas de gestión del empleo han respon-
dido a decisiones y tradiciones de gestión de cada 
institución, no existiendo normas de aplicación 
general o procesos. La politización en la selec-
ción del personal es una práctica común dentro 
de todas las organizaciones. Este contexto podrá 
modifi carse a partir de la implementación de la 
LSC y su reglamentación, que establece pautas 
específi cas a efectos de preservar el principio de 
mérito e igualdad. En lo relativo al género se han 
realizado algunas acciones, tales como el diag-
nóstico de la situación de género en el sector pú-
blico así como también se han incluido criterios 
de género en el nuevo marco normativo. 

Calidad del reclutamiento (28)
Algunas de las prácticas para la gestión del 
empleo han comprendido acciones tales como 
convocar candidatos a través de anuncios en 
los periódicos, agencias de empleos, o través de 
contactos personales. Para la selección se utili-
zan solicitudes de empleo, currículos, entrevistas, 
exámenes de conocimiento y habilidades, y car-
tas de recomendación para examinar y evaluar 
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a los candidatos para ocupar una plaza, por me-
dio de los jefes inmediatos que fi nalmente selec-
cionan y deciden la contratación. La nueva ley 
establece la obligatoriedad de la difusión de la 
convocatoria.

Calidad de la selección (29–32)
No están estandarizados instrumentos. En líneas 
generales, el sistema consiste en el método de en-
trevistas e investigación de datos. Las modifi ca-
ciones relativas al sistema de puestos incluyen la 
realización de perfi les con base a competencias.

Calidad de la recepción (33–34)
No se han instrumentado prácticas sistemáticas 
relativas al proceso de inducción. La LSC esta-
blece la indicación de desarrollar actividades de 
inducción u orientación para el personal de nue-
vo ingreso o que asuma nuevas responsabilida-
des, con el propósito de facilitar su adaptación, 
integración, motivación y compromiso. Asimis-
mo, establece en 30 días calendario el período 
de prueba.

Movilidad y ausentismo (35–36)
Hasta el momento no existía un marco legal que 
regulara estos aspectos. Actualmente, la norma 
establece que el traslado de personal se efectuará 
a solicitud del servidor público, a cualquier otra 
dependencia dentro de la misma Institución o a 
otra cubierta por la Carrera Administrativa, a la 
cual haya tenido acceso por medio de un proce-
so de provisión. En todos los casos, los traslados 
o reubicaciones deberán contar con la anuencia 
del servidor público afectado, a excepción de 
traslados por desastre o emergencia nacional. 
No se registra información sobre el ausentismo. 

Disciplina y desvinculación (38–41)
La Nueva Ley establece el tipo de sanciones que 
abarcan desde faltas leves a graves así como los 
procedimientos disciplinarios a realizar. Existe la 
fi gura de desvinculación por razones económicas 
u organizativas. No está establecida en la ley la 
pérdida del empleo por razones de rendimiento 
defi ciente. Se han registrado rescisiones de em-

pleo por razones políticas. En los noventa y con 
el objetivo de reducir las plantas se implementó 
el “Plan de Conversión Ocupacional” (PCO) y 
el Plan de Movilidad Laboral (PML) que fueron 
planes de retiro voluntario que generaron una 
reducción del 12% en el personal del gobierno 
central y de un 23% en toda la administración 
pública, con la consecuencia de deserción de 
personal altamente capacitado.

Gestión del Rendimiento 

Planifi cación y seguimiento del 
rendimiento (42–45)
Hasta el momento, no se observan prácticas de 
evaluación del rendimiento que respondan a una 
política establecida. Los objetivos establecidos 
para el trabajo y el rendimiento laboral de un año 
determinado, si es que se establecen, no resultan 
de evaluaciones de rendimiento efectuadas en el 
ciclo anterior. Los objetivos del rendimiento no 
son comunicados a los empleados buscando su 
implicación y compromiso. Este contexto podrá 
ser modifi cado a partir de la LSC que establece 
la evaluación del desempeño, la cual será perió-
dica y podrá ser recusada por el funcionario.

Evaluación (46–48)
Actualmente no existe una planifi cación del des-
empeño, solamente existe un seguimiento de la 
evaluación del desempeño de acuerdo a las fun-
ciones que están defi nidas en el manual de pues-
tos, y tampoco se cuenta con una metodología de 
gestión del rendimiento. 

Administración (49)
Tomando en cuenta lo señalado por la Ley Nº 
476, serán las instancias de Recursos Humanos 
las encargadas de administrar este subsistema 
que actualmente no está formalizado.

Gestión de la Compensación 

Existencia de estrategia salarial (50)
La estructura salarial y las políticas de retribu-
ción no están vinculadas a la estrategia organi-
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zativa. Los trabajadores tienen, en general, la 
percepción de que no reciben de la organización 
compensaciones acordes con su contribución.

Equidad interna y externa (51–57)
El 65% de los servidores públicos devengan sa-
larios iguales o menores a 72 dólares mensuales. 
Existe una diferencia sustancial entre los salarios 
pagados por el sector privado y los de la admi-
nistración pública, siendo mayor la retribución 
en el sector privado. Sin embargo para los car-
gos de mayor jerarquía en la administración pú-
blica, éstos se acercan y sobrepasan en algunos 
casos a la mediana retributiva del sector privado, 
mientras existe una marcada tendencia a una re-
tribución menor para cargos técnicos y mandos 
intermedios.

Existe también una gran dispersión sala-
rial para cargos de igual nivel de complejidad, 
introduciendo altos grados de inequidad retri-
butiva interna, producto de los elevados niveles 
de discrecionalidad actualmente aplicables. En 
el último año se realizaron estudios relativos al 
mercado retributivo en 14 Instituciones de la Ad-
ministración del Estado, permitiendo identifi car 
las prácticas retributivas, las inequidades inter-
nas y la situación de las retribuciones. 

Efi ciencia (58)
Como se señaló los salarios pagados por el sector 
público son sumamente bajos y poco efectivos 
para atraer y retener cuadros técnicos y gerentes 
califi cados, lo que genera una situación crítica, 
sobre todo cuando se espera en el marco de la 
Reforma y Modernización del sector público 
mejorar la calidad de los servicios que se prestan 
a la ciudadanía.

Administración (59–61)
Actualmente la DIGEFUP está desarrollando 
acciones para el ordenamiento salarial basado 
en principios de equidad interna.

Otras compensaciones (62–64)
Los benefi cios extrasalariales que se aplican no 
son sistemáticos y no han sido evaluados en tér-

minos de costo-benefi cio. En relación al siste-
ma de pensiones, existe una reforma en curso 
desde hace siete años, que privatiza el sistema 
con similitudes al modelo chileno. Sin embargo 
a mediados de julio de 2004 se suspendió la im-
plementación y se conformó una comisión para 
estudiar en un plazo de 6 meses qué acciones 
tomar. 

Gestión del Desarrollo Profesional

Efi cacia del sistema de promoción y 
calidad del diseño de la carrera (65–70)
Las personas que trabajan en el sector público 
de Nicaragua no perciben en general un grado 
de satisfacción con sus expectativas de promo-
ción. En la mayoría de las organizaciones pú-
blicas, exceptuando policía, ejército, educación, 
diplomacia y recientemente salud, no existen 
planes de carrera y sucesión que armonicen las 
expectativas individuales con las necesidades 
previsibles de la organización. No se identifi can 
alternativas a las carreras estrictamente jerárqui-
cas, ya que las promociones horizontales basadas 
en reconocimiento de la excelencia profesional 
sin necesidad de incrementar la autoridad for-
mal de los empleados son muy poco frecuentes. 
Este contexto podría modifi carse a partir de la 
implementación de la LSC que regula las pro-
mociones.

Calidad de la formación y gestión de la 
formación (71–76)
Si bien no se han desarrollado políticas sistemáti-
cas de capacitación, existen en curso una serie de 
acciones tendientes a fortalecer el área de forma-
ción. En la práctica actual el área de personal, 
actúa como gestor de las solicitudes de cursos o 
seminarios que el trabajador solicita por su pro-
pia iniciativa. En lo que se refi ere a los avances 
en esta materia, cabe destacar que el Ministerio 
de Hacienda y Crédito Público a través del Pro-
yecto de Reforma del Servicio Civil, realizó en el 
año 2000 la detección de necesidades de capa-
citación al personal de las instancias de recursos 
humanos de la Administración del Estado, gene-
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rándose un Plan de Capacitación, y se defi nieron 
una serie de programas relativos a temáticas de 
Servicio Civil y gestión de recursos humanos5. 
(López, 2003). Por último, cabe destacar que a 
lo largo del año 2004 se realizaron acciones de 
capacitación relativas a la LSC en distintos orga-
nismos (DIGEFUP, 2004).

Gestión de las Relaciones Humanas y Sociales 

Gestión del clima (77–78)
No existen prácticas destinadas a conocer el clima 
laboral, aunque se han realizado eventualmente 
evaluaciones de gestión del clima organizativo. 

Efi cacia de la comunicación (79–81)
Las organizaciones no suelen contar con meca-
nismos para conocer las iniciativas, peticiones, 
sugerencias, informaciones y opiniones de los 
empleados.

Equilibrio y calidad de las relaciones 
laborales (82–85)
Existen prácticas de negociación entre las par-
tes y algunos sectores como el de salud que tie-
nen convenio colectivo. La LSC enmarca las 
relaciones laborales bajo el Código de Traba-
jo, señalando tanto la posibilidad de asociación 
sindical como de instrumentación del Convenio 
Colectivo, sin embargo se han generado algunas 
oposiciones a la misma. La Unión Nacional de 
Empleados (UNE) es la que mayor representati-
vidad tiene en el sector público, descontando los 
sindicatos que representan el sector salud y edu-
cativo (Entrevista Ministerio de Trabajo, 2004). 

Gestión del confl icto laboral (86–87)
En líneas generales, los primeros años de la dé-
cada de los noventa se caracterizaron por un alto 
nivel de confl icto, que involucró al sector salud, 
docencia y a la APN en su conjunto en la huelga 
desatada como resultado de la derogación de la 
Ley Nº 706 con la asunción de Chamorro. A par-
tir de 1992 se puede concluir que el número de 
confl ictos ha ido reduciéndose progresivamente 
en número y en duración (Fajardo, 2001).

Gestión de las políticas sociales (88–89)
No se han desarrollado políticas sociales en for-
ma homogénea y sistemática para el conjunto 
de los empleados. Existe cobertura médica que 
abarca tanto a las prestaciones básicas como a 
las de riesgo de trabajo y de invalidez. El nivel 
de servicios está acorde con los otorgados por el 
sistema de salud en Nicaragua.

Organización de la Función Recursos Humanos 

Existe un alto grado de autonomía de decisión a 
nivel institucional y hasta la entrada en vigencia 
de la LSC, la base legal ha sido la Ley Nº 290/98 
y su Reglamento. En base a ese marco, la DIGE-
FUP, ha tenido competencia en la defi nición de 
la Estructura de Cargos, así como en el Presu-
puesto y el Sistema de Nómina Fiscal. El rol de 
la DIGEFUP ha cambiado, pasando de ser una 
instancia controladora de las acciones de perso-
nal (que al mismo tiempo que normaba algunos 
aspectos de los servicios de personal, era respon-
sable de su operativización a través de la admi-
nistración de la Nómina Fiscal) a convertirse en 
una instancia normativa responsable de desarro-
llar y coordinar el proceso de implantación de 
los Sistemas de Gestión de Recursos Humanos 
diseñados, trasladando la operativización de las 
acciones a las instancias de Recursos Humanos a 
nivel institucional. 

La LSC establece al Ministerio de Hacien-
da y Crédito Público (MHCP) como órgano 
rector, con facultades normativas y de formula-
ción de políticas de personal, que contará con la 
asistencia de la DIGEFUP, en todos los aspec-

5 Como resultado del desarrollo de estos programas se 
han ejecutado 79 acciones de capacitación, en benefi -
cio de 1504 personas pertenecientes a 53 Instituciones 
y Organismos.
6 Se trata de la anterior Ley de Servicio Civil y Carre-
ra Administrativa, dictada por el gobierno saliente, y 
derogada por el gobierno de Chamorro por Decreto 
8-90 apenas dos meses después de su publicación en 
la Gaceta. 
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tos relativos a la implementación y seguimiento 
de políticas y con los órganos establecidos en el 
marco legal del Servicio Civil y su reglamenta-
ción. Estos órganos que son: a) la Comisión de 
Apelación del Servicio Civil, cuyo rol fundamen-
tal es resolver en segunda instancia los recursos 
administrativos presentados contra resoluciones 
emitidas por las Instancias de Recursos Huma-
nos de las Instituciones, y b) La Comisión Nacio-
nal del Servicio Civil, que es un órgano colegiado 
de carácter consultivo, integrado por delegados 
de los distintos Poderes del Estado, Asociaciones 
de Municipios, Regiones Autónomas y Organi-
zaciones Sindicales del Sector Público y que se 
encuentra adscripta al MHCP. Las instancias 

de Recursos Humanos de las distintas organiza-
ciones del Sector Público, serán responsables de 
la aplicación y ejecución de políticas, normati-
vas y procedimientos relativos a la implantación 
del Régimen del Servicio Civil. La ley establece 
que en cada institución de la Administración del 
Estado, funcionará una instancia administrati-
va responsable de la aplicación de las políticas, 
sistemas de clasifi cación de puestos y gestión de 
recursos humanos de la Institución en coordi-
nación con la DIGEFUP. Estas funciones serán 
asumidas por las áreas de Recursos Humanos 
actualmente existentes y que son independientes 
del MHCP, desde el punto de vista orgánico y 
jerárquico.

[+/–]

SUBSISTEMAS DE LA GESTIÓN DE RECURSOS HUMANOS

ESTRATEGIA

Organización
del trabajo

Gestión del
empleo

Gestión del
rendimiento

Gestión de la
compensación

Diseño de puestos
Definición de

perfiles

Incorporación
Movilidad

Desvinculación

Planificación
Evaluación

Planificación [–]

Gestión del
desarrollo

Gestión de las relaciones humanas y sociales

Clima laboral Relaciones laborales Políticas sociales

[+/–] [–] [–]

[+/–]

[–]

Retribución monetaria
y no monetaria

Promoción y carrera
Aprendizaje

individual y colectivo

Valoración simbólica de los subsistemas de recursos humanos
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II. INDICADORES 

A) Indicadores Cuantitativos
(En dólares)7

1. Tasa de designaciones políticas

Tasa de designaciones políticas Nd  No disponible

Peso fi scal del empleo público
2. Nómina salarial del gobierno central / Producto Bruto Interno

I. Nómina Salarial del gobierno central (millones) 232,48 2003 – Presupuesto General de la República 
  Servicios Personales.

II. PBI (millones) 4.136,3 2003 – Banco Central de Nicaragua.

I / II Nómina Salarial del gobierno central / PBI  5.62% 

Incentivos del Servicio Civil
3. Compresión vertical de los salarios

I. Salario promedio del nivel más alto de la escala  543,89 2003 – Cálculos propios en base a información de la 
salarial principal   DIGEFUP Distribución de la ocupación y los salarios del 
  Gobierno Central- Corresponde a personal de Dirección.

II. Salario promedio del nivel más bajo de la escala  134,24 2003 – Cálculos propios en base a información de la DIGEFUP
salarial principal    Distribución de la ocupación y los salarios del Gobierno 
  Central - Corresponde a personal de servicios Generales.

I / II Compresión vertical de los salarios  4.05

Incentivos del Servicio Civil
4. Sueldo gubernamental promedio del gobierno central / PIB per cápita

I.  PBI per cápita mensualizado 62,87 2003 – PBI / Población /12 

II. Salario promedio del gobierno central  180 2003 – Dirección General de Función Pública-Ocupación y 
  salario promedio bruto del Gobierno Central.

I / II Sueldo gubernamental promedio / PBI per cápita  2.86

7 Tipo de cambio promedio 2003: 15,1 cordobas por cada dólar esatounidense. Fuente: Banco Central de Nicaragua 
– Gerencia Internacional.
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Incentivos del Servicio Civil
5. Sueldo gubernamental promedio del gobierno central / sueldo promedio del sector privado

I. Sueldo promedio del gobierno central  180 2003 – DIGEFUP – Ocupación y salario promedio bruto del 
  Gobierno Central.

II. Sueldo promedio del sector privado 214,57 2003 – Banco Central de Nicaragua – Salario promedio de 
  afi liados al INSS según actividad económica.

I / II Sueldo gubernamental promedio del gobierno  0.83
central / sueldo promedio del sector privado  

Dotación de Servicio Civil
6. Número total de empleados públicos en el gobierno central / población total

I.  Número total de empleados públicos en el  88.492 2003 – DIGEFUP – Distribución de la ocupación y los 
gobierno central   salarios del Gobierno Central.

II.  Población total 5.482.340 2003 – Instituto Nacional de Estadísticas y 
  Censos -Proyecciones.

I / II Número total de empleados públicos en el   1.61% 
gobierno central / Población total

7. Gasto público total del gobierno central (excluye pensiones y servicio de la deuda) / Número total de empleados 
públicos del gobierno central

I. Gasto público total del gobierno central (en millones) 562.8 2003 – Presupuesto General de la República. 

II. Número total de empleados públicos del  88.492 2003 – DIGEFUP - Distribución de la ocupación y los 
 gobierno central  salarios del Gobierno Central.

I / II (en dólares) 6.360,29
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Efi ciencia
Los puntajes más altos se ubican en los ítems re-
lativos al manejo del gasto en personal, aspecto 
que ha tendido a ser decreciente y sobre el cual 
se han instrumentado políticas tendientes a su 
mayor efi ciencia. Impactan con bajo desempe-
ño los aspectos referidos al sistema de pensiones 
que no logra articularse en un modelo defi nido 
pese a las reformas iniciadas; la ausencia de una 
política sistemática de capacitación más allá de 
los esfuerzos puntuales que actualmente se están 
realizando, y las inequidades salariales. Estos as-
pectos podrán tender a revertirse a partir de la 
implementación del nuevo marco legal. 

Mérito
Este es un índice con baja puntuación dada la 
prevalencia de criterios clientelistas a efectos de 
la incorporación al empleo público, la promo-
ción en la carrera y la política de salarios. Cabe 
destacar que hasta el momento no ha existido 
marco legal para el Servicio Civil. 

Consistencia Estructural
Coherencia estratégica. Refl eja la limitada orienta-
ción estratégica en relación a la planifi cación de 
los recursos humanos y la ausencia de una políti-
ca de gestión del rendimiento.

Tabla de índices
    Valor 
 Valor Índices Porcentaje  subíndices Porcentaje 
Índice (escala 4 a 20) de la escala               Subíndice (escala 2 a 10) de la escala

(E) Efi ciencia 5.67 28%    

(M) Mérito 3.08 15%
    

(CE) Consistencia  3.92 20%
estructural    

   (CES) Coherencia estratégica 1.43 14%
    

   (CD) Consistencia directiva 2.29 23%
    

   (CP) Consistencia procesos 2.25 23%
    

(CF) Capacidad  3.05 15%
funcional    

   (COM) Competencia 1.81 18%

   (EI) Efi cacia incentivadora 0.46 5%

   (FL)  Flexibilidad 2.27 23%
    

(CI) Capacidad  5.41 27%
integradora

B) Índices para la evaluación de los sistemas de servicio civil 
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Consistencia directiva. Los valores más altos repre-
sentan la autonomía que hasta el momento han 
tenido las áreas. El rol de los directivos es limita-
do en parte por el fuerte componente clientelís-
tico del sistema de gestión de recursos humanos; 
la ausencia de un marco legal relativo al servicio 
civil y por la resistencia al cambio de la cultura 
burocrática. Los servicios centrales han agrega-
do progresivamente valor a su tarea pese a la 
precariedad del marco normativo. 

Consistencia de procesos. Entre los aspectos de mejor 
desempeño de este índice fi guran los relativos a 
la organización del trabajo, dada la existencia de 
un sistema de clasifi cación de puestos orientado 
a la gestión y que incorpora competencias en sus 
perfi les. Como aspectos de desempeño más bajo 
se encuentra la ausencia de prácticas relativas a la 
evaluación del rendimiento y las defi ciencias del 
subsistema de planifi cación y compensaciones. 

Capacidad Funcional
Competencia. Como aspectos mejor valorados se 
perciben los esfuerzos relativos a los perfi les de 
puestos en los últimos años, así como en el con-
junto del subsistema de organziación del trabajo. 
Impactan en forma negativa la debilidad de la ges-
tión del empleo y de los procesos de capacitación. 

Efi cacia incentivadora. Este es el subíndice con más 
bajo desempeño dado la inexistencia de procesos 
vinculados a la gestión del rendimiento, cuestión 
que podrá modifi carse a partir de la implemen-
tación plena del nuevo marco legal.

Subíndice Flexibilidad. Destaca el diseño de puestos 
orientados por criterios de gestión y la posibili-
dad de rescindir el empleo por razones técnicas u 
organizativas. Impacta negativamente la ausen-
cia de políticas de desarrollo y carrera, y la impo-
sibilidad de despido por bajo desempeño ya que 
esto no se ha realizado hasta el momento. 

Capacidad integradora
Se destaca el marco relativamente negociador 
que han adoptado en los últimos años las rela-

ciones con los sindicatos, aunque estos siguen 
siendo actores de peso signifi cativo. Muestran 
desempeño bajo los ítems vinculados a rendi-
miento y comunicación.

 
III. CONCLUSIONES

Análisis de áreas causales

Existen dos cuestiones centrales que afectan el 
desempeño del empleo público en Nicaragua: 
la inexistencia de un marco normativo que es-
tablezca normas y criterios comunes a efectos 
de conformar un servicio civil y la alta politi-
zación del sistema. Estos aspectos han impacta-
do en los subsistemas de planifi cación, empleo, 
rendimiento, desarrollo y compensaciones que 
presentan una fuerte debilidad. El subsistema 
de planifi cación no se ha desarrollado bajo pa-
rámetros de orientación estratégica y con es-
fuerzos signifi cativos se está avanzando hacia la 
conformación de sistemas de información que 
den cuenta de la cantidad de empleados y otros 
aspectos relativos a los recursos humanos en la 
función pública. El subsistema de empleo no se 
ha conformado bajo el principio del mérito y la 
rotación —consecuencia de los cambios políti-
cos— y el acceso discrecional forman parte de 
sus características centrales. La inexistencia de 
prácticas vinculadas al rendimiento y al desarro-
llo pasan a ser una consecuencia casi obligada 
de los aspectos anteriormente señalados, con la 
excepción de aquellos sectores que por tradición 
y por poseer estatutos propios han podido esta-
blecer algunas pautas de carrera que igualmente 
están asociadas a la antigüedad del servidor y 
no a la performance o a la profesionalidad. La 
relativa integridad de los otros subsistemas se ha 
debido centralmente a la capacidad de ciertos 
actores de ejercer su rol —léase sindicatos en re-
lación a las relaciones laborales— o de ciertas 
agencias que con asistencia técnica de los orga-
nismos internacionales han podido abordar el 
diseño de algunos instrumentos centrales, tales 
como lo relativo a la descripción de puestos en 
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el subsistema de organización del trabajo, o el 
proyecto ya aprobado de Ley del Servicio Civil. 

Factores del contexto interno y entorno 

Bajo el contexto del proceso de democratización 
reciente en Nicaragua pueden señalarse factores 
que limitan el desarrollo de un sistema integrado 
de gestión de recursos humanos. Entre ellos: a) 
el bajo interés por parte de los actores políticos 
de impulsar el capítulo relativo a la implantación 
del Régimen de Servicio Civil como estrategia 
de la Modernización del Estado; b) la reducción 
de las capacidades técnicas y gerenciales de las 
instituciones a pesar de los esfuerzos de capaci-
tación y transferencia tecnológica, debido a la 
falta de estabilidad de personal directivo y de 
Recursos Humanos de las Instituciones, sobre el 
criterio del mérito; c) la cultura administrativa 
en las instituciones, lo que limita la credibilidad 
de los servidores públicos en general sobre la 
concesión de un Proyecto como la Moderniza-
ción del Servicio Civil que apunta hacia el logro 
de cambios de cultura y comportamientos que 
además no son congruentes con las vivencias y 
las experiencias diarias de la Administración del 
Estado y d) las limitaciones presupuestarias y la 
inexistencia de una política salarial coherente 
limitan la posibilidad real de ordenamiento de 
la situación actual; como punto de partida, para 
que aspectos importantes como un salario justo 
y el reconocimiento del mérito, las capacidades y 
desempeño exitoso, puedan servir de elementos 
motivacionales para elevar el rendimiento en la 
Administración del Estado. 

Conclusiones principales del diagnóstico

Si bien la reciente aprobación de la LSC y su 
posterior reglamentación marcan un hito en 
la historia del país, actualmente el servicio ci-
vil nicaragüense presenta importantes brechas 
en prácticamente todos los ejes analizados. Las 
principales disfunciones están relacionadas con 
la vulneración del principio de mérito y con una 
excesiva fl exibilidad de estructura, normas y 

prácticas. La administración del sistema es ex-
cesivamente fragmentada, ha carecido de órga-
no rector, normas, procesos y prácticas comunes 
y la gestión de RH se ha realizado en base al 
impacto fi nanciero del gasto en personal a nivel 
presupuestario. En función de los derechos de los 
empleados públicos, la extinción del empleo se da 
por causas organizativas, técnicas o económicas 
pero existen importantes segmentos como los de 
educación y salud donde la inamovilidad se ejer-
ce. Salvo en las carreras que poseen sus propios 
estatutos, tales como las áreas de educación y el 
servicio exterior, no se detectan prácticas vincu-
ladas al desarrollo y tanto las acciones en capaci-
tación como la inversión en este aspecto no han 
generado políticas integradas que promuevan el 
aprendizaje y cambio organizacional. 

Si bien se realizan ejercicios de planeamiento 
estratégico, no se han derivado estrategias orga-
nizativas para guiar la práctica organizacional. 
Esto impacta en el subsistema de planifi cación, 
que conjuntamente con empleo, rendimiento y 
desarrollo presentan los valores más bajos. La 
gestión de las compensaciones no se ha vincula-
do a la estrategia organizativa, los trabajadores 
tienen en general, la percepción de que no reci-
ben de la organización compensaciones acordes 
con su contribución y existen fuertes inequidades 
salariales. En materia de clima organizacional, 
se presentan prácticas incipientes en comunica-
ción interna y externa. En cuanto a la cultura 
organizativa, existe una importante resistencia al 
cambio principalmente en los niveles operativos 
y administrativos, alto nivel de politización de las 
decisiones sobre RH y los sindicatos tienen alto 
poder de presión.

Organización del trabajo es el subsistema 
que presenta mayor desarrollo dado los esfuer-
zos realizados en este campo en los últimos años 
relativos a la clasifi cación y valoración de puestos 
desde criterios de gestión. Cabe destacar que tan-
to la UCRESEP como la DIGEFUP han tenido 
un rol signifi cativo en el avance de las reformas, 
cuyo hecho más signifi cativo fue la realización 
del anteproyecto de Ley de Servicio Civil y su 
reglamento.
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IV. RECOMENDACIONES

Las reformas emprendidas en Nicaragua re-
quieren de un alto apoyo político a efectos de 
su implementación. Este liderazgo debe imple-
mentarse a efectos de instrumentar las normas 
y procesos aprobados, destinar recursos a las 
campañas de educación y comunicación social 
interna y a públicos estratégicos, convencer a los 
Ministros y otros políticos de la renuncia gradual 
y negociada al ejercicio de la discrecionalidad 
en materia de servicio civil y gestionar recursos 
fi nancieros para continuar la implementación 
gradual de la reforma.

Asimismo, además de las acciones tendientes 
al funcionamiento a pleno de la nueva normati-
va del Servicio Civil se percibe la necesidad de 
emprender acciones vinculadas a:

• Realizar una campaña entre líderes y organi-
zaciones sociales pro Democracia y vigencia 
del Estado de Derecho para educar sobre los 
efectos de un buen sistema de servicio civil, 

sobre el ejercicio de la democracia y la des-
politización de áreas de decisión que no de-
ben ser tomadas en función partidista.

• Estimular el avance en el área de planifi ca-
ción a través de la implementación de los 
procesos en marcha relativos a los sistemas 
de información. 

• Diseñar acciones tendientes a implementar 
un sistema de capacitación integrado a los 
distintos subsistemas de recursos humanos.

• Fortalecer y profesionalizar las áreas de re-
cursos humanos de los distintos organismos. 
En especial ver la posibilidad de desarrollar 
una Red de Gerentes de Recursos Humanos, 
informarlos sobre la reforma, sus objetivos, 
características y estrategias y capacitarlos en 
gestión de RH. Esta base de apoyo en todas 
las instituciones está parcialmente desarro-
llada pero es esencial para que el proyecto 
de reforma sea ampliamente conocido y 
difundido y se ganen aliados en este nivel, 
que infl uye en directores, gerentes y autori-
dades.
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 Categorías Factores Comentarios del Evaluador

Antecedentes  Desde 1994 se encuentra en marcha el Programa de Reforma del Sector Público, el 
  cual ha contado con asistencia de diversos organismos internacionales.

Análisis del contexto  Análisis del marco  Hasta el momento ha regido como marco legal el Código de Trabajo. A fi nes de 2003 
institucional legal fue aprobada la nueva LSC 476 y en agosto de 2004 su reglamento. 

Análisis funcional   Análisis organizativo   Alto grado de autonomía de decisión a nivel institucional. A partir de nueva ley, 
del servicio civil de la función   cambio de rol de DIGEFUP, pasando de instancia controladora a instancia normativa, 
 Recursos Humanos y se crean nuevas instancias (Comision Nacional SC, Comisión Apelación)

 Indicadores   Tendencia a reducir la dotación, nómina salarial con tendencia decreciente. Salarios 
 cuantitativos del sis-  del sector público con importante mejoría en 2002. 
 tema de SC analizado 

Análisis  Planifi cación No existen prácticas relativas a la planifi cación, pero hay un incipiente desarrollo de 
subsistemas  actualizaciones informáticas a efectos de la mejora de la información (SISEC). La 
  reciente LSC establece la planifi cación de RH a través del proceso presupuestario. 
  Procesos de retiro voluntario en los ‘90 redujeron la planta del gobierno central 
  en 12%.

 Organización del  La LSC establece un sistema de clasifi cación de cargos que está en proceso de 
 Trabajo implementación, y observa la incorporación de competencias en su diseño. La 
  mayoría de las instituciones cuentan con manuales de puestos basados en la 
  metodología Hay. 

 Gestión del Empleo No se han desarrollado prácticas tendientes a la preservación del principio del mérito 
  y es alta la politización de las decisiones de ingreso y desvinculación. La LSC 
  establece pautas relativas a modifi car esta situación pero es de reciente aprobación. 
  También establece procesos de inducción y mecanismos de movilidad y 
  desvinculación por razones organizativas, pero no por desempeño inefi ciente.

 Gestión del  No se ha desarrollado el subsistema. La reciente LSC lo establece a partir de 2004, 
 Rendimiento pero no se ha implementado todavía.

 Gestión de la  Existe ley de salarios pero el sistema está desactualizado. La estructura salarial y 
 Compensación las políticas de retribución no están vinculadas a la estrategia organizativa. El salario 
  del sector público es menor al del sector privado para mandos medios y cargos 
  técnicos, pero en los cargos de mayor jerarquía es mayor al privado. Inequidad 
  interna. Reforma del sistema de pensiones desde hace siete años, que no logra 
  concretarse. 

 Gestión del  No se aplica la carrera administrativa. Actividades de capacitación casi inexistentes, 
 Desarrollo salvo en el Proyecto de Reforma del Servicio Civil, que ha diseñado programas para 
  las áreas de recursos humanos. 

 Gestión de las   Existen procesos de negociación y concertación entre las partes, enmarcados en el 
 Relaciones Humanas  Código de Trabajo. Algunas áreas cuentan con convenios colectivos. Los sindicatos 
 y Sociales (UNE es el mayoritario) mantienen una fuerte presencia, en especial los vinculados 
  a las áreas de salud y educación. Los confl ictos han decrecido en los últimos años. La 
  política de benefi cios sociales no presenta características homogéneas dependiendo 
  del organismo o de las acciones de los sindicatos involucrados. No existen prácticas 
  para gestionar clima laboral y comunicación. 

Índices del sistema   El promedio de los índices se encuentra entre el 28% y el 15%. Capacidad Funcional 
de servicio civil  y Mérito muestran los índices más bajos con un porcentaje del 15% mientras que los 
  más altos son los de efi ciencia 28% y capacidad integradora con un 27%. 

V. TABLA DE SÍNTESIS
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ANEXOS

ANEXO 1. Valoración de los puntos críticos

(Ver anexo fi nal)

ANEXO II. Ficha técnica del informe

• Fecha de fi nalización del informe
Fecha del diagnóstico: Agosto 2003
Fecha de la revisión: Octubre 2004

• Consultores 

Mercedes Iacoviello - Laura Zuvanic
Asistentes: Mariana Calandra – Yanina Az-
zolina – María Jesús Zuvanic

• Fuentes de obtención de la información

Documentos

DIGEFUP (2004) “Informe Nacional de Nicara-
gua” Presidencia de la República de Nicara-
gua. Documento presentado durante la “XII 
Reunión de Directores de Servicio Civil y de 
Recursos Humanos del Istmo Centroame-
ricano: Las Reformas de Servicio Civil en 
Centroamérica y Tendencias Modernas en 
la Gestión del Empleo Público”, realizada 
del 27 al 30 de julio del 2004, en Tegucigal-
pa, Honduras, y organizada por la Dirección 
General de Servicio Civil de la Secretaría de 
Estado del Despacho Presidencial de la Re-
pública de Honduras, conjuntamente con el 
Instituto Centroamericano de Administra-
ción Pública, ICAP.

Fajardo, Raúl (2001) “Las organizaciones sindica-
les centroamericanas como actores del sistema 
de relaciones laborales. El Caso Nicaragua”. 
www.oit.or.cr/mdtsanjo/actrav/pdf/Nicara-
gua.pdf  

López, Martha Elizabeth (2003) “Avances de la 
reforma del Servicio Civil de Nicaragua” 
Presentado en VIII Congreso Internacional 
del CLAD sobre la Reforma del Estado y de 
la Administración Pública. Panamá 28–31 
de Octubre.

Normativa 

Decreto Nº 87-04. Reglamento de la Ley del Ser-
vicio Civil y de la Carrera Administrativa. 26 
de octubre de 2004.

Ley Nº 70. Servicio Civil y de la Carrera Admi-
nistrativa. 16 de marzo de 1990. Derogada 
por Decreto 8–90, 16 de mayo de 1990.

Ley Nº 185. Código del Trabajo. 5 de Septiem-
bre de 1996.

Ley Nº 290. Ley de Organización, Competencia 
y Procedimientos del Poder Ejecutivo. 27 de 
Marzo de 1998.

Ley Nº 476. Del Servicio Civil y de la Carrera 
Administrativa. 19 de noviembre de 2003. 

Entrevistas

Lic. Octavio López. Coordinador Interino. Di-
rección Financiera y Administrativa. Proyec-
to de Reforma y Modernización del Sector 
Público.

Granja, Julio Cesar. Secretario General del Mi-
nisterio de Trabajo.
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Sitios web consultados

Boletin Ofi cial www.presidencia.gob.ni/Presidencia

Reforma del Estado http://www.ucresep.gob.ni/creditos.shtml

Abreviaturas

APN Administración Pública Nacional

DIGEFUP Dirección General de la Función Pública

MHPC Ministerio de Hacienda y Crédito Público

MINSA Ministerio de Salud

PCO Plan de Conversión Ocupacional 

PE Poder Ejecutivo

PIB Producto Bruto Interno

PML Plan de Movilidad Laboral

RECTE Sistema de Registro de Cargos y Trabajadores del Estado

SIGFA Sistema de Administración Presupuestario

SISEC Sistema de Información del Servicio Civil

UCRESEP Unidad de Coordinación del Programa de Reforma y Modernización del Sector Público

UNE Unión Nacional de Empleados
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I. RESUMEN EJECUTIVO 

Principales Conclusiones 

En la década del ´90 se hicieron importantes 
avances en el desarrollo de normativa y herra-
mientas metodológicas para aplicar a distintos 
aspectos de la gestión de recursos humanos, 
aunque el predominio del modelo clientelístico 
demora su implantación, situación que se refl eja 
más acabadamente en la carrera administrativa.

Los subsistemas más débiles son los de 
planifi cación, gestión del empleo, gestión del 
rendimiento y de las remuneraciones. Los sub-
sistemas de gestión de las relaciones humanas y 
sociales y gestión del desarrollo resultaron me-
jor valorados debido al bajo grado de confl ic-
tividad laboral y al sostenimiento de un fondo 
educativo que se aplica, entre otros destinos, a 
la formación laboral de los empleados públicos. 
Se registran algunos avances en el subsistema de 
organización del trabajo, por el importante de-
sarrollo de la descripción de puestos, pero éstos 
no se utilizan y no son compatibles con las es-
tructuras orgánicas. 

Los índices representan en promedio alrede-
dor de un 14% de la escala prevista, ubicándose 
entre un mínimo de 2% para el índice de mérito 
y un máximo de 18% para el índice de capaci-
dad integradora. El bajísimo valor del índice de 
mérito se corresponde con el predominio de la 

variable política para ingresar, ascender o con-
seguir mejores remuneraciones. Los índices de 
efi ciencia, capacidad funcional y consistencia es-
tructural, todos por debajo del 14% de la escala 
prevista, refl ejan el débil desarrollo del sistema 
de servicio civil en Panamá. Algo por encima 
se encuentra el índice de capacidad integrado-
ra (18%) como consecuencia de la mejora en las 
relaciones laborales, que han permitido superar 
el alto grado de confl ictividad alcanzado en las 
manifestaciones masivas de 1990 y 1999.

Contexto Institucional

En septiembre de 2004 asumió Martín Torrijos 
como nuevo presidente panameño, en represen-
tación del Partido Revolucionario Democrático 
(PRD)2, después de 5 años de gobierno de la 

CAPÍTULO 14

Síntesis del diagnóstico
Caso Panamá1 

1 Autores: Mercedes Iacoviello, Mónica Iturburu e Iva-
nia de la Cruz Orozco
2 Mireya Moscoso es la viuda de Arnulfo Arias, fun-
dador del Partido Arnulfi sta y tres veces presidente 
del país (1940–1941; 1948–1951; 1968). Durante su 
último gobierno, Arias fue derrocado por el General 
Omar Torrijos, padre del actual presidente. El General 
Torrijos gobernó de 1968 a 1978, aunque siguió domi-
nando la política panameña como Jefe de la Guardia 
Nacional y Presidente del PRD. Fallecido en un miste-
rioso accidente de aviación en 1981, su política nacio-
nalista fue continuada por el general Manuel Antonio 
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coalición de partidos Unión por Panamá, enca-
bezada por Mireya Moscoso (1999–2004). En 
el Poder Legislativo también se impuso el PRD, 
que ostenta la primera minoría con el 38%, se-
guido por el 19% del Partido Arnulfi sta.

Antecedentes

En relación con la gestión de recursos humanos 
(RH) del sector público, pueden identifi carse dos 
importantes procesos de reforma, uno desarro-
llado entre 1990 y 1994, y el otro entre 1994 
y 1999. El primero de ellos, denominado Plan 

de Modernización del Estado, tuvo por objeto 
restablecer las instituciones y reformar la ges-
tión pública; durante este período fue aprobada 
la Ley de Carrera Administrativa (LCA). En el 
segundo, desarrollado entre 1994 y 1999, los 
esfuerzos se enfocaron en el fortalecimiento ins-
titucional y normativo de las dependencias pú-
blicas: se crearon la Ofi cina de Defensoría del 
Pueblo, la Dirección General de Carrera Ad-
ministrativa (DIGECA)3 y la Comisión de Mo-
dernización, entre otras. Esta última tuvo a su 
cargo la elaboración de un diagnóstico sobre la 
administración pública que concluyó que había 
un “alto grado de burocracia en actividades ad-
ministrativas y de servicio (...) escasez o inexis-
tencia de procedimientos administrativos (...) 
ausencia o defi ciencia de planifi cación, organi-
zación y coordinación intra e interinstitucional 
y escasa capacitación administrativa y técnica de 
los funcionarios en todos los niveles jerárquicos 
de las entidades” (Armijo, 2004). No obstante 
los esfuerzos realizados durante casi una déca-
da, han resultado insignifi cantes los avances en 
la implementación de la carrera administrativa, 
en particular por la falta de voluntad política del 
gobierno de Moscoso, lo que se sustenta en los 
escasos incentivos a renunciar a los benefi cios del 
clientelismo político. Durante esa etapa ingresa-
ron a la DIGECA funcionarios simpatizantes del 
nuevo gobierno que no promovieron la puesta 
en marcha de la carrera administrativa, así como 
otros que cobraron su sueldo sin presentarse a 
trabajar; incluso hubo intentos por disolver la 
Dirección.

En el reciente cambio de gobierno, una vez 
más se repitió un fenómeno clásico en la admi-
nistración pública panameña: el despido de va-
rios miles de trabajadores y su reemplazo por 
simpatizantes o conocidos de los altos mandos. 
A pesar de ello, se percibe que el nuevo gobierno 
tiene previsto rescatar los avances normativos de 
los ´90 e implementar la carrera administrativa. 
Para ello será necesaria la coordinación de va-
rias dependencias públicas y la intervención de 
la Federación Nacional de Empleados Públicos 
(FENASEP)4. Entre los objetivos más importan-

Noriega quién ocupó de hecho la cúpula del poder cí-
vico-militar: en 1984 propició el acceso a la presidencia 
del país de A. Barletta, en 1987 lo presionó para dimi-
tir y destituyó al Jefe de Estado Mayor Díaz Herrera, 
quien lo había acusado de complicidad con la CIA en 
la muerte de Torrijos. A partir de entonces, Noriega 
tuvo que hacer frente a una fuerte oposición popular y 
a las presiones de EE UU por sus relaciones con el nar-
cotráfi co. Tras la anulación de las elecciones de mayo 
de 1989, ganadas por la oposición, fue nombrado Jefe 
de Gobierno, pero en diciembre del mismo año el ejér-
cito estadounidense invadió Panamá y lo capturó para 
juzgarlo por tráfi co de drogas. Trasladado a EE UU, 
en 1992 un tribunal de Florida lo condenó a cuarenta 
años de reclusión por ocho cargos de tráfi co de dro-
gas y lavado de dinero. Luego del derrocamiento de 
Noriega, Panamá fue gobernada por el arnulfi sta Gui-
llermo Endara Galimany (1989–1994), ganador de las 
elecciones anuladas. En los comicios de 1994 triunfó 
el candidato Guillermo Pérez Balladares (1994–1999) 
del PRD.
3 La Ofi cina de Defensoría del Pueblo tiene como mi-
sión investigar actos u omisiones de autoridades públi-
cas que violen la Constitución, en tanto la Dirección 
General de Carrera Administrativa (DCA) es la encar-
gada de implementar la Ley de Carrera Administra-
tiva.
4 La Federación Nacional de Empleados Públicos (FE-
NASEP) representa a once asociaciones de trabajado-
res del gobierno central. En la actualidad, uno de sus 
ex dirigentes es miembro de la Asamblea Legislativa y 
es quién está impulsando, en este ámbito, los cambios 
a la LCA. 
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tes se encuentran las reformas a la LCA5, la ela-
boración y aprobación de una ley de salarios y 
la puesta en funciones de la Junta Técnica y de 
la Junta de Apelación y Conciliación de Carrera 
Administrativa6. 

El gobierno central concentra aproximada-
mente el 60% del total de empleados públicos y 
está compuesto por la Asamblea Legislativa, la 
Contraloría General, la Presidencia de la Repú-
blica, la Fuerza Pública, el Órgano Judicial, el 
Ministerio Público, el Tribunal Electoral y trece 
ministerios; la Fuerza Pública y los Ministerios 
de Educación y Salud son los que cuentan con 
mayor número de empleados públicos. Si bien 
la mayoría del personal reviste en planta per-
manente, existe aproximadamente un 20% de 

trabajadores eventuales y transitorios; a pesar de 
que estas dos últimas fi guras están previstas para 
trabajos muy específi cos y por tiempo limitado, 
se han utilizado para todo tipo de trabajos en 
los distintos niveles del gobierno. Según el tes-
timonio de miembros de la FENASEP, existen 
empleados públicos con 20 años de antigüedad, 
encasillados en una relación de empleo eventual 
o transitoria, lo que limita su derecho a las pres-
taciones que reciben los empleados permanentes 
y el acceso a una pensión. 

Además de la carrera administrativa7, el ser-
vicio público panameño cuenta con las carreras 
judicial, docente, diplomática y consular, sanita-
ria y militar. Cada una de ellas se rige por una 
norma propia. En el caso de la carrera adminis-

5 En una revisión de este diagnóstico realizada en junio 
2005 se constató que desde febrero de ese año se discu-
te en la Comisión de Trabajo y Bienestar Social de la 
Asamblea Legislativa el proyecto de modifi cación a la 
Ley 9 de 20 de Junio de 1994, por la cual se establece 
y regula la Carrera Administrativa. Las modifi caciones 
que se proponen con este proyecto son: a) independizar 
a la Dirección de Carrera Administrativa del Órgano 
Ejecutivo, constituyéndola en una entidad autónoma; 
b) ampliar a 7 años el periodo del Director General; 
c) proveer de garantías de funcionamiento efectivo de 
la Junta Técnica, al permitir que inicie funciones aun 
sin que se nombre por decreto del Poder Ejecutivo a 
sus integrantes; d) facilitar la participación efectiva 
de los representantes de los servidores públicos en las 
estructuras colegiadas, al exonerarlos del requisito de 
titulo universitario; e) prohibir al Estado sancionar a 
los trabajadores durante la vigencia de sus vacaciones 
o período de incapacidad; f) incluir el mutuo acuerdo 
como causa de terminación de la relación de trabajo 
con el Estado; g) otorgar garantías procesales para el 
cumplimiento de las órdenes de reintegro, incluyendo 
la responsabilidad civil de la autoridad que desobedez-
ca dichos reintegros; h) pago de indemnización por 
destitución sin causa justifi cada; i) pago de prima de 
antigüedad de igual forma que en el sector privado; j) 
establecer el fuero sindical para los dirigentes gremiales 
del sector público; k) asimilar a los gremios del sector 
público al concepto de sindicatos, con el consecuen-

te derecho de negociación de convenios colectivos; l) 
empezar a trabajar en una propuesta de normativa de 
evaluación de desempeño con sus instrumentos de vali-
dación y criterios de evaluación por niveles de puestos. 
(Fuente: www.presidencia.gob.pa/digeca).
6 La Junta Técnica es el órgano legislativo que tiene 
a su cargo asesorar al Ejecutivo en materia de RH y 
aprobar reglamentos internos de algunas dependen-
cias. La Junta de Apelación y Conciliación de Carrera 
Administrativa es el órgano judicial cuya misión es dar 
seguimiento y resolver confl ictos individuales y colecti-
vos relacionados con la LCA y sus reglamentos.
7 No forman parte de las carreras públicas “Los em-
pleados públicos cuyo nombramiento regula la Cons-
titución, los Directores y Subdirectores Generales de 
entidades autónomas y semiautónomas, los empleados 
públicos nombrados por tiempo determinado o por pe-
ríodos fi jos establecidos por la Ley o los que sirvan car-
gos ad honorem; el personal de secretaría y de servicio 
inmediatamente adscrito a los empleados públicos que 
no forman parte de ninguna carrera; los empleados pú-
blicos con mando y jurisdicción que no estén dentro de 
una carrera; los profesionales, técnicos o trabajadores 
manuales que se requieran para servicios temporales, 
interinos o transitorios en los Ministerios o en las ins-
tituciones autónomas y semiautónomas; los empleados 
públicos cuyos cargos estén regulados por el Código 
de Trabajo y los Jefes de Misiones Diplomáticas que la 
Ley determine” (LCA, 1994).
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trativa, la ley se aprobó en 1994 y su reglamento 
en 1997; entre 1997 y 1999 se elaboraron pro-
cedimientos para ingreso, ausencias, períodos de 
prueba, reingresos, reintegros, retiro, movilidad 
y capacitación. También la DIGECA inició el 
proceso de acreditación de empleados que se 
encontraban en funciones al entrar en vigor la 
LCA, lo que se conoce como procedimiento es-
pecial de ingreso y consiste en la incorporación 
al Sistema de Carrera Administrativa de los tra-
bajadores que cumplen con los requisitos míni-
mos del puesto en lo relativo a la preparación 
académica y a la experiencia. A pesar de este im-
portante acervo normativo, la ley se cumple de 
manera muy limitada y se han dejado sin efecto 
algunos de los escasos avances en la implementa-
ción de la LCA. Al respecto vale citar el dictado 
de la Resolución Nº 122 del 27 de octubre de 
1999, mediante la cual se autorizó al titular de 
la DIGECA a revisar y reestructurar las acredi-
taciones realizadas hasta el 31 de agosto de 1999 
de los empleados públicos en funciones, y a des-
acreditar a aquellos con los que no se hubiera 
respetado la ley; esto implicó la desacreditación 
de 2.826 empleados públicos, de los cuales 2.597 
pertenecían al gobierno central. En junio de 
2001 se emitió una nueva resolución que dio por 
terminado el proceso de revisión y desacredita-
ción (Guerra, 2003); la DIGECA planea reini-
ciar la acreditación en enero de 20058. También 
en junio de 2001 se hizo la convocatoria para el 
nombramiento de todos los miembros de la Jun-
ta Técnica y de la Junta de Apelación y Conci-
liación, y se dispuso la elaboración y aprobación 
del reglamento de evaluación de desempeño y la 
puesta en marcha del procedimiento ordinario 
de ingreso; las juntas se constituyeron el 10 de 
diciembre de 2004. 

El Diputado Leandro Ávila, ex Secretario 
General de la FENASEP, está impulsando una 
reforma a la ley de Carrera Administrativa, con el 
propósito de responsabilizar patrimonialmente a 
los mandos superiores por despidos injustifi cados 
(lo que implica la asunción en forma personal del 
costo que ello implica), otorgar una indemniza-
ción a los empleados despedidos por reducción 

de estructuras, garantizar la estabilidad laboral a 
los empleados públicos independientemente de 
los cambios políticos e impulsar una ley de sala-
rios. Los miembros de la FENASEP estiman en 
un 50% la probabilidad de que esta reforma se 
apruebe. 

Análisis de los Subsistemas 
Planificación de Recursos Humanos

Existencia e integridad del sistema (1)
La actual administración ha fi jado un plazo de 
100 días para hacer el primer balance de gestión 
del nuevo gobierno, el que estará a cargo de la 
Secretaría de Gestión de Metas (SGM), depen-
diente de la Presidencia. Según declaraciones 
de sus funcionarios, se hará un diagnóstico de la 
situación de cada ministerio, a fi n de proponer 
mejoras en su funcionamiento y la eliminación 
de las ofi cinas que no están aportando a la efi -
ciencia de las dependencias (Diario La Prensa, 
14/09/2004).

El escaso tiempo transcurrido desde la asun-
ción de las nuevas autoridades nacionales impide 
conocer los planes generales del gobierno y, en 
particular, los proyectos respecto del servicio ci-
vil. Las ofi cinas públicas se hallan en una etapa 
de revisión y ajuste, tanto de funciones como de 
recursos humanos, lo que es previo a la planifi -
cación de la profesionalización de los empleados 
públicos. Sin embargo, esto implicará revertir la 
tendencia del pasado reciente debido a que “la 
planifi cación institucional y evaluación de metas 
no han sido sistemáticas y tampoco ha habido 
coordinación entre planes estratégicos y priori-
dades institucionales” (Armijo, 2004). 

La coordinación de las dependencias e inte-
rrelación entre instituciones está a cargo del Mi-

8 En una revisión de este diagnóstico realizada en junio 
2005 se constató que se habían retomado las activida-
des para cumplir con la evaluación de los antecedentes 
laborales de los servidores públicos que quedaron pen-
dientes en el Ministerio de Salud y el Ministerio de la 
Presidencia. (Fuente: www.presidencia.gob.pa/digeca).
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nisterio de la Presidencia, el cual será responsable 
de la aplicación de la agenda o plan de desarrollo 
gubernamental. A los efectos de una adecuada 
planifi cación de los RH, debería mejorarse la 
comunicación e interrelación entre la DIGECA, 
la Dirección de Desarrollo Institucional9 (DDI) y 
las ofi cinas ministeriales, dependencias que ac-
tualmente no están sufi cientemente coordinadas 
(Armijo, 2004). 

Coherencia estratégica (2–3)
Cada ministerio elabora, con el apoyo de la 
Dirección Nacional de Presupuesto (DNP) del 
Ministerio de Economía y Finanzas (MEF), un 
anteproyecto de gastos en el que se incluyen el 
monto de salarios y la creación de nuevas pla-
zas; aunque la LCA señala que el contacto de 
los ministerios debería ser la DIGECA, aún no 
se ha logrado concretar la transferencia de esa 
función. El anteproyecto se envía al MEF, el cual 
compara la información de plazas y salarios con 
la de la Contraloría10. Posteriormente, los ante-
proyectos se incluyen en el proyecto de presu-
puesto que el Ejecutivo somete a la aprobación 
de la Asamblea Legislativa. La planifi cación de 
los RH no está vinculada a las prioridades de los 
ministerios. Con cada cambio de ministro u otro 
alto funcionario se despide a muchos empleados 
para nombrar a nueva gente de confi anza, lo que 
afecta negativamente el funcionamiento de las 
dependencias. 

Información de base (4)
Con cada cambio de gobierno se modifi can los 
formatos con que cada ofi cina de RH registra 
sus planteles. Los jefes de RH, en su puesto des-
de el reciente cambio de gobierno, cuentan con 
una base de datos de los empleados públicos en 
la que consta el nombre, cargo, región donde 
trabaja y tipo de contratación. Hay carencia de 
equipos de cómputos y de sistemas de informa-
ción compartidos entre distintas ofi cinas de un 
ministerio y entre ministerios. La información 
que tiene la DIGECA difi ere de la que tienen la 
Contraloría y la DNP. Actualmente se está pla-
neando homogeneizar los datos sobre número 

de empleados públicos, monto salarial y códi-
gos con los que se identifi ca a cada puesto de la 
administración pública. Una de las prioridades 
actuales de las ofi cinas de RH es verifi car que 
los empleados desempeñen las funciones que se 
indican en sus puestos.

Efi cacia (5–9)
La limitada participación de las ofi cinas ministe-
riales de RH, la constante rotación de empleados 
públicos por cambio de titulares y la falta de una 
ley de salarios impiden la optimización de los 
efectivos y la adecuada distribución de recursos. 
Según Armijo (2004), Panamá tiene la más alta 
tasa de concentración de funciones ejecutoras a 
nivel central y hay demasiada fuerza de trabajo 
en función de los resultados obtenidos. Se obser-
va un défi cit de personal técnico y califi cado, así 
como excesivo personal de apoyo. El paulatino 
aumento del número de empleados del gobier-
no y del monto salarial11 puso al gobierno ante 
la necesidad de reducir el número de plazas y 
el gasto en personal; por ello, en el proyecto de 
presupuesto de 2005, la DNP incluyó disposicio-
nes que obligan a los ministerios a eliminar los 
puestos que quedaron vacantes en el año 2004 y 
a reducir en 30% el salario en los nuevos nom-

9 La Dirección de Desarrollo Institucional (DDI) del 
MEF tiene entre sus funciones el planeamiento e im-
plementación de mejoras en la conformación de las 
estructuras orgánicas, elaborar y mantener actualizado 
el Manual General de Clases Ocupacionales del sector 
público y formular la política de capacitación de los 
empleados públicos.
10 La Contraloría General es la encargada de fi scalizar, 
regular y controlar los movimientos de los fondos pú-
blicos, así como de llevar la contabilidad de las depen-
dencias públicas y tener al día los datos sobre número 
de trabajadores del gobierno y sus salarios.
11 En el diagnóstico efectuado en 2002, Armijo sostiene 
que en los tres años anteriores el número de emplea-
dos del gobierno central había crecido el 7%, en tan-
to el monto salarial había aumentado 4.9% entre los 
años 2000 y 2001, y 3.5% entre 2001 y 2002 (Armijo, 
2004).
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bramientos de 2005. Al gasto en salarios se suma 
el monto que el gobierno debe pagar por salarios 
caídos y honorarios profesionales a los emplea-
dos que sufrieron despidos injustifi cados y a sus 
abogados defensores; se estima en 50 millones de 
dólares lo adeudado por este concepto. Adicio-
nalmente, es costumbre mantener en la depen-
dencia al ocupante anterior de un puesto, lo que 
implica el pago de dos salarios. En términos de 
efi ciencia, esta rotación es contraproducente; la 
FENASEP estima que a los empleados públicos 
les toma aproximadamente dos años conocer 
las funciones a su cargo, lo que implica que los 
empleados tienen sólo tres años de trabajo pro-
ductivo antes de ser destituidos o reubicados en 
otros puestos, considerando que los períodos de 
gobierno son de cinco años.

Se calcula que el 60% del personal del go-
bierno central pertenece a carreras distintas a la 
administrativa, las cuales tienen sistemas propios 
de capacitación y desarrollo, lo que permite su-
poner una mayor califi cación. Con respecto al 
personal de la carrera administrativa, aproxima-
damente el 18% del personal ha sido acreditado 
como empleado público de carrera, lo que sig-
nifi ca que el 82% restante aún no ha tenido la 
posibilidad de demostrar si tiene las condiciones 
para seguir en su puesto. 

Administración (10–11)
Los directivos generalmente restringen su interés 
a la cantidad de plazas disponibles y participan 
muy poco en el planeamiento de los RH y su 
seguimiento. Adicionalmente, el personal de RH 
de los ministerios se enfrenta a reajustes repen-
tinos en el presupuesto salarial y el número de 
plazas. 

Organización del Trabajo

Existencia e integridad del sistema (12)
Entre 1997 y 1999 se actualizaron las estructu-
ras organizativas y los manuales institucionales, 
y se ordenaron los expedientes de personal. El 
único manual pendiente de elaboración es el del 
Ministerio de Juventud y Familia. Los manuales 

fueron realizados con asesoría de la consultora 
TOP, pero el personal de RH de los ministerios 
no participó en su elaboración. La descripción 
de puestos no coincide con la estructura real de 
los ministerios y en algunos de ellos, por inicia-
tiva propia, se hicieron revisiones para corregir 
los manuales. La DIGECA está actualmente 
promoviendo el rescate de los manuales institu-
cionales y la revisión de su coherencia con la es-
tructura de cada dependencia; según el titular de 
esta dirección, se comenzaron los trabajos para 
hacer la conversión de la descripción de puestos 
que utiliza el MEF y los otros ministerios a la 
elaborada por TOP. 

Durante la administración de Mireya Mos-
coso, la DDI elaboró un manual de organización 
y una guía de estratifi cación del sector público, 
una guía técnica para determinar niveles jerár-
quicos del Ejecutivo y lineamientos para la re-
organización administrativa en el sector público. 
Por su parte, la DIGECA publicó manuales de 
puestos y clases ocupacionales. Todos estos do-
cumentos fueron entregados a los ministerios y 
constituyen referencias obligadas para el perso-
nal de RH. 

Calidad técnica y fl exibilidad del 
diseño de puestos (13–17)
Se supone que la descripción de puestos, si bien 
no está actualizada y careció de la participación 
de los trabajadores, responde a criterios técni-
cos dado que fue elaborada con asesoramiento 
de una consultora especializada. La descripción 
de los puestos es muy superfi cial para los nive-
les operativos o de apoyo, y más detallada para 
puestos de trabajo califi cado. No existen leyes 
ni reglamentos ministeriales que complemen-
ten o limiten dicha descripción. Cada ministerio 
redistribuye las tareas de las plazas eliminadas, 
aunque esto no se refl eja en la descripción de 
puestos. Ante la solicitud de algún ministerio de 
un puesto no comprendido en los compendios 
de clases ocupacionales, la DIGECA defi ne el 
nuevo puesto pero éste se creará únicamente si 
el MEF asigna recursos para cubrir el salario co-
rrespondiente. 
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Calidad de la defi nición de perfi les 
(18–21) y administración (22–23)
La información de puestos incluye descripción 
y resumen del trabajo, naturaleza de las tareas, 
requisitos mínimos del ocupante, experiencia 
laboral necesaria, educación formal requerida, 
educación no formal necesaria, conocimientos 
indispensables, condiciones personales, destre-
zas, habilidades y edad sugerida para el ocupan-
te, entre otros requisitos. Aunque desde 1999 se 
ha capacitado a los responsables de RH en el uso 
de los manuales, su discontinuidad por cambios 
en la conducción ministerial ha desvanecido los 
aportes de esa capacitación. Actualmente, la DI-
GECA está estableciendo contacto con los nue-
vos titulares de RH para hacer una revisión de 
los manuales de puestos y cerciorarse de que la 
descripción corresponda a las funciones que rea-
lizan los trabajadores. El MEF y las ofi cinas de 
RH llevan registro de la cantidad de plazas que 
se congelan a lo largo del año y que eventual-
mente se eliminan de los manuales.

Gestión del Empleo

Igualdad y mérito en el acceso (24–27)
La LCA establece que las vacantes deben cubrir-
se con personas que hayan trabajado en el sector 
público o que tengan interés en hacerlo, y sólo si 
no se cubre por estos medios, debe realizarse una 
convocatoria pública. Para dar cumplimiento a 
ello la DIGECA debe elaborar dos listas, una 
de reingreso, conteniendo información sobre las 
personas que hayan trabajado en el sector pú-
blico pero que dejaron sus puestos por motivos 
distintos a los disciplinarios y de bajo rendimien-
to, y otra lista de elegibles que compilará datos 
sobre las personas interesadas en ingresar a la 
carrera administrativa. 

En la práctica, la elaboración de estas listas 
sigue pendiente y el ingreso al gobierno central 
está determinado por cuestiones políticas. Hay 
ministerios en los que se concursan algunos 
puestos, pero es una práctica excepcional. Lo 
habitual es que cuando un directivo ha identifi -
cado al candidato para un puesto, lo contrata sin 

antes constatar la existencia de personal en ni-
veles inferiores con las competencias adecuadas 
para dicho puesto. Durante el gobierno anterior 
se hicieron algunos concursos, por ejemplo en 
dependencias del MEF, pero varios de los em-
pleados seleccionados fueron despedidos por el 
nuevo gobierno. Dado que únicamente se ha 
acreditado al 18% de los empleados públicos del 
gobierno central, el resto de los puestos aún es 
considerado como de libre designación. 

Respecto a la igualdad de género, algunos 
encuestados perciben una tendencia a una ma-
yor ocupación de mujeres en el gobierno12. 

Calidad del reclutamiento (28)
El factor político y el conocimiento personal de 
un funcionario de jerarquía se constituyen en 
la condición más importante para acceder a un 
puesto. Aunque es posible que se conforme una 
terna de candidatos, éstos accederán a la infor-
mación de la existencia de una vacante en virtud 
de sus contactos políticos. Si bien es probable 
que el candidato seleccionado cuente con una 
óptima correlación entre competencias y necesi-
dades del puesto, también infl uirá si ostenta bue-
nas relaciones sociales y personales con el jefe 
directo o con alguno de sus superiores.

Calidad de la selección (29–32)
La LCA (Art. 56) establece dos formas de ingre-
so a la carrera administrativa. El procedimien-
to ordinario consiste en un proceso de selección 
para evaluar a los candidatos a ocupar el puesto 
y elegir al más adecuado para el mismo, en tan-
to el especial está establecido para la incorpora-
ción a la carrera administrativa de los empleados 
públicos en funciones al momento de entrar en 
vigor el reglamento de la ley. La LCA establece 
que la selección se hará con base en la compe-
tencia profesional, el mérito y la moral pública 
de los aspirantes, aspectos que se comprobarán 

12 Cabe señalar que esta apreciación surgió en algunas 
entrevistas pero no se cuenta con informes ofi ciales que 
brinden evidencia al respecto.
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mediante instrumentos válidos de medición, pre-
viamente preparados, aprobados y aplicados por 
la DIGECA. 

Existe un procedimiento escrito en el que se 
describen los pasos necesarios para formalizar el 
nombramiento de cualquier funcionario público, 
el fundamento legal y los formularios a comple-
tar, así como las responsabilidades de los órganos 
involucrados (DIGECA y ofi cinas ministeriales 
de RH). También se establece que los puestos de 
carrera administrativa deben cubrirse a través de 
concurso o ascenso. 

A pesar de todo este avance normativo, la 
selección no se rige por criterios de profesionali-
dad o experiencia técnica, no hay comités de se-
lección y generalmente los altos mandos pueden 
designar con total discrecionalidad.

Calidad de la recepción (33–34)
Se ha formalizado un procedimiento a aplicar 
para el período de prueba, el que no será inferior 
a un mes ni mayor a un año y concluirá con una 
evaluación de desempeño con base en reglamen-
tos técnicos. Se han regulado los pasos a seguir 
para ejecutar el procedimiento, el fundamento 
legal del mismo, los formularios a completar y 
las responsabilidades de los órganos involucra-
dos: la DGCA, que certifi ca al servidor público 
que complete el período exitosamente, las ofi ci-
nas ministeriales de RH y los jefes directos del 
personal a prueba. 

Sin embargo, este procedimiento aún no se 
ha aplicado: no se realizan evaluaciones de in-
greso y, salvo excepciones, no se confi rma que el 
nuevo empleado sea el adecuado para el puesto 
antes de fi nalizar el período de prueba. 

Los jefes directos son los encargados de ha-
cer la inducción al puesto a los nuevos empleados 
aunque no hay evidencia de que esto se constitu-
ya en una práctica sistemática. 

Movilidad (35)
Se ha defi nido y formalizado un procedimiento 
para la movilidad laboral de los empleados (verti-
cal, horizontal, en la misma institución o en una 
distinta, de carácter temporal o permanente) que 

incluye los pasos a ejecutar, el fundamento legal 
de cada uno de ellos y los formularios a comple-
tar, y que permitiría mantener actualizada la in-
formación sobre la ubicación de cada trabajador. 
Los tipos de movimientos que se contemplan son 
ascenso, comisión de servicios, conversión, des-
taque, encargo, interinidad, permuta, préstamo, 
reasignación, rotación, transferencia y traslado. 
A los empleados que pertenecen a la carrera ad-
ministrativa les están vedadas las fi guras de rea-
signación, conversión o encargo13. 

En la práctica, este procedimiento no se 
aplica, ni siquiera en los casos de personal ya 
acreditado. La movilidad generalmente deri-
va de la necesidad de un nuevo funcionario de 
remover al personal bajo su dependencia para 
designar a otras personas de confi anza; en estos 
casos se ubica a los antiguos empleados en otros 
puestos, cuando es posible. Los movimientos se 
hacen sin el consentimiento de los empleados y 
sin tomar en cuenta el impacto de los cambios 
en el funcionamiento de la dependencia. Son 
excepcionales los cambios de puesto por solici-
tud del trabajador. 

Ausentismo (36)
Existe un procedimiento que establece pasos, 
fundamentos legales, formularios a completar 
y responsabilidades para la administración y 
control de las ausencias justifi cadas (permisos, 
licencias, tiempo compensatorio reconocido, se-

13 La “reubicación” es la movilidad de un trabajador 
que no es de carrera administrativa en otro puesto que 
tampoco es de carrera. La “conversión” es la movilidad 
de un empleado que no es de carrera administrativa, 
en la misma institución o en otra, para desempeñar 
permanentemente un puesto de carrera administrativa 
vacante, el cual fue ganado por concurso de ingreso. El 
“encargo” es la movilidad de un empleado que no es de 
carrera administrativa, dentro de su institución, para 
desempeñar otro puesto que tampoco es de carrera 
administrativa, de manera temporal, en reemplazo del 
titular del puesto durante el tiempo que dure su ausen-
cia, o para ocupar otro puesto vacante. Fuente: Proce-
dimiento de Movilidad contenido en DCA, 2000.
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paración del cargo y vacaciones). No obstante, 
este procedimiento aún no se utiliza. 

Los empleados públicos tienen derecho a 
ausentarse por motivos personales (enfermedad, 
consultas médicas, asuntos familiares) hasta un 
máximo de 18 días. Las ofi cinas de RH son las 
responsables de registrar esas inasistencias, que 
se informan en los legajos personales y son no-
tifi cadas al jefe directo. Las faltas injustifi cadas 
pueden derivar en una sanción formal o econó-
mica; éstas últimas se hacen efectivas mediante 
la aplicación de multas que deben ser autoriza-
das por la dirección de RH del ministerio. Cuan-
do las faltas son excesivas, el trabajador puede 
ser destituido. Sin embargo, no siempre se siguen 
los procedimientos necesarios para poder san-
cionar a un trabajador que se ausenta sin causa. 
Últimamente se han adoptado medidas para la 
justifi cación mediante comprobantes auténticos, 
pero aún se condonan ausencias que no debe-
rían permitirse, en especial en las ofi cinas regio-
nales de los ministerios. La falta de controles ha 
hecho posible llegar al extremo de la existencia 
de trabajadores que cobran su salario sin con-
traprestación de servicios, pero no se ha podido 
estimar su número. 

Disciplina (37)
En la LCA se prevén procedimientos para san-
cionar la indisciplina de los empleados públi-
cos; se defi nen faltas leves y graves, y la sanción 
consiste en amonestaciones verbales, amonesta-
ciones escritas, suspensiones o destituciones. En 
la práctica, estos procedimientos no siempre se 
aplican. Aún resta que la Junta Técnica apruebe 
los reglamentos internos que señalan las faltas 
administrativas y sus sanciones respectivas.

Desvinculación (38–41)
Se formalizó un procedimiento que dispone los 
instrumentos, instancias y pasos para el retiro de 
la administración pública; se contempla la re-
nuncia escrita, reducción de fuerza, destitución, 
invalidez, jubilación o fallecimiento. Este proce-
dimiento todavía no se utiliza, en particular para 
la reducción de fuerza y destitución. 

Los empleados públicos apoyaron la crea-
ción de la ley de 1994 con la convicción de que 
un sistema de carrera les otorgaría mayor esta-
bilidad laboral. No obstante, Armijo (2004) sos-
tiene que existe una alta rotación de directivos 
y del personal en general. Durante el gobierno 
de Mireya Moscoso se despidieron aproximada-
mente a 25.000 empleados públicos, cuyos pues-
tos fueron cubiertos con simpatizantes políticos, 
tal como está sucediendo en este nuevo cambio 
de gestión. No se conoce la cantidad de despe-
didos por el nuevo gobierno pero la FENASEP 
estima que el proceso continuará al menos has-
ta el primer trimestre de 200514. Los empleados 
públicos destituidos no tienen derecho a ningún 
tipo de liquidación y en ocasiones tampoco acce-
den al recupero de sus vacaciones u otros dere-
chos acumulados no utilizados. De comprobarse 
que no se siguió el procedimiento establecido, los 
empleados que inician demandas judiciales por 
considerar que su despido fue injustifi cado tie-
nen altas probabilidades de recuperar su puesto.

No existen procedimientos para despidos por 
mal rendimiento. Los empleados acreditados solo 
pueden ser destituidos por cuestiones disciplina-
rias, tal como se describe en el “Procedimiento 
técnico del retiro de la administración pública”. 
Es necesario resaltar el signifi cativo avance de 
la LCA al defi nir claramente las causales de la 
terminación de la relación laboral (Artículo 124) 
y al establecer ciertas garantías al trabajador: 
“siempre que ocurran hechos que puedan pro-
ducir la destitución directa del servidor público, 
se le formularán cargos por escrito. La Ofi cina 
Institucional de RH realizará una investigación 
sumaria (...) en la que se le dará al servidor pú-
blico la oportunidad de defensa y se le permitirá 
estar acompañado por un asesor de su libre elec-
ción”. La ley establece que los empleados públi-
cos podrán hacer uso del recurso de apelación 
ante la Junta de Apelación y Conciliación. No 
obstante, la aplicación de estos avances normati-
vos está demorada.

14 En una revisión realizada en junio 2005 pudo cons-
tatarse la confi rmación de esta estimación.
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Gestión del Rendimiento 

Planifi cación y seguimiento del 
rendimiento (42–45)
Para la LCA, la evaluación consiste en “estimar 
o califi car las características, el rendimiento o el 
desempeño del sistema de recursos humanos, así 
como de las personas que están al servicio del 
Estado o que aspiren a estarlo”. El objetivo de 
esta evaluación es que se constituya en la base 
de los sistemas de retribución, incentivos, capa-
citación y destitución. Se han defi nido tres tipos 
de evaluación: de ingreso, mientras el trabaja-
dor está en período de prueba; ordinaria, que 
realizará el jefe inmediato una vez al año para 
medir el desempeño de los empleados públicos 
de carrera y luego elevará a la DIGECA, y ex-
traordinaria, que es la evaluación no defi nitiva 
que servirá de preparación o práctica para las 
evaluaciones ordinarias. Está pendiente la ela-
boración de un procedimiento para establecer 
los instrumentos, instancias y pasos a seguir en 
la evaluación. 

No existe la práctica de defi nir pautas o es-
tándares de rendimiento de los empleados pú-
blicos.

Evaluación (46–48)
Las evaluaciones de desempeño se realizan oca-
sionalmente, sólo en algunos ministerios, y los re-
sultados no se comparten con los empleados así 
como tampoco son considerados para planifi car 
acciones de capacitación. 

Administración (49)
Los directivos evalúan en forma discrecional el 
rendimiento del personal a su cargo, no se siguen 
formatos predeterminados ni se informa sobre 
los resultados al área de RH.

Gestión de la Compensación 

Existencia de una estrategia salarial (50)
La falta de una ley de salarios es un problema 
complejo para la administración pública pana-
meña. En el pasado, en virtud de una consulto-

ría fi nanciada por el Banco Mundial, se elaboró 
un proyecto de ley general de sueldos, lo que se 
había establecido como condición para obte-
ner un préstamo estructural. Este proyecto no 
prosperó pues afectaba la discrecionalidad que 
permitía el hecho de que la política salarial ter-
minara siendo el resultado de una curiosa mez-
cla del uso de los manuales de cargos y los más 
de doscientos regímenes o escalafones (Entrevis-
ta Hintze, 2004). 

En 1980 se otorgó el último incremento sala-
rial generalizado a empleados públicos. En 1998 
y en 2000 se dispusieron incrementos generali-
zados para los empleados en el sector privado, 
pero en ninguna de las dos ocasiones se inclu-
yó al sector público. No está previsto un salario 
mínimo aunque en algunas dependencias se han 
establecido valores mínimos por iniciativa de los 
ministros; según la FENASEP, el 70% de los tra-
bajadores públicos gana menos de 350 dólares al 
mes y las remuneraciones que actualmente per-
ciben los empleados públicos fueron defi nidos 
discrecionalmente por sus jefes directos. El sala-
rio no está vinculado al nivel de conocimientos, 
responsabilidades o funciones. 

Si bien está prohibido disminuir la remu-
neración de cualquier servidor público, incluso 
cuando se lo reubica en un puesto de menor 
jerarquía, el escaso control de la gestión de las 
compensaciones hace posible, según la FENA-
SEP, que a un empleado se le abone menos de lo 
que se informa a la Contraloría, debido a que el 
jefe directo puede acordar con el empleado que 
éste le entregue una parte de su salario.

Dado que no existe una ley de salarios, pue-
den darse cambios no generalizados de remune-
raciones, siempre y cuando se respete el monto 
otorgado al ministerio para servicios personales.

Equidad interna y externa (51–57)
Respecto de la inequidad externa puede afi rmar-
se que, en conjunto, los salarios en el gobierno 
central superan en un 7% a los del sector priva-
do; no obstante la FENASEP afi rma que gran-
des sectores de empleados públicos ganan menos 
que el salario mínimo del sector privado. 
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Es posible que empleados que desempeñan 
las mismas funciones reciban salarios distintos; 
aunque esta diferencia puede responder a fac-
tores como capacitación o antigüedad, recom-
pensada por los jefes de manera discrecional, 
también se relaciona con la vinculación política. 
Otra inequidad salarial interna proviene de las 
contrataciones por contingencia y temporales, 
a las que se les otorgan salarios mucho mayores 
que a los empleados permanentes. Los salarios 
de puestos con mayores responsabilidades no 
reciben compensaciones signifi cativamente ma-
yores a los puestos de niveles inferiores. Armijo 
(2004) sostiene que existe una enorme dispari-
dad entre los salarios que perciben los empleados 
públicos en distintas dependencias del gobierno 
central pero la diferencia es aún mayor entre el 
gobierno central y las dependencias descentrali-
zadas. 

Los empleados sienten que sus salarios son 
bajos y que no se corresponden con sus funcio-
nes, aunque esta percepción está más fundada 
en las desigualdades entre dependencias públi-
cas que a una valoración por comparación con 
el sector privado. 

Efi ciencia (58)
Los trabajadores no encuentran incentivos para 
el esfuerzo, el rendimiento individual o grupal y 
el aprendizaje, ya que éstos no implican incre-
mentos salariales. 

Administración (59–61)
Al carecerse de una ley de salarios para el sector 
público o de una estructura salarial, no pueden 
identifi carse los rangos salariales de cada pues-
to. Una vez que el MEF asigna la partida presu-
puestaria para pago de salarios, cada ministerio 
puede distribuirlo con bastante discrecionalidad. 
Los empleados pueden conseguir un incremento 
salarial si su jefe directo lo pide a su superior y 
hay disponibilidad presupuestaria, aumento que 
no necesariamente responderá a criterios de efi -
ciencia. Si bien cada ofi cina de RH cuenta con 
la información salarial de los empleados de la 
dependencia, no existe un sistema de informa-

ción que puedan compartir con otras áreas invo-
lucradas en la gestión de RH (DIGECA, MEF, 
Contraloría).

Otras compensaciones (62–64)
Las horas extras no se retribuyen pero se com-
pensan con un descanso equivalente. Desde 1974 
los empleados públicos reciben tres compensa-
ciones al año, iguales para todos, equivalentes a 
400 dólares. Los trabajadores encuadrados en 
la carrera administrativa o que son candidatos 
a serlo pueden recibir pagos por antigüedad a 
discreción de sus jefes, a diferencia de aquellos 
que están sujetos a otras carreras y tienen pagos 
reglamentarios por antigüedad. 

En cuanto al sistema de pensiones, reciente-
mente se aumentó la edad de jubilación de 55 
a 57 años para las mujeres y de 60 a 62 años 
para los hombres. Las pensiones son bajas, y las 
contrataciones por contingencia y temporales 
no generan derecho a las mismas. Actualmente 
la Caja de Seguro Social, el órgano que maneja 
las pensiones, jubilaciones y demás servicios de 
seguridad social, está atravesando una profunda 
crisis que la pone en peligro de quiebra, por lo 
que el gobierno está estudiando un proyecto de 
reformas que incluirá el aumento de la edad de 
jubilación (Diario La Prensa, 1/12/2004).

Se conceden 30 días de vacaciones por cada 
11 meses trabajados y durante este período, se 
abona el salario completo. 

En algunos ministerios, como el de Gobierno 
y Justicia, se utilizan recompensas no monetarias: 
se premia la puntualidad, los años de servicio y la 
cooperación, entre otros conceptos.

Gestión del Desarrollo Profesional

Efi cacia del sistema de promoción y 
calidad del diseño de carrera (65–70)
Aún no se aplican procedimientos para el as-
censo de los empleados públicos, a pesar de que 
la LCA los contempla. Armijo (2004) concluye 
que hay muy pocas oportunidades de desarrollo 
profesional, no existen planes de carrera debi-
do a la inestabilidad laboral y las promociones 
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están sujetas a arbitrariedades y clientelismo 
político.

Calidad de la formación y gestión de la 
formación (71–76)
El Decreto Nº 168 del 27 de julio de 1971 
(luego modifi cado en 2003) creó el “Seguro 
Educativo” que consiste en un impuesto na-
cional que pagan empleadores y trabajadores 
(1.25% y 0.75% del salario, respectivamente) 
de los sectores público y privado. Del total de 
fondos de este seguro, aproximadamente 10% 
es utilizado en formación profesional y 4% en 
educación sindical. La administración de estos 
fondos está a cargo del Instituto para la Forma-
ción y Aprovechamiento de los RH (IFARHU) 
a excepción de lo destinado a educación sindi-
cal, que es administrado por el Ministerio del 
Trabajo. El IFARHU se encarga de organizar 
cursos para capacitación y adiestramiento de 
los trabajadores. Aunque no se hacen diagnós-
ticos para detectar las carencias y necesidades 
del personal, generalmente los funcionarios su-
gieren los contenidos de capacitación. Los em-
pleados públicos reciben capacitación en temas 
como atención al público, ortografía, informá-
tica e inglés, así como cursos de actualización 
sobre conocimientos necesarios para el adecua-
do desempeño en el puesto. Los trabajadores 
certifi cados deberían capacitarse pero esto no 
se está cumpliendo cabalmente. No se incluyen 
en el presupuesto recursos para capacitación 
en todas las dependencias, aunque hay minis-
terios que cuentan con ofi cinas que organizan 
la capacitación de sus miembros. Desde 1977, 
está vigente un programa especial de perfec-
cionamiento profesional que permite obtener 
una licencia con goce de haberes para realizar 
estudios fuera del país. Sin embargo, la inesta-
bilidad laboral genera el desaprovechamiento 
de la capacitación y la pérdida de la posibilidad 
de mejoras en el largo plazo. Una parte de los 
fondos para educación sindical es entregada a 
la FENASEP y es ocupada para gastos varios 
(operativos, salariales, apoyo para cursos, entre 
otros). 

Gestión de las Relaciones Humanas y Sociales

Gestión del clima (77–78)
No se realizan encuestas de clima laboral en las 
dependencias del gobierno central. 

Efi cacia de la comunicación (79–81)
En algunos ministerios fueron colocados buzones 
de quejas que no dieron buenos resultados debi-
do a que se utilizaron para poner de manifi esto 
confl ictos interpersonales. Las ofi cinas de RH 
han asumido el rol de mediadoras entre los em-
pleados públicos y sus jefes, canalizando las que-
jas, peticiones e inquietudes de los trabajadores. 
Armijo (2004) afi rma que no hay instancias para 
fortalecer el clima organizacional, crear redes 
de directivos o promocionar la cultura organi-
zacional. En algunas dependencias se imparten 
charlas de motivación, pero no es una práctica 
común.

Equilibrio y calidad de las relaciones 
laborales (82–85)
Se observa un bajo nivel de confl icto entre em-
pleados y, en general, se percibe respeto y buena 
comunicación entre jefes y subalternos. Las di-
ferencias generalmente son resueltas por la in-
tervención del área de RH. Las asociaciones de 
empleados públicos se constituyen en un canal 
de transmisión de las demandas e inquietudes de 
los trabajadores, aunque no en todos los minis-
terios están constituidas. Según algunos emplea-
dos públicos, las asociaciones están vinculadas a 
partidos políticos (en particular al PRD), lo cual 
genera cierta resistencia a afi liarse. La LCA re-
conoce el papel que desempeñan las asociacio-
nes y les confi ere derecho de participación en la 
Junta Técnica y en la Junta de Apelación y Con-
ciliación de Carrera Administrativa, así como el 
derecho a negociar colectivamente en busca de 
mejores condiciones de trabajo y de solución de 
confl ictos colectivos. Sin embargo, no existe el 
fuero sindical, ni garantías de estabilidad laboral 
para los representantes gremiales. Según Ayala 
(2003), casi 100 dirigentes de asociaciones fueron 
excluidos de la carrera administrativa entre 1999 
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y 2001, pero reconoce que algunos ministerios 
han facilitado a los delegados el ejercicio de su 
representación.

Gestión del confl icto laboral (86–88)
El pico de confl ictividad de los últimos años se 
produjo en 1990 a través de manifestaciones de 
protesta contra el gobierno por la adopción de 
nuevas medidas económicas y laborales; la con-
secuencia fue la sanción de una ley que hizo posi-
ble la destitución de los trabajadores públicos que 
participaron de dichas manifestaciones. Tam-
bién en 1999 hubo choques entre la FENASEP y 
el gobierno motivados por los despidos masivos 
ocurridos en el sector público y por la suspen-
sión de la ejecución de la LCA (Ayala, 2003). En 
la actualidad, el grado de confl ictividad es bajo. 
Los problemas entre empleados públicos y em-
pleadores se dan principalmente por despidos 
injustifi cados. En teoría, la Junta de Apelación y 
Conciliación es la encargada de fi scalizar el régi-
men disciplinario. Dado que este órgano aún no 
está en funciones, muchos trabajadores apelan 
a los servicios de la FENASEP para denunciar 
irregularidades en los procedimientos de resolu-
ción de confl ictos. Una vez revisadas todas las 
pruebas presentadas por las partes en confl icto, 
la DIGECA es la encargada de emitir el dicta-
men e informar a las partes.

Gestión de las políticas sociales (89) Los tra-
bajadores y su familia tienen derecho a servicio 
médico gratuito en los hospitales incluidos en la 
seguridad social. También cuentan con un segu-
ro de riesgo profesional y tienen acceso a présta-
mos para la adquisición de viviendas, aunque el 
bajo nivel salarial se constituye en una barrera 
para su solicitud. Las mujeres tienen derecho a 
un período de incapacidad y al pago por mater-
nidad, aunque se mencionan usos abusivos de 
estos benefi cios.

Organización de la Función de 
Recursos Humanos

El órgano con mayor participación en la pues-
ta en marcha de la carrera administrativa es la 

Dirección General de Carrera Administrativa 
(DIGECA), la cual ha elaborado decretos, pro-
cedimientos, guías e instructivos para que las 
ofi cinas institucionales de RH implementen la 
carrera administrativa. Hasta 1999, la DIGE-
CA también se dedicó a actualizar las estructu-
ras organizativas y los manuales institucionales, 
así como a ordenar los expedientes de personal. 
La DIGECA depende del Ministerio de la Pre-
sidencia y tiene entre sus funciones: “a) diseñar 
el sistema de administración de RH, su organi-
zación, programas y mecanismos de ejecución, 
información, evaluación y control; b) dictar los 
reglamentos, sistemas y procedimientos que fa-
ciliten la puesta en práctica de las medidas y dis-
posiciones señaladas en la LCA; c) administrar 
el régimen de salarios e incentivos y fi scalizar el 
régimen disciplinario; d) dirigir los programas 
de evaluación de desempeño y productividad, la 
capacitación y desarrollo de recursos humanos, 
los procedimientos de ascensos y traslados y la 
terminación del ejercicio de la función pública; 
y e) autorizar la creación de los cargos de ca-
rrera administrativa” (LCA). Otros órganos in-
volucrados en la implementación de la carrera 
administrativa son la Junta Técnica, la Junta de 
Apelación y Conciliación de Carrera Adminis-
trativa, las ofi cinas de RH en cada ministerio, 
la Contraloría, la DDI y la Procuraduría de la 
Administración. La Junta Técnica es el órgano 
legislativo que tiene a su cargo asesorar al Eje-
cutivo en materia de RH y aprobar reglamentos 
internos de algunas dependencias, en tanto la 
Junta de Apelación y Conciliación de Carrera 
Administrativa es el órgano judicial cuya misión 
es dar seguimiento y resolver confl ictos indivi-
duales y colectivos relacionados con la LCA y 
sus reglamentos. La Contraloría es la encargada 
de fi scalizar, regular y controlar los movimientos 
de los fondos públicos, así como de llevar la con-
tabilidad pública de las dependencias públicas y 
tener al día los datos sobre número de trabaja-
dores del gobierno y sus salarios. La Dirección 
de Desarrollo Institucional (DDI) del MEF tie-
ne entre sus funciones planear e implementar 
mejoras en la conformación de las estructuras 
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orgánicas, elaborar y mantener actualizado el 
Manual General de Clases Ocupacionales del 
sector público y formular la política de capaci-
tación de los empleados públicos; debe asesorar 
a las autoridades en temas de desarrollo orga-
nizacional, gestión institucional y capacitación 
administrativa y técnica del personal directivo 
y técnico del Sector Público, recopilar y proce-
sar información sobre estructuras organizativas 
y puestos de trabajo que permitan a las auto-
ridades tomar decisiones informadas, mante-
ner actualizada la información salarial de los 
empleados públicos en las distintas carreras e 
implementar la política de capacitación de los 
empleados públicos a nivel gerencial. La Procu-
raduría de la Administración “coadyuva a que 
la Administración Pública desarrolle su gestión 
con estricto apego a los principios de legalidad, 
calidad, transparencia, efi ciencia, efi cacia y mo-
ralidad en la prestación de los servicios públi-
cos” (http://www.procuraduria-admon.gob.pa/). 

El grado de autonomía de los mandos me-
dios y altos para desempeñar su papel como ges-
tores de RH es elevado en tanto pueden disponer 
libremente de las plazas que tienen a su cargo. 
En contraposición, es limitada la autonomía de 
los directores de RH debido a que su nombra-
miento y permanencia en el puesto depende de 
los ministros, lo que convierte a éstas áreas en 
meras gestoras de trámites del personal. 

Se percibe que los mandos medios y supe-
riores así como los responsables de RH cuentan 
con formación sufi ciente para desempeñarse 
como gestores y responsables del personal a su 
cargo, a pesar de lo cual no asumen de manera 
satisfactoria su responsabilidad como tales. Los 
directivos no siempre se involucran en la gestión 

del personal a su cargo y sólo participan cuando 
desean sustituir o destituir al empleado.

Actualmente, algunas dependencias están soli-
citando a la DIGECA el dictado de cursos para el 
personal de RH con la fi nalidad de brindar cono-
cimientos sobre el régimen de carrera administra-
tiva y los procedimientos disciplinarios, mejorar la 
coordinación entre las ofi cinas de RH (centrales y 
regionales) y contar con instrumentos para identi-
fi car las necesidades y debilidades del personal. 

La DIGECA es percibida como una instan-
cia que aún debe superar muchos retos para des-
empeñar el papel de promoción, implantación y 
supervisión de la carrera administrativa. Entre 
los principales obstáculos se mencionan su de-
pendencia de la Presidencia, que la vuelve vulne-
rable a los vaivenes políticos, y la superposición 
de funciones que tiene con la DDI en cuanto 
a la planifi cación de la carrera administrativa, 
elaboración y manejo de información sobre los 
empleados públicos y elaboración e implementa-
ción de planes de capacitación para los funciona-
rios de carrera. La razón por la que se presenta 
esta superposición de funciones deriva del hecho 
de que antes de la creación de la DIGECA, los 
asuntos sobre carrera administrativa eran lleva-
dos por el entonces Ministerio de Planeación y 
Política Económica (MPPE), ahora MEF. Con 
la creación de la DIGECA, los funcionarios con 
tareas relacionadas a la carrera administrativa 
que antes pertenecían al MPPE fueron suscritos 
a esta nueva unidad. En la actualidad se realizan 
esfuerzos por parte de ambas dependencias (DI-
GECA y MEF) para eliminar superposiciones, 
transferir responsabilidades y corregir la nor-
mativa que les asigna tareas similares (como por 
ejemplo, la planifi cación de la capacitación).
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[+/–]

SUBSISTEMAS DE LA GESTIÓN DE RECURSOS HUMANOS

ESTRATEGIA

Organización
del trabajo

Gestión del
empleo

Gestión del
rendimiento

Gestión de la
compensación

Diseño de puestos
Definición de

perfiles

Incorporación
Movilidad

Desvinculación

Planificación
Evaluación

Planificación [–]

Gestión del
desarrollo

Gestión de las relaciones humanas y sociales

Clima laboral Relaciones laborales Políticas sociales

[+/–] [+/–] [–]

[–]

[+/–]

Retribución monetaria
y no monetaria

Promoción y carrera
Aprendizaje

individual y colectivo

Valoración simbólica de los subsistemas de recursos humanos
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II. INDICADORES 

A) Indicadores Cuantitativos15

1. Tasa de designaciones políticas

I. Cargos que prevén designación política en la  667 Año: 2004. Este dato incluye al personal que no pertenece
Administración Central  a ninguna carrera profesional, es decir, a personal de 
  confi anza.
  Fuentes: a) Compendio de las clases ocupacionales de 
  las instituciones centralizadas (DCA), b) Sitios en internet 
  de la Asamblea Legislativa, Ministerio Público, Tribunal 
  Electoral, Fuerza Pública, Contraloría General, Órgano 
  Judicial y Ministerio de la Juventud, Mujer, Niñez y Familia.

II. Total de cargos administrativos de la  93.912 Año: 2004.
Administración Central   Fuente: Estado de las Finanzas del Sector Público, Planilla  
  y Evolución de algunos indicadores económicos al 31 de 
  marzo de 2004 (MEF).

I / II (en porcentaje) 0.71% 

Peso fi scal del empleo público
2. Nómina salarial del gobierno central / Producto Bruto Interno

I. Gastos obligados en servicios personales de la  797,3 Año: 2004. Cálculo propio. El gasto en servicios personales
Administración Central (millones)   del gobierno central representa el 35% del gasto corriente. 
  El monto de gastos corrientes presupuestado para 2004 
  fue de 2278 millones de dólares.
  Fuentes: Armijo (2004) y Dirección Nacional de 
  Presupuesto del MEF.

II. PBI (millones) 12.900 Año: 2003
  Fuente: Banco Mundial (World Develompment Indicators 
  2004)

I / II 6,18% 

Incentivos del Servicio Civil
3. Compresión vertical de los salarios

I. Asignación mensual de la máxima categoría (mensual) 3500 Año: 2004. Salario correspondiente a algunos ministros; se 
  trata del sueldo base, existiendo adicionales en concepto 
  de gastos de representación por otros US$ 3500.
  Fuente: Defensoría del Pueblo. 
  http://www.defensoriadelpueblo.gob.pa

II. Asignación mensual del categoría mínima (mensual) 200 Año: 2004
  Fuente: Defensoría del Pueblo. 
  http://www.defensoriadelpueblo.gob.pa 

I / II 17.5 

15 Tipo de cambio: bs 1 por cada US$



391

SÍNTESIS DEL DIAGNÓSTICO: CASO PANAMÁ

Incentivos del Servicio Civil
4. Sueldo gubernamental promedio del gobierno central / PIB per cápita

I. Sueldo promedio Administración Central (anual) 8.489,86 Año: 2004. 
  Gastos obligados en servicios personales de la 
  Administración Central entre Número total de empleados 
  públicos en la Administración Central. 
  Fuente: MEF y Armijo (2004)

II. PBI per cápita (anual) 4.299,34 Año: 2003
  Cálculo propio. PIB entre número de habitantes.

I / II 1,97 

Incentivos del Servicio Civil
5. Sueldo gubernamental promedio del gobierno central / sueldo promedio del sector privado

I. Sueldo promedio Administración Central  507,90 Año: 2003
(mensual en USD)  Fuente: Estadística de Trabajo Volumen II. Dirección de 
  Población y Vivienda de la Contraloría.

II. Sueldo promedio del sector privado (USD) 473,87 Año: 2003
  Fuente: Estadística de Trabajo Volumen II. Dirección de 
  Población y Vivienda de la Contraloría.

I / II 1.07 

Dotación de Servicio Civil
6. Número total de empleados públicos en el gobierno central / población total

I. Número total de empleados públicos en la  93.912 Año: 2004
Administración Central  Fuente: Estado de las Finanzas del Sector Público, Planilla  
  y Evolución de algunos indicadores económicos al 31 de 
  marzo de 2004, MEF.

II. Población Total 3.000.463 Año: Estimado a julio de 2004
  Fuente: World Factbook, Central Intelligence Agency.

I / II 3% 

  
7. Gasto público total del gobierno central (excluye pensiones y servicio de la deuda) / Número total de empleados 

públicos del gobierno central

I. Gasto público total de la Administración Central  4.710 Año: 2004
(millones)  Fuente: Dirección General de Presupuesto del MEF.

II. Número total de empleados públicos de la  93.912 Año: 2004
Administración Central  Fuente: Estado de las Finanzas del Sector Público, Planilla  
  y Evolución de algunos indicadores económicos al 31 de 
  marzo de 2004, MEF.

I / II  0,05

 



INFORME SOBRE LA SITUACIÓN DEL SERVICIO CIVIL EN AMÉRICA LATINA

392

Efi ciencia 
La planifi cación del sistema de RH es la que pre-
senta las mayores debilidades, con défi cit y exce-
sos de personal según las dependencias y poca 
capacidad para la redistribución de empleados y 
tareas. El sistema es costoso para la economía del 
país; en conjunto, los salarios del sector público 
son levemente superiores a los del sector privado, 
a pesar de que grandes sectores de trabajadores 
cobran menos que el salario mínimo del sector 
privado. Se genera un alto costo por indemni-
zaciones por despidos no justifi cados. La mayor 
inequidad, no obstante, es la interna. Se rescatan 
como aspectos algo más adecuados la existencia 
de un régimen de pensiones que aunque está 
muy debilitado y otorga pensiones bajas, sigue 
funcionando, y la trayectoria de inversión en ca-
pacitación, a través de la aplicación de un fondo 
educativo.

Mérito 
Se trata de un sistema clientelar en el cual la va-
riable política es determinante para el ingreso y 
el mantenimiento del empleo. Si bien se inició 
un proceso de reencasillamiento, el mismo fue 
interrumpido. La LCA defi ne adecuadamente 
los requisitos e instrumentos de acceso pero los 
mismos no son utilizados.

Consistencia Estructural
Coherencia estratégica. El clientelismo pareciera ser 
la estrategia dominante, y a ella se relegan los 
restantes objetivos organizacionales.

Consistencia directiva. El clientelismo dominante se 
apoya en un amplio margen de maniobra de los 
directivos para designar, rotar y despedir a un 
trabajador, fundado en cuestiones estrictamente 
políticas. 

Tabla de índices
    Valor 
 Valor Índices Porcentaje  subíndices Porcentaje 
Índice (escala 0 a 20) de la escala               Subíndice (escala 0 a 10) de la escala

(E) Efi ciencia 2.00 10%    

(M) Mérito 0.31 2%
    

(CE) Consistencia  2.73 14%
estructural    

   (CES) Coherencia estratégica 1.29 13%

   (CD) Consistencia directiva 1.14 11%

   (CP) Consistencia procesos 1.71 17%
    

(CF) Capacidad  2.59 13%
funcional    

   (COM) Competencia 1.81 18%

   (EI) Efi cacia incentivadora 0.54 5%

   (FL) Flexibilidad 1.45 15%

(CI) Capacidad  3.53 18%
integradora

B) Índices para la evaluación de los sistemas de servicio civil 
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Consistencia de procesos. La consistencia de los pro-
cesos de gestión de recursos humanos es muy 
baja. En particular, están muy poco desarrolla-
dos los subsistemas de planifi cación, rendimien-
to, compensaciones y desarrollo de carrera. Se 
destacan por su valoración positiva el bajo ni-
vel de confl ictividad sindical y la descripción de 
puestos, realizada por una consultora externa, a 
pesar de que la misma no es tenida en cuenta 
para la gestión. 

Capacidad Funcional 
Competencia. Se destaca la debilidad del subsis-
tema de empleo. Como fortalezas resaltan los 
avances registrados en la defi nición de perfi les, 
aunque éstos no son utilizados, y la inversión en 
capacitación, a pesar de que la excesiva rotación 
por cuestiones políticas impide impactos positi-
vos en el mediano/largo plazo.

Efi cacia. La gestión del rendimiento es práctica-
mente inexistente, y el sistema de remuneracio-
nes muy poco efi ciente. No existe posibilidad de 
despido por bajo rendimiento y el sistema dis-
ciplinario está diseñado pero observa una baja 
utilización. En algunas dependencias existen re-
conocimientos no monetarios. 

Flexibilidad. La necesidad de contar con cargos 
vacantes para su uso clientelar, ha impuesto la 
práctica de la rotación de los anteriores ocupan-
tes del puesto. Como aspecto positivo se destaca 
el desarrollo legal-administrativo del diseño de 
puestos y la presunción de la calidad de la capa-
citación que muchos funcionarios cursan en el 
extranjero. 

Capacidad Integradora
Refl eja las limitaciones de la gestión del empleo, 
rendimiento, remuneraciones y desarrollo de ca-
rrera. Se rescata en términos relativos la gestión 
de las relaciones laborales por el bajo grado de 
confl ictividad actual, aunque se comenta que a 
pesar que la garantía laboral sindical está garan-
tizada por la LCA, en la práctica se generan mu-
chos despidos de representantes sindicales. 

III. CONCLUSIONES

Análisis de Áreas Causales

Existen varias leyes que regulan las carreras de 
empleados públicos en Panamá. La LCA entró 
en vigencia hace diez años pero las prácticas de 
gestión de RH no se han modifi cado.

La planifi cación de RH del gobierno central 
está orientada casi exclusivamente al objetivo de 
reducción del gasto. Sin embargo, se observa un 
comportamiento contradictorio en los nuevos 
funcionarios políticos que designan a empleados 
de su confi anza, generando despidos injustifi ca-
dos y/o duplicación de salarios. En la actuali-
dad, la DIGECA y los nuevos directores de RH 
están trabajando coordinadamente para la im-
plementación de la carrera administrativa; se es-
tán revisando el número de empleados públicos, 
la concordancia entre las actividades realizadas 
y las funciones descritas en manuales de puestos, 
así como la unifi cación de códigos de puestos.

En cuanto a la organización del trabajo, se 
cuenta con manuales de puestos y varios docu-
mentos sobre clasifi cación y jerarquización, aun-
que no hay evidencia de que las ofi cinas de RH 
y sus representaciones regionales las usen. La 
DIGECA y el MEF no supervisan su aplicación. 
Actualmente se están revisando los documentos 
sobre organización del trabajo para su actualiza-
ción y corrección.

En la gestión del empleo prevalece la po-
litización de las decisiones de incorporación, 
movilidad y desvinculación. Aunque los procedi-
mientos están diseñados, éstos no se aplican. Los 
empleados públicos tienen una alta probabilidad 
de ser destituidos ante cambios de ministros sin 
que esto tenga relación con el desempeño. Esta 
incertidumbre laboral limita la productividad. 
En el gobierno central, los trabajadores no están 
sujetos a evaluaciones y aún no se ha elaborado 
el procedimiento para hacerlo, lo que tampoco 
tiene sentido frente a la inestabilidad laboral y la 
alta rotación de personal.

En cuanto a la compensación, la inexistencia 
de una ley de salarios permite a los mandos al-
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tos incrementar los sueldos de sus subalternos de 
manera discrecional, y sin relación con criterios 
de efi ciencia, capacitación o antigüedad. Se ob-
serva inequidad hacia el interior de una organi-
zación, entre distintas dependencias del gobierno 
central, entre éstas y los entes descentralizados, 
y entre empleados permanentes y aquellos con 
contratación eventual o contingente. No hay sis-
temas de carrera y las oportunidades de movili-
dad horizontal o vertical son escasas. 

La inversión en capacitación no es efi ciente 
ya que, si bien es posible acceder a buenas ofer-
tas de capacitación, el impacto es de corto plazo 
por la práctica de despidos masivos ante cambios 
de gobierno. Las relaciones laborales no presen-
tan niveles altos de confl icto; las asociaciones de 
empleados públicos no cuentan con garantía sin-
dical, a pesar de lo cual la FENASEP ha logrado 
un espacio importante en el terreno político.

Factores del Contexto Interno y Entorno 

La historia institucional de Panamá muestra que 
el control del Estado de los últimos 65 años ha 
estado en manos de un grupo reducido de líderes 
y sus familiares directos, lo que ha sido sostenido 
por un sistema clientelar de gobierno. Los avan-
ces normativos realizados durante los ´90 no han 
mellado este sistema, lo que hace dudar de las 
posibilidades reales del nuevo gobierno de im-
plantar cambios, más aún si se tiene en cuenta 
que apenas asumido repitió la vieja práctica de 
generar despidos y nuevos nombramientos en 
forma masiva, en un contexto de restricción del 
gasto en salarios. 

Conclusiones Principales del Diagnóstico

La variable política infl uye en gran medida la 
gestión de RH en el sector público, afectando los 
procedimientos y el funcionamiento de todos los 
sistemas de carrera (administrativa, docente, ser-
vicio exterior, entre otros). 

Con el cambio de gobierno se generaron 
algunas condiciones que mejoran las posibilida-
des de implementar la carrera administrativa: 

los funcionarios de la DIGECA han recupera-
do capacidad de maniobra y tienen garantizada 
la existencia de la dependencia, las asociaciones 
han logrado incorporar un representante en la 
legislatura y los empleados públicos encuentran 
incentivos para apoyarla, principalmente por la 
garantía de estabilidad, pero no puede dejar de 
ponderarse la presión que puede ejercer el sector 
político por la pérdida de benefi cios que reporta 
la discrecionalidad vigente. Armijo (2004) señala 
que el fortalecimiento de las instituciones regu-
ladoras y de control también mejora las posibili-
dades de éxito de las reformas. La preexistencia 
de la normativa necesaria permite al gobierno 
concentrarse en la implementación de la carrera 
administrativa, sin el desgaste que deriva de las 
negociaciones que enfrentan los países que aún 
no han logrado superar esa etapa. 

La DIGECA es visualizada como un órgano 
con autonomía limitada tanto por su dependen-
cia de la Presidencia como por la superposición 
de sus tareas con las de la DDI. Armijo (2004) se-
ñala que si bien la mayoría de los actores políticos 
reconocen la necesidad de hacer una moderni-
zación de la administración pública, aún no hay 
estrategias claras de largo plazo para lograrlo.

IV. RECOMENDACIONES

Los esfuerzos mayores deben centrarse en la im-
plantación de la LCA. Tomada la decisión po-
lítica, la gestión del Presidente Torrijos debería 
aprovechar el actual apoyo de la ciudadanía para 
conferir a la DIGECA la autoridad y el respaldo 
necesario para avanzar en la implementación de 
la LCA y reiniciar los procesos de acreditación. 
Asimismo, deberá consensuar con el Legislati-
vo la forma de ajustar a los nuevos escenarios 
el proyecto ya elaborado de ley de salarios, a los 
efectos de reducir las inequidades salariales. La 
puesta en marcha y consolidación de la carrera 
administrativa en este lustro permitiría al PRD 
otorgar garantía de estabilidad laboral a los em-
pleados públicos que trabajen durante su admi-
nistración. 
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Otra función indelegable del Presidente 
consiste en instruir a sus funcionarios políticos 
y exigir el cumplimiento de las políticas de re-
ducción de estructuras y del gasto en salarios; de 
lo contrario, la incoherencia estratégica no sólo 
condicionará la viabilidad económica del actual 
gobierno, sino la credibilidad sobre las reales 
intenciones de modifi car los sistemas de gestión 
de RH. En la fase operativa, esta coordinación 
estratégica puede incluir la comunicación a los 
nuevos funcionarios de los costos que generan los 
despidos injustifi cados, así como las formas alter-
nativas de cubrir las necesidades de personal. 

El proceso de implementación de la LCA 
requiere la revisión de las funciones, responsabi-
lidades y atribuciones de la DIGECA y la DDI. 
Esto evitará duplicidades, permitirá el uso efi -
ciente de recursos y otorgará certeza a los res-
tantes involucrados en la gestión de RH sobre 
los pasos a seguir en caso de necesitar asistencia 
técnica. La DIGECA y la DDI, junto con las ofi -

cinas de RH, deben trabajar coordinadamente a 
los efectos de implementar las leyes sancionadas 
y los procedimientos diseñados para la carrera 
administrativa. Entre otras acciones, se hace ne-
cesario que elaboren y compartan una base de 
datos comunes.

Los programas de capacitación para el per-
sonal de RH deben abarcar a las ofi cinas cen-
trales y regionales e incluir la transferencia de 
conocimiento sobre los nuevos procedimientos 
diseñados y las responsabilidades que les confi e-
re la LCA. Asumir esta función permitirá a la 
DIGECA mejorar los canales de comunicación 
con los directores de RH de las distintas depen-
dencias, lo que facilitará la asunción del rol de 
asesoramiento y supervisión de la implementa-
ción del sistema de carrera. También se hace 
necesario socializar la ley entre los trabajadores 
para que conozcan los derechos y obligaciones 
que les dará la acreditación como empleados pú-
blicos.
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 Categorías Factores Comentarios del Evaluador

Antecedentes  Control del canal de Panamá por USA hasta 2000. Historia política reciente marca 
  dominación de dos líderes militares nacionalistas (Torrijos-Noriega); controlaron 
  escenario político entre 1968 y 1989. Noriega fue apresado por USA y condenado en 
  1992 por tráfi co de drogas y lavado de dinero. Después de interregno de alianza de 
  partidos, en 2004 asume nuevamente PDR con Martín Torrijos como presidente. 

Análisis del contexto  Análisis del marco  LCA (1994) y Reglamento (1997). En 1997–99, procedimientos para ingreso, 
institucional legal ausencias, periodos de prueba, reingresos, reintegros, retiro, movilidad y 
  capacitación. En la realidad, bajo cumplimiento de LCA. Indicios de que nueva 
  gestión estaría interesada en revertir la situación pero se observan contradicciones. 
  Se prevé reforma de la ley.

Análisis funcional   Análisis organizativo   DIGECA, autoridad de implementación de la LCA.
del servicio civil de la función Recursos  DDI: estructuras orgánicas y política de capacitación a nivel gerencial.
 Humanos Junta Técnica: órgano legislativo, asesoramiento a Ejecutivo en materia de RH y 
  aprobación reglamentos internos de algunas dependencias.
  Junta de Apelación y Conciliación: órgano judicial cuya misión es dar seguimiento y 
  resolver confl ictos individuales y colectivos relacionados con la LCA y sus 
  reglamentos.

 Indicadores   Serias difi cultades de compatibilización de información sobre RH. Índice de puestos 
 cuantitativos  políticos no representativo: nombramientos responden siempre a criterios políticos. 
 sistema de SC  Promedio salarial levemente superior al del sector privado, pero grandes sectores 
 analizado cobran menos que el básico del sector privado. Amplia distancia salarial entre 
  extremos. 

Análisis por  Planifi cación Planifi cación sesgada por el componente presupuestario. Información diferente entre 
subsistemas  distintas agencias (DIGECA-Contraloría y la DNP). 

 Organización del  Existen estructuras organizativas y los manuales institucionales (TOP) que datan de 
 trabajo 1999. MEF elaboró descripciones de puestos, que no coinciden con la estructura real. 

 Gestión del empleo Ingreso determinado por cuestiones políticas. 

 Gestión del  No se cumplen disposiciones de la LCA. Sólo en algunas dependencias se evalúa en 
 Rendimiento forma ocasional, no se siguen formatos predeterminados y los resultados no se 
  comunican a los empleados. 

 Gestión de la  No existe una ley de salarios y esto resulta funcional a discrecionalidad de los jefes 
 Compensación directos. Los salarios del sector público en conjunto son levemente superiores a los 
  del sector privado, pero los empleados perciben que no son adecuadamente 
  retribuidos debido a la gran inequidad interna. Contemplan retribuciones atípicas 
  (tres compensaciones anuales fi jas para todo el personal) pero ninguna de ellas 
  incentiva al esfuerzo o mérito. 

 Gestión del Desarrollo La LCA contempla procesos de ascenso para los empleados públicos pero no se 
  aplican; hay muy pocas oportunidades de desarrollo profesional, no existen planes 
  de carrera debido a la inestabilidad laboral y las promociones están sujetas a 
  arbitrariedades y clientelismo político. Por aplicación de un “Fondo Educativo” se 
  capacita al personal pero la inversión es inefi ciente por la alta rotación por 
  cuestiones políticas. 

 Gestión de las   Inexistencia de políticas de clima organizacional. Asociaciones muy cercanas al 
 Relaciones Humanas  partido político ofi cial. Bajo nivel de confl icto sindical (tuvieron pico en 1990 con 
 y Sociales manifestaciones). No hay garantía de estabilidad laboral sindical, muchos son 
  excluidos de la carrera. Seguro médico y por riesgo profesional, préstamos para 
  viviendas y protección de la maternidad.

Índices del sistema   Los índices representan en promedio alrededor de un 11% de la escala prevista, 
de servicio civil  entre un mínimo de 2% para el índice de mérito y un máximo de 18% para el índice 
  de capacidad integradora.

V. TABLA DE SÍNTESIS
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Entrevistas realizadas

 Nombre Organismo-Área Cargo E-mail
Lic. Yolanda Aizpú DIGECA Subdirectora General yaizpu@digeca.gob.pa 

Alfredo Berrocal FENASEP Secretario General berro@cableonda.net 

Santiago Montero FENASEP Secretario Ejecutivo y  fenasep@sinfo.net 
  encargado de Derechos 
  Humanos 

Carlos Ayala FENASEP Abogado ayalaabogado@hotmail.com

Ana Leida Yañez Ministerio de la Presidencia Ex Subdirectora de  analeida11@hotmail.com 
  Recursos Humanos 

José Alba FENASEP Encargado de Formación  fenasep@sinfo.net
  Sindical 

Lic. D. Avila Ministerio de Salud Subdirectora de Recursos  davila08@hotmail.com 
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Lic. Leticia Poveda Ministerio de Gobierno  Directora Interina de 
 y Justicia Recursos Humanos 

Lic. Carlos González MEF – Dirección de  Director
 Presupuesto

Taller con Expertos

Parte 1

 Nombre Organismo-Área Cargo E-mail
Lic. Yolanda Aizpú DIGECA Subdirectora General yaizpu@digeca.gob.pa 

Ana Leida Yañez Ministerio de la Presidencia Ex Subdirectora de  analeida11@hotmail.com 
  Recursos Humanos 

 

Parte 2

 Nombre Organismo-Área Cargo E-mail
Alfredo Berrocal FENASEP Secretario General berro@cableonda.net 

Santiago Montero FENASEP Secretario Ejecutivo y  fenasep@sinfo.net
  encargado de Derechos 
  Humanos  

Carlos Ayala FENASEP Abogado ayalaabogado@hotmail.com

José Alba FENASEP Encargado de Formación  fenasep@sinfo.net
  Sindical 
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Sitios web consultados

Banco Mundial www.worldbank.org

Biografías y Vidas http://www.biografi asyvidas.com 

Contraloría General de la República http://www.contraloria.gob.pa/index.htm 

Defensoría del Pueblo http://www.defensoriadelpueblo.gob.pa/ 

Dirección General de Carrera Administrativa http://www.digeca.gob.pa/ 

Ministerio de Economía y Finanzas http://www.mef.gob.pa 

Página de la República de Panamá http://www.e-panama.gob.pa/

Sitio web del proyecto de investigación  http://iberoame.usal.es/legislativo/legislativos/ 
“El poder legislativo en América Latina, Instituto 
Interuniversitario de Estudios de Iberoamérica y 
Portugal, Universidad de Salamanca 

Abreviaturas

DIGECA Dirección General de Carrera Administrativa

DDI Dirección de Desarrollo Institucional

FENASEP Federación Nacional de Empleados Públicos

LCA Ley de Carrera Administrativa

MEF Ministerio de Economía y Finanzas

SGM Secretaría de Gestión de Metas

MPPE Ministerio de Planeación y Política Económica 
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I. RESUMEN EJECUTIVO

Principales conclusiones 

La concepción predominante en la gestión de 
recursos humanos ha sido una concepción tra-
dicional por la cual se la percibe como un área 
de apoyo y no tanto como un área clave para el 
logro de productos y resultados organizaciona-
les. Se aprecia una suerte de defensa de derechos 
“per se” por parte de los funcionarios públicos 
así como un sentimiento corporativo al respecto. 
Esta situación, sumada a los problemas de co-
rrupción y la restricción del gasto, ha generado 
en la ciudadanía una fuerte reacción en contra 
de los funcionarios públicos y por extensión a la 
función pública. 

En el discurso del nuevo gobierno se registra 
la intención de priorizar la lucha contra la co-
rrupción y la modernización de la AP, y se han 
realizado algunos avances en el sentido de imple-
mentar de manera efectiva la Ley de la Función 
Pública. El Diálogo sobre la nueva ley, impulsado 
por la Secretaría de la Función Pública a princi-
pios de 2004, va en este sentido. A pesar de estos 
esfuerzos recientes, persiste a cuatro años de su 
promulgación la coexistencia de la ley anterior, 
debido a la impugnación de algunas de las inno-
vaciones centrales que plantea la nueva ley. 

Esta situación crítica se refl eja en el valor de 
los índices, que, representan en promedio alre-

dedor de un 15% de la escala prevista, entre un 
valor mínimo de 9% para el índice de Consisten-
cia Estructural, y un máximo de 20% para los 
índices de Mérito y Capacidad Integradora. 

Contexto institucional

Paraguay está emergiendo de un prolongado pe-
ríodo de estancamiento económico que dejó a su 
población empobrecida. Con la elección del Pre-
sidente Duarte Frutos en agosto de 2003, basada 
en una plataforma de lucha contra la corrupción 
y mejor gestión económica, con énfasis en la res-
ponsabilidad social y fi scal, la situación política 
se estabilizó. La estrategia de la nueva Adminis-
tración, que representa una fracción del Partido 
Colorado distinta del presidente saliente, incluye 
como un eje central la confi anza en las institu-
ciones públicas a través de una lucha constante 
contra la corrupción y la modernización de la 
administración pública (BM, 2003). Las preocu-
paciones esenciales que se perciben en Paraguay 
giran en torno al fortalecimiento institucional, a 
la consolidación de la democracia y la gobernabi-
lidad, de la justicia y de los mecanismos que per-
mitan enfrentar la corrupción, así como también 
al défi cit fi scal. Se puede apreciar pues que el país 

CAPÍTULO 15

Síntesis del diagnóstico
Caso Paraguay1 

1 Autores: Mercedes Iacoviello y Laura Zuvanic.

Este trabajo se basa en la revision y actualizacion 
del diagnostico realizado por Beatriz Guinovart (2003).
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se encuentra en un momento donde lo esencial 
es solucionar condiciones previas que permitan 
abordar luego una transformación en el sistema 
de administración de recursos humanos.

En Paraguay, a pesar de la crítica situación 
macroeconómica, no se han implementado gran-
des reformas en los últimos años, y muchos pro-
yectos de estabilización quedaron detenidos en 
la etapa legislativa (Molinas y otros, 2004). La 
atención de los gobernantes se centró más en la 
defensa y mantenimiento de la democracia que 
en la introducción de reformas de carácter econó-
mico y de gestión. Los procesos de reforma más 
destacados se dieron entre 1989 y 1992: a) la Re-
forma Tributaria (Ley 125/91), que buscó lograr 
mayor efi ciencia y neutralidad, pero no ha podi-
do ser acompañada de una modernización en la 
administración tributaria, existiendo problemas 
importantes en términos de exenciones y evasión; 
b) la Reforma Financiera (Leyes 489/95, 861/95 
y 827/96) que ha permitido coadyuvar para el sa-
neamiento del sistema fi nanciero; c) la Privatiza-
ción de empresas públicas (Ley 126/91) a través 
del cual se declaran privatizables 4 de las 14 em-
presas públicas; d) la Reforma Administrativa del 
sector público, concentrada en las áreas de Edu-
cación, Salud, Hacienda y Justicia (Guinovart, 
2003). Cabe destacar además el establecimiento 
de la nueva Constitución en 1992, que reduce 
signifi cativamente los poderes formales del Poder 
Ejecutivo. A partir de 1993, se percibe una baja 
capacidad de modifi car políticas centrales. La co-
rrupción deslegitimó el proceso de elaboración de 
políticas públicas, generando mayor infl exibilidad 
aún en este proceso (Molinas y otros, 2004).

Antecedentes

Paraguay cuenta con una ley reciente que regula la 
Función Pública (LFP, Ley 1626, 27/12/00). Esta 
Ley representa avances importantes en relación 
con la norma anterior (Estatuto del Funcionario 
Público, Ley 200/70), pero también problemas 
de viabilidad derivados fundamentalmente de no 
considerar la autonomía de los distintos poderes 
del Estado, no integrar la posibilidad de distin-

tas carreras para los distintos poderes y establecer 
una carga horaria legal que excede las posibili-
dades presupuestales. La ley abarca al personal 
de planta de todos los organismos del Estado, in-
cluyendo niveles departamentales y municipales, 
y organismos de control. El personal contratado 
queda comprendido por el Código Civil, y el per-
sonal auxiliar por el Código de Trabajo. 

Buena parte de las disposiciones de la LFP 
fueron impugnadas por funcionarios en forma 
individual y por distintos organismos de la Admi-
nistración. La Corte Suprema de Justicia si bien 
no decretó su inconstitucionalidad, dispuso la sus-
pensión de los efectos de los artículos impugnados 
para los recurrentes. Los aspectos que fueron ob-
jeto de impugnación son los siguientes: a) concur-
so público de oposición como requisito de ingreso 
a la función pública, y nulidad de designaciones 
en contradicción con este principio, b) determi-
nación por reglamento interno homologado por 
SFP de la selección del personal auxiliar y contra-
tado, c) extensión a dos años del plazo para la es-
tabilidad defi nitiva, d) promociones por concurso 
de oposición, e) reglamentación de la carrera ad-
ministrativa por decreto del PEN a propuesta de 
SFP, f) la descentralización de la gestión de perso-
nal en las ofi cinas de RH de las entidades. 

Lo que más pesó en el confl icto fue la fi gu-
ra del derecho adquirido, ya que muchos de los 
cambios que introduce la ley modifi can benefi -
cios preexistentes, tal como el horario de trabajo 
que pasa de seis a ocho horas, y las vacaciones 
que pasan a tener la misma estructura que en 
el sector privado. Con respecto al sistema de in-
greso por concurso, los sindicatos no objetan el 
mecanismo de ingreso sino la falta de garantías 
para que no se manipulen las decisiones de in-
greso (Entrevista Talavera, 2004).

Cambios desde la fecha del diagnóstico 
(agosto 2003) 

La modernización de la AP se incluye como pri-
mer eje programático para el gobierno en los in-
formes de gestión ofi ciales. El nuevo gobierno se 
propone implementar la administración pública 
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por objetivos, con procesos periódicos de evalua-
ción del cumplimiento de las metas previstas. En 
orden a este cometido, se han comenzado acciones 
de reestructuración y adecuación de funciones, 
estrategias de optimización y calidad en la provi-
sión de servicios, sistematización de información 
necesaria para mejorar las funciones instituciona-
les. La Unión Europea asignó un monto de seis 
millones de euros para asistir en la modernización 
del Estado en Paraguay, y está en elaboración el 
respectivo proyecto, dentro del Programa de In-
versiones 727 OC (Entrevista Talavera, 2004).

En el marco de la Comisión Interinstitucional 
de Racionalización y del Proyecto de Fortaleci-
miento Institucional de la Función Pública, ac-
tualmente en ejecución, se vienen desarrollando 
actividades para la implementación de la Ley de 
la Función Pública y la carrera de servicio civil. 
Un equipo de profesionales abogados laborales 
con especialización en Derecho Administrativo 
impulsan el “Diálogo sobre la Ley 1626/00” con 
alta participación de los tres poderes del Estado, 
Sindicatos y Ciudadanía, a fi n de obtener una 
propuesta consensuada sobre los ajustes de la ley 
con los actores y sectores que intervienen en su 
aplicación (PEN, 2004). A septiembre 2004 se 
completaron las seis mesas de diálogo con sin-
dicalistas, organizaciones de la sociedad civil, 
parlamentarios, académicos, y los directores de 
recursos humanos y asesores jurídicos de las ins-
tituciones de la Administración. A partir de lo 
conversado, el equipo de la SFP está trabajando 
en el nuevo proyecto de ley. 

En paralelo con este proceso, a partir de 
agosto de 2004 la Corte Suprema comenzó a 
resolver las impugnaciones pendientes, expidién-
dose por el rechazo de las mismas salvo en casos 
especiales como los reclamos por la autonomía 
universitaria. 

Análisis de los Subsistemas2

Planificación de RRHH

Existencia e integridad del sistema (1)
La formulación de una política de recursos hu-
manos y la organización de un registro de la 

función pública están prescriptas en la LFP (cap. 
XIV art.96, inc. a y b). Existe como mecanismo 
de planifi cación el proceso presupuestario, pero 
tiene serias limitaciones como herramienta de 
planifi cación de recursos humanos. Parte de las 
causas de la inaplicabilidad de este subsistema en 
el Presupuesto, está vinculado con los problemas 
de la información de base. El hecho de no dis-
poner de información confi able y completa so-
bre el número de funcionarios públicos, sobre la 
descripción de cargos, y de no contar con legajos 
personales completos comprometen la viabilidad 
del proceso de planifi cación. 

Coherencia estratégica (2–3)
Antes de la asunción del nuevo gobierno, se en-
contraba en etapa de estudio un Proyecto de Ley 
de “Organización de la Administración Central 
del Estado” cuyo objetivo era “perfeccionar el uso 
de los recursos públicos, incrementar las capaci-
dades para la acción estatal, mejorar la calidad de 
la gestión pública y producir resultados e impac-
tos colectivamente compartidos y socialmente va-
lorados” (Mensaje del Proyecto de Ley enviado al 
Congreso Nacional, citado por Guinovart, 2003). 
Se destaca que la estructura actual del Estado pre-
senta problemas como ser grado de segmentación, 
superposición de funciones, sobredimensiona-
miento, rigideces para efectuar reestructuracio-
nes. Se propone simplifi car la organización del 
PEN y jerarquizar el rol de los Ministerios como 
conductores sectoriales. El proyecto de ley no se 
volvió a impulsar desde la asunción del nuevo go-
bierno, pero desde la SFP se declara la intención 
de avanzar con el tema posiblemente durante 
2005 (Talavera, comunicación personal).

Información de base (4)
Existe un sistema de información en proceso de 
implantación, el SINARH (Sistema Nacional 

2 El análisis de los subsistemas sigue los 93 puntos crí-
ticos establecidos en la metodología, los cuales se listan 
con su correspondiente valoración en el Anexo 1. Para 
cada apartado se indican entre paréntesis los puntos 
críticos asociados.
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de Administración de RH), que forma parte del 
SIAP (Sistema de Información de Administración 
Financiera). Implica la implantación de un siste-
ma de información sobre funcionarios públicos y 
clasifi cación de cargos según niveles, cada uno de 
los cuales se desglosaría en un conjunto de cargos 
específi cos. Incluye módulos de legajos, liquida-
ción, fojas de servicio y pago por bancos. A julio 
de 2001 había 146.113 funcionarios ingresados al 
SINARH. Una vez implantado permitirá el con-
trol fi nanciero desde el Ministerio de Hacienda, 
contar con un legajo único por empleado, y reali-
zar procedimientos de liquidación estandarizados. 
Para que esto suceda debe resolverse la vigencia de 
la normativa, y la revisión de la estructura de cate-
gorías y asignaciones presupuestarias actualmente 
muy complejas, ya que existen aproximadamen-
te 2000 categorías presupuestarias (Guinovart, 
2003). A septiembre 2004 sigue en curso la com-
pra del hardware necesario para implementar el 
sistema. En el Tercer Informe de Gestión de Go-
bierno de Julio del 2004 (IGG, 2004), se menciona 
que la SFP está realizando la “Evaluación del SI-
NARH”, y que se realizaron avances para generar 
la plataforma tecnológica adecuada para proveer 
informaciones estadísticas y de consultas sobre 
los servicios públicos. Se elaboró un diseño orga-
nizacional y metodológico para la ejecución del 
Censo Integral de Funcionarios Públicos- (CIFP) 
Activos. A partir de allí se proyecta ejecutar tareas 
de codifi cación y grabación de datos en una Base 
de Datos y elaborar informes estadísticos (IGG, 
2004). Los primeros resultados del CIFP revelan 
que fueron censados 119.011 funcionarios en 
el PEN. Los ministerios con mayor cantidad de 
funcionarios censados son Educación y Cultura, 
Salud Pública y Bienestar Social, Interior y De-
fensa (PEN, 2004). Según el CIFP, el 85% de los 
cargos en el Estado es permanente, mientras que 
12% corresponde a la categoría de contratados y 
3% no especifi có el carácter en que se encuentra 
trabajando. Se prepara un diseño similar para la 
ejecución del Censo de Jubilados y Pensionados-
Pasivos, siguiendo posteriormente el mismo pro-
ceso, y se prevé su implementación a partir de 
agosto de 2004 (IGG, 2004). 

Efi cacia (5–9) y Administración (10–11)
Los datos del CIFP todavía están siendo procesa-
dos, por lo que no se cuenta todavía con informa-
ción básica sobre el personal. Además, la escasez 
de fondos para poder pagar la desvinculación de 
los jubilables y los retiros incentivados, y la no 
vigencia de la LFP en relación con la desvincu-
lación de personal prescindible no hacen posible 
una correcta distribución de los RH. Subsisten 
situaciones de défi cit y de exceso de personal. Se 
ha registrado un aumento signifi cativo del total de 
puestos de trabajo hasta el año 2000 (crece más 
de un 30% en la década, con fuerte peso de la in-
corporación de docentes), y un incremento en el 
peso de las remuneraciones en la estructura del 
gasto. Los gastos en servicios personales han ido 
creciendo como proporción del PBI (de 4.4 % en 
1991 a 8.9% en el 2000) y ha aumentado el peso 
de las remuneraciones en la estructura del gasto. 
A partir de 2000 la tendencia se revierte, prin-
cipalmente por la reducción de personal afecta-
do al Ministerio del Interior y Defensa Nacional 
(se registró un descenso del 50%) que compensa 
el aumento de personal docente. La rigidez de 
los gastos en servicios personales se explica por 
el sistema de ingreso y el estímulo a la perma-
nencia asociado al sistema de retiro (Guinovart, 
2003) Hubo proyectos de reducir drásticamente 
el empleo público en el año 2000, a partir de un 
informe del Banco Central que recomendaba la 
desvinculación de 10.000 empleados, pero que 
no se concretaron por el alto nivel de desempleo 
(16%) en el mercado laboral (Molinas y otros, 
2004). En cuanto al nivel de tecnifi cación, según 
el CIFP dos tercios del personal estatal cuentan 
con formación superior y universitaria, el 24% 
de los trabajadores del Estado tiene educación 
secundaria, y 8% educación primaria. 

Organización del Trabajo

Existencia e integridad del sistema 
(12), Calidad técnica y fl exibilidad del 
diseño de puestos (13–17)
No existe un sistema escalafonario que regule 
el desplazamiento organizado de las personas. 
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La falta de una clasifi cación formal de puestos 
podría ser interpretado a primera vista como de 
fl exibilidad pero que en realidad responde a la 
falta de un marco administrativo organizado. 
Con la nueva gestión se ha mostrado interés en 
resolver esta falencia, mediante la elaboración 
de una guía de clasifi cación de cargos de la ad-
ministración pública, en forma conjunta entre la 
SFP y el Ministerio de Hacienda, que constituye 
una propuesta de descripción de 19 cargos tipo y 
perfi les profesionales de referencia para la APN 
(PEN, 2004). Otro indicio del interés en el tema 
es que, en el marco del programa de fortaleci-
miento de las Direcciones de RH, se formaron 
30 analistas de puestos, quienes ya comenzaron 
la tarea de descripción de puestos que serviría 
de base para elaborar un manual de cargos (atri-
bución del cargo y perfi l psico-laboral) (IGG, 
2004). 

Calidad de la defi nición de perfi les 
(18–21) y administración (22–23)
El sistema de descripción de cargos es extenso y 
complejo y con muchas categorías presupuesta-
rias. Todos los entrevistados han mencionado al 
SINARH como un instrumento que ha contri-
buido a ordenar y organizar el trabajo. Existen 
esfuerzos aislados en determinados sectores de 
la AP (especialmente las áreas técnicas del Mi-
nisterio de Hacienda) de organizar el trabajo 
contando con información básica para conocer 
la situación real en términos de cantidad de em-
pleados, lugar de prestación, cantidad de cargos 
ocupados, formación, descripción de puestos y 
salarios. 

Gestión del Empleo

Igualdad y mérito en el acceso (24–27)
La LFP (art. 15) establece como requisito para 
el ingreso a la función pública el concurso pú-
blico de oposición, cuyo reglamento será prepa-
rado por SFP y aprobado por decreto del PEN, 
y establece además que todo acto jurídico por 
el que se dispuso el ingreso a la función pública 
en transgresión a la ley o sus reglamentos será 

nulo, cualquiera sea el tiempo transcurrido. Es-
tas disposiciones están impugnadas, y para los 
recurrentes, rige la Ley 200/70, que incluye un 
requisito general de “idoneidad para el cargo” 
sin especifi car el mecanismo para evaluarla. Bajo 
la ley anterior se daban casos de incorporaciones 
de menores de edad, habiendo existido casos de 
cargos de ordenanzas ocupados por niños de 9 a 
12 años. La percepción general y casi unánime 
es que no se usan de manera adecuada criterios 
objetivos que midan la idoneidad, capacidad y 
formación de las personas para su incorporación 
a la Administración Pública, persistiendo prácti-
cas clientelísticas. Se señala como excepción a los 
maestros en tanto la Ley de Educación obliga a 
su selección por oposición (Ley Nº 1725/01, art. 
13, inc. 2). En el caso de cargos técnicos existe 
un cuidado mayor en cuanto al cumplimiento de 
los requerimientos formales que hacen al nivel 
de formación y experiencia, pero no se utilizan 
mecanismos profesionales para la selección. La 
LFP (arts. 14 y 15) establece que la forma de 
selección y admisión del personal del servicio 
auxiliar y del personal contratado se determi-
nará por reglamento interno, el que se aplicará 
luego que hubiera sido homologado por la SFP, 
pero la disposición ha sido impugnada. No se re-
gistran problemas graves de discriminación por 
etnia o religión, pero hay baja representación de 
mujeres en los cargos medios y gerenciales, y no 
hay medidas concretas orientadas a revertir esta 
situación.

Calidad del reclutamiento y de la 
selección (28–32)
La LFP (art. 18) extiende de 4 meses a 6 meses el 
período durante el cual el nombramiento de los 
funcionarios tiene carácter provisorio, conside-
rándose éste como un plazo de prueba. Además, 
incorpora el concepto de estabilidad provisoria 
(art. 19), la que se adquiere cumplido el período 
de prueba (6 meses), hasta que transcurran dos 
años ininterrumpidos de servicio en la función 
pública, cuando el funcionario adquirirá estabili-
dad defi nitiva (art. 20), siempre que se aprueben 
las dos evaluaciones contempladas en el regla-
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mento interno del organismo o la entidad del 
Estado en que se encuentre prestando servicio. 
Esta disposición está impugnada. De acuerdo a 
la Ley Nº 200/70 el nombramiento tenía “ipso 
facto” carácter defi nitivo, una vez que el funcio-
nario hubiere pasado satisfactoriamente los cua-
tro meses de período de prueba. Desde la SFP se 
espera que a partir del manual de cargos tipo y 
la sensibilización sobre su aplicación, se pueda 
pasar a experiencias piloto de concursos de opo-
sición y antecedentes en 2005. 

Calidad de la recepción (33–34)
La inducción al nuevo puesto no está institucio-
nalizada. Tampoco existen manuales, textos, fo-
lletos o materiales de orientación. 

Movilidad (35)
La LFP (art. 37) establece que el funcionario pú-
blico podrá ser trasladado por razones de servi-
cio, por disposición de autoridad competente y 
aplicarse de un cargo a otro de igual o similar ca-
tegoría y remuneración. Estos traslados respon-
den más a acuerdos políticos o personales que a 
necesidades organizacionales. 

Ausentismo (36)
No se dispone de indicadores que permitan me-
dir el ausentismo. De las entrevistas realizadas, 
se menciona la existencia de casos de emplea-
dos que concurren solo a cobrar, pero señalan 
que no es un problema generalizado (Guinovart, 
2003).

Disciplina (37)
Los procedimientos disciplinarios constituyen 
una importante preocupación. En efecto, de las 
entrevistas realizadas se deduce que solucionar 
el tema de la corrupción y de la racionalización 
del proceso de sumarios administrativos es una 
prioridad. De acuerdo a la LFP (art. 64), los fun-
cionarios públicos incurrirán en responsabilidad 
administrativa por incumplimiento de sus debe-
res u obligaciones o por infringir las prohibicio-
nes establecidas en la ley de la Función Pública y 
las leyes análogas, haciéndose pasibles de las san-

ciones disciplinarias. También establece normas 
vinculadas al sumario administrativo (art. 73 a 
85). Está pendiente la reglamentación de estas 
disposiciones. 

Desvinculación (38–41)
Los despidos son excepcionales, en casos de pro-
bada mala conducta. En la LFP se prevén cau-
sales de desvinculación asociadas a evaluaciones 
técnicas del personal. Ello constituye un avance 
en la administración de la desvinculación una 
vez que se logre su implementación. Desde la 
SFP se propone la implementación de un pro-
grama de retiro voluntario para 2005 (Talavera, 
entrevista)

Gestión del Rendimiento 

Planifi cación y seguimiento del 
rendimiento (42–45) y Evaluación 
(46–48)
No existe la carrera administrativa ni la eva-
luación sistemática del rendimiento. La LFP 
menciona las “evaluaciones contempladas en el 
reglamento interno de cada organismo” como 
un requisito para adquirir la estabilidad defi niti-
va (art. 20), y que los funcionarios que resultaran 
reprobados en dos exámenes consecutivos serán 
desvinculados (art. 21). También dispone que las 
promociones sólo se realizarán previo concurso 
de oposición en razón de las califi caciones ob-
tenidas y los méritos, aptitudes y notoria hono-
rabilidad, comprobados mediante evaluaciones 
periódicas realizadas con la frecuencia que esta-
blezca la SFP (art. 35). Estas disposiciones son de 
carácter muy general, la Ley no establece clara-
mente un sistema de evaluación de desempeño ar-
ticulado con la carrera administrativa, y además 
están pendientes de reglamentación debido a la 
impugnación vigente. Sobre esta falta de instala-
ción del tema en la norma, se suma la incidencia 
de pautas culturales muy fuertes que debilitan la 
comunicación entre las partes involucradas en el 
proceso de evaluación. En los casos donde este 
problema tiende a revertirse es a nivel de técnicos 
en donde, por su nivel de formación, parece con-
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siderarse con mayor énfasis la necesidad de fi jar 
estándares y comunicarlos al personal. 

Administración (49)
Depende más de las características del directi-
vo que de pautas generales y homogéneas. Se-
gún los entrevistados existen esfuerzos aislados 
dentro de las propias ofi cinas dependiendo de 
quienes estén en las jefaturas y de qué tan par-
ticipativo sea su estilo de mando. Así, el riesgo 
de la discrecionalidad es signifi cativo al no existir 
estándares de desempeño para los funcionarios y 
al no realizarse una transmisión sistemática de lo 
que se espera de ellos. 

Gestión de la Compensación 

Existencia de una estrategia salarial (50)
Se encuentra seriamente limitada por políticas 
de retribución que responden a prácticas iner-
ciales y a problemas de caja y défi cit fi scal. 

Equidad interna y externa (51–57)
No hay información confi able que permita medir 
la equidad interna del sistema de compensacio-
nes, se prevé trabajar con apoyo del BM duran-
te el año próximo para lograr medidas válidas 
y trabajar en recomponer las divergencias. Con 
respecto a la equidad externa, los trabajadores 
del sector público perciben ingresos superiores 
que los del sector privado, acumulando más años 
de estudio en promedio. No obstante lo anterior, 
estudios realizados señalan que los retornos edu-
cacionales del sector privado son ligeramente 
superiores (14.5% vs. 13.8%; González, 2002, 
citado por Guinovart, 2003). El premio salarial 
de trabajar en el sector público es del 17% en Pa-
raguay, mientras que el promedio para LAyC es 
del 4% (Panizza, 1999, citado en Molina y otros, 
2004). La percepción general es que, para aque-
llos perfi les de muy alta califi cación en el sector 
público se pueden presentar problemas de reten-
ción vinculados al aspecto salarial pero también 
al aspecto del desarrollo profesional. El control 
de remuneraciones de funcionarios públicos rea-
lizado durante 2003, permitió la detección de 

1.650 personas con más de un salario (Guino-
vart, 2003).

Efi ciencia (58)
No existen mecanismos de retribución que esti-
mulen el esfuerzo, el rendimiento individual o de 
grupo y el desarrollo de competencias. Para los 
cargos de mayor califi cación, las posibilidades 
que ha brindado el Estado para realizar cursos 
en el exterior se visualizan como una inversión 
que no necesariamente tiene un retorno en la 
propia función pública ya que el sector privado 
se constituye en una posibilidad laboral de ma-
yor motivación. 

Administración (59–61)
El hecho de que las compensaciones estén conge-
ladas como consecuencia de los problemas fi sca-
les, aunado a las defi ciencias en la información, 
provocan limitaciones en el uso del subsistema 
para la gestión de los recursos humanos.

Otras compensaciones (62–64)
El sector público presenta factores extra-sala-
riales que lo hacen atractivo: a) seguridad en 
términos de salario fi jo, estabilidad, benefi cios, 
seguro médico y jubilación; b) horario especial 
de trabajo para que los empleados completen 
sus estudios secundarios, teniendo el Estado un 
rol importante en la absorción de población me-
nor de 18 años; c) oportunidades brindadas a 
los trabajadores con estudios universitarios para 
la realización de postgrados lo que implica una 
interesante externalidad; d) mayor calidad de 
vida relativa en términos de menor cantidad de 
horas de trabajo semanales, mayor acceso a co-
bertura médica, mejor remuneración promedio 
relativa. (Carossini, 1998, citado por Guinovart, 
2003). La fl exibilidad horaria presentada por la 
función pública y la disponibilidad de un ingreso 
seguro, a pesar del atraso salarial de los últimos 
años, hace que los funcionarios tengan mayores 
posibilidades de acceder a mayores niveles de 
educación.

El régimen de pensiones está teniendo pro-
blemas de solvencia importantes y es visualizado, 
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junto con el gasto en remuneraciones, como un 
problema para el fi sco. Recientemente se inició 
el proceso de modernización en la Dirección 
de Jubilaciones del Ministerio de Hacienda me-
diante la digitalización y depuración de la foja de 
servicios de los benefi ciarios. Como resultado, se 
han excluido a 2.161 benefi ciarios, lo que repre-
senta un ahorro de 15.700 millones de guaraníes 
proyectado para todo el año 2004 (PEN, 2004).

Gestión del Desarrollo 

Efi cacia del sistema de promoción y 
calidad del diseño de carrera (65–70)
La LFP (art. 15) establece que el PEN, a pro-
puesta de la SFP reglamentará por decreto los 
concursos públicos de oposición por los cuales 
se produce el ingreso y promoción en la función 
pública, pero esta disposición está impugnada, 
por lo que no existe una carrera administrativa 
establecida. Con la nueva gestión, la SFP co-
menzó el diseño de un Programa de Desarrollo 
de Carrera del Servicio Civil, en el marco del 
cual se elaboró una propuesta de descripción de 
puestos, como primer paso para avanzar en el 
diseño del sistema (PEN, 2004). 

Calidad de la formación y gestión de la 
formación (71–76)
La calidad y gestión de la formación se ven limi-
tados por la ausencia de un sistema que regule 
las necesidades de capacitación en función de 
las necesidades organizacionales. Las activida-
des de capacitación son puntuales y dirigidas a 
pequeños grupos, utilizándose como premio o 
reconocimiento, más que para cubrir necesida-
des identifi cadas. No obstante, el conocimiento y 
la formación es reconocida en todos los ámbitos 
de la AP. En algunos casos, se acompaña con un 
reconocimiento monetario (Ej: el Ministerio de 
Hacienda paga durante dos años un incentivo a 
quienes estudian y obtienen su título).

Gestión de la formación (74–76)
La LFP (art. 96e) establece como una de las fun-
ciones de la SFP la detección de necesidades de 

capacitación del funcionario público y el estable-
cimiento de planes y programas de capacitación, 
pero no se ha avanzado en su implementación. 
Durante 2003 se ha dado inicio al programa de 
formación en gestión de talentos y cambio or-
ganizacional de instituciones públicas, mediante 
convenio fi rmado entre el Ministerio de Hacien-
da y la JICA (PEN, 2004).

Gestión de las Relaciones Humanas y Sociales 

Gestión del clima (77–78)
No se visualizan prácticas sistematizadas. Los 
funcionarios no se sienten reconocidos por la 
ciudadanía. Como un intento de cambio en las 
pautas culturales se lograron acuerdos entre la 
Secretaría de la Función Pública y organizacio-
nes de la Sociedad Civil tales como la Red de 
Contralorías Ciudadanas y el Consejo Impul-
sor del Sistema Nacional de Integridad (CISNI) 
con el objeto de proseguir una ronda de diálogo 
sobre aspectos que atañen a la percepción de la 
ciudadanía sobre los funcionarios públicos (PEN, 
2004).

Efi cacia de la comunicación (79–81)
Impera un sistema rígido de jerarquías que di-
fi culta la participación activa de las personas en 
el diseño, renovación y agregación de valor a las 
actividades realizadas. No se perciben canales 
delineados y establecidos para una comunica-
ción fl uida de la información. Se citan casos de 
Ministerios que anuncian medidas y dictan reso-
luciones que afectan a otros Ministerios y depen-
dencias, sin informar con anterioridad y por los 
canales adecuados a los involucrados. El com-
promiso y la participación se viven más como 
acatamiento de las órdenes dadas y de fi delidad 
al directivo, que a los aportes que puedan hacer-
se para mejorar los procesos de trabajo. 

Equilibrio y calidad de las relaciones 
laborales (82–85)
No se aprecia que la búsqueda de la concerta-
ción sea lo predominante. Se visualiza que existe 
un sentimiento de derechos adquiridos por parte 
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del funcionario público, y una percepción de fal-
ta de autoridad por parte de algunos directivos 
(Guinovart, 2003). En relación a los derechos 
colectivos, la LFP (art. 51) establece que “la ne-
gociación colectiva de contratos de trabajo se 
regirá por la ley especial que regule la materia, 
debiendo siempre considerarse el interés general 
implícito en el servicio público”. Un avance en 
este sentido es la instalación de Mesas de Diá-
logo entre la Confederación Nacional de Fun-
cionarios y Empleados Estatales (CONDEE) así 
como con los gremios de empleados públicos del 
sector médico (PEN, 2004).

Gestión del confl icto laboral (86–88)
Es de destacar que, de las entrevistas realizadas, 
no surge que la gestión de las relaciones humanas 
y sociales sea un aspecto prioritario. En general, 
las prioridades se ubican en torno la necesidad 
de una carrera administrativa, racionalización de 
cargos y estructura salarial. (Guinovart, 2003)

Gestión de las políticas sociales (88–89)
La LFP (art. 49d) establece para los funcionarios 
públicos los descansos establecidos en el Código 
del Trabajo (vacaciones, la protección a la fun-
cionaria por gravidez y en período de lactancia, 
el matrimonio, la paternidad y el fallecimiento de 
hijos, cónyuge o padres). De acuerdo al Código 
corresponden: a) para trabajadores de hasta cin-
co años de antigüedad, doce días hábiles corri-
dos; b) para trabajadores con más de cinco años 
y hasta diez años de antigüedad, dieciocho días 
hábiles corridos; y, c) Para trabajadores con más 
de diez años de antigüedad, treinta días hábiles 
corridos. De acuerdo a la información propor-
cionada por las fuentes consultadas, en realidad 
se utiliza la Ley Nº 200/70 que dispone que el 
funcionario que tuviera al menos un año de an-
tigüedad tiene derecho a un mes de vacaciones 
con goce de sueldo, anualmente (Guinovart, 
2003). En cuanto a la protección a la funcionaria 
en estado de gravidez y en período de lactancia, 
el Código establece que toda trabajadora tendrá 
derecho a suspender su trabajo siempre que pre-
sente un certifi cado médico expedido o visado 

por el Instituto de Previsión Social, o el Ministe-
rio de Salud Pública. 

Organización de la Función de RH 

La Secretaría de la Función Pública de la Pre-
sidencia (SFP) es un organismo de rango minis-
terial creado por la LFP (art. 93). Reemplaza a 
la Dirección General del Personal Público de la 
Presidencia, que había sido creada por la Ley 
200/70 y puesta en funcionamiento en 1989 con 
la designación de su primer Director. La SFP 
contaba con 14 personas a mediados de 2003. 
De acuerdo con lo establecido en la Ley de PGN 
2003, la Secretaría de la Función Pública será do-
tada con personal administrativo excedente de la 
Secretaría Nacional de la Reforma, dependiente 
del Consejo de Ministros (Guinovart, 2003).

El criterio de funcionamiento que expresa la 
LFP es de centralización normativa y descentra-
lización operativa. Se establece que las ofi cinas 
de RH de los organismos serán las unidades ope-
rativas descentralizadas, pero esta disposición 
también fue impugnada. Un avance en el sentido 
de la descentralización es el programa de Forta-
lecimiento de las Direcciones de Recursos Hu-
manos del Sector Público encarado por la SFP. 
Se conformó una Red de Organizaciones de RH 
que nuclea a las unidades de RH de la APN con 
desarrollo de reuniones de trabajo conformando 
mesas de diálogo y concertación sobre temas crí-
ticos para la gestión (IGG, 2004).

La SFP presentó a comienzos de 2003 un 
Programa Operativo Anual para el año 2003 
(SFP, Memoria 2002–2003) en el cual se pro-
pone trabajar sobre los siguientes objetivos a) 
reestructuración del sector público y estableci-
miento de planes y programas d) reingeniería de 
normas, procesos y trámites administrativos, e) 
elaboración del reglamento general de selección, 
admisión, califi cación, evaluación y promoción 
del personal público, siguiendo los lineamientos 
de la LFP, f) detección de necesidades de capaci-
tación, g) mejoramiento de los sistemas de infor-
mación y soportes computacionales para superar 
el rezago tecnológico en esta materia, h) trans-
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parencia, participación y control ciudadano de 
la gestión pública (SIARE, CLAD). Parte de los 
fondos del Proyecto de Apoyo a la Moderniza-
ción Institucional del Paraguay, en el marco del 

convenio con la Comunidad Europea se dedi-
carán a desarrollar estas actividades durante los 
próximos tres años.

[–]

SUBSISTEMAS DE LA GESTIÓN DE RECURSOS HUMANOS

ESTRATEGIA

Organización
del trabajo

Gestión del
empleo

Gestión del
rendimiento

Gestión de la
compensación

Diseño de puestos
Definición de

perfiles

Incorporación
Movilidad

Desvinculación

Planificación
Evaluación

Planificación [–]

Gestión del
desarrollo

Gestión de las relaciones humanas y sociales

Clima laboral Relaciones laborales Políticas sociales

[–] [–] [–]

[–]

[–]

Retribución monetaria
y no monetaria

Promoción y carrera
Aprendizaje

individual y colectivo

Valoración simbólica de los subsistemas de recursos humanos
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II. INDICADORES 

A) Indicadores Cuantitativos
(En dólares)3

1. Tasa de designaciones políticas

I. Cargos que prevén designación política en la  320 Cargos administrativos del nivel A (64) + artículo 9 Ley 
Administración Central  1.626 y que fueran identifi cados por el tercer dígito de la 
  categoría presupuestaria (256)

II. Total de cargos administrativos de la  38.350 Civiles excluidos docentes, personal de blanco, 
Administración Central   diplomáticos, magistrados judiciales y síndicos)

I / II 0.83%

Peso fi scal del empleo público
2. Nómina salarial del gobierno central / Producto Bruto Interno

I. Nomina salarial de la Administración Central (millones) 451,75 2002
  Fuente: Servicios personales-Gastos Obligados del 
  Gobierno central según clasifi cación económica-Ministerio 
  de Hacienda-Dirección de Política Fiscal.

II. Producto Bruto Interno (A precios mercado  5.029,32 2002
en millones.)  Fuente: Informe Cuentas Nacionales – Banco Central del 
  Paraguay. 

I / II 8.98%

Incentivos del Servicio Civil
3. Compresión vertical de los salarios

I. Asignación mensual de la máxima categoría  534,91 2003 
(Director General – B17)  Fuente: Diagnóstico Institucional de Sistema de Servicio 
  Civil: El Caso De Paraguay (Elaborado a partir de tabla de 
  categorías y asignaciones. PGN 2003) –Beatriz Guinovart 
  – pág. 48.

II. Asignación mensual del categoría mínima  121,42 2003
(Auxiliar de Servicios Generales – H41)  Fuente: Diagnóstico Institucional de Sistema de Servicio 
  Civil: El Caso De Paraguay (Elaborado a partir de tabla de 
  categorías y asignaciones. PGN 2003) – Beatriz Guinovart 
  – pág. 48.

I / II 4.14

 

3 Tipo de Cambio Promedio: 2003 Gs 6424 por cada US$. 2002 Gs 5715 por cada US$. Fuente: www.gastosocial.
org.py (UNICEF Paraguay) – Estadística en base a Banco Central de Paraguay.
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Incentivos del Servicio Civil
4. Sueldo gubernamental promedio del gobierno central / PIB per cápita

I. Sueldo promedio Administración Central  206,99 Fuente: Diagnóstico Institucional de Sistema de Servicio
y Entidades Educativas  Civil: El Caso De Paraguay (Elaborado a partir de Encuesta 
  permanente de Hogares) – Beatriz Guinovart – página 41

II. PBI per cápita (mensualizado: 908,74/ 12) 75,72 2002
  Fuente: Informe Cuentas Nacionales – Banco Central del 
  Paraguay.

I / II 2.73

Incentivos del Servicio Civil
5. Sueldo gubernamental promedio del gobierno central / sueldo promedio del sector privado

I. Sueldo promedio Administración Central  206,99 Fuente: Diagnóstico Institucional de Sistema de Servicio 
y Entidades Educativas  Civil: El Caso De Paraguay (Elaborado a partir de Encuesta  
  permanente de Hogares) – Beatriz Guinovart – página 41.

II. Sueldo promedio del sector privado 178,82 Fuente: Diagnóstico Institucional de Sistema de Servicio 
  Civil: El Caso De Paraguay (Elaborado a partir de Encuesta 
  permanente de Hogares) – Beatriz Guinovart – página 41.

I / II 1.16

Dotación de Servicio Civil
6. Número total de empleados públicos en el gobierno central / población total

I. Número total de empleados públicos –  152.968 2003 – Fuente: Diagnóstico Institucional de Sistema de 
Administración Central  Servicio Civil: El Caso De Paraguay (Elaborado a partir de 
  datos SINARH) – Beatriz Guinovart – página 42.

II. Población Total 5.670.238 2003. 
  Dirección general de estadísticas, encuestas y censos.

I / II 2.7% 

  
7. Gasto público total del gobierno central (excluye pensiones y servicio de la deuda) / Número total de empleados 

públicos del gobierno central

I. Gasto público total de la Administración  931,63 2003
Central (en millones)  Situación Financiera Ejercicio Fiscal 23003 – Ministerio de 
  Hacienda – Subsecretaría de estado de Economía e 
  Integración.

I. Número total de empleados públicos – 152.968 2003
Administración Central  Fuente: Diagnóstico Institucional de Sistema de Servicio 
  Civil: El Caso De Paraguay (Elaborado a partir de datos 
  SINARH) – Beatriz Guinovart – página 42.

I / II (en dólares) 6.090,35
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Los índices representan en promedio alrede-
dor de un 15% de la escala prevista, entre un 
valor mínimo de 9% para el índice de Consis-
tencia Estructural, y un máximo de 20% para 
los índices de Mérito y Capacidad Integradora. 
La crítica situación normativa, con una nueva 
ley de Función Pública casi paralizada por las 
sucesivas impugnaciones, compromete al siste-
ma de gestión de recursos humanos en general. 
Hay algunos indicios de que el tema de revertir 
esta situación es relevante para la nueva gestión 
de gobierno, a través de los intentos de imple-
mentación de la gestión por objetivos, y de las 
iniciativas de la SFP de generar acuerdos sobre 
la nueva ley, así como también información de 
base y documentos metodológicos que sirvan 
para instalar la idea de una modernización de la 
gestión de los RH. 

Efi ciencia
Refl eja la ausencia de un sistema de información 
confi able, existencia simultánea de excedentes y 
défi cits de personal, costo de las plantillas públi-
cas y de las pensiones visualizado como excesivo, 
y ausencia de programas de capacitación siste-
matizados. 

Mérito
Refl eja la aplicación en casos aislados de criterios 
de mérito para el acceso a los cargos públicos, 
y la percepción de excesiva politización para el 
acceso y la promoción. En términos relativos se 
destaca positivamente la baja incidencia de dis-
criminación por sexo y etnia. El ítem con más 
baja califi cación tiene que ver con la existencia 
de procedimientos y garantías para evitar la ar-
bitrariedad en el proceso de incorporación.

Tabla de índices
    Valor 
 Valor Índices Porcentaje  subíndices Porcentaje 
Índice (escala 0 a 20) de la escala               Subíndice (escala 0 a 10) de la escala

(E) Efi ciencia 3.17 16%    

(M) Mérito 4.00 20%
    

(CE) Consistencia  1.80 9%
estructural    

   (CES) Coherencia estratégica 0.71 7%

   (CD) Consistencia directiva 0.86 9%

   (CP) Consistencia procesos 1.17 12%
    

(CF) Capacidad  2.47 12%
funcional    

   (COM) Competencia 1.63 16%

   (EI) Efi cacia incentivadora 0.92 9%

   (FL) Flexibilidad 1.09 11%

(CI) Capacidad  3.76 19%
integradora

B) Índices para la evaluación de los sistemas de servicio civil 
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Consistencia Estructural
Subíndice Coherencia Estratégica. Este subíndice resul-
ta con la menor valoración para el caso paragua-
yo. Es muy débil la integración de las funciones 
de recursos humanos entre sí, y con la estrategia 
de la organización. La ausencia de información 
de base para la toma de decisiones es central 
para explicar esta debilidad. 

Subíndice Consistencia Directiva. Las áreas de per-
sonal no están jerarquizadas ni preparadas para 
asumir la efectiva gestión de los recursos huma-
nos. Además, la visualización de la SFP como or-
ganismo rector y regulador en materia de gestión 
de recursos humanos es escasa. 

Subíndice Consistencia de los Procesos. Presenta una 
valoración algo mayor que los otros dos subín-
dices. Refl eja las limitaciones de los subsistemas 
de planifi cación y organización del trabajo, y la 
falta de criterios consistentes para las decisiones 
sobre remuneraciones, avance en la carrera y ca-
pacitación del personal.

Capacidad Funcional
Subíndice Competencia. Limitaciones de los subsis-
temas de organización del trabajo, gestión del 
empleo, gestión del rendimiento y de las remu-
neraciones para reclutar, retener e incentivar al 
personal de acuerdo a sus capacidades y contri-
buciones a la organización. En términos relativos 
reciben mejor puntuación los ítems relaciona-
dos con la gestión del empleo, por la aplicación 
de criterios de mérito en algunas organizaciones 
aisladas, especialmente en los cargos técnicos, y 
la parcial tecnifi cación de las plantillas públicas. 
Reciben las menores puntuaciones los ítems rela-
cionados con la organización del trabajo, por la 
ausencia del diseño de puestos y perfi les en base a 
criterios técnicos. 

Subíndice Efi cacia Incentivadora. Este subíndice baja 
el promedio del índice de Capacidad Funcional. 
La gestión del rendimiento es prácticamente 
inexistente, y el sistema de remuneraciones pre-
senta limitaciones para reconocer los logros de 

los empleados e incentivar su desempeño. La re-
tención del personal obedece mas bien a la falta 
de oportunidades en el sector privado.

Subíndice Flexibilidad. No se dan las rigideces pro-
pias de un sistema burocrático de organización 
del trabajo, pero es precisamente por la ausencia 
de desarrollo del mismo. Hay una mínima fl exi-
bilidad en el subsistema de gestión del empleo, 
por la posibilidad contemplada en la normativa 
de desvinculación por necesidades organizacio-
nales o problemas de desempeño, si bien no es 
utilizada en los hechos.

Capacidad Integradora
En términos relativos se destaca positivamente la 
provisión de benefi cios sociales para los emplea-
dos, y la ausencia de discriminación por etnia, 
raza o género (aunque cabe señalar la sub-re-
presentación de las mujeres en cargos medios 
y gerenciales). Estos aspectos compensan hasta 
cierto punto las limitaciones de la gestión del 
rendimiento y de la gestión de las remuneracio-
nes, así como la inexistencia de políticas sobre 
clima laboral y comunicación.

III. CONCLUSIONES

Análisis de áreas causales 

La concepción predominante en la gestión de re-
cursos humanos ha sido una concepción tradicio-
nal por la cual se la percibe como un área de apoyo 
y no tanto como un área clave para el logro de 
productos y resultados organizacionales. Se detec-
tan importantes vacíos normativos dada la situa-
ción intermedia entre una Ley de Función Pública 
basada en criterios burocráticos, y una nueva Ley 
que cuenta con puntos de avance pero que no se 
ha podido aplicar generalizada y homogéneamen-
te, dadas las sucesivas impugnaciones recibidas. 

Lo señalado anteriormente no implica cen-
tralizar la problemática en las limitaciones de la 
normativa. Al contrario, se entiende que el prin-
cipal problema por el cual la normativa no ha 
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funcionado es un tema esencialmente cultural. 
Por otra parte, privilegiar lo cultural no implica 
entender que un cambio en este sentido se reali-
za al inicio de un proceso de modernización. Los 
cambios culturales se van dando a lo largo del 
proceso y a medida que se van mostrando resul-
tados benefi ciosos no solo en lo organizacional 
sino también en lo grupal y personal. Por ello im-
porta avanzar en etapas y comunicar resultados. 

En relación con la gestión en la AP, los pro-
blemas que los informantes (Guinovart, 2003) 
entienden prioritario solucionar son a) la co-
rrupción, que resulta la procupación central de 
la opinión pública, por sobre la inseguridad y el 
desempleo; b) la incidencia de los gastos en re-
muneraciones sobre el producto y el presupues-
to, c) la incertidumbre normativa que genera la 
coexistencia de dos marcos legales que son apli-
cados alternativamente según el funcionario a 
cargo o el interés en juego en cada caso; d) la 
capacidad de la sociedad de cambiar patrones 
de comportamiento que viabilicen el adecuar las 
conductas a las normas y no a intereses persona-
les o corporativos. El mayor desafío para la buro-
cracia en Paraguay es, defi nitivamente, la lucha 
contra la corrupción (Molina y otros, 2004). 

Factores del contexto interno y del entorno 

Se aprecia que el tema de la modernización del 
servicio civil está presente en la agenda del nuevo 
gobierno. La preocupación de fondo que se perci-
be gira en torno al fortalecimiento institucional y 
de la democracia, de la justicia, de los mecanismos 
que permitan enfrentar la corrupción y en térmi-
nos generales de la gobernabilidad. Se visualiza 
además que, para algunos actores, el problema 
del défi cit público no solo se enfrenta a través de 
mejores prácticas tributarias, de recaudación y 
reforma del sistema de jubilaciones y pensiones 
sino también a través de la profesionalización y 
modernización de los procesos y productos públi-
cos. Si se inicia el proceso de modernización del 
Estado con una visión sobre el rol que debe tener 
en el mismo la profesionalización de la gestión de 
los recursos humanos, serán mayores las posibili-

dades de que este aspecto no quede minimizado 
frente a las otras áreas de la reforma. 

El informe de gestión de gobierno 2004 se-
ñala la implementación de un nuevo estilo de 
conducción enfocado en la administración pú-
blica por objetivos, con procesos periódicos de 
evaluación del cumplimiento de las metas pre-
vistas. Por eso ha aplicado acciones de reestruc-
turación y adecuación de funciones, estrategias 
de optimización y calidad en la provisión de ser-
vicios, sistematización de información necesaria 
para mejorar las funciones institucionales. Des-
taca como un logro fundamental la recuperación 
del prestigio internacional y la confi anza de los 
organismos multilaterales. En el orden fi scal se-
ñala las acciones que apuntaron a fortalecer las 
fi nanzas públicas con una política que defi ne 
como responsable, transparente y seria en ma-
teria de recaudaciones y gastos. Acorde con los 
componentes del nuevo sistema de dirección, el 
gobierno generó informes de su gestión en forma 
periódica. Otros indicios del interés en el tema 
son el hecho de que la capacitación de los recur-
sos humanos del gobierno fi gura como uno de 
los títulos del informe presidencial al congreso y 
se destacan las actividades desarrolladas para el 
logro de la implementación de la ley de la Fun-
ción Pública (IGG, 2004). 

Conclusiones principales del diagnóstico

La situación normativa ambigua entre la vieja 
normativa y la actual, así como la ausencia de 
un mensaje general y claro sobre los criterios a 
adoptar en materia de gestión de recursos huma-
nos vulneran fuertemente el principio de mérito. 
Desde el punto de vista de la fl exibilidad, la mo-
vilidad se visualiza como baja, existe una seguri-
dad exagerada en relación a la estabilidad en el 
trabajo y ausencia de mecanismos generalizados 
y viables para la evaluación de los recursos huma-
nos en relación a los productos organizacionales 
esperados. La nueva Ley incorpora innovaciones 
al respecto y la solución al tema dependerá de la 
viabilidad práctica de ésta y sus reglamentacio-
nes (Guinovart, 2003).
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La nueva gestión está trabajando a través del 
diálogo técnico profesional sobre la LFP, a fi n 
de establecer las modifi caciones necesarias para 
convertirla en un instrumento jurídico aceptado 
por todos los sectores y actores que intervienen 
directa o indirectamente en su aplicación (IGG, 
2004). Se está intentando implementar la ges-
tión pública por objetivos. En este sentido, cada 
dependencia del Poder Ejecutivo ha elaborado 
su respectivo plan operativo anual, tanto para 
la gestión 2004, como para la Gestión 2005. Se 
busca que la asignación de recursos públicos se 
realice sobre la base de metas y resultados con-
cretos a alcanzar, con responsables específi cos y 
obligaciones establecidas. 

Asimismo, la Secretaría de la Función Pública 
ha puesto en marcha dentro de su programa de 
fortalecimiento una serie de actividades tendien-
tes a lograr la implementación de la Ley de Fun-
ción Pública como son la elaboración de la guía 
de clasifi cación de cargos, el censo de funcionarios 
públicos, la red de Organización de Recursos Hu-
manos del Sector Público, las Mesas de Diálogo 
con los sindicatos y el control de las remuneracio-
nes de funcionarios públicos (IGG, 2004).

IV. RECOMENDACIONES

Racionalización normativa

La reformulación de la LFP debería centrar-
se en los siguientes temas: a) Autonomía de los 
poderes y aceptación de distintas carreras para 
los distintos poderes. En este contexto analizar la 
eventual vinculación con la normativa referida 
al servicio militar, servicio de salud, educación, 
policial y servicio exterior; b) Viabilidad de pro-
puesta de la Ley de crear un cuerpo central de 
carrera y la contratación de servicios de apoyo 
de alta gestión técnica y de confi anza a través 
de contratos civiles, c) Integración de la evalua-
ción de desempeño de los funcionarios con la 
evaluación institucional en función de productos 
y resultados organizacionales; d) Adecuación de 
las normas a las posibilidades presupuestales, en 

especial en lo referente a horarios de trabajo. El 
proceso de negociación en curso “Diálogo sobre 
la Ley 1626/00”, parece un ámbito adecuado 
para estas iniciativas. 

Definición de la dependencia institucional 
de la SFP

Actualmente depende de la Presidencia. Se están 
analizando proyectos que implican su vincula-
ción a un Ministerio nuevo a crearse o al Minis-
terio de Hacienda. Esta medida busca facilitar la 
coordinación y vinculación con los procesos de 
modernización del Estado en general, en espe-
cial tomando en cuenta el reciente lanzamiento 
de la Gestión por Objetivos (IGG, 2004), que 
necesariamente deberá utilizar el presupuesto 
como su herramienta fundamental. El riesgo a 
considerar en este caso es el de postergar temas 
vinculados estrictamente a la gestión de recursos 
humanos, pero si se priorizan estos temas desde 
la conducción, podría ser una buena estrategia. 

Fortalecimiento de los sistemas de información

A partir del relevamiento del CIFP y de avances 
en el desarrollo del SINARH.

Reglamentación de la carrera de servicio civil

Se requiere la delineación de los procesos técni-
cos de Selección, Evaluación, Promoción, Despi-
dos o desvinculamiento adecuado a la situación 
coyuntural nacional y a una situación futura 
deseada con fuerte enfoque sobre la Asistencia 
Social (IGG, 2004). Deberá acompañarse de la 
revisión en el nomenclador de cargos y de la ta-
bla de asignaciones presupuestales.

Fortalecimiento de las direcciones 
de recursos humanos

La conformación de la Red de Organizaciones 
de Recursos Humanos de Sector Público, impul-
sada por la SFP, es un ámbito apropiado para 
lograr estos objetivos.



417

SÍNTESIS DEL DIAGNÓSTICO: CASO PARAGUAY

 
 Categorías Factores Comentarios del Evaluador

Antecedentes  Problemas recurrentes de corrupción. Situación crítica económica y fi nanciera ha 
  relegado el tema del desarrollo del servicio civil. 

Análisis del contexto  Análisis del marco  Reciente ley de servicio civil, dictada en el año 2000, que sigue con difi cultades para 
institucional legal ser implementada plenamente por impugnaciones de inconstitucionalidad. La nueva 
  gestión muestra interés en revertir la situación. 

Análisis funcional   Análisis organizativo   SFP creada en el año 2000 por la nueva ley, en el ámbito de Presidencia. Criterio de 
del servicio civil de la función   centralización normativa y descentralización operativa, pero que no ha sido puesto 
 Recursos Humanos en práctica por impugnaciones.

 Indicadores   Serias difi cultades en la generación de información sobre los recursos humanos en la 
 cuantitativos del   APN. Fuerte peso del gasto en personal en relación con el tamaño de la economía. 
 sistema de SC  Prima salarial para los trabajadores de la AC en relación al promedio del sector 
 analizado privado. 

Análisis por  Planifi cación El sistema administrativo presupuestario tiene una capacidad muy limitada de
subsistemas  producción de información gerencial básica. Se está trabajando en la implantación 
  de un sistema informático para resolver este problema crítico. 

 Organización del  No existe un sistema escalafonario que regule el desplazamiento organizado de las 
 trabajo personas. Se desarrolló recientemente un manual de 19 cargos tipo y sus 
  correspondientes perfi les, con apoyo del BM, pero todavía no se implementó su 
  utilización.

 Gestión del empleo La nueva ley contempla el ingreso por concurso, pero sigue sin implementarse por 
  las impugnaciones. La utilización de criterios técnicos para las designaciones 
  depende del criterio de las autoridades, y es más frecuente en las áreas técnicas. 
  Movilidad limitada. Despidos excepcionales.

 Gestión del  No existe la carrera administrativa ni la evaluación sistemática del rendimiento. Se 
 Rendimiento menciona en la nueva ley de manera muy general, pero no hay reglamentaciones al 
  respecto.

 Gestión de la  La estrategia salarial está muy comprometida por los problemas de caja y défi cit 
 Compensación fi scal. Falta información sobre remuneraciones. De los datos existentes se infi ere 
  fuerte inequidad interna y externa del sistema de compensaciones.

 Gestión del  La nueva ley establece la promoción por concurso, pero la medida fue impugnada y 
 Desarrollo no se han reglamentado los procedimientos. Actividades de capacitación limitadas, y 
  orientadas a grupos pequeños, pero valoradas en los ámbitos más técnicos. 

 Gestión de las   La gestión del clima y la comunicación no son una prioridad. La nueva ley reconoce 
 Relaciones  Humanas  la negociación colectiva, pero no se ha dictado la ley específi ca al respecto. Se sigue 
 y Sociales aplicando la ley anterior para la asignación de benefi cios sociales, ya que la nueva 
  ley los restringe a los establecidos en el Código de Trabajo. 

Índices del sistema    Los índices representan en promedio alrededor de un 15% de la escala prevista,
de servicio civil  entre un mínimo de 9% para el índice de Consistencia Estructural, y un máximo de 
  20% para los índices de Mérito y Capacidad Integradora.

V. TABLA DE SÍNTESIS

Redefinición de los mecanismos de incentivo

Se requiere la implementación de mecanismos 
que incentiven la permanencia y la productivi-

dad en un marco de gestión por resultados, sobre 
todo en los niveles gerenciales y profesionales. 
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ANEXOS

ANEXO I. Valoración de los puntos críticos 

(Ver anexo fi nal)

ANEXO II. Ficha técnica del informe
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Fecha del diagnóstico: Agosto 2003
Fecha de la revisión: Septiembre 2004

• Consultores 
Mercedes Iacoviello – Laura Zuvanic
Asistentes: Yanina Azzolina – Mariana Ca-
landra – María Jesús Zuvanic

• Fuentes de obtención de la información

Documentos

Banco Central del Paraguay (2002) “Informe 
Cuentas Nacionales”. Asunción.

BM (2003), Banco Mundial, Estrategia de Asis-
tencia al País para la República del Paraguay 
2004 / 2007. http://www.bancomundial.org.ar/
archivos/CAS_Paraguay_cast.pdf

Carosini, Leticia (1998) “El empleo en el sec-
tor público y el mercado laboral en el Pa-
raguay”. Asunción. Centro Paraguayo para 
la Promoción de la Libertad Económica y 
la Justicia Social (CEPPRO). Serie Estudios 
’98, volumen 17. http://www.ceppro.org.py/Es-
panol/Main3.html

Duarte Frutos (2003) Programa de Gobierno 
2003–2008. Agenda para un país mejor. 
http://www.presidencia.gov.py/programadegobier-
no.doc

González Cynthia (2002), El empleo público y 
privado. Un análisis de las diferencias sala-
riales en Paraguay, Revista de Análisis Eco-
nomía y Sociedad, Vol. 7, año 3, Marzo. 

Guinovart, Beatriz (2003) Diagnóstico Institu-
cional de Sistema de Servicio Civil: el Caso 
de Paraguay. Banco Interamericano de De-
sarrollo (BID). Agosto.

IGG (2004), “Por un país mejor. Tercer Infor-
me de Gestión de Gobierno. Abril-Junio 
2004”. Presidencia de la República. Secre-
taría Técnica de Planifi cación del Desarrollo 
Económico y Social. Secretaría General de 
la Presidencia de la República. http://www.
presidencia.gov.py/300dias.pdf

Ministerio de Hacienda (2002) “Servicios per-
sonales – Gastos Obligados del Gobierno 
central según clasifi cación económica.”. Di-
rección de Política Fiscal. Paraguay.

Ministerio de Hacienda (2003) “Situación Fi-
nanciera. Ejercicio Fiscal 2003”. Subsecre-
taría de Estado de Economía e Integración. 
Paraguay.

Molinas, José; Pérez Liñan, Aníbal y Saiegh, Se-
bastián (2004) “Political Institutions, Policy-
making Processes, and Policy Outcomes in 
Paraguay”. Latin American Research Net-
work, Inter-American Development Bank. 
August. http://www.iadb.org/res/laresnetwork/
projects/pr229fi naldraft.pdf

PEN (2004) Informe presidencial al Congreso de 
la Nación, Presidente Nicanor Frutos Duar-
te, Julio 2004. 

SFP (Secretaría de la Función Pública), “Memo-
ria 2002–2003. Informe de las actividades 
desarrolladas en el período 1ro. de julio de 
2002 al 30 de abril de 2003”. Paraguay.

Entrevistas

Talavera, Maximiliano. Secretario de la Función 
Pública. Entrevista telefónica, jueves 16 de 
septiembre de 2004. 

Maciel Gonzalez, Julia. Ministra Secretaria Eje-
cutiva de la Secretaría Técnica de Planifi -
cación. Intercambio por correo electrónico. 
Septiembre 2004.

Normativa

Ley Nº 200/70, Estatuto del Funcionario Públi-
co. 17 de Julio de 1970.

Ley Nº 1.626/00 de la Función Pública de 28 de 
diciembre de 2000.



419

SÍNTESIS DEL DIAGNÓSTICO: CASO PARAGUAY

Sitios web consultados

Presidencia de la Nación – Paraguay www.presidencia.gov.py

Portal Paraguay Gobierno www.paraguaygobierno.gov.py

Dirección Técnica de Planifi cación www.stp.gov.py

Centro Paraguayo para la Promoción de la Libertad  www.ceppro.org.py/Espanol/Main1.html
Económica y de la Justicia Social (CEPPRO) 

Dirección General de Estadísticas,  www.dgeec.gov.py
Encuestas y Censos 

Ministerio de Hacienda www.hacienda.gov.py

Contraloría General de la República del Paraguay www.contraloria.gov.py

Grupo Banco Mundial – Dirección Sub-regional  www.bancomundial.org.ar
Argentina, Paraguay, Uruguay, Chile 

Banco Interamericano de Desarrollo www.iadb.org

CLAD www.clad.org.ve

Ley Nº 200/70 Estatuto del Funcionario Público 
de 9 de julio de 1970.

Ley Nº 1.183/86 Código Civil.
Ley Nº 213/93 Código Laboral con las modifi -

caciones dadas por la Ley Nº 496/95.
Ley Nº 1.725/01 Estatuto del Educador de 13 de 

septiembre de 2001.

Ley Nº 125/91 Ley Impositiva. 
Ley Nº 2.061/02 del Presupuesto General de la 

Nación para el Ejercicio Fiscal 2003 de 31 
de diciembre de 2002.

Ley Nº 1.535/99 de Administración Financiera 
del Estado el 31 de diciembre de 1999. 



INFORME SOBRE LA SITUACIÓN DEL SERVICIO CIVIL EN AMÉRICA LATINA

420

Abreviaturas

AP Administración Pública

APN Administración Pública Nacional

BM Banco Mundial

CIFP Censo Integral de Funcionarios Públicos

CISNI Consejo Impulsor del Sistema Nacional de Integridad

CONDEE Confederación Nacional de Funcionarios y Empleados Estatales

LFP Ley de la Función Pública – Ley 1626/00

PEN Poder Ejecutivo Nacional

PGN Presupuesto General de la Nación

RH Recursos Humanos

SFP Secretaría de la Función Pública

SIAP Sistema de Información de Administración Financiera

SINARH Sistema Nacional de Recursos Humanos
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I. RESUMEN EJECUTIVO2

Principales conclusiones

Si bien en Perú existen desde 1937 entidades en-
cargadas a nivel central de la gestión de los recur-
sos humanos del sector público y marcos legales 
relativos a la gestión de los recursos humanos en 
la APN, no se ha logrado consolidar un Sistema 
de Servicio Civil. En el sector público peruano 
conviven un régimen laboral público y un régimen 
laboral privado. El régimen público ha estado re-
gulado por la Ley de Bases de la Carrera Admi-
nistrativa y de Remuneraciones del Sector Público 
(D.L. Nº 276), promulgado en 1984 y su reglamen-
tación respectiva. El régimen laboral privado, se 
encuentra regulado por el D.L Nº 728 es aplicable 
a determinadas entidades públicas a través de au-
torizaciones específi cas contenidas en las leyes de 
presupuesto anual. En febrero de 2004 se publicó 
la Nueva Ley del Empleo Público, la cual regirá a 
partir de 2005 y fueron enviados cuatro proyectos 
a efectos de reformular la gestión del empleo y de 
la carrera administrativa. Sin embargo, el contexto 
político y la ausencia de una institucionalidad clara 
y permanente de las prácticas de recursos huma-
nos no permiten visualizar un cambio signifi cativo 
del Servicio Civil Peruano en el corto plazo.

Los subsistemas que presentan mayores dis-
funcionalidades son los de planifi cación y gestión 
de la compensación, regidos por prácticas de ne-

gociación interna, altamente politizados y despo-
seídos de mecanismos y sistemas de información 
que puedan mejorar sus performance a mediano 
plazo. La gestión de la organización del trabajo, 
del empleo, del desarrollo y del rendimiento, si 
bien cuentan con marcos legales que los regulan 
no han generado prácticas permanentes de aplica-
ción. Asimismo, la institucionalidad a nivel central 
ha estado sometida a cambios que han impactado 
sobre el desempeño general del sistema y de las 
unidades de recursos humanos a nivel individual. 

En ese sentido, los índices muestran el esca-
so desarrollo del sistema, con el valor más bajo 
ubicado para el índice de consistencia estructural 
que alcanza a 13% y el valor más alto para el índi-
ce de capacidad integradora que alcanza a 18%. 

CAPÍTULO 16

Síntesis del diagnóstico
Caso Perú1 

1 Autores: Mercedes Iacoviello y Laura Zuvanic.

Este trabajo se basa en la revision y actualizacion 
del diagnostico realizado por Juan Carlos Cortázar Ve-
larde (2003).
2 El  diagnóstico original se basó en el análisis de Orga-
nismos, Programas o Proyectos regidos tanto por el ré-
gimen público como el privado: Ministerio de Energía 
y Minas; (SUNAT) Carrera de los profesionales de la 
salud Municipalidad de Lima Metropolitana; Carrera 
Pública del Profesorado y Servicio de Administración 
Tributaria (SAT) de la Municipalidad de Lima Me-
tropolitana.  El presente trabajo y su evaluación se ha 
centrado especialmente en el análisis de lo regido por 
el Régimen público establecido por la Ley 276.
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Contexto institucional

En 1990 Alberto Fujimori gana las elecciones 
y dos años después suspende el Congreso Na-
cional e interviene al Poder Judicial. A fi nes de 
diciembre de 1993 entra en vigencia la nueva 
Constitución, que entre otras medidas establece 
la reelección inmediata al cargo de presidente. 
En 1995 Fujimori es reelegido como presidente 
en una segunda vuelta en la que su más cercano 
contendiente retira su candidatura bajo protes-
ta. En noviembre de 2000 el gobierno enfren-
ta una grave crisis política como consecuencia 
de serias denuncias de corrupción. Fujimori 
anuncia su renuncia desde Japón. También se 
produce la renuncia de los dos vicepresidentes. 
El presidente del Congreso, Valentín Paniagua 
Corazao, asume por mandato constitucional 
la presidencia de la nación. Su interinato dura 
hasta el 28 de julio de 2001, año en el que 
Alejandro Toledo, líder del partido Perú Posi-
ble, fundado seis años antes, vence en segunda 
vuelta al líder del Partido Aprista Peruano y ex 
presidente Alan García Pérez. Toledo asume 
la presidencia en julio del 2001 y atraviesa ac-
tualmente una precaria situación política. A lo 
largo de 2004, se ha producido un incremento 
sostenido de huelgas, paros y protestas popu-
lares, entre ellas el paro de las enfermeras; las 
marchas de los cocaleros y el confl icto docente, 
que llevaron, en mayo, a la declaración del esta-
do de emergencia. Este contexto se ve agravado 
por una serie de escándalos de corrupción con 
eje en el presidente y su entorno familiar. Para-
lelamente, la economía que pareciera disociada 
del contexto político, ha mostrado por 36 meses 
consecutivos crecimiento, y los pronósticos ase-
guran su continuidad. En ese sentido, se prevé 
un crecimiento del PBI de un 4,2% frente al 
mismo período anterior. Este repunte se debe 
en parte, al mejoramiento de las exportaciones, 
principalmente de materias primas, un sector 
que no genera mucho empleo pero cuyos pre-
cios gozan de altas cotizaciones en el mercado 
internacional.

En el Perú existen desde 1937 entidades en-
cargadas a nivel central de la gestión de los re-
cursos humanos del sector público. En ese año 
se crea la Intendencia General de Hacienda, 
luego reemplazada por la Dirección General 
de Escalafón y Listas Pasivas (Ley Nº 8.801), se-
guida en julio de 1950 por la instauración de 
la Dirección General del Servicio Civil (D.S. 
522, Reglamento del Estatuto y Escalafón del 
Servicio). Este organismo estuvo encargado de 
tutelar el cumplimiento de los aspectos relacio-
nados con los derechos y obligaciones de los 
empleados públicos y pensionistas, así como de 
atender en primera instancia los problemas que 
se presenten. 

Posteriormente fue creada la Ofi cina Nacio-
nal de Personal (ONAP), dependiente de la ofi -
cina del Primer Ministro. En diciembre de 1973 
se creó el Instituto Nacional de la Administra-
ción Pública (INAP) como organismo público 
descentralizado de la Ofi cina del Primer Minis-
tro (D.L. 20.316). El INAP tenía como misión 
regular y administrar los sistemas de personal, 
racionalización, capacitación y abastecimiento, 
posteriormente adscrito como órgano autónomo 
al despacho de la Presidencia de la República y 
otorgándose a su jefe la categoría de Ministro 
con voz en las sesiones del Consejo de Ministros. 
Pese a la alta jerarquía de la entidad y de su ti-
tular, el INAP no fue capaz de gestionar de ma-
nera efi caz las políticas de gestión de los recursos 
humanos, en especial la relativa a los salarios, 
que se mantuvieron bajo autoridad directa del 
Ministerio de Economía y Finanzas. En 1995 el 
INAP fue disuelto (Ley Nº 26.507), y sus funcio-
nes pasaron a ser responsabilidad exclusiva de 
cada entidad del sector público. 

En los últimos años tanto la Presidencia del 
Consejo de Ministros —a través de la Direc-
ción General de la Gestión Pública— y el Mi-
nisterio de Economía y Finanzas han intentado 
concentrar y fortalecer ciertas responsabilidades 
centrales relativas a las funciones generales de 
administración del personal y a la de la adminis-
tración de los salarios en particular.
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Marco legislativo 

En el sector público peruano conviven un régi-
men laboral público y un régimen laboral priva-
do. El régimen público ha estado regulado por 
la Ley de Bases de la Carrera Administrativa y 
de Remuneraciones del Sector Público (D. L. 
276), promulgado en 1984 y su reglamentación 
mediante el D.S. Nº 018/85/PCM en 1985 y el 
D.S. Nº 005-90-PCM en 1990. El régimen es-
tablecido en la Ley 276, se fundaba en: la exis-
tencia de mecanismos de ingreso y promoción 
fundados en los principios de igualdad y de méri-
to; el ingreso a la carrera pública por el nivel más 
bajo del grupo ocupacional y mediante concurso 
público obligatorio y la homogeneidad remune-
ratoria, establecida mediante un régimen único 
de remuneraciones. 

El régimen laboral privado es aplicable a 
determinadas entidades públicas gracias a auto-
rizaciones específi cas contenidas en las leyes de 
presupuesto anual y se encuentra regulado por 
el D.L 728–91. A mediados de la década de los 
noventa, dentro de un proceso de reforma del 
Estado que quedó trunco, una serie de entidades 
e instituciones públicas comenzaron también a 
migrar hacia el régimen laboral privado: entre 
ellas, algunas totalmente nuevas —como INDE-
COPI, OSINERG, CONASEV; otras recons-
tituidas— como la Contraloría General de la 
República, SUNAT y Aduanas; e incluso algu-
nas instituciones paradigmáticamente públicas 
y estatales como el Poder Legislativo y el Poder 
Judicial.

En los años recientes se ha hecho cada vez 
más uso de contrataciones denominadas genéri-
camente “contrato de servicios no personales”. 
Ello ha respondido básicamente a la intención 
de los directivos de superar la rigidez del régi-
men público (en términos de contratación y 
remuneración especialmente). Este tipo de con-
trataciones carece de una regulación adecuada, 
amparándose de manera genérica en el Código 
Civil y en la Ley de Contrataciones del Estado. 
El contrato por servicios no personales no co-
rresponde en la actualidad a ninguna categoría 

jurídica específi ca ni tiene precedentes claros en 
la legislación peruana. El interés de las entida-
des públicas por este tipo de contratos está en 
directa relación a la posibilidad de asignar una 
remuneración fuera de los marcos establecidos 
por el régimen público, contratar de manera rá-
pida y discrecional, disminuir los costos vincu-
lados a cada puesto (pues el contrato no genera 
benefi cios laborales) y evitar la rígida estabilidad 
laboral (los contratos pueden no ser renovados y 
pueden ser rescindidos a pedido de las partes).

Cambios desde la fecha del diagnóstico 

A partir del 2005 regirá la Nueva Ley Marco del 
Empleo Público aprobada en febrero de 2004. 
Este proceso de reforma de la administración se 
da en el marco de la agenda del Acuerdo Nacio-
nal suscrito el 22 de Julio de 2002 y ratifi cado en 
la Hoja de Ruta 2004–2006 y en el Compromiso 
Político, Económico y Social de Corto Plazo del 
19 de abril de 2004.

La ley establece un sólo y único régimen para 
los empleados estatales, cualquiera sea el siste-
ma laboral en el que se encuentren, dado que 
actualmente, en los organismos públicos convi-
ven dos regímenes laborales. Asimismo, existen 
regímenes de empleo público vigentes para los 
miembros de las FF.AA., Policía, cuerpo de di-
plomáticos, maestros y profesionales de la salud. 
El nuevo marco legal mantiene en principio am-
bos regímenes siempre que existan razones obje-
tivas para sostener tal especialidad, y se señalan 
cuatro grupos ocupacionales de servidores pú-
blicos: directivos superiores, ejecutivos, profesio-
nales y complementarios3. La reciente ley marco 
crea el Consejo Superior del Empleo Público 
(COSEP), como un organismo público descen-
tralizado adscrito a la Presidencia del Consejo de 
Ministros (PCM) como ente rector especializado 

3 La LCA distingue tres grupos: profesionales, técnicos 
y auxiliares, mientras que las entidades regidas por el 
régimen privado tienen cada una de ellas sus propias 
clasifi caciones.
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del régimen del empleo público. Este organismo 
será encargado de vigilar el cumplimiento de lo 
dispuesto en la norma y centralizará y analiza-
rá todo tipo de información relativa al empleo 
público. Además propondrá a la Presidencia 
del Consejo de Ministros las políticas, acciones 
y normatividad sobre la gestión de recursos hu-
manos, capacitación y mejoramiento del sistema 
de empleo público. De igual manera se crea el 
Tribunal del Empleo Público como órgano del 
Consejo Superior que actuará como última ins-
tancia administrativa respecto de reclamos y 
controversias que versen sobre derechos y obli-
gaciones del empleo estatal. 

La norma también estableció que en el plazo 
de 120 días contados a partir de la publicación de 
la Ley, el Ejecutivo remitiría al Congreso las pro-
puestas legislativas sobre la Ley de Carrera del 
Servidor Público, Ley de los Funcionarios Públi-
cos y Empleados de Confi anza, Ley del Sistema 
de Remuneraciones del Empleo Público, Ley de 
Gestión del Empleo Público y Ley de Incompa-
tibilidades y Responsabilidades. El Consejo de 
Ministros aprobó cuatro proyectos que fueron 
remitidos al Congreso a mediados del 2004: 1) la 
Ley de la Carrera del Servidor Público, 2) la Ley 
de Funcionarios Públicos y Empleados de Con-
fi anza, 3) la Ley de Gestión del Empleo Público, 
y 4) la Ley de Incompatibilidades y Responsabi-
lidades. El proyecto relativo a Remuneraciones, 
fue enviado en marzo del 20054.

Este último proyecto contó con demoras, 
dado que si bien en abril de 2004 se publica la 
Ley 28.212, relativa a los salarios de los altos fun-
cionarios y autoridades del Estado, el proyecto 
sobre remuneraciones quedó pendiente de ser 
considerado después que se vote por segunda vez 
en el congreso la Ley de pensiones (20.530)5. 

El Proyecto de Ley de la Carrera Admi-
nistrativa del Servidor Público entre sus 
principales aspectos establece: 1) el derecho de 
la negociación colectiva para los servidores pú-
blicos; 2) la conformación del sistema de admi-
nistración de personal, por el Consejo Superior 
del Empleo Público (COSEP), el Tribunal del 

Empleo Público y las Ofi cinas de Recursos Hu-
manos de cada entidad de la Administración 
Pública; 3) los procesos de selección son compe-
tencia de cada unidad, a través de una Comisión 
Permanente, conformada por tres Directivos Su-
periores; 4) Crea la Escuela Nacional de Admi-
nistración Pública y 5) el subsistema de Gerencia 
Pública para la designación de los Directores 
Nacionales, Directores Generales y Gerentes 
Generales por concurso de mérito a cargo de 
una Comisión Nacional designada por el Presi-
dente de la Republica. El Subsistema de la Alta 
Gerencia Pública comprende a los cargos de 
tercer nivel jerárquico dentro del Poder Ejecuti-
vo, los cuales serán provistos mediante concurso 
conducido y regulado por un Consejo de Alta 
Gerencia Pública dentro del COSEP, conforma-
do por tres personas designadas por el Presidente 
de la República; 6) establece las califi caciones a 
efectos de la evaluación de desempeño y la posi-
bilidad de fi nalización de la carrera pública por 
ese motivo. 

Proyecto de Ley de Gestión del Empleo 
Público. Establece una serie de Instrumentos 
de gestión. Entre los novedosos fi guran: 

1.  Plan Institucional de Gestión de Recursos 
Humanos (PIRH) y Convenios de Gestión 
de Recursos Humanos (CGRH). Los PIRH, 
cada institución deberá articular las necesi-
dades cuantitativas y cualitativas de recur-

4 Para mayor detalle sobre los proyectos ver http://www.
pcm.gob.pe/ y la conferencia de prensa de la Presidencia 
del Consejo de Ministros del  22 de marzo de 2005 en 
la página web señalada
5 Basicamente, se requería la modifi cación para que 
la ley de remuneraciones que ya no tropiece con las 
difi cultades que signifi ca la ley 20.530 por la cual los 
que se jubilan ganan igual que los que están trabajan-
do. Esta norma se daría en un plazo transitorio de dos 
o tres años como mínimo para equiparar categorías. 
Como podrá observarse, este tema presenta una arista 
confl ictiva. 
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sos humanos a corto, mediano y largo plazo 
contrastando las necesidades detectadas con 
las capacidades internas institucionales, e 
identifi cando las acciones que deben em-
prenderse para cubrir las diferencias, espe-
cifi cando, asimismo, que su ejecución es de 
responsabilidad del titular de cada entidad. 
En el CGRH se defi nen los objetivos y metas 
específi cas que se miden a través de indica-
dores de gestión, como sistemas de evalua-
ción de desempeño y a través de criterios de 
asignación de benefi cios, con el objeto de 
asegurar una política de recursos humanos 
que mejore la prestación de los servicios y 
tienda a mayores niveles de efi ciencia y a la 
optimización del uso de recursos públicos.

2. Manual de Perfi les de Competencias (MPC). 
Es un documento normativo que describe 
los perfi les de competencia de los puestos de 
trabajo de cada entidad e incorpora aquellas 
cualidades o características centrales, cuya 
posesión se presume como determinante de 
la idoneidad de la persona y el correspon-
diente éxito en el desempeño de la tarea.

3. Programa de Incentivos. Este instrumento 
permite establecer una serie de incentivos 
y reconocimientos a los empleados públicos 
que hubieran tenido un alto rendimiento y 
desempeño en la prestación de sus servicios. 
Los incentivos grupales deberán ser igual-
mente conocidos por los empleados y gene-
rar en las personas la certeza de que pueden 
ser logrados por el conjunto de personas.

Proyecto de Ley de Incompatibilidades y 
Responsabilidades del Personal del Em-
pleo Público que establece el régimen de in-
compatibilidades y prohibiciones, ordenando la 
legislación dispersa e incompleta y estableciendo 
la obligación de presentar declaración jurada.

Proyecto de Ley Empleados Públicos y de 
Confi anza. Contempla el régimen jurídico que 
corresponde a los altos funcionarios públicos y a 
los empleados de confi anza, que no se encuen-
tran comprendidos en la ley de Carrera Pública. 

El régimen jurídico comprende la clasifi cación, 
el ingreso, los derechos y obligaciones y la extin-
ción de la relación de empleo público. También 
establece el requisito de estudios superiores, ex-
periencia y capacitación para este grupo de fun-
cionarios. 

Análisis de los Subsistemas6

Planificación de Recursos Humanos 

Existencia e integridad del sistema (1)
La planifi cación de Recursos Humanos se realiza 
centralmente a través del proceso de gestión pre-
supuestaria, que posee una serie de debilidades. 
Entre ellas destaca la fragmentación, el limitado 
planeamiento estratégico sectorial y la ausencia 
de gestión por resultados7. Estos aspectos se tras-
ladan al área de gestión de recursos humanos, 
que mantiene el alto componente inercial de la 
gestión presupuestaria, traducido en fuertes res-
tricciones al gasto. A lo largo de la última dé-
cada, las leyes de Presupuesto han considerado 
en forma reiterada normas de austeridad, abar-
cando restricciones tales como la prohibición de 
efectuar nombramientos; crear, modifi car o re-
categorizar plazas; incrementar remuneraciones 
y efectuar gastos por concepto de horas extraor-

6 El análisis de los subsistemas sigue los 93 puntos crí-
ticos establecidos en la metodología, los cuales se listan 
con su correspondiente valoración en el Anexo 1. Para 
cada apartado se indican entre paréntesis los puntos 
críticos asociados.
7 En los últimos años se ha tratado de modifi car este 
aspecto a través de los  Planes Estratégicos Sectoriales 
Multianuales (PESEM), que son aprobados por el Mi-
nisterio de Economía y Finanzas y la Presidencia del 
Consejo de Ministros. Los PESEM no son un plan de 
políticas sino que focalizan en la visión, misión, objeti-
vos e indicadores sectoriales no por pliego presupues-
tario. Si bien es un instrumento de planifi cación bien 
concebido y con gran potencial, aún falta integrarlo de 
manera más efectiva y articulada con los mecanismos 
presupuestarios. Asimismo, la fi gura de Convenios por 
Desempeños, abarcan un bajo número de institucio-
nes. 
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dinarias, entre otras medidas (Sánchez Albavera, 
2003)8. 

Coherencia Estratégica (2–3)
Las decisiones relativas a la evolución de la plan-
ta de personal no se basan en estudios previos 
de las necesidades y disponibilidad de personal. 
Tales decisiones responden de manera reactiva 
a la necesidad de enfrentar tareas específi cas, 
a pedido de las altas autoridades políticas o de 
nuevos mandatos legales. Esta situación permi-
te prácticas de negociación oportunista -basadas en 
conexiones políticas- entre las unidades deman-
dantes de personal y el Ministerio de Economía 
y Finanzas. Las normas de austeridad han dado 
lugar a la falta de sinceramiento en los Cuadros 
Analíticos de Personal (CAP), que son la base 
para establecer el número de plazas asignadas 
y presupuestadas para cada entidad pública. 
La constante restricción presupuestaria, la iner-
cialidad y la necesidad que las modifi caciones 
deban contar con una Ley del Congreso o un 
Decreto de Urgencia ha generado poca capa-
cidad de adaptación a los cambios estratégicos 
del entorno. Esta rigidez del sistema es paliada a 
través de una modalidad sui generis denominada 
“contrato de servicios no personales”, la cual no 
contempla un régimen de derechos y benefi cios 
y no corresponde a ninguna categoría jurídica 
conocida o específi ca, salvo menciones aisladas 
en normas dispersas, como por ejemplo la Ley 
de Contrataciones y Adquisiciones del Estado. 
Se calcula que aproximadamente el 40% del 
total de empleados en el régimen público se 
encuentra bajo esta modalidad (Informe Comi-
sión, 2001) 

Información de base (4)
Las entidades públicas no cuentan con sistemas 
de información sobre sus recursos humanos que 
les permitan conocer con exactitud el tamaño y 
características fundamentales de sus plantas de 
personal y tomar decisiones informadas sobre su 
evolución futura. Asimismo, a nivel centralizado 
no se cuenta con estadísticas ni registros confi a-
bles que permitan responder a las preguntas de 

cuántas, dónde y qué personas trabajan para el 
sector público, así como saber los ingresos que 
éstas reciben, si bien se están realizando esfuer-
zos para mejorar esta situación. Existe el SIGA 
que tiene por objetivo dar una solución infor-
mática integrada al Sistema de Información de 
Administración Financiera (SIAF) para los pro-
cesos de personal, abastecimiento, tesorería y 
contabilidad, pero no esta disponible en todas las 
instituciones9. Cada institución realiza sus pro-
pios desarrollos informáticos (INEI, 2002). La 
situación es de tal preocupación que debió esta-
blecerse por Ley de presupuesto en año 2003, la 
realización de un censo de las personas que pres-
tan servicios al estado bajo cualquier régimen 
laboral y que actualmente ya ha sido fi nalizado 
(Entrevista Catañon Seoane, 2004)10. 

Efi cacia (5–9)
La inexistencia de información impide contar 
con análisis relativos a défi cits o excedentes. La 
evolución de la planta responde a una dinámica 
reactiva. Como resultado de esta debilidad las 
plantas de personal han tendido a crecer sosteni-
da y desordenadamente. Ello es claro en el caso 
de las carreras docente y de salud desde hace 
mucho tiempo atrás y también en aquellas ins-
tituciones reguladas por el marco privado. Des-

8 Las exoneraciones que se señalan en la misma ley de 
presupuesto son  en general  para los casos de Magis-
trados; egresados de las escuelas de las Fuerzas Arma-
das, Policía Nacional, entre otros. 
9 De acuerdo al informe solo 145 instituciones dispo-
nen del SIGA y existen 196 aplicativos de Recursos 
Humanos diferentes en las que no disponen de SIGA y 
593 instituciones que se supone que operan con proce-
sos manuales o semi-manuales (SIGA, 2003).
10 Ver Compromiso Político, Social y Económico de 
corto plazo, 2004. Las demoras en el cumplimiento 
por los organismos de este ítem se señalan también en 
el Documento de trabajo Carrera Publica. Problemas y 
Propuestas, realizado por el Centro de Investigaciones 
Parlamentarias del Congreso de Perú, área de estudios 
jurídico-político, junio 2003, Lima.
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de el año 2000, el principal rubro de gasto en 
el Presupuesto es el pago de la planilla pública 
(26%). Este comprende el pago de las remunera-
ciones de los trabajadores así como los benefi cios 
sociales que contempla la ley, sin incluir el pago 
de pensiones ni los servicios no personales. To-
mando los porcentajes de pensiones (alrededor 
del 17%), se observa que el 43% del presupuesto 
se gasta en pago de pensiones y remuneraciones 
(Informe CAD, 2003). No existe información 
vinculada a la tecnifi cación de las plantillas, pero 
se presupone que las contrataciones vía servicios 
no personales en general tienen alto porcentaje 
de titulados.

Administración (10–11)
Las áreas de personal se limitan a agregar las 
demandas que provienen de las unidades de la 
organización.

Organización del Trabajo 

Existencia e integridad del sistema (12)
La función está escasamente desarrollada en las 
entidades públicas. El diseño de puestos es algo 
virtualmente inexistente, más allá de la existen-
cia de los Manuales de Organización y Funcio-
nes (MOF). La defi nición de perfi les dista de un 
enfoque centrado en las competencias de los 
candidatos, poniendo énfasis en aspectos vincu-
lados a la formación profesional de los mismos. 
En algunos casos, los perfi les pueden estar in-
cluidos en los MOF, estableciendo antecedentes 
y estudios.

Calidad técnica y fl exibilidad del 
diseño de puestos y perfi les (13–21)
Los procesos de diseño de puestos y defi nición 
de perfi les muestran una notable debilidad. Has-
ta el momento, estos procesos prácticamente 
no se realizaban. En ese sentido, si bien existen 
documentos formales en los cuales se establecen 
puestos y perfi les —Manual de Organización y 
Funciones, Manual de Descripción de Cargos- 
estos constituyen una formalidad a la cual las 
entidades están legalmente obligadas11 pero no 

afectan signifi cativamente los procesos de Orga-
nización y de Gestión del Empleo. El proyecto 
de Ley de Gestión del Empleo público, establece 
la elaboración del Manual de Perfi les de Compe-
tencias (MPC), que defi ne los perfi les de compe-
tencia de los puestos de trabajo de cada entidad 
e incorpora aquellas cualidades o características 
centrales, determinantes para el desempeño de 
la tarea. En el caso de la contratación por ser-
vicios no personales, los términos de referencia 
son elaborados, en la mayoría de los casos, de 
acuerdo a las características del futuro ocupante. 
En el caso de las carreras magisterial y de salud, 
no hay descripciones de puestos ni perfi les desa-
rrollados. 

Administración (22–23)
No existe una práctica consolidada de revisión 
de diseño de los puestos y perfi les ni participa-
ción de los directivos de línea.

Gestión del Empleo

Igualdad y mérito en el acceso (24–27)
Existe un marco normativo en el régimen públi-
co, dado por la Ley 276 y sus reglamentaciones12, 
cuya implementación muestra mayor consisten-
cia que en los otros subsistemas. Sin embargo, 
a lo largo de la década del noventa y hasta la 
actualidad las leyes anuales de presupuesto han 
congelado los nombramientos bajo dicho régi-

11 Por las orientaciones y disposiciones de la Directiva 
No 001-95-INAP/DNR sobre “Normas para la For-
mulación del Manual de Organización y Funciones” 
y el Decreto Supremo No. 017-96-PCM que aprueba 
el Procedimiento a seguir para la selección, contrata-
ción de personal y cobertura de plazas en organismos 
públicos.
12 Cabe señalar que a juicio de algunos de los informan-
tes aún si fuese posible contratar personal nombrado, 
las exigencias del régimen público son tan rígidas y en-
gorrosas que impedirían una contratación acorde con 
las exigencias que emanan de la coyuntura y necesida-
des inmediatas de las entidades en cuestión.
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men, obligando a las entidades13 a recurrir ma-
sivamente a la contratación de personal bajo la 
modalidad de locación de servicios no persona-
les. Las normas legales relativas a las adquisicio-
nes y contrataciones del Estado —bajo las cuales 
se realizan las contrataciones por locación de 
servicios— exigen la ejecución de concursos de 
selección. Estos se realizan formalmente, consi-
derándose usualmente un mínimo de tres can-
didatos por plaza a ocupar. En la práctica, sin 
embargo, dichos concursos son una formalidad 
y la contratación depende fundamentalmente de 
la decisión de la unidad demandante y de quie-
nes serán jefes inmediatos del contratado. Esto 
abre la puerta a prácticas de clientelismo y arbi-
trariedad en la incorporación de los empleados 
públicos. La tasa actual de designaciones políti-
cas no llega al 1% sin embargo la misma no toma 
contratados y asesores. Asimismo, la nueva Ley 
de Empleo Público, señala en relación a los em-
pleados de confi anza, que en ningún caso será 
mayor al 5% de los servidores públicos existentes 
en cada entidad. 

Calidad del reclutamiento y de la 
selección (28–32)
Hasta el momento no se detecta una política uni-
forme a efectos de la búsqueda, comunicación y 
atracción de candidatos, quedando este aspecto 
en la decisión de las áreas.

No existe una cultura de selección por com-
petencias ni la utilización de instrumentos téc-
nicos a efectos de la selección. La nueva Ley de 
empleo público establece una serie de requisitos 
para la convocatoria del proceso de selección, 
que incluyen entre ellos, la descripción de las 
competencias y méritos del perfi l del puesto y 
el establecimiento de criterios de puntuación y 
puntaje mínimo, sin embargo la misma todavia 
no esta en vigencia. 

Las entidades sujetas al régimen público 
y que por lo tanto están obligadas a utilizar el 
mecanismo de concurso de méritos y evalua-
ción objetiva de candidatos, rara vez acuden a 
dichos procedimientos. Por otro lado, las entida-
des que están sujetas al régimen laboral privado 

y que por lo tanto podrían obviar o fl exibilizar 
el concurso de méritos, implementan sistemas 
de incorporación que se acercan al ideal meri-
tocrático que inspira la noción del servicio ci-
vil14. Así, entidades que han desarrollado una 
mirada estratégica de su misión (en contraste 
con una mirada estática y ritualista) y una ge-
rencia más proactiva (y no sólo reactiva al en-
torno) han buscado profesionalizar sus plantas 
de personal mediante mecanismos meritocráti-
cos de incorporación. El hecho de que no exista 
un marco normativo que las obligue a ello no 
ha sido un impedimento para implementar tales 
mecanismos. Por el contrario, la existencia de 
una obligación legal no ha sido un incentivo su-
fi cientemente fuerte para obligar a las entidades 
sujetas al régimen público a profesionalizar sus 
plantas en base al mérito. 

Calidad de la recepción (33–34)
La nueva Ley del Empleo Público señala el de-
recho del empleado recién ingresado a la induc-
ción. Sin embargo, no existen hasta el momento 
prácticas institucionalizadas al respecto. 

Movilidad (35)
Se observa una ausencia de políticas al respec-
to. Ciertamente las normas legales establecen un 
conjunto de fi guras y procedimientos para ello, 
tales como destaque, reasignación, entre otras. 
Sin embargo, los movimientos internos no res-
ponden a un plan que organice la movilidad en 

13 Un caso que puede señalarse es el del  Ministerio 
de Energía y Minas ya que si bien la ley del régimen 
público  establece que sólo es posible una contratación 
temporal hasta por tres años consecutivos luego de los 
cuales el trabajador debe ser nombrado, esta disposi-
ción no se cumple dadas las restricciones establecidas 
por la Ley de Presupuesto. Así por ejemplo, en el Mi-
nisterio de Energía y Minas hay contratados con hasta 
siete años de servicios continuos bajo la modalidad de 
servicios no personales.
14 Los casos de la SUNAT y del SAT son ciertamente 
ejemplos notables de ello.
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función a las prioridades y necesidades institu-
cionales. Los movimientos internos responden 
a las necesidades coyunturales que se originan 
en las distintas áreas y unidades de las organi-
zaciones o a las necesidades y exigencias de los 
empleados. La movilidad interna se produce así 
como resultado de una negociación entre cada 
empleado y sus superiores, en la cual está ausen-
te una mirada integral sobre las necesidades de 
la organización15. 

Ausentismo (36) y Disciplina (37)
No existe información sobre ausentismo pero 
es frecuente la existencia del pluriempleo cues-
tión que impacta en este aspecto. En cuanto a 
la aplicación de mecanismos de sanción, tanto 
el régimen público como el privado contemplan 
dicha posibilidad a través de procesos adminis-
trativos. Pero en el primer caso la estabilidad 
laboral y la complejidad del proceso de des-
vinculación impiden que las sanciones puedan 
llegar al despido, acudiéndose en situaciones 
extremas al traslado del empleado sancionado 
a otro lugar o área. 

Desvinculación (38–41)
En el caso de las entidades sujetas al régimen 
público y en las carreras magisterial y de salud, 
la misma es sumamente difícil dado el elevado 
grado de estabilidad laboral. Dicha estabilidad 
puede afectarse por las causales taxativamente 
establecidas en la ley, falta disciplinaria, inca-
pacidad física o mental, inefi ciencia, pero los 
procedimientos para ello son tan engorrosos 
y largos que en la práctica casi no se aplican. 
La difi cultad para desvincular al personal bajo 
el régimen público resulta ser así otro elemen-
to que promueve el recurso de la contratación 
bajo la modalidad de servicios no personales. 
En este caso, la forma más efectiva de desvincu-
lación consiste en la no renovación del contra-
to a su fi nalización16. Por último, cabe destacar 
que en la etapa de Fujimori se produjeron ce-
saciones masivas basadas en la aplicación de la 
Ley 26.093, las cuales se están resolviendo ac-
tualmente17.

Gestión del Rendimiento

Planifi cación y seguimiento del 
rendimiento (42–45)
En relación a la evaluación del rendimiento 
hallamos una situación desigual. Pese a que la 
Ley 276 establece que debe evaluarse periódica-
mente a los Servidores Públicos, y ello también 
ha sido establecido en sus normas reglamenta-
rias, actualmente no existen criterios uniformes 
respecto del desarrollo de las evaluaciones de 
Desempeño. En efecto, dada la problemáti-
ca existente respecto al efecto pensionario que 
tienen los montos de las remuneraciones de los 
Servidores Públicos, una parte importante de 

15 Hallamos un claro ejemplo de esta dinámica de ne-
gociación en la carrera magisterial. La Ley del Profe-
sorado establece el derecho del docente a la estabilidad 
“en la plaza, nivel, cargo, lugar y centro de trabajo.” La 
movilidad es sólo posible con su consentimiento explí-
cito. En este sentido, el docente es “dueño de su plaza” 
y negocia con las autoridades educativas una mejor 
ubicación (desplazarse hacia una capital de provincia 
o departamento) a cambio de liberarla.
16 Las entidades sujetas al régimen laboral privado con-
taban con mayor fl exibilidad para la desvinculación del 
personal, pues aunque el D.L. 728 establece causales 
semejantes a las del régimen público, no contempla la 
estabilidad laboral. Así, hasta el año 2001 era posible 
—gracias a un dispositivo legal aprobado a inicios de 
los años 90— que estas entidades separaran al perso-
nal que no aprobara dos evaluaciones de rendimiento 
sucesivas. En dicho año el Gobierno de Transición de-
rogó dicha norma, de manera que actualmente enti-
dades como la SUNAT y el SAT no pueden separar 
personal nombrado con la relativa facilidad con que 
lo hacían anteriormente. Ello conduce a que las des-
vinculaciones sean resultado de una larga negociación 
entre la entidad y el empleado, a lo largo de la cual se 
busca convencer a éste último de presentar su renuncia 
voluntaria. 
17 La ley estableció evaluaciones semestrales para des-
pedir empleados públicos que no rindieran satisfac-
toriamente en las evaluaciones o no se presentaran a 
ellas.
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las mismas se otorgan vía el Fondo de Asisten-
cia y Estímulo (CAFAE) para lo cual se tiene en 
cuenta la “evaluación de desempeño” realiza-
da por los Jefes de los Servidores Públicos, sin 
embargo, ésta en la mayoría de los casos no es 
real (Entrevista Catañon Seoane, 2004). La rea-
lidad es muy variada. Así, en el Ministerio de 
Energía y Minas se realizan evaluaciones que 
si bien no tienen repercusiones importantes en 
la carrera de los empleados, sirven para asignar 
un incentivo económico adicional a la planilla 
salarial que se paga a través de una transferen-
cia del Ministerio al Fondo de Asistencia y Es-
tímulo (FAE). Esto conduce a que usualmente 
los jefes evalúen positivamente a casi todos sus 
empleados, evitando causarles un perjuicio eco-
nómico inmediato. En suma, la evaluación pasa 
a ser más una forma de mejorar el salario que 
un instrumento de gestión del desempeño. En 
el caso de la carrera magisterial, la Ley del Pro-
fesorado establece tanto la evaluación periódica 
como el derecho del docente a conocer sus resul-
tados. La evaluación, sin embargo, no se realiza. 
Cabe señalar que el sindicato de los docentes 
(Sindicato Único de Trabajadores de la Educa-
ción Peruana) ha mostrado siempre una actitud 
contraria a la implementación de evaluaciones, 
considerándolas una manera de mellar la estabi-
lidad laboral de los docentes. Tampoco se aplica 
evaluaciones de desempeño en el personal de 
línea de carrera del personal de salud del sec-
tor público (Documento de Trabajo, Ministerio 
de Salud, marzo 2003). En el sector Salud, los 
profesionales nombrados deben ser evaluados 
semestralmente, sin mayores consecuencias para 
su carrera e ingresos. Los contratados mediante 
servicios no personales para los Centros Locales 
de Administración de Salud (CLAS) son eva-
luados trimestral, semestral y anualmente. En 
este caso, la no renovación del contrato puede 
ser consecuencia de una evaluación negativa. 
Las entidades sujetas al régimen laboral priva-
do muestran procedimientos de evaluación más 
desarrollados que llegan a abarcar metodologías 
tipo 360 grados18. Por último, cabe destacar que 
la nueva Ley de Empleo Público establece aso-

ciado al desempeño excepcional el otorgamien-
to de reconocimiento especial, aunque este no 
ha sido reglamentado hasta el momento19.

Evaluación y Administración (46–49)
En los casos en que se realizan evaluaciones, éstas 
están dirigidas a la asignación de bonos e incen-
tivos económicos, pero en ningún caso infl uyen 
directamente en el salario que se paga mediante 
planilla. 

18 Así, la SUNAT evalúa trimestralmente a sus emplea-
dos. Esta evaluación, sin embargo, no es integral y se 
concentra básicamente en la evaluación del cumpli-
miento de metas con la fi nalidad de  asignar a cada 
empleado un bono de productividad. Antes de 1998 
la SUNAT lograba con cierta frecuencia que se apro-
baran aumentos de salarios para sus empleados. Des-
de 1998 el Ministerio de Economía y Finanzas se ha 
resistido a ello, aprobándose en cambio un Convenio 
de Gestión que incluye el mencionado bono de pro-
ductividad como una alternativa para el mejoramiento 
de los niveles salariales. La evaluación tiene también 
utilidad para tomar decisiones relativas a los ascensos 
y la concesión de becas de estudio. El SAT ha logrado 
desarrollar un sistema más integral y complejo, siendo 
que a partir del presente año ha implementado de ma-
nera experimental una evaluación de “360 grados”, en 
la cual cada empleado es evaluado por sus superiores, 
sus subordinados y sus pares, realizando además una 
autoevaluación. Tanto en el caso del SAT como en el 
de la SUNAT los empleados tienen posibilidad efectiva 
de conocer los resultados de su evaluación e incluso de 
manifestar su disconformidad y apelar.
19 Este desempeño está asociado a lograr resultados 
efi cientes en el servicio que presta a la población; 
constituir un modelo de conducta para el conjunto de 
empleados; promover valores sociales; promover bene-
fi cios a favor de la entidad; mejorar la imagen de la en-
tidad frente a la colectividad. La nueva Ley deja a cada 
entidad defi nir como realizará el reconocimiento con 
que será premiado el personal de rendimiento distin-
guido, entre ellas, la medidas podrán comprender días 
libres remunerados, premio económico extraordinario 
no remunerativo, becas de estudios, reconocimientos 
públicos con participación de los familiares del servi-
dor, entre otros.
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Gestión de la Compensación

Existencia de una estrategia salarial (50)
Hay ausencia de un sistema único de remunera-
ciones. La estructura salarial y las políticas de re-
tribución responden a prácticas inerciales. Hasta 
el momento la temática de remuneraciones es-
taba formalmente regida por el D.L. 27620. El 
Poder Ejecutivo, mediante Decreto Supremo, es 
quien aprueba las escalas remunerativas y regula 
los reajustes de las remuneraciones, bonifi cacio-
nes, benefi cios y pensiones durante cada año fi s-
cal. En general, durante el período 1993–2003, 
las normas presupuestales han incluido la prohi-
bición de acordar reajustes de benefi cios sociales, 
mejoras de condiciones de trabajo u otros bene-
fi cios cualquiera que fuere su modalidad, perio-
dicidad y fuente de fi nanciamiento, en el caso de 
empresas públicas.

El sistema de remuneraciones se ha visto des-
bordado por la proliferación de un gran núme-
ro de bonifi caciones y distintos criterios de pago 
utilizados por las entidades públicas. Así, además 
de los conceptos remunerativos establecidos en 
el D.L. Nº 276, que se pagan a través de la plani-
lla única de pagos, existen en la actualidad más 
de 40 conceptos de pago distintos. Entre ellas, la 
proliferación de los llamados contratos por ser-
vicios no personales, la existencia de numerosos 
pagos que se efectuaban no sólo fuera de la pla-
nilla única de pagos -que de única tenía sólo el 
nombre- sino a través de diversas fuentes y enti-
dades. Esta situación está tratando de ser reme-
diada actualmente. Asimismo, existen diversas 
entidades que perciben más de 14 remunera-
ciones mensuales durante el año bajo diferentes 
conceptos21. Esto ha llevado a que en el proyecto 
de presupuesto de 2005 se establezca una clara 
especifi cación sobre el número de remuneracio-
nes a realizar anualmente (MEF, 2004). Por últi-
mo, la nueva ley marco establece la prohibición 
de doble remuneración, que aparentemente es 
un fenómeno frecuente y señala que a partir del 
1 de enero de 2005 queda prohibido que los altos 
funcionarios perciban ingresos mediante contra-
tos de consultoría o similares. 

Equidad interna y externa (51–57)
Se puede apreciar también que dentro del sector 
público existen acusadas diferencias remunerati-
vas entre los diversos sectores y, especialmente, 
entre la administración centralizada y las agen-
cias y programas descentralizados. Por ejem-
plo, los sectores de salud y educación son los 
que ostentan los niveles salariales más bajos. 
Existen algunos mecanismos que son utilizados 
para compensar los muy bajos salarios del sector 
público y que, en algunos casos, suponen incre-
mentos disfrazados de hasta más del 200% del 
salario real, dependiendo de las categorías ocu-
pacionales. Estos remuneraciones adicionales se 
producen a través de “incentivos” por producti-
vidad, pagados en planillas aparte con recursos 
que son transferidos al Fondo de Asistencia y Es-
tímulo del personal (CAFAE). Sin embargo, estos 
“incentivos” no rigen para todo el personal del 
sector público, ya que, por ejemplo, se utilizan en 
forma muy limitada en los sectores de educación 
y salud, que son justamente los de más bajos in-
gresos. Esta situación se da porque el CAFAE se 
basa en el uso de fondos que por su naturaleza se 
presentan en mayor medida en los ministerios de 
asuntos económicos y fi nancieros que en los so-
ciales. También porque el esquema no contempla 
mecanismos para que el dinero sea redistribui-
do (Mostajo Guardia, 2002; Informe Comisión, 
2001). Estos pagos adicionales no tienen carácter 
remunerativo ni efecto pensionario. Asimismo, 
existen remuneraciones en dólares, a tal punto 

20 El  D.L. 276 que establece tres componentes de la 
remuneración en el régimen público: a) el haber básico 
(con 14 niveles para los servidores y 8 para  los funcio-
narios), b) un conjunto de bonifi caciones (personal por 
antigüedad, familiar y diferenciales por responsabili-
dad directiva o condiciones excepcionales de trabajo), 
y c) un conjunto de benefi cios (asignación por 25 y 30 
años de servicios, aguinaldos por navidad y fi estas pa-
trias y compensación por  tiempo de servicios).
21 Fundamentación de proyecto de ley sobre remunera-
ciones, Proyecto de Ley No 9.952. Segunda Legislatura 
Ordinaria, 2003.
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que la Hoja de Ruta 2004–2006 señalaba como 
uno de los temas a resolver la eliminación de las 
remuneraciones en esa moneda a todo funciona-
rio que no cumpla servicios en el extranjero.

Por otra parte, es posible afi rmar que no hay 
dos ministerios que paguen la misma cantidad 
por cada rubro. La falta de regulaciones y crite-
rios objetivos para establecer las remuneraciones 
en la modalidad de servicios no personales es no-
table. Como se ha señalado anteriormente, las 
contrataciones bajo esta modalidad dependen 
de la negociación entre las áreas demandantes 
y las autoridades de cada entidad. Las remune-
raciones responden a la misma dinámica, siendo 
así que las áreas de mayor importancia o poder 
dentro de una entidad logran mejores remunera-
ciones para sus contratados. La falta de criterios 
y parámetros ha conducido a una situación pa-
radójica en el conjunto del sector público, según 
la cual los profesionales contratados mediante 
servicios no personales ganan en promedio más 
que los nombrados bajo el régimen público, 
mientras que en el caso del personal administra-
tivo se da la situación inversa22. Las limitaciones 
presupuestales han congelado en la práctica las 
remuneraciones del sector público, de manera 
que éstas son muy bajas e incapaces de competir 
con el mercado privado y se calcula que pasar 
del sector privado al público implica un recorte 
salarial de entre el 50% y el 83% del salario, se-
gún la categoría ocupacional. (Mostajo Guardia, 
2002). Asimismo, los puestos gerenciales del sec-
tor público muestran salarios que oscilan entre 
los US$ 357 y los US$ 2.797; en el sector privado 
los puestos equivalentes varían entre los US$ 750 
y los US$ 8.100 (Mostajo Guardia, 2002) 

La compresión salarial al interior de la carre-
ra, sin tomar en cuenta los adicionales, es baja 
(5.4 entre el máximo y mínimo sueldo de la es-
cala).

Efi cacia (58) y Administración (59–61)
La existencia de los problemas señalados en el 
subsistema de remuneraciones no estimulan en 
las personas el esfuerzo, el rendimiento indivi-
dual o de grupo, y el aprendizaje y desarrollo 

de competencias. Las decisiones dependen del 
manejo de cada área, existen situaciones de ar-
bitrariedad, pago en dólares y pluriempleo. Los 
sistemas de información no contienen informa-
ción actualizada. necesaria para la correcta ges-
tión del sistema salarial. A modo de ejemplo cabe 
destacar que solo el 41% de las remuneraciones 
estatales se realizaban hasta el momento a través 
de la planilla única de pagos. La falta de infor-
mación confi able respecto a estos mecanismos y 
a los montos pagados a través de ellos constituye 
un problema adicional que el Ministerio de Eco-
nomía y Finanzas está buscando revertir. 

Otras compensaciones (62–64)
Los empleados de carrera reciben muy bajos 
sueldos pero gozan de los benefi cios de ley va-
caciones, bonifi caciones, asignación por 25 y 
30 años de servicios, aguinaldos por navidad y 
fi estas patrias. Los contratados por servicios no 
personales, no cuentan con ningún benefi cio la-
boral. 

En relación al tema de pensiones existe 
el problema del régimen del Decreto Ley Nº 
20.530, que es uno de los regímenes pensiona-
rios creados por ley que se aplican a los trabaja-
dores de la administración pública. La cantidad 
de pensionistas bajo el Sistema Nacional de Pen-
siones (D.L 19.990) son 409 mil y bajo el D.L 
20.530 son 295 mil. Este último es el denomina-
do de “cedula viva”. El mismo tiene su origen en 
leyes muy antiguas y con los años, su ámbito de 
aplicación se fue ampliando incluyendo más be-
nefi ciarios con más benefi cios, convirtiéndose en 
una preocupación fi scal, no sólo porque en dicho 
régimen las aportaciones no fi nancian a lo largo 
de la vida el benefi cio de la pensión, sino porque 
la brecha entre aportaciones acumuladas y pagos 
de pensiones se incrementa sostenidamente. En 
1962 se intentó cerrar este régimen para nuevos 

22 Comisión Multisectorial encargada de estudiar la 
situación del Personal de la Administración Pública 
Central. D.S. No 004-2001-TR. Informe fi nal. Lima, 
15 de julio de 2001; p. 30.
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servidores, de manera que se extinguiera cuando 
falleciera el último benefi ciario. El Decreto Ley 
Nº 20.530, promulgado el 26 de febrero de 1974, 
fue expedido para ordenar y restringir ese régi-
men, en el que quedaron comprendidos única-
mente los servidores públicos que se encontraban 
trabajando dentro de la carrera administrativa 
hasta el 11 de julio de 1962. Por el contrario, 
fue creciendo debido tanto a las leyes posteriores 
que ampliaron el número de personas compren-
didas y benefi cios otorgados, y también por las 
indebidas incorporaciones realizadas por diver-
sas dependencias estatales. Las presiones por la 
expedición de nuevas leyes ampliatorias y por la 
aplicación extensiva de las mismas se producían 
con mayor fuerza en la medida en que se abría 
el abismo de diferencias entre este régimen y el 
del Sistema Nacional de Pensiones (D.L 19.990). 
Asimismo, el Decreto Ley Nº 20.530 fue modifi -
cado en numerosas oportunidades para hacerlo 
más benefi cioso en cuanto al cómputo de años 
de servicios, reajuste de pensiones y pensiones 
de sobrevivientes. Todo ello contribuyó a hacer 
este régimen más costoso para el Tesoro Público. 
Estas modifi caciones han permitido que servido-
res públicos puedan cesar con 40 o 45 años de 
edad gozando de pensiones de cesantía de por 
vida y que además cuenten con ingresos adicio-
nales provenientes de otras fuentes, debido a que 
se encuentran en plena edad laboral23. Por otra 
parte, los benefi cios del Decreto Ley Nº 20.530 y 
las normas ampliatorias fueron protegidos por la 
Constitución de 1993, con la incorporación del 
principio de los derechos adquiridos en la Pri-
mera Disposición Final y Transitoria24. Las ca-
racterísticas de este marco normativo han hecho 
del régimen del Decreto Ley Nº 20.530 un siste-
ma inequitativo (respecto de otros regímenes, así 
como al interior del mismo régimen), cuyo costo 
fi scal creciente impide al Estado atender otras ne-
cesidades urgentes. Además, el régimen, impone 
la cédula viva. La cédula viva toma como espejo 
la remuneración del trabajador activo, de modo 
que cualquier incremento en ésta debe refl ejarse 
instantáneamente en la pensión. Esas listas pasi-
vas han crecido exponencialmente a raíz de las 

normas de incorporación y reincorporación que 
se dictaron en la década de los ‘80, así como los 
numerosos casos de fraude e incorporaciones ile-
gales, unido todo ello al hecho incontrovertible 
de que el Estado no tiene fondos o capitales des-
tinados a cubrirlas, ya que cualquier incremento 
en la remuneración formal del trabajador debe 
ser multiplicado, no por el número de servidores 
en actividad, sino por el total incluyendo a ce-
santes y jubilados.

Actualmente se encuentra en proceso la re-
forma en materia previsional relacionada con el 
Decreto Ley Nº 20.530. 

En relación a las compensaciones no monetarias 
cabe señalar que no se encuentran muy exten-
didas. En el caso de la carrera magisterial, la 
Ley del Profesorado contempla como estímulos 
no monetarios al rendimiento el agradecimien-
to o felicitación, las becas, viajes y la concesión 
de las “palmas magisteriales” por desempeño 
destacado (único caso en que se incluye una bo-
nifi cación). La SUNAT también utiliza algunas 
compensaciones no económicas, como la pre-
miación anual del mejor trabajador de cada uni-
dad y la concesión de becas de estudio en el país 
y el extranjero.

Gestión del Desarrollo Profesional

Efi cacia del sistema de promoción y 
calidad del diseño de carrera (65–70)
La función de gestión del desarrollo del perso-
nal evidencia debilidades. En las entidades su-

23 Entrevista a Dr. Carlos Ferrero, Presidente del 
Consejo de Ministros,  Televisión Nacional del Perú. 
Programa: Presencia Nacional, Fecha: Sábado, 25 de 
septiembre de 2004.
24 En la base a la Constitución, el Tribunal Constitu-
cional interpretó en sus sentencias que ninguna norma 
legal podía derogar o modifi car, en perjuicio  de los 
pensionistas, el marco legal vigente al momento en que 
las pensiones habían sido obtenidas. De esta manera, 
el Tribunal Constitucional convirtió a las pensiones del 
régimen del Decreto Ley No 20.530 en nivelables, sin 
topes y no revisables.
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jetas al régimen público no existe un plan de 
carrera que regule el progreso de los emplea-
dos en la estructura de puestos existentes. En 
el caso de la carrera magisterial y la de salud, 
las leyes respectivas establecen los niveles de 
carrera e identifi can a la antigüedad como el 
criterio principal para ascender de un nivel a 
otro25. El congelamiento de los ascensos res-
ponde a limitaciones establecidas por las leyes 
anuales de presupuesto. En ausencia de planes 
de carrera que institucionalicen mecanismos 
para el ascenso, los ascensos en las entidades y 
carreras sujetas al régimen público se producen 
usualmente mediante el mecanismo de designa-
ción por los jefes intermedios y/o las autoridades 
superiores (incluso políticas). En el magisterio 
se han realizado algunas veces concursos para 
ocupar los puestos de dirección de las escuelas. 
Sin embargo, lo usual es que las instancias in-
termedias (Unidades de Servicios Educativos, 
USEs) designen directores interinos de manera 
relativamente arbitraria. Un mecanismo que se 
ha utilizado frecuentemente en todo el sector 
público para facilitar las designaciones y obviar 
los concursos de mérito ha sido la consideración 
de muchos puestos de jefatura intermedia como 
“cargos de confi anza”, que por Ley se ocupan 
por designación y confi anza política de los su-
periores. 

Calidad de la formación y gestión de la 
formación (71–76)
La capacitación y formación de los trabaja-
dores de la administración pública es una de 
las actividades que prácticamente ha sido re-
legada. La ESAP, creada en 1968, tenía a su 
cargo la formación y perfeccionamiento de los 
trabajadores públicos y fue eliminada a fi nes de 
1995. Hoy carece de una política de capacita-
ción y formación de los servidores del Estado, 
y las pocas ofi cinas a nivel sectorial encargadas 
de esa labor, han sido cerradas. Las actividades 
de formación —sean internas o contratadas a 
agentes externos— responden directamente a 
las demandas de las unidades o áreas internas 
de las organizaciones, pero no a una planifi ca-

ción integral de la oferta de capacitación. No 
hay una evaluación clara del impacto y calidad 
del sistema y la calidad de la oferta parece de-
pender directamente de la calidad de las enti-
dades contratadas. 

En el caso de la carrera de la salud, pese 
a que para la evaluación semestral establecida 
por Ley se exige 100 horas de capacitación a 
cada profesional nombrado, el Ministerio no 
cuenta con una oferta sistemática de formación 
a nivel nacional. Tanto en el caso del magiste-
rio como de la carrera de la salud, dado que 
la capacitación otorga puntaje para el progreso 
de los profesionales en la carrera, estos deman-
dan continuamente cursos o los toman en ins-
tituciones externas. No existe sin embargo, una 
oferta diseñada especialmente para responder 
a las necesidades que el progreso en la carrera 
exigiría26 También se observa que la capacita-
ción es concebida más como un benefi cio para el 
empleado que como una inversión institucio-
nal. Cabe destacar, que en el proyecto de Ley 
de la Carrera Administrativa del Servidor Pú-
blico se plantea la creación nuevamente de la 
ESAP. 

25 La Ley del Profesorado establece cinco niveles a los 
cuales el profesor puede acceder luego de un mínimo 
de cinco años de permanencia en el nivel previo. El 
ascenso al primer y segundo nivel es automático según 
la antigüedad en el puesto, mientras que el ascenso a 
los siguientes niveles requiere de una evaluación luego 
de transcurrido el tiempo mínimo de permanencia en 
el nivel previo. Sin embargo, como hemos señalado ya, 
dichas evaluaciones no se realizan y en la práctica no 
hay ascensos más allá del tercer nivel.
26 Esto también se observa en el caso de los organismos 
con regímenes privados. La SUNAT ha invertido sos-
tenidamente en un área dedicada específi camente para 
la formación de su personal (el Instituto de Adminis-
tración Tributaria). El Instituto ofrece continuamente 
actividades de formación en materia específi camente 
tributaria. Sin embargo, las actividades responden más 
a los pedidos puntuales y exigencias de las áreas de la 
entidad que a una planifi cación integral.
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Gestión de las Relaciones Humanas y Sociales 

Gestión del clima (77–78)
En relación al clima laboral las entidades no 
cuentan con evaluaciones periódicas del mismo. 
Usualmente se busca generar cierta integración 
entre el personal de las entidades mediante acti-
vidades realizadas en fechas especiales. 

Efi cacia de la comunicación (79–81)
No se registran políticas dirigidas a este aspecto, 
con la excepción de la SUNAT, que ha diseñado 
canales de comunicación interna.

Equilibrio y Calidad de la Relaciones 
Laborales (82–85)
Durante los años noventa se produce una desar-
ticulación del gremialismo estatal, cuya presen-
cia se redujo al mínimo. La libertad de afi liación 
y representación de los intereses de los trabaja-
dores ha reinstaurado su vigencia recientemente, 
aunque aún no se puede precisar su evolución 
(Bonifacio y Falivene, 2002). En noviembre de 
2001 se sanciona la Ley 27.556 que crea el re-
gistro de organizaciones sindicales de servidores 
públicos y por el D.S. Nº 3 de marzo del 2004, se 
establece el Registro de Organizaciones Sindica-
les de servidores públicos (ROSSP). Este nuevo 
marco legal revierte la desinstitucionalización 
reinante en el tema. Por último, el tema de la 
negociación colectiva es un tema controvertido 
ya que en la Constitución, se le otorga dicho 
derecho a los trabajadores privados, pero no lo 
menciona para los funcionarios públicos. En la 
práctica existe de hecho la negociación colectiva 
en el sector público. Negocia cada entidad, sien-
do el SUTEP (Sindicato Único de Trabajadores 
de la Educación de Perú) el sindicato público 
más grande. La posibilidad de implementar la 
negociación colectiva para el sector público fi gu-
ra entre los lineamientos de los proyectos envia-
dos al Congreso.

Gestión del confl icto laboral (86–87)
En general, las huelgas durante la década de los 
noventa disminuyeron ostensiblemente, siendo 

para el año 1999 sólo algo más del 11% de las 
registradas a comienzo de la década (Bonifa-
cio y Falivene, 2002). La confl ictividad latente 
durante ese período ha emergido en el último 
año, en el cual una serie de huelgas, incluyendo 
un paro docente de fuerte impacto y un paro 
general pusieron en jaque la gobernabilidad 
del sistema. Por último, cabe destacar que ha 
comenzado a revertirse un tema confl ictivo en 
la agenda sindical, referido a la desvinculación 
de cientos de trabajadores durante la etapa de 
Fujimori. Se creó un Registro Nacional de Tra-
bajadores Cesados Irregularmente a efectos de 
optar por los benefi cios regulados en el artículo 
3º de la Ley Nº 27.803, la compensación eco-
nómica, la jubilación adelantada, la capacita-
ción y reconversión laboral o la recontratación 
laboral y en septiembre del 2004 se dispuso el 
pago total de compensación económica a 5.037 
benefi ciarios de los ceses colectivos (MINTRA, 
2004)

Gestión de las políticas sociales (88–89)
En lo relativo a la gestión de las políticas socia-
les, la mayor parte de entidades ofrece algún tipo 
de seguro o cobertura médica. Ella usualmente 
se limita a quienes están empleados bajo los re-
gímenes público o privado, quedando fuera los 
contratados mediante servicios no personales. 
La calidad de los servicios ofrecidos puede ser 
buena —como en la SUNAT— o sumamente 
defi citaria —como en el caso del magisterio—. 
Usualmente las entidades cuentan con un fondo 
de apoyo y estímulo a los empleados (CAFAE) 
en el cual confl uyen aportes de la entidad y de 
los propios empleados. Dichos recursos son uti-
lizados de manera muy diversa, fi nanciándose 
desde actividades recreativas hasta pequeños 
préstamos para estudio o situaciones familiares 
difíciles. 

Por último, cabe destacar que la nueva Ley 
Marco del Empleo Público establece que las enti-
dades deberán diseñar y establecer políticas para 
implementar de modo progresivo, programas de 
bienestar social e incentivos dirigidos a los em-
pleados y su familia.
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Organización de la Función de 
Recursos Humanos (90–93) 

Desde 1995, con la disolución de la Escuela Su-
perior de Administración Pública (ESAP) el sis-
tema de servicio civil en el Perú ha carecido de 
una entidad central responsable del conjunto del 
sistema. Las funciones relativas al sistema de per-
sonal pasaron a ser responsabilidad exclusiva de 
cada entidad del sector público y en los últimos 
años la Presidencia del Consejo de Ministros —a 
través de la Dirección General de la Gestión Pú-
blica— y el Ministerio de Economía y Finanzas 
han tomando ciertas responsabilidades centrales 
relativas a las funciones generales de administra-
ción del personal y a la de la administración de 
los salarios en particular. 

Durante ese período el Ministerio de Econo-
mía ha mantenido el control sobre las planillas 
públicas y la capacidad de regular las remune-
raciones mediante la Ley anual de presupues-
to. Por su parte, la Presidencia del Consejo de 
Ministros no ha obtenido aún un mandato legal 
claro que le otorgue atribuciones centrales sobre 
dicho conjunto de funciones. Cada entidad sigue 
tomando decisiones de manera fragmentada en 
función a lo que el marco legal (público o priva-
do) le permite. 

La Ley Marco del Empleo Público Nº 
28.175 ha introducido modifi caciones al actual 
esquema organizativo de la función de RH, las 
cuales entrarán en vigencia a partir de 2005. La 

ley crea el Consejo Superior del Empleo Público 
—COSEP—, como organismo público descen-
tralizado, con autonomía administrativa y fun-
cional adscrita a la Presidencia del Consejo de 
Ministros y será el ente rector nacional especia-
lizado en el empleo público. El COSEP tendrá 
funciones vinculadas a vigilar el cumplimiento de 
las leyes vinculadas al empleo público, proponer 
directivas, normas y reglamentos, llevar el Regis-
tro Nacional del Personal del Empleo Público y 
su Escalafón27. También se crea el Tribunal del 
Empleo Público como órgano del Consejo Supe-
rior del Empleo Público, que conocerá en última 
instancia administrativa los recursos interpuestos 
contra actos referidos al acceso, salida y remune-
raciones del empleo público. Este aspecto marca 
la inexistencia de una institucionalidad clara que 
disponga de una visión general de la situación 
del empleo en el gobierno central y que supervi-
se la aplicación de las normas.

27 De acuerdo a la ley la dirección y administración del 
Consejo Superior del Empleo Público estará a cargo de 
una Junta de Consejeros integrada por cinco (5) miem-
bros nombrados mediante resolución suprema e inte-
grado por tres representantes del Poder Ejecutivo, uno 
de ellos lo preside, un representante del Consejo Nacio-
nal de Descentralización —CND— y un representan-
te de las Universidades. Uno de los representantes del  
Poder Ejecutivo debe ser escogido entre los empleados 
públicos en actividad.



437

SÍNTESIS DEL DIAGNÓSTICO: CASO PERÚ

[–]

SUBSISTEMAS DE LA GESTIÓN DE RECURSOS HUMANOS

ESTRATEGIA

Organización
del trabajo

Gestión del
empleo

Gestión del
rendimiento

Gestión de la
compensación

Diseño de puestos
Definición de

perfiles

Incorporación
Movilidad

Desvinculación

Planificación
Evaluación

Planificación [–]

Gestión del
desarrollo

Gestión de las relaciones humanas y sociales

Clima laboral Relaciones laborales Políticas sociales

[–] [–] [–]

[–]

[–]

Retribución monetaria
y no monetaria

Promoción y carrera
Aprendizaje

individual y colectivo

Valoración simbólica de los subsistemas de recursos humanos
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II. INDICADORES 

A) Indicadores Cuantitativos
(En dólares)28

1. Tasa de designaciones políticas

I. Cargos que prevén designación política en la  2.855 2003 – Trabajadores de dirección + trabajadores de 
Administración Central  confi anza – Fuente Contraloría General de la República  
  – Informe consolidado de evaluación de cumplimiento de 
  las medidas de austeridad.

II. Total de cargos administrativos de la  616.000 2003 – Fuente Elaboración propia en base al informe de la 
Administración Central   Comisión Multisectorial Encargada de Estudiar la situación 
  del personal de la administración publica.

I / II 0.46% 

Peso fi scal del empleo público
2. Nómina salarial del gobierno central / Producto Bruto Interno

I. Nomina salarial del Gobierno Central (millones) 2.779,02 2003 – Banco Central de la República (anexo 57) – Gastos 
  del Gobierno Central – Remuneraciones.

II. PBI (millones ) 37.975 2003 – Banco Central de la República – Cuadros anuales.

I / II 7.32% 

Incentivos del Servicio Civil
3. Compresión vertical de los salarios

I. Asignación mensual de la máxima categoría  739,03 2001– Alta Dirección – Categoría F8-Valor PUP Fuente: 
  Comisión Multisectorial Encargada de Estudiar la situación 
  del personal de la administración publica.

II. Asignación mensual del categoría mínima  136,75 2001– Auxiliares – Categoría SA E-Valor PUP-Fuente: 
  Comisión Multisectorial Encargada de Estudiar la situación 
  del personal de la administración pública.

I / II 5.4 

28 Tipo de Cambio promedio: 2003 NS 3.48 por cada US$. 2001 NS 3.51 por cada US$

Fuente: Tipo de cambio bancario – Banco Central de la Republica de Perú – anexo 26
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Incentivos del Servicio Civil
4. Sueldo gubernamental promedio del gobierno central / PIB per cápita

I. Sueldo promedio Administración Central  184,57 2003 – Fuente Contraloría General de la República –  
  Informe consolidado de evaluación de cumplimiento de  
  las mediadas de austeridad.

II. PBI per cápita (mensualizado) 116,56 2003 – Cálculos Propios en base a Banco Central de la 
  Republica – Cuadros anuales (anexo 2) – (NS 4867.8/12)

I / II 1.58

Incentivos del Servicio Civil
5. Sueldo gubernamental promedio del gobierno central / sueldo promedio del sector privado

I. Sueldo promedio Administración Central  184,57 2003 – Fuente Contraloría General de la República –  
  Informe consolidado de evaluación de cumplimiento de  
  las mediadas de austeridad.

II. Sueldo promedio del sector privado 616,09 2003 – Encuesta Nacional de Sueldos y salarios – 
  MTPE-DNPEFP.

I / II 0.30

Dotación de Servicio Civil
6. Número total de empleados públicos en el gobierno central / población total

I. Número total de empleados públicos 616.000 2003 – Fuente Elaboración propia en base al informe de la 
  Comisión Multisectorial Encargada de Estudiar la situación 
  del personal de la administración publica.

II. Población Total 26.749.000 2003-INEI.

I / II 2.3%

  
7. Gasto público total del gobierno central (excluye pensiones y servicio de la deuda) / Número total de empleados 

públicos del gobierno central

I. Gasto público total del Gobierno Central (millones) 7307,47 2003 – Boletín de transparencia fi scal N° 30 –  
  Viceministerio de Economía – Dirección General de  
  Asuntos Económicos y Sociales.

I. Número total de empleados públicos  616.000 2003 – Fuente Elaboración propia en base al informe de la 
  Comisión Multisectorial Encargada de Estudiar la situación 
  del personal de la administración publica.

I / II (en dólares)  11.862,77
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Tabla de índices
    Valor 
 Valor Índices Porcentaje  subíndices Porcentaje 
Índice (escala 0 a 20) de la escala               Subíndice (escala 0 a 10) de la escala

(E) Efi ciencia 3.17 16%    

(M) Mérito 3.69 18%
    

(CE) Consistencia  2.63 13%
estructural    

   (CES) Coherencia estratégica 1.29 13%

   (CD) Consistencia directiva 1.57 16%

   (CP) Consistencia procesos 1.08 11%
    

(CF) Capacidad  2.85 14%
funcional    

   (COM) Competencia 1.88 19%

   (EI) Efi cacia incentivadora 1.23 12%

   (FL) Flexibilidad 1.09 11%

(CI) Capacidad  3.65 18%
integradora

B) Índices para la evaluación de los sistemas de servicio civil 

Efi ciencia
Los valores más bajos están dados por la situa-
ción del sistema de gestión de las remuneracio-
nes, con especial énfasis en la fuerte inequidad 
interna ya que para puestos similares se pueden 
encontrar distintas remuneraciones de acuerdo 
al organismo. Otro factor que impacta es el alto 
costo de las plantillas y su tendencia a crecer en 
el tiempo sin medidas que produzcan una mejo-
ra y la ausencia de inversión en políticas de for-
mación. 

Mérito 
Si bien existen marcos legales su falta de apli-
cación se refl eja en el desempeño de este índice 
destacando la arbitrariedad en la política de re-
muneraciones al interior de la carrera. 

Consistencia Estructural
Subíndice coherencia estratégica. La falta de coheren-
cia estratégica en la planifi cación de la gestión de 
los recursos humanos y la ausencia de políticas 
de compensación impactan negativamente en 
este índice.

Subíndice consistencia directiva. No hay formación 
para los directivos ni políticas vinculadas a for-
talecer las unidades de recursos humanos. La 
gestión a nivel central ha estado signada por un 
proceso de desintitucionalización sin capacidad 
para generar un soporte técnico sustantivo para 
la gestión de los recursos humanos.

Subíndice consistencia de los procesos. La debilidad 
de los procesos de organización del trabajo; la 
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inexistencia de acciones vinculadas al clima y 
la comunicación; y la ausencia de información 
vinculada a la gestión de las remuneraciones im-
pactan negativamente en el desempeño de este 
índice. 

Capacidad Funcional
Subíndice competencia. No se desarrollan perfi les y 
si bien existen normas vinculadas a efectos de la 
selección estas no son instrumentadas en forma 
homogénea prevaleciendo los mecanismos de 
contratación paralela que permiten un manejo 
discrecional de los ingresos a la APN. 

Subíndice efi cacia incentivadora. Las debilidades que 
enfrentan los subsistemas de gestión de las remu-
neraciones como del rendimiento impactan ne-
gativamente en el desempeño del índice

Subíndice fl exibilidad. Representa la ausencia de 
mecanismos de planifi cación que permitan 
prácticas de adaptación frente a cambios en el 
entorno; la debilidad de los procesos de organi-
zación del trabajo; la alta estabilidad en el em-
pleo público una vez incorporado y la ausencia 
de políticas de movilidad.

Capacidad integradora
Impacta sobre este índice el bajo desempeño del 
sistema de gestión del rendimiento, el cual si bien 
existe en forma declarativa esta solamente aso-
ciado a la posibilidad de dar estímulos económi-
cos compensatorios del salario y no a la gestión 
del desempeño.

III. CONCLUSIONES 

Análisis de áreas causales

La ausencia generalizada de visión estratégica 
en las entidades públicas peruanas impide que 
la gestión de los recursos humanos sea valorada 
como una herramienta al servicio de la estrate-
gia de gobierno. En segundo lugar, la ausencia o 
debilidad de los marcos regulatorios para la ges-

tión de recursos humanos lleva al predominio de 
la negociación oportunista entre los actores inte-
resados, y la implementación de arreglos insti-
tucionales específi cos y precarios que no logran 
constituirse en regímenes plenos. En tercer lu-
gar, el régimen laboral público (y de las carreras 
profesionales) constituye un marco sumamente 
rígido para la gestión de los recursos humanos. 
Se produce una tendencia a la “informalidad le-
gal” según la cual los directivos incumplen con 
las normas vigentes como forma de hacer via-
ble una gestión efi caz de sus recursos humanos. 
El recurso de las contrataciones de “servicios 
no personales” es parte de esta informalidad. 
Otra manifestación consiste en la proliferación 
de cargos de confi anza política como meca-
nismo para evitar los procesos establecidos de 
promoción y selección. En cuarto lugar, existe 
una generalizada vulneración al principio de mérito. 
Como sucede en otros países, dicha vulneración 
se produce mediante la patrimonialización de la 
administración por las elites políticas en el poder 
y la prevalencia de redes clientelares de favores 
(incluyendo los favores familiares bajo la forma 
de nepotismo). Este problema afecta tanto las 
funciones de gestión del empleo como las de 
gestión del desarrollo e incluso las de gestión de 
la compensación. 

Factores del contexto interno y entorno 

El contexto político de la última década no ha 
favorecido los procesos de reforma dada su alta 
inestabilidad. A nivel interno, las funciones y 
labores de gestión de los recursos humanos se 
encuentran notablemente centralizadas al inte-
rior cada entidad pública (en manos de áreas 
especializadas pero usualmente poco valoradas 
internamente). Esto reduce la fl exibilidad con 
la cual los directivos de línea pueden gestionar 
sus recursos humanos y reduce también su res-
ponsabilidad en el área. Asimismo, el sistema 
se encuentra seriamente fragmentado y sin una 
real descentralización de responsabilidades y 
funciones a nivel de cada entidad. Más que des-
centralización hay insularidad. 
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Conclusiones principales del diagnóstico

El sistema de servicio civil peruano se encuentra 
poco desarrollado, reduciéndose en la práctica 
a las tradicionales funciones de administración 
del personal. La planifi cación de los recursos 
humanos se comporta de manera reactiva ante 
las demandas de personal de los directivos polí-
ticos o de los directivos de línea de las entidades. 
Los sistemas de información presentan falencias 
signifi cativas con escasa viabilidad de resolu-
ción en el corto plazo. El mérito y la calidad del 
desempeño no son criterios importantes para el 
funcionamiento de la administración en Perú, 
predominando prácticas clientelísticas. Existe 
un uso cada vez mas extendido de la aplicación 
del régimen laboral privado, produciendo in-
sularidad de las entidades que se acogen a este 
régimen y agravándose la fragmentación del 
sistema en su conjunto. Como resultado de la 
fragmentación normativa e institucional y de la 
rigidez del marco normativo de la función públi-
ca, la informalidad se ha abierto camino como 
alternativa para asegurar el funcionamiento de 
las entidades públicas en lo referente a la gestión 
de sus recursos humanos. Ante la debilidad de 
los marcos normativos y de los procedimientos 
formales que debieran efectivamente regular la 
gestión de los recursos humanos, las prácticas ge-
renciales vinculadas a dicha gestión se encuen-
tran fuertemente marcadas por dos dinámicas: 
a) la negociación oportunista directa entre los 

actores interesados, y b) la implementación de 
arreglos institucionales específi cos que resultan 
ser muy precarios. 

IV. RECOMENDACIONES 

• Fortalecer los consensos políticos internos en 
relación a la reforma del Servicio Civil.

• Priorizar en la agenda los procesos de imple-
mentación de las nuevos marcos legales.

• Desarrollar un sistema de planifi cación que 
permita una gestión adecuada de los recur-
sos humanos. 

• Diseñar mecanismos e incentivos que facili-
ten la incorporación progresiva del “merito” 
como criterio de acceso a la función pública.

• Rediseñar la política de compensación.
• Desarrollar una política integral referida a la 

cuestión de la formación y el desarrollo del 
personal de la APN. 

• Invertir en la promoción de un proceso de 
aprendizaje organizacional relativo a las 
mejores prácticas de gerenciamiento de los 
recursos humanos existentes ya en el país. 
La evaluación y el mejoramiento de dichas 
prácticas es un paso fundamental para escla-
recer la dirección general que debería seguir 
el sistema de servicio civil peruano.

• Fortalecer la institucionalidad actual tanto a 
nivel central como de los organismos descen-
tralizados.
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ANEXOS

ANEXO 1. Valoración de los puntos críticos

(Ver anexo fi nal)

ANEXO II. Ficha técnica del informe

• Fecha de fi nalización del informe
Fecha del diagnóstico: Febrero de 2003
Fecha de la revisión: Septiembre de 2004 

• Consultores 
Mercedes Iacoviello – Laura Zuvanic
Asistentes: Yanina Azzolina – María Jesus 
Zuvanic

• Fuentes de obtención de la información

Documentos

Banco Central de la República (2003) “Cuadros 
anuales”.

 
 Categorías Factores Comentarios del Evaluador

Antecedentes  Ausencia de continuidad. Cambio de normas sin cambio sustancial.

Análisis del contexto  Análisis del marco  Coexistencia de instituciones regidas por un régimen laboral público y por un 
institucional legal régimen laboral privado.

Análisis funcional   Análisis organizativo   Ausencia de institucionalidad a nivel central. 
del servicio civil de la función Recursos  Escasa capacidad de las ofi cinas de personal a nivel de cada organización. 
 Humanos 

 Indicadores   Cargos por designación política no superan el 1% pero no incluyen ni contratados ni 
 cuantitativos del   asesores.
 sistema de SC Fuerte diferencia salarial entre sector público y privado a desmedro del primero.
 analizado Nomina salarial representa el 7,3% del PBI
  Compresión salarial al interior de la carrera sin incluir los adicionales es de 5,4. 

Análisis por  Planifi cación Planifi cación centrada en gestión presupuestaria bajo un marco de restricción que 
subsistemas  genera negociaciones oportunistas y puja presupuestaria entre áreas. Sistema de 
  información inexistente. Sistemas de contrataciones bajo marcos legales confusos y 
  no equitativos.

 Organización del  Sistema defi nido pero no utilizado. Uso frecuente de sistema de contratación 
 trabajo temporaria. 

 Gestión del empleo Práctica clientelista. Intento de reversión a partir de nuevo marco legal y proyectos 
  de ley sobre el tema. 

 Gestión del  Inexistencia del subsistema. Uso solo vinculado a mejora salarial. 
 Rendimiento

 Gestión de la  Inexistencia de información. Alta inequidad interna y externa. Disparidad de 
 Compensación remuneraciones. Doble empleo. Precariedad del sistema de pensiones. 

 Gestión del Desarrollo Ausencia de planes de desarrollo. Sin diseño de carreras horizontales. Sin oferta 
  sistematizada de capacitación. Desinstitucionalización de la función de formación.

 Gestión de las   Inexistencia de políticas de clima organizacional y de comunicación. Existencia de 
 Relaciones Humanas  mecanismos informales de negociación Alto grado de confl icto sindical actual. 
 y Sociales

Índices del sistema   Encontramos un desempeño limitado cuyo valor más bajo se ubica en consistencia 
de servicio civil  estructural con un 13% y su valor más alto en capacidad integradora con un 18%. 

V. TABLA DE SÍNTESIS
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men de pensiones.

Ley Nº 27.556. Registro de Organizaciones 
Sindicales de Servidores Públicos (ROSSP). 
2001.



445

SÍNTESIS DEL DIAGNÓSTICO: CASO PERÚ

Ley N° 27.803. Implementa de las recomenda-
ciones derivadas de las comisiones creadas 
por las leyes Nº 27452 y Nº 27586, encarga-
das de revisar los ceses colectivos efectuados 
en las empresas del estado sujetas a procesos 
de promoción de la inversión privada y en 
las entidades del sector público y gobiernos 
locales. 29 de julio de 2002.
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Sitios web consultados

Gobierno de Perú www.peru.gob.pe

Portal Ciudadanos al día www.ciudadanosalaldia.org

Agenda Perú www.agendaperu.org.pe

Noticias Perú http://www.elregionalpiura.com

Noticias Perú http://www.laultima.com

Cintefor. Temas sindicales www.ilo.org/public/spanish/region/ampro/cinterfor/temas

Ministerio de Trabajo http://www.mtps.gob.pe/mostrar_noticia.php?id_actividades=213

Boletín Ofi cial http://www.editoraperu.com.pe/

Congreso Perú http://www.congreso.gob.pe/ntley/default.asp

Sistema Peruano de información jurídica http://www.minjus.gob.pe/spij/

Presidencia del Consejo de Ministros http://www.pcm.gob.pe/

Ministerio de Energía y Minas http://www.minem.gob.pe/
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Abreviaturas

CAFAE Fondo de Asistencia y Estímulo del personal

CAP Cuadros Analíticos de Personal

CGRH Convenios de Gestión de Recursos Humanos

CLAS Centros Locales de Administración de Salud

CONASEV Comisión Nacional Supervisora de Empresas y Valores

COSEP Consejo Superior del Empleo Público

ESAP Escuela Superior de Administración Pública del Perú

FAE Fondo de Asistencia y Estímulo

INAP Instituto Nacional de Administración Pública

INDECOPI Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de la Propiedad Industrial

MEF Ministerio de Economía y Finanzas

MOF Manuales de Organización y Funciones

MPC Manual de Perfi les de Competencias

ONAP Ofi cina Nacional de Personal 

OSINERG Organismo Supervisor de la Inversión en energía

PCM Presidencia del Consejo de Ministros

PESEM Planes Estratégicos Sectoriales Multianuales

PIB Producto Bruto Interno

PIRH Plan Institucional de Gestión de Recursos Humanos 

ROSSP Registro de Organizaciones Sindicales de servidores públicos

SAT Sociedad de Asesoramiento Técnico

SIAF Sistema de Información de Administración Financiera

SIGA Sistema Integrado de Gestión Administrativa

SUNAT Superintendencia Nacional de Administración Tributaria

SUTEP Sindicato Único de Trabajadores de la Educación de Perú

TC Tribunal Constitucional

URSP Unidad Remunerativa del Sector Público

USEs Unidades de Servicios Educativos
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I. RESUMEN EJECUTIVO2 

Principales conclusiones 

La escasa delimitación de competencias entre los 
distintos poderes del estado es una característica 
histórica de la República Dominicana. A ello se 
le suma un Poder Ejecutivo fuerte (Agosto Rie-
ra, 2004), y una gestión de la burocracia pública 
marcada por el uso de lazos particularistas. A pe-
sar de prácticas que algunos autores han deno-
minado neopatrimonialistas (Hartlyn, 1999), la Ley 
del Servicio Civil y Carrera Administrativa busca es-
tablecer un cuerpo de funcionarios estable e in-
dependiente del poder político. En este sentido, 
esta Ley intenta implantar un segmento burocrá-
tico profesional permanente, pero este esfuerzo 
dista de ser exitoso. El propio sistema político es 
la mayor barrera para el completo ejercicio de 
la misma. 

La metodología de diagnóstico del servicio 
civil utilizada en este trabajo demuestra que los 
subsistemas de gestión de los recursos humanos 
tienen promedios bajos, en particular planifi -
cación y rendimiento. En parte, los puntos de 
valoración toman los valores bajos de la esca-
la porque los principios de mérito se observan 
solamente para los funcionarios en la Carrera 
Administrativa y no para los del Servicio Civil. Los 
primeros son menos del 5% del personal del go-
bierno central.

Contexto institucional

La República Dominicana está considerada como 
un país de desarrollo humano medio, presentan-
do un índice de 0.74 en 2002 (PNUD, 2004). 
Su población llega a 8.6 millones de habitantes, 
y comparte el territorio de la isla con Haití. Si 
bien la economía dominicana experimentó un 
crecimiento sostenido en los noventa, el mismo 
se desacelera en 2001 para desembocar en una 
crisis bancaria en 2003 cuyos efectos son aún vi-
sibles en 2005. Es un país altamente dependiente 
del contexto internacional, siendo el turismo y 
las Zonas Francas sectores clave de la economía. 
Las remesas de emigrantes dominicanos, por otra 
parte, constituyen un cuarto del total de ingresos 
del país, constituyéndose así en la segunda fuen-
te de ingresos del país. En lo social, el ingreso 
per cápita fue de 6.210 dólares en 2003 (Banco 

CAPÍTULO 17

Síntesis del diagnóstico
Caso República Dominicana1 

1 Autores: Mercedes Iacoviello y Ana Laura Rodrí-
guez-Gustá

Este trabajo se basa en la revision y actualizacion 
del diagnostico realizado por ALEPH S.A. (2002).
2 Se agradece a Darío Castillo Lugo, Ricardo Gutié-
rrez y Patricia Julnes quienes se han tomado el trabajo 
de brindar comentarios sustantivos sobre la forma y el 
contenido del informe. Las opiniones aquí vertidas son 
de exclusiva responsabilidad de las autoras, por lo que 
no comprometen la visión de quienes han brindado 
comentarios a este trabajo. 
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Mundial, 2005). La desigualdad de ingresos es 
relativa, con un coefi ciente de Gini de 47.4% en 
el año 2002 (PNUD, 2004). El mayor contraste 
social está dado por la notoria diferencia de opor-
tunidades entre el sector urbano y rural. 

El sector público y el gobierno central en 
particular es un importante empleador, dado 
que los otros sectores tienen baja capacidad de 
generar puestos de trabajo (Castillo Lugo, 2002). 
Considerando la calidad de empleador del Es-
tado, se vuelve aún más preocupante la falta de 
prácticas transparentes y efi cientes para el ma-
nejo de los recursos públicos. Más específi ca-
mente, el empleo público ha sido un elemento 
de reproducción partidaria, interfi riendo así con 
la formación de un cuerpo burocrático técnico 
y estable. Por otra parte, los equipos de gobier-
no tienden a trabajar en forma poco coordina-
da y armónica, con estilos individuales y poca 
delegación de autoridad, a lo que se suma una 
fuerte discontinuidad en las políticas públicas y 
la ausencia de políticos con habilidades técnicas 
(Iturbe de Blanco, 2003). 

El gobierno central es el objeto de este infor-
me. Respecto a su estructura, éste cuenta con 24 
secretarías y dependencias equivalentes. Existe 
una amplia dispersión de funciones, hecho que 
produce una baja articulación de las competen-
cias sectoriales (Mieses, 1999). En la actualidad 
se destacan dos programas con apoyo interna-
cional para la reforma del estado y la moderni-
zación del gobierno central. En primer término, 
está el Programa de Reforma y Modernización 
del Poder Ejecutivo con fi nanciamiento del Ban-
co Interamericano de Desarrollo (BID) deno-
minado PROREFORMA (BID, 1999), con un 
componente específi co de apoyo a la adminis-
tración pública central. En segundo término, se 
encuentra el Programa de Apoyo a la Reforma y 
Modernización del Estado (PARME) con fondos 
de la Unión Europea (Castillo Levisón, 2003). 
Actualmente, PROREFORMA y PARME, en 
colaboración con la Ofi cina Nacional de Admi-
nistración y Personal (ONAP), están realizando 
estudios de diagnósticos y propuestas, destacán-
dose: 1) un anteproyecto de ley para cambiar la 

Ley de servicio Civil y Carrera Administrativa 
14-91, y 2) un plan estratégico para ONAP. 

Antecedentes

El 20 de mayo de 1991, el Congreso aprueba por 
unanimidad la Ley 14-91, Ley de Servicio Civil y Ca-
rrera Administrativa, luego de varios anteproyectos 
sometidos a consideración entre 1966 y 1990. En 
un contexto de prácticas políticas personalistas, 
la Ley fue un verdadero “pacto político” (Entre-
vista 2004). Inspirada en los sistemas de Colom-
bia, Costa Rica, Venezuela y Puerto Rico, la Ley 
de Servicio Civil es una ley marco que regula la 
carrera administrativa con 46 artículos distribui-
dos en 13 capítulos, de aplicación para los funcio-
narios del gobierno central (Montero, 2004). Con 
el Reglamento 81-94 de 1994, la Ley se vuelve 
operativa. A este marco jurídico se le suman los 
Instructivos de la ONAP. A pesar de estar a diez 
años de los inicios de su instrumentación, es re-
cién en el año 1999 que un decreto del Poder Eje-
cutivo extiende la aplicación de la Ley a varias 
secretarías adicionales (De Lancer, 2004).

En cuanto a su contenido, la Ley 14-91 esta-
blece, por primera vez, un estatuto laboral para 
todos los funcionarios civiles a través de dos fi gu-
ras jurídicas: la del Servicio Civil y la de la Carrera 
Administrativa. Al menos inicialmente, el sistema 
así establecido es fuertemente bifurcado: por un 
lado, se establece la Carrera Administrativa con el 
mérito como requisito y por otro, el Servicio Ci-
vil con requisitos mínimos de ingreso y gestión. 
No obstante, estos segmentos están conectados, 
ya que la Ley 14-91 habilita la incorporación de 
personal del Servicio Civil a la Carrera Administrativa 
mediante pruebas, por lo que no se vuelven mer-
cados laborales separados y auto-contenidos. El 
régimen del Servicio Civil representa el régimen 
estatutario de Derecho Público, regulando las 
relaciones laborales entre el Estado y los fun-
cionarios. Se excluyen los funcionarios de libre 
nombramiento y remoción (Art. 2, Ley 14-91). 
El régimen de Carrera Administrativa fue instituido 
por el estatuto de la función pública, en busca 
de la profesionalización y la tecnifi cación de la 
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gestión gubernamental, al que se accede por los 
méritos del personal en servicio o por concursos 
públicos de oposición. Los funcionarios en la Ca-
rrera Administrativa gozan de estabilidad, según la 
Ley. La estructura de carrera y benefi cios difi eren 
de un régimen a otro, siendo precisamente la es-
tabilidad uno de los benefi cios donde se presen-
ta, al menos teóricamente, la mayor diferencia. 

Una importante limitante a la Ley 14-91 es 
la propia Constitución. En efecto, el Presidente 
de la República es la máxima autoridad del siste-
ma, en su condición de Jefe de la Administración 
Pública. El Art. 55 de la Constitución le atribuye 
la capacidad de reclutar y despedir a los funcio-
narios públicos, teniendo así amplias potestades. 
Como se verá, a pesar de que los funcionarios 
en la Carrera Administrativa gozan de estabilidad 
según la Ley 14-91, pueden ser despedidos con 
cambios de gobierno como ha sucedido en los 
hechos. Se estima que a partir de agosto de 2004, 
con el nuevo gobierno, se han cancelado las de-
signaciones de al menos 3.000 funcionarios que 
ya estaban incorporados a la Carrera Administrati-
va (Entrevista 2004).

Cambios desde la fecha del 
diagnóstico (junio 2002) 

Desde junio de 2002 al presente, el cambio políti-
co más importante ha sido la rotación del partido 
de gobierno en agosto de 2004. Hipólito Mejía 
del Partido de la Revolución Dominicana deja la 
presidencia y asume Leonel Fernández Reyna del 
Partido de la Liberación Dominicana3. En lo que 
respecta a la implantación de un cuerpo de ser-
vicio civil, el panorama político es complejo y en 
principio ninguno de los dos últimos gobiernos 
parecería estar enteramente comprometido con 
dicho proyecto. Por una parte, el gobierno de Hi-
plólito Mejía recibe fuertes críticas por supuestas 
acciones de corrupción en el manejo de los recur-
sos públicos. Por otra parte, el nuevo gobierno de 
Leonel Fernández canceló una cantidad conside-
rable de funcionarios ya incorporados a la Carrera 
Administrativa, no ajustándose al criterio de la esta-
bilidad de este personal que indica la Ley 14-91. 

En cuanto a los cambios económicos, la 
quiebra de tres bancos desembocó en una im-
portante crisis en 2003 cuyo impacto se siente 
a la fecha. Se espera formalizar un acuerdo con 
el Fondo Monetario Internacional para los pri-
meros meses de 2005 (Participación Ciudadana, 
2004). Probablemente, los ajustes que deba ha-
cer el nuevo gobierno impliquen la reducción de 
los salarios públicos. 

Análisis de los Subsistemas4 
Planificación de recursos humanos

Existencia e integridad del sistema (1)
La Ley Nº 55 del 22 de noviembre de 1965 esta-
bleció el Sistema Nacional de Planifi cación Eco-
nómica, Social y Administrativa, integrado por 
las Ofi cinas Nacionales de Planifi cación, Presu-
puesto y Estadísticas y la ONAP. Este Sistema es 
supervisado por el Secretariado Técnico de Pre-
sidencia (Castillo Lugo, 2002). A pesar de este 
importante esfuerzo normativo y de creación de 
organizaciones, todavía se carece de un sistema 
de planifi cación integral de los recursos humanos. 
En efecto, no existe planifi cación funcional o de 
contenido de las metas institucionales y las tareas 
de los grupos ocupacionales. El presupuesto tiene 
un monto global de gastos en recursos humanos 
y la Contraloría solamente supervisa que las Se-
cretarías no excedan los límites superiores de gas-
to indicados (Entrevista 2004). Por otra parte, la 
información presupuestal actualmente disponi-
ble no permite distinguir a qué tipo de cargos se 
destinan los recursos. Esto le da a los titulares de 
las secretarías fl exibilidad para crear y suprimir 
cargos y designar funcionarios de su preferen-
cia, sin mayores criterios de gestión (Entrevista 
2004). Asimismo, por la inestabilidad de los fun-

3 Leonel Fernández Reyna ejerció un primer mandato 
presidencial entre 1996 y 2000.
4 El análisis de los subsistemas sigue los 93 puntos crí-
ticos establecidos en la metodología, los cuales se listan 
con su correspondiente valoración en el Anexo I. Para 
cada apartado se indican entre paréntesis los puntos 
críticos asociados.
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cionarios, se calcula que la Ofi cina Nacional de 
Planifi cación (ONAPLAN) tiene solamente entre 
un 20 y 30% de personal del gobierno anterior 
(Entrevista 2004), lo que afecta severamente a los 
cuerpos especializados en planifi cación por su ro-
tación. Por otra parte, existen empleados públicos 
que no están registrados por Contraloría, como 
es el caso de los funcionarios nominales, el personal 
con contrato por resolución del Secretario sin la 
aprobación del Presidente, a quienes se les paga 
con recursos propios de las secretarías y no del 
presupuesto nacional central. Dado que los fun-
cionarios nominales no son un porcentaje menor 
de los empleados, esta práctica inhibe una pla-
nifi cación integral de los recursos humanos del 
gobierno central. En efecto, en el 2003, el 24% 
de los funcionarios en la Administración Gene-
ral tenían contrataciones nominales, dejando así 
las nóminas de personal del gobierno central in-
completas5. En algunas secretarías, como Salud 
Pública, la proporción de nominales llegó a ser 
mayor que los fi jos (Entrevista 2004). Si bien en 
un momento se intentó clarifi car la situación de 
los nominales, mediante decretos que los asimila-
ran a funcionarios regulares, no hay mecanismos 
que permitan establecer la continuidad de este 
esfuerzo (Entrevista 2004). En lo que respecta 
a planifi cación de la gestión organizacional, la 
misma está en los primeros pasos, dado que las 
secretarías tienen difi cultades en elaborar metas 
o evaluar sus logros en forma sistemática (Entre-
vista 2004). ONAP y PROREFORMA mediante 
un “Equipo de Mejoramiento de Gestión” están 
proponiendo indicadores de perfi l de gestión 
institucional, con la implantación del modelo 
de medición que se esperaría iniciar en 2005, lo 
que fortalecería la planifi cación organizacional. 
Finalmente, se puede considerar que existe un 
índice de planifi cación cuantitativa en las secre-
tarías mediante el análisis de la cantidad de tarjetas 
disponibles por las desvinculaciones (renuncias, 
despidos, retiros, bajas, etc.) y por el monto de 
la partida destinada a las contrataciones nominales 
(ALEPH SA., 2002). Esta práctica, sin embargo, 
está lejos de considerarse un sistema de planifi ca-
ción integrada de los recursos humanos. 

Coherencia estratégica (2–3)
Las necesidades de recursos humanos no se de-
terminan a partir de las prioridades y orientacio-
nes estratégicas de las organizaciones. Los planes 
elaborados por los organismos públicos (como 
las memorias anuales) no incluyen ni la fuente 
de fondos para la ejecución de las actividades ni 
el tipo y número de personal para implementar 
dichos planes (ALEPH SA., 2002). Quienes es-
tán a cargo de la formulación del Presupuesto de 
Ingresos y Ley de Gastos Públicos utilizan como insu-
mo la programación del año anterior, por lo que 
las necesidades de gasto no resultan del cálculo 
de las relaciones entre puestos existentes ni de 
las necesidades de las organizaciones (ALEPH 
SA., 2002). Tampoco se sigue el Art. 23 de la 
Ley Orgánica de Presupuesto, que requiere de cada 
Secretaría un detalle justifi cativo de cada gasto 
y la descripción de las metas y labores de cada 
actividad. 

Se observan prácticas fl exibles que permi-
ten satisfacer puntualmente las necesidades de 
personal, pero las mismas no responden a crite-
rios de planifi cación sustentados en necesidades 
de personal. Dichas prácticas son: 1) extensión 
de la jornada laboral del personal en servicio 
con un pago adicional compensatorio, 2) tras-
lado de personal de una institución a otra, 3) 
contratación de personal bajo la modalidad 
nominal, y, 4) asignación de nuevas responsa-
bilidades al personal en servicio dentro de su 
jornada laboral sin pago compensatorio (ALE-
PH SA., 2002). Como se señaló, estas prácticas 
obedecen a las necesidades de los titulares de 
las Secretarías, que operan en un contexto de 
alta politización del uso de los recursos huma-
nos y no de planifi cación por metas. En gene-
ral, planifi car recursos humanos es “la labor de 
bombero” (Entrevista 2004), un oxímoron que 
sugiere que la atención de siniestros reemplaza 
la tarea de ordenar los recursos humanos con 
visión de largo plazo.

5 Datos facilitados por el proyecto BID de Moderniza-
ción del Poder Ejecutivo.
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Deben mencionarse dos importantes ex-
cepciones: las Secretarías de Educación y de 
Trabajo. La Secretaría de Educación realiza la 
detección de necesidades al fi nalizar la matricu-
lación de estudiantes una vez por año. Esto le 
permite planifi car las necesidades de personal 
docente y administrativo, realizándose así las 
contrataciones y traslados que sean necesarios. 
La Secretaría de Trabajo elabora un Plan Estra-
tégico Quinquenal, revisado anualmente a fi n de 
determinar recursos según las líneas disponibles 
(ALEPH SA., 2002). 

Información de base (4)
Una enorme carencia en la gestión de los recur-
sos humanos es la ausencia de información pre-
cisa y completa: no existe un padrón completo 
que permita determinar con precisión el núme-
ro total de funcionarios en el gobierno central 
(Entrevista 2004). Los datos están solamente dis-
ponibles para los funcionarios en la Carrera Ad-
ministrativa, quienes son una minoría. Existe un 
proyecto con fi nanciación del PARME con el 
propósito de informatizar los legajos para crear 
un registro de funcionarios (Registro Nacional de 
Funcionarios Públicos, RNSP). Los campos bási-
cos de este registro ya están defi nidos (Entrevista 
2004). La ausencia de datos actualizados en los 
legajos ha sido un importante obstáculo en la in-
corporación de personal a la Carrera Administrativa 
(Entrevista 2004). Con apoyo del BID, comenzó 
a funcionar el Sistema Integrado de Gestión Financiera 
(SIGEF) que servirá para obtener información 
actualizada sobre el gasto en personal de las Se-
cretarías (Entrevistas 2004), y se establecerá un 
Registro Único entre Presupuesto, Contraloría y 
Tesorería. La idea es vincular el RNSP con el SI-
GEF. Nuevamente, la Secretaría de Educación y 
de Trabajo son excepciones, en tanto han logra-
do instalar sistemas de información de personal 
con datos relevantes para la gestión. 

Efi cacia (5–9)
No hay políticas explícitas de distribución e in-
tercambio de personal entre dependencias que 
estén orientadas según las necesidades de las 

organizaciones. Esto lleva a disparidades en el 
monto de trabajo entre las dependencias. Se ha 
sugerido defi nir un programa de transferencia 
de personal desde las sedes institucionales hacia 
los centros de prestación de servicios públicos 
(Quezada, 2004).

El empleo del Poder Ejecutivo creció más que 
la población total e incluso que la propia pobla-
ción económicamente activa. Ello puede suge-
rir redundancia en algunas áreas. Sin embargo, 
otras áreas como la salud pública experimentan 
una reducción en el número de empleados por 
habitantes (Montero et.al., 2004), siendo parti-
cularmente preocupante por considerarse un 
sector de alta prioridad. El gasto salarial del Po-
der Ejecutivo respecto a los gastos totales viene 
bajando desde 2000, pasando de 38.7% en di-
cho año a 35.7% en 20036. De 2000 a la fecha, 
el gasto público salarial sobre el gasto total de 
la Administración Central se mantiene estable 
(poco más del 35%)7. A pesar de ello, el gasto 
público total en personal respecto al PBI estuvo 
en crecimiento desde 1997 hasta el 2002, sien-
do 6,5% en dicho año para reducirse en 2003 a 
5,5% aproximadamente8. Los interrogantes que 
surgen de la lectura de estos porcentajes tienen 
más que ver con su uso efi ciente que con su mon-
to (Entrevista 2004).

La tecnifi cación de las planillas es baja, dado 
el bajo número de funcionarios en la Carrera Ad-
ministrativa, aproximadamente 13.665 hasta antes 
del cambio de gobierno en agosto del 2004, re-
presentando solamente un 4% de los funciona-
rios del gobierno central (Montero et. al., 2004). 
La tecnifi cación de la planilla aumenta si se con-
sidera el segmento docente y médico9.

6 Datos facilitados por el proyecto BID de Moderniza-
ción del Poder Ejecutivo.
7 Datos facilitados por el proyecto BID de Moderniza-
ción del Poder Ejecutivo.
8 Datos facilitados por el proyecto BID de Moderniza-
ción del Poder Ejecutivo.
9 Existen más de 11.000 empleados en la carrera do-
cente (Castillo Lugo, Comunicación Personal, 2005).
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Administración (10–11)
Parte del problema de la administración radica 
en el poder que ejercen los encargados de las Se-
cretarías, con amplias potestades sobre el ingreso 
de personal y uso de recursos extra-presupuesta-
rios para personal nominal. Al no existir prácticas 
que garanticen un manejo estandarizado de los 
recursos, y faltar mayores mecanismos de rendi-
ción de cuentas, la gestión de recursos humanos 
carece de mayor racionalidad y transparencia. 

Organización del Trabajo

Existencia e integridad del sistema (12)
Se carece de un régimen de valoración y remu-
neración de cargos, a pesar de que la Ley 14-91 
ordena el diseño e implantación del Sistema de 
Clasifi cación, Ordenación y Valoración de Car-
gos. En 1996 la ONAP elabora el Manual Gene-
ral de Cargos Civiles Clasifi cados (con cuatro grupos 
ocupacionales y 960 puestos), que nunca fue im-
plantado por falta de apoyo político a pesar de 
reuniones y talleres entre ONAP y las secretarías 
(ALEPH SA., 2002). Una excepción a la regla es 
la Secretaría de Trabajo, con un Manual de Cla-
sifi cación de Cargos que se utiliza para la gestión 
de recursos humanos (Montero et al., 2004). En 
1999 se elabora el Manual General de Cargos Comunes 
Clasifi cados (Resolución ONAP 24-99 BIS del 13 
de septiembre de 1999), con los siguientes objeti-
vos: 1) reducir el número de clases de cargos comu-
nes que son cargos horizontales o intercambiables 
entre organizaciones, 2) separar de este modo los 
cargos típicos o propios de una sola organización 
del resto, y 3) facilitar el proceso de incorpora-
ción de funcionarios en servicio a la Carrera Ad-
ministrativa (Entrevista 2004, ALEPH SA., 2002). 
Por tanto, por estar asociado a la incorporación 
de personal de Carrera Administrativa, este Manual 
ha sido más utilizado al menos en la instancia ini-
cial de incorporación de funcionarios.

Calidad técnica y fl exibilidad del 
diseño de puestos (13–17)
Para los funcionarios del Servicio Civil, en los he-
chos, la descripción de tareas depende del su-

pervisor (Entrevista 2004). El Manual de 1999 
tiene como objetivo evitar manuales específi cos 
para el gobierno central que pudieran llevar a la 
fragmentación de la descripción de puestos (En-
trevista 2004). Se está trabajando en la compi-
lación del universo total de cargos del gobierno 
central. Al momento del trabajo de campo de 
este informe, había dos manuales de cargos en 
elaboración. 

La estructura actual de clasifi cación de 
puestos hace difícil desarrollar un sistema de 
promoción funcional (Montero et. al., 2004). 
PROREFORMA y ONAP están trabajando en 
la implantación de carreras especiales, que serían 
abiertas a la competencia, cuyos perfi les no esta-
rían atados a instituciones específi cas. Algunas 
de estas carreras serían: 1) carreras de directivos, 
2) carreras en el área económica, 3) gestores so-
ciales, y, 4) planifi cadores. Se busca evitar caer en 
perfi les especializados para permitir la movilidad 
entre organizaciones (Entrevista 2004).

Calidad de la defi nición de perfi les 
(18–21)
Los cargos de la Carrera Administrativa tienen per-
fi les defi nidos. Usualmente colabora en estable-
cer dicho perfi l el supervisor del aspirante. En 
general, estos perfi les sirven para establecer las 
pautas de la prueba de incorporación del funcio-
nario. Si bien se observa el uso del Manual para 
la incorporación de los funcionarios a la carrera 
administrativa, no se verifi ca un cumplimiento 
estricto del mismo una vez incorporado el fun-
cionario. En efecto, la infl uencia de lazos parti-
cularistas transforma el perfi l siguiendo criterios 
que poco tienen que ver con la naturaleza de las 
tareas (Montero et al., 2004). 

Administración (22–23)
No obstante las revisiones a los manuales de car-
gos, los problemas surgen al momento de su ins-
trumentación más que en el diseño. Se abriría 
una nueva etapa de administración con los nue-
vos manuales (la actualización del Manual de Car-
gos Civiles y el nuevo Manual de Cargos Típicos para 
cada Secretaría) (Montero et al., 2004). Al día de 
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hoy, sin embargo, la ausencia de una organiza-
ción sistemática de perfi les es un obstáculo para 
el desarrollo de los otros subsistemas (Montero 
et. al., 2004). 

Gestión del Empleo. 

Igualdad y mérito en el acceso (24–27)
Los mecanismos de reclutamiento y selección 
son diferentes para el Servicio Civil y Carrera Ad-
ministrativa. En el Servicio Civil, el reclutamiento 
es automático y sin mayores barreras a pesar de 
que existen requisitos mínimos en la normativa. 
En efecto, el Art. 19, Ley 14-99, establece que es 
preciso “poseer la capacidad para el buen des-
empeño del cargo” pero no hay mayor especifi -
cación de las capacidades mencionadas en él. En 
los hechos, al contrario de la letra del artículo, 
el reclutamiento de personal está determinado 
por lazos de patronazgo, relegando considera-
ciones técnicas o de mérito del candidato a un 
segundo lugar (Entrevista 2004). Para el ingreso 
es sufi ciente la recomendación del titular de la 
institución, es decir, una recomendación de la je-
rarquía. Es común que el legajo del funcionario 
no contenga su currículum vitae u otra informa-
ción sobre las credenciales del empleado (Entre-
vista 2004). 

No obstante, algunas organizaciones intro-
ducen consideraciones técnicas para el reclu-
tamiento, como por ejemplo las secretarías de 
Trabajo, y la de Medio Ambiente, la ONAP, la 
Contraloría General, e Impuestos Internos. La 
explicación parece residir, en parte, en el hecho 
de que estas organizaciones tienen profesionales 
de recursos humanos en la selección (Entrevis-
ta 2004). La Secretaría de Trabajo recluta a los 
inspectores de trabajo mediante concursos des-
de 1994 (Montero, 2003), además de contar con 
personal incorporado a la Carrera Administrativa. 
Las áreas de economía y fi nanzas presentan sis-
temas de recursos humanos más tecnifi cados que 
las áreas sociales y culturales (Entrevista 2004). 
Se intentaron introducir criterios más técnicos 
en el reclutamiento de funcionarios del Servicio 
Civil para todo el gobierno central, mediante un 

decreto en enero de 2000. Este régimen entró en 
vigencia solamente un año, dado que fue dero-
gado por las nuevas autoridades de gobierno el 
21 febrero de 2001 mediante el Decreto 257-01 
(ALEPH SA., 2002). En síntesis, para el ingreso 
al Servicio Civil, impera la impronta de vincula-
ción con el partido en el poder.

Por el contrario, para los funcionarios en la 
Carrera Administrativa, se espera su ingreso por 
mérito mediante un concurso de oposición. 
Además de ello se estima un período de prueba 
establecido para los nuevos funcionarios (Art. 31 
de la Ley 14-99, Art. 59 del Reglamento de Apli-
cación, y Decreto 538 del 4 de junio de 2003). 
Para los funcionarios que ya están en el Servicio 
Civil y por tanto son incorporados a la Carrera Admi-
nistrativa, se administra una “evaluación interna” 
si cumplen al menos 2 años de antigüedad, eva-
luándose la formación académica, experiencia 
laboral, conocimientos técnicos del puesto y el 
desempeño y la conducta del funcionario (Mon-
tero, 2003). 

Existen importantes sesgos por género. Pri-
mero, el índice de masculinidad en los cargos 
altos es mayor en el sector público que en el pri-
vado (35.8% versus 32.5%). Segundo, si bien los 
hombres constituyen un 38.2% de los puestos to-
tales del sector público, su representación en los 
altos cargos es aún mayor, ya que son un 41.8% 
de la jerarquía (Marconi et al., 2003). En la Re-
pública Dominicana existe un sistema de cuotas 
por género en el sistema político, pero no lo hay 
para el servicio civil. Tampoco existe un progra-
ma de género en los programas de reforma del 
gobierno central, como sí existe en el programa 
de descentralización. Además, la Secretaría de 
la Mujer considera que el dominio conceptual y 
metodológico existente en las instancias estatales 
respecto a la inequidad de género es insufi ciente 
para incorporar el tema a la agenda institucional 
de las dependencias (SEM, 2004). 

Calidad del reclutamiento (28)
Por las prácticas de reclutamiento, un número 
signifi cativo de empleados poseen designaciones 
que no se corresponden con el título del cargo en 
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el cual se desempeñan. Algunos estudios (Iturbe 
de Blanco, 2003) destacan la baja motivación y 
capacitación de los funcionarios de nivel medio. 
Si bien el promedio de escolaridad de los traba-
jadores en el sector público es un poco más alto 
que los trabajadores del sector privado (10.5 ver-
sus 8.9 años) (Marconi et al., 2003), el personal 
reclutado tiene un nivel bajo de califi caciones 
para las tareas que el estado demanda. Este he-
cho ha difi cultado la incorporación de personal 
del Servicio Civil a la Carrera Administrativa (De Lan-
cer, 2004)

Calidad de la selección (29–32)
Para los funcionarios que ingresan al Servicio Ci-
vil, no hay selección a partir de los perfi les. Por 
el contrario, existen mecanismos de selección 
de calidad en el caso de los funcionarios que se 
incorporan a la Carrera Administrativa. En el año 
2003 se dictaron 169 resoluciones incorporando 
personal de diferentes grupos ocupacionales y or-
ganismos estatales a la Carrera Administrativa (www.
onap.gov.do). Los criterios de incorporación han 
estado regulados por dos instructivos diferentes: 
el Instructivo de Incorporación de Empleados de 1999 
(Resolución 5-99 de noviembre de 1999) y el Ins-
tructivo de Reclutamiento y Selección de Personal para la 
Carrera Administrativa de 2001 (Resolución 21-01 
de diciembre 2001). El Instructivo de 1999 orien-
tó los procesos de incorporación de 1.569 em-
pleados desde octubre de 1999 a enero de 2000. 
El mismo preveía los siguientes tipos de prueba 
para los funcionarios en el servicio civil: 1) eva-
luación de cualidades personales, 2) evaluación 
de la capacidad técnica, 3) evaluación médico-fí-
sica, y 4) evaluación de antecedentes personales 
y de su trayectoria en el servicio público. Esta in-
corporación estuvo acompañada por Comités de 
Evaluación de Desempeño (ALEPH SA., 2002). 
El Instructivo de Reclutamiento y Selección de Personal, 
excluye el examen médico, y las pruebas psico-
métricas. Su más importante innovación es la 
organización del proceso de selección: las tareas 
de incorporación son realizadas por personal de 
ONAP pero esta vez radicados en los organis-
mos. Las evaluaciones de incorporación tienen 

hasta 100 puntos, y hay 4 factores de evaluación. 
Un primer factor es la formación académica para 
determinar si el funcionario tiene la formación 
que requiere el cargo, si no la tiene no se le apli-
can los demás factores, tiene hasta 30 puntos. Un 
segundo factor es la experiencia laboral donde 
se evalúa si el funcionario tiene experiencia para 
el cargo al cual se incorporará, punteado según 
la clasifi cación de cargos a ocupar. Un tercer 
factor es la Prueba Técnica que consiste en un 
cuestionario con preguntas relativas a las tareas 
propias del cargo, con puntuaciones que varían 
según la clasifi cación de cargos. Un cuarto fac-
tor es el Desempeño y Conducta, que es admi-
nistrado por el supervisor inmediato mediante 
formularios diseñados con dicho propósito, con 
20 puntos como máximo. A fi n de poder ingresar 
a la Carrera Administrativa, los funcionarios deben 
alcanzar los 70 puntos como mínimo. El ingreso 
por incorporación se plantea en forma gradual, 
estableciendo prioridades según antigüedad, par-
tiendo de los funcionarios que tienen 10 años o 
más en el servicio público, luego los que tienen 
de cinco a 10, y por último los que tienen hasta 
5 años, por lo que la experiencia en el cargo y 
la antigüedad también están incorporadas en el 
diseño de la selección (ONAP, 2001). La calidad 
técnica de la incorporación ha sido muy buena. 
Cabe mencionar que una auditoría hecha por el 
gobierno de Hipólito Mejía sobre funcionarios 
incorporados a la Carrera Administrativa bajo el 
anterior gobierno de Leonel Fernández Reyna, 
verifi có un 86% de funcionarios debidamente 
evaluados (Castillo Lugo, 2002). 

Calidad de la recepción (33–34)
Para el acceso a la Carrera Administrativa de fun-
cionarios que sean nuevos en el gobierno cen-
tral, se deberá establecer un período de prueba 
de durará de un mes a un año (Ley 14-91). El 
tiempo preciso se determinaría por el Manual 
de Clasifi cación respectivo. No ha habido ingre-
so a la Carrera Administrativa de funcionarios que 
no trabajaran ya en el sector público, por lo que 
este aspecto de la normativa no se ha llegado a 
implementar. 
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Para los funcionarios del Servicio Civil no exis-
te en los hechos ningún período de prueba.

Movilidad (35)
Los funcionarios de Servicio Civil no deberían ser 
promovidos porque ellos no están sujetos a la ca-
rrera funcional. Sin embargo, el superior puede 
promoverlos de hecho, mediante la asignación 
de tareas de mayor responsabilidad. Este cami-
no de movilidad por designación directa tiene su 
mayor defecto en el hecho de que el empleado 
“promovido” no necesariamente presenta las 
competencias y formación para el puesto. A pe-
sar de ello, es una práctica corriente porque las 
jefaturas, por ejemplo, son por designación (En-
trevista 2004). Para corregir esta situación, existe 
la idea de crear la Dirección Directiva Pública para 
los cargos de responsabilidad, que serían cubier-
tos por personal concursado, iniciativa que según 
los informantes se inspira en el modelo chileno 
(Entrevista 2004). 

Para quienes están en la Carrera Administrativa, 
el ascenso y demás formas de mejoramiento y 
promoción están previstos en la Ley. Existe un 
Instructivo de Evaluación y Califi cación del Personal. Sin 
embargo, en los hechos, no ha habido mayores 
posibilidades de ascenso para estos funcionarios, 
por lo que la carrera se vuelve bastante estática. 

Ausentismo (36)
El ausentismo es bajo pero se puede observar un 
ausentismo sustantivo en la medida en que exis-
ten grados importantes de incumplimiento en 
la función (Entrevista 2004). El número prome-
dio de horas semanales trabajadas en el estado 
es más bajo que en el privado, 40.8 versus 45.5 
(Marconi et al., 2003). Pocas Secretarías trabajan 
hasta el fi nal de la tarde como la Secretaría de 
Trabajo (Entrevista 2004). 

Disciplina (37)
Las disposiciones de deberes y derechos están 
establecidas en el Reglamento 81-94. También 
se establecen en el Código de Ética de los Fun-
cionarios Públicos (Ley 120-01). Por otra parte, 
existen las Comisiones de Personal como ins-

tancias de conciliación en temas de disciplina y 
ONAP tiene el deber de orientar al funcionario 
presuntamente lesionado (Guzmán, 2002). La 
ley prevé los recursos jerárquicos ante la Cáma-
ra de Cuentas.

Desvinculación (38–41)
Según la Ley 14-91, el Presidente de la Repúbli-
ca tiene libre capacidad de nombrar y remover a 
los empleados y funcionarios públicos, por lo que 
los funcionarios son contratados y desvinculados 
con cambios de gobierno. La Ley 14-91 estable-
ce la estabilidad solamente para la Carrera Admi-
nistrativa, quienes sólo pueden ser despedidos por 
cometer una falta grave en el desarrollo de sus 
funciones o por defi ciencia en su desempeño. A 
pesar de ello, los funcionarios de la Carrera Ad-
ministrativa son desvinculados de sus puestos por 
la rotación de gobierno. En efecto, como se está 
dando en estos momentos, el nuevo gobierno 
está cancelando a dichos empleados (Entrevistas 
2004). Los funcionarios que pierden su traba-
jo tienen derecho al reclamo de indemnización 
como fi gura en el Instructivo para el Reclamo de 
Prestaciones Económicas de 1996, aunque muy 
pocas solicitudes son efectivamente pagadas (En-
trevistas 2004). 

Gestión del rendimiento 

Planifi cación y seguimiento del 
rendimiento (42–45)
Los supervisores no se involucran mayormente en 
la gestión de los funcionarios ni establecen pau-
tas de rendimiento para su personal. Los órganos 
recaudadores son una excepción en este sentido 
(Entrevista 2004). Por otra parte, la rotación de 
funcionarios con la alternancia del partido de 
gobierno no permite institucionalizar pautas de 
seguimiento y monitoreo del personal.

Evaluación (46–48) y Administración (49)
Existe una norma que prevé la evaluación del 
desempeño individual, el Instructivo de Eva-
luación del Desempeño del Personal Civil del 
Poder Ejecutivo, Resolución 12-99 de julio de 
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1999. No hay evidencia de la puesta en prácti-
ca de la evaluación, con excepción de algunos 
de los funcionarios de la Carrera Administrativa. En 
parte, ello sucede porque no se han podido ha-
cer las previsiones presupuestarias para el bono 
vacacional que supone la califi cación para quie-
nes obtengan un desempeño considerado como 
“muy bueno”. Sin embargo, esta bonifi cación se 
está otorgando en algunas secretarías como re-
sultado de conquistas específi cas y uso de recur-
sos extra-presupuestales. Ejemplos de ello son la 
Secretaría de Industrias y la Superintendencia 
de Seguros (Entrevista 2004).

Gestión de la compensación 

Existencia de una estrategia salarial (50)
Existe la norma que prevé la planifi cación sala-
rial pero la misma no se ha implantado. Los in-
crementos salariales a diferentes segmentos de 
funcionarios se establecen mediante decretos, 
teniendo en cuenta variables económicas como 
la infl ación. Además, los directivos de las depen-
dencias pueden disponer de aumentos salariales a 
su personal si cuentan con los recursos para ello. 

Es importante notar que no existe un sistema 
de escalas salariales y no hay relación entre la re-
muneración y el tipo de tarea y cargo (Entrevistas 
2004). En otras palabras, no se cumple el princi-
pio de igual paga por igual trabajo. La estructura 
salarial depende de: 1) los usos y costumbres, 2) 
la discrecionalidad de los supervisores, 3) iner-
cias, 4) los recursos extra-presupuestarios a los 
que accedan las organizaciones y fuera del con-
trol de gobierno central, y 5) el componente sala-
rial móvil o compensaciones especiales llamadas 
completivos salariales (Entrevista 2004, Montero 
et al., 2004). Finalmente, hay un “quiebre de la 
jerarquía salarial,” dado que funcionarios en el 
cuarto nivel jerárquico ganan salarios mensua-
les nominales mayores que los secretarios quie-
nes constituyen el primer nivel (Marconi et al., 
2003). Esto puede ser un problema en caso de 
que efectivamente genere desmotivación en los 
estratos más altos, lo que habría de investigarse 
más en detalle. 

Equidad interna y externa (51–57)
El sistema de remuneración no es equitativo 
ni al interior de las organizaciones, ni entre las 
mismas. Las únicas secretarías con escalas ba-
sadas en la antigüedad y la especialidad son las 
de Salud y Educación, en parte explicado por la 
presencia de gremios (ALEPH SA., 2002), y en 
parte por sus propias tradiciones profesionales 
(Entrevista 2004). En algunas Secretarías como 
Industria y Comercio, hay aumento de sueldos 
mientras que en otras no, según la cercanía a los 
poderes políticos centrales (Entrevista 2004). En 
general, los funcionarios perciben que no hay 
equidad.

En comparación con el sector privado, el 
salario directo del total del sector público es 
mayor ($5.620 versus 3.299 al año 2002) (Mar-
coni et al., 2003). Tomando en cuenta edad, 
educación y sexo, los funcionarios públicos tie-
nen un incremento salarial del 68% sobre los 
privados, siendo la República Dominicana uno 
de los países con mayores diferenciales a favor 
del sector público junto con Perú, Argentina, 
y Brasil (Marconi et al., 2003). Considerando 
únicamente a los cargos altos, el salario medio 
directo es más alto en el sector privado para 
puestos comparables ($13.310 versus $17.224 a 
2002). Sin embargo, una vez que se consideran 
las características personales como edad, edu-
cación y sexo, esta diferencia no es estadística-
mente signifi cativa (Marconi et al., 2003). En 
consecuencia, los salarios de altos cargos son 
razonablemente competitivos con los del sector 
privado.

Efi ciencia (58) y Administración (59–61)
El sistema es altamente inefi ciente, en parte por 
la falta de información y la ausencia de datos 
confi ables sobre los recursos extra-presupuesta-
rios de las dependencias. Por ejemplo, en 1996, 
el Manual de cargos se hizo sin tener en cuenta 
las escalas de sueldos porque el gobierno central 
no contaba con información actualizada (ALE-
PH SA., 2002). Por otra parte, las autoridades no 
informan sobre las escalas salariales de sus orga-
nizaciones (Entrevistas 2004).
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Otras compensaciones (62–64)
Los benefi cios sociales comunes al Servicio Civil y 
la Carrera Administrativa son: 1) derecho vacacio-
nal, 2) regalía pascual llamado también sueldo 
13, 3) indemnización económica para quienes 
tienen más de 10 años en la función pública, 4) 
licencias y permisos con compensación salarial 
en casos de enfermedad, maternidad compensa-
toria, paternidad, etc., 5) licencia sin disfrute de 
sueldo, 6) organización y acción laboral, y, 7) re-
cursos puestos a disposición por la ley. Los dere-
chos especiales de la Carrera Administrativa son: 1) 
reposición en el cargo por despido injustifi cado, 
2) derecho a la promoción, y 3) bono vacacional 
(50% de pago adicional sobre el salario mensual). 
Se está pensando introducir una prima por ser 
funcionario de carrera. El bono vacacional aún 
no se otorga porque la ley lo supedita a la eva-
luación de desempeño, que no se está realizando 
como se señaló anteriormente. 

El seguro social de salud montado presen-
ta difi cultades de funcionamiento dado que las 
instituciones tienen su plan médico privado, un 
esquema donde la institución cubre el total de 
los costos, o bien lo comparte con los funciona-
rios (Entrevista 2004). La Ley de jubilaciones 
(Ley 379 de 1981) establece que un empleado 
debe tener 20 años de servicio y más de 60 años 
de edad o más de 35 años de servicio en cuyo 
caso no importa la edad para pasar a retiro. El 
tope salarial máximo de jubilación es el 85% 
del salario de los últimos 3 años de trabajo, pero 
nunca se puede otorgar más de 8 salarios míni-
mos (Entrevista 2004)10. Una nueva ley, la Ley 
586 (de 2001) aún no comenzó a funcionar, es-
tableciendo nuevos regímenes en la salud y la 
jubilación. Los mayores de 45 años se quedan 
en el viejo sistema obligatoriamente mientras 
que los menores de 45 tienen opción por cual-
quiera de los dos sistemas de salud. Se cambian 
los requisitos de jubilación, estableciéndose más 
que un plan de retiro por antigüedad, un plan 
de retiro una vez alcanzado determinado monto 
retributivo. Independientemente de los cambios, 
los funcionarios tienen cobertura de salud y de 
jubilación. 

Gestión del desarrollo profesional

Efi cacia del sistema de promoción y 
calidad del diseño de carrera (65–70)
No hay planes de promoción. Las expectativas 
del servidor y sus posibilidades en la organiza-
ción dependen de relaciones particularistas (En-
trevista 2004).

Calidad de la formación y gestión de la 
formación (71–76)
El Reglamento de Aplicación 81-94 de la Ley 
14-91 crea el Sistema Nacional de Adiestramiento. El 
Instituto Nacional de Administración Pública 
(INAP) es el encargado de la formación, capa-
citación, perfeccionamiento y actualización de 
los empleados del estado, así como de quienes 
aspiren a ingresar al Servicio Público. Comen-
zó a funcionar tardíamente, en 1999. Al 2002, 
INAP capacitó un total de 8.982 funcionarios 
en las áreas de gestión pública, calidad y servi-
cio, gerencia y supervisión, desarrollo organiza-
cional, efi ciencia y efectividad, personal social, 
guías turísticos, etc. (ALEPH SA., 2002). Cuenta 
además con un Centro de Educación a Distancia 
(CED) de la Red Global de Aprendizaje para el 
Desarrollo del Banco Mundial. Existen acuerdos 
con organismos universitarios para la capacita-
ción de grado y posgrado (como por ejemplo 
con FLACSO y con la Universidad Autónoma 
de Santo Domingo). En general, la capacitación 
ofertada no ha sido diseñada a partir de las nece-
sidades sino de los requerimientos de las institu-
ciones. Aún no está orientada a cubrir el défi cit 
de rendimiento de los funcionarios. El plan de 
capacitación para el personal en la Carrera Admi-
nistrativa está pendiente de ser estructurado. Por 
otra parte, el PARME en el año 2003 capacitó a 
13.000 funcionarios (Montero et al., 2004). Sin 
embargo, personal entrenado bajo el programa 
de PARME ha sido cancelado por el nuevo go-
bierno (Entrevistas 2004), inhabilitando así el 

10 El salario mínimo para el sector público es de aproxi-
madamente 90 dólares a mediados del año 2004.
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correcto aprovechamiento de la formación. El 
sector fi nanciero y tributario tiene capacitación 
más específi ca, y el entrenamiento es brindado 
por el Instituto de Capacitación Tributaria (IN-
CAT). Desde ya hace varias décadas, los progra-
mas se desarrollan a partir de las necesidades del 
sector (ALEPH SA., 2002). 

Gestión de la formación (74–76)
La capacitación es reducida, a demanda, y no 
está institucionalizada. En muchos casos, INAP 
no cuenta con los recursos sufi cientes ni con la 
estructura adecuada para impartir su misión (Pé-
rez de Cabral 2002). Por otra parte, se deberían 
emplear mecanismos sistemáticos de detección 
de necesidades de capacitación. La Ley 14-91 
prevé un Consejo Académico como órgano re-
gulador de la capacitación, aunque a la fecha 
éste nunca se reunió (Entrevistas 2004, Castillo 
Lugo 2002).

Gestión de las relaciones humanas y sociales

Gestión del clima (77–78) 
Efi cacia de la comunicación (79-81) La comuni-
cación es informal. La calidad de la comunica-
ción entre supervisor y supervisado depende de 
cada Secretaría y sus titulares (Entrevista 2004). 
Más que de clima laboral, donde la primacía la 
tienen criterios técnicos, sería más correcto ha-
blar de clima personal por el papel central de 
las relaciones interpersonales (Entrevista 2004). 
Los criterios técnicos en las relaciones laborales 
tienen un segundo lugar porque el supervisor no 
se siente responsable por la institución sino por 
el partido político.

Equilibrio y calidad de las relaciones 
laborales (82–85)
Es en los derechos laborales donde se observan 
las mayores debilidades con origen incluso en el 
propio contenido de la Ley 14-91 donde quedan 
sin detallar una amplia gama de derechos. Los 
funcionarios tienen derecho a organizarse (Art. 
30, Ley 14-91), pero no existen sindicatos fuertes 
en el estado siendo este hecho una de las mayo-

res debilidades de las relaciones laborales públi-
cas en la República Dominicana. 

El Consejo Nacional de la Unidad Sindical 
(CNUS), que agrupa a trabajadores públicos y 
privados, fi rma en enero de 2001 un convenio 
con el Poder Ejecutivo sobre la sindicalización 
de los funcionarios públicos, junto con la in-
clusión de un nuevo estatuto legislativo. Para la 
conformación de asociaciones de funcionarios, 
se requiere ahora el 40% de funcionarios de una 
institución bajándose así el 60% establecido por 
el Reglamento 81-94. A fi n de facilitar las Asocia-
ciones de Funcionarios Públicos, la ONAP apro-
bó el Instructivo para la Constitución y Funcionamiento 
de las Asociaciones de Funcionarios Públicos (2001). El 
CNUS y la ONAP actúan en forma conjunta 
con el propósito de fomentar las organizaciones 
de acción colectiva. A la fecha, solamente se han 
conformado 4 asociaciones. Por otra parte, la 
Asociación de Trabajadores del Estado (ATE) es 
otra entidad gremial en el sector público. Exis-
ten también gremios importantes como la ADP 
(Asociación Dominicana de Profesores, indepen-
diente del CNUS), y el Colegio Médico Domi-
nicano (CMD), que aglutina principalmente a 
los médicos del sector público. Al momento de 
negociar, al menos en la administración central, 
falta el peso de una organización colectiva de los 
funcionarios.

Gestión del confl icto laboral (86–88)
La ONAP crea en 1999 el Departamento de 
Relaciones Laborales (antes Unidad de Quejas 
y Reclamaciones, creada en 1994) para gestio-
nar problemas laborales. Los confl ictos se ges-
tionan mediante las Comisiones de Personal 
en cada organismo público (Art. 9, Ley 14-91), 
con atribuciones de asistencia a la conciliación 
en su jurisdicción. Cada Comisión de Personal 
está integrada por el Director de la ONAP, un 
representante del Titular de la institución donde 
trabaja el empleado, y un representante del em-
pleado, designado por éste o su entidad asociati-
va (ALEPH SA., 2002). La Comisión de Personal 
es una instancia muy utilizada por los funciona-
rios y con buenos resultados: de un total de 224 
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reuniones de Comisiones de personal efectuadas 
en 2001, 165 (64%) llegaron a la conciliación y 
48 (21%) no, mientras que las 11 restantes desis-
tieron (ALEPH SA., 2002). 

En contraste con el éxito de estas Comisio-
nes, se observa una gran debilidad institucional 
en las recusaciones de los empleados ante orga-
nismos de mayor nivel. La Cámara de Cuentas 
no manifi esta mayor interés en el tema (Entrevis-
ta 2004). En consecuencia, funcionarios de la Ca-
rrera Administrativa despedidos injustifi cadamente 
tendrían derecho a reposición, pero optan por 
tramitar la indemnización por lo engorroso del 
primer mecanismo (Entrevista 2004). También 
tienen derecho a indemnización los funcionarios 
del Servicio Civil con más de 10 años de traba-
jo continuo que no califi quen para la jubilación 
(Art. 28, Ley 14-91). 

Gestión de las políticas sociales (88–89)
La Ley 14-91 establece un régimen de vacacio-
nes de acuerdo a la antigüedad en el servicio, y 
prestaciones laborales. A 2002, el gobierno do-
minicano ha realizado pagos por concepto de in-
demnizaciones económicas y compensación por 
vacaciones no disfrutadas a funcionarios despe-
didos de manera injustifi cada en el orden de los 
10 millones de dólares, durante los últimos ocho 
años (Castillo Lugo, 2002). Los funcionarios tie-
nen derecho a un seguro de vida, cesantía e inva-
lidez (Ley 82 del 22 de noviembre de 1966). Este 
seguro, actualmente vigente, ha sido instituido 
para quienes presten servicios permanentes, sin 
importar su modo de contratación y sector; y es 
administrado por INAVI (Instituto Nacional de 
Auxilios y Viviendas) (Montero et al., 2004)

Organización de la función de 
recursos humanos

La ONAP fue creada en 1965 (Ley 55), cuando 
se establece el Sistema Nacional de Planifi cación 
Económica, Social y Administrativa. En sus ini-
cios, sus atribuciones fueron racionalizar las es-
tructuras orgánicas y los sistemas administrativos 
de las instituciones del PE, y establecer un sistema 

moderno de administración de personal público 
(Castillo Lugo 2002). Al introducirse la Carrera 
Administrativa, la Ley 14-91 amplió las funciones 
de la ONAP. De esta forma, ONAP se convierte 
en el órgano central del sistema de Servicio Civil 
a cargo del diseño y aprobación de las estruc-
turas orgánicas y del sistema de administración 
de personal. La labor de ONAP se complementa 
con órganos que ejercen funciones más específi -
cas: las Ofi cinas de Personal de los organismos 
públicos dependientes del Poder Ejecutivo, las 
unidades de adiestramiento del servicio público 
(principalmente INAP), las Comisiones de Perso-
nal de organismos públicos y el Tribunal Supe-
rior Administrativo (Art. 6, Ley 14-91). ONAP 
no tiene relación con los funcionarios de la ca-
rrera policial y militar, quienes además cuentan 
con un régimen de escalafón propio. En el actual 
anteproyecto de ley, la ONAP tendría funciones 
de asesoría sobre estas dos instituciones. En la 
práctica, ONAP emite opiniones técnicas sobre 
los casos. 

Más allá de los aspectos normativos, las ca-
pacidades de la ONAP están reducidas en los 
hechos. En primer lugar, su Director no tiene es-
tatuto de Secretario de Estado, aspecto que afec-
ta a la propia implementación de la Ley 14-91. 
Cuando los directores de las Secretarías oponen 
resistencia, la ONAP no cuenta con los mecanis-
mos para instrumentar la ley ni capacidad para 
controlar y corregir defi ciencias (De Lancer, 
2004). Los hechos muestran que el Presidente le 
confi ere a los Secretarios de Estado la respon-
sabilidad para manejar los recursos humanos 
(German Pérez, 2001). 

El actual anteproyecto para reformar ONAP, 
consciente del artículo 55 de la Constitución, 
concibió la idea de que los recursos humanos del 
gobierno central dependan de la ONAP median-
te personal que pertenezca a ONAP pero esté 
en directa relación con las Secretarías. Se toma 
como antecedente a los auditores de Contralo-
ría (Entrevista 2004, Anteproyecto de Ley 2004). 
Además, el anteproyecto le otorga a la ONAP 
varias atribuciones de modernización de gestión 
pública y de gestión estratégica (Entrevista 2004). 
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Algunos autores señalan que la ONAP debería 
contar con mayores recursos técnicos para eva-
luar e incorporar al personal, aunque los funcio-

narios especializados han aumentado gracias a 
programas de entrenamiento fi nanciados por la 
Unión Europea (De Lancer, 2004). 

Valoración simbólica de los subsistemas de recursos humanos

[+/–]

SUBSISTEMAS DE LA GESTIÓN DE RECURSOS HUMANOS

ESTRATEGIA

Organización
del trabajo

Gestión del
empleo

Gestión del
rendimiento

Gestión de la
compensación

Diseño de puestos
Definición de

perfiles

Incorporación
Movilidad

Desvinculación

Planificación
Evaluación

Planificación [–]

Gestión del
desarrollo

Gestión de las relaciones humanas y sociales

Clima laboral Relaciones laborales Políticas sociales

[+/–] [–] [–]

[–]

[–]

Retribución monetaria
y no monetaria

Promoción y carrera
Aprendizaje

individual y colectivo
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II. INDICADORES 

A) Indicadores Cuantitativos
(En dólares)11

1. Tasa de designaciones políticas

I. Número de cargos de Jefatura 4.166 2003
  Fuente: Boletín Especial de la ONAP

II. Número total de funcionarios 315.605 2003
  Fuente: Banco Central de la República Dominicana

I / II  1,32% 

Peso fi scal del empleo público
2. Nómina salarial del gobierno central / Producto Bruto Interno

I. Nómina salarial del gobierno central civil (en millones) 942 2003
  Fuente: Banco Central de la República Dominicana

II. PBI (en millones) 17.558 2003
  Fuente: Banco Central de la República Dominicana

I / II 5.37% 

Incentivos del Servicio Civil
3. Compresión vertical de los salarios

I. Mayor salario de la escala de la tabla salarial 1.609 Fuente: Datos brindados por el Programa de Reforma y 
  Modernización del Poder Ejecutivo (PROREFORMA)

II. Menor salario de la escala de la tabla salarial 60,25 Fuente: Datos brindados por el Programa de Reforma y 
  Modernización del Poder Ejecutivo (PROREFORMA)

I / II 26.72 

Incentivos del Servicio Civil
4. Sueldo gubernamental promedio del gobierno central / PIB per cápita

I. Sueldo promedio mensual del gobierno central  248,72 2003
civil (por funcionario activo)   Fuente: Banco Central de la República Dominicana

II. PBI per cápita mensualizado* (US$ 1932/12) 161 2003
  Fuente: Banco Central de la República Dominicana

I / II  1.54 

 

11 Tipo de cambio : 2003 29,0447 RD$ por cada US$ . Fuente: Banco Central de la República Dominicana. “Tipo 
de cambio para compra de monedas internacionales”.
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Incentivos del Servicio Civil
5. Sueldo gubernamental promedio del gobierno central / sueldo promedio del sector privado

I. Salario promedio por servidor activo en el  248,72 2003
gobierno central civil (mensual)  Fuente: Banco Central de la República Dominicana

II. Salario medio (en base a muestra de trabajadores  230 2003
de todos los sectores, mensual en dólares)  Fuente: Banco Central de la República Dominicana

I / II 1.08

Dotación de Servicio Civil
6. Número total de empleados públicos en el gobierno central / población total

I. Número total de empleados activos del Gobierno Central 315.605 2003
  Fuente: Banco Central de la República Dominicana

II. Población total 8.739.000 2003
  Fuente: Banco Mundial

I / II 3,61% 

  
7. Gasto público total del gobierno central (excluye pensiones y servicio de la deuda) / Número total de empleados 

públicos del gobierno central

I. Gasto público total del Gobierno Central (en millones) 3.429,421 2003
  Fuente: Banco Central de la República Dominicana

II. Número de empleados del Gobierno Central 315.605 2003
  Fuente: Banco Central de la República Dominicana

I / II (en dólares) 10.866,17 
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Efi ciencia
Es el índice de mayor puntaje, que baja por la 
ausencia de mecanismos para distribuir efecti-
vos y obtener la nómina de funcionarios en for-
ma completa. El índice aumenta por los valores 
salariales promedio del sector público respec-
to al privado, que muestran una situación de 
pago razonable de remuneración de los funcio-
narios. 

Mérito
Este índice se ve afectado por los valores bajos 
en reclutamiento y selección, dado que para el 
ingreso al Servicio Civil se utilizan lazos políticos. 
El índice aumenta por el personal incorporado 
por mérito en la Carrera Administrativa. Pero por-
que este personal es un número bajo en el total 
de los funcionarios del gobierno central, el índice 
Mérito recibe un menor valor en la escala.

Consistencia Estructural
Coherencia estratégica. Este subíndice es particu-
larmente bajo por la falta de planifi cación y la 
ausencia de un esquema salarial consistente, 
otorgando un lugar bajo al servicio civil de la 
República Dominicana en la planifi cación en 
general. 

Consistencia directiva. Este índice muestra que los 
directivos de línea no se involucran en la gestión 
de los recursos humanos por un lado, y por otro 
lado, los titulares de Secretarías, con excepciones, 
no siguen al pie de la letra las recomendaciones 
de gestión que se establecen en los Instructivos y 
en la Ley 14-91.

Consistencia de procesos. Este índice tendría mayor 
valor bajo dos condiciones: 1) si ya se hubiese 
instrumentado el sistema de información de per-

Tabla de índices
    Valor 
 Valor Índices Porcentaje  subíndices Porcentaje 
Índice (escala 0 a 20) de la escala               Subíndice (escala 0 a 10) de la escala

(E) Efi ciencia 7.67 38%    

(M) Mérito 3.85 19%
    

(CE) Consistencia  4.12 21%
estructural    

   (CES) Coherencia estratégica 1.00 10%

   (CD) Consistencia directiva 3.57 36%

   (CP) Consistencia procesos 1.75 18%

(CF) Capacidad  5.22 26%
funcional    

   (COM) Competencia 3.25 33% 
    

   (EI) Efi cacia incentivadora 1.85 18%
    

   (FL) Flexibilidad 2.64 26%

(CI) Capacidad  6.00 30%
integradora

B) Índices para la evaluación de los sistemas de servicio civil 
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sonal con legajos electrónicos, y, 2) si las evalua-
ciones de rendimiento previstas en la normativa 
de la Carrera Administrativa se administrasen en 
forma regular. La ausencia de datos básicos y de 
rendimiento del personal hace que el proceso de 
la gestión de recursos humanos cuente con caren-
cias operativas.

Capacidad funcional 
Competencia. Este subíndice es ambiguo porque 
por un lado refl eja la falta de criterios y medios 
técnicos para el ingreso de personal en el Servicio 
Civil y por otro lado captura la introducción del 
mérito en lo que respecta a la incorporación de 
personal a la Carrera Administrativa. No es más alto 
por el bajo porcentaje de los funcionarios de Ca-
rrera en el total del gobierno central.

Efi cacia. Este subíndice refl eja la falta de incen-
tivos estructurales, de rendimiento y salariales. 
Como se indicó en el texto, faltan incentivos en 
la asignación de tareas y el diseño de puestos, 
existe mucha desigualdad salarial, y no hay eva-
luación y seguimiento al desempeño.

Flexibilidad. Este subíndice refl eja el hecho de que 
las decisiones sobre puestos, redistribuciones, 
despidos, etc., están afectadas principalmente 
por consideraciones políticas y sólo en segunda 
instancia por criterios técnicos.

Capacidad integradora
Este índice aumenta su valor por los esfuerzos 
de ONAP de trabajar en las relaciones labora-
les, produciendo la creación de un Departamen-
to con tal fi n para poder defender los derechos 
de los funcionarios. También se instauraron las 
Comisiones de Personal, instancias de nego-
ciación entre las partes, que arrojan resultados 
satisfactorios. El puntaje del índice baja por la 
falta de igualdad dada por la ausencia de cri-
terios de evaluación de desempeño ecuánimes 
para todos los funcionarios e igualdad de opor-
tunidades, que se ve viciada por la cercanía al 
partido político. 

III. CONCLUSIONES

Análisis de áreas causales

En cuanto a la planifi cación, existen expectativas 
de mejora en el corto plazo por los modelos de 
gestión institucional a implantarse, propiciados 
en el marco del proyecto PROREFORMA. La 
ausencia de datos confi ables sobre la nómina 
de personal, no obstante, sigue siendo un im-
portante cuello de botella. Es posible que ello 
se solucione en el corto plazo, incluso a raíz de 
requisitos exigidos por organizaciones fi nan-
cieras internacionales de crédito. Ciertamente, 
es difícil instrumentar una planifi cación atada 
a metas institucionales cuando se carece de 
la información básica sobre los recursos hu-
manos disponibles. La nómina completa con 
la distribución por dependencias servirá para 
determinar los puestos ocupados y los vacan-
tes, e identifi car así áreas con défi cit o por el 
contrario con excedencia. No es de sorprender 
que este subsistema tenga un promedio bajo. 
Respecto al subsistema organización del trabajo, es 
una realidad que los manuales sobre los que ha 
trabajado ONAP no han sido verdaderamente 
adoptados por las dependencias. Se está traba-
jando en perfi les más fl exibles e innovadores, 
pero la experiencia previa de baja instituciona-
lización es una advertencia para el éxito de los 
nuevos esfuerzos. El análisis de la gestión del em-
pleo indica que el ingreso al Servicio Civil está 
regido por relaciones políticas. Por el contrario, 
el mérito es un criterio central para la incorpo-
ración de funcionarios a la Carrera Adminis-
trativa. Estos funcionarios, quienes en principio 
gozan de estabilidad por la Ley 14-91, están 
siendo cancelados por el nuevo gobierno, lo 
cual indica una tensión inherente entre las pre-
tensiones de la Ley de contar con funcionarios 
permanentes y las prácticas políticas del Poder 
Ejecutivo. Por otra parte, y también dentro de 
los indicadores de gestión del empleo, se regis-
tran sesgos por género en los cargos de mayor 
responsabilidad. La gestión del rendimiento mues-
tra resultados bajos porque no se establecen 
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metas institucionales ni individuales. En este 
proceso resalta la falta de interés de los direc-
tores en hacer un seguimiento cercano al des-
empeño del personal a su cargo. La cobertura 
social y el sistema de pensiones son razonables 
aunque hay cambios para ajustar el sistema. 
Pero la estructura salarial es indudablemente 
el punto más débil por su inequidad, discre-
cionalidad, e incluso falta de transparencia. El 
subsistema gestión del desarrollo profesional mues-
tra escasas expectativas de promoción. Por otra 
parte, la capacitación demuestra que los cursos 
y talleres no necesariamente responden a diag-
nósticos de necesidades, pero la existencia de 
un organismo central de capacitación, INAP, es 
ciertamente un aspecto positivo. La gestión de las 
relaciones humanas y laborales tiene su mayor de-
bilidad en la ausencia de sindicatos fuertes en 
las secretarías así como la falta de mecanismos 
de mayor nivel fl uidos en caso de reclamos de 
funcionarios. La fortaleza radica en las Comi-
siones de Personal que son importantes instan-
cias intermedias de resolución de confl ictos. En 
cuanto a la organización de la función de los recursos 
humanos. Finalmente, la ONAP ve interferida su 
labor principalmente por la discrecionalidad en 
el manejo de recursos humanos por parte de los 
Secretarios de Estado. 

Factores del contexto interno y del entorno

Algunos de los factores más importantes que han 
impedido avanzar en la profesionalización e ins-
titucionalización del sistema de mérito son los si-
guientes: 1) la no consagración constitucional del 
mérito de aptitud como requisito para ingresar 
al servicio civil central, 2) el escaso empleo gene-
rado por las áreas industriales y comerciales que 
impide absorber la oferta de empleo existente, 3) 
un sistema político que tradicionalmente utiliza 
los empleos estatales como prebendas clientelís-
ticas, 4) la escasa voluntad política de los partidos 
para utilizar la Ley 14-91, y 5) la falta de organi-
zaciones sindicales y profesionales que presionen 
para introducir mecanismos de reclutamiento y 
promoción ordenados y universales.

No obstante, existen áreas de cambio y mo-
dernización. Los determinantes de la innovación 
parecen ser los esfuerzos de la propia ONAP, y 
los programas de reforma del estado de organis-
mos internacionales de crédito y cooperación, 
visibles en las áreas de gestión fi nanciera. 

Conclusiones principales del diagnóstico 

La República Dominicana tiene un gran desafío: 
lograr articular una relación de equilibrio entre 
las necesidades de un cuerpo burocrático esta-
ble y las prácticas políticas de los partidos hacia 
el empleo público. En un contexto donde aún 
persisten prácticas de despojo, es difícil pensar 
en un modelo de servicio civil efi ciente. De la 
misma forma, dada la alta discrecionalidad de 
los secretarios de Estado, es difícil pensar en que 
un cuerpo de directores del tipo gerencial podrá 
implantarse. Se requiere un mínimo de estabili-
dad funcional por una parte, así como metas de 
gestión precisas y transparentes por otra. 

Cualquier intento de crear un cuerpo de 
funcionarios profesionales o, alternativamen-
te, un cuerpo de gerentes y directores con alto 
perfi l técnico depende en gran medida de cómo 
el sistema político resuelva su articulación con 
la burocracia. A la fecha, la mayor parte de la 
normativa, una de las más recientes de la región, 
tiene valor meramente formal. Ello se debe a 
cuestiones más relacionadas con reformas polí-
ticas y constitucionales pendientes y menos con 
transformaciones endógenas del servicio civil. 
En consecuencia, se observa una falta de cultura 
administrativa por parte de dirigentes y funcio-
narios, así como un estilo personalista en las ges-
tiones públicas.

No obstante las barreras estructurales de na-
turaleza política, la Ley de Servicio Civil y Carrera 
Administrativa ha sido un avance indudable: los 
funcionarios de la Carrera Administrativa cum-
plen requisitos de mérito mínimos y tiene un 
perfi l profesional. Se recomienda la expansión 
de este segmento de funcionarios, fortalecien-
do los aspectos relativos a la gestión del rendi-
miento. 
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IV. RECOMENDACIONES

Propuestas de mejora

• La implantación de un cuerpo de funciona-
rios profesionales depende de la voluntad 
política por lo que el primer nivel de reco-
mendaciones concierne a la formación de 
consensos mínimos sobre los que se acuer-
den acciones hacia el servicio civil para darle 
continuidad más allá de la duración de un 
gobierno específi co.

• Si bien la propuesta de crear un plantel de 
directores de perfi l técnico es central, esto no 
suplanta la necesidad de garantizar un cuer-
po mínimo de funcionarios de carrera admi-
nistrativa que den continuidad y sustento a 
las acciones gerenciales.

• Las iniciativas actuales de conformación de 
sistemas de información deben ser apoyadas 
y expandidas a fi n de completar la data mí-

nima necesaria para la gestión del servicio 
civil.

• La transformación de la ONAP en Secreta-
ría es una propuesta promisoria porque daría 
legitimidad a la organización para decidir y 
no solamente asesorar en la temática de re-
cursos humanos. 

• Se debe desarrollar entrenamiento específi -
co a los mandos de nivel medio e inferior en 
temas de gestión e institucionalidad organi-
zacional porque ellos son el nexo entre los 
niveles superiores y los funcionarios de base. 
En el sistema de supervisores descansa la 
gestión cotidiana del rendimiento, del desa-
rrollo funcional, y de las relaciones laborales, 
y este segmento precisa de mayor capacita-
ción, monitoreo y evaluación.

• Fortalecer al INAP, y realizar capacitación 
según las necesidades de las dependencias, 
en especial en vistas de la baja tecnifi cación 
de la planilla de funcionarios. 
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 Categorías Factores Comentarios del Evaluador

Antecedentes  Cambio de gobierno con repercusiones en la continuidad de los funcionarios en la 
  Carrera Administrativa incorporados bajo el gobierno inmediato anterior. 

Análisis del contexto  Análisis del marco  Se estructura a partir de la Ley 14-91, aunque es de lenta y escasa aplicación, más 
institucional legal Decretos reglamentarios e instructivos ONAP. 

Análisis funcional   Análisis organizativo   La ONAP es el organismo de asesoría en recursos humanos pero no tiene status de 
del servicio civil de la función Recursos  Secretaría, lo que está puesto a consideración en un anteproyecto de ley para 
 Humanos cambiar su estatus.

 Indicadores   Se destaca el porcentaje considerable de niveles de empleo público en el gobierno 
 cuantitativos del   central. Por otra parte, la baja tasa de cargos de jefatura (1,32%) esconde la 
 sistema de SC politización del empleo público. La compresión salarial es moderadamente alta y los 
 analizado sueldos de los altos cargos son competitivos con los del privado. Finalmente, el 
  sueldo promedio del sector público es comparable con el del sector privado e incluso 
  mayor controlado por ciertas características básicas.

Análisis por  Planifi cación No hay prácticas sistemáticas de planifi cación estratégica de Recursos Humanos, 
subsistemas  a pesar de contar con un sistema nacional de planifi cación económica que data de 
  1965, en parte por la falta de sistemas de información completos y legajos 
  actualizados aunque hay cambios en ciernes. Casos excepcionales son las Secretaría 
  de Educación y la Secretaría de Trabajo.

 Organización del  Baja valoración de la importancia de las competencias con excepción de los 
 trabajo funcionarios incorporados a la Carrera Administrativa para cuya incorporación se 
  requieren perfi les de tareas que se traducen en las pruebas a rendir.

 Gestión del empleo Salvo por la incorporación de funcionarios a la Carrera Administrativa, no hay 
  reclutamiento por mérito para el Servicio Civil. La movilidad es escasa y nula, y la 
  desvinculación se da por la rotación del gobierno y no por una evaluación del 
  desempeño del funcionario en su trabajo.

 Gestión del  No hay sistemas de evaluación de rendimiento operativos ni evaluación de metas 
 Rendimiento institucionales en la mayoría de las Secretarías.

 Gestión de la  La ausencia de una estructura salarial, incluso al interior de una misma Secretaría, es 
 Compensación una de las mayores distorsiones del gobierno central. 

 Gestión del Desarrollo El progreso es lento y asociado a lazos de amistad y políticos. No hay un sistema de 
  supervisores interesados en el desarrollo funcional de los funcionarios.

 Gestión de las  No hay instrumentos formales de gestión de clima organizacional, y hay problemas 
 Relaciones Humanas  con las garantías laborales de los funcionarios a lo que se debe sumar la ausencia de 
 y Sociales sindicatos fuertes que pudieran establecer un sistema continuo de deberes y 
  derechos.

Índices del sistema   Los índices tienden a ser bajos pero a su vez demuestran que la gestión de recursos 
de servicio civil  humanos está en tensión: el índice de efi ciencia es el que adquiere mayor puntaje 
  pero el de menor puntaje es la consistencia estructural, revelando así que el Estado 
  es mejor empleador en promedio que el sector privado pero que aún reviste 
  problemas de variada índole en la gestión integral de los recursos humanos. 

V. TABLA DE SÍNTESIS
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ANEXOS

ANEXO I. Valoración de los puntos críticos

(Ver anexo fi nal)

[Aclaración sobre la metodología de va-
loración.
La valoración de los puntos ha sido difícil por te-
ner que “promediar” el sistema de Servicio Civil y 
el de Carrera Administrativa para obtener una idea 
del sistema de gestión de recursos humanos para 
el conjunto de los funcionarios públicos. Si ex-
cluyéramos el Servicio Civil, ciertamente los pro-
medios de los subsistemas y de los índices serían 
notoriamente más altos. 

Dos puntos específi cos merecen comentarios 
puntuales.

El punto de valoración 7 incluye además de cri-
terios cuantitativos consideraciones cualitativas 
sobre la efi ciencia del gasto más allá del monto. 
En el informe se señaló ciertas restricciones a la 
distribución de personal según necesidades de 
las organizaciones, lo que baja el puntaje de este 
indicador mientras que los valores cuantitativos 
de gasto están dentro de parámetros razonables 
teniendo en cuenta al resto de los países de la 
zona.

El punto 16 aumenta su valor por la expectati-
va de implantar las llamadas carreras especiales.]

ANEXO II. Ficha técnica del informe

• Fecha de fi nalización del informe
Fecha del diagnóstico: Junio 2002
Fecha de la revisión: Octubre 2004
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Asistentes: Nelson Noya - Yanina Azzolina
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PARME Proyecto de Apoyo a la Reforma y Modernización del Estado

SEM Secretaría de Estado de la Mujer

SIGEF  Sistema Integrado de Administración Financiera
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I. RESUMEN EJECUTIVO 

Principales conclusiones

La administración de recursos humanos en el 
universo examinado se desarrolla más desde 
una óptica tradicional que desde una óptica 
moderna. En general es practicada como una 
función de apoyo, faltando una mayor vincula-
ción con los resultados y decisiones estratégicas 
de la organización. Los índices de efi ciencia, 
consistencia estructural y capacidad funcional 
se ubican alrededor del 45% de la escala, y el de 
capacidad integradora cerca del 40%. Se des-
taca en términos relativos el índice de mérito, 
que supera el 50%, refl ejando el cumplimiento 
parcial de los criterios de mérito en la gestión 
del empleo y del rendimiento. Por su lado, los 
subsistemas de organización del trabajo, rela-
ciones laborales y desarrollo profesional son los 
más alejados del estándar evaluado. Los avances 
en la gestión presupuestaria y en el sistema de 
evaluación a nivel institucional basado en el ni-
vel de cumplimiento de metas se refl ejan en un 
mejor desempeño de los subsistemas de planifi -
cación y gestión del rendimiento. En Uruguay 
se produjo una evolución en la concepción y en 
las prácticas de la gestión de RH, pero todas 
las reformas lo fueron de parte de sus compo-
nentes, faltando una reconcepción y moderni-
zación integral. 

Contexto institucional

Uruguay está viviendo todavía momentos críti-
cos desde el punto de vista económico y social. 
La recesión económica (cinco años seguidos de 
caída del PBI), el défi cit fi scal y el aumento del 
desempleo son algunos de los aspectos a desta-
car. Sin embargo, se estima que a partir de 2004 
se superaría la fase recesiva que se inició en 
1998, a partir del impulso de un contexto inter-
nacional y regional favorable, y la estabilización 
macroeconómica que podría hacer posible una 
recuperación parcial de dicha confi anza en el sis-
tema fi nanciero y en el sector público (Instituto 
de Economía, 2004). 

Distintos sectores han señalado el alto peso 
del costo del Estado sobre el sector privado, mate-
rializado en la carga impositiva, en precios y tasas 
cobrados por el sector público como consecuen-
cia de regulaciones administrativas diversas, así 
como a través de las tarifas públicas. Desde 1986 
hasta la fecha el empleo público perdió impor-
tancia dentro del empleo total. La reducción del 
número de funcionarios se llevó a cabo en base 
a la aplicación de dos mecanismos: el incentivo 
al retiro de funcionarios públicos excedentarios 

CAPÍTULO 18

Síntesis del diagnóstico
Caso Uruguay1 

1 Autores: Mercedes Iacoviello y Laura Zuvanic.

Este trabajo se basa en la revision y actualiza-
cion del diagnostico realizado por Beatriz Guinovart 
(2002).
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y la imposición de barreras a la entrada de nue-
vos funcionarios públicos. El resultado de ambas 
medidas fue una reducción signifi cativa del em-
pleo público (se eliminaron 9000 puestos, con 
un ahorro de 90 millones de dólares), y a la vez 
un envejecimiento medio de la planta de funcio-
narios (BM, 2004). Desde 1999 se ha producido 
una disminución en el peso de la Administración 
Central en el gasto y una evolución creciente de 
la participación de los gastos vinculados a des-
embolsos fi nancieros, subsidios y subvenciones y 
transferencias a la seguridad social. Mas allá de 
estas reducciones, existe una insatisfacción social 
creciente, no tanto sobre la centralidad del Estado 
(de hecho la sociedad uruguaya es notablemente 
estatista en relación con la región), sino sobre su 
desempeño y su capacidad para resolver proble-
mas sociales y económicos (Filgueira et al, 2002).

Antecedentes

La Constitución de 1967 regula de forma bas-
tante detallada los derechos y obligaciones de los 
funcionarios públicos. Las normas legales princi-
pales en materia de funcionarios, están orgánica-
mente establecidas en el Estatuto del Funcionario 
(Dec-Ley Nº 10.388, 13/2/43). Con posteriori-
dad se dictaron numerosas normas, en especial 
las contenidas en los Presupuestos y Rendiciones 
de Cuentas. La estructura de cargos de la Admi-
nistración Central (formada por 14 organismos 
llamados “Incisos”, conformados por “Unidades 
Ejecutoras”) se basa en los escalafones defi nidos 
en la Ley 15.806 (1986). La normativa aplicable 
ha sido compilada en el TOFUP (Texto Ordena-
do de Normativa sobre Funcionarios Públicos). 

La reforma administrativa del Estado co-
mienza formalmente con la Ley de Presupuesto 
16.736 (5-1-96), que crea el Comité Ejecutivo 
para la Reforma del Estado (CEPRE). El ti-
ming (comienzo del gobierno de Sanguinetti) 
y la estrategia de implantación (medidas dis-
persas en la ley de Presupuesto, minimizando 
la discusión parlamentaria y sectorial) fueron 
centrales en su rápida aprobación (Filgueira et 
al, 2002, Narbondo y Ramos, 2002). Los sec-

tores sindical y empresario prácticamente no 
participaron del proceso de reforma (Moreira, 
2003). Para la implantación de la Ley se solicitó 
un préstamo del BID (995/0C-UR). La refor-
ma visualiza la gestión de recursos humanos en 
el marco de la planifi cación estratégica asocia-
da al Presupuesto Nacional, lo que constituye 
una novedad en relación a períodos anteriores. 
Los principales objetivos que se alcanzaron en 
el proceso de Reforma fueron la mejora en la 
productividad y la calidad del gasto público a 
través de: reformulación de estructuras orga-
nizativas, reducción en el número de cargos y 
funciones contratadas excedentes, supresión de 
cargos vacantes, contratación con terceros, re-
califi cación de funcionarios públicos. Las eco-
nomías logradas se utilizaron para fi nanciar los 
premios por desempeño, cargos de alta especia-
lización y equiparación salarial para tareas de 
similar responsabilidad. De esta manera se me-
joró la pirámide salarial, aunque posteriormen-
te, la fi jación de impuestos a las retribuciones de 
mayor tasa a los mayores ingresos revirtió estos 
avances. Continuando en esta línea, la Ley de 
Presupuesto 2000–2004 (Ley 17.296/01) se ela-
bora sobre la base de un plan estratégico a nivel 
de cada unidad ejecutora, establece la racionali-
zación de las denominaciones y el desarrollo de 
sistemas de información sobre cargos, contratos 
y retribuciones. Este proceso es apoyado desde 
el Programa de Modernización de la Gestión 
Pública 2001–2003 (PMGP-BID) uno de cuyos 
componentes incluye la mejora de la gestión 
de RH a través de la modernización del mar-
co legal, la reforma de la Ofi cina Nacional de 
Servicio Civil, y la implantación de sistemas de 
información de RH (PMGP, 2001).

Cambios desde la fecha del diagnóstico 
(septiembre 2002) 

En septiembre de 2002 se aprobó la Ley 17.556 
de Rendición de Cuentas y Balance de Ejecución 
Presupuestal del ejercicio 2001 (Ley RC 2001), 
que incluye una serie de medidas de racionaliza-
ción del gasto público estableciendo la elabora-
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ción de un proyecto de ley, por parte del Poder 
Ejecutivo, para fusionar, suprimir o reorganizar 
los Ministerios de la Administración Central. La 
ley posibilita la posibilidad permanente de rees-
tructuras, si no se pronuncia el Legislativo la de-
cisión del Ejecutivo queda fi rme pero no obliga 
a realizar la reestructura. Establece instancias de 
retiro incentivado (las cuales no fueron reglamen-
tadas), establece la supresión de las vacantes pro-
ducidas por retiros, un tope salarial del 60% del 
sueldo del presidente, y extiende hasta el año 2015 
la prohibición de ingreso a la planta permanente. 
También establece restricciones para las contrata-
ciones a término (reglamentado por Dto. 85/03), 
que solo podrán realizarse después de recurrir al 
Registro de Personal a Distribuir y en tanto no 
signifi quen un aumento de plata respecto de junio 
de 2002, y debe realizarse a través de concurso 
público abierto y publicado en medios masivos. 
Estas medidas tienden a reordenar el sistema, y a 
facilitar la redistribución de funcionarios. La pre-
ocupación por la transparencia y la lucha contra 
la corrupción se refl eja en el dictado de Normas 
de conducta para la función pública (Dto 30/03). 

El CEPRE ha organizado actividades para 
instalar la discusión sobre la problemática del 
servicio civil en la agenda del próximo gobier-
no (CEPRE, 2004c). En las próximas elecciones, 
a realizarse en octubre 2004, el Frente Amplio 
(Encuentro Progresista-Frente Amplio-Nueva 
Mayoría, EP-FA-NM) tiene la mayor probabili-
dad de acceder al gobierno. En su plataforma 
política, incluye un capítulo sobre “Democrati-
zación de la Sociedad y el Estado” (Frente Am-
plio, 2004), el cual, si bien no defi ne una política 
respecto a la gestión del personal del Estado, de-
clara la importancia del ingreso por concurso a 
la función pública y la asignación de personas 
competentes a los cargos directivos. 

Análisis de los Subsistemas2 
Planificación de recursos humanos 

Existencia e integridad del sistema (1)
El Presupuesto es quinquenal, y se basa en los 
Planes estratégicos de gestión (PEG) y planes 

anuales de gestión (PAG) confeccionados por las 
unidades ejecutoras (Cunill, 2001). En términos 
de planifi cación de recursos humanos implica 
la presupuestación de cargos y no de puestos de 
trabajo. Una gran proporción de los cargos son 
inamovibles, y además las vacantes están conge-
ladas. La consecuencia es la utilización de for-
mas de contratación especiales, que crean una 
estructura paralela y quitan transparencia al sis-
tema, pero de alguna manera brindan la fl exibi-
lidad requerida en términos de necesidades de 
recursos humanos. El 15% del total de emplea-
dos (sobre el total de civiles y militares) son con-
tratados, pero hay mayores concentraciones en 
algunas áreas (llega al 85% en Min. Transporte, 
50% Min Turismo) (CEPRE, 2003). Se generó 
un gran debate por un proyecto de ley aprobado 
por el Senado (PL, sesion 19/7/04) por el cual 
se reconoce el carácter de “contratados perma-
nentes” a los becarios, pasantes y contratados in-
corporados antes del 1/1/01, que comprenden 
cerca de 8600 personas. Esta medida resolvería 
la situación ambigua de las contrataciones tem-
porarias. Según el CEPRE esta medida reverti-
ría el esfuerzo de reducción de personal de los 
últimos años (Aramendía, CEPRE, para Espec-
tador.com, 26/7/04). Sin embargo, gran parte 
de estos contratados realizaban tareas perma-
nentes. 

Coherencia estratégica (2–3)
El alto desarrollo del sistema presupuestario 
orientado a la planifi cación estratégica permite 
inferir cierta consistencia de la planifi cación con 
los objetivos generales del gobierno, si bien no se 
ha trabajado de manera sistemática en la con-
cepción de una plantilla horizonte de personal 
compatible con una planifi cación de largo plazo 
de la función pública. El mayor impulso al siste-

2 El análisis de los subsistemas sigue los 93 puntos crí-
ticos establecidos en la metodología, los cuales se listan 
con su correspondiente valoración en el Anexo 1. Para 
cada apartado se indican entre paréntesis los puntos 
críticos asociados.
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ma de presupuestación en función de planes es-
tratégicos de gestión (PEG) por unidad ejecutora 
se dio entre 1995 y 2000, y a partir de entonces 
parece haber disminuido (Cunill, 2001).

Información de base (4)
El SIIF (Sistema de Integrado de Información 
Financiera), implementado para complementar 
la gestión por resultados puesta en práctica a 
partir de la LRC 1998, signifi có un salto cualita-
tivo en la producción y circulación de informa-
ción administrativa y presupuestaria (Narbondo 
y Ramos, 2001). Se ha implantado en el 85% 
de los organismos de la AC el Sistema de Con-
diciones Objetivas de Trabajo (SCOT), y en la 
totalidad de la AC el Sistema de Retribuciones 
(SR), ambos establecidos por Dec. 332/02 (BM, 
2004). El SR se utilizar para producir reportes 
sobre remuneraciones y RH, y controla los datos 
contra el Sistema Integrado de Información Fi-
nanciera. (CEPRE, 2003) 

Efi cacia (5–9)
A pesar de los esfuerzos de racionalización del 
proceso de reforma comenzado en 1996, en el 
que se declararon excedentes los cargos no vin-
culados a cometidos sustantivos, siguen coexis-
tiendo situaciones de défi cits y de excedentes de 
personal en las distintas unidades. Las redistri-
buciones obedecen más a situaciones persona-
les que a situaciones organizacionales. El nivel 
de tecnifi cación, considerando la proporción de 
personal con educación universitaria, es alto, 
con un nivel algo menor que en los países de-
sarrollados. El proceso de profesionalización del 
mercado laboral uruguayo desde los ’60, se refl e-
ja en el aumento en la proporción de funciona-
rios con nivel terciario en la APN, que pasó de 
8,5% en 1969 al 15% en 1993 (Rodriguez Gustá, 
2002). Consistente con este proceso, la reestruc-
turación aumentó la proporción de funcionarios 
en los tres escalafones más altos en relación a los 
tres mas bajos, pasando el primer grupo del 40 al 
50% en el conjunto de los ministerios (Filgueira 
et al, 2002). En cuanto al costo de las plantillas 
públicas, a pesar de su tendencia a la baja tiene 

un peso considerable en el PBI (Carlson y Payne, 
2003), y existe una percepción de un peso aún 
mayor desde la opinión pública. 

Administración (10–11)
Los directivos pueden —y en algunos casos lo 
hacen—, administrar las restricciones existentes 
a través del uso de regímenes de contratación 
especiales, manteniendo un porcentaje eleva-
do de personal no presupuestado, o asignando 
“encargaturas” (designar “a cargo” de un puesto 
directivo a un funcionario). Esto en cierta medi-
da permite fl exibilizar la gestión, pero al mismo 
tiempo vacía de contenido la carrera administra-
tiva (Filgueira et al, 2002). 

Organización del Trabajo 

Existencia e integridad del sistema (12)
Los cargos de la APN se clasifi can en 17 clases 
designadas con letras (Ej. P políticos, E ofi cios), 
cada una de las cuales plantea una progresión de 
grados que representan el ascenso por antigüe-
dad y desempeño, a los que se asocian pequeños 
aumentos de sueldo. (Rodríguez Gustá, 2004). El 
sistema de organización del trabajo se ve afecta-
do por a) una estructura de escalafones y cargos 
formulada tiempo atrás y pensada más dentro de 
una fi losofía weberiana centrada en los antece-
dentes que en el marco de una gestión moderna 
asociada a fl exibilidad, polifuncionalidad y com-
petencias; b) estructuras paralelas surgidas, en 
parte, por la necesidad de superar la rigidez del 
sistema; c) casos aislados de descripción precisa, 
actualizada y fl exible de puestos.

Calidad técnica y fl exibilidad del 
diseño de puestos. (13–17)
Los puestos en general responden a una clasifi -
cación ocupacional determinada por la deno-
minación, el escalafón y el grado. Existen casos 
aislados de clasifi cación ocupacional por tareas 
y requisitos de puestos, por ejemplo en el Ban-
co Central (Rodríguez Gustá, 2002). Ha habido 
iniciativas de simplifi cación en relación con la 
reforma del Estado, que se concretaron en la 
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racionalización de niveles jerárquicos y elimi-
nación de puestos excedentes (Guinovart, 2002) 
La jerarquización de puestos responde a patro-
nes razonables. El enriquecimiento del puesto 
no es un criterio considerado al momento de su 
diseño. 

Calidad de la defi nición de perfi les 
(18–21) y administración (22–23)
La defi nición previa de perfi les se realiza en ca-
sos aislados (por ejemplo, en los cargos de alta 
especialización), no siendo una práctica institu-
cionalizada y regulada. La cultura de la compe-
tencia aún no está instalada, prevaleciendo los 
criterios de titulación o especialización técnica. 
La presupuestación por cargos (no por puestos) 
presenta una restricción importante, ya que im-
plica la defi nición del perfi l al momento de la co-
bertura del puesto.

Gestión del Empleo

Igualdad y mérito en el acceso (24–27)
Cabe señalar la prohibición de ingreso a la fun-
ción pública hasta 2015 (Ley RC 2001). El sis-
tema anterior a la prohibición de ingresos era 
un régimen mixto que contemplaba una gran 
cantidad de situaciones, algunas donde se apli-
caba el concurso y en otros la designación direc-
ta, sin concurso previo. La única excepción son 
los cargos de alta especialización en los cuales, 
cuando se realizan concursos, tienen el carác-
ter de abierto, y basados en idoneidad y mérito. 
Es fuerte la presencia de regímenes especiales 
de contratación, algunas veces vinculados a 
compromisos políticos o personales pero mu-
chas otras a necesidades organizativas. La Ley 
RC 2001 incorpora la fi gura de los contratos a 
término, previendo para éstos mecanismos de 
llamado público abierto y concurso de méritos 
y antecedentes (Dec.85/03). Existe un número 
limitado y razonable de puestos cubiertos por 
personal designado con arreglo a criterios polí-
ticos (0.17%). Estos puestos incluyen los cargos 
creados constitucionalmente (ministros y subse-
cretarios, agrupados en escalafón P) y los demás 

empleos defi nidos como políticos en las leyes 
presupuestarias (escalafón Q). Es interesante 
que en forma paralela a la profesionalización 
de la planta, aumentó el número de cargos de 
designación política en la AC (Rodríguez Gustá, 
2002). Del total de puestos políticos, el 50% se 
acumula en Presidencia y en los ministerios de 
Educación y Salud (CEPRE, 2003). Las políti-
cas de género han tenido un perfi l bajo, no exis-
tiendo criterios de cuota o de acción afi rmativa, 
si bien hay una presencia creciente de mujeres 
en los todos los niveles. Hay una tendencia cre-
ciente de representación femenina en cargos de 
supervisión, pasando de 32% en 1987 a 40% en 
1999 en la AC, aunque siguen subrepresenta-
das en los niveles más altos (Rodríguez Gustá, 
2002). 

Calidad del reclutamiento (28)
Para la mayoría de los cargos, el reclutamiento 
debe normativamente hacerse dentro de la Ad-
ministración, lo que implica por un lado un reco-
nocimiento de la experiencia, pero también una 
limitación a la incorporación de nuevos perfi les y 
competencias. Los cargos de Alta Gerencia (35% 
de los cargos directivos) reclutan hacia dentro y 
fuera de la Administración, pero pocos organis-
mos ponen en práctica estos concursos abiertos 
por restricciones presupuestarias (Filgueira et al, 
2002). La calidad de los concursos depende más 
de la voluntad de los directivos que de normas y 
controles claros al respecto.

Calidad de la selección (29–32)
Prima el criterio técnico en la defi nición de los 
perfi les para la selección, si bien no hay una 
formación y cultura de defi nición de competen-
cias y no existe una práctica de utilización de 
especialistas en la selección. Existen muy bue-
nas prácticas en general en casos de unidades 
nuevas (por ejemplo las nuevas unidades regu-
ladoras) y en los concursos para cargos de alta 
especialización. 

Calidad de la recepción (33–34)
La inducción se da solo en casos aislados.
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Movilidad (35)
Depende más de necesidades personales que 
organizacionales. No está prevista en los pro-
cedimientos de carrera, sino a través de los pa-
ses en comisión (Filgueira et al, 2002), que son 
restringidos por la Ley RC 2001.El personal en 
comisión representa un 3% del total, y más del 
70% son casos de traslado a otra área dentro del 
mismo Inciso (CEPRE, 2003).

Ausentismo (36)
No hay mediciones recientes. El Sistema de Su-
pervisión de las Condiciones Objetivas de Tra-
bajo (SCOT) (Dto.332/02) tiene como objetivo 
obtener información sobre las horas trabajadas 
por los funcionarios de la administración central. 
Está en proceso de implementación, y cubre ac-
tualmente el 85% de los organismos (BM, 2004). 
Está muy instalada la práctica del doble empleo, 
aún en organismos donde resulta una contradic-
ción con el desempeño de la función (Ej: DGI) 
(Filgueira et al, 2002).

Disciplina (37)
Los procedimientos disciplinarios difícilmen-
te se concretan en sanciones. Rige un decreto 
de Normas de Conducta en la Función Pública 
(Dto 30/03) que establece la preeminencia del 
interés funcional, el interés público y la trans-
parencia, y defi ne en términos amplios los con-
ceptos de corrupción y conductas contrarias a la 
probidad. 

Desvinculación (38–41)
Los funcionarios “presupuestados” de la Admi-
nistración Central son inamovibles por dispo-
sición constitucional, lo que implica que solo 
pueden ser destituidos por ineptitud, omisión 
o delito, y con aprobación del Senado. La fi gu-
ra de amovilidad implica las mismas causales, 
pero no requiere que se expida el Senado, y es 
declarada en la Constitución o por ley (Biasco 
Marino, 2001). En la Ley RC 2001 (art. 73) se es-
tablece que se confi gura ineptitud u omisión ante 
dos años consecutivos con califi cación inferior a 
satisfactorio, o con diez faltas injustifi cadas en el 

año. En la práctica estas causales prácticamente 
no se utilizan. 

Gestión del rendimiento

Planifi cación y seguimiento del 
rendimiento (42–45)
A nivel institucional existe un Sistema de Eva-
luación de la Gestión Pública (SEGPR) creado 
por la LRC 1998, por el cual las unidades eje-
cutoras presentan sus productos estratégicos y 
metas cuantifi cadas bajo la forma de indicadores 
de efi ciencia, efi cacia y calidad (OPP-CEPRE, 
2003). El mayor logro es que se logra medir el 
desempeño institucional a través de un siste-
ma de indicadores que está en funcionamiento, 
aunque falta un mayor aprovechamiento de la 
información para la toma de decisiones, y una 
mayor articulación con la evaluación de desem-
peño individual (Cunill, 2004). No existe una po-
lítica establecida normativamente ni practicada 
generalizadamente que implique defi nir pautas 
o estándares de rendimiento esperado de las per-
sonas y el seguimiento de las mismas, sino que 
estas defi niciones dependen de voluntades aisla-
das de los directivos. En todo caso, la circulación 
interna de los indicadores y metas establecidos 
en el sistema informático de Evaluación de la 
Gestión Pública (SEV) permiten a los empleados 
tener información acerca de la orientación estra-
tégica de sus áreas, e indirectamente sobre sus 
objetivos de rendimiento.

Evaluación (46–48)
Se evalúa a todos los funcionarios de la Adminis-
tración Central una vez al año, y sus resultados 
afectan el avance en la carrera y la compensa-
ción. Se destaca la continuidad del sistema, que 
se aplica desde 1996. Los factores de califi cación 
son: rendimiento y calidad, condiciones perso-
nales, comportamiento, y aptitudes en cargos de 
supervisión y responsabilidad. Se aplica un es-
quema de distribución forzada: 10% Excelente, 
20% Muy bueno. (el resto Satisfactorio – Regu-
lar – Insufi ciente). Existe un premio al desempe-
ño a los dos niveles superiores, lo que explica la 
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práctica de califi car con las máximas categorías 
en forma rotativa para distribuir los premios. El 
sistema no permite conocer ni detectar necesi-
dades de capacitación o de mejora de aspectos 
específi cos de la performance de los empleados. 

Administración (49)
Los jefes se involucran en el proceso de evalua-
ción, aunque su rol de facilitadores tiene ciertas 
limitaciones por la falta de articulación entre 
el sistema de evaluación individual y el institu-
cional. 

Gestión de la compensación

Existencia de una estrategia salarial (50)
Existe una estructura retributiva básica, que se 
ve alterada por el variado tipo de compensacio-
nes existentes dando lugar a una importante dis-
persión. Salvo en el caso de la reforma de 1996, 
en la cual se realizaron ajustes en los salarios de 
acuerdo a las economías generadas por la refor-
ma de las estructuras organizativas, en general 
los ajustes salariales se realizan de forma inercial 
y generalizada (Guinovart, 2002).

Equidad interna y externa (51–57)
En base a las normas vigentes, se podría decir 
que el puesto de trabajo es el que explica funda-
mentalmente la remuneración que percibe quien 
lo ocupa. Pero del total de remuneraciones, solo 
el 25% corresponde al sueldo base, lo cual refl eja 
el uso intenso de las 120 retribuciones especiales, 
distintas del sueldo básico y de la compensación 
máxima al grado, que genera sueldos diferen-
tes para funciones similares. El Ministerio de 
Economía presenta las mayores remuneracio-
nes promedio, Interior y Deportes las menores 
(CEPRE, 2003). Las compensaciones se utilizan 
más intensivamente en los cargos más altos, au-
mentando la desigualdad. La pirámide salarial 
para la Administración Central es más achatada 
que la del sector privado, con una media inferior 
a éste y con remuneraciones relativamente me-
nos interesantes para puestos gerenciales. Com-
parando la totalidad del empleo público con el 

privado, se registra una prima salarial para los 
primeros. Pero los asalariados de la AC tienen 
una penalización salarial en comparación con el 
sector privado formal, a diferencia de la banca y 
las empresas públicas (Amarante y Arim, 2003, 
Amarante, 2002). Sin embargo, si se ajusta el sa-
lario por horas trabajadas, y teniendo en cuen-
ta la jornada reducida de los profesionales en la 
AC, la penalización desaparece (CEPRE, 2004). 
La retención de personal competente se explica 
la posibilidad del multiempleo. 

Efi ciencia (58)
El actual impuesto a las retribuciones personales, 
aplicable tanto al sector público como al priva-
do, establecido por la Ley de Estabilidad Fiscal 
en mayo de 2002, registra tasas relativamente 
más altas para las retribuciones relativamente 
más elevadas (Morey, 2003). Pudiendo constituir 
un mecanismo de mayor recaudación en mo-
mentos críticos y de protección de sueldos bajos, 
este esquema es una limitación para el estímulo 
a la carrera. Debido a los complementos de re-
tribución (compensaciones) se dan casos en los 
que el funcionario de grado inferior puede tener 
una remuneración mayor que su superior. Las 
remuneraciones promedio de presupuestados y 
contratados es similar. (CEPRE, 2003). Desde 
1996 se pagan premios por desempeño de entre 
un 3 y un 10% del sueldo nominal (Ley 16736, 
art.22), que se fi nancian con las economías de las 
reestructuras. El 70% de los premios se pagan en 
la CGN y DGI (Ministerio de Economía).

Administración (59–61)
La política salarial es más una política económi-
ca que una política de desarrollo de la función 
pública. El manejo corporativo de los recursos 
de libre disponibilidad y las autorizaciones de 
precios y tasas y sus destinos distintos a rentas 
generales defi nió, en muchos casos, un objetivo 
de captura de rentas. Cada unidad ejecutora po-
see su propio sistema de nómina y de proceso de 
la liquidación de los salarios. El Sistema de Re-
muneraciones (SR) (Dec.332/02), recientemente 
implementado, tiene como objetivo centralizar 
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la información sobre retribuciones en la admi-
nistración central. 

Otras compensaciones (62–64)
No existe un sistema de compensaciones no 
monetarias programado a tal fi n. En los minis-
terios, los reglamentos internos establecen una 
jornada reducida para los profesionales de en-
tre cuatro y cinco horas, y la mayoría tiene un 
segundo empleo. La jornada reducida vigente 
para los profesionales en los ministerios, y la fl e-
xibilidad para acomodar el horario de trabajo 
a otras actividades, funcionan informalmente 
como compensación no monetaria. (Rodríguez 
Gustá, 2002) El régimen de jubilaciones es si-
milar al del sector privado, salvo en el caso del 
retiro policial y militar. La agencia de recauda-
ciones de los aportes (Banco de Previsión Social, 
BPS), recauda anualmente algo menos del 50% 
de los ingresos necesarios para hacer frente a las 
erogaciones de las pasividades, lo que exige un 
apoyo signifi cativo de rentas generales (los fun-
cionarios públicos son el 18% de la PEA ocupa-
da, pero explican más de ese porcentaje de las 
pasividades), que ha sido el principal factor de 
expansión del gasto público en la última década. 
El peso de las jubilaciones y pensiones públicas 
es importante, lo que se agrava en épocas de cri-
sis y eleva la percepción social de prescindibili-
dad del funcionario público. 

Gestión del desarrollo profesional

Efi cacia del sistema de promoción y 
calidad del diseño de carrera (65–70)
De acuerdo a la normativa a) cualquier funcio-
nario de un grado inferior podrá aspirar a ocu-
par una vacante de un cargo superior (en 1992 
se quitó la restricción que exigía el ascenso de 
grado en grado, si bien informalmente ya se ig-
noraba esa regla), b) las promociones se basan 
en mérito, capacitación y antigüedad (este últi-
mo factor con menor incidencia que en la nor-
mativa anterior a la reforma), c) se promueve 
por concurso, en el que, al no utilizarse prácti-
camente la oposición, la mayor incidencia es la 

apreciación del supervisor sobre los anteceden-
tes. La profesionalización de los puestos geren-
ciales disminuyó el peso de la antigüedad como 
criterio de promoción y recompensa (Rodriguez 
Gustá, 2002). No está contemplado el ascenso 
horizontal en el mismo puesto de trabajo, sino 
solamente el ascenso vertical por liberación de 
un puesto de mayor nivel al cual ascender. En 
los ministerios esto genera frustración de las ex-
pectativas de ascenso, en un contexto de rees-
tructuraciones sucesivas que eliminaron cargos 
superiores una vez retirados sus ocupantes. Ade-
más, se asignan funciones directivas a personal 
fuera de la carrera, ingresados por contratos o 
a través del escalafón de personal de confi anza 
(Rodríguez Gustá, 2004). 

Calidad de la formación y gestión de la 
formación (71–76)
La Administración debe proporcionar la capaci-
tación para preparar a los funcionarios públicos 
presupuestados para la promoción del ascenso 
en la carrera desde jefe de sección hasta direc-
tor de división (Dec 302/96), lo cual se realiza a 
través de tres niveles de curso preparatorio ofre-
cidos desde la Escuela de Funcionarios Públicos. 
La relativa inactividad de la carrera adminis-
trativa hace que la demanda por estos cursos se 
haya reducido en los últimos años. Las Normas 
de Conducta de la FP (Dto 30/03) establecen la 
obligación del funcionario de mantenerse idó-
neo en las materias de su competencia. Tanto 
los cursos centralizados en la Escuela de Funcio-
narios, como en Escuelas especializadas (como 
la de la Aduana, o la del Instituto del Menor), 
en la práctica se asocian a las demandas, no es-
tán estructurados en una oferta sistemática ni se 
orientan a cubrir défi cits de formación o rendi-
miento. Las actividades se realizan en muchos 
casos como una forma de reconocimiento al em-
pleado, o para la acumulación de méritos para 
el legajo. Los cursos específi cos (fuera de la ofer-
ta de la ONSC) son más accesibles para quienes 
están mejor posicionados en la unidad ejecuto-
ra. Existe un plan de formación gerencial, que se 
ejecuta a través del PMGP-BID (PMGP, 2002).
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Gestión de la formación (74–76)
La Escuela de Capacitación es activa, y brinda 
una oferta genérica de cursos a los funcionarios 
que se publican en la página web de la ONSC. 
No se realiza un inventario de conocimientos y 
habilidades existentes, ni se vinculan los planes 
de capacitación a los objetivos de las distintas 
unidades. La evaluación de las actividades se 
limita al relevamiento de la satisfacción de los 
participantes, no existiendo mediciones de im-
pacto. 

Gestión de las relaciones humanas y sociales 

Gestión del clima (77–78)
No existe política defi nida al respecto. Sin em-
bargo, a traves de mediciones indirectas como el 
carácter de los intercambios entre supervisores y 
empleados, se infi ere un clima de trabajo positi-
vo (Rodríguez Gustá, 2004). 

Efi cacia de la comunicación (79–81)
La información fl uye en forma inorgánica, si 
bien se perciben algunos intentos de avance con 
la implantacion de sistemas (SR, SCOT, com-
pras). Las organizaciones funcionan con una 
modalidad bastante jerárquica. La descentrali-
zación de la formulación presupuestaria y de la 
rendición de cuentas podría generar una mayor 
participación, así como también las experien-
cias de compromisos de gestión entre las uni-
dades ejecutoras y sus respectivos ministerios. 
La ONSC organiza actividades para crear una 
red de contactos entre las Instituciones Estatales 
(Meta 3, LP 200-2004).

Equilibrio y calidad de las relaciones 
laborales (82–85)
No existe un sistema de relaciones laborales 
bipartito y reconocido, ni mecanismos forma-
les de negociación colectiva. Existen sindicatos 
de trabajadores estatales, siendo el principal 
la Confederación de Funcionarios del Estado 
(COFE). La existencia de sindicato implica ne-
gociación colectiva, pero ésta se desarrolla en 

forma atípica por no haber regulación legal so-
bre el tema, salvo la ratifi cación de los CIT 151 
y 152 (Ley 16309/89). Después de una pro-
puesta de convenio en la AC en 1993, todos los 
gobiernos se negaron a establecer negociacio-
nes colectivas formales. (Rodríguez et al, 2001) 
Los aumentos salariales los decide el PEN, sien-
do el interlocutor de los reclamos sindicales el 
Ministerio de Economía y Trabajo. Antes de 
1991 se verifi caba una elevada confl ictividad 
por motivos económicos y políticos, una fl uída 
negociación colectiva para el sector privado y 
ausencia de negociación para el sector público, 
con el foco en el tema salarial. El nuevo modelo 
se caracteriza por el debilitamiento de la prác-
tica negociadora en el sector privado a partir 
del retiro del Estado de la convocatoria a los 
Consejos de Salarios, reducción en la cobertura 
de los trabajadores con negociación colectiva 
del sector privado, caída de la confl ictividad, 
desplazamiento del nivel de negociación de la 
rama a la empresa, cambio de contenidos pa-
sando de los salarios a la fl exibilidad, despla-
zamiento de las causas de confl ictividad con el 
eje desplazado al tema del empleo (Rodríguez 
et al, 2001).

Gestión del confl icto laboral (86–87)
Se ha producido una caída en el grado de sindi-
calización de la Administración Central pasan-
do de 53% en 1987 a 41% en 2000 (Rodríguez 
et.al., 2001). La confl ictividad registra niveles 
mayores en períodos de presentación de presu-
puesto y rendición de cuentas, y no es uniforme 
en todos los sectores, destacándose los sectores 
salud y educación, y las áreas asociadas al poder 
económico (recaudación tributaria, control del 
transporte y del comercio exterior). No existen 
mecanismos regulares y predefi nidos de solución 
de confl ictos.

Gestión de las políticas sociales (88–89)
Existen benefi cios vinculados a la cuota mutual, 
hogar constituído, primas por nacimiento y ma-
trimonio, asignaciones familiares. 
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Organización de la función de 
Recursos Humanos 

La Ofi cina Nacional de Servicio Civil (ONSC) 
se creó en 1968 en el ámbito de la Presidencia, 
como medio para implementar un sistema de 
mérito que reemplazara el sistema de patronaz-
go vigente (Bergara y otros, 2004). La Ley de 
Presupuesto de 1996 crea el CEPRE (Comité 
Ejecutivo para la Reforma del Estado) como 
una “superofi cina” cercana al presidente, y des-
de entonces ha concentrado las iniciativas de 
reforma. (Ramos, 2003) Una reconcepción de 
la ONSC orientándola a la planifi cación, regu-

lación y asesoría está en curso a partir de la Ley 
RC 2001 (art. 88), reservándose al CEPRE un 
rol de asesoramiento sobre el modelo de gestión 
a adoptar (Guinovart, 2002). En general, los 
servicios centrales responsables del servicio civil 
no son percibidos como una instancia que apor-
ta valor al logro de los objetivos comunes. En 
cuanto al nivel de autonomía de los directivos 
en materia de recursos humanos, no están ge-
neralizadas las gerencias de recursos humanos 
profesionalizadas y jerarquizadas, y las regula-
ciones presentan superposiciones que difi cultan 
la gestión. 

[–]

SUBSISTEMAS DE LA GESTIÓN DE RECURSOS HUMANOS

ESTRATEGIA

Organización
del trabajo

Gestión del
empleo

Gestión del
rendimiento

Gestión de la
compensación

Diseño de puestos
Definición de

perfiles

Incorporación
Movilidad

Desvinculación

Planificación
Evaluación

Planificación [+/–]

Gestión del
desarrollo

Gestión de las relaciones humanas y sociales

Clima laboral Relaciones laborales Políticas sociales

[+/–] [+/–] [+/–]

[+/–]

[+/–]

Retribución monetaria
y no monetaria

Promoción y carrera
Aprendizaje

individual y colectivo

Valoración simbólica de los subsistemas de recursos humanos
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II. INDICADORES 

A) Indicadores Cuantitativos
(En dólares)3

1. Tasa de designaciones políticas

I. Cargos previstos para designación política 379 Al 31/12/2002 – Fuente: Ofi cina nacional de Servicio Civil – 
  Informe sobre funcionarios públicos – Escalafones P y Q.

II. Cargos ocupados y vacantes del Gobierno Central 198.214 Al 31/12/2002 – Fuente: Ofi cina nacional de Servicio Civil  
  – Informe sobre funcionarios públicos.

 I / II 0.19%

Peso fi scal del empleo público
2. Nómina salarial del gobierno central / Producto Bruto Interno

I. Nómina salarial del gobierno central (en millones) 524 Año: 2003 – Fuente: Cálculos propios en base al Informe 
  trimestral de coyuntura 2003 del Banco central del 
  Uruguay – Cuadro 1.4.4 – Gestión Financiera del Gobierno 
  central – (US$ 524 mill. * 28.15).

II. PBI a valores corrientes (en millones) 11.205,89 Año 2003 – Fuente: Banco Central del Uruguay – Series 
  anuales.

I / II 4.68% 

Incentivos del Servicio Civil
3. Compresión vertical de los salarios

I. Sueldo mensual de la categoría más alta  885,53 Año 2003 – Fuente: CEPRE – informe de coyuntura –  
  Remuneraciones y Recursos Humanos de la 
  Administración Central – Promedio escalafon P y Q – 
  informe de coyuntura 2002.

II. Sueldo mensual de la categoría más baja  66,87 Año 2003 – Fuente:CEPRE – informe de coyuntura – 
  Remuneraciones y Recursos Humanos de la 
  Administración Central – Promedio escalafon K y L –  
  informe de coyuntura 2002.

I / II 13.24

3 Tipo de Cambio promedio: 2003: $ 28,15 por cada US$. 2002 $ 21,22 por cada US$ – Instituto Nacional de Es-
tadística – Cotización interbancaria dólar billete.
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Incentivos del Servicio Civil
4. Sueldo gubernamental promedio del gobierno central / PIB per cápita

I. Sueldo gubernamental promedio Adm. Central  258,18 Año 2003
  Fuente: CEPRE – informe de coyuntura – Remuneraciones y 
  Recursos Humanos de la Administración Central.

II. PBI per capita (mensualizado) 276,26 Año 2003
  Fuente: Cálculos propios (PBI 2003 / Población 2003). 

I / II 0.93 

Incentivos del Servicio Civil
5. Sueldo gubernamental promedio del gobierno central / sueldo promedio del sector privado

I. Sueldo gubernamental promedio Administración Central 258,18 Año 2003- Promedio escalafón A y B – Fuente: CEPRE –  
  Remuneraciones del Sector público y privado. Cuadro 10.

II. Sueldo promedio del sector privado 545,79 Año 2003 – Fuente: CEPRE – Remuneraciones del Sector 
  público y privado. Cuadro 10.

I / II 0.47

Dotación de Servicio Civil
6. Número total de empleados públicos en el gobierno central / población total

I. Número total de empleados – Gobierno Central 198.214 Al 31/12/2002 – Fuente: Ofi cina nacional de Servicio Civil 
–   Informe sobre funcionarios públicos.

II. Población total 3.380.177 Año 2002
  Fuente: INE – (proyecciones).

I / II 5.89%

  
7. Gasto público total del gobierno central (excluye pensiones y servicio de la deuda) / Número total de empleados 

públicos del gobierno central

I. Gasto público total del Gobierno Centra (en millones) 1.087,76 Año 2002 – Fuente: Cálculos propios en base al Informe 
  trimestral de coyuntura 2002 del Banco central del 
  Uruguay – Cuadro 1.3.4 – Gestión Financiera del Gobierno 
  central – (US$ 1443 mill. * 21.22).

II. Número total de empleados  198.214 Al 31/12/2002 – Fuente: Ofi cina nacional de Servicio Civil 
–   Informe sobre funcionarios públicos.

I / II (en dólares) 5.487,80
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Efi ciencia
Como aspectos positivos en relación con este ín-
dice se rescatan el bajo nivel de rotación de los 
puestos, y el adecuado nivel de benefi cios socia-
les a los empleados. El régimen de redistribución 
funciona, pero con limitaciones, de manera que 
pese a los avances persisten défi cits y excedentes 
de personal. Las debilidades que refl eja el valor 
obtenido por este índice son los desequilibrios 
de la escala de retribuciones y la falta de orien-
tación estratégica de la capacitación. Los costos 
salariales y de seguridad social son algo elevados 
en relación a la región (y visualizados aún más 
excesivos internamente) pese a la tendencia de-
creciente desde mitad de los ‘80. 

Mérito
Los principios de mérito están establecidos en la 
normativa, y tienen un grado de aplicación parcial 
pero consistente en la gestión del empleo y del ren-
dimiento. Los aspectos positivos que contribuyen 
a este índice son la adecuada proporción de cargos 
de libre designación, la ausencia de discriminación 
en el acceso a cargos públicos, y la ausencia de ar-
bitrariedad en la desvinculación de funcionarios. 
La mayor debilidad está dada por la prohibición 
de ingreso a la planta permanente (con excepción 
de docentes, técnicos de salud pública, seguridad). 
Falta generalizar el uso de organismos profesiona-
les de selección, y ampliar el reclutamiento, ya que 
una proporción considerable de los cargos deben 
ser cubiertos por funcionarios.

Tabla de índices
    Valor 
 Valor Índices Porcentaje  subíndices Porcentaje 
Índice (escala 4 a 20) de la escala               Subíndice (escala 2 a 10) de la escala

(E) Efi ciencia 9.33 47%    

(M) Mérito 10.31 52%
    

(CE) Consistencia  9.06 45%
estructural    

   (CES) Coherencia estratégica 4.43 44%

   (CD) Consistencia directiva 4.43 44%

   (CP) Consistencia procesos 4.75 48%

(CF) Capacidad  8.77 44%
funcional    

   (COM) Competencia 4.31 43%

   (EI) Efi cacia incentivadora 4.31 43%

   (FL) Flexibilidad 4.55 45%

(CI) Capacidad  8.47 42%
integradora

B) Índices para la evaluación de los sistemas de servicio civil 
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Consistencia Estructural 
Subíndice Coherencia estratégica. Refl eja el limitado 
grado de integración entre los subsistemas, y su 
falta de articulación con la estrategia organiza-
cional. 

Subíndice Consistencia directiva. Refl eja la baja fl exi-
bilidad del sistema, que deja poco espacio para 
las decisiones en el nivel directivo; la no jerar-
quización de la función de recursos humanos; y 
el escaso valor reconocido a las áreas centrales 
responsables de la gestión de RH. Hay algunos 
avances en este sentido a través de iniciativas de 
algunos funcionarios, y del proyecto de reorgani-
zación de la función de RH.

Subíndice Consistencia de procesos. Como aspectos 
positivos resaltan los avances en el desarrollo de 
sistemas de información, y un funcionamiento 
mínimo del sistema de carrera, aunque no nece-
sariamente vinculado a estrategias organizativas. 
Los aspectos más débiles son la falta de defi ni-
ción de perfi les, los desequilibrios en el sistema 
de retribuciones, y la falta de mecanismos fl uidos 
de comunicación y de relaciones laborales. 

Capacidad funcional 
Subíndice Competencia. Como aspectos relativamen-
te positivos infl uyen el grado de tecnifi cación de 
la plantilla, y un funcionamiento mínimo de las 
reglas del sistema de mérito para el reclutamien-
to y la selección. Los puntos más débiles son el 
carácter cerrado del reclutamiento, el diseño de 
perfi les sin considerar el concepto de competen-
cias, la baja capacidad del sistema para atraer y 
motivar a los funcionarios, y la capacitación no 
orientada al aprendizaje institucional.

Subíndice Efi cacia incentivadora. Las mayores debili-
dades que refl eja este subíndice son la ausencia 
del criterio de enriquecimiento de puestos en la 
organización del trabajo, la falta de fi jación de 
estándares de desempeño, y la falta de efectivi-
dad de los esquemas de promoción y retribución 
para estimular el esfuerzo y el aprendizaje. Estos 
aspectos se compensan hasta cierto punto por la 

fl exibilidad potencial a través del despido por in-
capacidad manifi esta o bajo rendimiento, y por 
la existencia de un sistema de evaluación del des-
empeño bastante extendido en su aplicación, si 
bien con aspectos a desarrollar todavía.

Subíndice Flexibilidad. También en este caso se 
destaca como aspecto positivo la posibilidad del 
despido por incapacidad manifi esta o bajo ren-
dimiento. Por otro lado, al estar en desarrollo el 
sistema de organización del trabajo, no presenta 
las rigideces propias de sistemas de clasifi cación 
más maduros. Las limitaciones de las herramien-
tas de planifi cación de RH para garantizar la 
adaptación de las prácticas a cambios estratégi-
cos, la ausencia de mecanismos de movilidad, la 
rigidez del sistema de carrera y la inexistencia de 
formación orientada al cambio son las mayores 
debilidades que refl eja este valor. 

Capacidad integradora
Refl eja una combinación de aspectos positivos 
en términos relativos, como son el bajo nivel de 
confl ictividad laboral, la ausencia de discrimi-
nación, los razonables benefi cios sociales para 
los empleados y una percepción de equidad de 
los criterios de la evaluación de desempeño; con 
aspectos negativos como el bajísimo grado de 
desarrollo de las relaciones laborales, y las limi-
taciones de los mecanismos de comunicación, 
participación y clima laboral.

III. CONCLUSIONES

Análisis de áreas causales 

Las dos grandes vertientes de áreas causales que 
infl uyen en la performance del sistema de ges-
tión de recursos humanos están vinculados a lo 
normativo y a lo cultural. Por un lado, existe una 
sobreregulación en el sentido de muchas normas 
superpuestas y una gran diversidad de excepcio-
nes lo que da opacidad al sistema. El TOFUP 
constituye un buen intento de compilación y or-
denamiento, pero no soluciona el tema de base 
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que es la profusión normativa y por ende, la pro-
fusión de interpretaciones en muchos casos. Por 
otro lado, el factor cultural es el aspecto central 
que difi culta los avances en la consolidación del 
sistema. El doble empleo y la falta de adecuación 
entre funciones y competencias atentan contra 
la efi ciencia del sector público (Filgueira et al, 
2002). Para la puesta en práctica de una estra-
tegia de cambio normativo y cultural se requiere 
de especialistas técnicos, y del apoyo de los fun-
cionarios de carrera y de los niveles políticos. 

Factores del contexto interno y entorno

Viendo en perspectiva el proceso de sucesivas 
reformas a la administración, parecen no al-
canzar los períodos más o menos normales sin 
crisis estructurales para arraigar una visión que 
jerarquice y profesionalice la gestión de recursos 
humanos, ubicándola en la agenda política y so-
cial como un elemento clave para la gestión. Las 
sucesivas reformas no lograron mejorar la con-
sistencia entre cargo, función, escalafón y remu-
neración desde criterios formales y técnicos. Se 
avanzó mucho más en acotar el tamaño y fl exibi-
lizar la operación de la burocracia que en redu-
cir el gasto en nómina o en fortalecer el servicio 
civil de carrera (Filgueira et al, 2002). Si bien se 
logró la incorporación a partir de 1996 de fl e-
xibilizaciones y elementos gerencialistas, como 
los cargos de alta gerencia y los incentivos por 
rendimiento, en el fondo perduran los principios 
burocrático-weberianos de carrera (Narbondo y 
Ramos, 2002) Pese a la reestructuración y a la 
mejora en los procesos de trabajo y en la provi-
sión de servicios, sigue siendo un reto pendiente 
la reforma del servicio civil (BM, 2004). 

Conclusiones principales del diagnóstico

Uruguay posee una carrera funcionarial de larga 
data (es uno de los servicios civiles más antiguos, 
consolidados y extendidos de la región), pero se 
ha vaciado progresivamente de contenido por la 
distancia entre la norma y la realidad, y por la 
creación de reglas ad-hoc que formalizan prác-

ticas que se alejan del servicio civil de carrera, 
tales como pases en comisión, partidas extrapre-
supuestales, inconsistencia entre puesto, función, 
escalafón y remuneración (Filgueira et al, 2002). 

El valor de los índices —ubicados en prome-
dio en un 45% del valor máximo— se debe in-
terpretar como una parte importante del camino 
ya avanzado en el sentido de lograr un sistema 
de recursos humanos articulado. Se han estado 
realizando intentos de modernización durante 
varios períodos, se han introducido conceptos 
y se han normatizado prácticas tendientes a 
mejorar la gestión de recursos humanos. Existe 
además personal directivo en distintos niveles de 
jerarquía que cuentan con preparación y volun-
tad de introducir modernidad en el sistema y que 
han estado realizando cambios aisladamente en 
sus ofi cinas. Sin embargo, en términos generales, 
la función de recursos humanos no parece tener 
un rol central en la APN.

Desde el punto de vista del principio de mé-
rito, la realidad se presenta diversa. El esquema 
normativo formal responde al modelo burocrá-
tico weberiano, sobre el que se superponen al-
gunas medidas fl exibilizadoras parciales. En la 
práctica todo depende de las características de 
los directivos, existiendo situaciones de buena 
adecuación al principio de mérito, y otras donde 
éste se encuentra comprometido. De las disfun-
ciones que afectan la fl exibilidad, se destacan: 
a) el exceso de regulaciones superpuestas (regí-
menes de contratación, excepciones); b) escasa 
movilidad horizontal c) distribución forzada en 
la evaluación de desempeño, d) Idea de inamo-
vilidad generalizada e) concursos cerrados para 
los ascensos. 

Más allá de esta tensión entre mérito y fl exi-
bilidad, las reformas realizadas no han logrado 
avanzar en solucionar los problemas más graves 
de la AC en Uruguay, que son la informalidad 
y la irracionalidad, más que las rigideces de la 
burocracia (Ramos, 2003). La carrera adminis-
trativa existe y se cumple. Sin embargo este cum-
plimiento es más formal que real, debido a que 
muchas normas responden a ajustes ad-hoc que 
legalizan prácticas discrecionales. 
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En suma, la gestión de recursos humanos en 
la AC uruguaya existe, pero hay una diferencia 
notoria entre el deber ser y lo que efectivamente 
ocurre en la práctica. Se produjo una evolución 
en la concepción y en las prácticas de la gestión 
de RH, pero todas las reformas lo fueron de par-
te de sus componentes, faltando una reconcep-
ción y modernización integral. 

IV. RECOMENDACIONES 

En función de los antecedentes de reforma des-
de mediados de los ’90, la contribución de la 
Administración Central al desarrollo del país no 
pasa hoy por reducir su presupuesto, sino por 
racionalizar su uso y desarrollar sus capacida-
des de acción (Filgueira et al, 2002). En térmi-
nos de requisitos iniciales, se considera central 
partir de:

• Defi nición y ejecución de una estrategia para 
la jerarquización de los productos y servicios 
públicos y luego de aquellos perfi les que ha-
cen posible brindar esos productos a la socie-
dad. Algunos puntos específi cos a ser tenidos 
en cuenta al respecto: 
• Inclusión del tema en la agenda política.
• Defi nición y ejecución de una estrategia 

para la jerarquización de la gestión de 
recursos humanos. 

• Conceptualización de la gestión de re-
cursos humanos como una parte integra-
da de la organización. 

• Diferenciación de las políticas de dis-
minución del gasto de las políticas de 
modernización de la gestión de recursos 
humanos especialmente en momentos 
críticos de pugna por la distribución de 
un ingreso en descenso. 

Para lograr un servicio civil sólido es necesa-
rio atacar el sistema de carreras paralelas, par-
tidas extra presupuestales, pases en comisión, 
encargaturas y otros dispositivos de “fl exibiliza-
ción” que podemos llamar “espuria”, porque no 

es funcional a la efi ciencia de la Administración 
sino al sostenimiento de la discrecionalidad de 
las élites políticas (Filgueira et al, 2002). Las re-
comendaciones para mejorar el sistema son las 
siguientes:

• Defi nir un cuerpo medular de funciones pú-
blicas y plantilla horizonte con perfi les de 
funcionarios públicos para esas funciones. 
Estos perfi les deberán considerar la creciente 
califi cación que se requerirá de los recursos 
humanos, combinar grupos de generalistas 
con grupos de especialistas, y tomar como 
criterio básico las competencias laborales 
más que las credenciales formales. 

• Identifi car una estructura horizonte de pues-
tos de trabajo permanentes y puestos de tra-
bajo transitorios. 

• Modernizar el sistema de escalafones y gra-
dos con los criterios de polifuncionalidad y 
posibilidad de carrera horizontal.

• Defi nir una estrategia de pasaje de la estruc-
tura actual a la estructura horizonte.

• Racionalizar la normativa en materia de 
ingresos y redistribución de personal, con 
participación de organismos especializados 
en selección, y focalizando en el concepto de 
competencias. 

• Modifi car el sistema de ascensos, introdu-
ciendo la posibilidad de concursar entre mi-
nisterios.

• Establecer estándares de rendimiento para 
evitar discrecionalidad en las evaluaciones, 
considerar la posibilidad de la evaluación 
grupal, y la conexión con el sistema de ges-
tión por resultados. 

• Orientar las actividades de capacitación y 
desarrollo a los objetivos organizacionales y 
a la gestión del conocimiento.

• Racionalizar los conceptos retributivos y 
compensaciones especiales.

• Jerarquizar las gerencias de recursos huma-
nos y redefi nir el rol de la Ofi cina Nacional 
de Servicio Civil hacia objetivos de asesoría, 
planifi cación, regulación y control.
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 Categorías Factores Comentarios del Evaluador

Antecedentes  Reforma administrativa comienza con la Ley de Presupuesto de 1996 y creación 
  del CEPRE. Busca gestión RH enmarcada en planifi cación estratégica. Resultados 
  positivos en mejora de productividad del gasto público, y menores en relación con la 
  profesionalización del servicio civil. 

Análisis del contexto  Análisis del marco  Se refl eja centralmente en las Leyes de Presupuesto (quinquenales) y en las leyes de 
institucional legal rendición de cuentas. 

Análisis funcional   Análisis organizativo   ONSC es el organismo responsable del SRH, pero CEPRE concentra mayor poder. 
del servicio civil de la función Recursos  ONSC concentrada en aspectos burocráticos y capacitación. Reformulación en curso 
 Humanos a partir de LRC 2001. 

 Indicadores   Baja sostenida de los niveles de empleo público desde 1986, aunque sigue siendo 
 cuantitativos del   alto en relación a la región. Amplitud razonable del abanico salarial. Salario 
 sistema de SC  promedio menor al sector privado en nivel gerencial, que se compensa por la 
 analizado reducción de jornada. 

Análisis por  Planifi cación Presupuesto quinquenal + Rendición de cuentas anual, basado en planes 
subsistemas  estratégicos y establecimiento de metas, si bien bastante formal. Sistemas de 
  información recientemente implementados. Reducción de plantas orientado por baja 
  del gasto. Persiste síndrome “falta – sobra”

 Organización del  Clasifi cación de puestos formal, no por tareas y requisitos de puestos. Defi nición de 
 trabajo perfi les previo a los concursos. Estructuras paralelas a partir de “contrataciones 
  permanentes”, que también requieren defi nición de tareas y perfi l para cobertura 
  por concurso.

 Gestión del empleo Garantías de equidad a partir de las normas, pero prohibición de ingreso a planta 
  permanente hasta 2015. Reclutamiento interno para la mayoría de los cargos. 
  Concurso público recientemente implementado para contratos a término. Razonable 
  proporción de cargos de libre designación.

 Gestión del  Evaluación individual anual + distribución forzada. Casos de rotación de mayores 
 Rendimiento califi caciones para distribuir los premios por desempeño. Falta orientación a gestión 
  del rendimiento (solo medición). Falta relacionar evaluación individual con metas del 
  SEV a nivel institucional. 

 Gestión de la  Estructura retributiva básica + distorsiones por retribuciones especiales. Razonable 
 Compensación abanico salarial. No existen programas de compensación no monetaria, pero el 
  horario reducido y fl exibilidad mejora la competitividad de los salarios gerenciales. 
  Benefi cios sociales similares al sector privado.

 Gestión del Desarrollo La carrera se basa en criterios formales, fuerte incidencia de antigüedad y 
  antecedentes curriculares en las promociones. No se prevé avance horizontal. La 
  capacitación es genérica, se ofrecen cursos pero no en función de los objetivos 
  organizacionales, y no se evalúan sus resultados en la gestión. 

 Gestión de las   El clima organizacional y la comunicación no son prioridades, pero hay canales de 
 Relaciones Humanas  comunicación entre estamentos jerárquicos.. No existe sistema de RL bipartito, ni 
 y Sociales mecanismos de negociación colectiva. Negociaciones salariales con Min. Economía. 
  Caída en el grado de sindicalización en AC. Mayor confl ictividad relativa en Salud y  
  Educación. Nivel razonable de benefi cios sociales. 

Índices del sistema   Valores alrededor del 45% de la escala, con excepción del índice de mérito que llega 
de servicio civil  al 52% de la escala.

V. TABLA DE SÍNTESIS
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I. RESUMEN EJECUTIVO

Principales conclusiones

Si bien Venezuela cuenta desde hace más de tres 
décadas de un marco legal destinado a estructu-
rar las bases del servicio civil, en la práctica ha 
prevalecido un sistema “mixto” más aproxima-
do a un sistema de empleo que a un sistema de 
carrera. En 1999 se aprobó la nueva Constitu-
ción de la República Bolivariana de Venezuela 
y como respuesta al mandato establecido en su 
Art. 144, en septiembre de 2002 fue publicada 
ofi cialmente la Ley del Estatuto de la Función 
Pública (LEFP)2. Entre los principales aspectos 
nuevos que introduce respecto a la anterior Ley 
de Carrera Administrativa (LCA) fi guran la in-
troducción de los planes de personal como ins-
trumento para la planifi cación; la nulidad de los 
nombramientos de funcionarios de carrera que 
no hubiesen cumplido con los concursos de in-
gresos; el desempeño negativo como causal de 
destitución; la exigencia de tener título de edu-
cación media diversifi cada para ejercer un car-
go público y las limitaciones al derecho a huelga 
por razones de servicio público. Asimismo, la ley 
consagra la autonomía de los gobiernos subna-
cionales y establece que el gobierno y adminis-
tración de los estados y municipios corresponde 
al gobernador y al alcalde, respectivamente. Eso 
signifi ca, que si bien los gobiernos subnacionales 

deben respetar los principios generales estableci-
dos, poseen un amplio margen de libertad para 
aplicarlos en sus jurisdicciones. Cabe destacar que 
hasta la fecha la LEFP no ha sido reglamentada 
y si bien existe un Anteproyecto de reglamento 
bajo análisis en el Ministerio de Planifi cación y 
Desarrollo, los largos intervalos temporales a los 
que ha sido sometido este instrumento, tanto en 
lo que fue su aprobación defi nitiva como en su 
implementación plena, deterioran su capacidad 
de generar las mejoras para la cual fue diseñada 
y generan vacíos legales3. 

CAPÍTULO 19

Síntesis del diagnóstico
Caso Venezuela1 

1 Autores: Mercedes Iacoviello y Laura Zuvanic.

Este trabajo se basa en la revision y actualizacion 
del diagnostico realizado por Rosa Amelia González 
de Pacheco (2002).
2 La primera versión de la Ley fue publicada en la Ga-
ceta Ofi cial de la República Bolivariana de Venezuela. 
Nº 5.557 el 13 de noviembre de 2001. Esta primera 
versión incluía algunos de sus artículos controvertidos, 
tales como el relativo a la remoción en estado de gra-
videz y la creación de la Escuela Nacional de Gerencia 
Pública, temas que no fueron rescatados por la segun-
da versión, entre otros aspectos. 
3 Conviven en la práctica la nueva ley (LEFP) y el regla-
mento de la vieja ley (LCA). Para ver esta problemática 
desde una perspectiva más coloquial Ver el intercam-
bio de opinión entre abogados de Venezuela sobre el 
marco legal http://www.justicia.net/foro
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En relación al subsistema de planifi cación 
se percibe una ausencia de orientación estraté-
gica que combinada con las defi ciencias de los 
sistemas de información resta coherencia, pese 
a la fl exibilidad otorgada por la modalidad de 
contrataciones. En relación a la organización del 
trabajo se encuentran procesos con una incipien-
te tendencia a la actualización. La gestión del 
empleo presenta prácticas diversas y una nueva 
reglamentación tendiente a incorporar el méri-
to como práctica. La gestión del rendimiento se 
haya distorsionada por la cultura burocrática y 
no presenta asociación a mejoras institucionales 
y ni al sistema de compensaciones. Este último 
evidencia una estructura inercial y una situación 
precaria en cuanto a la temática de las pensio-
nes. Por último, en cuanto las relaciones sociales, 
el clima organizacional y la comunicación no 
son prioridades. Se observa un alto grado de sin-
dicalización en el sector público, con existencia 
de mecanismos de negociación colectiva en fun-
cionamiento y bajo nivel de confl ictividad dada 
la presente afi nidad política de los sectores sindi-
cales con el gobierno.

El promedio de los índices se presenta en-
tre el 35% y 40%. El mérito y la consistencia 
estructural muestran evidencian los porcentajes 
más bajos con un 35% mientras que el valor más 
alto se ubica para capacidad integradora con un 
39%, seguido por capacidad funcional y efi cien-
cia con un 38% respectivamente.

Contexto institucional

En diciembre de 1998, Hugo Chávez Frías fue 
electo Presidente de la República y se realiza la 
convocatoria a una Asamblea Nacional Consti-
tuyente, que permitió elaborar la Constitución 
de la República Bolivariana. Aprobada en di-
ciembre de 1999, ésta distribuye el Poder Públi-
co entre el Poder Municipal, el Poder Estadual y 
el Poder Nacional. El Poder Público Nacional se 
divide en Legislativo, Ejecutivo, Judicial, Ciuda-
dano y Electoral. 

La economía de Venezuela tuvo una expan-
sión sin precedentes en el primer trimestre del 

2004, debido a la recuperación de la producción 
petrolera, afectada en el 2003 por una huelga 
que intentaba deponer al gobierno de Hugo 
Chávez. El país está emergiendo de una de sus 
peores recesiones económicas, en la cual se die-
ron siete trimestres consecutivos de contracción 
del PBI y se prevé un crecimiento entre 5 y 6 por 
ciento. La producción de petróleo, que represen-
ta cerca de un tercio del PBI, creció 72,5% y los 
altos ingresos por exportaciones petroleras, en 
combinación con el mantenimiento del control 
de cambios, explican el fortalecimiento del sector 
externo, lo que permite descartar problemas de 
balanza de pagos en el corto plazo. El problema 
central se sitúa en el ámbito político. El grado de 
inestabilidad política y el alcance de la recupe-
ración institucional son los elementos distintivos 
clave que pueden frenar o acelerar esta situación 
económica favorable. 

Marco legislativo

Hasta 1958 (año de la caída del dictador Marcos 
Pérez Jiménez), no existía en la Administración 
Pública de Venezuela ningún sistema de ad-
ministración de personal, ni una legislación de 
aplicación generalizada para el conjunto de los 
servidores públicos. En 1958 fue creada la Co-
misión de Administración Pública (CAP) que se 
ocupó de preparar un proyecto de Ley de Ser-
vicio Civil y propuso la creación de una Ofi ci-
na Central de Personal (OCP). No obstante, su 
aprobación fue frenada por razones políticas e 
institucionales. Finalmente, en 1960 se promulgó 
un Reglamento de Administración de Personal 
para los Servidores del Gobierno Nacional me-
diante el cual se comenzó a organizar un sistema 
de personal.

En 1961 fue sancionada una nueva Consti-
tución Nacional que exhortó al establecimiento 
de la carrera administrativa de los funcionarios 
públicos de la Administración Nacional y su 
incorporación al Sistema de Seguridad Social. 
En 1962 se creó la Escuela Nacional de Admi-
nistración Pública (ENAP), pero recién en 1970 
(gobierno de Rafael Caldera) se promulgó la 
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Ley de Carrera Administrativa (LCA). Aunque 
ésta rigió por más de tres décadas, en la prác-
tica prevaleció un sistema “mixto” más aproxi-
mado a un sistema de empleo que a un sistema 
de carrera.

En 1984 el gobierno venezolano creó la 
Comisión Presidencial para la Reforma del Es-
tado (COPRE). En 1989 la COPRE presentó 
su propuesta de reforma administrativa que 
señalaba la existencia de dos disfunciones bá-
sicas en la administración pública: (1) la sobre-
politización de todas las decisiones y (2) el 
centralismo, con consecuencias tales como un 
gobierno inefi caz y “no auditable”. Como re-
sultado de la crisis política que enfrentó el país, 
las propuestas de reforma administrativa avan-
zaron muy poco, con la excepción del proceso 
de descentralización que se inició en diciembre 
de 1989 con la elección directa de los goberna-
dores y alcaldes.

Con la aprobación de la Constitución de la 
República Bolivariana de Venezuela (1999) y en 
respuesta al mandato establecido en su Art.144, 
se promulgó la Ley del Estatuto de la Función 
Pública (LEFP). Entre los cambios más impor-
tantes fi guran: la introducción de la fi gura de los 
planes de personal como instrumento básico de 
la actividad de planifi cación de los recursos hu-
manos en todos los órganos de la administración 
pública, las limitaciones al derecho a huelga y 
otras formas de protesta laboral por razones de 
servicio público, la nulidad de los nombramientos 
de funcionarios de carrera que no hubiesen cum-
plido con los respectivos concursos de ingresos 
y las limitaciones a la contratación de personal. 
Aunque esta Ley corrige —con bastante retra-
so— algunas defi ciencias de la anterior LCA, 
difícilmente se puede afi rmar que implique una 
profunda transformación de la concepción del 
Sistema de Servicio Civil en Venezuela.

Cambios desde la fecha del diagnóstico 

Entre los cambios centrales puede señalarse la 
fi rma en agosto del 2003 de la IV Convención 
Colectiva Marco que benefi cia a funcionarios 

adscritos a la presidencia, ministerios, institutos 
autónomos y otras ofi cinas públicas del gobierno 
federal4.

Entre sus cláusulas se destaca: la aprobación 
de un aumento del 30% para las nuevas escalas 
de ajuste salarial, haciéndolo extensivo a los pen-
sionados del Instituto Venezolano de los Seguros 
Sociales, y un aumento de un 2% en la prima 
por profesionalización; la instrumentación de un 
Bono Único Especial; la creación de una junta 
de conciliación integrada por representantes de 
la Administración Pública y de la Federación 
Sindical para prevenir los confl ictos; el compro-
miso por parte de la administración de la can-
celación de los pasivos laborales; y una serie de 
benefi cios para el empleado, entre otros aspectos 
(FENTRASEP, 2004).

Existen en marcha una serie de proyectos, 
entre ellos: el Anteproyecto del Reglamento de 
la LEFP; los Planes de Personal; la Actualización 
del Registro de Asignación de Cargos (RAC) a 
nivel nacional; el Diseño Conceptual del Sis-
tema de Gestión Financiera de los Recursos 
Humanos PROMAFE (Programa de Moder-
nización de la Administración Financiera del 
Estado y el Censo Integral de los funcionarios, 
empleados y obreros y jubilados y pensionados 
del APN5 (MPD, 2004a). Se han realizado ac-
ciones relativas el subsistema de Organización 
del Trabajo a través de la ampliación de la Serie 
de Inspectores de Salud Pública y la nueva serie 
de Informática (MPD, 2004a, y Entrevista Uz-
categui, 2004); en el subsistema de Gestión del 
Empleo a partir la elaboración de los Manuales 
de Selección e Ingreso de los distintos organis-
mos del Poder Ejecutivo y en el ámbito de la 
Gestión del Rendimiento, con la implementa-
ción semestral de la evaluación de desempeño 
a partir de 2003.

4 El Convenio Marco con los obreros de la Administra-
ción Pública se fi rmó a mediados de febrero de 2004. 
5 El Censo fue establecido por el Art. 139 de la Ley 
Orgánica del Sistema de Seguridad Social y todavía no 
ha fi nalizado (Entrevista Uzcategui, 2004).



INFORME SOBRE LA SITUACIÓN DEL SERVICIO CIVIL EN AMÉRICA LATINA

498

Análisis de los subsistemas6

Planificación de Recursos Humanos

Existencia e integridad (1).
Si bien existen intentos a nivel general por la ac-
tual administración de planifi car desde una vi-
sión estratégica (MPD, 2004b y CPTAP, 2002), 
esto no ha impactado en la gestión de recursos 
humanos. Este subsistema es uno de los más dé-
biles debido a las defi ciencias de los sistemas de 
información de personal, el excesivo grado de 
centralización y la ausencia de prácticas vincu-
ladas a la planifi cación de recursos humanos en 
la AP. Asimismo, y si bien la LEFP ha introdu-
cido el concepto de los planes de personal como 
instrumento de planifi cación, los mismos se en-
cuentran en proceso de implementación (Entre-
vista Uzcategui, 2004)7.

Coherencia estratégica (2–3)
Las previsiones de planifi cación no se realizan en 
forma sistemática. Esta se instrumenta a partir 
de cambios organizacionales generados desde las 
más altas autoridades. La situación puede carac-
terizarse como reactiva, dependiente de las res-
tricciones presupuestarias que pueden establecer 
limitaciones a los ingresos, ascensos, creación y 
aprobación de cambios en la clasifi cación de car-
gos (ONAPRE, 2003). Los ciclos de mejora de la 
economía interna pueden generar una fl exibili-
zación de estos aspectos y promover la creación 
de nuevas unidades ministeriales8. Debido a la 
rigidez de las organizaciones para modifi car su 
estructura de cargos9, son frecuentes las prácti-
cas de “préstamo” de cargos entre las unidades 
-previo consentimiento de las partes- así como la 
existencia de personas realizando tareas propias 
de cargos distintos a los que ocupan. También 
se encuentra la modalidad de contratación como 
una forma de cubrir los requerimientos de per-
sonal, pero éstas son cada vez más restringidas.

Información de base (4)
La información de base es insufi ciente a efectos 
de la planifi cación. La gestión de RH cuenta 
con dos sistemas: El Sistema de Captura de Informa-

ción (SCIO), una base de datos no automatizada, 
utilizada principalmente para calcular jubila-
ciones, pensiones de sobrevivientes y pensiones 
de invalidez y a la que no tienen acceso todos 
los organismos; y el Registro y Asignación de Cargos 
(RAC), que integra todos los cargos existentes en 
la APN, incluyendo denominación, clase, grado, 
nombre del ocupante, sueldo básico y compen-
saciones asociadas al cargo. La insufi ciencias del 
RAC, dado el retraso que presenta su carga, en-
tre otros aspectos, han planteado la necesidad de 
redefi nirlo (MPD, 2004a y ONAPRE, 2003), ya 
que existen organismos con atraso de diez años 
en la carga (Entrevista Uzcategui, 2004). Por 
otra parte, también se encuentra en proceso el 
Censo Integral de los funcionarios, empleados y 
obreros y jubilados y pensionados de la APN y 
el diseño del módulo de gestión fi nanciera de los 
Recursos Humanos del PROMAFE (Ministerio 
de Finanzas, 2003). 

Efi cacia (5–9)
Los problemas de información señalados gene-
ran restricciones para un conocimiento integral 
de las disponibilidades de RH. Según datos su-

6 El análisis de los subsistemas sigue los 93 puntos crí-
ticos establecidos en la metodología, los cuales se listan 
con su correspondiente valoración en el Anexo 1. Para 
cada apartado se indican entre paréntesis los puntos 
críticos asociados.
7 Los Planes de Personal deben especifi car la estruc-
tura, creación, cambios de clasifi cación, supresión y 
transferencias de cargos, las remuneraciones, los trasla-
dos (por necesidades de servicio), los egresos, los proce-
dimientos para la evaluación del desempeño; los planes 
de capacitación y desarrollo.
8 Luego del referéndum se generó la creación de nue-
vos ministerios: Alimentación, Vivienda y Economía 
Popular. 
9 Además de las rigideces impuestas por los procedi-
mientos pautados para realizar reformas organizacio-
nales, debido a la crisis fi scal que atraviesa el país, se 
han impartido lineamientos a la APN para no crear 
cargos nuevos y no ocupar los cargos vacantes.
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ministrados por VIPLADIN (Viceministerio de 
Planifi cación y Desarrollo), el personal adminis-
trativo y obrero, es decir, el personal al que no se 
exige titulación universitaria, representa el 51% 
de los trabajadores adscritos a los ministerios e 
institutos autónomos. El 50 % restante está com-
puesto por personal de alto nivel (1%), profesio-
nales y técnicos (13%), docentes (30%) y médicos 
(5%). No se dispone de cifras que discriminen 
entre profesionales (con titulación universitaria 
superior) y técnicos.

Administración (10–11)
No se encuentran sistematizadas acciones de se-
guimiento y actualización. La implementación 
de los Planes de Personal implementaría esta 
práctica en el futuro. Las funciones de planifi ca-
ción de las áreas de recursos humanos se vincu-
lan centralmente al manejo administrativo y la 
elaboración de los presupuestos, percibiéndose 
una notoria disparidad en su capacidad de parti-
cipar activamente en la defi nición de políticas.

Organización del Trabajo

Existencia e integridad (12)
Si bien existe rigidez para crear o modifi car 
cargos existentes por restricciones presupuesta-
rias, se ha desarrollado un sistema de diseño de 
puestos. Se maneja un clasifi cador único de car-
gos para toda la APN, conocido como “Manual 
Descriptivo de Clases de Cargos” (MDCC), que 
contiene especifi caciones tales como denomina-
ción, grado, requisitos mínimos generales para 
su desempeño y descripción de las atribuciones y 
deberes. La aprobación de la estructura de una 
organización implica la aprobación de los cargos 
de cada dependencia y los mismos tienen que 
cumplir —como mínimo— con el perfi l estable-
cido en el MDCC. 

Calidad técnica y fl exibilidad del 
diseño de puestos (13–17)
Existe cierta fl exibilidad para adaptar los perfi -
les a las especifi cidades de cada organización y 
tienden a aplicarse los perfi les generales. Donde 

existe mayor amplitud es en la descripción de las 
tareas, ya que las contenidas en el Manual son 
solamente de tipo ilustrativo. Algunas organi-
zaciones de la APN cuentan con manuales des-
criptivos de clases de cargos propios, tales como 
el Ministerio de Producción y Comercio y otros 
ministerios que están realizando acciones en esa 
dirección, ya que consideran que la defi nición 
de los cargos del manual general no recoge las 
especifi cidades de su personal, especialmente en 
el caso de los técnicos y profesionales. No exis-
ten acciones sistemáticas tendientes al enriqueci-
miento del puesto a nivel horizontal.

Calidad de la defi nición de los perfi les 
(18–21)
La descripción del cargo en el Manual consta de 
tres partes: Características del trabajo: establece el 
tipo de supervisión y grado de difi cultad del tra-
bajo; Tareas típicas: una lista de las tareas más co-
munes asociadas al cargo en cuestión; Requisitos 
mínimos exigidos: en términos de su nivel educativo 
y/o experiencia, como requisito alternativo y los 
conocimientos, habilidades y destrezas requeri-
dos. La descripción de los cargos hace énfasis en 
la titulación, la experiencia y otros méritos for-
males de los funcionarios. No se aplican compe-
tencias clave para el éxito en el desempeño del 
cargo. 

Administración (22–23)
Actualmente se han realizado revisiones de se-
ries tales como las vinculadas a la serie de car-
gos de especialistas en informática (entrevista 
Uzcategui, 2004) o la ampliación de la serie de 
Inspectores de Salud Pública (MPD, 2004a). El 
Ministerio de Planifi cación y Desarrollo aprueba 
las modifi caciones.

Gestión del Empleo

Igualdad y mérito de acceso (24–27)
El empleo público en el gobierno central com-
prende tres tipos de trabajadores: los obreros (re-
gidos por la Ley del Trabajo), los empleados de 
carrera y los empleados de libre nombramiento y 
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remoción (regidos por la LEFP). Si bien la ley an-
terior de carrera administrativa (LCA) señalaba 
al concurso como mecanismo para la selección 
del personal, el mismo no era utilizado, siendo el 
chequeo de requisitos y la contratación a tiempo 
determinado, la modalidad central a efectos del 
acceso del personal. Actualmente, la LEFP, esta-
blece el ingreso a través de concursos públicos y 
señala que serán nulos los nombramientos cuan-
do no se hubiera realizado el respectivo concurso. 
En lo hechos, este aspecto ha avanzado parcial-
mente a través de la realización y aprobación de 
los Manuales de Selección e Ingreso.10 Los cargos 
de confi anza representan el 1,6% sobre el total de 
cargos actuales de la Carrera Administrativa. No 
existen prácticas institucionalizadas tendientes a 
la aplicación de mecanismos para garantizar la 
igualdad efectiva de género.11

Calidad del reclutamiento y de la 
Selección (28–32)
Las Direcciones de RH de los organismos de la 
APN mantienen un Registro de Elegibles que se 
alimenta con la currícula de tres tipos de aspi-
rantes: los candidatos internos, las personas que 
voluntariamente acuden a entregar sus antece-
dentes y los familiares, amigos y conocidos de 
los empleados. En algunas ocasiones, la convo-
catoria a la presentación de las pruebas es pú-
blica, mediante anuncios publicados en prensa 
o en página web; en otras, se convoca sólo a los 
candidatos inscritos en el Registro de Elegibles. 
Sin embargo, aún en casos como éste, pueden 
obviarse estos procedimientos si las necesida-
des de personal son califi cadas como urgentes.12 
Actualmente se ha reglamentado la realización 
de concursos y existen algunas prácticas pre-
vias como el caso del Ministerio de Producción 
y Comercio, cuyo régimen especial de personal 
contempla un proceso de selección que incluye 
la presentación de dos pruebas: una de persona-
lidad y una de competencia.13 Los Manuales de 
Selección contemplan el análisis de credenciales, 
pruebas de computación, pruebas psicotécnicas, 
entrevista personal y evaluación técnica.14 No se 
ha desarrollado la selección por perfi les de com-

petencias. La reglamentación de los concursos 
ha implicado también la incorporación de jura-
dos aunque mayoritariamente conformados por 
miembros del organismo que selecciona.15 Otra 
modalidad de acceso a la carrera es realizar la 
contratación a tiempo determinado y, cuando 
existe una vacante, se incorpora al candidato.

Calidad de la recepción (33–34)
En lo que respecta a los procedimientos de in-
ducción, éstos suelen limitarse a la entrega de 

10 El MPD aprobó a lo largo del 2003, 22 Manuales y 
15 se encuentran en revisión. 
11 En relación al tema de género, es de destacar, por 
ejemplo, la primera versión de la LEFP, que señalaba 
su aplicación a “funcionarios y funcionarias” y parale-
lamente en uno de sus artículos, cercenaba los derechos 
de la mujer embarazada (Véase Bruzual, 2000).
12 Por ejemplo, cuando se produjo la creación del Mi-
nisterio de Agricultura y Tierras, al Ministerio de Pro-
ducción y Comercio se le asignaron competencias en 
materia de turismo. El MPC no contaba con personal 
especializado en esa área y esta necesidad fue califi cada 
como urgente.
13 Cuando se creó el Ministerio de Industria y Comer-
cio —MIC (con la fusión del Ministerio de Fomento y 
el Instituto de Comercio Exterior), todos los aspirantes 
a permanecer en el MIC tuvieron que someterse a las 
pruebas antes mencionadas.
14 Es el caso del Ministerio de Trabajo, Reglamento In-
terno del Ministerio del Trabajo para Concursos de In-
greso en cargos de carrera, aprobado por VIPLADIN 
a través del Ofi cio Nº 360 del 22-08-03. Asimismo, este 
fue aplicado en el llamado a concurso de oposición 
para cubrir 32 cargos vacantes de Supervisor del Tra-
bajo y de la Seguridad Social e Industrial, del Ministe-
rio de Trabajo a realizarse en agosto de 2004.
15 Nuevamente en el caso del Concurso del Ministe-
rio de Trabajo, el Concurso de Oposición fue dirigi-
do y supervisado por un jurado integrado por dos (2) 
representantes del Ministerio del Trabajo, uno (1) del 
Instituto Nacional de Prevención, Salud y Seguridad 
Laboral y uno (1) de la Universidad de Carabobo. El 
mismo estará presidido por un representante del Mi-
nisterio del Trabajo.
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los formularios que debe llenar el empleado y la 
transmisión de información básica: la estructura 
organizativa del organismo, los deberes y dere-
chos propios del funcionario de carrera, los be-
nefi cios extra-salariales, los procedimientos de 
incorporación a la Caja de Ahorros, etc. Algunos 
ministerios están trabajando en la elaboración de 
Manuales de Inducción para mejorar estos proce-
sos. La LEFP reduce de seis a tres meses el período 
de prueba para ingresar a los cargos de carrera.

Movilidad (35)
La movilidad interna y externa se concentra en 
el personal en comisión de servicio16, las transfe-
rencias asociadas a la descentralización, los tras-
lados de personal “problemático” y la práctica 
de préstamo de cargos. Otra práctica frecuente 
es el traslado de personas por problemas labo-
rales. Los traslados también pueden responder 
a una iniciativa del funcionario que busca un 
ascenso o mejores condiciones de trabajo. Si tie-
ne conocimiento de que en otro organismo de 
la APN existe un cargo disponible, el candidato 
puede establecer contactos personales para ges-
tionar su traslado. Es importante destacar que 
la información relativa a los cargos vacantes en 
los distintos organismos de la APN no está al al-
cance de los funcionarios de manera oportuna y 
sistemática; esto signifi ca que sólo quienes tienen 
acceso a la información de manera informal y 
hasta accidental, tienen la oportunidad de optar 
por los cargos.

Como novedad de la LEFP, se regula la 
transferencia del funcionario público cuando 
tenga lugar la descentralización de las activida-
des a cargo del órgano o ente donde preste su 
servicio (Bruzual, 2000). Por último, cabe des-
tacar que la LEFP establece que el funcionario 
de carrera que sea nombrado para un cargo de 
alto nivel (de libre remoción) tiene derecho a su 
reincorporación en un cargo del mismo nivel al 
que ocupaba previamente, si el cargo estuviese 
vacante. Esto es percibido como un incentivo 
para el funcionario de carrera ya que este as-
pecto no estaba establecido en la antigua regla-
mentación.

Ausentismo (36)
No existen registros que permitan medir indica-
dores tales como la tasa de rotación del personal 
y la tasa de ausentismo. A partir de las entre-
vistas sostenidas con los Directores de Recursos 
Humanos en los distintos ministerios, se percibe 
que ni la rotación ni el ausentismo constituyen 
un problema; sí lo es el incumplimiento del ho-
rario de trabajo, especialmente por demoras en 
la hora de llegada en la mañana.

Disciplina (37)
El régimen disciplinario constituye un punto débil 
del subsistema. La Ley de Carrera Administrati-
va instituyó cuatro tipos de sanciones disciplina-
rias: amonestación verbal; amonestación escrita; 
suspensión del cargo, con o sin goce de sueldo; 
y destitución. Ahora, por la LEFP se reducen a 
dos: amonestación escrita y destitución. Quedan 
eliminadas las amonestaciones verbales, pasando 
algunas de ellas a ser causales de amonestación 
escrita, como son: “la negligencia en el incumpli-
miento de los deberes inherentes al cargo” y “la 
falta de atención debida al público”, primando 
el criterio que en la práctica las amonestaciones 
verbales eran inoperantes (Bruzual, 2000). La 
principal difi cultad que enfrenta la aplicación de 
las sanciones disciplinarias es la resistencia de los 
supervisores, quienes solo en raras ocasiones ac-
cionan directamente frente al supervisado.

Desvinculación (38–41)
El contexto político de los últimos años ha 
generado desvinculaciones por razones políti-
cas17, aunque no se cuenta con cifras ofi ciales 

16 La primera versión de la LEFP aumentaba a tres 
años el período de comisión. En su segunda versión 
este aspecto quedó tal como estaba, esto es, un año 
como máximo. 
17 El secretario ejecutivo de la Confederación de Tra-
bajadores de Venezuela (CTV), Pablo Castro, asegura 
que en los organismos públicos han sido despedi-
dos 7.600 trabajadores por haber fi rmado para solici-
tar el referendo revocatorio presidencial, 22/03/04 en 
http://www.cioslorit.org
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al respecto. Además de estar incluido en las 
causales señaladas por la LEFP, la destitución 
se tramita a través del inicio de expediente ad-
ministrativo, mecanismo que suele ser evitado 
dado que implica mucho tiempo (en promedio, 
unos dos años), no existe garantía de éxito y, 
si se sentencia a favor del funcionario, se debe 
realizar su reincorporación, debiendo el orga-
nismo cancelar los sueldos caídos y reubicarlo 
en un cargo del mismo grado al que ocupaba 
en el momento de iniciarse el procedimiento. 
En ese marco, el mecanismo de desvinculación 
más usado ha sido por reestructuración organi-
zativa o fi nanciera, razones técnicas o a través 
de la supresión de una dirección, división o uni-
dad administrativa del órgano o ente. La LEFP 
otorga un mes de disponibilidad18 a los funcio-
narios retirados por limitaciones fi nancieras o 
cambios en la organización administrativa e 
incorpora como causal de destitución el mal 
desempeño del funcionario. 

Gestión del Rendimiento

Planifi cación y seguimiento del 
rendimiento (42–45)
Las pautas de rendimiento individual no se 
encuentran necesariamente alineadas con las 
prioridades y estrategias de la organización. La 
evaluación del rendimiento se realiza comparan-
do los objetivos de desempeño individual -esta-
blecidos de común acuerdo entre el supervisor 
y el supervisado- y los resultados de la actuación 
del funcionario. A partir del 2003 la evaluación 
se realiza en forma semestral mientras que an-
teriormente era anual. Al fi nalizar cada período 
se debe presenta un informe de actividad ante 
VIPLADIN. 

Evaluación (46–48)
La Dirección de Sistemas de Personal de VIPLA-
DIN proporciona a los organismos de la APN 
un formato de evaluación estándar que debe ser 
completado conjuntamente por el supervisor y el 
supervisado. De hecho, la evaluación no es vá-
lida si no ha sido fi rmada por ambas partes; sin 

embargo, la fi rma del supervisado sólo es indica-
tiva de su conocimiento del contenido de la eva-
luación y no de su consentimiento o adhesión a 
la misma. Existe la tendencia de los supervisores 
a infl ar sus resultados, recibiendo la mayor parte 
del personal las califi caciones “sobre esperado” 
y “excelente”.19 La evaluación es vista como el 
único camino al alcance de los supervisores para 
mejorar la deteriorada situación económica de 
los empleados de la APN. Sin embargo, es im-
portante señalar que evaluación y compensación 
no son vinculantes; todo depende en última ins-
tancia de la disponibilidad presupuestaria del 
organismo en cuestión. En situaciones de estre-
chez fi nanciera, puede que el funcionario que 
se destaque por su desempeño no reciba com-
pensación monetaria alguna. Si se dispone de 
recursos limitados, es posible que se otorgue a 
los empleados con los mejores resultados en el 
proceso de evaluación individual un bono único 
por desempeño.

Administración (49)
Algunos supervisores no cumplen con el esta-
blecimiento de los objetivos y tienen muchos 
inconvenientes para realizar y justifi car las eva-
luaciones de su personal.

Gestión de la Compensación

Existencia de una estrategia salarial (50)
La gestión de la compensación ha respondi-
do más a una práctica inercial que a un diseño 

18 Régimen remunerado durante el cual el funcionario 
puede conseguir su reubicación en otro organismo o 
ente de la AP, sin que se interrumpan los privilegios del 
régimen de carrera.
19A modo de ejemplo cabe destacar los resultados de la 
primera evaluación semestral, realizada en el Ministe-
rio de Finanzas en el 2003. Sobre un total de 814 car-
gos, el 39% tuvo califi cación “Excepcional”; un 40% 
“sobre lo esperado”; un 10% “dentro de lo esperado”; 
un 10% no fue evaluado; y un 0,3% “por debajo” y un 
0,1 “muy por debajo”. Memoria 2003, Ministerio de 
Finanzas, Caracas, 2004
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estratégico y planifi cado. Entre los factores se 
encuentra: el aplanamiento de la estructura sa-
larial, la desvinculación entre la evaluación del 
rendimiento y la compensación y, fi nalmente, la 
nociva práctica de los aumentos generales indis-
criminados. 

Equidad interna y externa (51–57)
Al interior de la carrera administrativa encon-
tramos una compresión vertical de 5,75%. La 
movilidad entre pasos de la escala depende en 
primer término de una evaluación de desempe-
ño favorable, sin embargo, la variable decisiva 
para que los movimientos se concreten es la dis-
ponibilidad presupuestaria. Existe un proyecto a 
efectos de la clasifi cación y remuneración de car-
gos a través del PROMAFE, ya que las familias 
de cargos no han sido actualizadas de acuerdo 
a su complejidad y responsabilidad. Asimismo, 
hay organismos que han desarrollado sus propios 
sistemas de remuneraciones, generando grandes 
desigualdades. En algunos cargos, los institutos 
autónomos pueden tener remuneraciones más 
altas que en algunos Ministerios (Entrevista Uz-
categui, 2004).

La aplicación de la política del salario mí-
nimo del año 2003 y la vigencia de las nue-
vas convenciones colectivas han favorecido 
ampliamente a los trabajadores del sector pú-
blico, cuyas remuneraciones habían mostra-
do menores aceleraciones en los años 2002 y 
2003 respecto al sector privado. Los aumentos 
otorgados refl ejan que las remuneraciones de 
los trabajadores del sector gobierno se incre-
mentaron en promedio un 10,1%, mientras 
que en el sector privado el aumento promedio 
reportado fue de 4,8% (Banco Central de Ve-
nezuela, 2004).

Efi cacia (58) y Administración (59–61)
Los decretos presidenciales de aumentos genera-
les de sueldos y salarios son una práctica frecuen-
te que buscan compensar la caída del ingreso 
real de los trabajadores. Cuando se producen 
de manera recurrente, la movilidad en la escala 
de salarios se desnaturaliza y los funcionarios se 

limitan a esperar los aumentos incondicionales. 
Como resultado de la fi rma del Convenio Colec-
tivo, durante el año 2003 se incrementó el sala-
rio mínimo en un 30%, haciéndolo extensivo a 
los pensionados y jubilados. Asimismo, se realizó 
el otorgamiento del bono único que se hizo ex-
tensivo al personal obrero fi jo y contratado y al 
personal pensionado y jubilado. 

Otras compensaciones (62–64)
 Además del salario básico, los funcionarios de la 
APN reciben otros benefi cios como vacaciones, 
aguinaldo, caja de ahorros, becas para hijos me-
nores, guardería infantil, tickets canasta, bono 
navideño para juguetes, seguro de accidentes, 
seguro de gastos funerarios, bono anual para la 
adquisición de útiles escolares, uniformes (para 
el personal obrero y personal secretarial), gastos 
de transporte extra-urbano y planes vacaciona-
les para los hijos menores, entre otros. También 
se aplican primas que dependen de circunstan-
cias personales como el hecho de tener o no hijos 
menores (prima por hijos) o el hecho de tener un 
título de técnico superior o universitario (prima 
por profesionalización).

En relación a las pensiones, en diciembre del 
2002 se aprobó la reforma de la Ley de Seguri-
dad Social y los regímenes prestacionales que in-
tegran el sistema previsional, en un esquema de 
seguridad social bajo la tutela del Estado. Su con-
tenido se ajusta a los principios constitucionales, 
respetándose el carácter de servicio público no 
lucrativo del sistema de seguridad social, dándose 
oportunidad de participación al sector privado, 
que podrá bajo la modalidad complementaria 
y voluntaria, ofrecer pensiones bajo el régimen 
de capitalización individual. El fi nanciamiento 
del sistema se fundamenta en el principio de la 
solidaridad teniendo como fuentes las cotizacio-
nes de las personas con capacidad contributiva, 
aportaciones voluntarias, aportaciones indirec-
tas, recursos fi scales y parafi scales y remanentes 
netos de capital. En el caso de las pensiones se 
adoptó un régimen de fi nanciamiento solidario, 
de cotizaciones obligatorias, de benefi cios defi ni-
dos, de aseguramiento colectivo bajo un régimen 
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fi nanciero de prima media general y sobre una 
base contributiva de uno a diez salarios mínimos 
urbanos. La reforma establece la creación de seis 
regímenes prestacionales: salud, prestaciones 
dinerarias (pensiones), servicio al adulto mayor, 
empleo, vivienda y hábitat y medio ambiente de 
trabajo (Comité Laboral, 2003). Al momento 
no se ha implementado la institucionalidad del 
sistema, prevista para 2004. La Ley garantiza la 
vigencia y respeto de los derechos adquiridos y el 
pago oportuno de las pensiones y jubilaciones de 
los pensionados del Instituto Venezolano de los 
Seguros Sociales (IVSS) y para todos los afi liados 
de los sistemas especiales. Sin embargo, existe 
una problemática estructural del IVSS, que es 
la alta morosidad acumulada tanto por el sector 
privado como el público. Por otra parte, preocu-
pa sobremanera la mora que mantiene el IVSS 
en la incorporación de nuevos pensionados que 
cumplen con los requisitos y no han accedido a 
la pensión de vejez. Las solicitudes de pensiones 
tienen un retraso de dos años, debido a la lenti-
tud de los trámites burocráticos para gestionar 
la pensión y por la decisión fi nanciera de presu-
puestar menor incorporación de pensionados y 
jubilados por año.

Gestión del Desarrollo

Efi cacia del sistema de promoción y 
calidad del diseño de carrera (65–70)
Los órganos de la APN tienen muchas limita-
ciones para satisfacer las expectativas razona-
bles de promoción de sus funcionarios, debido 
a la desvinculación entre la evaluación del ren-
dimiento y la promoción, las restricciones pre-
supuestarias para garantizar los incrementos 
salariales por promociones y las defi ciencias 
del subsistema de planifi cación (que no permi-
te monitorear la carrera del funcionario). Uno 
de los factores más negativos de este subsiste-
ma es la inexistencia de planes de carrera que 
satisfagan las expectativas de los funcionarios 
y den respuesta a las necesidades de las orga-
nizaciones. 

Calidad de la formación y gestión de la 
formación (71–76)
Las Direcciones de RH de los órganos de la 
APN tienen la responsabilidad de elaborar sus 
planes de necesidades de formación, aunque 
este aspecto es variable de acuerdo a la organi-
zación. En materia de formación, la APN tien-
de a actuar reactiva y no proactivamente, más 
aún en la medida en que empeora la situación 
fi nanciera del sector público. Son los propios 
funcionarios quienes sugieren las actividades de 
formación y los planes dependen en extremo de 
la existencia de “disponibilidades” presupuesta-
rias. Actualmente se está trabajando en integrar 
el plan de capacitación a los Planes de Perso-
nal (Entrevista Uzcategui, 2004). Algunas or-
ganizaciones cuentan con una unidad especial 
dedicada a la planifi cación y ejecución de este 
tipo de actividades, como el caso del Programa 
de Adiestramiento del Ministerio del Ambiente 
y los Recursos Naturales (PAMARN) o el Mi-
nisterio de Finanzas (Ministerio de Finanzas, 
2003).

En la actualidad, el Ministerio de Planifi ca-
ción y Desarrollo es el ente rector para el desa-
rrollo y seguimiento de las políticas de formación 
y capacitación para el conjunto de la adminis-
tración. La oferta de formación para el sector 
público comprende la oferta ofi cial y una gran 
cantidad de proveedores privados que prestan 
sus servicios a los diferentes ministerios y otros 
entes. Esta oferta está constituida básicamen-
te por el Instituto Venezolano de Planifi cación 
(IVEPLAN), con programas de posgrado y 
cursos de capacitación y desarrollo profesional, 
como por ejemplo: Presupuesto Público, Formu-
lación y Evaluación de Proyectos, Calidad de la 
Gestión, Toma de Decisiones, entre otros. Tam-
bién se cuenta con el Servicio Autónomo del Sis-
tema Nacional de Adiestramiento (SNA)20, cuya 
oferta comprende una variedad de cursos y talle-
res de corta duración (Informe SNA, 2004); y la 
Fundación Escuela de Gerencia Social (FEGS) 

20 Los organismos pagan al SNA por el servicio de ca-
pacitación. 
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que cuenta con programas de formación geren-
cial en el área social. 

Gestión de la formación (74–76)
Los diagnósticos de necesidades no están insti-
tucionalizados como práctica frecuente. Cada 
unidad de Recursos Humanos es la responsa-
ble de defi nir el plan de capacitación, siendo 
usualmente los funcionarios quienes se postu-
lan para las actividades de formación y capa-
citación.

Gestión de las Relaciones Humanas y Sociales

Gestión del clima (77–78)
Los Directores de RH refi eren que sus institucio-
nes no disponen de mecanismos apropiados para 
monitorear sistemáticamente el clima organiza-
cional. Sí es frecuente que se realicen sondeos 
del clima organizacional de manera puntual, en 
el marco de los procesos de reestructuración de 
algunos ministerios y otros entes de la APN. Re-
cientemente, asesores de Petróleos de Venezuela 
(PDVSA) llevaron a cabo un estudio de este tipo en 
el Ministerio de Planifi cación y Desarrollo y tam-
bién cabe destacar que en el pasado algunos orga-
nismos contaron en su estructura con una unidad 
especial dedicada a la gestión del clima organiza-
tivo, pero que posteriormente fue eliminada. Este 
es el caso del actual Ministerio de Producción y 
Comercio, que hace unos años contaba con una 
Dirección de Desarrollo Organizacional. 

Efi cacia de la comunicación (79–81)
No existe una política sistemática de comunica-
ción. Hay excepciones de organismos que cuen-
tan con informativos internos como el caso del 
Ministerio de Educación y Deportes. La infor-
mación de los portales de los organismos es esca-
sa a efectos de las prácticas de personal u otros 
aspectos. 

Equidad y calidad de las relaciones 
laborales (82–85)
Existe una interacción constante y permanen-
te con representantes sindicales. Usualmente la 

APN negocia un Acuerdo Marco global con to-
dos los sindicatos, determinando los benefi cios 
mínimos y el término de sus vigencias —dos 
años, en general—. No obstante, cada organis-
mo puede discutir con su propio sindicato un 
acuerdo complementario. En lo últimos años la 
polarización política nacional se ha extendido al 
plano sindical21, redefi niéndose el mapa sindical 
del sector público, que actualmente presenta 
mayor afi nidad con al gobierno del presidente 
Chávez. A lo largo de la negociación del pro-
yecto IV de la Convención Colectiva presentado 
por la Federación Nacional de Empleados Pú-
blicos (FEDEUNEP), se produjo una escisión al 
interior de la federación y la generación de un 
nuevo proyecto que se convirtió en convención 
colectiva. Este nuevo proyecto fue generado por 
seis de los 17 directivos de FEDEUNEP. Esta 
escisión constituyó una nueva federación, FEN-
TRASEP (Federación Nacional de Trabajadores 
del Sector Público) reconocida por el gobierno y 
avalada por el Ministerio de Trabajo, que fi rma 
fi nalmente la convención colectiva. Los organismos de 
la APN se inclinan a cumplir los compromisos 
adquiridos en el Acuerdo Marco para asegurar 
la cordialidad de las relaciones con las organiza-
ciones sindicales. En la IV Convención se crea la 
fi gura de la Junta de Conciliación, integrada por 
representantes de la Administración Pública y 
de la Federación Sindical para tratar de prevenir 
confl ictos relativos al cumplimiento de la con-
vención o de faltas de algún empleado. Esa junta 

21 Esta situación también puede observarse en el in-
forme emitido en marzo del 2004, por el Comité de 
Libertad Sindical de la Organización Internacional del 
Trabajo (OIT) sobre las quejas recibidas por diversas 
organizaciones de trabajadores de Venezuela, quienes 
consideraron que su derecho a la libertad sindical esta-
ba siendo sistemáticamente vulnerado por actuaciones 
del Estado venezolano. El Consejo de Administración 
de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) 
avaló el 333º Informe del Comité de Libertad Sindical 
(CLS), en el marco de las jornadas que formaron parte 
de su 289º sesión celebrada en Ginebra, Suiza, entre el 
11 y el 26 de Marzo de 2004. 
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de conciliación tratará en primera instancia de 
dar una solución al tema y en caso contrario el 
mismo se elevará a instancias superiores.

Gestión del confl icto laboral (86–88)
El grado de sindicalización es mucho mayor en-
tre los trabajadores del sector público que en los 
del sector privado. A nivel general el mismo es de 
14,6% y de ese porcentaje el 70%, pertenece al 
sector público. Más de la mitad de los trabajado-
res del sector público (65% del total) pertenecen 
a algún sindicato. Asimismo, el 97,17% de los 
trabajadores del sector publico han sido benefi -
ciados por convenciones colectivas fi rmadas por 
la Unión Nacional de los Trabajadores (UNT), 
el 0,39% han sido amparados por convencio-
nes colectivas fi rmadas por la Confederación de 
Trabajadores de Venezuela (CTV) y un 2,43% 
de los trabajadores públicos se hallan ampara-
dos por convenciones colectivas fi rmadas por 
sindicatos que no pertenecen a ninguna central 
(Ministerio de Trabajo, 2004). La situación de 
los pliegos confl ictivos no muestra un patrón de-
fi nido. Las huelgas, parecen ser un recurso más 
utilizado por los trabajadores del sector público 
como medida de presión, en tanto que los paros 
son más comunes en el sector privado. Esto posi-
blemente responde a la diferencia en el grado de 
sindicalización entre uno y otro sector.

Gestión de la políticas sociales (88–89)
Existen seguros de Hospitalización, Cirugía, 
Maternidad y Funerario con cobertura del 
100% para el personal empleado, obrero, con-
tratado, jubilado y pensionado. En algunos ca-
sos existen servicios de los Organismos como el 
Servicio Médico-Odontológico del Ministerio 
de Finanzas. 

Además de los benefi cios extrasalariales ya 
señalados en la sección de remuneraciones, el 
Convenio estableció el impulso de la conforma-
ción de cooperativas por parte de los funcionarios 
públicos; la realización de convenciones inter-ins-
titucionales en las áreas educativas, deportivas, tu-
rísticas, culturales, sociales, recreativas, laborales 
y administrativas; la generación de una campaña 

de prevención del SIDA y otras enfermedades 
contagiosas; el suministro de medicinas por parte 
del Estado; el estímulo a planes de vivienda para 
los funcionarios públicos y formación de los co-
mités de seguridad e higiene de los trabajadores. 
En algunos Ministerios como el de Finanzas exis-
ten prácticas vinculadas a la entrega de obsequios 
a las madres en su día y a la secretarias; la rea-
lización de la Fiesta Infantil Navideña, para los 
hijos de los empleados y la implementación del 
Programa de Adulto Saludable. 

Organización de la Función de 
Recursos Humanos (90–93)

La función de RH en Venezuela tuvo hasta hace 
muy pocos años un grado de unifi cación muy 
grande. La Ofi cina Central de Personal (OCP) 
y CORDIPLAN (Ofi cina Central de Coordina-
ción y Planifi cación de la Presidencia de la Re-
pública) eran las responsables de generar todos 
los lineamientos en materia de administración 
de personal y diseño institucional, al tiempo que 
los distintos organismos de la APN eran simples 
ejecutores. En los últimos años, se ha registrado 
un lento proceso de transformación hacia una 
función de RH con cierto grado de fragmenta-
ción. Algunos organismos de la APN están au-
torizados legalmente para tener un régimen de 
personal propio y otros se están moviendo en 
esa dirección, sometiendo a la consideración del 
Ministerio de Planifi cación y Desarrollo (MPD) 
proyectos concretos.

Actualmente, es el MPD el organismo res-
ponsable del desarrollo de la función pública, con 
funciones relativas a evaluar, aprobar y controlar 
la aplicación de las políticas en la materia. En-
tre ellas se destacan: organizar el sistema de la 
función pública y supervisar su aplicación y desa-
rrollo; aprobar los planes del personal y evaluar 
la ejecución de los mismos; evaluar el costo de 
los proyectos y acuerdos de las convenciones co-
lectivas de trabajo en la administración pública 
nacional y aprobar los informes técnicos de las 
reducciones de personal que planteen los órganos 
y entes de la administración pública nacional.
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Por su parte, la LEFP institucionaliza a las 
ofi cinas de Recursos Humanos como las áreas 
encargadas de ejecutar las decisiones del MPD y 
dirigir la aplicación de las normas y de los proce-
dimientos que en materia de administración de 
personal señale la Ley.

Desde la perspectiva de los Directores de 
RH entrevistados, los directivos y supervisores 
no ejercen adecuadamente sus responsabilidades 
como gestores de personas. A su juicio, no se in-
volucran en la inducción del personal que recién 
ha ingresado a la organización y, si pudieran, se 
mantendrían al margen en las evaluaciones de 
desempeño y en la aplicación de medidas disci-
plinarias al personal. Particularmente en el úl-
timo caso, suelen solicitar la intervención de la 
Dirección de RH para que sea esta dependencia 
la que enfrente al funcionario que incurre en al-
gún tipo de infracción.

Finalmente, en lo que respecta a la percep-
ción que el resto de la organización tiene de las 

Direcciones de RH, ésta depende mucho del 
rango que dicha dependencia tenga dentro de 
la estructura organizacional de la institución. 
Cuando la función de RH está a cargo de una 
ofi cina adscrita a una dirección de asuntos admi-
nistrativos, se tiene la percepción de que se trata 
de una unidad responsable de hacer trámites, sin 
ninguna infl uencia dentro de la organización. Si 
se trata de una Dirección General, que reporta 
directamente al Ministro en cuestión, sus políti-
cas tienden a ser acogidas con mayor seriedad 
por parte del resto de la organización. De hecho, 
el rango de la función de RH dentro de la or-
ganización, es tomado como una “señal” de la 
importancia que las máximas autoridades de la 
institución le asignan a esta materia. Los cam-
bios que recientemente se han introducido en 
materia legal han llevado en casi todos los mi-
nisterios a elevar el carácter e importancia del 
área de RH.
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[+/–]

SUBSISTEMAS DE LA GESTIÓN DE RECURSOS HUMANOS

ESTRATEGIA

Organización
del trabajo

Gestión del
empleo

Gestión del
rendimiento

Gestión de la
compensación

Diseño de puestos
Definición de

perfiles

Incorporación
Movilidad

Desvinculación

Planificación
Evaluación

Planificación [–]

Gestión del
desarrollo

Gestión de las relaciones humanas y sociales

Clima laboral Relaciones laborales Políticas sociales

[+/–] [+/–] [+/–]

[+/–]

[+/–]

Retribución monetaria
y no monetaria

Promoción y carrera
Aprendizaje

individual y colectivo

Valoración simbólica de los subsistemas de recursos humanos
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II. INDICADORES 

A) Indicadores Cuantitativos
Indicadores Cuantitativos del Sistema de SC analizado – Venezuela- en Dólares22 

1. Tasa de designaciones políticas

I. Número de cargos de Jefatura 7.627 2003
  Fuente: Recursos Humanos del Gobierno Central – Ley de 
  Presupuesto 2003.

II. Número total de funcionarios 475.456 2003
  Fuente: Recursos Humanos del Gobierno Central – Ley de 
  Presupuesto 2003 (sin personal militar).

I / II  1.6%

Peso fi scal del empleo público
2. Nómina salarial del gobierno central / Producto Bruto Interno

I. Nómina salarial del gobierno central civil (en millones) 4.066,11 2003
  Fuente: Distribución General del presupuesto de 
  Gastos – Resumen Nacional – partida 401.

II. PBI (en miles de millones ) 30.953,87 2003  
  Fuente: Banco Central de Venezuela – Precios constantes.

I / II  13.14% 

Incentivos del Servicio Civil
3. Compresión vertical de los salarios

I. Mayor salario de la escala de la tabla salarial 886,99 2003
  Fuente: Decreto 2777 del 23/12/03 Paso 15 – Grado 26.

II. Menor salario de la escala de la tabla salarial 154,5 2003
  Fuente: Decreto 2777 del 23/12/03 Paso 1 – Grado 1.

I / II  5.75

22 Tipo de cambio promedio 2003: 1602 Bs. por cada US$. Fuente: Banco Central de Venezuela – Cambio prome-
dio anual.
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Incentivos del Servicio Civil
4. Sueldo gubernamental promedio del gobierno central / PIB per cápita

I. Sueldo promedio anual del gobierno central civil  534.27 2003
(x funcionario activo)   Fuente: Cálculos propios, considerando partida 40101 / 
  Cantidad de empleados (sin personal militar).

II. PBI per cápita mensualizado 142.49 2003
  Fuente: Indicadores SISOV. 

 3.75 

Incentivos del Servicio Civil
5. Sueldo gubernamental promedio del gobierno central / sueldo promedio del sector privado

I. Gasto promedio por servidor activo en el gobierno  534,27 2003
central civil (mensual)  Fuente: Cálculos propios, considerando partida 40101 / 
  Cantidad de empleados (sin personal militar) .

II. Salario medio (en base a muestra de  199,30 2003
trabajadores de todos los sectores)  Fuente: Cálculos propios en base a Encuesta de hogares 
  (INE) (salario promedio 2001*coefi ciente infl acionario)

I / II 2.68 

Dotación de Servicio Civil
6. Número total de empleados públicos en el gobierno central / población total

I. Número total de empleados activos del Gobierno Central 475.456 2003
  Fuente: Recursos Humanos del Gobierno Central – Ley de 
  Presupuesto 2003 (sin personal militar)

II. Población total 25.549.084 2003
  Fuente: INE

I / II 1.86%

  
7. Gasto público total del gobierno central (excluye pensiones y servicio de la deuda) / Número total de empleados 

públicos del gobierno central

I. Gasto público total del gobierno central (en millones) 18.454,71 2003
  Fuente: Clasifi cación por objeto del gasto- Ley de 
  presupuesto 2003 (excluyendo servicio de deuda y 
  pensiones)

II. Número de empleados del Gobierno Central 475.456 2003
  Fuente: Recursos Humanos del Gobierno Central – Ley de 
  Presupuesto 2003 (sin personal militar)

I / II (en dólares) 38.814,75 
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Efi ciencia
Infl uye en su bajo desempeño la problemática de 
las pensiones, no solo por su costo en términos 
de gasto público sino también por ser un tema 
que si bien se han realizado modifi caciones en el 
marco legal, su implementación muestra demo-
ras. Los otros ítems que impactan se refi eren a 
la debilidad de los sistema de información, la no 
implementación a pleno hasta el momento de los 
planes de personal y las limitaciones de la políti-
ca de capacitación. 

Mérito
Refl eja la debilidad del criterio de mérito para 
el acceso a la carrera administrativa. Asimismo, 
y si bien actualmente se intenta a través de las 
reglamentaciones homogenizar la práctica, esta 
ha sido irregular dependiendo del organismo. Ni 

las normas ni la modalidad de integración de los 
órganos de selección muestran pautas relativas a 
garantizar la igualdad efectiva y la no discrimi-
nación. Por último, se han dado importantes res-
cisiones de empleo por motivos de tipo político. 

Consistencia Estructural
Subíndice coherencia estratégica. Refl eja la ausencia 
de orientación estratégica en relación a la plani-
fi cación de los recursos humanos, la característi-
ca inercial de las políticas de compensación y la 
ausencia de diagnósticos de formación alineados 
a la estrategia de la organización.

Subíndice consistencia directiva. Las áreas de recursos 
humanos muestran un desempeño diverso sin 
políticas específi cas dirigidas a su fortalecimiento. 
El rol del organismo central está más vinculado 

Tabla de índices
    Valor 
 Valor Índices Porcentaje  subíndices Porcentaje 
Índice (escala 0 a 20) de la escala               Subíndice (escala 0 a 10) de la escala

(E) Efi ciencia 7.67 38%    

(M) Mérito 6.92 35%
    

(CE) Consistencia  7.22 36%
estructural    

   (CES) Coherencia estratégica 3.14 31%

   (CD) Consistencia directiva 4.00 40%

   (CP) Consistencia procesos 3.75 38%
    

(CF) Capacidad  7.65 38%
funcional    

   (COM) Competencia 4.00 40%

   (EI) Efi cacia incentivadora 3.00 30%

   (FL) Flexibilidad 4.45 45%
    

(CI) Capacidad  7.76 39%
integradora

B) Índices para la evaluación de los sistemas de servicio civil 
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al control que al asesoramiento, restando capaci-
dad de cambio y mejora al sistema. El compro-
miso en lo relativo a la gestión del rendimiento 
por parte de los directivos es bajo. 

Subíndice consistencia de los procesos. Evidencia los 
problemas en el subsistema de planifi cación 
en cuanto a la falta de información; del subsis-
tema de gestión del rendimiento, en el cual los 
resultados de las evaluaciones no refl ejan com-
portamientos diferenciales y de la gestión del de-
sarrollo por la ausencia de planes de carrera y las 
debilidades del sistema de formación. 

Capacidad Funcional
Subíndice competencia. Se destaca la tecnifi cación 
de las plantillas aunque infl uyen en el bajo des-
empeño del subíndice cuestiones tales como la 
inexistencia de estudios técnicos previos a efectos 
de la defi nición de los perfi les; la ausencia de per-
fi les por competencias y la debilidad del princi-
pio del merito en la gestión del empleo.

Subíndice efi cacia incentivadora. Los puestos no tien-
den al diseño horizontal ni se realizan acciones 
de enriquecimiento de la tarea, no se aplican con 
frecuencia procedimientos disciplinarios; existe 
la posibilidad de despido por bajo rendimiento 
pero no se realiza en la práctica; la gestión del 
rendimiento si bien esta formalizada mediante 
reglamentos e instrumentos de evaluación se ve 
meramente como un procedimiento formal con 
bajo compromiso por parte de los evaluadores, a 
pesar de los cambios instrumentados en los últi-
mos años. 

Subíndice fl exibilidad. Los mecanismos de movi-
lidad permiten cierta fl exibilidad a través de la 
fi gura informal de “préstamos de puesto”, los 
procesos de organización del trabajo no presen-
tan una estructura excesivamente rígida. 

Capacidad integradora
Se destacan los benefi cios sociales, muchos con-
seguidos a partir de la negociación colectiva. Im-
pacta negativamente la gestión del desempeño; 

la política de remuneraciones de corte inercial 
y con baja compresión salarial y la debilidad de 
mecanismos vinculados al conocimiento del cli-
ma laboral.

III. CONCLUSIONES

Análisis de áreas causales

La ausencia de una cultura orientada a la plani-
fi cación y a resultados desde una visión estratégi-
ca; la alta inestabilidad política y económica en 
el marco de una cultura organizativa que ade-
más de sus características burocráticas percibe 
que su trabajo no es apreciado por el resto de la 
sociedad y que su esfuerzo no es apropiadamente 
recompensado, determina una suerte de círculo 
vicioso que genera en los subsistemas una serie 
de patologías. El subsistema de planifi cación es 
uno de los más precarios, debido a las defi cien-
cias de los sistemas de información de personal, 
el excesivo grado de centralización y la ausencia 
de una conciencia clara de la importancia de la 
planifi cación en la gestión de los recursos huma-
nos de la AP. En la gestión del empleo el concurso 
no ha sido el mecanismo generalmente utilizado 
para la selección del personal. La gestión del 
rendimiento es poco efectiva porque no existen 
estándares de rendimiento asociados a objetivos 
institucionales y una marcada tendencia por par-
te de los supervisores a “infl ar” las evaluaciones 
del personal a su cargo. Por su parte, la gestión de 
la compensación ha ido perdiendo su sentido por 
el aplanamiento de la estructura salarial, la des-
vinculación entre la evaluación del rendimiento 
y la compensación y fi nalmente, la nociva prác-
tica de los aumentos generales indiscriminados. 
En lo que respecta a la gestión del desarrollo, 
uno de los factores más negativos es la inexisten-
cia de planes de carrera que satisfagan las ex-
pectativas de los funcionarios y den respuesta a 
las necesidades de las organizaciones de la APN 
y por último, en el ámbito del subsistema de las 
relaciones humanas y sociales, la necesidad de 
garantizar un sistema de pensiones que satisfaga 
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las necesidades y expectativas de los trabajadores 
públicos. 

Factores del contexto interno y entorno

Los contextos políticos de alta inestabilidad im-
pactan en las capacidades de diseños innovado-
res y su implementación. Esto puede observarse 
tanto en la alta rotación de funcionarios políti-
cos, que para el período 1999–2002 muestra que 
un total de 16 puestos han sido ocupados por 
55 personas distintas (lo cual arroja un índice 
de rotación igual a 3,44%). Asimismo, los ciclos 
económicos internos de mayor retracción o ex-
pansión al no estar asociados a políticas de pla-
nifi cación a largo plazo infl uyen negativamente 
generando círculos viciosos que afectan a la ges-
tión de recursos humanos. 

Conclusiones principales del diagnóstico

Si bien Venezuela cuenta desde hace más de tres 
décadas de un marco legal destinado a estructu-
rar las bases del servicio civil, en la práctica ha 
prevalecido un sistema “mixto” más aproximado 
a un sistema de empleo que a un sistema de ca-
rrera. En 1999 se aprobó la nueva Constitución 
de la República Bolivariana de Venezuela y como 
respuesta al mandato establecido en su Art. 144, 
en septiembre de 2002 fue publicada ofi cial-
mente la Ley del Estatuto de la Función Pública 
(LEFP)23. Entre los principales aspectos nuevos 
que introduce respecto a la anterior Ley de Ca-
rrera Administrativa (LCA) fi guran la introduc-
ción de los planes de personal como instrumento 
para la planifi cación; la nulidad de los nombra-
mientos de funcionarios de carrera que no hu-
biesen cumplido con los concursos de ingresos; el 
desempeño negativo como causal de destitución; 
la exigencia de tener título de educación media 
diversifi cada para ejercer un cargo público y las 
limitaciones al derecho a huelga por razones de 
servicio público. Asimismo, la ley consagra la 
autonomía de los gobiernos subnacionales y es-
tablece que el gobierno y administración de los 
estados y municipios corresponde al gobernador 

y al alcalde, respectivamente. Eso signifi ca, que si 
bien los gobiernos subnacionales deben respetar 
los principios generales establecidos, poseen un 
amplio margen de libertad para aplicarlos en sus 
jurisdicciones. Cabe destacar que hasta la fecha 
la LEFP no ha sido reglamentada y si bien exis-
te un Anteproyecto de reglamento bajo análisis 
en el Ministerio de Planifi cación y Desarrollo, 
los largos intervalos temporales a los que ha sido 
sometido este instrumento, tanto en lo que fue 
su aprobación defi nitiva como en su implemen-
tación plena, deterioran su capacidad de generar 
las mejoras para la cual fue diseñada y generan 
vacíos legales 24. 

En relación al subsistema de planifi cación 
se percibe una ausencia de orientación estraté-
gica que combinada con las defi ciencias de los 
sistemas de información resta coherencia, pese 
a la fl exibilidad otorgada por la modalidad de 
contrataciones. En relación a la organización del 
trabajo se encuentran procesos con una incipien-
te tendencia a la actualización. La gestión del 
empleo presenta prácticas diversas y una nueva 
reglamentación tendiente a incorporar el méri-
to como práctica. La gestión del rendimiento se 
haya distorsionada por la cultura burocrática y 
no presenta asociación a mejoras institucionales 
y ni al sistema de compensaciones. Este último 
evidencia una estructura inercial y una situación 
precaria en cuanto a la temática de las pensio-
nes. Por último, en cuanto las relaciones sociales, 
el clima organizacional y la comunicación no 

23 La primera versión de la Ley fue publicada en la Ga-
ceta Ofi cial de la República Bolivariana de Venezuela. 
Nº 5.557 el 13 de noviembre de 2001. Esta primera 
versión incluía algunos de sus artículos controvertidos, 
tales como el relativo a la remoción en estado de gra-
videz y la creación de la Escuela Nacional de Gerencia 
Pública, temas que no fueron rescatados por la segun-
da versión, entre otros aspectos. 
24 Conviven en la práctica la nueva ley (LEFP) y el 
reglamento de la vieja ley (LCA). Para ver esta pro-
blemática desde una perspectiva más coloquial Ver el 
intercambio de opinión entre abogados de Venezuela 
sobre el marco legal http://www.justicia.net/foro
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son prioridades. Se observa un alto grado de sin-
dicalización en el sector público, con existencia 
de mecanismos de negociación colectiva en fun-
cionamiento y bajo nivel de confl ictividad dada 
la presente afi nidad política de los sectores sindi-
cales con el gobierno.

IV. RECOMENDACIONES

La situación actual del Servicio Civil venezolano 
responde en buena medida a factores del entor-
no, y mientras algunos de esos factores estén pre-
sentes (la inestabilidad política y los problemas 
fi scales, principalmente), la efectividad de las re-
comendaciones que se presentan a continuación 
podría verse seriamente comprometida. Sin em-
bargo entre ellas se plantea:

1. La implementación plena del nuevo marco 
legal.

2. El diseño de mecanismos que permitan for-
talecer el criterio del mérito como forma de 
acceso a la función pública. 

3. La redefi nición efectiva de los sistemas de in-
formación y la implementación plena de los 
planes de personal que permitirían brindar 
coherencia a los procesos de planifi cación.

4. La revisión y redefi nición de las políticas de 
compensación.

5. El establecimiento de mecanismos de vin-
culación entre los subsistemas de gestión 
del rendimiento y gestión de la compen-
sación; en especial promoviendo una ges-
tión orientada a resultados y a prácticas de 
evaluación de desempeño grupal e institu-
cional.

6. La redefi nición de la política de formación y 
desarrollo, en especial lo referido a generar 
acciones de formación que puedan alinearse 
con las metas y necesidades institucionales 
de los organismos.

7. El fortalecimiento de las unidades de perso-
nal a efectos de facilitar una acción coordi-
nada y efi ciente de las políticas de gestión de 
Recursos Humanos.
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 Categorías Factores Comentarios del Evaluador

Antecedentes  El servicio civil no ha sido el núcleo central de las reformas, en las últimas dos 
  décadas, las propuestas y acciones emprendidas han hecho mucho énfasis en las 
  reformas estructurales, tales como descentralización y participación del sector privado.

Análisis del contexto  Análisis del marco  Cambio reciente del marco legal (LEFP 2002). Defi ciente capacidad de 
institucional legal implementación plena a nivel normativo. Existencia de vacíos legales. 

Análisis funcional  Análisis organizativo   Alta centralización de la gestión sin capacidad de planifi cación. Desarrollo incipiente 
del servicio civil de la función Recursos  de las áreas de recursos humanos en los organismos. 
 Humanos 

 Indicadores   Baja compresión salarial que se encuentra en el orden del 5,75.
 cuantitativos del   Tasa de designaciones políticas del 1,6% (sin incorporar contratos y asesores)
 sistema de SC  La nómina salarial representa el 13,14% del PBI.
 analizado

Análisis por  Planifi cación Ausencia de cultura de planifi cación. Defi cientes sistemas de información. 
subsistemas  Flexibilidad otorgada por sistemas de contrataciones y movilidad de funcionarios. 
  Fuertemente dependiente del ciclo económico interno.

 Organización del  Sistema defi nido con fl exibilidad. Incipiente proceso de actualización. 
 trabajo

 Gestión del empleo Prácticas diversas e incipiente procesos de reglamentación del sistema tendiente al 
  mérito. 

 Gestión del  Sistema distorsionado por cultura burocrática sin asociación a objetivos 
 Rendimiento institucionales. 

 Gestión de la  Estructura inercial no asociada al desarrollo de RH. Existencia de una amplia gama 
 Compensación de prestaciones sociales básicas. Precariedad del sistema de pensiones. 

 Gestión del  Ausencia de planes de desarrollo. Sin diseño de carreras horizontales. Oferta 
 Desarrollo signifi cativa de capacitación pero defi nida por la demanda de los funcionarios. 

 Gestión de las   El clima organizacional y la comunicación no son prioridades. Alto grado de 
 Relaciones Humanas  sindicalización en el sector público y existencia de mecanismos de negociación 
 y Sociales colectiva. Bajo nivel de confl ictividad actual dada la afi nidad al gobierno de los 
  sectores sindicales.

Índices del sistema   En relación a los índices, el mérito y la consistencia estructural muestran los 
de servicio civil  desempeños más bajos con un porcentaje del 35% mientras que el valor más alto se  
  ubica para capacidad integradora con un 39%, seguido por capacidad funcional y 
  efi ciencia en un 38%.

V. TABLA DE SÍNTESIS
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ANEXOS

ANEXO I. Valoración de los puntos críticos

(Ver anexo fi nal)

ANEXO II. Ficha técnica del informe

• Fecha de fi nalización del informe
Fecha del diagnóstico: Diciembre de 2002
Fecha de la revisión: Septiembre de 2004 

• Consultores
Mercedes Iacoviello – Laura Zuvanic
Mariana Calandra – Yanina Azzolina – 
María Jesús Zuvanic

• Fuentes de obtención de la información

Documentos

Asselin, Lynnette M. (2000) “De la política a la 
práctica: reformas a los sistemas de adminis-
tración fi nanciera del sector público”. CE-
PAL. Serie Seminarios y Conferencias. 

Banco Central de Venezuela (2004) “Índice de 
Remuneraciones de los Asalariados”. Cara-
cas, Venezuela.

Banco Central de Venezuela (2003) “Precios 
constantes”. Caracas, Venezuela.

Bruzual (2000) “Garantías y derechos del trabajo 
en la Constitución Bolivariana de Venezuela. 
Aspectos generales del Decreto con fuerza de 
ley sobre el Estatuto de la Función Pública”. 
Colección CEDECOOP. Guayana. www.
ugma.edu.ve/Portales

Comité Laboral (2003) “Seguridad Social en Ve-
nezuela. Consideraciones e implicaciones de 
la Ley Orgánica del Sistema de Seguridad 
Social”. Red: Venezuela Sí Compite. Cara-
cas, Venezuela. Abril.

CPTAP (Comisión Presidencial para la Transfor-
mación de la Administración Pública) (2002) 
“Minutas de Reunión. Reuniones 2, 3, 4, 7, 
8, 13, 14 15 y 16”. Caracas, Venezuela.

FENTRASEP (2004) “Convención Colectiva 
Marco de los funcionarios de la Administra-
ción Pública Nacional”. Discutido y fi rmado 
entre la Administración Pública Nacional y 
la Federación Nacional de Trabajadores del 
Sector Público. http://www.ocepre.gov.ve/docu-
mentos-publicaciones/ContratacionColectiva/CON
VENCIONCOLECTIVAFENTRASEP%5B20
04%5D.pdf

Gaceta Ofi cial (2001) “Exposición de Motivos 
del Decreto con Fuerza de Ley del Estatu-
to de la Función Pública”. De la República 
Bolivariana de Venezuela N° 5557, del 13 de 
noviembre. 

INE (2003) “Encuesta de hogares. Salario pro-
medio 2001. Coefi ciente infl acionario”. Ca-
racas. Venezuela.

Iturbe de Blanco, Eglé (2003) “Lecciones de la 
experiencia en gestión pública de alto nivel: 
experiencias comparadas de países de la re-
gión”. Revista del CLAD Reforma y Demo-
cracia, Nº 25. Caracas. Febrero.

Kantuta, Nataly & Vallenas Rojas (2004) “Vio-
laciones de los derechos de los trabajadores 
en Venezuela. Comisión Andina de Juristas. 
www.caspe.org.pe/nuevoddhh/ 

Ley de Presupuesto (2003) “Recursos Humanos 
del Gobierno Central”. Caracas. Venezuela.

Ley de Presupuesto (2003) “Distribución Gene-
ral del presupuesto de Gastos. Resumen Na-
cional. Partida 401. Caracas. Venezuela.

Ministerio de Educación, Cultura y Deportes 
(2004) “Esquina de Salas”. Informativo para 
el personal del edifi cio sede. MECD. Nº 51. 
Marzo. 

Ministerio de Finanzas (2002) “Programa de 
Modernización de la Administración Finan-
ciera del Estado, PROMAFE y SIGECOF”. 
Sistema Integrado de Control y Finanzas Pú-
blicas. República Bolivariana de Venezuela.

Ministerio de Finanzas (2003) “Memoria del 
2003”. Presentada a la Asamblea Nacional 
2004. Venezuela. Caracas. http://www.asam-
bleanacional.gov.ve/ns2/PaginasPlanas/BALAN-
CE2003.asp
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Ministerio de Trabajo (2004). Informe de la Di-
rección General de Estadística e Informáti-
ca. www.mintra.gov.ve/estadistica/grafi cos.htm

MPD (Ministerio de Planifi cación y Desarrollo) 
(2004a) “Memoria y Cuenta del Ministerio 
de Planifi cación y Desarrollo del 2003”. Ca-
racas. Febrero.

MPD (Ministerio de Planifi cación y Desarrollo) 
(2004b) “Plan Operativo Anual 2005. Nor-
mas para la elaboración, ejecución y segui-
miento del Plan Operativo Anual Nacional 
del año 2005”. Ministerio de Planifi cación y 
Desarrollo. Caracas. Junio. 

ONAPRE (Ofi cina Nacional de Presupuesto) 
(2003), “Presentación de Marco Plurianual 
del Presupuesto período 2003–2004”. Vene-
zuela, Caracas. http://www.onapre.gov.ve

SENIAT (2004) “Gerencia General de Adminis-
tración. Informe de Gestión”. Marzo 2004.

SNA (2004) “Informe del Servicio Autónomo. 
Sistema Nacional de Entrenamiento (SNA). 
Programación de adiestramiento, oferta 
de abril-junio y de julio-septiembre 2004”. 
MPD. www.mpd.gov.ve 

Normativa

Decreto Nº 1980. 18 de septiembre de 2002
Decreto Nº 2777. 23 de diciembre de 2003.
Ley de Carrera Administrativa. 1970.
Ley Orgánica de Administración Financiera del 

Sector Público. 28 de marzo de 2000.
Ley Orgánica de la Administración Pública. 17 

de octubre de 2001.
Ley Orgánica de Planifi cación. 13 de Noviembre 

de 2001.
Ley Nº 230. Del Estatuto de la Función Pública. 

6 de septiembre de 2002.
Ley Orgánica del Sistema de Seguridad Social. 

30 de diciembre de 2002.
Ley Orgánica de la Administración Financiera 

del Sector Público. 9 de enero de 2003.
Ley Orgánica de Régimen Presupuestario.
Reglamento General de la Ley de Carrera Ad-

ministrativa. 27 de enero de 1999.

Entrevistas realizadas. 

 Nombre Cargo Institución
Uzcategui, Marlene Directora General de la Dirección  Ministerio de Planifi cación y Desarrollo
 General de Coordinación y Seguimiento 
 de Personal 

Ramos, Marmely Directora General Dirección General de Desarrollo 
  Institucional
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Sitios web consultados

Agenda Legislativa http://www.el-nacional.com/canales/parlamento/banco.asp

Asamblea Nacional http://www.asambleanacional.gov.ve/ns2/index.asp

Banco Central de Venezuela www.bcv.org.ve

Federación Internacional de Administradoras de  www.fi ap.cl
Fondos de Pensiones. FIAP 

Foro de intercambio de opinión  http://www.justicia.net/foro/read.php?8,611
abogados de Venezuela  

Gaceta ofi cial http://www.tsj.gov.ve/gaceta/gacetaofi cial.asp

Gobierno de Venezuela www.gobiernoenlinea.ve

IVEPLAN http://www.iveplan.gov.ve

Ministerio de Ciencia y Tecnología www.mct.gov.ve

Ministerio de Finanzas http://www.mf.gov.ve

Ministerio de Trabajo http://www.mintra.gov.ve/sitio/estadisticas/grafi cos.htm

Noticias http://www.eluniversal.com

Noticias Sindicales www.cioslorit.org

Ofi cina Nacional de Presupuesto http://www.onapre.gov.ve

Ofi cina Nacional de Presupuesto www.ocepre.gov.ve

Portales Públicos de América Latina http://www.directoriodelestado.com.ar/pais.php?pais=Venezuela

Recursos y servicios para Organizaciones de la  http://www.apalancar.org/organizaciones/detalle.asp?id_org=490
Sociedad Civil de Venezuela 
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Abreviaturas

AP Administración Pública

APN Administración Pública Nacional

CAP Comisión de Administración Pública

CLS Comité Libertad Sindical

COPRE Comisión Presidencial para la Reforma del Estado

CORDIPLAN Ofi cina Central de Coordinación y Planifi cación de la Presidencia de la República

CTV Confederación de Trabajadores de Venezuela

ENAP Escuela Nacional de Administración Pública

FEDEUNEP Federación Nacional de Empleados Públicos

FEGS Fundación Escuela de Gerencia Social

FENTRASEP Federación Nacional de Trabajadores del Sector Público

IVEPLAN Instituto Venezolano de Planifi cación

IVSS Instituto Venezolano de los Seguros Sociales

LCA Ley de Carrera Administrativa

LEFP Ley del Estatuto de la Función Pública

MDCC Manual Descriptivo de Clases de Cargos

MIC Ministerio de Industria y Comercio

MPC Ministerio de Producción y Comercio

MPD Ministerio de Planifi cación y Desarrollo

OCP Ofi cina de Control de Personal

OCP Ofi cina Central de Personal

OIT Organización Internacional del Trabajo

PAMARN Programa de Adiestramiento del Ministerio del Ambiente y los Recursos Naturales

PDVSA Petróleos de Venezuela

PIB Producto Bruto Interno

POAN Plan Operativo Anual Nacional

PROMAFE  Programa de Modernización de la Administración Financiera del Estado

RAC Registro y Asignación de Cargos 

SCIO Sistema de Captura de Información

SNA Sistema Nacional de Entrenamiento

UNT Unión Nacional de los Trabajadores

VIPLADIN Viceministerio de Planifi cación y Desarrollo
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NIVELES DE EVALUACIÓN: 

5 La realidad analizada se corresponde con la 
proposición en su integridad o en un grado 
muy alto de coincidencia, tanto en contenido 
como en frecuencia.

4 La realidad analizada se aproxima sustan-
cialmente a la proposición, pero no se iden-
tifi ca plenamente con su contenido, o bien 
hay un número de excepciones que impide 
generalizar la coincidencia.

3 La realidad analizada coincide parcialmente 
con la proposición. Existen elementos coin-
cidentes de contenido y una frecuencia de 
casos sufi ciente como para detectar un grado 
apreciable, pero no sustancial, de identifi ca-
ción.

2 La realidad analizada se encuentra signifi ca-
tivamente alejada de la expresada por la pro-
posición. Existen elementos de coincidencia, 
pero también discrepancias serias de conte-
nido y/o una frecuencia escasa.

1 La realidad analizada es muy distinta de la 
que refl eja la proposición. Las coincidencias 
de contenido se dan sólo en casos excepcio-
nales.

0 La realidad analizada es completamente di-
ferente a la que refl eja la proposición, siendo 
las coincidencias inapreciables.

 

  

Anexo Final
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CAPÍTULO 20

Análisis comparativo 
por subsistemas

Mercedes Iacoviello

I. INTRODUCCIÓN

Este capítulo tiene como objetivo proveer una mi-
rada comparativa de la evaluación de los servicios 
civiles de los dieciocho países de la región (Argen-
tina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, 
Ecuador, El Salvador, Guatemala, Honduras, 
México, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, Re-
pública Dominicana, Uruguay, Venezuela) desa-
rrollados en la Parte II de este informe1. 

El modelo de gestión de recursos humanos 
de referencia utilizado para los estudios (Lon-
go, 2002 y 2004) refl eja las tendencias actuales 
en gestión de recursos humanos, que resaltan la 
necesidad de garantizar la consistencia interna 
de los distintos aspectos de la función de recur-
sos humanos, así como su alineamiento con los 
objetivos estratégicos de la organización. (Baron 
y Kreps, 1999; Milkovich y Boudreau, 1994). 
Como ya se desarrolló en la Parte I, el modelo 
propuesto por Francisco Longo en la metodolo-
gía de análisis establecida para los diagnósticos 
institucionales, plantea la articulación de siete 
subsistemas de gestión: planifi cación de los re-
cursos humanos, organización del trabajo, em-
pleo, rendimiento, compensación, desarrollo, y 
relaciones humanas y sociales. 

Más allá de las limitaciones esperables a nivel 
institucional en todos los países de la región, este 
trabajo se propone proveer un análisis detallado 
sobre los procesos centrales de la gestión de los 

recursos humanos en los gobiernos a nivel nacio-
nal, para determinar tendencias generales pero 
también distinciones de grado en el acercamien-
to de cada caso nacional a un modelo integrado 
de gestión de recursos humanos. Como comen-
tario general, podemos decir que la realidad de 
los servicios civiles de la región dista bastante del 
modelo de gestión de recursos humanos utiliza-
do como referencia para la evaluación. Algunas 
disfuncionalidades detectadas atraviesan prác-
ticamente todos los casos estudiados, mientras 
que algunas otras variables permiten distinguir 
grados diferentes de aproximación al estándar 
planteado en cada subsistema. 

La planifi cación de los recursos humanos presenta 
difi cultades en todos los países, principalmente 
en relación con la falta de articulación con la 

1 La información que se provee en este documento so-
bre cada caso nacional proviene de los dieciocho diag-
nósticos institucionales incluidos en los capítulos 2 a 
19, elaborados por el equipo coordinado por Merce-
des Iacoviello y conformado por Laura Zuvanic, Ana 
Laura Rodríguez Gustá y Mónica Iturburu, con la co-
laboración de Ivana de la Cruz Orozco y un equipo 
de asistentes de investigación. Para simplifi car la pre-
sentación, no se incluirá la referencia específi ca a cada 
uno de los dieciocho documentos. Para la referencia 
específi ca al diagnóstico de cada país ver las referencias 
listadas en la sección Bibliografía (Iacoviello et al, 2004 
y 2005). 
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estrategia organizacional, y las difi cultades para 
consolidar sistemas de información fi ables y que 
permitan su utilización para la gestión. Se re-
gistran esfuerzos de planifi cación a través de los 
procesos presupuestarios, en general vinculados 
con los esfuerzos de controlar los gastos de nómi-
na. Este sesgo presupuestario de la planifi cación 
limita las posibilidades de una gestión integral de 
los recursos humanos, además de plantear cierta 
rigidez a la adaptación a cambios en el contex-
to. El grado de tecnifi cación de las plantillas es 
variable, y relacionado directamente con el nivel 
de educación formal que caracteriza al mercado 
laboral del respectivo país. 

El subsistema de organización del trabajo está muy 
poco desarrollado, en general no hay un foco en 
la defi nición clara de puestos y roles en las or-
ganizaciones públicas. Cuando hay manuales de 
puestos, como en el caso de los países centroame-
ricanos, se trata de documentos formales que no 
se utilizan efectivamente para la gestión, debido 
a la difi cultad para mantenerlos actualizados y 
vigentes. Una situación similar se da en relación 
con la gestión del rendimiento, ya que en los casos 
en los que efectivamente se aplica la evaluación 
de individual, deviene en un proceso formal y 
sujeto a comportamientos adaptativos. Sólo en 
casos excepcionales se dan en la región sistemas 
de evaluación que involucren niveles más allá del 
individual. 

La gestión de las relaciones humanas y sociales plan-
tea una generalizada ausencia de políticas de 
gestión del clima y la comunicación, y prácticas 
de salud y benefi cios sociales adecuados al con-
texto, no demasiado apreciados por los emplea-
dos. La distinción entre los casos nacionales para 
este subsistema pasa por el nivel de desarrollo del 
sistema de relaciones laborales, que varía entre 
casos de extrema desarticulación y alto confl icto, 
casos con mecanismos de negociación que per-
miten gerenciar el confl icto, y casos excepciona-
les de incidencia sindical en las políticas de RH. 

El subsistema de gestión del rendimiento resulta el 
menos desarrollado en términos relativos en la 
mayoría de los casos de la región. Esta situación 
refl eja la confl ictividad intrínseca que plantea la 

implantación de sistemas de evaluación del des-
empeño, y la falta de incentivos de autoridades 
políticas y funcionarios de línea para ponerlos en 
práctica. Más allá de la escasa presencia de sis-
temas generalizados de gestión del rendimiento, 
se puede considerar como indicador de incipiente 
desarrollo del sistema que al menos exista una ins-
tancia de evaluación de individual, y a partir de 
allí habrá diferenciación entre los países en térmi-
nos de lo extendido de su implementación, y de su 
sostenimiento en el tiempo. Sólo en los servicios 
civiles más desarrollados se utiliza la evaluación 
individual como herramienta de gestión efectiva, 
y se la articula con el grupal e institucional. 

Con respecto a la gestión de la compensación, en-
contramos una baja articulación con la estrate-
gia organizativa, una situación generalizada de 
inequidad interna en el sistema salarial, y una 
combinación de equidad externa en los niveles 
operativos con falta de competitividad salarial 
para los niveles gerenciales. Los sistemas de in-
centivos tienen baja presencia, justamente aso-
ciada al bajo desarrollo de los mecanismos de 
evaluación, y cuando se los implementa suelen 
presentar limitaciones debido a las presiones 
para la contención del gasto. En general para la 
región no se dan estrategias de reconocimiento 
no monetario. 

Es en los subsistemas de gestión del empleo y gestión 
del desarrollo donde se identifi ca una mayor gra-
dación entre la situación de los distintos países. 
Más específi camente, la distinción se encuentra 
en los procesos de reclutamiento y selección y en 
los procesos de promoción. Los otros aspectos de 
la gestión del empleo, como la movilidad interna 
y la desvinculación, presentan rigideces en todos 
los países. Y dentro de la gestión del desarrollo, 
encontramos una presencia generalizada de acti-
vidades de formación, aunque no articuladas con 
las necesidades organizacionales. En cambio, los 
procesos de reclutamiento y selección presentan 
situaciones que varían entre casos de politiza-
ción extrema, intentos de desarrollo de sistemas 
de mérito con difi cultades de implementación, y 
algunos sistemas sólidos de mérito con elementos 
de fl exibilidad. En paralelo con estos tres nive-
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les, encontramos que en la gestión del desarro-
llo se dan situaciones de inexistencia de carrera 
administrativa, carreras vigentes con problemas 
de rigidez, y casos excepcionales de carreras con 
elementos de fl exibilidad. 

En las siguientes secciones se incluye un aná-
lisis comparativo de los resultados obtenidos en 
la evaluación de cada uno de estos subsistemas 
en los dieciocho casos nacionales estudiados. 

II. PLANIFICACIÓN DE LOS RECURSOS 
HUMANOS

De acuerdo al modelo de referencia para los 
estudios, un aspecto central de la gestión de re-
cursos humanos es su grado de articulación con 
los objetivos estratégicos del gobierno. En este 
sentido, el subsistema de Planifi cación resulta de 
fundamental importancia para garantizar la co-
hesión interna del sistema y su articulación con 
la estrategia organizacional. Sin embargo, este 
subsistema es particularmente débil en la mayo-
ría de los países de la región, con excepción de 
los casos de Brasil y Chile. 

Un insumo central para la efectiva planifi -
cación es contar con información básica para la 
toma de decisiones. Es generalizada la difi cultad 
para establecer y mantener bases de datos y sis-
temas de información para la gestión en general, 
y para la gestión de su personal en especial. Aún 
los casos de sistemas más desarrollados, como 
el brasileño, acusan difi cultades para su plena 
utilización para la toma de decisiones y para la 
articulación de información dispersa en diferen-
tes sistemas. El caso de Chile es interesante, ya 
que ha logrado mantener información para la 
gestión aún sin un gran despliegue de procesos 
de informatización. En contraposición, los paí-
ses centroamericanos han realizado enormes 
esfuerzos de informatización y bases de datos 
integradas a través de proyectos de consultoría 
con fi nanciamiento internacional, pero en con-
tadas excepciones se han logrado poner en efec-
tivo funcionamiento para la gestión los sistemas 
desarrollados.

Las rigideces mencionadas suelen eludirse 
en muchos países de la región a través del me-
canismo de las contrataciones temporarias, que 
resultan en un mecanismo de fl exibilización “es-
puria” o disfuncional de la planifi cación de los 
recursos humanos. Si bien su uso está difundido 
en muchos países, en algunos casos resulta nota-
ble el nivel de instalación de verdaderas burocra-
cias paralelas bajo estos sistemas de contratación. 
Por ejemplo, en El Salvador esta fi gura se creó 
para trabajadores que desempeñaran funciones 
muy específi cas y por un período corto, pero en 
la práctica abarca el 40% del total de emplea-
dos públicos. En Perú el porcentaje es similar, y 
la fi gura de la contratación además no tiene un 
marco legal claro, lo cual complica la gestión del 
personal en las instituciones públicas. En Guate-
mala existe la fi gura de empleados por contrato 
(categoría 022), que son contratados para pro-
yectos con un plazo de existencia defi nido, por 
ejemplo, proyectos de infraestructura o proyectos 
con fi nanciamiento externo y existe la categoría 
029 que fue creada para permitir la contratación 
de personal profesional y técnico, para produc-
tos defi nidos y temporales sin las limitaciones im-
puestas por los reglamentos del Servicio Civil. Si 
bien no hay estimaciones fi ables de la cantidad 
de empleados bajo estas modalidades, se supone 
que hay una fuerte incidencia sobre el total de 
empleados. En República Dominicana, una 
cuarta parte de los funcionarios en la Adminis-
tración General tenían en 2003 contrataciones 
“nominales o por contrato, y en algunas Secreta-
rías, como Salud Pública, la proporción de nomi-
nales llegó a ser mayor que los fi jos. En Honduras 
el alcance de esta fi gura es menor, pero alcanza 
a más del 15% del personal. En Uruguay tam-
bién alcanzan un porcentaje de 15% del total de 
empleados civiles y militares son contratados, 
pero hay mayores concentraciones en algunas 
áreas2, llegando en algunos casos a representar 
más de la mitad de los empleados en algunas 

2 La proporción llega al 85% en el Ministerio de Trans-
porte, y al 50% en el Ministerio de Turismo.
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organizaciones. Algo similar ocurre en Argen-
tina, donde ha llegado a haber organismos fun-
cionando casi exclusivamente bajo el sistema de 
contratación temporaria3. 

En los casos de México y Chile los sistemas 
de contratación temporaria presentan perfi les 
particulares. En México el grupo de contra-
tados tiene un perfi l altamente tecnocrático. El 
nivel medio de funcionarios está conformado 
por los profesionales semi-independientes que 
ocupan los cargos técnicos, legales y administra-
tivos. Este personal está sujeto a la Ley Federal del 
Trabajo y su relación con el Estado es administra-
tiva. Sus puestos revisten importantes grados de 
responsabilidad, por los que reciben benefi cios 
materiales y salarios altos, además de compen-
saciones de diversa índole relacionadas con la 
naturaleza política de estas designaciones. En 
Chile existe la fi gura a “contrata”. Estos fun-
cionarios poseen con excepción de la estabilidad 
derechos semejantes a los de planta tales como 
el aguinaldo y las asignaciones especiales por re-
sultados. Aunque se trata de una categoría de 
empleados que por defi nición sólo duran un año 
en el cargo pueden ser prorrogados y suelen te-
ner estabilidad semejante a la de los empleos de 
planta de carrera. El personal “a contrata” ha 
ido aumentando progresivamente. Incluyendo 
el sector Salud, abarcaba el 22% (1995), el 31% 

(1998) y el 40,2% en el 2001 (Iacoviello, Zuva-
nic, 2004).

La mayoría de los países de la región care-
cen de una planifi cación estratégica formal de 
sus recursos humanos. Sin embargo, podemos 
considerar que la existencia de un sistema pre-
supuestario integrado implica un mínimo nivel 
de planifi cación de personal, ya que a través del 
presupuesto se puede ver la distribución de gru-
pos de trabajo entre las distintas áreas y progra-
mas. Según el grado de integración del sistema 
presupuestario, su relación con las metas orga-
nizacionales, y la existencia o no de mecanismos 
de rendición de cuentas, podemos ubicar a los 
distintos países en distintos niveles de acerca-
miento al modelo planteado. 

En el grupo de países con valoración prome-
dio entre 0 y 1 para este subsistema, encontramos 

Tabla 1. Síntesis de valoraciones promedio del subsistema Planifi cación para cada país

 Nivel 0 Nivel 1 Nivel 2 Nivel 3 Nivel 4–5
El Salvador Ecuador Costa Rica Brasil
Honduras Perú Venezuela Chile
Panamá R.Dominicana Colombia
Paraguay Guatemala Argentina 
 Nicaragua Uruguay
 Bolivia
 México

Fuertes limitaciones de Intentos de planifi cación de Proceso de planifi cación Proceso de planifi cación Disponibilidad de     
información sobre RH. RH a partir de la gestión del relativamente coordinado de RH en funcionamiento, información. Previsiones    
Políticas de reducción presupuesto. Prima la a partir de la gestión con aspectos a desarrollar. de personal derivadas de    
que no logran restricción presupuestaria. presupuestaria, con Introducción (al menos la estrategia.    
efectivizarse. Información mínima para algunas fallas en la parcial) de criterios Planifi cación fl exible.    
 la gestión de RH. información y falta de estratégicos. Alta tecnifi cación, y  
  orientación estratégica.   costos razonables de  
    nómina.

3 En el caso de Argentina a fi nes del 2004 el número de 
contratados era de 19.276 mientras que el total de fun-
cionarios de planta permanente por SINAPA ascendía 
a 24.2683. El Ministerio de Desarrollo Social cuenta 
con una planta permanente de 302 cargos a nivel cen-
tral y el número de contratados para esa misma depen-
dencia asciende a 1054. El Ministerio de Economía y 
Producción tiene una planta de 2.104 agentes SINAPA 
y 1.123 contratados; el de Educación una planta de 
885 permanentes y 778 contratados.
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casos en los cuales, a pesar de los esfuerzos de 
informatización hay fuertes defi ciencias en 
la información básica sobre los recursos 
humanos. Tal es el caso de El Salvador, 
Panamá, Honduras, Paraguay, Ecuador, 
Perú, Guatemala y Nicaragua. Cuando 
hay sistemas de información sobre los recursos 
humanos están desarticulados, y la información 
difi ere según el área que la produce. El caso de 
Panamá es ilustrativo en este sentido, donde la 
información sobre cantidad de personas ocupa-
das y salarios que mantiene la Dirección de Ca-
rrera Administrativa difi ere de la provista por la 
Contraloría y por la Dirección Nacional de Pre-
supuesto. En Guatemala se da una situación 
similar, con información divergente entre la pro-
vista por el Ministerio de Economía y Finanzas 
y la producida por las instituciones. En El Sal-
vador se han detectado situaciones irregulares 
como percepción de doble salario y hasta pago a 
fallecidos debido a las defi ciencias de los sistemas 
de información, si bien cabe señalar que se están 
haciendo esfuerzos para reordenar la gestión. 
Nicaragua también registra fuertes défi cits de 
información, que pueden difi cultar la efectiva 
implantación de los planes de recursos humanos 
planteados en la reciente Ley de Servicio Civil y 
Carrera Administrativa (2003).

Por otro lado, en estos países la planifi cación 
de los recursos humanos está fuertemente condi-
cionada por la política de restricción presupues-
taria y de contención del gasto en salarios. Estos 
objetivos se logran con mucha difi cultad, dadas 
las fuertes presiones sindicales. Un ejemplo ex-
tremo en este sentido es el caso de Honduras, 
donde el poder de los sindicatos del personal 
bajo estatutos especiales ha resistido los esfuer-
zos de contención salarial. Los défi cits de infor-
mación mencionados anteriormente difi cultan 
los intentos de ordenamiento de la gestión pre-
supuestaria de los salarios, que es el primer paso 
para sistematizar la planifi cación de los recursos 
humanos. Tal es el caso en Paraguay, donde 
el último intento de reorganizar el sistema, en 
el año 2000, partió de un censo de funcionarios 
debido a la inexistencia de información básica 

sobre las plantillas públicas. Lo mismo sucede en 
Ecuador, donde el relevamiento del personal y 
las remuneraciones para la implementación de 
la nueva ley se realizó a partir de las planillas del 
presupuesto 2005, por falta de información so-
bre plantas. En Perú, la evolución de las plan-
tas de personal responde de manera reactiva a 
pedidos de altas autoridades, nuevos mandatos 
legales, o restricciones presupuestarias. También 
en este caso debió recurrirse al mecanismo del 
censo general de funcionarios para partir de da-
tos ciertos sobre las plantillas, en el año 2003. 
En República Dominicana no hay prácticas 
sistemáticas de planifi cación de recursos huma-
nos (salvo excepciones, como las secretarías de 
Educación y Trabajo), a pesar de estar vigente 
desde 1965 un sistema de planifi cación económi-
ca, social y administrativa. La mayor debilidad 
es la falta de sistemas de información completos 
y legajos actualizados aunque hay cambios en 
ciernes a través de un proyecto de informatiza-
ción en etapa de diseño. 

Los casos de Bolivia, México, Costa 
Rica y Venezuela plantean una situación 
intermedia, en la cual se dan algunos avances 
a partir del ordenamiento de la gestión presu-
puestaria. En estos casos opera como mayor 
restricción la restricción presupuestaria, y los 
módulos de recursos humanos de los sistemas 
informatizados son en general los más rezaga-
dos para su desarrollo e integración al sistema 
presupuestario. En Bolivia la Ley de Adminis-
tración Financiera está vigente desde hace unos 
años, y en proceso de implementación, si bien los 
subsistemas de organización y personal son los 
menos desarrollados. Cada organismo establece 
un Plan Operativo Anual (POA) a partir del cual 
se defi ne el personal, pero es un proceso emi-
nentemente formal. En la práctica solo operan 
los techos presupuestarios como criterios para la 
planifi cación del personal. El sistema de infor-
mación sobre personal (SIAP) está en desarrollo, 
y todavía no se cuenta con bases de datos fi ables. 
En México impera una planifi cación de carác-
ter básicamente presupuestario. La Ley de Servi-
cio Profesional de Carrera (2004) busca instaurar 
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una verdadera planifi cación funcional a través 
de la creación de un Registro Único de Servi-
dores Públicos (RUSP) que permita hacer valo-
raciones cualitativas y cuantitativas del personal 
necesario. En Venezuela se están dando inten-
tos de planifi car desde una visión estratégica, 
pero el subsistema presenta fuertes defi ciencias 
en los sistemas de información de personal, con 
varios proyectos paralelos de informatización. 
También en el caso venezolano se decidió partir 
de un censo de funcionarios para alimentar la 
nueva base de datos, debido a la baja confi abili-
dad de la información existente. La planifi cación 
de recursos humanos se instrumenta a partir de 
los cambios organizacionales macro, de manera 
reactiva frente a restricciones presupuestarias y 
limitaciones a la creación de cargos. Ante mejo-
ras de la economía se fl exibilizan las restriccio-
nes y vuelven a crearse unidades. La nueva Ley 
del Estatuto de la Función Pública (LEFP, 2002) 
establece la obligatoriedad de los planes de per-
sonal, pero todavía no han sido implementados. 
Por último, en Costa Rica la planifi cación de 
RH se presenta como el subsistema más débil 
para este país, dada la incipiente orientación 
hacia prácticas de planifi cación. Sin embargo, 
cabe destacar que este aspecto es ámbito de tra-
bajo actual y que se están realizando acciones a 
efectos de su mejora, tales como la articulación 
de los procesos asociados al Sistema Nacional de 
Evaluación (SINE), el Plan Nacional de Desa-
rrollo y Presupuesto, y el Sistema de Rendición 
de Cuentas (SIMERC). Se cuenta con un buen 
sistema de información presupuestaria, si bien 
todavía opera más como registro que como he-
rramienta de gestión. 

En los casos de Colombia, Argentina y 
Uruguay encontramos procesos de plani-
fi cación de recursos humanos a través de 
procesos presupuestarios más desarro-
llados, y podemos identifi car intentos de 
introducir una perspectiva estratégica. 
En Colombia se da una evolución inercial de 
las plantas de personal y falta de orientación de 
largo plazo, pero el Programa de Renovación de 
la Administración Pública (PRAP) lanzado en 

2002 implica un cambio positivo, ya que elimi-
nó superposiciones de áreas y realizó ajustes en 
términos de cantidad de empleados, además de 
promover la carrera administrativa. Los serios 
problemas de información detectados están en 
vías de solución a través de la mejora del siste-
ma informático. La nueva Ley de Empleo Públi-
co, Carrera Administrativa y Gerencia Pública 
(2004) incluye planes de personal, y la fi gura de 
empleo temporal para ordenar la situación de las 
contrataciones. En Argentina la planifi cación 
se realiza a través de la gestión presupuestaria, 
que está bastante desarrollada y genera informa-
ción para la gestión, pero las decisiones sobre do-
tación quedan ligadas a las necesidades fi scales. 
Algunas decisiones siguen quedando a discreción 
de las autoridades políticas a través de la gestión 
del presupuesto, la asignación de unidades re-
tributivas y las contrataciones temporarias. Los 
intentos de relacionar previsiones de personal y 
estrategia organizacional no han tenido resul-
tados signifi cativos. Los cambios de orientación 
de la planifi cación de recursos humanos se dan 
centralmente a través de creación de nuevas es-
tructuras. Uruguay se plantea como un caso 
interesante por su presupuesto quinquenal basa-
do en Planes estratégicos y Planes de Gestión, y 
el esfuerzo de trabajar con base en indicadores 
de gestión construidos a partir de metas institu-
cionales. Este proceso tuvo mayor impulso entre 
1995 y 2000, pero sigue vigente, si bien la plani-
fi cación implica presupuestación de cargos y no 
de puestos, en gran proporción inamovibles, y 
con vacantes congeladas. El Sistema de informa-
ción (SIIF) ha sido implementado para comple-
mentar la gestión por resultados, y el Sistema de 
remuneraciones chequea datos contra el SIIF. 

Por último, encontramos un desarrollo de 
la función de planifi cación a partir de la 
estrategia macro en los casos de Chile y 
Brasil. Esta orientación estratégica parece expli-
car la consistencia interna de la gestión de RH y 
la sustentabilidad de las políticas de RH en ambos 
países. En Brasil se trabaja desde 1988 en varias 
líneas que se orientan a la articulación del pro-
ceso de planifi cación: la planifi cación estratégica 
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macro, los planes plurianuales, las leyes directrices 
presupuestarias, y el proceso de presupuestación 
anual. Estas herramientas se utilizaron durante 
la presidencia de Cardoso para programar con-
tracción del gasto y los nuevos concursos. La Fu-
sión del Ministerio para la Reforma del Estado 
(MARE) con el Ministerio de Planifi cación en 
1999 fue una medida que buscó integrar la po-
lítica presupuestaria con la gestión, reforzándose 
este proceso a partir de 2002, con resultados par-
ciales. En el gobierno de Lula, se ha realizado la 
elaboración paralela de Plan de Gestión Pública 
y de los planes plurianuales 2004–2007, con una 
estrategia defi nida de perfi l de los recursos huma-
nos, aunque hay problemas de implementación 
por negociaciones políticas y restricción presu-
puestaria. El caso de Chile se caracteriza por una 
alta disciplina fi scal, y una gestión de los recursos 
humanos altamente centralizada. Se ha desarro-
llado un sistema de control de gestión orientado a 
resultados institucionales y grupales (Programa de 
Mejoramiento de la Gestión, PMG), asociados a 
remuneración variable. El Estatuto Administrati-
vo (1989) introduce cierta rigidez en la planifi ca-
ción de los recursos humanos, compensada por la 
fl exibilidad de contrataciones temporarias, que se 
caracterizan por contar con marcos legales ade-
cuados y transparentes.

III. ORGANIZACIÓN DEL TRABAJO

Otro aspecto relevante para alinear la gestión de 
recursos humanos a la estrategia de la organiza-
ción, junto con la función de planifi cación que 
acabamos de analizar, es el diseño de las estruc-
turas y la defi nición de los puestos de trabajo. En 
este sentido encontramos serias defi ciencias en la 
mayoría de los países de la región. 

Muy pocos países cuentan con un manual de 
puestos ordenado, basado en competencias y en 
pleno funcionamiento, y difícilmente se encuen-
tra una organización que recurra a expertos para 
el diseño de puestos y perfi les. Pero sí encontra-
mos países en los que se incorporan criterios téc-
nicos para defi nirlos, más allá que se implemente 

con expertos, o con las propias áreas de personal. 
Analizando en detalle los procesos de organiza-
ción del trabajo en los distintos países, encon-
tramos casos en los que, pese a no contarse con 
manuales de puestos estandarizados, se da cierto 
grado de institucionalización de la descripción 
de tareas y perfi les, aunque se realice ad-hoc al 
momento de la cobertura de los cargos. 

Una situación particular se presenta en la 
mayoría de los países de América Central, para 
los cuales el subsistema de organización del tra-
bajo resulta el mejor valorado para el respec-
tivo país, incluyendo los casos de República 
Dominicana, México, El Salvador, Hon-
duras, Panamá y Nicaragua, mientras que 
para Guatemala coincide con el promedio de 
valoración de todo el sistema de gestión de re-
cursos humanos. En Sudamérica, en cambio, 
solamente en Ecuador resulta el subsistema 
mejor valorado, y es en el contexto de un servicio 
civil casi inexistente en todo otro aspecto. Como 
veremos, esto responde a la generalizada utili-
zación de consultorías internacionales que han 
desarrollado manuales de puestos para los países 
centroamericanos, que sin embargo encuentran 
serias difi cultades para mantenerlos actualizados 
y utilizarlos efectivamente para la gestión. 

En el grupo de países con menor de-
sarrollo de este subsistema encontramos 
casos en los que no se ha logrado desarro-
llar una clasifi cación de puestos, como se 
da en Paraguay, Perú y Bolivia, o manua-
les de puestos formales que no han po-
dido implementarse plenamente, como 
se da en Guatemala, Honduras, Panamá, 
Ecuador, Nicaragua y El Salvador. 

En Paraguay no hay una clasifi cación for-
mal de puestos, salvo un manual de 19 pues-
tos tipo, de reciente elaboración con apoyo del 
Banco Mundial, y tampoco hay elaboración de 
descripciones ad-hoc para incorporaciones. En 
Perú la función está escasamente desarrollada. 
El diseño de puestos es algo virtualmente inexis-
tente, más allá de algunos Manuales de Organi-
zación y Funciones (MOF) que se han elaborado 
en algunas organizaciones para cumplir con la 
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obligación legal, pero no se utilizan. En Bolivia 
no se han logrado concretar los intentos de de-
sarrollo de un manual de puestos previsto en las 
normas. Se han desarrollado metodologías de 
valoración de puestos, pero no se implementa-
ron. En los concursos (que se realizan sólo en al-
gunas organizaciones piloto del PRI) se defi nen 
los puestos y los perfi les para ocuparlos. 

Por su parte, Guatemala cuenta con un 
sistema antiguo de clasifi cación de puestos, con 
base en clases genéricas, que no se actualiza des-
de 1989. Escasa relación entre descripción de 
puesto y tareas desempeñadas. En Honduras, 
los manuales de puestos están desactualizados, y 
sólo contienen requisitos de titulación o especia-
lización técnica. Además, no se cuenta con la ca-
pacidad operativa para controlar la correlación 
entre la defi nición del puesto y el trabajo efec-
tivamente realizado. En Panamá se realizó un 
proyecto amplio de diseño de estructuras organi-
zativas y elaboración de manuales institucionales 
entre 1997 y 1999 con la colaboración de una 
consultoría internacional, pero sólo en contados 
casos se han realizado revisiones para actualizar-
los. Ecuador presenta un sistema de clasifi ca-
ción reciente (2001) pero que es poco utilizado 
para la gestión concreta. Lo mismo sucede en 

Nicaragua y El Salvador, en ambos casos con 
manuales desarrollados por HayGroup.

Entre los países con una valoración 
media para este subsistema, encontra-
mos los casos de República Dominica-
na, Colombia, Uruguay, Costa Rica y 
Venezuela, en los cuales la gestión de los 
puestos de trabajo está instalada como 
función de recursos humanos, con pro-
cesos de mejora en curso para optimizar 
su funcionamiento. En el caso de Repúbli-
ca Dominicana, se cuenta con un manual de 
puestos desarrollado por la misma Ofi cina Na-
cional de Administración Pública (ONAP), que 
está en proceso de actualización. En general to-
davía hay una baja introducción del concepto de 
competencias en la gestión de los puestos, con 
excepción de la Carrera Administrativa para cuya 
incorporación se requieren perfi les de tareas que 
se traducen en las pruebas a rendir. Se manejan 
proyectos de carreras con perfi les específi cos, no 
asociados a organizaciones específi cas (directivos, 
economistas, gestores sociales, planifi cadores). En 
Colombia existe un sistema de nomenclatura y 
clasifi cación de cargos, de carácter obligatorio 
para la rama ejecutiva, si bien es bastante dis-
perso y complejo, lo cual se presta a confusión 

Tabla 2. Síntesis de valoraciones promedio del subsistema Organización del Trabajo para cada país

   Nivel 0 Nivel 1 Nivel 2 Nivel 3 Nivel 4–5
Paraguay Bolivia R.Dominicana Brasil
Perú Guatemala Colombia
 Honduras Uruguay
 Panamá Costa Rica
 Ecuador Venezuela
 Nicaragua Argentina
 El Salvador Chile
  México

Virtual inexistencia de Intentos de implementación Existencia de normativa Defi nición de puestos Diseño de puestos sobre   
la función de organiza- de manuales de puestos. sobre puestos y perfi les, y ampliamente utilizada, con criterios de gestión,    
ción del trabajo, que se O, aún sin manuales, alguna utilización al menos parcial algunas defi ciencias en la puestos “enriquecidos”.    
 limita en todo caso a instancia de defi nición de de defi niciones de puestos. actualización Perfi les expresados en  
manuales y reglamentos responsabilidades y perfi les,   términos de competen-  
formales sin intentos de al menos en algunas áreas.   cias y basados en estu- 
implementación. No se    dios técnicos. 
defi nen los puestos de 
trabajo.
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e inequidades. Los requisitos y la defi nición de 
perfi les de cargos tienden a particularizar cada 
puesto de trabajo, lo cual afecta la movilidad. La 
nueva Ley de Empleo Público y Carrera Admi-
nistrativa (2004) prevé los “cuadros funcionales”, 
que implican agrupaciones de empleos de similar 
naturaleza. En Uruguay los cargos están agru-
pados en 17 clases con progresión de grados por 
antigüedad, y casos aislados de clasifi cación por 
tareas y requisitos de puestos. La jerarquización 
de puestos responde a un patrón razonable. La 
defi nición de responsabilidades y perfi les es ge-
neralizada a partir de la implementación de la 
carrera. Una norma reciente exige también la 
defi nición de tareas y perfi les para las contrata-
ciones temporarias. En Costa Rica existen pro-
cesos estandarizados de elaboración de perfi les, 
descripción y clasifi cación tradicional de puestos, 
sin adaptación a cambios por variaciones. Se está 
trabajando en un Sistema para la Certifi cación y 
Acreditación de Competencias Laborales, que fa-
vorecería la movilidad horizontal y la empleabili-
dad. En Venezuela existe un sistema defi nido de 
puestos que se maneja con un clasifi cador único 
para toda la Administración Pública Nacional, 
pero que no refl eja la realidad de los cambios de 
la organización, y se encuentra en un incipiente 
proceso de actualización. Los perfi les se basan 
centralmente en criterios de titulación y expe-
riencia, aún después del proceso de redefi nición 
de reglamentos de selección que intentan intro-
ducir criterios más amplios para estos procesos. 

En los casos de Argentina, Chile, Méxi-
co y Brasil encontramos que la gestión de 
puestos, ya sea formal a través de los sistemas 
de clasifi cación de puestos, o informal a través 
de la defi nición de puestos y perfi les ad hoc para 
su cobertura, se complementa con la intro-
ducción de la gestión por competencias. 

En Argentina, el Sistema Nacional de Pro-
fesión Administrativa (SINAPA, 1991) no incluye 
un sistema de defi nición de puestos, aunque ti-
pifi ca cierto número de puestos como categorías 
de trabajo genéricas. Se elaboró un nomenclador 
para áreas administrativas pero aún no está im-
plementado. Algunos organismos técnicos tienen 

descriptivos de puestos sistematizados. Los proce-
sos de creación de estructuras y de selección de 
personal implican defi nición de puestos y perfi les, 
aunque basados en criterios no homogéneos. El 
concepto de competencias comienza a instalarse 
en la descripción de perfi les y en las estrategias de 
desarrollo y capacitación. En Chile, se da una 
decisión explícita de trabajar con base en un siste-
ma de organización del trabajo fl exible alineado 
a productos y resultados, y no sobre manuales de 
puestos. Los escalafones indican requisitos centra-
les, y previo a los concursos se defi nen el contenido 
y los requisitos del puesto. Se incluye la noción de 
competencias, aunque no se las relaciona estric-
tamente con puestos concretos. La Ley de Nuevo 
Trato (2003) requiere la defi nición de perfi les con 
base en competencias para designación de Altos 
Directivos Públicos. En México se trabaja con 
base en “profesiograma” para los empleados sin-
dicalizados. Los perfi les se ajustan sólo al revisarse 
las estructuras organizacionales. La valoración de 
puestos se realiza a través de sistema Hay para los 
mandos medios (personal de carrera), y la estruc-
tura de puestos ha sido elaborada recientemente. 
Se está trabajando en la perfi lación de puestos 
según el modelo de gestión por competencias, co-
menzando por el personal de carrera. En Brasil 
se han creado recientemente carreras basadas en 
un perfi l polivalente (2000–2002), con base en 
competencias genéricas y específi cas. Los nuevos 
perfi les polivalentes son notorios en las llamadas 
“áreas exclusivas del estado”, aunque en general 
subsisten demasiadas carreras sectoriales. El Plan 
de Clasifi cación de Cargos (PCC) incluye una ex-
haustiva descripción de las tareas, aunque muchas 
de ellas están obsoletas, especialmente nivel ope-
rativo. La fi gura de las Funciones Comisionadas 
Técnicas (FCT) se utiliza para reconocer cargos 
con responsabilidad, pero todavía tienen un bajo 
nivel de implementación. 

IV. GESTION DEL EMPLEO

Al evaluar la gestión del empleo notamos que la 
diferenciación más fuerte en el desempeño de 
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los países se da por las actividades de recluta-
miento y selección, dado que la movilidad es 
bastante baja para todos los casos, y la desvincu-
lación de funcionarios de carrera casi no existe 
más allá de las jubilaciones o renuncias extraor-
dinarias de funcionarios, y programas de retiro 
voluntario. La incorporación por mérito resulta 
el aspecto más elaborado desde el punto de vista 
normativo en la mayoría de los países, y en mu-
chos casos es un principio de rango constitucio-
nal. En casi todos los países ha habido intentos 
—con variado nivel de éxito— de implementar 
concursos por mérito4. 

Se reporta para prácticamente todos los casos 
limitaciones a la movilidad. La diversidad de 
regímenes es una traba, pero también la imposi-
bilidad de ejercer el rol directivo desde una posi-
ción estratégica. Es difícil justifi car la “necesidad 
de servicio” que lleva a mover a un funcionario 
de un área a otra. Los movimientos entre áreas 
terminan estando sujetos a negociaciones entre 
el funcionario y el área receptora. Asimismo, es 
generalizada la situación de rigidez en los meca-
nismos de desvinculación, incluso en coexis-
tencia con sistemas clientelísticos que registran 
despidos por causas políticas. En los servicios 
civiles con mayor grado de clientelismo, se han 
dado masivas desvinculaciones con cada cambio 
de gobierno. En estos casos podríamos suponer 
que no opera la condición de rigidez que exis-
te en los países con normas activas respecto de 
la estabilidad de los funcionarios. Pero fuera de 
estas situaciones de “purga” (que de todos mo-
dos implican tortuosas cuestiones legales durante 
años), se reporta en simultáneo la rigidez para 
desvincular funcionarios con base en problemas 
disciplinarios o incluso en casos de corrupción. 

Casi todos los sistemas de servicio civil de la 
región contemplan la existencia de una plan-
ta de personal político o de confi anza del 
gobierno nacional (incluyendo, por ejemplo, el 
gabinete ministerial, asesores de gabinete, presi-
dentes o directores de empresas públicas y orga-
nismos descentralizados, directores generales de 
línea), es decir, personal de libre nombramiento 
y remoción, que no adquiere estabilidad y debe 

renunciar a su cargo cuando se produce la des-
vinculación del ministro o superior inmediato. 
La Tasa de Designaciones Políticas que se pre-
senta entre los indicadores cuantitativos en los 
diagnósticos, refl eja la proporción de cargos su-
jetos a designación política sobre el total de car-
gos de la administración pública a nivel nacional 
(ver Anexo B). Si bien el promedio general para 
la región se encuentra en el orden del 3%, esta 
cifra se ve distorsionada por los altos porcentajes 
de Guatemala, Brasil y Bolivia, de manera 
que si excluimos a estos tres países el promedio 
se encuentra en menos del 1%. El punto es que 
la información relevada refl eja la proporción de 
cargos que las normas reservan como de libre 
designación, y en los países de la región esto pue-
de diferir fuertemente de la cantidad de cargos 
efectivamente designados discrecionalmente. Es 
justamente la divergencia entre las normas y las 
prácticas instaladas la mayor debilidad de los sis-
temas de servicio civil en estos países. 

Los tres países que presentan los valores más 
altos para este indicador ilustran claramente la 
relatividad del mismo. Los casos de Bolivia y 
Guatemala sí podrían refl ejar niveles altos de 
politización, pero no necesariamente más mar-
cado que otros países que aparecen con tasas de 
politización muy bajas. El caso de Brasil resul-
ta, a partir de los diagnósticos realizados, el siste-
ma más meritocrático de la región. Sin embargo, 
reserva un porcentaje elevado de cargos para li-
bre designación, que en su mayoría corresponde 
a los puestos de Dirección y Asesoramiento Su-
perior (DAS). Si bien estos puestos son de libre 
designación, prima para los mismos el criterio de 

4 Las funciones de reclutamiento y selección, dentro de 
la gestión del empleo, están bastante desarrolladas en 
comparación con el resto de los subsistemas dentro de 
cada país en la región sudamericana. Para los casos de 
Bolivia, Argentina, Brasil y Colombia resulta el subsis-
tema mejor valorado, y en los casos de Ecuador, Pa-
raguay, Uruguay y Venezuela, la valoración obtenida 
para este subsistema es superior a la valoración prome-
dio del país en el diagnóstico institucional respectivo. 
(Iacoviello y Zuvanic, 2005) 
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competencia técnica (acompañado obviamente 
por la confi anza política), y del total de cargos 
DAS, el 63% es ocupado por funcionarios de lí-
nea. El perfi l de los directivos de los niveles más 
altos de los cargos DAS presentan un porcentaje 
de ocupantes con estudios de nivel superior de 
98%, en comparación con el promedio para el 
total de los empleados, que asciende al 54%. 

Si analizamos los resultados obtenidos en la 
evaluación del subsistema de Gestión del Empleo 
en los diagnósticos institucionales, encontramos 
que los casos de Costa Rica, Chile y Brasil 
refl ejan una instalación generalizada de los prin-
cipios de mérito en las decisiones de selección 
y desvinculación. Les sigue un grupo de países, 
incluyendo Argentina, Venezuela, México, 
Colombia y Uruguay, en los cuales coexisten 
criterios de mérito con tradiciones clientelísticas. 
Por último, un amplio grupo que comprende 
Ecuador, Perú, Bolivia, y todos los países 
centroamericanos con excepción de Cos-
ta Rica que refl ejan una fuerte politización de 
las decisiones de ingreso y desvinculación. 

En los casos de Panamá, Honduras, Ni-
caragua, Guatemala, Perú y Ecuador se 
reportan procesos de alta politización tanto en 

la incorporación como en la desvinculación de 
personal, con amplio recambio de funcionarios 
con cada cambio de administración. En todos los 
casos las leyes contemplan el ingreso basado en 
el mérito, en algunos casos vigentes desde hace 
décadas5. Es interesante resaltar en los casos de 
Ecuador y Perú que las leyes recientemente 
dictadas reiteran los principios ya establecidos 
en las normas previas, que no habían logrado 
implementarse. 

En Paraguay y en el segmento del servicio 
civil en República Dominicana la ambigüe-
dad normativa sugiere una alta politización de 
las decisiones de incorporación, ya que sólo se 
exigen requisitos mínimos para el ingreso. En 
República Dominicana para el segmento de 

Tabla 3. Síntesis de valoraciones promedio del subsistema Gestión del Empleo para cada país

 Nivel 0 Nivel 1 Nivel 2 Nivel 3 Nivel 4–5
Panamá Nicaragua Venezuela Chile Brasil
El Salvador Guatemala México Costa Rica 
Honduras Paraguay Argentina
 Perú Uruguay
 Ecuador Colombia
 R.Dominicana
 Bolivia   

Predomina la discrecio- Intentos de limitación de la Conviven e sistemas de Predominio de criterios Reclutamiento abierto y   
nalidad de las autorida- discrecionalidad en el ingre- mérito con prácticas técnicos para el recluta- con base en idoneidad, 
des para nombrar, so, progreso y desvinculación, clientelísticas para el miento, selección, movili- garantías contra    
reubicar o desvincular a que no llegan a concretarse reclutamiento, selección dad y desvinculación del arbitrariedad. Selección    
los empleados. plenamente. y desvinculación. personal. basada en competencias,  
    instrumentos validados.  
    Mecanismos de recep- 
    ción, movilidad, control  
    de ausentismo, discipli- 
    narios. Desvinculación por 
    incumplimiento, no arbi- 
    traria.

5 El Salvador, Honduras y Guatemala tienen leyes vi-
gentes dictadas en los años ’60, que por la turbulenta 
situación política de las décadas siguientes no lograron 
ser reglamentadas, o, aún reglamentadas, no pudieron 
implementarse. También en Ecuador y Perú rigen nor-
mas que contemplan el ingreso por mérito desde los 
’80. El resto de los países presenta normativa más re-
ciente, dictada dentro de la década del ’90. 
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Carrera Administrativa las normas contemplan 
el ingreso por mérito, pero en los hechos no se 
han respetado con los cambios de gobierno las 
incorporaciones realizadas por concurso, utili-
zando la invocación al artículo 55 de la Consti-
tución que otorga amplios poderes al Presidente 
en relación con la incorporación y remoción de 
funcionarios. 

En El Salvador la ley prioriza a los emplea-
dos en el nivel inferior a la vacante, luego esta-
blece la instancia de concurso cerrado, y si no se 
cubre la vacante, se prevé el concurso abierto. 
Estos últimos nunca se concretan, y los concur-
sos internos están politizados. Se reporta una cu-
riosa “institucionalización” de un procedimiento 
especial para los casos de candidatos sugeridos 
por políticos. Por su parte, en Bolivia siguen 
predominando los criterios políticos, aunque 
algunas organizaciones incluidas en el Proyecto 
de Reforma Institucional (PRI) han incorporado 
personal por concurso público a través de convo-
catorias públicas abiertas. Los intentos de imple-
mentar el Estatuto del Funcionario Público (EFP 
1999) reemplazaron la politización absoluta de 
las incorporaciones y desvinculaciones por una 
situación de tensión entre la tradición clientelís-
tica y las nuevas reglas que se intentan imponer 
desde las áreas rectoras. 

La fuerte politización que se describe para 
las decisiones sobre el personal en este grupo de 
países no hace más que realimentar el proceso, 
ya que nuevas administraciones tienen motivos 
para desconfi ar de la competencia y lealtad de 
los empleados nombrados por los gobiernos pre-
vios, y por lo tanto, a nombrar nuevos funcio-
narios. En algunos países, se puede predecir la 
afi liación partidaria de los empleados de acuerdo 
al año en que fueron incorporados. 

Dentro del grupo de desarrollo intermedio 
de este subsistema, se dan diferentes perfi les. En 
los casos de México, Venezuela y Colombia 
se dan situaciones hasta ahora bastante politi-
zadas, pero con un movimiento fuerte hacia el 
mérito en los nuevos marcos legales. A diferencia 
de los tres casos mencionados, en Uruguay y 
Argentina hubo ambiciosos intentos de desa-

rrollo de la carrera administrativa y de reforma 
del servicio civil que han quedado estancados 
por la prohibición de incorporación de nuevos 
empleados a la planta, y por la utilización de me-
canismos paralelos de contratación.

El caso de México es bien particular, por la 
fragmentación que plantea el sistema. El perso-
nal de base o sindicalizado, a excepción de médi-
cos y docentes, rara vez ingresó por mecanismos 
formales y públicos. Por el contrario, su recluta-
miento ha estado pautado por compromisos po-
líticos y presiones sindicales, y si bien se prevé el 
avance en la carrera, los concursos de ascenso no 
se concretan. Por su lado, la nueva Ley de Ser-
vicio Profesional de Carrera (LSPC, 2004) prevé 
la cobertura de todos los puestos de mandos me-
dios por mecanismos públicos y criterios de mé-
rito, utilizando como mecanismo de postulación 
exclusivo una página Web ofi cial (www.trabajaen.
gob.mx) para garantizar la transparencia del sis-
tema. Asimismo, para este segmento se prevén 
múltiples alternativas de movilidad, incluyendo 
trayectorias verticales o de especialidad, trayec-
torias horizontales en función del desempeño y 
de la certifi cación de competencias, movilidad 
por reestructura y movilidad temporal. Este no-
vedoso diseño recién está comenzando a ser im-
plementado. 

En general hay en México una alta estabi-
lidad en el puesto. La estabilidad está limitada 
formalmente por la Ley Federal de Responsabi-
lidades Administrativas, aunque difícilmente se 
apliquen las medidas de desvinculación previstas 
como sanción. Para el segmento sindicalizado la 
estabilidad está protegida por ley. En los mandos 
medios no había hasta la nueva ley estabilidad 
en el cargo, aunque de todos modos la estabili-
dad era alta debido a la afi nidad política, ya que 
prácticamente todos los burócratas de alto nivel 
estaban vinculados al Partido Revolucionario 
Institucional (PRI). Cabe aclarar que, aún en la 
situación anterior, la alta burocracia ha tenido 
una tradición “profesionalizante”, si bien total-
mente alejada de un esquema de reclutamiento 
y avance por mérito. De hecho fue todo un de-
bate en México hasta dónde representaría una 
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real ventaja garantizar la estabilidad de los nive-
les directivos. Desde una perspectiva de reforma 
gerencial se argumentaba que los niveles supe-
riores de la burocracia se desempeñaban bien, y 
de conformidad con muchos de los preceptos ge-
renciales. Desde una perspectiva más basada en 
la meritocracia, se argumentaba que cualquier 
victoria de la oposición destruiría el gerencialis-
mo informal existente, politizaría la burocracia y 
dejaría fuera de sus cargos a los gerentes públicos. 
Esta última perspectiva primó en última instan-
cia, y se tradujo en la Ley de Servicio Profesional 
de Carrera (2003) recientemente dictada. 

En Venezuela los niveles operativos se rigen 
por la Ley del Trabajo, mientras que los emplea-
dos de carrera y de libre designación y remoción 
son regidos por la Ley del Estatuto de la Función 
Pública (LEFP, 2002). La ley anterior (Ley de 
Carrera Administrativa, LCA, 1975) establecía 
el concurso como mecanismo para la selección 
del personal, pero el mismo no era utilizado, 
siendo el chequeo de requisitos y la contratación 
a tiempo determinado, la modalidad central a 
efectos del acceso a los cargos. Hay una tenden-
cia a revertir la situación a partir de la LEFP, que 
establece el ingreso a través de concursos públi-
cos. Se han aprobado los manuales de selección 
de varios organismos desde 2003, y se realizaron 
concursos en algunas áreas (por ejemplo Produc-
ción y Trabajo). En relación con la desvincula-
ción, se ha utilizado frecuentemente la causal 
de “reestructuración organizativa o fi nanciera”. 
En general no ha habido recambio generaliza-
do de funcionarios con cada gobierno, pero se 
han dado recientemente casos de rescisiones de 
empleo por motivos políticos, con denuncias de 
despidos a partir de la fi rma del referéndum de 
revocatoria presidencial6. Colombia también 
presenta un cambio reciente en su situación, a 
partir de la aprobación de la nueva ley (2004) 
después de cinco años de vacío legal durante los 
cuales se realizaron designaciones “provisiona-
les” (38% el personal de carrera), “inscripciones 
extraordinarias”, y concursos para confi rmar a 
“encargados”. La nueva ley incorpora mayores 
garantías para el ingreso por mérito con la re-

creación de la Comisión Nacional de Servicio 
Civil —esta vez integrada por concurso públi-
co—, y con la estructuración de un sistema de 
Gerencia Pública tendiente a hacer meritocrá-
tico el acceso a los cargos de libre remoción y 
confi anza. Estos procesos han iniciado su imple-
mentación durante 2003 en algunas áreas. La 
posibilidad de desvinculación por bajo rendi-
miento está establecida en la Constitución, y la 
nueva ley incorpora la causal de destitución por 
“razones de buen servicio”, para casos en que el 
rendimiento atenta contra la calidad del servicio 
ofrecido. Se han dado rescisiones por cuestiones 
económicas y organizativas a partir del Proyecto 
de Reorganización de la Administración Pública 
(PRAP), con la particularidad de prever la fi gura 
de “retén social”, por la cual se busca minimizar 
el impacto de los despidos sobre grupos vulne-
rables.

En los casos de Argentina y Uruguay se 
han desarrollado sistemas de reclutamiento y 
selección por mérito pero están prohibidas las 
incorporaciones en la planta permanente, y se 
recurre a la incorporación a través de contra-
taciones. En Argentina predominan las desig-
naciones por excepción desde hace al menos 
tres años para las funciones ejecutivas y se han 
dado solamente casos aislados de concursos en 
algunas áreas, generalmente de perfi l técnico7. 
Además se ha recurrido a la fi gura de las contra-
taciones temporarias, que se extienden por lar-
gos plazos para asumir tareas de línea, creando 

6 Obviamente no se cuenta con cifras ofi ciales. El se-
cretario ejecutivo de la Confederación de Trabajadores 
de Venezuela (CTV), Pablo Castro, asegura que en los 
organismos públicos han sido despedidos 7.600 traba-
jadores por haber fi rmado para solicitar el referendo 
revocatorio presidencial, 22/03/04 en http://www.
cioslorit.org
7 A partir de la fecha de fi nalización del diagnóstico 
(octubre 2004), se ha llamado a concursos en algunas 
dependencias, que, si bien siguen representando ex-
cepciones, podrían ser un indicio de una tendencia a 
revertir la situación. 
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una burocracia paralela. No hay despidos ma-
sivos por causas políticas, pero se han dado re-
estructuraciones para desplazar funcionarios en 
cargos críticos. Por otro lado, si bien está previs-
ta la desvinculación por mal desempeño, en los 
hechos no se utiliza. En Uruguay la normativa 
prevé reclutamiento interno para la mayoría de 
los cargos, y rige la prohibición de incorporación 
a planta hasta el año 2015. Los cargos de Alta 
Gerencia reclutan hacia adentro y hacia fuera 
de la administración, pero los concursos no se 
ponen en práctica por restricciones presupuesta-
rias. Una particularidad del sistema uruguayo es 
la reciente exigencia de concurso abierto para los 
contratos a término. La desvinculación presenta 
rigideces, con múltiples fi guras de protección de 
la estabilidad8. 

En Costa Rica el mérito es un principio re-
lativo y parcialmente aplicado, particularmente 
en el ámbito del Gobierno Central, con base en 
el Estatuto de Servicio Civil vigente desde 1953. 
El reclutamiento es abierto a todos los candida-
tos que reúnan los requisitos exigidos, se aplican 
herramientas de selección e inducción, y existen 
rescisiones de empleo por razones económicas u 
organizativas y por bajo rendimiento. En el caso 
de Chile, no se da esta tradición meritocrática 
de larga data, pero el Estatuto Administrativo 
(1989) establece los concursos de ingreso, que 
se aplican con modalidades diversas en distintas 
áreas, y la Ley de Nuevo Trato (2003) introduce 
criterios de mérito para la incorporación de los 
cargos de libre designación a través del Sistema 
de Alta Dirección Pública9. La desvinculación 
por mal desempeño está contemplada y se uti-
liza, aunque no de manera generalizada. La re-
ciente Ley de Probidad Administrativa introduce 
innovaciones como la suspensión del empleo 
como sanción. Por último, es importante señalar 
que en el sistema chileno las contrataciones tem-
porarias se rigen por la modalidad de empleo “a 
contrata”, que representa un marco legal claro 
y con similares características a la planta per-
manente, salvo la garantía de estabilidad en el 
empleo. De todos modos se respeta la estabilidad 
de estos empleados, sujeta a evaluaciones de fa-

vorables. En Brasil, por su parte, encontramos 
un sistema bien institucionalizado y masivo para 
la cobertura de puestos a través de concursos pú-
blicos, incluso para cargos bajo Ley de Contrato 
de Trabajo (régimen celetista). Como ya se ha 
mencionado, el acceso a funciones gratifi cadas y 
a funciones de Dirección y Asesoramiento Supe-
rior (DAS) se realiza por selección directa y con 
sentido político, pero contemplando criterios de 
mérito y con alta proporción de los cargos cu-
biertos por funcionarios de línea. En cuanto a 
la desvinculación, la Enmienda Constitucional 
19 de 1998 introduce la pérdida de inamovili-
dad, pero de hecho hay alta estabilidad10. Se han 
realizado despidos por exceso de gastos basados 
en criterios impersonales, y programas de retiro 
incentivado bajo el gobierno de Cardoso, sin re-
gistrarse despidos por motivos “políticos”. 

En síntesis, si bien hay limitaciones en la im-
plantación de criterios de mérito en los servicios 
civiles de todos los países de la región, podemos 
distinguir tres grupos en términos de su acerca-
miento relativo al modelo de gestión analizado. 
La distinción surge centralmente, como ya he-
mos explicado, del grado de instalación de crite-
rios técnicos para el reclutamiento y la selección 
del personal, ya que el resto de las funciones in-

8 Se contemplan las fi guras de “inamovilidad”, que im-
plica la limitación de la desvinculación a las causales 
de ineptitud, omisión o delito, y que requiere acuerdo 
del Senado, y la “amovilidad”, que implica causales si-
milares, pero no requieren acuerdo del Senado para 
destituir al funcionario implicado. 
9 El sistema abarca a) cargos de jefe de servicio, desig-
nados por el presidente entre candidatos presentados 
por el Comité de la Alta Dirección Pública, b) cargos 
de segundo nivel jerárquico, que se cubrirán por con-
curso según el nuevo reglamento, dando prioridad a 
empleados “a contrata” (contratos temporarios) con 3 
años en funciones. 
10 La desvinculación por mala evaluación del desem-
peño individual, prevista en la EC 19, no se ha podido 
instrumentar, al punto que el gobierno actual está con-
siderando solicitar al Congreso retirar dicho proyecto 
de reglamentación. 
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volucradas en la gestión del empleo se encuen-
tran poco desarrolladas para todos los países 
analizados. 

V. GESTION DEL RENDIMIENTO

El subsistema de gestión del rendimiento tiene 
un rol central para el funcionamiento efi ciente 
del sistema de gestión de los recursos humanos. 
El seguimiento del desempeño individual, grupal 
e institucional, y las decisiones que a partir del 
mismo se tomen en relación con la asignación de 
tareas, promoción en la carrera, reconocimiento 
monetario o no monetario, tienen incidencia di-
recta sobre la motivación y retención de los fun-
cionarios. Sin embargo, este subsistema resulta 
el menos desarrollado en términos relativos en la 
mayoría de los casos de la región. Esta situación 
refl eja la confl ictividad intrínseca que plantea la 
implantación de sistemas de evaluación del des-
empeño, y la falta de incentivos de autoridades 
políticas y funcionarios de línea para ponerlos en 
práctica. 

Más allá de la escasa presencia de sistemas 
generalizados de gestión del rendimiento, a los 
fi nes de la evaluación hemos considerado como 

un indicador de incipiente desarrollo del sistema 
que al menos exista una instancia de evaluación 
del evaluación individual, y a partir de allí ha-
brá diferenciación entre los países en términos 
de lo extendido de su implementación, y de su 
sostenimiento en el tiempo. Como veremos en 
el análisis comparativo de la posición de los die-
ciocho países estudiados en la valoración de este 
subsistema, sólo en los servicios civiles más desa-
rrollados se utiliza la evaluación individual como 
herramienta de gestión efectiva, y se la articula 
con el grupal e institucional. 

En los países con menor desempeño para 
este subsistema encontramos una situación gene-
ralizada de ausencia de mecanismos sistemáticos 
de evaluación del desempeño. Si bien ya hemos 
mencionado que el subsistema de gestión del 
rendimiento está poco desarrollado para toda la 
región, en varios de estos países ni siquiera ha lle-
gado a articularse la evaluación del desempeño 
individual, como es el caso de Panamá, Nica-
ragua, Paraguay y Guatemala; o se aplica 
en casos aislados como sucede en los organismos 
piloto del PRI en Bolivia, algunos sectores bajo 
la carrera administrativa en República Domi-
nicana, y el personal bajo estatutos especiales en 
Honduras. Para los casos de Perú, Ecuador 

Tabla 4. Síntesis de valoraciones promedio del subsistema Gestión del Rendimiento para cada país

 Nivel 0 Nivel 1 Nivel 2 Nivel 3 Nivel 4–5
Nicaragua Perú México Chile
Guatemala Ecuador Colombia
Panamá Venezuela Argentina
Honduras Costa Rica Brasil
Paraguay  Uruguay
Bolivia
El Salvador
R.Dominicana

Evaluación del desem- Evaluación del desempeño Existe un sistema de La evaluación del desempe- Objetivos de rendimiento  
peño enunciada en las prevista en las normas, e evaluación del desempeño, ño individual se comienza con base en objetivos    
normas, pero práctica- implementada en algunas aunque no se ha logrado a relacionar con el rendi- estratégicos. Se apoya la  
mente sin implementa- áreas del gobierno. su implementación plena y miento grupal e institucio- gestión y el rendimiento 
ción.  su utilización como herra- nal, y hay intentos de de las personas, y se lo 
  mienta de gestión utilizar el sistema como evalúa en relación con  
   herramienta de gestión. los estándares fi jados a  
    través de un sistema 
    efi ciente y equitativo
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y El Salvador se reporta una aplicación parcial 
de la evaluación del desempeño individual, sin 
que rijan criterios unifi cados, y predominando el 
sesgo hacia la benevolencia en la evaluación. En 
el caso de Perú, el fondo de asistencia y estímulo 
considera la evaluación del desempeño para su 
distribución, y es uno de los pocos mecanismos 
de mejora salarial, de ahí la tendencia a eva-
luaciones positivas generalizadas. Algo similar 
ocurre en Ecuador, donde la evaluación anual 
se vincula a los ascensos, pero el proceso se ha 
burocratizado y los ascensos se consideran un 
derecho adquirido. 

Los casos de Venezuela, México, Co-
lombia, Argentina, Uruguay y Costa Rica 
forman un grupo intermedio en términos 
de su desempeño para el subsistema de 
gestión del rendimiento. En general dentro 
de este grupo de países la evaluación del desem-
peño es una práctica instalada, aunque presenta 
problemas en su funcionamiento como herra-
mienta de gestión. Se ha intentado relacionar 
la evaluación del desempeño con incrementos 
salariales, pero los resultados son todavía débi-
les en términos de la generación de esquemas 
de incentivos al rendimiento. En Venezuela y 
Colombia el proceso de evaluación se realiza 
con base en instrumentos técnicos pero resulta 
sesgado en su aplicación por excesiva benevo-
lencia de los supervisores, ya que es uno de los 
únicos mecanismos de mejora salarial. Por otro 
lado las restricciones presupuestarias impiden 
concretar los aumentos de categoría, lo cual des-
virtúa el sistema. En Costa Rica la evaluación 
del desempeño es de larga tradición y se aplica 
con regularidad desde 1995 en las áreas sujetas 
al Estatuto del Servicio Civil (1953), sin embargo 
dista de estar diseñada con base en metas y es-
tándares vinculados a la estrategia institucional, 
y si bien se toma en consideración para ascensos 
y promociones, no se refl eja signifi cativamen-
te en incrementos salariales. En Argentina se 
sigue realizando la evaluación individual anual 
desde 1992 en el ámbito del SINAPA, pero con 
bajo nivel de cumplimiento de las formalidades, 
y fuerte presencia de conductas adaptativas (ro-

tación de califi caciones altas) por el sistema de 
distribución forzada de las califi caciones. Tanto 
en el SINAPA como en otros escalafones se aso-
cia la evaluación al avance en la carrera, aunque 
por restricciones presupuestarias suelen adeu-
darse los incentivos por desempeño. 

El caso de México es diferente, ya que sólo se 
ha dado hasta el momento una implementación 
parcial de la evaluación del desempeño indivi-
dual, especialmente en organismos con procesos 
de certifi cación de calidad. Sin embargo, la Ley 
de Servicio Profesional de Carrera (2004) re-
presenta un avance, ya que prevé la evaluación 
individual, colectiva e institucional. Esta ley to-
davía no ha comenzado a aplicarse, pero se debe 
destacar el potencial de un diseño novedoso, con 
una evaluación individual que incluye la evalua-
ción del desempeño y del alcance de las metas 
del plan individual de carrera. Para el personal 
de base, los arreglos sindicales no contemplan la 
evaluación de desempeño, pero una norma re-
ciente11 apunta a revertir esta situación. 

Se destaca dentro de este grupo el caso de 
Uruguay, que ha avanzado en la implementa-
ción de un sistema de evaluación de la gestión 
a partir de la Ley de Rendición de Cuentas de 
1998, que ha implicado esfuerzos de defi nición 
de metas institucionales. Este logro debe ser des-
tacado porque no hay muchos países en la re-
gión que hayan intentado abordar otros niveles 
de evaluación más allá del individual. Todavía 
queda pendiente la relación entre el nivel micro 
y el nivel meso, ya que en el nivel de evaluación 
individual —que se sostiene desde 1996— per-
siste el esquema de distribución forzada que ge-
nera conductas adaptativas en relación con la 
asignación de premio al desempeño. Si pudiera 
articularse la evaluación individual a partir de 
las metas institucionales, comenzaría a integrar-
se plenamente el sistema. 

En los casos de Chile y Brasil encontra-
mos sistemas de evaluación que intentan 

11 Norma de Evaluación de Desempeño, agosto de 
2004.
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conectar los niveles de rendimiento indi-
vidual, grupal e institucional. La gestión 
del rendimiento en Chile incluye los tres nive-
les, y, como ya se mencionó, se asocia a concep-
tos de remuneración variable, lo cual lo destaca 
del resto de la región12. La evaluación individual 
se aplica en forma generalizada, y combina as-
pectos de comportamientos laborales y de resul-
tados. Los resultados de la evaluación se utilizan 
como insumo para el avance de grado y concur-
sos, pero la mayoría es califi cada en la máxima 
categoría, denominada “lista 1”13. El Sistema de 
Califi cación Grupal -vinculado al incremento 
por desempeño colectivo de la Ley de Nuevo 
Trato (2003)- ya ha sido aplicado en el año 2003 
con buenos resultados. Se evalúa a los funciona-
rios que se desempeñan en equipos, unidades o 
áreas de trabajo, y se efectúa en relación con el 
grado de cumplimiento de las metas anuales de 
gestión fi jadas para cada uno de ellos por el jefe 
superior de servicio. Las metas y sus indicadores 
deben estar vinculados a la misión institucional, 
objetivos estratégicos y productos relevantes de 
cada ministerio o servicio, y validadas en el sis-
tema de planifi cación y control de gestión. El 
incentivo por desempeño colectivo reemplaza al 
incentivo por desempeño individual de la asig-
nación de modernización de la Ley Nº 19.553 
de 1998 (Ley ANEF), ya que este último se con-
sideró inefi caz debido a la excesiva benevolencia 
que generaba en las evaluaciones. La evaluación 
institucional está vinculada a los Programas de 
Mejoramiento de la Gestión (PMG) en los ser-
vicios públicos, asociando el cumplimiento de 
objetivos de gestión a un incentivo de carácter 
monetario para los funcionarios14. Los PMG se 
han estructurado con base en un conjunto de 
áreas comunes para todas las instituciones del 
sector público, denominado Programa Marco, 
que incluye sistemas de gestión en las áreas de 
recursos humanos, atención de usuarios, plani-
fi cación y control de gestión, auditoria interna, 
desconcentración, administración fi nanciera 
contable y enfoque de género. Por último, la Ley 
de Nuevo Trato (2003) incorporó la evaluación 
de los jefes superiores de servicio a través de la 

fi gura de los convenios de desempeño, que se 
acuerdan con el ministro del ramo respectivo. 
Los convenios incluyen las metas anuales es-
tratégicas de desempeño del cargo durante el 
período y los objetivos anuales de resultados a 
alcanzar en el área de responsabilidad del direc-
tivo. El potencial desafío del sistema chileno es 
el nivel creciente de exigencia de metas15, que 
puede crear difi cultades en el futuro al plantear-
se situaciones de objetivos no alcanzados (y por 
lo tanto, de incentivos no pagados). 

Por su parte, la gestión del rendimiento en 
Brasil actualmente tiene dos componentes: in-
dividual (del funcionario en el ejercicio de las 
atribuciones del cargo) e institucional (colectivo 
en el cumplimiento de las metas que fi ja cada 
organización). Implica compensaciones eco-
nómicas llamadas gratifi caciones de desempeño por 
actividad. Éstas se reorganizan a partir de 2000, 
extendiéndose a casi todas las carreras y cargos, 
y fi jando el valor de la gratifi cación en un nivel 

12 En Brasil y Uruguay también ha habido esfuerzos de 
defi nir metas institucionales, pero con menor grado de 
articulación entre los tres niveles de evaluación.
13 La califi cación individual ubica al directivo en algu-
na de las siguientes listas: Lista 1 (distinción), Lista 2 
(buena), Lista 3 (condicional), Lista 4 (eliminación). Se 
realiza anualmente en forma regular y está a cargo de 
una Junta Califi cadora, que procesa una pre-califi ca-
ción del superior directo.
14 También está basado en la Ley Nº 19.553 de 1998, y 
el Decreto 475 del mismo año.
15 El retroceso en el grado de cumplimiento de las me-
tas comprometidas a través de los PMG entre 2002 y 
2003 (pasó del 94% al 74% de cumplimiento de metas 
previstas) parece encontrarse fundamentalmente en el 
contraste entre el grado creciente de exigencias que 
impone el sistema y la disposición o capacidad de al-
gunos servicios para responder a las mismas. El diseño 
actual de los PMG supone que todos los servicios de-
ben comprometer metas cada vez más exigentes en sus 
sistemas administrativos hasta alcanzar la meta fi nal, 
expresada en las etapas 4 o 6. Esto demanda de los 
servicios un grado de compromiso con las metas y un 
esfuerzo también creciente. 
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de hasta el 50% del salario básico (sumando la 
gratifi cación por individual e institucional). Las 
gratifi caciones son administradas bajo distribu-
ción forzada, lo que genera resistencias y con-
ductas adaptativas, parcialmente neutralizadas 
por el peso de la evaluación institucional. Su 
grado de implementación varía por área, siendo 
mayor en áreas económicas, en las que se tiende 
a establecer metas más concretas. El Plan Plu-
rianual (PPA) introduce la evaluación de metas 
institucionales pero la misma no termina de ar-
ticularse con la evaluación individual en la ma-
yoría de las organizaciones, y se nota un proceso 
de defl ación de las metas institucionales para 
permitir la distribución de la gratifi cación en la 
organización. Por otra parte, si bien existen indi-
cadores institucionales, aún no está establecido 
un sistema por el que el jefe establezca los objeti-
vos y metas de los funcionarios individuales para 
todas las organizaciones públicas.

VI. GESTION DE LA COMPENSACIÓN

En relación con el subsistema de Gestión de la 
Compensación, la defi ciencia generalizada tiene 
que ver con la falta de una verdadera política sa-
larial, que lleva a que predomine el criterio de 
la restricción presupuestaria, generando decisio-
nes que contradicen el objetivo de garantizar la 
equidad interna y externa de las remuneracio-
nes. Es también una difi cultad fuerte la dispo-
nibilidad de información y la transparencia en 
la gestión de los salarios, lo cual se exacerba en 
los servicios civiles menos desarrollados llegan-
do a falta de información básica sobre las re-
muneraciones de los empleados. Otra debilidad 
generalizada en la región es la situación de los 
sistemas de pensiones, que se encuentran en se-
rios problemas de sustentabilidad, con algunos 
casos particularmente críticos16. Por otro lado, 
hay baja incidencia de la implementación de sis-
temas de remuneración variable en relación con 
el rendimiento o el cumplimiento de metas. En 
general, los intentos de asociar incentivos al des-
empeño individual destacado tienden a generar 

conductas adaptativas (rotación de califi caciones 
máximas), desvirtuando el sistema. 

Por último, las estrategias de reconocimien-
to no monetario son prácticamente inexistentes, 
y se dan solamente en casos aislados. A modo 
de ejemplo, se puede citar el caso de México, 
donde para el personal de base se otorgan el 
Premio Nacional a la Antigüedad, y el Premio 
Nacional de la Administración Pública, y tienen 
un “Programa Empleado del Mes”. En Perú se 
otorgan las “palmas magisteriales” a los docen-
tes con desempeño destacado, y en la SUNAT 
(Aduana) reconocen al mejor empleado, además 
de otorgar becas de estudio a los empleados de 
mejor desempeño. En Colombia existe un Pre-
mio Alta Gerencia, un banco de éxitos, becas de 
estudio, y se utiliza la participación en proyectos 
especiales como herramienta de reconocimiento. 
En Chile se otorga el Premio a la excelencia ins-
titucional, que implica un pago pero también un 
reconocimiento público.

En la mayoría de los países ha habido en los 
años ‘90 un gran esfuerzo por sistematizar la in-
formación administrativa y presupuestaria, por 
lo que la mayor diferenciación se da en 
términos de equidad interna del sistema, y 
competitividad de los salarios. Estos son los 
dos aspectos centrales que se describen a conti-
nuación para distinguir entre los niveles de acer-
camiento de cada país al estándar planteado en 
el modelo de referencia para este subsistema. 

En los países con menor valoración 
para este subsistema, la diversidad en los 
criterios de pago para distintos grupos 
de funcionarios no permite garantizar 
una mínima equidad interna a partir de 
la cual asociar niveles de responsabilidad 
o complejidad de tareas y niveles de re-
muneración. Los casos de Perú y Ecuador 
son paradigmáticos en este sentido, y las nuevas 

16 En el relevamiento surgieron como particularmente 
críticos los sistemas de Perú, Ecuador, Nicaragua y Ve-
nezuela, si bien prácticamente todos los países presen-
tan serios problemas con sus sistemas de pensiones. 
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leyes tienen entre sus objetivos centrales el orde-
namiento del sistema salarial. En Perú solo el 
40% de los sueldos se paga por planilla única, lo 
cual hace prácticamente imposible obtener in-
formación para la gestión salarial. La nueva ley 
marco prohíbe el pago de más de una remune-
ración mensual, así como los contratos de con-
sultoría para altos funcionarios, y el presupuesto 
2005 prohíbe el pago de más de una remunera-
ción mensual, por lo que se infi ere que se trata de 
prácticas extendidas. En Ecuador la enorme di-
versidad de regímenes crea una fuerte inequidad 
interna, se generan “clases de burócratas”, y es 
de uso habitual el término “burocracia dorada” 
para referirse a sectores con sueldos privilegiados, 
como el Ministerio de Economía y Finanzas y el 
Banco Central. Si bien se estableció por decreto 
una escala salarial única, y se prevé su implemen-
tación entre 2005 y 2009, sus perspectivas no son 
favorables dada la fuerte resistencia interna. En 
términos de competitividad salarial los dos casos 
son bien extremos: Perú es uno de los tres úni-
cos casos (junto con Nicaragua y Uruguay) en la 
región donde el promedio salarial del sector pú-
blico es menor al del sector privado, mientras que 
en Ecuador la baja competitividad en algunos 
sectores coexiste con un premio salarial alto en el 
sector público. 

Una situación similar se da en el resto de los 
países de este grupo. Nicaragua, Honduras, 
Guatemala y El Salvador cuentan con una 
escala salarial aprobada por ley, pero al no com-
prender bonifi caciones y no refl ejar aumentos 
selectivos, no resultan representativas de la si-
tuación real. En República Dominicana no 
hay escala salarial ni siquiera al interior de una 
misma organización, y se da una ausencia de re-
lación entre pago y tareas realizadas. En Pana-
má tampoco se cuenta con una ley de salarios, y 
esto resulta funcional a la discrecionalidad de los 
jefes directos. En Paraguay la falta de informa-
ción sobre empleo público y salarios es notable, y 
se infi ere del funcionamiento del sistema un alto 
grado de inequidad interna y externa. En Boli-
via hay mayor disponibilidad de información a 
partir del proceso presupuestario, pero también 
se registran distorsiones salariales fuertes, espe-
cialmente en comparación con las superinten-
dencias (organismos de control). 

En términos de competitividad salarial este 
grupo de países presenta situaciones variadas, 
desde los casos ya mencionados de Nicaragua 
y Perú con promedios de salario menor en el 
sector público, pasando por relaciones de equi-
valencia entre ambos sectores para los casos 
de Panamá, Paraguay, Guatemala y Re-

Tabla 5. Síntesis de valoraciones promedio del subsistema para cada país

 Nivel 0 Nivel 1 Nivel 2 Nivel 3 Nivel 4–5
Perú Nicaragua Costa Rica Chile
Ecuador Bolivia México Brasil
El Salvador Guatemala Colombia
Honduras R.Dominicana Argentina
Panamá Venezuela Uruguay
Paraguay

Información limitada Información básica sobre Se dispone de información Amplia disponibilidad de Compensación articulada   
sobre empleo y remune- salarios, pero insufi ciente para la gestión de las información sobre salarios. con la estrategia organi-   
raciones, presunción de para una gestión efi ciente remuneraciones, pero falta Introducción de criterios zativa. Equidad interna  
 fuerte inequidad interna del sistema de remuneracio- una orientación estratégi- estratégicos, al menos en y externa. Costo salarial   
y externa. nes. Situaciones de inequidad ca. Relativa equidad inter- ciertas áreas. Razonable razonable. Efi ciencia de  
 interna y externa. na y externa. nivel de equidad interna y los esquemas de incen 
   externa. Introducción de tivos y benefi cios ex
   sistemas de incentivos. trasalariales. Estrategias  
    de reconocimiento no  
    monetario.
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pública Dominicana, y con casos de mejor 
posicionamiento como los de El Salvador y 
Honduras donde el promedio para el sector 
público duplica al del sector privado. Sin em-
bargo, salvo en el caso de República Domini-
cana, en todos los países se reportan problemas 
de competitividad salarial para los niveles ge-
renciales. 

El grupo con desempeño media en 
este subsistema presenta avances en tér-
minos de defi nición de escalas salariales 
en función de tareas y niveles de respon-
sabilidad, pero persisten situaciones de 
inequidad interna y problemas de com-
petitividad salarial en los sectores geren-
ciales. La inequidad se basa en la multiplicidad 
de adicionales que pese a los intentos de unifi ca-
ción siguen representando una parte importante 
de la remuneración. En Colombia los adiciona-
les representan en promedio un 50% del salario 
básico, creando una profusión de niveles salaria-
les17. En Argentina, a pesar del avance que sig-
nifi có el SINAPA en términos de simplifi cación 
del sistema de remuneraciones y asociación de 
pago con relación a función desempeñada, sub-
sisten adicionales sujetos al poder de negociación 
y a la posibilidad de fi nanciamiento de cada ju-
risdicción. En Uruguay la estructura retributiva 
básica se ve afectada por una gran diversidad de 
adicionales (120 retribuciones especiales), lo cual 
afecta la equidad interna. 

En este grupo de países los sistemas de com-
pensación, más allá de su fragmentación, están 
reglamentados, dejando poco margen para de-
cisiones discrecionales, y se cuenta con informa-
ción sufi ciente para la gestión de los salarios. En 
general presentan una amplitud razonable de 
sus escalas salariales, salvo los casos de México 
y Venezuela que resultan extremos opuestos: 
México con una amplitud salarial exacerbada 
por los salarios directivos, que son notablemente 
superiores a los de la región (e incluso a los que 
se pagan en países desarrollados), y Venezuela 
con una amplitud salarial reducida por la prác-
tica de aumentos generales indiscriminados que 
aplanaron la pirámide salarial18. 

En términos de competitividad de los sala-
rios respecto del sector privado, en Costa Rica, 
Argentina y Venezuela19 el promedio salarial 
del sector público duplica al del sector privado, 
y Colombia presenta un promedio similar en 
ambos sectores. En todos los casos se reportan 
problemas de competitividad salarial en los nive-
les gerenciales, salvo en el caso de México por 
los motivos antes señalados. El caso de Uruguay 
es el único para este grupo en el que el promedio 
salarial del sector público es menor al privado, 
aunque se compensa en cierta medida con la re-
ducción de jornada para los profesionales (y la 
tolerancia al doble empleo), que funcionan como 
mecanismos de compensación no monetaria.

Por último, se destacan los casos de 
Brasil y Chile, que presentan sistemas 
ordenados de gestión salarial, con rela-
tiva equidad interna y procesos en curso 
para mejorar la competitividad salarial. 
En el caso de Brasil, el gobierno de Cardoso 
hereda una estructura salarial desordenada por 
los esfuerzos orientados a recuperar el salario 
frente a la infl ación y por la capacidad de presión 
de ciertos grupos para obtener benefi cios. Entre 
1995 y 2000, se busca equiparar a los salarios 
públicos con los privados, utilizando estudios de 
benchmarking20, e introducir la jerarquía salarial, 
es decir, la consistencia de los salarios relativos a 
partir de las atribuciones, las responsabilidades 
y los perfi les de los cargos. Esto último llevó a 
la redefi nición entre la relación del componente 

17 La DAFP trabaja en un proyecto de unifi cación y 
simplifi cación del sistema de salarios.
18 Como ejemplo se puede mencionar el aumento ge-
neral de 30% otorgado en 2003.
19 En este caso es precisamente la política de aumen-
tos generalizados que se mencionara antes como una 
restricción en términos de aplanamiento de la escala 
salarial, la que favoreció a los empleados públicos res-
pecto de los privados. 
20 Entre 1995 y 2002, se revisó la remuneración de cer-
ca de 40 carreras estructuradas esenciales del estado, 
resultando en una tasa media de aumento salarial del 
210%.
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salarial básico o fi jo (vencimientos básicos – VB) y 
el componente variable (gratifi cación), reduciendo 
este último y extendiendo la amplitud salarial de 
las carreras, mediante un aumento de los niveles 
más altos, siendo el salario promedio de los car-
gos políticos un 12% mayor que cargos semejan-
tes en el sector privado, controlando por edad, 
educación y sexo. La estrategia salarial para los 
cargos altos se continúa en el gobierno de Lula 
a fi n de evitar una “fuga de cerebros” del Eje-
cutivo, aunque ha cambiado el enfoque ya que 
en este gobierno se están dando ajustes mayores 
a los cargos operativos y menores a los cargos 
más altos, bajando la amplitud salarial. A pesar 
de contar con una situación muy ordenada de 
acuerdo a los parámetros de la región, los son-
deos de opinión registran que no hay percepción 
de equidad, pero esto probablemente se debe a 
una cultura muy peculiar de la administración 
pública. Los mayores desequilibrios se dan en el 
nivel operativo, con productividad baja y sala-
rios promedio más altos que en el sector privado, 
que desearían tener mejor condiciones laborales 
(mayores sueldos, jefes más comprensivos, etc.) 
pero con una visión de funcionarios pasivos. 

Chile, por su parte, se caracteriza por un 
régimen centralizado de gestión salarial, que le 
imprime alto nivel de coherencia, con remunera-
ciones básicas determinadas por grado asignado 
al cargo. Se producen reajustes anuales o bianua-
les con base en la negociación sindical. La fl exibi-
lidad viene dada por la introducción de incentivos 
institucionales a partir de los Programas de Me-
joramiento de la Gestión (PMG) y los incentivos 
colectivos establecidos en la Ley de Nuevo Trato 
(LNT 2003)21. La LNT introduce un premio a la 
excelencia institucional, asignación de cargos de 
Alta Dirección Pública (ADP) y funciones críti-
cas, además de una bonifi cación por retiro. Los 
sueldos son competitivos en los niveles adminis-
trativos, pero no en los niveles gerenciales, lo que 
genera disconformidad y rotación, si bien el siste-
ma de Alta Dirección Pública intenta resolverlo. 

Es interesante señalar que tanto en el caso 
chileno como en el brasileño, con sistemas ins-
titucionales bastante maduros, persisten serios 

problemas en el régimen de pensiones. En Chi-
le se plantea el tema crítico del “daño previsio-
nal” por diferencia en los montos de cotización 
de pensiones en las Administradoras de Fondos 
de Pensión (AFP) para los funcionarios públicos 
previo a 1987, que todavía está pendiente de re-
solución. Y en Brasil, el concepto de jubilación 
integral que era central dentro del régimen espe-
cífi co para los funcionarios y que signifi caba un 
enorme costo previsional, recién pudo limitarse 
a partir de las enmiendas constitucionales 41 y 
42 del año 2003 promovidas por el gobierno de 
Lula, si bien el proceso había comenzado duran-
te el gobierno anterior. 

VII. GESTION DEL DESARROLLO

En este subsistema confl uyen los aspectos relativos 
al avance en la carrera, es decir los mecanismos 
de promoción de los empleados, y las actividades 
de formación a través de capacitación y progra-
mas de desarrollo de competencias. Esto implica 
que se está considerando a la carrera como una 
herramienta central del desarrollo de competen-
cias de los empleados dentro de un sistema inte-
grado de gestión de recursos humanos. 

Con relación a los mecanismos de promo-
ción, se registra en general para la región un 
bajo nivel de implementación de la carrera, a 
pesar de las menciones en las sucesivas normas. 
En los casos en que se ha logrado implementar la 
carrera, persiste el esquema de promoción ante 
vacantes en puestos superiores con base en un 
criterio de antigüedad. En general hay una baja 
articulación entre los mecanismos de avance y la 
gestión del rendimiento del personal. En cuanto 
a los mecanismos de formación, las iniciativas 
de capacitación están fuertemente sujetas a res-
tricciones presupuestarias, precisamente por su 
falta de vinculación con la estrategia organiza-

21 En la sección sobre Gestión del Rendimiento se pro-
veen mayores detalles sobre los incentivos asociados 
al rendimiento colectivo e institucional en el sistema 
chileno.
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cional. Al no haber una clara articulación con el 
nivel estratégico, se difi culta fuertemente soste-
ner altos niveles de inversión en la formación del 
capital humano de la organización ante las tan 
frecuentes crisis presupuestarias de los gobiernos 
nacionales de la región. En general los sistemas 
de capacitación no se orientan a necesidades cla-
ramente determinadas desde la organización, 
sino a la demanda de los funcionarios. 

Un punto crítico asociado con los procesos de 
capacitación es el desarrollo de la función direc-
tiva, que en la mayoría de los países de la región 
plantea importantes brechas de competencias en 
relación con las nuevas demandas de la organi-
zación. El sistema chileno intenta implementar el 
desarrollo gerencial a partir del sistema de Alta 
Dirección Pública a partir de la Ley de Nuevo 
Trato (LNT, 2003), y en Brasil se maneja a tra-
vés de la cobertura de los cargos DAS (Dirección 
y Asesoramiento). Salvo estos dos casos, el resto 
de los países o bien no han intentado procesos 
de desarrollo de la función gerencial, o los han 
abandonado por motivos presupuestarios. 

Las diferencias entre la valoración promedio 
para este subsistema en los diferentes países se ex-
plica a partir del grado de instalación de criterios 
de mérito para las decisiones de promoción, es 
decir, el grado de implementación de los sistemas 

de carrera administrativa. Los aspectos ligados a 
la formación están bastante poco desarrollados 
desde su articulación estratégica para todos los 
países, con excepción de los servicios civiles más 
maduros. El panorama general abarca entonces 
situaciones de politización de las decisiones de 
promoción, casos de introducción de criterios 
objetivos basados fuertemente en la antigüedad, 
y algunos casos excepcionales de carreras más 
dinámicas que refl ejan criterios de mérito en las 
decisiones de promoción, y que además articu-
lan las actividades de formación con la gestión 
de la carrera. 

En los países con una menor valoración pro-
medio para este subsistema encontramos que la 
politización del ingreso y la desvincula-
ción descrita al analizar el subsistema de 
Gestión del Empleo llevan a la inexisten-
cia generalizada de sistemas de carrera. 

Tabla 6. Síntesis de valoraciones promedio del subsistema Gestión del Desarrollo para cada país

 Nivel 0 Nivel 1 Nivel 2 Nivel 3 Nivel 4–5
El Salvador Guatemala México Chile
Ecuador Panamá Uruguay Brasil
Perú Venezuela Argentina
Honduras R.Dominicana Colombia
Bolivia  Costa Rica
Nicaragua
Paraguay

Inexistencia de carrera No se aplica la carrera Carrera desarrollada en la Iniciativas para consolidar Planes fl exibles de carrera,   
administrativa, o pre- prevista en las normas. normativa y aplicada al criterios de mérito para el promoción horizontal.     
sencia puramente formal Esfuerzos de capacitación al menos en algunos organis- avance en la carrera. Avance con base en     
en enunciados en la menos en algunas áreas. mos. Esfuerzos por orientar la rendimiento y desarrollo  
normativa. Baja presen-  Presencia de actividades capacitación hacia objeti- de competencias.
cia de actividades de  de capacitación, falta vos estratégicos Formación orientada al
capacitación.    orientación a objetivos  aprendizaje colectivo,
  estratégicos.   diseñada y evaluada en  
    función de la estrategia.

22 Aún en algunos casos puntuales de alto desarrollo de 
actividades de capacitación, como es el caso de la Su-
perintendencia Nacional de Administración Tributaria 
(SUNAT) en Perú, que ha invertido fuertemente en el 
Instituto de Administración Tributaria, o la Contraloría 
de Bolivia que ha encarado un proceso de capacitación 
masivo en el sistema administrativo presupuestario, si-
gue faltando orientación estratégica a estas iniciativas. 
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En general la carrera administrativa se establece 
en todas las normas del servicio civil de los paí-
ses de este grupo, pero en muy pocos casos pudo 
ser reglamentada y menos aún implementada. 
Asimismo, para estos países las iniciativas de ca-
pacitación se dispersan al no estar entroncadas 
en un sistema de carrera que las articule22. En 
los casos de Honduras, Nicaragua, Gua-
temala y Paraguay nunca se logró aplicar la 
carrera administrativa. En el caso de Bolivia 
sólo pudo implementarse en algunos organismos 
piloto del PRI. En el resto de los países del gru-
po —Panamá, El Salvador, Perú, Ecuador 
y República Dominicana— los criterios de 
promoción están fuertemente afectados por cri-
terios de confi anza política. 

En los países con una valoración media para 
el subsistema de Gestión del Desarrollo, formado 
por Venezuela, México, Uruguay, Argenti-
na y Colombia, encontramos que se han 
dado intentos de implementar sistemas 
de carrera administrativa en paralelo con 
la introducción de criterios de mérito para la in-
corporación de personal según se describió en el 
análisis del subsistema de Gestión del Empleo. 
Estos intentos, a pesar de no llegar a traducirse 
en una instalación plena de los sistemas de méri-
to, introdujeron cierto grado de meritocracia en 
las decisiones de promoción. 

Dentro de este grupo, los casos de Ve-
nezuela, México y Colombia se caracte-
rizan por estar actualmente en proceso 
de implementación de nuevas normas. 
En Venezuela está establecida la carrera ad-
ministrativa, pero no hay una vinculación entre 
la evaluación del rendimiento y la promoción, y 
además las restricciones presupuestarias no per-
miten garantizar los incrementos por promocio-
nes. En este caso se da una oferta signifi cativa 
de capacitación pero variable según la organiza-
ción, y a partir de las demandas de los funcio-
narios. La nueva Ley del Estatuto de la Función 
Publica (LEFP 2002) prevé integrar el plan de 
capacitación en los planes de personal. Las ins-
tituciones a cargo de la capacitación, el Institu-
to Venezolano de Planifi cación (IVEPLAN), el 

Sistema Nacional de Adiestramiento (SNA) y la 
Fundación Escuela de Gerencia Social, gozan 
de reconocimiento por su capacidad técnica. En 
México, la carrera está en vías de implementa-
ción a partir de la normativa reciente para los 
mandos medios (Ley del Servicio Profesional de 
Carrera, 2003). El personal de base o sindicaliza-
do no tiene opciones de movilidad, mientras que 
para el personal de carrera a partir de la reciente 
ley se esperan múltiples formas de progreso fun-
cional: jerárquico, lateral, horizontal, e incluso 
intercambios con entidades privadas. Cada or-
ganismo gestiona individualmente sus activida-
des de capacitación, y el Instituto Nacional de 
la Administración Pública tiene la particularidad 
de ser una asociación civil. En Colombia la ley 
que establece las Normas sobre Carrera Admi-
nistrativa (1998) preveía ascensos por concur-
so, que fueron suspendidos por sentencias de la 
Corte (1999), lo cual generó un sistema estático, 
ligado a la permanencia en el mismo empleo. La 
nueva Ley de Empleo Público y Carrera Admi-
nistrativa (2004) establece concursos meritocrá-
ticos a cargo de una nueva Comisión Nacional 
de Servicio Civil. En términos de actividades de 
formación, se registra un alto nivel de institucio-
nalidad y continuidad de la Escuela Superior de 
Administración Pública (ESAP). El Plan Nacio-
nal de Formación y Capacitación (2001) contie-
ne la política de capacitación, y se cuenta con un 
programa académico para la alta dirección en la 
Escuela de Alto Gobierno. Se ha formado una 
Red Interinstitucional de Formación y Capacita-
ción desde 2003, para promover el apoyo de las 
entidades a las iniciativas de formación. 

Argentina y Uruguay han tenido am-
plios procesos de reforma e implemen-
tación de carreras administrativas hace 
unos años, estando actualmente con me-
nor actividad en este sentido. En Uruguay 
la carrera existe y se aplica, pero sigue con fuerte 
incidencia la antigüedad y los antecedentes cu-
rriculares, y además no prevé la alternativa de 
avances horizontales. Antes de 1992 regía obli-
gación de avance de grado en grado, lo cual 
imprimía una fuerte rigidez en la carrera, por 
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lo cual esa regla fue revertida. La profesionali-
zación de niveles gerenciales disminuyó el peso 
de la antigüedad en los ascensos, pero también 
se han dado asignaciones de funciones directi-
vas a personal fuera de la carrera. Hay presencia 
de actividades de capacitación a través de oferta 
centralizada de la Ofi cina Nacional de Servicio 
Civil y la Escuela de Funcionarios, a la que se 
suman iniciativas de las organizaciones, aunque 
estas actividades no están orientadas necesaria-
mente a objetivos estratégicos. En Argentina la 
carrera en el Sistema Nacional de Profesión Ad-
ministrativa (SINAPA, 1991) combina el ascenso 
de nivel y la promoción horizontal con base en 
la evaluación de desempeño y en las actividades 
de capacitación, pero se desvirtúa por la falta de 
pago efectivo de las promociones en los últimos 
años. Se compensa este aspecto con un mayor 
desarrollo de las actividades de capacitación, el 
aspecto con mejor imagen dentro del SINAPA. 
La crisis presupuestaria generó enfoques alter-
nativos de capacitación, al no poder sostener la 
oferta centralizada de cursos del Instituto Na-
cional de la Administración Pública (foros de 
responsables, redes de facilitadores, aprendizaje 
situado). La cantidad y calidad de actividades 
depende del grado de profesionalidad de la or-
ganización y de los recursos con los que cuenta. 

En Costa Rica, Chile y Brasil se da un 
mayor nivel de desarrollo de la carrera 
administrativa, combinando el criterio de 
antigüedad y la evaluación del desempeño para 
el avance, aunque persiste el énfasis en la carrera 
basada en el ascenso a niveles superiores. Asimis-
mo, los esfuerzos de capacitación se enmarcan 
en alguna instancia de planifi cación más estraté-
gica que en el resto de la región. En Costa Rica 
el avance en la carrera se realiza mediante el as-
censo de una clase a la inmediata superior, y con 
base en las califi caciones anuales, la antigüedad y 
la capacitación específi ca; en algunos ministerios 
se realizan por concurso interno. Las políticas de 
capacitación se formulan a partir del Plan Na-
cional de Desarrollo, y está relacionada en forma 
directa con la evaluación del desempeño, las re-
muneraciones y el desarrollo. En Chile, la Ley 

de Nuevo Trato (2003) partió de un diagnóstico 
de estancamiento de la carrera, con ascensos au-
tomáticos por disponibilidad de grado superior, 
con base en la antigüedad y en menor medida a 
la evaluación individual. La nueva ley incorpora 
pautas para la promoción por concurso interno 
para cargos directivos y profesionales, y por as-
censo para los cargos administrativos. El sistema 
de capacitación se maneja de manera descentra-
lizada, con programas defi nidos en cada servicio, 
y acreditados por el Servicio Nacional de Capa-
citación y Empleo (SENCE). La asignación pre-
supuestaria para las actividades se da con base en 
los programas presentados, con un techo total del 
1% del fondo de salarios. No hay escuela centra-
lizada para la capacitación de funcionarios, es el 
sistema de educación superior el que responde a 
las demandas de los organismos. La focalización 
de la formación se da en los niveles gerenciales 
más que en los niveles operativos. En Brasil la 
carrera existe y se aplica en forma generalizada, 
pero el progreso entre niveles es lento, y asocia-
do fuertemente a la antigüedad. Esto se comple-
menta con una estructura informal de carrera 
que es fl exible en los niveles de jefatura. Hay una 
importante inversión en capacitación (proyectos 
Habilitar y Formar) y se está buscando aumentar 
el peso de las carreras horizontales para lograr el 
desarrollo polivalente de los funcionarios.

VIII. GESTION DE LAS RELACIONES 
 HUMANAS Y SOCIALES 

La capacidad de integración del sistema de re-
cursos humanos se refl eja en a) la preocupación 
por el clima laboral, b) el nivel de desarrollo de 
las relaciones laborales, c) los benefi cios sociales 
otorgados al personal. 

a)  Clima laboral

Dado el bajo desarrollo de las estrategias de cli-
ma laboral y comunicación, y la amplia cober-
tura de los benefi cios para los empleados en la 
mayoría de los países, la mayor diferenciación en 
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la valoración para este subsistema entre los dis-
tintos países se da a través del desarrollo de las 
relaciones laborales.

En general no hay prácticas de gestión 
del clima y la comunicación, que tienen 
baja prioridad sobre todo en países con 
menor desarrollo institucional, y apare-
cen sólo iniciativas incipientes en siste-
mas de servicio civil de países con mayor 
grado de desarrollo de sus servicios civi-
les. Sin embargo, podemos inferir que relaciones 
laborales desarrolladas están asociadas positiva-
mente con mejor llegada de las inquietudes de los 
empleados a niveles superiores, y con mejor clima 
laboral. Dentro del grupo de países con menor 
desempeño para este subsistema, encontramos 
una virtual ausencia de iniciativas de gestión de 
clima organizacional y comunicación23. 

A partir de los casos que obtienen una valo-
ración media para este subsistema (a partir del 
nivel de valoración 2), comienzan a registrarse 
iniciativas aisladas en algunas instituciones. En 
Uruguay no hay estrategias explícitas de ges-
tión de comunicación y clima, pero se infi ere 
un clima de trabajo positivo y hay canales de 

comunicación entre estamentos jerárquicos. En 
Colombia el clima laboral general en el sec-
tor público es bueno y se han desarrollado ins-
trumentos para su medición en la Dirección de 
Departamento Administrativo de la Función 
Pública (DAFP), aunque existen roces en los sec-
tores que tienen una presencia más fuerte de las 
organizaciones sindicales, como los maestros y 
los trabajadores petroleros. En México, los Co-
mités de Profesionalización establecidos en la 
Ley del Servicio Profesional de Carrera (2004) 
constituyen una iniciativa orientada a aumentar 
la participación de los funcionarios y mejorar la 
comunicación institucional. En Venezuela y 
Argentina ha habido sondeos de clima laboral 
en algunas organizaciones. En Costa Rica el 
nivel de instalación de los mecanismos de gestión 
de clima es variable según la organización, pero 
se destaca como una función reconocida entre 

Tabla 7. Síntesis de valoraciones promedio del subsistema Gestión de las Relaciones Humanas y 
Sociales para cada país

 Nivel 0 Nivel 1 Nivel 2 Nivel 3 Nivel 4–5
El Salvador Ecuador R.Dominicana Brasil
Honduras Perú Uruguay
Paraguay Bolivia Costa Rica
 Panamá Colombia
 Guatemala México
 Nicaragua Chile
  Venezuela
  Argentina

No hay reconocimiento Limitadas garantías a la Reconocimiento de los Institucionalización de Sistema de relaciones    
sindical en el sector acción sindical, con presen- sindicatos (formal o infor- las relaciones laborales. laborales desarrollado,  
público, o coexiste el cia de confl ictos laborales. mal) y mecanismos activos Benefi cios sociales razona- efi ciente, con incidencia   
reconocimiento formal Benefi cios sociales razona- de negociación. bles. Iniciativas de gestión sindical en las políticas  
con alto grado de bles. Ausencia de prácticas Benefi cios sociales razona- de clima y comunicación. de RH.   
confl icto. de gestión de clima y comu- bles.  Benefi cios sociales   
Benefi cios sociales nicación. Presencia ocasional de  adecuados y apreciados  
razonables.   herramientas de gestión de  por los empleados.  
Ausencia de prácticas  clima y comunicación.  Estrategias de mejora de 
de gestión de clima y    clima y comunicación. 
comunicación.

23 Una excepción a señalar es el caso de la Superin-
tendencia Nacional de Administración Tributaria (SU-
NAT) en Perú, que cuenta con un programa de Clima 
Laboral. 
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las responsabilidades asignadas a las áreas de re-
cursos humanos de los organismos. En Chile, 
si bien el clima organizacional y comunicación 
no son prioridades en forma explícita, se destaca 
la transparencia de la gestión y la disponibilidad 
de información en las organizaciones públicas. 
En Brasil se registran iniciativas de gestión de 
clima en las organizaciones con programas de 
calidad. La apertura que se da entre supervisores 
y empleados genera un buen clima laboral.

b)  Beneficios sociales

En relación con la disponibilidad de bene-
fi cios sociales para los empleados, la ma-
yoría de los países cuenta con un paquete 
de prestaciones laborales en función del 
contexto nacional. A los fi nes de la evaluación 
de este subsistema se comparó la situación rela-
tiva de los benefi cios sociales en el sector público 
con el sistema de empleo privado formalizado 
del respectivo país, ya que, comparado con el 
enorme sector de empleo informal en la región, 
el funcionario público es un privilegiado en tér-
minos de protección de derechos y estabilidad en 
el empleo. Sin embargo, es notable la baja 
“apreciación” de los empleados por las 
condiciones de trabajo que generalmente 
son benefi ciosas respecto del sector privado. Por 
otro lado, hay que destacar que la cobertura de 
benefi cios sociales generalmente no alcanza a los 
contratos transitorios, que precarizan la relación 
de empleo. 

Dentro del grupo de países con menor 
valoración de este subsistema encontra-
mos casos de coberturas “excesivas” de 
benefi cios sociales, en el sentido de generar 
inequidad interna o con el sector privado, en al-
gunos casos con intentos de restricción en nuevos 
marcos legales. Ejemplo de la primera situación 
es el caso de Honduras con amplia cobertura 
pero que resulta inequitativa por conquistas gre-
miales los empleados bajo estatutos especiales, o 
el de Nicaragua, que también plantea fuertes 
diferencias entre áreas. En Ecuador y Para-
guay las leyes dictadas en los últimos años han 

intentado corregir la situación de inequidad, ge-
nerando fuertes resistencias por parte de los gru-
pos con derechos adquiridos afectados. En Perú 
y El Salvador los benefi cios se distribuyen razo-
nablemente, pero hay quejas por la mala calidad 
de las prestaciones del sistema de salud. 

Se registra un mejor desempeño en 
términos de la provisión de benefi cios 
sociales en el grupo de países con nive-
les de más altos, para los cuales encon-
tramos benefi cios razonables en relación 
con el entorno, y con una distribución 
más equitativa entre áreas del gobierno. 
Tal es el caso en República Dominicana, Ve-
nezuela y Costa Rica, México especialmente 
en el caso del personal sindicalizado, Uruguay 
y Argentina con excepción de los sectores bajo 
contrataciones temporarias que quedan exclui-
dos de la cobertura. En Brasil los benefi cios 
son generosos en comparación con los ofrecidos 
por el sector privado, pero recientemente se ha 
reformado el sistema de pensiones, con lo que 
la ventaja relativa entre sectores sería menor. En 
Chile se ofrece una cobertura básica de benefi -
cios sociales, con la particularidad de que se hace 
extensiva al personal contratado. 

c)  Relaciones laborales

En relación con el desarrollo de las relaciones 
laborales en el Estado, en los países con menor 
valoración para este subsistema encontramos 
los casos en los que, o bien no existe reconoci-
miento sindical ni en la norma ni en los hechos, 
o habiéndolo, el nivel de confl icto laboral es muy 
alto. La gradación sigue hacia los casos en que 
existen garantías limitadas a la acción sindical, 
con presencia de confl ictos laborales. 

En varios de los países que obtienen 
menor valoración para este subsistema la 
representación sindical se enmarca sola-
mente en la garantía de asociación esta-
blecida en la Constitución. En El Salvador 
no existe derecho a asociarse en sindicatos, por lo 
que sólo hay asociaciones de empleados pero sin 
garantías gremiales. Las Comisiones de Servicio 
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Civil son instancias de participación en teoría, 
pero según los sindicatos son instrumentos del 
empleador para resolver los confl ictos a su favor. 
En Bolivia no hay derecho a la negociación co-
lectiva ni a la huelga en la AP, por estar excluida 
de la aplicación de la Ley General del Trabajo 
(LGT) que reconoce estos derechos, aunque la 
Constitución garantiza el derecho de asociación. 
Informalmente los sindicatos existen y son ele-
mento un fuerte de presión, especialmente los 
sectores de educación y salud. También en Pa-
namá se reconoce el derecho de asociación pero 
no hay garantía de estabilidad laboral para re-
presentantes sindicales, por lo que muchos han 
sido excluidos de la carrera. Las asociaciones son 
visualizadas muy cercanas al partido político ac-
tualmente en el gobierno (Partido Revolucionario 
Democrático, PRD), lo que genera resistencias 
para la afi liación. En la actualidad, existe un bajo 
nivel de confl icto sindical, que tuvo un pico en 
1990 por medidas económicas, y en 1999 por el 
despido masivo de empleados. En Paraguay, 
la última Ley de la Función Pública (LFP, 2000) 
reconoce la negociación colectiva y la represen-
tación sindical pero no fue emitida la ley espe-
cial al respecto, por lo que sólo rige el derecho 
de asociación. La situación de confl icto se refl eja 
en la recurrente impugnación a la aplicación de 
esta ley, que intenta revertirse en 2004 a partir 
del inicio de diálogo del nuevo gobierno con la 
confederación de funcionarios.

En otros casos, la actividad sindical 
está enmarcada en normas laborales más 
específi cas, y en algunos casos la presión de los 
sindicatos limita fuertemente el margen de ma-
niobra del gobierno para tomar decisiones en re-
lación con los recursos humanos del gobierno. En 
Honduras, los sindicatos son muy fuertes, con 
alta capacidad de movilización y paro, y hechos 
de violencia en la historia reciente, lo que generó 
retrocesos en la estrategia gubernamental de res-
tricción del gasto y de sanción de una nueva Ley 
de Servicio Civil. En Ecuador se da un esquema 
altamente politizado de relaciones laborales, con 
acciones reactivas frente a confl ictos o reivindica-
ciones sindicales. Generalmente existe imposición 

de propuestas por parte de los gremios, que sue-
len ser aceptadas por el gobierno, sobre todo en 
las áreas de salud y educación, que presentan alta 
situación de confl icto y generan grandes parali-
zaciones. Debido a esta situación, la reciente Ley 
Orgánica del Servicio Civil y Carrera Adminis-
trativa (2003) establece la prohibición de paralizar 
servicios básicos. En Perú el gremialismo estatal 
quedó desarticulado en los años ’90, y la reins-
tauración de libertad de afi liación es reciente. En 
el año 2001 se creó un registro de organizacio-
nes sindicales del sector público. La Constitución 
establece la negociación colectiva para el sector 
privado pero no para el público, pero de hecho 
existe mediante la negociación con cada entidad. 
Las huelgas disminuyeron mucho en los ’90, pero 
la confl ictividad latente afl oró en 2004 con una 
serie de huelgas, paro docente y paro general. El 
tema más confl ictivo fueron las desvinculaciones 
masivas en la etapa Fujimori24. En Guatemala y 
Nicaragua existen mecanismos de negociación 
con los sindicatos, los cuales tienen un peso sig-
nifi cativo, especialmente en las áreas de salud y 
educación, donde se presenta el mayor nivel de 
confl icto. 

En los niveles de valoración interme-
dios (2 y 3) para este subsistema, encon-
tramos un desarrollo razonable de las 
relaciones laborales, con sindicatos re-
conocidos ya sea de derecho o de hecho, 
bajo confl icto y negociaciones activas. 
Las dos máximas categorías de valoración (4 y 
5), que implicarían sistemas laborales plenamen-
te desarrollados, con incidencia sindical genera-
lizada en las políticas de recursos humanos en 
el Estado, no responden a ninguno de los casos 
nacionales analizados. 

En algunos casos dentro del grupo con 
desempeño medio para este subsistema, 
los países cuentan con mecanismos más 
formales e institucionalizados de gestión 
de las relaciones laborales. En Colom-

24 Esta situación dio lugar a la creación de un Registro 
de Trabajadores Cesados Irregularmente.
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bia la negociación colectiva es reconocida en la 
Constitución, y se ha adherido al Convenio OIT 
151 en 1997, aunque permanece sin implemen-
tación concreta. El Código de Trabajo limita el 
derecho de huelga en servicios esenciales, a par-
tir del cual se han declarado huelgas ilegales de 
petroleros en 2004. Los temas confl ictivos son los 
procesos de reestructuración, la implementación 
efectiva de la negociación colectiva, y la muer-
te de sindicalistas víctimas de la violencia25. En 
República Dominicana los empleados tienen 
derecho a organizarse, pero no existen sindicatos 
fuertes, lo cual debilita el sistema de relaciones la-
borales. Las Comisiones de Personal en cada de-
pendencia participan en la implementación de la 
gestión de los recursos humanos. En México en 
las relaciones laborales del personal de base (que 
de hecho se denomina personal “sindicalizado”) 
el sindicato es central, pero aunque garantiza la 
inamovilidad de los empleados y asegura varios 
benefi cios sociales, ha introducido inercias que 
han generado desmotivación. Las relaciones 
laborales del personal de carrera están aún un 
poco confusas dado que a veces la Ley del Servi-
cio Profesional de Carrera (LSPC, 2003) parece 
adquirir un carácter administrativo y otras veces 
laboral. En Venezuela se registra un alto gra-
do de sindicalización en el sector público (65%) 
y existen mecanismos de negociación colectiva 
activos. Hay una interacción constante con los 
sindicatos, con negociación de Acuerdos Marco 
globales que determinan benefi cios mínimos y 
término de su vigencia (generalmente bianual), 
y se dan acuerdos complementarios por organi-
zación. La IV Convención Colectiva logró un 
aumento general del 30%, bono único especial, 
y la creación de una junta de conciliación para 
prevenir confl ictos. La polarización política re-
ciente se extendió al plano sindical, que es más 
afín al gobierno de Chávez, con la consecuente 
baja del nivel de confl ictividad. En Argentina 
encontramos un aceptable nivel de desarrollo de 
las relaciones laborales, con un marco norma-
tivo de avanzada, pero con algunos problemas 
de implementación26. Se reconoce libertad com-
pleta de afi liación y representación. Representó 

un avance la incorporación del sindicato mino-
ritario (Asociación de Trabajadores del Estado) 
en la comisión de carrera del Sistema Nacional 
de Profesión Administrativa (SINAPA) en 2001. 
Hasta ese momento las negociaciones se realiza-
ban exclusivamente con la Unión del Personal 
Civil de la Nación (UPCN), que participó acti-
vamente en las reformas de los años ’90. Cabe 
señalar que hay un bajo nivel de confl ictividad 
en la Administración Pública Nacional27. 

Otros países dentro de este grupo no 
tienen un reconocimiento formal pleno 
del rol de representación de los sindica-
tos, pero en los hechos hay canales de 
negociación establecidos que permiten li-
mitar potenciales confl ictos. En Uruguay 
no hay mecanismos formales de negociación 
colectiva, aunque sí se fi rmaron los Convenios 
de la Organización Internacional del Trabajo 
151 y 152, y de hecho hay negociaciones, espe-
cialmente con la Confederación de Empleados 
Estatales (COFE). Bajó el nivel de confl ictividad 
desde 1991, así como el grado de sindicalización 
del sector público. El nivel de confl icto aumenta 
en épocas de presupuesto y rendición de cuentas. 
En Costa Rica las tasas de sindicalización son 
marcadamente superiores a las del sector priva-
do. Se da una superposición de instrumentos de 
relaciones laborales y negociación colectiva a 
nivel legal, pero en la práctica son reconocidas, 
y las organizaciones gremiales gozan de infl uen-
cia y peso político. Chile se caracteriza preci-
samente por la ausencia formal de mecanismos 
de negociación colectiva, que se encuentra pro-
hibida en el Código de Trabajo. Sin embargo, 

25 Es importante señalar que en Colombia el 65% de 
personas secuestradas por el terrorismo son funciona-
rios públicos.
26 Por ejemplo, el convenio colectivo se dejó librado 
al principio de ultractividad, en vez de establecer uno 
nuevo al término del primero. 
27 Cabe aclarar que el nivel de gobierno nacional no 
incluye los sectores de educación y salud, los cuales 
presentan mayor nivel de confl icto.
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existe en la práctica participación sindical en la 
producción de normativa relativa al servicio ci-
vil28. Las huelgas están prohibidas por la Consti-
tución, pero se utilizan de hecho como recurso 
para la negociación. En Brasil, jurídicamente 
prevalece la determinación unilateral del Estado, 
aunque en la práctica se mitiga este principio. El 
presidente Cardoso consultó al Foro de las Ca-
rreras Típicas (FCTE) en el curso de la reforma, 
pero la negociación fracasó, y las reglas y salarios 
fueron fi jadas por legislación. Con la asunción 
de Lula se destaca la institucionalización de la 
negociación sindical en el Estado vía la Mesa de 
Negociación. Este cambio es positivo, pero puede 
generar limitaciones si la estrategia del gobierno 
se subordina a las negociaciones. 

IX. ORGANIZACIÓN DE LA FUNCION 
DE RECURSOS HUMANOS

El grado de institucionalización de las áreas rec-
toras del sistema de servicio civil resulta central 
para que pueda haber una efectiva implementa-

ción de las políticas de gestión de recursos huma-
nos. En la región, encontramos un bajo grado de 
madurez de las instituciones que están a cargo 
de impulsar o gestionar la política de recursos 
humanos, con excepción de algunos casos en los 
que hay mayor continuidad en el tiempo y ma-
yor respaldo político a las mismas. 

El grupo con menor valoración para 
este subsistema se caracteriza por una 
bajo nivel de institucionalización de las 
áreas rectoras del sistema de servicio 
civil, traducida en sucesivas modifi ca-
ciones de las organizaciones, complejos 
sistemas con superposición de funciones 
entre áreas, y bajo nivel de capacidad 
para promover cambios debido a debili-
dad técnica y falta de apoyo político. 

Tabla 8. Síntesis de valoraciones promedio del subsistema Organización de la Función de Recursos 
Humanos para cada país

 Nivel 0 Nivel 1 Nivel 2 Nivel 3 Nivel 4–5
Honduras Panamá Argentina Colombia
Paraguay Bolivia Uruguay Costa Rica
El Salvador Ecuador Venezuela 
 Perú R.Dominicana
 Guatemala México
 Nicaragua Brasil 
  Chile

Baja institucionalización Relativa solidez técnica de Areas centrales con un rol Areas cetnrales reconoci-    
de áreas rectoras, con las áreas centrales. más activo en los procesos das como instituciones que   
sucesivas modifi caciones Falta el apoyo político nece- de reforma, y que gozan agregan valor a la gestión.   
y superposición de sario para su funcionamiento de cierto reconocimiento. Directivos comprometidos,   
funciones. efectivo. Directivos capacitados capacitados, y con autono- 
Baja capacidad para Relativa preparación de los para la gestión del mía para la efectiva gestión    
promover cambios por directios para la gestión del personal. de las personas en la   
debilidad técnica y/o personal.  organización. 
falta de apoyo político. 
Limitada posibilidad de 
los supervisores de 
gestionar el personal, 
dado el entorno 
politizado.    

28 La Ley 19.553 de 1998, que concede a los funciona-
rios una asignación de modernización y otros benefi cios 
se denomina “Ley ANEF” por haber sido producto de 
una extensa negociación con la Agrupación Nacional 
de Empleados Fiscales (ANEF).
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Los casos de Ecuador y Perú presen-
tan sucesivas modifi caciones de las insti-
tuciones a cargo del sistema. En Ecuador 
en 1998 se suprime la Secretaría Nacional de 
Desarrollo Administrativo (SENDA), se crea la 
Ofi cina de Servicio Civil y Desarrollo Institucio-
nal (OSCIDI) en el marco de un proceso de to-
tal desconcentración de las funciones de gestión 
de RH en las instituciones, y se crea el Consejo 
Nacional de Remuneraciones (CONAREM) que 
debía establecer criterios remunerativos unifor-
mes. El objetivo no se logra, y la nueva ley (2003) 
reemplaza ambas instituciones por la Secretaría 
Nacional Técnica de RH (SENRES). Se pasa de 
un sistema centralizado a un alto grado de des-
centralización, sin que esté garantizada una pre-
paración sufi ciente de las unidades de recursos 
humanos. En Perú no hay una institución recto-
ra a nivel central desde la disolución de la Escue-
la Superior de Administración Pública (ESAP) en 
1995, salvo las atribuciones sobre administración 
de salarios que se concentran en el Ministerio de 
Economía y Finanzas. La Dirección de la Ges-
tión Pública (Presidencia del Consejo de Minis-
tros) no ha obtenido un mandato legal claro que 
le dé atribuciones, por lo que cada entidad toma 
decisiones de manera fragmentada. La nueva ley 
marco (2004) plantea nuevos cambios al esta-
blecer el Consejo Superior del Empleo Público 
(COSEP), y el Tribunal del Empleo Público29, 
que comenzarían a funcionar en 2005.

Los casos de Panamá, El Salvador y 
Bolivia presentan un diseño institucional 
poco claro, generalmente con profusión 
de instituciones con funciones super-
puestas. En Panamá coexisten la Dirección 
General de Carrera Administrativa (DIGECA) 
y la Dirección de Desarrollo Institucional (DDI), 
ambas en el ámbito del Ministerio de Econo-
mía y Finanzas, y sus funciones se complemen-
tan con las de la Contraloría, la Procuraduría, 
y en diciembre de 2004 se crearon la Junta de 
Apelación y Conciliación y la Junta Técnica. El 
caso de El Salvador presenta poca claridad en 
su diseño institucional, ya que recae la función 
de gestión del sistema en la unidad ejecutora del 

Componente de Recursos Humanos del Proyec-
to de Modernización fi nanciado por el Banco 
Mundial, y con la cual interactúan las Comisio-
nes de Servicio Civil de los organismos. En el 
caso de Bolivia, se plantea un esquema sofi s-
ticado de diferenciación entre órgano rector del 
servicio civil, órgano impulsor de las reformas 
administrativas y órgano de supervisión del siste-
ma. En el contexto de una tradición fuertemen-
te clientelística, la diversidad de actores sumada 
a la normativa poco clara sobre sus respectivas 
responsabilidades termina resultando contrapro-
ducente. Las tres entidades responsables son: el 
Servicio Nacional de Administración de Perso-
nal (SNAP), que actúa como órgano rector del 
sistema, la Superintendencia de Servicio Civil 
(SSC), entidad supervisora de la carrera y de la 
incorporación de personal, e instancia jerárqui-
ca en la vía recursiva administrativa, y la Unidad 
Técnica del Proyecto de Reforma Institucional 
(PRI). La compleja trama de actores a nivel cen-
tral se combina con un intento por descentrali-
zar la gestión en las ofi cinas de personal de las 
entidades, que tienen baja capacidad de imple-
mentar las políticas establecidas para la gestión 
del personal. 

En otros casos dentro de este grupo, 
encontramos áreas centrales que tienen 
un rol casi exclusivamente administra-
tivo, y una baja capacidad de promover 
cambios en el sistema, como se da en 
Guatemala, Honduras, Nicaragua y Pa-
raguay. En el caso de Guatemala confl uyen 
la poca autonomía con la que cuenta la Ofi cina 
Nacional de Servicio Civil (ONSEC), y la alta 
rotación del cargo de dirección de la misma, 

29 Órgano del COSEP, creado como última instancia 
administrativa para los recursos interpuestos contra 
actos referidos al acceso, salida y remuneraciones del 
sector público.
30 Instancia recursiva máxima a nivel administrativo.
31 Reemplaza a la Dirección General de Personal Pú-
blico de Presidencia, creada por la anterior ley de servi-
cio civil de 1970, puesta en funciones recién en 1989.
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que impiden la consolidación de una instancia 
central de gestión del sistema. Tanto la ONSEC 
como la Junta Nacional de Servicio Civil30 fue-
ron creadas con la Ley de Servicio Civil de 1968, 
que recién fue reglamentada treinta años des-
pués (Iacoviello, Zuvanic, 2004). En Honduras 
la Dirección de Servicio Civil tiene poca injeren-
cia sobre las subgerencias de RH y éstas a su vez, 
tienen escasa autonomía. La DSC ni siquiera 
cuenta con información sobre la totalidad de la 
administración pública, y su rol está limitado a 
una participación menor en los ingresos, y a ta-
reas operativas de mero trámite. En Paraguay 
la Secretaría de la Función Pública fue creada 
por la Ley de Servicio Civil de 2000 con rango 
ministerial en el ámbito de Presidencia31. La pa-
ralización de la ley a partir de las impugnaciones 
generó que no se lograra consolidar el área, que 
cuenta con escaso personal todavía. La ley plan-
teaba un criterio de centralización normativa y 
descentralización operativa, pero que no ha sido 
puesto en práctica por ser uno de los aspectos 
que han sido impugnados. En Nicaragua la 
Dirección General de la Función Pública (DI-
GEFUP) del Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público cambió su rol con la nueva ley dictada 
en 2004, pasando de ser instancia de control a 
ser instancia rectora, con descentralización ope-
rativa en las áreas de recursos humanos de los 
organismos. Este esquema podría encontrar difi -
cultades en la falta de personal especializado en 
estas áreas descentralizadas. 

Los casos con una valoración media 
para este subsistema refl ejan una com-
binación de relativa solidez técnica de 
las áreas centrales, con la falta del apoyo 
político necesario para su funcionamien-
to efectivo. En Venezuela el área central ha 
tenido pocas posibilidades de promover la im-
plantación efectiva del servicio civil, pero hay que 
destacar su perfi l de producción metodológica y 
una inserción dentro del Ministerio de Planifi ca-
ción y Desarrollo (MPD) que se supondría favora-
ble por tratarse de un área poderosa dentro de la 
estructura del estado venezolano. Anteriormente 
la Ofi cina Central de Personal (OCP) y Ofi cina 

de Planifi cación de Presidencia (CORDIPLAN) 
centralizaban la administración del sistema, pero 
en los últimos años se ha dado más autonomía a 
las áreas de recursos humanos de los organismos, 
con mayor énfasis a partir de la nueva Ley del 
Estatuto de la Función Pública (2002). En Re-
pública Dominicana la Ofi cina Nacional de 
Administración Pública (ONAP) es el organismo 
de asesoría en recursos humanos, fue creado en 
1965 y sus funciones fueron ampliadas por la 
Ley de Servicio Civil y Carrera Administrativa 
de 1991. Si bien tiene cierta trayectoria como 
organismo técnico, la ofi cina no tiene status de 
secretaría, situación que afecta su posibilidad de 
imponerse sobre otras jurisdicciones. En Argen-
tina es notable la cantidad de cambios de ubica-
ción y responsables de estos temas, lo cual refl eja 
la falta de un liderazgo claro entre las áreas del 
PEN sobre los procesos de reforma administrati-
va, y la virtual ausencia del Poder Legislativo en 
este ámbito. Siguiendo el recorrido organizacio-
nal de la unidad de reforma, podemos ver que 
como consecuencia de las pujas entre el Ministe-
rio de Economía y la Jefatura de Gabinete, esta 
unidad ha pasado por la Vicepresidencia, la Jefa-
tura de Gabinete de Ministros, el Ministerio de 
Economía, nuevamente a Jefatura de Gabinete 
con la creación de la Subsecretaría de Moderni-
zación del Estado, y desde la asunción del nuevo 
gobierno, ha vuelto al ámbito de la Subsecreta-
ría de la Gestión Pública. En Uruguay coexis-
ten dos instituciones en paralelo con injerencia 
en la política de recursos humanos del Estado, 
pero con desigual nivel de inserción institucional 
y respaldo político. La Ofi cina Nacional de Ser-
vicio Civil (ONSC) se creó en 1968 en el ámbito 
de la Presidencia, como medio para implementar 
un sistema de mérito que reemplazara el sistema 
de patronazgo vigente. La Ley de Presupuesto de 
1996 crea el CEPRE (Comité Ejecutivo para la 
Reforma del Estado) como una “superofi cina” 
cercana al presidente, y desde entonces ha con-
centrado las iniciativas de reforma. 

Por último, el caso de México también se 
encuentra dentro del grupo con valoración me-
dia, pero por motivos exactamente opuestos a 
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los anteriores: se trata de un área nueva, toda-
vía no totalmente institucionalizada, pero con 
muy fuerte apoyo político, lo cual la posiciona 
como un actor estratégico en la gestión de la 
nueva legislación. La reciente Ley de Servicio 
Profesional de Carrera (2003) crea la Secretaría 
de la Función Pública (SFP) con potestad sobre 
las políticas de recursos humanos del segmento 
profesional, si bien la Secretaria de Hacienda y 
Crédito Público sigue siendo central por sus po-
testades presupuestarias. 

Los casos de áreas de recursos huma-
nos con un rol más activo en los procesos 
de reforma y que son reconocidas como 
instituciones que agregan valor a la ges-
tión son Costa Rica, Colombia, Brasil y 
Chile, que resultan los cuatro países con 
mayor valoración para este subsistema. 
En Costa Rica, la Dirección de Servicio Civil 
(DSC) concentra la función rectora del sistema, 
y genera metodologías y herramientas para la 
gestión de los recursos humanos32. A pesar de 
contar con una norma de mediados de los ’50, 
sus prácticas de recursos humanos se han ag-
giornado a través del trabajo de la DSC y de las 
ofi cinas desconcentradas de recursos humanos, 
conformadas por personal de la DSC y de los 
ministerios. En Colombia es notable la conti-
nuidad de la Dirección de Departamento Ad-
ministrativo de la Función Pública (DAFP) en la 
administración del personal y su liderazgo en las 
acciones de reforma en curso, junto con la Di-
rección Nacional de Planeación y el Ministerio 
de Hacienda. Otro aspecto positivo es la nueva 
ley de 2004 que tiende a destrabar la situación 
de paralización de la ley anterior a partir de la 
re-creación de la Comisión Nacional de Servi-
cio Civil (CNSC), esta vez a ser conformada por 
concurso abierto33. En Brasil, por su parte, la 
Secretaría de Gestión (SEGES) del Ministerio 
de Planeamiento34 se mantiene con el nuevo go-
bierno como área fuertemente técnica a cargo 
de la gestión de recursos humanos. Coordina sus 
acciones con la Secretaría de Recursos Huma-
nos del mismo ministerio, y con la Casa Civil, 
que tiene funciones de coordinación ministerial. 

La Escuela Nacional de Administración Públi-
ca (ENAP) es muy activa en la gestión de la for-
mación de los funcionarios. El caso de Chile 
es bastante particular, porque si bien la nueva 
Dirección Nacional de Servicio Civil implica 
una institucionalización reciente de la función 
específi ca de recursos humanos, la Dirección de 
Presupuesto (DIPRES) ha sido históricamente 
un área de permanente impulso y monitoreo de 
estos temas, y en principio se plantea también 
como un organismo a interactuar con la nueva 
DNSC en la gestión del sistema. Por otro lado, la 
Ley del Nuevo Trato (2003) incorpora la fi gura 
del Consejo de Alta Dirección Pública (CADP), 
que conduce y regula el proceso de selección de 
los cargos directivos. Está formado por el direc-
tor de la DNSC y cuatro consejeros designados 
por el Presidente de la República y ratifi cado por 
el Senado con 4/7 de sus miembros en ejercicio. 
Es interesante como estrategia de legitimación 
del proceso que la conformación del Consejo in-
cluye a un representante de la oposición. 

X. COMENTARIOS FINALES

A partir del análisis del nivel de desarrollo de sus 
sistemas de gestión de recursos humanos, se pue-

32 La estructura incluye formalmente un área de Inno-
vación en Gestión de Recursos Humanos.
33 A partir del concurso abierto se conforma el grupo 
de candidatos entre los que el Presidente elegirá a los 
integrantes de la CNSC. 
34 En 1999 se disolvió el Ministerio de la Reforma del 
Estado (MARE), que se transformó junto con el Minis-
terio de Planifi cación en el Ministerio de Planifi cación, 
Presupuesto y Gestión, con el objetivo de relacionar el 
presupuesto a los resultados de la gestión. Da Cunha 
Rezende (2002) proporciona un análisis interesante de 
los motivos de la extinción del MARE, que relaciona 
con el apoyo parcial y selectivo de los burócratas a los 
objetivos de la reforma gerencial de Bresser Pereira. 
Más adelante se retoma este tema para ilustrar el rol de 
la burocracia en este proceso.
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de ver la debilidad general que presentan estos 
mecanismos en los servicios civiles en Latino-
américa. Sin embargo, también es posible distin-
guir situaciones de diferente grado de desarrollo 
e integración de los sistemas de gestión de recur-
sos humanos de los estados en la región. Chile y 
Brasil son los dos casos que destacan en la re-
gión por tener un mayor desarrollo de sus servi-
cios civiles, acompañados por Costa Rica como 
caso especial entre los países centroamericanos. 
Los casos de Chile y Brasil, recurrentemente 
mencionados como los más exitosos en términos 
relativos dentro de la región, resultan excepciones 
en términos de su alta consistencia en cuanto a 
la política de recursos humanos para el Estado y 
el nivel de institucionalización alcanzado por las 
áreas rectoras. Ambos aspectos permiten valorar 
positivamente sus posibilidades de consolidación 
a futuro. Costa Rica, por su parte, si bien no lo-
gra establecer avances signifi cativos en términos 
de renovación de su sistema de servicio civil, que 
es meritocrático pero bastante rígido, presenta 
una trayectoria consistente de avances progresi-
vos en la dirección de la instalación de criterios 
de mérito en el sistema, y fuerte institucionaliza-
ción de la gestión de recursos humanos.

La situación más crítica se da en el resto de 
los países centroamericanos, y en los casos 
de Bolivia, Perú, Paraguay y Ecuador, don-
de la politización es tan fuerte que no se logra 
crear un servicio civil profesional, y no puede 
garantizarse la atracción y retención de personal 
competente, ni la disponibilidad de mecanismos 
de gestión que permitan infl uir la conducta labo-
ral de los funcionarios. Entre ellos, los casos de El 
Salvador, Paraguay, Panamá, Honduras, 
República Dominicana y Bolivia no presen-
tan iniciativas de cambio en curso, mientras que 
hay movimientos de reforma en Perú, Nicara-
gua, Guatemala y Ecuador. Pero estas refor-
mas, al no estar sostenidas en cierta consistencia 
normativa previa o en la institucionalización de 
áreas que puedan liderarlas, se consideran como 
con pocas perspectivas de éxito. 

El resto de los países (Venezuela, México, 
Uruguay, Colombia, Argentina) presentan 

sistemas de servicio civil medianamente con-
formados, pero que no llegan a consolidarse en 
términos de garantías de mérito y herramientas 
de gestión que permitan una administración efi -
ciente de los recursos humanos del estado. Ve-
nezuela, Argentina y Uruguay no presentan 
iniciativas que impulsen la consolidación de sus 
sistemas, por lo que no se ven en el futuro inme-
diato posibilidades para avances signifi cativos en 
este sentido. De todos modos los tres países han 
logrado algún nivel de instalación de profesiona-
lización en sus sistemas, así como la instituciona-
lización de sus áreas de recursos humanos, con lo 
que un cambio de política tendría bases en donde 
anclar un proyecto de cambio. En cambio, Co-
lombia y México se señalan entre los países 
que alcanzaron también algún desarrollo de sus 
servicios civiles, pero que presentan situaciones 
de mejor perspectiva para su consolidación a fu-
turo a partir de iniciativas de reforma en curso. 
Los motivos son diferentes en cada caso, identifi -
cando la fuerte institucionalización de la función 
de recursos humanos en el caso de Colombia y 
el impulso político dado a la reforma en el caso de 
México, que revierte la debilidad de las normas 
e instituciones previamente vigentes en relación 
con el servicio civil, y la continuidad normativa. 
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Los índices permiten sistematizar una realidad 
muy compleja, y acercarnos al conocimiento de 
la situación real en materia de función pública o 
SC, pero no juzgan la actuación de un gobierno 
u otro en tal materia; expresan una situación his-
tóricamente confi gurada e identifi can las carac-
terísticas básicas de los correspondientes modelos 
nacionales de SC. Sin duda, la perspectiva de 
análisis no es neutral, y contrasta tales modelos 
con los principios, criterios y valores que están 
presentes en el marco de referencia del diagnós-
tico, pero los modos y arreglos mediante los que 
cada país estaría llamado a desarrollar aquéllos 
deberán ser inevitablemente idiosincrásicos. 

Considerando la variedad de actores impli-
cados en la elaboración de los diagnósticos y la 
complejidad de la realidad propia de cada país, 
puede concluirse que los índices son un instru-
mento de gran relieve para el estudio sistemático 
y comparativo de los sistemas de SC en Latino-
américa. 

I. EFICIENCIA 

El índice de efi ciencia evalúa el grado de opti-
mización de la inversión en capital humano, así 
como la relación de ésta con la política fi scal y 
con sus mercados de referencia.

En numerosos países, hay una importante 
falta de información sobre el personal 

existente y sus características, pero sobre todo 
existe una falta de información sobre necesida-
des de personal, imprescindible para optimizar 
efectivos. Esta situación es clara en países como 
Argentina, República Dominicana, Colombia 
y Guatemala. En Uruguay se constata una co-
existencia de superávits y défi cit de personal, 
por carecerse de mecanismos que relacionen 
necesidades y efectivos. Lo mismo sucede en 
Panamá. No se conocen datos de absentismo ni 
rotación en la mayor parte de los países anali-
zados.

En Panamá, existe un procedimiento que es-
tablece pasos, fundamentos legales, formularios 
a completar y responsabilidades para la admi-
nistración y control de las ausencias justifi cadas 
(permisos, licencias, tiempo compensatorio reco-
nocido, separación del cargo y vacaciones); no 
obstante, este procedimiento aún no se utiliza. 
La falta de controles ha hecho posible llegar al 
extremo de la existencia de trabajadores que co-
bran su salario sin contraprestación de servicios, 
de los cuales no se ha podido estimar su número. 
En el Perú, los sistemas de información presen-
tan errores signifi cativos, y parece escasa la viabi-
lidad de su resolución en el corto plazo.

Sin embargo, otro grupo de países ha 
realizado esfuerzos importantes respecto 
a sus sistemas de información. En Chile, 
existe un sistema efi caz de información de recur-
sos humanos (aún sin contar con el alto grado 

CAPÍTULO 21
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de informatización) y se observan prácticas ade-
cuadas de control del absentismo, y bajos índices 
de éste, de acuerdo con las auditorias que ejerce 
la Contraloría. Asimismo, el Sistema de Información 
para la Gestión Financiera del Estado (SIGFE), inicia-
do a partir del año 2001 (Ministerio de Hacien-
da, 2002) contempla el desarrollo de un nuevo 
Sistema de Información de Personal de la Administración 
Pública (SIAPER), cuyo objetivo es generar una 
base de datos de personal orientada a optimizar 
la interacción entre los servicios públicos, la Di-
rección Nacional de SC (DNSC), la Dirección de Pre-
supuesto (DIPRES) y la Contraloría General. En 
Bolivia se ha construido el Sistema integrado de ges-
tión administrativo presupuestario (SAFCO – soporte 
informático SIGMA), pero con bajo nivel de im-
plantación efectiva).

En Brasil, no hay un alto grado de absen-
tismo, especialmente en aquellas organizaciones 
donde hay control electrónico de las asistencias, 
como ocurre en Brasilia, pero existe una acusada 
informalidad en la jornada de trabajo. El Salva-
dor, con la ayuda del Banco Mundial, se ha do-
tado (1996) de un Sistema de Información de Recursos 
Humanos (SIHR), que ha permitido contar con el 

historial de todos los empleados públicos (funcio-
nes, salario y currículo). El sistema no es compa-
tible con el que utiliza el Ministerio de Hacienda 
y duplica esfuerzos al elaborar el presupuesto. 
En México existe la voluntad de establecer un re-
gistro funcional llamado Registro Único de Servidores 
Públicos (RUSP), también conocido como Banco de 
Talentos, que será operado por las dependencias 
pero estará centralizado en su defi nición y análi-
sis. El RUSP integrará la defi nición de perfi les y 
el catálogo de puestos.

La falta de planifi cación es la carencia 
fundamental hallada en este campo, y se relacio-
na con el índice de coherencia estratégica, que 
pondrá de manifi esto una debilidad extensible a 
todos los países. En consecuencia, en la mayoría 
de los países la inversión en políticas de personal 
es reactiva. No obstante, hay inicios de sistemas 
adecuados de planifi cación e información en 
Brasil. Es un proceso que requiere cambios cul-
turales, además de seguimiento y continuidad, 
pero por ahora, en estos países, el camino parece 
haberse iniciado correctamente. En Guatemala, 
la ausencia de orientaciones estratégicas vincula-
das a las políticas públicas, la precariedad de los 

Gráfi co 21.1. Efi ciencia

Fuente: Elaboración propia
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sistemas de planifi cación y la alta politización del 
SC son sus características más defi nidoras.

Hay un importante peso de la nómina so-
bre el gasto público total referido al gobierno 
central, incluyendo pensiones, en Uruguay o en 
Brasil. También se constata un importante peso 
de los gastos de personal sobre PIB en Co-
lombia, y en El Salvador y Honduras represen-
tan el 50% del gasto del gobierno. No obstante, 
los datos sobre este aspecto son bastante hetero-
géneos y difi cultan la comparación. 

Se detecta un défi cit en el sistema de 
pensiones públicas en Uruguay y en Méxi-
co. También en Nicaragua, donde no se logra 
articular un modelo defi nido. Lo mismo sucedía 
acusadamente en Brasil, donde el sistema, que 
suponía un privilegio difícilmente justifi cable 
de los empleados públicos, ha sido sustancial-
mente revisado por el gobierno del Presidente 
Lula Da Silva, mediante la Enmienda Consti-
tucional 41 de 2003, en línea con el control del 
gasto público y su relación con el personal. En 
Venezuela, las pensiones constituyen también 
un problema, no solo por su coste en términos 
de gasto público, sino también por la lenta im-
plementación de las modifi caciones realizadas 
en el marco legal.

II. MERITO 

El índice de mérito evalúa el nivel de las garan-
tías de profesionalidad en el funcionamiento del 
SC, y el grado de protección efectiva frente a la 
arbitrariedad, la politización y la búsqueda de 
rentas.

Diferentes países se caracterizan por un gra-
do importante de vulneración del principio 
de mérito, acompañada de una excesiva in-
formalidad de estructura, normas y prácticas, lo 
que conduce a la prevalencia de criterios clien-
telares en la incorporación al empleo público, 
la promoción en la carrera y la política de sa-
larios. En el caso de Nicaragua, no existía for-
malmente un régimen de SC hasta el 2004, y en 
la actualidad es sólo incipiente. En la República 

Dominicana, para el ingreso al SC se utilizan 
lazos políticos con el gobierno de turno; por el 
contrario, el mérito es un criterio central para 
la incorporación de funcionarios a la Carrera 
Administrativa (minoritaria). Existe una tensión 
inherente a las pretensiones de la Ley de contar 
con funcionarios permanentes y las prácticas 
políticas del Poder Ejecutivo. En Guatemala, se 
constata la prevalencia de criterios clientelares 
en la incorporación al empleo público, la pro-
moción y los salarios. En Ecuador, la gestión 
del empleo, desarrollo y rendimiento, aparecen 
permeadas por prácticas de tipo clientelar. En 
Panamá, encontramos un sistema de clientela 
en el que la variable política es determinante 
para el ingreso y el mantenimiento del empleo. 
En el Perú, se evidencia una fuerte inequidad 
interna, ya que para puestos similares se pueden 
encontrar distintas remuneraciones en función 
del organismo de que se trate.

En Venezuela, el diagnóstico refl eja la debi-
lidad del criterio de mérito para el acceso a la 
carrera administrativa. Asimismo, y si bien ac-
tualmente se intenta desarrollar reglamentacio-
nes capaces de homogenizar la práctica, ésta ha 
sido irregular dependiendo del organismo. Ni las 
normas ni la modalidad de integración de los ór-
ganos de selección muestran pautas relativas a 
garantizar la igualdad efectiva y la no discrimi-
nación. Además, se han dado importantes res-
cisiones de empleo por motivos de tipo político. 
En Honduras las convocatorias no son abiertas y 
no hay mecanismos que eviten los ingresos por 
criterios políticos. Se percibe, no obstante, un 
cierto aumento de poder relativo de la Dirección 
de SC para impedir que los cargos de niveles al-
tos sean ocupados por recomendados políticos 
cuando éstos no reúnen los requisitos del puesto. 
En Bolivia, después de varios años de experien-
cias piloto de incorporación a través de concurso 
público, comienza a replicarse esta modalidad 
en otras áreas. En Argentina, puede hablarse de 
un mediano grado de articulación del subsistema 
de empleo, sobre todo en cuanto a las garantías 
mínimas para el reclutamiento y la selección, 
promoción y pago en función del mérito. 
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En la selección del personal, es muy común 
la existencia de brechas entre lo pautado 
normativamente y la práctica cotidia-
na. En algunos casos, como vía de escape del 
control legal del principio de mérito, se utiliza 
el nombramiento provisional en puesto vacante 
por razones de urgencia, para después adaptar 
el concurso al candidato que ya ocupa el car-
go. Hay un uso abusivo de formas especiales de 
contratación para eludir la norma, y una utili-
zación extendida de normas de excepción para 
designar directamente en cargos que exigirían 
concurso. En El Salvador, la única reforma par-
cial de la Ley de SC (1961) que se ha realizado 
(fi nales de los 90) ha permitido regularizar a los 
trabajadores en régimen de contrato (pensados 
para funciones muy específi cas y por períodos 
cortos) que en la práctica representaban el 40% 
del total de los empleados. En Uruguay, la ca-
rrera administrativa existe y puede decirse que 
sus reglas se cumplen. Sin embargo, este cum-
plimiento es más formal que real, debido a que 
muchas normas responden a ajustes ad hoc que 
legalizan prácticas discrecionales. En suma, en 

la administración uruguaya hay una diferencia 
notoria entre el deber ser y lo que efectivamente 
ocurre en la práctica; se produjo una evolución 
en la concepción y en las prácticas de la gestión 
de RRHH, pero todas las reformas lo fueron de 
parte de sus componentes, y faltó una reconcep-
ción y modernización integral. 

Los órganos de selección no están, en mu-
chos países, sufi cientemente tecnifi cados, y se opta 
a veces por la contratación de empresas externas, 
como en Bolivia o Guatemala. La informalidad y 
ausencia de garantías de selección se extiende a 
otros campos, como la promoción, las retribucio-
nes o las rescisiones por razones políticas. 

Brasil es una excepción a todo lo ante-
rior. En Brasil, el reclutamiento para los cargos 
es impersonal, meritocrático y difi culta el ingre-
so por recomendaciones: los concursos son el 
mecanismo de reclutamiento. 

Las evaluaciones de ciertos países refl ejan 
avances, en algunos casos importantes, 
en este campo. El caso más signifi cativo es el 
de Chile, donde el diagnóstico constata la evo-
lución progresiva y sostenida del sistema de SC 

Gráfi co 21.2. Mérito

Fuente: Elaboración propia
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hacia la plena consolidación de un sistema de 
mérito. Sin perjuicio de los desafíos pendientes 
para su pleno desarrollo, la Ley de Nuevo Trato 
ha supuesto un importante punto de infl exión, 
siendo de destacar especialmente la reducción de 
los cargos de libre designación, en el marco de 
la creación, con criterios de mérito, de la Alta 
Dirección Pública.

Asimismo, el informe sobre Colombia refl eja 
los esfuerzos actuales y las acciones iniciadas en 
el subsistema de empleo, sobre todo en cuanto 
a las garantías mínimas para el reclutamiento y 
la selección en función del mérito: reclutamiento 
abierto, la ausencia de discriminación y ciertas 
garantías del proceso de incorporación. Uno de 
los mayores logros de la última reforma en Méxi-
co, la Ley del Servicio Profesional de Carrera, es 
el concurso abierto y por méritos para ingresar 
al primer nivel de puestos.

En algunos países, los programas de gobierno 
en curso de implementación incluyen previsiones 
de creación o fortalecimiento de los sistemas de 
garantías del mérito en el acceso y la carrera, cuya 
efi cacia práctica no es posible evaluar todavía. 

En todos los países con defi ciencias apre-
ciables en este índice parece haber áreas más 
protegidas de la arbitrariedad: “contratos 
de alta especialización” en Uruguay; Ministerio 
de Producción y Comercio en Venezuela; hasta 
cierto punto, el escalafón del Sistema Nacional 
de Profesión Administrativa (SINAPA) en Ar-
gentina; la Aduana en Bolivia; la Secretaría de 
Estado de Trabajo, la Ofi cina Nacional de Ad-
ministración y Personal (ONAP), la Contraloría 
General de la República y la Suprema Corte 
de Justicia en República Dominicana; algunos 
sectores con estatutos especiales (sanidad y edu-
cación) en Honduras. Destaca en este país la 
implementación de mecanismos que garantizan 
la igualdad de género, etnia, etc., lo que ha sido 
reconocido incluso por el sector sindical.

III. CONSISTENCIA ESTRUCTURAL 

El índice de consistencia estructural evalúa la so-
lidez e integración sistémica del SC, atendiendo 
a los elementos estructurales básicos que deben 

Gráfi co 21.3. Consistencia estructural

Fuente: Elaboración propia
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formar parte del mismo. Se despliega en tres su-
bíndices.

III.1. Coherencia estratégica 

Este subíndice mide la vinculación de los pro-
cesos y prácticas de gestión del empleo y los re-
cursos humanos a las prioridades estratégicas 
gubernamentales.

Todos los informes, en sus conclusiones, 
caracterizan, aunque con énfasis diferentes, la 
falta de vinculación entre la GRH y la 
estrategia institucional como el principal 
de los problemas de sus sistemas de función pú-
blica. Así sucede, por citar algunos casos, en el 
Perú, Honduras, Costa Rica o Nicaragua. En el 
caso de México el informe identifi ca que se está 
implantando un nuevo sistema de puestos profe-
sionales sin haber identifi cado primero áreas de 
défi cit e inefi ciencia donde introducir la profesio-
nalización de los servidores. En Panamá, el clien-
telismo parece la estrategia dominante, y a ella se 
relegan los restantes objetivos organizativos. En 
Ecuador, la ausencia de estrategias defi nidas im-

pide el alineamiento de las políticas de personal 
con orientaciones prioritarias y objetivos opera-
tivos. En Uruguay, la planifi cación es practicada 
como una función de apoyo, faltando una mayor 
vinculación con los resultados y decisiones estra-
tégicas de la organización. En Brasil, hay una co-
herencia alta respecto a la planifi cación de metas 
institucionales, pero baja en lo que se refi ere al 
desempeño individual.

Se trata de la carencia transversal más des-
tacada por los diferentes evaluadores, y sin duda 
una de las conclusiones más relevantes de la 
aplicación realizada hasta la fecha del marco 
analítico. Quizá una relativa excepción se daría 
cuando la infl uencia de las políticas de austeridad 
y la restricción presupuestaria se constituye en la 
principal orientación estratégica de las políticas 
de personal. Así ocurre en El Salvador, donde 
el Ministerio de Hacienda bloquea de hecho las 
iniciativas que no concuerden con los planes de 
reducción del gasto público. 

Lógicamente, esta carencia de base se ex-
tiende al conjunto de subsistemas de la GRH, y 
se hace patente en la ausencia de estrategias 

Gráfi co 21.4. Coherencia estratégica

Fuente: Elaboración propia
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de compensación, de movilidad, de capa-
citación, etc. En buena parte de las realidades 
nacionales analizadas, la GRH se circunscribe a 
la administración de personal, esto es, a un con-
junto de actividades de trámite, más o menos 
inerciales, privadas de aliento estratégico. Así, 
por poner un ejemplo, en Costa Rica, los proce-
sos de ingreso, movilidad, retribuciones, evalua-
ción del desempeño, incentivos y salida no están 
vinculados a las prioridades y orientaciones ins-
titucionales. Este tipo de afi rmaciones son comu-
nes a los diferentes diagnósticos nacionales.

III.2. Consistencia directiva 

Este subíndice mide el grado de desarrollo de 
la función de dirección en el interior del siste-
ma público de gestión del empleo y los recursos 
humanos.

El exceso de uniformidad y centraliza-
ción de las decisiones de GRH es una cons-
tatación muy generalizada. La correspondiente 
falta de autonomía de los directivos es común a 
la práctica totalidad de los países. A su vez, la fal-

ta de implicación de los supervisores en la gestión 
de las personas a su cargo es destacada en dife-
rentes evaluaciones nacionales. En Guatemala, 
el rol de los directivos es limitado en parte 
por el fuerte componente clientelista del sistema 
de gestión de recursos humanos y por la resisten-
cia al cambio de la cultura burocrática. La Ofi cina 
Nacional de SC (ONSEC), administra un sistema 
altamente centralizado y burocratizado pero con 
escasa autonomía para implementar políticas 
que excedan lo meramente administrativo. En 
Brasil, el desarrollo de un rol más directivo de los 
supervisores al establecer las tareas y logros de 
los funcionarios se considera una tarea en buena 
parte pendiente. En Honduras, falta preparación 
y compromiso en las personas que ejercen tareas 
directivas. El nivel de descentralización efectiva 
de la GRH es bajo en los organismos centrales y 
mayor en los descentralizados. 

En algunos casos, por el contrario, puede 
hablarse de un grado excesivo de poder de 
decisión de los directivos que ha abierto 
el paso a comportamientos poco cohesiona-
dos y a riesgos de arbitrariedad. Así, en Pana-

Gráfi co 21.5. Consistencia directiva

Fuente: Elaboración propia
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má, el clientelismo dominante se apoya en un 
amplio margen de maniobra de los directivos 
para designar, rotar y despedir a un trabajador, 
decisiones que se fundan en cuestiones estricta-
mente políticas. En México, los directivos han 
gozado tradicionalmente de un gran margen de 
maniobra respecto las decisiones relativas a su 
personal. Los cambios recientes apuntan preci-
samente a enmarcar esta autonomía dentro de 
lineamientos claramente estipulados, lo que ha 
comenzado a generar temores entre los acto-
res afectados. El estudio muestra en este punto 
con claridad las tensiones entre los vectores de 
mérito y fl exibilidad, a los que se aludirá más 
adelante.

Existen claras carencias de formación 
directiva. En Nicaragua, el rol de los directivos 
es limitado en parte por el fuerte componente 
clientelar del sistema de gestión de recursos hu-
manos, la ausencia de un marco legal relativo al 
SC y la resistencia al cambio de la cultura buro-
crática. En el Perú, no hay formación para los 
directivos ni políticas vinculadas a fortalecer las 
unidades de RRHH. En general, es difícil hablar 
de una función directiva mínimamente profe-
sionalizada, excepto en Brasil, y últimamente, 
como antes se indicó, en Chile. En este país, la 
opción del Gobierno en materia de capacitación 
directiva no ha sido crear y administrar escuelas, 
sino introducir políticas y regulaciones para que 
sea el sistema de educación superior chileno el 
que responda a las necesidades de los organis-
mos. La capacitación está dirigida a perfeccionar 
competencias de los funcionarios, y no conduce 
a la obtención de títulos universitarios.

Hay una falta de imagen de los ser-
vicios centrales de RRHH como instan-
cias creadoras de valor o, en el mejor de 
los casos, grandes diferencias en la valoración 
de aquellos. La falta de tecnifi cación de estos 
servicios es destacada en diversos informes. En 
Uruguay, se reconoce un escaso peso en el siste-
ma a la unidad central responsable del SC. En 
Guatemala, el organismo central está más vin-
culado al seguimiento de largos procedimientos 
de corte burocrático que al asesoramiento a las 

áreas de gestión, restando capacidad de cambio 
y mejora del sistema. En Paraguay, la gestión de 
recursos humanos ha mantenido una concep-
ción tradicional y empobrecida, que supone su 
percepción como un conjunto de trámites ad-
ministrativos, y no como un área clave para el 
logro de productos y resultados organizativos. 
En Venezuela, el rol del organismo central está 
más vinculado al control que a la aportación de 
inteligencia, restando capacidad de cambio y 
mejora al sistema. 

III.3. Consistencia de los procesos

Este subíndice mide el grado de desarrollo de 
los procesos básicos de gestión del empleo y los 
recursos humanos, así como las adecuadas rela-
ciones entre ellos.

El problema más común en este campo 
afecta a la escasa calidad de los sistemas 
de información sobre el personal, que se 
consideran defi cientes (Venezuela, Colombia, 
Guatemala), dispersos y fragmentados (Argenti-
na), se hallan en construcción (Uruguay), o son, 
simplemente, casi inexistentes (Bolivia, Repúbli-
ca Dominicana, Guatemala). En Nicaragua, se 
está avanzando hacia la conformación de siste-
mas de información que den cuenta de la canti-
dad de empleados y otros aspectos relativos a los 
RRHH en la función pública. En la República 
Dominicana, un importante cuello de botella 
es la ausencia de datos fi ables sobre la nómina 
de personal. Es difícil instrumentar una planifi -
cación ligada a metas institucionales cuando la 
información sobre los recursos humanos dispo-
nibles adolece de estos problemas.

Los sistemas de evaluación del rendi-
miento no existen, no se aplican (Guatemala), 
son defi citarios en estándares de cumplimiento 
(Uruguay, Argentina), existen serias carencias en 
su aplicación práctica (El Salvador, Nicaragua), 
o presentan una escasa implicación de los direc-
tivos (Venezuela, Colombia). Incluso en los paí-
ses donde la práctica de evaluación de resultados 
de programas y unidades tiene ya una extensa 
tradición (Brasil, Chile) la traducción de ésta en 
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evaluaciones del desempeño individual presenta 
todavía défi cit importantes.

En materia de organización del trabajo, los 
défi cit constatados cubren un amplio espectro, 
que va desde la ausencia de descripciones 
fi ables de puestos y perfi les (Bolivia) hasta 
sistemas de clasifi cación excesivamente detalla-
dos, que perjudican a la movilidad (Colombia). 
En otros casos (Guatemala), hay sistemas de 
clasifi cación, pero la valoración de los cargos 
permanece inaplicada desde hace años, siendo 
inexistente la defi nición de los perfi les por com-
petencias y es débil la gestión del empleo. Brasil 
posee unas detalladas descripciones de puestos 
que ahora, se están abriendo a fi n de fl exibilizar 
las relaciones de trabajo; las atribuciones están, 
en general, bien defi nidas y los perfi les de com-
petencias necesarias para el buen desempeño 
tienen un grado razonable de precisión. Nicara-
gua posee un sistema de clasifi cación de puestos 
orientado a la gestión, que incorpora competen-
cias en sus perfi les. 

Hay grandes diferencias retributivas 
no justifi cadas en Argentina, Bolivia o Repú-

blica Dominicana. Sin embargo, en otros países 
(Guatemala) el problema es la casi inexistencia 
de diferencias en los salarios, lo que hace que la 
toma de responsabilidades sea muy poco atrac-
tiva. En Honduras, el sistema de la Ley de SC 
no se aplica al personal encuadrado en estatutos 
especiales, y tampoco a los empleados de las ins-
tituciones desconcentradas y descentralizadas, y 
donde la Dirección de SC no tiene autoridad ni 
competencia sobre ellas.

En Brasil, la igual retribución a tareas seme-
jantes y el sistema de información sobre salarios 
han experimentado evoluciones positivas, mien-
tras que otros (fi abilidad de la evaluación indivi-
dual) siguen siendo problemáticos.

IV. CAPACIDAD FUNCIONAL 

El índice de capacidad funcional evalúa la ca-
pacidad del sistema de SC para infl uir positiva-
mente en el comportamiento de los empleados 
públicos. Se despliega, como el anterior, en tres 
subíndices.

Gráfi co 21.6. Consistencia de los procesos

Fuente: Elaboración propia
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IV.1. Competencia 

Este subíndice mide la efi cacia con la que se ase-
guran niveles adecuados de cualifi cación de los 
servidores públicos.

No se incluyen aquí, para evitar repeticiones, 
las observaciones ya citadas al hablar del mérito 
(ausencia de procesos fi ables de selección, arbi-
trariedad, etc.), que lógicamente deben ser tam-
bién considerados en este índice, por su evidente 
infl uencia sobre la cualifi cación profesional de 
los empleados. 

En Brasil, hay prácticas destinadas a ase-
gurar la calidad del reclutamiento, pero existen 
limitaciones a la capacidad de alterar los requi-
sitos de competencia de carreras estructuradas 
por la organización, para hacerlos más fl exibles 
y polivalentes. En Bolivia, se constatan algunos 
avances registrados en la calidad del personal in-
corporado a través de concursos públicos, si bien 
persisten los criterios predominantemente clien-
telistas en la gestión. 

Existen algunas visiones optimistas sobre 
el nivel de tecnifi cación alcanzado por las 

plantillas públicas. El volumen de puestos que 
requieren titulación universitaria es alto en 
Uruguay, Bolivia y Brasil. En Venezuela, crece 
el nivel promedio de titulaciones, pero de for-
ma “vegetativa”, no planifi cada. En algún caso 
(Guatemala), la situación es considerablemente 
peor en este punto: los puestos con titulación 
universitaria sobre puestos totales son un 6%, 
cuando en otros países se alcanza hasta el 40%. 
En Chile, se destaca un alto nivel de tecnifi ca-
ción de las dotaciones En Costa Rica, existe un 
peso signifi cativo del trabajo cualifi cado en la 
composición de la plantilla pública, notándose 
incluso la sobre-califi cación.

No obstante, en algunos de los países hay una 
cultura del título, no de la competencia (Uru-
guay). Ello se refl eja en los sistemas y procesos 
de organización del trabajo. Las descripciones 
de puestos no incluyen competencias en ningún 
país, con la excepción de Brasil y Nicaragua. Los 
manuales de cargos se basan en méritos formales 
(Venezuela, Guatemala, Colombia), y en la Re-
pública Dominicana no han sido verdaderamen-
te adoptados.

Gráfi co 21.7. Capacidad funcional

Fuente: Elaboración propia
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En general, se constata una falta de capa-
cidad técnica para asegurar niveles adecuados 
de competencias en los empleados públicos. 
No hay estudios técnicos para defi nir los 
perfi les. No se usan expertos en selección, sal-
vo alguna excepción (caso actual de Chile para 
el personal directivo). En Perú no se desarro-
llan perfi les y si bien existen normas vinculadas 
a efectos de la selección estas no son aplicadas 
en forma homogénea y consistente prevalecien-
do los mecanismos de contratación paralela que 
permiten un manejo discrecional del ingreso a la 
Administración Pública. 

La formación adolece de défi cit no-
tables. El principal, como antes se dijo, es su 
falta de contenido estratégico. Faltan planes sis-
temáticos de capacitación (Uruguay), se actúa 
reactivamente (Venezuela) siendo las personas 
las que se postulan, sin análisis de necesidades 
organizativas. No se estudian los défi cit de des-
empeño para defi nir necesidades de formación 
(Argentina). En Panamá, hay algunos avances 
registrados en la defi nición de perfi les, aunque 

luego son escasamente utilizados en la capaci-
tación. En Nicaragua, salvo en las carreras que 
poseen sus propios estatutos, tales como educa-
ción y servicio exterior, no se detectan prácticas 
vinculadas al desarrollo y tanto las acciones en 
capacitación como la inversión en este aspecto 
no han generado políticas integradas que pro-
muevan el aprendizaje.

En ciertos casos, se constatan limitaciones a 
la inversión en formación. No obstante, en otros 
(Bolivia, República Dominicana) se han abierto, 
con ayuda internacional, centros con tecnología 
punta en formación para funcionarios, perma-
necen, no obstante, infrautilizados.

En Brasil, en lo relativo a desarrollo pro-
fesional, las políticas de recursos humanos 
relacionadas con la capacitación están mejor es-
tructuradas que las de promoción. En el primer 
caso, se practican evaluaciones previas de nece-
sidades organizativas, por puestos e individuales. 
El diseño de la promoción, sin embargo, es más 
burocrático, más vinculado a la antigüedad que 
a la adquisición de competencias. 

Gráfi co 21.8. Competencia

Fuente: Elaboración propia
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IV.2. Eficacia incentivadora 

Este subíndice mide el grado en que las políticas 
y prácticas de gestión de recursos humanos con-
tienen estímulos a la productividad, el aprendi-
zaje y la calidad del servicio.

Una parte signifi cativa de las valoraciones 
críticas en este subíndice afectan al subsistema 
de gestión del rendimiento y a su conexión 
con las diferentes políticas de RRHH. La eva-
luación del desempeño existe en casi todos los 
países, pero su funcionamiento es valorado ne-
gativamente. 

Hay países donde es prácticamente inexisten-
te (Costa Rica, Nicaragua, Bolivia) y el sistema 
de remuneraciones muy poco efi ciente (Hondu-
ras). En Panamá, la inexistencia de una norma 
sobre salarios permite a los mandos superiores 
incrementar los sueldos de sus subalternos de 
manera discrecional, y sin relación con criterios 
de efi ciencia, capacitación o antigüedad. En el 
Perú, existe un sistema asociado a la posibilidad 
de dar estímulos económicos compensatorios del 
salario y no a la gestión del desempeño. En otros 
casos, la evaluación funciona como un mero trá-
mite (Uruguay), o se aplica con carácter general 
un formato estándar y la implicación directiva 
es muy baja (Venezuela) En Argentina, el proce-
so está distorsionado: los objetivos se defi nen al 
fi nal del proceso para justifi car las evaluaciones 
formales.

El informe sobre Brasil considera que el sis-
tema de evaluación debe ser mejorado; allí, exis-
ten dos formas de evaluación, una institucional 
y otra individual, la primera tiende a funcionar 
bien, sobre todo por su vinculación al Plan Pluri-
anual de Actuación, pero la segunda presenta el 
problema de que los gestores implicados tienden 
a tratar el proceso como una formalidad y evitan 
las distinciones entre empleados. 

La evaluación en Brasil se usa tanto para pro-
moción como para pago de productividad. En la 
mayor parte de los países, sin embargo, la remu-
neración no se utiliza como instrumen-
to de gestión (Argentina, Bolivia, Colombia, 
Guatemala, República Dominicana, Nicaragua). 

La progresión salarial tampoco se vincula al ren-
dimiento en ninguno de dichos países. Y en otros 
(El Salvador), la gestión de la compensación está 
dominada por la restricción presupuestaria y fal-
ta una mayor compatibilización entre la política 
de restricción presupuestaria y las estrategias de 
recursos humanos. En la República Dominicana, 
la estructura salarial es indudablemente el pun-
to más débil por su inequidad, discrecionalidad, 
e incluso falta de transparencia. En el Perú, los 
regímenes de compensación están regidos por 
prácticas de negociación interna, altamente po-
litizados y desposeídos de mecanismos y sistemas 
de información.

En Brasil, se han desarrollado mecanismos 
de compensación destinados a reducir los desfa-
ses con el sector privado. Además, se ha ampliado 
la extensión salarial en las carreras, se ha redu-
cido el porcentaje de paga vinculado a la pro-
ductividad, y se ha establecido una progresión 
en las retribuciones en función de los avances en 
la carrera vertical y horizontal. De este modo, 
las mejoras salariales son más importantes cuan-
to más se progresa en la carrera. Los factores 
preponderantes para defi nir la retribución de un 
empleado son una combinación de sus compe-
tencias (habilidades, conocimientos, formación, 
experiencia), las tareas atribuidas al puesto y el 
desempeño del ocupante. 

Hay grandes diferencias entre los países en 
cuanto a los índices de compresión de los sa-
larios (distancia entre el sueldo inferior y el más 
alto). Los extremos son Brasil —1/22—, Hon-
duras —1/23— y República Dominicana —
1/33— en cuanto a la descompresión y Uruguay 
—1/3.4— y Colombia —1/4— como ejemplos 
de compresión. Un exceso de compresión tien-
de a traducirse, como es sabido, en desincenti-
vación de la toma de responsabilidades. Por el 
contrario, una descompresión salarial excesiva 
sería síntoma de inequidades y apropiación del 
sistema por las elites.

Bastantes informes (Venezuela, Uruguay, 
Colombia, Guatemala) apuntan défi cit en los 
procedimientos disciplinarios, debilidad 
de las prácticas disciplinarias, procesos discipli-
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narios laxos, lentitud, inamovilidad rígida del 
funcionario, judicialmente protegida, restriccio-
nes culturales a la aplicación de medidas disci-
plinarias incluso cuando ello es jurídicamente 
posible, etc.

IV.3. Flexibilidad 

Este subíndice mide el grado en que las políticas 
y prácticas de personal facilitan la adaptación 
de las organizaciones públicas a los cambios y la 
puesta en práctica de innovaciones.

Algunos informes coinciden en ubicar los 
principales problemas de rigidez en el subsiste-
ma de organización del trabajo. Hay rigidez 
en la estructura de cargos (Uruguay, Venezuela) 
y en las descripciones de los puestos de trabajo 
(Colombia). También se detectan abundantes 
problemas de rigidez en los mecanismos de mo-
vilidad funcional (cambios de tareas). 

En Brasil, la enmienda constitucional 19 de 
1998 fl exibilizó las relaciones de trabajo, eliminó 
distorsiones en la estructura remunerativa y creó 
condiciones para la adopción de mecanismos de 

contratación de personal. Las descripciones de 
puestos son detalladas y están bien armadas, el 
punto débil es la lenta incorporación de perfi les 
que permitan la gestión de carreras horizonta-
les. El informe sobre Argentina critica especial-
mente la falta de seguimiento y adaptación a los 
cambios de los mecanismos de planifi cación y 
diseño de puestos y perfi les. En Nicaragua, im-
pacta negativamente sobre este subíndice la au-
sencia de políticas de desarrollo y carrera, y la 
imposibilidad de despido por bajo desempeño. 
En Uruguay, de las disfunciones que afectan ne-
gativamente a la fl exibilidad, destacan: el exce-
so de regulaciones superpuestas (regímenes de 
contratación, excepciones); la escasa movilidad 
horizontal; el uso de escalas de distribución for-
zada en la evaluación de desempeño; una idea 
de inamovilidad generalizada, presente como un 
rasgo cultural del sistema; y los concursos cerra-
dos para los ascensos. 

No hay promoción horizontal que sir-
va como alternativa a las carreras jerárquicas en 
ningún país, excepto en Brasil, aunque con las 
limitaciones apuntadas más arriba. En El Sal-

Gráfi co 21.9. Efi cacia incentivadora

Fuente: Elaboración propia
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vador, se detecta su utilización para corregir los 
efectos negativos de la eliminación de plazas de-
bida a la política de austeridad. En Guatemala, 
los puestos no tienden al diseño horizontal ni se 
realizan acciones de enriquecimiento de la tarea 
y no está prevista la posibilidad de despido por 
bajo rendimiento. 

En sistemas con débil desarrollo de la fun-
ción de RRHH, como Bolivia o República Do-
minicana, no es la rigidez el principal problema, 
pues no existen reglas fi jas y garantizadas que 
impidan la adopción de decisiones discreciona-
les. En la República Dominicana, las decisiones 
sobre puestos, redistribuciones, despidos, etc., 
están afectadas, como antes se dijo de este y 
otros países de la Región, por consideraciones 
políticas y sólo en segunda instancia por crite-
rios técnicos.

V. CAPACIDAD INTEGRADORA 

El índice de capacidad integradora evalúa la efi -
cacia con que el sistema de SC parece capaz de 

asegurar la armonización de las expectativas e 
intereses de los diferentes actores en presencia, 
incrementando el sentimiento de pertenencia y 
reduciendo la confl ictividad.

Hay coincidencia en una valoración ne-
gativa de la gestión del clima laboral. Una 
ausencia de canales y prácticas permanentes de 
comunicación de objetivos, información, instruc-
ciones y noticias. La gestión del clima no se le 
presta atención (Venezuela, Argentina, Repúbli-
ca Dominicana) o no se evalúa (Uruguay, Méxi-
co). Se constatan problemas de clima laboral en 
diversos países (Guatemala, Colombia, Bolivia). 
En el Perú se comprueba la inexistencia de ac-
ciones vinculadas al clima y la comunicación. En 
Costa Rica, se presta escasa atención al clima la-
boral y principalmente a la comunicación inter-
na, así como a los mecanismos para incorporar 
las opiniones y participación de los empleados. 
En Colombia, se percibe una alta desmotivación 
y falta de comunicación en el interior de la or-
ganización, mientras que las relaciones labora-
les no logran desarrollar mecanismos estables de 
negociación.

Gráfi co 21.10. Flexibilidad

Fuente: Elaboración propia
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En Brasil, en cambio, se potencia la informa-
ción interna y el diálogo, sobre todo, en este últi-
mo país, desde la implantación del programa de 
calidad. En Brasil hay leyes específi cas de igual-
dad de oportunidades, pero aún no se cuenta con 
instrumentos formales específi cos para tratar el 
clima laboral. En Honduras, el informe se hace 
eco del uso de encuestas sobre el clima laboral y 
los benefi cios sociales.

Hay claras diferencias en cuanto a la 
apreciación de la confl ictividad laboral. 
No es excesiva en Venezuela, pese al alto grado 
de sindicación. Es baja en Panamá. Se produce, 
sobre todo, en niveles subnacionales en Argen-
tina. Es mayor en los sectores salud y educación 
en Uruguay. En Bolivia, está prohibida la sin-
dicación y la huelga de los empleados públicos, 
aun cuando en los sectores de salud y educación 
ha habido confl ictos. En Colombia, la confron-
tación ha sido moderada. En Panamá, a pesar 
que la garantía laboral sindical está estipulada 
por la Ley de Carrera Administrativa, en la 
práctica se realizan despidos de representantes 
sindicales. 

En cuanto al funcionamiento de los meca-
nismos de relaciones laborales, la visión 
no es tampoco coincidente. En Argentina, estos 
mecanismos parecen funcionar adecuadamente 
y permitir relaciones laborales equilibradas. En 
Uruguay, no existen sistemas formales de nego-
ciación colectiva de las relaciones de trabajo, y 
el informe echa en falta la existencia de meca-
nismos de resolución de confl ictos. En Guate-
mala, hay un gran peso y poder de los sindicatos 
de empleados públicos. En Brasil, los mecanis-
mos informales de negociación con los sindica-
tos están más avanzados que los formales. En 
Honduras, el éxito de las presiones de los em-
pleados bajo el régimen de estatutos especiales 
para conseguir más benefi cios salariales, provo-
ca mejoras no equitativas, creando diferencias 
salariales, lo que a su vez es causa de malestar 
entre los empleados. Los canales están limitados 
a los sindicatos, que son confl ictivos y a veces 
violentos y focalizados en la obtención de mejo-
ras salariales. 

En México, paradójicamente, las relaciones 
laborales tienen su fortaleza y limitante en la 

Gráfi co 21.11. Capacidad integradora

Fuente: Elaboración propia
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presencia del sindicato. Es una fortaleza porque 
existe una organización colectiva del personal de 
base que permite elevar demandas y necesidades. 
A su vez, es una limitante porque ostenta el mo-
nopolio de la representación, y porque su agenda 
es menos permeable a cuestiones concernientes 
a las metas de desempeño y rendimiento del per-
sonal. En Ecuador, las prácticas de negociación 
laboral han estado marcadas por el confl icto. Los 
grupos de empleados rechazan cualquier cam-
bio en la organización y lo interpretan inmedia-
tamente como privatización, municipalización o 
despidos. En Colombia, el clima laboral general 
en el sector público es bueno, aunque existen ro-
ces en los sectores que tienen una presencia más 
fuerte de las organizaciones sindicales, como los 
maestros y los trabajadores petroleros.

Hay grandes diferencias entre los 
países en cuanto a las políticas que de-
ben impulsarse en este terreno. En Bolivia 
se ha prohibido la sindicación de los servidores 
públicos, y en El Salvador, hay una restricción 
legal de los trabajadores a agruparse en sindica-

tos y no se reconocen las negociaciones colecti-
vas; mientras que en la República Dominicana 
se ha impulsado el asociacionismo en el sector 
público. 

En Brasil, se ha establecido la Mesa Nacional 
de Negociación Permanente, donde la política del go-
bierno queda institucionalmente “fi ltrada” por 
las demandas gremiales, fi rmándose una serie 
de acuerdos salariales a mediados del 2004. La 
Mesa no previno confl ictividad sindical por ajus-
tes salariales (68% de paralización de las reparti-
ciones federales en agosto de 2003). 

En Chile, está legalmente prohibida la de-
claración de huelga en el sector público. Sin 
embargo, la práctica de la huelga se encuentra 
en un estadio intermedio entre la prohibición 
y la tolerancia. Se producen numerosas nego-
ciaciones informales, se fi rman acuerdos y pro-
tocolos que a veces son verdaderos contratos 
colectivos y se ha vuelto común la realización 
de huelgas y paralizaciones ilegales a fi n de 
presionar a la autoridad respecto de una deter-
minada pretensión.
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I. ELEMENTOS COMPLEMENTARIOS 
DEL ANÁLISIS

Vistos los resultados de las evaluaciones, organi-
zados, de acuerdo con la metodología, por ín-
dices y subíndices, parece conveniente apuntar 
algunos elementos complementarios de lectura, 
de carácter transversal a las conclusiones obte-
nidas. Hemos organizado este análisis comple-
mentario en torno a cinco ejes:

• El eje estabilidad/cambio: Qué nos dicen los 
diagnósticos sobre las dinámicas de cambio 
de los sistemas de gestión del empleo y los 
recursos humanos en la región.

• El eje mérito/fl exibilidad: Cómo opera, en par-
ticular, el equilibrio entre las orientaciones 
de cambio que tienden a introducir garan-
tías de profesionalidad en el acceso al cargo 
público y en otras prácticas de personal, y 
aquellas otras que buscan construir organi-
zaciones más efi cientes, ágiles y receptivas, y 
menos lastradas por los modos burocráticos 
de funcionamiento. 

• El eje integración/fragmentación: En qué direc-
ción y con qué intensidad operan las tenden-
cias cohesionantes y disgregadoras sobre los 
sistemas de SC.

• El eje profesionalización/politización: Qué con-
clusiones generales podemos extraer sobre el 

peso de las tendencias profesionalizadoras y 
las resistencias de tipo clientelar.

• El eje fortaleza/debilidad institucional: En qué 
medida la consistencia de las instituciones 
está operando como un factor determinante 
sobre la realidad y dinámicas de los sistemas 
de SC.

Naturalmente, el propósito de este análisis es 
sólo el de complementar la lectura principal de 
los resultados, operando con la información su-
ministrada por las evaluaciones nacionales. No 
siendo éste el objetivo principal de aquellas, las 
evidencias y aportaciones sobre estos puntos son 
necesariamente desiguales y limitadas, lo que no 
impide, en nuestra opinión, algunas refl exiones 
de interés.

I.1. Las tendencias de reforma de 
 los sistemas de SC

El SC de la Región se encuentra, actualmente, 
en un momento de transición, en la mayoría de 
países analizados, que puede caracterizarse por 
la puesta en marcha de una serie de reformas 
tendentes a su mejora. Las reformas deberían 
suponer un poderoso elemento de infl uencia so-
bre el funcionamiento de los sistemas de GRH. 
No en todos los casos ha sido así, como resulta de 
las evaluaciones comentadas en el epígrafe ante-

CAPÍTULO 22

Una lectura transversal 
de los resultados

Francisco Longo
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rior. En los informes analizados, los elementos de 
contenido y de proceso de estas reformas ayudan 
a entender los motivos.

I.1.1. Los contenidos de las reformas

La materia, la profundidad y el alcance de las 
reformas en los sistemas de GRH varían en la 
Región. Existen reformas signifi cativas y otras 
que no lo son tanto; modifi caciones legales y es-
fuerzos centrados en la implementación de éstas; 
reformas de elementos concretos del sistema y 
cambios globales. En primer lugar, analizamos 
sucintamente las reformas, clasifi cándolas en 
función de su propósito. Nos referimos en este 
punto a iniciativas recientes de carácter explícito, 
emprendidas en los últimos años en una serie de 
países, sin pronunciarnos de momento sobre sus 
expectativas de viabilidad. Desde este ángulo, las 
reformas del SC pueden ser englobadas en tres 
grandes grupos: la modernización del sistema, la 
introducción de mejoras en su funcionamiento, y 
los cambios de régimen.

Hay países que han abordado reformas 
globales en la estrategia de RRHH con el 
objetivo último de la modernización de 
sus sistemas de gestión del empleo y los recur-
sos humanos. Entre estos se encuentran El Salva-
dor, Ecuador, Venezuela, Colombia y Chile. 

La modernización del SC en El Salvador 
constaba de cuatro componentes principales: 
reestructuración institucional y desburocratiza-
ción; administración de los RRHH; administra-
ción de los recursos fi nancieros; privatización y 
participación del sector privado en la provisión 
de servicios públicos. El plan que el gobierno 
preparó para la modernización de GRH tenía 
la fi nalidad de “dotar al gobierno de capacidad 
para administrar, monitorear y controlar los re-
cursos humanos, desarrollar de manera gradual 
un servicio público adecuado en términos de 
tamaño y calidad, así como establecer condi-
ciones para motivar, incentivar y desarrollar al 
personal”. 

En Ecuador, los temas que abarca la Ley Or-
gánica de SC y Carrera Administrativa (2003) 

son: unifi cación y homologación de salarios; ne-
potismo; reingreso; institucionalidad; inclusión 
de la fi gura de concurso de mérito y oposición; 
huelgas; indemnizaciones; y jubilación. 

En Venezuela, tras la aprobación de la Cons-
titución de la República Bolivariana de Venezue-
la (1999) y en respuesta al mandato establecido en 
su Art.144, se promulgó (2002) la Ley del Estatuto 
de la Función Pública (LEFP). Entre los principales 
aspectos que introduce respecto a la anterior Ley 
de Carrera Administrativa (LCA) fi guran: la intro-
ducción de la fi gura de los planes de personal 
como instrumento básico de la actividad de pla-
nifi cación de los recursos humanos en todos los 
órganos de la administración públicas; las limi-
taciones al derecho a huelga y otras formas de 
protesta laboral por razones de servicio público; 
la nulidad de los nombramientos de funcionarios 
de carrera que no hubiesen cumplido con los res-
pectivos concursos de ingresos; y las limitaciones 
a la contratación de personal. 

En Colombia, la intención modernizadora se 
plasma en la Ley 909/04, del Empleo Público, Ca-
rrera Administrativa y Gerencia Pública y las acciones 
iniciadas a partir de 2002 mediante el Programa de 
Renovación de la Administración Pública (PRAP). Estas 
mejoras estaban orientadas a revertir el contexto 
inestable desde el punto de vista legal, ocasiona-
do por el vacío normativo que atravesaron los 
temas de la carrera desde 1999. En esta nueva 
ley de 2004, los temas centrales que fi guran son: 
la creación de una Comisión Nacional del SC, 
que administra y vigila la carrera administrativa; 
la incorporación del modelo de gerencia pública 
como mecanismo para vincular, bajo el principio 
del mérito, a los directivos del Estado, respetan-
do la naturaleza de los empleos; los acuerdos de 
gestión; la fi gura de los empleos temporales; y 
la consagración de una nueva causal de retiro: 
“Razones de Buen Servicio mediante Resolución 
Motivada”, como razones de incumplimiento 
grave.

Chile se encuentra actualmente en un mo-
mento de transición en lo relativo a su SC. Esta 
transición está dada por las posibilidades de im-
plementación plena y exitosa de las innovaciones 
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introducidas al Estatuto Administrativo a partir 
de la promulgación de la Ley del Nuevo Trato 
(2003). Una serie de escándalos vinculados a 
sobresueldos en el sector público aceleró el rit-
mo de las reformas y propició la promulgación 
de la Ley. Entre sus puntos centrales fi guran: la 
ampliación de la carrera funcionarial a niveles 
jerárquicos superiores hasta el tercer nivel de 
responsabilidad, equivalente a jefes de departa-
mento; la creación del Sistema de Alta Dirección 
Pública, al que estarán sujetas las funciones de 
exclusiva confi anza de la autoridad, niveles equi-
valentes a jefes superiores de servicios y hasta el 
segundo nivel jerárquico; la implementación de 
concursos internos como mecanismo para pro-
veer los cargos vacantes para el personal perma-
nente; la incorporación de la fi gura de empleo a 
prueba; la eliminación del incremento por des-
empeño individual; la creación del incremento 
de desempeño colectivo; el premio institucional 
y en especial el establecimiento de una nueva 
institucionalidad para administrar descentraliza-
damente la política de personal, a través de la 
creación de la Dirección de Nacional de SC (DNSC) 
y el Consejo de la Alta Dirección Pública (CADP).

El segundo tipo de propósito que abordan 
las reformas analizadas se centra en cambios 
organizativos y técnicos que permitan la 
introducción de elementos de mejora en 
el funcionamiento del sistema. Son cambios que 
se expresan normalmente mediante instrumen-
tos no legales. Estos son los casos de Costa Rica 
y Brasil, cuyo contenido, sin embargo, difi ere no-
tablemente entre sí. 

En Costa Rica, este propósito tiene una clara 
inspiración gerencial, y se expresa en el marco 
del Plan Nacional del Desarrollo 2002–2006. La 
mejora de la GRH se focaliza en el seguimien-
to de proyectos estratégicos, automatización de 
modelos de gestión, implementación del Siste-
ma de Medición de Resultados y Rendición de Cuentas 
(SIMERC), y la adaptación e implementación 
del Sistema de Recursos Humanos y Planillas (INTE-
GRA). 

En Brasil, las reformas del gobierno se han 
inspirado en principios participativos de incor-

poración de la sociedad civil y a los funcionarios 
al sistema. En concreto, han supuesto vincular a 
los mecanismos técnicos de gestión de los recur-
sos humanos a los actores sociales y a las orga-
nizaciones representativas de los funcionarios en 
los temas relativos al salario y las carreras, con la 
fi nalidad explícita de aumentar la legitimidad de 
las políticas y la transparencia del gobierno. 

Hay un grupo aparte de reformas que, si las 
juzgamos por su intención declarada, represen-
tan el intento de producir un cambio de régi-
men en materia de gestión del empleo público. 
El propósito es aquí la creación y construc-
ción de un sistema de mérito, en abierta 
ruptura con las tradiciones y parámetros básicos 
de funcionamiento del sistema de botín político 
predominante hasta la fecha. Serían los casos de 
Nicaragua y México. 

En Nicaragua, la Reforma del Estado se ini-
cia en 1994. La Constitución vigente es de 1995, 
y hasta fi nes del 2003, con vigencia de 2004, no 
se aprueba el régimen jurídico para el SC (has-
ta entonces los servidores públicos se regían por 
el Código Laboral). Esto supone un intento de 
crear las bases jurídicas para la implantación de 
un régimen de SC sobre la base del mérito. Com-
prenderá a los funcionarios y empleados públicos 
del servicio del poder legislativo, poder ejecutivo, 
poder judicial, poder electoral, entes autónomos 
y gubernamentales, municipios y órganos de las 
regiones autónomas de la costa atlántica. A lo 
largo de 2004, se aprobó la reglamentación de la 
Ley y se avanzó en su implementación a través 
de la Dirección General de Función Pública. El 
problema, nada pequeño, que las reformas están 
llamadas a afrontar es el de conseguir aplicar la 
letra y el espíritu de la nueva ley en un contexto 
de arraigada tradición clientelista y de notoria 
debilidad institucional del sistema político-admi-
nistrativo.

En México, arranca en 2003 un esfuerzo sis-
temático de implantación de un SC profesional 
en la Administración Pública Federal Centra-
lizada con la aprobación de la Ley de Servicio 
Profesional de Carrera. El éxito dependerá de la 
propia complejidad de la ley, del mantenimien-
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to de un consenso político, y de una solución a 
los temas de rendimiento y mérito que incluya al 
conjunto de funcionarios públicos. Estamos ante 
una transición que intenta pasar de un estadio de 
relaciones particularistas y de gestión “por cama-
rillas”, a otro donde imperen los controles insti-
tucionales y la evaluación por resultados. La Ley 
de Servicio Profesional de Carrera (2003) y su re-
glamento (2004) buscan implementar principios 
de mérito, igualdad de oportunidades, efi ciencia 
y responsabilidad, para llenar las vacantes hoy 
monopolio del personal de confi anza: director 
general, director general adjunto, director de 
área, subdirector de área, jefe de departamen-
to y enlace en orden jerárquico descendiente. Se 
prevé alcanzar en el 2006 una plena operativi-
dad del sistema de carrera. Existen otras accio-
nes, aunque más tímidas, dirigidas al personal de 
base, buscando promover el mérito y el rendi-
miento. Recientemente, la Norma para el Sistema de 
Evaluación del Desempeño de los Servidores Públicos de 
Nivel Operativo (agosto del 2004) establece varios 
criterios para gestionar, evaluar, y compensar el 
desempeño de este segmento.

Aunque es pronto para entrar a valorar am-
bas experiencias, cabe señalar que la ambición 
del propósito explícito no es siempre, a juzgar 
por numerosos precedentes en Latinoamérica, 
una garantía de profundidad de las reformas. El 
alcance más o menos global de éstas y el gra-
do más o menos elevado de su perfi l público son 
rasgos de los procesos de cambio que a menudo 
se relacionan más con datos del entorno político 
inmediato que con la consistencia del proyecto 
reformador y su capacidad para vencer los obs-
táculos y resistencias que inevitablemente se le 
opondrán.

I.1.2. El alcance y profundidad    
 de las reformas

El criterio del propósito explícito lleva a presen-
tar conjuntamente empeños y realidades insti-
tucionales diversas, que harán de las reformas 
iniciativas más o menos viables. Por ello, un se-
gundo apunte sobre las iniciativas de reforma 

del SC apuntadas en los diagnósticos nos lleva 
a interrogarnos sobre el grado de profundidad 
y efectividad de los procesos de cambio en este 
terreno. 

Se detectan realidades nacionales en las que 
hace años que se declaran y explicitan esfuerzos 
para reformar el SC de carrera, pero donde han 
existido problemas para lograr avances signifi ca-
tivos en su aplicación. En determinados casos, 
por falta de apoyo de los afectados o del propio 
sistema político. En Honduras, está vigente una 
Ley de Servicio Civil (LSC) sancionada en 1967 y 
reglamentada en 1976, que tiene un bajo grado 
de cumplimiento, y desde 1990 se han realiza-
do esfuerzos signifi cativos para reformar el SC 
de carrera, disminuir gastos de salario y conse-
guir las metas del FMI. Sin embargo, cuando 
en 2003 el gobierno informó que estaba listo el 
proyecto de una nueva LSC, hubo manifesta-
ciones en contra del anteproyecto y el Congreso 
informó que no lo aprobaría hasta contar con el 
consenso de todos los actores sociales afectados 
por la reforma. A partir de septiembre de 2003, 
se comenzó a percibir la escasa viabilidad de las 
reformas impulsadas. En 2004 se originó otro 
confl icto cuando se fi ltró información sobre una 
versión muy preliminar sobre cambios a la LSC. 
Finalmente, el gobierno resolvió desechar cual-
quier proyecto que no contara con la aprobación 
de los representantes sindicales. 

En la República Dominicana, la Ley del Ser-
vicio Civil y Carrera Administrativa de 1991 y su 
reglamento de 1994, introducen sobre el papel 
un segmento burocrático profesional y estable, 
pero no ha podido consolidar un SC de carrera. 
Las mayores barreras han provenido del propio 
sistema político. 

El SC ecuatoriano ha atravesado varios in-
tentos de mejora a partir de fi nes de los noventa. 
Sin embargo, la alta confl ictividad política inter-
na y la pervivencia de prácticas de clientela no 
han permitido su desarrollo en forma integral. 
En este sentido, hubo propuestas fallidas de refor-
mas a la Ley de Servicio Civil y Carrera Admi-
nistrativa en un gobierno anterior, y el siguiente 
gobierno, por un compromiso fi scal con el FMI, 
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propuso al Congreso la aprobación de una Ley 
Orgánica de Servicio Civil y Carrera Adminis-
trativa y de Unifi cación de las Remuneraciones 
del Sector Público, que fue aprobada en el 2003. 
Las posibilidades de éxito de esta reforma apare-
cen seriamente cuestionadas por los precedentes.

En Panamá, en la década de los 90 se hicieron 
algunos avances en el desarrollo de normativa y 
herramientas para aplicar a distintos aspectos 
de la gestión de recursos humanos. No obstan-
te, han resultado insignifi cantes los avances en la 
implementación de la carrera administrativa, lo 
que se sustenta en los escasos incentivos a renun-
ciar a los benefi cios del clientelismo político.

En otros casos, se han desarrollado meca-
nismos de planifi cación estratégica e institucio-
nal, con indicadores de gestión y sistemas de 
información, pero no se ha logrado derivar de 
estos avances estrategias organizativas, mode-
los para el cambio o planes operativos: no se 
logra infl uir efectivamente sobre quienes eje-
cutan las operaciones (Costa Rica, Nicaragua). 
También es el caso de Uruguay, donde las suce-
sivas reformas a la administración parecen no 
alcanzar, sin crisis estructurales, los períodos de 
consolidación necesarios para arraigar una vi-
sión que jerarquice y profesionalice la gestión 
de recursos humanos, ubicándola en la agen-
da política y social como un elemento clave 
para la gestión. Si bien se logró la incorpora-
ción, a partir de 1996, de prácticas fl exibles y 
elementos gerenciales, como los cargos de alta 
gerencia y los incentivos por rendimiento, en 
el fondo perduran los principios burocráticos y 
sigue siendo un reto pendiente la reforma del 
SC. En Argentina, los dos intentos de organizar 
una carrera administrativa generalizada bajo 
principios meritocráticos (Decreto 1.428/73 del 
Escalafón del Personal Civil de la Administra-
ción Publica Nacional, y Sistema Nacional de 
Profesión Administrativa —SINAPA, 1991—), 
comenzaron con mucha energía, pero se fueron 
desvirtuando por la falta de una estrategia clara 
y un liderazgo consistente sobre estas políticas. 
Lo mismo sucedió con los intentos de consoli-
dar algunos cuerpos de élite.

Hay países donde la profundidad de la apli-
cación de las reformas es difícil de analizar por-
que, o bien es prematuro evaluar sus avances 
(serían los casos de México y Nicaragua, antes 
citados), o bien, los problemas sociales del país 
han relegado de la agenda el tema de la reforma 
administrativa (Bolivia).

I.1.3. Los procesos de reforma

Como se desprende del epígrafe anterior, para 
entender la dinámica efectiva de las reformas no 
es sufi ciente el análisis de sus contenidos, y mu-
cho menos el de sus propósitos explícitos. Es im-
prescindible apuntar algunas claves de proceso, 
que también resultan detectables en las evalua-
ciones nacionales. Cuatro variables interpretati-
vas pueden facilitar la lectura de los procesos de 
reforma: el peso de los factores económicos, la 
infl uencia del impulso de los fi nanciadores exter-
nos, el peso del instrumental legal, y las principa-
les resistencias al cambio.

A) El peso de los factores económicos
Las evaluaciones analizadas, coinciden, con ma-
tices, en la existencia de entornos fi scales fuer-
temente limitadores de la inversión en capital 
humano, pero refl ejan importantes contradic-
ciones acerca de la infl uencia de las políticas de 
austeridad y restricción presupuestaria sobre las 
reformas del SC. 

Las políticas de restricciones del presupuesto 
y de austeridad fi scal suponen para algunos paí-
ses el factor determinante para su estrategia de 
RRHH en el sector público. En El Salvador, las 
decisiones de RRHH están estrechamente liga-
das a la política de restricción presupuestaria. El 
Ministerio de Hacienda no está creando nuevas 
plazas y para corregir los efectos negativos de la 
eliminación de plazas, el gobierno está promo-
viendo la movilidad horizontal e interinstitucio-
nal de personal idóneo. A su vez, la gestión de 
la compensación está dominada por la restric-
ción presupuestaria. En Uruguay, en septiembre 
de 2002 se aprobó la Ley de Rendición de Cuentas y 
Balance de Ejecución Presupuestal, que establece ins-
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tancias de retiro incentivado, la supresión de las 
vacantes producidas por retiros y extiende hasta 
el año 2015 la prohibición de ingreso a la planta 
permanente. La característica más destacada es 
esta última prohibición, que se extiende ya du-
rante un largo período, si bien se exceptúan de la 
misma los docentes, los técnicos de salud públi-
ca, y las fuerzas de seguridad.

Chile, donde el peso del Ministerio de Ha-
cienda a través de la Dirección de Presupuesto 
ha sido determinante sobre la evolución de sus 
reformas al SC, es probablemente el país que 
mejor ejemplifi ca la posibilidad de que el obje-
tivo presupuestario de mejora de la efi ciencia se 
convierta en la espoleta de reformas profundas 
de signo profesionalizador en la gestión del em-
pleo y los recursos humanos del sector público, a 
las que ya se ha hecho referencia.

En otros países, sin embargo, es la propia res-
tricción presupuestaria la que pone en cuaren-
tena la reforma del SC, al imponer un entorno 
restrictivo que difi culta ciertos cambios. En Méxi-
co, la disponibilidad económica puede afectar a 
la introducción de la Ley de Servicio Profesional 
de Carrera; los premios y compensaciones están 
comprometidos por las restricciones del gasto de 
las dependencias, y la Secretaría de Hacienda y 
Crédito Público puede ordenar recortes al presu-
puesto disponible y congelar plazas. En Bolivia, 
el gobierno del presidente Mesa, que asumió a 
través de una transición constitucional en octu-
bre de 2003, formuló un plan de gobierno con 
dos etapas: a) una primera fase hasta la Asam-
blea Constituyente prevista para mitad de 2005, 
b) una segunda fase desde el fi nal de la Asamblea 
hasta el fi nal del mandato constitucional del Pre-
sidente (agosto de 2007). Sin embargo, las res-
tricciones presupuestarias han llevado este año 
al dictado de normas de austeridad que implican 
una restricción para el desarrollo efectivo de la 
carrera administrativa. La política de austeridad 
implantada por la actual gestión de gobierno ha 
derivado en drásticos recortes presupuestarios a 
la masa salarial de las entidades públicas en to-
dos sus niveles, con el consecuente alejamiento 
de personal altamente califi cado. 

También en Argentina, el diagnóstico atri-
buye a los ajustes presupuestarios restricciones 
que afectan a casi todos los subsistemas analiza-
dos. Se restringe la posibilidad de ofrecer capa-
citación, no se permite la cobertura de vacantes, 
con lo cual no se renueva la planta ni se realizan 
concursos, algunas áreas no cuentan con fondos 
para pagar el salario adicional por desempeño 
destacado o demoran el trámite de los ascensos 
de grado y se desvirtúa el esquema de compensa-
ciones, con reducciones salariales generalizadas. 

Hay países donde, a pesar de la importan-
cia de los factores económicos, se producen 
comportamientos contradictorios que afectan 
directamente al gasto y al modelo de GRH. En 
Honduras, la planifi cación se ve afectada por dos 
fuerzas contradictorias: la política de austeridad 
del gobierno y las presiones de los sindicatos 
que generalmente derivan en concesiones que 
vuelven a elevar el gasto salarial. En Panamá, 
la planifi cación de RRHH del gobierno central 
está orientada casi exclusivamente al objetivo de 
reducción del gasto. Sin embargo, se observa un 
comportamiento contradictorio en los nuevos 
funcionarios políticos que designan a empleados 
de su confi anza, generando despidos injustifi ca-
dos y/o duplicación de salarios.

B) El impulso de los     
 fi nanciadores externos
Los informes se hacen eco en muchos casos de 
la infl uencia de organizaciones externas en las 
reformas de los sistemas de empleo. Las organi-
zaciones que están fi nanciando estas reformas 
en los veintiún países son generalmente el FMI, 
BID, Banco Mundial, y en algún caso la UE. 

En la República Dominicana, confl uyen 
dos programas con apoyo internacional para la 
reforma del estado y la modernización del SC 
del gobierno central: el Programa de Reforma y Mo-
dernización del Poder Ejecutivo con fi nanciación del 
BID denominado PROREFORMA y 2) el Pro-
grama de Apoyo a la Reforma y Modernización del Es-
tado (PARME) con fondos de la Unión Europea. 
Actualmente, PROREFORMA y PARME, en 
colaboración con la Ofi cina Nacional de Administra-
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ción y Personal (ONAP), están realizando estudios 
de diagnósticos y propuestas.

En Uruguay, la reforma administrativa del 
Estado comienza formalmente con la Ley de 
Presupuesto 16.736 (1996), que crea el Comité 
Ejecutivo para la Reforma del Estado (CEPRE). Para 
la implantación de la Ley se solicitó un préstamo 
del BID. La reforma visualiza la gestión de re-
cursos humanos en el marco de la planifi cación 
estratégica asociada al Presupuesto Nacional, 
lo que constituye una novedad con referencia 
a períodos anteriores. Los principales objetivos 
conseguidos fueron la reformulación de estruc-
turas organizativas, la reducción en el número 
de cargos y funciones contratadas excedentes, la 
supresión de cargos vacantes, la contratación de 
algunos servicios con terceros y la recalifi cación 
de funcionarios públicos. Las economías logra-
das se utilizaron para fi nanciar los premios por 
desempeño, los cargos de alta especialización y la 
equiparación salarial para tareas de similar res-
ponsabilidad. La Ley de Presupuesto 2000-2004 
se elaboró sobre la base de un plan estratégico en 
el nivel de cada unidad ejecutora y estableció la 
racionalización de las denominaciones y el desa-
rrollo de sistemas de información sobre cargos, 
contratos y retribuciones. Este proceso es apoya-
do desde el Programa de Modernización de la 
Gestión Pública 2001–2003 (BID), uno de cuyos 
componentes incluye la mejora de la gestión de 
RRHH a través de la modernización del marco 
legal, la reforma de la Ofi cina Nacional de SC, 
y la implantación de sistemas de información de 
RRHH.

Las actuaciones del Banco Mundial, por 
otra parte, se centran en apoyar la implementa-
ción, brindando asistencia técnica, especialmen-
te en sistemas de información y operaciones en 
general. Desde 1996 el Banco Mundial brinda 
asistencia técnica a El Salvador para la mo-
dernización de los RRHH, especialmente fi -
nanciando el Sistema Integral de Recursos Humanos 
(SIHR). En Nicaragua (2000) la Unidad Eje-
cutora del proyecto de Reforma del SC, que 
depende del Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público (UCRESEP), está fi nanciada con re-

cursos del Banco Mundial. En Guatemala, con 
fi nanciación del Banco Mundial, se está descon-
centrando la nómina de pagos para recoger la 
información de empleados públicos y que cada 
ministerio pueda acceder a la información de 
sus empleados.

Bolivia consiguió fi nanciación del Banco 
Mundial, para su Proyecto de Reforma Institucio-
nal (PRI), previsto para el período junio 1999  
– agosto 2005. El PRI, que gozó en sus inicios 
de un fuerte apoyo político, focaliza su acción 
en reformas horizontales en las áreas de gestión 
de RRHH, presupuesto por resultados y eva-
luaciones de desempeño, y su aplicación ver-
tical en agencias piloto, tales como la Aduana 
y el Servicio Nacional de Impuestos Internos 
(principales recaudadores), el Servicio Nacio-
nal de Caminos (una de las principales áreas de 
gasto) los Ministerios de Agricultura, Vivienda 
y Educación y el Instituto Nacional de Refor-
ma Agraria (vinculados a la estrategia de lucha 
contra la pobreza). El reconocimiento de los 
avances logrados en los casos piloto es generali-
zado, aunque se critica que logra sus objetivos a 
fuerza de la inyección de fi nanciación externa, 
y que no llega, por ello, a consolidar procesos 
sustentables. Sus principales objetivos son: ad-
ministración orientada a resultados; combate a 
la corrupción; reforma del SC; y reestructura-
ción organizativa.

C) El peso del instrumental legal
Desde el punto de vista de la solidez de los mar-
cos legales que fundamentan los sistemas de 
SC, podemos hacer referencia a dos grupos de 
países. En el primero de ellos hallamos entor-
nos institucionales en los que la inestabilidad y 
la debilidad del sistema legal inciden de manera 
negativa en la existencia de sistemas de mérito 
(El Salvador, Honduras, Nicaragua, Colombia, 
el Perú). En algunos de esos casos, la inestabi-
lidad ha impedido reformas efectivas, bien por 
condicionamientos políticos (El Salvador), bien 
por presiones sindicales (Honduras, a pesar de la 
antigüedad de sus leyes sobre SC). En el Perú la 
ausencia o debilidad de los marcos reguladores 
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para la gestión de recursos humanos ha llevado 
al predominio de la negociación oportunista en-
tre los actores interesados, y la implementación 
de arreglos institucionales específi cos y precarios 
que no logran constituirse en regímenes plenos. 
Generalmente, esta inestabilidad viene combi-
nada con una profusión de normas, exceso de 
regulación y opacidad en el funcionamiento de 
los diferentes subsistemas de la GRH. 

Por el contrario, hay otro grupo de países 
donde la legislación goza de estabilidad y la ge-
nera, al mismo tiempo, en el sistema. En Chi-
le los marcos legales suelen ser respetados, no 
produciéndose reformas sucesivas sino más bien 
acumulativas y de corte pragmático. Un ejemplo 
de ello, puede verse en el hecho que la Ley del 
Nuevo Trato, a diferencia de otras experiencias 
latinoamericanas, agrega y no elimina el marco 
anterior del Estatuto Administrativo sino que 
centralmente se apunta a la introducción de in-
novaciones y mejoras. 

El peso del instrumental legal es defi nitivo 
en aquellos países donde se requiere de modifi -
caciones constitucionales para las reformas en el 
SC. En Brasil la formulación e implementación 
de políticas públicas están constitucionalizadas, 
y se requiere de enmiendas constitucionales para 
promover cambios concernientes al SC. 

En general, las evaluaciones ponen de ma-
nifi esto que el recurso al instrumento normativo 
es, de manera más o menos justifi cada, la fórmu-
la mayoritariamente elegida por los reformado-
res para plasmar sus iniciativas en este campo. 
Como antes apuntábamos, esta opción parece 
sustentarse en patrones culturales de compor-
tamiento más que en una evaluación del éxito 
de los precedentes. La Región sigue siendo un 
escenario en el que la brecha entre el volumen 
de reformas legales promulgadas y el de cambios 
sustanciales efectivamente producidos sigue en 
peligro de seguir ampliándose.

D) Las resistencias al cambio
Además de estar fuertemente respaldado po-
líticamente, cualquier intento de mejora del 
sistema de gestión del empleo y los recursos hu-

manos del sector público debe incluir estrategias 
de sustentabilidad fi nanciera, técnica, política y 
social (respaldo de los propios funcionarios y de 
la ciudadanía) para su desarrollo y efectiva im-
plantación. Hemos detectado en los informes la 
presencia de fuertes resistencias al cambio. Sus 
orígenes son múltiples y tanto políticos (El Sal-
vador) como de los trabajadores de la adminis-
tración (oposición sindical y de los gremios en 
Honduras).

En Costa Rica, según el informe, se notan 
altos niveles de politización de las decisiones y las 
relaciones interinstitucionales, rasgos de la cultu-
ra social que afectan negativamente la gestión de 
los RRHH. Ello se refl eja en el temor a los con-
fl ictos y en la preferencia por el mantenimiento 
del statu quo y la aversión al cambio. También se 
identifi ca una importante resistencia al cambio 
en los niveles operativos y administrativos y un 
alto poder de presión sindical y laboral. En Ni-
caragua, existe una importante resistencia que 
se expresa también principalmente en los nive-
les operativos y administrativos, un alto nivel de 
politización de las decisiones sobre RRHH y un 
elevado poder de presión de los sindicatos. En 
Ecuador, las inercias y resistencias a cambiar las 
cosas, derivadas de la cultura política y organiza-
tiva autoritaria, son percibidas en el diagnóstico 
como los principales obstáculos a las reformas.

En general, los informes presentan evidencias 
y percepciones múltiples sobre estas resistencias, 
cuyos principales focos se ubican en: a) las clases 
políticas gobernantes, poco proclives a perder 
capacidad para ejercer prácticas de personal de 
tipo clientelista; b) los partidos de oposición, que 
frecuentemente se oponen a llegar a acuerdos 
sobre estos temas; c) las organizaciones corpora-
tivas y gremiales de los funcionarios, resistentes 
a perder determinados privilegios; d) determina-
das tecnoestructuras —contralorías, tribunales, 
instancias reguladoras o capacitadoras, etc.— 
ancladas en las instituciones y opuestas a ceder 
infl uencia y poder; y e) la falta de credibilidad de 
las iniciativas reformadoras en opiniones públi-
cas crecientemente críticas y recepcionadas con 
el funcionamiento de los gobiernos. 
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I.2. El equilibrio entre mérito y flexibilidad

Como era de esperar, dada la realidad mayorita-
ria de los sistemas político-administrativos regio-
nales, los diagnósticos muestran una orientación 
preferente de las reformas a la introducción de 
las garantías propias de los sistemas de mérito. La 
consideración del empleo público como recurso 
político y el consiguiente manejo del mismo me-
diante prácticas de clientelismo tienen un hondo 
arraigo en buena parte de los países analizados. 
Expresiones como las de “profesionalización”, 
“concursabilidad”, “carrera administrativa” y 
otras tienden a convertirse en lemas que pueblan 
las invocaciones a cambiar este estado de cosas. 
Paralelamente —y en esto los diagnósticos no 
son menos concluyentes— los cambios suelen 
perseguir al mismo tiempo la introducción, en 
los sistemas de gestión del empleo y los recursos 
humanos, de elementos que potencien la efi cacia 
de las políticas públicas, la agilidad de respuesta 
de las burocracias públicas a los programas de 
gobierno y los incentivos capaces de estimular la 
dedicación y productividad de los servidores pú-
blicos. Son, éstas últimas, orientaciones comunes 
a las reformas de los sistemas públicos de empleo 
en todo el mundo desarrollado, para las que la 
OCDE ha acuñado como término de síntesis el 
de “fl exibilidad”. Políticas como la diversidad 
contractual, la evaluación del rendimiento, la 
remuneración variable e incluso la gestión por 
competencias forman parte del repertorio de 
prácticas de gestión que los reformadores del 
empleo público pretenden introducir, también 
en América Latina, junto al reclutamiento abier-
to y la selección por el mérito y la capacidad. 

No se trata solamente del infl ujo de las mo-
das, aunque no quepa desconocer del todo las 
infl uencias de este carácter. Más allá de éstas, la 
búsqueda de la fl exibilidad tiene que ver con fac-
tores de mayor peso: por una parte, la necesidad 
de los gobiernos de contar con aparatos burocrá-
ticos receptivos y efi caces; por otra, la frecuen-
te combinación, en el entorno regional, de las 
prácticas de clientela con la rigidez interna de los 
sistemas de gestión del empleo (inamovilidad ex-

cesiva de los funcionarios, exceso de protección 
sindical); en tercer lugar, y especialmente, la ne-
cesidad de manejar el empleo público en entor-
nos de creciente austeridad fi scal, que conduce 
a la búsqueda de una mayor efi ciencia: más y 
mejores resultados con plantas de personal más 
reducidas y fl exibles.

Si bien no se trata de orientaciones contra-
puestas, sino, en buena medida, complementa-
rias, no dejan de evidenciarse a veces tensiones 
entre ellas. Un ejemplo lo hallamos en el caso, 
anteriormente apuntado al hablar de México, de 
la posible colisión entre la discrecionalidad ge-
rencial (exigida hasta cierto punto por un manejo 
fl exible del empleo público) y las garantías de pro-
fesionalidad propias de los sistemas de mérito. 

Aunque no resulta fácil dilucidar en los diag-
nósticos cuál es el peso relativo y la eventual pre-
ponderancia de una y otra orientación en cada 
caso, el análisis, a título de ejemplo, de los casos 
de Brasil y Chile, que son precisamente los países 
mejor puntuados en el conjunto de los índices, 
permite hacer algunas consideraciones a este 
respecto. En ambos casos, las dos “almas” men-
cionadas de las reformas del empleo público, son 
del todo patentes. La inspiración gerencialista, 
con su corolario de prácticas fl exibles, coincide 
en los dos casos con políticas de claro signo pro-
fesionalizador. Sin perjuicio de estas semejanzas, 
los resultados de los diagnósticos de ambos países 
difi eren en el énfasis relativo de cada uno de estos 
componentes genéricos. En el caso brasileño, nos 
hallamos ante el sistema de mérito más completo 
y consolidado de la Región. La puntuación, tam-
bién destacada, en el subíndice de consistencia 
de los procesos, que mide el grado de desarrollo 
y formalización de los procedimientos de perso-
nal parece coherente con dicha característica. 
Sin embargo, Brasil se halla netamente por de-
trás de Chile en el índice de consistencia estruc-
tural, que, como hemos visto, considera, junto al 
subíndice indicado, los de coherencia estratégica 
(mide la sintonía entre las políticas de personal y 
la estrategia de gobierno) y consistencia directi-
va (mide el grado de desarrollo de la función de 
dirección). Ambas cosas son coherentes, asimis-
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mo, con la ventaja brasileña en el índice de ca-
pacidad integradora (capacidad del sistema para 
armonizar los intereses en presencia y reducir los 
confl ictos), y la mejor puntuación chilena en el 
índice de efi ciencia (relación entre las políticas de 
recursos humanos y sus costos). Lo mismo cabría 
decir del subíndice de competencia, que corre-
laciona con la ventaja brasileña en mérito, y el 
de efi cacia incentivadora, donde Chile puntúa 
mejor con claridad. 

En resumen, los diagnósticos de Brasil y Chi-
le nos muestran, sobre un fondo en el que coexis-
ten las dos macro-orientaciones expuestas, énfasis 
distintos en sus procesos de modernización del 
empleo público. En Brasil, parece haber sido pre-
dominante la construcción de un entramado más 
sólido de burocracia weberiana clásica. En Chi-
le, la conexión de las políticas de empleo público 
con las presupuestarias ha impuesto una consis-
tente orientación fl exibilizadora, basada más en 
la introducción de incentivos que en la defi nición 
de reglas, si bien las reformas más recientes han 
acentuado la dimensión meritocrática de los cam-
bios. Es de resaltar, en este sentido, que la princi-
pal prioridad de este signo, en este último país, ha 
sido la profesionalización de la alta dirección pú-
blica, lo que concuerda plenamente con el énfasis 
gerencialista indicado. En ambos casos, el relato 
de sus ventajas relativas nos muestra asimismo la 
lectura de sus puntos más débiles, que apuntarían 
en el caso de Brasil a peligros de corporativismo 
y rigidez y, y en el chileno a un exceso, todavía 
constatable, de informalidad en algunas prácticas 
de contratación y promoción. 

I.3. Las tensiones entre integración y 
 fragmentación 

En el análisis de los diagnósticos de los países 
se detecta una considerable fragmentación de 
los sistemas nacionales de SC, que deriva en la 
coexistencia de distintas normativas, diferentes 
interpretaciones de la norma, sistemas mixtos y 
dispersión de regímenes de empleo. Sin perjuicio 
de las experiencias positivas aisladas en las que 
esta atomización ha permitido espacios autóno-

mos para la innovación y la modernización de la 
GRH, facilitando el trabajo a algunos reforma-
dores, en general las evaluaciones acentúan los 
rasgos negativos de la dispersión: insularidades, 
administraciones paralelas, reductos de opaci-
dad, privilegios corporativos, inequidades, falta, 
en defi nitiva, de los elementos básicos de cohe-
sión del sistema.

I.3.1. La dispersión normativa: 
 los estatutos especiales

Una parte de este escenario tiene su origen en 
la regulación diferenciada de las condiciones de 
empleo de ciertos sectores de la administración 
pública, o de determinados colectivos o pro-
fesiones. Es una diferenciación que refl eja con 
frecuencia tensiones de poder en el interior del 
sistema político-administrativo.

En Honduras, durante los años 1980, algu-
nos sectores hicieron presión para obtener un 
estatuto propio y cinco colectivos profesionales 
consiguieron benefi cios diferenciales no equita-
tivos (por su alta capacidad de paro y moviliza-
ción de gremios): médicos-empleados, docentes, 
microbiólogos y químicos, trabajadores sociales, 
y enfermeras profesionales. En este caso la distri-
bución de recursos favorece a las Secretarías de 
Salud y Educación. A lo largo del año, la gestión 
de la compensación es sometida a cambios por las 
presiones que ejercen los empleados bajo el régi-
men de estatutos especiales para conseguir más 
benefi cios salariales. Por otra parte, la Ley del SC 
tampoco rige para instituciones desconcentradas 
y descentralizadas, sobre las que la Dirección de 
SC no tiene competencia ni autoridad.

En Costa Rica, el sistema está fragmentado 
por la existencia de regímenes diferenciados. El 
Estatuto de SC se aplica para la gestión del 56% 
de los empleos, estando el resto del 44% bajo 
normas particulares: de las entidades descentra-
lizadas, autónomas, empresas públicas, organis-
mos legislativo y judicial, y municipalidades. A 
menudo, en estos casos se ofrecen salarios y pres-
taciones superiores a los del Gobierno Central, 
se goza de mayor fl exibilidad en la incorpora-
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ción de personal y se desarrollan prácticas más 
permeables a la politización de las decisiones en 
materia de aprovisionamiento.

En Nicaragua, el diagnóstico apunta a una 
administración del sistema excesivamente frag-
mentada. Se ha carecido de órgano rector, nor-
mas, procesos y prácticas comunes y la gestión 
de RRHH se ha realizado en base al impacto 
fi nanciero del gasto en personal a nivel presu-
puestario. Hasta 2004 no existía Ley de SC, y la 
Constitución reserva a otras leyes la regulación 
de la carrera del servicio exterior, el magisterio 
y la policía, que tienen sus propios estatutos. La 
ausencia de marco legal ha generado que hasta el 
momento cada institución pública tenga su pro-
pio régimen, creando distorsiones de equidad y 
vulneración de principios de efi ciencia y mérito. 

En la República Dominicana, el sistema de 
empleo en el gobierno central es bifurcado entre 
el SC y la Carrera Administrativa. Se observan 
requisitos de mérito solamente en esta última, 
que abarca a menos del 5% del personal del go-
bierno central.

En Ecuador, coexisten diversos regímenes, 
tales como la nueva Ley Orgánica del Servicio 
Civil y Carrera Administrativa, Homologación y 
Unifi cación de las remuneraciones del sector pú-
blico —Ley 2003-17, reformada por la Ley 2004-
30—; el Código del Trabajo, la Ley de Carrera 
Administrativa de la función legislativa, y el Re-
glamento de carrera judicial. Esta diversidad de 
regímenes imprime un contexto de fragmenta-
ción cuyos efectos más disfuncionales se traducen 
en la política de remuneraciones, la cual es hoy el 
principal núcleo de los intentos de reforma. 

En Panamá, además de la carrera adminis-
trativa, el servicio público cuenta con las carre-
ras judicial, docente, diplomática y consular, 
sanitaria y militar. Cada una de ellas se rige por 
una norma propia. Se observan inequidad en-
tre distintas dependencias del gobierno central, 
entre éstas y los entes descentralizados, y entre 
empleados permanentes y aquellos con contra-
tación eventual o contingente.

En el sector público peruano, conviven un ré-
gimen laboral público y un régimen laboral priva-

do. En febrero de 2004, se publicó la Nueva Ley 
del Empleo Público, que rige a partir de 2005. 
El régimen laboral privado es aplicable a deter-
minadas entidades públicas: desde mediados de 
la década de los noventa, dentro de un proceso 
de reforma del Estado que quedó truncado, una 
serie de entidades e instituciones públicas comen-
zaron a migrar hacia el régimen laboral privado, 
produciendo insularidad de las entidades que se 
acogen a este régimen y agravándose la fragmen-
tación del sistema en su conjunto.

En Bolivia, el personal profesional de salud, 
la carrera fi scal y judicial, los docentes y admi-
nistrativos universitarios, y todo el personal de 
gobiernos municipales dependen de una norma-
tiva de carrera específi ca denominada “de régi-
men especial” para estos sectores. Las Fuerzas 
Armadas y Policía solo están sujetas a algunos 
aspectos del Estatuto de Función Publica, y a pe-
sar de haberse establecido un sistema normativo 
básico que respalda los principios meritocráticos, 
todavía no hay un sistema de SC implementa-
do en el sector público; los esfuerzos se limitan 
a experiencias piloto. Los casos piloto que mejor 
funcionaron fueron los de los organismos autár-
quicos, por una confl uencia de la situación de 
mayor independencia que provee la autarquía y 
la disponibilidad de recursos. No fueron tan exi-
tosos los ministerios, más vulnerables a cambios 
políticos. Las transformaciones logradas coexis-
ten con prácticas patrimonialistas, incongruentes 
con los cambios realizados. 

En Argentina, se constata también una gran 
dispersión. Pese a los esfuerzos por consolidar la 
normativa del empleo público, sigue habiendo 
una considerable fragmentación en diferentes 
regímenes de empleo, aunque en sus contenidos 
básicos son bastante similares. Se ha creado una 
burocracia paralela formada por contratos tem-
porarios, y coexisten diferentes marcos regulado-
res y modelos de carrera. 

Uruguay posee una carrera funcionarial de 
larga data (es uno de los servicios civiles más an-
tiguos, consolidados y extendidos de la región), 
pero se ha vaciado progresivamente de conteni-
do por la distancia entre la norma y la realidad, 
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y por la creación de reglas ad hoc que formalizan 
prácticas que se alejan del SC de carrera, tales 
como pases en comisión, partidas extra presu-
puestarias, inconsistencia entre puesto, función, 
escalafón y remuneración.

En Chile, el personal del Banco Central, de 
las Fuerzas Armadas y de la seguridad pública, 
entre otros, tiene regímenes específi cos. Los tra-
bajadores de las empresas públicas se rigen por 
el Código del Trabajo. El personal docente y no 
docente traspasado a los municipios se rige, res-
pectivamente, por el Estatuto Docente y el Códi-
go del Trabajo y una ley propia. El personal de la 
salud primaria municipalizada, está regido por 
asimismo por ley específi ca, y el personal muni-
cipal, está regulado por la Ley Orgánica Cons-
titucional de Municipalidades y por el Estatuto 
Administrativo de los funcionarios municipales. 

I.3.2. Los mecanismos de huída

La fragmentación del sistema también se utili-
za como mecanismo de huída de la rigidez de 
algunos sistemas de SC, ya sea por la vía de 
la diversifi cación contractual, o por la de las 
administraciones paralelas (administraciones 
peculiares, centros piloto, islas privilegiadas, ad-
ministraciones paralelas con fi nanciación, etc.).

En Costa Rica, se dan mecanismos de escape 
de la falta de fl exibilidad del subsistema salarial 
a través de los llamados “adicionales”. En Brasil, 
muchos puestos gerenciales de dirección y ase-
soría superior son utilizados como complemen-
to de remuneración para funcionarios con buen 
desempeño técnico. En el Perú, en los últimos 
años se ha hecho cada vez más uso de contra-
taciones denominadas genéricamente “contrato 
de servicios no personales”, con la intención de 
superar la rigidez propia del régimen público 
(en términos de contratación y remuneración 
especialmente). Se posibilita asignar una remu-
neración fuera de los marcos establecidos por el 
régimen público, contratar de manera rápida y 
discrecional, disminuir los costos vinculados a 
cada puesto y evitar la rígida estabilidad laboral. 
Otra manifestación consiste en la proliferación 

de cargos de confi anza política como mecanismo 
para evitar los procesos establecidos de promo-
ción y selección.

En algunos casos (Bolivia, Nicaragua), las 
evaluaciones refl ejan el fenómeno de la cons-
trucción de unidades y organizaciones surgidas 
y desarrolladas para la ejecución de políticas o 
la gestión de proyectos de modernización o re-
forma vinculados a ayudas internacionales o a 
créditos procedentes de organismos multilate-
rales. Los fi nanciadores de estos programas han 
necesitado construir en los países “contrapartes” 
técnicamente capacitadas y bien remuneradas. 
Estas políticas han abierto paso a la aparición de 
unas elites administrativas que frecuentemente, 
en lugar de permear las estructuras existentes e 
integrarse en ellas, han acabado por constituir 
administraciones paralelas que han acentuado la 
fragmentación y la percepción de inequidad en-
tre los restantes actores del sistema. En Bolivia, 
según el informe, este fenómeno está atentando 
contra la sustentabilidad de algunas estructuras 
dependientes de la fi nanciación internacional, y 
produce una falta de equidad interna y externa 
del sistema de compensaciones.  

I.4. Las tensiones entre profesionalización   
 y politización

Otro de los ejes de lectura transversal de los diag-
nósticos nacionales nos conduce a constatar la 
tensión entre, por una parte, los esfuerzos —de 
signo y magnitud muy desigual— realizados por 
los gobiernos para conseguir administraciones 
públicas más profesionales —y especialmente sis-
temas de SC basados en el mérito—, y, por otra 
parte, las resistencias opuestas a aquellos por las 
tradiciones e inercias de signo patrimonializador 
y clientelista, ancladas en el interior de los siste-
mas político-administrativos.

I.4.1. El acceso y la desvinculación  
del cargo

La forma en que acceden al cargo y son removi-
dos del mismo los empleados públicos es una de 
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las claves de la existencia de sistemas profesio-
nales de SC. Las evaluaciones que analizamos 
suministran información acerca de estas prácti-
cas de GRH que, sin perjuicio de su traducción, 
antes comentada, en el índice de mérito y el su-
bíndice de competencia, pueden ser objeto de 
refl exión en este punto.

En este sentido, hay países, como Brasil, 
donde el servicio público federal recluta personal 
mediante concurso público, incluso para cargos 
temporales, garantizando la selección por mérito 
y califi cación. No existe evidencia signifi cativa, 
en términos generales, de manipulación o clien-
telismo sobre los concursos federales aunque hay 
quejas sobre la prórroga automática de contratos 
inicialmente temporales, y el derecho a recusa-
ción por parte de los funcionarios aún no ha sido 
reglamentado, por lo que faltan garantías contra 
posibles arbitrariedades. Existen, además, me-
canismos de acción afi rmativa para incorporar 
mujeres y personas de color, aunque el número 
de mujeres en los cargos de Dirección y Asesoría 
Superior (DAS) se mantiene bajo. 

Sin embargo, en otros países predominan el 
conocimiento personal y las prácticas de acceso 
poco rigurosas. En Panamá, dado que únicamen-
te se ha acreditado al 18% de los empleados pú-
blicos del gobierno central, el resto de los puestos 
aún es considerado como de libre designación. 
El factor político y el conocimiento personal de 
un funcionario de jerarquía se constituyen en las 
condiciones más importantes para acceder a un 
puesto. En Argentina, hay un uso habitual de de-
signaciones transitorias de carácter político para 
cargos que deben ser cubiertos por concurso y 
que corresponden a funciones ejecutivas del sis-
tema. En Colombia, también se reproduce una 
fuerte tradición clientelista en el acceso al em-
pleo público, que la ley aprobada recientemente 
se propone erradicar. En Guatemala, las políti-
cas de nombramiento, inducción, ascensos, y de-
sarrollo de personal promueven la politización y 
arbitrariedad en el sistema, detectándose prácti-
cas de clientelismo político para el acceso. 

A diferencia del acceso, existe menor espe-
cifi cación y aplicación de normas en el proce-

so de desvinculación del SC. En muchos casos, 
aunque existe falta de garantías frente al despi-
do arbitrario, éste no se da en la práctica, ya sea 
por inercias culturales o por el peso corporativo 
de gremios y sindicatos de funcionarios. Es más, 
ni siquiera el despido justifi cado por razones or-
ganizativas o bajo rendimiento es una práctica 
frecuente. En Brasil, la Enmienda Constitucio-
nal 19/98 introduce la posibilidad de pérdida de 
inamovilidad del funcionario, un cambio sin pre-
cedentes para la burocracia brasileña. A la fecha, 
sin embargo, no se ha podido instrumentar la 
desvinculación funcional por mala evaluación de 
desempeño individual. Eso sí, los procedimientos 
disciplinarios en la administración pública fede-
ral existen y se aplican, llegándose al despido de 
funcionarios como resultado de investigaciones 
de fraudes desde la creación de la Contraloría 
General de la Unión.

Precisamente en este ámbito de los procedi-
mientos para el acceso y la desvinculación, los 
informes dan cuenta de una de las más revela-
doras paradojas de buena parte de los sistemas 
de empleo público en los países de la Región: la 
excesiva fl exibilidad en materia de reclutamiento 
se traduce en rigidez de las formas de desvincula-
ción. Así, en Panamá, no existen procedimientos 
para despidos por mal rendimiento y los emplea-
dos acreditados sólo pueden ser destituidos por 
cuestiones disciplinarias. En Venezuela, existe 
la posibilidad de despido por bajo rendimiento 
pero no se realiza en la práctica. En Colombia, 
como antes se indicó, la nueva ley de SC ha pre-
tendido introducir algunas pautas de fl exibilidad, 
hasta ahora inexistentes, en lo que respecta a la 
remoción de los cargos.

En Uruguay, existe una fl exibilidad potencial 
a través del despido por incapacidad manifi es-
ta o bajo rendimiento, y por la existencia de un 
sistema de evaluación del desempeño bastante 
extendido en su aplicación. En Chile, se cesa en 
los empleos públicos por renuncia voluntaria, ju-
bilación, el incumplimiento de las obligaciones o 
la pérdida de requisitos para ejercer la función, 
destacando las innovaciones introducidas por la 
Ley de Probidad Administrativa. Entre ellas se 
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encuentra, la suspensión del empleo del funcio-
nario como medida disciplinaria (antes sólo era 
una medida preventiva dentro del proceso admi-
nistrativo), y el establecimiento de la procedencia 
de la destitución del funcionario por infracción 
grave al principio de probidad. El marco legal 
contempla la desvinculación por mal desempeño 
pero estos procedimientos son de escaso uso.

I.4.2. Alcance de la rotación política

No obstante lo anterior, lo que en muchos países 
sigue constituyendo un hecho determinante de la 
rotación de empleos es la transición política. El 
cambio de color político de los gobiernos sigue 
produciendo en estos casos salidas y entradas de 
personal en el sistema público, como correspon-
de a las tradiciones político-administrativas de 
clientela. 

En Panamá, en el último cambio de gobier-
no, una vez más se repitió un fenómeno clásico 
en la administración pública panameña: el des-
pido de varios miles de trabajadores y su reem-
plazo por simpatizantes o conocidos de los altos 
mandos. Existe una alta rotación de directivos y 
del personal en general. Durante el gobierno de 
Mireya Moscoso se despidió aproximadamente a 
25.000 empleados públicos, cuyos puestos fueron 
cubiertos con simpatizantes políticos, tal como 
está sucediendo en este último cambio de ges-
tión. No se conoce la cantidad de despedidos por 
el nuevo gobierno pero la Federación Nacional de 
Empleados Públicos (FENASEP) estima que el pro-
ceso continuará al menos hasta el primer trimes-
tre de 2005. En la gestión del empleo prevalece 
la politización de las decisiones de incorpora-
ción, movilidad y desvinculación. Los empleados 
públicos tienen una alta probabilidad de ser des-
tituidos ante cambios de ministros sin que esto 
tenga relación con el desempeño. Apreciaciones 
parecidas se contienen en las evaluaciones de 
otros países, como Bolivia o Ecuador.

En ocasiones, ni siquiera la pertenencia a es-
calafones supuestamente protegidos es garantía 
sufi ciente. En la República Dominicana, a pesar 
de que los funcionarios en la Carrera Adminis-

trativa tienen según la ley estabilidad, pueden ser 
despedidos con cambios de gobierno como en la 
práctica ha sucedido. Se calcula que a partir de 
agosto del 2004, con el nuevo gobierno, se han 
cancelado 3.000 empleos de funcionarios que ya 
habían sido incorporados a la Carrera Admi-
nistrativa. En resumen, la no consagración del 
mérito, un sistema político que tradicionalmente 
utiliza los empleos estatales como prebendas, la 
escasa voluntad política de los partidos para uti-
lizar la ley, y la falta de organizaciones sindicales 
y profesionales que presionen para introducir 
mecanismos de reclutamiento y promoción or-
denados y universales son los factores de mayor 
infl uencia, según el informe, en este estado de 
cosas.

Frente a estos casos, en otros países (Brasil, 
Chile, Costa Rica, Uruguay) la infl uencia de la 
transición política sobre los despidos de personal 
no es percibida o lo es en grado muy inferior.

I.4.3. Interferencias políticas

Además de los procesos de acceso y desvincula-
ción, y de las consecuencias de las transiciones 
políticas, todo un abanico de posibles extralimi-
taciones de la política sobre la administración 
aparece en las evaluaciones como limitantes a la 
profesionalización del sistema. 

Así, en Ecuador, el fuerte componente clien-
telista ya aludido impacta sobre los ascensos y las 
decisiones salariales. También es el caso de Boli-
via, el Perú y la República Dominicana, donde se 
repite la patrimonialización de la administración 
por las elites políticas en el poder y el predominio 
de redes clientelares de favores (incluyendo los 
favores familiares bajo la forma de nepotismo).

En México, la Nueva Ley, antes glosada, su-
pone una reacción frente a la situación generali-
zada hasta 2003, que ha sido caracterizada como 
un reparto entre las elites políticas, los altos fun-
cionarios y las burocracias sindicales, construido 
sobre una casi absoluta discrecionalidad en el 
manejo de los recursos humanos públicos. Habrá 
que esperar un tiempo hasta valorar el impacto 
real de la nueva legalidad sobre todo ello.
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Incluso en Costa Rica, que goza de uno de 
los sistemas de mérito más antiguos de la Región, 
se constata cómo la infl uencia de dirigentes po-
líticos y sindicales ha incidido en la efi cacia y la 
efi ciencia de la gestión, aumentando la propor-
ción del empleo del Gobierno Central Civil don-
de se detectan prácticas recurrentes y periódicas 
de revisión salarial no vinculadas al rendimiento 
ni a la productividad.

En Argentina, la falta de una estrategia de 
recursos humanos crea las condiciones para que 
el marco normativo sea modifi cado, eludido o 
distorsionado de acuerdo conlos intereses de los 
grupos involucrados en estos procesos de deci-
sión. Por otra parte, se da una progresiva politi-
zación de las decisiones, que tiene como impacto 
la degradación de las normas. Se encuentran 
caminos para eludir las reglas, se generalizan 
las excepciones a través de nuevas normas, o se 
aceptan como válidas prácticas distorsionadoras 
que fi nalmente pueden en algunos casos conso-
lidarse como regímenes paralelos al establecido. 
Es, para los autores de este diagnóstico nacional, 
la expresión de una práctica social propia de la 
cultura local que consiste en buscar la manera de 
eludir las reglas, sin infringirlas frontalmente.

I.5. Las tensiones entre fortaleza y    
 debilidad institucional

La creación y desarrollo de sistemas profesiona-
les y avanzados de gestión del empleo público y 
los recursos humanos que lo componen solo pue-
den darse en el marco de un mínimo acuerdo en-
tre los principales actores involucrados (partidos 
políticos, áreas centrales del gobierno, dirigentes 
políticos y de línea, entidades sindicales) acerca 
de la necesidad de establecer reglas de juego cla-
ras, y el compromiso de atenerse a estas reglas 
una vez establecidas. Hay países, como Méxi-
co, donde una reforma de amplio calado vive, 
como veíamos, sus primeros pasos, en los que el 
diagnóstico resalta especialmente las difi cultades 
para conseguir estos acuerdos mínimos.

De los informes pueden derivarse, desde este 
punto de vista, dos tipos de contextos genéricos. 

Hay una serie de países cuyos marcos institucio-
nales permiten prever una evolución positiva de 
sus sistemas de SC con un grado aceptable de 
consenso. En Costa Rica, la evaluación destaca 
precisamente un grado notable de consenso so-
cial entre los principales actores afectados. Así, 
las relaciones laborales, si bien llegan a confl ictos 
ocasionales, se caracterizan por un equilibrio en 
la capacidad de infl uencia en las decisiones y se 
orientan por lo general a la transacción y la con-
certación. En Chile, una grave crisis política fue 
la espoleta de una reforma, representada por la 
Ley de Nuevo Trato, cuyo diseño e implemen-
tación se han venido desarrollando con un alto 
grado de consenso entre las fuerzas políticas. Al-
gunos elementos de la nueva institucionalidad, 
como el Consejo de la Alta Dirección Pública, 
refl ejan en su concepción esta orientación procli-
ve al acuerdo entre las fuerzas políticas en mate-
rias que, por su trascendencia, son separadas de 
la confrontación entre partidos. 

En cambio, hay otros países donde las eva-
luaciones se hacen eco de claros défi cit en cuanto 
a la capacidad de acuerdo entre los principales 
actores con interés, así como una baja opinión de 
la ciudadanía respecto a los funcionarios públi-
cos. En Paraguay, el fuerte corporativismo de los 
empleados públicos, sumado a los problemas de 
corrupción y la restricción del gasto público, ha 
generado en la ciudadanía una fuerte reacción 
frente a los funcionarios y, por extensión, un des-
crédito de la función pública. En otras ocasiones, 
la debilidad institucional deriva de la difi cultad 
de obtener consenso entre el gobierno y la opo-
sición. Paradójicamente, estos desacuerdos pue-
den derivar tanto en bloqueo de las reformas (en 
El Salvador, la ley de SC de 1961 está obsoleta, 
pero los confl ictos interpartidarios han impedido 
su modifi cación), como en la producción de diná-
micas de cambio continuo (Ecuador, Honduras) 
caracterizadas por la permanente introducción 
de reformas que no llegan a consolidarse. 

Los diagnósticos apuntan casos de constitu-
cionalización excesiva de la materia (Brasil), lo 
que supone, las más de las veces, un freno evi-
dente a las reformas. En el Perú, la modifi cación 
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de la legislación sobre remuneraciones de los 
empleados públicos requiere una reforma consti-
tucional. También se dan supuestos en los que el 
recurso a la corte constitucional se utiliza como 
herramienta dilatoria de la reforma legal del SC. 
Es el caso de Ecuador, donde fueron presentados 
por organizaciones sindicales y sociales ante el 
Tribunal Constitucional varios recursos de in-
constitucionalidad contra la reforma que modi-
fi ca la Ley Orgánica del SC y Carrera Administrativa, 
Homologación y Unifi cación de las remuneraciones 
del sector público. De hecho, Ecuador y Bolivia 
son, en los últimos años, ejemplos de las difi cul-
tades que para este tipo de reformas representan 
las coyunturas de alta efervescencia social e ines-
tabilidad política. 

El trabajo ha detectado un elevado número 
de regímenes de SC cuya norma de creación o 
de reforma global es posterior a 1990 (Bolivia, 
Nicaragua, Panamá, República Dominicana, 
Argentina, México, Colombia, Ecuador, Para-
guay, Perú y Venezuela). Otros (Brasil, Chile y 
Uruguay), han vivido, también en los últimos 
años, reformas signifi cativas en sus sistemas pú-
blicos de gestión del empleo y los RRHH. Una 
valoración optimista podría pensar en todo ello 
como la expresión, coincidente en el tiempo, de 
dinámicas reformadoras poderosas, nacidas bajo 
el infl ujo de las ideas de profesionalización y mo-
dernización de la Administración pública. Sin 
negar la realidad de estas infl uencias, lo cierto 
es que una volatilidad tal de los marcos legales 
básicos apunta al mismo tiempo a factores de 
debilidad institucional de los sistemas político-
administrativos, y en ocasiones a la suplantación 
de las reformas por la retórica del cambio. 

II. ALGUNAS RECOMENDACIONES FINALES

Ciertamente, la diversidad de las situaciones y 
los marcos institucionales contemplados impiden 
extraer de los diagnósticos un volumen signifi -
cativo de recomendaciones de validez general. 
No obstante, sí parece posible intentar la siste-
matización de algunas evidencias reiteradamen-

te presentes en aquellos, de las que se derivan 
líneas prioritarias de intervención en un número 
signifi cativo de países.

II.1. En orden a la integración y consistencia   
 básica de los sistemas de SC.

• En los numerosos casos en los que todavía se 
detectan défi cit en este sentido, resulta im-
prescindible construir, desarrollar, completar 
o integrar los sistemas de información 
sobre los recursos humanos. Su consolida-
ción es imprescindible para contar con un 
mínimo desarrollo del subsistema de plani-
fi cación, y por consiguiente para dotar de 
valor estratégico a las políticas de recursos 
humanos. La defi nición de estándares de 
información, la construcción de registros de 
personal, la implementación de programas 
informáticos para la constancia y explota-
ción de los datos, la integración de las bases 
de datos y el acceso a las mismas por parte de 
los diferentes gestores interesados, son, entre 
otras, acciones que deben seguir siendo im-
pulsadas y apoyadas en diferentes países. 

• En determinados países, será necesario es-
forzarse por superar inequidades sig-
nifi cativas de los sistemas, consecuencia 
del diferente grado de acceso al poder de 
decisión y al manejo de recursos públicos, 
en ocasiones procedentes de fondos y pro-
gramas de cooperación al desarrollo, por 
parte de colectivos profesionales, grupos de 
interés o sectores de la administración pú-
blica. En ciertos casos deberá ponerse aten-
ción, específi camente, al fortalecimiento de 
las instancias y mecanismos de gestión de las 
relaciones laborales, así como a la atención 
y resolución de confl ictos de este orden, co-
hesionando y profesionalizando en la mayor 
medida posible la negociación laboral y el 
resto de prácticas de gestión asociadas. 

• La creación de instancias centrales con 
responsabilidad por el funcionamiento con-
junto del sistema, allí donde no existan o no 
hayan asumido propiamente este papel, o 
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bien su desarrollo en los casos en que éste se 
revele como insufi cientemente ejercido, pa-
rece otra de las líneas de actuación en este 
campo. Ahora bien, la orientación en este 
punto no debe ser la centralización burocrá-
tica de los sistemas y la preservación de una 
coherencia meramente formal. El énfasis 
debe ponerse en la dotación a estas instan-
cias de inteligencia estratégica y capacidades 
técnicas en materia de gestión del capital 
humano, que les permitan conducir efi caz-
mente los procesos de modernización, así 
como estimular y apoyar los esfuerzos que se 
realicen en este sentido desde las diferentes 
organizaciones públicas. 

• En esta misma dirección, resulta impres-
cindible —y ésta es una orientación que los 
diagnósticos extienden a todos los países, sin 
excepción— el fortalecimiento de las áreas 
y ofi cinas de recursos humanos de los 
diferentes organismos públicos. Esto implica 
la superación de su generalizado papel ac-
tual de mera administración de incidencias 
y trámites, y la dotación de nuevas capacida-
des. La existencia de una red de instancias de 
gestión de recursos humanos dotadas de un 
mínimo de lenguaje común y del mayor gra-
do posible de competencias técnico-profesio-
nales, es la mejor garantía de integración y 
consistencia de un sistema moderno de SC.

II.2. En orden a la profesionalización 
 del Servicio Civil

• Poner en marcha o perfeccionar sistemas 
transparentes y competitivos de acce-
so al empleo público es la primera prioridad. 
Del mismo modo, el uso de mecanismos 
basados en el mérito y el rendimiento 
para el diseño de los mecanismos de promo-
ción y carrera, compensación, y corrección 
o sanción, en su caso. Ello exige, por una 
parte, invertir en la dotación de capacida-
des técnicas a los órganos especializados 
que han de intervenir en estos procesos. Por 
otra parte, hay que garantizarles un espacio 

de independencia en su actuación, debida-
mente protegido de la interferencia política 
o la intromisión arbitraria. La longitud del 
camino por recorrer en este campo es muy 
diferente en los distintos marcos instituciona-
les contemplados, pero la necesidad existe en 
alguna medida en todos los países. 

• La profesionalización de los cuadros 
directivos de la Administración pública 
es otra de las grandes prioridades. La defi -
nición de un espacio para la gerencia públi-
ca profesional, con mecanismos de acceso y 
compensación basados en el mérito y el ren-
dimiento, y dotado de un estatuto de garan-
tías adecuado, riguroso y fl exible al mismo 
tiempo, es el primer paso, que encontramos 
sólo en algunos casos nacionales. La provi-
sión de este espacio con directivos públicos 
capacitados exigirá programas específi cos de 
reclutamiento, formación y desarrollo, que 
requerirán esfuerzos signifi cativos.

II.3. En orden a la implementación y    
 consolidación de las reformas necesarias

• La reforma legal parece imprescindible 
en ciertos casos, ya sea por la obsolescencia 
del marco normativo existente o por la ne-
cesidad de ordenar, integrar normativa dis-
persa o llenar espacios jurídicos vacíos. En 
otros supuestos, la elaboración de una nue-
va ley de SC ha sido o puede estar llamada 
a ser la plataforma de lanzamiento de los 
cambios. En todo caso, la experiencia mues-
tra que la nueva legislación debe huir de la 
retórica del cambio, y concentrarse en de-
fi nir marcos que estimulen y faciliten el de-
sarrollo de capacidades efectivas de gestión 
del empleo y los recursos humanos. Con al-
guna frecuencia, será recomendable que la 
reforma de los marcos jurídicos acompañe 
o siga a procesos fácticos de cambio, con-
solidándolos e institucionalizándolos, mas 
bien que iniciándolos.

• Los procesos de reforma deberán, como es 
obvio, adaptarse a las peculiaridades de 
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cada entorno institucional. En ciertos 
casos, como se apunta en algún diagnóstico, 
los cambios deberán aprovechar las posibili-
dades de avance que ofrezcan determinadas 
organizaciones o sectores de la Administra-
ción pública. No obstante, debe tenerse en 
cuenta que, por su carácter sistémico, el SC 
es un ámbito institucional en el que la efec-
tividad de las reformas requerirá, las más de 
las veces, visiones globales y enfoques 
integrados, sin perjuicio de que el desarro-
llo, secuencia y consolidación de los cambios 
se adecue a ritmos y escenarios diferentes. 

• La difusión social de las ideas que ins-
piran el cambio hacia sistemas profesiona-
les y efi caces de gestión del capital humano 
al servicio del sector público parece impres-

cindible. Desde el punto de vista de los con-
tenidos del cambio, la Carta Iberoamericana 
de la Función Pública puede ser un referente 
inspirador de gran utilidad. 

• La construcción de consensos sociales 
y políticos es vista en la mayor parte de los 
diagnósticos como una condición imprescin-
dible para el éxito de las reformas. La profe-
sionalización y modernización del SC debe 
pasar a ser una aspiración colectiva transver-
sal a los intereses partidarios, apoyada, y si es 
posible reclamada, por las empresas y orga-
nizaciones de la sociedad civil, y vinculada 
a la modernización económica y social de 
los países. Sólo desde estos consensos cabrá 
vencer las considerables resistencias que se 
oponen a esta clase de reformas. 


